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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

AfilO 1986

CAUSA ORIGINARIAMENTE INSTRUIDA POR EL
CONSEJO SUPREMO DE LAS FUERZAS ARMADAS EN

CUMPLIMIENTO DEL DECRETO 158/83 DEL
PODER EJECUTIVO NACIONAL

GOBIERNO DE FACTO.

La validez de las normas y actos emanados del Poder Ejecutivo de fac-
to está condicionada a que, explícita o implícitamente, el gobierno cons~
titucionalmentc elegido que Jo suceda la reconozca (Voto de los Dres. José
Severo Caballero, Enrique Santiago Petracchi, y Jorge Antonio Bacqué).

LEY: Derogació'1.

El arto 1~de la ley 23.040,que dice: "Der6gasc por inconstitucional y
dcclárasc insanablemcntc nula la ley de facto 22.924", remite a la con-

sideración de las atribuciones del. Congreso de hacer las leyes de la
Nación (art. 67 de la Constitución -Nacional) entre las que están, como
contraparte necesaria, aquellas que ]0 facultan para derogar --entre
otra5- las normas que por sus vicios de naturaleza constitucional, no
pueden seguir vigentes. Esto conforme al vasto e in.dudable alcance del
poder del órgano legislativo de dictar leycs que orga:gicen, desenvuelvan,
apliquen y ejecuten en la práctica las diversas partes de la Carta Funda-
mental, que tiene como límite el que determinan los principios bqsicos de
la Constitución y la integridad de las garantías y derechos reconocidos
en ella (Voto del Dr. Jos6 Severo Caballero).

LEY: Derogación.

Tanto la anulación consagrada en el arto 1~de la ley 23.040 como la re-
gla del arto 2~ apuntan a significar quc la derogación que se. efectuó
tiene efecto retroactivo, lo que, vinculado a las pautas de eficacia de
las nonnas en el tiempo según el arto 3! del Código Civil resulta válido
y no pennite inferir que haya existido una inadmisible intromisión en
facultades propias del Poder Judicial, en tanto el Congreso efectuó una
valoración pormenorizada de las circunstancias en que se dictó la ley
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de facto 22.924 y buscó prh'arla de toda eficacia' (Voto del Dr. José
Severo Caballero).

federales.

LEY PENAL MAS BENIGNA.

El principio de la ley penal más benigna (art. 2~ del Código Penal) no
representa una garantía consti'tucional, sino s6lo un criterio del legis.
ladar en cuanto a la configuración de derechos su,bjetivos concretos que
está a su cargo mantener o derogar (art. 67, ine. 11, de la Constitución)
(Voto del Dr. José Severo Caballero).

LEY PENAL MAS BENIGNA.

Cuando se trata de situaciones extraordinarias, temporarias y concluidas
es válido para el legislador apartarse de los principios generales del
Código Penal relativos a la validez temporal de las leyes (Voto del Dr.
José Severo Caballero).

LEY PENAl" MAS BENIGNA.

La similar jerarquía de las normas en juego pClmitc que el posible con-
flicto entre el arto 2~ del Código Penal y la ley 23.040Quede expresa-
mente resuelto por la ley posterior (Voto del Dr. José Severo Caballero).

LEY PENAL MAS BENIGNA.¡

El art. 2~ del Código Penal sólo recoge un princIpIo general fundado en
la conveniencia, que puede Quedar de lado cuando concurran. circuns-
tancias Que así lo determinen (Voto del Dr. José Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO:' Requisitos JpropiOs. Cuestiones 'no
Interpretación de 'lormas y actos comunes.

No corresponde a la Corte juzgar sobre la interpretación ..y aplicación
del art. 2? del Código Penal, por ser ajeno a su competencia extraor.
dinaria, en virtud de Que se trata de un precepto de orden común
(Voto del Dr. José Severo Caballero).

GOBIERNO DE FACTO.

Si bien desde .su origen la Corte Suprema y la experiencia jurídica na.
cional han reconocido por razones de seguridad jurídica la continuidad
en los gobiernos d~ jure de la legislación de los gobiernos de facto, y
el poder de éstos .de realizar los actos necesarios para el cumplimien-
to de sus fines, ello ha sido sin perjuicio de rechazarla o privarla de
efectos, cuando tales normas configurasen un evidente abuso de po-
der. frente a las garantías y derechos esenciales de los individuos, o
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bien un palmario exceso en el uso de las facultades que ejercitaran
los poderes públicos que se desempeñasen en sustitución de las auto-
. ridades legítimas (Voto del Dr. José Severo Caballero).

GOBIERNO DE FACTO.

Se configura un abuso de poder cuando la legislac~ónde facto viola
los derechos individuales y los principios básicos de la división de po-
deres, y cuando se dicta más allá de las necesidades de la propia se.
guridad jurídica, que se integra con los objetivos revolucionarios for-
malmente declarados (Voto del Dr. José Severo Caballero).

GOBIERNO DE FACTO.

La' ley de facto 22.924es el resultado del abuso del poder, porque no sólo
se aparta del arto 67, ine. 11 de la Constitución NacionflI -que autoriza
únicamente .al Congreso para dictar la ley penal- sino que también
contraría las exigencias del arto 1~ de la Ley Fundamental en punto a
la esencia de la forma republicana de gobierno y a la consiguiente di-
visión de los poderes, garantizadas al culminar el art. 29 con la nuli-
dad de aquellos actos que importen conferir a los gobernantes la su-
ma del poder público (Voto del Dr. José Severo Caballero).

AMNISTIA.
La ley de facto 22.924ha desnaturalizado, los propósitos declarados por
el gobierno de facto, entre los que se hallaban el fortalecimiento y la
estabilidad de la democracia republicana y la erradicación de la subver-
sión (confr. arto 1 del "Acta Fijando el Propósito y Objetivos BásicOs
para el Proceso de Reorganizaci.ónNacional"), esto último al preten-
der imponer él olv~do sobre los delitos cometidos con motivación o
finalidad terrorista o subversiva (art. 1~ de la ley de facto citada)
(Voto del Dr. José Severo Caballero).

AMNISTIA.

No puede existir un derecho de propiedad -como por extensión del
arto 17 de la Constitución se ha interpretado en los recursos--:""ni adu-
cirse' el cercenamiento de derechos adqui~idos mediante la ley de facto
22.924,que pretendió excusar de responsabilidad penal a quienes abu-
sando del poder político, cometieron graves crímenes comunes (Voto
del Dr. José Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen.

Resulta inadmisible que la Corte considere el planteamiento referente
a la vulneración del principio de la cosa juzgada, si los recurrentes no
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exhiben sentencia judicial, administrativa o disciplinaria que, por apli-
cación de la ley de facto 22.924dé sustento a sus pedidos, por 10 que,
en tales condiciones, Jos agravios que formulan no exceden de lo me-
ramente conjetural y se basan en consideraciones generales extraña..:;
a. su situación procesal real (Voto del Dr. José Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARlO: Requisitos comwles. Tribunal de justicia.

Si bien la Corte Suprema había establecido que ]a jurisdicción ejercida
por los tribunales militares no es la del arto 100 de la Constitución Na-
cional y que, por tal motivo carecía en lo referente a la interpretación
de las normas castrenses de las facultades de revisión que posee res-
pecto del resto de las leyes federales, no corresponde mantener tal
criterio, habida cuenta de que con la sanción de la ley 23.049 se ha
instrumentado una instancia de apelación judicial ordinaria de los fa.
1I0s dictados por los tribunales militares (Voto de los Ores. José Se-
vero Caballero y Augusto César Belluscio).

DELITOS MILITARES.

Los delitos cometidos por la "ejecución de una orden del servicio"
(art. 514 del Código de Justicia Militar) son aquellos conexos con el
ámbito de la función; y no los externos perpetrados en tiempo de
paz, que atacan la vida .o la libertad de las personas, homicidios. pri.
vaciones ilegales de la libertad, tormentos (Voto de los Dres. José Se.
vera Caballero y Augusto César BelJuscio).

DELITOS MILITARES.

Unicamente están comprendidos en el art. 514 del Código de Justicia
Militar aquéllos hechos ilícitos que por sus características fácticas se
ven concctados con la finalidad de la orden y se hallan dentro del cir-
cuito de los hechos próximos, vinculados inicialmente a la competencia
y al deber del superior, cuando el sujeto pasivo o las cosas están en el
espacio propio de esa competencia. En verdad, se trataría de delitos
configura tivos de abusos, conexos -en definitiva- a una desviación
de la función. Y aún admitiendo que en este limitado C<."lmpoel arto 514
hubiera aceptado la autoría mediata, tal criterio no podría transferirse
a los crímenes comunes cometidos cn perjuicio de personas ajenas a
. la vida militar (Voto de los Ores. José Severo Caballero y Augusto
César Belluscio).

DELITOS MIUTARES.

El arto 514 del Código de Justicia Militar tiene en tiempo de paz una
aplicación limitada al campo de la jurisdicción militar en el marco de
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las órdenes del servicio, con excepciones que justifican la desobedien~
cia o la atenuación de la insubordinación, cuando ellas impliquen la
reacción ante un abuso de los permitidos al ~uperior, pero no frente al
abuso arbitrario, atento a lo dispuesto por el arto 187que establece la
obligación de 'denunciar la perpetración de delitos sujetos a la jurisdic~
ción de los tribunales castrenses, bajo la sanción de cometer el delito
de encubrimiento (Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto
César Belluscio).

PARTICIPACION CRIMINAL.

Por remisión a través' del arto 513del Código de Justicia Militar, debe
tenerse en cuenta las reglas de la participación que fija el arto 45 del
Código Penal para el juzgamiento de hechos ilícitos ajenos a la fun~
ción castrense cometidos por personal militar en tiempo de paz (Vo-
tos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto César Belluseio).

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR.

La aplicación forzada y analógica del arto 514del Código de Justicia Mi~
litar, en virtud a la cual se declara a los superiores autores mediatos
en los delitos ajenos a la función castrense cometidos por personal mi~
litar en tiempo de paz, ha configurado una interpretación extensiva
efectuada en perjuicio de los encartados y les ha atribuido un grado
de participación más pleno agravando su situación, lo que está vedado,
por el principio constitucional de legalidad del régimen penal (Votos de
los Dres. José Severo Caballero y -Augusto César Belluscio).

'CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Ley an-
terior y jueces naturales.

Son conceptos indudablemente recibidos por el arto 18 de la Constitu-
ción Nacional, que el ~erecho represivo -en cualquiera de sus ramas-
constituye un sistema riguroso y cer~ado, formado por ilicitudes discon~
tínuas, .que no tolera por la naturaleza de Jos objetos jurídicos de que
trata, ningún tipo de integración, extensión o analogía tendiente a
completar los elementos esenciales de las figuras creadas por la ley
(Votos de los doctores José Severo Caballero y Augusto César BeIluscio).

LEY: Interpretación y aplicación.

Si bien constituye tarea específica de los jueces interpretar las normas
.legalesa los fines de la correcta determinación de su sentido jurídico,
en materia penal se excluye toda interpretación analógica o extensiva
de las normas punitivas (Votos de los doctores José Severo Caballero y
Augusto César BelIuscio).
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones '10 federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

La circunstancia de que se trate de la inteligencia de una norma común
-art. 45 del Código Pcnal- ajena al remedio del arto 14 de la ley 48,
no resulta óbice decisivo para abrir el recurso cuando por ese medio
se tiende a evitar un quebrantamiento de principios con marcado sus-
tento constitucional (Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto
César Bclluscio).

PARTICIPACION CRIMINAL.

La doctrina científica en el derecho comparado, no ha aceptado -en
la legislación penal común- que el criterio del dominio del hecho sea
decisivo para distinguir el concepto de autor del de partícipe (Votos
de los Dres. José Severo Caballero y Augusto César Belluscio).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. De!ellsa el! juicio. I..ey allfe.
rior y jueces naturales.

Si lo determinante de la autoría delictiva no es la realización de los ti-
pos penales sino el dominio del hecho por fuera de los límites forma.
les de aquéllos, la legalidad de los delitos y de las penas, la "Jey previa",
queda sin fundamento y así se lesiona eJ principio que garantiza el art.
18 de la Constitución Nacional (Votos de los Ores. José Severo Caba.
llera y Augusto César Belluscio).

PART/C/PACION CRIMINAL.

El dominio mental del hecho y la realización de acciones extratípicas
encaminadas con abuso de poder hacia la ejecución colectiva por otros,
no puede representar otra cosa que.]a cooperación intelectual y mate-
rial para que los subordinados realicen las características de los tipos
de Jos delitos investigados; es decir que los que impartieron las ór-
denes y bríndaron los medios materiales para realizar los hechos iJí.
citos son partícipes como cooperadores necesarios, y no autores en
los términos del art. 45 del Código Penal, porque éstos están en el
campo de la ejecución en cuanto al principio de ejecución (art. 43 del
Código Penal) y consumación (art. 45) (Votos de los Ores. José Severo
CabalJcro y Augusto César Bclluscio).

PARTICIPAC/ON CR/MINAL.

La existencia simultánea de un autor mediato que es quien tcndría
siempre el llamado "dominio del hecho" y la de un autor inmediato, su
ejecutor, no sc concilian, porque si existiera un ejecutor responsable:
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del delito, éste tendría el "dominio del hecho" y desplazaría al
mediato (Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto
Belluscio).

PARTlCIPACION CRIMINAL.

11

autor
César

El. concepto de autor mediato que obra a través de un aparato orga.
nizado de poder caracterizado por la fungibilidad del ejecutor, es ex.
tensivo con relación al tipo de las figuras delictivas de homicidio,
privación ilegítima de la libertad, torturas y tormentos dado que la
ampliación de la participación en tales figuras sólo se puede realizar
conforme a la "regla del arto 45 del Código Penal, que coloca al autor o
autores en el campo de la ejecución del hecho, y denomina cómplices
a los que realicen cualquier otra acción previa o concomitante, fuera
del marco de la ejecución (Votos de los Dres. José Severo Caballero y
Augusto César Belluscio).

PARTlCIPACION CRIMINAL .

. Frente al criterio legal, que define a la autoría o a la coautorÍa bajo
la exigencia de "tomar parte en la ejecución del hecho", cualquier otra
intenrención vinculada a la realización del delito importa una coopera-
ción, un auxilio o una ayuda (Votos de los Dres."José Severo Caballero y
Augusto César Belluscio).

PARTICIPACION CRIMINAL.

Si la "determinación directa" del arto 45 del Código Penal significara ad.
mitir la forma de instigación y la de autoría a la vez, representaría
aplicar al autor mediato las reglas de la instigación, con 10 cual el que
domina el hecho sería a la vez persuasor y ejecutor (Votos de los Dres.
José Severo Caballero y Augusto César Belluscio).

PARTICIPACION CRIMINAL.

El concepto de instigación enmarca una participación puramente psí-
quica, que el instigado dirige derechamente a la concreta finalidad de
hacer que el instigado. voluntaria, libre y conscientemente, tome la
resolución de cometer el delito. Esa actividad intelectual que despliega
el instigador se agota una vez tomad,a la resolución, de tal manera que
la realización del delito depende del instigado, que se convierte así en
único autor. Y si a aquel obrar psíquico se le agrega alguna otra apor.
tación material, la actividad del sujeto se desplaza del concepto de
instigación e ingresa en el de partícipe, que auxilia, ayuda o coopera,
y cuya calidad de necesario no dependerá de la materialidad y el valor
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de esa cooperación (Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto
César Belluscio).

DELITOS CONTRA LA LIBERIAD.

En el delito previsto en el art. 144 cuarto, inc. 1':', del Código Penal
la pasividad del agente no tiene que haber respondido al propósito
de consentir la tortura ya que en tal caso, no sería autor de, este
delito, sino partícipe necesario del delito de tortura, pues habría pres-
tado una colaboración consistente en no cumplir la lobligación de ac-
tuar Que pesaba sobre él para así facilitar o posibilitar la realización
del hecho (Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto César
BcIluscio) ,

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD.

La conducta prevista en el arto 144 quinto del Código Penal es culposa,
porque si se tratare de una omisión connivente, y por lo tanto inten-
cional, haría responder al autor como partícipe necesario del delito de
torturas, en razón de la mayor jerarquía punitiva de esta figura (arts.
144 tercero y 45 del Código Penal) pero igualmente el autor tiene res.
ponsabilidad autónoma originada en su omisión, no obstante la "vin-
culación de su delito con el resultado de tormentos (Votos de los Dres.
José Severo Caballero y Augusto César BelIuscio).

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD.

Ante la insuficiencia de las normas que reprimían la tortura y por ser
conveniente ampliar Jos hechos previos a ésta, pero vinculados causal-
mente en forma dolosa o culposa, el lcgisl,ador ha creado figuras inter-
medias que no reconocen l,a autoría mediata. porque en el sistema del
Código Penal son suficientes las reglas de la participación: arts. 45 y
concordantes (Votos de los Ores. José Severo Caballero y Augusto César
Belluscio). ' '

PARTICIPACION CRIMINAL.

Al emitir Jos procesados las órdenes verbales secretas 'c ilcgales para
combatir el fenómeno terrorista .. como así también "al proporcionar a
sus ejecutores directos los medios necesarios para cumplirlas, ascgu-
rándoles que luego de cometidos los delitos no senan pcrseguidos ni
deberían responder por eUos, garantizando su impunidad. han realizado
una cooperación necesaria consistente en la contribución a~ordada con
otros partícipes para la comisión del' hecho; es decir, que en el iter
criminis, su actividad coadyuvó a 'la realización del delito, bien enten~
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dido que la circunstancia de que la responsabilidad penal de estos par.
tícipes primarios sea igual a la del autor, no significa que la estructura
de su conducta sea la misma, porque en todo caso ésta es ajena a la
realización de 'la acción típica como ejecución (Votos de los Ores. José
Severo Caballero y Augus~o César Belluscio).

PARTICIPACION CRiMINAL.
Los acusados deben responder como partícipes necesarios de los de-
litos de robo, si no se percibe exceso de los ejecutores en los medios
ni aún en los fines, sino que la platafonna fáctica revela que las ór-
denes contenían la facultad de apoderarse ilegítimamente de cosas
muebles ajenas (Votos de los Ores. José Severo Caballero y Augusto
C~sar Belluscio).

PRiVACION ILEGAL DE LA LIBERTAD.
Resulta razonable concluir que la fecha de destrucción del único centro
de detención que dependía de la Fuerza Aérea detennina el cese de la
participación del comandante de esa fuerza en la comisión del delito de
privación ilegal de la libertad, lo que no significa que se dé por sen-
tado que en ese momento haya concluido la comisión de los delitos
permanentes cuyas víctimas figuran como desaparecidas (Votos de los
Ores. José Severo Caballero y Augusto César Belluscio). 1

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. 1I1trodllcción de la cues-
tión federal. Forma.

Para .la procedencia del recurso extraordinario, es indispensable que ]a
cuestión federal presente en la causa, haya sido invocada por vía de ac-
ción o de c.xcepción como punto comprendido en la controversia, pues
s610 de csa manera queda introducida en el juicio y puede ser materia
de pronunciamiento (Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto
César Belluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. GraVamell.
No son atendibles en la instancia extraordinaria los agravios derivados
t:30 s610 de la conducta discrecional del recurrente, demostrativa de
su falta de interés en el punto (Votos de los Dres. José Severo Caballero

y Augusto César Belluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducci6n de la Cl~es-
rión federal. Oportunidad. Planteamient~ en el escrito de il1terpo~ición del re~
curso extraordinario.

El agravio introducido s610 en el recurso federal resulta atendible en
la instancia extraordinaria cuando está dirigido a obtener la declara-



14 FALtOS DE J..\ CORTE SUPRFi~I'"

ción de la prescripción penal, omitida en el pronunciamiento rccuITido,
en virtud de su c~ráctcr de orden público, motivo por el cual debe
ser declarada de oficio, pues se produce de pleno derecho por el mero
transcurso del plazo pertinente (Votos de Jos Ores. José Severo Caballero,
Augusto César Bclluscio y Carlos S. Fayt).

CONSTITUCION NAC10NAL: Derechos y garQ/ltías. De/e/Isa en juicio. Proce-
dimiento y seutencia.

La garantía de la defensa en juicio comprende la oportunidad de toda
persona sometida a proceso, de ser oída, de conocer los cargos que se
formulan en su contra y de producir pruebas en su favor.

RECURSO. EXTRAORDINARIa: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. bnprocedcllcia del recurso.

No es autocontradictoria la sentencia que tuvo por acreditada la mi-
vación ilegal de la libertad y absolvió por el delito de homicidio agra.
vado, si los jueces entendieron que, al no haberse agregado ninguna
prueba que permitiera afinnar que la víctima permaneció en cautiverio
ininterrumpido desde su aprehensión ilegal hasta el momento de su
muerte, no era posible atribuir al comandante de la fUet7.a actuante el
homicidio agravado, aún a pesar de los serios indicios existentes que
jndicaban que esa muerte podría haber sido causada por sus captores.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentellcias arbitrarias. Procedellcia del recurso. Defectos en la c01lsideració'l
de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó por el delito de
robo si omitió considerar una cuestión conducente para arribar a una
solución diversa de la causa, pues no suministró los fundamentos por
los cuales consideró implícitamente que la acción no había prcscripto,
ni señaló por qué razón no era aplicable el texto del art. 62 dc.l Código
Penal ni que existiera alguna causal inlerrupliva (Votos de los Dres.
José Scvcro Caballero y Augusto César Belluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. COIltradicción.

Ha incurrido en autocontradicci6n la sentencia que conden6 nor los
dclitos de robo, pucs las circunstancias de hecho y de derecho que le
pennitieron declarar prescriptos los delitos de privaci6n ilegal de la
libertad --con igual pena máxima que los robos- eran aplicables a
estos últimos (Votos de los Ores. José Severo Caballero y Augusto
César BelJuscio).
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Si la falsedad de los informes dados por los procesados ante los reque-
rimientos judiciales han apuntado a encubrir la comisión de los deli~
tos investigados, exigirles ser veraces revelando su propio delito o cri-
men, importaría violar el principio referente a que nadie está obli.
gado a declarar contra sí mismo (art. 18 de la Constitución Nacional)
(Votos de los Dres. José Severo Caballero y Augusto César Belluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Gravedad institucional.

No se configura "interés institucional" con suficiente entidad, en la ta-
cha de arbitrariedad a la sentencia que dio por acreditada la existen~
cia de órdenes ilegales emitidas por los comandantes de las Fuerzas
Armadas y por el tratamiento efectuado en cuanto a la existencia de
causales de justificación (Votos de 'los Dres. José Severo Caballero y
Augusto César Belluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

No procede el recurso extraordinario en el que se alega la prescripclOn
de la pretensión 1cgalde los delitos de privación ilegal de la libertad y
robo, pues se trata de cuestiones de derecho común, no federales, cuyo
tratamiento no ha sido arbitrario (Votos de los Ores. José Severo
Caballero y Augusto César Belluscio).

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR.

Las cuestiones de hecho pr~vistas po~ el arto 379del Código de Justicia
Militar, en cuanto a su formulación, se vinculan con la actuación de
jueces legos y, en consecuencia, tratándose la Cámara de un órgano
del Poder Judicial, la omisión por ella de formalidades propias de aquc~
Has jueces militares, no causa ningún agravio, mientras no se lesionen
garantías constitucionales (Votos de los Ores. José SeveroTaballero y
Augusto César Belluscio}.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales de
cardcter procesal.

Si bien las supuestamente violadas son-leyes federales -arts. 276y 277
del Código de Procedimientos en Materia Penal-. por tratarse de Clles~
tiones de derecho procesal, son ajenas al recurso extraordinario (Votos
de los Dres. José Severo Caballero y Augusto César Bclluscio).
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PRUEBA: Apreciación.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Teniendo en cuenta los princIpIOs que gobiernan el juicio oral aplica.
bJes al caso -art. 7'! in fine de la ley 23.049- el valor probatorio de las
declaraciones de un testigo debe ser apreciado de acuerdo al sistema
de la saDa crítica racional (Votos de los Drcs. José Severo Caballero y
Augusto César Bclluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias.

El arto 502 del Código de Justicia Militar establece que el procedimiento
sumario en tiempo de paz procede" cuando sea necesaria la inmediata
represión de un delito para mantener la moral, la disciplina y el espí.
Titu militar de las Fucnms Armadas, circunstancias éstas que son de
apreciación exclusiva de quien ordena la instrucción, estando por ello
exento de revisión por la Corte, en tanto no genere menoscabo a la
garantía de la defensa en juicio (Votos de Jos Ores. José Severo Caballero
y Augusto César BelJuscio).

RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos comunes. Gravamen.
,

La intervención de la "persona particularmente ofendida por el delito""
prevista por el arto 100 bis del Código de Justicia Militar no está equi.
parada a Ja del q~ere11ante (arts. 14, 170, 457, 463 y cons. del Código
de Procedimientos en Materia Penal) sino que es restringida y condi.
cionada a indicar medidas de prueba, solici~ar que se le notifique la
sentencia, o la radicación de la causa en la Cámara Federal y, en con.
secuencia, no tiene el, interés personal exigido para la procedencia del
recurso extraordinario (Voto de los Ores. José Severo Caballero y
Augusto César BeUuscio).

RECURSO EXTRAORDINAR10: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitradas. Principios generales.

La falta de referencia' a la manera en que se podria haber modificado
el fallo impugnado, torna inadmisible'el recurso ex.traordinario en lo
que respecta "a la denegación de medidas probatorias (Votos de los Ores.
José Severo Caballero y Augusto César Belluscio).

GOBIERNO DE FACTO.

La validez de las )1ormas y actos emanados de los gobiernos de facto-
está condicionada a que, explícita o implícitamente, el gobierno consti.
tucional que los suceda la' reconozca (Voto del Or. Au~sto César
BeUuscio).
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La validez y eficacia de las leyes dictadas por quienes ejercieron la
facultad legisferant~ entre el 24 de marzo de 1976y ella de diciembre
de 1983se supedita a su ratificación expresa o tácita por el Congreso
de la Nación (Voto del Dr. Augusto César Belluscio).

LEY: Principios generales.

Si la Nación. está regida por la Constitución, no hay más ley que la
sancionada y promulgada de acuerdo a sus disposiciones. Los actos de
contenido legislativo emanados de otra fuente son nulos, tanto si pro~
vienen de un pode.r constitucional diferente como de un poder de facto
(Voto del Dr. Augusto César Belluscio).

GOBIERNO DE PACTO.

No habría diferencia esencial entre la nulidad de una ley dictada por
el Poder Ejecutivo -_constitucionalo por un tribunal judicial, y la de
la ley dictada por el gobierno de facto, sea proveniente de la volun~ad
expresada individualmente por quien ejerce el Poder Ejecutivo de he~
cho, o por éste acompañado de otro órgano también de facto, como
las juntas militares o comisiones de asesoramiento legislativo. Queda a
salvo la posibilidad de ratificación o convalid~ción por el Congreso, que
convierte en ley el acto que no 10 era (Voto dcl Dr. Augusto César
Belluscio).

GOBIERNO DE PACTO.

Puede estimarse que el Congreso de la Nación ha ratificado tácitamente.
la generalidad de las leyes dictadas por quienes ejercieron la facultad
legisferante entre el 24 de marzo de 1976y ella de diciembre de 1983,
al abrogar algunas, modificar otras, y suspender o prorrogar la vigen~
cia de otras más (Voto del Dr. Augusto César Belluscio).

GOBIERNO DE PACTO.

L~ voluntad legislativa de no ratificar la ley 22.924---cualesquiera que hu-
biesen sido los. términos utilizados para manifestarla, aun cuando ellos
no se' ajusten a una perfecta técnica jurídica- quedó claramente ex~
presado cuando, apenas instalado el Congreso, su primer acto de sus-
tancia legislativa consistió en el dictado de la ley 23.040. que dejó sin
efecto por nula e inconstitucional a aquélla, la cual, de tal modo, dejó
retroactivamente de ser ley de la Nación y producir consecuencias.
jurídicas (Voto del Dr. Augusto César Belluscio).
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GOBIERNO DE FACTO.

F¡\U.OS IlE L\ CORTE SUPRa1A

Que la negativa de ratificación por el Congreso priva de efectos con
retroactividad a las leyes de faclo, queda demostrado especialmente
cuando tales leyes disponen arnúistía- (Voto del Dr. Augusto' César
BeIluscio) .

AMNISTIA.

Una ley de amnistía constituciotialmente válida produce sus efectos de
modo definitivo aun cuando posteriormente sea derogada, ya que el
arto 2':' del Código Penal establece la aplicación de la ley más benigna,
aun cuando no rija al tiempo de comctcrse el delito ni al de pronunciarse
el fallo, sino en una época intermedia; el delito cometido" antes de la
amnistía válida no podría ser punido ni aún dC,spuésde su derogación,
porque se aplicaría la ley que en el tiempo intermedio habría suprimido
la dclictuosidad del hecho (Voto del Dr. Augusto César Bclluscio).

AMNISTlA.

Si se admitiese que el Congreso sólo pudiera derogar para el -futuro la
ley de facto de amnistía, quedaría consagrada la iniquidad de que esa
derogación fuese meramente teórica, privada de consecuencias prác.
ticas, ya que, aún temporariamente vigente, la ley de facto habría pro-
ducido consecuencias definitivas sobre las cuales no sería posible vol-
ver. El poder de facto trascendería, así, sobre: los poderes constitucio-
nales sin remedio, por más que hubiesen obrado en contraposición con
la <l;rnpliamentemayoritaria voluntad del país (Voto del Dr. Augusto
César Belluscio) .

.GOBIERNO DE FACTO.

Carece de sustento la pretensión de que en virtud del princIpIo del art.
2~, del Código Penal se aplique ultraactivamente la ley 22.924no ratio
ficada por cl Congreso, ya que, ncgada explícitamente la ratificación,
ella no configura ley en el sentido que a tal expresión atribuye In
Constitución, y no puede reconocérsc1e efectos de ninguna cspecie
(Voto del Dr. Augusto César Bclluscio).

AMNISTIA.

Lo establecido en el art. 2'" de la ley 23.040no vulnera la autoridad de
la cosa juzgada, puesto que no cabe admitir la subsistencia del juz.
gamiento basado en una norma legal de facto que resultó privada re.
troactivamente de efectos por 'voluntad del órgano legislativo constitu-
cional (Voto del Dr. Augusto César Belluscio).
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La cosa juzgada, como todas las instituciones legales, debe organizarse
sobre bases compatibles con los derechos y garantías constitucionales
(Voto de los Dres. Augusto César Belluscio y Carlos S. Fayt y disiden-
cia de Jos Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

COSA JUZGADA.

Los loables motivos que inspiran el princIpIO de la inmutabilidad de
las sentencias no son absolutos, y deben ceder frente a la necesidad de
afirmar otros valores jurídicos de raigambre constitucional (Voto del
Dr. Augusto César Belluscio y disidencia de Jos Drcs. Enrique Santiago
Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

PARTICIPACION CRIMINAL.

El partícipe será instigador para nuestro arto 45 del Código Penal, sólo
en la medida en que "determinare directamente a otro" a cometer el
delito (Voto del Dr. Augusto César Belluscio).

PARTICIPAC10N CRIMINAL.

Las formas de coautoría por "división de funciones", en cuanto impor-
ten realización de actos extratípicos -pero necesarios para la realiza-
ción del delito- sólo caben en la participación necesaria de nuestro
Código Penal (art. 45) que siempre constituye una forma de complici.
dad (Voto del Dr. Augusto César Bclluscio).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad.

Es improcedente el recurso extraordinario, si el agravio -nulidad de
la declaración indagatoria prestada ante el Consejo Supremo de las
Fuerzas Armadas- fue planteado sólo en la presentación directa (Votos
de los Dres. Augusto César Belluscio y Carlos S. Fayt y disidencÍa de
los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

.GOBIERNO DE FACTO.

Cualquiera sea su denominación, las disposiciones y órdenes coercitivas
dictadas por un gobierno de fuerza no son leyes conforme lo dispone
la Constitución Nacional. Su condición espúrea no desaparece ni aun
por el reconocimiento de su vigencia por el Congreso Nacional a tra-
vés de leyes declarativas de que continúan en vigor (Voto del Dr. Carlos
S. Fayt).
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LEY: Derogació'l.

F,\Ll.OS DE LA CORTE S1,;I'RE:\1t\

La declaración de insanablerncnte nuln, contenida en el arto 1? de la
ley 23.040. expresa la voluntad del Congreso de utilizar el m:lrco jurl~
dico de ]a nulidad de la llamada Ley de Pacificación Nacional y no el
de la inexistencia, porque el art. 29 de la Constitución Nacional declara
insanablcmentc nulos los actos que puedan significar la suma del po-
der público al atribuirse el Ejecutivo Nacional de facto en ejercicio
de facultades legislativas facultades reservadas al Poder Judicial (Voto
del Dr. Carlos S. Fayt).

AMNlSTIA.

En rigor, la dcclat:3ción de insanablementc nula, contenida en el art. 1'"
.de la ley 23.040. se trata de una interpretación analógica, con miras a
quitar a la amnistía dispuesta' por el gobierno militar, todo efecto le-
gal, por razones éticas derivadas de elementales pdncipios de justicia
que determinan que no puedan quedar impunes he(,':hosaberrantes que
desconocieron la dignidad humana; razones políticas vinculadas a la
necesidad de discriminar entre las instituciones armadas en su con-
junto y la ~esponsabilidad que en diferentes grados pudiera recaer en
algunos de sus hombres; y razones jurídicas que invalidan a la llamada
Ley de Amnistía. tanto por su origen como por su oportunidad histó-
rica y su finalidad (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

AMNlSTIA.

La amnistía es' un acto de gobierno y de soberanía que forma parte del
sistema constitucional. y la única autoridad facultada para dictarla
con carácter general, es el Congreso de la Nación. conforme lo esta-
blece el art. 67, inc. 17, de la Constitución Nacional, en razón de cons-
tituir el ejercicio de una potestad por la cual el Estado renuncia cir-
cunstancialm~te a la represión de determinados delitos, disponiendo
]a extinción de la acción penal y haciendo cesar la condena y sus
.efectos, con la excepción de las indemnizaciones' debidas a los pa:ti-
culares. Se borra así el hecho delictuoso. se extinguen las penas aplica-
das y sus beneficiarios se reputan legalmente inocentes, con la finali.
dad de afianzar la unidad y la pacificación nacional (Voto del Dr. Carlos
S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Cmttrol de constitucionalidad.

El Congreso hizo uso de facultades que le son propias, al declarar
inconstitucional.y nula dentro del ordenamiento político a la llamada
Ley de Pacificación Nacional (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).
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La ley 22.924padece vicios de nulidad insanables, toda vez que con evi-
dente exceso de poder pretendió utilizar facultades que ni el propio
Congreso Nacional tiene reconocidas, para concederse benefiCio de im-
punidad e irresponsabilidad por hechos que se habrían cometido al
margen de la ley, lo que contraría ética, política y jtirídicamente los prin-
cipios sobre los que se sustenta la forma republicana de gobierno.
Mediante Su dictado se ha buscado anular la potestad represiva del
Estado, por sus propios órganos, en benefic;io de los mismos, por más
que esos hechos, en su realidad histórica, no puedan ser borrados
por la voluntad humana (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

'COSA JUZGADA.

Las decisiones judiciales que se hubiesen dictado con fundamento en
la llamada ley 22.924no alcanzan el carácter de cosa juzgada (Voto del
Dr. Carlos S. Fayt).

COSA JUZGADA.

No a toda sentencia judicial pue~e reconocérsele fuerza de resolución
inmutable, sino a las que han sido precedidas de un procedimiento
contradictorio no pudiendo tenerse por tales a aquellos donde la
parte contraria, o el interés social -que se expresa a través del mi-
nisterio público- no han tenido auténtica ocasión de ser oídos, po-
sibilidad que la ley de facto 22.924 está precisamente --entre otras
cosas- destinada a impedir (Voto del Dr. Carlos S. Fayt). .r

COSA JUZGADA.

La posibilidad de un debido proceso del que pueda surgir una deci-
sión con valor de cosa juzgada falta. cuando no se da una cabal in-
dependencia y corrección en el actuar de los magistrados (Voto del
Dr. Carlos S. Fayt).

COSA JUZGADA.

La admisión genérica de la cosa juzgada no significa que su reconoci-
miento no pueda condicionars~ a la inexistencia de dolo en la causa
en que se expidió la sentencia (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

ABSOLUCION DEL ACUSADO.

Si bien la posible condena del inocente conmueve la comunidad entera,
en sus valores más sustanciales y profundos, esto ocurre también con la
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absolución técnica de quienes han cometido un delito, en los supuestos
en que la solución alcanzada puede adolecer de deficiencias suscepti-
bI~s de afectar una irreprochable administración de justicia. Tal cir-
cunstancia compromete principios institucionales básicos, porque el
consenso colectivo en la vigencia y eficacia de la ley penal es recaudo
de la paz y el orden público, que en definitiva reposan en el imperio
de la justicia (VOlO del Dr. Carlos S. Fayt).

PARTlCIPACION CRIMINAL.

El ámbito de norrnatividad jurídico-pcnal se relaciona con la volunta-
riedad de la conducta humana como presupuesto esencial del juicio
jurídico penal,. sin que pueda limitarse el concepto de voluntariedad
a la ejecución efectiva de una acción voluntaria, sino como posibilidad
de dominio de ]a actividad o pasividad a través de la voluntad' (Voto
del Dr. Carlos 's. Fayt).

PARTICIPACION CRIMINAL.

En los delitos dolosos es autor solamente aquel que mediante una con-
ducción consciente del fin, del acontecer causal en dirección del re-
sultado típico, es seJlor sobre la realización del tipo (Voto del Dr. Carlos
S. Fayt). '

PARTICIPACION CRIMINAL.

La autoría mediata, que no se circunscribe a la autoría de los eje-
cutores inmediatos, hace responsable como autor del hecho ilícito a
quien -o quienes- tienen el dominio final del hecho: en el caso, la
autoría mediata del superior militar en virtud de la ejecución de una
orden antijurídica obligatoria (Voto del Dr. Carlos S. Fa)'t).

PARTlCIPACION CRIMINAL.

La autoría material de la autoda mediata, es el dominio del objetivo
del acto por el inductor. El autor mediato es autor, no partícipe. A
diferencia de la instigación que se presenta como corrupción del hom-
bre libre, la autona mediatn se garantiza esencialmente por el abuso
del hombre no libre o parcialmcll/e no W,re, porque controla del prin-
cipio al fin, el curso dc los acontecimientos (Voto del Dr. Carlos S.
Fayt).

EXIMENTES.

El dominio del curso de los acontecimientos por el superior limita el
campo de decisión autónoma del subordinado y reduce a proporciones
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IDlll1maSla posibilidad de acceder a la licitud de la orden emitida,
máxime si el deber de obediencia, fundamento de los ejércitos, cons-
triñe al subordinado a riesgo de sanciones explícitas (Voto del Dr.
Carlos S. Fayt).

PARTICIPACION CRIMINAL.

La legislación nacional recepta la autoría mediante en el art. 514 del Có-
digo de Justicia Militar cuando considera exclusivamente responsable
al superior en algunos casos, y junto a sus subordinados en otros, en
oportunidad de cometerse un delito en ejecución de un acto de servicio-
(Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

PARTICIPACION CRIMINAL.

La autoría mediata está contemplada en el arto 45 del Código Penal;
al regular la participación castiga como autor a los que hubieran "de~
tenninado a otro", sin adscripción a posición dogmática alguna, lo.
que hizo posible una profícua elaboración doctrinaria (Voto del Dr;
Carlos S. Fayt).

PARTICIPACION CRIMINAL.

Al margen de los conceptos eIementales de autor, instigador 'y' cómpli-
ce. la ley penal instituye los conceptos de ejecutor, determinador y co-
operador necesario y cooperador no necesario, estos dos últimos en reali-
dad cómplices, primarios los unos, a los que pena como autores; secun-
darios los o~ros,a los que reduce la pena. Los ejecutores son "los que to-
man parte en la ejecución del hecho"; son los autores direct?s o inmedia-
tos. En cuanto al determinador, además de la figura del instigador, com-
prende al autor mediato, al que tiene el dominio del hecho,_al que se vale
de otro. Por ello, dentro de la figura jurídica del determinador, y junto
al instigador y al autor mediato, la ley penal crea un tipo especial de
autor de la determinación, al que también aplica la pena del autor
(Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

AGRAVANTES.

El desmedido poder de hecho y la incontrolada capacidad legisferante
alcanzados por los acusados, pudo mover a sus subordinados a una obe-
diencia cuyas límites les eran muy difícil de precisar, tanto subjetiva
como objetivamente, circunstancia que no puede dejar de valorarse, y
que en la me~ida que aleja responsabilidades respecto de quienes cum-
plieron órdenes -sin agregarles en su cumplimiento, por propia ini-
ciativa, hechos aberrantes, ni cometer en provecho propio delitos co-
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munes- hacen más serio el cargo que cabe efectuar a quienes. desde
lo.s mandos más altos de la Nación, utilizaron el mecanismo de subor-
dinación característico de las instituciones militares con finalidades
repugnantes a los fines que en situaciones normales deben animar a
aquéllas (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiolles no federales.
Se/lleucias arbitrarias. Principios generales.

Según los términos de ]a doctrina de la arbitrariedad, la Corte no
puede reemplazar normalmente el criterio de los jueces de la causa en
sus conclusiones de' índole fáctica, salvo supuestos de manifiesto apar-
tamiento de las constancias arrimadas al proceso, o de absurdos axio.
lógicos en sL!- apreciación (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

PARTlCIPACION CRIMINAL

Si bien los hechos que constituyeron materia de acusación configura.
ría umi recíproca participación de cada uno de los integrantes de las ex
Juntas Militares en los delitos cometidos durante el período en que
ejercieron la comand~ncia dc sus respectivas fucr¡;as, no puede soste-
nerse válidamente que la subsunción de tal complicidad en la autoría
mediata opere sólo respecto del procesado a quien se le atribuye la
autoría del hecho. Tampoco lo es, por lo tanto, que, descartada la
autoría de los otros dos integrantes de la junta de Que se trate, re-
cobre vigencia la responsabilidad como cómplicc. ElIo es así pues me-
dia ,entre ambas formas de participación de los hechos, una .relación
concursal aparente que se resuelve en favor de la forma más grave,
pues los netos de complicidad con los propios subordinados, trajeron
aparejada, además, la contribución en los hechos ilícitos cometidos
por l~s subalternos de sus pares en cada período, empero, no acredi-
tados, ]05 extremos de la coautoría, la ilicitud de tales actos de parti-
cipación se encuentra ínsita en la ilicitud de la autoría mediata de Jos
hechos atribuidos a cada encausado (Voto del doctor Carlos S. Fayt).

COD/CO DE JUSTICIA MILITAR.

La facultad de indicar medidas de prueba al tribunal reconocida por
el art. 100 bis del Código de Justicia Militar no obliga a éste de ma-
nera alguna a su concesión (Voto dcl Dr. Carlos S. Fayt) .

.cOB/ERNO DE FACTO.

Si bien la Corte ha reconocido a los gobiernos dc facto la facultad de
dictar los actos que sean necesarios para el cumplimiento de sus fines,
no puede sostenerse válidamcnte que la ley de facto 22.924 se haya
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mantenido dentro de ese límite, ya que esa norma no fue dictada en
interés público o de terceros, sino que fue sancionada por el propio
gobierno de fuerza, respecto de .delitos que incluían, principalmente a
aquellos atribuibles a sus integrantes. En tal ,sentido, se ha vedado al
Congreso Nac.ional la posibilidad de dictar leyes de autoamnistia, por
tanto, dado que los órganos de facto no poseen mayores facultades
que los de iure, necesario es concluir que le son extensivas, al menos,
iguales restricciones (Disidencia de lo.sDres. Enrique Santiago Petracchi
y Jorge Antonio Bacqué).

PODER LEGISLATIVO.

Dentro de nuestro régimen constitucional, todo gobierno está facultado
para establecer la legislación que se considere conveniente, con el lí-
mite de que tal legislación sea razonable y no desconozca las garantías
individuales o las restricciones que la mlsma. Constitución contiene, en
salvaguarda de las instituciones libres (Disidencia de los Dres. Enrique
Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

FACULTADES EXTRAORDINARIAS.

El art. 29 de la Constitución Nacional sanciona con una nulidad insana-
ble aquellos actos que. constituyan una concentración de funciones, por
un lado, y un avasallamiento de "lasgarantías individuales que nuestra
Carta Magna tutela, por el otro. La finalidad dc la norma ha sido sjem~
pre impedir que, alegando motivos de urgencia o necesidad, el Poder
Ejecutivo asuma facultades. extraordinarias y la suma del poder público,
lo que inevitablemente trae aparejada la violación de los derechos fun~
damentales dcl hombre libre, que la propia Constitución Nacional ga~
rantiza (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge
,Antonio Bacqué).

GOBIERNO DE FACTO.

El gobierno del llamado Proceso.de Reorganización Nacional, invocando
razones de urgencia y necesidad. usurpó el poder y subordinó la vigen~
cia de la Constitución Nacional al cumplimiento de sus objetivos. Así,
la falta de un estado de derecho -único capaz de garantizar el respeto
de los derechos individuales- sumada al control omnímodo del poder
por parte de los encausados, tuvo como consecuencia el desconocimiento
absoluto de aquellas garantías. Tales circunst'ancias alcanzaron su má-
xima expresión con el dictado in extremis de la llamada "Ley de Paci.
ficación Nacional", en la que se' plasmaron las dos hipótesis prohibidas
por el arto 29 de la Constitución Nacional (Disidencia de los Dres. En-
rique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).
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La aplicación de la llamada "Ley de Pacificación Nacional" tuvo como
consecuencia que quedaran impunes hechos que desconocieron la dig.
nidad humana y, asimismo, excluyó del conocimiento del Poder Judi-
cial el juzgarnicnto de tales ilícitos, alcan7.undo de ese modo los extre-
mos que el art. 29 de la Constitución- Nacional rechaza enfáticamente,
por lo que dichos acLos carecen en absoluto de efectos jurídicos (Di-
sidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

LEY PENAL MAS BENIGNA.

La i!lconstitucionalidad de la ley de [acLo 22.924resta a esta regla todo
valor jurídico. Por ello, no resulta de aplicación al caso de auLos ~1prin-
cipio de la ley más benigna. contenido en el arto 2~ del Código Penal,
dado que ]a norma'del gobierno militar no constituye ley váli!=lay, en con-
secuenciá, no es susceptible de aplicación ultraactiva (Disidencia de los
Dres. Enrique Sa,:tiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

COSA JUZGADA.

Lo establecido en el art. 2<;>de la ley 23.040 no vulnera el prinCIpIOde la
cosa juzgada pues éste, como todas las instituciones legales, debe or-
ganizarse sobre bases compatibles con los dercchos y garantías cons-
titutionales (Disidencia de los Dres. Enrique ~antiago Petracchi y
Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARiO:' Requisitos propios. Cuestio/les 1/0 federales.
lnterpretació'l de normas y actos comtmes.

Lo atinente a la inteligencia y aplicación del art. 45 del Código Penal
es, con arreglo al art. 15 de la. ley 48,' cuestión de ord~n común, irre.
visable en la instancia extraordinaria (Disidencia de los Ores. Enrique
Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestio/les no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Calificar a la interpretación según .los resultados que ésta arroja su-
pone haber detcrminad.o la intelig.encia que se considera correcta, su-
puesto' sólo a partir del cual se estará en condiciones de señalar como
~xtensiva a la que otorga a la norma mayor amplitud y restrictiva a
la idea que le adjudique rneno.r alcance. Tal determinación. importa,
necesariamente, establecer el sentido de la norma en análisis por el
método interpretativo que sea adecuado al caso, ]0 que equivale a
reali7.3l' la larca que, en principio, el art. 15 de la ley 48 ha dejado
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fuera de la jurisdicción apelada de la Corte (Disidencia de los Dres.
Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

Lo resuelto en materia de interpretación de la ley -arto 45 del Código
Penal, en el caso- por los jueces de la causa sólo puede revisarse
cuando media arbitrariedad que consistiría en un manifiesto aparta.
miento del marco normativo. En tal .sentido, el exhaustivo examen rus.
tóiico dogmático que, sobre los límites de la norma, se realiza en la
sentencia permite afirmar la inexistencia de cuestión federal que ha-
bilite la jurisdicción extraordinaria (Disidencia de los Dres. Enrique
Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión justiciable.

La vigencia del estado d.e derecho y la concÍencia jurídica alcanzada
por la sociedad argentina, constituyen razones suficientes para modificar
el criterio según el cual la jurisdicción ejercida por los tribunales mi-
litares no es la del arto 100 de la Constitución Nacional y, por tal
motivo, en ló referente a la interpretación de las normas castrenses
la Corte carece de las facultades de revisión que posee respecto del resto
de las leyes federales; máxime frente a la creación de una revisión por
ante la justicia nacional de Jos fallos dictados por los tribu,nales mili-
tares, conforme lo preceptúa la ley 23.049,que implica el rechazo de
la idea que sustenta esa doctrina (Disidencia de los Dres. Enrique
Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Ley an-
terior y jueces naturales.

El principio' enunciado por el arto 18 de la Constitución Nacional, de
acuerdo al cual nadie puede ser penado sin juicio previo fundado en
ley anterior al hecho del proceso, reclama. sin duda la determinación
por el legislador de los hechos punibles y- de las penas' a aplicar y
proscribe la aplicación analógica de la ley penal. Empero, no impide
la interpretación de sus normas para llegar a la determinación de
su sentido jurídico, tareas éstas específicas del Poder Judicial (Disi-
dencia de los Ores. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

LEY: Interpretación y aplicaciól1.

Los jueces tienen la misión de desentrañar el contenido de las normas
penales, sus presupuestos, delimitar los hechos punibles y los no pu.
nibles, conocer, en definitiva, qué es lo que la voluntad general ex-
presada en la ley quiere castigar y cómo,quiere hacerlo. En este sentido
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la interpretación judicial constituye una de las funciones primordiales
de la actividad jurídica de un estado de derecho con el fin de garan-
tizar el respeto de los derechos fundamentales de las personas frente
al poder del Estado, erigiéndose así, en conquista irreversible del pen-
samiento democrático. Para alcanzar acabadamentc este objetivo, 10
cual significa que la tarea interpretativa adquiera legitimidad, es re-
quisito indispensable que ella permita la aplicación racional de las.
normas jurídicas penales (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Pe-
tracchi y Jorge Antonio Bacqué).

LEY: .Interpretación y aplicación.
No es pertinente afirmar que todo comportamiento punible debe ser
deducido de 10 fundado en la ley cn sentido formal y con pres-
cindencia de las decisiones del intérprete. En efecto, la aplicación del
derecho positivo penal plantea la necesidad de decidir en favor de una
u otra de sus posibles interpretaciones, sin que pueda deducirse dicha
decisión de los textos legales (Disidencia de los Drcs. Enrique Santiago
Petraccru -y Jorge Antonio Bacqué).

LEY: Interpretación y aplicación.
El lenguaje de las leyes penales ~y el lenguaje en general~ no tiene
en tod?s los casos un significado inequívoco y exacto, suficientemente
definido como para reconocer en aquéllas un solo sentido. Tal es la
razón por la cual rcsulta inadmisible la premisa que sostiene que el
único procedimiento hermenéutico admitido por el art. 18 de la Cons-
titución Nacional es el gramatical (Disidencia de los Dres. Enrique
Santiago Pctracchi y Jorge Antonio Bacqué).

PARTICIPACION CRIMINAL.
Un determinado análisis del art. 514 del Código de Justicia Militar per-
mite afirmar que la ley militar atribuye la responsabilidad a título de
autor al superior que dio la orden. Ello es así toda vez que la ley
considera responsable a quien emite la orden, exclusivamente en los
supuestos en qu~ el inferior pueda ampararse en la eximente prevista
en el art. 34, inc. y', del Código Penal y, conjuntamente con el subor-
dinado, cuando éste no pueda esgrimir en su favor dicha causal de
impunidad, pues se excedió en el cumplimiento de la orden, actuó con
capacidad de decisión o cumplió órdenes consistentes en la comisión
de hechos atroces o aberrantes (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago
Petracehi y Jorge Anlonio Bacqué).

PARTICIPACION CRIMINAL.
Para el funcionamiento de la estructura militar resulta indispensable el
mantenimiento de la disciplina y, por lo tanto, de la estricta obediencia
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por parte del subordinado de las órdenes impartidás con motivo de
la ejecución de un acto de servicio, limitando la posibilidad de inspec-
Ción del mandato recibido (arts. 675 del Código de Justicia Militar) y
sancionando la obediencia (arts. 667y 674 del Código de Justicia Mili-
tar). Ello justifica plenamente la atribución de responsabilidad a tí~
tuJa de autor de quien da la orden, en aquellas hipótesis en que el
ejecutor actúa amparado por la causal de obediencia debida (Disiden-
cia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

,CODIGO DE JUSTICIA MILITAR,

Dado que no puede haber delito sin autor cabe afirmar que el arto 514
del Código de Justicia Militar no establece una ficción de responsabili~
dad referida sólo a los subordinados, sin contemplar un supuesto de
autoría. Dado quc quien da la orden no realiza por sí la acción típica
dé la cual se trate se está en presencia de uno de los. supuestos de
"autóría mediata" consistente en la utilización de un instrumento que
obra sin responsabilidad penal (Disidencia de los Dres. Enrique San-
tiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

,CODIGO DE JUSTICIA MILITAR.

Aún en el caso en que el ejecutor de un plan general sea plenamente
responsable del delito cometido es posible una aplicación razonable del
art. 514 del Código de Justicia Militar pues. los superiores conservan
el dominio de los acontecimientos a través de la utilización de una es-
true¡tura organizada de poder, circunstancia que los constituye en auto-
res mediatos de los delitos así cometidos (Disidencia de los Dres. En-
rique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

.PARTICIPACION CRIMINAL.

Una de las notas salientes de la autoría mediata a través de la utili-
zación de una estructura organizada de poder, es la fungibilidad del
ejecutor, quien no opera individualmente, sino como engranaje dentro
del sistema, bastándole al autor con controlar los resortes de la es~
tructura pues, aun cuando alguno de los ejeéutores eluda la tarea,
será reemplazado en forma inmediata por otro, que la efectuará (Di~
sidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio
Bacqué).

YARTICIPACION CRIMINAL.

La concepción de la autoría mediata a través de la utilización de una
estructura organizada de poder es aplicable a la causa seguida contra
,comandantes de las fuerzas armadas, ya que la estrnctura jerárquica
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de ]a institución militar posibilita, a quien se encuentra en su "érticc ••
la utilización de to~o o parte- de las fuerzas bajo su mando, en la ccr
misión de hechos ilicitos (Disidencia de los Dres. Enrique Santiagp
Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR.

El art. 514 del Código de Justicia Militar conserva la responsabilidad
de los superiores, aun en aquellos casos en los cuales. los ejecutores
sean plenamente responsables (Disidencia de los Dres. Enrique San-
tiago Pclracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORD1NARIO: Requisitos formales. /lltroduccióIl de la cues-
tión federal., Oportunidad. Planteamiento en primera ¡'lstancia.

Resulta siempre previsible que el sentencian le no otorgue a las con.
ductas sometidas a su juzgamicnto, igual calificación que el Ministerio
Público y resuelva dc..<;echarla aplicación de la agravante y condenar
solamente en orden al delito básico lo que impide calificar tal cu.estión
como sorpresiva a los efectos de la interposición del recurso extraordi.
nario fundlldo en .la prescripción de la acción penal respecto del delito
por el que se condenó (Disidcncia de los Dres. Enrique Santiago Pe--
tracchi y Jorge Antonio Bacqué).

PRIVACION ILEGITIMA DE l"A LIBERTAD.

Resulta razonable conc.luir que en la fecha de destrucción del único
centro de detención que dependía de la Fuer7..a Aérea el comandante
de esa fucna perdió el dominio de ]a acción con respecto al delito de
privadón ilegal de la libertad y que, en consecuencia, debe comenzar a
contarse desde allí el plazo de prescripción de la acción penal (Disi-
dencia de los Ores. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

PENA.

La individualil..aci6n. de ]a pena a aplicar. depende de las pautas que a
tal fin establecen los arts. 40 y 41 de! Código Penal entre las que no
se halla la cantidad de hechos ilícitos cometidos (Disidencia de los Drcs.
Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Baequé).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios: Cuestióll federal. Cuestio-
nes federales simples. Leyes federales de cardcter procesal.

Determinar si los jueces de la causa han respetado el modo de apre-
ciar la prueba previsto por el procedimiento aplicable -art. 392 del
Código de Justici~ Militar- requc,:,iría que se reemplace el criterio de.
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ellos por el de la Corte, sustitución ajena
ción extraordinaria (Disidencia de los Dres.
y Jorge Antonio Bacqué).

31

al ejerclcIO de la jurisdicM
Enrique Santiago Petracchi

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

La discrepancia entre el criterio utilizado por el tribunal de grado y
el que las part~s estimen más adecuado para extraer conclusiones de
esa misma prueba, no funda la ,procedencia del recurso' extraordinario
(Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio
Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

I

No t;S arbitraria la sentencia que. entendió que, c~nforme a la prueba,
los integrantes de cada una de las tres juntas militares no codominaron
los hechos, basada en la carencia de constancias acerca de la decisión
conjunta, de la cual es consecuencia el común dominio de los aconte-
cimientos, como elemento indispensable de toda hipótesis de ca-auto-
ría, y-que los elementos probatorios demostraban que cada uno de los
encausados tomó a su cargo, de manera autónoma, la ejecución y conM
trol de 10 realizado por sus respectivos subordinados, sin injerencia
relevante de los otros coprocesados y, por tanto, sin intervención de
la Junta Militar, como ente ejecutor y controlador (Disidencia de los
Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

PARTICIPACION CRIMINAL.

Si bien los hechos que constituyeron materia de acusación configuraM
rían, además de la autoría mediata establecida, una recíproca participa-
ción de cada uno de los integrantes de las ex Juntas Militares en los
delitos cometidos durante el período en que compartieron la comanM
dancia de sus respectivas fuerzas, no resulta acertado sostener que
la subsunción de tal complicidad en la autoría mediata, opere sólo res-
pecto del procesado a quien se le atribuye el hecho, a título de autor.
Tampoco Jo es, por lo tanto, que, descartada la autoría de los otros
dos integrantes de la ex junta de que se trate, recobre vigencia aquella
supuesta responsabilidád como cómplices. Ello es así pues las con-
tribuciones, especialmente la llamada garantía de impunidad que se
procuran recíprocamente los integrantes de cada ex Junta Militar, si
bien configuran a~tos de complicidad, no modifican la autoría mediata,
ya. que media entre ambas formas dé intervención en el delito una
relación concursal sólo aparente, que se resuelve en favor de la forma
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"más grave. En efecto, los actos de complicidad con los propios subor-
dinados trajeron aparejada, además, la contribución en los hechos ilí-
citos cometidos por los subalternos de sus pares en cada período, em-
pero no acreditados los extremos de la coautoría, la ilicitud de tales
actos de participación se encuentra ínsita en la ilicitud de la autoría
mediata de los hechos atribuidos a cada encausado (Disidencia de los
Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Gravedad institucional.

Es improcedente el recurso extraordinario, si las cuestiones de hecho,
prueba, derecho común y procesal no nlcanzan a revestir el interés
institucional que se -les asigna (Disidencia de los Dres. Enrique Santia-
go Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es no federaZ.es.
Interpretación de normas y actos comunes.

El agravio referido a la .interpretación del tipo penal del delito de
privación ilegal de la libertad se refiere a una cuestión de derecho co-
mún irrevisable en la instancia de excepción (Disidencia de los Ores.
Enrique Santi~go Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. lmpro"cedel1cia del recurso.

La falta de referencia a la manera en que se podría haber modificado
el fallo impugnado en el supuesto de haberse admitido las medidas pro-
batorias denegadas. torna inadmisible el recurso extraordinario (Di-
sidencia de los Ores. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio
Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen.

Si los recurrentes ca~eccn de la calidad de "persona particularmente
ofendida por el delito" (art. 100 bis del Código de Justicia Militar, agre-
gado por la ley 23.049),no tienen el interés personal que se exige para la
procedencia del recurso c.xtraordinario (Disidencia de los Drcs. Enrique
Santiago Pet.racchi y Jorge Antonio Bacqué).



SENTENCIA DE LA CAMARA NACIONAL DE
APELACIONES EN LO CRIMINAL Y
CORRECCIONAL DE LA CAPITAL

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1985.

y vistos:

Esta causa N9 13, seguida contra JORGE RAFAEL VIDELA, ar-
gentino, de 60 años de edad, de estado civil casado, de profesión
militar con el grado 'de Teniente General en sit"uación de retiro efec-
tivo del Ejército Argentino, domiciliado en Avda. Figueroa Alearta
3540, piso 49 de Capital Federal; EMILIO EDUARDO MASSERA,
argentino, casado, de 60 años de edad, de profesión militar con el
grado de Almirante en situación de retiro efectivo de la Armada
Argentina, con domicilio en Avda. del. Libertador 2800, de Capital
Federal; ORLANDO RAMON AGOSTI, argentino, casado, de 61 años
de edad, de profesión militar con el grado de Brigadier en situa-
ción de retiro efectivo' de la Fuerza Aérea Argenti~a,' con domicilio
en Teodoro García 1990, piso 89 de esta Capital; ROBERTO EDUAR-
DO VIOLA, argentino, de 61 años de edad, de profesión militar
con el grado de Teniente General, en situación' de retiro efectivo del
Ejército Argentino, con domicilio en Juncal 1228, piso 4? de Capi~
tal Federal; ARMANDO LAMBRUSCHINI, de naCionalidad argen-
tino, de .61 años de edad, casado, de profesión militar con el grado
de Ahnirante en situación de retiro efectivo de la Armada Argen-
tina, domiciliado en Jorge Newbery 1567, piso 69 de Capital Fede-
ral; OMAR DOMINGO RUBENS GRAFFIGNA, de nacionalidad ar-
gentino, de 59 años de. edad, de estado civil casado, dLo profesión
militar con el grado de Brigadier en situación de retiro de la Fuer-
za Aérea Argentina, con domicilio en Teodoro García 2256, piso 3?
de Capital Federal; LEOPOLDO FORTUNATO GALTIERI, de nacio-
nalidad argentino, de 59 años de edad, de estado civil casado, de
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profesión militar con el grado de Teniente General c.n situación de
retiro efectivo del Ejército Argentino, con domicilio en la Escuela
de Suboficiales Sargento Cabral, en Campo de Mayo, Provincia de
Buenos Aires; JORGE ISAAC ANAYA, argentino, casado, de 59 años
de edad. de profesión militar con el grado de Almirante en situa-
ción de retiro efectivo de la Armada Argentina, con domicilio en
Arenales 2039, piso S?, departamento "B" de Capital Federal; y BA-
SILIO ARTURO IGNACIO LAMI DOZO, argentino, casado, de 56
años de edad, de profesión militar con el grado de Brigadier Gene-
ral en situación de retiro efectivo de la Fuerza Aérea Argentina, con
domicilio en Corrientes 783, de la localidad de .olivos, Provincia de
Buenos Aires; de cuyas constancias,

RESULTA:

1) Se iniciaron las presentes actuaciones con motivo del decre-
to N? 158 del Poder Ejecutivo Nacional de [echa 13 de diciembre
de 1983, que dispuso someter a juicio sumario ante el Consejo Su-
premo de las Fuerzas Armadas, a los nombrados. con relación a los
delitos de homicidio, privación ilegal de la libertad y tormentos, sin
perjuicio de otros ilícitos de que resulten autores inmediatos o me-
diatos, e instigadores o cómplices, los mencionados oficiales supe-
riOl"es.

JI) a- A fs. 923/960 prestó declaración indagatoria ante el Con-
sejo Supremo de las Fuerzas Armadas el procesado JORGE RA-
FAEL VIDELA. Manifestó que el planeamiento y la conducción de
la lucha contra la subversión se venía ejecutando desde el mes de
octubre de 1975 conforme a un decreto emanado del Poder Ejecu-
tjvo Nacional y a una directiva impartida por el Ministerio de De-
fensa, en donde el accionar quedaba bajo la conducción de los Co-
mandantes de cada una de sus Fuerzas. Aclaró que después del 24
de marzo de 1976, también se continuó actuando en esa forma, es
decir, que en ningún mome"nto la Junta Militar tomó bajo su dircc~
ción el accionar de las Fuerzas Armadas.

En lo que respecta al Ejército, el cumplimiento de esos decre-
tos estaba inspirado en el Plan de la Fuerza Ejército, Plan de Capa-
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cidades para el Marco Interno del año 1972, que sirvió dc basc a
la directiva 404/75 que se vinculaba' con la 504/77 y quc estaban
abso)'bidas en un solo documento. Que por ello asumía toda la res-
ponsabilidad como Comandante en ]a guerra librada contra la sub-
versión y ordenada por el poder político, en ejercicio del derecho
de legítima defensa de la Nación. Sostuvo que por talcs razones no
se justificaba la aplicación de medidas extremas como las torturas,
privaciones ilegalcs de libertad y homicidios, y si en alguna ocasión
pudo haber ocurrido, el caso fue derivado a la Justicia ordinaria o
militar para su juzgamiento, Dijo por último que todos los proce-
dimientos y acciones llevadas a cabo por la Fuerza Ejército se ajus-
taron a las directivas y reglamentaciones vigentes en ese momento,
razón por la cual rechazaba los términos del decreto 158/83 y los
delitos que en el mismo se le imputan.

En ocasión de ser citado a ampliar su indagatoria, a fs. 1447
y 2871, se negó a declarar. En esta última circunstancia se le prac-
'ticó la intimación de Jos hechos, en forma puntual, que fueron ma-
teria de la acusación.

b- A fs. 1102/1140 prcstó 'dcclaración antc el Consejo Supremo
de las Fucrzas Armadas el procesado EMILIO EDUARDO MASSE-
RA y explicó toda la normativa legal implementada por su Arma,
diciendo que la misma estaba en un todo de acuerdo con los de~
cretas 261/75, 2770, 2771 Y 2772, Y en concordancia con las directi-
vas del Comando de Defensa 1/75. Con referencia a si la comuni~
dad informativa remitía informes de los enfrentamientos, muertos
y detenidos subversivos, manifestó que ese tópico era manejado pór
el Ejército que tenía la responsabilidad primaria, pero nunca hubo
un organismo responsable de la centralización de la información,
pues desde el punto de vista orgánico militar no había un Comando
Conjunto. Tampoco la Junta Militar consideró ningún tema que se
refiriera a la lucha contra la subversión, pues no tenía ninguna res-
ponsabilidad -en la conducción de la guerra. Por otra parte, en la
Armada no existían centros clandestinos de detención, y cuando
hubo alguna persona alojada en dependencias de la Institución,
fue transitoria y ocasional y por el térnlino que duraba la inves-
tigación. Dijo que como Comandante en Jefe nunca ordenó p:roce~
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dimientos inéditos y con respecto al término "aniquilar" utilizado
en las direetivas, era una transeripción del deereto 261 y del 2772,
entendiendo que dicho término significaba la destrucción físico-mo-
ral, normalmente por medio de la acción de combate, lo cual en últi-
rr~ainstancia significaba quitar el poder de acción al enemigo, pero
este término no justificaba la adopción de medidas extremas como
la tortura, homieidios, privaeiones ilegales de la libertad, y demás.
Señaló que en toda guerra pueden haber en'ores, mas negó que
se hubieran cometido excesos; y si los hubo, cada vez que se tuvo
conocimiento se investigaba, como ocurrió en algunos casos con
oficiales que fueron sancionados,' pues siempre se trataba de indu-
cir al que combatía a mantener un proceder ético. Además mani-
festó que si bien sus órdenes, eomo las del Consejo de Defensa,
daban la más amplia libertad de acción, no se padian exceder los
límites de los principios lícitos de la guerra. Dijo que jamás reci-
bió información en el sentido de que hu~ieran habido excesos en
.el ámbito de su Fuerza y tampoco se recibió ningún tipo de denun-
cias que no hayan sido encaminadas como correspondía. Reiteró que
todos los planes y órdenes formulados a nivel de Comandante en
Jefe y de todos los niveles del Comando, haeÍan uso textual de di-
rectivas <?manadas de presidentes constitucionales, porque en la Ar-
mada no existieron jamás textos normativos públicos o secretos
destinados a amparar procedimientos reñidos con los principios éti-

cos básicos.

Al prestar deelaración ante este Tribunal a fojas 1448/1459, rati-
fieó lo expuesto preeedentemente. Agregó que después de la asun-
eión al poder de las Fuerzas Armadas en marzb de 1976, se mantu-
vieron las mismas directivas militares. Que para combatir la lucha
contra la subversión se dispuso la Directiva Antisubversiva NC? 1/75
Secreta, contri~uyente a la directiva del Consejo de Defensa Ni? 1/
75 Secreta. Agregó que ante la virulencia d.el accionar subversivo,
debió carpbiarse ]a metodología, pues la sola intervención policial
no era suficiente, lo que quedó reflejado en los deeretos 261, 2770,
2771 Y 2772, eomo así también en el resto de las leyes que al res-
pecto se habían promulgado y que no habían resultado e,ficaces
para erradicar la subversión. Explicó que los comandos, organis-
mos y dependencias de la Armada previstos dentro de la organiza-
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CIOn "Placintara 72", constituian una sola zona de defensa, y de
acuerdo a lo que en su momento debió haber formulado el Coman-
dante de Operaciones Navales en su "Placintara 75", tenían que con-
t~ibuir a ejecutar el plan general de la misma directiva antisubver-
siva. Aclaró que del Comando en Jefe de la Armada dependían el
Comandante de Operaciones Navales, que tenía subordinados los
Comandantes de Fuerzas de Tareas, que coincidía en general con
el asentamiento geográfico de los grandes organismos para emitir
directivas a las distintas Fuerzas. Sostuvo "que si la Junta Militar
hubiera tenido conocimIento de la COlllisión de delitos perpetrados
por las Fuerzas que actuaban en la lucha contra la subversión te-
rrorista, hubiera tomado alguna determinación al respecto. Que en
ningún momento pensó que las órdenes planificadas para el accio-
nar antisubversivo, podrían dar lugar a -la comisión de excesos, abu-
sos o delitos, y cuando se tuvo conocimiento, se' dispusieron las ac-
tuaciones judici"ales pertinentes.

Explicó que en caso de detenciones efectuadas por. su personal
en algún enfrentall?-iento, los aprehendidos eran alojados para ser
interrogados en cualquiera de las unidades de la Armada que ac- ,.
tuaba en el procedÚniento y luego remitidos a las autoridades poli-
ciales o judiciales correspondientes; que en igual sentido ocurría
respecto de las personas que enin conducidas a la Escuela de Me-
cánica de la Armada, a quienes se les aplicaba el Código de Justicia
Militar o el Código Penal, no pudiéndose hablar de prisioneros de
guerra, pues eran delincuentes comunes. Dijo desconocer la canti-
dad de guerrilleros juzgados por los Consejos de Guerra o ante el
Poder Judicial mientras se desempeñó como Comandante en Jefe.
Mani~estó por último, que en el caso del terrorismo, "fueron ellos
los que formularon públicamente su objetivo de subvertir el orden
constituciónal y llegar al poder por la fuerza, y las' Fuerzas Arma-
das recibieron la misión de aniquilar ese enemigo que se oponía al
mantenimiento de la paz y seguridad interior.

Al ser citado por el Tribunal a fojas 2881, a ampliar su inda-
gatoria, acerca de cada uno de los hechos por los que luego acusó
el Fis~aI, Jos que le fueron iUlpuestos, se negó a hacerlo.
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c- Indagado el procesado ORLANDO RAMON AGOSTI ante el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a fs. 974/993, refirió que la
Junta Militar no había asumido el plancamienlo y conducción de la
lucha contra la s~bversiónJ sino que decidió mantener la legisla-
ción, planes y directivas fijadas por el Gobierno Constitucional. lo
que significaba que cada una de las Fuerzas era responsable de sa
.accionar. Aclaró que pudo haber algún caso de significativa impor-
tancia que fuera materia de conversación en el seno de la Junta
Militar, como ser la invitación que se hizo a la Comisión de Dere-
chos Humanos de la O.E.A., o alguna remisión celebrada con la
Conferencia Episcopal. Dijo que las Fuerzas Armadas y de Seguri-
dad actuaron en todo momento orgánicamente y bajo sus coman-
dos naturales y en cumplimiento de órdenes propias de servicio,
no adoptándose ningún t.ipo de procedimiento inédito, ya que eran
.los comu~es y ajustados a la Directiva 1/75 que dio lugar a modi-
ficaciones en el P,lan de Capacidades. Negó que, durante la lucha
contra la subversión, las fuerzas bajo su mand.o hayan traspasado
los límites del respeto a .los derechos humanos fundamentales, tales
como la vida, libertad, justicia, seguridad y cuando se detectó algún
error, exceso o violación, el mismo fue investigado y sancionado.

Al ampliar su indagatoria ante este Tribunal, a fs. 1652/1659 y
2894, ratificó lo expuesto precedentemente. Negó por último los he-
chos que le incrimina el señor Fiscal, de los que fue debidamente
notificado, como así también que se hubiera implantado una meto-
dología ilícita en la lucha contra la subversión. Dijo que nada po-
dia aportar sobre los episodios ocurridos fuera del control terri-
torial de la Fuerza Aérea bajo su comandancia.

d- A fs. 1498/15J4 prestó declaración indagatoria ante el Tri-
bunal, el procesado ROBERTO EDUARDO VIOLA, Y dijo haberse
desempeñado como Comandante en Jefe del Ejército, desde el J? de
agosto de 1978 hasta el 29 de diciembre de J979. Que durante ese
tiempo y por el cargo que tenía, también fue integrante de la Junta
Milita •.. Agregó haber sido el' firmante de la Directiva 604/79 que
regulaba e.l comportamiento de la Fuerza para combatir la subver-
sión. Con respecto al personal detenido, dijo que se aplicaron las
denominadas C.O.T. N? 212/75 que correspondía a Ia administra-
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ción del personal detenido por hechos subversivos, y la N? 217/66,
que se refería a las normas y procedünientos relacionados con el
mismo, a partir" del 24 de marzo de 1976. Explicó que era enviado a
su Comando un informe diario según lo determinado en la mencio-'
nada directiva; otro urgente para cuando existía una novedad ope-
racional de importancia; y un informe periódico de valuación de
las acciones de lucha contra la subversión, que era elevado cuatri-
mestralmente. Además, cuando se recibían por cualquier conducto
serio, denuncias sobre la \"iolación a los derechos humanos, se arde.
naba la investigación pertinente.

Explicó que actuaban en forma descentralizada, es decir, que
cada Comando disponía de los resortes de control que le eran pro~
pios, y en lo que respecta al Comando en ,Jefe del Ejército, se mate-
rializaba a través de los informes ya citados. Aclaró que el Ejército
tehÍa responsabilidad primaria en todo el país por jurisdicción terri-
,torial, con excepción de aquellos lugares que dependían de .otras
Fuerzas.

Agregó que entre las Fuerzas no había ningún organismo espe-
cial que centralizara la información acerca de enfrentamientos, muer-
tes e identificación de cadáveres, y que la obtenida en la suya era
elevada al Poder' Ejecutivo. Aclaró con relación al límite de liber-
tad de acción otorgada a los comandos en la Directiva 504/77, que
no debían esperar autorización y órdenes para intervenir en hechos
de connotaciones subversivas siempre y cuando lo hicieran dentro
de la ley.

Negó los hechos que se le imputan, reiterando que no se utilizó
.ningún procedimiento inédito en la lucha contra la subversión. Sos-
tuvo ser el responsable de la conducción de las acciones llevadas a
cabo por el Ejército Argentinó en el período que tuvo a su mando,
siempre de acuerdo G! las; directivas que se impartían en concordan~
da con lo que establecían las leyes y reglamentos militares.

Al ampliar su indagatoria a fs. 2909 y puesto en conocimiento
de todos y cada uno de los hechos atribuidos por el Fiscal, reiteró
ser ajeno a los mismos.
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e- Al prestar declaración indagatoria ante este Tribunal a
fs. 1861/1866, el procesado ARMANDO LAMBRUSCHINI ratificó lo
expuesto en el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a fs. 346/
354. Señaló que había ejercido la Comandancia de su Arma desde
cl 15 de setiembre de 1978 hasta cl 12 de setiembre de 1981. Que
al asumir el Comando, estaba en vigor un plan que se llamaba tlPla.
cintara" y que fue confeccionado en el año 1975, en base a las direc-
tivas emanadas del Consejo de Defensa. Dicho plan se mantuvo du-
rante su desempeño y se refería a la ejecución de operaciones en
contra de las actividades subversivas, estando contempladas. legal-
mente de acuerdo a la legislación vigente en ese momento. Dijo que
,DO se recibió información por parte de los servicios de inte1ige~cia
de las Fuerzas, de la S.I.D.E. o de algún organismo oficial o pri-
vado, acerca de transgresiones referidas a secuestros, delitos con-
tra la propiedad, violaciones, y contra el derecho de los padres a
mantener consigo a sus hijos .menores. Tampoco tuvo conocimiento
de la existencia de fuerzas parapoliciales o paramilitares, agregando
que toda transgresión' en ese sentido era sancionada. Expresó no
haber tenido conocimiento de muertes y desapariciones de subver-
sivos atribuidas a agentes del gobierno o a otros ajenos al mismo.
Negó que la Fuerza bajo su Comando haya tenido lugares de deten-
ción que no fueran específicamente. penitenciarios, destacando que
el accionar subversivo perdió intensidad militar a mediados del año
1978, y que la Directiva N~ 1/75 dcl Consejo de Defensa Nacional
le había asignado la responsabilidad primaria en la Dirección de las
Operaciones contra la subversión, al Ejército Argentino en todo el
ámbito nacional, y que la planificación, ejecución y control estuvo
siempre reservada a los Comandantes de cada Fuerza. Aclaró que
cuando se efectuaba alguna detención en operativos antisubversivos,
se trasladaba a los detenidos a la unidad militar que había interve-
nido, para interrogarlos y luego entregarlos a la Justicia Civil o Mili-
tar, o puestos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, o queda-
ban en libertad. Negó haber recibido en su condición de Coman-
dante en Jefe de la Armada, denuncias o reclamos sobre personas
desaparecidas, de parte de -particulares o de instituciones naciona-
les o internacionales,. como así también haber tenido conocimiento
de alguna denuncia concreta respecto de detenidos en la Escuela
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de Mecánica de la Armada. Igualmente negó que su Arma haya efec-
tuado algún preparativo especial en sus dependencias en ocasión de
la visita l1evada a cabo por. la Comisión Jnteramerica~a de Derechos
Humanos. Por último, expres'ó que los tres secretarios generales de
las respectivas fuerzas, habían realizado un estudio conjunto, a raíz
de las reclamaciones efectuadas por los miembros de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos en ocasión de la visila que
hicieran al país, en el que se trató una sugerencia del doctor Mario
Amadeo sobre tres puntos que a su criterio debían ser planteados
y que estaban relacionados con la sanción de una ley de ausencia
con presunción de fallecimiento, institucionalizar una comisión de
derechos humano.s que ya existía en el Ministerio del Interior, y la
conveniencia de ir liberando detenidos que se encontraban a dispo-
sición del Poder Ejecutivo Nacional.

A fs. 2940 se negó a ampliar su declaración indagatoria, al ponér-
sele en conocimiento de cada uno de los hechos que se Je imputan.

f- A fojas 1671 fue indagado el procesado OMAR RUBENS
GRAFFIGNA ante este Tribunal, quien ratificó 10 expuesto en el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a fojas 288/304. Dijo ha-
berse desempeñado como Comandante en ] efe de la Fuerza Aérea e
integrante de la Junta Militar desde el 25 de enero de 1979 y hasta

,el 17 de diciembre de 1981. Que durante su Comandancia sc dicta-
ron las directivas para los años 1979, 1980 Y 1981 Y se actualizó el
Plan de Capacidades. En todas ellas había una parte' referida a la
lucha cont1'a Ja subversión; pero como en el año 1979 ya había sido
derrotada en el plano militar, sólo se contempló la lucha como me-
dida de prevención. Es así que en el período mencionado no se hi.
cieron operativos antisubversivos y por lo tanto no se recibieron
informaciones con respecto a ]a desaparición de personas, centros
de detención, tormentos, ejecuciones, robos y demás hechos deBc-
tuales. Aclaró que si hubo algún problema o si se cometieron ilí-
citos, se hicieron Jos sumarios correspondientes y el Consejo de
Guerra fue el que resolvió en definiHva.

Destacó que tod0 lo actuado en la lucha contra ]a subversión,
se realizó en base a documentos de un gobierno constitucional" y
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que por sus características llegó a constituirse, en un determinado
momento, en UD. verdadero estado de guerra.

Dijo por último, que si' bien cuando algún ten1a por su impor-
tancia era considerado por la Junta Militar, en ningún momento
ésta tuvo responsabilidad en la lucha contra la subversión.

A fs. 3030 fue citado por el Tribunal a fin de ampliar su inda-
gatoria, reiterando en dicho acto ser ajeno a los hechos que se le
atribuyen, los que les fueran puestos de manifiesto de acuerdo a
la_ descripción Fiscal.

g- En oportunidad de ser citado por el Tribunal el procesado
LEOPOLDO F9RTUNATO GALTIERI a fin de ser indagado (a fo-
jas 1999 y 2941), se negó a declarar amparándose en el artículo 18
de la Constitución Nacional. En esta última circunstancia fue debi-
damente notificado de cada uno de los hechos, motivo de ulterior
acusación.

h- A fojas 1903/1906 vta. prestó declaración indagatoria ante
este Tribunal el procesado JORGE ISAAC ANAYA Y refirió que des-
de marzo de 1980 fue Jefe del Estado Mayor hasta el 11 de setiembre
de 1981 en que fue nombrado Comandante en Jefe de la Armada,
desempeñándose en dicho cargo hasta el 1<;,de octubre de 1982.

Respecto a la lucha contra la subversión, manifestó que existió
una orden de operaciones derivada de una directiva del Consejo
Nacional de Seguridad, que podría ser Placintara, y la que se reno-
vaba anualmente; que también durante su gestión había otra refe-
rida a detenciones, allanamientos y secuestros pero que por sus des~
tinos no tuvo oportunidad de aplicar. Además, como Comandante
en Jefe no practicó ningún operativo antisubversivo, ni tuvo cono-
cimiento de hechos cometidos por la subversión.

Agregó que la Junta Militar no tuvo ninguna responsabilidad en
la planificación, ejecución y control de la lucha contra la subver~
sión, pues ello era resorte de cada Comandante, sin perjuicio de
que la responsabilidad primaria correspondía al Ejército.
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Sostuvo por último, que en el período que se desempeñó como
Comandante en Jefe y como miembro de la Junta Militar, no hubo
detenciones en organismos dependientes de su Fuerza, ni tampoco
tuvo noticias o reclamos por personas desaparecidas.

. A [s. 2974 al ampliar su declaración ante el Tribunal reiteró ser
ajeno a los hechos que se le imputan, los que le fueron debidamente
intimados.

h- A fojas 1686/1690 prestó declaración indagatoria ante el
Tribunal cI procesado BASILIO ARTURO LAMI DaZa, ratificando
lo expuesto ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. Dijo
que se desempeñó como Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea
desde el 17 de diciembre de 1981 y hasta el 17 de agosto de 1982.
Que en tal carácter y como integrante de la Junta Militar en nin-
gún momento recibió reclamos por personas desaparecidas, ya sea
de parficulares, o de organizaciones nacionales o internacionales, ni
se trataron proyectos al respecto.

,
Explicó con relación a la Fuerza de Tareas 100, que ya existía

al hacerse cargo de la Comandancia aunque no había realizado nin-
gún operativo. Que fue reducida al mínimo indispensablc, para que,
como cuerpo prevcntivo, colaborara incluso con la fuerza policial.
ante la posibilidad de un rebrote subversivo. Aclaró que careCÍa de
autonomía propia, lo mismo que el Grupo de Tareas 46, ya que
dependian orgánicamente de la Jefatura del Comando de la Agru-
pación Marco Interno y funcionalmente de la Zona 1 del Comando
del Cuerpo de Ejército I.

Señaló que a raíz de lo normado por la Directiva 1/75 que im-
ponía la responsabilidad primaria en la lucha contra la subversión
al Ejército, la Fuerza Aérea no tenia manera alguna para actuar en
forma diferente. Dijo por último, que su Arma no tuvo lugares o

, centros de detención, y aclaró que en los operativos la decisión ,fi-
nal correspondía al Comandante de cada Fuerza.

A fojas 3012, en ocasión de comparecer ante el Tribunal a am-
pliar su declaración indagatoria, reiteró lo expuesto precedente-
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mente, insistiendo en desconocer los hechos que se le imputan, los
que le fueran puesto de manifiesto en forma puntual.

lB) A fs. 961/962, 1667/8, 1200, 1581/1583 Y 1585, se decrcta-
ron las prisiones preventivas rigurosas de los procesados VIDELA,
AGOST!, MASSERA, VIOLA y LAMBRUSCHINI, respectivamcntc,
las que fueron mantenidas por el Tribunal a fs. 2942/2954.

Por intcr1ocutorios de fs. 1678, 2000, 1691 Y 1908 se colocó en
]a situación prevista en el artículo 316 del Código de Justicia Mili.
tar a.los procesados GRAFFIGNA, GALTIERI, LAMI DOZO y ANA-
YA, respectivamente, disposición que fue mantenida por el Tribu-
nal a fs. 1032.

IV) A fs. 3136 sc convdcó a la audiencia del art. 490 del citado'
Código, que se rcalizó en el lapso comprendido cntre el 22 de abril
y 14 de agosto de 1985, en la que se produjo la prueba admitida.

V) A fs. 3458, se fijó la audiencia prescripta en el art. 498 del
Código aludido, a fin de que las partes formularan la acusación y
las defensas, lo que se realizó entre los días 11 de septiembre y 21
de octubre de 1985.

1. - En ella, el señor Fiscal, Juego de evaluar la .prueba recogi-
da, acusó a los procesados y solicitó se los condene:

a) respecto de Jorge Rafael Videla, como autor penalmente res-
ponsable de 83 homicidios calificados (art. 80, incs. 2~ y 6~, de la
ley 21.338, ratificada .por ley 23.067); 504 privaciones ilegales de la
libertad calificada (arts. 144' bis, inc. I~, ley 14.616, por ser más
benigna); 254 aplicaciones de tormentos (arts. 144ter., párr. I~, ley
14.616,por ser más favorable); 94 robos agravados (art. 166, inc. 2~,
ley 20.642 y 21.338); 180 falsedades ideológicas en instrumentos pú-
blicos (art. 293 del C.P., ley 20.642); 4 usurpaciones (art. 181, inc. 1~,
texto original con la reforma de la ley 11.221 por ser más benigna);
23 reducciones a servidumbre (art. 140 del Código Penal en su tex-
to original); una extorsión (art. 168, ley 20.642); 2 secuestros extor-
sivos (art. 170, ley ci.tada); una supresión de docuOjento (art. 294,
texto original del C.P.); 7 sustracciones de .menores (art. 146, según
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texto oriB:inal); 7 aplicaciones de tormentos seguida de muerte (art.
144ter., párr. último, ley 14.616), a la pena de reclusión perpetua,
más la accesoria del artículo 52 del Código Penal, con accesorias
legales y el pago de las costas;

b) respecto de Emilio Eduardo Massera, como autor penalmen-
te responsable de 83 homicidios calificados (art. 80, inc. 29 del C.
P.); 523 privaciones de la Iíbertad calíficada (arts. 144 bis, de la
ley 14.616,en función del artículo 142, incs. 19y 59, de la ley 20.642);
267 aplicaciones de tormentos (art. 194ter., párr. 19, ley 14.616); 102
robos agravados (art. 166, inc. 29, ley 20.642);. 201 falsedades ideoló-
gicas de documentos públicos (art. 293 del C.P., ley 20.642); 4 usur-
paciones (art. 181, texto original); 23 reducciones a servidumbre
(art. 140 del C. Penal, texto original); una extorsión (art. 168, ley
20.642); 2 secuestros extorsivos (art. 170 ley 20.642); 1 supresión de
documento (art. 294, texto original); 11 su~tracciones de menores
(art. 146 del C.P., texto original); 7 tormentos seguidos de muerte
(arts. 144ter., párr. último, ley 14.616), a la pena de reclusión per-
petua, con más la accesoria del arto 52 del C.P., accesorias "leg,:les
y el pago de las costas.

c) respecto de Orlando Ramón Agosti, por ser autor penalmen-
te responsable de 88 homicidios calificados (art. 80, incs. 2<;>y '6,;"
ley 21.338, ratificada por ley 23.077); 581 privaciones ilegales de la
Iíbertad calificada (arts. 144 bis, inc. 19, ley 14.616, en función del
art. 142, incs. 19 y 59, ley 20.642); 278 aplícaciones de tormentos
(art. 144ter., párr. 19, ley 14.616); 110 robos agravados (art. 166,
inc. 29, ley 20.642); 234 falsedades ideológicas en. instrumento pú:
blico (art. 292, ley 20.642); 6 usurpaciones (art. 181, inc. 19, en su
texto original del, C.P.); 27 reducciones a servidumbre (art. 140 del
C.P., texto original); 1 extorsión (art. 168 del C.P., ley 20.642); 2 se-
cuestros extorsivos (art. 170 del C.P., ley 20.642); 1 supresión de
documentos (art. 294 del C.P., texto original); 11 sustracciones de
menores (art. 146 del c.P., texto original); 7 tormentos seguidos de
muerte (art. 144ter., ley 14.616), a la pena de reclusión perpetua,
con más la accesoria del art. 52 del c.P., accesorias legales y costas;

d) respecto de Roberto Eduardo Viola, como autor penalmente
responsable de 5 homicidios calÚ:¡cados (art. SO, incs. 2<;>y 6?, de la
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ley 21.338, ratificada por ley 23.077); 152 privaciones ilegales de li-
bertad calificada (arts. 144tel"., inc. 19, lcy 14.616, por ser más be-
nigna, en función del arto 142, de la ley 20.642); 49 aplicaciones de
tormentos (ar!. 144ter., primer párr., ley 14.616); 17 robos agrava-
dos (ar!. 166, ley 20.642); lOS falsedades ideológicas de documentos
públicos (ar!. 293 del C.P., ley 20.642);. una usurpación (art. J 81 del
C.P.); 32 reducciones a servidumbre (ar!. 140 del c.P.); una sus-
tracción de menores (art. 146 del C.P., texto original), a la pena de
reclusión perpetua, accesorias legales y costas;

e) a Arm~ndo Lambruschini por ser autor penal mente respon-
sable de 5 homicidios calificados (art. 80, incs. 29 y 69, ley 21.338,
ratificada por ley 23.077); 117 privaciones de lib~rtad calificada (ar!.
144 bis, inc. 19, ley 14.616, en función del ar!. 142, incs. 19 y 59); 35
aplicaciones de tormentos (art. I44tel"., ley 14.616); 8 robos agra-
vados (ar!. 166, inc. 29, ley 20.642); 96 falsedades ideológicas de do-
cumentos públicos (ar!. 293 del C.P.); una usurpación (ar!. 181, inc.
J?, texto original del C.P.); 32 reducciones a servidumbre (ar!. 140
del C.P. en texto original); una sustracción de menores (art. 146 del
C.P.), a la pena de reclusión perpetua, accesorias legales y costas;,

f) en lo que hace a Leopoldo Fortunato Gualtieri, por ser autor
penalmente responsable de 1I privaciones de libertad calificada
(ar!. 144 bis, inc. 19, ley 14.616, en función del arto 142, incs. 19 y 59
del C.P.); I aplicación de tormentos (art. 144ter., párr. 19, ley 14.616);
17 falsedadcs ideológicas de documento público (art. 293 del c.P.);
1 usurpación (ar!. 181, inc. 19 del C.P.); 8 reducciones a scrvidum-
bre (ar!. 140 del C.P.); 217 encubrimientos (art. 277, incs. 29 y 69,
texto original del C.P.), a la pena de 15 afias de prisión, accesorias
legales y costas;

g) respecto de Ornar Rubens Graffigna, por ser autor penal mente
responsable de 34 privaciones ilegales de la libertad (art. 144 bis,
inc. 19, ley 14.616, en función del art. 142, incs. 19 y 59 del C.P.); 15
aplicaciones de tormentos (art. 144ter., ley 14.616); 67 falsedades
ideológicas de documento público (art. 293 del C.P., ley 20.642);
I usurpación (ar!. 181, inc. 19 del C.P.); 18 reducciones a servidum-
bre (art. 140 del C.P.); 172 encubrimientos (ar!. 277, incs. 29 y 69,
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texto original del C.P.); y I sustracción de menores (art. 146 del
C~P.), a la pena de quince años de prisión, accesorias legales y

costas;

h) a Jorge Isaac Anaya como autor penalmente responsable de
1 privación ilegal calificada (art. 144 bis, inc. 19, ley 14.616, en fun-
ción del arto 142, incs. 1? y 59 del C.P.); 3 falsedades ideológicas en
documento público (art. 293 del C.P.); una usurpación (art. 181,
inc. 1?, texto original del C.P.); una reducción a servidumbre (art.
140 del C.P.); y 217 encubrimientos (art. 277, incs. 29 y M, texto
original del C.P.), a la pena de 12 años de prisión, accesorias lega-
les y costas;

i) en lo que hace a Basilio Lami Daza por ser autor penalmente
responsable de 1 privación ilegal de la libertad calificada (art. 144 bis,
i'nc. 19,ley 14.616,en función del art. 142, incs. 19y 59 del C.P,); 1 false-
dad ideológica de instrumento público (art. 293, ley 20.642); 1 usurpa-
ción (art. 181, inc. 19, del texto original del C.P.); I reducción a ser-
vidumbre (art. 140 del C.P.); y 217 encubrimientos (art. 277, incs.
2" y M del texto original del C.P.), a la pena de diez años de prisión,
con más las accesorias legales y el pago de las costas;

j) Asimismo solicitó se absuelva de culpa y cargo a los proce-
sados en orden a la comisión de los delitos enumerados en los casos
116, 254, 255, 264, 265, 268, 275, 277, 278, 280, 287, 294, 328, 351, 398,
410, 423, 441, 443, 444, 445, 460, 461, 474, 475, 478, 494, 510, 522, 541,
566, 570, 573, 574, 575, 576, 577, 613, 640, 645, 646, 648, 649, 650, 651,
652, 661, 662, 668, Y 688, por aplicación del arto 361, inc. 6? del Código
de Justicia Militar.

k) Finalmente, pidió que se investigue por donde corresponda
la posible comisión de delitos por parte del General (R) Cristina
Nicolaides, el Almirante (R) Rubén Oscar Franco, el Brigadier (R)
Augusto Jorge Hughes y el General (R) Reynaldo Benito Bignone.

2. - A su turno el Defensor Oficial que asiste al procesado Vi-
dela solicitó se absuelva de culpa y cargo a su patrocinado, en orden
a los delitos que se le imputan, como así también de aquellos en los,
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cuales el Sr. Fiscal no dedujo acusación. Subsidiariamente pidió se
declaren extinguidas por amnistía las acciones penales que se le atri-
buyen al nombrado, por aplicación de la ley 22.924, y previa declara-
ción de inconstitucionalidad de la ley 23.040, y que se tengan pre-
sentes las cuestiones federales oportunamente planteadas.

3. - Por su parte el Sr. Defensor del procesado Massera petieio-
nó se declare la invalidez del decreto N? 158/83 del Poder Ejeeutivo
Nacional y se absuelva de culpa y cargo a su asistido en orden a
todos los delitos imputados por aplicación de los arts. 394 y 395
del Código de Justicia Militar. En caso de recaer senteneia conde-
natoria, se tenga presente la reserva del caso federal.

4. - Los asistentes técnicos del procesado Agosti, por las razo-
nes de hecho y de derecho que expusieron, reclamaron se declare
extinguida la acción penal por prescripción y subsidiariamente por
amnistía, con relación a todos los delitos que se le imputan a su
patrocinado. Pidieron, también, se 10 absuelva libremente de culpa
y cargo de los mencionados ilícitos objeto de l'eproche, y que se
tengan presente las cuestiones federales planteadas.

5. - A su vez, la defensa del eneausado Viola, requirió que se
declare extinguida la aceión penal eon relación a los delitos que
se le enrostran a. su defendido por amnistía, prescripción y cosa
juzgada. Asimismo pidió se absuelva libremente de culpa y cargo
al nombrado, en orden a todos los delitos por los que fuera acu-
sado y que se tengan presentes las euestiones federale's planteadas.

6. - Por su parte, el defensor del acusado Lambruscbini, soli-
citó se absuelva libremente de culpa y cargo a su patrocinado, pqr
la totalidad de los delitos que se le incriminan y que se tengan
presente las cuestiones federales oportunamente planteadas.

7. ~ La defensa del prevenido Graffigna, peticionó se absuelva
libremente de culpa y cargo a su defendido de los delitos que se
le imputan. Subsidiariamente, se declare extinguida la acción penal
P?r prescripción, con relación a los delitos de encubrimiento en-
rostrados, como así también la- nulidad parcial de la requisitoria
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fiscal respecto de los delitos de falsedad ideológica de
público, y usurpación y sustracción de menores, por no
debidamente indagado el nombrado. en tal sentido.
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documento
haber sido

8.- El defensor del procesado Galtieri, pidió la absolución
libre de culpa y cargo de su patrocinado de los delitos que se le
atribuyen, como así" también se declare extinguida la acción penal
por amnistía, respecto de todos aquellos ilícitos que fueron objeto
de imputación, y por prescri'pción con relación a los delitos de
encubrimiento y usurpación. Pidió por último, que se tengan pre-
sente las reservas constitucionales planteadas.

9. - En su momento, la defensa del procesado Anaya, solicitó la
absolución libre de culpa y cargo de su defendido con relación a
todos los delitos por lo~ que fue acusado y se tengan presente las
cuestiones federales planteadas.

10.- Por último, el defensor del prevenido Lami Daza, solicitó
la nulidad de la acusación fiscal con relación a todos los delitos
que se le imputan a su asistido. En su defecto, se declare la incons-
titudonalidad de la ley 23.040 y extinguida la acción penal por
amnistía, en alusión a la ley 22.924. En caso de no prosperar tal
petición, pidió la absolución libre de culpa y cargo de su defendido
y se tenga presente la expresa reserva del caso federal formulado.

11.- Habiéndoseles recordado a los procesados, los delitos por
los cuales resultaron acusados, hicieron uso del derecho que le
acuerda el art. 376 del Código de Justicia Militar para formular
sus descargos los acusados: Massera, Viola, Agosti, Lambruschini,
Graffigna, Galtieri y Lami Daza. No así el enjuiciado Videla, por
haberse opuesto al acto.

VI) ContIuída la audiencia del art. 498 del Código de Justicia
Militar, el Tribunal dispuso un cuarto intermedio para formular
las cuestiones de hecho, tal como 10 prescribe el art. 499 del citado
código, las que fueron presentadas a las partes a fs..4021 a quienes
se les intimó realizaran las reclamaciones y ~olicitaran los agrega-
dos que creyeren pertinentes (art. 382 "ibidem").
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Hicieron uso de esa facultad, la Fiscalia (fs. 15.871) y las de-
fensas (fs. 15.872/15.936).

VII) Confeccionado definitivamente el cuestionario, luego de
resolver las impugnaciones y agregados propuestos por las partes,
el Tribunal procedió a su votación de lo que da cuenta el acta de
fs. 28.251/59, con 10 que la causa quedó en condiciones de recibir
pronundamiento.

y considerando:

PRIMERO

Tratamiento de las cuestiones incidentales

Por ser lógicamente procedente, corresponde comenzar por el
examen de las cuestiones incidentales articuladas por las partes
durante el curso del proceso, con arreglo al ,criterio sentado por el
Tribunal según el cual, en atención a la naturaleza sumaria del
juicio, ésta es la oportunidad para su tratamiento.

Ello involucra la consideración de las distintas excepciones que,
por lo mismo, constituyen defensas de fondo.

1. - Excepción de amnistía

Los defensores de los tenientes generales Videla, Viola y Gal-
tieri y de los brigadieres generales Agosti, Graffigna y Lami Dozo,
tachan de inconstitucional a la ley 23.040, bajo el argumento de
que configura una ley penal más gravosa dictada para ser apli~
cada a hechos pretéritos, en contradicción con la exigencia de "ley
anterior al hecho del proceso" contenida en el artículo 18 de la
Constitución Nacional.

Solicitan, en consecuencia, que los hechos sean enjuiciados a
la luz de las disposiciones más benignas contenidas en la ley 22.924,
sobre cuya base oponen la excepción de amnistía.
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La. cuestión opuesta ha" sido objeto de pronunciamiento por
todos los jueces de este Tribunal en las sentencias. que dictaran,
la Sala r, el 4 de octubre de 1984, in re "Fernández, Marino A. y
Argemi

J
Raúl. s/tenencia de arma de guerra y falsificación de docu-

mento" (causa N? 18.057) y, la Sala n, el 6 de marzo de 1985, in re
"Rolando Vieira, Domingo Manuel y otros s/infracción artículos
189 bis y 292 del Código Penal" (causa N? 3438).

Las opiniones vertidas en esos pronunciamientos son concor~
dantes en negar validez a la ley 22.924 y, consecuentemente en ad-
mitir que la ley 23.040, que la declara de modo expreso, no vulnera
principio constitucional alguno, ni siquiera en los casos en que la
primera hubiera sido objeto de aplicación por sente!1cia firnle.

Por ello, basta hacer remisión a los fundamentos expuestos
por extenso en los fallos citados, para rechazar la impugnación
constitucional traída y la excepción de amnistía opuesta.

2. - Aducida nulidad del decreto l:J8j83

Los defensores de los procesados tenientes generales Videla y
Viola, almirantes Massera y Lambruschini, y brigadieres generales
Graffigna y Lami Dozo, impugnan la validez del decreto 158 del
13 de diciembre de 1983.

El cuestionamiento presentado se apoya en las siguientes ar-
gumentaciones:

a) "incurre en prejuzgamiento pues atribuye responsabilidades
a los imputados, invadiendo de ese modo el ámbito propio de la
actividad jurisdiccional, con menoscabo de la garantía de defensa
en juicio;

b), limita arbitrariamente el alcance de enjuiciamiento a los
hechos cometidos a partir del 24 de marzo de 1976, con lo que
exonera de responsabilidad a los titulares del Poder Ejecutivo Na~
cional "que impartieran antes de esa fecha la orden de aniquilar
la actividad guerrillera, y los mandos que combatieron la subver-
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sión también con anterioridad a esa fecha. Todo ello, con. agravio
de igualdad ante la .ley;

e) establece una competencia de grado inexistente a la fecha
en que se dictó, pues prevé un recurso cuando todavía no 'se había
sancionado la ley respectiva;

el) somete "a juicio ante el Consejo Supremo a los integrantes
de las tres juntas militares por delitos que son por completo ex-
traños a los 'que específicamente afectan o conciernen a la .institu-
ción militar y, por ello, el sometimiento a juicio no requiere la
intervención del Presidente de la Nación de acuerdo a las normas
de! Código de Justicia Militar, al tiempo de dictarse el decreto;

e) desconoce la ley de amnistía vigente a la época .en que se
dictó.

l. - La primera de las cuestiones presentadas es claramente'
Jinsustancial.

El acto de autOlidad que se impugna ha sido dictado por e!
Presidente de la Nación en el marco de la comp'ctencia que le atri-
buyen los artículos 179, 481 Y 503 del Código de Justicia Militar y
expresa, como corresponde en el sistema republkano, la motiva-
ción en que el funcionario que lo emite apoya 1a decisión que
adopta.

Por tratarse de un acto que ordena precisamente la persecu-
ción penal del decreto 158/83 sostiene que las personas cuyo so--
nlctimiento a proceso dispone han cometido. los delitos que les
enrostran. Toda orden de enjuiciamiento supone, para no ser para-
dojal, la opinión de que quien la dicta sospecha la responsabilidad
de quienes manda enjuiciar.

De lo que resuelva el Tribunal. resultará el acierto o desacierto
de esa opinión, lo que ha de expresarse respectivamente en la con-
dena o absolución de los imputados, y el debate sustanciado ante
él es el ámbito propio para el ejercicio de la garantía cuya vulne-
.z:ación se alega.
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La cuestión relativa al 111érito de las acusaciones constituye,
pues, la cuestión de controversia. Respecto de ella resulta intras-
cendente el punto de vista expresado en el mencionado decreto, cuya
única influencia sobre la actividad jurisdiccional deviene de que las
leyes vigentes lo hayan constituido en requisito indispensable para
habilitar la competencia castrense.

2. - La aducida existencia de responsabilidad de terceras per-
sonas por delitos análogos a los que, son materia de este proceso
no da sustento a la invocación de la garantia de igualdad. En efec-
to, esa hipotética responsabilidad sólo podría llevar a la eventuai
persecución de otros -para lo cual la defensa carece manifiestamen-
te de interés jurídico (Fallos de la Corte Suprema 250:410; 268:415,
sus citas y otros)- pero en modo alguno podría traducirse en una
mejor situación procesal de los imputados.

Si la sanción que corresponda aplicarles es constitucionalmente
\'álida, aquél a quien se aplica no puede cuestionarla en razón ele
que otros eventuales infractores no fueran igualmente afectados (fa-
llos: 237:266; 262:87; 293:295).

A lo expuesto cabe agregar que las personas a que se alude no
pueden ser equiparadas a los imputados en estos autos, como lo
exige la aplicabilidad de la garantía invocada.

En ]0 que se refiere a quienes fueron titulares del Poder Eje-
cutivo, su juzgamicnto es ajeno, en modo absoluto, a las posibili-
dades del Presidente de la República para disponerla en los térmi.
nos del artículo 179 y concordantes del Código de Justicia Militar.

Respecto de los mandos militares a que también se alude, no
concurre la circunstan~ia de que ha dado base a la promoCión de
este juicio, esto CS, la de haber detentado el cargo de Comandante
en' Jefe de la respectiva fuerza armada.

3. - Tampoco puede acogerse el tercero de los argumentos enu-
merados.
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La regla inserta en el artÍCulo 3~ del decreto 158/83, relativa a
la aplicabilidad de la sentencia del Tribunal Militar no aparece
como una prescripción destinada a ser directamente aplicada sino
solamente como una referencia -si bien excedente del contenido
ordinario de la parle resolutiva de un acto de autoridad- al sis-
tema legal entonces en proyecto, que habría de transformarse en
la ley 23.049.

En tales condiciones, y toda vez que no se aduce que aquel.la
regla haya producido consecuencia procesal alguna ni, mucho me-
nos, agravio concreto a ]a garantía de defensa en juicio, la cues-
tión articulada sólo propone a juicio de este Tribunal las conse-
cuencias -y la eventual invasión del campo reservado al Poder Le-
gislativo- que se habrían producido en el hipotético caso de que
la ley no hubiere creado el recurso que el decreto anuncia y, a pe-
sar de ello, esa vía de impugnación hubiera sido utilizada.

Por ello, y habida cuenta que cI trámite procesal sólo se há
regido por la mencionada ley -y, por añadidura, mediante un trá.
nlite ajeno al recurso contra la sentencia del Consejo Supremo-,
la objeción planteada propone únicamente un tema teórico o abs.
tracto que, es ajeno a las decisiones judiciales por mérito del ar.
tículo lOO, de la Constitución Nacional.

4. - La sola lectura de los artículos 108, inciso 2, 179 Y concor-
dantes del Código de Justicia Militar, texto según la ley 14.029, tor-
na in atendible el argumento relativo a la ausencia de facultades
presidenciales para ordenar el enjuiciamiento de los imputados, 'por
los delitos objeto de la presente causa.

5. - Más arriba se puso de manifiesto la opinión de este Tri.
bunal en el sentido de negar validez a la amnistía dispuesta por la
ley 22".924.Sobre esa base, la pretensión de que se declare nulo al
decreto 158/83 por desconocerla debe ser rechazada, ya que ese des-
conocimiento es sólo consecuencia de la invalidez de la ley invocada.
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3. - Impugnación de la validez de la ley 23.049
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Los defensores de los tenientes generales Videla y Viola, ,del
almirante Lambrusehini y de los brigadieres generales Graffigna y
Lami Dozo, replantean sus impugnaciones a la decisión de este Tri~
bunal por la cual asumió el conocimiento directo del juicio, y su
articulación de inconstitucionalidad contra el art. 10 de la ley 23.049,
norma que dio base a aquella decisión, y que atacan como contra~
ria a la garantía del juez natural. A ello se agrega la alegación de
que ha quedado desvirtuado el sistema de doble instancia que la
m-isma regla establece.

El planteo es inadmisible, toda vez que se refiere a una cues-
tión ya precluída. Cabe apuntar, al respecto, que, con excepción del
almirante I,.ambruschini, cuya apelación extraordinaria fue presen-
tada con posterioridad al vencimiento del plazo legal, los nombra-
dos ocurrieron ante la C"arte Supre:ma de Justicia de la Nación, y
que el alto Tribunal confirmó lo resuelto por esta Cámara en cuan~
to pudo ser materia de recurso.

A mayor abundamiento, y sin que ello importe reabrir el de-
bate sobre un punto agotado ya en etapas anteriores del procedi~
miento, sólo cabe señalar que esta Cámara comparte y hace suyas
las razones expuestas por la Corte Suprema en su sentencia del 27
de diciembre de 1984 en la causa C.389, L. XX, "Causa originaria-
mente instruida por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas
en cumplimiento del decreto 158/83 del Poder Ejeeutivo Nacional",
en orden a la validez constitucional de la decisión impugnada.

En ~se fallo se señaló, por otra parte, la inexistencia de agra-
vios fundados en la privación de la doble instancia, y que la pre-
sentación de éstos por la defensa, aparte de no ser consecuente con
la petición de ser sometidos los imputados a un proceso de instan~
cia única, debe ceder ante la invariable doctrina de la Corte Supre-
ma en el sentido de que la efectividad de la garantía de la defensa
no depende del número de instancias que las leyes establezcan. Cabe
consignar, además, que los precedentes en los cuales se ha admi-
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tido el amparo del derecho a la doble instancia prevista en la ley
(FaIlos: 207: 293; 232: 364; 303: 1929, y otros) sólo cubre los casos en
que ese sistema está legalmente instituido, y no aqueIlos en que la
ley admite el juzgamicnt9 en instancia única.

4. -Impugnación contra la adopción del procedimiento de los
artículos 502 )' siguíentes del Código de Justicía Militar

Los defensores de los procesados tenientes generales Videla y
Viola, almirantes Lambruschini y Anaya, y brigadieres generales
Agosti y Graffigna objetan la tramitación de este juicio mediante el
procedimiento de juicio sumario en tiempo de paz, previsto por el
art. 502 y siguientes del Código de. Justicia' Militar.

Sobre el particular, se han expuesto los siguientes argumentos:

a) Que con arreglo a prescripto por el artículo 7, inciso 9, de
la ley 23.049, ]a presente causa debió sustanciarsc una vez asumida
la jurisdicción por esta Cámara, con arreglo a las prescripciones del
Código de Procedimientos en Materia Penal;

b) que respecto-de la presente causa no están reuni.dos los pre-
supuestos de esa norma, pues no está en peligro ni la moral ni la
disciplina de las fuerzas armadas, ni es necesaria la represión inme.
diata, pues se trata de oficiales retir~dos; por otra parte, no se in-
vestigan delitos específicamente' castrenses, única clase de infrac-
ciones a las que, según se interpreta, es aplicable el procedimiento
en cuestión;

e) que la reglamentación adoptada por esta Cámara para flexibi.
lizar el procedimiento y adaptarlo a las particularidades de este jui-
cio configura una inadmisible usurpación de facultades legislativas;

d) que el procedimiento previsto en Jos artículos 502 y siguien-
tes es vioJatoria de la garantía de defensa en juicio; si bien en algu-
nos casos se invoca sirnultáne"rnente la garantia de igualdad, no se
explicita cuál es ]a relación que ella guarda COI1 el tema propuesto.
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La pretensión de que se aplique a este proceso el sistema insti-
tuido por el Código de Procedimientos en Materia Penal no es com-
patible con las disposiciones legales que rigen el punto.

La norma que se invoca (art. 7~, ine. 9~, de la ley 23.049) no tie-
ne ostensiblemente otro alcance que el de una regla supletoria des-
tinada a resolver alguna cuestión particular que se presente en el
transcurso de la apelación instituida en el artículo 445, punto lII,
del Código de Justicia Militar. No se puede, sin quebrantar su letra
y la estructura del sistema quc integra, fundar en él la pretcnsión
de que cl código de rito mencionado rija respecto de los juicios a
que se refiere el art. 10 dc la ley, que expresamentc indica como
procedimiento cl sumario de tiempo de paz sin distinguir el caso
en que "cl juicio se sustancie directamente ante el Consejo Supremo
de las Fuerzas Armadas de aquel en que la Cámara asuma directa.
mentc e~ conocimiento del proceso "cualquiera sea el estado en que
se encuentren los autos", Con sólo imaginar el disturbio procesal
que podría producirse mediante el cambio de régimen legal de un
juicio cuyo trámite se encuentre avanzc:do.

A lo expuesto sólo cabe agregar que la Corte Suprema de Jus-
ticia de la"Nación ha exp~'esado sobre el punto "que no se advierte
cuál seria la absurdidad o falencia del razonamiento del a qua cuan-
do, llamado por la ley a sustituir al Consejo Supremo de las Fuer-
zas Armadas en el conocimiento de la causa juzgó que no podrá
variar el procedimiento, dispuesto en su momento por la autoridad
competente (art. 481 del Código de Justicia Militar) y ordenado des-
pués de modo expreso por el art. 10, de la ley 23.049" (res. del 27
de diciembre de 1984, in re: "Videla, Jorge s/causa instruida en cum-
plimiento del decreto 158/83", V. 110, L. XX) Y que al fallar, el 22
de agosto de 1985,"la causa F.296-XX, sostuviera que el artículo 10,
de la ley 23.049, determina que" ... no quepa admitir que el tribunal
judicial continúe los trámites del proceso según normas distintaS' a
las incluidas en el tratado segundo del Código de Justicia Militar. ..
porque lo único que dicha norma autoriza es el reemplazo del Tri-
bunal militar por el órgano judicial, y si bien éste deberá seguir
aplicando las normas que hacen a su funcionamiento interno (p.
ej.: decreto-ley 1285/58, cte.) el proceso debe, necesariamente, re-
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girse por las disposiciones que regularon su orjgen y trámite hasta
el avocamiento".

La segunda de las objeciones propuestas se refiere a un punto
que ha sido materia de decisión en la etapa procesal oportuna, 10
que torna inaceptable su replanteo en esta oportunidad por mediar
preclusión a su respecto. Debe, pues,. ser desestimada.

Sin perjuicio de ello, cabe consignar que las atribuciones que
el Código de Justicia Militar reconoce al comando para establecer
lo ~tinente al mejor gobierno de los ejércitos -atribuciones que
incluyen la de determinar en qué casos es necesaria la represión
inmediata de los delitos para mantener ]a moral y la disciplina de
las fuerzas armadas- son de carácter discrecional, y por tanto las
razones de oportunidad, mérito o conveniencia que determinaron
la decisión del órgano competente no son revisables judicialmente.
en la medida que no se alteren los límites objetivos fijados por
la ley.

Esos límites, a su vez, no han sido trasgredidos, pues nada
autoriza la restricción del concepto de delitos graves, único requi-
sito exigido por la norma, a aquéllos que son de naturaleza especí.
ricamente militar. En efecto, la circunstancia de que sólo mencione
como ejemplos expresamente delitos militares, no puede dar apoyo
a un punto de vista contrario al expresado, pues esa enumeración es
puramente enunciativa (delitos graves como ... ), y se refiere a he-
chos que también están previstos como delictivos en eJ Código Pe-
nal, aunque bajo otro nomen iuris; no se advierten, además, moti-
vos que permitan relacionar los objetivos del enjuiciamiento inme-
diato con el cuerpo normativo en el cual la infracción esté prevista.

También el tercer argumento importa el replanteo de una cues-
tión PTecluída, Jo que constituye motivo bastante para su desesti-
mación, sobre todo si se tiene en cuenta que la Corte Suprema, en
su pronunciamicnto del 27 de diciembre de 1984, en la causa V. 110,
"Videla, Jorge Rafael s/causa instruída en cumplimiento del decreto
158/83 s/rccurso dc hecho", considerando M, estableció la existen-
cia de sustento legal suficiente para las reglas que posibilitan la
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extensión de plazos en las causas provenientes de la jurisdicción
castrense.

A mayor abundamiento, corresponde ap'untar la inexistencia de
interés legítimo en los impugnan tes para objetar reglas que faci-
liten el ejercicio de su defensa y que, por tanto, son insusceptibles
de producirles gravamen alguno. El amparo de la garantía del ar~
tículo 18, de la Constitución Nacional, impone el análisis de las ale-
gaciones relativas a la insuficiencia del sistema procesal para la
adecuada defensa en juicio, mas no el de aquellas que se basan. en
la afirmación de que se ha otorgado a ese derecho un resguardo
mayor que el que brinda la ley.

Esta impugnación, reiterada a lo largo del proceso, constituye
tal vez la expresión más patente del espíritu contestario y desvin-
culado del neto ejercicio de la función defensiva que' ha caracteri-
zado a alguno de los defensores actuantes.

La cuarta objeción requiere, en canlbio, un tratamiento porme-
norizado. Ello es así, porque la ilnpugnación de Un determinado sis-
tema procesal como vioJatorio de la garantía de defensa en juicio
sólo es admisible bajo la condición de que se explicite en ella con-
cretamente cuáles son las articulaciones que no se pudieron oponer
o las pruebas cuya producción se vio impedida, y se demuestre cuál.
sería la incidencia que ellas habrían tenido para modificar la solu-
ción del caso (Fallos de la Corte Suprema: 278:280; 300:1047;,302:
1564, sus citas y muchos otros y, en especial, 288:164 y sus citas).

Corresponde, pues, establecer si las .quejas presentadas dan base
al aserto de que la labor de la defensa ha sufrido menoscabo con-
creto como consecuencia del régimen procesal aplicado en esta cau~
sa sobre la base de lo prescripto en el artículo 502 y siguientes del
Código de Justicia Militar.

1.- Se arguye que la defensa no. ha podido cumplir su come-
tido en el ,exiguo plazo de siete días hábiles.

Cabe cipuntar, ante todo, que la objeción no puede ser valede-
ramente computada en apoyo de la pretensión dirigida a obtener la
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aplicación del procedimiento ordinario reglado en el Código de Jus-
ticia Militar en reemplazo del sistema que ha regido el trámite de
este juicio.

Ello así, porque el régimen procesal cuya vigencia se reclama
concede, a los fines de la preparación del mismo acto procesal, un
término mucho más exiguo (dos días corridos; artículos 363, 360 Y
142 del cuerpo legal citado). Resulta inatendible, en consecuencia,
la alegación de que la garantía de defensa se encuentra mejor res-
guardada por un sistema que somete a un rigor temporal más inten-
so que el concretamente aplicado en el caso.

A la descalificación de la protesta contribuye, además, la circuns-
tancia de que ella se formula de modo genérico, sin que se haya
intentado siquiera exhibir cuáles son las defensas en cuya mejor
elaboración hubiera influído la existencia d~ un plazo más amplio.

2. - Se afirma que el procedimiento aplicado impidió a la de-
fensa disponer del tiempo necesario para indagar si los testigos
presentados por la acusación estaban comprendidos en las genera-
les de la ley, así como los antecedentes necesarios para cuestionar
eventualmente su credibilidad.

La queja es~á expuesta en términos que no hacen posible sos-
tener la existencia de menoscabo concreto alguno a la garantía del
artículo 18 de la Ley Fundamental.

No se precisa, en efecto, cuáles son los testigos respecto de Jos
cuales no se pudieron ensayar los cuestionamientos referidos, ni se
expresan las razones por las cuales el tiempo transcurrido entre el
ofrecimiento de la prueba por la fiscalía y el momento en que cada
testigo fue interrogado por el Tribunal resultó insuficiente para la
indagación a que se refiere. Asimismo, la protesta no concuerda con
la conducta observada por la defensa durante la audiencia pública,
en cuyo transcurso formuló reiteradas observaciones de ese tenor.

3. - Tampoco la imposibilidad de tachar testigos configura un
agravio a la garantía. de defensa en juicio derivado de la aplicación
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de los artículos 502 y siguientes del Código -de Justicia Militar. Ello
así, tanto porque la existencia de un procedimiento de tachas no es
requisito para la vigencia de esa garantía, cuanto porque la admi.
sibilidad como testigo de "toda persona que tenga conocimiento de
los hechos que se investiguen y de sus circunstancias, no es conse-
cuencia de ese régimen procesal en particular, sino el sistema gene-
ral de procedimiento castrense" (conf. arto 253 del cuerpO legal ci-
tado); regla que no ha merecido impugnación y ni siquiera cita por
parte de los impugnantes.

4. - No es asimismo in1putable a aquel reglmen procesal par-
ticular la circunstancia de que el ofrecimiento de prueba haya de
hacerse sin tener conocimiento de la requisitoria fiscal, pues, en
todo caso, el orden de los actos procesales 'que lleva a producfr la.
acusación y la defensa con posterioridad al período probatorio es
común a la etapa de plenario del procedimiento militar, en todas sus
formas (conf. arts. 359 y 363 del cuerpo legal, tantas veces citado).

Cabe agregar a ello que, una vez más, las quejas referidas al
¡punto no r.evisten carácter concreto, pues en ningún caso se indica
el medio probatorio cuyo ejercicio se hubiera posibilitado si se hu ..
biese con?cido la acusación con anterioridad al ofrecimiento de prue-
ba, y del cual se vio privado en razón del orden de la sucesión pro-
cesal prevista en la ley.

A mayor abundamiento, se señala que el Tribunal exigió al acu.
sador, sin norma que lo previera, la expresa manifestación de las ba.
ses de su requisitoria antes de la apertura a prueba, como modo de
facilitar la labor de sus c,ontrarios. La sola omisión de éstos de refe.
rirse a esas actuaciones bastaría para descalificar su planteo.

Por otra parte, el menoscabo de' la garantía de defensa no puede
ser fundado en la opinión de la defens;l sobre el mejor ordenamiento
de los actos procesales. A ese punto de vista sólo cabe oponer el que
motivó al legislador para adoptar el sistema escogido -que algunos
de los defensores califica de "insólito"- cuando expresó que "un
ordenamiento racional del proceso exige que se produzca toda la

\
prueba antes de la acusación y de la defensa, presentando ello la
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ventaja de que evitan alegatos adicionales o acusaciones que obli-
gan en mérito a la prueba aportada, a ser modir-icadas, ofreciendo así
una mayor garantía al procesado" (del mensaje del Poder Ejecutivo
reproducido en el Diar.io de Sesiones de la Cámara de Diputados,
1951, p. 599 Y siguientes; conf. en Anales de la Legislación Argentina,
T. XI-A, p. 73). Y que "en el código actual las pruebas deben presen-
tarse después que se haya hecho la acusación y presentada o pro-
ducida también la defensa. En cambio, en el proyecto que estamos
considerando se ha introducido una reforma aconsejable, exigién-
dose en primer término' que se ofrezca y se produzca la prueba
y que después se prescn ten la acusación y la defensa. Los funda-
mentos que se dan para este cambio, que es novedoso, consisten en
que en la actualidad muchas veces la defensa o la acusación se
concretan a hechos que po están comprobados debidamente y que
luego exigen un memorial posterior para la aclaración necesaria.
Con este proyecto, modificándose la forma jurídica de proceder, se
exige que se produzca la prueba completa en 10 posible y que
luego. recién, en base a ella, se haga la acusación y posterior de-
fensa. A la comisión le ha parecido aceptable esta sustancial modi-
ficación en el procedimiento a seguir ante los tribunales de justicia
militar" (del informe del presidente de la Comisión de Legislación
General y Asuntos Técnicos del Honorable Senado, reproducido en
el Diario .de Sesiones de esa Cámara, 1950, T. L, págs. 897 Y ss.;
conf. en Anales de Legislación Argentina. T. XI-A, p. 60).

Discurrir sobre las bondades o imperfecciones del sistema pro-
cesal elegido por el Legislador es tarea que excede del cometido de
los tribunales de justicia, el que no incluye el examen de la conve-
niencia o acierto del criterio adoptado por aquél en el ámbito propio
de sus atribuciones (Fallos de la Corte Suprema: 253:362; 257: 127;
300:642 y numerosos precedentes similares).

5. - No se ajusta a la realidad de lo sucedido en la causa la
afirmación ~de que ]a Fiscalía pudo -como consecu,encia del pro-
ccd,imiento aplicado- aportar las pruebas que quiso, como quiso
o cuando quiso, con menoscabo del principio de preclusión. La sim-
ple compulsa de las actuaciones permite aseverar que la parte acu-
sadora tuvo, al igual que las defensas, un término al que hubo de
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ajustar el pfrecimiento de su prueba, y que la incorporación de
otros elementos de juicio tuvo lugar en el transcurso de la audien~
cia pública -acto cuya unidad impide aseverar la existencia de
preclusióri alguna-, conforme al régimen que es habitual respecto
de la aparición de hechos nuevos o desconocidos, con control pleno
de las demás partes, las que gozaron idéntica posibilidad de actua~
ción.

Por lo demás, no cabe atender, con base en la garantía de de~
fensa en juicio, agravios fundados en la oportunidad probatoria
brindada. a la contraparte, sino quejas relativas a la privación de
la propia posibilidad de alegar o acreditar" lo que el reclamante en~
tienda necesario a su derecho.

6. - La acumulación de un gran número de casos en un solo
proceso tampoco constituye agravio valedero contra el sistema pro-
cesal aplicado, si, como ocurre en el caso, no se demuestra el con~
creta impedimento para el ejercicio de algUNa articulación condu-
cente al adecuado resguardo de los intereses del impugnante.

No puede dejar de señalarse, por otra parte, qué articulaciones
como las que aquí se recogen parecen referirse a un juicio trami~
tado en el término de horas, y no a actuaciones como la presente,
donde el período preparatorio ha insumido varios meses, unidad
en la que también se mide el tiempo dedicado a la recepción de la
pr'ueba, y donde el debate, así como la deliberación y sentencia, se
ha prolongado durante semanas. Tampoco parece con1pa~ible, asi~
mismo, la queja relativa a la extensión del objeto procesal con el
reiterado argumento de que es lesiva a la garantía de defensa la
resolución respecto de la conducta de los procesados sin incluir
en la misma investigación lo que concierne a determinar los auto-
res directos de los hechos incriminados y establecer su c111pabili~
dad, cuestión que, por lo demás, ha sido desestimada por la Corte
Suprema como carente de relación directa con la cláusula consti~
tucional invocada (res. del 27 de diciembre de 1984 in re "Videla,
Jorge Rafael s/causa instruída en cumplimiento del decreto 158/83",
V.lIO, Lo XX).
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7. - T~lInpoco cabe reconocer como agravio a la garantía de
defensa, derivado de la aplicación dc los artículos 502 y siguientes
del Código de Justicia Militar, a la protesta en el sentido de que
se han tomado en autos .declaraciones indagatorias sin que el im-
putado tuviera tiempo material suficiente para preparar sus des-
cargos.

La defensa no propone aquí como paradigma a un sistema pro-
cesal determinado, y lo. cierto ,es que no se conoce régimen ritual
alguno en ell cual sea requisito de validez de la declaración inda-
gatoria el otorgamiento de plazo para que el procesado estudie ei
contenido de las rcspues'tas que ha de dar.

En otro orden de consideraciones, ~abe consignar una vez más
que el reparo no aparece fundado en la medida exigible para que
quepa atender alegaciones fundadas en el menoscabo de la aludida
garantia, pues no viene acompañado de la enumeración de los des-
cargos de cuya exposición se vio privado el interesado por la in-
suficienci~ que aduce, ni mucho menos de las razones que le impi-
dieron introducirlos en el proceso con P9sterioridad a la intimación
cuya insuficiencia alega; es conveniente recordar, sobre este parti-
cular, el. largo tiempo transcurrido desde ~l acto procesal obser-
vado, la inexistencia de pedidos de, ampliación de la declaración
indagatoria, y la falta de toda referencia, en la oportunidad regula-
da por el artículo 376 del Código de Justicia Militar, a. articulacio-
nes introducidas en la declaración indagatoria.

5. - Supuesta il1valfdez de la acusación

Los defensores del almi rante Lambruschini y del brigadier
Lamí Daza, articulan la nulidad de la acusación fiscal.

Fundan ese cucstionamiento en que ella carecería, según adu-
cen, de la precisión necesaria, que no se ha dado cumplimiento a
la regla del artículo 361 del Código de Justicia Militar y que el
mencionado acto procesal pierde validez si no ha sido precedido
de un auto de prisión preventiva para cada uno de los acusados.
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En primer lugar, ha de advertirse que el invocado artículo 361
se refiere al. procedimiento ordinario, en tanto que resulta aplicable
a este caso el artículo 498, el cual prevé una acusación oral y des~
provista de las formalidades' requeridas en aquél.

Esta observación, no importa olvido de que la garantía de la
defensa en juicio, como forma dé la histórica ne~esidad de evitar
el abuso por parte de la autoridad judicial, .ha introducido el impe-
rativo, de raigambre constitucional, de que la acusación circunscri-
ba debidamente el objeto procesal (Artículo 18 de la Constitución
Nacional) .

Al respecto, Clariá Olmed,?, refiriéndose a los requisitos de la
acusación oral, dice que "El Ministerio fiscal deqerá concluir fun~
dadanlente sobre ]a cuestión penal introducida al debate con la
acusación. .. Debe ser claro, específico y concreto, motivando sóli~
damente sus conclusiones sin poderse remitir a lo que el tribunal
considere más justo, porque ello implicaría trasladar a la jurisdic-
ción el ejercicio de la acción penal" .. (Conf. Derecho Procesal Penal,
EDrAR, 1967, VI, pág. 304).

En similar sentido Eberhard Schmidt, al analizar el princIpIO
acusatorio y remarcar su función de garantía, concluye que el juez
"sólo puede tener como objeto de sus comprobaciones objetivas y
de su valoración judicial, aquel suceso histórico cuya identidad con
respecto al 'hecho' y con respecto al 'autor', resulta de la acción"
(conf. Derecho Procesal Penal, Ed. Bibliográfica Argentina, 1957,
pág. 198).

En el caso de autos, ,el tribunal considera que las exigencias,
emanadas de la defensa en juicio, y aún los requisitos impuestos
por la norma que erróneamente citó la Defensa, han sido cabal y
sustancialmente cumplidos en la requisitoria fiscal.

La exposición de los hechos, su calificación legal, imputación
a cada uno de los procesados, referencias relativas a la responsabi-
lidad, petición de penas y de absoluciones, resultan suficientemente
claras conlO para resguardar ]a garantía del debido proceso y garan-
tizar la adecuada defensa de los procesados.
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La insuficiencia rac.ional en el análisis de las pruebas, a las que
se refiere la asistencia letrada del almirante Lambruschini, de exis-
tir, no podría considerarse un vicio formal que debilitara las posi-
bilidades defensivas.

En su caso, .podrá restarle aptitud para acreditar las imputa-
cio~es concretas que contiene, y ello será materia de valoración por
este. trib!-mal al tratar individualmente cada uno. de los hechos que
constituyen su objeto.

En cuando al argumento referido a la prisión preventiva previa el
planteo resulta inadmisible e infundado, ya que se contradice de
modo manifiesto con los artículos 316, 384 Y 402 del Código de Jus-
ticia Militar, normas que ni siquiera son citadas por las defensas.

Lo. expuesto responde también a las objeciones que, aunque en
forma difusa, plantea la defensa del teniente general Viola respec-
to de la pieza acusatoria.

6. - Nulidad de la indagatoria, de la prísión preventiva y del pro-
cesamiento

Los defensores de los procesados teniente general Viola y Al-
mirante Lambruschini, articulan. la nulidad de la declaración inda~
gatoría de sus representados. Arguyen en abono de su pretensión
la insuficiencia de la descripción de hechos contenida en el listado
que les fue presentado en el curso de ese acto procesal.

La objeción no es admisible. Sobre el particular esta Cámara
considera fundamento suficiente el que surge del dictamen del Pro-
curador General de la Nación, cuando, a propósito de idéntica cues-
tión, e.x-presó que en la enorme mayoría de los casos "se consignan
la fecha de ocurrencia del hecho, el lugar donde se consumó, el
resultado principal y, a veces, otros secundarios, el sitio adonde
fue conducida la víctima y aquellos a los que fue trasladada, así
como la fecha de liberación en caso de haber tenido lugar. En to-
dos los casos, no obstante, se suministnirán al indagado los tres
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primeros datos reClen referidos. Si a ello se agrega que había sido
previamente interrogado, de manera exhaustiva, en punto a hechos
y circunstancias generales de la lucha antisubversiva; que conocía
plenan1ente los términos del decreto promotor de la causa en el
que s'e señalan los supuestos ~ácticos integrativos del objeto proce-
sal, ,. se advierte que el sistema empleado para inquirirlo le per-
mitió manifestar todo aquello que creyera conveniente para excluir
o atenuar la responsabilidad que pudo eaberIe" (dictamen del 28
de junio de 1985 en la causa V.l60-XX-).

A ello puede agregarse, en lo que concierne en particular al
teniente gel1eral Viola, que, como se' sostiene en el mismo dictamen,
se suma "que dio respuesta amplia y pormenorizada en relación a
otros casos que, por distintas motivaciones, conociera, sin que las
intimaciones fueran diversas a las efectuadas en aquellos que moti-
van la queja de su defensa".

También 'reitera esta Cámara que frente a la invariable respuesta
de que desconocía el hecho que se le pon~a de manifiesto, sólo pue-
de constituir un reparo formal, inidóneo para fundar agravio alguno
a la garantía invocada, la pretensión de que se formulen explícita-
mente las demás preguntas, relativas a circunstancias del hecho
previamente desconocido.

En lo que concierne al almirante Lambruschini, quien se negó
a declarar en el acto de ampliación de indagatoria donde le fue pre-
sentada la mencionada lista, también cabe considerar puramente
formal su reparo. En efecto, y toda vez que el nombradQ hizo uso
de su derecho de negarse a declarar, no se advierte la utilidad que
podría haber tenido para el mejor ejercicio de su defensa en ese
acto la existencia de mayores precisiones en los .hechos por los
que fue intimado.

Finalmente, corresponde señalar que ,en el curso posterior del
proc~dimiento, así como en la oportunidad que establece el artículo
376 del Código de Justicia Militar, Jos procesados tuvieron oportu-
nidad de hacer cuantas manifestaciones pudieron creer pertinentes,
ya en conocimiento de todas las circunstancias de los delitos impu-
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tados -aún las que resultan irrelevantes desde el punto de vista
de su responsabilidad-, y no ejercitaron en cambio ese derecho,
cuyo. reclamo aparece así como una cuestión abstracta.

Sobre la base de tales consideraciones, estima este Tribunal
que los cuestionam'ientos efectuados contra las indagatorias red.
bidas no surten vicio alguno para los autos de prisión preventiva y
nlantenimiento de dicha cautelar que las sucedieron.

También resulta de ello, que tales declaraciones constituyeron
base suficiente para el procesamiento por los hechos incluidos en
ellas.

7. - Tacha de m,lidad de la declaración testimonial del Coronel (1<)
Roberto Roualdés

El doctor Marutiá!, ha impugnado la declaración testimonial del
Coronel (R) Roberto Roualdés, aduciendo que su carácter de pro-
'c'esado en una causa referida a hechos incluidos en este juicio, tor-
na inválida su de~laración como testigo, aun cuando la prestara con
la advertencia de que podía negarse a responder cualquier pregun-
1a que, a su juicio, lo condujera a una respuesta autoincrirninatoria.

Las garantías constitucionales se hallan establecidas con un
sentido determinado, es decir, aseguran en algunas situac~ones y a
las personas que en ellas se encuentran, que ciertos derechos no le
serán afectados. Es por ello que la doctrina las denomina también
"garantías individuales", consideradas derechos subjetivos de los
que aquellas personas son titulares.

Es así que la Corte Suprema ha negado el amparo de su juris-
dicción extraordinaria a quienes invocaban la violación de alguna
cláusula constitucional sin denlostrar que se encontraban emplaza-
dos en aquella situación legítimamente (ver Fallos: 132:101; 134:37;
181:362; 189:185; 192:139; 190:389; 182:139; 235:347; 236:331; 244:
288; 246:71, entre muchos más).
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Cuando el Coronel (R) Roualdés comenzó su declaración, el
Presidente de la audiencia le recordó, en forma precisa, que se en-
contraba autorizado para negarse a responder a cualquier pregunta
que creyera autoincriminante, advertencia que le fue repetida más
adelante y que dio muestras de comprender perfectamente al relacio-
narla con su situación. procesal en la causa que tranTita. ante el
Juzgado N? 3 de este fuero.

Advertido seguramente de lo expuesto en el primer párrafo, es
que el Dr. Marutián, al fundar la ill1pugnación en análisis, invocó
su doble carácter de defensor del teniente general Viola en este
proceso y del declarante en el que se acaba de citar, pero olvidó
que si bien una garantía puede ser invocada por el representante
de su titular, la representación del defensor se lin1ita a la causa en
la que tal se le haya conferido.

Surge de ello, que si la declaración prestada en la audiencia se
utilizara en perjuicio del declarante en la causa en la que se en-
cuentra procesado, podrá su defensor plantear allí las cuestiones
a que se crea con derecho, pero formuladas en este juicio, resultan
inatendibles.

Por otra parte, el Tribunal ha tomqdo los dichos contenidos en
la declaración impugnada, con valor indiciario, sólo respecto de te-
mas generales y complementando otras pruebas, de modo que no
puede considerarse que los intereses del procesado Viola hayan su-
frido ninguna lesión sustancial.

8. - Excepciones de cosa juzgada

Algunos de los hechos imputados como. configurativa de priva-
ción ilegítima de libertad fueron objeto de pronunciamientos judi-
ciales en el sentido de que no constituían delito, con el alcance del
artículo 434 del Código de Procedimientos en Materia Penal. Sobre
tal base, algunas defensas han planteado la excepción de cosa juz-
gada en los siguientes casos:
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a) Garritano, Carmelo: plantean tal def~nsa los asistentes' téc-
nicos del Brigadier General Agosti, sobre la base de lo resuelto el
9 de mayo de 1979, por el juez a cargo del Juzgado Nacional dc Ins-
trucción N? 3, en la causa N? 34_694. (Sobreseimiento dcfinitivo).

Habida cuenta de quc el Señor Fiscal no ha acusado por pri-
vación ilegítima de libertad en ese caso, resultan inoficiosas tanto
la oposición de la acusación, camó su tratamiento por el Tribunal.
Sin perjuicio de la responsabilidad por los' hechos de tormentos que,
como afirma el Ministerio 'Público, no fuera objeto de pronuncia~
miento anterior y, a los cuales, por ser independientes, no cabe ex-
tender los efectos de la cosa juzgada.

b) Contreras, Eduardo: los defensores del teniente general
'viola, plantean la excepción con motivo del sobreseimiento defini-
tivo (30-3-79) dictado en la causa N? 14.934 del Juzgado de Instruc-
ción N? 17 de la Capital Federal, a cargo entonces del doctor Nerio

",-N. Bonifati.

Ese fallo adolece de un grave defecto de motivación ya que el
citado juez sobreseyó sobre la base de un informe librado por el
Coronel Juan C. Bozilio, Presidente del Consejo de Guerra Especial
Estable 1/1, que da cuenta de la detención legal a partir del 12 de
septiembre de 1978, sin tomar en cuenta que se le había denunciado
un secuestro cometido el día 19 de agosto del mismo año.

Ello no obstante, no habilita a este Tribunal, según su criterio,
a declarar en esta causa la nulidad que pudi<?ra conducir a privar
al pronunciamiento de los efectos del artÍCulo 436, en función 'del
artÍCulo 434, inciso 2?, ambos del Código de Procedimientos en Ma-
teria Pen~1.Por ello corresponde hacer lugar a ]a excepción opuesta.

e) Villani, Mario: la privación ilegítima de libertad de éste fue
objeto de sobreseimiento definitivo por auto d~ fecha 6 de abril
de 1981 en el expediente N? 15.548/79 del Juzgado de Instrucción
N? 15.

La víctima ha dado una explicación qu'e tendería a demostrar
que la manifestación de su parte que originó ese fallo liberatorio,



\

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 71

se encontraba viciada por violencia. A su vez, el Fiscal mantuvo su
acusación afirmando que la cosa juzgada no podía constituir el mo-
do de poner el- broche final a un crimen perfecto.

La aserción de Villani no aparece suficientemente investigada
-tomando en cuenta, además, que contó con patrocinio ,letrado en
su presentación- para fundar una decisión acerca de que se trate
de una sentencia fraudulenta, como se limita a insinuar el Señor

Fiscal.

Considera el Tribunal, en consecuencia, que la excepción ex-
pue"sta debe prosperar.

SEGUNDO

Antecedentes y desarrollo del sistema general en el que se integran
los hechos

CAPITULO 1

(Cuestiones de hecho Nros. 1 y 2)
•

El fenómeno terrorista tuvo diversas manifestaciones con dis~
tintos signos ideológicos en el ámbito nacional con anterioridad a
le década de 1970,pero es este ,año el que marca el comienzo de un
período que se caracterizó por la generalización y gravedad de la
agresión terrorista evidenciadas, no sólo por la pluralidad de ban-
das que aparecieron en la escena, sino también por el gran número
de acciones delictivas que emprendieron e incluso por la especta~
cularidad de muchas de. ellas.

Sobre esta ubicación temporal coinciden puntualmente todos
los. informes requeridos por el Tribnnal y l~ bibliografía aportada
a la causa de donde, con alguna diferencia de matiz, se desprende
que los principales grupos aparecieron públicamente en forma. casi
simultánea entre los años .1969y 1970,aunque se indica que alguna
de estas bandas venían gestándose desde varios años antes (con-
forme fs. 318, 386, 475 Y 486 del cuaderno de prueba de la defensa
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del procesado Viola y fs. 375 del cuaderno de prueba de la defensa
del enjuieiado Videla).

El accionar del terrorismo, por su complejidad y gravedad y
por la capital importancia que reviste como necesario antecedente
de los hechos objeto de juzgamicnto, será 1110tivo de análisis porme.
norizado en puntos posteriores, sin perjuicio de lo cual, al solo
efecto de ilustrar estadísticamente, con los elementos arrimados
a la causa, la intensidad que adquirió a partir de su apar.ición en
el período señalado, puede indiearse que:

a) Según el Ejército Argentino (fs. 318/323 del cuaderno de
prueba de Viola) como resultado de la aetuación guerrillera en el
lapso eomprendido entre 1969 y 1979 se eomputan 21.642 acciones
de diversa entidad, correspondiendo aclarar que esta cifra sirve
como punto de-referencia, aÚD-cuando pueden observarse, como in.
c1uídos en nóminas de la misma fuente, algún hecho cuya atribución
a las bandas terroristas, a las que nos estamos refiriendo, aparece
en ]a actualidad, cuanto menos, bastante dudosa.

Los cursos de acción comprendidos se discriminan de la si-
guiente manera: 5215 atentados explosivos, 1052 atentados incen-
diarios, 1311 seeuestros de artefaetos explosivos y 132 seeuestros
de material incendiario, 2013 intimidaciones con arma, 252 actos
contra medios de comunicación social, 1748 sccíÍestros, 1501 asesi.
natos, 551 robos de dinero, 589 robos de vehículos, 2402 robos de
armamentos, 36 robos de explosivos, 111 robos de doeumentos, 17
robos de uniformes, 19 robos de material de comunicaciones, 73 ro~
bos de materüil sanita'rio, 151 de materiales diversos, 20 copamientos
de localidades, 45 copamientos de unidades. militares, policiales y
de seguridad, 22 eopamientos de medios de comunicación social, 80
copamientos de fábricas, 5 copamientos de locales de espectáculos
públicos, 261 repartos de víveres, 3014 aetas de propaganda, 157
izamientos de bandera y 666 actos intirnidatorios.

b) La misma fuente resulta también útil para evaluar el auge
de este accionar a principios de la década pasada ya que se consig-
na para 1969 2 atentados con explosivos y 3 inccf!diarios, 60 robos
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y 1 acto intimidatorio, mientras que en 1970. se registran 433 hechos
con explosivos y 74 incendiarios, 269 hechos contra la propiedad,
69 actos intimidatorios, además de 4 homicidios y 7 secuestros.

e) La Policía de la Provincia de Buenos Aires hizo saber, por
su parte, que dentro de su ámbito de acción se produjeron con tal
origen en el decenio en estudio 20 homicidios de civiles, no COI1-

signándose los delitos perpetrados contra otros bienes jurídicos (fs.
268 del mismo cuaderno).

d) La Policía Federal informó que en la zona bajo su jurisdic-
ción se produjeron en el mismo período 138 hechos delictivos con-
tra civiles, 9 secuestros y 3 atentados (fs. 321/353 id. del Gral.
Videla) .

e) La intensidad de la actuación de estas bandas puede ser eva-
luada cualitativamente a través de la nómina de hechos delictivos
de mayor envergadura acaecidos entre 1970 y 1976 consignada en
la puhlicación oficial "El Terrorismo en la Argentina", agregada a
fs. 375 del cuaderno de pl~ueba del 9ral. Videla.

1. - 29-5-70. Secuestro y posterior asesinato del Tte. Gral. Pedro
'Eugenio Aramburu.

2. - 01-07-71. Copamiento de la localidad de La Calera, prov.
de Córdoba.

3. - 21-04-71. Ataque y robo de armamento a un. camión militar
en la localidad de Pilar, Provincia de Buenos Aires, donde resultó
muerto el Tte. Azúa.

4.-23-05-71. Secuestro del Gerente del Frigorífico Swift, Sr.
Stanley Manwcring Farrer Silvest, en la' Provincia de Santa Fe.

5. - 21-03-72. Secuestro y homicidio del Presidente de Fiat Ar-
gentina, Sr. Oberdan Salustro. en la Capital Federal.

,
6. -10-04-72. Emboscada y asesinato del Gral. Juan Carlos Sán-

ehez, Comandante del 2do. Cuerpo de Ejército, en la Ciudad de Ro-
sario, ?rovincia de Santa Fe.
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7. -10.04.72. Asesinato del dirigente .. político Roberto Mario
Uzal, en la Prov. de Buenos Aires.

8. - 19.02.73. Copamiento armado del Batallón de Comunica-
ciones 141 y posterior robo de armamentos, en la Provincia de Cór-
doba.

9. - 20.06.73. Enfrentamiento en Ezeiza entre grupos que decían
pertenecer al Peronismo, entre los que había infiltrados elementos
terroristas que pretendían el asesinato del Gral. Per6n a su regreso
del exilio. Se produjeron gran cantidad de muertos y heridos.

lO.- 25.09-73. Asesinato del Secretario General de la CGT, José
Ignacio Rued.

11. - 25-09-73. Copamiento de la sede de la Gobernac.ión de la
Provincia de Salta.

12. - 09.04-73. Intento de copamiento armado al Comando de
Sanidad del Ejército en la Capital Federal. En la aeción murió el
Tle. Cnel. Raúl J. E. Hardoy y algunos soldados resultaron heridos.

13. - 20.04.73. Asesinato en la vía pública del Cmlte. Hermes
Quijada en la Capital Federal.

14. - 09.11.73. Secuestro del dirigente gremial Pedro Saucedo,
en Rosario, Provincia de Santa Fe.

15. -17.]1.73. Secuestro del Gerente del Banco de Londres y
América del Sud, Sr. Enrique Niborg Anderson, en la Capital Federal.

16.-19.01.74. Copamiento armado del Regimiento 10 de Caba-
llería Blindada cn la Ciudad de Azul, Provincia de Buenos Aires:
Allí murió el Cnel. Camilo Gay, su esposa y un soldado. Asimismo
fue secuestrado el Tte. enel. Ibarzábal, quien sufrió un largo cauti-
verio antes de ser asesinado.

17. - 27-02.74. Secuestro del Jefe de Personal del Frigorífico
Swift en Rosario, Provincia de Santa Fe, Sr. A. A. Valochia.

18. - 04.04.74. Asesinato del Secretario General de la CGT Regio.
nal de San Nicolás, Provincia de Buenos Aires, Sr. Antonio Pedro
Magaldi.

f
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19. - 27-04-74. Asesinato del Juez Dr. Quiroga en la vía públi.
ca, Capital Federal.

20. -15-07-74. Asesinato en un restaurante de Ciudadela, Pro-
vincia de Buenos Aires, del ex Ministro del Interior Dr. Arturo Mor
Roig.

21. - 16-07-74. Asesinato del periodista y director del diario
"El Día" de la ciudad de La Plata,"Provincia de Buenos Aires, Sr.
David Kraiselburg,

22. - 12.08-74. Copamiento armado, robo de armamento y se.
cuestro del Mayor Larrabure (asesinato tras largo cautiverio) en la
Fábrica Militar de Pólvora y Explosivos de la Ciudad de Villa María,
Provincia de Córdoba.

23. - 03.09-74. Secuestro del Ingeniero Mascardi, directivo de la
Planta Propulsora Siderúrgica, en la Prov. de Buenos Aires.

24. - 01-09-74. Secuestro y extorsión de Juan y Jorge Born (di-
rectivos de la firma Bunge y Born)., liberados previo pago de un
rescate en la Prov. de Buenos Aires.

25. - 03-10.74. Asesinato del ex Secretario General del gremio
maderero de la Provincia de Santa Fe, Sr. Juan Mario Russo.

26. - 01.11-74. Homicidio del Comisario Gral. de la Policía Fe-
deral Alberto Villar y su esposa, en la zona de Tigre, Prov. de Bue-
nos Aires.

27. - 04-12-74. Emboscada y asesinato del Capitán Humberto A.
Viola y su pequeña hija, en la ciudad de San Miguel de Tucunlán.

28. -14-12-74. Asesinato del industrial Antonio Dos Santos La-
rangeira, en la ciudad de Mar del Plata, Prov. de Bue:qos Aires.

29. - 20-12-74. Secuestro del Gerente de la Planta Esso, en la
ciudad de Campana, Prov. de Buenos Aires.

30. - 30-12-74. Asesinato del Gerente Gral. de la firma Miluz,
Sr. Abeigan y de su gerente de personal, Sr. Martínez, en la Prov.
de Buenos Aires.
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31. -14.02.75. Asesinato del Diputado Nacional de la Prov. de
Santa Fe, Dr. Hipólito Acuña.

32. - 28.02.75. Secuestro y asesinato del Cónsul de los EE. UU.,
Sr. John Patriek Egan, en la Prov. de Córdoba.

33.-19.04.75. Copamiento armado y robo de importante arma.
mento al Batallón Depósito de Arsenales 121, "Fray Luis Beltrán",
en Rosario, Prov. de Santa Fe.

34. - 04.06.75. Asesinato del Gerente de la Planta "Acindar", Ing.
Raúl Gameloni, en la Prov. de Santa Fe.

35. -10.06.75. Asesinato del Dirigente Sindical Juan Enrique
Pelayes, en la Prov. de Santa Fe.

36. - 27.08.75. Atentado con poderoso explosivo en la Fragata
Misilística "Santísima Trinidad", en Río Santiago. Prov. de' Bue-
nos Aires.

37. - 28.08.75. Atentado con poderoso explosivo contra un avión
Hércules C.130, de la Fuerza Aérea Argentina, en el aeropuerto B.
Maticnzo de la Prov. de Tucumán. Murieron 6 miembros de Gen-
darmería Nacional y 12 quedan gravemente heridos.

38. - 06.10.75. Intento de copamiento armado al Regimiento de .
Infantería de Monte, en la Prov. de Formosa. Murieron 11 inte~
grantes del Ejército Argentino y 2 de la Policia provincial.,

39. - 28.10.75. Asesinato del Coordinador General de Personal
del Complejo Fiat de la Prov. de Córdoba, Sr. Alberto Salas.

40. - 24.10.75. Secuestro y extorsión del empresario de la firma
Mercedcs-Benz, Sr. Enrique Metz, en la Prov. de Buenos Aires.
Liberado previo pago de un rescate.

41. - 03.12.75. Emboscada y asesinato del Gral. (R) Jorge Cá.
ceres Monié y su esposa en la Prov. de Entre Ríos.

42,-12.12.75. Asesinato del Intendente de San Martín, Prov.
de Buenos Aires, Sr. Alberto Manuel Campos.

43.-17-12-75. Asesinato del Secretario de Hacienda de la Inten.
dencia de San Martín, Prov. de Buenos Aires, Sr. Carlos Ferrin.
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44. - 23-12-75. Intento de copamiento armado al Batallón Depó-
sito de Arsenales 601 "Domingo Viejo Bueno", en Monte Chingolo,
Prov. de Buenos Aires. Murieron 6 hombres del ejército y 31 fue-
ron heridos.

45. - 26-02-76.Asesinato de un sindicalista. del gremio pastelero
en la Prov. de Córdoba, Sr. Adalberto César Giménez.

46. - 28-02-76. Asesinato de uno de los propietarios de la em-
presa "Licores Minetti", Sr. Héctor Minetti, en la Prov. de Córdoba.

La actividad a que se hace referencia se desarrolló con intensi~
dad progresiva y alcanzó su momento culminante a mediados de la
década ya que las band<:tsexistentes, dotadas de un número cre~
ciente de efectivos, de mejor organización y mayores recursos finan.
cieros, multiplicaron su accionar y produjeron, en el lapso posterior
a la instauración del gobierno constitucional, la mayor parte de los
hechos delictivos registrados estadísticamente para todo el período
analizado.

Esta circunstancia puede comprobarse cuantitativamente te.
niendo en cuenta que:

a) De los 138 delitos contra civiles de los que da cuenta el infor~
me de Policía Federal (fs. 321/353 del cuaderno de prueba de Vide-
la), 62 se cometieron durante los años 1974 y 1975.

b) De los 21.642 hechos terroristas que computa para toda la
década el Estado Mayor General del Ejército (fs. 318/323 del cua-
derno de prueba de Viola), 6762 sucedieron entre 1974 y 1975.

c) Los ataques organizados contra unidades militares de mayor
envergadura, por la importancia de los objetivos y por el despliegue
logístico y de cOlnbate que supusieron, también corresponden a esta
época, que se vio comnocionada por los copamientos del Regimiento
X de Caballería Blindada de la Ciudad de Azul, la Fábrica Militar de
Pólvora y Explosivos de Villa María, el Batallón de Depósitos de

\ Arsenales 121 "Fray Luis Beltrán" de Rosario, los intentos de copa-
miento al Regimiento de Infantería de Monte en la Prov. de For~
masa, y al Batallón Depósito de Arsenales 601 "Domingo Viejo Bue-



78 FALLOS DE L'l. CORTE SUPREMA

no" en Monte Chingolo, y los atentados con explosivos contra la Fra-
gata Misilística "Santísima Trinidad", ocurrido en la Base Naval Río
Santiago, y contra un avión Hércules C-130 de la Fuerza Aérea Ar-
gentina, ocurrido en el Aeropuerto Benjanlín Matienzo de la Pro-
vincia de Tucumán (según consignan los informes citados y la pu-
blicación oficial "El Terrorismo en la Argentina").

Esta situación se reflejó también en la acción de propaganda
de estos grupos, lanzada masivamente en el período señala~o hacia
la población, no sólo a través de los medios de prensa tradicionales
que, como es público y notorio, recibieron gran cantidad de mensa-
jes, sino también a través de su propia infraestructura de prensa
que les permitió difundir una ,notable cantidad de panfletos y pu-
blicaciones en Jos que se hacía la apología de los delitos. cometidos.
Ejemplo de ello son las revistas "Estrella Roja", "Evita Montonera"
y -"Estrella Federal", entre otras, aportadas a fs. 31 vta. del cuader-
no de prueba de Viola, donde se informa detal.ladamente sobre algu-
nas de las acciones más arriba mencionadas.

CAPITULo II

(Cuestiones de hecho Nros. 3, 4, 5, 6, 20, 21, 23, 24, 26 Y 27).

La importancia que adquirió la actividad terrorista se refleja
objetivamente en que:

A) Se desarrolló en todo el territorio ~e nuestro país, predomi-
nantemente en las zonas urbanas; existiendo, asimismo, asentamien-
tos de esas organizaciones, en zonas rurales de Tucumán.

Los decretos 2770, 2771 Y 2772 del año 1975 dispusieron ¿¡ em-
pleo de las Fuerzas Armadas en todo el territorio del país y la cen-
tralización de la conducción de la lucha, mientras que el decreto
261/75, que los precedió, trató específicamente la represión de la
guerrilla en Tucumán. Los primeros decretos dieron origen a las
directivas del Comandante General del Ejército NI? 404, de octubre
de 1975, y 405, de mayo de 1976, en las que se puso de resalto que
la zona prioritaria para la maniobra estratégica de las Fuerzas Ar-
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mada~ era la de Capital Federal y el conurbano bonaerense, La
Plata, Córdoba, Santa Fe, Rosario, Tucumán, Salta y Jujuy, debido
a que la proporción mayoritaria de la agresión subversiva .se reali~
zaba en las grandes concentraciones urbanas; por su parte, el de-
creto citado en último término dio origen a la directiva del Coman~
dante General del Ejército N? 333 del año 1975, que ubicó territo-
rialmente en la zona del suroeste de San Miguel de Tucumán el
asentamiento de aproximadamente 8 campamentos de elementos sub~
versivos, y reguló los cursos de acción para enfrentarlos.

La razón de ser de las distintas formas de guerrilla se explica
en el editorial "El Comienzo de la Guerrilla Rural", publicado en
el ejemplar U' 35 de "Estrella Roja", de julio de 1974, agregado co-
mo prueba documental No;> 6 al cuaderno de prueba de Viola, donde
se consigna que " ... el accionar guerrillero urbano ha desarrollado
ya varios años de experiencia práctica.. y las pequeñas unidades
que comenzaron el combate en la década pasada, ya se han forta~
lecido y convertido en unidades de mayor tamaño, de gran capa~
cidad operativa... habiendo intervenido en importantes acciones
de carácter estratégico, toma de cuarteles, aniquilamiento de pa-
trulleros policiales y algunos operativos de ajusticiamiento. Estas
circunstancias plantean al ERP, elevar a un nivel superior el carác-
ter de la acción político-militar, Ycomenzamos a desarrollar la acción
revolucionaria en el Frente Rural, con el doble objetivo de cubrir
una importante necesidad estratégica de la Revolución, como es el
actuar en un terreno favorable que permita la construcción de uni-
dades de gran tamaño por un lado; y por otro, organizar nuevas
capas populares como el campesinado, para hacer más efectiva la
ofensiva que viene librando nuestro pueblo desde hace años ... ".

Con relación a lo expuesto, declararon Antonio Cafiero, Alberto
Luis Rocamora y Carlos Federico Ruckauf, entre otros (fs. 15, 23 Y
40, respectivamente, de las actas mecanografiadas, de la audiencia
de prueba), quienes señalaron como muy importante la actividad
terrorista en el monte tucumano, porque del ámbito rural se inten-
taba avanzar al ámbito urbano.

B) Consistió generalmente en ataques individuales a personas
y bienes, incluyendo asesinatos y secuestros que por su generalidad



80 FALLOS DE LA CORTE SUPRE~L\

hacía muy difícil la prevención de los ataques. Así lo explicaron
Italo Argentino Luder (fs. 2/14 de las actas mecanografiadas), An-
tonio Francisco Cafiero (fs. 14/23), Albúto Luis Rocamora (fs. 23/
32), Alfredo Gómez Morales (fs. 32/40), Carlos Federico Ruekauf
(fs. 40/44), Antonio Juan BenHez (fs. 44/55), Cristina Nicolaides
(fs. 326/348), Rubén Osear Franco (fs. 349/358). Augusto Jorge Hu-
ghes (fs. 359/366), Alberto Jorge Triaca (fs. 210/217), Francisco Man-
rique (fs. 297/301), José Eduardo De Cara (fs. 30V304), Osvaldo
Domingorena (fs. 314/324), Manuel Ordóñez (fs. 366/369), Roberto
Cox (fs. 372/427) y José Alberto Deheza (fs. 4586/4605), entre otros.

Esta modalidad de la acción también queda demostrada con
el material de propaganda y los elementos de prueba que se con-
signarán en puntos posteriores.

C) En menor medida, se produjeron ataques organizados con-
tra unidades militares y capamiento de pu~b]os enteros. Tal como
surge de:

1) El expediente 22.965, agregado por cuerda a fs. 221 del cua-
derno de prueba del General Galtieri, en el que se investigó el co-
pamiento del Regimiento de Tiradores de Caballería Blindada N~ 10
"Húsares de Pueyrredón" y Primer Grupo de Artillería Blindada de
Azul, perpetrado por un grupo de aproximadamente 40 ó 50 perso-
nas pertenecientes al Ejército Revolucionario del Pueblo, en el que
resultaron muertos el Coronel Arturo Gay y su esposa, el. soldado
Daniel Osvaldo González y uno de los atacantes, secuestrado y Jue-
go muerto el Tenien te Coronel Ibarzábal.

2) El expediente 190/84 del Juzgado Federal N~ 2 de Córdoba,
agregado por cuerda a fs. 273 del cuaderno de prueba citado, eara-
tulado "Aybar, Antonio s/asociación ilícita", donde, a raíz de un
allanamiento de domicilio, se pudo averiguar que el 11 de agosto

,/ de 1974 se iba a intentar copar el Regimiento de Infantería Aero-
transportada 17 de Catamarca, fracasando el operativo por circuns-
tancias fortuitas al haber sido interceptada en la vía pública la
banda, por una comisión policial, produciéndose un enfrentamiento
en el que murieron 16 delincuentes y a resultas del cual se secues-
traron diversas armas y explosivos.
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3) El sumario 23.160 instruido contra el soldado Mario Eugenio
Antonio Pettigiani y otros, con motivo del asalto y copamiento a
la Fábrica Militar de Pólvora y Explosivos, Villa María, Córdoba,
agregado por cuerda a fs. 221 del cuaderno de prueba citado, del
que resulta que ellO de agosto de 1974, siendo aproximadamente
las 23.40 horas un grupo de 70 u 80 subversivos ingresó a ese es-
tablecimiento militar luego de copar el Motel "Pasatiempo", ubica-
do a 1 kilómetro de la fábrica y utilizado como base de operaciones.
Allí se demostró que con la colaboración del conseripto Pettigiani
fuero:q atacados los puntos claves, apoderándose de gran cantidad
de armamentos, munición y explosivos, hiriendo a va:rios oficiales
y suboficiales y secuestrando al Mayor Larrabure, quien apareció
muerto mucho tiempo después.

4) El informe del Estado Mayor General del Ejército agregado
a fs. 486/491 y 783 del cuaderno de prueba de Viola, en cuyo anexo
b se da cuenta, además de los hechos ya mencionados:

a) Del copamiento del Batallón dc Arsenales 121 "San Lorenzo"
de Santa Fe, realizado por aproximadamente 20 miembros del ERP
el 13 de abril de 1975, en el que robaron gran cantidad de arma.
mento y TIlunición de guerra.

b) Del intento de copamiento del Regimiento de Infantería de
Monte N~ 29 de Formosa, realizado por unos 40 efectivos del Ejército
Montonero el 5 de octubre de 1975, quienes a un luismo tiempo in.
tentaron ocupar el Aeropuerto Internacional "El Pacú", un campo
en las inmediaciones de Rafaela, Provincia de Santa Fe, controlar
la ruta que une el Regimiento de Infantería N? 29 Y dicho Aero-
puerto, y capturar un avión Boeing 737 de Aerolíneas Argentinas
y una avioneta Cessna de cuatro plazas. El ataque al Regimiento
fue repelido, y se produjeron 12 muertos y 19 heridos en las filas
del Ejército y 16 muertos en las filas de la banda terrorista.

c) y del intento de copamiento del Batallón de Arsenales 601
"Domingo Viejo Bueno", de Monte ChingoJo, efectuado por un gru-
po de aproximadamente 80 integrantes del ERP, el 23 de diciembre
de 1975, del que resultaron muertos 6 efectivos del Ejército y heri.
dos otros ]2, mientras que la banda subversiva sufrió 52 bajas.
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5) La publicación oficial "El Terrorismo cn la Argentina", ya
citada, que informa sobre el intento de copamicnto al Comando de
Sanidad del Ejército por parte del ERP, producido el 6 dc setiembre
de 1973; los copamientos dc las localidades de La Calera en la Peo-
vincia de Córdoba, y de Garín en la Provincia de Buenos Aires,
ocurridos el I~ y el 30 de julio de 1970, respectivamente, perpetra.
dos por Fuerzas Armadas Revolucionarias y por Mont<?neros;y los
atentados con explosivos contra la Fragata Misilística "Santíshna
Trinidad", en Río Santiago, Prov.incia de Buenos Aires, y contra el
avión Hércules C.130 de la Fuerza Aérea Argentina, en el Aeropuer-
to Benjamín Matienzo de la Provincia de Tucumán, el 27 Y 28 de,
agosto de 1975, respectivamente.

6) El expediente 1604 del Juzgado Federal de Primera Instan-
cia N~ I de San Martín, agregado en el cuaderno de prueba de Agos-
ti, cara tu lado "Aoad, Vilma Gladis, VIII Brigada Aérea denuncia
sobre infr. a la ley 20.840" en la que se condenó a la nombrada por
haber realizado, con la colaboración del Cabo Primero de Fuerza
Aérea Osvaldo Antonio López, un atentado con explosivos contra
la dotación de aviones "Mirage" de la VIII Brigada Aérea "Mariano
Moreno" de José C. Paz, Provincia de Buenos Aires, hecho que no
tuvo éxito por fallas en los artefactos colocados y por haber sido
descubierto por las autoridades, ocurrido el 29 de abril de 1976.

7) El expediente 188 (JIM N~ 1) 845.766 de la Fuerza Aérea Ar-
gentina, instruido en razón del atentado con explosivos que produjo
grandes daños en el Edificio Cóndor, ocurrido el 5 de abril de 1977,
adjudicado a Patricia Palazuelos.

8) La declaración testimonial del Brigadier Antonio Diego López,
quien relató los detalles del hecho consignado en el punto 6 pre-
cedente.

9) Los ejemplares agregados al cuaderno de prueba de Viola,
de "Estrella Roja" de febrero de 1974, febrero, octubre y diciem-
bre de 1975, y enero de 1976, que dan la versión de la banda ERP
sobre ,los hechos consignados precedentemente, que se le atribuyen,
y los ejemplares de "Evita Montonera", de octubre de 1975, publi-
cados con idéntico objetivo.
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D) Resultaron afectados todos los sectores de la vida nacio-
nal, aunqu,e en especial fueron objeto de ataque integrantes de las
Fuerzas Armadas, de seguridad y policiales, y bienes afectados a
su función.

De manera concordante, la publicación oficial "El Terrorismo
en la Argentina" (editada por el Poder Ejecutivo Nacional), y el
texto "El Terrorismo en la Historia Universal", de Ambrosio Ro-
mero Carranza (editado por Depalma), agregado al cuaderno de
p;~eba de Viola, consignan que en la época en estudio el terrorismo
provocó 687 muertes discriminadas de la siguiente manera:

141 efectivos de la' Policía de la Provincia de Buenos Aires.
119 efectivos de la Policía Federal.
lOS efectivos del Ejército.
48 efectivos de la Policía de la Provincia de Córdoba.
35 efectivos de la Policía de la Provincia de Santa Fe.
19 efectivos de la Armada Argentina.
13 efectivos de la Policía de la Provincia de Tucumán.
10 efectivos de la Fuerza Aérea.
9 efectivos de Gendarmería Nacional.
6 efectivos del Servicio Penitenciario Federal.
4 efectivos de la Policía de la Provincia de Jujuy.

~ 4 efectivos de la Policía de la Provincia de Mendoza.
4 efectivos de la Policía de la Provincia de Formosa.
1 efectivo de la Policía de la Provincia de Salta.
1 efectivo de la Policía de la Provincia de Corrientes.
1 efectivo de la Policía de la Provincia de Catamarca.
1 efectivo de la Policía de la Provincia del Chaco..
54 Empresarios.

~ 24 Gremialistas.
24 víctimas' de atentados públicos.
16 funcionarios públicos.
11 subversivos arrepentidos.
6 sacerdotes.
6 empleados.
S políticos.
5 niños.
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- 3 diplomáticos.
- 3 profesores universitarios.
- 3 dirigentes estudiantÍles.
- 3 esposas de militares.
- 2 abogados.
-' 1 periodista.

Es decir, 511 víctimas pertenecientes a las Fuerzas Armadas, poli-
ciales o de seguridad, y 166 civiles.

El informe de la Policía' Federal obran te a fs. 152/165 del cua-
derno de prueba de Videla suministra la nómina de personal muerto
por la subversión, coincidiendo, en su número con la estadística con-
signada precedentemente, y también acompaña nómina de personal
herido, cuyo número total es de 89.

Gendarmería Nacional informa que sufrió la baja de 9 efec-
tivos, mientras que otros 52 resultaron .he~'idos en la lucha contra
la subversión (fs. 192 del cuaderno de prueba citado).

La Prefeclura Naval Argentina hace saber, a fs. 224 del mismo
cuaderno, que fueron heridos 4 de sus efectivos y muertos otros 2.

Policía Federal informa también a fs. 320/353 del referido cua-
derno, sobre los homicidios, secuestros y atentados con explosivos
registrados en su jurisdicción.

Las empresas "La Can.tábrica", "Isaura", "Surrey", "Rigolleau",
"AciI1dar", "Textil Oeste", ¡'l\1inetti y Cía.", OIBendix", IOSancor",
"Alba", IOMoJinos R.ío de la Plata", IOPorcclanas Verbano", IOCeluJosa
Argentina", "Sevel Argentina", IIMatcrfcr", "Porcelanas Lozadur",
"Petroquímica Sudamericana", IORcnault Argentina", "Ford Motors
Argentina" y IOSwift Armour", pusieron en conocimiento a fs. 97,
98, 102, 118, J21, 122, 123, 126, 127, 133, 134, 139, 146, 209, 216. 243,
258, 261, 282, 290 Y 316, respeclivamente, del citado cuaderno de
prueba, sobre diferentes atentados a sus instalaciones y contra su
personal.
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Máximo Gain~a y Robert Cox, testinloniaron en la audiencia
de prueba sobre amenazas y atentados que sufrieron por parte del
terrorismo los diarios "Buenos Aires Herald" y "La Prensa".

Por su parte el informe del Ejército agregado a fs. 322/323 del
cuaderno de prueba de Viola, eleva el número de vÍCtimas fatales
de ataques terroristas a 1.501, consignando, además, que se come-
tieron en la década 1.748 secuestros y 3.949 delitos contra la pro-

piedad.

CA P!TU LO 1II

(Cuestiones de hecho Nros. 7, 9, lO, 11, 13, 19 Y 25)

La activjdad descripta fue producto de la actuación de una
pluralidad de grupos subversivos que en total contaban con un nú-
mero de algunos miles de integrantes, siendo sus características
más importantes su organización de tipo militar que incluyó la
creación de normas y organismos propios de tipo disciplinario, su
estructura celular, la posesión de un considerable arsenal que uti-
lizaban en sus acciones, y abundantes recursos económicos, pro-
ducto prinCipal de delitos cometidos. \

De acuerdo con los in[onnes del Ejército y la Fuerza Aérea,
obran tes a fs. 486 y 47.5, respectivamente, del cuaderno de prueba
de la defensa de Viola, corroborados en términos generales por las
publicaciones de "El Combatiente", "Estrella Roja", "Evita Man-
tonera", "Estrella Federal", "Boletín Interno NI? 61 del PRT", "Es-
tatuto del Partido Revolucionario de los Trabajadores" (Título V,
arts. 21/24), agregados a fs. 30/34 del cuaderno de prueba citados
y a fs. 298 bis, 299, 300, 301, 303 Y 304 del cuaderno de pn.!eba de
la defensa de Videla y también por la información publicada en
el libro "El Terrorismq en la Argentina", existieron diferentes gru-
pos subversivos. Los principales, por su mayor cantidad de com-
ponentes, organización y disponibilidad de medios económicos y
técnicos, fueron:

_ Fuerzas Armadas Revolucionarias (F.A.R.), que fueron crea-
das a partir de 1977 con cuadros provenientes del Partido Comunista
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Revolucionario (p.e.R.), con la finalidad tleclarada de apoyar inicial-
mente al movimiento guerril.lero impulsado por Ernesto Guevara y
que en 1974 se fusionaron con' Montoneros.

- Ejército Montonero. Esta organización reconoció sus alile-
cedentes más lejanos en el Movimiento Revolucionario Peronista
(l955) y también en el Frente Revolucionario Peronista (1965),
pero empezó a tomar forma a partir de 1966, consolidándose con
ese nombre en 1970.

- Ejército Revolueionario del Pueblo (E.R.P.). Surge como
•apéndice armado del Partido Revolucionario de los Trabajadores

(P.R.T.) en 1970, como consecuencia del quinto congreso del par-
tido que, a su vez, había adherido a la Organización Latinoamericana
de Solidaridad.

También actuaron públicamente las llamadas Fuerzas Armadas
de Liberación, que tienen origen común en las Fuerzas Armadas
Revolucionarias ya que también se constituyeron como desprendi-
miento del Partido Comunista Revolucionario y las Fuerzas Arma-
das Peronistas en cuyo génesis participaron las mismas corri~ntes
que mayoritariamente se identificaron con Montoneros;

Lamentablemente no existen .estimaciones oficiales conocidas
acerca del número total de integrantes de estos grupos armados,
aunque la conclusión acerca de que suS efectivos sumaban varios
m:iles aparece como indudable si se tiene en cuenta que:

l. - El documento final de la Junta Militar sobre la guerra
contra la subversión y el terrorismo, agregado por cuerda, da cuen-
ta de la participación, en el momento de mayor apogeo del movi-
miento subversivo, de 25.000 personas, asignándole el carácter de
combatientes a 15.000.

2. - La publicación "El Terrorismo como Fenómeno Interna.
cional", agregada a Is. 230 del cuaderno de prueba de Viola, estima
que el número total de militantes de las organizaciones guerrilleras
oscilaba entre 7.000 y 8.000.

3. - El proeesado Viola, al ser indagado a Is. 1505 sobre este
punto, indicó como cifra posible la de 20.000 militantes.
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La organizaclOn de tipo militar de esas bandas surge implíci-
tamente de las acciones de mayor envergadura acaecidas contra
instalaciones castrenses, entrenamiento previo en el manejo de ar-
mas y las modalidades de lucha adoptadas que evidencian a las
cIaras un adiestramiento de e.se tipo. Esta condición es puesta de
resalto, también, en su material de propaganda, del que merece
destacarse el artículo "Hacia la construcción del Ejército Monto-
nero", publicado en octubre de 1975 en "Evita Montonera", y el re.
lativo a "Creación de una Escuela Militar en el PRT", publicado en
"Estrella Roja", ambos agregados como prueba documental Ni? 9,
por la defensa del procesado Viola.

Las modalidades de militarización de estas bandas se acredi-
tan con el material bibliográfico de estudio dictado por ellas, agre-
gado .por cuerda a los cuadernos de prueba de las defensas de los
procesados Galtieri y Massera, a saber:

1) "Manual de Instrucción de las Milicias Montoneras", que
en distintos capítulos contiene instrucciones sobre orden cerrado,
capacitación física y criterios básicos de planificación operativa y
logística.

2) Cuerpo de "Manuales sobre Guerrilla Rural", consistentes
en documentos de _instrucción sobre táctica, supervivencia, topo-
grafía, comunicaciones y sanidad, también editados por Montoneros.

3) "Manual de Información e Inteligencia" y "Cartilla de Segu-
ridad"'" con "Instrucción sobre Procedimientos Operativos", corres-
pondientes a la misma organización.

4) Resolución 001/78 del Ejército Montonero por las que se im-
pone el uso de uniforme, grados e insignias.

5) "Curso de Táctica, Información y Estudio de Objetivos" edi-
tado por el Partido Revolucionario de los Trabajadores.

6) "Reglamento para el Personal Militar del Ejército Revolucio-
nario del Pueblo" donde se prevé la conforn1ación de escuadras,
batallones, etc.
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Especial importancia se asignó, en la organización militar, a
la estructuración celular de los cuadros.

Tal como surge de los estatutos del Partido Revolucionario de
los Trabajadores, agregados como prueba documental N? I en el
cuaderno de prueba de Viola y de la "Segunda Conferencia de la
Conformación de Cuadros" de esa misma organización, agregada
a fs. 239/242 del cuaderno de prueba de Galtieri, " ... la célula es
la base fundamental donde se materializan 1a's directivas del par-
tido, donde se hacen realidad ... JI, " ••• se componen de tres o seis'
compañeros y su constitución responde a las necesidades de coor-
dinar y organizar el trabajo cotidiano de los militantes ... ".

A continuación, en tales documentos, se clasifican las células
en tres categorías,' a saber: básicas, que son el organismo natural
de militancia; técnicas, que son las destinadas a la organización
de tareas de ese carácter; y de combate, cuya característica funda-
mental es ]a compartirnentacíón absoluta.

Similares. términos surgen del "Manual de Instrucción de las
Milicias Montoneras", agregado a fs. 239/242 del cuaderno de prueba
de la defensa de Galtieri.

Por resultar inherente a la forma de organización militar, las
bandas terroristas dictaron sus propias normas disciplinarias y pu-
nitivas y constituyeron organismos propios con la finalidad de san-
cionar determinadas conductas que consideraban delictuosas. En tal
sentido obran agregadas publicaciones en "Evita Montonera"! Nros. 8
y 13, sobre ]a condena y ejecución de una persona identificada como
Fernando Hayrnal, a quien consideraban traidor y delator, y ]a con-
dena a otra persona identificada como Roberto Quieto (cuaderno de
prueba de Viola, prueba documental N? 9), Y también surge, de do-
cumentación secuestrada a esas organizaciones, la realización de jui-
cios revolucionarios a Rodolfo Gabriel Galimberti, Juan Gelman, Ro-
berto Mauriño, Julieta Bullrich y Claudia Gcnoud.

Estas normas de tipo penal se encontraron plasmadas, en el
caso de la organización Montoneros, en un "Código de Justicia Penal

,
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Revolucionario" (prueba documental N? 5, punto VI, del cuaderno
del procesado Viola).

El arsenal utilizado por estas organizaciones provenía básica-
mente del robo a unidades militares, a funcionarios policiales e,
incluso, a comercios dedicados a tal actividad.

Existe constancia en autos de una larga nómina de hechos de
este tipo que parece innecesario reproducir en este punto, bas~
tanda, a título ilustrativo, con recordar que, según ~l informe d~l
Estado Mayor General del Ejército, agregado a fs. 322/323 del cua-
derno de prueba de la defensa del procesado Viola, 'en su período
de actuación, estas bandas consumaron 2438 robos de armamentos
y explosivos y, según el informe .de idéntica fuente, agregado a
fs. 781 del mismo cuaderno de prueba, en el copamiento al Bata~
llón 121 "San Lorenzo", Provincia de Santa Fe, los elementos sub-
versivos sustrajeron 170 fusiles FAL, 5 fusiles FAP, 3 MAG, 27 pis-
tolas calibre 11, 25 mm., 5 escopetas, 3 fusiles MAUSER, 2 pistolas
ametralladoras, 10.200 municiones calibre 7,62 mm., 567 municio-
nes calibre 11, 25 mm., y 340 portacargadores de FAL, mientras
que en el intento de copamiento al Regimiento de Infantería de
Monte, utilizaron fusiles FAL, pistolas ametralladoras Halcón, es.
capetas ITAKA, granadas de mano SFM-4 y pistolas calibre 11,
25 mm. y 9 mm., entre otros.

Cabe destacar finalmente que para el adecuado uso de dicho
arsenal los elementos subversivos eran adiestrados práctica y teó~
ricamente hallándose agregados a fs. 239/243 del cuaderno de prue-
ba de la defensa de Galtieri, los siguientes textos:

1) "Manual Popular de Caños Incendiarios del Ejército Mon-
tonero", en el que se instruía sobre la fabricación y uso de tales
elementos.

2) "Reglamento de Uso del Lanzagranadas SFM/LG22MP".

3) "Cartilla sobre Seguridad y Armas de uso Defensivo".

4) "Manual de Identificación de los elementos de la granada
SFM/GS".
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5) "Cartilla sobre Explosh~os y Armas Quir:nicas",

6) "Manual de Instrucción de las Milicias Montoneras" que con-
tiene una cartilla sobre armamentos e instrucciones básicas de tiro
y por~aci6n de armas, y un cursillo sobre explosivos caseros.

:roda la infraestructura reseñada produjo, a las bandas terro-
ristas. la imperiosa necesidad de obtener grandes sumas de dinero
para financiarla.

Ese capi tal fue obtenido princi.palmente a través de la comi-
sión de hechos delictivos, de los cuales ya han sido reseñados los
más importantes.

Según el informe agregado a fs. 323 del cuaderno de prueba de
Viola, los secuestros. ascendieron a 1748 -la mayor parte de ellos
con finalidad extorsiva- y los robos de dinero sumaron 55].

Finalmente, entre los hechos más significativos, el informe de
fs. 490 del cuaderno de prueba citado, consigna el seeuestro de los
hermanos Juan y Jorge Born (que dio origen al suplemento espe-
cial de la publicación "E~'itaMontonera", titulado "Operación Me.
lIizas", agregado en el euaderno de ptueba de Galtieri); el de Enri-
que Metz, directivo de la empresa .Mercedes~Benz Argentina,.y los
asaltos a distintas sucursales del Banco de Galicia, del Baneo de la
Provincia de Córdoba, a la Cooperativa Sancor y al Baneo Comcr-
'cial de La Plata.

CAPITULO IV

(Cuestiones de hechos Nros. J2 y J4)

La actuación de las bandas subversivas se caracterizó por la
pública atribución de los hechos cometidos.

Ello surge del "Manual de Instrucción de las Milicias Monto-
neras" ya citado, que en su apartado 7.3.~'."Propagandización", im-
parte textualmente como enseñanza que" ... toda operación que no
sea en sí misma de propaganda (pintadas, pan fletadas, etc.), debe
contener en su planificación como una parte más, su propagandi-
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zaClOn. No basta con quemar el .coche de un «carnero», es impres-
cindible que todos los compañeros vinculados a ese conflicto y los
demás traidores, lo sepan. El objetivo último de nuestra política son
las masas, por lo que las acciones n1ilicianas, que son una parte de
nuestra política, deben ser propagandizadas en las m~s<;ls... "; de
los Estatutos del Partido Revolucionario de los Trabajadores que,
en su arto 15 disponen que" ... difundir y cumplir la política del
partido vía la enérgica agitación y propaganda política .. -" es una
de las principales tareas de las células partidarias; y de las resolu~
ciones del Comité Central de este partido, de octubre de 1970, que
indican lo siguiente " ... punto fundamental para un correcto .rendi-
miento político en este plan es su aprovechamiento propagandís-
tico. Este consistirá en un planteamiento y realización inteligente
de la propaganda de cada acción concreta y de la sigla y el progra-
ma del ejército. Tenemos que lnedir políticamente cada acción, evi-
tar cuidad.osamente acciones dudosas, y elegir siempre aquellas más
nítidamente populares; tenemos que preparar buenos comunicados,
sobrios, estrictamente. veraces y con claros contenidos políticos den~
tro de los lineamientos del programa del ejército. Tenemos que rea~
lizar nuestra propia propaganda con pintadas, cajas, volanteadas,
etc., cosa muy importante para lograr que la gente note la proximi-
dad física de nuestra fuerza militar, se dé cuenta de que los com-
batientes están cerca, que puede ser cualquiera de ellos que no se
trata de una vanguardia aislada. Como orientación general señala-
mos que se garantizará una excelente propaganda armada en la me-
dida en que las acciones, comunicados, volantes, etc., sean con la
mirada puesta en las masas, con una línea de masas, y se observen
perfectamente las reacciones de la gente, su estado de ánimo ... ".....
(cuaderno de prueba de Viola, prueba documental N? 1). .

Siguiendo los lineamientos expuestos prece.dentemente, las dis-
tintas organizaciones subversivas emitieron una multitud de publi-
caciones y panfletos, donde a través de partes de guerra y comu-
nicados daban detalles de los hechos cometidos, así por ejemplo, a
fs. 241 del cuaderno de prueba de Galtieri se agregaron, entre otros
elementos, once comunicados. del Ejército Revolucionario del Pue-
blo, donde se da cuenta de sendos atentados contra personas, cua-
tro .partes de guerra donde se relatan otros tantos ataques contra
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instalaciones civiles y militares, y dos volantes donde se hace la
apología de las actividades de dicha organización.

En el cuaderno de prueba de Lambrusehini (fs. 54) obra foto-
copia certificada del acta labrada en el Juzgado Federal de Tucu-
mán relacionada con la destrucción, por aplicación de .Ia ley 20.785,
de 5000 ejemplares de "Evita Montonera", 82.500 panfletos y ejem-
plares de ';Estrella Roja" y "Avanzada Socialista".

En el cuaderno de prueba de Ga!tieri, también fue agregado, a
fs. 205, el suplemento especial de la revista "Evita Montonera", don-
de bajo el nombre de "Operación Mellizas" se relata en forma cir-
cunstanciada el operativo de secuestro y cobro de rescate en per-
juicio de los hermanos Jorge y Juan Boro.

Finalmente, 111crece consignarse que en el documento "Crítica y
Autocrítlca del Partido Montonero", publicado en la revista tlVen~
cer" N? 2, agregada al cuaderno de prueba de Viola, se se.ñala como
un logro importante " .. hemos multiplicado la propaganda, tanto
con ]a generación de ,nuevos instrumentos de prensa ---como Movi-
miento y Estrella Federal- como duplicando la impresión de "Evi-
ta Montonera", así como desarrollando la impresión de boletines
zonales y volantes que permitieron la presencia permanente de nues-
tras propuestas. En este plano de propaganda masiva, hemos dado
un salto cualitativo con' la creación y desarrollo del aparato intercep-
tor de IV (RLIV) ... ".

Otra característica distintiva consistió en que los integrantes
de esas organizaciones encubrían su actividad t.errorista adoptando
un modo de vida que no hiciera sospecharla.

Sobre este aspecto nuevamente coinciden la apreciación realiza-
da por los organismos técnicos requeridos por el Tribunal y 10 reco-
nocido, e incluso exahado como legítimo, por las bandas subversivas.

Así, los informes confeccionados por la Fuerza Aérea y el Ejér-
cito explican que la planificación de la lucha de las bandas subver-
sivas incluía la mimetización de sus componentes al medio social en
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el qu~ le tocaba actuar como método para poder expandirse e infil-
trarse en las estructuras oficiales y no oficiales (fs. 475 y 486 del
cuaderno de prueba del general Viola). El material de propaganda
de las bandas terroristas co~signa que del accionar abierto debe pa-
sarse a las acciones encubiertas y clandestinas (conf. "Evita Monto-
nera" de enero de 1975, prueba documental N? 17 del cuaderno de
prueba de la defensa de Viola), y que" ... el pueblo argentino no deja
engañar. Sabe que el ERP lo integr~n patriotas, hombres y mujeres,
obreros,. empleados, campesinos, estudiantes, profesionales honestos
y hasta soldados del ejército opresor que lo abandonan para unirse a
nuestras filas. Saben que los miembros del ERP no habitan en sóta.
nos oscuros ni en departamentos de lujo, que se los puede encon-
trar en las fábricas compartiendo el duro trabajo y el amargo pan
de los obreros en barrios y villas, en .las luchas de los colegios secun-
darios y universidades ... ", tal como textualmente consigna el ejem-
plar de "Estrella Roja" de agosto de 1973, también agregado al cita-
do cuaderno. La instrucción de los propios cuadros se tradujo en
órdenes de comportarse naturalmente, mantener la vivienda y amis-
tades normales,. poseer un trabajo renta~o normal y, en caso de
.tener una trayectoria política conocida anterior, no abandonarla; así
surge del "Manual de Seguridad del PRT", capítulo "Seguridad den-
tro de la Organización Clandestina", agregado a fs. 239/243, del cua-
derno de prueba de la defensa d~l general Galtieri.

CAPÍTULO V

(Cuestiones de hecho Nros. 8 y 22)

I
El objetivo último de esta actividad fue la toma del poder polí-

tico por parte de las. organizaciones terroristas, alguna de las cua-
les incluso intentó, como paso previo, a través de los asentamientos
en las zonas rurales de Tucumán ya mencionados, la obtención del
don1inio soqre un terrritorio, a fin de ser reconocida como belige~
rante por la comunidad internacional.

Sobre esta idea concuerdan, básicamente, todos los informes téc-
nicos requeridos 'por el Tribunal y se encuentra también plasmada
en las publicaciones originadas en esas bandas, aportadas a la causa.
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Al respecto, merecen especial atención como ejemplo de ,lo ex-
puesto:

A) El editorial titulado "El mandato político de Fernando Abal
Medina", publicado en la revista "Militancia Peronista para la Libe-
ración", del 6 de setiembre de 1973, agregada al cuaderno de prueba
de Lambruschini, en cuanto dice "... ese es en esencia el proyecto
político de Fernando Abal Medina, que obligadamente debemos res-
catar. Sus pautas esenciales, podemos sintetizarlas en: l-Asunción
de la guerra popular. 2 - AdopCión de la lucha armada como la me-
todología que hace viable esa guerra popular, mediante formas orga-
nizativas superiores. 3 - Absoluta intransigencia con el sistema. 4-
Incansable voluntad de transformar la realidad. 5 - Identificación
de la burocracia, como formando parte del campo contrarrevolucio-
nario. 6 - Entronque efectivo en las luchas del pueblo. 7 - Confian-
za ilimitada en la potencialidad revolucionaria de la clase trabajadora
peronista".

B) La "Resolución sobre la relación partido-ejército del quinto
Congreso del Partido Revolucionario de los Trabajadores", en cuanto
dice que: " ... el Partido ... , es una organización ... que se constituye
en la dirección- política revolucionaria de todo el pueblo, en todos
los terrenos de lucha, tanto en el terreno militar como en el econó-
mico, político, etc .... ".

C) El editorial "La Guerrilla Rural y Urbana", publicado en "Es-
trella Roja" de julio de 1974, agregado como prueba documental
N~ 6 al cuaderno de prueba de Viola, en cuanto expresa" ... la gue-
rriHa rural tiene la característica de que permite, gracias al auxilio
de la geografía, la construcción relativamente veloz de poderosas
unidades de combate ... , la consolidación de estas unidades permi-
tirá disputar al enemigo zonas geográficas, primero durante la no-
che y luego durante el día. En la medida de que el paralelo desarro-
llo de la lucha política y aplicación de una línea correcta de masas a p ..
la act.ividad militar, fortalezca y engrose las columnas guerrilleras.
será posible liberar zonas y construir más adelante sólidas bases de
apoyo ... >l.
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CAPíTULO VI

(Cuestiones de hecho Nros. 15 y 16)

95

Paralelamente al fenómeno ya comentado comenzó a desarro-
llarse, en la primera mitad de la década pasada. otra actividad de
tipo también terrorista, llev;;j.daa cabo por una organización cono-
cida entonces como Alianza Anticomunista Argentina (Triple A), cuyo
objetivo aparente fue el de combatir a aquellas bandas subversivas.
Al mismo .tiempo, comenzaron a producirse desapariciones de perso-
nas atribuibles a razones políticas.

Los testigos Hipólito Solari Yrigoyen, Carlos Gatinoni y José
Alberto Deheza se refirieron én la audiencia (ver fs. 5302, 1687 Y
4586 de la versión mecanografiada) a la actuación de esta banda,
consignando el primero de los nombrados que el atentado con ex-
plosivos del que fue víctima a fines de 1973, fue la ,presentación en
sociedad' de dicha organización.

La publicación ya citada "El Terrorismo en la Argentina", y el
libro "Crónica de la subversión en la Argentina", agregado como
prueba documental N9 5 en el cuaderno de prueba de Viola, hacen
referencia a esta organización, consignando que la cifra de víctimas
producida por la subversión de otro signo, identificada entre 1973 y
1975 bajo el nombre de Triple A, ascendió a 80 personas y, además,
según la publicación citada en primer término, la siguiente es la nó-
mina de atentados perpetrados por e~a organización:

1) Atentado con explosivos en perjuicio del entonces senador
nacional Hipólito Solari Irigoyen, en octubre de 1973.

2) Asesinato del sacerdote Carlos Mugica, el 7.de mayo de 1974.

3) Asesinato del diputado nacional Rodolfo Ortega Peña, ocu- .\
rrido el 31 de octubre de 1974.

4) Secuestro y asesinato de Luis Norberto Macar, el 7 de agosto
de 1974.

5) Secuestro y asesinato de Horacio Chávez, Rolando Chávez y
Emilio Pierini, el 8 de agosto de 1974.
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6) Atentado y muerte de Pablo Laguzzi, de cuatro meses de
edad, hijo del Rector de la Universidad de Buenos Aires, el
7 de setiembre de 1974.

7) Asesinato del abogado Alfredo Curuehet, el 11 de setiembre
de 1974.

8) Ase~inato del ex Gobernador de la Provincia de Córdoba,
Atilio López, y del contador Juan Varas, el 16 de setiembre
de 1974.

9) Asesinato del ex Jefe de la Policía de la Provincia de Buenos
Aires, Julio Troxler, el 24 de setiembre de 1974.

10) Asesinato del abogado Silvio Frondizi y de José Luis Mendi.
buru, el 26 de setiembre de 1974.

11) Asesinato de los militantes comunistas Carlos Alberto Miguel
y Rodolfo Aehen, el 8 de octubre de 1974.

12) Asesinato de los militantes comunistas Carlos Ernesto La.
ham y Pedro Leopoldo Barraza, el 13 de octubre de 1974.

13) Asesinato del ingeniero Carlos LIerenas Rozas, militante del
frente de izquierda popular, el 30 de octubre de 1974.

14) Asesinato de Roberto Silvestre, militante de la juventud uni.
versitaria peronista, el 5 de diciembre de 1974.

15) Asesinato del profesor de historia, Enrique Ruseoni, el 6 de
diciembre de 1974.

16) Asesinato de Héetor Jorge Cois y María Carmen Baldi, y
hallazgo de los cadáveres de una persona no identificada y
de otras cuatro identificadas como Valverde, Celina, Lauces
y Cuiña, el 12 de diciembre de 1974.

17) Hallazgo de dos cadáveres no identificados, el 14 de diciem.
bre de 1974.

18) Hallazgo del cadáver de Juan Alberto Campos, el 18 de di.
eiembre de 1974.

19) Hallazgo de dos cadáveres carbonizados, el 22 de diciembre
de 1974.

20) Hallazgo del cadáver de Raúl Yelman Palatnie, el 2 de di.
ciembre de 1974.

21) Hallazgo de un cadáver no identificado, el 3 de enero de 1975.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 97

22) Homicidio de Estela Epelbau y Silvia Stocarz de Brow.

23) Hallazgo de restos humanos, de dos cadáveres no identifi-
cados y del cadáver de Yolanda Beatriz Meza, ellO de ene-
ro de 1975.

24) Homicidio de Manuel Bcnitez, el 15 de enero de 1975.

25) Hallazgo del cadáver de Fernando Fioria, el 18 de enero
de 1975.

26) Homicidio del doctor Juan Mario Magd,alena, el 23 de ene-
ro de 1975.

27) Homicidio de Alberto Banarasky" el 24 de febrero de 1975.

28) Secuestro y homicidio de los dirigentes sindicales Héctor
Noriega y Carlos Leva, y homicidio del periodista Luciano
Jaime, el 14 de febrero .de 1975.

29) Hallazgo de tres cadáveres dentro de un automóvil, el 4 de
marzo de 1975.

30) Hallazgo de los cadáveres de Roberto Moisés y Mirlha Agui-
lar, el 13 de marzo de 1975.

3]) Homicidio de Juan Stefani, y hallazgo de cuatro cadáveres
no identificados, el 19 de marzo de 1975.

32) Hallazgo de Jos cadáveres de. RuMn Reinaldo Rodríguez, de
Mar.ía Isabel de Ponce y de cuatro personas no identifica.
das; asesinato del concejal Héctor Lencinas, de Pablo Có-
mez, de Pedro Baguna, de Elena Santa Cruz, de Héctor Flo-
res, de Caferata Martínez. de Rubén AlrTedo Díaz, de Carlos
Borniak y del estudiante Fernando Aldubino,. y secuestro y
muerte de Lorenzo Fenrcira y Pedro Rodríguez, ocurridos
el 21 de marzo de 1975.

33) Hallazgo de los cadáveres de Mariano Acosta, Margarito Ma-
rio Méndez y una persona no identificada, el 24 de marzo
de 1975.

34) Asesinato de Próspero Allende y hallazgo del cadáver de
Adrián Roca, el 28 de marzo de 1975.

35) Hallazgo del cadáver carbonizado de José Vargas, el 29 de
marzo de 1975.
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36) Asesinato del estudiante David Norberto Cilieruelo, el 4 de
abril de 1975.

37) Hallazgo de los cadáveres de Julio Horacio Urtubey, Nélida
Ofelia ViIlarino, Ernesto Raúl Val verde, Luisa Marta Corita
y de siete personas no identificadas, el 8 de abril de 1975.

38) Hallazgo de un cadáver no identificado y homicidio de Juan
Estiguart, Pizarra Luis, Juan Luis Rivera Saavedra, Nino
Aguirre Huguera, Juan Hugo Aldo Eifuentes y Enzo Gre-
gario Franchini.

Las circunstancias que permitieron adjudicar estos hechos a la
banda Triple A fueron el reconocimiento expreso de ella, en los ca-
sos de víctimas con actividad conocida públicamente, y la caracte-
rística constante en los demás cas~s, de la aparición de inscripcio-
nes que consignaran "Somos Subversivos" o leyendas similares jun-
to a los cadáveres.

El ámbito de acción de este grupol' tomando como base la nó-
mina precedente, comprendió la Capital Federal, el conurbano bo-
naerense, las ciudades de La Plata, Brandsen, Mar del Plata y Bahía
Blanca, y las Provincias de Tucumán y Mendoza.

Simultáneamente, comenzó a producirse un tipo de hecho que,
lamentablementc, en años posteriores tuvo un auge notable, y que
consistió en la desaparición dc personas atribuida a razones polítiéas.

Esta nueva clase de delito tuvo características propias que per-
mitieron diferenciarlo de la privación ilegal de libertad producida
por la delincuencia común, en que la privación ilegal aparece gene-
ralmente vinculada a la necesidad de lograr la impunidad de otros
delitos, o a fines extorsivos o sexua'les, por la cual, su duración apa- .
rece siemprc limitada en el tiempo a la consecución de esos fines,
no así en la desaparición, donde las víctimas generalmente no vol-
vían a ser liberadas, ni esclareccrse lo sucedido.

Scgím informó ,en la Audiencia el doctor Eduardo Rabossi ((s.
1558, de la versión mecanografiada), la Comisión Nacional sobre De-
saparición de Personas recabó ]a infor~ación sobre 19 casos ocu-
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rridos en 1973, 50 'casos ocurridos en 1974, 359 casos ocurridos en
1975Y 549 casos en el primer trimestre de 1976; consignando que en
noviembre de 1975 se produjeron 35 desapariciones; en diciembre
del mismo año, 90 desapariCiones; en enero de 1976, 155 desaparido~
nes; en febrero de 1976,84 desapariciones, y en ~arzo del mismo año,
310 desapariciones.

Sobre este punto, a requerimiento del Tribunal, distinto,s Juz~
gados del país informaron sobre expedientes relacionados con la
desaparición de 262 personas, iniciadas con anterioridad a 1976.

CAPíTULO VII

(Cuestiones de hecho Nros. 29 y 30)

La delincuencia terrorista fue objeto de investigación por parte
del Poder Judicial:

A principios de la década continuaban conociendo los tribunales
federales preexistentes hasta que en abril de 1970, por medio de la
ley 18.670, se creó un procedimiento especial de juicio oral e instan~
cia única a través del cual, entre otros, se condenó a los autores. del
secuestro y homicidio del Teniente General Pedro Eugenio Aramburu
(según libros de .registro de este Tribunal), hasta su derogación por
medio de la ley 19.053, que creó la Cámara Federal en lo Penal de
la Nación.

Entre el I? de junio de 1971y el 25 de mayo de 1973, la actividad
.jurisdiccional relacionada con estos delitos se concentró en el tri~
bunal citado en último tér~ino, cuya actuación arrojó como resul~
tado, la iniciació~ de 8927 causas y el dictado de 283 sentencias con-
denatorias (según surge de los libros de registro agregados por cuer-
da al cuaderno de prueba de Videla). /'

Luego de ello, disuelta la mencionada Cámara, la investigación
continuó en manos de la justicia federal. Sobre la etapa transcurrida
entre mayo de 1973 y marzo de 1976no fue requerida en autos infor~
mación que permita describir la actividad judicial realizada en todo
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el ámbito territorial de la Nación. Sin embargo, existen datos par-
ciales de los que resultan, por ejemplo, que el Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal NI? 4 de
esta ciudad, instruyó 205 expedientes, y el Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Federal de la Ciudad de Paraná, instruyó otros
9 expedientes, todos relacionados con hechos terroristas (ver cua-
derno de prueba de Lambrusehini),

CAPiTULO VIII

(Cuestiones de hecho Nros, n, 18, 31, 32, 34, 35, 39 Y 40, Y
complementarias aportadas por las defensas)

La gravedad de la situación en 1975, debido a la frecuencia y
extensión geográfica de los hechos terroristas, constituyó una ame-
J1aza para la vida normal de la Nación, estimando él gobierno na-
cional que los organismos policiales y de seguridad resultaban in-
capaces para prevenir tales hechos. Ello motivó que se dictara una
legislación especial para prevención y represión del fenómeno, de-
bidamente complementada a través de reglamentaciones militares.

El gobierno constitucional, en ese entonces, dictó los deqretos
261/75 de febrero de 1975, por el cual encomentó al Comando Gene-
ral del Ejército ejecutar las operaciones militares necesarias para
neutralizar y/o aniquilar el accionar de los elementos subversivos
cn la Prov.incia de Tucumán; el decreto 2770 del 6 de octubre de
1975 por el que se creó el Consejo de Seguridad Interna, integrado
por el Presidente de la Nación, los 'Ministros del Poder Ejecutivo
y los Comandantes Generales de las Fuerzas Armadas, a fin de ase-
sorar y proponer al Presidente. de la Nación las medidas necesarias
para la lucha contra la subversión y la planificación, conducción y
coordinación con las diferentes autoridades nacionales para la eje-
cución de esa lucha; el decreto 2771 de la misma fecha que facultó
al Consejo a suscribir convenios con las provincias, a fin de colo-
car bajo su control operacional al personal policial y penitenciario;
y el decreto 2772, también de la misma fecha que extendió "la ac-
ción de las Fuerzas Armadas a los efectos de la lucha antisubversiva
a todo el territorio del país".
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La primera norma citada se con1plementó con la directiva del
Comandante General del Ejército N? 333, de enero del mismo año,
que fijó la estrategia a seguir contra los asentamientqs terroristas
en Tucumán, dividiendo la operación en dos partes, caracterizán-
dose la primera por el aislamiento de esos grupos a través de la
ocupación de puntos crít,icos y control progresivo de la población y
de las rutas, y la segunda por el hostigamiento progresivo a fin de
~ebilitar al oponente y, eventualmente, atacarlo para aniquilarlo y
restablecer el pleno control de la zona. En su anexo N? 1 (normas
de procedimiento legal) esta directiva cuenta con reglas básicas de
procedimiento sobre detención de personas, que indican su deriva~
ción preferente a la autoridad policial ,en el plazo más breve;" sobre
procesamiento de detenidos, que disponen su sometimiento a la jus-
ticia federal, o su puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacio-
nal; sobre allanamientos, autorizándolos en casos graves,- con pres-
cindencia de toda autoriiación, judicial escrita, habida cuenta del
estado de sitio,

La directiva 333 fue complementada con la orden de personal
número 591/75, del 28 de febrero de 1975, a través de la cual se dis-
ponía reforzar la Quinta Brigada de Infantería con asiento en Tu-
cumán, con personal superior y subalterno del Tercer Cuerpo del
Ejército; con la orden de personal 593/75, del 21 de marzo del mis-
nlO año, a través de la cual se disponía el relevo periódico del per-
sonal que actuaba en dicha Brigada; y las instrucciones n? 334, del
,18 de setiembre siguiente, mediante las 'cuales- se ordenaba intensi-
ficar las operaciones en toda la Provincia de Tucumán, con especial
referencia a las zonas del sudoeste, sur y sudeste de la ciudad ca-
pital.

Por su parte, lo dispuesto en los decretos 2770 2771 Y 2772,
fue reglamentado a través de la directiva 1/75 del Consejo de De-
fensa, del 15 de octubre del mismo año,. que instrumentó el empleo
de las fuerzas armadas, de seguridad y policiales, y demás organis-
mos puestos a su disposición para la lucha antisubversiva, con la
ic~ea rectora de utilizar simultáneamente todos los medios disponi-
bles, coordinando los niveles nacional (a cargo del Consejo de Se-
guridad Interna), conjunto (a cargo del Consejo de Defensa con
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asistencia del Estado Mayor Conjunto) y específico (a cargo de
cada fuerza), tomando como zonas prioritarias las de Tucumán,
Córdoba, Santa Fe, Rosario, Capital Federal y La Plata. Esta direc-
tiva dispuso que la acción de todas las fuerzas dehía ser conjunta
para lo cual debían firmarse los respectivos convenios y adjudicó al
Ejército la responsabilidad primaria en la dirección de las operado.
nes contra .la subversión en todo el territorio de la Nación, la con-
ducción de la comunidad informativa y el control operacional sobre
la Po licia Federal} Servicio Penitenciario Federal y policías provin-
ciales. Encomendó a la Armada la lucha en su ámbito jurisdiccional,
el control operacional sobre los elementos de policía en el Terri-
torio Nacional de Tierra del Fuego, y el apoyo con máxima priori-
dad a los requerimientos del Ejército. Con relación a la Fuerza Aé-
rea, dispuso la intensificación del control del tránsito aéreo y del
despacho aeroportuario, la protección de objetivos y alistamientos
de medios aéreos, y la colaboración con carácter prioritario a los
requerimientos que pudiera formularle el Ejército. Finalmente,
estableció que no debían declararse zonas de emergencia, salvo
en casos de excep"ción.

El Ejército dictó, como contribu)'ente a Ja directiva preceden-
temente analizada, la directiva del Comandante General del Ejército
n? 404/75, del 28 de octubre de ese año, que fijó las zonas priorita-
rias de lucha, dividió la maniobra estratégica en fases y mantuvo la
organización territorial -conformada por cuatro zonas de defensa,
Nros. 1, 2, 3, Y 5-, subzonas, áreas y subáreas preexistentes de
acuerdo al Plan de Capacidades para el año 1972 -PFE-PC MI72-,
tal como ordenaba el punto 8 de la directiva 1/75 del Consejo de
Defensa, alterando sólo ]0 relativo al Comando de Institutos Mi-
litares, al que se asignó como jurisdicción el territorio correspon.
diente a la guarnición militar Campo de Mayo, pasando el resto
del espacio que correspondía, de acuerdo a dicho Plan de Capacida-
des, al ámbito de la zona 1. En esta directiva se estableció que los
detenidos debían ser puestos a disposicióñ de autoridad judicial o
del Poder Ejecutivo, y todo lo relacionado con las reglas de proce-
dj¡~iento para detenciones y allanamientos, se difirió al dictado de
una reglamentación idéntificada como Pl~occdimienlo Operativo Nor-
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mal que finalmente fue sancionada el 16 de dicien1bre siguiente
(PON 212/75).

La Armada, por su parte, emitió, como complementaria a la
directiva 1/75 del Consejo de Defensa, la directiva antisubversiva
1/758 COAR, en la que fijó su jurisdicción para la lucha antisub.
versiva como la natural de la Armada, comprendiendo el mar, los
ríos navegables, sus riberas, zonas portuarias y la zona territorial
circundante a las b:!ses y unidades de tierra, ll1anteniendo el control
operacional de la Policía Territorial de Tierra del Fuego.

Posteriormente, el 21 de r..oviembre de 1975, dicha Fuerza dic-
tó como -contribuyente de la directiva, el Plan de Capacidades
-PLACINTARA 75- que mantuvo el esquema de 11 fuerzas de ta-
reas, preexistente en la Armada, y fijó los conceptos de la acción
propia.

La Fuerza Aérea Argentina dictó como complementaria al de-
creto 261/75, el 31 de marzo, la directiva "Benjamín Matienzo 75"
destinada a proporcionar los lineamientos generales de custodia y
seguridad de las instalaciones dd Aeropuerto del mismo nombre, en
apoyo de las operaciones llevadas a cabo por el Ejército en Tu-
cumán.

El 21 de abril de 1975 emitió la directiva "Cooperación" desti-
nada a establecer la función de la Fuerza Aérea en Tucumán, con
el objeto de incrementar el control aéreo de la zona y asistir a la
Quinta Brigada de Infantería en el operativo "Independencia".

La misn1a Fuerza dictó, como contribuyente a la directiva 1/75
del Consejo de Defensa, -la directiva "Orientación - Actualización
del Plan de Capacidades Marco Interno- 1975" que fijó su propio
concepto de la misión dividiéndola en operaciones aéreas o terrestres.

El gobierno constitucional de entonces sancionó, además, leyes
de fondo y de procedimiento que estaban dirigidas a prevenir o re-
primir la actividad terrorista. Las principales fueron la ley 20.642,
de enero de 1974, que introdujo distintas reformas al Código Penal,
creándose nuevas figuras y agravando las escalas penales de otras
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ya existentes, en relación a delitos de connotación subversiva. En
setiembre del mismo año se promulgó la ley 20.840 que eslab.lceió
un régimen de penalidades para distintas actividades terroristas, y
los decretos 807 (de abril de 1975), 642 (febrero de 1976) y 1078
(marzo de 1976), a través de los cuales se reglamentó el trámite de
la opción para salir del país durante el estado de sitio.

Coetáneamente, tal como consta en el Diario de Sesiones de la
Cámara de Senadores (año 1975, Tomo VI, Reunión 49a., Folio
3922), se proyectaron distintas normas que debían ser tratadas en
]a ampliación de temario para las sesiones extraordinarias de la
Cámara. Su introducción dice textualmente "que resulta de suma
necesidad ampliar el temario, incluyendo otros asuntos de trascen-
dencia tendientes a perfeccionar y adaptar los mecanismos insti.
tucionales a aplicar en' la lucha contra la delincuencia subversiva".

Los proyectos presfntados fueron:

1) Estableciéndose un procedimiento sumanSlmo para ciertos
delitos de competencia de la Justicia Nacional en lo Federal.

2) Incriminando el regreso a territorio argentino de quienes
. hayan hecho uso del derecho de opción previsto en el arto 23 de la
Constitución Nacional.

3) Extendiendo la jurísdicción de los jueces nacionales al lugar
al que fuesen trasladados' los detenidos con proceso y a disposición
del Poder Ejecutivo Nacional.

4) Incriminando a quienes promovieren paros, huelgas o des-
envolvimiento irregular de actividades en empresas que presten ser-
vicios públicos.

S) Facultando a las Fuerzas Armadas a efectuar .la prevención
sumarial prevista en el Código de Procedimientos en Materia Penal, .
cuando se trate de juicios sujetos al procedimiento sumarísimo pre-
visto previamente.

6) Creando salas en distintas Cámaras Federales de Apelación
en el interior. del país, para conocer exclusivamente en todas las
causas criminales que tramitaran en su jurisdicción.
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7) Incriminando la ayuda económica a la subversión y regu.
lando las consecuencias patrimoniales cuando esa ayuda fuera rea-
lizada a través de personas jurídicas.

Al ser interrogados en la audiencia los integrantes del Gobier-
no Constilucional que suscribieron los decretos 2770, 2771 y 2772,
del año 1975, doclores Halo Argentino Luder, Antonio Cafiero, Al-
berto Luis Rocamora, Alfredo Gómez Morales, Carlos Ruckauf y
Antonio Benítez, sobre la inteligencia asignada a di~has n¿)J~mas,
fueron contestes en afirmar que esta legislación especial obedeció
fundamentalmente a que ,las policías h~1?ía sido rebasadas, en su
capacidad de acción, por la guerrilla y que por "aniquilamiento"
debía entenderse dar término definitivo o quebrar la voluntad de
cOlubate de los grupos subversivos, pero nunca la eliminación física
de esos delincueptes.

Resulta aquí oportuno formular algunas pr.eClslOnes sobre el
alcance del concepto de aniquilamiento. El Reglamento de Termi-
nología Castrense, de uso en el Ejército (RV1l7(1) lo define como
"el efecto de destrucción física y/o moral que se busca sobre el
enemigo, generalmente por medio de acciones de combate" (ver
informe dc fs. 375 del cuaderno de prueba de Viola).

Sostener que este concepto, insertado .en esos decretos, impli-
caba ordenar la eliminación física de los delincuentes subversivos,
fuera del combate y aún después de haber sido desarmados y apre-
sados, resulta inaceptable.

Todo el marco legal de estas normas, -expresamente tenido en
cuenta en las directivas y planes contribuyentes a ellas emitidos por
el Ejército y la Armada (Anexo 6 de la directiva 404(75 y Anexo E
de Placintara 75), con expresa indicación de tomar como base a la
propia Constitución y los códigos de fondo y forma- se contr~.pone
de plano con una orden q~e implique, a priori, la muerte del con-
tendiente con independencia de si éste está en condición de resis-
tir o no.

Por lo demás, tal interpretación fue expresamente descartada
por los vicealmirantes Mendía, Vaüek y Fracasi, por los contralmi-
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rantes Santamaría y Garda, por el Almirante Franco, el Brigadier
Hughes, y el Teniente General Nicolaides, al ser interrogados en la
audiencia de prueba, y por los propios procesados Videla, Viola y
Massera, al ser indagados.

Como comparación vale señalar que, para la misma época, el
Poder Ejecutivo en el mensaje de remisión al Congreso del proyecto
de la que sería luego la ley 20.771, expresó la finalidad de "lograr
el aniquilamiento del tráfico de drogas", sin que nadie haya pensa-
do que ello -implicaba ]a ejecución física de los traficantes.

CAPiruLO IX

(Cuestiones de hecho Nos. 28, 33, 36, 37, 38, 41, 42, .43
Y complementarias aportadas por las defensas)

La estructura legal y operativa montada de acuerdo con el sis-
tema de n~rmas reseñado precedentemente permite afirmar que' el
Gobierno Constitucional contaba, al momento de su derrocamien-
to, con los medios necesarios para combatir al terrorismo ya que:

l~) Por un lado, durante el año 1975 las bandas subversivas fue-
ron derrotadas en todas las acciones de envergadura emprendidas,
y si bien su accionar no había sido aniquilado, las operaciones mi-
litares y de seguridad .iniciadas habían comenzado a lograr los ob-
jetivos fijados.

En tal sentido, obra en los informes del Estado Mayor General del
Ejército de fs. 486 y 783 del cuaderno de prueba de Viola que relatan
el fracaso del intento del copamiento al Regimiento de Infantería de
Monte n~ 29 de Formosa, producido el 5 de octubre de 1975, y la
derrota sufrida cuando se intentó realizar idéntica acción contra el
Batallón de Arsenales 601, "Domingo Viejo Bueno", de Monte Chin-
go10, el 23 de diciembre del mismo año. Las instrucciones Nros. 335
(continuación de las operaciones en Tueumán), del 5 de abril de
1976 y 336 (continuación de la operación "Independencia"), del 25
de octubre del citado año, indican que el Ejército, a través de su
estrategia, había logrado el desgaste progresivo del oponente, pri-
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vándalo de infraestructura, aislándolo 'de la población y causándole
importantes bajas y disminución de capacidad, obteniendo por su .
parte un adecuado, control del territorio y de la población. La or~en
parcial n? 405/76, del 21 de mayo, consigna que "el Ejército posee
documentación capturada al enemigo que dice textualmente esta
guerra conducida por. las F.F. A.A. comenzó a desarrollarse hace
unos meses (setiembre de 1975). poniendo en marcha una campaña
de cerco .y aniquilamiento. La campaña fue planteada combinando
el cerco político con el aniquilamiento militar. Las F.F. A.A. han lo-
grado importantes victorias en el interior del país. Córdoba, Men-
daza, Noroeste y Litoral son ejemplos evidentes".

Las organizaciones subversivas en sus publicaciones reconocen,
a pesar de un notable esfuerzo propagandístico por restarles im-
portancia, los daños que les infligieron las acciones ordenadas por
el gobierno constitucional. Así el ejemplar "El Combatiente" de
febrero de 1976, titulado "A un año del Operativo Independencia en,
Tucumán" (prueba documen!al n? 13 del cuaderno de Viola), indica
que la única táctica posible frente a la gran concentración de tro-
pas en la zona de Tucumán es la de la guerra prolongada.

2?) Corrobora que esos medios no aparecían como manifie'sta-
mente insuficientes la circunstancia de q~e la política legislativa
aplicada al fenómeno subversivo por el gobierno constitucional, no
sufrió cambios sustanciales después de su derrocamiento, aunque
en lugar de usar en plenitud tales poderes legales, el gobierno mili.
tal' prefirió implementar un modo clandestino de represión.

Las leyes dictadas fueron: 21.259, sobre expulsión de extranje-
ros; 21.260, que autorizaba a dar de baja a empleados públicos vin-
culados a actividades subversivas; 21.264, sobre represión de sabo-
taje y est,!blecimiento de jurisdicción militar para sus infractores;
21.268, sobre armas y explosivos; 21.269, sobre prohibición a acti-
vidades de algunas agrupaciones políticas marxistas; 21. 275, sobre
suspensión de derecho de opción para salir del país; 21.313, sobre
extensión de la jurisdicción de los jueces nacionales a los estable-
cimientos o lugares donde fueran trasladados por razones de segu.
ridad los procesados y los detenidos en virtud del estado de sitio;
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21.322, declarando ilegales y disucltas supuestas organizaciones sub-
versivas; 21.325, complementaria de la anterior; 21.338, que esta.
bleció modificaciones al Código. Penal en relación a delitos con ca.
racterísticas subversivas; 21.448, que prorrogó por 180 días la sus-
pensión del dereeho de opción para salir del país dispuesta por la
ley 21.275; 21.449, que reglamentó el derecho de opción; 21.450, que
modifieó la ley 20.840 de represión dc actividades subversivas agra-
vando las penas fijadas; 21.460, que dispuso. que algunas prevencio-
nes sumariales fueran efectuadas por las fuerzas armadas o de se.
guridad; 21.461, que estableció el juzgamiento de delitos subversi-
vos por Consejos de Guerra Especiales; 21.568, que prorrogó por
150 días la suspensión del derecho de opción para salir del país;
21.596, que estableció que la defensa ante los Conscjos de Guerra
Especiales sería desempeñada por oficiales en actividad; y 21.866,
que sancionaba a quienes influyeran ante terceros para la comisión
de actividades subversivas.

Todas ellas, con la sola excepclonde las leyes 21.264 y 21.461,
que impusieron la novedad del juzgamiento de civiles por consejos
de guerra, no hicieron más que poner en marcha los proyectos del
gobierno constitucional ya citados, c'"imprimir mayor seriedad y mi-
nuciosidad al marco legal.preexistente.

3~) Tampoco se advirtió un cambio sustancial explícito en las
directivas, planes generales, órdenes o .disposiciones de eada una
de las fuerzas en relación a la lucha antisubversiva, aparentando
todos los que fueron dictados a partir de marzo de 1976 ser conti-
nuación de los anteriores, o sólo modificando aspectos coyunturales.

Así, el Ejército con relación a las operaciones en la Provincia
de Tucumán, dictó primero las instrucciones nI?335, en abril de 1976,
donde a la acción militar ya planeada en las precedentes Nros. 333
y 334, sólo se agregá un mayor grado de acción psicológica y comu.
nilaria; .y luego las instrucciones nI? 336, del 25 de octubre de ese
año, en las que se dispone una disminución del número de efectivos
militares y un incremento de la acción comunitaria.
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En el orden nacional, el Ejército dictó:
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a) La orden parcial n? 405/76, del 21 de mayo, que sólo modificó
el esquema territorial de la directiva 404 en cuanto incrementó la
jurisdicción del Comando de Institutos Militares (Zona n? 4), al
agregarle los Partidos de 3 de Febrero, San Martín, Vicente López,
San Isidro, San Fernando, General Sarmiento, Tigre, Pilar, Exalta~
ción de la Cruz, Escobar, Zárate y Campana, que se segregaron del
Comando de Zona 1. La razón de ser de esta medida fue la necesi-
dad de intensificar la lucha en el conurbano donde se había con-
, centrado la guerrilla.

b) La Directiva del Comandante General del Ejército n? 217/76
del 2 de abril de ese año, cuyo objetivo fue concretar y especificar
los procedimientos a adoptarse respecto del personal subversivo
detenido. En cuanto a los procedimientos de detención e identifica.
ción de personas, se remite a las reglas del PON 212/75 Y sólo da
algunas reglas especiales respecto de delitos de competencia de los
Consejos de Guerra especialmente creados, autorizand9 además a los
comandantes de zona a alojar detenidos en unidades militares.

c) La Directiva del Comandante en Jefe del Ejército n? 504/77,
del 20 de abril de ese año, cuya finalidad, expresada en el apartado
1 fue "actualizar y unificar el conteJ;lido del PFE -OC (MI)- año
1972 y la Directiva del Comandante General del Ejército 404/75
(lucha contra la subversión), de acuerdo con la estrategia nacional
contrasubversiva aprobada por el Poder Ejecutivo Nacional y la si~
tuación alcanzada en la LCS y en el desarrollo del PRN". En cuanto
a las jurisdicciones territoriales, esta Directiva n1antuvo las preexis-
tentes, apareciendo también con ese carácter una pequeña zona de
operaciones especificada con el nombre Delta, a cargo de la Armada.

d) Directiva 604/79, del 18 de mayo de ese año, cuya finalidad
fue establecer los lineamientos generales para la prosecución de la
ofensiva a partir de la situación alcanzada en ese. momento en el
desarrollo de la lucha contra la subversión, pues en esa Directiva
se considera que las fuerzas armadas habían logrado ya en esa
época una' contundente victoria militar sobre el oponente.
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De tal forma el concepto de la operación quedó asignado funda-
mentalmente por el apoyo a .las estrategias sectoriales y a las ac.
dones de comunicación sOcial, acción cívica, protección de obje.
tivos, y vigilancia de fronteras.

La Fuerza Aérea Argentina dictó:

a) La orden de operaciones "Provincia", el 14 de junio de 1976,
con el objeto de profundizar el accionar de esa fuerza en Jos Parti-
dos de Merlo, Moreno y Morón, que conformaron una subzona cedi.
da por el Comando de Zona 1 del Ejército, a la que se afectó una
fuerza de tareas identificada con el número 100, subdividida a su
vez en grupos de tareas. De acuerdo a esta orden de operaciones se
transferia a la Fuerza Aérea el control operacional sobre las Co-
misarías de la zona.

b) La Directiva 02-001, del 29 de diciembre de 1980, cuyo obje-
tivo fue mantener en vigencia las directivas de seguridad emitidas
durante el gobierno constitucional.

c) La orden de operaciones 1/81 "Calle", del 21 de enero de 1981,
cuya finalidad fue mantener la posibilidad por parte de esa fuerza
<le seguir interviniendo en la jurisdicción asignada al grupo de
tareas 46.

d) La orden de operaciones 1/82 "Calle", del 20 de octubre de
1982, con el mismo objeto de la anterior.

e) El Plan de Capacidades Marco Interno 82, del 18 de diciem-
bre de ese año, que, en general, mantiene los lineamientos de las
órdenes y planes anteriores.

La Armada, por su parte, ni siquiera dictó nuevos planes o
directivas, limitándose a modificar, de acuerdo a las exigencias, o
a actualizar, algunos anexos de Placintara 75.
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CAPÍTULO X

(Cuestiones de hecho Nros. 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52
Y complementarias aportadas por las defensas)
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El Teniente General (R) Jorge Rafael Videla se desempeñó co-
mo Comandante en Jefe del Ejércitó durante:.-el lapso comprendido
entre el 24 de marzo de 1976 y el 31 de julio de 1978. Lo sucedió el
Teniente General (R) Roberto Eduardo Viola quien ocupó dicho
cargo hasta el 28 de diciembre de 1979, fecha en que pasó a retiro
siendo reemplazado por el Teniente General (R) Leopoldo Fortuna-
to Galtieri, quien permaneció como comandante hasta el 18 de
junio de 1982.

El Comando en Jefe de la Armada fue desempeñado sucesiva-
mente por el Almirante (R) Emilio Eduardo Massera entre el 24
de marzo de 1976 y el 15 de septiembre de 1978, por el Almirante
(R) Armando Lambruschini, a continuación y hasta el 12 de se-
tiembre de 1981, y por el Almirante (R) Jorge Isaac Anaya, desde
esta fecha hasta el 1? de octubre de 1982.

La Fuerza Aérea tuvo como comandantes sucesivamente al Bri-
gadier General (R) Orlando Ramón Agosti, desde el 4 de marzo
de 1976 hasta el 25 de enero de 1979, al Brigadier General (R) Ornar
Domingo Rubens Graffigna, hasta el 17 de diciembre de 1981 y al
Brigadier General (R) Basilio Arturo Ignacio Lami Daza hasta el
17 de agosto de 1982.

Por ser estos hechos públicos y notorios y por haber concor-
dado los nombrados plenamente respecto de las fechas que ocuparon
los cargos citados resulta innecesaria l~ realización de mayores
análisis.

CAPíTULO XI
(Cuestiones de hecho Nos. 53, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62,

64, 65, 66, 87, 91, 92 Y complementarias)

A) Con el advenimiento del gobierno militar se produjo en for-
ma generalizada en el territorio de la Nación, un aumento signifi-
cativo en el número de desapariciones de personas.



112 FAl.l.OS DE 1..\ CORTESUl'REl\L\

Ello ha quedado abundantemente ejemplificado, en primer lu-
gar, con las privaciones ilegítimas de la libertad de las que resul-
taron víctimas: 'Adriana Calvo de Laborde; Miguel Angel Laborde;
Ana María Caraeoche de Gatica; María Eugenia Gatica; Felipe Mar-
tín Gatica; Silvia Mabel Isabella Valenzi; Maria Luisa Martínez de
González; Generosa Frattasi; Ramón Miralles; Julio César Mir'alles;
Teresa Alicia Israel; Mario César Villani; Marcelo Weísz; Susana
Mónica González de Weisz; Piffaretti, Ana Maria; Hemando Deria;
Carlos Enrique Miralles;' Luisa ViIlar Ríat de Miralles; Héelor En-
rique Ballent; Pedro Augusto Goin; Juan Ramón Nazar;; Gustavo
Caraballo; Juan Amadeo Gramano; Claudio Manfredo Zieschank;
Alberto Felipe Maly; A1cides Santiago Chiesa; Aleides Antonio Chie-
sa; Norma Esther Lean~a de Chiesa; Liliana Amalia Galarza; Da-
niel Alberto Racero; Nora Livia Formiga; Elena Arce Sahores; Ed-
gardo Sajón; Selma Inés acampo; Inés Nocetti; Ramón Lorenzo
Vélez; Angel Osvaldo Leiva; Alberto Evaristo Comas; Guillermo José
Forti Sosa; Néstor Forti Sosa; Alfredo Waldo Forti Sosa; Mario
Manuel Forti Sosa, Renato Forti' Sosa, Nélida Azucena Forti de
Sosa, Marcelo Augusto Chavanne; Isidoro de Carabassa; Raúl Ra-
món Aguirrc Saravia; Miguel Angel D'Agostino; Alberto Francisco
Arenas; Conrado Osear AIzogaray; Alberto Gigena; Maria Magdalena
Mainer; Pablo Joaquín Mainer; Domingo Héctor Moncalvillo; Cecilia
Luján Idiart; María del Carmen Morettini; Nilda Susana Salamone
de Guevara; Alfredo Pedro Bravo; Claudio De Acha; María, Claudia
Faleone; Pablo Alejandro Díaz; Horacio Angel Ungaro; Floreal Ed-
gardo Avellaneda; Iris Etelvina Pereyra de' Avellaneda; Jon Pirmín
Arozarena; Adriana Zorrilla; Ramón Javier Arozarena; Carlos Rafael
López Eehagüe; Pedro Luis Eugenio Greaves; Serafín Barrelra; Juan
Mogilner; Raúl Angel Ferreyra; Alfredo Horacio López Ayllón; Al-
fredo Francisco Konkurat; Amelia Nélida Insaurralde; David Cold-
man; Eva Wainstein de ~oldman; Marta Inés Vacearo de Deria;
Juana María Armelín; Gertrudis Hlaczic de Poblete; Antoniq Bau-
tista Bettini; Juan Agustín Guillen; Mónica Evelina Brull de Guillen;
José Liborío Poblete; Susana Leonor Caride; Héctor AníbaI Ratto;
Diego Eustaquio Núñez; Fernando Ornar Del Cante; Juan José Mas-
quera; Marina Coldman; Adrián Horado Garda Pagliaro; Rosa Ana
Frigcrio; Fernando Francisco Yudi; Salvador Arestín Casais; Marta
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Haydée GarcÍa de Candeloro; Jorge Candeloro; Norberto Osear
Centeno; Gustavo Adolfo Contepomi; Eduardo Osear Covarrubias;
Beatriz Castiglione de Covarrubias; Pablo Enrique Fernández Mei~
jide; Hugo Daniel Fortunato; Elena Graciela Vaca de Fortunato;
Juan Carlos Brid; Jorge David Brid; Alberto Carmelo Garritano;
Conon Saverio Cinquemani; Guillermo Mareelo Fernández.; Con-
rada Mario Galdame; Cristina Noemí Constanzo; Sergio Jalil Drake;
María Cristina Márquez; D?-niel Osear Barjacoba; Enrique Rodríguez
Larreta Martínez; Enrique Rodríguez Larreta Piera; Silvio Octavio
Viotti; Silvia Octavio Viotti (h); Raúl Francisco Vijande; María
Irene Gavalda; César Roberto Soria; Hilda Yolanda Cardozo; Eduar-
do Jorge Valverde; Rubén Eduardo Kriscautzky; Roberto Cristina;
Ornar R. Masera Pineolini; L,uis Canale; Juan Carlos Malagarriga;
Enrique Godoy; Santiago Augusto Díaz; Francisco Rafael Díaz;
Dominga Alvarez de Scurta; Eulogia Cordero de Garniea; Domingo
Horacio Garnica; María del Carmen Reyes; Norberto Gómez; Lá~
zara Jaime Gladstein; Thelma Jara de Cabezas; Pablo Armando
Lepíscopo; Bettina Ruth Ehrenhaus; José Luis Hazan; Josefina
Villaflor de Hazan; Aníbal Raimundo Villaflor; María Elena Mar-
tÍnez; Carlos Muñoz; Mauricio Fabián \Veinst,ein; Claudio Niro; An-
gel Bartolo Bustelo; Contado .Higinio Gómez; Horacio Palma; Víc-
torio Cerrutti; Enrique Mario Fuckman; Ana Catalina Dulon de Mon-
ti; Ana María Martí; Sara Solarz de Osatinsky; María Alicia Milia
de Pirles; Marta Mónica Quinteiro; Orlando Virgilio Yorio; Fran-
cisco Jalics; Beltina Tarnopolsky; Hugo Daniel Tarnopolsky; Sergio
Tarnopolsky; Blanca Edith Edelberg de Tarnopolsky; Dagmar Ingrid
Hagelin; Miriam Liliana Lewin de García; Martín Tomás Grass; Inés
Olleros; María José Rapela de Mangone; Alice Doman; Angela Aguad;
María E. Ponce de Bianco; Julio Fondevilla; Eduardo Gabriel Horane;
María Esther BaIlestrino de Careaga; Patricia Oviedo; Remo Carlos
Berardo; Renée Leónie Duquet; Azucena ViIlaflor de De Vicenti;
Irene Orlando; Alberto Eliseo Donadío; María Angélica Pérez de
Micflik; Estrella Iglesias Espasandin; Jorge Federico Watts; Ale-
jandra Naftal; Eduardo Alberto Martínez; Adolfo Nelson Fontane-
Ha; Héctor Daniel Retamar; Gilberto Rengel Ponce; Jorge Daniel
Toscano; P~tricia Bernal; Nora Beatriz Bernal; Armando Angel
Prigione; Marcelo Gualterio Senra; José Alberto Saavedra; Inés Váz-
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quez; Esther Gersberg de Díaz Zalazar; Luis Miguel Díaz Zalazar;
Guillermo Pages Larraya; Luis Rodolfo Guagnini; Juan Héctor Pri-
gione; Santiago Villanueva; Norma Teresa Leta; Cristina Magda-
lena Carreña ATaya; Isabel Mercedes Fernández Blanco de Ghezán;
Enrique Carlos Ghezán'; Gradela Irma Trotta; Jorge Augusto Ta~
glioni; EIsa Lombardo; Miguel Angel Benitez; Rubén Víctor Sapos-
nik; Osvaldo Alberto Scarfia; Guillermo Marcelo Moller; Ricardo
César Poce; Luis Eugenio Pavero; Claudia Inés Favero; Carlos Ma-
ría Casabona; Marta A. Alvarez de Repello; Jorge César Casalli
Urrutia; ITrua Niesich; Roberto Alejandro Zaldarriaga; Jesús Pe.
dro Peña; Roberto Ornar Ramírez; Héctor Serra Silvera; Verónica
Mabel Maero; Isidoro Osear:' P,eña; Isabel Teresa Cerruti; Norberto
Liwski; Guillermo Horado Dascal; Samuel Leonardo Zaidman; Al-
fredo Chaves; Enrique J. Varrin; Diego Julio Guagnini; María Isabel
Valois de Guagnini; Cecilia Vázquez; Susana Leonor López de Mo-
yano; Jorge Osvaldo Weisz; Ismael Rojas; Juan de Dios Gómez;
Antonio H. Miño Retamozo; Elena Kalaidjian; Sergio Andrés Voit-
zuk; Hipólito Eduardo Solari Yrigoyen; Mario Abel Amaya; Mónica
María Candelaria Mignone; María Esther Lorusso; César Amadeo
Lugones; Marta Vázquez Oeampo de Lugones; Beatriz Carbonell
de Pérez Weiss; Víctor MeIchor Basterra; Fernando Rubén Brods-
ky; Norma Cristina Cozzi; Hugo Néstor Caraballo; William White-
law; Rosario Barredo; Zelmar Michelini; Réctor Gutiérrez Ruiz;
Guillermo Luis Taub; Flora Gurevich de Taub; Susana Mabel Ceci
de Ranieri; José Fernando Fanjul Mahia; Pablo Leonardo Martínez;
Rafael Andrés Perrota; Mario Osvaldo Romero; Jorge Alberto Tor1?ay
Nigro; Emilio Darío Pérez; Ricardo Daniel Wajchenberg; Hugo Pas-
cual Luciani; Héctor René Navarro; Adolfo Rubén Moldavsky; Eduar-
do Jaime José Arias; Juan Carlos Benítez; Javier Antonio Casaretto;
José María Salgado; Lisandro Raúl Cubas; Andrés Ramón Castillo;
Graciela Beatriz Daleo; Alicia Elena Alfonsín de Cabandie; Osvaldo
Luis Russo; Horado Rugo ~usso; Roberto Osear Arrigo; Rolando
A. Zanzi Vigoroux; Darío Emilio Machado; Rugo Vaisman; Jorge
Montero; Guillermo Alberto Lorusso; Francisco Nicolás Gutiérrez;
Juan Carlos Ledesma; Amelia Isabel "Gutiérrez de Ledesma; Daniel
Rugo Arteaga; Alejandra Beatriz Roca; Pablo Jorge Morcillo; GuiM
llermo Augusto Miguel; Adriana Marandet de Ruibal; Norma Su-
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sana, Burgos; Enrique Raab; Pilar Calveiro de Campiglia; Alberto
Girondo; Nilda Berta Zucarino de Lennie; Santiago Lennie; Sandra
Lennie; Lila Victoria Pastoriza de Hozarni.; Juan Pegoraro; Susana
Beatriz Pegoraro; José Héetor Mangone; Jaime Feliciano Dri; Graciela
Alicia Fidalgo; Ana María Pérez; Eduardo César Maldonado; Rumbee.
to Filemón Campos; Delia María Barrera y Ferrando; Lisa Levestein
de Gajnaj; León Gajnaj; Mirta González; Juan Carlos Fernández Pe.
reyra; Osear Alfredo Fernández; Mirta Edith Trajtemberg; Horacio
Cid de la Paz; Jorge Israel Gorfinkiel; Carlos Alberto Escobar;
Hernán Andrés Vives; Graciela .Susana Geuna; Estela NoemÍ Beras-'
tegui; Juan Carlos Berastegui; Susana Beatriz Bertola de Berastegui;
Salomón Gajnaj; Ariel Eduardo Morandi; Adriana Elba Arce; Ra.
món Aquiles Verón; Nora del Valle Giménez de Valladares; Nora
Isabel Wolfson; Juan Carlos José Chiaravalle; Faustino José Carlos
Fernández; Carlos Hugo Capitman; Laura NoemÍ Crea tare; Lucía
María Cullen de Nell; José Andrés Moyano; Cecilia Liliana Rojas;
Liliana Inés Deutseh; Enrique Perelmuter; María Dora Turra de
Rojas; Juan Claudio Chavanne; Jorge David Salvador Buleraich;
Enrique Lucio García Mansilla; Mario Satanovsky; Susana Azucena
García de Compañy; Ricardo Juan Compañy; Fernando Miguel Me.
néndez; Jorge Tejerina; Alejandro Augusto Pineda; Luis Constanzo
Pignataro; Bernardo Duggan; Edgardo Rumberto Cardona; Aurelio
Cid; 'Sara Duggan; Jaime Fernández Madero; Luis ArnoIdo Grassi;
Raúl Carlos Alberto Grassi; Marcelo Santurio; Jaime Benedit; Raúl
A. Albericci; Alberto Félix Cordeu; Carlos Chávez; Raúl Eduardo
Contreras; Ornar FarÍas; Juan Farías; Héctor Germán Oesterheld;
Elena Alfara; Juan Carlos Farias; María Cristina Michia; Roberto
Gallo; Nilda NoemÍ Actis Goretta; Juan José Pedro Blaton; María
Caiman de Blaton; Francisco Juan Blaton; José Antonio Caeabelos;
Gustavo Ernesto Fraire Laporte; Rubén Ornar Salazar; Ricardo Al-
fredo Moya; Juan Leichner; Nelson Eduardo Dean Bermúdez; Car~
men Gradela Floriani; Alejandro Marcos Astiz; Jorge Osear Cardozo;
Américo César Abrigo; Jorge Antonio Abel; Jorge Claudio Lewi; Ana
María Sonder de Lewi; Guillermo Raúl Díaz Lestrem; María Patricia
Astelarra; René Rutino Salamanca; Roberto Fermín de los Santos;
Victor Hugo Salami; Ricardo Adrián Pérez; Mariano Carlos Monte~
quin; Patricia BIas Tierno; Carlos Alberto Zamudio; Luis Alberto
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Diaz; Fernando Pierola; Rubén Salas; Silvia Labayrú de Lennie; Mar-
cela Andrea Bello; Susana Beatriz Leiracha de Barros; Arturo Os-
valdo Barros; Laura Lía. Crespo; Stella Maris Pereiro de González;
Rodolfo Alberto Crespo; Osear Alfredo Fernández; Jorge Angélico
Sklate; José Luis Acosta; Susana Elvira Miranda; Daniel H. Levy;
Martiniana Martirc Olivera de Levy; Horado Santiago Levy; María
Alicia Morcillo de Mopardo; Selva del Carmen Mopardo; Alberto
Osvaldo Levy; Luis Daniel Adjirnan; Luis Alberto Vázquez; Celina
Inés Cacabelos; Ana María Cacabelos; María Eva Bernst de Han-
sen; Liliana Beatriz Callizo; Luis 14stioO Honores; Francisco José
Elena; Teresa Celia Meschiati; Pablo José Chabrol; Guillermo Ro-
lando Puerta; EIsa Margarita Elgoyhen; Arturo Ruffa; Tristán Dmar
Roldán; Elena Delia Gm'aguzo; Mario José Miani; Adolfo Ornar
Sánchez; Rolando Ornar Chávez; 1reneo Teófilo Graf; Nerio Nei-
rotti; José Osvaldo Nardi; José Vicente Nardi; Adela Candela de
Lanzillotti; María A, Albornoz de Candela; Juan Di Bennardo; Jor-
ge Ademar Falcone; Nelva Alicia Méndez de Falcone; Rodolfo Gu-
tiérrez; Manuel Parodi Ocampo; José Luis Barco; Alberto Duarte;
Julio Andrés Pereyra; Reynaldo Arnalio Soñaz; Ornar FraI)sen; Ro-
berto Horado Yedra; Mario Cuevas; Mauricio Lichtenstein; Fran.
cisco Garda Ordats; Luisa Fernanda Rita Fabri; María Susana Lc-
bed; Néstor Busso; Antonio Rafael Zárate; Maria Teresa García de
Cuello; Mary Rosa Rodriguez de Iban'ola; Carlos Juan Apezteguia;
Ubaldo Eloy Alvarez; Héctor Narváez; Osvaldo Enrique Fraga; En-
rique Núñez; Jorge Mario Roitrnan; Jacobo Chester y Gladys Eva-
ri5ta Cuervo, según ]a prueba recibida en. la audiencia.

También resultan de significativa importancia Jos numerosos he-
chos denunciados, obran tes en las causas que corren agregadas por
cuerda, que consisten en ]a detención de personas por grupos de
individuos fuertemente armados jn,~ocando casi siempre pertenece~'
a fuerzas de seguridad con la posteriqr desaparición de aquéllas y
]0 infructuoso de las tentativas para lograr su paradero, y el con-
siguiente resultado negativo de. los l'ecUl'sos presentados ante .10s
organismos oficiales. Ello conforma un cuadro presuncional grave,
preciso y concordante que' demuestra el importante aumento en. el
número de personas privadas clandestinamente de su libertad, en
todo el país, a partir del 24 de marzo de 1976,
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Lo actuado en la causa, ha permitido lograr cifras de vital im-
portancia para reflejar. la cantidad de delitos ocurridos durante el
período mencionado.

En efecto, surge de la lectura de los referidos' expedientes, que
en el período comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y el 18
de agosto de 1982, hubo en la Capital Federal 2404 prívaciones
ilegítimas de la libertad; en las Provincias de Buenos Aires 3633;
de Santa Fe 668; de Córdoba 246; de Tucumán 338; de Santiago
del Estero 52; de Mendoza 209; de La Rioja 32; de San Juan 42; de
Río Negro 20; de Santa Cruz '8; de Chub~t 16; de Entre Ríos 36;
de Corrientes 19; de Misiones 26; de Salta 47; de Jujuy 49; del
Chaco 13; de Formosa 3; del Neuquén.8; de Catamarca la; de San
Luis 9; de La Pampa 14 y en el Territorio Nacional de Tierra del
Fuego 4, lo que hace un total de 7936.

'Ellas comprenden: 6715, que tuvieron lugar entre el 24 de mar-
zo de 1976 y el 31 de julio de 1978; 122, entre el 19 de agosto y el
14 de setiembre de 1978; 373, entre el 15 de setiembre de 1978 y
el 25 de enero de 1979; 281, entre el 26 de enero de 1979 y el 28
de diciembre del mismo año; 322, entre el 29 de diciembre de 1979
y e111 de setiembre de 1981; 14, entre el 12 de setiembre y el 17
de diciembre de 1981 y 109, entre el 18 de diciembre de 1981 y el
18 de agosto de 1982.

Si se observan las causas que por idéntico delito se iniciaron
en el período aludido en los juzgados en lo criminal de instruc-
ción de la Capital Federal, cuyo número asciende a 4023, y se
toman como referencia los dos primeros años de ese período, al
compararlo con los dos años anteriores, se ve reflejado un aumento
desproporcionado, a pesar de tratarse solamente de Capital Federal,
ya qJe el porcentaje resultante es de alrededor del lÓOO% -de 322
a 3121-; datos que permiten tener una idea aproximada del creci-
miento, en todo el país, de ilícitos de esas características.

Estos hechos tienen a su vez una serie de .características

comunes:
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1) Los secuestradores eran integrantes de las fuerzas armadas,
policiales o de seguridad, y si bien, en la mayoría de los casos, se
proclamaban genéricamente como pertenecientes a alguna de dichas
fuerzas, normalmente adoptaban precauciones para no ser identifi.
cados, apareciendo en algunos casos disfrazados. con burdas indu-
mentarias O pelucas.

En cuanto "al primer aspecto, ello se desprende de las manifesta-
ciones de: Yolanda Rosa Contreras de Leiva: " ... fue el 16 de julio a
la una de la mailana, que se presentaron varios hombres armados y
dijeron que eran del Ejército ... "; María Kubik .Marcoff de Lefte-
roff: " .. .los vecinos contaron que eran catorce camionetas, pasaban
con megáfonos por la cuadra gritando Ejército Argentino, nadie salga
afuera, nadie mire ... "; Fernando Eustaquio Adamov: ti ••• fui secues~
trado en dos oportunidades por personas que se identificaron como
pertenedentes a las fuerzas de seguridad ... "; Angel Florindo Ruani:
..... se escuchaba por la radio de los autos que era personal de ro-
bos y hurtos ... "; Julio César MiralJes: " ... se presentaron un grupo
de personas acreditando ser de la Policia de la Provincia de Buenos
Aires ... "; Héclor Osvaldo MiraJles: " ... una de ellas se identificó
como teniente, me dice que era un procedimiento conjunto de las
fuerzas de seguridad ... "; Alfredo Pedro Bravo: " ... dijeron perte~
necer a Coordinación FederaL .. "; Félix Granovsky: " ... grupo de
personas encapuchadas que decían pertenecer a las fuerzas conjun~
tas, policial y Ejército ... "; Mary Rodríguez de Ibarrola: " ... quie-
nes procedieron i:i su detención fueron la Aeronáu tica de Morón y
estaban uniformados ... "; María Angélica Prigione de CarabalJo:
" ... nos mostraron una credencial si mal no recuerdo un color ro~
sado, entre rosa y anaranjado, que decían ser de pertenecientes al
lel'. Cuerpo de Ejército, mejor dicho, se identificaron como Ejér-
cito Argentino, posteriormente me dijeron que pertenecían al Pri-
mer Cuerpo ... "; Jorge Alberto Furque: " ... personal de la Fuerza
Aérea vestido de forma, que i1l"1pedían el tránsito ... "; Matilde Es-
ther Rodríguez Pineyrna de Gutiérrez: " ... durante el largo rato que
estuvieron en mi casa más' de una vez se identificaron como Policía
Federal Argentina ... "; José Moyana: " ... posteriormente se hizo
presente personal de las Fuerzas Armadas en vehículos de las Fuer-
zas Armadas y a su vez personal policial y actuaron bomberos, se
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cortó el tránsito y se procedió a retirar enseres, muebles y de den~
tro del departamento ... "; Asilú Sonia Manceiro de Pérez: " ... se
identificaron como Fuerzas Armadas Argentinas ... "; María Elena
Mercado: " ... vÍ personal uniformado y armado, quien comandaba
el grupo se presentó como de la Fuerza".Aérea Argentina ... "; y An.
gela Beatriz Labollita de Choren: " ... iban armadas, era mucha gen.
te, y con uniforn1es militares, e invocaron fuerzas conjuntas ... ".

Del mismo modo lo relataron Raúl Tierno; Marcelo Chavanne;
Julio Lareu; Miguel A. Ferreyra; Beatriz Taub; Ernesto de Estrada;
Graciela B. Velázquez de Gigena; Mirtha H. Arenas; María Sánchez
Vda. de Mosquera; 1ldo R. Segault; Norma T. Leto; Roberto C. Mo-
yáno; Gilberto R. Ponce; Zulema Ayllon La Croix; David Serra; Ma-
ría Inés Gubert; Adelina Moncalvillo; Domingo Moncalvillo; María
Inés Arbio; Adelina González de Moncalvillo; Alberto C. Lucero; Mir-
ta Ugardamendia; Jorge Osear Eles; Miguel Narváez; Ricardo Bus-
tos; Mario Marchese; Juan Carlos Prevotel; Ilda Daseville de La-
rrain; Horado Hugo Russo; Orlando Niro; EIsa Margarita Elgoy-
hen; Ricardo D. Weschenberg; Jorge Alberto Deheza; Hugo A. For-
tunato; Graciela Leonor Donato; María de los Milagros Mainer;
Gaspar V. Maly; Ramón A. Baravalle; Nicolasa Zárate de Salamo-
ne; Guillermo Rolando Puerta; OIga Noemí Gordo de Gavalda; Ma-
ría Leonor Tesso de Baisman; Cecilia Suzzara; Is.melda Garay'; Mar-
celo P1offman; MarÍá Elena B. de Miani; Alberto Bujía; Norma Ele-
na Díaz; Pedro Luis Gavena; Carlos Noé Reyes; Ricardo Antonio
del Valle Mora; Francisco Elena; Carlos Alberto Melián; Gustavo
E. Contepomi; Miriam R. Lewin de Garda; Marta H. Garda de Can-
deloro; Liliana Alba Conte; Carmen L. Tucci de Alvarez; Roberto
Carlos Peralta; Rolando Eliseo Villaflor; EIsa M. Gianetti de Brid;
Victoria P. Yudi; Antonieta Contesi; Graciela M. Souto; Jorge Os-
car Cardozo; Nora A. Ungaro; Gloria J. Miranda de Gómez; Amé-
rico Oscar Abrigo; Claudio Marcelo Tamburrini; Camilo Francisco
Campos; Gloria María Palma; Manuel Alberto Díaz; Ana María Me-
dina de Díaz; Maricel Marta Mainer; Marta María Madariaga de
Díaz; Elena Nélida SiffiSic de Fortunato; Mario Feliz; Aída N.. Dra~
ke de Jalil; Osear M. Constanzo; Nidia S. Curieses; José Méndez
Huergo; Conrado D. Galdame Pinasco; Cristina Garda de Moran~
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di; Osvaldo Acosta; Astrid Iglesias de Morcillo; Marcos Weinstein;
Hilda Burtsni de Weinstein; Hugo Pascual Luciani; Juan C. Mainer;
Andrés Castillo; Sergio Andrés Voitzuk; Inés Alzogaray; María Ve-
rónica Lara; María Angeles Larregui de Arozarena; Gustavo A. R.
Píccolo; Teresa Lichi de Paz; Mario R. Falco; Martín Julio Gonzá-
lez; Eugenio Capisano; Horacio S. Levy; María A. Marrón; Rodolfo
A. Barberán; Carmen G. Floriani; Carlos J. Apezteguía; Nora B.
López Tomé; Serafín Barreira García; Rosa Graciela Castagnola de
Fernández Meijide; Alvaro Aragón; Pedro Raconto; Manuel Enrique
Suane; Juan Carlos Cerruti; Clara Bere.stetzki de Israel; Angel Vi-
cente D'Agostino; Manuel Pereyra; Enrique Rodríguez Larrcta Mar.
tínez; Héctor Narváez; Jaime Fernández Madero; Enrique Lucio
García MansilIa; Aurelio Cid; Alfredo Waldo Forti; Isidoro de Ca-
rabassa; Alejandro Augusto Pinedo; Humberto Filemón Campos;
Alejandra Tadei; Conon Savcrio Cinquemani; Marta Haydée Garda
.de Candeloro; Alfredo Luis Chaves; Graciela Beatriz Daleo; Pedro
Augusto Goin; Elena Alfaro; Carlos Muñoz; Alejandra Naftal; Thel-
ma Dorothy Jara de Cabezas; Jacobo Timmerman; Juan Eloy Astiz;
María Leonor González; Irma Delina Salas de Ciavaglia; Mónica Eve-
Jina BruH de Guillen; Nicolás Tribelli; Marta Hilc;1aacampo; Adolfo
Teodosio acampo; Horacio Pantaleón Ballester; Eduardo Samuel
Andrew; Marcelo Gustavo Daelli; Fidel Fabián Bustelo; Petrona Adan
de Bustelo; Angel Bartolo Bustelo; Alfredo Nicolás Bataglia; Ana
Inés Quadros Herrera; Ana María Ferrari. de Fernández; Graciela
Márqucz; Gu.illcrmo Marcclo Fernándcz; Norberto Ignacio Liwski;
Arturo Miguel Ruffa; Arturo Ruffa; Ema Regazzoni de Ruffa; Ra-
món Aquiles Verón; Jorge Alberto Braiza; Estrella Iglesias Espa-
sandían; Juan Antonio Frega; Rafael Francisco Buissón; Mercedes
Eduardo Cordero; Ana María Caracoche de Gatica; Carlos A. de
Francesco; Miguel Angel Laborde; Gustavo Caraballo; Silvio O. Viot-
ti; Silvio O. Víotti (h); alga Koifman de De Acha; Lila Victoria Pas-
toriza de Hozami; Zulema Dina Chester; Beatriz Boves ,de Maran-
det; Ana Mar.ía Molina; Alberto P. Barret Viedma; Jorge Arnoldo
López; Juan Cabrera Méndez; Ragnar Erland Hagelin; Alberto Os-
valdo Levy; Nemí Aníbal Lebed; Guillermo M. Fernández; Elmer
Pascual Fessia; Francisco Manuel García Fcrnández; Josefina. Gan.
dolfi de Salgado; Adrián César Cuello; Delicia Córdoba de Mopar-
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do; Roberto Morcillo; Susana Roca de Estrada; María del Carmen
Francese de Bettini; Daniel Nemesio Díaz; Pablo Alejandro Díaz;
Faustino José Carlos Fernández; Hipólito Solad Yrigoyen; Berta
Golbert de González; Jesús Agustín Rodríguez; Guillermo Zurita;
Enrique Godoy; Juan Carlos Benitez; Eisa Sara. Sánchez de Oester-
held; OIga María Castro de Busso; Aparicio Carlos Etcheverry; Es-
teban García Blanco; Luis Canale; Bebe A. Serna de Palilla; Jose-
fina Modesta Ciachino de Cerruti y Antonio Rafael Zárate, los que
estuvieron contestes en afirmar que las personas que intérvenÍan en
los procedimiento~ decían pertenecer a distintos organismos de se-
guridad, como así también en algunos casos al Ejército, Marina o
Fuerza Aérea.

Avalan lo expuesto las manifestaciones del Capitán de Fragata
José Félix Bussico quien ref-irió, que en ocasión de efectuar un pro-
cedimiento, se dio a conocer por su nombre, mientras que el Sub-
director de la Escuela de Mecánica de la Armada, Capitán de Fra-.
gata Menéndez, lo hizo con un nombre falso; ello dio lugar a que
sus superiores lo llamaran al orden y le hi.cieran saber que en ese
tipo de tareas no se debían dar los nombres verdaderos.

En cuanto a otro de los aspectos salientes, es decir al uso de
disfraces u otras precauciones para no ser identificados, también
ha quedado debidamente acreditado. Obran al respecto las manifes-
taciones de Zulema AylloJ,1La Croix. En ocasión de declarar en la
audiencia sostuvo: " ... en primer lugar iban como disfrazados, algu-
nos de ellos llevaba una especie de gorros tejidos, con uria borla
que les caía para un costado, otros llevaban polainas tejidas, otros
camisas sueltas para afuera del pantalón, bueno total que una fa-
cha que ya le digo eran forajidos ... "; Miguel Angel D'Agostino:
" ... en mi habitación eran tres vestidos de civil, digamos vaqueros,
camperas, uno de ellos estaba como disfrazado con una boina y
una bufanda ... "; ~aría Delia Arana de MiralJes: " ... yo me había
dado cuenta porque lo había estado mirando que tenía peluca e
inclusive bigotes postizos ... "; Ramón Ignacio Arozarena: " ... se
sentía molesto porque estaba con las gafas oscuras, o sea, que es-
taba un poco disfrazado, y tenía un bigote taulbién que decía era
postizo ... "; Nelva Alicia Méndez de Falcone: <l ••• tenían trajes de
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fajina, algunos estaban disfrazados por lo que dijeron los vecinos,
tenían gorras puestas y anteojos oscuros ... "; Elcodoro Alberto Mi-
guel: " ... ahora los que me atajaron a mí en la esquina. eran dos
con una peluca ... "; Alberto Felipe Maly: " ... 10 quc pude ver es
que eran todas personas vestidas de civil bastante ridículamente:
Incluso alguno de ellos con bandoleras, con sombreros tipo ca\v-
boy ... "; Arcadio E. Avellaneda: " ... por la vcntana que daba al pa-
tia. .. se asoman personas con peluca, con las caras cubiertas con
medias ... "; Ana María Medina de Díaz: " ... llegaron a mi casa
aproximadamente quince individuos enmascarados ... "; Azucena
Avellaneda de López: ..... no, yo lo que ví toda gente con ropas de
fajina, vaqueros, por ejemplo el que estaba con la peluca rubia y
el otro que tenía un vaquero y el conjunto de vaquero y ropa de
fajina. boinas, es lo único que alcancé a ver ... "; Iris Etelvina Pe-
reyra de Avellaneda: Ol ••• cinco personas disfra~adas con pelucas y
barbas postizas ... "; Francisco Rafael Díaz: " ... un numeroso grupo
de eleIl]entos encapuchados ... ; Pablo José Chabrol: " ... tenían cu-
biertas sus caras con medias ... JI; María Paula Amarante de Cha-
brol: " estaban encapuchados ... "; Pedro Atilio Vclázquez lba-
rra: " estaba un operativo preparado con gente de peluca y bar-
ba postiza ... "; Héctor Busso: " ... un grupo armado de civil con
las cams cubiertas por bufandas, gorras de lana tipo pasamontaña,
botas embarradas... yo diría camuflados con las caras tapadas.
con ropa muy burda".

A los pormenorizados relatos que hacen las víctimas de las dis-
tintas personalidades que adoptaban sus aprehensores. debe agre-
garse las manifestaciones corroborantes que en tal sentido hizo, en
]a audiencia. el Teniente General Alejandro Agustín Lanusse quien
sostuvo que en una entrevista con e~ Teniente General Videla, le
hizo saber su criterio con respecto a los procedimientos que se rea-
lizaban en el Ejército por oficiales encapuchados y todos o muchos
al margen de la ley, contestándole Videla que las órdenes estaban
escritas y concretas. Agregó también: " ... Estando detenido en pri-
sión preventiva le voy a referir un caso concreto podría ser más
difusos otros, pero me vaya referir a un caso concreto. estando en
prisión preventiva en Campo de Mayo en la Escuela de Comunica-
ciones, se orgenó mi captura, digamos mi encierro acá en alcaidía
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con centinela a la vista y el allanamiento en mi caso el día 4 de
mayo, esa noche me llevaron a la Escuela de Comunicaciones y
dos días después --creo que fue- apareció el Jefe de la Guarnición
de Campo de Mayo acompañado de su segundo, me refiero al Ge~
neral Riveras y, General de División Riveras y General de Brigada
Bignone, en esa oportunidad el General Riveras pretendió poder
recriminarme o retarme por mis lnanifestaciones públicas de repu-
dio contra los procedimientos por la 'izquierda, agregando de que
gracias a ellos yo vivía, le dije hay oportunidades que es preferible
no vivir General Riveras, además usted no tiene jerarquía ni atri-
buciones como para pretender indicarme a mí cómo debo proceder.
Los ánimos se caldearon entre ambos y el General Bignone propio
de su personalidad e idiosincracia pretendió mediar con muy poca
felicidad por cierto y dijo: mi General yo hasta el año pasado pen-
saba como usted, ahora he cambiado de forma de pensar; lo lamen-
to General Bignone con la misma franqueza le digo que entonces,
que hasta el año pasado yo tenía un concepto del General Bignone
y que ahora no lo mantengo; y además recuerdo que no sé si en
época suya pero sí en la época actual que por ahí hay procedimien-
tos ordenado en el Colegio Militar en las cuales algunos de los
oficiales ejecutores salen encapuchados yeso lo hacen pasando por
la guardia donde hay cadetes y le pregunto a ustedes y les pido
que reflexionen, no que me contesten a mí, si eso es una forma
de educar los oficiales del futuro".
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Así lo manifestaron en la audiencia, América Osear Abrigo quien
dijo: " ... hay aproximadamente unas diez o quince personas con
uniformes verdes con armas largas y eran un tropel ... "; Alvaro
Aragón: " ... EI primero de agosto del 77, a las 23 horas, caen al
domicilio de mis padres un grupo de nueve individuos armados ... ";
Zulema Ayllon La Croix: " ... cuando bajé me encontré con diez,
quince o veinte hombres, no se cuantos eran, eran una unidad ... ";
Carlos Juan Apezteguía: " ... en la mañana de ese domingo 28 de
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marzo me didjo al Hospital, al llegar a la puerta encuentro q.uc
había gran cantidad de efectivos militares, con ropa de faj.ina, fuer-
temente armados ... "; Perla Wainstein de Coldman: H ••• era un gru-
po muy numeroso de personas, algunas de civil y otros vestidos de
fajina, con armas largas y una cantidad de automóviles ... "; Juan
Carlos Benítez: " ... lJcga una determinada cantidad de autos, no sé,
con unas lO, 12 personas ... "; EIsa Sara Sánehez de Oesterheld:
" ... en el mes de septiembre del mismo año, tuve un allanamiento
en mi casa, del ejército, un allanamiento muy importante, o sea
con un gran movi.mien to de tropas que rodearon mi casa, rodearon
la manzana, me tiraron una bomba de estruendo ... "; Osvaldo Acos-
ta: " ... unas 20 personas, sin. uniforme, con varios coches, portan.
do armas de fuego, cortas y largas ... lO; Rubén Daría Martínez:
:' me detuvieron en casa, entró un grupo de gente, 7 u 8 perso-
nas "; Estrella Iglesias Espasandín: " ... eran 12 personas y 1 pe-
rro; .. De civiL.. exhiben armas ... "; Adolfo Tcodosio' Ocampo:
", .. se metieron de golpe como 6, 7, 8 tipos .. , que tienen escope-
tas ... "; Elena Alfara: " ... llegan a mi easa un grupo de personas
armadas con armas largas, con ametraIládoras, aproximadamente
unas 8 ó 10 personas ... "; Canon Saverio Cinquemani: ", .. Yo calcu.
lo que entre 10 y 15 personas aproximadamente .. , estaban vestidos
de civil y portab~n armas largas, y también revólveres .. ,"; OIga
María Castro de Busso: ", .. entraron en el domicilio 5 ó 6 hom-
bres, fuertemente armados ... "; Orlando Niro: " ... ,en total. habían
unas veinte personas, en casa habían entrado 11 más o menos y
el resto estaban apostados atrás de árboles, con armas largas, .. ";
Nora Beatriz Bernal: " .. , fuimos interceptados por un grupo fuer-
temente annado, muy numeroso ... "; Héctor Busso: " ... Jlegó un
'fuerte grupo de militares uniformados, que llegaron en camiónes,'
por lo menos dos, recuerdo, y una camioneta que iba por delante,
y gran cantidad de soldados.,."; Juan Carlos Chavannc: " ... habían
aproximadamente entre 8 Ó 10 individuos armados, que me estaban
esperando, previamente antes de subir al ascensor noté algo total-
mente anormal porque en el mismo instante en que me metí en el
ascensor, 5 ó 6 ó 7 personas se metieron abruptamente en el ascen-
sor. .. "; Isabel Teresa Cerruti: "., .subo y me encuentro que hay
cinco o seis personas que aparentemente están esperando a alguien,
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están con armas ... "; Eduardo Osear Covarrubias: "... 5 ó 6 per-
sonas fuertemente armadas ... "; Julio Lareau: ... aparec~o una
partida de ap~oximadame~te 20 personas fuertemente armadas ... ".

En igual sentido, en líneas generales, se pronunciaron Matilde
Palmieri de Juárez; Liliana Alba Cante; Elba de Abrigo; Roberto
Carlos Peralta; Eisa Pereda de Racedo; Eisa M. Gianetti de Brid;
Gustavo S. Fernández; Victoria P. Yudi; Antonieta Contesi; María
E. ,Giunta; Nora A. Ungaro; Washington F. Pérez Rossini; Víctor
.Melehar Basterra; Esteban Mango; Daniel E. Rossomano; Mónica
M. Córdoba; Jorge A. Vaccaro; Rafael'Francisco Buissón; Mercedes
. Eduardo Cordero; Rubén Fernando Schell; Alberto Felipe Maly;
Héctor Eduardo Ciochini; Angel Florindo Ruani; Ana María Cara-
coche de Gatica; Adriana Calvo de Laborde; Miguel Angel Laborde;
Fernando Eustaquio Adamov; Jorge Alberto Braiza; León Gorzalcz-
ny; Fermín Gregorio Alvarez; Marcelo Gustavo Daelli; Jorge Alber-
to AlJeaga; Francisco Nicolás Gutiérrez; FideI Fabián Bustelo; Car-
los Enrique Pérez Risso; Ana María Ferrari de Fernández; Graciela
Márquez; Guillermo Marcelo Fernández; Norberto Ignacio Liwski;
Elba Rosa Fuentes; Alejandra Tadei; .Susana Margarita Sastre; Mar-
ta Haydée GarcÍa de Candeloro; Alfredo Luis Chaves; Graciela Bea-
triz DaIeo; Pedro Augusto Goin; Carlos Muñoz; Alejandra Naftal;
Thelma Doroty Jara de cabezas; Jacobo Timmerman; José Alberto
Deheza; Gladys Evarista Cuervo; Graciela Leonor Donato; Alberto
O. Dcrman; José Manuel Gavalda; Oiga Noemí Gordo de Gavalda;
Angela Beatriz Labollita de Choren; Jorge Amoldo López; Hugo.
Alfredo Zabala; Ragnar Erland Hagelin; Nemí Aníbal Lebed; Nor-.
ma C. Cozzi; Guillermo M. Fernández; Jorge F. Watts; Francisco
Manuel GarCÍa Fernández; Adrián César Cuello; Roberto MorCillo;
Marcos Salustiano Lobato; Marta del Carmen Francese de Bettini;
Da,niel Nemesio Diaz; Eduardo Gustavo Roth; Gustavo Darío Ló-
pez; Faustino José Fernández; Hipólito Solari Yrigoyen; Beatriz
Aicardi de Neuhaus; Enrique Mario Fuckman; Francisco Capit-
roan; Graciela B. Velázquez de Gigena; Ernesto Espiñeira; Mirta
H. Arenas; María Sánchez Vda. de Mosquera; Aldo R. Segault; Six-
ta Schiaffo de Del Cante; Norma Teresa Leto; Gilberto R. Ponce;
Samuel L. Zaidman; Alfonso Fernández; David Serra; Elena R. Cor-
bin de Capisano; Gustavo R. Píccolo; Teresa Lichi de Paz; Enrique
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Ghezan; Eugenio Capisano; Horaeio Santiago Levy; María A. Ma-
rrón; Estela H. Díaz; Nora B. López Tomé; RosalÍa Luisa Martinoia
de Vaccaro; Jacobo Ches ter; Susana María Laxague; Osvaldo Ba-
rros; Matilde E. Rodríguez Pineyma; Alberto S. Liberman; Carlos
Rafael López Eehagüe; Rosa Castagnola de Fernández Meijide; Mar.
la Bettini de Devolo; WaIter Dokters; Juan C. Mainer; Andrés Cas-
tillo; Sergio Andrés Voitzuk; Apolinaria del Rosario Garay de AI-
zogara)'; Inés Irene Alzogaray; María Verónica Lara; Ramón J. Aro-
zarena; Angel Carmelo Zamudio; Osvaldo Hugo de Negri; Juan de
Dios Quesada; Darío Emilio Machado; Yolanda Navarro de Niro;
Sara Dugan; Raúl Aguirre Saravia; Maricel MarIa Mainer; Alberto
Carmclo Garritano; Marta María Madariaga de Díaz; Beatriz Fcrnán-
dez de Realli; Alberto Eleodoro Miguel; Juan Agustín Motlo; Bea-
triz Castiglione de Covarrubias; Mario Feliz; Lidia S. Curiescs; Héc-
tor E. Piccini; Jorge César Casalli Urrutia; Cecilia Vázquez de Luls-
ky; Carlos Garda; Amalia Donadío; Dora Beatriz Garín; Ana María
Mohaded; Susana Leonor Caride; Pedro Atilio Velázquez Jbarra;
Guillermo Zurita; Edgardo Antonio Basile; Teresita Livia Palma;
Gloria J. Miranda de Gómez; Gloria María Palma; Jrma Eleheverry
de Eteheverry; Luis Roque Palomino; Francisco Rafael Díaz; Juan
José López; Juan Agustín Guillen; Hilda Brotman; Pedro Raeonto;
Juan Carlos Cerruti; Lázaro Jaime Gladstein; Angel Vicente D'Agos-
tino; Miguel Angel D'Agostino; Carlos Simsie; Elena Simsie de For-
tunato; María T. Coradechini de Garda; Leonardo Núñez; Enrique
Fernández Meijide; Clara Berestetzki de Jsrael ..

3) Otras de las características comunes, era que tales opera.
ciones ilegales contaban frecuentemente con un aviso previo a la
autoridad de la zona en que se producían, advirtiéndose incluso,
en algunos casos, el apoyo de tales autoridades al accionar de esos
grupos armados.

El primer aspecto de la cuestión se vincula con la denominada
"AREA LIBRE", que permitía se efectuaran los procedimientos sin
la interferencia policial, ante la eventualidad de que pudipra ser re.
clamada para intervenir.

Corroboran ]0 expuesto las manifestaciones formuladas en la
audiencia por Susana Margarita Sastre que dijo: " ... en ese mo-
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mento se produce un amontonamiento de autos en la calle ... , lo
que produce la aparición de la Policía y a la que estos señores le
decían hablaban del área, nosotros ¡vamos a pedir el área ... JI; Ale-
jandra Naftal: " ... se detienen en un lugar y ¡TIetiran al suelo del
coche y escucho que uno le dice al otro que está pidiendo zona libre,
el coche seguía andando, .. "; Emilio Fermín Mignone: " ... for-
mulamos la denuncia el día siguiente en la seccional 19'.l donde un
oficial. .. sin darme su nombre me dijo que habían pedido zona
libre ... "; Horacio Pantaleón Ballester: "". avanzaban tropas en
dirección a nuestra propiedad cuando se hallaban cerca del edifi-
cio abriera? fuego, el fuego les fue contestado desde adentra del
edificio, hubo un tiroteo bastante intenso, en medio del tifl?teo se
escuchaban gritos, no tiren somos del Ejército, no tiren somos de
la Policía, y al mismo tiempo se escuchaba una voz que gritaba: no
tiren carajo, esto es zona liberada ... "; Adolfo Teodosio Ocampo:
" ... mientras tanto el que parecía ser el jefe estaba frente a mí,
abrió la ventana y empezó a gritar siempre en términos muy lindos
na', hijos de puta no ~iren caraja, que es 'zona liberada', le pregun-
to qué quiere decir zona liberada, dice: entre Libertador y Santa'
Fe, es una zona que de 12 a 05 de la mañana, no entra nadie; los
mílicos se fueron, se reconocieron y se fueron ... ".

Lo nlismo sucede con lo señalado por Juan de Dios Quesada:
" ... Todos de civil, incluso en la puerta de la Caja había un poli-.
cía uniformado, que no intervino para nada, cuando sintió los ti-
ros ... "; Alejandra Tadei: " ... En el viaje de vuelta ellos aparente-
mente iban a exceso de velocidad y Jos paró alguien aparentemente
no sé si un zorro gris se dice, y entonces ellos se rieron porque dije-
ron, éste se pensaba que nos iba a hacer una boleta a nosotros,
porque aparentemente mostraron una credencial por lo cual pasa-
ron ens,eguida después que los habían parado .. ,"; Manuel A. Díaz:
" .. , Justamente frente a nuestra casa ... estaba un agent~ de poli-
cía, sintió los gritos y el bullicio pero no actuó, por temor a la re-
presión ... "; Enrique Carlos Ghezan: " ... me enteré que un vecino,
había alertado a la. comisaría y le dijeron que no se hiciera 'pro-
blema, que estaba todo controlado .. ,"; Leonardo Dimas Núñez:
" ... ahí es a una cuadra de la Comisaría 26~,pasamos a 20 metros
de la Comisaría 26~, donde estaban estacionados todos, los patrulle-
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ros, son 5 coches donde iban aproximadamente 3 o 4 personas, por
auto, con armas largas, no son interceptados para nada... teórica~
mente la vigilancia de los patrulleros los tendría que haber visto en
ese momento, pasamos a 20 metros ... '; Gracicla Leonor Donata:
" ... me entero que un vecino de la casa de al lado, que cuando
vio que llegaba a la casa esta gente pensando que eran ladrones,
llamó a la policía, viene 'un patrullero de la Comisaría de Ramos
Mcjía, que queda ahí a unas siete u ocho cuadras, y se identifican,
eso es 10 que me relatan los vecinos, se identifican con la gente
que estaba en el edificio y el patrullero se retira ... "; Clotildc Aman-
da Folgan de Gonzálcz: "... En dos oportunidades vinieron de la
Comisaría .39 y de la Comisaría 37, porque ellos dejaban los coches
arriba de las veredas, entonces venían a ver por qué razón estaban
dos coches .arriba del la vereda. Entonces salía este señor que de-
CÍan que era capitán, les enseñaba una credencial, hablaba con ellos
y entonces ya no molestaban .más"; Jorge Amoldo López: " ... Los
vecinos cuando vicron que estaban saqueando la casa se fueron
hasta la Comisaría de Carlos Paz y vino un patrullero, cuando vie~
ne el patrullero ya al chico se lo habían llevado. Creo que se habían
ido 2 coches, y uno había quedado en las proximidades, creo que
así, y la policía de Carlos Paz le da la orden de detención a los
señores estos que estaban en. un auto ... le hacen salir con las ma-
nos en ]a nuca, le piden las credenciales y estos señores gritaban
en forma desesperada 'no tiren que somos militares', le piden las
credenciales, les sacan las armas, charlan y le hacen la venia y a
todos los vecinos los hacen entrar a sus domicilios para que nadie ...
que digan que no han visto y que acá no había pasado nada. Se
van los dos coches, el patrullero y este último coche que quedaba,
de estos delincuentes ... Con él fuimos a Carlos Paz y ahí estuvimos
con el Comisario Navarro Oros, quien' nos dijo que efectivamente
]1abían ido a buscarlos los vecinos del barrio (Solares de Ensenada»
donde me domiciliaba y que ellos habían hecho un procedimiento
porque no sabían que eran militares los que habían allanado mi
casa, que sino no lo hubieran hecho, porque en esa forma se habí~
enterado todo el barrio ... lO; Juan Carlos Cerruti: " ... se lo llevaron
encapuchado, en ese momento procedieron también a un saqueo
absoluto de la casa... Con un como le digo, con una impunidad
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verdaderamente sorprendente habida cuenta de que la casa se en-
cuentra en pleno centro de, es dedr está la Plaza de Ch~cras de
Caria, con la Comisaría, inmediatamente está la escuela, y luego la
casa grande. O sea que era imposible digamos que la policía no
detectara semejante escán4alo, además llegaron en varios automó-
viles ... ".

Si bien los nombrados no se refieren expresamente a la deno-
minada "Area Libre", la circunstancia de resultar negativos los pe-
didos que se haCÍan a las autoridades policiales para que inter-
vinieran y más aún, la total pasividad que éstas adoptaban cuando
los operativos se haCÍan en zonas con vigilancia policial, permiten
suponer que los referidos procedimientos ilegales contaban con el
conocinliento preyio .de aquéllas.

No sólo adoptaban esas precauciones con las autoridades poli-
ciales en los lugares donde debían intervenir, sino que en muchas
ocasiones contaban con su colaboración para realizar los procedi-
mientos como así también para la detención de las persopas en las
propias dependencias poliCiales.

Así lo manifestaron en la audiencia, Alberto Bujía: " ... yo es-
taba en una lista donde estaban interrogando a todos los funciona-
rios de la Provincia de Buenos Aires, entonces me presenté espon~
táneamente ... estuve ahí en el J? de Palermo ... Después de ahí
fui llevado a la Seccional 21~ de la Policía Federal donde estuve
detenido por tres o cuatro meses, más o menos... Por ninguna
causa, nada ... "; Marta Haydée GarCÍa de Candeloro: " ... cuando
oí que salía mi esposo y gritaba Marta me secuestran,- me volví, y
en ese momento empecé a pedir explicaciones, qué estaba pasando,
qué pasaba, dónde iba, lo llevaron esposado, entonces uno de los
señores se identificó como oficial de la PoliCÍa Federal y que lo lle~
vaban detenido a la PoliCÍa FederaL.. la camioneta en la cual lo
llevaban era de la Repartición de la Policía Federal ... "; Irroa An-
gélica Casas: " ... Pregunta: ¿Quiénes lo detuvieron? Respuesta:
Personal de civil y personal militar. Algunos deCÍan que perteneCÍan
a la Policía Federal, y los demás, por supuesto que estaban vestidos
de militar, deCÍan que eran militares ... "; José Moyana: <t, ••• y pos~
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teriormente se hizo presente personal de las Fuerzas Armadas en
vehículos de las Fuerzas Armadas y a su vez personal policial y
actuaron bomberos ... JI; Osear Mario Constanzo: 1/... Sí, fue dete-
nida en la vía pública, llevada a la Jefatura de Policía de la Ciudad
de Rosario ... , pregunta: ¿A qué fuerza pertenecían?, respuesta:
Fuerzas Policiales y del Ejército, yo no tengo los documentos camó
para ser probatorio, pero ... vestían de uniforme ... "; Raúl Tierno:
" ... fui detenido el 15 de mayo de 1976... , fue un operativo con-
junto, digo así porque participaron soldados ... y eh, policías de la
Brigada de Investigaciones de la Provincia del Chaco... y nos lle-
van hasta la Brigada de Investigaciones del. Chaco ... "; Angel Flo-
rindo Ruani: " ... se escuchaba por la radio de los autos que eran
personal de Robos y Hurtos... me condujeron a la Jefatura de
Policía de Rosario ... "; Miguel Ange~ Ferreyra: 11... era un grupo
de personas ... , me dijeron que eran de la Policía, les pedí identifi.
cación, lTIemostraban una credenciaL.. Pregunta: ¿Leyó qué deCÍa
la Policía Federal?; Respuesta: Sí, señor ... "; Francisco Rafael Díaz:
" ... Pregunta: ¿Quién lo detuvo a Ud.? respuesta: El Subjefe de
Policía, Sr. Albornoz ... "; María Elba Rama Molla: "... pido que
se identifiquen y por entre l~ rendija de la puerta abierta una per-
sona me muestra una especie de cédula plástificada atravesada por
las palabras "Policía Federal' ... "; Humberto Filemón Campos: " ...
Me presenté en Central en Jujuy. Pregunta: ¿Por qué se presentó
detenido?; respuesta: Porque cuando yo estaba en el colegio, al
regresar a mi casa me enteré que me habían revuelto la casa ...
y me había enterado de la detención, del operativo ... , pregunta:
¿Quién había hecho ese operativo? Respuesta: Y, según, a mi enten-
der fueron fuerzas conjuntas, de Gendarmería, Policía y Ejército ...
Luego fui sacado hasta la Central de Policía ... "; Carlos Muñoz:
" . .. nos llevan hasta la Comisaría 20, Cochabamba entre Catamar.
ca y Jujuy "; Juan Carlos Apezteguía: " ... había allí oficiales del
Ejército que nos entregan a fuerzas policiales que nos suben a
patrulleros con los cuales nos conducen a la Superintendencia de
Seguridad Federal. .. "; Elena Susana Mateo: " ... se presentó el día
28 de mayo del 76, en las oficinas de la Policía de la Pcia. de Jujuy,
pregunta: ¿Por qué se presentó? Respuesta: El había recibido una
citación en su estudio... y le avisan que lo habían ido a buscar
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unos policías... entonces él se presenta al mediodía en la policía
para ver de qué se trataba la citación... y queda detenido... El
jefe de Policía me da la autorización ... y lo veo en las oficinas de
la Policía de la ProvincIa ... "; Marcelo Hoffman: " ... iba llegando
a mi trabajo... vi unos cuantos camiones militares parados,.. al
llegar al hotel encon~ré un coche, un patrullero... policial, de la
PoliCía Federal, por lo menos era azul y celeste ... , pregunta: Pro~
siga, se ponía en marcha y se lo llevaban? Respuesta: Sí señor, yo
lo vi a él sentado mirando hacia adelante ... ".

Se expiden en igual sentido el capitán de fragata José Félix
Bussico quien en la audiencia dijo: lO ••• Sí, el centro de operación
como tal estaba establecído en el Salón Dorado ... " -de la ESMA-
" . .. las comunicaciones telefónicas que cursábamos por la red in-
terna de la Escuela el corresponsal para nosotros era directamente
Dorado, nos llamábamos así a ese lugar, y de allí se daban indica-
ciones que iba a salir la columna, de que había que abrir el portón,
etc., y se daban en esa oportunidad previo a la salida de la columna
la orden al Jefe de Permanencia de que hIciera la solicitud de Area
Libre, la solicitud de área libre se hada en un principio durante los
primeros meses a la Comisaría del lugar que Dorado indicaba des-
pués y supongo que a raíz de algún contratiempo no sé muy bien
cuál se exhortaron los pedidos directamente del Comando Uno del
Ejército, donde eran recibidos digamos por nuestro par un Jefe de
Permanencia. Pregunta: ¿Qué significaba este pedido de zona libr~
o área libre? Respuesta: Bueno, lo que yo entiendo es que se le avi-
saba a la Policía que no interfiriera en operaciones que se llevaban
a cabo en esa área ... "; el entonces Subcomisario de la Policía de
la Provincia de Buenos Aires, Francisco Nicolás Gutiérrez: "... Mi
jefe tenía conocimiento porque se le pidió Area Libre como es de
estilo. .. Pregunta: ¿Había usted, estando en funciones, recibido
otras comunicaciones o pedido de Ar~a Libre? Respuesta: No, por~
que se pedían en tercer piso, que eran las oficinas de radio ... H; Ri-
cardo Alberto Ambrosini, quien fuera conscripto de guardia en el
Aeropuerto de Ezeiza: " ... Pregunta: ¿En alguna oportunidad re-
cuerda que le hayan comunicado que iba a efectuarse algún operativo
tendiente a detener a alguna persona? Respuesta: Sí, señor ... Pre.
gunta: ¿Quién le transmitió e~ta comunicación? Respuesta: Del
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puesto de guardia N? 1, se encuentra en la planta baja del edificio
de estación, el suboficial que estaba encargado de ese puesto in-
formó que vía radio se comunicaba que iba a haber uti operativo
para detener una persona "; César Miguel Górnez, quien se des-
empeñara como brigadier: " si para el caso que la Fuerza de Ta-
reas Cien, tuviera que efectuar una detención en la zona, comuni-
caba a la policía para evitar enfrentamiento? Pregunta: ¿Compren-
dió la pregunta? ... Si personal de .la Fuerza de Tareas Cien, debía
realizar algún procedimiento en él, en la subzona, en el área asig-
nada, daba avi.50 previo a las comisarías, o a la Policía de la Pro-
vincia para que tuvieran conocimiento de eso. Respuesta: Señor, la
policía. nos dependía, por .lo tanto estaba en conocimiento de las
cosas que nosotros, que la Fuerza Aérea tenía, fuerza de tarea, tenía
que hacer. Fiscal: ¿A qué se denominaba área libre? Pregunta: ¿Co-
noce esta expresión, área libre, a qué correspondía? Respuesta: Area
libre, por 10 que tengo conocimiento, es cuando se solicita, o el
comando determinaba un área donde iba a operar una fuerza para
que no intervenga otra fuerza. Pregunta: ¿Esto tiene algo que ver
con esa notificación de ingreso de otras, de fuerzas de otra arma,
a las que hada usted referencia recién? Respuesta: Así es seña,!;,... ".

I

Por su parte Faustino José Carlos Fernández refirió en la au-
diencia que, durante su cautiverio en el lugar donde estuvo deteni-
do " ... existía el uso de dos teléfonos, una linea no sé si era directa
pero en la causa que está radicada ante el juez Ruiz Paz, en el Juz-
gado de Morón, el Jefe de la División Cuatrerismo de la Policía de
la Provincia de Buenos Aires, en ese entonces, no sé qué oficial es,
reconoció que había cedido a pedido del Primer Cuerpo de Ejército,
del cual dependía ese predio, el uso de esa línea telefónica; con esa
línea telefónica una de las actividades que se desarrollaban era para
pedir Arca Libre; Area Libre era una especie de como salvaconduc-
to para desplazarse por determinados sectores urbanos, no puedo
decir desde ya a quien lo solicitaban ... Se escuchaban algunas co-
municaciones que decían Arca Libre, pedimos Arca Libre ... ".

Finalmente en ocasión de ser indagado el General (R) Viola
al respecto, sostuvo: •.... que aunque no fueran expresiones utili-
zadas en la directiva impartida por el Comando en Jefe del Ejército,
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es indudable que en determinadas circunstancias, cuando se pre-
veían .enfrentamientos que podrían provocar daños irreparables a
personas inocentes, se utilizaba esa expresión a efectos de que los
. distintos elementos de las fuerzas no perturbasen su acción entre
sí,

4) El cuarto aspecto a considerar eon característica común, con-
siste en que los secuestros ocurrían durante la noche, en los domi~
cilios de las víctimas, y siendo a~ompañados en muchos casos por
el saqueo de los bienes de la vivienda.

a) En cuanto a lo primero, ello ha quedado 'debidamente acre-
ditado con las manifestaciones prestadas en la audiencia por: José
Manuel Gavalda; Guillermo Rolando Puerta; OIga Noemí Gordo de
Gavalda; María N. Viqueira de Zorrilla; María Leonor Tesso de Bais-
man; María Elena B. de Miani; Ca~los Enrique Miralles; Susana
Ferramola de Goin; Héctor. Ballent; Ricardo D. Weschenberg; Gra-
ciela Leonor Donato; Alejandra Tadei; Luis Andrés; Alfredo L. Cha-
ves; Elena Alfara; Alejandra Naftal; Thelma Jara de Cabezas; Juana
.Astiz; FermÍn Gregorio Alvarez; Francisco N. Gutiérrez; Fidel Fabián
Bustelo; Alfredo Nicolás Bataglia; ,Ana Inés Quadros Herrera; Ana
María Ferrari de Fernández; Guillermo MarceJo Fernández; Washing-
ton Pérez Rossini; Silvia O. Viotti; Silvia O. Viotti (h); EIsa Koif-
man de De Acha; Daniel Rossomano; Zulema Dina Ches ter; Mónica
Córdoba; Beatriz Boves de Marandet; Roberto C. Peralta; EIsa Gia-
nettf; Gustavo S. Fernández; Victoria P. Yudi; Antonieta Contesi;
Graciela M. Santo; Jorge Osvaldo Cardozo; Nora A. Ungaro; Iris E.
Pereyra de Avellaneda; Rafael Francisco Buissón; Héctor Eduardo
Ciochini; Julio C9sar Miralles; Gustavo Caraballo; Maricel Marta
Mainel'; Claudio Niro; Aída Pérez Jara de Barreira García; Beatriz
Castiglione de Covarrubias; Gustavo J. Píccolo; Eugenio Capisano;
Rodolfo Barberán; Estela H. Díaz; Nora Beatriz López Tomé; Rugo
Luciani; Sergio Andrés Voitzuk; Apolinaria del Rosario Garay de
Alzogaray; Inés Irene Alzogaray; Ramón J. Arozarena; María Ange-
les Larregui de Arozarcna; Edgar Rubén Chabral; María Pabla Ama-
rante de Chabrol; Jorge Alberto Braiza; Estrella Iglesias Espasan-
dín; Alberto C. Lucero; Héctor H. DomÍnguez; Hilda Brotman; Mi~
guel Narváez; Mario Marchese; Juan Carlos Prevotel; Jorge Arnaldo



134 FAUOS DE LA CORTESUPREMA

Lópcz; Javier A. Casaretto; Hugo Alfredo Zabalo; Noemí A. Lcbed;
Nélida Jáuregui; Margarita Michelini; Elmer Fcssia; Irma Angélica
Casas; Marcos Weinstein; Roberto Osear Arrigó; Elsa Ramona Lom-
bardo; Susana Leonor Caride; Isabel Fernández Blanco de Ghezán;
Micaela Priotli de Vjjande; María Leonor González; Modesta Vá~.
quez; Alfredo Pedro Bravo; Lucas Orfanó; Nicolás Trivelli; Marta
Hilda acampo; Adolfo Teodosio acampo; Horacio Pantaleón Ba-
llester; Eduardo Samuel Andrew; Eisa Rosa Fuentes; Fernando
Héctor Hidalgo; Carlos Rafael López Echagüe; Eduardo Osear Co-
varrubias; Serafín Barreira Garda; María Alejandra Fernández Mei-
jide; Enrique Fernández Meijide; Rosa Graciela Castagnola de Fer-
nándcz Meijide; Martin Fernández Meijide; Alvaro Aragón; Juan
Carlos Cerruti; Clara Berestetzki de Israel; Angel Vicente D'Agos-
tino; Alba E. Vacearo; Rosalía Luisa Martinoia de \lacearo; Jaco-
bo Chester; Susana Maria Laxague; Osvaldo Barros; Miguel Angel
Ferreyra; Adolfo Núñez; Pedro Atilio Velázquez Ibarra; Enrique
Godoy; Juan Carlos Benítez; alga María Castro de Busso; Aparicio
Carlos Eteheverry; Esteban Garcia Blanco; Hebe A. Serna de Pal-
ma; Héctor Busso; Josefina Modesta Ciachino de Cerruti; Gracicla
Velázquez de Gigena; Ernesto Espiñeira; Mirla H. Arenas; María
Sánchez de Mosquera; Sixta A. Schiaffo de Del Conte; Norma T.
Leto; Zulema Ayllon La Croix; Delicia Córdoba de Mopardo; Roberto
Morcillo; Susana Roca de Estrada; Marta. del Carmen Francese de
Bettini; Daniel Nemesio Díaz; Víctor Alberto Carminati; Pablo Ale-
jandro Diaz; Eduardo Gustavo Roth; Ricardo Mengato; Gustavo Da-
río López; Faustino José Fernández; Hipólito Solari Yrigoyen; Eu-
logia Cordero de Garnica; Teresita Livia Palma; Eva Alsa Brid de
Peralta; Aluérico Osear Abrigo;. Arcario Alvare7.; Miriam Marx; Glo-
ria María Palma; Manuel Alberto Díaz; Ana María Medina de Díaz;
Guillermo Alberto Lorusso; Juan Carlos Díaz; Matilde Palmieri Juá-
rez; Lidia Araceli GutiÚrez; Isabel Ishkanian de Kalaidjian; Asilú
Sonia Mancciro de Pérez; María Elba Rama Molla; Enrique Rodrí-
guez Larreta Martínez; Héctor Narváez; Eduardo César Maldonado;
Raúl Eduardo Contreras; Néstor Daniel Bambozzi; Alba Margarita
López; Gustavo Adolfo Contcpomi; Da~iel Romano y Sara Rita Mén-
dcz Lampodio, pues todos ellos están contestes en afirmar que los
procedimientos se realizaban en horas de la noche.
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Cabe tener presente como uno de los elementos determinantes
de la cantidad de hechos ocurridos en esas horas, que en los años
en que se han registrado mayor número de casos (1976/1977/1978).
computando las 3000 causas tenidas a la vista por el Tribunal en
las que consta la hora del hecho, se aprecia que 1981 fueron come-
tidos durante la noche, y sólo 1019 durante el día. En porcentajes:
66 % nocturnos y 34 % diurnos, corroborándose así las proporcioM

nes que al respecto refleja el libro "Nunca más", de la Conadep,
donde en su página 25 da cuenta de que el 62% de las desaparicio-
ne; tuvieron lugar de noche, y el 38 % restante, de día.

b) En lo que respecta a que la mayoría de los hechos ocurrían
en los domicilios de las víctimas, también ha quedado fehacienteM

mente demostrado, según resulta de las manifestaciones coneordanM

tes que en tal. sentido prestaron en la audiencia José ManeI GavalM
da; Guillermo Rolando Puerta; Oiga Noemí Gordo de Gavalda; Ma-
ría Nieves Viqueira de Zorrilla; María Leonor Tesso de Baisman;
María Elena B. de Miani; Carlos Enrique Miralles; Susana Ferra-
mola de Goin; Héctor Ballent; Ricardo D. Weschenberg; José Al-
berto Deheza; Pedro Luis E. Greaves; Luján Nereida Valenzuela
de Fraga; Graciela Leonor Donato; Pedro Ruiz; Alberto O. Derman;
Gaspar V. Maly; Alcides S. Chiesa; Perla Wainstein de Coldman; Ale-
jandra Tadei; Alfredo Luis Chaves; Elena Alfaro; Alejandra Naftal;
Jacobo Timmerman; Juana Eloísa Astiz; Fermín Gregorio Alvarez;
Marcelo Gustavo Daelli; Francisco Nicolás Gutiérrez; Fidel Fabián
Bustelo; Alfredo Nicolás Bataglia; Ana María Ferrari de Fernández;
Guillermo Marcelo Fernández; Norberto Ignacio Liwski; WashingM

ton F. Pérez Rossini; Silvio O. Viotti; Silvio O. Viotti (h); OIga Koif-
roan de De Acha; Víctor M. Basterra; Daniel E. Rossomano; Zulema
Dina Chester; Félix Granovsky; Beatriz Boves de Marandet; Roberto
Carlos Peralta; Eisa M. Gianetti de Brid; Gustavo S. Fernández; Vic-
toria P. Yudi; Antonieta Contesi; María E. Giunta; Graciela M. Sou-
to; Jorge Osear Cardozo; Nora A. Ungaro; Iris E. P~reyra de AveM

llaneda; Héctor Eduardo Ciochini; Adriana Calvo de Laborde; Fer-
nando Eustaquio Adamov; Julio César Miralles; Luis Villar Riat de
Miralles; Gustavo Caraballo; Maricel Marta Mainer; Alberto Car-
lnelo Garritano; Marta María Madariaga de Díaz; Claudia Niro; Aída
Pérez Jara de Barreira García; Beatriz S. Castiglione de Covarru-
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bias; Leonardo Dimas Núñez; Elena Corbin de Capisano; Gustavo
A. R. Píccolo; Teresa Lichi de Paz; Eugenio Capisano; Horacio S.
Levy; Rodolfo A. Barberón; Estela H. Díaz; Nora B. López Tomé;
Hugo P. Luc.iani; Marta Bettini de Devoto; Juan C. Maine.r; Sergio
Andrés Voitzuk; Apolinaria del Rosario Garay de Alzogaray; Inés
Irene Alzogaray; Eduardo Sweibe Rahe; María Verónica Lara; Ra-
món J. Arozarena; María Angeles Larrcgui de Arozarena; Pablo José
Chabrol; Edgar Rubén Chabrol; María Paula Amarante' de Chabrol;
Arturo Miguel Ruffa; Liliana Inés Deulsch; Ramón Aquiles Verón;
Ricardo Castro; ESlrella Iglesias Espasandín; León Gorzalczny; Ru-
bén Daría Martínez; Juan Antonio Frcga; Alberto C. Lucero:; Héctor
A. Domínguez; Hilda Brotman; Juan Agustín Guillen; Ricardo Bus-
tos; Mario Marchese; Juan Carlos Prevolel; Jorge Amoldo López;
Javier A. Casarclo; Hugo Alfredo Zabalo; Alberto Osvaldo Levy;
Jorge Alejandro Ruiz; Ezequiel A. Dago Holmberg; Nemí A. Lebed;
Nélida Jáuregui; Norma C. Cozzi; Margarita Michelini; Guillermo
H. Fernández; Jorge César Casalli Urrutia; Trma Angélica Casas;
Beatriz Boves de Marandet; M~rcos Vvcinstcin; Roberto Osear Arrigo;
Eisa Ramona Lombardo; Susana Leonor Caride; Mario Feliz; Mo-
desta Vázquez; Héctor Osvaldo Miralles; Lucas Orfalló; Juan Car-
los Guaríno; Nicolás Trivelli; MarIa Hilda Ocampo; Adolfo Teodo-
sio Ocampo; Horacio Pantaleón Ballesler; Eduardo Samuel Andrew;
EIsa Rosa Fuentes; Yolanda Rosa Contrcras de Leiva; Carlos Rafael
Lópcz Echagüe; Eduardo Osear Covarrubias; Serafín Barreira Gar-
cía; Maria Alejandra Fcrnández Meijide; Enrique Fernández Meiji-
de; Rosa G. Castagnola de Fernández Meijide; Alvaro Aragón; Juan
Carlos Cerruti; Clara Beresletzki de Israel; Angel Vicente D'Agos-
tino; Miguel Angel D'Agostino; Elba E. Vacearo; Rosalía Luisa Mar-
tinoia ,de Vaecaro; Jaeobo 'Chester; Raúl Tierno; Mareclo A. Chavan-
oe; Julio Lareu; Susana María Laxague; Marina Kriscautzky; Os-
val do Barros; Miguel A. Ferreyra; Beatriz Taub; Matilde E. Rodrí-
guez Pineyrna; Ernesto de Estrada; Adolfo Núñez; Alberto S. Liber-
roan; Jesús Agustín Rodríguez; Enrique Godoy; Juan Carlos Benítez;
.Olga María Castro de Busso; Aparicio Carlos Etcheverry; Esteban
Garda Blanco; Hebe A. Serna Vda. de Palma; Héclor Busso; Jose-
fina Modesta Ciachino de Ccrruti; Graciela B. Vclázquez de Gigena;
Ernesto Espiñeira; Mirla H. Arenas; María Sánchez Vda. de Mas-
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quera; Sixta A. Schiaffo de Del Conte; Norma T. Leto; Roberto C.
Moyano; Zulema Ayllon La Croix; Samuel L. Zaiman; Alfonso Fer-
nández; David Serra; Adrián César Cuello; Delicia Córdoba de Mo-
pardo; Roberto Morcillo; Susana Roca de Estrada; María del Car-
men Francese de' Bettini; Daniel Nemesio Díaz; Víctor Alberto Car-
minati; Pablo Alejandro DÍaz; Eduardo Gustavo Roth; Ricardo Men-
gatto; Gustavo Darío López; Faustino José Carlos Fernández; Hipólito
Solari Yrigoyen; Eulogia Cordero de Garnica; Claudio Marcelo Tam-
burrini; Irma Etcheverry de Etcheverry; Manuel Alberto DÍaz; Ana
María Arrastia Mendoza; Guillermo Alberto Lorusso; Matilde Pal-
mieri Juárez; Lidia Araceli Gutiérrez; Norma Elena DÍaz; Juan An-
tonio Rivero; Bernardo Florio Schiffrin; Isabel Ishkanian de Ka-
laic1jian; Félix Granovsky; María del Carmen Pérez de_Sosa; Asilú
Sonia Manceiro de Pérez; María Elba Rama Molla; Enrique Rodrí-
guez Larreta Piera; Héctor Narváez; Eduardo César Maldonado;
Horacio Hugo Russo; Néstor Daniel Bambozzi; Alba Margarita Ló~
pez; Gustavo A. E. Contepomi; Daniel Romano; Sara Rita Méndez
Lampodio; Antonia Cifre dc Idiart; Hilda Daseville de Larrain;
EIsa Margarita EIgoyhen; DarÍo Machado; Lidia S. Curieses; Héctor
E. Piccini; Ramón Miralles; Huaraki .Matsuyama; Francisco ~ardozo
Cataldi; Roberto E. Mancini .

. Corrobora 10 expuesto, el porcentaje que al respecto refleja
el libro "Nunca Más" de la Conadep a fs. 17, donde indica que el
62 % de las desapariciones de personas ocurrieron en el domicilio
de las víctimas.

Por su parte, Eduardo Rabossi, Subsecretario de Derechos Hu.
manos refirió en la audiencia que según las estadísticas que habían
practicado, alrededor del 70 % de los casos de personas desapare-
cidas habían sucedido en st;ls propios domicilios, o en los lugares
de trabajo o estudio.

Así también Luis Joinet, miembro de la Subcomisión de Dere-
chos Humanos de las Naciones Unidas, en ocasión de prestar de~
daración en la audiencia, sostuvo que el grupo de trabajo que. se
encargó de este tema, había demostrado estadísticamente que el
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70 % de las desapariciones en la República Argentina ocurrieron
en los domicilios o en los lugares de trabajo de las víctimas.

e) En ]0 referente a que, en muchos, casos, los secuestros iban
acompañados por el saqueo de los bienes de la vivienda, han de~
darado en la audiencia: Norma Teresa Leto: " ... y veo que tenían,
que habían sac~do de mi casa objetos, como radio, grabador, etc .";
Lidia Susana Curieses: ..... Se habían lle"ado todo lo lle"able .
calculadoras, radio, bolsos, alhajas, una valija llena de ropa, o sea
en este momento no re~uerdo las cosas de valor, pero hasta los
naipes, con eso le digo todo ... Fui varias veces al servicio de infor-
mación a reclamar mis cosas, la policía decía que lo tenía el ejér-
cito y finalmente me devolv.ieron unas pavadas ... "; Iris Pereyra de
Avellaneda: " ... me l1evaron cualquier cantidad de dinero, exacta-
mente alrededor de 2.600 pesos viejos, millones viejos, una máquina
fotográfica, un proyector, que desgraciadamente no era nuestro, una
escopeta 16 con papeles y todo ... H; Juan Agustín Guillen: 'H ... a
continuación empezaron a tomar bolsos, .llenarlos con ropa, prácti-
camente, digamos toda la ropa de bebé que nosotros teníamos de
nuestro hijo, se llevaron todo, algunos enseres, grabador, una má-
quina de escribir, ropa, algo de dinero que había ... ti; Rosa Daneman
de Edclberg: "... han robado un montón de ropa, juego de cu-
b.iertos, y una cantidad de cosas que se han llevado y pusieron
en un camión que estaba en la puerta, así que han hecho lo que
han querido, han robado lo que han querido. .. se habían Ile"ado
varias cosas, varios artículos de valor como una máquina fotográ-
fica, relojes ... ti; Roberto Oscar Arrigo; "... estuvieron dentro del
departamento, las cosas que les gustaban las tomaban para si, por
ejemplo pares de guantes, paraguas, media docena de platos, tres
docenas de pañuelos, etc .... H; .Alfonso Fernández: "... Luego no
sé si fue ese mismo día O al otro ,día, uno o dos días no recuerdo,
obsenré movimientos en mi casa y ví que estaban cargando en un
camión muebles y todos los enseres de la casa ... "; Carlos Lorus-
so: "... estaba todo revuelto, todo destruido, se habían robado
prácticamente todas las cosas que había adentro, cosas insólitas,
incluso un crucifijo y un rosario de porcelana ... "; Matilde Rodri-
guez de Gutiérrez R,uiz:. "... se dedicaban durante un largo rato
al saqueo de la casa, se llevaron todo objeto de valor, todo tipo de
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documentación, vaciaron enteros los cajones del escritorio... se
llevaron las cosas en siete valijas de propiedad nuestra.' Pregunta:
¿Puede mencionar algunos de esos objetos de valor que' sustraj~-
ron? respuesta: SÍ, alhajas, dinero, cubiertos de plata, intentaron
robar un amplificador, en fin cortaron un bafle, valijas y, todo lo
demás me parece que eran documentos, papeles, enorme cantidad
de papeles, todo lo que había de papeles en la casa ... "; Juan Gue-
lar: "... durante alrededor de dos horas se dedicaron al saqueo,
robaron cuanto bienes de val,or existían en la casa, vinieron' muy
organizados,. trajeron valijas _y elementos para poder transportar
los bienes de todo el saqueo ... se llevaron cuantos bienes de valor
existían en la casa, dinero, alhajas, marfiles, cuadros ... H; OIga N.
Gordo de Gavalda: " ... esa ,mujer se puso en un bolso todo lo que
encontró de mi hija, perfumes, talcos, todo lo que encontró y tam~
bién habían desaparecido el televisor y el árbol de Navidad que mi
hijo ya les estaba preparando ... "; Marta Chester:' (/... nos dimos
cuenta que teníamos q~e hacer grandes diligencias, pero notamos
también que faltaba muchos objetos del hogar ... "; Ana Rosa Drak:
" ... vino la. hija de Chester' que era una niña de trece años deses-
perada, llorando, contando que había habido un procedimiento mili-
tar, en la casa, con robo ... que fueron a la casa, comprobaron que
era cierto, estaba toda la casa en desorden, un gran mueple vol-
cado ... ".

En igual sentido se pronunciaron en la audiencia Ricardo
Obando' quien dij'o: ". se llevaron algunas cosas entre ellas un
anillo con un rubí de 8 kilates, algunos dólares que tenía ... "; Ro~
sario E. Quiroga: " ... en la época de mi detención... fui despo-
jada de mis joyas, reloj, anillos y otros objetos personales inclusive
mis documentos de identidad. " ."; José Luis GarCÍa: ".:. en la
casa de mis padres se llevaron todos los' elen1entos, televisores, ra~
dios, aparte dinero y algunas joyas ... "; Horado' Santiago Levy:
" ... algunos 'relojes, lo que encontré;lron de oro, un dinero, y todo
lo que digamos tenía alg,o de val~Jr, y se qued~ron toda la noche,
al día siguiente se ret~raron, lo que había de valor no quedó na~
da ... "; Gregario Lerner: "... se llevaron una botella de whisky
llena, se llevaron unas alhajitas... y se llevaron un aparato Joto~
gráfico ... "; Carlos E. Miralles: "... nos preguntan si tenÍan10s
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armas. Los ponemos en conocimiento que teníamos armas oc uso
civil, que estaban declaradas... luego de eso de tomar posesión
de las ,arn1as ... "; Héctor Narváez: ".. comenzaron hurtándonos
.relojes, anillos, cadenas, etc., todo objeto de valor que ll.cvaron en
el cuerpo ... "; Gloria J. Miranda de Gómez: " ... no había absolu~
tamente nada, habían hecho un procedimiento en el cual se habían
llevado los muebles, la heladera, las cortinas, etc .... ' se llevaron
todo lo que había en la caja fuerte, planchas, etc.... se llevaron
todos los caballos en el mes de octubre del 77... "; Hipólito Solari
Yrigoyen: " ... cuando yo fui detenido en mi casa el 17 de agosto de
1976 saquearon todo mi domicilio y entre ellos ese bastón de marfil
y oro que era un recuerdo de mi abuelo ... P; Raúl Tierno: " ... re~
volvieron toda la casa, se alzaron con lo que podíán, una máquina de
escribir importada mía, unas cosas de oro, dinero, efectos ... ";
Osvaldo Acosta: "... en cuanto a los bienes muebles, se apode-
raban en el acto de la detención, se llevaron todo... respecto de
Jos bienes muebles también se llevaron -un auto de mi propie-
dad ... P; Carmen' Lidia Tucci de Alvarez: "... un grupo de enca-
puchados van a la casa de Orfelia Calvar de Tucci, creo que la van
buscando a ella, pero al otro día vienen camiones de la. Aeronáu~
tica, y según ]0 que me dijeron los vecinos, se llevaron todo, era
una prefabricada, se llevaron todo lo que había, la heladera, biblio-
tecas, un coche que tenía mi hermano ... "; Ramón Aquiles Verón:

en los vehículos nos llevaron a nosotros, las personas, y en
Jos camiones cargaban todas las cosas de la casa, puertas, venta-
nas, cocina, etc .... P; Sara Rita Méndez Lampodio: fI ••• Pregunta
¿Sustrajeron o dañaron algo? Respuesta: Sí, ataron una funda y
empezaron a ~ntroducir todo lo que encontraban de .valor en la
casa ... "; LiJa V. Pastoriza de Hozami: " ... según me dijo se habían
llevado todo Jo que había ahí ... "; Gracicla Leonor Donato: " ... el
primer ruido que oigo es el que hicieron al sacar todas las alhajas,
de mi alhajero, y a partir de ahí, ruidos de todo tipo ... me habían'
atado muy flojamente, yo lue desprendo de ello, cuando salgo veo
mi departamento que parecía que había caído uria bomba, se lleva-
ron montones de cosas, ropa, artefactos eléctricos, algunos libros ...";
Ana María Gmoser de Zieschank: " ... porqué habían llevado tapado,
garnulán, carpetas trabajadas, valores personales, efectos personales
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de valor, por que"habían llevado álbumes de fotografías que real~
mente eran cosas personales ... "; Antonia Lugarda Cifre de Idiart:
" roban todo, lo que ella tenía en su' casa ... Me .enteré por veci-
nos me llamaron, ... encontré la ,casa totalmente destrozada, sus
ropas destrozadas, y ningún mueble de la casa ... 1/; Eulogia Corde:;,~o
de Garnica: " ... Sí,' me robaron algunas cositas de los chicos, pero
me hicieron pedazos colchones, juegos de living, todo lo que ellos
pudieran hacer pedazos lo hicieron pedazos. .. me robaron ropa de
mis hijos nueva, juegos de sábanas nuevas, que estaban todas así
guardadas, juego de manteles, cadenas de oro," y sus respectivas
n1edallas de mis cinco hijos, los anillos de compromiso de mis hi-
jos, todo eso me sacaron del ropero ... 1/; Hilda Brotman: 1< ••• todo,
vaciaron todo, todo completamente, no dejaron nada, tal es así que
yu había vendido un del?artamento, me fui ahí para con1prarles uno
a ellos, y sacaron el dinero, alhajas, que yo tenía, de todo, fue sao
queada completamente ... "; América Osear Abrigo: " ... se llevaron
muebles, se llevaron ropa, en fin se llevaron juguetes del chico, un:J
licuadora, o sea, cosas de la casa ... "; Elba Beatriz Abrigo: " ... des-
pués de una selnana, cuando yo llegué, la habían saqueado toda,
o sea, le habían sacado todo lo, que había adentro, habían" roto las
puertas y no encontré nada, absolutamente nada. Todo habían sa-
cado, o sea valijas, ropa, todo lo que él tenía ... "; Juan Carlos Ce-
rruti: " ... Procedieron a un saqueo absoluto de la casa, es decir,
se llevaron desde las valijas, la ropa, vaciaron los roperos, se ll{--:~
V2ron incluso los aparatos telefónicos ... 1/; Marina Kriscautzky:
... se habían llevado la mayoría de las cosas, televisor, grabadores,
ropa ... Pregunta: ¿Usted sabe los elementos que faltaron de su
casa?, respuesta: Sí; televisor,' grabador, un barrealfombra, cas-
setes, la ropa de mi papá, ropa mía, de mi mamá, los cubiertos,
los platos, libros ... ";,-Susana María Laxague: " ... Se llevaron ba~
rredora, televisor, plancha, secador de cabellos, casetes, lnáq~lÍna
de coser, máquina d~ tejer, libros, ropa ... "; Alberto Próspero Ba-
rret Viedma: " ... Sí, al principio me dijeron policía, manos arriba,
pero cuando he visto que me robaban todo lo que tenía ... "; En-
,rique Carlos Ghezan: " ... todos los objetos de valor que existían
en mi casa fueron robados, hasta el teléfono se robaron, se robaron
una máquina de escribir, ropa, batería de cocina, todo ]0 que 5:=
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pudieron, todo lo de valor, despertador, absolutamente todo ... "; .
Josefina C. de Cerruti: " ... Pregul]ta: ¿Qué le robaron?, respuesta:
Los autos prineipales de todos: un Taunus eolorado ... , el Torino
del escribano y del yerno un Fíat grande y una camioneta blan.
ca ... , los autos no aparecieron. Pagó el seguro ... ".

Fueron contestes en afirmar la existencia de saque~s. también,
Jorge Federico Watts: " ... me cargaron en el coche y me llevaron
al domicilio de mi madre, hacen una especie de allanamiento en la
casa' de mi madre, preguntándole por mí, y les da mi domicilio
real y roban cualquier cantidad de cosas, prácticamente lo desva-
lijan, no se Jlevan los muebles porque viv.ía en una casa antigua. .
Mire, robaron dinero, no tenía mucho, un tapado de piel de mi
señora; un gamulán mío, juguetes de los chicos, fotografías... co-
mestibles de la heladera, cosa común que hacía esta gente cuando
iba a hacer un operativo, se comían cosas que les gustaban ... ";
Juan Antonio Frega: /l ••• SÍ, de mi domicilio, en el momento del
secuestro, sccuestran parte de' objetos personales, como libros, y
demás cosas que yo tenía en mi cuarto, en un mimeógrafo, y creo
que secuestraron, nunca mc lo mencionaron, pero porque eviden-
temen te eso fue más bien. un hecho de robo y no de prueba docu-
mental, ya que secuestraron de mi domicilio una escopeta calibre
12 que me había regalado mi padre, cuando yo ... iba a cazar. .. ";
Fidel Fabián Bustelo: " ... Se llevaron las obras completas de Ne-
ruda, que no eran políticas, entonces yo inocentemente le pregunté
si las obras de Neruda eran políticas -no, esto separalo-, pero
se llevaron alrededor de 500 libros ... "; Francisco Manuel Garda
Fernández: " ... quería" agregar ... mi ca~a fue desmantelada, ro-
bado todos los objetos de valor, robado mi coche ... "; Eduardo
César Maldonado:" 11 ••• Pregunta: ¿Le sacaron cosas de su casa?,
respuesta: ... herramientas de trabajo. Como trabajo de mecánico,
también me robaron la caja de herramientas completa ... lO; Micac-
]a Nieves Priotti de Vijand~: ••... faltaba toda la ropa, las cosas de
la cocina, y todo lo _que pertenece a él, no había nada, lo que tenia
en la casa tuve que pagar todo ]0 que cstaba roto "; Carlos Mu-
iloz: ••... Pregunta: ¿Sustrajeron objetos en su casa 7, respuesta:
Y, sí,' llevaron dos cámaras fotográficas, mi sueldo íntegro, algunas
cosas de valor, ropa, ropa de mi hijo, bueno, .fundamentalmente
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esas cosas ... "; Hugo P. Luciani: " .. ,me faltó todo, desde el cal-
zón de mi señora hasta el Magiclic. Me sacaron la fábrica, la mate-
ria prima, todo, hasta los clavos de las paredes. Yo me di cuenta
lo que ellos buscaban, el botín de guerra, Se repartieron mi casa
como un botín de guerra. Como haCÍan dentro del campo de con~
centración con la ropa que hasta se mataban entre ellos para re~
partirse el botín. Yo tenía una fábrica de calzado mía, chiquita
y me la robaron, robaron toda, me llevaron todas las máquinas.
Los vecinos dijeron que vieron llegar camiones, camionetas, autos,
que se cargaban todo, lni hijo la misma noche que se lo llevaron a
él en el coche, donde él iba, lleno de zapatos y otras cosas, ya ahí esa
noche" y después, los demás días que nosotros estábamos ahí, se lk-
varan todo, .. "; Gustavo Adolfo Ernesto Contemponi: " ... desvali-
jaron todas las casas que allanaban, eran, y sobre todo, aquélla,;
en los que todos los integrantes de la vivienda' eran detenidos, era
totalmente desvalijada, iban incluso con camiones, con camionetas,
traían todo a La Perla, muebles, artículos domésticos, la ropa, la
ropa mala o vieja, la tiraban en los baños de la cuadra y era re-
partida entre todos los ,detenidos, pero la ropa nueva, a veces la
traían ellos mismos, el Capitán Quiroga González (alias) Quiroga,
varias veces andaba vestido con trajes míos. Pregunta: ¿Y qué ocu-
rrió con el resto de los muebles y artefactos que usted mencionó?,
respuesta: Se los repartían entre ellos, fundamentalmente que ese
era el botín de guerra, estaba totalmente justificado y que ellos
me deCÍan por el sacrificio que tenían que cumplir ... ,"; Silvia Oc~
tavio Viotti (h): " ... faltaban las herramientas de la quinta, esta.
ba la pick-up de mi padre, un jeep que era de Mogilner, estaba el
tractor, un tractor Deutz que era de la, .. se compró con la quin-
ta, estaban arados, rastras, rastra,s de discos, es decir, todo- el can1-
po para trabajar la quinta no estapa, son cosas grandes que se
tendrían que haber visto, después una vez entré dentro de la casa
y habían sacado el piso porque era de 'adoquín de algarrobo en la
mayor parte, se había sacado el piso, todos los muebles, todo el
mobiliario de adentro había desaparecido, no había nada, ni siqllie~
ra sanitari,os ... ".

Con relación al producto de los saqueos, en algunos casos se'
repartía entre los captores, y en nluchos otros dichos objetos pasa-
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ban a integrar o se utilizaban para el funcionamiento de los cen-
tros de detención. Ello se desprende no sólo de las manifestacio-
nes vertidas en párrafos anteriores, sino también de las declara-
ciones prestadas, en la audiencia, por Nora Beatriz Bernal: ll ••• no
había absolutamente nada (en mi casa) y además yo he recono-
cido muebles dentro del campo y ropa mía ... "; Carlos Muiíoz:
" ... después los muebles de mi casa, la casa donde fui secuestra-
do, fueron llevados a Córdoba y junto con un helicopterista naval,
Ariel, el Tte. de Fragata viajó a Córdoba en una camioneta de la
Escuela de Mecánica de la Armada a buscar mis muebles, que los
llevó a mi casa ... "; Sara Rita Méndcz Lampodio: ".". podría ser
el piso superior en la medida de que había lTIuchos muebles, yo
hice el reconocimiento de muebles de mi casa cuando fui a Orlet.
ti, en estas habitaciones de arriba había acumulados varios muc-
bIes, entre ellos reconocí muebles míos., .. "; Arturo Barros: ",. ,to-
das las cosas que había en mi departamento desaparecieron y nun-
ca rnás las volvimos a tener.. , las cosas que había en el departa-
mento fueron apareciendo en forma esporádica en la ESMA, en el
lugar donde estábamos detenidos... la ropa mía babía sieJo repar-
tida entre distintos secuestrados que cstaban ahí con nosotros.,. el
televisor estaba en uno de los lugares, donde estuvimos detenidos,
en Jo que se denominaba pecera, la máquina de coser, estaba en un
pañol de ropa ... "; Gustavo Adolfo Ernesto Contepomi: " ... recuer-
do muy bien que los torturadores de «La Perla» ~staban muy conten-
tos porque tenían un piso carísimo ~e adoquines de algarrobo p.u a
una casa de uno de ellos que estaba construyendo,., "; Marta acam-
po: " .. ,Se habían llevado por ejemplo un televisor, máquina de C0-

ser, equipos de audio, todos los discos, ni miraron los. libros, ador-
nos, candelabros de plata peruanos, un samovar antiguo, alfombras,
cacerolas, batidoras, se llevaron un cajón de la cómoda con copas
de cristaL.. Bueno, se llevaron un auto que era un Citroen 2CV
colorado, bastante nuevo que puede ser esto, no sé si hace [alfa
quc lo diga porque no tengo ninguna certeza, pero yo vivo enfrente
de la tristemente célebre, Coti Martínez y durante varias scmanas,
días, no sé cuanto, hubo un coche similar al de mi hermana en-
.frente, del cual yo ni siquiera Ole animé a mirar la chapa, no se
si la chapa correspondía o no, porque no mc animé a mirarla ... ";
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Héctor Piccini: 'l ••• sí, me robaron todo el mobiliario de la casa,
heladera, lavarropas, camas, roperos, todo, televisor ... ; pregunta:
¿En la ESMA, pudo ver algunos de sus efectos, Ud.?; respuesta: Sí,
señor, los sillones, por _ejemplo, el lavarropas era nuestro el que
usábamos ... ; pregunta: ¿En dónde los vio?; respuesta: En «Pece-
ra», era el lavarropas que utilizábamos para lavarnos las ropas no~
sotros. Pregunta: ¿Alguien le reconoció que era su mobiliario apar-
te de recono~eilo Ud.?; respuesta: No ... "; Graciela Beatriz Daleo:
" ... La ip.formación 1 que nosotros hemos podido recabar los bienes
de los secuestrados, eran las cosas móviles, los bienes muebles eran
llevados en gran parte a la ESMA, yo he visto en el llamado pañol
grande que estaba antes de ({LaPecera» muebles, televisores, hela-
deras, .incluso ropa, y de las propiedades eran... se apoderaba el
grupo de tareas de esas propIedades y se vendían; y que incluso se
.montó una inmobiliaria que funcionaba en el barrio de Belgrano,
para administrar esas propiedades ... ".,

También se refirieron al tema del saqueo en la audiencia OIga
Noemí Gordo de Gavalda; María Nieves Viqueira de Zorrilla; Ma~
ría Leonor Tesso de Baisman; Alcides S. Chiesa; Rubén Coldn1an;
Alfredo Luis Chaves; Jacobo TIrnrncrman; FermÍn Gregorio Alvarez;
Francisco Nicolás Gutiérrez; Angel Bartola Bustelo; Adolfo José
Marcolini; Washington F. Pérez Rossini; Silvia O. Viotti; Silvia O.
Viotti (h); Jorge Alberto Vaccaro; Rolando Eliseo Villaflor; Aníbal
Villaflor; Miguel Ramella; Graciela M. Souto; Nora A. Ungaro; Ale-
jandra L. Fernández de Ravello,; Julio César Miralles; Elena R. Cor-
bin de Capisano; Luisa Villar Riat de Miralles; Susana Roca de E,,-
trada; Estela R. Díaz; Rugo Luciani; Marta Bettini de Devoto;
Faustino José Fernández; Jorge Alberto Braiza; Alberto C. Lucero;
Norma E. Leanza de Chiesa; Héctor A. Domínguez; Mirta Ugarda-
mendia; Jorge Arnoldo López; Juan Cabrera Méndez; Rugo Alfre-
do Zabalo; Ragnar Erland Ragelin; Nemí A. Lebed; Dora Beatriz
Garín; EIsa Ramona Lombardo; Isabel M. Fernández Blanco de Ghe-
zaÍl; Eduardo Samuel Andrew; Nicolás Trivelli; Horado Pantaleón
Ballester; Eduardo Osear Cavarrubias; Serafín Barreira García; En~
rique Fernández Meijide; Alvaro Aragón; Delia Barrera y Ferrando;
Rosalía Luisa Martinoia de Vaccaro; Jacobo Chester; Osvaldo Ba-
rros; Beatriz Taub; Matilde E. Rodriguez Pineyma; Enrique Godoy;
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Aparicio Carlos Etcheverry; Esteban GarcÍa Blanco; Josefina Gan-
dolfi de Salgado; Roberto Morcillo; Marta del Carmen Francese de
Bellini; Daniel Nemesio Díaz; Pablo Alejandro Diaz; Eduardo Gus-
tavo Roth; Guillermo Alberto Lorusso; Matilde Palmieri Juárez; Nor-
ma Elena Düiz; Ricardo Antonio del Valle Mora; María del Carmen
Pérez de Sosa; Nora Beatriz Bernal; Darío Emilio Machado; Sara
Dugan.

Corrobora ló expuesto las manifestaciones del suboficial princi-
pal del Ejército Argentino Juan Basilio Viscelli, quien en la audien-
cia, refirió que en una ocasión, por orden de sus superiores, concu-
rrió, con otros soldados todos uniformados, a una casa de la ciudad
de La Plata, retirando los muebles que había en su interior y lle-
vándolos a una unidad militar.

El Capitán de Fragata Jorge Félix Bussico dijo que, hallándose"
en la ESMA y en oportunidad de concurrir al pañol para retirar su
baúl-ropero pudo ver &ran cantidad de muebles y enseres persona..
les de uso civil, y dedujo que se trataba de productos originados con
motivo de la lucha contra la subversión.

Juan Carlos Torres, estudiante de la" ESMA, declaró en la au-
diencia que vio personalmente llegar compañeros suyos, con máqui-
nas de escribir, diciéndole que las t~aían de los operativos y que
eran para ellos.

Finalmente, el gendarme Ornar Eduardo Torres, también se r~.
£iri6 a este aspecto al sostener que, en ocasión de ir a buscar la
comida a la V Brigada, en la playa de estacionamiento que hay en
su interior, pudo observar en varias ocasiones muebles y automó.
viles de toda clase.

Los relatos precedentes son elocuente demostración de una de
las características que tenían aquellos operativos: el saqueo, el que
generalmente era simultáneo con el secuestro aunque ,en algunas
ocasiones se realizaba posteriormente, interviniendo el mismo u otro
grupo que se hacía cargo de los bienes.

5) El quinto y último aspecto a considerar en cuanto a las ca-
racterísticas comunes que tenían esos hechos se rener;; a que las
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víctimas eran introducidas en vehículos impidiéndosele ver o co-
municarse, y adoptándose medidas para ocultarla,s a la vista del pú-
bEco.

Al respecto se han referido en la audiencia: Héctor Osvaldo
1\,1irallesquien dijo" ... me llevan en otro coche Torino; eran cua-
trJ personas, a la esquina más ? menos, sí a los 50 metros, lne
dicen que por razones de seguridad me tenían que envol"e- la ca-
beza para simplemente por razones de ~eguridad, lo hacen con un
poncho ... "; Jacobo Tirnmerrnan: " ... y me sacaron violentamente
a los empujones hasta ei subsuelo, primero habían pedido las ltave~
del coche, después que señalé el coche me tiraron en el piso, en
el asiento de' atrás, me pusieron esposas en la espalda, me cubrie-
ron con una manta, apoyaron pies y armas sobre m,i cuerpo y de
ahí salinl0s ... "; Oscar Pedro Miralles: " ... nle lle\ían hasta un
Ford Faleon que estaba estacionado en la esquina, me ponen una
campera en la cabeza ... "; Adriana Calvo de Laborde: ji ••• inmedia-
tamente me pusieron un pullover creo que en la cabeza, me tiraron
en el piso del auto y me pusieron los pies encima ... ,. Osvaldo
Acosta: " ... fuimos atados, encapuchados y puestos dentro de una
camioneta' .. :"; Carlos A. De Francesco: " ... fui privado de mi li-
bertad ... por un grupo de personas vestidas de civil que se fdenti-
ficaron como pertenecientes a la Policía... siéndonle vendado y
.átadas las manos a la espalda e _introducido en un automóvil aga-
chado entre los asientos ... "; Dora Beatriz GarÍn: " ... me dijeron
que me tirara abajo del asiento y me agachara, hice eso, trataron de
que no viera nada hacia dqnde me conducían, mientras tanto me
tapaban los ojos con una venda"; Els~ Ramona Lombardo: " ... tui
introducida en un auto... me vendaron los .?jos y me nlanlata-
ron ... "; EIsa Margarita Elgoyhen: <t... mientras tanto n05 iban
vendando, nos ataron brazos, los pies, también las piernas y nos
metieron dentro de un automóvil, a mí en la parte trasera y acos-
tada ... "; Ana María Caracoche de Gatica: " soy arrastrada por
la galería hacia la calle, ~e ponen un capucha me llevan hasta la
pdrte posterior de un auto y me colocan dentro del baúl esposada.
y l'ernando Eustaquio Adamov: " ... me subieron el pullover sobre
la cabeza para que no pudiera ver, me introdujeron en un coche
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donde me hicieron agachar entre varias personas en la parte de
auás ... 'l.

En términos similares se expresaron en la audiencia: José Ma-
nuel Gavalda; Guillermo Rolando Puerta; Elba Noemí Gordo de
Gavalda; Ramón Ignacio Arozarena; María Elena B. de Miani;
Carlos Enrique MiraIles; Héctor BaIlent; RiCardo D. Weschenberg;
Pedro Luis Greaves; Alberto O. Derman; Alcides Santiago Chiesa;
Facundo Robira; Susana Leiracha de Barros; Alejandra Tadei; Ca-
non Saverio Cinquemani; "Graciela Beatriz DaIea; Carlos lVtuñoz;
Alejandra Naftal; Thelma Jara de Cabezas; Juan Eloísa Astíz;
Juan Ranlón Nazar; Ana María Careaga; FermÍn Gregario Alvarez;
Gustavo Marcelo Daelli; Jorge Alberto AIleaga; Ana Inés Quadros
Herrera; Carlos Enrique Pérez Pisso; Ana María Ferrari de FerM

nández; Héctor Mendilaharzo; Guillermo Marcelo Fernández; NOTM

berta Ignacio Liwski; Silvia O. Viotti; Víctor M. Basterra; Fe-
derico Richards; Lila Victoria Pastoriza de Hozami; Santiago O.
Levy; Daniel E. Rossomano; Mónica M. Córdoba; OIga R. Moyana;
Nora A. Ungaro; Rafael Francisco Buissón; Mercedes Eduardo Cor-
dero; Rubén Fernando ScheIl; Alberto Felipe Maly; Angel Florin,lo
Ruani; Miguel Angel Laborde; Julio César Miralles; Oscar Granieri;
Maricel Marta Mainer; Juana Larynowicz de Eles; Alberto Carmelo
Garritano; Marta María Madariaga de Díaz; Beatriz Fernández de
Realli; Claudia Niro; Beatriz Castiglione de Covarrubias; Gustavo
R. Píccolo; Mario R. Falca; Enrique Ghezan; Jorge González; Hora-
do S. Levy; María A. Marrón; Rodolfo Barberán; Carmen Floriani;
Nora B. López Tomé; Marta Bettini de Devoto; Walter Dokters;
Juan C. Mainer; Andrés Castillo; Sergiq Andrés Voitzuk; Ramón J.
Arozarena; Arturo Miguel Ruffa; Arturo Ruffa; Enla Regazoni de
Ruffa; Lilia Inés Deutsch; Adriana Beatriz Corzaletti; Ramón Aqui-
les Verón; Rubén Daría Martínez; María Angélica Pérez de Mieflick;
Juan Antonio Frega; Alberto Lucero; Norma E. Leanza de Chiesa;
Alcides A. Chiesa; Juan Agustín Guillen; Jorge Osear Eles; Miguel
Narváez; Ricardo Bustos; Mario Marchese; Ragnar Erland Hagelin;
Víctor Bogado; Alberto Osvaldo Levy; Jorge Alejandro Ruiz; Nemí
A. Lebed; Norma C. Cozzi; Graciela Irma Trotta; Juan Daniel Porta;
Margarita Michelini; Elmel' Pascual Fessia; Jorge Watts; Cecilia
Vázquez de Lutski; CarIas García; Ana María Pé.rez de Smith; AI-
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fredo Pedro Bravo; Roberto Osear Arrigó; Ana María 1Iohaded;
Isabel M. Fernández Blanco de Ghezan; MicaeIa Priotti de Vijande;
Mario Feliz; Modesta Vázquez; Lueas Orfanó; Mónica Evelina BrulI
de Guillen; EIsa Rosa Fuentes; Yolanda Contreras de Leiva; Gracie-
la Beatriz Daleo; María del Rosario Carballeda qe Cerruti; Beatriz
Aicardi de Neuhaus; Enrique Mario Fuck1TIan;Carlos Rafael López
Echagüe; Eduardo Osear Covarrubias; Serafín Barreira García; Al-
varo Aragón; Juan Carlos Cerruti; Clara Berestezki de Israel; Mi-
guel Angel D'Agostino; Adriana C. Trillo de Braiza; Angélica Goye-
neche; Marcelo Chavanne; Osvaldo Barros; Ana María GlTIOSerde
Zieschank; Beatriz Taub; Ernesto de Estrada; Adolfo Núñez; AI-
b((r1o Libennan; Guillermo Zurita; Enrique Godoy; Juan Carlos Be-
nitez; Luis Canale; Héctor Busso; Antonio Rafael Zárate; Edgardo
Antonio Basile; Marcos Salustiano Lobato; Francisco Manuel GarCÍa. \

Fernández; Pablo Alejandro Diaz; Eduardo Gustavo Roth; Ricardo
Mengato; Gustavo Daría López; Faustino José Fernández; Hipólito
Solari Yrigoyen; Eulogia Cordero de Garnica; Eva E. Brid de Pe-
ralta; América Osear Abrigo; Claudia Marcelo Tamburrini; Manuel
Alberto Díaz; Luis Roque Palomino; Guillermo Alberto Lorusso; Ma-
tilde. Palmieri Juárez; Juan Antonio Rivera; Bernardo Florio Schif-
frin; Ricardo Antonio del Valle Mora; María E. Rama Molla; Enri-
que Rodríguez Larreta Piera; Enrique Rodríguez Larreta Martínez;
Néstor Daniel Bambozzi; Gustavo A. Contepomi; Daniel Romano;
Miriam Lewin de García; Mirta GarCÍa de Candeloro; Sara Rita
Méndez Lampodio; Isabel Teresa Cerruti; Nora Beatriz Bernal; An-
gel Carmelo Zamundo; Osvaldo Hugo De Negri; Juan de Dios Que-
sada; Roberto Frigerio; Antonia Cifre de Idiart; I1da Daseville de
Larrain; Horacio Rugo Russo; Orlando Niro; Yolanda Navarro de
Niro; Sara Dugan; Juan Claudio Chavanne; Aisa N. Drake de Jalil;
Lidia S. Curieses; Enrique Onof1'io; Héctor Piccini; María Kubik Mar-
coff de Ldteroff; Huaraki Matsuyama y José Cacabelo Muñiz.

Avala lo expuesto lo referido en la audiencia por el Capitán de
Fragata Jorge Félix Bussico quien sostuvo "... en algunas oportu-
nidades cuando regresaban vi la existencia de personal encapucha-
do adentro de los autos que a todas luces era personal capturadq ... ",
como así también las manifestaciones de Andrea Marcela Krich~
mar quien en ocasión de estar de visita en la ESMA por ser amiga
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de la hija de Chamarra, pudo ver "a través de una ventana a una
nlujer encapuchada y encadenada de ma:nos y piernas que la saca-
ban de un rodado ... ".

B) Es de destacar que, además de las mencionadas declara-
ciones de la audiencia, obran otras que fueron formuladas en las
causas que corren por cuerda, y que no se pueden dejar de citar,
aunque sea parcialmente, dada la cantidad -más de 10.000- por
cuanto r~sulta de vital importancia como indicio corroborante en
lo que hace a la modalidad operativa de los hechos cuestionados.

Así tenemos lo referido por Arturo Ruffa en la causa "Ruffa,
Arturo s/denuncia" del Juzgado Federal de Córdoba (fs. 2 y 22)
quien refiere que su hijo fue detenido por fuerzas _de seguridad
por camiones del Ejército Argentino. Del mismo modo lo hace Sara
Luján de Malina en los autos "Luján de Malina, Sara s/denuneia"
agregados a las actuaciones pr.incipales de "La Perla", al seílalar
que cuando secuestran a su hijo Raúl Mateo en las proximidades
de su domicilio, actuaron en apoyo vehículos de la misma fuerza.

Catalina Barcos de OJalla de Labra a fs. 214 de los autos "Be-
net" del Juzgado Penal N? 7. de Morón, manifiesta que sus hijos
Marcela y Daniel habían sido secuestrados de su domicilio en el
que intervinieron 25 personas. En igual sentido lo hacen a fs. 217,
525/8, 537, 646, 910 Y 937, Osvaido Arturo Scarfia. Estrella Iglesias,
Rolando Zanzi Vigoroux; Alvaro Aragón, Enrique Jorge Varrín y
Samue1 Zaidman, respectivamente.

Mario César Villani quien a fs. 224/6 de la causa N? 4821 "CO-
NADEP s/denuncia" del Juzgado Federal N? 6 de Capitál, acumula-
dos en fotocopias a la causa ESMA, explica que fue secuestrado
por personal vestido de civil en oportunidad de salir de su domi-
cilio, y conducido maniatado con vendas en los ojos al campo
clandestino Club Atlético. \

Lo declarado por el Coronel de Infantería Néstor Jorge Alva-
fez, quicn a fs. 92 de la causa del Juzgado de Instrucción Militar
NI? 19 donde se investiga la presunta existcncia de los campos de
detención Olimpo, Vesubio y otros, dijo que las operaciones con-
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tra espionaje y contra subversión se utilizaban vehículos sin iden-
tificar y vestuarios adecuados a las circunstancias.

Osear Juan Amerio, cabo 1? de la Escuela de Infantería de Ejército,
quien a fs. 30/1 en los autos caratulados "Hagelin, Ragnar Erland
s/denuncia" del Juzgado Penal N? 4 de' Morón, actualmente en
trámite en el Consejo Supremo de las. Fuerzas Armadas, refiere
que al concurrir a la Subcomisa!ía de El Palomar, acompañando
al padre de la víctima para radicar la denuncia correspondiente,
les fue comunicado que no se les aceptaba, ya que se había reci-
bido un radiograma de la Unidad Regional de Morón comunicando
la existel1cia de la denominada "Area libre". Que al concurrir am~<
bos a dicha Unidad, un Oficial Subinspector les ~nseñó un libro de
actas foliado, en el cual constaba un pedido de "área libre" de la
Escuel~ de Mecánica de la Armada, constando que habría un
procedimiento en el cual intervendrían tres rodados Ford Faleon
y un Chevy.

Lo referido por José Serra a fs. 239 en la causa N9 36.090 del
Juzgado de Instrucción N9 3 de Capital, caratulada "Salazar, Ru-
bén Ornar s/privación ilegítima de libertad", quien al enterarse
que varios sujetos titulándose policías ingresaron a uno de los
departamentos del edificio donde el dicente era portero, llamó por
el interno contestándole la mujer con tono de inseguridad que
había novedad. Ante ello el dicente se dirigió a la Seccional 17::-,
poniendo en conocimiento el hecho y recibiendo como respuesta
"ya vamos para ellá" en forma displicente lo que hizo suponer
que estaban en conocimiento del operativo. Cuando regresó al lugar,
el departamento estaba todo revuelto y los hijos de los moradores
Jos habían dejado con una vecina.

Arsinoe Avellaneda en ocasión de declarar a fs. 1 en la causa
N9 28.976 del Juzgado Federal N? 1 de San Martín, caratulada
"Avellaneda, Arsinoe y otros s/privadón ilegal de la libertad", re-
lató que alrededor de ]a una de la mañana un grupo de diez per-
sonas de civil, con armas largas y cortas y disfrazados con pelucas
y alegando ser policías ingresaron a su domicilio, llevándose a su
hijo Floreal Edgardo y a su cuñada Iris Pereyra, a quienes luego
de colocarles una, capucha\ en la cabeza se. los llevan del lugar.
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lviario Augusto Roumiguiere, Teniente Coronel retirado, refiere
en fs. 9/10 de la causa N? 43.387 del Juzgado de Instrucción N? 2
de Capital, en los autos caratulados "León de Olivo, Alba Irma
s/privación ilegal de la libertad en perjuicio de León, José Luis"
que en ocasión de tener conocimiento de que varias personas de
sexo masculino armadas que iban en un rodado marca Ford Fai-
con se hal.laban en la búsqueda de su amigo José Luis León se
identificó corno ex miembro de las Fuerzas Armadas. En esas
circunstancias una de ellas que era la que llevaba a cabo el pro-
cedimiento le exhibió una credencial igual a la utilizada por la
Policía Federal y le explicó al deponente que tenía zona liberada
por el Comando de Defensa 1, pues no tenian duda que su amigo
"estaba en la joda". Fue así que vio cuando lo subían en un auto.
motor y se lo ]levaban.

Alberto Eduardo Girondo a fs. 230 del expediente N? 8653 del
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Co.rrec-
cional N? 5, en los autos caratulados "Doman, Alicia Ana María
y otros s/privación ilegítima de la libertad", dijo haber visto en
el depósito del tercer piso de la ESMA lo que le habían llevado de
su casa. Aclaró que en ese lugar se guardaba todo el producto del
saqueo de las viviendas de los secuestrados. Agregó que uno de
los sectores del grupo de tareas era el de Logística, que se encar-
gaban además de la gestión de los fondos que el arma destinaba
a cubrir el presupuesto del grupo de tareas, de manejar el pro- \
dueto del saqueo y cl robo sistemático de los fondos y propieda-
des de los secuestrados, y de los organismos a los que éstos per-
tenecieran. Sólo ]a venta de los inmuebles, propiedad de las víc-
timas, por el grupo de tareas, falsificando los títulos de propie.
dad y los documentos necesarios, les permitió en poco tiempo acu-
mular una fortuna considerable.

En términos similares sc. expresan Roberto Deca~ra en 'la cau-
sa Ne 12.598 del Juzgado de Instrucción N? 21 de Capital; Hugo
Alfredo Zabala en la causa N? 17.281 del Juzgado Penal N? 4 de
Morón, Provincia de Buenos Aires; Edith Odilia Aiell9 de Quintana
en la causa N? 40.864 del Juzgado Penal N? 2 de San Nicolás, Pro.
vincia de Buenos Aires; Felipe Ismael Laus en la causa N? ll-A-82
del Juzgado Federal N? I de Córdoba; Osvaldo José Zanga .en la
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causa N~ 17.791 del Juzgado dc Instrucción N? 14 de Capital; Alte-
rio dc Collado Amneris en la causa N~ 42.615 del Juzgado de Ins-
trucción N? 7 de Capital; María A. G. de Antokoletz en la causa
N? 3559 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal
y Correccional Federal N? 4 de Capital Federal; Liliana. Feuil'Jet de
Salami en la causa N? 32.320 del Juzgado Federal N? 2 de Rosario,
Provincia de Sant~ Fe; Jacinto Carlos. Oviedo en la causá Nt? 195
del Juzgado Federal N? 2 de Capital Federal; Héctor Raúl Gonzálcz
en la causa N? 186/84 del Juzgado Federal N? 2 de Córdoba; J6rge
Reynaldo Puebla en la causa N~ 74.165 del Juzgado Federal de
Primera Instancia de Mendoza; Juan Carlos Scarpatti en la causa
N? 17.974 del Juzgado Penal N? 2 de Morón; León Fuks en la causa
N? 12.830 del Juzgado de Instrucción N? 12 de Capital Federal; Víc-
tor Federico Mariani en la causa N? 13.080 del Juzgado de Instruc-
ción Nt?9 de Capital Federal; Pedro Palacios G.arcía en la causa N?
26.144 del Juzgado Penal N? l de San Isidro, Provincia de Buenos
Aires; .Celia Pierini de Pagés Larraya en la causa N? 5407 del Juz~
gado de Instrucción N? 16 de Capital Federal; Eduardo Horanc
en la causa N° 1751 del Juzgado de Sentencia Letra "U", de CapItal
Federal; María S. Barrelra de Sisear en la causa N? 36.090 del Juz-
gado de Instrucción N'! 3 de Capital Federal; Carmelo Pompa en
la eausa N? 37.450 del Juzgado Penal N~ 2 de San Nicolás, ProvIn-
cia de Buenos Aires, y Evelina' Irma Lamartine en la causa Nt?12.247
del Juzgado Federal N' 6 de Capital Federal.

También obran constancias que perm,iten corroborar lo expues-
to, en las causas Nros. 19.901, 19.902, 19.981, 19.982, 19.984, 19.988,
19.990, 19.992, del Juzgado Federal de Azul; en las causas Nros. 46.414
y 46.222 del Juzgado en lo Penal N? 1 de Azul; en la eausa N? 166 del
Juzgado Federal de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires; en las
eausas Nros. 2780, 3032, 87.527, 87.355,.18.486, 87.408, 87.500 Y 87.496
del Juzgado Federal N? 1 de La Plata; Nros. 29.960-Cy 29.984 del Juz-
gado Federal N? 2 de La Plata, Departamento Judicial de La Plata,
Provincia de Buenos Aires; causas Nros. 1188 y 999 del Juzgado Fe-
deral de Mar del Plata del Departamento Judicial de Mar del Plata,
Provincia de Buenos Aires; en la causa N? 10.000 del Juzgado en lo
Penal N? 1 de Trenque Lauquen, Provincia de Buenos Aires; en las
eausas Nros. 2674/84., 1348/83, 1871/84, 1014/83, 2410/84, 2319/84,



154 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

744/83, 805/83, 1441/83, del Juzgado Federal N? 1 de Morón, Pro-
vincia de Buenos Aires; en las causas Nros, 8112/84, 8179/84, 7732/83,
del Juzgado Federal de San Isidro; N? 25.979 del Juzgado en lo Pe-
nal N? 1 de San Isidro, Provincia de Buenos Aires; en las causas
nros. 3921/83 y 3967/84 del Juzgado Federal N? 1 de la Ciudad de
San Martín; en las causas Nios. 186/84, 12/83, 181/84 del Juzgado
Federal de Primera Instancia N? 2, Secretaría N'? 1, de la Provincia
de Córdoba; Nros. H-39, N-lO, N-S, N-21 Y P-162, del juzgado de Ins-
trucción de la Sexta NOlllinación de Córdoba; N? 735 bis del Juz~
gado Federal de Primera Instancia N° 3, de Córdoba y N° 4-342/76
del.Juzgado de Instrucción de la Quinta Nominación, de la misma
provincia; Nros. 1138/76, 68/84, 170/83, dé! Juzgado Federal de Re-
sistencia y N? 46" del Juzgado de Instrucción N? 2, de la Prov.incia
del Chaco; en la causa N? 29/84 del Juzgado Federal de Primera
Instancia de Corrientes, Secretaría Penal, de la Provincia de Corrien.
tes; en las causas Nros. 45.727, 41.414 Y 81/16, del Juzgado Federal
de Primera Instancia de Concepción del Uruguay, Provincia de Entre
Ríos; en las causas Nros. 4116/78,4140/78,3477/77,3553/77,3902/78,
3844/77,4068/77,4068/78,5187/82,5063/81,3653/77, 3684/77 Y 3510/77
del Juzgado Federal de Primera Instancia de La Rioja; en las causas
Nros. 74.174-A, 74.166-A, 74.175-A, 40-85-B, 74.199, 41.374-B, 74.181-A,
74.165-A,41.010-B Y 41.423-B del Juzgado Federal de Mendoza; en las
causas Nros. 287-F-489, 12-F-53/77, 370-F-I13, 356-501, 309 bis-F-493 del
Juzgado Federal de Primera Instancia del Neuquén y Nros. 538-918-
76, 40-835/76, 543-F-919, 679-F-940 y 381-F-115 del mismo Juzgado; en
la eausa N? 560/79 del Juzgado Federal de General Roca, Provincia
de Río Negro; en las causas N? 6186 del Tercer Juzgado Penal de
San Juan y N? 41.035 del Segundo Juzgado Penal de San Juan; en
las causas Nros. 65, 2/84 Y 89/84 del Juzgado Federal de Primera
Instancia de San Luis; en las causas Nros. 6/84, 55/84 Y 197/84 del
Juzgado Federal de Primera Instancia N? 1 de la Provincia de Santa
Fe; Nros. 114/84 y 170/84 del Juzgado Federal de Primera Instancia
N? 2 de Santa Fe y N? 256/84 del Juzgado Federal de Primera Ins-
tancia N° 3 de la misma provincia; N° 128/84 del Juzgado de Ins-
trucción de la Séptima Nominación de la Ciudad de Rosario y causa
N? 784/'83 del Juzgado de Instrucción de la Novena Nominación de
Rosario, Provincia de Santa Fe; en la causa. N? 7408 del Juzgado
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Federal de San- Fernando del Valle de Catamarca; en las causas
Nros. 21.560 y 22.774 del Juzgado de Instrucción de la Primera No-
minación del Distrito Judicial del Sur, Metán, Provincia de Salta y
N'! 27.510 del Juzgado de Instrucción N? 3 de la misma provincia.

Lo mismo sucede, en lo que hace a la lnodalidad operativa, con
el resto de las causas que se tuvieron a la vista y que resulta irre-
levante enumerar, no sólo por razón de brevedad sino porque tales
extremos han quedado más que suficientemente acreditados con las
pruebas mencionadas.

CAPITULO XII

(Cuestiones de hecho Nros.
complementarias

90, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 134, 135 Y
aportadas por las defensas)

Las personas secuestradas eran llevadas de inmediato a lugares
situados dentro de unidades militares o policiales o que. dependían
de ellas, que estaban distribuÍdos en el territorio del país, y cuya
existencia era ocultada al conocimiento público.

Sobre la existencia de esos lugares declararon en la causa, El-
roer Pascual Guillermo Fessia; Irilla Angélica Casas; Juan José López;
Ana María Mohaded; Susana Margarita Sastre; Cecilia Suzzara; Ma-
ría del Carmen Pérez de Sosa; Gustavo Adolfo Ernesto ContepOn1!;
Juan Daniel Porta; Perla Wainstein de Coldman; Teresa Celia Mes-
chiatti; Graciela Susana Geuna; Elena Rosenweig de Deutsch; EIsa
Elizabeth Deutsch; Liliana Beatriz Callizo; Piero Italo Di Monte;
Teniente Primero (R) Ernesto Facundo Urien; Liliana Inés Deutsch;
Francisco José Elena; EIsa Margarita Elgoyhen; Mario :Marchese;
Guillermo Rolando Puerta; Julio Rugo García; Pablo José Chabrol;
Miguel Angel Soria; Juan Alejandro Aguirre; Juan Carlos Mole; Te-
niente Coronel (R) Juan Carlos Lona; Adriana Elba Arce; Juan
Antonio Rivera; OIga Regina Moyano; Pedro Atilio Velázquez Iba-
rra; Carlos Tomás Gatinoni; Antonio Rafael Zárate; Matilde D. Pal-
mieri Juárez Vda. de Cerviño; Enrique Godoy; Gendarme Ornar.
Eduardo ~orres; Isidoro de Carabasa; Enrique Lucio GarCÍa Mansi-
Ha; Aurelio Cid; Alejandro Augusto Pineda; Jaime Benedit; Jaime
Fernández Madero; Rugo Néstor Caraballo; Juan Claudia Chavanne;
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Iris Etelvina Pereyra de Avellaneda; Héetor Aníbal Rallo; Pedro
Luis Eugenio Greaves; Jorge David Salvador Buleraich; Aída de las
Mercedes Jara de Barreira Garda; Marcelo Augusto Chavanne; Sara
Dugan; Raúl Aguirre Saravia; Jorge Tejerina; Alberto Félix Cordeu;
Luis Alberto Grassi; Serafín Barreira Garda; Beatriz Castig1.ione de
Covarrubias; Adolfo Teodosio Ocampo; Capitán Médico Guillermo
Alberto Dorusso; Lidia Aracc,li Gutiérrez; Gustavo Daría López; Nés.
tor Daniel Bambozzi; Manuel Alberto Díaz; Hipólito Solari Yrigo-
yen; Angel Bartolo Bustelo; Pedro Raconto; Roberto Osear Arrigó;
Gladys Evarista Cuervo; Zulema Dina Chester; Jorge Villalba; Car-
los Domingo Ricd; Pedro Ruiz; Gradela Leonor Donato; Marta
Haydée GareÍa de Candeloro; Alfredo Nicolás Baltaglia; Ernesto
Alejandro Agustoni;. Enrique Rodríguez Larreta Piera; Washington
Francisco Pérez Rossini; Ana Inés Quadros Herr~ra; Alberto' Cruz
Lucero; Eisa Ramona Lombardo; Isabel Teresa Cerruti; Isabel Fer-
nándcz Blanco de Ghezan; Nora Beatriz Berna}; Julio Lareu; Mario
César Villani; Elena Raquel Corbin de Capisano; Norma Teresa
Leto; Juan Carlos Guarino; Enrique Carlos Ghezan; Jorge Casalli
Urrutia; Melva Alicia Méndez de Falcone; Alberto Próspero Barret
Viedma; Jorge Alberto Braiza; Susana Leonor Caride; OSear Alfre-
do González; Horado Cid de la Paz; Cecilia Vázquez de 'Lutski;
Aparicio Carlos Etcheverri; Carlos Heraldo BcviJacqua; Camilo Fran-
cisco Campos; Juan Carlos Ap~zteguía; Lucas Orfanó; Mi¡sueI Angel
D'Agostino; Ana María. Careaga: Marcelo Gustavo Daelli; Fermín
Gregario Alves; Mónica Marisa Córdoba; Delia Barrc~a y Ferrand,?; \
Jorge Alberto Alleaga; Eduardo César Maldonado; Héetor Narváez;
Eulogia Cordero de Guernica; Humbcrto Filemón Campos; Enrique
Núñez; Carlos AlbertQ Melián; Gustavo Angel Roberto Píccolo; Jor-
ge Alberto Flores; Angel Flodndo Ruani; Lidia Susana Curieses; Ana
María Fcrrari de Fernándcz; Carlos Enrique Pércz Risso; Germán
Telmo José López; Hugo Rubén Méndcz; Pedro Antonio Ccrviño;
Antonio_ H. Miño Rctamoso; Alcidcs Santiago Chiesa; Alberto Sa~
Jamón Libcrman; Luisa Villar Díaz de Mirallcs; Jacobo Timcrman;
Julio César MiraHes; Ramón Miralles; Carlos Enrique Miralles; Al-
berto Bujia; Juan Ramón Nazar; Bctnarcto Florio Schiffrin; Héctor
Mal"dana Ballent; Gustavo Caraballo; Pedro Augusto Güin; Adriana
Calvo de Laborde; Pablo Alejandro Diaz; Victor Alberto Carminati;

,
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Walter Roberto Dokters; Nora Alicia Ungaro; Atilio Gnstavo Calot-
ti; Guillermo Luis Taub; Alberto Osvaldo Derman; Alfredo Waldo
Forti Sosa; Alberto Felipe Maly; Rnbén Fernando Sehell; Nora Es-
ther Leanza de Chiesa; María Kubik Mareoff de Lefteroff; 'Ana María
Caracoche de Gatica; Néstor Busso; Guil1er,mo José Forti Sosa;
Néstor FOl~ti Sosa; Mario Manuel Forti Sosa; Adelina González de
Moncalvillo; Ran1ón Alcides Baravalle; María Inés Gubert; .Maricel
Marta Mainel'; María Inés Arbio; Nicolasa Zárate de Salamone;
Domingo Moncalvillo; Martín Osvaldo Galarza; Antonia Cifre de
Idiart; Christian Von Wernieh; Miguel Angel Laborde; Mario Ru-
bén Feliz; Carlos A. De Francesco; Gabriela Gooley; Francisco Nico-
lás Gutiérrez; Norberto Ignacio. Luis Liwsky; María Amelia Marrón;
Rodolfo Atilio Barberán; Francisco Manuel García Fernández; Pa-
tric~a Pérez Catán; Jorge Federico Watts; EstreIla Iglesias Espasan-
dín; Faustino José Carlos Hernández; José Antonio Frega; Horacio
Bugo Russo; Raúl Eduardo Contreras; Darío Emilio Machado; Ma-
rina Kriscautzky; Enrique Rodríguez Larreta Martínez; Samuel Leo~
nardo Zaidman; Alejandra Naftal; Susana María Laxague; Alfredo
Luis Chávez; Elena Alfaro; Ricardo Daniel Wejehemberg; Rolando
Alberto Zanzi Vigoroux; Dora GarÍn; María Angélica Pérez de Mic-
flik; Juan FarÍas; Alvaro Aragón; Javier Antonio Casaretto; Juan
Carlos Benítez; Claudia Niro; Guillermo Horacio Dascal; Juan Gue-
lar; Liliana Pontoriero; Norma Cozzi; Silvia Wilkinski; Pilar Cal-
veiro de Campiglia; Jaime Dri; Rosario Quiroga; Carlos García; Jai~
me Gras; Víctor Me1chor Basten-a; Lila Victoria Pastoriza ,de Hoza-
mi; Andrés Ramón Castipo; Osvaldo Acosta; Thelma Dorothy Jara
de Cabezas; Graciela Beatriz Daleo; Osvaldo Barros; Susana Leiraw
cha de Barros; Carlos Muñoz; Miriam Lewin de García; Lázaro Jai~
me Gladstein; Héctor Eduardo Piccini; Enrique Fuekman; Ana Ma-
ría Martí;" Sara Solarz de Osatinsky; María Alicia de Pirles; Alberto
Eduardo Girando; Silvia Labayrú de Lennie; Martín Grass; -Nilda
NoemÍ Actis Goretta; Norma S1,Isana Burgos; Lisandro Cubas; Mag-
dalena Ruiz Guiñazú; Jorge Carlos Torres; Capitán de Fragata Bu~
sico; Emilio Teodoro Grasselli; Andrea Marcela Krichmar; Daniel
Rossomano; Guillermo Marcelo Fernández; Daniel Romano; Alejan-
dra Tedei; Jorge Osear Cardozo; Conon Saverio Cinquemani; Clau~
dio Marcelo Tamburrini; Américo Oscar Abrigo; Carmen Gradela
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Florían;; Alberto Carmelo Garritano; Miguel Ramella; Cristina Noe-
mí E1i7.alde de Tuegols; Simón Petecchi; Osear Luis Jara; Irma Dora
Camperolli; Julián F. Lara; Teresa López de Juárez; Beatriz San-
martino; Roberto Frigerio; Antonieta Contesi de Frigerio elIda Da-
seville de Larrain.

Los. principales centros clandestinos de detención se encontra-
ban distribuidos en diversas zonas del país, dependiendo de las
Fuerzas Armadas y Organismos de Seguridad, y en la forma que
a continuación se detalla:

1) CENTROS DEPENDIENTES DEL EJERCITO

a) Ubicados en unidades de esa arma.

1) La Perla. Situado en la ruta nacional N~ 20, aproximada-
mente a 20 kms. de la ciudad dc Córdoba, Provincia homónima, don-
de actualmcnte funciona el Cuartel del Escuadrón de Exploración
de Caballcría Aerotransportada N~ 4.

La Perla, también conocida como "La Universidad", tenía un
anexo ubicado en las cercanías del lugar, denominado "Perla Chi-
ca", "Perla Vieja", o "Escuelita",

Sobre la existencia de estas dependencias como centros clan-
destinos de detención, declararon ante este Tribunal, Elmer Pascual
Guillermo Fessia, Irma Angélica Casas, Juan José Lópe7., Ana María
Mohaded, Susana Margarita Sastre, Cecilia Suz7.ara, María del Car-
men Pérez de Sosa, Gustavo Adolfo Ernesto Contepomi, Juan Da-
niel Porta y Perla \Vainstein de Coldman, quienes son contestes al
afirmar que, luego de ser secuestrados por fuerzas de seguridad
fueron conducidos al lugar que luego conocerían bajo el nombre de
"La Perla", y en el que permanecieron en cautiverio durante d.is-
tintos lapsos.

A ello se suman los testimonios obrantes en la causa nC? 1.Q-84,
caratulada "Querella promovida c/General (R) Luciano Benjamín
Menéndez y otros" del Juzgado Federal N~ 1 dc la Ciudad de Cór-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 159

doba, que fueron prestados por Rodolfo' Francisco Sofanor Novillo
RaveIlini -fs. 344-, Alberto Domingo Colaski -fs. 360-, César
Hugo Laconi -fs. 364-, Juan Carlos Ferreyra -fs. 370-, Rosario
Peralta -fs. 373-, Mónica Cristina Leunda -fs. 378-, María Isa-
bel Giacobbe -fs. 395-, Mario Jaime Zarcensky -fs. 408-, y Adria-
na Bea,triz Corzaletti -fs. 424-, quienes se produjeron en el n1is~

"'"mo sentido que los testigo,s mencionados en el párrafp anterior,
afirmando que luego de sus detenciones, llevadas a cabo por grupos
compuestos en general por seis o siete' personas, fueron conducidos
encapuchados a ese lugar que posteriormente reconocieron como
"La P~rla".

Asimismo, la utilización de "La Perla" como centro ilegal de
detención se encuentra. plenamente avalada por las declaraciones
efectuadas en la causa caratulada "Conadep., su denuncia -La Per-
la-", del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, por Andrés
Eduardo Remondegui -fs. 44- y María Victoria Roca -fs. 45-,
quienes también permanecieron privados de su libertad en ese sitio.

Se agrega a lo expuesto los reconocimientos del lugar que con
miembros de' la ..Conadep, realizaran Ana María Mohaded, Elmer
Pascual Guillermo Fessia, ZacarÍo Feldman, María Patricia Aste-
larra, Gustavo Adolfo Ernesto Contepomi, Estela NoemÍ Beraste-
gui, Marta Estela Zandrino y Lidia Josefa Basi de Rodríguez, que
constan en los anexos A, B, C y D de la causa aludida del Juzgado
Federal N? 1 de Córdoba. La inspección ocular realizada por los
nombrados ilustrada con 76 vistas fotográficas denota la coinci-
dencia entre las descripciones que hicieron del lugar y la construc-
ción y detalles de las instalaciones, detectándose las reformas efec-
tuadas, lo cual es corrobonido por los planos agregados en dichos
anexos.

Por otra parte, cabe mencionar los reconocimientos efectuados
por Edgardo Virgilio Acuña, Pedro Pujol, Rafael Rata Liendo e
Irma Angélica Casas, quienes identificaron el centro conocido como.
"La Perla Chica" o "Perla Vieja" o "Escuelita", actuaciones acom-
pañadas de 41 fotografías y planos del lugar, que figuran en los
anexos citados.
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Resulta importante destacar que a fs. 39 y 41 de otro anexo adjun-
to a la causa referida precedentemente, figuran los I~gajos personales
. de Pedro Pujal y Enrique Pcrelmuter, labrados en. circunstancias
de haber sido estos alojados en la Unidad Penitenciaria N? I de
Córdoba, de los que se desprende que el establecimiento de pro-
cedencia fue "La Perla", contribuyendo de esa manera a robustecer
sus dichos:

A mayor abundamiento, deben citarse las manifestaciones' que
mediante exhorto diplomático se recibicro~ de: Teresa Celia Mes-
chiatti, Gracicla Susana Geuna, Elená Rosenweig de Deutsch, EIsa
Elizabeth Dcutsch, Liliana Beatriz Callizo y Piero Italo Di Monte,.
que son acordes en sciialar que el lugar en que estuvieron privados
de la libertad fue "La Perla".

Otro elemento de juicio que asevera la línea de argumentación
sostenida lo conforman las declaraciones indagatorias prestadas en
la causa del Juzgado Federal N? 1 de Córdoba antes aludida, por
Emilio Morard -fs. 666-, Ricardo Alberto Lardone -fs. 671-,
Benavídez Lescano -fs. 677-, José Luis Yáñez -fs. 683-, Migue]
Humberto Morales -fs. 690-, Segundo Antonio Ludueña -fs. 693-,
Walter Máximo GÓ~lez -fs. 697-, Marcos Herminio Bazán -fs.
699-, José Adolfo Yáñez -fs. 702-, Roberto Domingo Ludueña
-fs. 714-, Raúl Alberto Márquez -fs. 719-, Enrique AlfTedo Maf-
f~id -fs_ 725-, Jorge Emilio Antona -fs. 730-, Héctor Raúl Ro-
mero -fs. 733-, Ricardo Andrés Luján -fs. 740-, Antonio Sera-
fín de La Fuente -fs. 746-, Héctor Gustavo AstudiJlo -fs. 752-,
y Antonio Máximo Gómez -fs. 758-, quienes se desempeñaron
como personal civil en el Destacamento N'? 141 .de Córdoba, y en
algunas oportunidades prestaron funciones en "La Perla", En- sus
respectivas. actas aclararon todos ellos que el campo funcionaba
como lugar de reunión de detenidos, revistiendo suma importan-
cia 10 relatado por los nombrados Márquez y Maffeid, en el sen-
tido de haber visto personas con los ojos vendados en el interior
de la guarnición nliIitar.

Asimismo, es menester p(~mer de resalto, por la envergadura
que revisten, los dichos de los ex-gendarmes Andrés Avelino Yrra-
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zábal y Carlos Beltrán, quienes a fs. 240 y 241, respectivamente, de
la causa caratulada "Conadep su denuncia La Perla", ratifican sus
expresiones de fs. 229 y 233, vertidas ante la Conadep, en las que
afirman que los lugares conocidos como "La Perla" y ~'Perla Chica"
eran utilizados conlO centros clandestinos de detención, ya que tu~
vieron oportunidad de observar la llegada y alojamiento de per~
sanas que habían sido privadas de su libertad, acotando que las
lnismas se encontraban con ,los ojos venda9.os y esposadas ..

Finalmente, es necesario considerar los dichos del Teniente
Primero Ernesto Facundo Urien vertidos ante este Tribunal, con-'
firmando el funcionamiento de "La Perla" como centro clandes.
tino de detención, ya que tuvo oportunidad de observar, cuando
prestaba func~ones de protección o apoyo al personal que se dirigía
a ese lugar, a una persona que se encontraba encapuchada y atada
de"pies y manos en una cuadra de la Guarnición. Elemento que se
ve corroborado por el informe del Coronel Miguel Luis Van der
Broeck, obrante a fs. 6489 del cuaderno de prueba Fiscal, en el que
se explican los presuntos delitos en que habría incurrido Gustavo
Adolfo Ernesto Contepomi, vinculados a la agrupación subversiva
"Montoneros", aclarando distintas tareas' de colaboración, que el
nombrado habría prestado al Ejército Argentino, en el centro en
cuestión y ~ambién fuera de él, y en virtud de lo cual, habría obte.
nido un. régimen de libertad vigilada desde el año 1977, y que no ha
sido posible determinar la causa de su puesta en libertad. Espe-
cifica e~ informe mentado que Contepomi estaba detenido en "La
Perla" en virtud de los aludidos delitos.

Adquieren suma relevancia las expresiones del General Lucia~
no Benjamín Menéndez vertidas en la declaración indagatoria que
se le recibiera en la causa del Consejo. Supremo de las Fuerzas
Armadas caratulada "Conadep su denuncia La Perla", donde reco-
noce que existían lugares habituales de detención y otros de reu~
nión de detenidos por razones de seguridad. A título ejelnplifica~
tivo, mencionó la Brigada de Faimallá, Jefatura de Policía de Tucu.
mán, La Rivera, y Malagüeños, también conocida como "La Perla".
Aclara que los dos últimos, a los cuales visitaba pcriódicmnente,
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eran centros de detenidos que dependían del Comarido del III Cuero
po de Ejército.

2) La Ribera. Ubicada en la Provincia de Córdoba, a corta dis.
ümcia de su Capital, en las instalaciones donde funciona el Instituto
Penal Militar que lleva el mismo nombre.

Sobre la existencia de este centro clandestino de detención
declararon en la Audiencia Liliana Inés Deutsch, Francisco José
Elena, Ana María Mohaded, EIsa Margarita Elgoyhen, Mario Mar-
chese, Guillermo Rolando Puerta, Julio Rugo García, Pablo José
Chabrol, y Miguel Angel Soria, quienes expresaron que al ser se-
cuestrados P9f fuerzas de seguridad, fueron conducidos a la Prisión
Militar denominada "La Ribera", donde permanecieron ilegalmente
privados de su libertad por distintos lapsos.

A ello se suma lo expuesto ante el Tribunal por Susana Marga-
rita Sastre y Cedlia Suzzara, en cuanto refieren haber estado en
ca'utiverio en dicho lugar, al ser trasladadas desde otro centro clan-
destino de detención denominado "La Perla".

Asimismo, se cuenta con el testimonio de Arturo Ruffa quien,
al declarar ante el Juzgado Federal N? 1 de Córdob!l en la causa
1l-A-82,'coincide con los antes non1brados en el lugar de su deten-
ción ilegal, situación a la que se vio sometido por realizar gestiones
en favor de su hijo, que también se encontraba allí alojado.

Constan en la causa los dichos corroborantes, que mediante
exhortos diplomáticos vertieran EIsa Elizabeth Deutsch y Elena Ro-
senweig de Deutsch, afirmando haber permanecido en cautiver,io en
este centro de detención; así como talnbién el Anexo N? 23 aportado
por la Conadep, que contiene las actas de reconocimiento del lugar
efectuados por Juan Antonio Delgado, Francisco José Elena, Pablo
José Chabrol, Inés del Carmen Bruno Flores, Beatriz Lora, Ana Ma-
ría Mohaded, Obdulia Lorenza Moreno de Casas, Olindo Durelli, Gui-
llermo Rolando Puerta, Arturo Ruffa, Luis Domingo Ludueña Al-
rneyra, Juan Cruz Astelarra, Wilfredo Meloni, Augusto Velezmorro,
Horado Gustavo Viqueira, Lidia Josefa Basi de Rodríguez, Martha
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Beatriz Aguirrc, Mario Jaime Zarcensky, de las que surge la coinci~
dencia de estas inspecciones con las descripciones realizadas por los
testigos, adjuntándose 70 fotografias y 8 planos del lugar.

Cabe destacar los dichos de los ex~Gendarmes Andrés Avelino
Yrrazabal y Carlos Beltrán, quienes en la causa caratulada "Conadep
su denuncia La Perla", ratifican a ,fs. 240 y 241 respectivamente las
versiones aportadas ante la Conadep (fs. 229 y 233 de la citada causa),
en el sentido de que las instalaciones de "La Ribera" fueron utili-
zadas como centro clandestino de detención, habiendo presenciado
ambos el arribo de personas privadas de su libertad, las que allí eran
alojadas esposadas y vendadas.

Por último, los Sargentos Primeros de Gendarmería Nacional
Juan Alejandro Aguirre y Juan Carlos More, refieren al prestar de-
claración sin juramento ante el Tribunal, que encontrándose cum.
pliendo servicios en la Prisión Militar campo de "La Ribera" el día
13 de abril de 1976, junto con ún celador de nombre "Pedro" fueron,
los primeros en comprobar la muerte por ahorcamiento de la dete.
nida allí alojada Amelia Insaurralde, la que se encontraba en el inte.¡
rior de la pieza que ocupaba, tendida sobre la cama, con un pañuelo'
que anudaba su cuello. Dijo también Aguirre, en esa oportunidad,
que en la Prisión había personal del Ejército que trabajaba en la
cocina y en los depósitos, que concurrían comisiones integradas por
personal del Ejército trasladando detenidos, que Gendarmería CU1n~

plía funciones de vigilancia y que todos los detenidos allí alojados
eran civiles, no encontrándose en esas cqndiciones ningún militar.

Resultan de interés los dichos presta,dos en la Audiencia por el
Teniente Coronel (R) Juan Carlos Lona. En su exposición refiere
haber desempeñado el cargo de Director de, la Prisión Militar de
Encausados de Córdoba llmnada comúnmente "Prisión Militar de
Campo La Ribera", desde diciembre de 1971hasta diciembre de 1977,
aclarando que a partir de diciembre de 1975 fue trasladado a los
Cuarteles del III Cnerpo de Ejército junto con todos los detenidos
militares, a veinticuatro kilómetros de la citada prisión, conservando
formalmente el cargo de Director, en razón de que su responsabili-
dad se limitaba al área administrativa y a la infraestructura. Explica
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que el traslado se llevó a cabo junto con el personal a sus órdenes,
y los internos existentes en esos momentos, dejando constancia que
éstos últimos eran encausados por Juzgados de Instrucción Militar
o bien por Consejo de Guerra.

Afirmó no haber recibido detenidos por causas militares vincula.
das con la lucha antisubversiva. Asimismo, deslindó su responsa-
bilidad a partir de diciembre de 1975, respecto de la Prisión "La
Ribera", toda vez que el personal que la integraba no estaba bajo
sus órdenes, ignorando de qué autoridad dependían y desconociendo
los motivos de su traslado, pudiendo sólo agregar que al retirarse
del lugar se constituyó en el misino un destacamento de Gendar-
mería Nacional. Por último, dijo desconocer las actividades que
a partir de entonces se cumplían en "La Ribera", que de su traslado
en más dependió del Comando del IJI Cuerpo de Ejército,

3) Fábrica Militar de Armas Portátiles Dom],'go Mal/tet<. Ubio
cada en la calle Ovidio Lagos 5220 de la Ciudad de Rosario, Pro-
vincia de San ta Fe.

Acreditan la e...•istencia de dicho lugar como centro clandestino
de detención los testimonios prestados en la Audiencia por Adria-
na Elba Arce, Juan Antonio Rivera y OIga Regina Moyana, quienes
son contestes al afirmar que luego de ser privados de su libertad
por fuerzas de seguridad fueron conducidos a la mencionada fá-
brica militar, la que reconocieron en razón de haber vivido mu-
chos años en la zona, permaneciendo ilegalmente detenidos durante
períodos distintos de tiempo.

Asimismo, en la causa N? 32.574, caratulada "Verón, Ramón
Aquiles, su denuncia apremios ilegales", del Juzgado Federal N? 1
de Rosario, que diera origen al expediente AT 40950/2677 del Juz-
gado de Instrucción Militar N'? 50 Y que obra agregado a la causa
N? 6/84 caratulada "Feeed, Agustín y otros", se cuenta con los di-
chos que a fs. J /2 prestara Ramón Aquiles Verón, quien expresó
haber sido secuestrado junto a su compañera HUela Cardozo por
Fuerzas de. Seguridad, siendo conducidos al mentado lugar, donde
tuvieron oportunidad de ver a los mencionados Arce y Rivera.
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Por último, obra en el Anexo ~2 aporta'do por la Conadep, el
reconocinliento efectuado ante miembros de la citada comisión por
personas que habrían sido detenidas en dicho centro y cuyos non1-
bres se mantuvieron en reserva a su pedido, a lo que se agrega los
planos confeccionados por los aludidos Arce, Moyana y Rivera.

4) Batallón de Comunicaciones N? 121. Situado en la Ciudad
de Rosario, Provincia de Santa Fe, en el llamado Barrio Saladillo.

Sobre el funcionamiento de esta dependencia como centro clan.
destino de detención se encuentran los dichos prestados ante este
Tribunal por los testigos Adriana Elba Arce y Juan Antonio Rivera,
quienes son contestes al manifestar que luego "de haber sido privados
de su libertad y alojados por distintos lapsos en la Fábrica Militar
de Armas Portátiles Domingo Matheu, también ubicada en la mis-
ma ciudad, fueron trasladados al Batallón de Comunicaciones Nl? 121,
donde continuaron su cautiverio. Al respecto, es categórica la nom-
brada Arce c:.:aEd;) manifiesta que el mismo personal de ese cen.
tro, a quien il.i¡;:;:1tificócomo Sargento Prünero Eduardo Mangione,
de la Policía Militar, y Sargento Primero de Gendarmería Eugenio
Zacarías, le reconocieron que el lugar era el Batallón de Comuni-
caciones N? 121.

Se agrega a ello el Anexo N° 33 aportado por la Conadep en
el que figura la inspección ocular realizada en el lugar por miem-
bros de la citada Comisión en compañía, de cuatro testigos cuyos
nombres se mantuvier:on en reserva.

5) Regimiento N? 29 de Intanteria de Monte. Ubicado en el
Barrio San Agustín, Provincia de Formosa, en frente del Barrio
Militar.

Se encuentra probada su existencia como centro clandestino
de detención a través de las manifestaciones que ante la audiencia
produjeran Pedro Atilio Velázquez Ibarra, Carlos Tomás Gatinoni,
y Antonio Rafael Zárate quienes manifiestan haber sido conduci-
dos a dicho centro luego de haber sido privados ilegalmente de su
libertad, siendo preciso el mentado Záratc al afirmar que pudo
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identificarlo en razón de que no tenía restricción alguna para ob-
servar el lugar ..

Asimismo, se cuenta con los dichos del testigo Abel Medina,
obrantes en el sumario 7 I 5 8124 del Juzgado de Instrucción Mili-
tar N'? 59, quien refiere haber transcurrido parte de su detención
clandestina en el Regimiento N'? 29 de Infantería de Monte, donde
fuera trasladado de otro centro que no puede identificar.

FinalIhente, figura el anexo N9 30 aportado por la CONADEP,
~n el que constan los reconocimientos que de las instalaciones mili-
tares realizaran Ricardo Rojas, EIsa Alicia Chagra y Osiris Ayala,
en los que señalan con precisión los lugares en que estuvieron dete-
nidos los que se aprecian en fotografías adjuntas.

6) Compañía de -jrsel1ales Miguel de Azcuénaga. Ubicado sobre
la ruta nacional N? 9 de la Provincia de Tucumán, al norte de su
ciudad capital.

El funcionamiento en una parte del predio perteneciente a
esta Compañía como centro. clandestino de detención, se enCl~entra
probado por los dichos que en la audiencia prestaran Matilde D.
Palmieri Juárez Vda. de Cerviño y Enrique Godoy, manifestando
ambos haber estado privados de su libertad en el lugar que deno-
lninan como "El Arsenal".

Por otra parte, es relevante destacar lo declarado ante el Tri~
bunal por el gendarme Ornar Eduardo Torres, quien manifestó
haber desempeñado funciones de vigilancia y control de los pri-
sioneros que se alojaban en la guarnición militar aludida, siendo
reemplazado cada cuarenta y cinco días por personal del Escuadrón
Móvil de Córdoba y del Destacamento Móvil N? 3 de Rosario, seña-
lando que dicho campo era un centro clandestino de detención que
se hallaba bajo la jurisdicción militar de la V Brigada de Tucumán.
Explica que se trataba de un balcón dividido, en dos sectores, donde
pudo observar la presencia de prisioneros de ambos sexos los que
pern1anecían con los ojos vendados y atados, algunos con cadenas.
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7) Campo de Mayo. Situados dentro de la guarmclOn de Campo
de Mayo se han constatado tres centros clandestinos de detención:
El primero ubicado en la plaza de tiro, próximo al campo de para-
caidismo, conocido -como "El campito" o "Los tordos"; el segundo,
perteneciente a Inteligencia, ubicado en la ruta 8, frente a la Escuela
de Suboficiales "Sargento Cabral"; y el tercero: la prisión militar
de Campo de Mayo.

Sobre la exÍstencia de estas dependencias como centros clan-
destinos de detención, declararon en la audiencia Isidoro de Ca-
rabasa, Enrique Lucio GarCÍa Mansilla, Aurelio Cid, Alejandro Au-
gusto Pineda, Jaime Benedit, Jaime Fernández Madero, Rugo Nés~
tal' Caraballo, Juan Claudia Chavanne, Iris Etelvina Pereyra de
Avellaneda, Héctor AníbaC Ratto, Pedro Luis Eugenio Greaves, jor~
ge David Salvador Buleraich. Aida de las Mercedes Jara de Barreira
García, Marcelo Augusto Chavanne, Sara Duggan, Raúl Aguirre Sara~
via, Jorge Tejerina, Alberto Félix Cordeu, Luis Alberto Grassi, Sera~
fín Barreira García y Beatriz Castiglione de Covarrubias, quienes
afirman que permanecieron detenidos ilegal,nente en ese lugar.

En el anexo N° 11 remitido por la CONADEP, obran recono-
cimientos del lugar conocido como "El campito" o "Los tordos",
que coinciden plenamente con las descripciones de los testigos,
aunque el campo se encuentre totalmente desmantelado, tal como
se observa en las vistas fotográficas en él anexadas.

Por otra parte, obra a fs. 814/5, del expediente N? 34.577 del
Juzgado de Instrucción N? 3, Secretaría N'? 108, la declaración de
Walter Aníbal Capelli, quien manifestó que al encontrarse CUIU-
pliendo con el servicio militar en la sección rancho de tropas del
Comando de Institutos Militares, preparaba comida para un des-
tacamento denominado "Los tordos", que según le dijera en una
oportunidad un sargento del citado Comando, era un campo donde
estaban recluidos "Los extremas".

Finalmente, es dable destacar lo expresado por el General de
División Albano Eduardo Harguindeguy, en la causa N? 26.144, ca-
rátula "Boncio, Carlos Ignacio y otros s/privación ilegal de la
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libertad" del Juzgado en lo Penal de San Isidro, Provincia de Bue-
nos Aires en la que expresa que -en Campo de Mayo, se encontraba
el Comando de Institutos Militares, que tenía a su cargo tareas
antisubversivas y que obviamente debe de haber' detenido perso-
nas, elemento que debe agregarse a lo declarado por cI Coronel
(R.E.) Roberto Leopoldo Roualdes quien en su declaración prestada
ante este Tribunal, expresó que la cárcel de encausados de Campo
de Mayo dependía del Comando del Primer Cuerpo de Ejército.

A lo expuesto, debe agregarse lo testimoniado ante este Tribu-
nal por Adolfo Teodosio Ocampo, quien presenció el secuestro de
su hija Selma Julia y ante lo cual realizó gestiones con el coronel
Carlos Romanella, quien Je manifestó que la nombrada estaba de-
tenida en Coordinación Federal y quizás pronto saldría, y que asi-
mismo hiciera una lista de todo lo que la fuerza de seguridad ha-
bían sustraído, lo cual incluía un automóvil. Que con dicha lista
y acompañado de dos militares Gcampo fue a Campo de Mayo y
recorrieron tres casitas que había en el lugar, refiriéndole uno eJe
sus acompañantes que en ese lugar no era y que tendría que ir al
Ministerio de Guerra.

También resulta de interés Ja declaración formulada ante esta
Alzada por el Capitán Médico Gu.iJlermo Alberto Lorusso, quien
refirió que en una oportunidad estando de guardia en un Hospital,
de Campo de Mayo, y siendo el único médico con graduación mili-
tar en ese momento, fue trasladado en un carrier-tanque abier-
to, hasta una dependencia dentro de Campo de Mayo a fin de
atender un herido. Que llegó a una instalación ocupada por Gen-
darmería Nacional y finalnlente a un sitio que crec era la denomi-
nada Plaza de Tiro, donde atendió a una persona detcnida que no
pudo identificar, la que tenía el pie lesionado por herida de bala.

8) A1ol'Zte Pe/olle. Sc encuentra ubicado en el predio que anti-
guamente fue una estancia y que actualmente pertenece al Ejér-
cito, que utiliza los camp~s para hacer maniobras y como polígono
de tiro, en la ruta nacional N? 66, localidad de Sierras Bayas, par-
tido de Olavarría, Provincia de Buenos Aires.
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Sobre el funcionamiento de estas instalaciones como centro
clandestino de detención declaró ante este Tribunal Lidia Aracelí
Gutiérrez, quien manifestó haber sido trasladada, ~al privársela de
su libertad, desde la Brigada de Investigaciones de Las Flores, Pro-
vincia de Buenos Aires, al centro de estudio. Afirma la nombrada
que pudo identific~rlo en razón de que pese a permaneéer vendada
podia v~r el lugar a través de la venda, reconociéndolo tiempo
después al llevarse a cabo la inspección ocular con miembros de
la CONADEP. Por otra parte, señaló en su declaración, que en dicho
campo estaba la jurisdicción militar del cuartel de Olavarría, al
mando del entonces Coronel Verdura, al cual también pertenecían
los guardias, algunos de los cuales identificó por sus nombres y a
los que volviera a ver ál ser puesta en libertad en razón de vivir
en lugares próximos a sus dOlnicilios. Se suma a ello el Anexo
N? 14 aportado al Tribunal por la CONADEP, en el que consta el
reconocimiento que ante nliembros de esta Comisión 'efectuaran
del lugar Carmelo Vince, Mario Méndez, Osvaldo Fernández, Car-
los Leonardo Genson, Ricardo Alberto Casano Rivas, Hugo Galgano
y la ya nombrada Lidia Araceli Gutiérrez. La inspección ocular
realizada dio como resultado la comprobación de que dicho sitio
fue donde permanecieron oportunamente los citados testigos, quie-
nes por otra parte observaron, las reformas practicadas a las ins~
talaciones. Se adjunta. en el anexo el croquis confeccionado por Mario
Méndez con una precisa descripción.

Por último, existen constancias que avalan el funcionamiento
de "Monte Pelone" como centro clandestino de detención en las "cau-
sas Nros. 19.992, 19.991 Y 19.984 del Juzgado Federal de Azul, Pro-
vincia de Buenos Aires, iniciadas' según denuncias formuladas por
la CONADEP, en las cuales Mario Elpidio Méndez, Osvaldo Raúl
Ticera y Ricardo Alberto Casano, respectivame~te, expresaron ha~
. ber sido mantenidos ilegalmente detenidos en dicho lugar. En el
mismo sentido se manifestaron -Osvaldo Roberto Fernández (causa
N? 19.992), Carlos Leonardo Genson y Juan José Caste1ucci (causa
N? 19.982), los que ante el citado Tribunal expusieron haber per-
manecido detenidos en el cuestionado centro clandestino.
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9) La Escuelita: Bahía Blanca. Situado sobrc el camino dc cin-
tura dctrás del Quinto Cuerpo de Ejército en la ciudad dc Bahía
Blanca, Provincia de Buenos Aires.

Refieren la existencia de este centro clandestino de detención
Gustavo Darío López, al manifestar ante este Tribunal que el lu-
gar donde estuvo clandestinamente detenido se llamaba "La Escue-
Jita", donde permaneció en esas condiciones hasta su traslado para
scr intcrrogado al Comando dcl Quinto Cucrpo de Ejército.

Se agrega a cllo la inspección ocular que del sitio en cuestión
cfcctuara junto a iniembros de la CONADEP, Nilda EsUlcr Dc1uc-
cl, Scrgio Voitzuk, Horacio Alberto Lópcz, Claudio Caliazos, Emilio
Rubén Vil1alba y el ya nombrado Gustavo Darío López, quicnes rc-
conocieron el área corno el que otrora fuera cen 11'0clandestino de
detención ilustrándose ello con diversas fotografías del lugar, todo
]0 cual obra en fotocopias en el Anexo NI? 20 aportado por la citada
Comisión al Tribunal.

Por último, corroborando lo expuesto, constan los dichos que
cn I~ causa N? 166 del Juzgado Fcdcral de Bahía Blanca, caratu-
Jada "González, Héctor Osvaldo y olros s/dcnuncia", prestaron Os-
car Amílcar Bcrmúdez, Jorgc Antonio Arcc y Héctor Osvaldo Gon-
zález, quienes expresaron que luego de haber sido privados ilegal-
mente de su libertad fueron conducidos a "La Escuelita", donde
permanecieron por distintos períodos en cautiverio.

10) La Escuelita de Famail/á. Ubicada en la zona sur de la
Provincia de Tucumán, en la Ciudad de Famaillá. Su denominación
proviene de la circunstancia de que hasta el afio 1975 estaba en
construcción una escuela rural de campaña.

El funcionamiento de estas instalaciones como centro clandes-
tino de detención, se encuentra probado por los testimonios pres-
tados ante este Tribunal por Néstor Daniel Bambozzi y Manuel Al-
berto Díaz, quienes son contestes en 'afirmar que al ser privados
de su libertad fueron conducidos a dicho centro donde permane-
cieron en cautiverio durante distintos lapsos.
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Se suman a ello los reconocimientos del lugar que en presencia
de los miembros de la Con1isión Nacional sobre ]a Desaparición de
Personas realizaran Santiago Ignacio Leiva, Gustavo Holmquist, An-
tonio Zapata, Luis Ortiz, Pascuala Bulacio y Héctor González. Esta
inspección ocular da como resultado la comprobación de que el
centro en cuestión fue el lugar donde los nombrados fueron man-
tenidos detenidos clandestinamente.

Estas constancias obran en el Anexo N? 26, aportado a este
Tribunal por la CONADEP.

11) Regimiento Ni! 181 de Comunicaciones: Bahía Blanca. Situa-
do en las adyacencias del Comando del Quinto Cuerpo de Ejército
en la Ciudad de Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires.

Al respecto, manifiestan ante este Tribunal el testigo Hipólito
SoJari yrigoyen el haber sido llevado a dicho lugar luego de haber
sido privado ilegalmente de su libertad, permaneciendo en el mis~
mo en cautiverio durante cierto lapso.

12) Compañía de Comunicaciones de Montaña. Ubicado en las
afueras de la Provincia de Mendoza, en el interior del predio donde
funciona la VIII Brigada de Infantería de Montaña, habiendo sido
demolido parcialmente.

La existencia de este SItIO como centro clandestino de deten~
ción se encuentra corroborado por los dichos que ante e-ste Tribu-
nal prestaron los testigos Angel Bartola Bustelo y Pedro Raconto,
quienes son coincidentes al manifestar que luego de ser privados
ilegalmente de su libertad fueron alojados en el centro de detención
ubicado en la VIII Brigada de Infantería de Montaña, lugar que
oportunamente pudieron fácilmente identificar en razón de no es-
tar vendados al igual que los demás prisioneros que allí había. Al
respecto, el nombrado Bustelo es categórico al expresar que con04
CÍa ese lugar por vivir próximo al mismo y en virtud de que uno
de sus interrogadores se lo manifestó abiertamente.

13) CADA E 101. Ubicado en un predio del Ejército entre las
calles Carlos Pellegrini, Comesaña y Reconquista en la localidad de
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Ciudadela, Partido de Tres de Febrero, Provincia de Buenos Aires.
Corresponde al Grupo de Artillería de Defensa Antiaérea 101 Gene-
ral Ricchieri.

Con relación a este centro clandestino de detención se mani-
festó en la audiencia el testigo Roberto Osear Arrigo, al expresar
que mientras duró el período de su privación ilegal de libertad,
uno de los traslados fue a lo que se llamó como "Regimiento N':l 1
de Artillería de la loealidad de Ciudadela", por así habérselo refe-
rido uno de los of:iciales a quien iqcntificó como Teniente Primero
Pascual, aclarando que en su caso fue un lugar de tránsito, ya que
luego fue nuevamente trasladado a la Subcomisaría de Villa lnsu-
perable.

b) Ubicados fuera de unidades n'lilitares del arma.

1) Hospital Posadas. Ubieado en la Avenida Martínez de Hoz
entre Avenida Maroni y Pcrdriel de .la localidad de Haedo, ProYIn-
cia de Buenos Aires. En sus fondos se encontraban dos chalets des-
tinados a la vivienda del administrador y director del Hospital, ha-
biéndose comprobado que fueron utilizados como centros clandes-
tinos de detención.

El 28 de marzo de 1976 el General de. División Reynaldo Benito
Antonio Bignone, en su earáeter de delegado de la Junta Militar
ante el Ministerio de Bienestar Social y a través de la Secretaría
de Salud Pública, dispuso la 'intervención de dicho nosocomio a
raíz de presuntas irreguíaridades que allí habrían tenido lugar, non1-
brándose interventor al Coronel Médico Agostino D. Di Benedetto,
quien permaneeió en el eargo desde el 28 de marzo hasta el 30 de
abrir del mismo, fecha' en que asumió el cargo como Director inte-
rino del establecimiento el Coronel Médico Julio Ricardo Estévez,
todo lo cual. se desprende de las declaraciones prestadas por los
nombrados en el" expediente N9 5.124.244 del Juzgado de Instrue-
ción Militar N? 12 de la Fuerza Aérea ArgcI}tina.

El aludido Estévez expresó que, a raíz de las gestiones por él
realizadas, el Ministerio de Bienestar Social asignó al Policlínica un
. grupo de personal civil para .reforzar al servicio de seguridad.

I,
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Se encuentra probado que este grupo utilizó dependencias del
Hospital como centro clandestino de detención, en virtud de los di-
chos de Gladys Evarista Cuervo quien se desempeñaba como enfer-
mera del Hospital, y expresó que fue detenida en sus instalaciones
por la fuerza de seguridad que operaba en el lugar -llamada
"SWAT"-, y conducida a uno de los chalets aludidos, en donde
.pudo ver a, los médicos Jorge Roitman y Jacqueline Romano, que
se encontraban en la misma situación de detención ilegal. Lo ex-
.puesto es corroborado por lo relatado por Zulema Dina Chester,
Jorge Villalba, Carlos Domingo Ricchi, Pedro Ruiz y Graciela Leo-
nor Donató, quienes se desempeñaron como eJUpleados del Hospi-
tal y expresaron el clima de tensión que se vivía a consecuencia de
la intromisión y prepotencia que ejercía el servicio de seguridad
del Hospital, aclarando que la zona de los c~alets era área restrin-
gida par~ el personal, circulando como secreto a voces que en aquel
lugar permanecían personas detenidas.

Asimismo cabe mencionar el reconocimiento realizado por la
nombrada Cuervo en compañía de funcionarios de la CONADEP en
el lugar en que ~stuvo detenida, el que fue ratificado en la causa
2628/84 caratulada "CONADEP s/denuncia" del 'Juzgado Federal de
Morón, apreciándose las dos construcciones mencionadas en las fo-
tografías y croquis obran tes en 'el Anexo N? 12 de la CONADEP.

Finaln1ente, e~ nexo entre las autoridades del hospital -mili-
tares ya mencionados- y la fuerza Ejército es corroborado por los
informes de fs. 376 de la causa del Juzgado de Instrucción Militar
N? 12 de la Fuerza Aérea, en el que el Jefe del Estado Mayor Gene-
ral del Ejército explica que el Policlínica Posadas estaba bajo el
área operacional de la Zona 1, correspondiente al Comando Cuerpo
del Ejército N9 1.

2) Radar de la Base Aérea Mar del Plata. Lindante con el Aem-
parque de la ciudad mencionada, en la ruta naci9nal N'? 2. Una
construcción subterránea sobre la cual se hallaba un viejo radar, a
600 metros dentro de la base, fue ,utilizada, como centro clandestino
de detención.
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Sobre su existencia declararon en la audiencia Marta Haydée
Garda de Candeloro y Alfredo Nicolás Battaglia, quienes describie-
ron el lugar donde permanecieron privados de su libertad.

Con sus dichos, concuerdan la vista fotográfica de la página 100
del libro "Nunca Más" (foto superior), el reconocimiento practi-
cado en el lugar ante la Comisión Nacional sobre la Desaparición
de Personas por Rafael Adolfo Malina, Julio César D'Auro, Guiller-
mo Alberto, Gómez, Eduardo Antonio Salerno, Alberto Mario Mu-
110z, Alfredo Nicolás Battaglia, Rodolfo Néslor Facio, Eduardo Fé-
lix Miranda, Carmen~Lidia Barreiro y Marta Haydée Garda de Can.
delaro, las treinta y siete fotografías obtenidas en presencia de los
antes nombrados y los dos croquis efectuados por éstos, todo lo
cual obra en fotocopias en el Anexo N'? 15 "Reconocimiento de la
Base Aérea Militar Mar del Plata", que fuera aportado al Tribunal
por la CONADEP.

En el testimonio prestado en la audiencia por Ernesto Alejan-
dro Agustoni refirió que el Aeropuerto dependía del Comando de
Regiones Aéreas -Regional Centro, Ezeiza-, y que la dependencia
del antiguo radar, a pedido del Jefe de la Agrupación de Defensa
Aérea 601 -GADA- fue cedida para descanso y escalas de las pa-
trullas que efectuaba en el lugar el Ejército Argentino.

Si bien, citado a prestar declaración en la audiencia, el enton-
ces Jefe de esa. unidad militar, Coronel (R) Alberto Pedro Barda,
rehusó hacerlo, a fs. 101 del expediente N? 5.157.412 de la Fuerza
Aérea Argentina, corroboró las manifestaciones de Agustoni, reco.
naciendo que, por un convenio con éste. le fue cedida la instalación
del radar al los fines de la lucha contra la subversión. aunque mani-
festó no reéordar si se alojaron allí detenidos, si se efectuaron inte-
rrogatorios o si tuvo apoyo de personal de la Base Aérea.

3) Automotores Orle/ti. Se hallaba situado en la calle Venancio
Flores 3519/21 de Capital Federal.

Se halla probado que dicho centro clandestino de detención
funcionó en el lugar consignado, subordinado operacional mente al
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Ejército el cual, en este caso, actuaba en forma conjunta con ofi-
ciales del Ejército de la República Oriental del Uruguay.

En efecto, como se vio ampliamente en el capítulo respectivo,
las personas privadas de su libertad y conducidas al citado sitio,
fueron trasladadas a Montevideo en operativos conjuntos de los
ejércitos de ambos países.

Ello se encuentra avalado por los dichos vertidos en la audien-
cia por Enrique Rodríguez Larreta Piera, Washington Francisco Pé-
rez Rossini y Ana Inés Quadros Herrera.

4) El Banco. Centro de detención clandestino, ubicado geográ-
ficamente en Avenida Ricchieri y Camino de Cintura y, en dirección
este-oeste, detrás del Destacamento de Infantería de la Policía de
la Provincia de Buenos Aires, funciona en la actualidad el Destaca-
mento XIV de la Policía Femenina de La Matanza.

Allí se encontraban recluidos en forma ilegal, según surge de los
dichos vertidos en la audiencia, Alberto Cruz Lucero, EIsa Ramona
Lombrado, Isabel Teresa Cerruti, Isabel Fernández Blanco de Ghe-
zan, Nora Beatriz Bernal, Julio Lareu, Mario César Villani, Elena
Raquel Corbin de Capisano, Norma Teresa Leto, Susana Leonor Ca-
ride, Juan Carlos Guarino, Enrique Carlos Ghezan, Jorge Casalli
Urrutia y Melba Alicia Méndez de Falcone. También se desprende
de esos dichos, que muchas de las personas allí alojadas provenían
del centro clandestino de detención denominado "El Atlético", cuan-
do éste fue desactivado.

Cabe agregar a lo expuesto, los testimonios vertidos ante el Juz-
gado de Instrucción N? 3, a fs. 215, por Ana María Arrastia Men-
daza y por Melba Alicia Méndez de Falcone, en la causa N? 4821 del
registro del Juzgado Federal N? 6, como así también los reconoci-
mientos efectuados con intervención de miembros de la Comisión
Nacional sobre la Desaparición de Personas por los ya nombrados
Nora Beatriz Bernal, Norma Teresa Leto, Susana Leonor Caride,
Isabel Fernández Blanco de Ghezan, EnrIque Ghczan y Eisa Lom-
bardo, y además por Miguel Angel Benitez, de resultas de los cua-
les se realizaron siete croquis del lugar y se obtuvieron ciento trein-
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ta y cuatro fotos, elen1entos éstos que en fotocopias se hallan agre-
gados en' el Anexo N'? 4 proporcionado por el citado organismo a
Is. 4800/4806, del cuaderno de prueba del Fiscal.

e) Ubicados en lugares pertenecientes a tuerzas de
seguridad y policiales.

A) DE POLICIA FEDERAL

1) Olimpo. Situado en la calle Ramón Falcón y Olivera en el
Barrio de Floresta, en Capital Federal, sede de la División Mante.
nimiento de Automotores. de la Policía Federal Argentina.

S.e halla probado que dicho lugar operó como centro clandes-
tino de detención, siendo los detenidos allí alojados custodiados por
personal de Gendarmería Nacional, bajo control operacional de la
Jefatura del 1 Cuerpo de Ejército.

Ello se corrobora con los dichos vertidos en la audiencia por
Isabel Teresa Cerruti, Juan Carlos Guarino,- Alberto Próspero Ba-
rret Viedma, Jorge Alberto. Briaza, Susana Leonor Caride, Enrique
Mario Ghezan, Mario. César Villani, Julio Lareu, Melba Méndez de
Falcone, Isabel Fernández Blanco de Ghezan y Jorge César Casalli
Urrut~a, por lo expresado mediante exhorto por Osear Alfredo Gon-
zález y Horacio Cid de La Paz, las expresiones testificales de Julio
Lareu, Jorge Roberto Galgano, Gustavo Raúl Blanco, Estéfanos Azam.
Mansur y Héctor Daniel Retamar, obran!es a [s. 215, 241, 271 Y 280
de la causa N9 13:279 earatulada "Moller, Guillermo Marcelo -pri-
vación ilegal de la libertad a éste-JI, del registro del Juzgado en lo
Criminal de Instrucción N,:, 13, Secretaría N,:, 138, y por lo decla-
rado ante la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas
por Isabel Fernández Blanco de Ghezan (legajo 4124), EIsa Lom'
bardo (legajo 3890), Graciela Trotta (legajo 6068) y por el guardia
de .Gendarmería que custodiaba a los privados de su libertad en
dicho lugar, Ornar Eduardo Torres (legajo 7077).

Asimisn10, obran vistas fotográficas del centro en cuestión en
la página del libro "Nunca Más" de la referida Comisión, y croquis
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efectuados por los damnificados en las páginas 73 y 76 del informe
oficial consignado.

Deben sumarse a lo expuesto, los reconocimientos practicados
en el lugar, con intervención de miembros de la Comisión Nacional
sobre la Desaparición de Personas, por Susana Leonor Caride, En-
rique Mario Ghezan, Emilia Smoli de Basile, que dieran origen' a la
obtención de noventa y un fotos y a la confección de doce croquis,
los cuales obran fotocopiados en el Anexo N? 3 que corre por cuer-
da al presente.'

2) Coordinación Federal o Superintendencia de Seguridad Fe-
deral. Ubicada en la calle Moreno 1417 de la Capital Federal, las
personas privadas de su libertad eran allí conducidas por personal
de la Policía Federal Argentina, bajo dependencia operacional del
Comando del Primer Cuerpo de Ejército.

Sobre su existencia, declararon en este Tribunal, Cecilia Váz-
quez de Lutski, Aparicio Carlos Etcheverry, Carlos Heraldo Bevi-
lacqua, Camilo Francisco. Campos, Juan Carlos Apezteguía y Lucas
Orfanó; y por los reconocimientos practicados. por los damnifica-
. dos, Depaoli, Lara de Poggi y Lara con intervención de miembros
de la "CONADEP", a raíz de los cuales se obtuvieron veinticuatro
fotos y se confeccionaron dos croquis, los cuales se hallan glosa-
dos en el Anexo N? 1, acollarado al presente.

3) .Atlético. Situado en Paseo Colón y Juan de Garay en esta
Capital, operó desde diciembre de 1976 a mediados de 1977 en que
fue demolido y los privados de la libertad allí alojados, pasados a
otros centros clandestinos de detención. Las fuerzas policiales en-
cargadas del lugar, actuaban en contacto con otros centros clan-
destinos de detención como la Escuela de Mecánica de la Armada
y Campo de Mayo.

Refieren la. existencia de este centro, Cecilia Vázquez de Lutski,
Miguel Angel D'Agostino, Ana María Careaga, Marcelo Gustavo Dae-
lli, FermÍn Gregario Alves, Mónica Marisa Córdoba, Delia Barrera
y Ferrando, Jorge Alberto Alleaga, Mario César ViIlani, Julio Eduar-
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do Lareu, Mclba Méndez de Faleone, Enrique Carlos Ghezan, Isabel
Mercedes Fernández Blanco de Ghczan, Juan Carlos Guarino, Su-
sana Leonor Caride, Jorge Casalli Urrutia e lsabel Teresa Cerruli.
quienes declararon en la audiencia llevada a cabo en este Tribunal,
y Osear A. GOllzálcz, quien dec.laró mediante exhorto.

A ello deben sumarse como elementos probatorios los dichos
testificales vertIdos por Mario César Villani en la causa N? 36.329
earatulada "Privación ilegal de la libertad en perjuicio de Prigione,
Juan Héctor y otro", del registro del Juzgado de Instrucción N? 3;
los croquis confeccionados por quienes fueron privados de su Iiber~
tad y alojados clandestinamente en el lugar de referencia; en la
causa N? 9482 caratulada "Israel, Teresa Alicia s/privación ilegal de
la libertad", dcl registro del Juzgado en lo Criminal y Correccional
Federal N? 3, Secretaría N? 7, a saber: Carlos Pacheco -fs. 472-,
Daniel E. Fernández -fs. 477-, Carmen de Lapacó -fs. 483-, Luis
Federico Alleaga -fs. 492-, Fermín Gregorio Alves -fs. 513-,
Adolfo Ferráro -fs. 536-, Jorge P. Alleaga -fs. 552- y Osear Ro-
dríguez -fs. 788/789-; las declaraciones prestadas ante la Comi-
sión Nacional sobre la Desaparición de Personas por Carlos Pache-
ca (legajo 423), Pedro Miguel Antonio Vanrell (legajo 1132), Daniel
Eduardo Fernández (legajo 1310), José Angel Ulivarri (legajo" 2515)
y Nora Strejilevich (legajo 2535), Y Jos croquis por ellos confeccio-
nados ante la citada Comisión, obrantes en las páginas 124 y 127 del
libro "Nunca Más".

B) DE POLlCIAS PROVINCIALES

Policía de la Provincia de Jujuy." De ella dependía el centro
Guerrero cercano a la ruta 9 y al camino de acceso a Termas de
Reyes en la localidad de Guerrero. Compuesto por tres edificios,
el "más cercano a la ruta es el de la Escuela de Policía General
Manuel Belgrano, y el más alejado fue utilizado como centro clan-
destino de detención.

La custodia del lugar era rotativa, cUb,pHéndose la misma por
la mailana a cargo del Ejército Argentino, por la tarde .la Policía
Provincial y por la noche Gendarmería Nacional.
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Declararon en la audiencia que el mismo operó en la forma
consignada, Eduardo César Maldonado, Héctor Narváez, Eulogia
Cordero de Garnica, Humberto Filemón Campos, Enrique Núñez
y Carlos Alberto MeHán.

Policía de la Provincía de Santa Fe. De ella dependía Jefatura
de la Policía de Rosario (U.R.II): Situada en las calles Dorrego
y San Lorenzo de la Ciudad de Rosario.

Centro clandestino de detención que dependía operacionalmen-
te del Segundo Cuerpo de Ejército con asiento en la citada ciudad.
La custodia de los detenidos se hallaba a cargo de la policía pro-
vincial.

Ello se encuentra corroborado por los dichos prestados en la
audiencia por Gustavo Angel Roberto Pícolo, Jorge Alberto Flores,
Angel Florindo Ruani, Lidia Susana Curieses, Ana María Ferrari
de Fernández, Carlos Enrique Pérez Risso, Germán Telmo José Ló-
pez y Hugo Rubén Méndez, y los vertidos en la causa N~ 77/84 del
Juzgado de Instrucción de la Décima Nominación de Rosario por
Elida Deheza, Graciela Esperanza Villarreal y José Luis Berra.

Policía de la Provincia de Tucumán

Jefatura de Policía. Situada en Salta y Avenida Sarmiento en
la Ciudad de San 'Miguel de Tucumán.

Utilizada corno centro clandestino de detención. Ello es co-
rroborado por el testimonio prestado en esta causa por Pedro
Antonio Cerviño, a lo cual deben sumarse como elementos proba-
torios, el reconocimiento del lugar practicado por las personas
privadas de su libertad que fueron allí alojadas: Héctor Ricardo
González, Graciela del Valle González Márquez de Jeger, Santos
Aurelio Chaparro, Luis Salvador Ortiz y Gustavo Enrique Holm-
quist, y las fotografías obtenidas al llevarse a cabo dichos reco-
nocimientos, lo cual obra en fotocopias en el Anexo Ni? 28 apor-
tado por la Comis~ón Nacional sobre la Desaparición de Personas
al Tribunal, y la fotografía que figura en la página 159 parte su-
perior del libro l/Nunca Más" del citado organismo oficial.
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Policía de la Provincia de Fonl1osa

DestacamelUo San Antonio. La utilización de la sección Cua-
trerismo del citado destacamento como centro c.Iandt:stino de de-

. tendón, ubicado en el barrio d,el mismo nombre, se encuentra
acreditada a través de los reconocimientos efectuados en ocasión
de ser privados de su libertad, lo cual surge de las fotocopias glo-
sadas en el Anexo N? 31 acollarado al presente. A ello, debe su-
marse lo expresado en la audiencia por las víctimas antes nom-
bradas y por Antonio R'afael Zárate, Pedro Atilio Vclázquez ¡barra
y por medio de exhorto diplomático por Antonio H. Miño Reta-
maso.

Policia de la Provincia de Buenos Aires.

Con lbs elemcl)tos probatorios arrimados a la causa que más
adelante se detallarán, se encuentra probado que en dependen-
cias de la Policía de ,la Provincia de Buenos Aires y bajo control
operacional de las fuerzas armadas funcionaron distintos centros
clandestinos de detención, pudiendo citarse entre otros:

1) c.a.T. l. Martíllez. El conocido corno "Coti Martínez" (Cen-
tro de Operaciones Tácticas I), se encuentra ubicado en la Avenida
Libertador N? 14.243 de la localidad de Martínez. Hasta el a!10 1975
funcionó en ese lugar el destacamento de camineros o Puesto Ca-
nlinero nI? 16. Al finalizar ese mlo, según consta en el punto 3) del
oficio que corre agregado a fojas 908 de la causa instruída en vir-
tud del decreto 280/84, y disponerse la sujeción de las PolIcías al
control operacional y jurisdiccional de las Fuerzas Armadas, pasó
a disRosición y al servicio de la autoridad militar, no otorgánclo-
sele en consecuencia otro destino específicamente policial hasta el
año 1978 en que se ]0 asigna a la División de Toxicomanía, que
funcionó allí hasta el 11 de junio de 1980.

Esto se ve corroborado por los dichos de Marta Hilda Ocampo
de Grinjot -vecina del ]ugar-, al prestar declaración testifical
ante Estrados Judiciales -fs. 17/22 de la querella iniciada por
Jacobo Timmerman- cuando expresó "quc para agosto de 1976
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el edificio policial preindicado ya estaba blindado y parecía un
<{bunker», aclarando que las reformas consistieron, según recuer~
da, en el blindado de dos ventanas con persianas de hierro que
extedían ]a abertura e impedía la visibilidad desde el exterior";
" . .. cambio de la puerta del garage colocando una de hierro con
bisagra en el ll1edio, que permitía su apertura por la mitad". Y que
"en el interior del inmueble policial construyeron, en la parte de
atrás, una torre o mangrullo con reflectores que de noche ilun1i-
naban hacia abajo". También dijo en esa ocasión que cl,urante los
años 1976 a 1978 ó 1979, escuchó ruidos provenientes, al parecer,
del interior de la finca policial y como pertenecientes a disparos
de armas de fuego, siendo varias las descargas efectuadas por
vez; que cree que por el año 1977, sin precisar fecha, en una opor~
tunidad en horas diurnas, observó cuando una persona del sexo
ll1asculino salía del inmueble de la alud~da finca en compañia de
alguien vestido de civil, con una herida en la sien, del lado izquier-
do, de la que manaba sangre escasa, quien fuera subido a un au-
tomóvil Peugeot 504, negro, sin chapas, el que marchó con dirección
a la Capital Federal.

Otro vecino de ese lugar, el señor Enrique Schcolnik, expresó
al declarat a fs. 75/6 de la citada querella, que en un momento se "
realizaron reformas a la finca, pero no le llamó la atención, ya
que posterionnente se le había colocado un cartel que rezaba "To-
xicomanía!'. Es coinc~dente con los dichos de la anterior testigo,
en el sentido de que en los fondos de esa dependencia se hab~a
construido una especie de mangrullo o mirador, al que se acce~
dia mediante una escalera del tipo marinero. También dijo que
por las noches escuchaba gritos de lamentaciones.

La utilización del denominado "C.O.T.l. Martíncz" como centro
clandestino de detención se encuentra plenamente probada a tra-
vés de los dichos prestados en esta sede por Alcides Santiago
Chiesa, Alberto Salomón Liberrnan, Luis Villar Riat de Miral1es,
Jacobo Timmerman, Julio César Miralles, Ralnón Miralles, Carlos
Enrique Miralles y Alberto Bujía, a los cual~s deben agregarse los
formulados en sede judicial -en la querella iniciada por Timn1er-
roan por privaCión ilegítima de la. libertad.- por los ya. nombrados
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Timmerman (fs. 8/9, ratificatoria de su escrito de presentación de
fs. 1/6), y Alfredo Bujía (fs. 327/329) y además por Juan Amadeo
Gramano (fs. 207/208 vta.), Ramón Miranes (fs. 116/118), Rubén
Daniel Diég\lez (fs. 322/324) los vertidos en la causa instruida por
el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas en virtud de lo dis-
puesto por el Decreto. 280/84 del Poder Ejecutivo Nacional, por
Jacobo Timmerman (fs. 937/966), Julio César Mirallcs (fs. 561/
575), Y Carlos Enrique Miranes (fs. 608/621), quienes, en forma
coincidente, expresan haber permanecido clandestinamente dete-
nidos en dicha dependencia Policial. Finalmente, cabe tener en
cuenta el reconocimiento practicado por Jacaba Tirnmerrnan, con
autoridades de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Per-
sonas, del lugar donde permaneciera alojado, de ]0 que da cuenta
la documentación y fotografías que en fotocopia obra en el anexo
n~6 aportado por dicha Comisión al Tribunal, conforme surge
de fs. 4800/4806 del cuaderno de prueba del Fiscal.

2) Puesto Vasco. Dependencia policial ubicada en la calle Pil-
comayo 69 de la localidad de Don Basca, Provincia de Buenos Ai-
res. El actual Jefe de la Policía Provincial, informó a fs. 161/162
de la Causa seguida por querella de Jacobo Tirnmerman en sede
del Juzgado de Instrucción N? 33, Secretaria N? 170 -punto 14-,
que en el citado lugar existe un edificio de propiedad de esa Poli-
cía y que entre. los años 1977 y 1978 era ocupado por la Sección Cua-
trerismo de Lanús, como así que el mismo, paralelamente y en
virtúd del comando operacional dispuesto por Decreto 2272/75,
Ley Provincial 2589 y Ley Nacional 21.267, estuvo a disposición de
la autoridad militar y que por dicha razón no es posible informar
qué personal prestó servicios en la misma y qué detenidos hubo
allí alojados en esa época.

El destino dado en ese período a la dependencia de la calle
PiIcomayo, conocida como "Puesto Vasco" fue el de centro clan-
destino de detención. Ello se encuentra suficientemente probado
a través de las expresiones vertidas en la audiencia por Juan Ra-
món Nazar, Alberto Bujía, Ramón Miral1es, Jacobo Timnlcrman,
Bernardo Florio Schiffrin, Héctor Marciano Banent, Alcides San-
tiago Chiesa, Gustavo Caraballo, Alberto Salomón Liberman y Pc-
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dro Augusto Goin. Por las declaraciones prestadas ante el Juzga~
de la Instrucción N? 33 en la querella promovida por Jacobo Tim-
merman, por los ya nombrados Juan Nazar (fs. 168 vta) , Alberto
Bujía (fs. 327/329), Ramón Miralles (fs. 116/118), Jacobo Timmer-
man (fs. 8/9), y además por Ornar Amílcar Espósito (fs. 79/93),
Araceli Noemí Rossomano (fs. 195 vta./197), Juan Antonio Grama-
no (fs. 207/8) y Osvaldo Jorge Papaleo (fs. 38/41), a lo que deben
sumarse los reconocimientos efectuados por Ornar Espósito a fs.
249/53, Luis Enrique Jara a fs. 243/245, Ramón MiralJes a fs. 255/
257 y Jacobo Timmerman a fs. 239/240, obrando las fotografías y
planos obtenidos a fs. 271/314 de la causa judicial citada. Y ade-
más por dichos prestados en la causa iniciada ante el Consejo
Supremo de las Fuerzas Armadas en cumplimiento del Decreto
280/84 del Poder Ejecutivo por Silvia Cristina Fanjul (fs. 1614/
1632), Jacobo Timmerman (fs. 937/966), Julio César Mirallcs (fs.
561/75) -testigo también de la audiencia- y Dante Marra (fs.
1602/13).

La coincidencia entre los testimonios señalados y -la documen-
taCión obrante en la querella consignada, sumada a los reconoci-
mientos y fotografías realizados con intervención de miembros de,
la Comisión Nacianal sobre la Desaparición de Personas, obrantes
en el Anexo N? 9 de dicho organismo, que corre por cuerda al pre-
sente, prueban la existencia de este centro clandestino de detención.

3) Pozo de Bánfield. Dependencia de la Policía de la Provincia
de Buenos Aires ubicada en las calles Siciliano y Vernet, del Par-
tido de Lon1as de Zamora.

Según se desprende de los dichos fonnulados en la audiencia
por Adriana Calvo de Laborde, Pablo Alejandro Díaz, Víctor Alberto
Carminati, Walter Roberto Doktcrs y Nora Alicia Ungaro, y de las
expresiones vertidas n1ediante exhorto por Atilio Gustavo Caloti y
Guillermo Luis Taub, funcionaba en ese lugar un centro clandestino
de detención, pues son contestes en afirmar que en ese lugar per-
manecieron ilegalmente alojados.

A ello, pueden agregarse los reconocimientos efectuados con
miembros de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Per-
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sanas por los damnificados José Moreno, Gladys Rosa Baccili de
López y José Eduardo Moreno, y de los dos planos y dieciocho fotos
obtenidas del lugar, lo cual obra' en fotocopia en el Anexo N? 7 apor-
tado al Trib.unal por esa Comisión.

4) Brigada de Investigaciones de Quilmes o Pozo de Quilmes.
Ubicado en la calle Allison Bell, esquina Quilmes, del partido del
mismo nombre.

Sobre la existencia en ese lugar de un centro clandestino de
detención, declararon en la audiencia Alberto Derman, Alfredo v\lal-
do Forti Sosa, Alberto Felipe Maly, Rubén Fernando Schell, Alei-
des Antonio Chiesa, Norma Esther Leanza de Chiesa, Maria Kubik
Mareoff de Lefteroff, Ana María Cara coche de Gatica, Alberto Cruz
Lucero, Jorge Alleaga, N,éstor Busso y Mario César \TilIani, a los que
se deben agregar las declaraciones recepcionadas mediante exhor-
tos a Guillermo Luis Aaub. Guillermo José Forti Sosa, Mario Manuel
Forti Sosa, quienes Son coincidentes al afirmar que allí fueron man-
tenidos en cautiverio.

Se suma a esto los reconocimientos practicados en el lugar y
ante miembros de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de
Personas por los ya nombrados Alcides Antonio Chiesa, Rubén Sehell,
Norma Esther Leanza de Chiesa, Alberto Felipe Maly, Alberto Cruz
Lucero, Néstor Busso, Alberto Osvaldo Dennan, y María Xubik
Marcoff de Lefteroff y además por Ramón Raúl Romero, Osear Luis
Viegas, Beatriz Lilian Bermúdez Calvar de Viegas y María Concep-.
ción Espinosa de Robles, oportunidad en que procedió a la confec-
ción de tres planos y a la obtención de noventa y cinco fotografías
del lugar, las cuales obran en fotocopias en el Anexo N? 8 aportado
al Tribunal a fs. 4800/4806 del cuaderno de prueba del Fiscal.

En su declaración testimonial de [s, 341/343 dcl expediente
{nstruído por el Consejo Supremo. de las Fuerzas Armadas en cum-
plimiento dcl decreto 280/84 del Pocler Ejecutivo Nacional, el Comi-
sario General (R) Miguel Osvaldo Etcheeolatz expresa, que la Po-
licía de la Provincia de Buenos Aires tenía Puestos para alojamiento
de prisioneros de guerra. Puestos éstos que eran cambiables por
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una cuestión de e,strategia y a efectos. de evitar que el enemigo loca-
lizara el lugar, mencionando que fueron utilizados a tales efectos los
Puestos Arana y Quilmes.

5) Brigada de Investigaciones de La Plata. Ubicada en las ca-
lles 55 Nro, 930 de la Ciudad de La Plata. Allí funcionó un centro
clandestino de detención. Ello se infiere de los dichos prestados en.
la audiencia por Adelina González de Moncalvillo, Ramón Alcides'
BaravalIe, María Inés Qubert, Maricel .Marta Mainer, María Inés
Arbio, Nicolasa Zárate de Salamone, Domingo Moncalvillo, Martín
Osvaldo Galarza y Antonio Cifre de Idiart, al señalar que a ese
lugar concurrieron en reiteradas oportunidades a visitar a sus fa.
miliares allí alojados y hasta hoy desaparecidos a saber: Liliana
Galarza, María Magdalena Mainer, Pablo Joaquín Mainer, Nilda Su-
sana Salamone de Guevara, María del Carmen Morettini, Cecilia Lu.
ján Idiart y Domingo Héctor MoncalviJIo.

El sacerdot~ católico Von Wernick, al declarar en la audiencia,
dijo conocer y haber visto en la citada, Brigad.a de Investigaciones
a Liliana Galarza, María Magdalena Mainer, Pablo Joaquín Mainer,
Nilda Susana Salamone de Guevara, María del Carmen Morettini,
Cecilia Luján Idiart y Domingo Héctor Moncalvillo, yen su condi-
ción de Capellán de .la PoliCÍa de la Provincia de Buenos Aires,
haber asistido espiritualmente a los mismos, y que eran montoneros.

Prueba además lo antes expuesto, la partida de nacimiento que
corre agregada en fotocopia al legajo de la Conadep 002821 -a fs.
16- correspondiente a María Mercedes Galarza, hija de Liliana Ga.
larza, nacida el 13 de setiembre de 1977 en la calle 55 y 155 de la
Plata -domicilÍo correspondiente al centro en cuestión-, siendo cer-
tificado el nacimiento r,eferido por la doctora María Magdalena Mai-
ner, la que, como ya se dijera, permaneció cautiva en ese lugar.

6) Comisaría Quinta de La Plata. Situada en la calle 24, entre
la Diagonal 74 y la calle 63, de la Ciudád de La Plata, Provincia de
Buenos Aires.

El funcionamiento de esta dependencia policial conlO centro
clandestino de detención se encuentra probado por los dichos velZ.-
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tidos ante este Tribunal por Adriana Calvo de Laborde, Miguel Angel
Laborde y Mario Rubén Feliz, quienes coinciden en señalar a dicho
lugar COD10 aquel en el que permanecieron privados de su libertad
durante distintos lapsos.

Asimismo, obra en la causa el legajo de la primera aportado
por Jq Conadep, en el que se acompaña un plano que del sitio
realizó la damnificada, que es sumamente similar a las descripcio-
nes efectuadas por los demás testigos, y que a su vez guarda cohe-
rencia con las instalaciones de la Comisaria Quinta de La Plata.

7) Arana. El Destacamento Arana, dependiente de la Policía
de la Provincia de Buenos Aires, se encuentra ubicado en la caIJe
137 esquina 640 de La Plata, en los suburbios de dicha ciudad, en,
un paraje descampado.

AHí, a través de los dichos vertidos en la audiencia por Víqor
Alberto Carminati, Pablo Alejandro Díaz, Walter Dokters, Pedro
Augusto Goin, Adriana Calvo de Laborde, Miguel Angel Laborde,
Néstor Busso y Nora Alicia Ungaro, y los prestados ante el Embaja-
dor Argentino en Francia por Gabriela Goosley, mediante exh9rto
que se halla agregado en el cuaderno de pru~ba del Fiscal, se infiere
que funcionó como lugar clandestino de detención en donde fueron
alojadas gran cantidad de personas_ provenientes de otros centros
de detención, en especial de la Comisaría Sa., y que muchos de esos
cautivos fueron vistos en ese lugar por última vez.

Véase a su vez, lo expresado por el Comisario Etchecolatz en
el párrafo correspondiente al Pozo de Quilines.

8) Brigada de Investigaciones de Las Flores. Ubicado en la ca-
lle Avellaneda 705 de Las Flores, Provincia de Buenos Aires.

Con relación a la existencia de este sitio como centro cJandes-.
tino de detencióri constan en la causa los dichos de los testigos Fran-
cisco Nicolás Gutiérrez y Lidia Araceli de. Gutiérrez, quienes mani-
fiestan haber permanecido en cautiverio en dicho lugar luego de
l}aber sido privados ilegalmente de su libertad.
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Asimisnlo, obra el Anexo N? 14 aportado a este Tribunal por
la Conadep, en el que figura el acta de reconocimiento que del cen-
tro en cuestión hicieron miembros de la citada Comisión, Mario.
,Méndez, Osvaldo Roberto Fernández y la nombrada Lidia Araceli
Gutiérrez, los que manifiestan haber transcurrido allí parte de su
cautiverio.

Por otra parte, y como dato ilustrativo, podemos estar a los
indicios que surgen de los reconocilnientos efectuados mediante J\cta
y ante las autoridades de la Conadep por Lidia AraceJi Gutiérrez,
Carlos Leonardo Renson,' Osvaldo Fernández, Mario Méndez y Ri-
cardo Alberto Cassano Rivas, quienes en esa oportunidad recono-
cieron a la Brigada de Las Flores conlO el sitio donde permanecie.
ron clandestinamente detenidos.

Por último se cuenta con los dichos vertidos por Juan Carlos
Urquiza -ex policía de la Provincia de Buenos Aires- en la cau.
sa N? 87.500 caratulada "Urquiza, Juan Carlos su denuncia" ?el Juz-
gado Federal N? 1 de La Plata, Provincia de Buenos Aires, en el
sentido de que el campo en cuestión era"utilizado como centro clan-
destino de detención, dando cuenta de diversas ir.regularidades allí
cometidas.

9) Brigada de Investigaciones de San Justo. La existencia de
dicho centro de detención en el lugar consignado, dependiente de
l~ Policía de la Provincia de Buenos Aires, se halla probado a través
de los dichos vertidos en la audiencia por Norberto Ignacio Liwski,
María Amelia Marrón, Rodolfo Atilio Barberán y Francisco Manuel
García Fernández, quienes fueron contestes en señalar a la Brigada
mencionada como el sitio donde permanecieron ilegalmente dete-
nidos.

C) DE OTRAS FUERZAS DE SEGURIDAD

1) La Cacha. Situado en lo que fueran las antiguas instalacio-
nes de "L.S.!! Radio Provincia" (emisora radial de la Provincia de
Buenos Aires), en la localidad de Lisandro Olmos, Partido de La
Plata, Provincia de Buenos Aires.
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Se encontraba colindante con las unidades penitenciarias Nros.
y 8, dependientes del Servicio Penitenciario de la Provincia de

Buenos Aires.

A partir del 6 de mayo de 1977, por decreto Nro. 1060 emanado
del Poder Ejecutivo Provincial, el predio pasó a depender del Ser-
vicio Penitenciario Provincial, tal como surge del expediente Nro.
2211-98265/74, que obra agregado a la causa que más abajo se m~n-
ciona.

Su existencia como centro clandestino de detención se encuen-
tra acreditada por los dichos de Juan Carlos Guarino y Ana María
Caracochc de Gatica, quienes en forma conteste, expresaron ante
este Tribunal que luego de ser secuestrados por fuerzas de seguri-
dad fueron conducidos al lugar mencionado donde permanecieron
'privados de su libertad. Debe tenerse en cuenta asimismo, 10 decla-
rado por vía de exhorto diplomático por Patricia Pérez Catán, quien
se produjo en forma similar a los aludidos ante la Embajada Argen-
tina en Berna, Suiza, el 31 de julio de 1985.

A lo referido, deben adicionarse los testimonios aportados en
el sumario caratulado "Portesi, Juan Antonio, Ministro de Gobierno
de la Provincia de Buenos Aires s/denuncia", que tramitara bajo
el Nro. 124.963 en el Juzgado en lo Penal de La Plata a cargo del
Dr. Peralta Calvo, por parle de Melba Alicia Méndez (fs. 95), 'María
Elvira Luis (fs. 105), Julián Roberto Duarte (fs. 169), José Luis Barla
(fs. 183) y Héctor Javier Quinterno (fs. 223). Así, Melba Alicia Mén-
dez refirió que se había enterado que había estado detenida en' este
lugar por'así habérselo dicho Néstor Daniel Torrillas (otro ex de-
tenido que depusiera ante el organismo "Clamor" en San Pablo.
Brasil), expresando, por su partc, quc estuvo detenida en un edi~
ficio de dos pJantas -planta baja y primer piso-, al que subía
por una escalera relativamente corta. la cual desembocaba en un
gran salón que parecía una sala de "control" por 10 grueso de los
cables conductores de electricidad y los grandes relojes de medición;
dijo \sentir de vez en cuando el paso de un tren y el canto de pájaros,
agregando que por haber pasado en una oportunidad con su ma.
rjdo por el lugar le pareció que podía ser donde había estado se.
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cuestrada, atento el camino de pedreg,ullo y el portón de entrada.
María Elvira Luis, por su parte, aseveró que en el lugar donde había
estado alojada había -gruesos cables. Julián Roberto Duarte refirió
haber estado junto con José BarIa y la mencionada Luis. José Luis
Barla, luego de afirmar que estuvo con la aludida, dijo que de la
parte exterior del lugar se escuchaban ruidos como de entrena~
miento de perros, de fauna de campo -como pájaros y ranas- y
que alguna vez al día se escuchaba el paso de un tren. Héctor Ja-
vier Quinterno, manifestó que estuvo detenido en un lugar que l~
parecía era un sótano, debiendo subir una escalera si quería ir al
baño, que al Dlediodía diariamente se oía correr un tren, que podía
percibir el aullido de perros y que los guardias se dedi~aban per-
manentemente a sacar cables de cobre.

El cúadro probatorio descripto se complementa con las actua-
ciones labradas por la CONADEP (Comisión Nacional de Desaparición
de Personas) que se agregaran a la causa judicial referida "supra".
Dichas actuaciones consistieron en reconocimientos efectuados por
Melba Alicia Méndez- y María Elvira Luis e impresiones fotográficas
tomadas en -el lugar donde permanecieron cautivas. A su ve'z, el
Tribunal a cargo del Dr. Peralta Calvo, también se constituyó en el
lugar de los hechos, efectuándose la inspección ocular de que se
da cuenta a fs. 51 y siguientes.

Con las de!5cripciones y fotografías reseñadas y el análisis glo.
bal de los dichos de los testigos, puede afirmarse que en el lugar
denominado como "La Cacha" funcionó un centro clandestino de
detención.

Ello así, toda vez que los testigos Luis y Méndez, al constituÍrse
en el lugar de los episodios, han brindado detalles reveladores y
unívocos en cuanto a la real existencia del centro, conlO ser las ca-
racterísticas de las baldosas, el pórtico de entrada, lo descampado
de la zona, la ubicaCión de las distintas dependencias, la existencia
de la antigua antena de transmisión, etc.

Por otra parte, los dichos de los restantes testigos que depusie~
ron ante el Juez Dr. Peralta Calvo, han sido contestes en cuanto
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a sus expresiones, que, si bien escasas individualmente, aunadas for~
man un elemento de incontrovertible valor .

.,
2) El Vesubio. Ubicado en las cereanías de la ii1terseeción del

Camino de Cintura con la Autopista' Rieehieri, Partido de La Ma-
tanza, Provincia de Buenos Aires, frente a la Agrupación Gücrncs
y lindero al Escuadrón de CabaJlería de la Provincia de Buenos
Aires.

El predio en que estaba situado pertenece al Fisco Nacional,
habiendo sido asignado en la época que se trata al Servicio Peni-
tenciario Federal, el cual lo destinó para Casino de Oficiales.
Ello surge de la declaraeión prestada por e! ex Direetor del Servicio
Penitenciario Federal, Héctor Miguel Rossi. a fs. 366 de la causa
Nro. 1800 caratulada "Benet, Armando s/denuncia" del Juzgado en
lo Penal N? 7 de! Departamento Judicial de Morón, Provincia de
Buenos Aires, circunstancia que se encuentra corroborada por los
informes suministrados por la Intendencia del Partido de La Ma-
tanza (fs. 45) de los que se desprende la titularidad del dominio
de dicho predio.

Dieho centro se eonformaba por dos chalets llamados "Casa
2" y "Casa 3", Jos que actualmente han sido demolidos, tal como
se pudo comprobar cJ;l las distintas inspecciones oculares llevadas
a eabo por el titular de! Juzgado en lo Penal antes citado. En las
mismas, se pudo constatar la existencia de un ca~po cercado con
alambrado y en su interior restos de escombros de construcciones,
parte del piso preexistente de lo que en apariencia habría sido una
vivienda, una pileta de natación con escombros en su interior, lo-
grando secuestrarse como producto de las e.kavaciones que se prac-
ticaran, baldosas que coinciden con las descripciones que del piso
hicieron las víctimas que más adelante se mencionarán, jeringas,
medicamentos, liquido inyectable, ampollas, frascos con comprimi~
dos y medicamentos, chapas patentes deterioradas, una libreta uni-
versitaria en mal estado de conservación, un carnel de obra social
a nombre de Osvaldo Alberto Scarfia, quien según la declaración
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testimonial vertida por su progenitor Osvaldo Arturo Scarfia a fs.
217/219 de la mentada causa, fue mantenido ilegalmente detenido
en un lugar cuya descripción coincidiría con el centro en cuestión,
y demás elementos que fueran objeto de investigación en dicho ex~
pediente.

Todas estas constancias obran a fs. 4, 17 Y 21 de esos actuados,
y se agrega a las mismas una nueva inspección realizada por ese
Tribunal en compañía de los testigos Cecilia Vázquez de Lutsky, Inés
Vázquez, Guillermo Alberto Lorusso, Jorge Federico Watts, Raúl
Eduardo Contreras, Faustino José Carlos Fernández y Daría Emilio
Machado, en la cual se procede al secuestro, entre otras cosas, de
medicamentos que llevan inserta la inscripción Ejército Argentino
(fs. 72), Y las fotografías extraídas en la oportunidad, corrientes a
fs. 82/91 vta.

Corroboran todo ello, los testimonios que en la precitada causa
N? 1800 "Benet, Armando s/denuncia" prestaran Cecilia Vázquez
-fs. 55-, Inés Vázquez. -fs. 67-, José Carlos Fernández -fs.
119-, María Angélica Micflik -fs. 510-, Cecilia Laura Ayerdi -fs.
932-, y Enrique Jorge Varrin -£s. 980 vta.-, quienes son coind-
dentes en describir el lugar en el cual pern1anecieran en cautiverio,
haciendo mención a las ya referidas HCasa 2" y "Casa 3", las que
grafican en croquis que presentan un' alto grado de similitud. Asi-
luismo, los nombrados son contestes al expresar el medio ambiente
que los rodeaba, especificando que se trataba de un lugar arbolado
en el que se podía escuchar los :;onidos de los pájaros que se alter-
naban con esporádicos ruidos de aviones, lo ,que condice con la
naturaleza circundante, al predio en cuestión. Por ot.ra parte, hacen
mención en general estos testigos al acceso dicho centro en el sen-
tido de que luego de ser secuestrados eran conducidos en automó~
viles por una vía rápida, que la mayoría sindica como la Autopista
Ricchieri, para luego transitar por un camino de tierra que con~
cluÍa con el arribo al campo.

Por ótra parte, resulta relevante el resultado POSltlvOde los
reconocimientos de una baldosa, un jarro y ventiluces secuestrados
por la autoridad judicial en el lugar, que efectuaron los testigos
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Alfredo Luis Chávez -fs. 471-, Hugo Pascual Luciani -fs. 714-,
y Alvaro Aragón -fs. 720-, respectivamente.

Sobre el funcionamiento de este sitio como centro clandestino
de detención declararon en la audiencia Jorge Federico Watts, Gui-
llermo Alberto Lorusso, Estrella Iglesias Espasandín, Faustino José
Carlos Fernández, Juan Antonio Frega, Horacio Hugo Russo, Raúl
Eduardo Contreras, Daría Emilio Machado, Marina Krischutzky, Alc-
jandra Nafta/, Susana María Laxague, Enriquc Rodríguez Larrcta
Martíncz, Samuel Leonardo Zaidman, Alfredo Luis Chávez, Elena
Alfara, Ricardo Daniel Wejchemberg, Cecilia Vázquez de Lulzky, R<J-
berlo Osear Arrigo, Rolando Alberto Zanzi Vigoroux, Dora Garín,
María Angélica Pérez de Micflik, Juan Farías, Alvaro Aragón, Javier
Antonio Casaretto, Juan Carlos Benítez y Claudia Niro.

Todos eslos son acordes al afirmar que el lugar en el que fue-
ron privados de su libertad fue "El Vesubio" y en la descripción
que del mismo hicieran, así como tambicn 10 es Guillermo Horado
Dascal 'al deponer mediante exhorto d.iplomático obran te en la causa.

Finalmente y como constancia corroborante de todo lo expues~
to, surge de la causa Nro. 2410/84 "Carballeda de Cerruti, Mar.ia del
Rosario si denuncia" del Juzgado Federal N? 1 de Morón, Provincia
de Buenos Aires, el testimonio de María del Rosario Carballeda de
Cerrutí, quien manifiesta conocer el lugar donde fuera mantenida
ilegalmente luego de su secuestro, como "Puente 12", aportando la
ubicación exacta del mismo, es decir, Autopista Ricchicri y Camino
de Cintura.

11) CENTROS DEPENDIENTES DE LA ARMADA

1) Escuela de Mecánica de la Armada" Situada en el Casino de
Oficiales ubicado en la Avenida del Libertador General San Mal"tín,
lindante con la Escuela Industrial Raggio, en Capital Federal.

Se halla probado que dicho lugar funcionaba como centro
clandestino de detención y que las personas allí alojadas eran cus-
todiadas por personal de la Armada Argentina. Ello se desprende de
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las declaraciones prestadas ante esta Alzada por Juan Gue1ar, Li-
liana Pontoriero, Norma Cozzi, Víctor Melchor Basterra, Lila Vic-
toria Pastoriza de Hozami, Andrés Ramón Castillo, Osvaldo Acosta,
Thelma Doroty Jara de Cabezas, Graciela Beatriz Daleó, Osvaldo
Barros, Susana Leiracha de Barros, Carlos Muüoz, Miriam Lewin
de Garda, Lázaro Jaime Gladstein, Héctor Eduardo Piccini y Enri-
que Fuckman. Las declaraciones prestadas por medio de exhortos
diplomáticos por Silvia Wilkinski, Pilar Calveiro de Campiglia, Jaime
Dri, Rosario Quiroga, Ana María Martí, Sara Solarz de Osatinsky,
María Alicia Milia de Pirles, Alberto Eduardo Girando, Silvia La-
bayrú de Lennie, Martín Gras, Nilda Noemí Actis Goretta, 'No~-ma
Susana Burgos y Lisandro Cubas. Por los dichos ~lertidos .por la
nombrada Norma Susana Burgos a fs. 297 de la causa N° 17,974 ca-
ratulada "Sandoval, Jorge s¡denuncia" del registro del Juzgado Pe-
nal N? 2 de Morón, Provincia de Buenos Aires, y en la causa n? 6511
mediant~ exhorto proveniente de Suecia, del Juzgado Federal N? 5,
Secretaría N9 15; los de Mario Villani a £s. 224¡6 de la causa n9 4821
caratulada "CONADEP su denuncia" del Juzgado Federal N? 6 de
. esta Capital y los que también prestara el llOlnbrado en la audien-
cia, y los de Albe~to Eduardo Girando en la causa n? 8653 cara tu-
lada "Domon, Alicia y otra, víctimas de privación ilegal de la liber-
tad" dei registro del Juzgado Federal N? 5.

Deben sumarse a ellos los reconocimientos practicados en el
lugar por miembros de la Comisión Nacional sobre la Desaparición
de Personas, como Magdalena Ruiz Guiñazú, quien prestara testi-
monio ante este Tribunal, y los damnificados Sergio M. Bejerman,
Osvaldo Rubén CheuJa, Laura Alicia Reboratti, Silvia Mabel Galle-
gos, Alejandro Hugo López y Carlos Muñoz, quienes realizaron los
croquis del centro clandestirio que figuran en las páginas 87, 91 Y
94 del libro "Nunca Más" del citado organismo oficial, y que en fo-
tocopia, conjuntamente con treinta y dos fotografías y un croquis,
obran cn el Anexo n? 2 que corre por cucrda al presente.

Corroboran lo expucsto Jos dichos vertidos en la substanciación
de este Juicio por el Guardia Jorge Carlos Torres (fs. 5615 de las
Actas Mecanografiadas) y por el Capitán de Fragata Busico (£s. 5594
de las mismas), quienes coinciden en expresar que vieron personas
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detenidas en el lugar en cuestión, encapuchadas y engrilladas, como
así también refieren haber escuchado gritos en diversas oportuni~
dades.

Debe sumarse a ]0 expuesto lo expresado por Monseñor Emilio
Teodoro Graselli, quien al ser interrogado por el Tribunal, refirió
tener conocimiento desde mediados del año 1978, que la Escuela
de Mecánica de la Armada era utilizada como centro clandestino
de detención.

A su vez, Andrea MarccIa Krichmar, al testimoniar en esta se-
de, refiere haber concurrido a la Escuela de Mecánica de la Armada
entre los años 1976 y 1977, invitada a almorzar en el lugar por la
hija del Vicealmirante Chamar ro, circunstancia ésta que se crec-
tivizó en compañía del nombrado, recorriendo posteriormente c'n
. .
un vehículo la Escuela. Añade que hallándose en una sala en la que
había un billar pudo observar a través de una ventana, juntamente
con la hija de Cham91To, cómo descendían de un Ford Faleon a una
mujer encapuchada y encadenada, apuntada por dos hombres e
ingresada a otra dependencia del lugar. Que al preguntarle a su
amiga qué era lo que ocurría, ésta le manifestó que era algo sjmi-
lar a lo que sucedía en la serie televisiva "Swat"; perseguían a la
gente en patrullas y las detenían.

Fina'lmente, a fs. 257/258 de la causa instruida por el Consejo
Supremo de las Fuerzas Armadas caratulada "Hcchos ocurridos du-
rante la lucha contra la subversión quc ... constituirían presuntos
ilíc.itos imputables a. personal militar de la Armada", prestó decla-
ración indagatoria el Vicealmirante Chamarra, quien refirió que
mientras fue director de Ja Escuela de Mecánica de la Armada, en-
tre 1976 y 1979, las personas detenidas por su personal eran inme-
díatamente llevadas a la ESMA e interrogadas, luego de lo cual,
también en forma jnmediata, recuperaban su libertad, pasaban a
otra Fuerza o se incorporaban como agentes dc inteligencia en el
Grupo de Tareas 3.3, mencionando al respecto los casos de Susana
Burgos, Alfredo Bursalino, Cal-los Caprioli, Andrés Castillo, Pablo
GonzáJez de Langarica, Martín Gras, Gracicla Gai'cía Bonpland, Ana
María Martí, María Alicia Milia de Pirles, Nilda. Horaci, Susana,
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Jorgelina Ramos y Sara Solarz de Osatinsky, quienes fueron detenidos
y aportaron una información sumamente importante sobre la £or.
IDa de actuar del grupo "Montoneros", colaborando en otras' ope.
. raciones de inteligencia del Grupo de Tareas 3.3., en virtud de lo
cual, cuando el declarante culminó su mandato, dispuso la libera-
ción de los antes nonlbrados.

2) Base Naval Mar del Plata. Dependiente de la Armada, se
halla probado que la misma fue utilizada' como centro clandestino
de detención.

Deben mencionarse en primer. Jugar los dichos de Roberto Fri-
gerio y Antonieta Contessi de Frigerio, quienes en la audiencia ex-
presaron que fueron a la base a fin de' obtener' noticias sobre 'su
hija Rosa Ana Frigerio, .logranda: contactarse con el Teniente Auditor
Gullo y el Capitán Bertuccio, que les informaron que la misma se
encontraba detenida el} esa unidad, lo que es avalado por el infor-
me glosado a fs. 13 del recurso de hábeas corpus N° 767 del Juzgado
Federal de Mar del Plata, en el que el Capitán de Navío Juan José
Lombardo afirma que Rosa Ana Frigerio se hallaba a disposición
del Poder Ejecutivo Nacional. Asimismo, dichos testigos agregan
que mantuvieron una entrevista posterior con los aludidos Lom-
bardo y Bertuccio, ~en la que ratificaron la anterior infornlación,
hallándose acreditada dicha entrevista por la copia de la citación
obrante fs. 18 de la causa mencionada.

Idéntico caso fue el de Fernando Francisco Yudy, quien per-
maneció "en cautiverio en el sitio en cuestión, extremo que se en-
cuentra probado por los dichos de su madre IIda Ana Daseville de
Larrain, quien ante el Tribunal dijo haber concurrido a la Base
donde un segundo Jefe de apellido Ortiz le explicó que" su hijo se
hallaba detenido allí, a lo que debe agregarse las cartas cuyas copias
obran a fs. 143 y 145 del expediente n? 930 del Juzgado Federal
N? I de Mar del Plata, firmado por el Comandante Juan Carlos Ma-
lugani y por el Capitán de Navío Juan José Lombardo, en las que
se aclara que Yudy se encontraba detenido a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional por hallarse incurso en actividades subversivas.
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Finalmente, se cuenta con Jos reconocimientos practicados en
el lugar, con intervención de la Comisión Nacional sobre la DeS3-.
parición de Personas, por Gabriel DelIa Valle, Alberto Jorge Pelle-
grini, Alfredo Nieolás Batagl.ia, Irma Delfina Molinari, Rafael Al-
fredo Molinas, y María Susana Barciuti, quienes realizaron los dos
croquis y se hallaron presentes durante la obtención de las cuarenta
y dos fotografías en las que se aprecia el lugar, todo 10 cual se

I .
halla fotocopiado en el anexo N'? 16 que corre por cuerda al presente.

JIl) CENTRO DEPENDIENTE DE LA FUERZA AEREA

Mansión Sere O Atila. Situada en la calle Bias Parera 48, Caste-
lar, Partido de Morón, Provincia de Buenos Aires.

Conforme surge de los autos no;' 20.753 caratulados "Brid, Juan
Carlos y otros, víctimas de privación ilegal de la libertad", del re-
gistro del Juzgado Penal N? 1 del Departamento Judicial de San
Isidro, el mencionado inmueble es propiedad del Instituto Muni.
cipal de Previsión Social desde el año 1949. El 18 de octubre de 1976
se recibió en dicho organismo un memorándum del secretario priva-
do del Intendente de la Municipalidad de Buenos Aires, al que se
adjuntaba una nota suscripla por el entonces Jefe del Estado Ma-
yor de la Fuerza Aérea, Brigadier Mayor Ornar Domingo Rubens Graf-
figna, quien por encargo del Comandante General de la Fuerza Aé-
rea, requería la cesión del inmueble para ser utilizado como aloja-
miento del personal de la citada Fuerza destinado a la VII Brigada
Aérea. Mediante decreto 5458, del 22 de noviembre de 1976, se pro-
dujo la cesión en comodato en favor de ]a Fuerza Aérea, sin plazo
fijo y con obligación de restitución dentro de los 90 días de serle
requerido por el Instituto. El contrato final se firmó el 17 de di-
ciembre de 1976.

En mayo de 1978, las autoridades del Instituto tomaron cono-
cimiento por informes de los vecinos del lugar, que la Fuerza Aé-
rea había abandonado el inmueble sin qmocimiento del organismo.
comprobándose que se hallaba desocupado y totalmente desman-
telado. Efectuados los reclamos pertinentes, el 4 de mayo de 1979,
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el Director de Infraestructura de la Fuerza Aérea comunICO que
reintegraba dicho lugar a la brevedad, lo cual .se produjo mediante
Acta del 10 de agosto de 1979, indemnizando la Fuerza Aérea al
Instituto por los deterioros que habían afectado el 80% de la cons-
trucción e instalaciones, dejando el inmueble semidemolido (ver fs.
221 vta. del expediente citado).

Se halla probado que dicho lugar funcionó como centro clan~
destino de detención y que las personas allí alojadas eran custodia-
das por personal de la Fuerza Aérea Argentina. Ello surge de las
deélaraciones prestadas en la audiencia por Daniel Enrique Rosso~
mano, Guillermo Marcelo Fernández, Daniel Romano, Alejandra Ta-
dei, Jorge Oscar Cardozo, Canon Saverio Cinquemani, Claudia Mar-
celo Tamburrini, Am~rico Osear Abrigo, Carmen Graciela Floriani,
AlbertoCarmelo Garritano y Miguel Ramella.

Asimismo, ello es corroborado por los dichos de los vecinos
del lugar. En efecto, Cristina Noemí Elizalde de Tuegols refiere que
entre los años 1977 y 1978 era habitual oír disparos durante la no-
che, provenientes de ese lugar, produciéndo$e el Viernes Santo de
1978 un gran despliegue de soldados a raíz de la fuga de personas
de dicho inmueble, el que fue abandonado tiempo después. En for-

o ma similar se pronunció Simón Peticci, quien añade que durante
la época consignada se escuchaban gritos durante la noche. También
Oscar Luis Lara, quien señaló que luego de producida la fuga refe~
rida, se produjeron dos. incendios seguidos en la Mansión Seré, y
esta quedó abandonada;. que al recorrer el lugar pudo observar la
existencia de un sótano grande, de cemento, con restos de vesti-
mentas, y al costado de la casa tierra removida, encontrando restos.
humanos, zapatos y ropas. Añade q~'e el incendio se produjo en
1978 y que al concurrir con los vecinos del lugar, advir~ieron que
efectivos policiales no permitían acercarse al lugar a los bomberos,
quedando así destruida la mencionada vivienda.

A ellos, deben sumarse los dichos de Irma Dora Camperoli y
Julio Fermín LaTa, Teresa López de Juárez y Beatriz Sanmartino,
que en consonancia con lo anterior aluden a la presencia de per-
sonas con uniformes militares dentro de la casa, al ruido de dispa~
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ros que se percibían frecuentemente durante la noche y la madru-
gada,. ctc. Fotografías de la casa en cuestión fueron reconocidas por
la testigo Cristina Elizalde de Tuegols (fs. 2677 de las Aetas Meea-
nografiadas) .

CAPITULO XIII

(Cuestiones de heeho Nros. IDO, 101, 102, 103, 104, 105 106, 107, 112.
113 Y eomplementarias aportadas por las defensas)

En los centros de cautiverio los secuestrados fueron interroga-
dos en .la casi totalidad- de los casos bajo tormentos a través de
métodos de tortura similares.

Las conclusiones a las que se arriba precedentemente integran,
junto con el tema de los secuestros ya tratado, uno de los capítulos
más significativos del proceder enjuiciado, pues el tormento fu~,
en la enorme mayoría de los casos, la forma indiscriminadamente
aplkada para interrogar a los secuestrados.

No existe constancia en autos de algún centro de cautiverio
donde no se aplicaran medios de tortura y, en casi todos, la uni-
fonnidad de sistemas aparece manifiesta. Sólo pueden señalarse
peqlJeñas variantes de tácticas o de modos, pero al pasaje de co.
rriente eléctrica, los golpes y la asfixia, se repiten en casi la tota.
lidad de los casos investigados, cualquiera sea la fuerza de la que
dependía el centro o su ubicación geográfica.

Ello' se prueba con los diehos de los testigos que han depuesto
en ]a audiencia, como víctimas de tormentos, a saber:

Alcides Antonio Chiesa, Vfetor Melehor Basterra, Enrique Fuck.
man, Ramón Miralles, Carlos A. De Francesco, Luis Alberto Colom-
bi, Alberto Cruz Lucero, Juan Claudia Chavanne, Pedro Antonio Cel'.
viño, Raúl Aguirre Saravia, Alberto Felipe Maly, Angel Florindo Rua-
ni, Carlos Muñoz, Hugo Néstor Carballo, Leonardo Dimas Núñez,
Alberto Carmelo Carritano, Javier Antonio Casarctto, Juan Agustín
Guillen, Móniea Elvira Brull de Guillen, Gilberto R. Ponee, Héetor
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Ariíbal Rallo, Iris Etelvina pereyra de Avellaneda, Nelva Alicia Mén-
dez de Falcone, Nora Alicia Ungaro, Jorge Osear Cardozo, Carlos R.
López Echagüe, Pedro Luis Eugenio Greaves, Eduardo Osear Covarru-
bias, Gregorio Magno Quintana, Ad.riana Beatriz Corzaletti, Liliana
Inés Deutsch, Arturo Miguel Ruffa, Juan José López, Ramón Aqui-
les Verón, Angélica Goyeneche, Jacobo Timmerman, Antonio Ricardo
Ufferer, Alberto Bujía, María G. De La Rosa, Héctor Mariano Ba-
Ilent, Alberto Salomón Liberman, Susana Leiracha de Barros, Os-
valdo Barros, Mirta Clara de Salas, Graciela Irma Trotta, Irma
Angélica Casas, Oiga Regina Moyano, Cecilia Vázquez de Lutski,
Adriana Elba Arce, Víctor Alberto Carminalli, Pablo Alejandro Díaz,
Su5ana Cecilia Suzzara, Alfredo Pedro Bravo, Walter Dokters, Andrés
Castillo, Víctor Basterra, Roberto OS,carArrigo, Dora Beatriz Garín,
Gustavo Darío López, Néstor Daniel Bambozzi, Faustino José Car-
los Fernández, Sergio Andrés Voitzuk, Asilú Sonia Manceiro de,\ Pé-
rez, María Elba Rama Molla, Enrique Rodríguez Larreta Piera, En-
rique Rodríguez Larreta Martínez, María del Carmen Pérez de Sosa,
Humberto Filemón Campos, Horacio Hugo Russo, Raúl Eduardo
Contreras, Orlando Niro, Ana María Caracoche de Gatica, 'Guillermo
Rolando Puerta, Mercedes Cordero, Gustavo Caraballo, Zulema Dina
Chester, Bernardo Florio Schiffrin, Félix Granovsky, Osvaldo Acos-
ta, Carlos García, Nora Beatriz López, Raúl Eduardo Acquaviva, Mó-
nica Marisa Córdoba, Alberto Próspero Barrü~t Viedma, Susana Leo-
nor Caride, Porfirio Fern~ndez, Nora Beatriz BernaI, Juan Carlos
Guarino, Isabel Teresa Cerruti, Isabel Mercedes Blanco ,de Ghezan
Fern.ández, Jorge Alberto Braiza, Adriana Claudia Trillo de Braiza,
Estrella Espasandin Iglesias, Norberto Ignacio Liwski, María Amalia
Marrón, Carlos Enrique Pérez Rizzo, Samuel L.. Zaidman, Alfredo
Luis Chávez, Alejandra Nafta!, Antonio Zárate, Horacio S. Levy, Jorge
González, Mario R. Falco, Jorge F. Watts, Guillermo M. Fernández,
Rodolfo A. Barberán, Hugo Pascual Luciani, Sara Rita Méndez Lom-
podio, Héctor Eduardo Piccini, Ana Inés Quadros Herrera, Mar-
garita Michelini, Francisco Nicolás Gutiérrez, Alfredo Nicolás Bat-
taglia, Jorge Norberto Alleaga, Marcelo Gustavo Daelli, Fermín Gre-
gorio Alvarez, Ana María Careaga, Delia Barrera y Ferrando, Miguel
Angel D'Agostino, Carlos Enrique Miralles, Matilde Palmieri Juárez
Vda. de Cerviño, ~Alejandra Tadei, Juan Maximiliano Orozco, Gui-
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lIermo Alberto Lorusso, Edgardo Basile, Marta García de Cande-
loro, Américo O. Abrigo, Claudio M. Tamburrini, Juan C. Benítez,
Pedro A. Velázquez Iban'a, Thelma Iara de Cabezas, Mary Rodrí-
guez de Ibarrola, Carmen GracicJa Floriani, Daniel E. Rosomano,
Susana M. Sastre, Saverio Cinqucmani, Carlos Bcvilaqua, Graciela
B. Daleo, Elena Alfaro, Daniel Romano, Miriam Lewin de GarCía,
Camilo Francisco Campos, Gustavo Contemponi, Aparicio Etche.
verry, Alberto Osvaldo Levy, Angel B. Bustelo, Gladis Evarista
Cuervo, Gustavo Angel Roberto Píccolo, Enrique Mario Ghezan,
Ana María Ferrari de Fernándcz, Lázaro Jaime Gladstein, Ricardo
Daniel vVeschemberg, Alvaro Aragón, Serafín Barreira Garda, Aída
Pérez Jara de Barreira Garda, Fernando Eustaquio Adamov, Al-
berto OsvaJdo Derman, María Angélica Pércz de Micflick, Rubén
Daría Martíncz, Juan Antonio Frega, Eulogia Cordero de Gucrnica,
Eduardo Gu~tavo Roth, Ricardo Mengatto, Francisco Manuel Gar-
CÍa Fernándcz, Hipólito Solari Yrigoyen, Héctor Narváez, Elmcr
Pascual Guillermo Fessia y Gastón Zina Figueredo. Muchos de los
testimonios que se han citado demuestran la promiscuidad que ge-
neralmente se daba entre los alojamientos precarios de las víctimas
y los lugares destinados específicamente al tormento, de manera
tal que los cautivos percibían claramente Jos sonidos de las tortu-
ras, mientras que otros fueron obligados directamente a presen-
ciarlas. Así los cas9s de: Nora Beatriz López, Raúl Eduardo Ac-
qua viva, Mónica Marisa Córdoba, Alberto Próspero Barriet Viedma,
EIsa Ramona Lombardo, Susana Leonor earide, Isabel Mercedes
Blanco de Ghezan Fernández, Adriana Claudia Trillo de Braiza,
Estrella Espasandin Iglesias, Silvia Octavio Viotti, Silvio Octavio
Viotti (h), María Amalia Marrón, Carlos Enrique Pérez Risso,
Eulogia Cordero de Guerniea, Eduardo Gustavo Roth, Hipólito
Solad Yrigoyen, Elmer Pascual Guillermo Fessia, Angel Bar-
tojo Bustelo, Juan Daniel Porta, Enrique Mado Ghczan, Ana
María Ferrari de Fernándcz, Lázaro Jaime Gladstein, Ricardo
Daniel Weschenberg, Alvaro Aragón, Claudio Niro, Mario Feliz,
Horacio Hugo Russo, Fernando Eustaquio Adamov, Alberto Osvaldo
Derman, Norma Esther Leanza de Chiesa, Miguel Angel Laborde,
Adriana Calvo de Laborde, María Angélica Pérez de Micflick, Juan
Antonio Frega, Marta H. García de Candeloro, Américo O. Abrigo,



DE JUSTlCIA DE LA NACIÓN 201

Claudia M. Tamburrinj, Juan C. Benítez, Pedro A. Velázquez Ibarra,
An{bal C. Villaflor, Carmen Gradela Floriani, Perla Wainstein de
Coldman, Susana M. Sastre, Carlos Bivilaqua, José L. Giorno, Elena
Alfaro, Miriam Lewin de García, Gustavo A. Contepomi, Luis Canale,
Víctor Melchor Basterra, Enrique Fuckman, Lucas Orfanó, Cecilia
Zuzzara, Carlos Muñoz; Leonardo Dimas Núñez, iris Etelvina Pe-
reira de Avellaneda, Pedro Luis Eugenio Greaves, Arturo Miguel
Ruffa, Ramón Aquiles Verón, Luisa Villar Riat de Miralles, Julio
César Miralles¡ Jacobo Timmerman, Antonio Ricardo Ufferer, Ma-
ría G. De La Rosa, Alberto Salomón Liberman, Osvaldo Barros,
Mirta Clara de Salas, Graciela Irma Trotta, Cecilia Vázquez de
Lutski, Antonio Rivera, Adriana Elba Arce, Pablo Alejandro Diaz,
'Antonio Rafael Zárate, Lidia Gutiérrez, Walter Dokters, Juan Cris-
tobal Mainer, Roberto Osear Arrigo, Ana María Mohaded, Néstor
Daniel Bambozzi, Faustino José Carlos Fernández, Sergio Andrés
Voitzuk, Asilú Sonia Manceiro de Pérez, María Elba Rama, Molla,
Enrique Rodríguez La~reta Martínez, Enrique Rodríguez Larreta
Piera, Darío Emilio Machado, Orlando Niro, Ornar Eduardo Torres,
Ramón Javier ArozareÍ1a, Mariscl Marta Mainer, Rubén Fernando
Sehell, 'Armando Víctor Luchina, Enrique Godoy, Samuel L Zaid-
man, Horado S. Levy, Jorge González, Jorge F. \Vatts, Norma Cris-
tina Cozzi, Hugo Pascual Luciani, Sara Rita "MéndezLompodio, Elena
Raquel Corbin de Capisano, Ana Inés Quadros Her~era, Margarita
Michelini, Marcelo Gustavo Daelli, Ana María eareaga, .Miguel Rame-
l1a, Martín Aberg Coba, Carlos Enrique Miralles, Matilde Palmieri
Juarez Vda. de Cerviño, Alejandra Tadei y Guillermo Alberto Lorusso.

Entre estos últimos, a veces, los propios familiares de las víc-
timas percibían sus torturas. Así, da cuenta Iris Etelvina Pereira
de Avellaneda que oía los apremios a que .estaba siendo son1etido
su hijo Floreal, de catorce años de edad, en otro ámbito de la
misma dependencia policial en que se encontraban. Cuenta que oyó
el ruego que el menor le hacía para que la madre pusiera fin al
castigo contando lo que sabía de la fuga del padre, dato éste que,
en definitiva, era lo único que interesaba a los aprehensores. Los
tormentos oídos por la madre fueron luego comprobados con el
hallazgo del cadáver de su hijo en las costas uruguayas del Río
de la Plata.
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A algunas víctimas se las torturó junto a otras, como lo re.
latan:

Hugo Pascual Luciani, OIga Regina Moyano, Nora Beatriz Ló-
pez, Nora Beatriz Bernal, Elena Alfaro, Angel Florindo Ruani, Leo.
nardo Dimas Núñez.

Leonardo Dimas Núñez manifiesta que lo torturaron en un
mismo acto conjuntamente con Mauricio 'Veinstein y Juan Carlos
Martire: "los tiraron sobre su cuerpo (sic.) /l.

También prestaron testimonio los que vieron secuelas o ras-
tros del tormento en el cuerpo de los cautivos, a saber:

Asilu Sonia Maneeiro de Pérez, María Elba Rama Molla, En.
rique Rodríguez Larreta Piera, Enrique Rodríguez Larreta Martí-
nez, Carlos Alberto Melián, Alberto C. Barbeito, María del Carmen
Pérez de Sosa, Armando R. Fertita, Adelina MoncalviUo, Guillermo
Rolando Puerta, Armando V. Luehina, Cecilia Vázquez de Lutski,
OIga Regina Moyano, Pablo Alejandro Díaz, Edgar Rubén Chabrol,
Susana Cecilia Suzzara, Andrés' Castillo, Lila Victoria Pastoriza de
Jozami, Víctor Basterra, Roberto Osear Arrigo, Raúl Aeosta, Ana
María Mohaded, Francisco José Elena, EIsa Ramona Lombardo,
María Amalia Marrón, Carlos Enrique Pérez Risso, Hipólito Solari
Yrigoyen, \Vashington Francisco Pérez Rossini, Evarista Gladis Cuer-
vo, Juan Daniel Porta, Ana María Ferrari de Fernández, Ricardo
Daniel Weschemberg, Alvaro Aragón, Beatriz Susana Castiglione de
Covarrubias, Claudio Niro, Horaeio Hugo Russo, Miguel Angel La.
borde, María Angélica Pérez de Micflick, Claudia M. Tamburrini,
Mary Rodríguez de Ibarrola, Juan C. Apcztegufa, Perla Wainstein
de Coldman, Susana M. Sastre, Elena Alfaro, Daniel Romano, Gus.
tavo A. Contepomi, Nicolasa Záratc de Salamone, Domingo Mon-
calvillo, Víctor Melchor Basten"a, Julio Larcau, Carlos Muño7., Nora
Alicia Ungaro, Julio César Miralles, María G. De La Rosa, Alberto
Salomón Libcrman, Raúl Tierno, Osvaldo Barros, Beatriz TaJlb,
Graciela TrOla Trolla, Mareelo Gustavo Daelli, Pablo Alejandro Díaz,
Carlos Enrique Miralles, Alejandra Tadei, Alejandra Naftal, Antonio
Zárate.
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El testigo Raúl Tierno visitó a su hijo Patricio -luego muerto
en un supuesto intento de fuga- y lo encontró físicamente trans-
formado, con una pérdida de 20 kgs. en su peso y visibles marcas
y lastimaduras en sus muñecas y piernas.

La testigo Nicolasa Zárate de Salamone ubicó a su hija Nilda
Susana Salomone de Guevara en una dependencia policial de la
Ciudad de La Plata, después de un mes de su aprehensión, con
huellas de haber sido maltratada y lesionada.

Otros relatos hablan de que, cuando .las circunstancias lo per-
mitían, se daban entre sí ayuda y cuidados, pues algunas víctimas
habían quedado en estado .de no poder valerse por sí 'mismas.

La testigo Gladis Evarista Cuervo realizó un conmovedor re-
lato de su martirio, dijo " ... luego, de eso me picanearon, y me
preguntaban por gente del hospital, me preguntaban las cosas más
disparatadas, dónde estaba Firmenich, dónde vivía Galimberti, de~
cían que yo era la mujer de Vaca Narvaja, con qué médico del
hospital me acostaba, bueno, después de la picana, sufrí otra serie
de torturas en días sucesivos, me hicieron el submarino, que .le lla~
man ellos, en una bañera llena de agua fría, eso me lo hicieron varias'
veces, volvieron a golpearme, me rompieron el esternón y las costi-
llas, en otra de las oportunidades, en que me torturaban, me quema-
ron, me quemaron con cigarrillos, me prendieron fuego al vello del
pubis, y me quemaron con encendedores, las piernas, el cuello, en
-el cuello tuve que hacerme ya dos cirugías plásticas para recuperar
la movilidad, y modificar un poco la parte estética por que había
quedado muy afectada, después de eso, un día, yo estaba ya total~
mente deshecha por la tortura, me tenían siempre dentro de un
placard, me ataban las manos a la espalda, y las manos me las
ataban a los pies, por detrás, lo que ellos llamaban en avión, en
algunas oportunidades, me dejaron las manos atadas adelante, en~
tonces, yo me bajé la venda, y dentro del placard, en los estantes,
había tarjetitas, de las voluntarias d~l hospital que deCÍan felices
fiestas, feliz navidad, centro de voluntarias del policlínica Posadas,
entonces allí, empecé a sospechar que estaba eú el hospital, por que,
además, ya había reconocido entre quienes me torturaban a varios
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de los miembros de la guardia de seguridad, y después de eso, un
día, me pu~ieron en una habitación siempre totalmente desnuda y
me sentaron ellos porque yo ya no podia sentarme por niis propios
medios, y trajeron al doctor Jorge Roitman, y la doctora Jakeline
Romano, y los pusieron ahí, nos pusieron a los tres, ellos estaban
desnudos y aparentemente no habían sido golpeados ... sobre un es~
critorio o mesa no se, era una superficie de madera, allí comenzaron
a torturarme es decir, me golpeaban la cara, me apretaban los pezo.
nes, me arrancaban el vello del pubis, y me dijeron, esto es la acei-
tuna del verl!l0uth, lo bueno viene después, yo permanecí .varias horas
allí, escuchando el l~ovim.iel1to del hospital, y de los pasillos, y cuan.
do todos esos movimientos o ruidos hubieron cesado, me tomaron ...,
me envolvieron en una manta me cargaron al hombro,' y me saca-
ron por una de las puertas laterales, del hospital, me tiraron en
el fondo de una camioneta o algo por el estilo, y después de dar
varias vueltas, me bajaron nueva~cnte, subieron una escalera de
madera, y me tiraron en el piso de una habitación, aHí me desnu-
daron me arrancaron una cadenita que llevaba con la Virgen de
Luján y me dijeron para que querés estas cosas si vos sos judía,
después, empezaron a golpearme, a golpes de puilo y me decían,
donde están los volantes de montoneros .. ". después, ellos ordenaron
que no me torturasen más, entonces, no me hacían las torturas
habituales, sinó que venían y me pisaban las costillas rotas, me
agarraban de los cabellos y me arrastl'aban por el piso, y en opor~
tunidad, vino COPSINOLA, cantando la marcha de San Lorenzo, y
me pinchaba con una espada o "no se bien que er,a, una cosa afilada
y larga ... " Los médicos forenses corroboraron en la causa la exis~
tencia de las c{catrices cuya etiología corresponde al relato.

El obispo Miguel Esteban Hesayne contó al Tribunal de qué
manera el Ministro del Interior, el Gobernador de Río Negro y uno
de sus ministros -todos militares- le explicaron la necesidad de
la tortura en casos de urgencia y para conseguir in[ormación.

Asimismo, durante el secuestro, se imponía a los cautivos con~
diciones inhumanas de vida, que comprendían a muchos el déficit
casi total de alimentación, el alojamiento en lugares insalubres, en
los que no podían sustraerse de percibir los lamentos ° ruidos que
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se producían al torturarse a otros cautivos y el permanente anun~
cio, a través de hechos y de palabras de que se encontraban abso-
lutamente desprotegidos y exclusivamente a. merced de sus secues-
tradores.

De los relatos de todos los testigos que fueron víctimas de se~
cuestros, se desprende el total estado de indefensión en que se,
hallaban pues, principalmente de hecho aunque también de pala-
bra, se le hacía conocer que se encontraban absolutamente des-
protegidos 'y sometidos a la exclusiva voluntad de los secuestra-
dores.,' Ya desde el momento mismo de la aprehensión quedaba
claro que nadie iba a acudir en su ayuda. Pero a ello se agregaba
el encapuchamiento inmediato; el traslado en el baúl o en el piso
de un auto, o en un camión, maniatados; la negada a un lugar des~
conocido donde casi siempre recibían de inmediato los golpes o
la tortura; el alojamiento en "cuchas", boxes,. "tubos", sobre un
jergón o directamente en el suelo; el descubrimiento de. que habia
otras personas en igual situaCión que llevaban largo tiempo así; la
incógnita sobre cuál sería el desenlace y cuánto duraría; las; ame-
nazas de toda índole; la escasa y mala comida; la precariedad
cuando no la ausencia de medios para satisfacer las necesidades
fisiológicas; la falta de higiene y de atención médica; los quejido~;
el desprecio y mal trato de los guardias; y todas las demás viven-
c:as que fueron relatadas con detalle en el curso de la audiencia:

También a ello se sumaba, a ;Veces,la angustia de quien había
sido s.ecuestrado 'con algún fmnHiar y que sufrían ambos padeci~
mientas simultáneamente.

Todo ello debía seguramente crear en la víctiina una sensaclOU
de pánico cuya magnitud no es fácil comprender ni imaginar, pero
que, en sí, constituye también un horroroso tormento.

La coincidencia de Jos testimonios hace innecesaria su enu~
meración, pues la: lista se superpondría con la de todos 'los testigos
que fueron víctimas.

El testigo América Osear Abrigo, dice que en un momento del
interrogatorio, quien ',se encargaba de esa tarea, le' dijo: " ... Mirá,
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acá en esta casa, no hay abogados, no hay jueces, no hay nada,
nosotros somos los superhombres, nosotros tenemos el poder de la
vida de todos ustedes, así que acá vas a tener que decir la verdad,
sino vas a salir para arriba ... ".

La señora Nelva Alicia de Falcone contó que, saliendo de ]a
tortura escuchó a un guardia decir: "Bueno, coronel, terminamos
con Falcone, le dimos un .tiro en la nuca", y responder al otro:
"Bueno, al fin y al cabo no tenía mucho 111ás, porque estaba bas~
tante enfermo".

El testigo Guillermo Marcelo Fernández, refiere qué en un
interrogatorio que le realizó. el jefe del campa, ..le dijo: " ... Yo soy
el juez ... , soy el qué decide si vas a vivir o morir. .. ".

Cuando la llevaban para aplicarle picana eléctrica, cuenta la
testigo Mónica Elvira Brul de Guillen, ciega y embarazada, que el
guardia "Julián" opinó que si otra detenida que tenía un emba-
razo de 6 meses se la había "aguantado", ella "también se la tenía
que bancar".

Pablo Alejandro Díaz escuchó decir: "Se murió, tirala a los
perros, enterrala, qué se yo; se te murió a VDS •.. "~

La abundante prueba testimonial analizada, se ve reforzada con
las declaracIones prestadas por los mismos y otros testigos en dis-
tintas causas judiciales promovidas por similares ilícitos y que co-
rren por cuerda de este proceso.

Así Carlos Enrique MiralIes (fs. 609); Gustavo CarabalIo (fs.
502); Ramón MiralIes (fs. 395); Silvia Cristina Fanjul (fs. 1415);
Dante Marra (fs. 1548); Julio César MiralIes (fs. 483); Alberto Bu-
jía; Juan Gramano (fs. 820); Alberto Mariano BalIent (fs. 698); Al-
berto Salomón Liberman (fs. 712); Juan Destéfano (fs. 832); Juan
Paino (fs. 860); Jacobo Timmerman (fs. 939); Rubén Diéguez (fs.
323); Alfredo Bravo (fs. 76); Mariano BalIent (fs. 699); Blanca Buda
de Abelman (fs. 699); Osvaldo Papaleo (fs. 107); Ornar Espósito y
Juan Ramón Nazar (fs. 168); declaran en la causa seguida al Gene-
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ral Ramón Camps radicada en el Consejo Supremo de las Fuerzas
Armadas.

En los autos N~ l-Q-84 "querella promovida contra el General
Luciano B. Menéndez y otros, del Juzgado Federal N9 1, de Cór-
daba", prestan declaración Rodolfo Francisco Sofanor Novillo Cor~
valán (fs. 215); Alberto Domingo Colasky {fs. 360); César Rugo La-
coni (fs. 364); Juan Carlos Ferreyra (fs. 370); Rosario Peralta (fs.
373); Mónica C. Leunda (fs. 378); María Isabel Gia~obbe (fs. 395);
Mario Jaime Zarcensky (fs. 408), Y Adriana Cortalezzi (fs. 424),
quienes en todos los casos padecieron las torturas en el centro de
cautiverio donde estuvieron alojados.

Inés Vázquez (fs. 70); Darío Emilio Machado (fs. 105); Jorge
Federico Watts (fs. 112); Faustino José Carlos Fernández (f5. 122);
Raúl Eduardo Contreras (fs. 133); Guillermo Alberto Lorusso (fs.
143); Roracio Rugo Russo (fs. 155); Hipólito Albornoz (fs. 255);
Alfredo Luis Chaves (fs. 398); María Angélica Pérez de Micflik (fs.
426); Rugo Pascual Luciani (fs. 490); Estrella Iglesias (fs. 525);
Juan Carlos Benítez (fs. 778); Enrique Jorge Varrín (fs. 910), Y
Samuel Zaidman (fs. 937), prestan testimonio en la causa "BENET
s/denuncia, del Juzgado Penal N~ 7, del Departamento Judicial de
San Isidro, Provincia de Buenos Aires.

Ana María Careaga (fs. 296), "causa Valoy de Guanini, María
s/privación ilegal de la libertad, Juzgado Inst. N' 1, Secretaría ex
D'Emilio"; Iris Etelvina Pereyra (fs. 91), "causa 28.976, Juzgado
Federal N'? 1 de San Martín, Provincia de Buenos Aires"; Ismael
Rojas y Adriano Acosta (fs. 15 y 17), "sumario 7.158.124, Juzgado
de Instrucción Militar VII Brigada de Infantería"; Pablo Leonardo
M~rtínez (fs. 57 y 101), "causa 40.864, antecedentes remitidos por
el señor Fiscal Federal Alberto Piotti, Juzgado Penal N, 2, San N:-
colás, Provincia de Buenos Aires"; Liliana M. de Salami (fs. 18),
"causa N~ 32.320, Juzgado Federal N, 2 de Rosario, Provincia de
Santa Fe"; Arturo Miguel Ruffa (fs. 20), "causa s/denuncia, Juz-
gado Federal doctor Becerra Ferrer, Córdoba"; Daniel Osvaldo Pina
(fs. 33); Roberto Marmolero (fs. 7) y Jorge Reynaldo Puebla (fs.
37), "causa 74.165-A, del Juzgado Federal N~ 1 de Mendoza"; Ana
María Moro de Cheroni, "expte. 77/84, Casletini, Mirta J. y otros
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s/priv. ilegítima de la libertad y tormentos, Juzgado de Instrucción'
10 Nominación, Rosario"; Ana María ArrastÍa Mendoza, "causa Prj.
'gione, Juan H. yotros s/privación ilegal de la libertad, Juzgado de
Instrucción N? 3, Secretaría !O8,. Capital Federal"; Jorge Roberto
Gaidamo (fs. 215); Gustavo R. Blanco (fs. 241); Estefanos Azamm
Manzur (fs. 271) y :féctor D. Relamar (fs. 280), "causa N? 13.279,
MoÜcr, Guillermo s/denuncia privación ilegal de la libertad, Juz.
gado de Instrucción N~ 13, Secretarí~ 138 'de la Capital Federal;
Alberto Eduardo Girondo, "causa N? 8653, Doman, Alicia y otros
s/privaeión ilegítima de la libertad, Juzgado Federal N? 5 de Capi-
tal Federal; David Jorge Brid (fs. 41/42, 54/55), Jorge Oscar Car-
daza, Gustavo Sergio Fernández y Miguel Ramella, "causa lego 232-.
JIM.B 1, expte. 5.124.245; expte. 25.979, Brid, Juan C. y otros Fuer-
za Aérea"; Mario Nairolli Artola, "causa N? 37.894-B, seguida con-
tra el nombrado, por infracción art. 213, ley 20.840, del Juzgado
Federal de Mendoza, en ]a cual recayó sentencia absolutoria a su
favor", y Elida Stantic, "causa N? 17.974, Juzgado Penal N? 2 de
La Pla'ta", t~mbién se pronuncian en la misma forma.

En la causa "Feccd, Agustín y otros s/homicidio, violación y
torturas, letra AT 4, N? 0950/2665", radicada en el Consejo Supre-
mo de las Fuerzas Armadas, se aCl,lmulan distintos expedientes, en
donde prestan declaración en carácter de denunciantes y testigos
Laura Alicia Torreselli, Juan Pablo Bustamante, Esteban RodoIfo
Mariño, Adrián Héctor Da Rosa, Ana Esther Koldorf, Elb;. Juana
Ferrero, Elida Deheza, Marcclino PanicaIi, Francisco Van Bove, Da-
niel Gustavo Gollán, Lelia Ferrarcse, Laura EIsa Fernández de Ta-
sada, Benito Espinnza, Ester Cristina Bernal, Juan Antonio Rive-
ra, OIga Regina Moyana, Adriana Elba Arce, María Luchetti de Bet-
tanin; Elba P. de Bettanin, Angel Flor.indo Ruani, Eduardo Raúl Na-
sini .y Azucena Solana.

Todos son contestes en afirmar, que fueron objeto de apremios
ilegales, mediante el paso de corriente eléctrica en sus cuerpos, o
que escucharon los quejidos y sufrimi~TI'IOS de otros cautivos por
efecto de las mismas acciones; algunos vieron a seres familiares en
ese trance, otros fueron víctimas de violación, como. Laura A. To-
rresetti, o de simulaciones de fusilamiento.
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La gran cantidad de testimonios oídos por el Tribunal, concor-
dantes con el punto y con las declaraciones anteriores efectuadas
en otros expedientes, y la imposibilidad de que semejante coincI-
dencia numérica y tenlporal pueda responder a un concierto pre-
vio o campaña organizada, como han aducido algunas defensas,
frente a las reglas de apreciación probatoria propias del pro cedi-
111ientomilitar y aún a las aplicables en cualquier juicio oral, suplen
la ausen~ia de peritajes médicos sobre la existencia de .las lesiones
producidas por los tormentos. A su vez, el resultado negativo que
arrojó el examen requerido en algunos. casos, no enerva tal conclu-
sión en razón del tiempo transcurrido desde que la tortura fuera
aplicada.

Se añade a la fuerza probatoria de los elementos ya citados, los
testimonios coincidentes rec1bidos por exhorto e incluso' los colec-
tados por la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas
que -aun cuando no tienen el valor de los testimonios en sede
judicial- poseen un alto contenido indiciario.

CAPíTULO XIV
(Cuestiones de hecho Nros. lOS, 109, lIO, lIl, lI2, 136 Y

complenlentarias de las defensas)

Está probado que los lugares clandestinos de detención eran cus-
todiados generalmente ,por personas distintas de los torturadores.

A estos últimos se los conoCÍa normahnente con el apelativo
de "la patota" y, por lo general, er<l;l1las mismas personas que ha-'
bían consumado los secuestros y actuaban, en algpnos casos, en
distintos centrqs de cautiverio. Tanto torturadores como guardias
adoptaban actitudes y procedimientos para ocult~r su identidad.

Así se deriva del cotejo de múltiples manifestaciones aportadas
en la audiencia pública.

Tales los dichos de diferentes testigos qu~ afirmaron haber
permanecido en lugares de cautiverio -dependientes de:

I
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1) Hipólilo Solari Yrigoyen, detenido en el centro denominado
"La Escuelita", de Bahía Blanca, y recordó que los guardiacárce-
les eran nombrados por los apodos de "Zorzal" y "Laucha", y olros
que no memoriza.

2) Adriana Beatriz Corzaletti, que se refirió a sus interrogado-
res como el "Yanqui" -presuntamente personal civ.il- y el "Viejo
Berga" o "Bergara" de condición militar.

3) Nelva Alicia Méndez de Falcone, que citó ala persona que
la torturara con el apodo de "Cura", como quien a cara descubier-
ta y con ropas de.1a Policía Federal, fuera también el responsable
de su detención y la de su esposo. Mencionó a otros torturadores
con los sobrenombres de "El Turco Julián" y "Colores".

4) Elena Alfara y Claudia Niro fueron contestes en señalar a
"El Francés" -presuntamente Capitán del Ejército- como una, de
las personas que poseían autoridad en el lugar de cautiverio en el
cual estuvieron ambos alojados (El Vesubio). Asimismo, Alfara citó
a "Luque", "Delta", "Foco", "Fresco", "Batata" y "Conejo"._ En igual
sentido se produjo Niro, cansignando a "Teca" -supuestamente Te-
niente Coroncl- y "El Vasco".

5) Lidia Araceli Gutiérrez mencionó a diferente personal que
se desempeñaba en el centro ¡de detención denominado "Monte Pe-
lone", con los apodos de "El Cuaco", "Pájaro" y uPepe", con los
cuales se los conocía.

6) Beatriz Susana Castiglione de Covarrubias afirmó que entre
los responsahles del lugar de su cautiverio se encontraban los inte-
rrogadores, los jefes de celadores y los celadores. Cita a algunos de
éstos con los apodos de "Yaya" y "Cacho".

El esposo de la nombrada -Eduardo Osear Covarrubias- de-
puso en términos similares, agregando los sobrenombres de "El
Beta" y "El Zorro".
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7) El grupo de víctimas que pasaron por los lugares de deten-
ción denominados "La Perla" y "La Rivera"; Guillenno Rolando
Puerta", Ana María Mohaded, María del Carmen Pérez de Sosa, Juan
José López, lrma Angélica Casas, Silvia Octavio Viotti (h), Juan
Daniel Porta, Cecilia Suzzara, Susana Margarita Sastre y Gustavo
Adolfo Contepomi, manifestaron:

a) Puerta: que en un mOD1cnto cuando era interrogado en "La
Rivera" interrumpe la sesión quien se presenta bajo el sobren0111-
bre de "Hernández" -que se trataba del Capitán Barreiro- y le
manifiesta, entre otras cosas, que era él quien lo había torturado
en "La Perla". Al reiniciarse el interrogatorio y encontrándose sip.
venda alguna, pudo reconocer a su interrogador como la persona
que en "La Rivera" llamaban fiEl gordo bueno".

b) Mohaded: mencionó a un tal "Vergara", aclarando que su
apellido verdadero sería Vera, como una de las personas que la
sometiera a torturas.

e)- Pérez de Sosa: hizo referencia a un interrogador de "La Per-
la" a quien se lo conoCÍa con el apellido "Vergara". Otra de las per-
sonas que se desempeñaban en dicho lugar era el apodado l/Gato" o
"Principito", quien podría tratarse de un tal Villanueva de condi~
ción militar.

d) López: mencionó a HQuiroga" o "Capitán Juan", a quien se
conoCÍa como el jefe del centro liLa Perla". Los fines de semana, en
ese lugar, los detenidos se relajaban, pues no se contaba con la pre~
senda de los interrogadores -que vestían de ~ivil-, cubriéndose la
guardia con personal de Gendarmería.

e) Casas: citó .también a "Juan Quiroga", como supuestamente
el jefe de "La Perla" o por lo menos el jefe del operativo "secues~
tro", qu.ien vestía de civiL Por otra parte, afirmó que las personas
que la secuestraron eran las mismas que la torturaron, pero distin.
tas que las integrantes de las guardias.

f) Viotti (h): señaló a un tal "Marcos" como a una de las per-
sonas que lo detuvo. A su interrog'ador lo llamaban por el sobrenorn-
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bre de "Coco". En ambos campos "La Rivera" y "La Perla", vio a
un interrogador apodado "H. D,", Dice que los interrogadores eran
un grupo especial, aparentemente los jefes, y que la custodia de di-
.chos lugares .la efectuaba Gendarmería, estimando que los interro-
gadores tenían mando sobre los demás.

g) Porta: dijo que la gente que trabajaba en el sector de ofici-
nas en "La Perla", cuya denominación era.OP-3, dependiente del Ba-
tallón de Inteligencia Militar 141, sin saber si todos eran militares,
conformaba Jos grupos de torturadores y/o secuestradores, diferen-
ciándose de los guardias, que eran de Gendarmería. Entre aquéllos,
puede mencionar a "Hcrnández", "Vcrgara", "Luis", "Rulo", "Pa.
lito", "Chubi".

h) SU7.zara: conoció al Capitán Barreiro- en "La Perla"- a
quien en un principio le decían "Hernández" o "Rubio", que perte-
necía a los Servicios de Inteligencia y tenía a cargo la sección polí~
tica, dependiente del Departamento de Inteligencia 141 de dicho
centro de detención.

i) Sastre: manifestó haber visto torturar a uno de los inte-
grantes de la familia Carreii.o, y 'como .uno de los responsables de
dicho castigo a un tal "Palito", cuyo apellido ei'a Romero.

Que la persona encargada de tomarle todos sus datos persa.
nales en dicho lugar de cautiverio se apodaba ¡'Ropero". Conoció al
Capitán Barreiro,. que ante los detenidos se hacía llamar "Hcrnán-
dez" o "Rubio"; a "Acosta"; a "González", que se 10 conocía con
el apodQ de "Juan XXIII", "Juan el bueno" y al "Ingeniero Quiro-
ga". Otro de los torturadores denominado "el Tarta", se trataba del
Sargento Hugo Herrera.

j) Contepomi: haciendo referencia a su traslado y arribo al cen-
tro de cautíverio donde fue alojado, mencionó a una persona apo-
dada "Ropero" --que con posterioridad se enteró se trataba de un
Sargento Ayudante del Ejército- como responsable de los golpes
que le fueron inferidos. Dijo haberse reunido con su mujer, ente-
rándose de que, a pesar de estar c"mbarazada, .también fue picanea-
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da por up .suboficial o ag~nte .del Ejército que se hada llamar "el
cura", cuyo apellido se enteró con posterioridad es Magaldi. Que
los torturadores eran oficia1e~ y suboficiales' del Ejército, siendo
responsables del lugar el entonces Teniente Primero Jorge Acost~,
cuyo apodo era ,"Ruiz" o "Rulo". Entre otros, recuerda también al
Teniente Primero de apellido González, que se hac:ía llamar ."Qui-
raga" o "Juan XXIII"; al Teniente Primero Néstor Barreiro o Er-
nesto Guillermo Barreiro, cuyo é!-podoera "Hernández"; el subofi-
cial Manzanelli~ apodado "Luís"; airo torturador de apellido Teje-
da, alias "Texas", que revestía como Sargento Ayudante del Ejér-
ci~o. La guardia estaba a cargo de Gendarmería.

Respect~ de otros lugares dependientes de la misma fuerza:

Jorge Federico Watts (Vesubio): manifestó que en el lugar de
detención se diferen<;::iaban los torturadores de los guardias, que a
los segundos los vio a cara descubierta, no así a los torturadores;
que por otra parte usaban apodos. Que la mayoría de las guardias
estaba a cargo d~l Servicio Penitenciario'. Las guardias estaban co-
m~ndadas por una persona apodada "Pep'e", secundado por otro
que se hada llamar "Pancho". Recuerda a Ceolitti que se haCÍa lla-
mar "Sapo" o "Saporiti". Al méd,ico que atendía el lugar lo llama-
ban por el seudónimo de "Lucho"; otro ele los -que comandaban la
guardia se hada llamar "Paraguayo o Matos", y se caracterizaba por
ser muy ,bruto y sanguinario. Menciona también a la guardia de "fie-
rro", "Fra~cés" o "Capitán A~is".

1 Ana Inés Quadros Herrera (Automotores Orletti): cita a uno de
los represores q~ie.n hacía alarde de gran fuerza, con el apodo de
"Paqui".

Enrique Rodríguez Larreta Martínez (Automotores Orletti): que
cuando llegó al, centro de detención, le sacaron la venda de los ojos,
y vio aproxim~damente a seis o siete personas, una de ellas a quien
le decí,an "El jovato", un oficial del Ejército Uruguayo que se lla-
maba Manuel Cordero; otro oficial del mismo Ejército a quien na.
Iuaban "el turco Araud", y en los días siguientes esuc~ó otros apo-
dos de represores, tales como "pajarovich" y "el loco".
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Enrique Rodríguez Larreta Piera (Automotores Orletti): men-
cionó como uno de los, guardias del lugar en que permaneció dete-
nido a una persona a quien ,decían "el turco" ..

Graciela Irma Trotta: 111anifestó que de las personas que la
interrogaron en un lugar anterior puede mencionar a "Julián o TUT-

eo", "Colores", a quien deCÍan "maquinita" porque le gustaba mu-
cho la picana' y "gato". Que Julián estaba también en el l/Olimpo".
Agrega que la sacan de allí en un automóvil. Intervienen en dicho
traslado "Cacho", Miguel Pereyra, "el candado" y l/Tito" como cho-
fer. Aclara que los que más torturaban eran "Colores" y "Julián".

Jorge César Casalli Urrutia: acotó que cree que había un gru-
po especial, básicamente encargado de los interrogatorios y tortu-
ras, integrándolo, entre otros, "J:ereyra", 'IRolando", "Colores", "el
turco Julián" y "CaIculín",

Cecilia Vázquez de Lutski (Vesubio): Jos interrogatorios estaban
dirigidos por una persona que se llamaba "el francés"; por otra par-
te, era quien daba las órdenes en el campo y que cree se trata de
la misma persona que la secuestró en su domicilio. Citó a varios
de los guardias por el apodo con el que se los conoCÍa: "fierro", "fie-
ITito", "pajarito", "mate cocido", "kawasaki",

StelIa María Gómez de GarCÍa del Corro: dijo que a la persona
que allí la atendió le deCÍan "el francés" y que en realidad se lla-
maba o se presentó corno Federico Asís.

EIsa Rmllona LOIllbardo (Olin1po-Banco): mencionó que a una
de las personas que la interrogaba se la conoCÍa por el sobrenom-
bre de "el turco Julián".

Norma Teresa Leto: de sus interrogadores pudo ver a quienes
llamaban "covani", "el turco Julián" y "Colores",

Maricel Marta Mainer: que la pe:r:sona que se le presentó como
el responsable de sus hermanos, quienes se encontraban detenidos en
distinto's lugares, fue un tal "francés", que deCÍa llamarse Federico
Asís.
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Sara Rita Méndez Lampodio (Automotores Orletti): entre Jos
represores, citó por los seudónimos que conocía a IIpajarovich",
"paqui o paquidermo" y "el jovato", quien era ]a persona que tenía
poder sobre los otros.

Alejandra Naftal (Vesubio): que en su lugar de cautiverio se
abusó de ella quien se autollamaba "la ;'laca", y que""el jefe del lugar
usaba el seudónimo de""francés".

Orlando Niro (Vesubio): en su lugar de cautiverio recordó haber
escuchado entre sus captores los apodos de "el vasco", l/el francés",
"el tordo", "el inspector", "el coronel" y "el paraguayo".

María Angélica Pérez de Micflick (Vesubio): dice que quien di-
rigía el campo, o al menos parecía estar a cargo, era una persona
a quien le decían "el francés".

Washington Francisco Pérez Rossini: menciona a "el oso"! "el
paqui", "gavaso,", "bermúdez", "cordero", Anibal Gordon, como i)1te-
gran tes del personal del centro de detención en que fue alojado.

Daría Emilio Machado (Vesubio): mencionó a dos grupos que
se desempeñaban en el Iu;gar de cautiverio. La guardia, que la inte-
graban personal del Servicio Penitenciario Federal, sector Inteligen~
Cia, a cargo del Coronel Dotti; y otro denominado "la patota" que
se ocupaba del secuestro y la tortura de los prisioneros, qu~ pertene-
cía al Ejécito.

Horacio Rugo Russo: mencionó a "el francés" como el responsa-
ble del centro de detención el Vesubio, "al vasco" como el encar-
gado de los operativos de secuestro y al personal de guardia que se
distribuía en tres gnlpos, entre ellos "el paraguayo", "techo", "el co-
rrentino", "gancho", "Aguilar" y "fierrito", el referido "vasco" cum-
plía no sólo funciones de secuestrador, sino t~mbién de interrogador.

Marta Haydée García de Candeloro: dijo que por las voces de
la gente que actuaba en el centro podía distinguir entre los que se
encargaban de la guardia y los interrogadores. Recuerda el apodo de
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algunos de los represores, tal eS el caso de "papi", "Charlie", "Ri-
chard", "el chancho", "el pibe", "el colorado",

Oiga Regina Moyana: afirmó que 'indiscutiblemente el grupo que
torturaba no era eJ mismo que la guardia. De esta úl Hma función
se ocupaba personal de Gendarmería Nacional.

Serafín Barreira Garda: dijo que los interrogadores eran gene-
ralmente los que se ocupaban de los secuestros, y que la guardia es-
taba a cargo de otras personas que dependían de Gendarmería Na.
cional y que no se ocupaban de dichas tareas.

Aída de las Mercedes Pérez Jara de Barreira Garda: manifestó
que las personas que interrogaban y torturaban a los detenidos ves-
tían siempre de civil, distinguiéndose de los guardias o cuidadores,
quienes usaban un traje azul, 'parecido al de Gendarmería Nacional.

Liliana Inés Deutsch (La Perla): que en repetidas oportunidades
escuchó que llamaban a alguien por el apellido Vergara, el cual esti-
mó debe haber pertenecido al cuerpo de interrogadores, quien no
tenía un d,irecto contacto con los detenidos.

\
Alberto Próspero Barr.et Vieelma: dijo que en el centro de de~

tención donde fue alojado, había un. equjpo estable, compuesto, apa-
rentemente, .por e,1"turco Julián", "catamarqueiio", "Miguel", "Fer:'
nández", "Pereyra" y "Montoya".

Ana María Careaga (Atlético. Banco): expresó que el personal
del lugar de detención usaba seudónimos. El responsable del lugar
se apodaba "coronel"; por una carta que mandó una persona que
estuvo det~njda en ese lugar, se enteró posteriormente que su verda-
dero nombre era Antonio Benito Fioravanti. Entre otros jntcgrantes
del grupo que ~c desempeilaba en dicho centro, menciona por sus
apodos a "baqueta", "anteojo", "Kun-fu", "pajarito", "gonzalito", "Pe-
dro", "Juan", "cava ni", "colores".

MigUel Angel D'Agostino: mencionó a un grupo de represores que
específicamente se encargaba de los interrogatorios. Tal es e! caso
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de "colores", "el Dr. K", "covani", "capitán" y "alemán". Señaló a
"coronel" como quien supervisaba todo el funcionamiento del centro
y al "turco Julián". Entre otros que actuaban en ese lugar nombró
a "Kun-Fu", "pajarito", "gonzalito", "el gallego", "Juan" y "Pedro".

Enriqe Mario Ghezan: (Olimpo y el Banco) dijo que en el pri-
mero había guardias internas y externas, que ésta se rotaba. Ciyó
entre sus integrantes a "el paraguayo tuiti", "conejo", "pampero",
personal todo de Gendarmería:.

Jorge Alberto Alleaga: (Club Atlético y el Banco) dijo que el
grupo de interrogadores fornlaba parte también del grupo de tareas
que realizaba aparentenlente los secuestros. Entre ellos nlencionó a
"colores", "Raúl", "padre", "Soler", "Turco Julián", "Baqueta", "an-
teojito Quiroga", "Sami", "Paco", "Calculín", "Boca", "poca vida",
"alacrán", "Juan", "polaco grande", "polaco chico", "siri", "ratón",
siendo el responsable de ellos quien se haCÍa llanlar l/Coronel" o
"tordillo".

Hizo referencia también a que las guardias eran cubiertas por
personal distinto del nombrado.

Faustino José Carlos F~rnández: dijo que el jefe que ordenaba
los traslados en el Vesubio era el denominado "francés" el personal
estaba dividido de acuerdo a las funciones que cumplía. Estaban
quienes se ocupaban de la vigilancia, un grupo que podría denomi-
narse de "inteligencia" que trabajaba más cerca del "francés", y por
último quienes se denominaban "la patota", cuyos integrantes se
encargaban de secuestrar. Dice que "la patota" formaba parte del
personal permanente del Vesubio y ,que no eran los mismos que se
encargaban de torturar a los detenidos. Asevera que también los
torturadores formaban parte del personal destacado en ese lugar.
Entre los guardias mencionó a "fierro", "Aguilar", "pepe", "el zorro"
y "el paraguayo".

Julio Laren: manifestó haber estado en "el Olimpo" y "el Banco".
Dijo recordar el apelativo de varios de sus interrogadores, que ac-
tuaban indistintamente en ambos lugares, como "Soler", "Julián",
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"colores", "covaoi", "alacrán", Pos~erjormentc, habiendo estado más
tiempo en el Olimpo alcanzó a conocer a otros represores, como
"Quintana", "Cartez", "Ccntcno"~ "Crarncr" y "polaco". ,Centeno de-
CÍa ser miembro del Servicio Penitenciario Federal, pudiendo haber
sido el apellido ¡'Avena". Que en un juicio por la desaparición" de
Alfredo Giorgi, tuvo oportunidad de reconocer a quien conocía por
"Quintana", cuyo apellido verdadero es Pereyra. Por último dijo
haber oído que en la guardia del Olimpo un integrante era apodado
"conejo",

b) Armada:

1. Es posible observar la concordancia. de los relatos de las vic-
timas que fueron alojadas en la Escuela de Mecánica de la Armada
con referencia a lo señalado en la introducción del presente capítulo,
y en. especial a los grupos que actuaban en dicho centro de detención,
a los cuales les fueran adjudicadas tareas diferentes. Así depusieron:

1) Andrés Castillo: Hizo refencia a los seudónimos con los cuales
se denominaba a los integrantes de los grupos, precisando que a
Chamorro le decían "Máximo" o "delfín", a Acosta "el tigre", a Pa-
rra "León", y a los tenientes se los llamaba rata, pingüino, gato, acla-
rando que la imposición de dichos apodos con nombres de animales
se c;lebía a un otden, si se quiere, jerárquico, dentro de los animales.

2) Mirian Liliana Lewin de Garda: Citó a varios oficiales con
iguales apellidos y apodos que mencionan Castillo y Daleo, agregan-
do, entre otros, al Almirante Massera, apodado "cero", Capitán Bil-
daza, alias "Gastón"; Teniente Savia, alias "Norberto" o "ladrillo";
Teniente Radice, "alias "Gabriel" o "Rogger"; Teniente Astiz, alias
"cuervo", "ángel" o "rubio"; Capitán Luis D'Imperio, alias "Abdala";
Teniente Cabalo, alias "Marcelo" o "sérpico"; otros cuyo nombre no
J!egó a conocer, apodados "gordo Luciano" o "Tomás", "Roque", "Ca-
cho", "Pedro morrón", "Pedro bolita", "Gustavo Yony", "Gustavo
rubio", "hormiga"; entre el personal de Penitenciaría había un tal
"Agustín"; de Policía Federal el Subcomisario González, ali~s "Fe-
derico", el Sargento Juan Carlos Linares, alias "gordo Juan Carlos";
de Prefectura una persona de apellido Cal'noto, alias "espejaimc", un
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suboficial, no recuerda si era marino o de Prefectura, de apellido
Mazzola, alias "Mayor".

Asimismo, hizo referencia a un grupo de oficiales afectados a la
función de tortura, entre los cuales se destacaban Acosta, Pernía;
por Policía Federal "el gordo Juan Carlos", y el subprefecto Fabres,
siendo el jefe de éstos el Capitán de Fragata Luis D'Imperio, a quien
llamaban "Abdala".

3) Lázaro Jaime Gladstein (ESMA): el interrogatorio que se le
efectuó. lo realizó el segundo jefe de inteligencia que era conocido
como "Mariano", "Miranda" o "pingüino" y el suboficial de Prefec-
tura conocido con el nombre de "Freddy" o "Claudia" a quienes pos~
teriormente identificó ,como el Teniente Sheeling y Asís, respectiva~
mente.

3) Carlos Muñoz (ESMA): declaró que de la gente que desem-.
peñaba funciones en' el 'centro de detención, sólo puede identifi~
car a un personaje a quien le deCÍan "Juqán" o "turco" que cree era
personal de la Policía Federal.

5) .Víctor Melchor Basterra: Dice que los interrogatorios y tor~
n1entos los efectuaba generalmente gente de inteligencia, entendien~
do por tormentos únicamente la picana eléctrica, precisando que las
-"pa:lizas", las daban integrantes del grupo' de operaciones. Consignó
que el Jefe de Operaciones en el año 1979 fue el Capitán Dunda, quien
junto con el Capitán Fernando Enrique Bello, participara de su se-
cuestro"~siendo este último una de las personas que más golpeó
en su momento. Entre el 'personal de inteligencia dijo haber conoCido
a cuatro auxiliares: uno de apellido Cejas, apodado "Leo", "hormi~
ga"; Orlando González, otro a quien le deCÍan "el zorro" y el restante
denominado "David". Asimismo hace referencia a un procedimiento
que se utilizaba en la "ESMA" para obtener nombres y números de
documentos de una persona y utilizarlos en documentación falsa,
como es el caso de la que se le proveyera al Capitán Dunda.

11) En igual sentido se manifestaron algunos de los anteriormente
nombrados y otras de las víctimas que, pasaron por la "ESMA" acer~
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ca de diferentes nominaciones que se daba a las personas que desem-
peñaban determinadas funciones, como "es el caso de los "Pablos",
"Pablitas", "Pedros" y "Gustavos". Tal es el caso de los dichos de
Víctor Basterra, Andrés Castillo, Graciela Beatriz Daleo, Miriam L.
Lewin de García, Héctor Eduardo Piccini, Beatriz Aicard,i de Neu-
haus, María del Rosario Caballeda de Cerruti, Norma Cristina Cozzi
y Horado Santiago Levy.

III) Por último, relacionado al tema del ocultamiento de iden-
tidad del personal que se desempeñaba en la "ESMA", aparte de lo
manifestado por las víctimas antes señaladas, se cuenta con los di~
chos de:

1) Josefina Gandolfi de Salgado, quien hace referencia a una
persona _apodada "Serra", que habría sido quien la intimó telefó-
nicamente en' repetidas oportunidades para que "ayudase", pues
mantenia detenido a su hijo (se trataba ~e un subversivo, según el
concepto de. dicha persona); posteriormente se enteró por testimo-
nios de Martí, Pirles y Osatinsky, que un oficial de inteligencia na-
val, con destino en la "ESMA", llamado Jorge Gar,cía Velazco, po-
seía como nombre de guerra el apodo de "Serra".

2) Osvaldo Barros, mencionó a una persona que era conocida por
el apodo de "pancho", quien en un principio se presentó como un
detenido más que estaba colaborando con los represores, pero con
posterioridad resultó ser el responsable del grupo de tareas GT3-4,
un oficial de la Armada, el mismo que intervino en su secuestro.

3) Lila Victoria. Pas10riza de Hozami, hizo referencia a uno de
los individuos que la interrogó en la "ESMA", que se hacía llamar
por el apodo de "fibra" y que según las manifestaciones propias del
mismo, éste pertenecía al Servicio de Informaciones Naval.

c) Aeronáutica:

1) Guillermo Marcelo Fernánclez y Claudia Marcclo Tamburrini,
América Osear Abrigo, Canon Saverio Cinquemani y Alejandra Tadei,
fueron contestes en el relato de las circunstancias vividas por ellos
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en el lugar de cautiverio "Mansión Seré" y/o "Atila", dependiente
de la Fuerza Aérea. Señalaron ql:le había dos grupos de represores
que se diferenciaban entre sí por la función que cumplían, por un
lado estaban los que se ocupaban de la guardia del inmueble y por el
otro la denominada "patota", que eran los interrogadores y/o tor-
turadores. Dentro del primer grupo recuerdan a los apodados "Lu-
cas", "Tino", "el tucumano", "el gringo", "ravioli"; y por el restante
a "el tano", y el pres,untamente jefe y/o responsable de la

l
"patota",

a quien llamaban "Rugo" o "Rugu'ito". Enfáticamente ambos se~
ñalaron la crueldad en el con1portamiento de los integrantes de la
"patota", diferenciándose éstos de los .guardias, no sólo por la tarea,
sino también por el trato recibido.

d) Policía Federal:

1) Eduardo Cordero Mercedes: Seüala a "el coronel", como la
persona que se presentó ante él en una oportunidad en que se en~
contraba detenido en Coordinación Federal, en Capital Federal, que
lo interrogó y le aplicó diversos golpes.

2) Eulogia Cordero de Guernica: El lugar de encierro estaba
custodiado por gendarmes y por personal de la Policía Federal, en~
tre los primeros recuerda a una persona de apellido López.

3) Marcelo Gustavo Daelli (Club Atlético): Dijo que a cargo del
campo estaba una persona apodada "coronel" o "tordillo", quien po~
día tratarse de ':una persona de Policía Federal, con categoría de Ca.
misario, cuyo nombre y apellido real es Antonio Benito Fioravanti.
Entre otros de los represores mencionó al "turco Julián", dando
una descripción física del nombrado en razón de habérsele retirado
la venda de los ojos en presencia del mismo. Hace referencia a que
un grupo de gente de "afuera" del centro era la encargada de la tor~
tura e interrogatorios, que poseía, aparentemente, rango n1ilitar.

e) Policía de la Provincia de Buenos Aires:

1) Víctor Alberto Carminati: Pasó por "Arana" y "Pozo de Bán-
fieId". Manifestó que de acuerdo al c0111portamiento de cada un~'
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de los individuos, se podía apreciar dos grupos bastante bien defini-
dos en cuanto a ]a tarea que tení~ asignada. Por un lado los sccucs.
tradores y por otro los encargados de la tortura.

2) Ramón Miralles (Puerto Vasco): Citó como una de las per-
sonas que s,: desempeñaban en su lugar de detención a "Saracho",
agregando que posteriormente supo que éste era el nombre de guc-
ITa, como le deCÍan cUas.

3) Rubén Fernando ScheIl: Consignó que tanto secuestradores
como torturadores se trataban de las mismas personas, ajenas. al
personal del lugar de cautiverio. Que al oficial a cargo del centro
se lo conocía por el apodo "el alemán". Recuerda por apodos también
a varios integrantes de la guardia, citando entre otros a "pipo", "el
oso yogui", "el ,negro", "chupete", "churrasco" y "espantoso".

4) Alcides Santiago Chiesa: Manifestó que de los oficiales que
hacían guardia en el lugar uno se hacía llamar Iloficial Gutiérrez",
otro "oficial Ríos", y el jefe del lugar se apodaba "Saracho".

5) Alcides Antonio Chiesa: Efectuó .Ia distinción entre "la pato-
ta" y los guardias. La tarea de "la patota" era la de practicar los
secuestros y tortura. A los guardias se los podía ver, no así a los
integrantes de lila patota", pues cuando un detenido era llevado a
un interrogatorio, se lq ven9aban los ojos.

6) Mario Feliz: Afirmó que en la Comisaría Sta. había un equi-
po de personas que se encargaba de interrogar. A la persona que con-
dujo el operativo de su secuestro le decían IIcapitán".

7) Rodolfo Atilio Barberán: Estuvo en la Brigada de San Justó,
dependiente del Primer Cuerpo de Ejército. Con respecto a la guar-
dia, secuestradores y torturadores, declara en idéntica forma que
Chiesa. Recuerda' a l\rÍbora" como uno. de ~os que lo torturó.

8) Norberto Ignacio Liwski: Estuvo alojado en la Brigada de
San Justo y cn la Comisaría de Laferrerc1 ambas de la Policía de la
Provincia de Buenos Aires. Haciendo referencia a s~s captores y tor-
tUl'adorcs que actuaban en los referidos lugares de detención, cita a
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"tiburón", l/víbora", Ifburro" y "rubio", como así también él men-
ciona al apellido Laval1én, como el de alguna de las personas que se
desempeñaba en el lugar, pero sin poder precisar a cuál de los apo-
dos respondía.

9) Francisco Manue! GarCÍa Fernández: Que en el centro de
cautiverio donde estuvo alojado, asiento de la Brigada de San Justo,
PoliCÍa de la Provincia de Buenos Aires, recuerda que funcionaban
dos grupos que poseían diferentes, tareas: uno realiza~a los operati-
vos de secuestro y participaba en las sesiones de tortura, y el otro se
ocupaba de la guardia. Entre los primeros recuerda a "víbora", "el
rUQio", "tiburón".

10) María Amalia Marrón: Permaneció detenida en la Brigada de
San Justo. Menciona a los jefes de dicho lugar de detención, bajo
los apodos con que se los conocía: "tiburón", l/víbora", "el rubio",
':araña", "eléctrico", "king-kong". Por otra parte relata las circuns-
tancias de una visita al centro de una personalidad especial, confor-
me los preparativos que se encararon para tal evento; a quien es-
cuchó denominaban "uno-uno".

\

11) Julio César Miralles: Estuvo detenido en "Pue.sto Vasco" y
"C.O.T.!. Martínez". Haciendo referencia a alguno de los torturadores
cita a "Milton Creti", "tareila", quienes eran secundados siempre por
un grupo de colaboradores. Estos asistían al lugar de reclusión para
sus tareas específicas. Los iridividuos encargados de la guardia te-
nían también la tarea de salir de noche. para detener a' personas.

12) Jacobo Timmerman: Afirn1ó que tanto en "C.O.T.!. Martínez"
como en "Puesto Vasco" pudo observar la presencia del doctor Ber-
ges, del oficial Pretti alias "Saracho", "Tarell~" y DarÍo Rojas.

f) Policía de la Provincia de Santa Fe:

1) Jorge Alberto Flores' (Grupo Feced): Cita al personal que se
desempeñaba en el tentro bajo los apodos .por: los que se los cono-
cía, tal es el caso de "monito", "el cura", "marcote", "archi", "lnano-
lo", flcaramelo" de apellido Altarnirano, "ronco", que se trataba del



224 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

oficial Nast; con el tiempo se enteró que el comisario era Guzmán
Alfara y otro oficial tenía el apellido Lofiego; y el cabo "conejo" se
trataba de Ricardo Torres.

2) Ana María Ferrari de Fernández (Grupo Feeed): MeneÍonó
a Guzmán Alfara "curiaki", "el mono", "marcote", que se trataba de
"el cura", Lofiego, todos integrantes del personal del centro de de-
tención.

3) Gustavo Angel Roberto Píccolo (Grupo Feced): Afirmó que
el oficial de la Policía que ]0 torturara era de apellido Lofiego, a quien
también le deCÍan "el ciego" o "lusbel", Aclara que no sólo lo tortu-
raba, sino que por supuestos conocimientos médicos que poseía, era
el que chequeaba su estado de salud durante las sesiones de tortura.
Cita a otros integrantes que' se desempeñaban en dicho centro, en
algunos casos por su nombre y apellido, y en otros por el apodo,'
como ser: el Comandante de Gendarmería Retirado Agustín Feced;
"el cura", cree que se trata de un oficial y su apellido Marcote o
Mur, y los llamados "Beta", "mono", "fino", "Kungfito", "Kung~fu"
y "el ronco".

3) Carlos Alberto Pérez Risso (Grupo Feced): Señaló que lo
detuvo una persona a quien reconoció posteriormente como Lofiego,
quien le aplicara también tormentos. En el centro de detención, re.
cordó haber conocido y escuchado los nombres, apellidos y apodos
de otros represores, tal es el caso de Guzmán Alfaro, Jaichuk, "Beta
Gianola", y la "pirincha".

5) Angel Florindo Ruani (Grupo Feced): Aludió a circunstancias
de su detención consignando que recuerda el sobrenombre de dos
de las personas que lo trasladaron hasta el lugar de cautiverio como
los llamados "el manolo" y "e~ tony", miembros del Servicio de In~
formaciones. Mencionó también al "ciego Lofiego", el "cura Marco.
te", el "conejo Ricardo Torres", que era el jefe de guardia, Guzmán
Alfara, "Larsche Escortechini", "el ronca Onaz", "Diego", "pirincha",
"el correntino" y un oficial de la Policía a quien llamaban "Lucho".
Apuntó que el oficial Marcote alias "el cura",. estaba presente en
las sesiones de tortura y se ocupaba de hablar de Dios y de recor-
darles que piensen en la familia.
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g) Hospital Posadas:
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1) Zulema Dina Chester: Manifestó que el grupo de personas
que ingresaron a su dOlllicilio estaba a cargo del señor Nicastro, quien
formaba parte de la guardia militar que tenía por entonces el Coro-
nel retirado Estévez, director del Hospital Posadas.

2) Adolfo José Marcolini: Expresó que los integrantes de la vi-
gilancia del Hospital conformaban el grupo denominado "Swat" cu-
yo jefe era el señor Nicastro.

3) Carlos Domingo Ricci: Que dentro del Hospital, según sus
dichos, funcionó un grupo especial que se denominaba "Swat" con-
formado, cree, por ocho individuos civiles. Recuerda el nombre, en.
tre ellos, de "Cotelesa" y "Nicastro". El último de los nOlnbrados se
desempeñaba como jefe del grupo.

4) Pedro Ruiz: Manifestó que en el Hospital Posadas existía un
grupo de seguridad que se desempeñaba dentro del nlismo cuya de.
nominación era "Swat" y que cumplía funciones de represión des-
conociendo de qué tipo.

Asimismo se consignan a continuación las manifestaciones ver.
tidas por diversas vÍCtimas de ,diferentes centros de detención, a
saber:

1) Guillermo Alberto Lorusso: Mencionó a "la patota" c,omo un
grupo que no integraba el personal de la COlnisaría, y que cuando
arribaba a dicho lugar lo hacía llamar bajo el apodo de "el para-
giJayd' o "mato", individuo éste que era lTIUY cruel con los detenidos.

2) Norma Esther Leanza de Chiesa: Hizo distingo entre los car-
celeros y los torturadores o interrogadores, entre los primeros re.
cuerda a quienes por el apodo lla1naban "el tío yoguill, "pipo",' "Jor-
ge", "churrasco" y "Gómez" o "chupete".

3) María Kubik Marcoff de Lefteroff: Hizo referencia a "el co-
ronel" y "el capitán", modo éste de mencionar a alguno de los inte-
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gran tes del personal del centro, En cuanto al rcsto de aquellos eran
llamados por diferentes apodos, tratando en lo posible de no mcn-
cionarse entre sí y que los detenidos no los vieran cuando ellos
hacían la Jimpieza.

4) Iris Etelvina Pereyra de Avellaneda: Que entre sus represores
y/o torturadores, recuerda a quien se lo llamaba por el seudónimo
de "Escorpio", Itpadrc Francisco", y otro que le prace ....ó un simu-
lacro de fusilamiento, a quien llamaban "Rolo",

5) Héctor Aníbal RallO: Hizo el distingo entre celadores e inte-
rrogadores, entre los primeros mencionó a los que conocía por los
apodos de "King-Kong" y "curra" y el "comisario negro", y entre
los segundos citó a "el alemán" y "el gallego".

o) Arturo Ruffa: Expresó que siempre estuvo custodiado por
gendarmes bajo la jefatura de quien se hacia llamar "el gordo bueno",

7) Nora Alicia Ungaro: Efectuó su relato haciendo el distingo
entre diferentes individuos que poseían tareas específicamente dife-
rentes en el centro; se contaba con el grupo de secuestradores, los
torturadores y los interrogadores. Entre las personas que siempre
estaban en el campo, citó al Coronel Vargas, un tal "coco", "el cura"
y "el cordobés".

8) Francisco José Elena: Entre sus interrogadores hizo referen-
cia a quien denominaba "el gordo bueno".

9) Dora Beatriz Garín: Mencionó a oficiales o suboficiales que
se desempeñaban en el centro por los sobrenombres por los que se
los conoda, como por ejcmplo "Pepe", "García", "botella", "Teslav",
este último dcCÍa que era el Mayor .

. 10) Lidia Susana Curieses: Entre sus captores recordó, por sus
apodos, a "Tony" y "conejo".

11) Sergio Andrés Voitzuk: Acotó, casi con segurldad, las per-
sonas que 10 interrogaron fueron las mismas que lo detuvieron en
su domicilio.
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12) Delia Barrera y Perrando: Entre los integrantes de la guardia
citó a una persona a quien llamaban "poca vida".

Por otra parte, a la prueba de cargo, que e.merge de los diferentes
testimonios que fueron analizados precedentemente, se suma aque~
lla que en número abrumador se colecta en los diferentes su~arios
que oportunamente se han acumulado por cuerda a estos obrados con
referencia a los puntos en examen. Enumerar dichos expedientes y
en su caso de dónde ,se extrae específicamente la probanza, sería una
tarea que excedería el tratamiento del presen~e capítulo; por consi-
guiente, a modo de una síntesis ilustrativa, se to~an como ejemplo
las constancias obrantes en las causas que a continuación se pun-
tualizan:

1) En el expediente N~ 5916del registro del Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N'?1, Secretaría N'?103.
por el testigo Rugo Pascual Luciani, detenido alojado en los centros
de cautiverio denominados "El Banco", "Vesubio" o "Siglo 21" se re-
firió al secuestro de Guagnini -compañero de cautiverio-; dijo que
de ello se había ocupado "la patota del sádico Francés", nombre de
guerra que utilizaban los secuestradores. Agregó, que dicho gx;upo
estaba formado por un honlbre de cada fuerza, daro ejemplo de
actuación de fuerzas conjuntas. Asimismo~ entre los guardias, citó
a quienes se conocían como "el sapo" y "Juan Carlos",

2) En los autos N? 77/84 del Juzgado de Instrucción de lOa. No-
minación de la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, depuso
testimonialmente Mirta Isabel Castellini, nlanifestando haber esta-
do detenida en la Jefatura de la Policía de dicha ciudad. Alli fue
torturada, precisando que durante una sesión de tormentos se le
cayó la venda que tenía puesta en sus ojos y pudo reconocer a su
torturador a quien llamaban. "el ciego". Entre las personas que. la
cuidaban recordó a un tal "Carlitas", de nombre Osear Gómez, a
"Jorge",. "Gabriel", "Rufito", personas estas que se caracterizaban
por usar zapatillas y en cambio el grupo que salía a secuestrar y
que también torturaban, andaban armados y vestían zapatos.

3) En los autos 6992/78 del registro del Juzgado en lo Penal
N'?-6 de ~an Isidro, Provincia de Buenos Aires, obran los dichos
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.del testigo Julio César Lópcz del Pino, quien manifestó que, estando
detenido, escuchó por una radio militar noticias de su detención
y la intervención de la Fuerza Aérea. Entre las personas que se
desempeñaban en su lugar de cautiverio pudo ver a un oficial a
quien llamaban "oso Garda".

4) En la causa caratulada: "Prigione, Juan Héctor y otros sI
privación ilegal de su libertad", del registro del Juzgado Nacional
de Primera Instancia en ]0 Criminal de Instrucción N~ 3, Secre-
taría N~ 108 de Capital Federal, conforme lo manifestado por Jos
testigos Mario César ViIlani y Ana María Arrastia Mendoza: el
primero afirmó que entre sus represores se encontraban "Raul",
quien aparentemente era el segundo jefe del campo; "el padre";
"Soler"; "Toso"; "Capitán Leon o "Pepona" o "cara de goma",
estos tres últimos fueron los responsables de los apremios sufridos
por el dicente; que todos ellos estuvieron en el "Club Atlético" y
en "El Banco", con excepción de "cara de g?ma"; así también
recordó a "colores"; "polaco grande"; "polaco chico"; "baqueta";
"anteojo Quiroga" o "Fürer"; ¡'Doctor K"; IlJulián" O "El Turco
Julián"; UCovani" o "Turco González"; "Juancito"; "Gonzalito";
IIKung Fu"; uPoca Vida", este último estuvo en el uClub Atlético"
pero no lo vio en el "Banco"; "Sapo"; l/Ratón"; "Mosca"; "Paco";
"Miguel", quien era Ofielal del Batallón 601 ele Inteligencia y mane-
jaba todo 10 relativo a lo que se conocía como GT2 o Grupo de
Tareas 2; HCacho"; "El ~uso"; uPepe"; "Coco'¡; HCramer", cuyo
verdadero nombre es Eduardo Cruz y posteriormente tuvo conoci-
miento que el nombrado era jefe de seguridad del Banco de la
Nación Argentina ----:Casa Central-; "Ca1culín" y lIOdera" o "Ro-
Jando".

La segunda, acotó que "Fierro" era uno de los encargados de
la guardia o ':candado" y se trataba de un alto ofielal del Servicio
Penitenciario Federal. Otros sobrenombres que recuerda de com-
ponentes de la guardia eran "Kung Fu"; "Polaco"; "El turco Ju-
lián", cuyo apellido cree que es Romero; "El Ruso"; "El Ratón";
HEI Sapo"; HTucumano"; "Baqueta", que era el director o Hcandado"
de la guardia en que le tocaba actuar; su segundo era "Anicojito";
"Juan" y otros que visitaban el lugar, que se hacían llamar "Coro.
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nel", O "El Coro"; "El Padre"; "Rolando"; "Sam" o "Tío Sam";
"Raúl" quien al igual que "El Padre" eran interrogadores. Agregó
que los interrogadores conformaban ¡¡grupos de tareas" y rotaban
de "chupadero" en "chupadero", recopilando información obtenida
a través de sus procedimientos. Cita a "Colores" como otro inte~
rrogador.

5) En los autos N? 25.979, Nro. de Orden Leg. 232 del JIM
B?I "Brid, Juan Carlos y otro s/priv. ilegal de su libertad" (del
COlnando de Operaciánes Aéreas de la Fuerza Aérea), declaró el
testigo David Jorge Brid que cuando era trasladado detenido, ins-
ta,ntes después de su captura, escuchó en la radio del vehículo
donde se lo transportaba ,que llegaban a un lugar identificado
"Atila". Dice que algunos de los custodias del lugar poseian los
apodos de "Lucas" y "Tino".

6) En el expediente N? 13.279 del Juzgado Nacional de Ira.
Instancia en lo Criminal' de Instrucción N? 13, Secretaría N? 138,
de Capital Federal, obran las manifestaciones de los testigos Gus-
tavo Raúl 'Blanco, Estefanos Azam Mansur, Jorge Roberto Gaida-
mo, Héctor Daniel Retamar y Julio Eduardo Lareau, quienes dije-
ron que después de haber sido secuestrados, los llevaron a un lugar
donde fueron interrogados bajo tormentos por quienes respondían
a los apodos de "Julio" y "El turco", Alli fue Gaidamo atendido
con medicamentos que observó llevaban la inscripción del Ejército
Argentin.o. Acotó que las personas encargadas del centro de aten~
ción estaban siempre de civil y deCÍan pertenecer al Ejército Ar-.
gentino; recordando entre ellas a quien le llamaban "El Turco
Julián". Blanco manifestó que cuando lo trasladaban, después de
su captura, 'Oyó en la radio del móvil donde. viajaba que una voz
decía "móvil al Olimpo"~"traemos los paquetes". Después de arribar
al centro de cautiverio, fue conducido a un recinto y allí fue inte-
rrogado. mediante tormento~ por quien se haCÍa llamar "El Turco
Julián". En una oportunidad le proveyeron de un cepillo y pasta
dentrífica: con la inscripción del "Ejército Argentino". Recordó otros
nombres o apodos de personas ,que se desempeñaban en dicho lugar,
tal es el caso de los llamados "Mayor Rolando"; "Soler"; "Tono";
tlPaco" y /tColores". Azam Mansur señaló que fue sacado de su
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casa y llevado al centro de detención denominado "Olimpo". Que
por su condición. de médico ayudó en dicho lugar en una oportu-
nidad, a un colega que allí se desempeñaba, él "curar a una pareja
que había sido herida de bala. Cuando recuperó su libertad dicho
profesional le solicitó si le cOlnpraba unos libros sobre obstetricia
y fue así como debió encontrarse con el "Turco Julián" en un bar
frente al Policlínica Bancario para entregárselos a él. Retamar dice
haber sido detenido en la casa de una amiga, vendado y trasladado
al "Olimpo" donde fue interrogado bajo tormentos. Mencionó al
"Turco Julián" como personal que se desempeñaba en ese lugar.
Lareau manifestó que en el lugar de detención donde fue alojado,.
había guardias e interrogadores que respondían a distintos apodos
tales como "Ruso"; "Guerra"; "Soler"; "Padre"; "Colores"; "Fa-
cundo"; "Julián"; "Polaco Grande"; "Polaco Chico"; "Juancito" y
"Kung Fu".

7) Causa N? 8653 del registro del Juzgado Nacional de Primera
Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N? 5, Sen-etaría
N? 15.caratulada "DOMON, Alice s/privación ilegal dc la libertad";
depuso como testigo Alberto Eduardo Girando y expresó que los
secuestros estaban a cargo de los Tenientes Antonio PernÍa (a)
"Trueno"; García Velazco (a) "Dante"; Alberto González Menotti
(a) "Gato"; Schelling (a) "Mariano"; Juan Carlos Rolón (a) "Juan";
el Capitán de Corbeta retirado Franeis William Whamond (a) "Pa-
blo" o "Duque"; y el Prefecto Favre. Puntualizó que l<:>srepresores
cumplían tareas específicas, tal es el caso de los "interrogadores",
que recibían a los detenidos en el sótano e inmediatamente los
ubicaban en una de las salas de tortura, atados con sogas al catre
metálico por las muñecas y el tobil~o, y seguidamente comenzaban
con su labor acomp~ñada de los consecuentes tormentos ..

8) Causa caratulada "Jara de Cabezas, Thelma Dorothy s/pri-
vación ilegal de la libertad" del registro. del Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N? 24, Secretaría
N? 131, de Capital Federal. Depuso la damnificada de dichos autos
y se refirió a los apodos que usaban los guardias en la ESMA, como
por ejemplo "Pablo", "Pedro" y/o "Juan".
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9) Causa N° 25.152, caratulada "Doctor Jorge Alberto Sabbatini-
Intendente de la Municipalidad de Vicente López, Provincia de Bue-
nos Aires, s/denuncia s/inhumaciones en el Cementerio de Olivos
de 11 cadáveres N.N.", del registro de! Juzgado en lo Penal N? I
de San Isidro, Provincia de Buenos Aires; allí obran los dichos de
los testigos Regina Siebigs de Schenzle y de Ernesto Schenzle quie-
nes lnanifestaron que después del enfrentamiento entre las -fuerzas
del Ejército y los civiles, el jefe de aquéllas usó e! teléfono de su
casa y se dio a conocer con el nombre de "P~jaro".

10) Causa AT 4 0950/2677 del Juzgado de Instrucción Militar
N? 50 del Comando del II Cuerpo de Ejército. Declaró el testigo
Ramón Aquiles Verón que de acuerdo a lo que pudo escuchar al
personal de la guardia, a los jefes se los. llamaba por apodos; por
ejemplo "Gerente General" se le decía al General Galtieri; "Subge-
rente General" al General Jáuregui. En la misD1a causa, depuso
también testificalmente Juan Antonio Rivera y dijo que las personas
qU,e lo detuvieron en su domicilio particular se haCÍan llamar por
los apodos de "El Tucumano", "Carlitas" y "El Puma", respectiva-
mente.

11) Causa earatulada "TIMMERMAN, Jacobo s/ privaclOn ilegal
de la libertad", del registro del Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Criminal de Instrucción N? 33, Secretaría N? 170, de
Capital Federal. Allí se cuenta entre otros con los testimonios de
Juan Gramano, Héctor Mariano Ballent y Osvaldo Papaleo. Gra-
mano señaló que del centro de cautiverio denominado /lC.O.T.!.
Martínez", donde fue alojado recuerda a personal de la manera
como fueran llamados, por ejemplo: el oficial Rebollo (a) "Ríos";
oficial (a) l/Roma";'un tal '/Maida" o /lMaira"; el suboficial "Paz"
y otro que le deCÍan "El Mercenario". Quienes llevaban a cabo los
interrogatorios eran los oficiales Cabrera (a) IiBeto" y otro de
apellido López. En tlPuesto Vasco" recuerda a los oficiales. Verduri
y Adorno y al suboficial de apellido Campodónico, todos de la Poli-
CÍa de la Provincia de Buenos Aires. Ballent acota que estuvo alo-
jado en tlC.O.T.! Martínez" y allí actuaba aparentemente como jefe
de dicho lugar una persona a la que denominaban tlSaracho", sien-
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do su verdadero apellido el de "Pretti", y se trataba de un oficial
de la Policía de la Provincia de Buenos Aire~.

En "Puesto Vasco" recuerda al Comisario de dicha Polic.ía,
Darío Rojas, a cuyo cargo estaba dicho centro de cautiverio. Papa-
leo dijo que tanto el apodado "Saraeho" y otro interrogador eran
quienes se llegaban hasta el lugar de su alojamiento, desde otro
centro de cautiverio, "C.O.T.J Martínez", para cumplir con la tarea
específica que estaba a su cargo.

A mayor abundamiento, se cuenta por otro lado con las mani-
festaciones, en audiencia pública por personal de diversa categoría
de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad,
que de manera casi semejante con los testimonios anteriormente
citados, se expidieron acerca de los puntos que se ventil,;m en el
presente capítulo, a' saber:

1) Juan Carlos Moore: dijo haber cumplidos servicios como
integrante de la sección que cubría seguridad en la Prisión Militar
"La Ribera" y cita como .uno de los integrantes de la guardia a
quien denominaban "Pedro".

2) Omar Eduardo Torres: manifestó haber cubierto serVICIOS
en "El' Olimpo" y pertenecer a Gendarmería Nacional. Reconoció
haberse apodado "Conejo" debido a una orden superior. Mencionó
a "la patota" como un grupo que era corriente que interviniera en
los interrogatorios y que estaba conformado por personal extraño
al centro de detención, entre ellos "Foca", "Alemán", "Centeno",
"5iri", "Paco", un suboficial de Gendarmería de nombre Alberto
Luna apodado "Montoya". Manifestó asimismo haber actuado en
un centro de detención en :la Provincia de Tucumán que era cus-
todiado por personal de Gendarmería, aunque los allanamientos e
interrogatorios eran efectuados por miembros del Ejército.

3) Capitán de Fragata Bussico: afirnló que el oficial a ~argo
de los objetivos no se identificaba por su nombre en las comuni-
caciones que mantenía con la sede del jefe de permanencia, sino
con seudónimos.
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4) Teniente General Alejandro Agustin Lanusse: hace referen-
cia a los puntos en examen mediante la declaración testimonial pres-
t,ada en la audiencia pública y atendiendo a que d.ichas manifestacio~
nes fueron tratadas en el capítulo anterior, en el presente se tienen
por reproducidas.

.CAPÍTULO XV

(Cuestiones de hecho Nros. 119, 120, 121, 122 Y 123
Y complementarias aportadas' por las defensas).

Las víctimas de estos hechos corrieron distinta suerte:

a) algunas, después de un lapso en estas condiciones, fueron
puestas en libertad, adoptándose medidas, en esps casos, para que
no revelaran lo que les había ocurrido.

Sobre ello declararon en la audiencia Miguel Laborde, a quien
le dijeron q~e una vez liberado, iba a ser vigilado; Víctor Melchor
Basterra, quien explicó que liberaron a su esposa bajo la condición
'de qUy no diera a conocer lo vivido, vale decir, la privación ilegal
de la libertad de la que él había sido objeto; Carlos Muñoz, el que
fuera privado de su libertad en compañía de su esposa y que
cuando ésta fue liberada, se la obligó a presentarse en el.Juzgado
para afirmar que' ambos lo habían sido; Elvira Pontoriero, la que
narró que con posterioridad a su liberación, recibió en su domicilio
llamadas telefónicas provenientes de sus captores; Arturo Osvaldo
Barros, quien luego 'de recobrar su libertad debía llamar en forma
periódica; Guillermo R. Puerta, testigo que refirió haber estado du-
rante nueve meses con posterioridad a su soltura, bajo la vigilancia
de quienes habían sido sus captores; Enrique Fuckman, luego de su
liberación fue visitado ~lgunas veces en su domicilio, y al cambiar
las autoridades d~l Ilpozo", lo volvieron a visitar y le hicieron
saber que debía comunicarse por lo menos una vez por mes; Gra-
ciela S. Geuna, la que fue liberada en el mes de abril de nlil nove-
cientos setenta y oc?-o, no obstante lo cual no dejó de estar vigi-
lada y se le prohibió en fonna expresa hacer abandono del país;
Elena Alfara, quien fue liberada, pese a 10 cual continuó siendo
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vigilada por el Mayor Durán Sáenz y tuvo que llamar periódica.
lncnte por teléfono; Susana Caride, a quien después de liberada
la visitaron en forma. asidua; Lázaro Jaime Gladstein, quien recu-
peró su libertad y luego fue controlado en forma periódica hasta
principios del mes de marzo. de 1980; Isabel Mercedes Blanco de
Ghczan, con ulterioridad a su soltura, fue visitada por los repre.
sores; Julio Hugo García, recobró su libertad el 24 de diciembre
de 1976 y fue citado para el día 28 del mismo mes y año; Amalia
Donadío; a su hermano, después de liberado le dieron un nÚlllCt-O

telefónico donde debiá Hamar ,los días lniércoles; Enrique Carlos
Ghezan, narró que después de liberado fue sometido a un control
telefónico; Mario César Yillani, recuperó su libertad en julio o
agosto de 1981, luego de lo cual debió llamar periódicamente por
teléfono; Spvio Octavio Viotti, quien estuvo detenido en el campo
de detención "La Perla" y fue liberado con la exprc:sa recomen.
dación de que no hiciera denuncia alguna; Eduardo Osear Cova-
rrubias, a quien liberaron con la condición de que no contara nada
de Jo ocurrido; Jorge Alberto Alleaga, fue liberado el día lO de
julio de 1978 y fue amenazado con el objeto de que no diera cuenta
de Jo que había padecido; Pablo Alejandro Díaz. Juego de permane-
cer ilegalmente privado de su libertad, fue liberado con la orden
de no con lar nada; Héctor Aníbal Ralla, recuperó su libertad y fue
obligado a firmar un papel donde se lo notificaba que no podía
cambiar de domicilio ni sa.Jir deL país sin autorización de sus cap-
tores, además tenia que presentarse una vez por semana en "la Co-
misaría de Ramos Mejía; Mónica Brull de Guillén, fue puesta en
libertad y debía llamar por teléfono; Juan Agustín Guillén, cónyuge
de .la anterior, recuperó su libertad el 2 de enero de 1979 y le dieron
un número de teléfono para que llamara en forma periódica; Adria-
na Claudia Trillo de Braiza, en oportunidad de ser puesta en libertad,
fue advertida por sus captores de lo que declarara afuera podía
incidir en la suerte de los que aún 'permanecían cautivos; Alberto
Próspero Barriet Viedma, luego de ser puesto en libertad, recibió
la llamada de todos los integrantes del "Olimpo"; Julio Lareu, fue
liberado el 22 de diciembre de 1978 y recibió expresas instrucciones
por parte de sus captores de que no dijera nada de lo sucedido;
Graciela Beatriz Dalco (dec.Laró en la Audiencia), fue dejada en
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libertad debiendo comprometerse a no hacer lnención del centro
de detención; Jorge Alberto ~raiza, recuperó su libertad aproxima-
damente el 21 de setienlbre y le dijeron que la vida de los que aún
perm;:mecían prisioneros dependía de lo que dijera, que cualquier
cosa que hiciera se iba a pagar con la vida de los rehenes; y Julio
César MiraIles, fue dejado en libertad y advertido de que si decía
algo, hada alguna gestión o relat~ba lo vivido, las consecuencias
las sufriría su padre. En la causa N? 8421, del Juzgado Federal
N? 6, Secretaría N? 16, caratulada "CONADEP su denuncia" a fs.
224/6, obra la declaración de Mario César Villani, quien hizo refe-
rencia al Hábeas Corpus interpuesto por su padre ante el mismo
Tribunal, en aquél entonces a cargo del Dr. Tarantino. Con motivo
de dicha acción se originaron las actuaciones por privación ilegal
de la libertad ante el Juzgado de Instrucción N? 20. Aclaró q,:,e
en esta última causa debió prestar testimonio y decir que nunca
había estado desaparecido, Esto lo hizo por haber sido conminado
a ello por personal de la ESMA, a cambio de lo cual le gestiona-
rían su documento de identidad. En el expediente 232 del Juzgado
de Instrucción Militar N'? 31, Juan Carlos Bau l1arró que, con pos~
terioridad a ser puesto en libertad, debió abstenerse de recurrir
a algún tribunal y de manifestar nada de lo ocurrido, habida cuen,-
ta de que sus captores lo habían intimado a ello. En el sumario
26.144 del Juzgado en lo Penal de San Isidro (anexo 16) Juan C.
Amoroso expresó que fue puesto en libertad el 23 de marzo de
1977 y luego de ello recibió visitas de personas que se identificaban
como pertenecientes al Ministerio del Interior.

/ Corroboran lo exp~esto, aunque con otra modalidad, los di~hcf~
prestados en la audiencia pública ante este Tribunal por Juan Ra-
món Nazar, quien expresó que el 24 de agosto de 1977 le avisaron
que iba a quedar en libertad junto con otros, por tal motivo un
Coronei del Ejército les habló durante quince o veinte minutos para
decirles que no tenían cargo alguno contra ellos y que hicieran de
cuenta que eso había sido una página en blanco en sus vidas, que
tuvieran cuidado al salir con lo que dijeran. Posteriormente lo tras-
ladaron en. un vehículo y lo dejaron en libertad. Angélica Goyene-
che narró que le l;mbían puesto una capucha en el momento de de~
jada en las cercanías de su domicilio, aclarando que los secuestra-
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dores le ordenaron que no se diese vudta para nada. Norma Esther
Leanza de Chiesa manifestó que para su liberación fue introducida
en el asiento 'trasero de un coche chico, con los ojos vendados y
que, al momento de estacionar el vehículo donde la hicieron des-
cender, le dijeron que esperara cinco minutos para sacarse la venda
de los ojos. En similares términos se produjo Mario Feliz, quien
afirmó que se tuvo que sacar las v~ndas cuando lo dejaron en liber-
ta,d. Adriana Calvo de Laborde, además de ser amenazada en el sen~
ti da de que si -se daba vuelta la m~taban, también tuvo que despo~
jarse de las vendas con las que se encontraba. Ricardo Mengatto,
quien relató' haber sido arrojado en una manzana deshabitada y
llena de matorrales, manifestó que sus captores le aflojaron las ata-
duras de sus manos a fin de que se pudiera liberar fácilmente, y ha-
biéndolo logrado se quitó las vendas. Marina Kriscautzky, por su
parte, fue llevada hasta tres cuadras de su casa, con los ojos ven-
dado's. Alberto Salomón Liberman, narró que una noche sus secues~
tradores le avisaron que sería liberado, siendo necesario para ello
que se vendara los ojos. Héctor Osvaldo Miralles, afirmó que, para
,su liberación, sus aprehensores lo llevar~n en un rodado el que dio
varias vueltas; al producirse la liberación, ésta se efectuó por la
parte delantera del vehículo, con sus luces al máximo, siendo en
esta oportunidad donde le quitaron las vendas. Modesta Vázquez,
por su parte, refirió que fue conducida con un hermano del doctor
Miralles en un automóvil que los dejó cerca de la casa del padre
de éste y los liberaron diciéndoles que no. miraran para atrás, pre-
v.io sacarles la:;; vendas, todo con amenazas de muerte en caso de
que los vieran. Elmer Pascual GuÍllermo Fessia también fue ven-
dado y se le ordenó que contara hasta treinta para zafarse de sus
vendas. En similares términos se pronunció Irma Angélica Casas,
cuando relató que también debió contar para poder quitarse sus
vendas. Horacio Santiago Levy dijo que cuando era conducido a
un lugar indeterminado donde se produciría su libertad también
iba con los ojos vendados. De análoga manera se refirió Héctor Da~
niel Bambozzi al narrar que' estaba privado de ver. Beatriz Boues
de Marandet, contó que su esposo fue trasladado para su liberación
en el baúl de un automóvil. Juan Carlos ,Malarriga también fue pri-
vado de ver, siendo dejado en las cercan'ías de la zona de Pla~a
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Italia. Alejandra Tadei, por su parte, 'refirió que al ser puesta en
libertad -y durante el trayecto- viajó "tabicada". En análogos tér-
minos se pronunció Héctor Buzzo al manifestar que cuando iba a
ser puesto en libertad. se hallaba con los ojos vendados. También
Ramón Miralles, en la declaración testimonial prestada en la causa
que se le sigue al General Ramón Camps, relató que en una larga
charla, a la que asistió con los ojos vendados, se le dijo que las
Fuerzas Armadas habían cometido una equivocación,. pero que' de~
bían (él y su familia) considerarse felices, ya que habían participado
en un proceso en el que la vida humana carecía de valor. En defi-
ni tiva, fueron encapuchados y liberados en una estación ferroviaria
cercana a Temperley, cree que Burzaco. Emilia Rosa Zatorry, por
su parte, al declarar en una causa penal que tramita en jurisdic-
ción provincial, expresó que fU;esacada encapuchada de la Comisa-
ría de Tigre y trasladada hasta la isla. donde la detuvieron. En la
declaración prestada' ante este Tribunal, Silvio' acta vio Viotti dijo
que lo trasladaron en un camión del ejército, con soldados cons-
criptas o gendarmes, vendado y atado, y así, en esa forma llevado
al Comando del Tercer Cuerpo de Ejército de Córdoba. Nelva Ali-
cia Méndez de Falcone, también ante este lTribunal, relató que tan-
to ella como su esposo fueron transportados en un coche con los
ojos vendados hasta un lugar de la ciudad de Buenos Aires. Mario
Marchese, testigo que también depuso en la audiencia, manifestó
que fue obligado a contar hasta treinta, sacarse las vendas y salir
corriendo. Edgardo Antonio Basile, en su -declaración brindada ante
estos estrados, narró que, al ser liberado, fue advertido que al ba-
jar del auto debía mirar hacia la pared y hacia atrás, que sus cap-
tores iban a dar vuelta a la esquina y ante cualquier intento del
declarante por mirarlos, le iban a disparar. Otra testigo de autos,
Marta Haydée García de Candeloro, refirió que fue llevada en un
automóvil y que el individuo que lo conducía le dijo que se recos-
tara contra él y bajara la cabeza, como si fue..ran una pareja. Así
le fue dando instrucciones relativas a su liberación, advirtiéndole
que la dejaría en un lugar con las manos atadas atrás, pero que las
ligaduras estarían flojas de manera tal que pudiese soltarse. Que
debía esperar a que el coche arrancase y no sacarse la venda hasta
que ello ocurriera. También América Osear Abrigo, otro testigo de
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autos, narró las circunstancias que rodearon su liberación. Fue obli-
gado a descender del rodado en que fuera conducido y se le dijo
que comenzara a caminar y que aguardara cinco minutos para pro-
ceder a quitarse la venda. Asimismo, Ana María Caracoche de Ga-
tiea, al relatar los pormenores de su soltura, da una versión que,
en lo sustancial, coincide con las hasta aquí analizadas.

,De lo dicho, surge que las personas privadas de su libertad fue-
ron en mayor o menor medida amenazadas con el propósito de ocul~
tal' y preservar en la clandestinidad el accionar ilegítimo de esos
grupos y la existencia de los centros de detención ..

b) Otras, después de un tiempo, fueron sometidas a proceso o
puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, ocultándose el
período de cautiverio. Ello es lo que ocurre con Alcides Antonio
Chiesa, Marcelo Augusto Chavanne, Isidoro de Carabasa" Raúl Agui~
rre Saravia, Alfredo Pedro Bravo, Pablo Alejandro Díaz, Iris Etel-
vina Pereyra de Avellaneda, Alberto Carmelo Garritamo, Hipólito
Solari Yrigoyen, Mario Abel Amaya, Guillermo Luis Taub, Flora Gu-
revich de Taub, Jacobo Tirnmerman, Pablo Leonardo Martínez, Ru~
bén Víctor Saposnik, Osvaldo Alberto Scarfia, Marta Angélica Alva~
rez de Repello, Jorge Antonio Abel, Norberto Liwski, Enrique Jorge
VarrÍn, Cecilia Vázquez, Horaci() Hugo Russo, Rolando Alberto Zan-
zi Vigoroux, Daría Emilio Machado, Guillermo Alberto Lorusso,
Raúl Eduardo Contreras, Juan Farías, Ricardo Daniel Wejchenberg,
Juan Carlos Benítez, Javier Antonio Casaretto, Faustino José Carlos
Fernández, Ismael ""Rojas, Guillermo Rolando Puerta, Eisa Ma~ga~
rita EIgoyhen, Celia Liliana Rojas, Enrique Perelmuter, María Dora
Turra de Rojas, iuan Claudio Chavanne, Jorge Buleraich, Enrique
Garda Mansilla, Jorge Tejerina, Alejandro Pinedo, Luis C. Pigna.
taro, Bernardo Dugan, Edgardo Humberto Cardona, Aurelio .Cid,
Sara Dugan, Jaime Fernández Madero, Luis Grassi, René Carlos
Alberto Grassi, Jaime Benedit, Raúl Albericci, Alberto Félix Cor-
deu, Adolfo Ornqr Sánchez, Carlos Ignacio Bando, Rolando Ornar
Chávez, Ramón Heraldo Córdoba, Orlando Luis Stirnemann, Irineo
Teófilo Graf, Ruoén Maulín, Juan Carlos Pratto, Liliana María Feu~
lliet de Salami, Víctor Hugo Salami, Stella Maris Vallejos, Adriana
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Elba Arce, Ramón Aquilés Verón, Nora del Valle Jiménez de Valla-
dares, Eduardo César Maldonado y Humberto Fi1emón Campos.

Ello surge, no sólo de los dichos de las propias víctimas -co-
rroborados también por diversa prueba reunida por el Tribunal-
sino también del listado remitido por el Ministerio del Interior so~
bre las personas puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacio-
nal (artículo 23 de la Constitución Nacional) en el que figuran, en
muchos casos, las fechas de las detenciones reales de esas perso-
nas, que coinciden con las que las víctimas denunciaron y que son.
anteriores a las de los decretos respectivos.

Como ejemplo, pueden citarse: Jorge Antonio' Abe], con decreto
del 3 .de enero de 1977, fue realmente privado de su libertad el J 5
del mes anterior, según sus dichos, y esa es la fecha que figura,
además de la del decreto, en el informe del Ministerio del Interior;
Marta A. Alvarez de Repello, fecha del decreto JI de octubre de 1976,
fue realmente detenida el 14 de septiembre del mismo año, coin-
cide con el informe oficial; Ramón Heraldo Córdoba, fecha del de-
creto 29 de abril de 1976, fecha de su secuestro el 24 del mes ante-
rior, según' sus dichos y las constancias del informe oficial; y Adol~
fo Ornar Sánchez, fecha del decreto 12 de mayo de 1976, fecha de
su efectiva privación de libertad 28 de marzo, coinciden sus dichos
con el informe ministerial.

El General Harguindeguy, Ministro del Intefior en esa época,
admitió en la audiencia la posibilidad de que en ~stos casos, las
personas hubieran sufrido detención anterior a la fecha de los de-
cretos respectivos.

c) Sin embargo, la luayoría de las personas ilegalmente priva-
das de su libertad, permanecen sin que se conozca su actual para-
dero o destino. Ello se ha denunciado, entre otros casos y a titulo
ejemplificativo, respecto de Silvia Mabel Isabella Valenzi, Mar~a
Luisa Martínez de González, Generosa Frattasi, María Adelia GarÍn
de De Angelis, Liliana Amalia Galarza, María Magdalena Mainer,
Pablo Joaquín Mainer, Domingo Héctor Moncalvillo," Cecilia Luján
Idiart, María del Carmen Morettini, Nilda Salamane de Guevara,



240 F,\LLOS DE L\ CORTl.! SUPRB..Ú

Nélida Azucena Sosa de Forti, Tcresa Alicia Israel, MaI'celo Weizz,
.Susana lVlónica González de Weizz, Ana María Piffarelti, Hernando
Dcría, Juana María Arrnclin, Claudia De Acha, María Claudia FaI.
cone, Horacio Angel Vngaro, Daniel Albcrto Rasero, Maria' Clara
Ciochini, Nora Lidia Formiga, Elena Sahores Arce, Selma Julia
Ocampo, Gertrudis ¡vlarta Hlaczik, José Liborio Poblete, Dicgo Eus.
taquio Núñez, Fernando Omar Del Conlc, Juan Mosquera, Alberto
Arenas, Alberto Gigena, Jon Pirmin Arozarena, Adriana Zorrilla, Pa-
.blo Fernández Meijide, Daniel Hugo Fortunato, Elena Vaca de Fol"
tunato, Juan Carlos Brjd, Maria del Carmen Reyes, Mónica Maria
Candelaria Mignone, María Esther Lorussá, César Amado Lugones,
Marta Vázquez Ocampo de Lugones, Beatriz Carbonell de Pérez
Weiss, Horado Pérez \Vciss, Marta Mónica Quintciro, Bettina Tal'-
nopolsky, Hugo Tarnopolsky, Sergio Tarnopolsky, Blanca Edilh Tal"
nopolsky dc Edelberg, Dagmar Ingrid Hagelin, Inés Olleros, María
José Rapela de Mangone, Horacio Aníbal. Elbcrt, Atice Dom6n, An.
gela Aguad, María 'Ponce de Bianeo, Julio Fondevilla, Eduardo Ho.
rane, Esther Ballcstrino de Careaga, Patricia Oviedo, Remo Carlos
Berardo, Renéc Leonnie Duquet, Azucena Villaflor de De Vicente,
Irene Orlando, Alberto Eliseo Do'nadío, Pablo Armando Lepíseopo,
José Luis Hazán, Josefina Villa flor, Raimundo Aníbal Villa flor, Eisa
Martínez, Fernando Rubén Brodsky, Néstor Eduardo Silva, Norma
Del Missier, José Fcrnando Fanjul Mahía, Rafael Perrola, Rodolfo
Gl.ltiérrez, Guillermo Marcelo Moller, Ricardo César Poce, Juan
Leichner, Alejandro Astiz, Guillcrmo Pagés Larraya, Luis Rodolfo
Guagnini, Juan Héctor Prigionc, Jorge .Daniel Toscano, Armando
Angel Prigione,' Mareelo Gualterio Senra, Mario Guillermo Cabassi,
Irma Niesich, Roberto Alejandro Zaldarriaga, Jesús Pedro Peña,
Mabel Ver6niea Madero, Isidoro Osear Peña, Santiago Villanueva,
Cristina Magdalena Carreño Araya, Mario Osvaldo Romero, Adolfo
Nelson Fontanella, 'Alfredo Antonio Giorgi, Elba Lucía Gándara
Castromán, Diego Julio Guagnini, María Isabel Valois de Guagnini,
Esther Gerberg de Diaz Salazar Figueroa, Luis Miguel Día; Salazar
Figueroa, Hugo Vaisman, Jorge Montero, Héetdr Gcrmán Oester.
held, Carmen Clara Zelada de Fercnaz, María Cristina Micchia, Ro-
berto Gallo, Emérito Darío Pérez, Adolfo Rubén MoJdavsky, Alicia
Elena Alfonsín, Nora Irene Wolfson, Juan Carlos José Chiaravalle,

/
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Carlos Hugo Capitman, Laura NoemÍ Creatore, LuCÍaMaría Cullen,
José Andrés Moyana, Susana Leonor López de Moyana, Jorge Osvaldo
Weisz, Juan de Dios Górnez, Antonio Horado l\1iño Retamozo, Daniel
Horacio Levy, Martiniana Martiré Olivera de Levy, María Alicia
Morcillo de Mopardo, Pablo Jorge Morcillo, Guillermo Augus10 Mi-
guel, Adriana Marandet, Nelly Dupuis de Valladares, Juan Carlos
Ledesma, Amelia Isabel Gutiérrez de Ledesma, Francis.co Juan Bla-
tón, José Antonio Cacabelos, Cecilia Inés Cacabelos, Daniel Víctor
Antokoletz, Rodolfo Jorge Walsh, Enrique Raab, María Cristina
Lennie, Juan Pegoraro, Susana Beatriz Pegorar¿, Graciela Alcira Fi-
dalgo, Domingo Cánova, Miguel Angel Serafini Spinella, Jorge Car-
los Lewi, Ana María Sonder de Lewi, María Patricia Astelarra, René
Rufino Salamanca, Elmer Pascual Guillermo Fessia, Carlos Alberto
Escobar, Hernán Andrés Vives, Juan Carlos Berastegui, Carlós Chá-
vez, Tristán Ornar Roldán, Elena Delia Garaguso, Ricardo Adrián
Pérez, Jorge Angélico Sklate, José Luis Acosta, Raquel Negro de
Valenzuela, Edgar Tulio Valenzuela, Susana Elvira Miranda, León
Gajnaj, Mirtha González, Juan Carlos Fernández Pereyra, Mirtha
Edith Tr~jtemberg, Jorge Israel Gorfinkiel, Mariano Carlos Monte-
qUÍn, Gustavo Ernesto Freire Laporte, Rubén Ornar Salazar, Ricar-
do Alfredo Moya, Laura Lía Crespo, Estela Mada Pereyra de Gon-
zález, Rodolfo Alberto Crespo, Osear Alfredo Fernández, Nerio Nei-
rotti, Adela Esther Candela de Lanzillotti, María Angélica Albornoz
de Candela, Enrique Jorge Candela, Juan Di Bennardo, Gerardo
Cámpora, María Susana Lebed, María Teresa García de Cuello, Os-
valdo Enrique Fraga y Jorge Mario Roitman.

Corrobora lo expuesto la cifra de 8961 personas desaparecidas
detalladas en el anexo del libro "Nunca Más", publicado por la
CONADEP, a lo que se súman las apreciaciones que efectúa al res-
pecto el Gene.r:alCamps, a través de su declaración prestada ante el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, en el expediente decreto
280/84, ya que, al ser preguntado acerca de la veracidad de lo ma-
nifestado por el declarante a través de un reportaje. periodístico
med~ante el cual habría señalado "que no quedaban desaparecidos
Fon vida en la Argentina; y que estimaba entre 6000 y 8000 los desa-
parecidos, en la jurisdicción bajo su responsabilidad ... JI; respon~
dió: "que son cifras aproximadas en todo el ámbito del país y no
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exclu.sivo de la jurisdicción a su mando, recogiendo dicha informa-
ción en base a documentos que le fueran entregados en el Comando
en Jefe del Ejército".

Por último, es del Caso señalar que\ el Tribunal ha cotejado las
listas enviadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores sobre ar-
gentinos residentes en México, solicitadas como medida. para mejor
proveer, y no ha encontrado más que cuatro nombres con algún
parecido con cuatro de los gue constituyen casos de la acusación, a
saber: Marta Vázquez Ocampo de Lugones, aparece en México una
Marta Vázquez; Raúl Eduardo Rodríguez, aparece un Raúl Rodrí-
guez; Cannen Clara Zelada de Ferenaz, figura un Zelada; y Néstor
Eduardo Silva, figura un Néstor Silva:

Como se ve, las semejanzas no son concluyentes por tratarse
de nombres y apellidos muy comunes y no coi~cidir en forma plena.

Por otra .parte, por el sisten1a de muestreo, el Tribunal realizó
otra comparación con los casos enumerados en el anexo del libro
"Nunca Más" como personas desaparecidas, y sólo encontró tres'
de similares características a los enunciados más arriba. Héctor
Arias por Héctor Ricardo Arias; un Barrios sin nombre de pila; y

Osear Peralta por Carlos Osear Peralta.

Valen, al respecto, las mismas consideraciones vertidas más
arriba.

Sin perJuIcIO de ello, el Tribunal debe hacer notar que, de to-
das maneras, aunque pudiera demostrarse que alguna de las perR

sanas que figuran como desaparecidas sea encontrada con vida, ello
no altera las conclusiones a las que se ha arribado. En primer lu-
gar, porque lo que se ha tenido por probado son las detenciones
ilegales, y siempre por prueba directa, que no quedan saneadas por
la presunta liberación posterior; en segundo lugar, porque a los fiR

nes de lo que se ha afinnado en este capítulo, la cantidad que se
ha tenido en ~uenta es tan abrumadoramente grande, que cualquier
excepción -aún no comp'robada- no causaría modificación algu-
na; y, por último, porque en ningún caso se ha dado por probado
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un homicidio ~cn la parte correspondiente de la sentenda~ sin la
evidencia del respectivo cadáver.

CAPiTULO XVI

(Cuestiones de hecho Nros. 124, 125, 126, 127, 128, 128 punto 2?,
128 punto 3? y 129 Y complementarias, aportadas por las defensas)

Contemporáneamente a Jos acontecimientos narrados, se produ~
jeron otros hechos que, en cuanto aparecen vinculados con ellos,
adquieren especial trascendencia, pues conducen a inferir que los
secuestrados que no fueron puestos en libertad, ni a disposición del
Poder Ejecutivo Nacional, ni sometidos a proceso, fueron elimina-
dos físicamente, a saber:

a) Fue hallado en la costa del mar y en los ríos un l1muativo
número de 'cadáveres.

1.- Ello ha quedado acreditado con las constancias de la cau-
sa "Avellaneda, Arsinoe s(privación ilegal de la libertad, del Regis-
tro del Juzgado Federal N? 1 de la Ciudad de San Martín, dc donde
surge el hallazgo de ocho cadáveres en las costas de la República
Oriental del Uruguay; uno de los cuales tenía un tatuaje en forma
de corazón con las iniciales F. A., que permitió identificarlo con
quien fuera en vida Floreal Avellaneda. Es de destacar, que todos
Jos cadáveres tenían lesiones y fracturas visibles, y se encontraban
atados de pies y manos.

2..- Asimisll1o, en la causa N? 47.265, caratulada "Zuetta, Eladio
. Delior s(denuncia", del Juzgado Penal N? 1 de la Ciudad de Dolo-
res, Provincia de Buenos Aires, el Intendente Municipal del Partido
de General Lavalle, solicitó una exhaustiva investigación acerca de
la existencia de inhumaciones de cadáveres N. N. en el Cementerio
local. Obran en ella los dichos de los empleados de ese Municipio
y bomberos voluntarios de la zona: Hugo Cassaou, quien afirmó
haber colaborado con la Policía y el Cuerpo de Bomberos Volunta-
rios de Santa Teresita, en el traslado de los cadáveres que arrojaba
el mar a la playa hasta el cementerio en el cual cumplía servicios,
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agregó, que la mayor cantidad la llevó a fines del año 1978 o pri-
meros meses de 1979 y en el transporte más numeroso totalizó ocho
cadáveres, todos' sepultados en una fosa común, sin féretro ni oti"a
protección; Luis Alberto Vezan ti , quien dijo que a mediados del mes
de diciembre de 1977, COOlenzaron a aparecer en la costa de Santa
Teresita, Mar del Tuyú y Las Toninas, cadáveres en estado de des-
composición, y en algunos de ellos se observó la falta de la cabeza,
manos y otros miembros; Jorge Néstor Gentilezza y Carlos Eladio
Notti, bomberos voluntarios de Santa Tcresita, deponen de manera
conteste, en relación a la falta de miembros y. la cabeza de algunos
de los cadáveres aparecidos en la playa de Santa Teresita, afirmaron
que los primeros cuerpos aparecidos eran colocados en cajones pro-'
vistos por el Municipio, pero posteriormente, ante la cantidad de
cadáveres que arrojaba el Olar y debido a que no se contaba con
el suficiente número de féretros, se los colocaba en planchas de
paneleo para darles sepultura en esas condiciones en el Cementerio
de General Lavalle.

3. - En la causa N? 44.414, caratulada "Na,'arro, Héctor René;
Zieschank, Claudia s/víctimas de homicidio", que tramita por ante
el Juzgado Penal N~ 7 del Departamento Judicial de La Plata, cons-
ta el hallazgo del día 27 de mayo de 1976, en la playa de Quilmes,
de dos cadáveres a unos 50 metros del agua y atados con alambre.

4. - También en la causa N? 29.696, del Juzgado Federal N? 1 de
San Martín, Provincia de Buenos Aires, se denuncia el hallazgo de
seis cadáveres masculinos y dos del sexo femenino en Tigre -Ca.
nal San: Fernando-. Fueron extraídos del interior de tambores que
contenían cemento y cal, los que habían sido arrojados al. agua y
todos los cuerpos tenían impactos de bala en el cráneo, frente y.
tórax.

5. - En la causa N? 4903/84, caratulada "Holmberg, Elena s/pri-
vación ilegal de la libertad y homicidio, del Registro del Juzgado
Federal N? 6 de esta Capital, a fs. 1213/13 vta. y 1255, deponen tes-
timonialmente: César Román Montcnegro y Leonardo Carlos Giles,
respectivamente, afirmando haber participado el día 22 de diciem-
bre de 1978 en un operativo con el fin de rescatar un cadáver N. N.
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del sexo femenino, de las aguas del Río .Luján, el que con fecha
12 de enero de 1979 fuera exhumado en el Cementerio de la loca-
lidad de Tigre, Provincia de Buenos Aires, y reconocido por un fami-
liar como perteneciente a Elena Holmberg. Al prestar declaración
en la audiencia el Teniente General (R) Alejandro A. Lanusse, en
relación a este caso, relató que al reprochar el ex General Suárez
Masan a un oficial de la Unidad Regional Tigre, de la Policía de la
Provipcia de Buenos Aires, la tardanza en informar el hallazgo del
cuerpo, obtuvo como respuesta que habían sido más de 8000 los
arrojados al río.

6. - Asimismo, se cuenta con el informe elaborado por el señor
Juez en lo Penal N'? 1 del Departamento Judicial de Dolores, Pro-
vincia de Buenos Aires, elevado a ]a Suprema Corte de Justicia de
dicha provincia, donde se detallan una serie de causas en trámite
por ante ese Juzgado, mediante las cuales se investiga el hOlnicidio
de personas que no fueron identificadas. En la casi totalidad de los
restos humanos de dichas vÍctin1as se advierte, según exámenes
'médicos, corno característica común, diversas fracturas en toda la
conformación ósea, probablelnente producidas por caída desde altu-
ra y choque violento sobre superficie dura; y la falta en un cadá-
ver de la cabeza y miembros.

7. - En la causa N? 12.870. del Juzgado de Instruccíón N9 17 de
.1a Capital Federal, se investigó el hallazgo de un cadáver masculino
N. N. hallado por la Prefectura Naval Argentina que prescntaba
gran orificio en la zona occipital con pérdida de sustancia cerebral,
además de dos orificios con signos de deflagración, probablemente
herida de bala y múltiples lesiones en el tronco, al parecer provoca-
das por arma blanca. El cadáver se hallaba maniatado en ambas
piernas y tronco, tomado este último de los brazos.

8. - También en el misn10 JuzgadQ, tramita la causa N'? 12.836,
en la cual la Prefectura .Naval informa del hallazgo de un cadáver
N. N. masculino en el muelle 4-5, perteneciente a Tandanor. Aquél
careCÍa totalme~te de ropas, teniendo las manos, brazos, antebra.
zas y cuello atados con alambre.
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b) Aumentó significativamente el número de inhumaciones bajo
el rubro N. N., en las que la omisión de las más elementales dili-
gencias tendientes a la identificación de los cadáveres, no encuen~
tra otra explicación, existiendo constanc~a de algunos casos en los
que, a pesar de haber sido identificadas las víctimas, se las enterró
también bajo el rubro citado.

Respecto de muchos de esos hechos, existen constancias que
demuestran que la inhumación fue practicada a pedido o con inter-
vención de autoridades militares.

1. - Consta en la causa N'! 1674, del Juzgado Federal de Lomas
de Zamora, referente a la inhumación de cadáveres N. N. en el Ce-
lnenterio de Rafael Calzada, Provincia de Buenos Aires, los dichos
de empleados de dicha necrópolis. Tal es el caso de Juan Carlos
Rocha, Eldo Sauceda y Roberto Oscar Escobar a fs. 10, 11 Y 12,
respectivamente, donde afirn1aroIl que tuvieron .que inhulnar cadá-
veres que fueron traídos hasta ese ,lugar por civiles en vehículos par-
ticulares, generalmente marca Ford Falcon. Agregan, que las inhu-
maciones se cumplimentaron sin los féretros correspondientes. A fs.
150 el nombrado Carlos Rocha depone bajo los términos del arto 236,
2do. apartado del Código de Procedimientos en Materia Penal, n1a-
nifestando que debían enterrar cadáveres que eran recibidos .en el
Cementerio sin ataúdes una hora antes de su apertura y cuyo
traslado hasta ahí lo efectuaban personas que vestían de civil.

A fs. 152/3 el testigo Rosa Ramirez dice que enterraban ca-
dáveres que eran llevados en automóviles particulares por perso-
nal policial y/o militar, sin ataúdes y ellos misn10s los colocaban
en las fosas generalmente comunes. Dichas personas vestían de
civil, pero con alguna prenda del uniforme. Los muertos los tras-
ladaban en el baúl de los automóviles.

De las pericias realizadas sobre los restos de los referidos se
concluye la probable muerte por lesión de proyectil de arma de
fuego, acotándose que los esqueletos carecian de las manos.

2..........•.Causa N? 22.929, caratulada "Frigerio, Roberto y otros
s/denuncia" del Juzgado Penal N~ 3 dé la Ciudad de Mar del Plata,
Provincia de Buenos Aires.
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A fs. 63/4 prestó declaración el señor Cayetano Salvador Mon-
eada, del Departamento del Cementerio Parque, refiriendo que en
cuanto a la inhumación de cadáveres N.N. subversivos, el trámite
era idéntico al de cualquier N.N. y que se cumplía con todos los re-
quisitos deter~inados por la ordenanza respectiva poniéndose los
cadáveres en sepulturas individuales.

A fs. 104 obra el testimonio .de José Luis ViIlar, Jefe del De-
partamento, Cementerio Parque, que dijo que en el período 1976
y 1979, el Departamento a su cargo intervino en las inhumaciones
de las personas fallecidas con motivo de enfrentamientos produ-
cidos entre elementos subversivos y fuerzas de seguridad. Que di-
chos trámites' eran idénticos a los comunes, empero esos cadá-
veres no eran identificados en ese l11omento, lo cual consta en el
registro respectivo donde se asentaban como N. N.

A fs. 107 declara Carlos Alfredo García, empleado de dicho
cementerio, y entre otras cosas afirmó que entre lo~ años 1977 y
1978, era frecuente sepultar cadáveres sin identificación, es decir
N.N., que eran recibidos de manós de autoridades militares o po-
liciales que habían tomado intervención en hechos de naturaleza
subversiva, recordando que los cuerpos presentaban heridas apa-
rentemente de balas y se trataba de personas jóvenes.

Resulta importante destacar que, no obstante hallarse pro--
bada la detención de Ana Rosa Frigerio, hija del denunciante, en
la Base Naval de Mar del Plata y conocerse su filiación, fue in-
humada como N.N. femenino, el 8 de marzo de 1977.

En idéntica situación, se encontró Fernando Francisco Yudy
quien fue secuestrado por un grupo armado y detenido en la
Base Naval de Mar del Plata, falleciendo mientras se encontraba
en cautiverio, sin perjuicio de lo cual- sus restos fueron inhuma-
dos como N.N. con fecha 8 de marzo de 1977 siendo posteriormen-
te identificado por nota del 18 dc abril de 1977 de la Sub-Comi-
saría de Peralta Ramos.

3. - Causa N? ll-A-82 del Juzgado Federal de la Ciudad de Cór-
doba, caratulada "Abad, Angel y otros s/denuncia".
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A fs. 215 obra declaración testimonial Alfredo Svodoba, em-
pleado de la margue judicial de la Ciuded de Córdoba, quien re-
lató que desde abril a diciembre de 1976 se recibieron en varias
oportunidades cadáveres que eran entregados por las fuerzas de
seguridad sin ningwla documentación. Recordando que el primer
traslado se efectuó en los primeros días del mes de abril de 1976
y estaba compuesto por aproximadamente unos ochenta cadáve-
res, algunos de los muertos est.aban a disposición de ]a Justicia
Ordinaria y se remitían con la documentación correspondiente, no
así con los considerados subversivos que habían sido depositados
por orden de autoridad militar. Las tareas de traslado comenzaron
a la medianoche para terminar a las 03.00 y/o 04.00 horas de la
madrugada. Con posterioridad., según se dijo, se realizaron dos tras-
lados de cadáveres, en condiciones parecidas, acotando que en el
último de éstos, debido a la gran cantidad de muertos, debieron
ser trasladados en un camión del Ministerio de Salud Pública, es-
tando el operativo a cargo de un militar, que se identificó como
el Capitán Müller. Coinciden con Jo relatado por este testigo los
dichos de va1'io's empleados más de la margue judicial antes apull-
tada, en una nota que suscriben los mismos COIl fecha 3 de junio
de 1980 dirigida al entonces titular del Poder Ejecutivo de la Na-
ción, Teniente General Jorge Rafael Videla, mediante la cual. le
solicitan mejoras laborales en relación a la insalubridad de las
tareas que venían desarollando en dicho establecimiento, debido
a la acumulación de cadáveres muy por encima de la' capacidad
de almacenamiento en la cámara frigorífica, que producía em~-
naciones de gases tóxicos y la posible producción y/o propagación
de epidemias, más. si se tiene presente que la margue funcionaba
en el edificio de un hospital.

A fs. 439, 441 Y 459 declararon Juan Benito Albornoz, Damian
Abelardo Arias y Jorge Héclor Pacheco, empleados todos del Ce-
menterio de San Vicente, Provincia de Córdü:ba, y cuyos relatos
'se encuentran contestes en afirmar que en varias oportunidades
se hicieron inhumaciones de cadáveres N.N. procedentes de 1~
morgue judicial del Hospital de Córdoba, en fechas que consig-
naron los agentes de dicha nlorgue. Dichos restos humanos no
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tenían ataúdes, estaban desnudos y. de la manera corno iban arri-
bando al cementerio eran arrojados a una fosa común.

A fs. 1057 se cuenta con el dictamen de la Asesoría Letrada
de la Municipalidad de Córdoba, en el cual se concluye que en
junio o julio del año 1976 se llevó a cabo un operativo de inhuma~
ción de veinte cadáveres en forma nocturna y sin documentación,
pudiéndose determinar que algunos poseían una cinta en las mu~
ñecas para su idenificación. En abril de 1976, tan1bién consigna
dicho informe que se produjo - otro .operativo de inhumación de
un total aproximado de cuarenta cadáveres, que poseían esa cinta'
de identificación. Asimismo, en abril o mayo de ese mismo año,
hubo otro operativo de igual naturaleza respecto de treinta y seis
cadáveres. Durante el curso de ese año, en horario matutino se
practicaron otras siete inhumaciones, en cada una de las cuales
se enterró de cuatro a seis cadáveres. Por último en el mes de
diciembre de dicho año, en horario nocturno, se procedió a inhu-
mar cadáveres en fosas individuales.

I
A fs. 463/6, obra informe también de la Asesoría Letrada de

la Municipalidad de Córdoba, del que se concluye que las inhu~
maciones efectuadas son irregulares: 1,;,) Porque no existe orden
de inhumación expedida por el Registro Civil -decreto~ley 8204
/63, art. 59- ratificado parla Ley 16.478y art. 42 de la ordenanza
43 y en su caso por lo dispuesto en el arto 14 de la ordenanza 6644;
2?) Por el lugar donde fueron inhumados, es decir una fosa común,
cuando las inhumaciones tienen que realizarse. en fosas individua~
les o nichos; no permitiendo sepultar más de un ~adáver en cada
fosa -art. 46 de la ordenanza 43-; 39) Por el horario en que los
luismos fueron realizados; 4,;,) Porque aún en los casos en que
existe constancia de la inhumación, se desconoce el lugar de ubi~
cación en el Cementerio; violándose la norma del art. 11 de la
ordenanza 43. Por último .se señala, otra grave irregularidad, cual
es la falta de confección del libro Índice de inhumaciones desde
el 28 de julio de 1976 al 19 de enero de 1979.

Por otra parte, a fs. 942/8 obran las actas labradas por el Te-
niente Coronel Angel René Medici, en su carácter de Juez Militar
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de turno, practicadas con fecha 12 de diciembre de 1977; 10 de
noviembre de 1976 y en julio de 1976, por las que se dispone la
inhumación de cadáveres N.N. y algunos identificados de delin-
cuentes subversivos y comunes en el Ccmentedo de San Vicente
y que se encontraban almacenados en la margue judicial del Hos-
pital de Córdoba, A través de la declaración testimonial prestada
a fs. 956/64, el referido militar ratificó el contenido de dichas
actas y agregó, que los cadáveres identificados llevaban una cha-
pa con el nombre y los otros solamente un númer.o. Acota que en
Jos casos de cadáveres que no se identificaron ]0 fue en razón
de que éstos estaban en avanzado estado de descomposición y
tenían en las yemas de los dedos restos de tinta utilizada para
identificación dactiloscópica, por lo que supuso que ya habían sido
identificados. Asimismo, en relación a la inhumación en fosas
comunes, dijo que esto ocurrió ~n dos oportunidades y advirtjen-
do el error en que incurrió, en una tercera oportunidad ordenó que
se efectuaran otras inhumaciones en fosas 'indidduales para su
posterior ubicación.

A fs. 294/302 se incluyen tres actas suscriptas por el Teniente
Coronel Daniel Francisco Figueroa, en su carácter de Juez de Ins-
trucción Militar, de fechas 24 de agosto de 1976; 14 de diciembre
de 1976 y 19 de pctubre de 1976, respectivamente, mediante las
cuales se autorizó y practicó la inhumación de cadáveres N. N. Y ,
algunos identificados en .la fosa común del Cementerio de San Vi-
cente, Provincia de Córdoba. Dichas actas son ratificadas por el
. Juencionad.o militar a fs. 965/68; coincidiendo en las razones da-
das por el testigo antes señalado, en cuanto a la no identificación
de varios de los cadáveres inhumados. Por último agrega que su
comportamiento obedeció a órdenes recibidas del señor Jefe de
la División Juridica del Comando III Cuerpo de Ejército, en for-
nía verbal e invocando el nombre del señor Comandante, General
Luciano Benjamín Menéndez.

A fs. 300 se glosó el acta labrada por el señor Juez de Instruo-
ción Militar Teniente Coronel Bernardo Raúl Ciriza, de fecha 21
de diciembre de 1976, para la inhumación de cadáveres N.N., tam-
bién en el Cementerio de San Vicente.
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A fs. 1000/1002 el citado militar ratificó el acta aludida.
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Obran a fs. 792 los dichos de Osear Esteban Ramos, -decla-
ración prestada ante el Agente Fiscal de 6to. Turno de la Provin-
da de Córdoba-, quien manifestó que en el transcurso del año
1976 -contaba en esa época con la edad de 12 años- en una
oportunidad que concurrió al Cementerio de San Vicente, hallán~
dose en la puerta de ingreso y siendo aproximadamente las 08.00
horas, antes de la apertura de dicha necrópolis, observó el ingreso
de dos camiones del Ejército Argentino, que se dirigieron a la parte
posterior de ese lugar y vio cuando el personal a cargo de los mis-
mos, que vestían con uniforme verde, arrojó la totalidad de quince
cadáveres que transportaban en ellos en una fosa. Al otro día,
volvió al Cementerio y pudo advertir que I dichos restos humanos
habían sido cubiertos por una delgada capa de tierra.

A fs. 796, el nombrado Ramos ratifica lo lnanifestado anterior-
mente, ante el Tribunal actuante, agregando que los cuerpos es-
taban vestidos con ropas comunes, pero sin féretros. Recuerda, que
dicha fosa tenía originalmente unos 4 metros de profundidad, por
25 metros a 30 metros de largo, y que cuando concurrió al otro
.día después de haberse colocado en su interior a los cadáveres
de mención, pudo comprobar, ingresando a la fosa, que ~sta apro-
ximadamente había quedad~ con una profundidad de 1,50 metros.

,
A fs. 428 fue glosada la declaración de María Camino Erdo-

zain, quien manifestó que frente al horno crematorio del Cemen-
terio de San Vicente existía una gran fosa, donde se depositaban
cadáveres provenientes de procedimientos militares, los cuales eran
traídos por personal del Ejército y/o policial. Que por curiosidad
se inclinó en una oportunidad, y pudo comprobar que existían
cadáveres entre la tierra removida del fondo de esa fosa, algunos
estaban envueltos en trapos y otros desnudos. Expresó, que para
las diferentes fiestas religiosas, el lugar que ocupaba el perímetro
de esa fosa era acordonado por grupo's policiales, que no permi-
tían a las personas arrin1arse. Con posterioridad, dijo que en ese
lugar se arrojaron restos de cajones, para' dar la impresión que
esos cadáveres provenían de nichos vencidos.
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También se cuenta con un informe de la margue judicial de
Córdoba, del que surge que, en el aíío 1976, se remitieron para su
inhumación en el Cementerio de San Vicente la totalidad de 67
cadáveres N.N.; en el año 1977 la cifra de 27 cadáveres N.N. y en el
año 1978, un total de 18 cadáveres N. N. (ver fs. 321/33).

A fs. 46 vla. se agregó un informe producido por la Comisaría
del Distrito 8vo. del Departamento de Marcos Juárez, Provincia
de Córdoba, de fecha 29 de diciembre de 1979, dando cuenta que
en esa jurisdicción DQ existían antecedentes relacionados con la
muerte de Daniel Osear Barjacoba. Empero, por coincidencia de
fecha, señala que el día 17 de octubre de 1976, fueron encontrados
siete cadáveres, tres mujeres y cuatro hombres, sin documenta-
ción, ni elementos idcntificatorios, los que por orden superior
fueron trasladados el día 19 de octubre a la Ciudad de Córdoba,
lo mismo que todas las actuaciones labradas al respecto. Destaca
que a la vez fueron anotados en el Libro de Defunciones del Re.
gistro Civil de la localidad de Los Surgentes, Provincia de Córdo-
ba, bajo Actas N? 37 al 43, todas denominadas N.N., por ser ju-
risdiee.ión de esa localidad la zona donde fueron hallados.

Entre dichos cadáveres N.N., con posterioridad se pudo iden-
tificar a quien en vida fuera Cristina Noemí Constanzo. En ]a cucs~
tión de hecho respectiva se ha tenido por probado el homicidio
de dicha persona, producido por el accionar de personal integran-
te de las fuerzas armadas o de seguridad.

c) Se produjo la muerte violenta de personas supuestamente
vinculadas a organizaciones terroristas, en episodios que en la
época, fueron presentados corno enfrentamientos con fuerzas le-
gales, pero que fueron indudablemente fraguados. Tal corno re-
sulta de los casos en que se lo ha dado por probado, y a los que
corresponde remitirse.

d) Se produjo también algún caso de ejecución múltiple de
personas, no investigado oportunamente, pero atribuída a los he-
chos de autos.



DE J CSnCIA DE LA NACIÓN 253

El 20. de agosto de 1976 cn la localidad de Fátima, Ruta N? 8,
Km. 62, se hallaron varios cadáveres diseminados en el camino que
une la mencionada localidad a la ruta' provincial N? 6, lo que dio
origen a la causa N9 19.581 del Juzgado Federal de Mercedes; en
total según el parte policial y demás diligencias eran treinta, diez
del sexo femenino y veinte del sexo masculino. Todos presentaban
heridas de bala en la cabeza y dos estaban totalmente destrozados
por efectos de la explosión de un aparato que se hizo detonar. La
inspección ocular da cuenta de~que las víctimas tenían las manos
atadas y en el rostro tiras de género que le tapaban la visión. Sola_o
mente cinco cadáveres fueron identificados, los restantes fueron
inhumados en el Cen1enterio de Derqui como N.N. Las víctünas
eran Inés Nocetti, Ramón Lorenzo Velez, Angel Osvaldo Leiva, Al-
berto Evaristo Comas y Conrado Alzogaray.

La causa se reabrió y a la fecha se encuentra en trámite.

Referente a este tema, también existe otra causa N'? 22.193
"Actuaciones relativas por presunta violación al art. 255 del Código
Penal" del Juzgado Federal de Mercedes. Esta causa se derivó de
la anterior, con lnotivo del supuesto extravío ,de las fichas dactilos-
cópicas de las vÍctilnas.

En los referidos autos, se glosaron actuaciones del Registro
Nacional de las Personas, dependencia esta que a raíz de otros
pedidos formulados por otros tribunales, verificó que en di~iembre
de 1981 por una orden del Sub Director Nacional se destruyeron
140.000 formularios sin confonnar, correspondientes a comunica-
ciones de fallecimientos de individuos que hasta la fecha no habían
logrado ubicarse en los ficheros numéricos, patronímicos y dac-
tiloscópicos pertenecientes al Departamento Registros de "ese orga-
nismo. A fs. 422 obra testimonio del Sub COlnisario Luis Weckesser,
ex Jefe de la Sub Brigada Investigaciones, con asiento en Cam-
pana. Manifiesta que para explicar esa modalidad de trabajo el
declarante tiene presente que en aquel entonces era habitual he-
chos como el descripto. Que obviamente, si en 1983 aparecen 30
cadáveres, las medidas que se adoptarían serían de otro carácter,
pero en ese entonces no se justificaba la adopción de ninguna
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medida en especial que no fueran las usuales de todo procediM

miento policial..

Algunas de las víctimas identificadas habían sido secuestradas
en procedimientos antisubversivos.

Por último, a fs. 778 de la causa 19.581 obra un oficio de fecha
11 de octubre de 1983, suscripto por el entonces Jefe del Estado
Mayor General del Ejército, General de División Edgardo Néstor
Calvi -quien lo reconociera en la audiencia- donde se afirma "que
de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habían
producido los hechos inyestigados por V.S.} aparecería supuesta-
mente involucrado personal militar que en cumplimiento de los
decretos 2770/75, 2771/75 y 2772/75 participó en operativos mili-
tares en la lucha contra la subversiónH•

e) Se realizaron, al menos en los principales centros de deten-
ción clandestinos, traslados masivos de secuestrados de quienes
no volvió a tenerse noticias, debiendo agregarse que en muchos
casos tales traslados fueron precedidos por el suministro a los
prisioneros de drogas sedantes o informaciones tendientes a tran-
quilizarlos.

Esto se encuentra probado por las declaraciones efectuadas
en audiencia pública ante este Tribunal por Miriam Lewin de Gar-
cía, quien refiere que. vio pasar mucha gente por la Escuela de
Mecánica de la Armada y que posteriormente fuer~m trasladados
y "traslado" significaba en la jerga de los marinos, la eliminación
física. También expresa que se los engañaba diciendo que pasaban
a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, pero sabía que se les
aplicaba un tranquilizante ("PENTO NAVAL") y eran cargados
en camiones.

Corroboran lo expuesto, las declaraciones prestadas por exhor-
to de Ana María Martí, Sara Solarz de Osatinsky y Silvia Labayrú,
quienes son contestes en afirmar que los prisioneros trasladados
eran drogados y _posteriormente arrojados. al mar.
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También expresa lo mismo Jorge Alberto Braiza diciendo que
escuchó que en Olimpo a los detenidos que supuestamente iban a
trasladar a una granja del Chaco se les aplicaba una inyección di-
ciendo que era contra el Mal de Chagas.

Juan Carlos Torres, cadete de ~a "ESMA" expresa que cuando
hada guardia tuvo oportunidad de ver que entraban ambulancias
y por con1entarios de un suboficial supo que se cremaban cuerpos
en la costa del río.

Así tambíén, Eduardo Alberto Girando al declarar en el expe-
diente 8653 "Doman, Alicia y otros" que corre por cuerda, expresa
que a los detenidos trasladados se les aplicaba una inyección de
"PENTO NAVAL" Y luego de cargarlos dormidos en un avión se
los tiraba al mar.

En su declaración testimonial en la audiencia, Jorge Watts dijo
que la cuestión de los traslados era una cosa compleja que, en
muchos casos, equivaldrían a la muerte.

. '-Aun cuando por tratarse de informes preconfeccionados no
cabe asignarles el mismo valor que a lo directamente manifestado
en declaración testimonial, el contenido del informe que acompa.
ñara Graciela Geuna al comparecer a través del exhorto diplomático
diligenciado en la embajada argentina ante la Confederación Suiza
el 1 de agosto de 1985, adquiere fuerza por su coincidencia con los
demás indicios enumerados en dicha pieza agregado a fs. 6669, 6671
del cuaderno de prueba de la Fiscalía, se dan abundantes detalles
sobre el significado de los "traslados" en -el centro de detención de
La Perla.

f) El 28 de agosto de 1979, el Poder Ejecutivo de facto dictó
la ley 22.062, por la que se concedieron facilidades a los familiares
de personas desaparecidas para obtener beneficios previsionales
subordinados a la muerte de aquéllas.

El 6 de setiembre del mismo año se 1110dificóel reglmen de
ausencia con presunción de fallecimiento para personas que h~-

/
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bieran desaparecido enlre el 6 dc noviembre de 1974 y la fecha de
promulgación de la ley.

La vinculación de esta ley con el tema que estamos tratando
resulta de las declaraciones indagatorias de los coprocesados Lam-
bru'schini (fs. 1866 vta.), Lami Daza (fs. 1687 vla.), Graffigna (fs.
1675) y Viola (fs. 1511 vta.) quienes relatan que había sido rcque-
rida por el doctor Mario Amadeo a fin de aliviar la presión inter-
nacional respecto de la violación de derechos humanos en nues-
tro país.

Los antcccdente~ remitidos por el Ministerio del Interior don-
de constan memorandum internos de los que surgen que, con ellas
se atendia a "remediar la situación sentimental-afectiva de un gru-
po numeroso de personas que viven en estado de angustia y zozo-
bra por la falta de toda noticia concreta con relación a sus fami-
liares.

No obstante se advertía los riesgos que ello implicaba para
el gobierno pues "no se podrá impedir que sc produzca tocla clase
de pr~eba sobre la desaparición y las circunstancias que la rodea-
ron", "se investigará- la posible privación ilegítima de la libertad,
~ecuestro o presunto homicidio", use producirá una verdadera ava-
lancha de casos en pocos días y una p~blicidad enorme de los mis-
.mos a través de la publicación de los edictos que la ley prevé (v. fs.
3015, 3017 del cuaderno de prueba de la Fiscalía). El memorandum
aparece firmado por el entonces Ministro del Interior General Albano
Harguindeguy.

Por último, corresponde destacar el sentido de la respuesta
dada en la audiencia por Monseñor Emilio, Gtasselli -que intervino
en la salida del país dc cautivos de la ESMA- cuando, al ser inte-
rrogado sobre las razones por las que afirmara -en carta al sacer-
dote venezolano Alfonso Naldi- que una línea de visas rápidas para
radicarse argentinos t'que habían sido reeducados, pero que las auto-
ridades que los tienen no pueden con"seguirlas", sería una obra muy
grande, se salvarían muchas vidas", respondió: "llamo la atención
nuevamente en la fecha de esta carta, que es mitad de junio del 78;
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el gobierno D1ilitar asume en marzo del 76; transcurren dos largos
años; yo ya para ese, entonces considero que tenía solicitudes de
más de 1.500 casos y no se podía ubicar a ninguna persona. Pienso
que la consecuencia era: bastante lógica para ese entonces".

CAPíTULO XVII

(Cuestiones de hecho Nros. 89, 114, 115, 116, 117
y complementarias aportadas por las defensas).

De los testimonios recibidos en la audiencia se colige que a
los secuestrados se les atribuía militancia directa en ,las organiza-
ciones terroristas, según surge de los relatos que hicieron, acerca
de los interrogatorios a que fueron sometidos.

Es tan grande la proporción de ellos sobre la totalidad de los
testigos que fueron víctimas, que resulta innecesario el listado de
sus nombres.

Sin embargo, la audiencia oral y el resto de la prueba arri-
mada, ha demostrado que hubo otros en los que la privación de
libertad obedeció a móviles distintos o sólo mediatamente vincula-
dos con aqúéL

Algunos secuestros se realizaro,n sobre personas que habían
efectuado gestiones por sus familiares desaparecidos o colaba.
rada con ellas, en condiciones que llevari a vincular esta tarea con
el delito del que fueron víctimas. A título de ejemplo puede men.
cionarse:

a) Los casos de María Luisa Martínez de González y Generosa
Fratassi, que habían conocido el nacimiento de una niña, mientras
su madre -Silvia IsabelIa Valenzi- se encontraba en cautiverio,
por haber. sido llevada a la Clínica en donde an1bas prestaban ser.
vicios como enfermera y obstétrica. Poco tiempo después de haber
intentado averiguar la suerte de ambas y comunicarse con la fami-
lia -a pesar de que las autoridades habían señalado la convenien.
da de silenciar el episodio-, fueron secuestradas sin que se tuvie.
ran más noticias de ellas.
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b) La desaparición de personas había llevado a constituir un
grupo de familiares que, junto con personas que colaboraban con
ellos, realizaba~ manifestacioncs y gestiones cn demanda de noticias
sobre la suerte d~ los secuestrados.

Para fines de 1977, se reunían en la Iglesia de la Santa Cruz. El
8 de diciembre, un grupo de civiles armadós realizó un operativo
en el que fueron capturados Sor Alicia Ana María Juana Doman,
Angela Aguad, María Eugenia Ponce de Bianco, José Julio Fonde-
villa, Eduardo Gabriel Rorane, María Esther BaIlestrino de Carea-
ga y Patricia Cristina Oviedo. Horas después se secuestró a Re.mo
Carlos Berardo, integrante del grupo; a Azucena Villaflor de De Vi-
centi, que para entonces lo presidía ya con el nombre de Madres
de Plaza de Mayo, y a la hermana Leonie Duquet que compartía la
habitación con la hermana Doman. Diversos testimonios brindan
indicios serios de la intervención de un oficial de marina en la
preparación del operativo.

Ningl.lno de los secuestrados reapareció.

e) La única vinculación de Pablo José Chabrol y Arturo Ruffa
-que fueron secuestrados en Córdoba junto con Juan Borgoña, Os-
valdo Onetti y Ricardo Salas- con actividades subversivas, resulta
de las gestiones que los cinco realizaban en búsqueda de sus hijos,
para entonces desaparecidos.

d) También fue secuestrado el Teniente de Fragata Jorge De-
voto en momentos en que debía. reaUzar gestiones para averiguar
el paradero de su suegro, Antonio Bautista Bettini.

e) Igual motivación puede atribuirse al secuestro de Hipólito'
Solari Yrigoyen, vinculado desde antiguo a la defensa de los presos
poJiticos y que había publicado en la revista católica Esquiú un
artículo denunciando la violación de derechos humanos.

f) Alfredo Pedro Bravo. Al ser interrogado se le manifestó que
su cautiverio derivaba de su condición de copresidente de la Asam-
blea Permanente por los Derechos Humanos.
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g) Irene Orlando, profesora de avanzada edad, se encontraba
realizando gestiones para ubicar a su hijo desaparecido -Mario
Temponi-, cuando fue privada de su libertad en la localidad de
San Martín, donde concurrió para entregar una SUIna de dinero a
los supuestos secuestradores. Fue posteriormente vista en cautive-
rio en la Escuela de Mecánica de la Armada.

En otros casos, el cautiverio y tormento aparece a través de la
prueba rendida como medida para obligar a denunciar a algún pa-
riente, a dar datos que permitan ubicarlos o a forzar a éste a pre~
sentarse a las autoridades.

También a título de ejemplo, puede mencionarse:

a) José Antonio Cacabelos. Con posterioridad a la detención del
nombrado -7,de junio de 1976-, personas armadas concurrieron a
]a casa e hicieron saber al padre de éste, quien para ese entonces
se desempeñaba como funcionario de la Presidencia de la Nación,
que estaban buscando a su hija Esperanza y a su yerno Edgardo
de Jesús Salcedo, señalándole que José Antonio podía recuperar su
libertad, pero el yerno estaba condenado a muerte.

Pocos días después, murieron en un enfrentamiento este últi~
mo y Esperanza Cacabelos. José Antonio se comunicó con su padre
para pedirle que hicieran lo posible para que su hermana Cecilia
Inés, que a esa .fecha contaba con 16 años "se entregara a las fuer-
zas del orden".

Por fin, cop. la ayuda de otra hija, Ana María, que también fue
secuestrada por breve lapso, c'apturaron a Cecilia Inés. La primera
sólo recuperó su libertad cuando los secue.stradores le dijeron que
"su hermana había dicho todo lo que debía decir". Cecilia Inés y
José Antonio nunca volvieron a aparecer.

b) Francisco' Nicolás Gutiérrez, Subcomisario de la Policía de
la Provincia de Buenos Aires. Fue detenido y torturado en varios
centros de detención de dicha Provincia; interrogándolo para que
suministrara el domicilio de su yerno Juan Carlos Ledesma y su
hija Araceli Gutiérrez.
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e) Las probanzas arrimadas a la causa, acreditaron que Hua-
raki Matsuyama y su esposa, Angélica Goyeneche, y su h.ijo Daniel,
fueron privados de su libertad por un grupo de personas fuerte-
mente armadas, que penetraron a su domicilio el día 8 de abril de
1977. El interés perseguido por dichos individuos era el de procu-
rar averiguar el dornici'lio de su hija Norma y su esposo, Eduardo
Testa. Daniel, luego de presenciar el tormento de su padre, acom-
pañó a los secuestradores al domicilio de su hermana y cuñado,
que murieron en un enfrentamiento.

d) Julio César Miralles, Carlos Enrique 1\1iralJes y Luisa Villar
Ríat de Mirallcs. Está probado en autos que las víctimas mencio-
nadas fueron privadas de su libertad en horas de la noche del día
31 de mayo de 1977 en el domicilio de la familia, sito en -la Ciudad,
de La Plala.

,Del pormenorizado relato que efectuaron los nombrados ante
el Tribunal, se desprende que la intención unívoca de sus aprehen-
sores era la de forzar la conducta de Ramón Miralles, padre y suc-
gro, respectivamente de ellos; a fin de que se entregara detenido.

e) Ramón 1\1iralles, Pedro Augusto Goin, Juan Ramón Nazar,
Gustavo Caraballo, Juan Amadeo Gramano y Héctor Enrique Ba-
llent. Se ha rendido prueba en autos de la privación ilegítima de
libertad de los nombrados a quienes, por su carácter de cx inte-
grantes del gabinete de la Gobernación de la Provincia de Buenos
Aires o por ser personas vinculadas con ese Gobierno, se cxigieron da-
tos que permitieran incriminar al ex Gobernador Victoria Calabró.

f) Jan Pirmin Arozarena, Adriana ZorrilIa, Ramón Javier Aroza-
rena, Carlos Rafael- López Eehagüe y Pedro Luis Greaves. El grupo
familiar de los Arozarena y amigos de ellos, fueron privados de su
libertad en sus domicilios por varios días, con el fin de que suminis-
traran el paradero de Héc10r Alberto Cecilia Valladares, o brindaran
ocasión para detenerlo.

Por último, existen casos en que el móvil parece ser la venganza
por hechos graves imputados a un familiar, a saber:
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a) En el caso ya citado de Huaraki Matsuyama y su esposa, sur-
ge que, después de muertos su yerno e hija en el mencionado enfren-
tamiento, fueron secuestrados y torturados.

b) Existen indicios de que el soldado Sergio Tarnopolsky, que
cumplía servicios en la Escuela de Mecánica de la Armada, habría
intentado colocar un artefacto explosivo rodeado de clavos, en un
macetero del quincho de oficiales de esa unidad, y que por ello ha-
bría sido ejecutado. Poco después fueron secuestrados los integran-
tes de su grupo familiar: Hugo Daniel -padre-, Blanca Edith Edel-
berg -madre- y Bettina, su hermana de 16 años, a quien algunos
testigos afirman haber visto en ese centro de detención.

CAPiTULO XVIII

(Cuestiones de heeho Nros. 54, 55, 63, 68, 69, 70, 70 punto 2?,
70 punto 3?, 71, 118Y complementarias, aportadas por las defensas)

El accionar descripto en los párrafos precedentes originó ]a ini-
ciación de un gran número de hábeas corpus que fueron rechazados
en razó_n de que generalmente, las autoridades militares negaron la
detención de los beneficiarios o produjeron informes manifiestamente
reticentes.

Lo dicho queda evidenciado con el crecido número de' expedien-
tes iniciados con tal motivo, que alcanzan en todo el país y entre los
años 1976y 1982,un total de 14.756.El carácter parcial de esta esta-
dística -falta la justicia Penal Ordinaria de la Capital Federal y
algunos tribunales del interior-, hace suponer que la cifra total
excede con holgura la precedentemente indicada, aún cuando ha de
tenerse en cuenta que muchos de esos expedientes versan sobre un
miSIlla caso.

A raíz del rechazo de los recursos referidos, o por denuncia de
terceros se iniciaron innúmeras causas judiciales por el delito de pri-
vación ilegal de la libertad. En todo el país, entre los años 1976 a
1983,y por hechos de características similares a los que constituyen
el objeto central de este proceso, totalizan 9319. Tales denuncias, rc-
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gistran un significativo aumento a partir de marzo de 1796, lo que
se demuestra al compararlas con las sustanciadas en años anterio-
res. Asi, por ejemplo, en la justicia penal ordinaria de la Capital
Federal, entre marzo de 1974 y el mismo mes de 1976, las causas
suman, en total 325. En adelante, y hasta 1982, los sumarios por
igual delito se elevan a 4023. En la totalidad de estas últimas no se
logró clarificar la autoría de los hechos, por ese entonces. La com-
paración cobra mayor fuerza, si se tiene en cuenta que mi"entras las
anteriores incluyen todos los expedientes por esa figura delictiva,
para el siguiente grupo se han seleccionado -por haberlas tenido a
la vista en fotocopias- las que eran atribuibles a la lucha antisub-
versiva.

El fenómeno se extendió a todó el territorio de la Nación y
alcanzó su punto más alto en el período comprendido, entre los años
1976 y 1979, decreciendo, aunque sin desaparecer desde 1980 a 1983.
En el lapso señalado en primer término, dichas causas por priva-
ción ilegal de la libertad en la Capital Federal, suman 2979, y en las

\ provincias de Buenos Aires 3793, Santa Fe 553, Tucumán 435, Cór-
doba 245, Mendoza 176, San Juan 46, Salta 34, Jujuy 33, Santiago
del Estero 41, Enlre Ríos 31, Río Negro 32, Misiones 26, La Rioja
30, Corrientes 19, Chubut 16, La Pampa 12, Chaco 13, Catamarea 10,
Neuquén lO, San Luis 8, Santa Cruz 8, Tierra del Fuego 4 y For-
masa 3, Jo que hace un total de 8557. En el período comprendido
entre 1980 y 1983, en la Capital Federal las causas por hechos de
esas características ascienden a 124, totalizando en las provincias
de Buenos Aires 343; Santa Fe 138, Tucumán 11, Córdoba 26, Men-
daza 41, San Juan 3, Salta 14, Jujuy 16, Santiago del Eslero 14, En-
tre Ríos 11, Misiones 1, La Rioja 5, Chubut 1, La Pampa 2, Chaco 1,
Neuquén 10 y San Luis 1, mientras que en Santa Cruz, Catamarca,
Corrientes, Río Negro, Formosa y Territorio Nacional de Tierra del
Fuego, no se registra ]a radicación de denuncias similares.

En síntesis, entre los años 1980 y 1983, la cantidad de causas
instruidas en a\/eriguación de esos hechos es de 762, cifra conside.
rablernente inferior a la registrada en los primeros tres años del
denominado Proceso de Reorganización Nacional.



IJE JUSTICIA DE LA NACIÓN 263

También evidencian tales guarismos, que esos delitos fueron ca.
metidos, aunque de modo no uniforme, en todo el territorio de la
Nación y que predominó su comisión en las áreas a las que se
había estimado prioritarias para el accionar de las fu.erzas armadas
contra la subversión.

CAPÍTULO XIX

(Cuestiones de hecho Nros. 67, 72, 73, 74, 75, 16, 77, 78, 79; 80, 81,
82, 83, 84, 85, 86, 138 Y complementarias, aportadas por las defensas)

1. - Fracasada la vía judicial, los familiares o allegados de las
víctimas realizaron gestiones ante las autoridades, incluso ante algu~
nos de los ex comandantes procesados, no obteniendo ningún resul-
tado positivo. En tal sentido, obran los concordantes testimonios
vertidos en la audiencia de. prueba, que a' continuación se detallan:

A) Manifestaron haber realizado gestiones ante el. procesado Vi-
dela, mientras se desempeñaba como Comandante en Jefe, o como
Presidente de la Nación, ya sea a través de entrevistas personales o
por carta: María Teresa Penedo de Garín, María Pía Lucchi de Sa-
jón, -Alejandro Agustín Lanusse, Aníbal Clemente Villaflor, Enrique
Fernández Meijide, Alfredo Waldo Forti Sosa, Francisco Cardozo
Cataldí, Delia García Rueda de Hidalgo Solá, Eduardo Gustavo Roth,
Juan Carlos Cerruti, María del Pilar Arestín, ,Josefina Modesta Cia-
chino de Cerruti, Eulogia Cordero de Garnica, José Cacabelo Mu-
ñíz, Azucena Avellaneda. de López, Perla Wainstein de Coldman, Os-
ear Alberto Del Conte, Arsinoe Avellaneda, Ragnar Erland Hagelin,
Margarita Michelini, Carlos Israelson, ,Enrique Mario Ghezan, Clara
Berestetzky de Israel, Ana María Pérez de Smith y César Olleros.

B) Manifestaron haber realizado gestiones ante el procesado
Massera, mientras se desempeñaba como Comandante en Jefe, ya
sea a través de entrevistas personales o por carta: María Angélica
Prigione de Caraballo, Clara Berestetzky de Israel, Héctor Eduardo
Ciochini, María Pía Lucchi de Sajón, Ana María Pérez de Smith.
Alfredo Waldo Forti Sosa, Delia García Rueda de Hidalgo Solá, An-
gel Federico Robledo, Enrique Ghezan y César Olleros.
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C) Afirmaron haber realizac.I0 gestiones, a través de entrevistas
personales o por carta, ante el procesado AgosU, mientras se de.
sempeñaba como Comandante en Jefe: Clara Berestetzky de Israel,
Ana María Pérez de Smith, Alfredo Waldo Forli Sosa, Víctor Alber-
to Carminati, Delia García Rueda de Hidalgo Solá, Enrique Ghezan
y César Olleros.

,D) Relataron haber realizado gestiones, a través de entrevistas
personales o por carta, ante el procesado Viola, ya sea en su carác.
ter de Comandante en Jefe o de Presidente de la Nación: María Píá
Lucchi de Sajón, Alejandro Agustín Lanussc, Josefina Gandolfi de
Salgado, Fernando Héctor Hidalgo Solá, Jaime Benedit, Ana María
Pérez de Smith, Perla Wainstein de Coldman, Arsinoe Avellaneda,
LiliarÍa Laprida de Carabassa y Manuel Alberto Laprida.

E) Dijeron haber realizado gestiones, por carta o a través de
entrevistas personales, ante el procesado Lambrus$hini, Marta Bet-
tini de Devoto y Marta del Carmen Francese de Bettini.

F) Manifestaron haber realizado gestiones ante oficiales supe-
riores, que prestaban servicios en distintas unidades militares o en
dependencias del gobierno: Estoiza ZuloV1Chde Konkurat, Francisco
Manuel García Fernández, Alfredo Nicolás Bataglia, Enrique Antonio
Dago Holmberg, Gustavo Angel Roberto Píceolo, Manuel Eduardo
Sundblad Saravia, Ana María Ferrari de Fernández, Ele~a Raquel
Corbin de Capisano, Daniel Romano, Alfredo Félix Arce Garzón, Cé-
sar -Ol1eros, María Elena Mercado, Adolfo Teodosio Ocampo, Luisa
Vil1ar Riat de Miralles, Osear Pedro Miral1es, Héetor Osvaldo Mira-
Iles, Sara Silberg de Brodsky, Adelina Moncalvillo, Osear Orlando
Godoy, María Inés Grubcrt, María Rosario Carballeda de Ccrruti,
Juan de Dios Quesada, Roberto Frigerio, Armando Fertita, Antonia
.de Cristina, Hugo Antonio -Fortunato, Juan Carlos Cerruti, Nicolás
Candeloro, Maria del Pilar Arestín, Nino Jorge Daseville, Victoria
Paulina Yudi, José Cacabelo Muñíz, Enriqueta Estela Barnes de Car-
lotto, Guillermo José Gilberto Genta, OIga Cortés de Salamanca,
Carlos Simsic, José Manuel Gavalda, Elena Susana Mateo, OIga Noe-
mí Gordo de Gavalda, Orlando Niro, Raúl Tierno, Rafael María Pe-
rrota Bengolea, Zulema Ayllon La Croix, Ricardo Abel Roca, Nélida
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Torres de Viola, José Gracián Legorburu González, Enrique Fernán-
dez Meijide, Estela Hebe Díaz, Jaime Fernández Madero, María Ele-
.na B. de Miani, Celestina GarcÍa de Morandi, OIga Regina Moyana,
María Angélica Pérez de Micflik, Jorge Alberto Vaecaro, Sergio
Andrés Voitzuk, Delia García Rueda de Hidalgo Solá, Fernando Héc-
tor Hidalgo Solá, Jorge Atnoldo López, Eduardo Gustavo Roth, Gus-
tavo Daría López, Alvaro Aragón, José Luis GarcÍa, Ana María Gmo-
ser de Zieschank, Carmen Lidia Tucci de Alvarez, Perla Wainstein
de Coldman, Osear Alberto del Conte, María Sánchez de Mosquera,
Mirta Haidée Arenas, Graciela Gigena, EIsa Pereda de Racero, Car-
men Roselló de Arenas, Arsinoe Avellaneda, Graciela Mabel Souto,
Rafael Fernández Cantelli, Ana María Medina de Díaz, Aisa Nelma
Drake de Jalil, Nicolasa Zárate de SalotIlpne, María Victoria Gómez
de Erice, OIga Argentina Delgado de Viotti, Alberto Osear Fraga,
Clara Berestetzky de Israel, Nemí Aníbal Lebed, Manuel Alberto La-
prida, Enrique Antonio Dago Holmberg, Eugenio Alejandro Dago
Holmberg, Ragnar Erland Hagelin y 'Alejandro Agustín Lanusse.

El Contralmirante Horado Zaratiegui manifestó en la audien-
cia, que recordaba haber recibido, mientras se deseIl}-peñaba como
Secretario Privado del Almir:ante Massera, a unas 20 ó 30 personas
que solicitaban información sobre el paradero de familiares desa-
parecidos.

G) Sobre gestiones realizadas ante el Ministerio del Interior, de-
clararon: Mariana Inés Laborde de Fernández, Norma Esther Lean-
za de Chiesa, Alcides Santiago Chjesa, Adriana Gloria Creatore, Fran-
cisco Capitman, María Teresa Penedo de GarÍn, María Leonor Gon-
zález, Santa Isabel Gianfelice de Vega, Alejandra Fernández de Ra-
vello, Rosendo Abadía, María Angélica Agüero Torres de Maly, Héc-
10r Eduardo Ciochini, Nemí, Aníbal Lebed, Alfredo Félix Arce Gar-
zón, César Olleros, José Alb~rto Deheza, Eugenio Antonio Lanusse,
Arturo Ruffa, María Elena Mercado, Jorge Alberto Furque, Isabel
Ishkanian de Kalaidjian, Carlos Muñoz, Roberto Morcillo, Susana
Roca de Estrada, Sara Silberg de Brodsky, Nidia Ester Fotmiga,
María de los Milagros Mainer, Aníbal Clemente Villaflor, Rolando
Eliseo Villaflor, María Inés Grubert, Enri9-ue Fernández Meijide,
Rosa Graciela Castagnola de Fernández Meijide, Carlos Armelín,
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Alberto Jorge López, Estela Hebe Díaz, Carlos Tomás Gatinoní,
OIga Koifman de De Acha, Celestina GarcÍa de Morán, Francisco
Cardozo Cataldi, Delia GarCÍa Rueda de Hidalgo Solá, Fernando
Héctor de Hidalgo Solá, Marcos Weinstein, Alvaro Aragón, Hilda
Clara Burtsini de Weinstein, María del Rosario Carballeda de Ce-
rruti, Amalia Donadío, Juan de Dios Quesada, Gloria Miranda Gó~
rnez, Antonia de Cristina, Nicolás Candeloro, María del Pilar Ares-
tÍn, Guillermo Alberto Lorusso, EuJogia Cordero de Garnica, María
Leonor Tesso de Vaisman~ José Cacabelo MuñÍz, Inés Alzogaray, An-
gel Federico Robledo, OIga Cortés de Salamanca, Susana María La-
xague, Lucas Orfano, Micaela Nieves Priotti de Vijantle, Azucena
Avellaneda de López, Adriana Zorrilla, Orlando Niro, Raúl Tierno,
Rafael María Perrota Bengolea, Zulema Ayllon La Croix, Gustavo
Adolfo Hlaczick, Angela Morales de Constanzo, Ana María Gmoser
de Zieschank, Faustino José Carlos Fernández, Clatilde Amanda Gol-
gar de González, María Teresa Badia de Gorfinkiel, Osear Alberto
Del Conte, Sixta Amelia Schiaffo de Del Conte, María Sánchez de
Mosquera, Mirta Haidée Arenas, Graciela Gigena, Graciela Beatriz
Velázquez de Gigena, EIsa Pereda de Rasero, Melva Alicia Méndez
de Falcone, Carn1en Rosello de Arenas, Arsinoe Avellaneda, Graciela
Mabel Souto, Rafa"l Sabino Fernández Cantelli, Ana María Medina
de Díaz, Manuel Alberto Díaz, Aisa Nelma Drake de Jalil, Nicolasa
Zárate de Salamone, Martín Osvaldo Galarza, Stella María Gómez
de GarcÍa del Corro" María Amalia Marrón, Osear Alberto Fraga,
Francisco Nicolás Gutiérrez, Jesús Mira, Angel Vicente D'Agostino,
Liliana Laprida de Carabasa, Antonia Cifré de Idiart, Ana María Ca.
reaga, Clara Berestetzky de Israel, Manuel Alberto Laprida, Enrique
Antonio Dago Holmberg, Eugenio Alejandro Dago Holmberg, Rag-
nar Erland Hagelin, Margarita Michelini, Carlos Israelson, Francis-
co Manuel GarcÍa Fernández, Ana Maria Ferrari de Fernández, Ele-
na Raquel Corvin de Capisano y Josefina Gandolfi de Salgado.

Salvo algunos casos en que los nombrados mantuvieron entre-
vislas con el Ministro del Interior o con el Subsecretario del Inte-
rior, la gran mayoría de estas gestiones se canalizaron a través de
una oficina del Ministel~io mediante un trámite rutinario consistente
en el asentamiento de los pedidos en fichas, y la contestación al
reclamo a través de. formularios preimpresos que contenían una
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respuesta negativa standard a la que sólo se ag~egaban los nom~
bres del solicitante y del beneficiario. Gran cantidad de estas fichas
y respuestas fueron aportadas en la audiencia por muchos de los
testigos citados.

El Ministerio del Interior, según la respuesta dada mediante
oficio agregado a fs. 2322 de los autos principales, hizo saber que
la cantidad de pedidos de paraderos registrados en ese orgañismo
entre 1976 y 1983, asciende a 6650.

Eduardo Albano Harguindeguy, quien entre 1976 y 1981 fue Mi-
nistro del Interior del gobierno militar, reconoció en la audien~ia
haber recibido personas que le requerían información sobre el pa~
radero de desaparecidos. Adelnás, explicó que el grueso de los recIa~
TIlOSefectuados por faTIliliares se canalizó a través de una oficina
donde se fichaba cada pedido, se requería información a los coman~
dos de las Fuerzas Armadas y a las diferentes policías y, sobre Ja
-base de los resultados obtenidos, se contestaba a las personas que
habían hecho tales requerimientos.

H) Sobre las gestiones realizadas ante otras autoridades, decIa~
raron: María Teresa Penedo de GarÍn y Eugenio Alejandro Daga
Holmberg (en ambos casos ante el Ministerio de Justicia); Marta
Bettini de Devoto, Marta del Carmen Francese de Bettini, OIga
Koifman de De Acha, Delia GarCÍa Rueda de Hidalgo Solá y Fran-
cisco Nicolás Gutiérrez (todos ante el Gobernador de la Provincia
de Buenos Aires); Víctor Alberto Carminati, Armando Fertita, Mi~
caela Priotti de Vijande y Aisa Nelma Drake de Jalil (todos ante
el Ministerio de Defensa); Enrique Antonio Dago Holmberg (ante
el Ministro de Relaciones Exteriores).; Graciela Leonor Donato (ante
el Ministerio de Bienestar Social); Sara Silberg de Brodsky (ante
el Gobernador de Formosa); Mary Rodríguez de Ibarrola (ante la
Intendencia de Morón); Sergio Andrés Voitzuk (ante la Intenden~
eia de Bahía Blanca); Rubén Coldman (ante la Gobernación de Cór-
doba);- Héctor Eduardo Ciochini, Alfredo Félix Arce Garzón; César
Olleros, Adelina Moncalvillo, Carlos Juan ApezteguÍa, Zulema Dina
Chester, Manuel Alberto Díaz, Raúl Alberto GarCÍa, Federico Ri-
chards, Juan CarIas < Cerruti, Amalia Donadío, Jacobo Chester, Car~
los Simsic, Guillermo Alberto Lorusso, Edgardo Antonio Basile,
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Santiago RodolEo Menvielle, Ricardo Abel Roca, Nélida Torres de
Viola, Angela Morales de Constanzo, Ana María Medina de Díaz,
Clara, Berestetzky de Israel, Ana María Gmoser de Zieschank, De-
lia García Rueda de Hidalgo Solá, Fernando Héctor Hidalgo Solá, Ra-
fael Maria Perrota Bengolea y Carlos Israelson (todos ellos ante
autoridades policiales). I

2. - Por fin, los allegados a las víctimas recurrieron a dis.
tintas entidades y organismos públicos y privados, nacionales, ex-
tranjeros e internacionales, e incluso a gobiernos de otros países.

En tal sentido obran los concordantes testimonios vertidos en
la audiencia de prueba que a continuación se detallan:

A) Sobre Jas gestiones ante autoridades eclesiásticas deelara-
ron: María Inés Laborde de Fcrnández, María Teresa Pene do de
Garín, Adriana Gloria Creatore, Francisco Capitman, Rosario Isa-
teJIa Valenzi, Héctor Eduardo Ciochini, Daniel Romano, Alfredo
Félix Arce Garzón, César Olleros, Eugenio Antonio Lanussc, Ma-
ría Pía Lucchi de Sajón, Maria Elena Mercado, Adolfo Teodosio
acampo, Osear Pedro Miralles, Ana Maria Pérez de Smith, Sara
Silberg de Brodsky, Marta Bettini de Devoto, alga María Castro
de Busso, Adrián César Cuello, Enrique Fernández Meijide, Carlos
Armelín, Celestina García de Morandi, Alberto Próspero Barret
Viedma, Maria Angélica Pérez de Micfliek, Jorge Alberto Vaccaro,
Sergio Andrés Voitzuk, Delia García Rueda de Hidalgo Solá, Eduar-
do Gustavo Rolh, Marcos ,Weinstein, Federico Richards, Juan de
Dios Quesada, Nicolás Candeloro, GuiJIermo Alberto Lorusso, Mir-
ta Clara de Salas, Lucas Orfanó, alga Noelní Gordo de Gavalda,
María Angeles Larregqi de Arozarena, Ramón Ignacio Arozarena,
Orlando Niro, Raúl Tierno, Maria Delia Arana de Miralles, Ana
María Gmoser de Zieschank, CJotilde Amanda Folgan de Gonzálcz,
Jorge Alberto Bl'aiza, Susana Margarita Sastre, Melva AliCia Mén-
dez de Faleone, Arsinoe Avellaneda, Martín Os\'aldo Galarza, Ana
María Medina de Diaz, María Victoria Gómez de Erice, Mar.ía Ama.
lia Marrón, Marcelo Héetor Márquez, Ana Maria Careaga, Luis Cé-
sar Andolfi, Gustavo Angel Piccolo y Elena Raquel Ci:>rvin de Ca-
pisano.
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B) Sobre las gestiones realizadas ante los gobiernos de dis-'
tintos países, declararon e'n la audiencia: Héctor Eduardo Ciochi~
ni, Liliana Inés Deutsch, Marta Bettini de Devoto, Marta del Car-
men Francese de Bettini, Aparicio Carlos Etcheverry, Alfredo
Waldo Forti Sosa, Marcos Weinstein, Juan de Dios Quesada, Ana
María Careaga, Ramón Miralles, Rosario Isabella Valenzi, María
Pía Lucchi de Sajón, Nidia Ester Formiga, Rolando Eliseo Villa-
flor, José Alberto Vaccaro, Delia García Rueda de Hidalgo Solá,
Eduardo Gu~tavo Roth, María del Pilar Arestín, José Manuel Ga-
valda, Osear Constanzo, María Delia Arana de Miralles, Susana
Ferramola de Goin, Clotilde Amanda Folgan de González, Ana Ma-
ría Gmoser de Zieschank, Estrella IgI~sias Espasandín, Adriana
Claudia Trillo de Braiza, María Teresa Bodio de Gorfinkiel, Perla
Wainstein de Coldman, Francisco Nicolás Gutiérrez, Ragnar Erland
Hagelin, Enrique Mario Ghezan y Margarita Michelini.

C) Respecto de gestiones realizadas ante la Organización de
las Naciones Unidas, declararon: Adriana Gloria Creatore~ César
Olleros, Nidia Ester Formiga, Marta Bettini de Devoto, Rolando
Eliseo Villaflor, OIga Koifman de De Acha, Lucas Orfanó, José
Manuel Gavalda, Ana María Careaga y Enrique Mario Ghezan.

Esta información fue corroborada con la declaración de. Theo
Van Boven, y por Luis Joinet, en cuanto a la gran cantidad de.
reclamos recibidos en la Subcomisión y en la Comisión 'de Dere~
chos Humanos de las Naciones Unidas, con sede en Ginebra.

D) Sobre las gestiones realizadas ante la Organización de los
Estados Americanos, declararon: Enrique Rodríguez Larreta Pie~
ra, Adriana Gloria Creatore, Gregario Lerner, Cé,sar Olleros, María
Elena Mercado, Jorge Alberto Furque, Carlos Noé Reyes, Sara Sil-
berg de Brodsky, Nidia Ester Formiga, Marta Bettini de Devoto,
María del Carmen Francese de Bettini, Rosa Graciela Castagnola de
Fernández Meijide, OIga Koifman de De Acha, Alfredo Waldo Forti
Sosa, Francisco Cardozo Cataldi, Delia García Rueda de Hidalgo
Solá, Federico Richards, Antonia de Cristina, Susana María La~
xague, Lucas Orfanó, Angélica Goyeneche, José Manuel Gavalda,
Raúl Tierno, Estrella A. Iglesias Espasandín, Ana María Careaga
y Francisco Manuel GarCÍa Fernández.
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E) Sobre las gestiones realizadas ante otros organismos in-
ternacionales declararon: Marta Bettini de Devoto, Marta del Car-
men Francese de Bettini, y Francisco Manuel GarCÍa Fernández
(ante la Comisión Internacional de Juristas); Enrique Mario Ghe-
zan y Ana María Careaga (ante el Consejo Mundial de Iglesias),
Héctor Eduardo Ciochini, Carlos Armelín y Enrique Ghezan (ante
Amnesty InternationaJ); Alfredo Félix Arce Garzón, Daría Emilio
Machado y Clotilde Amanda Folgan de González (ante la Cruz
Roja Internacional).

3. - Todas estas entidades y organismos hicieron llegar al go-
bierno argentino de entonces los correspondientes pedidos, recla-
mos y denuncias.

A) Sobre la gestión de la Iglesia declararon en la audiencia
Monseñor Miguel Esteban Hesayne y IVlonseñor Emilio Teodoro
Graselli. El primeros de los nombrados, además de relatar las nu-
merosas inquietudes por' desaparecidos que recibió a partir de
1976, relató un caso que tuvo ocasión de comprobar sobre deten-
ción clandestina de un joven llamado Mario Eduardo Chironi. Ade-
más, manifestó haber tenido en agosto de 1976 una entrevista con
el General Videla, a quien le expuso su preocupación, y Juego
otra entrevista con el General Harguindeguy, con quien mantuvo
una polé.mica acerca de la licitud de la tortura. Sobre los térmi-
nos de esa polémica el testigo relató textualmente: "... por ejem-
plo, el General Harguindeguy, me expuso este. caso, que luego lo
he oído repetido a otros oficiales... Si usted sabe de que este
muchacho, que ha salido de este departamento de tantos pisos
donde viven 200 personas... ha puesto una bOluba y tengo diez
minutos. .. y en estos minutos si él no me dice dónde ha puesto
la bomba, ¿yo no 10 vaya torturar;? .. ".

El segundo de los nombrados relató que entre 1976 y 1982 se
desempeñó como secretario privado del Vicario Castrense. En tal
condición recibió pedidos y reclamo's por más de dos luil qui-
nientas personas desaparecidas, recordando especialmente los casos
de Raúl Fernando Quiroga, María Isabel Bertone de Quiroga, Li-
sandro Raúl Cubas, Ramón José Roldán, Ramón Dionisia Abregú,



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 271

María del Huerto Milesi, Andrés Ramón Castillo, Rolando Ramón
Pisarielo, Graciela Beatriz Daleo, Nilda Noemí Actís, Alfredo WaJ-
do Fartí, Mario Manuel Forti, Renato Fortí y Néstor Fortí (estos
últimos cuatro eran menores cuya madre había sido secuestrada
con anterioridad), quienes, en todos los casos, habían estado de-
tenidos clandestinamente, Y a quienes, a través de gestiones oficio-
sas del Vicario Castrense, se hizo salir del país.

La Conferencia Episcopal Argentina, por su parte, frente a los
innumerables reclamos y denuncias recibidos, se reunió en reite-
radas oportunidades con los miembros de la Junta Militar y emi-
tió respecto de tales reuniones, en todos los casos, documentos que
se encuentran extractados en el volu~en "La Iglesia y los Dere-'
chos Humanos", que se halla agregado a los autos principales.
Los principales párrafos de esos documentos se transcriben a

continuación:

"Se manifestó al gobierno que a través de la constante acti-
vidad pastoral se perciben.,. muchas inquietudes y... no pocos
pedidos: ... 6) El problema de los Derechos Humanos: se reciben
contínuos pedidos por presos y secuestrados; se habla de perso-
nas con problemas de conciencia porque han debido intervenir
en torturas ... " (15/9/76).

"El 3 de diciembre de 1976, en audiencia al Presidente de la
República, General Videla se manifestó... preocupación por los
presos sin término ni indagatoria aparente sin defensa ;visible;
con incomunicación absoluta en algunos lugares .. , preocupación
por las desapariciones que son denunciadas ... " (3/12/76).

"El 3 de diciembre de 1976 el Señor Cardenal Primatesta se
dirigió por" carta al señor Presidente de la Nación pidiendo, con
motivo de la proximidad de la Navidad... medidas que permitan
mayor acceso a los familiares de quienes... desean encontrarse
con sus seres queridos" (3/12/76).

" ... en entrevista de delegados de la Conferencia Episcopal
Argentina con delegados de las Fuerzas Armadas, se hizo "notar
que el terna de los derechos humanos acuciaba a los obispos, no
sólo por las presiones que experimentaban, sino por su propio
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deber de conciencia, en el que se sienten particularmente urgidos
y del que no pueden renunciar" (23/2/77).

" ... en esa ocasión el Presidente de la Conferencia Episcopal
Argentina hizo notar que debido a Jos casos de detenidos, secues.
trados y desaparecidos, se ha creado ~na gran incertidumbre en
diversos grupos de la población ... " (14/4/77).

en entrevista similar a la anterior, se habló largamente
sobre ei problema de desaparecidos y la necesidad de dar noti-
cias a las familias; se acot6 que no se puede pensar que las fami-
lias porque pase el tiempo vayan a olvidar su dolor, sino que más
vale sucederá que continúe latente. Se hizo notar asimismo que
nadie que diga seguir fielmente al Papa puede ignorar la clarísima
enseñanza del Santo Padre acerca de las torturas y de los secues-
tros" (20/7/77).

"En una reunión con representantes militares los delegados
dGI episcopado insistieron sobre la conveniencia.. de que cada
familia supiera que su pariente está detenido y dónde ... " (IS/S/77).,

" ... ya en julio de 1976, en carta privada a la Junta Militar,
habíamos señalado una sensación de miedo que cundía en diversos
sectores del país; .lamentablemente, debemos indicar hoy ]0 mismo.
Existe una especie de convicción, subyacente" en amplios sectores
de la pOblación, de que el ejercicio del poder es arbitrario, de que
se carece de adecuada posibilidad de defensa, de que el cíudadano
se encuentra sin recursos frente a una autoridad de tipo policial,
omnipotente. .. lejos estábamos entonces de sospechar el cuadro
que después se nos ha hecho dolorosamente familiar: miles de de-
nuncias de desapariciones de personas, de las que, en la mayoría
de los casos, se carece posteriormente de toda noticia. Este hecho,

I
tan lamentable y que nos vimos precisados a indicar en nuestra ex-
hortación del mes de mayo de ]977, sigue hoy tan vigente com~ en-
tonces ... debemos reiterar que .para todo cristiano, no excluidos
quienes ejercen autoridad el fin no justifica los medios" (26/91'17).

". .. nos vemos precisados a reiterar... que sentimo.s la ne-
cesidad. .. de que sea aclarada, lo antes posible, la situación de

tantas personas de las que no se tienen noticias ... " (l4/3/7S).
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"En reunlOn con representantes de las Fuerzas Armadas nueva~
mente se reclanló por la ,situación de los derechos humanos y por
la ineficacia de tales reuniones" (28/9/78).

" . .. en entrevista con el señor Presidente de la Nación se hizo
notar. .. que es permanente y viva la preocupación de los o~ispos
argentinos por la situación creada a pa.rtir de la desaparición de
tantas personas en los últimos años, en el país, sin que sus ~ami-
liares logren obtener ninguna clase de noticias ... " (4/12/78).

1/ • •• la tercera inquietudl y que nos d.uele particularmente es
la que se .refiere a la situación de numerosas personas desapareci~
das ... " (Carta del Presidente de la CEA, por encargo de la Asam-
blea Plenaria al General Videla del 4/5/79) ..

" ... se prese~tó aún ótra vez el problema de los desaparecidos
y el deber irrenunciable de la Iglesia de defender la dignidad de la
.persona humanal y se reclamo por nuevos casos que habían apare-
cido en los diarios de la fecha y se hizo ver lo inadmisiblel desde
la moral, del método de represión" (7/6/79).

11 • •• ~n otra parte de la reunión se manifestó que era inacep-
table que se dijera sin más que seguramente todos los presos eran
culpables. Se advirtió, además de la injusticia de dividir a las
gentes en «buenas» y «malas», siendo buenos todos los militares
y malos todos los presos, aún sin juicio" (23/9/79).

suscitaron otra vez el tema del respeto a los derechos hu-
manos, presentando una vez más el deber de la Jglesia de defender
los principiosl entre ellos aquel de que el fin no justifica los me-
dios ... " (18/11/79).

además se aclaró que la Iglesia no puede dejar de insistir
en la dignidad de la persona humana con todas sus consecuencias ...
se subrayó la inaceptabilidad de expresiones como la oída última-
mente que la victoria justifica lo actuado ... " (25/6/80).

11 • •• se volvió a recordar que estaba en pie la cuestión de pre-
sos y desaparecidos ... " (7/8/80).

/1 • •• aunque fuera cierto como se había argüido que son ins~'
trumentalizadas políticamente, sigue siendo cierto que las madres
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tienen un dolor real y verdadero. Se señaló también el grave hecho
que algunas semanas atrás va~ias de esas madres habían sido lle-
vadas presas por una simple manifestación en Plaza de Mayo, y
que eso constituía aparte de una ínjuría, un error" (30/4/81).

B) La activídad de todos Jos gobiernos extranjeros quc reci-
o bieran pedidos se tradujo en reclamos que fueron dirigidos en for-
rria .directa, por vía diplomática, a nuestro país, o a través de los
organismos internacionales competentes.

A fs. 2386 y fs. 2845, de Jos autos principales, la Subsecretaría
de Derechos Humanos del Ministerio del Interi?T y la Dirección
de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores res-
pectivamente remitieroh a este Tribunal los pedidos directos reali-
zados por los gobiernos de Alemania' Federal, Rumania, Dinamarca,
Alemania Democrática, Yugoeslavia, Suecia, Argelia! Canadá, Perú,
Bulgaria, URSS, Portugal, Bélgica, Líbano, Polonia, 1srael, Turquía,
Islandia, Bolivia, Estado Vaticano, Irak, Brasil, Colombia, Ecua-
dor, El Salvador, Holanda, Suiza, Cuba, Irán, Checoslovaquia,
Japón, Irlanda, Hungría, EEUU, España, Italia, China Nacionalista,
Grecia, Finlandia, Chile, Arabia Saudita, Noruega, Nicaragua, India,
Panamá, Nueva Zelandia, Venezuela, Austria! Gran Bretaña y Fran-
cia. Pese a que tales pedidos directos fueron realizados, general-
mente, sólo respecto de ciudadanos de esas naciones o sus deseen.
dientes, a través de ellos se reqúirió información sobre un total de
.2923 personas.

Sobre distintas gestiones realizadas por algunos de los gobier-
nos mencionados declararon en la audiencia Patricia Derian y Fran-
coise Cherome. La primera, ex funcionada del Gobierno de Estados
Unidos de Norteamérica, declaró que" a ese país llegó una multitud
de denuncias proveniente no sólo de personas físicas sino también
de distintas instituciones, como ]a Asamblea para los Derechos Hu-
manos, la Cruz Roja Argentina y la Oficina del Nuncio Apostólico,
entre otras.

Manifestó que por ello se realiz'aron diversas gestiones, entre
ellas tres yisitas a_la Argentina en marzo, agosto y noviembre de
1977, durante las cuales la declarante mantuvo reuniones con fun-
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cionarios del gobierno argentino, que en todo momento se esfor-
zaron por negar la existencia de violaciones a los derechos huma-
nos y en poner de resalto la magnitud del accionar de la subversión.
Recordó en particular las reuniones mantenidas con' el Almirante
Massera y con el General.Videla. El primero le manifestó que".. la
Armada no era la que torturaba, que eran el Ejército y la Fuerza
iérea los que lo hadan .. ,"" y que él había hecho grandes esfuer-
zos por influir ~obre los otros miembros de la Junta para que mo-
dificaran sus prácticas. Respecto de la reunión mantenida con el
segundo, la deponente sólo recuerda que éste .le remarcó la difi-
cultad que existía para controlar al personal.

Francoise Cherome, por su parte, declaró haber realizado ges-
tiones en favor de franceses desaparecidos en la Argentina, en fe-
brero de 1979, por mandato del Ministedo dé Relaciones Exteriores
de Francia.

Al respecto indicó que viajó al país para entrevistarse con' el
Almirante Massera, que debería darle información sobre los desa-
parecidos, de acuerdo a un compromiso cóntraído con el 'gobierno
francés. Concretadas esas entrevistas, Massera negó la existencia de
desaparecidos y sólo admitió la existencia de grupos mal contro-
lados dentro de las Fuerzas Armadas, por lo que, según el testigo,
esa gestión no tuvo ningún resultado positivo.

C) La Organización de los Estados Americanos, debido a la can-
tidad de reclamos recibidos, envió el 6 de setiembre de 1979 a una
representación de la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos ,cpn el objeto de constatar a través de la observación directa la
\veracidad de tales denuncias. Dicha Comisión se expidió a través
del "informe sobre la situación de los derechos humanos en la Ar-
gentina", publicado oficialmente el 11 de abril de 1980. En ese do-
cumento la Comisión, luego de examinar una gran cantidad de ca-
sos individuales, llegó a la conclusión de que, por acción u, omisión
de las autoridades públicas, se cometieron en el país en el pedodo
1975 a 1979 numerosas y graves vi,olaciones de derechos humanos
reconocidos en la Declaración Americana de Derechos. y peberes
del Hombre.
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La Comisión entendió que, en particular, ésas violaciones habían
afectado el derecho a la vida, el derecho a la libertad personal, el
derecho a la seguridad e integridad personal, el derecho a la justi-
cia y al proceso regular y a la libertad de expresión y de opinión.
El método utilizado para realizar la observación que dio como re-
sultado el informe, fue explicado en la audiencia por el doctor Tpm
James Farer. quien concurrió en aquella oportunidad como integran-
te de ]a Comisión. Explicó que la decisión de inves~igar lo sucedido
se debió básicamente al enorme aumento de las denuncias a partir
de 1976, ya que con anterioridad se habían registrado muy pocas,
]a gravedad de Jos cargos que se formulaban en tales denuncias, y
la absoluta falta de respuesta sería por parte del gobierno argentino ..- .

Con relación a ]a visita explicó que las autoridades mili tares
intentaron en un primer momento. condicionar las actividades de
la Comisión, pero que finalmente accedieron a que se cumplieran
las reglamentaciones del organismo internacional sobre el punto.
Con relación a las entrevistas mantenidas con el Presidente, con el
Ministro del Interior y con autoridades militares, manifestó que en
todos los casos la respuesta fue ambigua, recibiendo por parte del
gobierno contÍnuas menciones sobre la existencia de una guerra su-
cia, aunque nunca en forma suficientemente categórica como para
reconocer que se habían conculcado derechos elementales. Luego
afirmó haber visitado cementerios donde se le habría informado so-
bre la existencia de inhumaciones clandestinas realizadas por persa.
Ilal de las Fuerzas Armadas, y haber descubierto que la mayoría de
los prisioneros a disposición del Poder Ejecutivo eran personas que
habían sido originalmente secuestradas y torturadas.

D) La Organización de las Naciones Unidas, a través de la Co-
misión Internacional de Derechos Humanos con sede en Ginebra,
canalizó los pedidos de información al gobierno argentino sobre el
paradero de 4162 personas, por intermedio de ]a representación ar-
gentina ante dicha Comisión.

La misión argentina remitió, en el cuaderno del Fiscal, toda la
documentación que poseía con relación a las gestiones de aquel
organismo internacional y a las respuestas del gobierno argenti-
no, consistente en:
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a) 36 carpetas (números correlativos 23 a 58), con notas y sus
correspondientes anexos, referentes a denuncias sobré desapareci-
dos emitidas por la Comisión, y elevadas al Ministerio de Relaciones
Exteriores y Culto. Las referidas carpetas contienen pedidos res.
pecto de 1391 personas, entre las que hay 4 mujeres embarazadas,
21 lnenores y 16 niños nacidos en centros clandestinos de detención.

b) 13 carpetas (números correlativos 59 a 71), con notas del
Grupo de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos, referidas a
698 casos de desaparecidos de sexo masculino, 18 mujeres embara-
zadas' y 1 niño.

e) 1 carpeta (número correlativo 72), con testimonios de per-
sonas liberadas que afirmaron haber estado detenidas en la Es-
cuela de Mecánica de la Armada.

d) 8 carpetas (números correlativos 97 a 104), conteniendo los
informes del 38? Período de Sesiones de la Asamblea General, don-
de se trata la situación' argentina.

e) 24 carpetas (número~ correlativos 115 a 138), con requeri-
lnientos de información sobre el paradero de las restantes perso-

Inas desaparecidas denunciadas en ese org~nismo.

f) 24 carpetas (números correlativos 73 al 96), denuncias ele-
vadas al gobierno argentino y contestaciones ~mitidas. por él.

g) 10 carpetas (números correlativos 105 al 114), con respues-
tas remitidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.

La Misión Argentina ante la Comisión Internacional de Dere~
chos Humanos con sede en Ginebra, canalizó además los pedidos
formulados por Amnesty International sobre 242 personas; por el
Comité Internacional de Juristas para los Derechos Hunlanos, sobre
335 personas; por la Unión Mundial Demócrata Cristiana, sobre 233
personas; por la Federación Internacional de Derechos Humanos,
sobre 1179 personas; y por la Federación Internacional de Mujeres
Denl0cráticas, respecto de 1636 personas.

Ello se acredita con las 50 carpetas remitidas (números corre~
Jativos 139 a 188), que contienen todas las notas sobre .requerimien~
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tos de información de las entidades mencionadas y los informes
presentados por ellas.

Sobre la forma de trabajo de la Comisión declararon en la
audiencia, Theo Van Boven, quien ocupó en el período 1977/1982
el cargo de Director de .la Comisión, y Luis Joinet, que en la misma
época se desempeñó como experto en la Subcomisión de Derechos
Humanos, dependiente de la primera.

Ambos concordaron en señalar la gran cantidad de reclamos
recibidos de parte de personas físicas y de entidades argentinas y
extranjeras. Además, explicaron que de todas aquellas denuncias
que reunieran los requisitos de verosimilitud establecidos por su
seriedad y concordancia, se r.~pütieron copias al gobierno argentino,
en forma confidencial hasta 1980 cuando, debido a la falta de res-
puesta de las autoridades nacionales, se decidió crear un grupo de
trabajo especial que presentara sus informes públicamente.

E) La actividad de la Organización Amnesty International no
sólo consistió en los reclamos ya citados sino en la publicación de
informes anuales, en los que, en el capítulo reservado a la situación
en la Argentina, se daban a conocer los resultados de las investiga-
ciones hechas por ese organismo. En tal sentido, obran agregados
por cuerda al cuaderno de prueba del Fiscal, todos los informes
anuales correspondientes al período 1976/1983.

La actuación de la Federación Internacional de Derechos Hu-
manos, en cuanto a la situación en la Argentina, se plasmó en un
informe efectuado el 18 de enero de 1978, luego de la visita reali-
zad':l al país por los representantes de esa organización, Antaine
Sanguinetti, Franceline Lepany, Juan Carro y Herbert Semmel.

Dicho informe, que obra agregado por cuerda al cuaderno de
prueba del Fiscal, y que complementa los reclamos citados prece-
dentemente, pone en conocimiento del gobierno nacional el resul-
tado de las investigaciones llevadas a cabo.

Sobre las circunstancias de dicha VISIta, declaró en la audien-
cia Antoine Sanguinetti, quien explicó que, en todas las entrevistas
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mantenidas con autoridades nacionales -entre eUas con el Almi-
rante Massera, y los entonces lninistros del Interior y Relaciones
Exterior:es, Harguindeguy y Montes- obtuvo solo respuestas ambi-
guas, que únicamente reconocían la existencia de algunos grupos
no controlados dentro de las Fuerzas Armadas.

4. - Frente a esta multitud de reclamos, el gobierno no sólo
omitió realizar una investigación seria y adecuada a la gravedad de
Jos hechos, sino que, además, demostró un propósito deliberado de
ocultar la realidad de las desapariciones de personas, o de tergiver~
sarla cuando el ocultamiento fuera imposible, atribuyendo tales de~
sapariciones a otros motivos.

Prueba de ello es que los sacerdotes (Monseñor Graselli, Mon-
señor Hesayne), los funcionarios de organizaciones internacionales
(Van Boven, Joinét, Farer, Sanguinetti) y los delegados de diferen-
tes gobiernos (Cherome, Derian), que declararon en la audiencia,
fueron contestes en afirmar que el gobierno argentino sólo atinó a
dar explicaciones pocos creíbles a los requerimientos formulados,
que por un lado negaban las desapariciones y por otro adm,itían
ambiguamente que las q~e se hubieran producido, eran. obra de la
acción de algunos grupos no controlados de las Fuerzas Armadas, o
de las organizaciones subversivas, y aun de los propios "desapare-
cidos", que serían terroristas que pasaban a la clandestinidad.

Por su parte, quien fuera el titular de la representación argen~
tina ante los organismos internacionales con sede en Ginebra, en el
período en examen Gabriel Martínez, reconoció haber recibido miles
de reclamos y explicó que las contestaciones que transmitía a estos
organismos eran las que le renlitían el Ministerio de Justicia y el
Ministerio del .Interior. En cuanto G. las presiones que Van Boven
le imputó haber ~jercido sobre la Comisión, Martínez admitió que,
siguiendo instrucciones del gobierno, le sugirió al nombrado la cli.
minación de documentos donde figuraban denuncias de distintos
organisn10s,

También, resulta útil destacar que, en las pautas establecidas
para contestar el informe de la "Organización de lo~ Estados Ameri-
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canos, citado por el entonces presidente ~e la .Nación, General Vi-
dela . (según documentación agregada a la carpeta N? 151, remitida
por la representación argentina en Ginebra), no sólo omitió toda
referencia a la necesidad de investigar los hechos denunciados, sino
que indicó la necesidad de contestar sin vacilaciones -porque 10
contrario supondría una aquiescencia tácita de los cargos formula.
dos- pero no antes del. 15 de marzo de 1980, para no precipitar
una resolución negativa de la Comisión de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas, que terminaría de sesionar en esa fecha.

El contenido textual de la parte sustancial, de tales instruccio-
nes fue:

"Impugnación y rechazo del informe, por ser fruto de razones
políticas que responden al interés de una gran potencia que ha uti~
¡izado.la maquinaria de la OEA para sus. designios respecto del fu-
turo gobierno argentino ... , el informe debe ser presentado como 'el
mejor ejemplo de la falta de un auténtico espíritu de comprensión
y cooperación en la materia y como muestra de utilización política
de un instrumento internacional. .. Debe condenarse ]a insensibili-
dad de la CIDH ante ]a conmoción inte~na de nuestro país y la de-
formació~ de. nuestra situaci.ón ... La respuesta deberá tener el má-
ximo nivel de ataque dado que se pretende enjuiciar al gohierno ...
Resulta indiscutiblemente conveniente producir una respuesta cate.
górica que incluya la impugnación y rechazo del informe ... Se con.
sidera ... más providente y efectivo estudiar la posibilidad de enfati.
zar la impugnación sobre la base de SUBrayar el propósito sensacio-
nalista, demagógico y oportunista de los miembros de ~a CIDH ... ".

Con relación a la oportunidad de publicación del informe de la
Comisión y de la respuesta argentina. el encausado Videla indicó a
continuación:

"Se aprecia como pertinente y eficaz la oportunidad que se p.ro~
pone de anticiparse a la CIDH en la publicación del informe y la
consiguiente respuesta argentina.

Al respecto, caben formularse sin embargo las siguientes consi~
deraciones y salvedades:
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El hecho de tomar la ~iniciativa en las publicaciones no debe
suponer, en ningún caso, la posibilidad de generar conflictos o situa~
ciones de irritación en el ámbito interno, tanto civil como especial-,
mente militar:

La hipótesis de publicar in extenso el informe de la qDH -dada
su agresiva tendenciosidad- debe quedar descartada por la razón
señalada en el apartado anterior.

Por consiguiente, el texto del informe de la CIDH d'eberÍa limi-
tarse a una síntesis de los capítulos "referidos a conclusiones y reco-
mendaciones, que contenga aquellos aspectos que se estimen me-
nos perjudiciales para la imagen del Proceso y particularmente del
accionar de las FF.AA.

Asimislllo, será menester seleccionar los aspectos que mejor
convengan a la eficacia de nuestra réplica .. " Como paralelamente
a la difusión de los lnencion~dos documentos por parte del gobier-
no argentino, se producirá la publicidad de la versión de la CIDH
a través de los medios masivos de comunicación internacionales, se
torna imperiosa la adopción de recaudos y controles periodísticos
que neutrali~en localmente toda información que se desliga con la
nuestra ... ".

Como consideraciones finales, Videla expuso: "" .. Es indispen-
sable tomar conciencia de la gravedad del problema planteado y de
sus posibles consecuencias en la eventualidad de un lnanejo inade~
cuado del mismo. Todas las acciones a emprender deberán tOlnar
siempre en consideración al público interno y al alto grado de sen-
sibilización que este tema ha concitado fundalnentalmenté en sus
actores principales",

Finalmente, la respuesta argentina fue dada a conocer a través
de un voluminoso documento titulado "Observaciones y comenta-
rios críticos del gobierno argentino al informe de la CIDH sobre la
situación de los derechos humanos en la Argentina (abril de 1980)",
cuyo contenido resulta ocioso cODlentar, ya que de su lectura, se
desprende la total adecuación a las directivas impartidas.
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Al ser indagado, el procesado VideJa reeonoció haber reeibido
denuncias de particulares! de gobiernos extranjeros. y de organis-
mos internacionales, indicando que las der.ivó a la autoridad com-
petente.

El encartado Viola manifestó haber tomado eonoeimiento de
las denuncias contenidas en el informe de la Comisión Intcrameri-
cana de Derechos Humanos, y haber recibido ~olicitudes por parte
de personalidades diplomáticas, eclesiásticas, de gobiernos extran-
jeros y de personas particulares. y que en todos los casos dispuso
las investigaciones pertinentes.

Debe destacarse que el Tribunal no -ha encontrado ni se le ha
arrimado prueba alguna sobre la existencia ni el resultado de las
investigaciones a que hacen referencia ambos generales.

Galtieri, por su parte, manifestó que no tuvo conocimiento de
tales reclamos.

El proeesado Agosti manifestó no reeordar haber recibido pedi-
dos, con excepción de dos: uno, proveniente de familiares de un
brigadier. y el otro. de parte de la. esposa de Hidalgo Solá.

Anaya y Lambruschini, negaron haber tomado conocimiento de
denuncia alguna.

De igual modo se pronunció Lami Daza, aunque aclaró que,
mientras se desempeñó <;;omoSecretario General de ]a Fuerza Aérea,
recibió algunos reclamos provenientes del Episcopado, limitándose a
transmitirlos a la autoridad competente.

Finalmente, Massera manifestó no recordar haber recibido nin-
guna reclamación de entidades u organizaciones nacionales o extran-
jeras, con excepción de unas pocas entrevistas, con miembros de la
Organizaeión Madres de Plaza de Mayo, con el doetor Mignone. eon
el Capitán Quinteiro y eon el Capitán Laseano.

5. - Además, desde el inieio de su gestión el gobierno militar
trató de evitar la publicación por la prensa de toda noticia relativa
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a desapariciones de personas, hallazgos de cadáveres o a la existen-
cia de las gestiones antes mencionadas.,

Particularmente demostrativo de lo dicho es el lnemorándum
redactado por Videla conteniendo las pautas a seguir para la con-
testación al informe de la Organización de los Estados Americanos
sobre la situación de los derechos humanos en la Argentina, trans~
cripta precedentemente en la parte relativa al manejo de la pr¡nsa.

También prueba lo afirmado el decreto 1829, a través del cual
se prohibió la distribución, venta, circulación y reproducción total
y parciat por cualquier medio, en,todo -el territorio de la Náción,
de la publicación "¿Dónde están 5581 desaparecidos?".

Robert Cox declaró en la audiencia, que mientras se desempe~
ñaba como director del diario °Buenos ,Airés Herald>l, recibió, a
mediados de 1976, una orden de la Secretaría de Información PÚ-
blica que prohibía la publicación de información relacionada con
desapariciones, descubrimientos de cadáveres, enfrentamientos ar-
mados y cualquier otro hecho .de este tipo. Además, relató que todos
los funcionarios de diferentes escalas del gobierno que entrevistó
en esa época, le sug'irieron que no efectuara publicaciones de ese
tipo, aunque nunca nadie le exhibió un decreto firmado que -lo dis-
pusiera, ya que incluso en el caso de la orden de la Secretaría de
Informació~ Pública, sólo se le entregó, a su pedido, el contenido
de la disposición por escrito, pero en papel sin membrete y sin
firma.

Máximo Gainza, que durante el gobierno militar fue director
del diario "La Prensa", afirmó haber recibido por idéntica vía la
orden mencionada por Cox, y expresó además que las presiones que
sufrió su diario para que no se publicaran nóminas de desapareci-
dos ni. información similar, fueron de diversos tipos, incluso a tra-
vés de un boicot publicitario contra el diario que se ejel~ciópor me-
dio de la Agencia Oficial Télam.

Magdalena Ruiz Guiñazú, que durante el gobierno militar se
desempeñaba como periodista radial, se pronunció en términos simi-

•••
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lares a los dos anteriores, indicando qu,c recibió presiones, no sólo
de los órganos gubernamentales específicos, sino también de ~a Pre-
sidencia de la Nación y del Jefe de Policía Federal.

El periodista salteño Luis César Andolfi, refirió por su parte
que, luego de haber tomado intervención y obtenido fotografías de
los sucesos ocurridos en el Paraje Las Palomitas-Cabeza de Buey, le
fue secuestrado todo el materia! fotográfico extraido, por personal
de la Guarnición Militar Salta, y que se le hizo saber que oportuna-
mente se le haría llegar un parte oficial que sería la única' versión
de los hechos que se autorizaba publicar.

Jacaba Timmerman, quien se desempeñaba como director del
diario "La Opinión", refirió que a raíz de la prohibición impuesta
por el gobierno militar, ya aludida por los testigos citados prece-
dentemente, sólo podia publicar ]a información sobre desaparecidos
por medio de la argucia consistente en hacerla aparecer a través de
solicitadas. Manifestó además, que por haber publicado un artículo
escrito por un sacerdote jesuíta, en el que se criticaba la acción del
gobierno en la lucha antisubversiva, debió soportar la clausura del
diario.

El Capitán de Fragata José Fél.ix Bussico, que en la época en
estuclio se desempeñaba como asesor del Secretario de Información
Pública, afirmó que, a su juicio, la censura existente era tan noto-
ria que todas las revistas y periódicos que se publicaban diaria-
mente, y que él por su trabajo debía leer, contenían idéntica infor-
mación.

El Contralmirante Horacio Zaratiegui, que para la misma época
era Secretario Privado del Almirante Massera, admitió que loda la
información relativa al tema de desaparecidos era del resorte ex-
c.lusivo de la Presidencia de la Nación, a través de la Secretaría de
Información Pública, y que esa decisión se debió a la necesidad de
unificar el manejo de la información sobre el terna, aunque alegó
no conocer cuáles fueron las pautas establecidas.

El Coronel Carlos Alberto Mulhall, quien se desempeñó como
Jefe de la Guarnición Militar Salta, admitió que por razones estra-
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tégicas, a pesar de su alto cargo, no podía proporcionar ninguna
clase de información sobre la lucha antisubversiva a los medios de
difusión social, por expresa disposición del Comandante del Tercer
Cuerpo de Ejército.

Tomás Joaquín de Anchorena, embajador argentino en Francia a
partir de 1976, manifestó que a raíz de la existencia de una supuesta
campaña de prensa en Europa, se montó el Centro Piloto' de París
con el objeto de manejar la información para mejorar la imagen
argentina. Interrogado sobre el contenido de la supuesta campaña
antiargentina, admitió que ella consistía en la publicación de noti-
cias sobre desapariciones y torturas.

CAPíTULO XX

(Cuestiones de hecho Nros. 88, 130, 131, 132, 133, 137, 138, 139,
140, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149 Y 150)

Los hechos enumerados en los capítulos
monoveno integraron un sistema -operativo
mandantes en jefe de las tres fuerzas.

décimoprimero a déci~
ordenado por Jos ca.

1.- La junta militar se erigió desde el 24 de marzo de 1976,
como el máximo órgano político del Estado, reservando para sí, se.
gún el artículo 2? del Estatuto para el Proceso de Reorganización
Nacional, una vasta gama de facultades de gobierno, que compren-
día aquéllas que los incisos 15, 17, 18 Y 19 del artículo 86, de la Cons-
titución Nacional, otorgan al Poder Ejecutivo, y las que los incisos
21, 22, 23, 24, 25 Y 26 del artículo 67, atribuyen al Congreso.

A pesar de que, entre las facultades que se arrogó dicho órga-
no, figuraba la del Comando en Jefe de las Fuerzas Armadas, y que
entre los objetivos básicos del Gobierno Militar constaba expresa-
mente la erradicación de la subversión, ese ente político aparece
desvinculado de la toma de decisión en lo referido a la lucha anti-
s~bversiva, debido a que la prueba arrim~da ha demostrado que,
respecto del mando de cada una de las fuerzas armadas, los ex ca.
mandantes no se subordinaron a personas ti organismo alguno.
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El Ministerio Público ha sostenido que la planificación, direc-
ción y supervisión de cuanto se actuaba en la lucha contra la sub-
versión era responsabilidad de ]a Junta Militar. Funda esta asevera-
ción en las siguientes circunstancias: a) lo dispuesto en el mencio~
nado Estatuto del gobierno de facto; b) la amplia colaboración en-
lre las fuerzas en las operaciones que emprendían; e) el Anexo 3, de
la ley 21.650, por el quc la Junta Militar impartió instrucciones a los
comandantes de cada fuerza; d) el llamado "Documento Final", del
28 de abril de 1983, que estableció la aprobación por parte de la
Junta de los planes llevados a cabo en las acciones contra la gue-
rrilla.

Sin embargo. corno se ha adelantado más arriba, dichos extre-
mos no res.u.ltan suficientes para acreditar el punto en análisis. En
efecto, la sola presencia de una disposición que asigne determina~
das facultades, no es' prueba bastante de que éstas hayan sido real-
'mente ejercidas. o que se estuviera en condiciones fácticas de ha-
cerlo, máxime cuando existe abundante prueba que acredita preci-
samente lo contrario.

Cierto es que en el transcurso del proceso se ha demostrado
la mu~uacolaboración que se prestaron las distintas fuerzas durante
el desarrollo de las operaciones; baste mencionar, a guisa de ejem-
plo, los numerosos traslados de personas secuestradas, entre luga-
res de cautiverio dependientes de distintas fuerzas (ver casos 95,
153, 205 Y 486). pero de esta colaboración. prevista por otro lado en
todas las Directivas (Armada: Directiva N? 1/"5"/75 Y Placintara/
75; Ejército: Directivas Nros. 404/75, 504/77 Y 604/79; Aeronática:
Plan de Capacidades/75). no se s\gue la intervención de un ente
superior a cada Comandan te en Jefe en .la conducción de las ope-
raciones.

El anexo 3, de la ley 21.650, encuentra la sencilla explicación
de que en el esquema que los comandantes militares habían dise-
ñado del gobierno de la República, quien hacía las veces de Presi-
dente no podía dictar una disposición --en el caso las condiciones a
cumplirse para pedir al Poder Ejecutivo el arresto de una persona-
que fuera vinculante para los otros dos comandantes; por ello, se
siguió el camino de que la Junta suscribiera dichas instrucciones.
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Tampoco adquiere entidad probatoria el pasaje del "Documento
Final" que cita el Fiscal, pues de él no se desprende ,la conclusión
de que la Junta Militar fuera efectivamente el órgano que se. encar-
gó del comando de acciones. Antes bien, quienes fueran los autores
de este documento, el Teniente General Nicolaides, el Almirante
Franco y el Brigadier Hughes, coincidieron en ma'nifestar en la
audiencia que esa declaración tuvo un propósito pblítico 3 que
no se ajustó a la realidad, pues cada fuerza actuó de un modo
individual.

Del mismo modo, todos los oficiales superiores que han decla.
rada en la causa, son contestes en sostener que la Junta Militar
permaneció ajena a todo lo relacionado con la lucha contra la sub.
versión. En tal sentido, pueden mencionarse los testimonios de:
Vicealmirante Luis María Mendía; Vicealmirante Antonio Vañek;
Vicealmirante J:'edro Antonio Santamaría; Contralmirante Manuel
Jacinto García; Vicealmirante Eduardo René Fracassi; Almirante
Rubén Osear Franco; Almirante Osear Antonio Montes; Brigadier
Mayor Jesús Orlando Capellini; Brigadier Mayor Antonio Diego Ló.
pez; Brigadier Mayor Rodolfo' Aquilino Guerra; Brigadier Mayor
Alfredo Ramón Beláustegui; Brigadier Mayor Miguel Angel Oses;
Brigadier Mayor César Gómez; Brigadier' Mayor Jorge Arturo Van
Thienen; Brigadier Jorge Augusto Hughes; Brigadier Carlos María
Eeheverría Martínez; Brigadier Ricardo Augusto Peña y Teniente
General Cristina Nicolaides.

Asimismo, tanto al deponer ante el Consejo Supremo como al
hacerlo ante esta Cámara, los procesados han negado enfáticamente
la responsabilidad de la Junta en esta tarea, así como han reivindi-
cado su absoluta autonomía en la conducción de sus respectivas
fuerzas (ver declaraciones de Videla, fs. 943, 1447 Y 2871; Massera,
fs. 1102/1140, 1448/1459 Y 2881; Agbsti, fs. 974, 1659 Y 2894; Viola,
fs. 1498/1514 y 2009; Graffigna, fs. 288/304, 1671 Y 3030; Lambrus-
chini, fs. 346/354, 1861/1866 Y 2940; Galtieri, fs. 1999 y 2941; Anaya,
fs. 1903/1906 y 2974, Y Lami Daza, fs. 1686/1960 y 3012).

Además, concurren distintas razones que abonan la tesis de que
la comandancia de las fuerzas armadas por parte de la Junta Mili.
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tar, fue una facultad que quedó en la letra de la norma pero que
jamás fue ejercida. De haber sido así, como bien ha señalado la
defensa del Brigadier Graffigna, .Ia Junta Militar debió efectuar los
nombramientos de cada .Comandante en Jefe saliente, los ascensos,
retiros y designaciones de cada una de las fuerz.as y. como es sabi.
do, nada de esto se hizo. El control de la ejecución de las opera.
ciones contra la subversión necesariamente tendrían que haber es-
tado a cargo, si la Junta fuera la máxima responsable, de un orga-
nismo coJijunto cuya existencia no ha sido alegada ni acreditada.

Por 01ra parte, el manejo de acci9nes de tanta envergadura hu-
biera tenido algún reflejo en las reuniones de la Junta Militar; por
el contrario, de la compulsa de las actas obran les en la causa, sólo
surge el tratamiento ocasional de algunos casos de trascendencia
("Graiver", Actas Nros. 5, 19, 21, 23 Y 31, entre otras; Timmerman",
Actas Nros. 56, 98, lOOy' l11, entre otras), la consideración de algón
aspecto concreto (Acta N? 19, nota de la Conferencia Episcopal;
Acta N? 34, el dictado del mencionado Anexo 3, de la ley 21.650), o
bien el análisis de diversas cuestiones políticas como el estudio de
una declaración sobre los desaparecidos (Acta N9 72), la visita de
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Acta N9 86), la
política a seguir en materia de derechos humanos (Actas Nros. 101/
103), o la emisión de un documento que incluyera la no revisión de
los métodos empleados en la lucha contra la subversión (Acta
N'? 117), pero nada vinculado ni mediatamente a la conducción ope.
rativa de las acciones.

Por otra parte, las órdenes y directivas para cada fuerza fue-
ron dictadas por sus respectivos comandantes y no por la Junta
Militar (v. por ejemplo, Directivas Nros. 504/77 y 604/79 del Ejér-
cito y orden de operaciones "Provincia" de la Fuerza Aérea), y la
información pertinente fue emitida, según han declarado todos los
oficiales superiores anteriormente citados,. siguiendo la cadena na-
tural de mandos.

Cabe concluir entonces que la postura fiscal no encuentra sus.
tento en la prueba :incorporada al expediente, existiendo, a la in-
versa, numerosos elementos de juicio que acreditan que cada co-
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mandante se encargó autónOlnamente de la planifi~ación, ejecuclOn
y control de lo realizad~ por la fuerza a su cargo, sin injerencia ni
interferencia alguna de las otras.

2. - Conforme se ha adelantado, el golpe de estado del 24 de
marzo de 1976 no significó un cambio sustancial de' las disposicio-
nes legales vigentes a esa fecha en punto a la lucha contra la sub-
versión.

Los comandantes militares que asumieron el gobierno, decidie-
ron mantener el nlarco normativo en vigor, con las jurisdicciones
y competencias territoriales que. éste acordaba a cada fuerza. Aho-
ra bien, sin la declaración de zonas de emergencia que posibilitaran
el dictado de bandos (art. 43, de la ley 16.970, y arts. 131/139, del
Código de Justicia Militar), el sistema imperante sólo autorizaba a
detener al sospechoso, alojarlo ocasional y transitoriamente en una
unidad carcelaria o militar, e inmediatamente disponer su libertad,
o su puesta a disposición de la justicia civil o lnilitar, o bien del
Poder Ejecutivo (v. Directiva 404/75, Anexo 6 -Bases Legales-,
PON 212/75 y DCGE 217/76; Placintara/75, Anexos "E" y "F"). Esto
sólo sufrió una pequeña modificación con el dictado de la ley 21.460,
que autorizó a las fuerzas armadas a actuar como autoridad pre-
ventara, más de acuerdo a las reglas del Código de Procedimientos
en Materia Penal.

Sin embargo, del análisis efectuado ,en los capítulos décim~pri-
mero a décimonoveno, se desprende que lo acontecido fue radical-
mente distinto. Si bien la estructur~ operativa siguió funcionando
igual, el personal -subordinado a los procesados detuvo a gran can-
tidad de personas, las, alojó clandestinamente en unidades militares
o en lugares bajo dependencia de las fuerzas armadas, las interrogó
con torturas, las mantuvo en cautiverio sufriendo condiciones inhu-
manas de vida y alojamiento y, finalmente, o se las legalizó ponién-
dolas a disposición de ~la justicia o del Poder Ejecutivo Nacional,
se las puso en libertad, o bien se las eliminó físicamente.

Tal manera de proceder, que suponía la secreta derogación de
las normas en vigor, respondió a planes aprobados y ordenados' a
sus respectivas fuerzas por los comandantes militares.
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Para determinar las razones que motivaron esta gravIslma de~
cisión, debe partirse de la. completa prioridad que se asignó al obje-
tivo consistente en obtener la mayor información posible en una
lucha contra organizaciones terroristas que poseían estructura celu-
lar y que estaban preparadas para esconder la identidad de sus
miembros, los que se hallaban mimetizados dentro de la población.

Esto surge no sólo del. contenido de 'los interrogatorios a que
fueron sometidos los testigos que fueran víctimas, según lo rela-
taron en la audiencia, sino que se explicitó en las directivas emi-
tidas. Así, el punto 5.024 del R. C. 9-1 del Ejército, "Operaciones
contra elementos subversivos", establece que las actividades de inte-
ligencia adquirirán una importancia capital, pues son las que posi-
bilitarán la individualización de los elementos subversivos y su eli-
minación, y que del mayor o menor esfuerzo de la actividad de
inteligencia dependerá en gran medida el éxito de la contrasubver-
sión. La relevancia que se asigna a la tarea de inteligencia aparece
.también reflejada en las disposiciones de la Armada (v. Placintaraj
75, Apéndice 3 del Anexo e, "Propósito", y Apéndice 1 del Anexo F,
en cuanto regla que la detención debe prolongarse el tiempo nece-
sario para la obtención 'de inteligencia, punto 2.4.1.), Y de la Aero-
náutica, cuya Orden de Operaciones "Provincia", afirma en su pun-
to 16 que el centro de gravedad para el logro de los objetivos estará
orientado hacia el área de inteligencia. Agrega que, sin una ade-
cuada inteligencia, será imposible encarar con éxito cualquier ac-
ción efectiva contra la subversión.

Tal necesidad de lograr información, valorada por quienes, in~
cIuso para alcanzar el poder, menospreciaron la ley como medio
para regular la conducta humana, fue condición suficiente para que
el uso del tormento, el trato inhumano; la imposición de trabajos
y ,el convencimiento creado a los secuestrados de que nadie podría
auxiliarlos, aparecieran como los medios más eficaces y simples
para lograr aquel propósito (ver la prueba reseñada en el capítulo
décimotercero) .

A su vez, aquel menosprecio por los medios civilizados para pre~
venir la repetición de los hechos terroristas, o castigar a sus auto-
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res, la certeza de que la opinión pública nacional e internacional no
toleraría una aplic~ción masiva de la pena, de muerte, y el deseo
de no asumir públicamente la responsabilidad que ello significaba,
determinaron como pasos naturales del sistema, primero el secues~
tro, y luego la eliminación física clandestina de quienes fueron se~
ñalados discrecionalmente por los ejecutores de las órdenes, como
delincuentes subversivos.

La ilegitimidad de este sistema, su apartamiento de las normas
legales aún de excepción, surge no del apresamiento violento en sí
mismo, sino del ocultamiento de la detención, del destino de las
personas apresadas, y de su sometimiento a condiciones de cauti-
verio inadmisibles cualquiera fuera la razón que pudiera alegarse
para ello. En confirmación de lo dicho, confluye toda la valoración
hecha en los capítulos precedentes.

De las pruebas analizadas en los capítulos décimoctavo y dé-
cimonoveno, se desprende que los procesados deliberadamente ocul~
taron lo que sucedía, a los jueces, a los familiares de las víctimas,
a entidades y organizaciones nacionales y extranjeras, a la Iglesia, a
gobiernos de países extranjeros y, en fin, a la sociedad toda.

Esta garantía de impunidad para los autores materiales de los
procedimientos ilegales, a través del ocultamiento de prueba, de la
on1isión de denuncia y de la falsedad o reticencia ,en las informa-
ciones dadas .a los jueces, constituyó un presupuesto ineludible del
método ordenado. Integró también la impunidad asegurada, la no
interferencia de las autoridades encargadas de prevenir los delitos,
la que también dependía operacionalmente de los enjuiciados.

En suma, puede afirmarse que los comandantes establecieron
secretamente un modo criminal de lucha contra el terrorismo. Se
otorgó a los cuadros inferiores de las fuerzas armadas una -gran
discrecionalidad para privar de libertad a quienes aparecieran,. se-
gún la información de inteligencia, como vinculados a ra subver~
sión; se dispuso que se los interrogara bajo tormentos y que se
los sometiera a regímenes inhumanos de vida, mientras se los man-
tenía clandestinamente en cautiverio; se concedió, por fin, una gran
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libertad para apreciar el destino final de cada víctima, el ingreso
al sistema legal (Poder Ejecutivo Nacional o Justicia), la libertad
0, simplemente, la eliminación física.

Esta discrecionalidad en la selección del 'objetivo dio como re-
sultado que muchas veces la privación de libertad recayera sobre.
personas que no tuvieran vinculación con la lucha contra la sub-
versión, o que la tuvieran sólo med,ianamcnte (v. capítulo décimo~
séptimo). Las faeultades concedidas respecto de la supresión de la
víctima, arrojaron como resultado la elección de los distintos me~
dios a que se hace referencia en el c'apítulo décimosexto.

La posibilidad de que el personal a quien se mandaba a domi-
cilios particulares a cometer delitos de la apuntada gravedad, se
apoderara sistemáticamente de bienes en su propio beneficio, fue
necesar,iarncnte prevista y asentida por quienes dispusieron tal modo"
de proce'der. La enorme proporción de casos en que ello tuvo lugar,
y el hecho de que se les otorgara igual tratamiento .en cuanto a la
impunidad de sus autores, que a los delitos antes descriptos, con-
firma la ,inferencia, que a su vez puede cOl.nprobarsc con el examen
de los elementos enumerados en la parte pertinente del capítulo
décimoprimero.

No es posible, en cambio, hacer extensivo este razonamiento a
otros delitos, como el despojo de inmuebles, la. sustracción de me-
nores y las exigencias de dint:;ro, cuya comisión se ha demostrado
sólo en forma ocasional. Merece recordarse que únicamente se han
verificado despojos de inmuebles que damnificaron a las familias
ArmeHn y Vega, sustracciones de los menores Felipe Martín y María
Eugenia Caracoche de Gatica, y las exigencias de dinero relacionadas
a los casos de Patricia Astelarra y Rafael Perrota

La implantación de tal sistema en forma generalizada fue dis-
puesta a partir del 24 de marzo de 1976,.10 que parece indudable
si se tiene en cuenta que una decisión de esa naturaleza, implicaba,
por sus características, el control absoluto de los resortes del go-
bierno como condición indispensable para garantizar la impunidad
antes referida. Así lo demuestra palmariamente la circunstancia de
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que no se registren constancias sobre la existencia de los principales
centros de detención con anterioridad a esa fecha.

la cantidad de hechos atribuidos a cada una de las fuerzas es
disÍlnil -el Ejército tenía la responsabilidad primaria en la lucha
y comprendía territorialmente todo el país, con pequeñas excepcio.
nes- y, además, el sistema ilegal de represión ....,...-aestar a los datos
que proporciona la .prueba de autos sobre el funcionamiento de los
centros de detención- luvo diferentes épocas de finalización según
cuál de las fuerzas lo aplicara.

Respecto de la Fuerza Aérea sólo se ha probado que operaba
el denominado "Atila" o "Mansión Se~é", que fu~ destruido en el
mes de mayo de 1978 (ver prueba citada en el capítulo décimose-
gundo). Coincide con ello el hecho ¡je que al asumir el procesádo
Graffigna en la comandancia del arma el 25 de enero de 1979, pro-
clamara la derrota de la subversión y dispusiera que correspondía
pasar a la defensiva en este aspecto -marco interno- para concen-
trar los esfuerzos en sus objetivos tradicionales, según surge de la
declaración indagatoria del nombnido y del contenido de la Directi-
va 02-001del 29 de diciembre de 1980. A lo que debe agregarse que
no, se ha acreditado ni en esta causa ni. en la Comisión Nacional
de Desaparición de Personas, la éxistencia de un solo hecho que
pueda ser atribuido a la acción de esa fuerza con posterioridad a

mayo de 1978.

Con relación ,al Ejército, resulta que sus más importantes cen-
tros, clandestinos de detención no registran prisioneros vistos más
allá de enero de 1979.Los centros "La Perla" -y "Olimpo" funcionaron
hasta esa fecha y el "Vesubio" hasta fines de 1978. Coinciden en esto
las declaraciones de Mario César Villani y Osvaldo Acosta, que rela-
tan el desmantelamiento del "Olimpo" entre diciembre de 1978 y
enero de 1979, y su traslado hasta' fines de febrero de este último
año, a la Brigada de Cuatrerismo de Quilmes, junto con otros ocho
detenidos y bajo el control del mismo personal que operaba en aquél,
para ser luego trasladados a la Escuela de Mecánica de la Armada.
Esto lo corrobora el General Camps en la declaración indagatoria
que prestara ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, en
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la causa que allí se le sigue, cuando afirma que ese lugar de de-
tención -Brigada de Cuatrerismo- anteriormente denominado "Mal-
vinas", siguió fun~ionando en el lapso indicado, bajo dependencia
de la subzona Capital, con el nombre de "Omega". En cuanto al
"Ves ubio", todos los prisioneros que allí había y que declararon en
la audiencia, fueron "legalizados", trasladados o liberados antes de
fines de 1978. Sobre los demás lugares de detención que esta fuerza
poseía en todo el país, no hay mención en la causa que pruebe su
funcionamiento posterior a la última fecha nombrada. Por último,
es de destacar que, en mayo de 1979, el procesado Viola, en su Di-
rectiva N? 604, afirmó que para esa época la acción militar directa"
había alcanzado una contundente victoria sobre el oponente.

En lo que toca a la Armada cJ único centro que proclamó su
actividad más allá del período 1976/1978, fue la Escuela de Mecánica
que, según los dichos de Mario César Villani y Víctor Melchor Bas-
terra, funcionó hasta mediados de 1981.

De tal manera, resulta imposible aceptar que la desarticulación
d~1 sistema operativo haya respondido a una única determinación
global, por ]a cual, en cada fuerza y en cada período de comandan-
cia, la supervivencia de las órdenes queda demostrada en la medida
en que se registren casos comprobados en particular.

Conforme se acreditó en el capítulo dédmoctavo la casi tota-
lidad de ,los hechos ilícitos antes referidos, ocurrieron entre .los años
1976 y 1979. Es decir, que los reemplazos de los primeros conian-
dan les lnilitares no trajeron aparejada la cesación del sistema cri~
minal, salvo en lo que toca a la Fuerza Aérea, pues se siguieron co-
nletiendo los mismos hechos y con las mismas modalidades, lo que
autoriza a sostener que fueron renovadas las primitivas órdenes.

No existen pruebas ciertas en la causa acerca de la fecha en
en que se decidió dar por finalizada .la represión ilegal, en el ámbito
del Ejército y de la Armada. Sin perjuicio de ello, 'cabe apuntar que
tanto de ]05 datos de la Comisión Nacional sobre Desaparición de
Personas como de los propios del Tribunal, extraídos de la compulsa
de todas las causas arrimadas, se desprende la produ~ción de apro-
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ximadamente tres centenas de desapariciones forzadas de personas
en los años 1979 y 1980, decreciendo luego significativamente a par-
tir de este último año.

No obstante, debe también computarse que no se ha acreditado
en este expediente ninguna privación ilegal de lÍbertad que comen-
zara a ejecutarse a partir de 1980.

3. - Habida cuenta de su naturaleza y características, no hay
constancias documentales en autos de las órdenes secretas e ilegales
que se han descripto en el apartado anterior.

Pese a ello, a juicio del Tribunal, su -emisión resulta evidente
a la luz de las múltiples e inequívocas presunciones que se señalan
a continuación:

a) Los propios comandantes alegaron haber tenido el control
efectivo de sus fuerzas y negaron la existencia de grupos militares
que actuaran con independencia de la voluntad del comando, cir~
cunstancias ambas que no fueron desvirtuadas en la causa.

b) La totalidad de los jefes y oficiales que han declarado en
la audiencia o en actuaciones agregadas afirmaron que la lucha an-
tisubversiva se ajustó estrictamente a las órdenes de sus comandan-
tes superiores. Aún cuando en muchos casos el relato que hicieron
de las acciones concretas de su responsabilidad, se limitó a controles
de tránsito, identificación de transeúntes y vehículos o maniobras
para la seguridad de las propiqs instalaciones, aquella afirmación
vale para la realidad de lo acontecido.

Así ]0 afirmaron en la audiencia los brigadiere's Augusto Jorge
Hughes, Jesús Orlando Capellini, Antonio Diego López y Rodolfo'
Aquilino Guerra; los vicealmirantes Vañek, Luis María Mendía, Pe-
dro Antonio San~amaría Montes y Eduardo René Fracassi; los con-
tralmirantes Manuel García, Salvia Olegario Menéndez y Horado Za-
ratiegui; el Almirante ~ubén Osear Franco; los generales Ludano
Benjamín Menéndez y Francisco Obdulio Dalesandrini; los coroneles
Carlos Alberto Mulhall, Roberto Roualdes y Raúl Alberto Gatica,
y ep las actuaciones agregadas por cuerda los generales Ramón Camps



296 J~'\U.OS DE L.\ CORTE SUI'RE.M¡\

y Santiago Ornar Riveras; el Alnlirante Rubén Jacinto Chamarra, el
Comandante Mayor de Gendarmería Carlos Agustín Feced y el Co-
ronel Alberto Pedro Barda.

e) El sistema operativo puesto en práctica -captura, interroga-
torios con tormentos, clandestinidad e ilegitimidad de la privación
de libertad y en muchos casos eliminación de las víctimas- fue
sustancialmente idéntico en todo el territorio de la Nación y pro-
longado en el tiempo.

Encontrándose probado que los hechos fueron cometidos por
rnicmbros de las fuerzas armadas y de seguridad, organizadas verti-
cal y disciplinadamente, resulta descartablc la hipótesis de que pu-
dieron haber ocurrido sin órdenes expresas de los superiores.

d) Tampoco es posible la instalación de centros de detención
en dependencias militares o policiales, ni su control por parte del
personal de esas fuerzas, por las exigencias logísticas que ello su-
pone, sin una decisión expresa de los comandantes en jefe (confor-
me la prueba rescilada en el capítulo décimosc~undo)_

e) Idéntico razonamiento merece la. asignación del personal, ar-
senal, vehículo y combustible a las operaciones examinadas en el
capítulo décimoprimero.

f) Sólo así puede explicarse, además, la circunstancia de que
el sistema operativo reseñado fuera puesto en práctica aprovechan-
do la estructura funcional preexistente de .las fuerzas armadas sur-
gida de los planes de capacidades-y directivas escritas, examinad'as
en los capítulos octavo y noveno.

'g) Unicamen"te así se explica también, según se ha comprobado _
en el capítulo decimoprimero, que las autoridades militares o poli-
ciales locales hayan recibido en la mayoría de los casos avisos del
comando de .zona para que se abstuvieran de intervenir donde se
realizaba un procedimiento. A ello debe agregarse, para reafirmar
10 dicho, que aún cuando, por fallas de ese sistema, las autoridades
mIlitares o policiales locales intervinieron, se retiraran sin obstacu-
lizar e,1secuestro en cuanto tomar:on conocimiento de .la identidad
de los captores.
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h) La pasividad y colaboración del personal militar y policial
ajeno a los procedimientos, en los hechos de secuestro de personas,
sólo pudo obedecer a una instrucción en ese sentido.

i) Que los hechos relatados respondieron a órdenes de los en.
tonces comandantes, se demuestra también por ,la circunstancia de
que fueron ellos mismos quienes se adjudicaron la victoria ,militar
sobre la subversión a pesar de que:

- El número de operaciones realizadas en cumplimiento de las
órdenes y planes aportados oficialmente a la causa, y. de procesos
y condenas de tribunales judiciales o militares, no guarda relación
con la entidad y envergadura del fenómero terrorista acaecido en
el país, debiendo agregarse a ello que en la lista de procesados y
condenados figuran muchos que, previamen~e, fueron víctimas de
los hechos reprochados. Ello se verifica con el cotejo de la nómina
agregada a fs. 2402 de los autos principales (que contiene la tota-
lidad de las personas puesta's a disposición de Consejos de Guerra) y
la de secuestrados, y surge también de lo dicho en el capítulo déci~
moquinto.

- El número de detenidos a disposición del Poder Ejecutivo
tampoco guarda esa relación, sobre todo si se atiende a que en gran
cantidad de esos casos las detenciones fueron precedidas por el
sometimiento a los procedimientos clandestinos descriptos, por lo
que la relaci9n mentada recién se logra si se adiciona a lo expuesto
la gran cantidad de desapariciones denunciadas y nunca esclarecidas,
según surge de la prueba estudiada ,en el capítulo décimoquintó.

j) Corresponde agregar que cuando se intentó explicar la forma
en que se obtuvo la victoria, los ex-comandantes debieron recurrir
al equívoco concepto de guerra sucia o atípica y para caracterizarla
aludieron, paradójicamente, a una circunstancia de,l sistema real-
mente implantado, consistente en la extrema discrecionalidad que
tüvieron en la lucha las fuerzas subordinadas, tal como manifestaron
los procesados en sus indagatorias.

k) De no haber existido las órdenes ilegales, no resulta explica~
blc el llamado "Documento Final. .. ", en el que se trata de dar una
explicación a la ciudadanía acerca ~e la suerte de los desaparecidos,
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y a través de un lenguaje ambiguo se admite que fue necesario
utilizar "procedimientos inéditos", e imponer el más estricto sacrcto
sobre la información relacionada con las acciones militares, y que
tocio lo actuado fue realizado en cumplimiento de órdenes propias
del servicio.

1) No debe pasarse por alto que, coincicicntcmenle con la época
en que los comandantes se atribuyen la victoria en esa "guerra su-
cia", decreció notablemente el número de desapariciones de' per-
sonas, según se confronta en los capítulos décimoprimero y déci-
moctavo.

ll) Tampoco resulta atendible el esfuerzo realizado por hacer
aparecer como "excesos" propios de cualquier acción militar prolon-
gada, aquellos hechos que no pudier~n ser ocultados, propósito que
se frustra con la comparación entre la gran cantidad de- delitos
cometidos y los escasísimos casos en los que se los investigó.

El listado agregado a fs. 547/557, emitido por el Ejército, sólo
contiene una nómina de expedientes, en su gran mayoría instruidos
por la Justicia Civil, iniciados en los últimos años y no en la época
de la comisión de los hechos.

Lo mismo sucede con el informe emitido por la Armada a Is.
578/583 de los autos principales y eon los informes de Fuerza Aérea
y Ejército de fs. 586, 587 Y 790.

El informe agregado por cuerda en el cuaderno de prueba del
General Videla, que contiene una nómina emitida por computadora
de personal militar y polieial procesado por diversos delitos (313
personas en total), no contiene indicación de iniciación de las cau-
sas y, por 10 que surge de él, también se trata en casi todos los
casos de procesos civiles, cuya gran mayoría se encuentra en trámite,
por lo que no consta que su instrucción haya sido ordenada por au-
toridades militares, sino más bien por denuncias de las víctimas.

Finalmente, la gran mayoría de los supuestos corresponden a
delitos cuya vinculación a la lucha contra el terrorismo resulta, ante
]a falta de precisión del informe, al menos dudosa.
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m) La falta de investigación y castigo de los numerosos hechos
que se han probado, a pesar de que fueron objeto de reclamos den-
tro y fuera del país, y los esfuerzos ya mencionados de las auto-
ridades por suprimir cualquier noticia de los procedimientos clan-
destinos o de las gestiones a que dieron lugar, ponen de manifiesto
inequívocamente la existencia de la garantía de impunidad, esen-
cial para poner en práctica el sistema instaurado, tal como ha que-
dado demostrado en el capítulo decimonoveno.

n) Coincide con ello que los integrantes Q-elas fuerzas arma-
das nunca hayan. denunciado hechos que forzosamente debieron
conocer, con excepción de aquellos casos en que las víctimas fue-
ron familiares directos, lo que sólo se explica en el supuesto de
que supieran que tales actos, a pesar de su ilegalidad, habían sido
ordenados poi sus superiores.

Sobre lo dicho se han dado abundantes ejemplos en el capítulo
decimoprimero. Resulta útil aquí recordar, especialmente, las de-
claraciones vertidas en la audiencia por el Teniente Primero Er-
nesto Urien y el Capitán de Fragata Félix Bussico, quienes, a pesar
de haber manifestado que su total oposición a la implementación
del sistema relatado fue causante de sus pases a retiro, no llega-
ron a formular, en la época de los hechos, denuncia judicial de los
que conocían; y por último los sucesos acaecidos en el Hospital
Posadas, donde según testimonios dados en la audiencia, la Fuerza
Aérea desarticuló a un grupo que estaba cometiendo numerosos
delitos, pero no dispuso la instrucción de ningún sumario penal
tal como, obviamente, hubiera correspondido.

4. - Las rasgos principales del sistema han quedado den1os~
trados, no sólo por la prueba arriba citada, sino por afirmaciones
directas en declaraciones prestadas por miembros de las Fuerzas
Armadas y de seguridad, que tuvieron actuación relevante en las
operaciones sometidas a juzgamiento.

Acerca del momento en que comenzó la aplicación general del
aparato clandestino de represión, es ilustrativa la declaración in~
dagatoria -ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas-
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del Comandante Mayor de Gendarmcría Carlos Agustín Fcccd, quien
estuviera a cargo de la Regional 2, Rosario, de la Policía de la Pro~
vinda dc Santa Fc, desde marzo de ]976 hasla marzo dc ]977:
" ... 1a orden inicial de comenzar operaciones contra la subversión,
por allá por marzo del setenta y seis, fue una orden verbal impar-
tida por el Comandante del Cuerpo, en una reunión, Ilamémoslc de
Estado Mayor, intcgrada por elemcntos dcl Cuerpo, propio del
cuerpo, Policía, Policía la mía, Policía Federal, Destacamento de
Inteligencia del Cuerpo, Prefectura Marítima, en fin, todos los or.
ganislllos de seguridad de la Ciudad de Rosario y del área, y fueron
verbales, se impartió la orden de combatirlos".

- \
Coil1cidentemente, los comisarios Juan Demctrio Luna y Ra-

món Bruña, y los policías Santos Antonio Miño, Ramón Fernando
Sorja, Julio Di Benardo, Julio Arturo Peralta, Eduardo Daniel
Alvarez, Osvaldo Bertcrreigts, Ricardo Bautista. Pancera, Ramón
Tranfis Moreyra, José Andrés Ponce, Mariano Enrique Cabrera y
Diego Alberto Porchcda, de la Comisaría .1~de Tigre, y el Comisario
Mayor Víctor Pedro Romualdo. Dengra, titular entonces de la Uni-
dad Regional correspondiente, fueron contestes en afirmar que a
partir del 24 de marzo de 1976, personal militar dependiente del
Comando de Institutos Militares, se hizo cargo de un sector de la
comisaría y de la Unidad Regional, a fin de realizar los procedi-
mientos que más adelantc se describirán (en el expediente 26.144
del Juzgado en lo Penal N? ] del Depat:tamento Judicial dc San'
Isidro) .

Las órdenes transmitidas por los Comandos eran verbales, se.
gún s~rge de las declaraciones del ya. citado Comandante Faced;
del General Ramón Camps -en su indagatoria ante el Consejo Su-
premo en la causa instruida por el decreto 280/84-; del Vicealmi-
rante Rubén Chamarra --en su indagatoria ante el mismo Tribunal
en la causa" instruida por los hechos cometidos en ,la Escuela de
Mecánica de la Armada-; y del Contralmirante José Suppicich y
del Capitán de Navío Horaeio Pedro Estrada, en la causa 05/85/"S",
del Juzgado de Instrucción Naval a cargo del Capitán dc' Navío (R)
Roque Pedro Funes. El primero, al ser .preguntado sobre cómo
recibía sus instrucciones del Comando de Cuerpo, respondió: "
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verbales, incluso la orden inicial ... fue una orden verbal impartida
por el Comandante de Cuerpo ", y sobre las órdenes que él debía
impartir a sus subalternos: " verbales, verbales ... ". El Viceal-
mirante Chamarra al preguntársele si como Comandante del Gru-
po de Tareas emitió alguna orden de oper~ciones, respondió: " ...
solamente verbales ... ", y al insistírsele si ésto era así respecto de
las de carácter general y de carácter particular, dijo: " .... sí, de

carácter general y particular.

No es de extrañar, pues, que del análisis de las normas escri~
tas que efectuara el Consejb Supremo resultaran todas "formal-

mente inobjetables".

Acerca del contenido de tales 'órdenes, es particularmente re-
levante lo expresado por el Capitán de Corbeta Miguel Angel .Ro-
dríguez, en el ya citado expediente del Juzgado de Instrucción.
Naval, cuando afirmó: " ... dado que en esta guerra librada se ac-
tuó bajo el marco institucional Y de acuerdo a directivas y organi-
zaciones establecidas dentro de la Armada, en mi opinión y para
s'alvaguardar el principio de autoridad rector de toda acción niili-
tar, todos los hechos ocurridos en relación con e~ accionar, antite-
rrorista deberían ser respondidos solamente por aquéllos que tu-
vieron y tienen la responsabilidad de la conducción, para de esta
forma diluir la sensación de indignidad y culpabilidad que pro-
voca la contínua agresión contra 'nuestros principios y sentimien-
tos; principios y sentimientos que tuvieron que ser dejados de lado
en un período determinado en la vida de -la Nación ... ".

A qué hechos concretos condujo ese dejar de lado los princi-
pios, lo han demo'strado las declaraciones de las víctimas, sus pa-
rientes y allegados, pero también lo corroboran: 1) los policías
cuando relatan que se introdujo en calabozos y oficinas gran -can-
tidad de detenidos, a los que se encapuchaba con bolsas azules y
se los interrogaba aplicándoles distintos castigos corporales (el ya
citadu personal .de, la Policía de la Provincia de Buenos Aires;
2) el Contralinirante Suppicich, cuando relató: 'l... las detenidas
en base a indicios concretos eran alojadas ... generalmente en al-
guna oficina desocupada donde normalmente permanecían con los
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ojos vendados, esposadas e incomunicadas, según lo prescripto re-
glamentariamente ... ". Es particularmente reveladora del espíritu
y modo de efectuar esos interrogatorios la declaración del Coman-
dante Feced acerca del trato y alojamiento de las detenidas muje-
res cuando, después de afirmar que eran trasladadas a la Alcaidfa
-un lugar muy cómodo, con médicos, enfermeros y servicios sa~
nitarios- agrega: " ... con algunas, el traslado no era inmediato,
demoraba unos días, tres, cuatro, cinco días hasta obtener la infor-
lllaCÍón, porque una vez que estaba en la Alcaidía ya no la podía-
mos retirar de ahí, y si retirábamos una detenida, venía con la
celador~ correspondiente, sola no, entonces en un ámbito así. uno
no puede hacer interrogatorios, no puede porque carece de ... di-
gamos de reserva ... " (los puntos suspensivos pe:rtene,cen al ori-
ginal) ,

Es importante señalar que la existencia de los centros de de-
tención clandestina que se tuviera por acreditada, ha sido corro-
borada, para sus respectivas jurisdicciones, por el General Luciano
Benjamín Menéndez, ex Jefe del Tercer Cuerpo de Ejército, en su
indagatoria ante el Consejo Suprelllo en la causa por denuncia de
la CONADEP sobre los hechos ocurridos en "La Perla"; por el Ge-
neral Ramón Camps en la indagatoria ya citada y en la lista acom-
pañada por su defensor General Osiris Villegas; y por el Comisario
Daría Rojas en su declaración informativa en la causa redén men-
cionada.

La clandestinidad de las detenciones fue reconocida en la in-
dagatoria del General Menéndez, en la del Comandante Mayor Fe-
ced y en las declaraciones del Comisario Dario Rojas y del ya nom-
brado personal policial de la zona de Tigre, quienes relatan que
el personal militar que se hizo cargo de la Unidad Regional y de
la Comisaría 1~ de dicha localidad, a cargo del Teniente Coronel
Molinari, les prohibió informar la existencia de esos detenidos cuya
entrada tampoco se registraba en los libros de la dependencia, y
les ordenó que solamente se contestaran en forma afirmativa los
recursos de hábeas corpus respecto de los detenidos comunes .. El
Subcomisario Miguel Angel Marte y los policías Silverio Torres,
Horado Roberto Casas, Juan Pablo Salazar, Abel Buenaventura Re.
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busante, José Antonio Rivero, José Nicolás Molina, Jorge Antonio
Usher Centurión, Faustino Leiva y Jorge Osvaldo Creado, de la
Comisaría de San Fernando, por ese entonces, corroboran los di-

chos de sus iguales de Tigre.

Los operativos que conducían a la detención de las personas
alojadas en esos centros, tenían un carácter encubierto, como se
los denomina en el acuerdo celebrado entre el General Suárez Ma-
san, Jefe de la Zona de Defensa Uno y el General Riveras, Jefe de
la Zona de Defensa Cuatro, según la copia acompañada en la causa
relativa al General Camps, por su defensor, General Osiris Vil1egas.
El Vicealmirante Chamarra distingue dentro de las operaciones
contra la subversión las "cubiertas" que eran patrullajes, control
de vehículos, de documentación, Y defensa de las unidades, y "en-
cubiertas", que nacieron de la necesidad de este tipo de guerra e
incluían la detención de presuntos subversivos, la obtención de in-
formes a través de su interrogatorio, Y afirma --como lo hicieron
ante el Tribunal sus víctimas- que esa última etapa se cumplía
dentro de la Casa de Oficiales de la Escuela de Mecánica de la

Armada.

Describió muy gráficamente el sentido de esa clandestinidad
el Comandante Mayor Feced cuando, en su ya citada indagatoria,
clasificó de entre los detenidos a los que lo habían sido "por de-
recha", y cuando se le preguntó por qué no se daba intervención
a la Justicia Penal en los procedimientos antisubversivos, contestó:
" ... y, porque estábamos bajo control operacional y no se hacían
autopsias, no se hacían ninguna cosas de esas, simplemente se cer-
tificaba la muerte, cuando era evidente, de un individuo muerto
por impacto de arma de guerra de grueso calibre y la Justicia no
intervenía para nada ahí, para nada ... ". Camps, en su ya referida
declaración, dijo que el procedimiento "por la izquierda" es' un
lenguaje vulgar policial, que empleaban cuando hacían, un opera~
tivo que no estaba autorizado.

Los procedimientos encubiertos eran precedidos, cuando se rea~
lizaban en una zona ajena al pe1.'sonal que los llevaba a cabo, por
un pedido de "área libre", que se describe minuciosamente en la
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declaración indagatoria del General Camps, en el ya citado con-
venio entre los generales Suárez Mason y Riveras, en el acuerdo
celebrado entre el General Camps y el Coronel Roualdes, y en el
PON 1/77 de la subzona" 11, firmado por el General Juan Bautista
Sasiaiñ, .que también fuera agregado a Ja causa contra el General
Camps por su defensor, el General ViJlegas.

También ha quedado confirmado tanto el uso generalizado de.
apodos, Como la práctica de saquear. las viviendas de los detenidos,
con las declaraciones del Comandante Feced quien, respecto de eso
último dijo: ",".. se sacaban Jos muebles, los enseres, heladeras,
codna, televisor, todos Jos elementos existentes y el Jefe del Bala-
llón, e.1 Oficial Jefe del Batallón, iba anotando, haciendo un inven-
tario de todo ]0 que se retiraba, se hacía por triplicado una copia
de ese inventario, y en un gran galpón que teníamos en la Policía,
se acomodaba casa por casa los elementos con el correspondiente
inventario, del cual yo . tenía un ejemplar y el Jefe de la División
Cuerpo de la Policía tenía otro, y quiero aclarar más señor, que
"eso se 10 propuse inicialmente de entrada al señor General Díaz
Bessone ... las cosas no sé, deben estar todavía ahí, se habrán que-
dado, lo que. habrán hecho con ella ... ".

Uno de los aspectos del sistema, Ja utilización de los detenidos
para realizar trabajos de inteligencia, constituye un punto esencial
de la declaración indagatoria del Vicealmirante Chamarra, quien, al
ser interrogado si tenía alguna referencia de qué pasó Con una serie
de persona~ que había idenificado como agentes especiales de inte-
ligencia del Grupo de Tareas de la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada, respondió: ..... fueron liberadas ... es decir, se los detuvo y
eIJos aportaron una información sumamente importante sobre el
mov.imiento, sobre la forma de actuar de la organización "Monto-
neros" y ellos colaboraron en otras operaciones que el grupo de
. tarcas, en tarea fundamentalmente de inteligencia y cuan~o yo ter-
minaba mi mandato dispuse su liberación ... ". También en la in-
dagato"ia del Comandante Fcced se reconoció .la .libertad, sin so.
metimiento a proceso, .de los detenidos que colaboraban.

Respecto de qué ocurría con quienes no' tenían esa suerte, son
manifiestamente sugesti{ras las respuestas contenidas en .la inda-
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gataria del Vicealmirante Chamarra (se transcriben las preguntas y
sus respuestas): " ... Presidente: ¿Cuánto tiempo' permanecían nor-
malmente el personal interrogado en la Escuela contando desde su
detención? Vicealmirante Chamarra: horas, excepto los c~sos que
se avenían a formar parte, como agentes de inteligencia, del GT 3.3,
que ya no tenían carácter de detenidos, ¿verdad? Presidente: ¿In~
variablemente después de interrogados eran remitidos a otra au-
toridad? Vicealmirante Chamarra: lo normal era que quedaban en
libertad. Presidente: ¿Todos los interrogados quedaban en Iiber-
ta'd? Vicealmirante Chamarra: excepto que se incorporaran al gru-
po de tareas. Presidente: ¿Todos los demás eran liberados, na~ie
se remitía a ningún otro lado, señor? Vicealmirante Chamorro:
Así es. No se remitía a ningún otro lado ... ".

Si la alternativa era' tan sólo colaborar u obtener la libertad,
no se explica de qué modo pudo haber resultado eficaz el sistema
para r"eelutar tantos agentes especiales de inteligencia entre até~
rrimos subversivos.

Por fin', tanto el General Menéndez en su indagatoria -y debe
tenerse en cuenta que éste, por la jerarquía de sus funciones, de.
pendía directamente del Comandante en Jefe-, como el Vicealmi~
rante Chamorro, el General Camps, el Comandante Mayor Feced,
y el 'General Montes -éste último en su declaración' informativa
en la causa que se sigue. ante el Juzgado de Instrucción N'? 25 de
la Capital, por la privación ilegítima de libertad en perjuicio de
Inés Olleros- rpanifestaron que se informaba a los comandos su-
periores, por la correspondiente cadena, de lo que se actuaba.

TERCERO
Introducción al tratamiento de los casos 'y consideraciones

generales sobre la prueba

Toca ahora tratar los casos ¡que fueron materia de acusación
fiscal y sobre cuya base el Ministerio Público formuló su requeri~
miento punitivo respecto de los nueve enjuiciados.
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Pero antes de emprender esa tarea resulta necesario abordar
una serie de cuestiones de variada índole, aunque todas ellas Íntiw
mamente conectadas con el tema específico de este capítulo.

a) Los límites de esta sentencia.

Está claro que el pronunciamiento de este Tribunal ha de ver-
sar sobre los 700 casos que escogiera la Fiscalía para formular su
acusación: ésta, y las correspondientes defensas señalan los límites
de conocimiento en el juzgamiento, constituyendo lo que la doctrina
procesal denomina el "thema decidendum" de la sentencia.

No implica ello, en modo alguno -cosa oportunamente aclarada
por el Fiscal- que los hechos ilícitos perpetrados con motivo de la
represión llevada a cabo por las FF.~. para combatir al terrorismo
se hayan visto limitadas a tan menguada cantidad.

Por el contrario, hay prueba bastante en el proceso, como ya
quedara reflejado, que las víctimas ascendieron a varios miles de
personas, parte de las cuales desapareció -modo eufemístico. de
designar la muerte- y parte recuperó su libertad tras soportar la
privación de ella en forma clandestina, padeciendo apremios físi-
cos y espirtuales, tormentos y despojos de sus bienes.

Queda claro, pues, que los -casos particulares que serán nlate-
ria de tratamiento en este capítulo no agotan en modo alguno la
cantidad de injustos cometidos, aunque sí posibilitan reducir a
términos razonablemente asequibles la labor de juzgamiento que¡
de otro modo, se vería virtualmente imposibilitada en atención a
la magnitud de los acontecimientos y, lo que es peor, peligrosamente
demorada en franca mengua de la garantía del derecho d~ defensa,
una de cuyas manifestaciones es la obtención de un pronunciamiento
que ponga término del modo más rápido posible a la situación de
incertidumbre y de innegable restricción a la libertad que importa
el enjuiciamiento penal (C.S. Fallos: 272: 188; 301:197).

Tal acotamiento de los objetos del proceso efectuado por el Fis-
cal ha de tener como consecuencia, en modo congruente con las ar-
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gumentaciones que se vienen de dar, que no pueda renovarse la per-
secución penal en contra de los nueve enjuiciados por los hechos
susceptibles de serIes atribuidos en su calidad de comandantes en
je:fe de sus respectivas fuerzas e involucrados en el decreto 158/83.

En efecto, todos han sido indagados por la totalidad de esos su-
cesos; ante ello, el Fiscal tenía las dos únicas "alternativas posibles:
acusar o pedir la absolución (art. 361, C.J.M.), cosa que hizo en nu-
merosos casos.

La limitación que explicitó en modo elocuente y la falta de una
solicitud expresa en el sentido de que se adoptara el temperamento
previsto en el arto 362 del Cód. de J .M., importa un tácito pedido de
absolución respecto de todos aquellos hechos delictuosos que no in-
cluyera en su requisitoria que la ley le acuerda (art. 361, inc. 69,C.J.
M.), con fuerza vinculante para el Tribunal.

Bien entendido que lo expuesto nada tiene que ver con la posi-
bilidad de que puedan ser objeto de persecución por hechos come-
tidos con motivo u ocasión de su desempeño en cargos de responsa-
bilidad militar distintos al de Comandante en Jefe de la fuerza. Se
trata de una lógica consecuencia de la limitación funcional consa-
grada en el decreto 158/83, presupuesto de incoación de este pro-
ceso a mérito de lo dispuesto por el art. 177 del C.J.M.

b) Acerca de las cuestiones de hecho.

No es ocioso recordar que el Tribunal para la sustanciación de
este proceso viene aplicando las normas rituales del Código de Jus-
ticia Militar, lo que mereciera la objeción de la defensa.

Tal objeción carece de sustento normativo. Es la propia ley de
reformas al Código de Justicia Militar (23.049) la que concede com-
petencia a las Cámaras Federales para conocer en procesos milita.
res, sea por vía de recurso (art. 7), sea por avocamiento (art. 10),
hipótesis ésta en que manda asumir el conocimiento del proceso
"cualquiera que sea el estado en que se encuentran los autos", sin
pasar por alto que tal reforma legislativa introdujo en el referido
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código las, reglas de procedimientos aplicables en caso de recurso,
las que aparecen disciplinadas en el arlo 445 bis.

Sentado lo expuesto, resulta indudable que cualquiera sea el
modo de conocimiento de la Cámara, las normas procesales que de-
berá aplicar son las que trae la ley militar y no el Código de Proce-

. dimientos en Materia Penal de la Capital, al que, además, asigna un
rol supletorio (arlo 445 bis, inc. 9?).

La circunstancia expuesta es la que llevó a la formulación de las
cuestiones de hecho en la forma prescripta por el arlo 379 del C.J.M.,
al que remite el arlo 499, temperamento que objetó la defensa del
Alrntc.- Lambruschini. Sin dejar de' reconocer que el apartamiento
de tales formas -estructuradas en función de un tribunal lego- no
generaría agravio alguno, habida cuenta la calidad letrada de los
miembros de esta Cámara, tampoco se advierte cuál es el que pu-
diera derivar de su observancia.

Trátase, en definitiva, del cumplimiento de la ley de Ja que ni
siquiera hubo de apartarse el Tribunal cuando flexibilizó los proce-
dimientos, porque actuó autorizado por el arlo 144 del Cód. Just.
Militar y en resguardo de un principio de norma jcrárq1!ica superior
(arts. 18 y 31, C.N.). El mismo que hizo que se consintiera, durante
la audiencia de prueba, una intervención de Jos defensores y el Fis-
cal más amplia aún que la prevista en la resolución de fs. 3204
a 3206.

c) .Los criterios en el tratamiento de los casos.

Sobre la base del resultado de la votación de esas cuestiones se
aborda la relación de los hechos y la referenCia a las piezas de con-
vicción correspondientes .

. En tal sentido, se considera útil esclarecer los criterios tenidos
en cuenta:

1. - La comunidad de prueba, en cada caso en que por un
mismo hecho delictuoso la acusación haya adjudicado responsabi-
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dad a más de un procesado, permite un trata!TI-iento también común
de las distintas cuestiones de hecho. Ello tiene como consecuencia
que la relación no responda puntualnlente a las cuestiones, lo que
evita una repetición totalmente innecesaria.

2. - Descartado como quedó que Jos hechos delictuosos respon-
dieran a órdenes emanadas de la Junta Militar o perpetradas con su
asentimiento, la atribución de aquéllos se hará en consideración' al
desempeño de la comandancia en jefe del arma cuya intervenci<m
se prueba en la comisión del injusto.

3. - En los casos en que el hecho imputado sea una privaclOn
de la libertad personal que comienza a consumarse durante la jefa-
tura de un comandante y se continúa en la de quien o ~quienes lo
.suceden, la naturaleza de tal delito determina que la atribución deba
hacerse a cada uno de ellos, a condición de que en su período se
haya verificado la ocurrencia de hechos similares. Ello así dado que
los nuevos hechos deben interpretarse como un lllOdo de manifes-
tarse la renovación del plan delictivo y el mantenimiento querido de
las pr,ivaciones precedentes. Ello en tanto; obvianlente, haya mediado
acusación fiscal.

4. - Como se viera, del catálogo de delitos que el Tribunal con-
sideró integraban el sistema, se han excluido: la sustracción de me.
nares, la extorsión, el secuestro extorsivo, el plagio y la usurpación.
Ello implica la no atribuibilidad de tales ilícitos a quienes fueron
comandantes del arma involucrada en su ejecución.

s. - En los casos en que se probó de modo fehaciente que la
privación de la libertad se produjo por parte de grupos militares o
subordinados a ellos, sin que se identificara su procedencia, ni el
lugar en que fuera mantenido en cautiverio, la atribución del hecho
se formula al conlandante ° comandantes de la fuerza Ejército, a
mérito de la re~ponsabilidad primaria que le cupo a ésta.

6. - La Fiscalía acusó por distintos casos en los que la~ defen-
sas pusieron en duda que la comisión de los hechos que los lllOti-
varan hubieren estado enmarcados en lo que se denOlllinó lucha
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antisubversiva. Así sucede en los casos que se agrupan alrededor de
Ramón Miralles, Juan Claudia Chavanne, entre otros. Al considerar~
se las cuestiones de hecho Nros. 84, 114, 115, 116 Y 117, se explican
los motivos por los que integraron el sistema represivo.

7. - En cuanto a los informes que motivan la acusación por fal~
sedad ideológica, ha de hacerse un distingo entre negativos y men-
daces: cuando la fuerza que lo produjo no intervino en la privación
de la libertad, se lo caracteriza COill0 negativo; de adverso, se lo
reputa mendaz. El distingo estriba en que a falta de prueba sobre la
existencia de la posesión por parte de cada una de las fuerzas de la
infornlación de las acciones de las otras, y afirmada la responsa-
bilidad por comando, no resulta acreditado que cualquier informe
negativo pueda importar una falsedad.

d) Sistema de apreciación de la prueba.

Sobre tal tema se centran los mayores agravios defensistas; de
ellos pasa el Tribunal a hacerse cargo, siguiendo un orden lógico.

Según las defensas de los Almtes. Lambruschini y Massera, el
sistema de apreciación de la prueba estatuido por el Cód. de Justi~
cia Militar, en cuanto consagra el de las íntimas convicciones, no
debe ser aplicado por el Tribun;;tl que, por su carácter técnico, está
obligado a que sus conclusiones sean derivación razonada de la
misma.

Al respecto conviene esclarecer el punto caracterizando al 5is..
tema que adopta dicho código.

El art. 392, párrafo segundo, reza: "Los consejos de guerra pro~
cederán como jurados en la apreciación de la prueba, y como jue~
ces de derecho en la calificación legal de los hechos que declaren
probados en la sentencia, y en la observancia de las reglas proce-
sales",

Por su parte, el art. 401, al ocuparse del contenido que debe
tener la sentencia, en sli ine. 1'?,establece: "La relación de los he-
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chos que han sido votados por el Consejo, refiriendo cada uno de
ellos a las piezas de prueba correspondientes e indicando el número
de las fojas en que éstas se encuentran".

La remisión al procedimiento del jurado genera un equívoco que
conviene despejar.

Es opinión dominante en la doctrina procesal que las caracterís-
ticas del juicio por jurado" ... consisten en eximir al juez de hecho
de la obligación de motivar su conclusión ... " (Hernando Devis
Echandía, "Teoría General de la prueba judicial, Ed. Víctor de Za-
valía, Es. As., 1976,T. 1, pág. 97), de suerte que es en ese "principio
de la íntima convicción, característico del jurado clásico, en el que
reside una de las deficiencias más serias del sisten1a" (Enrique For-
natti, Revista de Derecho Procesal, año X, N? 4, Es. As., Ed. Ediar,
1952, págs. 36/37). Intima convicción que implica de consuno: la
inexistencia de toda norma legal acerca del valor que el juzgador
debe acordar a los elementos de prueba y la ausencia de la obliga-
ción de explicar las razones determinantes de su juicio (conf. Alfredo
Vélez Mariconde, Derecho Procesal Penal, Ed. Lemer, Córdoba, 3~ed.,
T. 1, pág. 354).

Frente a la caracterización que se hace del modo de actuar del
jurado no parece aceptable que el Código de Justicia Militar se ads-
criba a un sistema de la íntima convicción para la apreciación de la'
prueba, en tanto consigna la obligación de referir cada uno, de los
hechos votado$ a las piezas de prueba correspondientes (art. 401,
inc. 1').

Sentado lo expuesto, todo agravio acerca del sistema que para la
apreciación de la prueba disciplina el C.I.M. carece de consistencia,
mucho más ante la adecuada motivación que se dará en.el tratamiento
de los casos.

Como una derivación de la crítica que formula la defensa del
Almte. Lambruschini al sistema de las "íntimas convicciones", acogi-
do en su opinión, por el C.I.M., reclama la aplicación de los arts. 276 y
277 del e.p.M.p., para la meritación de la prueba testimonial, sobre
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la base de dos argumentos: a) cl arl. 392 del C.J.M. manda a proce-
der como jueces de derecho en todo 10 atinente a la aplicación de las
reglas procesales; b) el arl. 7?, inc. 9?, de la ley 23.049, dispone la apli-
cación supletoria dcl C.P.M.P.

Tal postura resulta inaceptable.

El arl. 276 dcl Cód. Procesal Penal consagra las inhabilidades que
pueden apartar a un testigo -absolutas y relativas (vid. D'Albora,
Francisco J., "Curso de Derecho Procesal Penal", Abeledo Perrot, Bs.
As., 1982, T. r, pág. 178)- sea para declarar en un número indetermi-
nado de procesos, fuere para hacerlo en uno determinado. Entre es-
tos últimos figuran causales tales COhlO: la enemistad con el incu).
pado (inc. ~C;»;. el jnterés en el resultado de la causa (inc. 8'?); el ha.
ber sido denunciante, cuando tal hecho los afecte directamente (ioe.
lO?). Por su parte, el art. 486, congruente con tal sistema, instituye
el procedimiento de las tachas cuando concurren tales supuestos de
inhabilidad.

Nada de ello resuJta aplicable a este proceso, gobernado por nor-
mas propias y distin taso

El régimen de las tachas es particular de un sistema de apre.
ciación de 'laprueba denominado de tarifa legal o de la prueba tasada.
al que adhiere el Cód ..Proc. Mal. Penal. Es característica de él "que
la aquilatación de la prueba está predeterminada o anticipada. en la
ley" (D'Albora, 1, 153). de modo que ella "eslima abstractamenle los
elementos de prueba, estableciendo las condiciones formales que ellos
deben reunir para adquirir -la fuerza de plena o semi plena prueba"
(Vélcz Mariconde, Alfredo, 1, 354).

No es este el lugar para ensayar la crítica de ese sistema, pero
baste para descalificarlo, señalar que ha sido abandonado por todas
las legislaciones modernas, al punto que Garraud a título de curio-
sidad arqueológica menciona el Código del Cantón de Valaois (29 de
noviembre de 1848). que sí lo adopta.

Resulta claro, pues, que la aplicación de esas normas del C.P;
M.P~sobre la inhabilidad de testigos, que la defensa pretende con
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carácter supletorio, importa una interpolación indebida que el sis-
tema estatuido por el C.I.M. rechaza, dado que no se trata de llenar
un posible vacío, sino de injertar instituciones que le repugnan.

Toda duda al respecto la despeja la lectura del arto 253 del C.J.M.:
"Puede servir, como testigo toda persona que tenga conocimiento de
los hechos que se investiguen y de sus circunstancias, cualquiera que
sea su estado, sexo, jerarquía o condición". En ningún lado dice este
Código que dadas tales o cuales circunstancias ese testimonio no
valga.

Pero, además, no es casual que en ello guarde total congruencia
con la totalidad de los códigos procesales penales modernos en cuan-
to consagran la regla de que toda persona será capaz de atestiguar,
sin perjuicio de la facultad del juez para valorar el testimonio de
acuerdo con las reglas de la sana crítica.

He ahí una de las reglas procesales que el art. 392 del C.J.M.
manda que Jos consejos de guerra aprecien como jueces de derecho,
o la que trae el arto 254 que también consagra la libertad de aprecia-
ción del testimonio.

e) Acerca de los medios de prueba.

1. - La finalidad de la labor probatoria ~s poner en claro si de-
terminado suceso (o situación) se ha producido realmente o, en su
caso, si se ha producido en una forma determinada (conf. Erich Düh-
ring, "La prueba, su práctica y apreciaciones", Ed. Ejea, Bs. As.,
1972, pág. 12).

Su objeto son hechos de cuya existencia el legislador ha deriva-
do ,una consecuencia.

Para lograr ese conocin1iento cuéntase con las fuentes de prue-
ba que son los hechos percibidos por el juez y que le sirven para
la deducción del hecho que se va a probar (conf. Carnelutti: "La prue-
ba civil", Bs. As., Drayú, 1955, Nros. 19 y 20, pág. 89 Y sig.; Bentham:
"Tratado de las Pruebas Judiciales", Ed. Ejea, Bs. As., 1959, T. n,
cap. VI, pág. 276 Y cap. XV, pág. 323), a través de los modos acep-
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tados por cada ley procesal (medios). A e1ios se refiere la ley militar
en el Libro 11, tí!. III).

Desde que comenzó a suslanciarse este proceso, el Consejo Su-
premo de las FF.AA., primero, y tras su avocamiento, esta Cámara,
dispusieron producción de abundan'te prueba informativa y docu-
mental.

Así pudo incorporarse gran cantidad de expedientes por priva~
ciones ilegítimas de la libertad que habían tramitado, o eslaban en
curso, tanto en Capital Federal como en las distintas provincias; ex-
pedientes de hábcas corpus deducidos en el período en examen, y
una variadísima gama de informes referentes al objeto de ]a inves-
tigación. Toda esa, atento su naturaleza y consistencia, fue prueba
útil, pertinente y conducente al esclarecimiento de la verdad.

Pero además, y con motivo y oportunidad de la actividad proba-
toria que generosamente se concedió a las parles, el Fiscal ofreció no
sólo la que oficiosamente se había producido, sino que impetró la
suya, de cuño documental, informativa y testifical.

Acerca de la facultad por parle del Tribunal de basar su decisión
de mérito en aquellas probanzas incorporadas de oficio, en la etapa
preliminar'o aún durante el plenario, nada hay que 10 imposibilite.

En este sentido señala CIaría Olmedo, refiriéndose al procedi-
miento penal militar: "la investigación instIuctoria tiene el valor de
definitiva con respecto a la sentencia. En efecto, en la oportunidad
del pronunciamiento de ésta es posible valorar directamente las prue-
bas recogidas por el juez de Instrucción, sin perjuicio de las recibi-
das durante el juicio" (Derecho Procesai Penal, pág. 479). Tal aserto
resulla lógica consecuencia de la facultad que otorga el art. 358, C:J.M.

2. - Acerca del valor probatorio de las constancias obran tes en
los ya referidos expedientes, media un expreso cuestionamiento for-
mulado por la defensa del Brigadier General Agosti. Su objeción pro-
viene de la circunstancia de que se vaya a conce~er significación de
prueba testimonial, rendida como si fuera en la audiencia, a 10 que
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no es más que prueba documental: testimonios prestados en otra
parte, recogidos en un acta cuyo valor documental no discute. Esas
declaraciones, pyestadas por testigos en procesos diversos, sin con-
trol de su parte, no le pueden ser opuestos.

La objeción es seria, pero en modo alguno ha de dar lugar a
agravios. Ya esta Cámara tuvo ocasión de pronunciarse a este respec-
to en la providencia obrante a fs. 3233/vta.; a ella cumple remitirse.

Sin embargo, conviene efectuar algunas consideraciones adicio-
nales.

En primer lugar, las defensas, en todo momento, a partir del
avocamiento de la Cámara, tuvjeron acceso al proceso y a la tota-
lidad de los expedientes judiciales y demás documentación ,que se
fue incorporando. Ello supuso la 'posibilidad cierta de que se ofre~
ciera, en la oportunidad concedida, toda la pr;ueba que se considerara
útil y pertinente tendiente a su cuestionamiento. Ello implicó el que
estuvieran en condiciones de llamar 'a declarar a los testigos que lo
hubiesen hecho en tales actuaciones; que se efectuaran peritaciones o
que se neutralizara el eventual valor cargoso de tales elementos, de
cualquier otro modo.

Se fijó un régimen para la preclusividad de la prueba de tal laxi-
tud (ver resolución de fs 3136) que permitió que las defensas pudie-
ran hacer ofrecimientos vencido el período acordado para ello, bajo
condiciones generosas.

Por último, cabe aventar un equívoco. Todo ese material docu-
mental constituye para el Tribunal una fuente de prueba, en el sen-
tido explicado, útil para lk deducción de los hechos que se van a
probar, incorporado por un medio legal que el C.J.M. disdplina
(arts. 305 a 308). Es prueba incorporada por el Tribunal en forma
legítima. a méritos de sus poderes inquisitivos. El valor de ella no
está predeterminado por la ley; sobre tal base y la aportada por la
actividad de las defensas y el Fiscal, se hará un estudio crítico de
c~mjunto, conforme los principios de la sana crítica, la lógica y la
sicología judicial.
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f) El valor de lo actuado por la Comisión NaciOlwl sobre
desaparición de personas.

En íntima conexión con lo que se viene de ver, cuéntase con el
informe elaborado por la CONADEP y las constancias obtenidas so-
bre la base de las referencias brindadas por las víctimas de la repre-
sión. Con relación a cada una de ellas se formaron legajos cuya in-
corporación --en forma parcial- solicitó la acusación.

Dicho organismo fue creado por decreto dcl Poder Ejecutivo Na~
ciona!, de fecha 15/12/83 y lleva el N? 187 (B.O., 19/12/83). Su objeto,
precisamente delimitado por el art. 1':', fue esclarecer los .hechos rela-
cionados con la desaparición de personas ocurridos en el país.

Por el o~'igen de su creación, los fines que se le asignaron y su
patrimonio (art. 9?), constituyó un ente de carácter público (art. 33
del C. Civil).

Sus miembros designados por un acto oficial revistieron la cali-
dad de funcionarios públicos (art. 59), Y las actuaciones labradas por
ellos constituyen instrumentos de igual carácter (art. 979, inc. 2':',
C. Civil).

Las denuncias que tales funcionarios recogieron de las víctimas
-de acuerdo a las facultades expresas concedidas (art. 29, inc. a)-
en modo alguno revisten el carácter de una prueba testimonial, cuyo
modo de producción hállase disciplinado en la ley militar. De ahí que
resulte ocioso cuestionar su falla de juramento.

Empero, tal verificación en modo alguno supone que carezcan
de algún valor probatorio, ni que la ley vede su consideración a tales
fines. Introducida a través de un medio apto (arts. 201, 202, 305 Y
sigtes., C.J.M.), su mayor o menor fuerza convictiva, su utilidad para
crear un estado de certeza en el juzgador, dependcl:á de una deli-
cada operación valorativa en la que tales elementos se insertarán
en una constelación de variado origen y naturaleza.
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Por lo demás) bueno es destacar que el Tr,ibunál en ningún caso
ha de dar por probado un hecho sobre la base exclusiva de prueba
proveniente de la CONADEP.

Tampoco resulta atendible el argumento que finca la descaIifi~
cación del valor del material recogido por dicha Comisión en la ca-
rencia de facultades para actuar como autoridad de prevención. Pa-
rece una obviedad que no es condición para la' admisibilidad de una
prueba que su colección haya estado exclusivamente -en manos de
una autoridad preventora. Tal ~riterio conduciría al absurdo de des.
cartar todo aquel material que no tuviere ese origen, con lo que la
actividad probatoria de las partes -y de eso se trata en el punto-
carecería de sentido.

Pretender ensombrecer la actividad cumplida por la CONADEP
sobre la base de alguna afirmación maledicente o de l~ imputación)
hasta ahora indemostrada, de tres personas sospechosamente muda~
dizas -Néstor Cendón, Sergio Gabriel González y Iulio Alberto Em-
med~ supone querer desnaturalizar la regla en virtud de la excep-
ción; también desconocer groseramente la solvencia moral e inte.
lectual de los miembros de la CONADEP, abonada por su trayecto-
ria pública.

g) Objeción a las declaraciones recogidas vía exhorto diplomático.

Se ha objetador igualmente, la recepción de declaraciones tes ti- .
moniales que el Tribunal dispusiera a través de exhortos diplomáti-
cos, por. considerarse que tal medio de adquisición lesiona la garan~
tía de la defensa en juicio al verse éstos imposibilitados de su con.
\ tralor. La objeción no parece aceptable.

El arto 256 del C.I.M. autoriza dicho procedimiento; nada impe-
día que las defensas efectuaran el contralor: de tal prueba, ya sea
constituyéndose en el lugar de recepción o bien encomendando la
diligencia.

h) El cuestionamiento de la prueba testimonial, en general.

Ya se ha visto que para la ley militar toda persona que tenga
conocimiento de los hechos puede ser testigo (art. 250, C.I.M.). No
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se consagran y'estricciones de ninguna índole, de mane.ra que no se
advierte que pueda existir otra limitación que la proveniente de la im-
putabilidad penal, a mérito de la exigencia del juramento (arts. 263
y 266 del C.I.M.).

Con ello el texto normativo, bien que con alguna mayor ampli-
tud, sigue los lineamientos de la mayoría de las leyes de procedi-
mientos que abandonan la mención de las inhabilidades relativas, al
par que consagran la regla de la sana crítica para la valoración del
testimonio (Códigos de Salta, art. 245; Catamarca, 209; Méndoza,
245; La Rioja, 2~0; Córdoba, 257; La Pampa, 225; Código Tipo (1965),
art. 225, criterio este último que también consagra el Cód. Proc. de
la Capital (art. 305), pese a su adherencia al sistema de la prueba
tasada.

Sana crítica y apreciación razonada o libre apreciación razo-
nada, significan lo mismo: libertad para apreciar las pruebas de
acuerdo con la l¿gica y las reglas de la experiencia que, según el
criterio personal del juez, sean aplicables al caso. En este punto
existe una unidad de concepto (conf. Devis Echandía, op. cit.} T. I,
pág. 99).

En este proceso el valor de la prueba testimonial adquiere un
valor singular; la naturaleza de los hechos investigados así lo de-
termina.

Es, tal vez, por ello que la totalidad de las defensas la cuestio~
nan con argumentos que pueden sintetizarse del siguiente modo: la.
mayoría de los declarantes resultan alcanzados por las generales de
la ley (son vÍCtimas.o parientes); son parciales y mendaces dado el
compromiso ideológico con el flbando vencido"; mienten acerca de
su militancia política; individualizan sospechosamente a personas que
no conocían hasta ese momento; pormenorizan detalles minúsculos
tras varios años de distancia y pese a haber estado encapuchados;
la cantidad de coincidencias arroja serias dudas; las contradicciones
también; media entre ellos una suerte de espíritu de secta; tomaban
contacto ,entre sí antes de declarar y previamente pasaban por la Fis-
calía para que se los asesorase; en la mayoría de los casos repetían
su declaración anterior ante CONADEP, "a la letra".
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Esas objeciones merecen desecharse.
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La inmediación en la recepción de los testimonios, posibilitada
por la oralidad, y la magnitud, coincidencia y seriedad del resto del
material probatorio acopiado, favorece el examen crítico que el Tri~
bunal ha efectuado sobre aquéllos, guiado por las siguientes pautas:

1?) La declaración testimonial es un medio de prueba que se
privilegia frente a modos particulares de ejecución en los que deli-
beradamente se borran las huellas, o bien se trata de delitos que no
dejen rastros de su perpetración, o se cometen al amparo de la pri~
vacidad. En tales supuestos a los testigos se los llama necesarios.

En la especie, 'la manera clandestina en que se encaró la repre-
sión, la deliberada destrucción de documentos y de huellas, el anoniR
mato en que procuraron escudarse sus autores, avala el aserto.

No debe extrañar, entonces, que la mayoría de quienes actua~
ron como órganos de prueba revistan la calidad de parientes o de
víctimas. Son testigos necesarios.

2<:)El valor suasorio de esos relatos estriba en el juicio de pro.
babilidad acerca de la efectiva ocurrencia de los hechos que narran.,

Es un hecho notorio ....:...tantocomo la existencia del terrorismo-
que en el período que comprenden los hechos imputados desapare-
CÍan personas; existían lugares clandestinos de detención dependien-
tes de las Fuerzas Armadas; personal uniformado efectuaba perma-
nentes "procedimientos" de detención, allanamientos y requisas, sin
que luego se tuviera noticia acerca de la suerte corrida por los
afectados.

Al decir de Eugenio Florián: " ... Notorio es el hecho que lo
conoce la mayor parte de un pueblo, de una clase, de una categoría.
de un CÍrculo de personas, y por ello en nuestro caso parece que es
suficiente el concepto y que resulta inadecuada una definición, que
tal vez nunca llegaría a reflejar en sus infinitos il1atices, casi inasi.
bies, el complicado fenómeno de la sicología colectiva ... " (De las
Pruebas Penales, Ed. Temis, Bogotá, 1976, T. 1, pág. 136).
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No obstante tal caracterización del fenómeno que se viene de
describir, conviene despejar todo equívoco acerca de la posible exo-
neración de la prueba; la circunst':i0cia de que la ocurrencia de los
hechos se halle controvertida en el proceso es condición necesaria y
suficiente para que se demande su prueba.

En este proceso, con total prescindencia de la testimonial, la
prueba es imponente, Basta remitirse al Capítulo XVIII de esta sen-
tencia en que se reseña la cantidad de expedientes iniciados por de-
nuncias de ese tenor en todo el país. para sentirse dispensado de un
mayor abundamiento.

Sin embargo, por la autoridad de que gozan y por su insospe-
chable fuente, resulta esclarecedor transcribir parte de algunos do-
cumentos de la Conferen.cia Episcopal sobre este punto:

" ... los Obispos recibimos con frecuencia últimamente doloridas
quejas de familiares de personas desaparecidas, secuestradas o tam-
bién detenidas" (Carta al Ministro del Interior, 14-VI-76),

••... Todos los días la crónica periodística nos trae la Íloticia de
muchas otras muertes sobre las cuales el tiempo pasa y nunca se
sabe cómo ocurrieron, quién o quiénes son los responsables ... Nos
preguntamos: ... ¿Qué fuerzas tan poderosas son las que con toda
impunidad y con todo anonimato pueden obrar a su arbitrio en
medio de nuestra sociedad'? También surge la pregunta: ¿Qué ga-
rantía, qué derecho le queda al ciudadano común ... ?" (Carta a ]a
Junta Militar, 7-7-76),

" ... El problema de los derechos humanos: se reciben contÍnuos
pedidos por presos o secuestrados; se habla de personas con pro-
blemas de ,conciencia porque han debido intervenir en tortur~s; la
ignorancia sobre el destino ele las personas; la vehemente sospecha
de que a veces se actúa por simple denuncia anónima" (Reunión de
la Comisión Ejecutiva de la C.EA eon la Junta Militar, 15-9-76),

"El 3 de diciembre de 1976, en audiencia al Presidente de la
República, Gral. Vidcla, se manifest6, entre otras cosaSi preocu-
pación por las desaparic~ones que son denunciadas".
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Referente a las inquietudes que desde todas partes llegan a los
Obispos desde tiempo atrás, "Ellas se refieren a la situación de no
pocos conciudadanos a quienes el reclamo de sus patientes y amigos
presenta como secuestrados y desaparecidos, por la acción de gru~
pos de wrsonas que dicen ser de las FF.AA. o policiales y obran
en su nombre, sin que sea posible, en la gran mayoría de los casos,
ni a aquellos sus deudos, ni a las autoridades eclesiásticas que tan-
tas veces han intervenido, lograr siquiera una información a su
respecto" (Carta a la Junta Militar, 17-3-77).

" ... Lejos estábamos entonces de sospechar el cuadro que des-
pués "Senos ha hecho dolorosamente familiar: miles de denuncias
de desapariciones de personas, de las que, en la mayoría ~e los ca~
sos, se carece posteriormente de toda noticia" (Pru- memoria, a
la Junta Militar, 26-11-77).

j< • •• Por lo demás no nos encontramos solos en ese pedido.
Hermanos de la fe, en todo el mundo, nos hacen llegar cada día
su dolorosa preocupación por la f.alta de justicia en los procedi-
mientos, y finalmente el Santo Padre, por l~ autoridad de su mi-
sión de pastor universaL .. nos urge solicitar de V.E.... una deci-
dida acción para que cada familia argentina que se encuentre en
la aludida situación, sepa qué ha sido de su integrante desapare-
cido, con claridad y justicia" -CCartaal Presidente de la República,
Gral. Videla, 14-3-78).

" . .. El 7 de junio de 1979 en reumon de representantes de
la Conferencia Episcopal Argentina con representantes de las Fuer-
zas Armadas se presentó aún otra vez el-problema de los desapare-
cidos y el deber irrenunciable de la Iglesia de defender la dignidad
de la persona humana, y se reclamó por nuevos casos que habían
aparecido en los diarios de la fecha; y se hizo ver lo inadmisible,
desde la moral, del método de represión" (Reunión de representan-
tes de la C.E.A. con representantes de la Junta Militar, 7-VI-79).

" ... Además se aclaró que la Iglesia no puede dejar de insistir
en la divinidad de la persona humana con todas sus consecuencias,
siguiendo el Magisterio de la Iglesia. En tal sentido se subrayó
la inaceptabilidad de expresiones como la oída últimamente que
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'la victoria justifica 10 actuado'" (Reunión de varios Obispos con
el Presidente de la República, Gral. Videla, 2S-VI-SO).

". .. También se debe discernir entre la justificación de la lu-
cha contra la guerrilla y la de los métodos empleados en esa lucha.
La represión ilegítima también enlutó a la Patria; si bien en caso de
emergencia pueden verse restringidos los derechos humanos, éstos
jamás caducan y es misión de la autoridad, reconociendo el fun-
damento de todo derecho, no escatimar esfuerzos para c1evoh;er-
les la plena vigencia... (Problemas que afectan a .la recoñcilia-
ción). Y de un nlodo, especial, la situación angustiosa de los fami-
liares de los desaparecidos, de la cual ya nos hicimos eco desde
nuestro documento de mayo- de 1977, Y cuya preocupación hoy
reiteramos; así como también el problema de los que siguen de-
tenidos sin proceso b después de haber cumplido sus condenas, a
disposición indefinida. del Poder Ejecutivo Nacional. Esta mención
no significa que olvidemos el dolor de las víctimas del ter.roris~
mo y la subversión. A ellos llegue también nuestra palabra de con-
suelo y comprensión" (Reunión del Presidente de la C.EA con el
Presidente de la República Gral. Viola, S-V-SI).

". .. Dicha 'Comisión, cumpliendo con uno de sus deberes pas-
torales '~uscultar la vida del país', ha querido acudir a Vuestra
Excelencia, como las autoridades de la Iglesia ,10 han hecho sea
con los anteriores Presidentes de la República, sea con la Junta
.M.ilitar, para presentar uno de los problemas más aCl.:1ciantes que
preocupan, a nuestro ver, la sociedad argentina en el momento ac-
tual: la situación de muchas familias que tienen un int,egrante 'dc~
saparccido', cs decir, al parecer detcnido por fuerzas militares o
policiales y de quien nunca más se han tenido noticias, y la .situa-
ción de no pocos detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Na-
cional, a veces durante largos años, sin que se le substancie pro-
ceso" (Carta de la Comisión Permanente de la e.E.A. al Presidente
de la República Gral. Bignone, 20-VIII-82).

Las transcripciones precedentes son por demás elocuentes; tan-
to como las referencias bricdadas por Monseñor Emilio Teodoro
Grasselli ante este Tribunal.
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Según lo c~en1a, supo de la existencia de personas alojadas en
la Escuela de Mecánica de la Armada. Por encargo del entonces
Vicario Castrense, Monseñor Tortolo, desde principios de 1976 ce>-
menzó a recibir a familiares. de personas desaparecidas, consig~
nando en un fichero personal los datos de las vÍCtimas. Así pudo
acumular unas 2.500 fichas. Mas de su testimonio, rico en referen-
cias, merece rescatarse la respuesta que diera a una pregunta cur-
sada por el Fiscal:

" ... Usted Señor Presidenfe está recibiendo testimonios en este
recinto de hechos ocurridos ocho años atrás; lo que ustedes escucha-
ron yo lo escuchaba a las pocas horas, pocos días y le aseguro que
en esto no puede haber ninguna clase de teatro".

La probabilidad de que los hechos que narran los testigo~ haya
ocurrido, es alta.

3.- Es sobremanera importante para determinar el grado de
veracidad de los testigos la existencia de prueba pre-constituída que
sirva para corroborar sus referencias. Ella puede ser general -se
la viene de invocar y evocar- o también específica.

A partir del año 1976, muchas personas, durante ¡llucho tiem-
po, hicieron denuncias policiales y judiciales, y presentaron acciones
de hábeas corpus en los tribunales de todo el país. Parte de ese ma-
terial obra en el juicio y con relación a los casos que merecerán tra-
tamiento, resulta de interés hacer algunos señalan1ientos estadísticos.

-De los casos tratados eh la audiencia y respecto de los que
declararon testigos, existen 182 en que oportunamente se había de-
ducido un hábeas corpus o existía una denuncia. Con relación a
esos 182" casos, depusieron, en la audiencia de prueba, 285 testigos;
de ellos, 60 también lo habían hecho en los hábeas corpus.

Lo .llamativo de esta referencia numérica reside en lo sigi.tiente:
de las 285 personas mencionadas, 278 han dado en la audiencia un
relato totalmente coincidente con lo que declararon otras personas
o ellos mismos, varios años antes, en el lexpediente de hábeas cor-
pus o de privación ilegítima de libertad. Vale decir que en el 97,5%
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de estos supuestos, los testigos resultaron coincidentes, mientras
.que tan sólo un 2,5% incurrió en una diferencia (7 personas). E
idéntica es la verificación respecto de los 60 testigos restantes, si
se aprecia que 56 concuerdan con las referencias que arrojan los
hábeas corpus (93,33%).

~
4. - Resulta igualmente un indicio de verdad que entre los dis-

tintos testigos que declararon por hechos pertenecientes a lugares
diferentes del país, haya coincidencias esenciales: se los privó de
su libertad mediante la irrupción de un grupo armado en su casa,
en altas horas de la noche; se lo encapuchó o "tabicó", se lo tras~adó
tirado en el piso de un vehículo, se lo alojó en una dependencia de
características militares, se lo torturó, compartió su cautiverio con
otros y demas circunstancias, que las reiteradas relevaciones en el
juicio tornaron comunes.

5<:,- En relación a lo expuesto en el punto 3. han de tenerse en
cuenta las coincidencias de las víctimas que estuvieron privadas de
su libertad en un mismo centro de detención, 10 que permitió la re.
construcción de los detalles, ya de las condiciones del alojamiento,
bien de la identidad de los cautivos.

Volviendo a los datos estadísticos referentes a los distintos cen~
tras de detención, resulta más que útil la información computari~
zada:

a) Con relación a la Escuela de Mecánica de la Armada surge lo
siguiente: de los casos tratados en la audiencia -en los que se pro.
bó el alojamiento en ESMA- y respecto de los que declararon tes-
tigos, existen 30 en que anteriormente se había presentado un, há-
beas corpus o existía una denuncia. Con relación a esos}O casos
depusieron sobre la circunstancia de la detenCión 31 testigos, cuya
totalidad coincide con lo declarado anteriormente por ellos o por
otros testigos .. Vale la pena discriminar la calidad de tales órganos
de prueba:

Víctimas: 10 (32,26%)

Parientes: 8 (25,8%)

Terceros: 13 (41,94%)
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De las cifras transcriptas, fácil resulta colegir .que la mayor parte
de los testimonios de cargo provienen de terceras personas, las que
ascienden al 41,94% del total.

b) Un señalamiento parecido cabe hacer respecto del centro
clandestino de detellción denominado "El Vesubio"; de los casos en
que probó el cautiverio en dicho centro y con relación a los que.
declararan testigos en la audiencia, en 25 casos se presentaron há-
beas corpus o se iniciaron procesos penales.

Los testigos que depusieron sobre las circunstancias de las pri-
vaciones ilegales de la libertad ascienden a 31; discriminados del
siguiente modo:

Víctimas: 15 (48,39%)
Parientes: 8 (25,80%)
Terceros: 8 (25,80%)

Conviene puntualizar que esos 31. testigos concuerdan con lo
declarado por ellos o por otros, ante otro Tribunal (100%).

c) Respecto de los centros de detención "Atlético -Banco-
Olimpo", la misma compulsa arroja los siguientes datos.

En 23 ca-sos se han presentado hábeas corpus y otras causa~
y por ellos han declarado 32 testigos en la audiencia, sobre las cir-
cunstancias de las privaciones de la libertad, discriminados del si-
guiente modo:

Víctimas: 12 (37,5%)
Parientes: 12 (37,5%)
Terceros: 8 (25%)

Número de testigos cuyas declaraclOnes en la audiencia concuer-
dan con lo declarado por ellos o por otros ante otro Tribunal: 32
(100%).

Número de testigos que declararon en la audien'cia y que ya lo
habían hecho ante otro Tril;mnal: 3.
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d) En cuanto a los cómputos relativos a ':La Perla. La Ribera'.',
se establece:

•
En 11 casos se han presentado hábeas corpus u otras causas, y

por ellos han declarado 13 testigos en la audiencia sobre las circuns-
tancias de las privaciones ilegales de libertad, discriminados del
siguiente modo:

Parientes: 9 (69,23%)
Terceros: 4 (30,77%)

/
Número de testigos cuyas declaraciones en la audiencia con-

cuerdan con lo declarado por ellos o por otros ante otro Tribunal:
13 (100 %).

Números de testigos que declararon en la audiencia y que ya
Jo habían hecho con anterioridad ante otro Tribunal: S.

e) En 10 que atañe a centros dependientes de la Policía de la
Provjncia de Buenps Aires, caben estas precisiones:-

En 56 casos se han presentado hábeas corpus u otras causas y
por ellos han declarado 22 testigos en la audiencia sobre las cir-
cunstancias de las privaciones ilegales de libertad, discriminados
del siguiente modo:

Víctimas: 7 (15,22%)
Parientes: 19 (41,3%)
Terceros: 20 (43,48%),

Número de testigos cuyas declaraciones en la audiencia concuer-
dan con Jo de,larado por ellos o por otros, ante otro Tribunal: 46
(100%).

Número de testigos que declararon en la audienci.a y que ya lo
habían hecho con anterioridad ante otro Tribunal: 9.

I6. - Por fin, debe concederse que .la existencia de testimonios
de personas que fueron objeto de la represión y acerca. dé cuyo conl-
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promiso ideológico con la subversión no cabe abdgai' la menor duda
-tal el caso de la familia' Miralles, la familia' Chavanne, el Dr.. Agui.
rre Saravia, entre muchos":"'-totalmente convergentes con los demás
testigos, conceden a tal prueba un estimable grado de seriedad.

Sentado lo expuesto, cabe concluir que los cuestionamientos ge-
nerales traídos por las defensas, con el propósito de deslucir el valor
convictivo de esas pr.obanzas, no pueden prosperar.

En las cqndiciones vistas, no es posible descreer de los rela-
tos, ni atribuir las naturales coincidencias a,.una confabulación de
conjurados. Menos aún resentir su eficacia .por la circunstancia de
que tomaron contacto con la Fiscalía, antes de s~ deposición, cosa
corrient,e en quien debe asumir la carga de la prueba. Por lo de-
más, pudieron las defensas interrogar con libertad y cerciorarse
de tal suerte de la fidelidad de los testigos.

7. - De entre los múltiples testimonios recogidos una buena
cantidad suministra detalles respecto de la suerte ~orrida por com~
pañeros de cautiverio que) por la significativa coincidencia de de-
talles, puede abrigarse la íntima convicción de que fueron ejecu-
tados. Sin embargo, el Tribunal en ningún caso -como ya lo con-
signara- .ha dado. por probado un homicidio sin que el cadáver
fuera hallado.

Hechas estas consideraciones, cabe adentrarse, de seguido, al
tratamiento de los casos.

CUARTO

Los casos: hechos que los integran.

CASO N9 1: CALVODE LABORDE, ADRIANA

Está probado que el día 4 de febrero de 1977, a las 12 hs.
aproximadamente, Adriana Calvo de Laborde fue privada de su li.,
bertad en su domiéilio sito en la calle 528 Nro. 1155 de la localidad
bonaerense de Tolosa.
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Así se desprende de las propias declaraciones de la víctima,
rle los testimonios de María Elena Camino de González Litardo,
vecina de aquélla, quien manifestó haber presenciado cómo era
conducida esposada por personas armadas, de Jos dichos de Eduar~
do Gonzálcz Litardo, esposo de la última en tanto se produjo en
términos similares.

La modalidad del procedimiento de detención, su duración, la
certeza del personal intervinienLe de que su accionar no seria in-
tcrferído por la intervención de alguna autoridad pública, el uso
de armas, demuestran a las claras que dichas personas pertene.
cían a ~lguna fuerza armada o de seguridad y teniendo en cucn ta
el sitio en que se la mantuvo en cautiverio -aspecto éste al que
se referirá más adelante- permite aseverar que los mismos de~
pendían de la fuerza Ejército.

También resulta suficientemente acreditado que durante su de-
tención se ~icieron gestiones ante diversas autoridades, en procura
de la averiguación de su paradero y libertad.

Así resulta del análisis de la declaración testimonial de María
Inés Laborde de Fernández y de Julio C. Calvo, como asimismo
que con motivo de una solicitud judicial, la autoridad requerida
contestó negativamente.

Ello queda comprobado con la información glosada a fs. 3 del
.expediente caratulado "Calvo de Laborde, Adriana s/Recurso de
Hábeas Corpus" en la que la Policía de ]a Provincia de Buenos Aires
contesta a la requisitoria judicial, el día 8 de febrcro de 1977, que
]a beneficiaria de la acción no se encuentra detenida en esa repar-
tición.

Quedó comprobado que a Adriana Calvo de Laborde se la man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Investigacio-
ncs de la Ciudad de La Plata, en el Dcstacamento Policial de Arana,
en la Comisaría Sta. de La Plata y por último en la Brigada dc Inves-
tigaciones dc Banfield, lugares todos de la Policía de la Provincia
de Buenos Aires, que dependía del Primer Cuerpo de Ejército.
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Así' resulta de .los pormenorizados relatos de ella, de .las decla~
raciones de sus compañeros de encierro, el bioquímico Mario Fe.
liz, de su propio cónyuge, cl Dr. en Química Miguel A. Laborde, de
la profesora Cal'acoche de Gatica y del licenciado en Química Car-
los De Francesco.

También está probado que durante todo ese tiempo o parte de
él, se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojañliento.

Así se deriva del cotejo de sus propias declaraciones aportadas
ante el Tribunal, que encuentran corroborac.ión en las coincidentes
de personas con quiehes compartió su cautiverio, tales como los
dichos de Caracoche de Gat.ica, quien se produce en términos si.
milares sobre las condiciones en que diera a .Iuz a su hija. ,

Adriana Calvo de Labol'de fue liberada el día 28 de abril de
1977.

Cuéntase en tal sentido con sus propios dichos, y con lo ex.
presado por su cónyuge Miguel Angel Laborde, y lo testimoniado
por Mario' Feliz.

Por último, queda demostrado que el .hecho que damnificó a
Adriana Calvo de Laborde obedeció al proceder descripto en la
cuestión de hecho NI? 146 a cuyas consideraciones se remite.

CASO N? 2: LABORDE MIGUEL ANGEL

Está probado quc el día 4 de febrero de 1977, Miguel Angel La-
borde fue privado de su libertad en las proximidades de su domi-.
eí.lio sito en la calle 528 N? ))55 de la localidad de Tolosa, Provincia
de Buenos Aires, por personas armadas.

Ello surge de .sus propias declaraciones, en el sentido de que al
abandonar "por los fondos" la casa de un vecino y recorrer un corto
trecho es aprehendido por vados hombres armados, concorctantes
con el testimonio de María Elena .Camino de González Litardo quien
además de presenciar la detención de Adriana Calvo afirma, que unas \
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personas armadas preguntaron por el esposo. de Adriana Calvo de
Laborde (ver caso anterior). En el mismo sentido testifiea Eduardo
González Litardo quien narra lo acontecido en términos similares.

Además, han de mencionarse los dichos de Mario Feliz, bioquí-
mico, quien afirma haber visto en cautiverio a Labordc, a quien cono-
cía por intermedio de la esposa de éste, aíladiendo que ambos h~bían
sido aprehendidos el mismo día, es decir, el 4 de febrero de 1977.

También se ha acreditado que durante su detención se hicieron
gestiones ante autoridades en procura de la averiguación de su pa-
radero y posterior libertad.

Ello surge de la declaración testimonial de María Inés Laborde
de Fernández, médica, hermana de la víctima, quien refiere tanto
el haber comenzado dichas gestiones en la Ciudad .de La Plata con
la denuncia policial por su desaparición (ver prueba informativa),
como la presentación de una acción de" hábeas corpu.'5 en favor del
matrimonio Laborde (ver prueba informativa N? 2).

Obran además al respecto. el testimonio de Julio César Calvo,
cuñado de la víctima quien narra las presentaciones cfectuadas ante
el Ministerio del Interior, y diversas gestiones extraoficiales realiza-
das en su condición de periodista.

Con motivo de la solicitud judicial en las actuaciones citadas,
la autoridad requerida contestó negativamente, lo que se encuentra
acreditado con la información incorporada a fs. 3 del expediente.
N? 125.400 caratulado "Laborde, Migue! A. s/Recurso de Hábeas Cor-
pus" en la que la Policia de la Provincia de Buenos Aires contesta
la requisitoria judicial e! día 8 de febrero de 1977 haciendo saber
que el beneficiario de la acción no se encuentra detenido en el ám-
hito de esa Repartición.

Está probado que a Miguel Angel Laborde se lo mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en el Destacamcnto Policial de Arana y
en la Comisaría Sta. de La Plata.

Tal es lo que surge de los propios dichos de la víctima quien
expresa que si bien en un principio. no pudo determinar el sitio en
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el que estuvo, sobre la base de las gestiones realizadas ante la.
C,?NADEP, asevera que puede tratarse del lugar conocido como
Arana. De lo narrado por Mario Feliz, quien había sido compañero
de estudios de Laborde, al referir que el día 4 de febrero (ver
cuestión de hecho N? 1), lo vio en cautiverio en un sitio que luego
supo se denominaba "Campo de Arana".

Además, se cuenta con lo expresado por Fernando Eustaquio
Adamov, quien luego de narrar los procedimientos de su deten-
ción, dice haber. visto en la misma situación a Laborde en un lu~
gar, que luego supo por los dichos de un policía también en cau-
tiverio, se trataba de la Comisaría 5ta., lo que confirma por los
planos de ese sitio que confeccionó la CONADEP.

Obran aden1ás a este respecto, las decl~raciones del Lice11-ciado
en Química Carlos Alberto De Francesco, quien conoCÍa a Laborde
desde mucho tiempo antes, pues compartían habitación en la época
en que ambos eran estudiantes y habían realizado un viaje a Chile
en 1970, -hecho este que .fue motivo de especial interrogatorio-,
ver además declaración de Adriana Calvo de Laborde. En ella in-
dica a la Comisaría Sta., dando razón de sus dichos, como el sitio
donde compartió cautiverio con Laborde.

Lo expuesto hasta aquí demuestra que en este hechá-aétüó
un grupo de personas que dependía operacionalmente del Primer
Cuerpo de Ejército.

Durante ese tiempo se le impusieron condiciones inhumanas
de vida.

Tal es lo que surge de las declaraciones de la víctima, quien
narra diversas circunstancias que pueden calificarse como tales;
el esporádico suministro de alimentos, "estuvieron cuatro días sin
comer", al menos durante parte de su encierro, las condiciones en
que debían dormir por la cantidad de personas ubicadas dentro
del recinto,' la falta de medios de higiene "a veces se vieron obli-
gados a hacer sus necesidades encima". Todo ello corroborado con.
los coincidentes relatos de De Francesco, en cuanto a las consecuen-
cias físicas de su cautiverio.
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Está probado que Migue! Angel Laborde fue liberado el 27 de
abril de 1977.

Tal conclusión surge de su propia narración, concordante con
la de Mario Feliz en cuanto a que fueroñ cuatro personas las libe-
radas ese día coincidente con los dichos de una de ellas, De Fran-
cesco, a lo que deben agregarse los dichos de Eduardo González
Litardo, ya señalado con anterioridad, quien refiere que luego de
"dos meses y pico" del 4 de febrero de 1977 fecha de la aprehen-
sión, volvió a ver al matrimonio Laborde en libertad.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Mi-
guel Angel Laborde fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 3: CARACOCHE DE GATlCA, ANA MARIA
"

Está probado que la profesora Ana María Caracoche de Gatiea,
el día 19 de abril de 1977 fue privada de su libertad en e! domi-
cilio de Roberto Amerise, sito en la calle Asunción 252 de Bcrisso,
Provincia de Buenos Aires, por personas armadas, que dependían
operacional mente del Ejército Argentino.

Ello surge de las propias declaraciones de Cara coche de Gati- .
ca vcrtidas en la au~iiencia en términos' coincidentes con los de su
denuncia de fs. 5 vta. de la causa N? 124.963 "PORTESI,. Juan An-
tonio s/denuncia", del Juzgado el? lo Penal N~ 3 de La Plata, a cargo
del Dr. Pablo A. Peralta Calvo.

La nombrada relató las circunstancias en que un grupo de
personas armadas vestidas de civil, pero con determinadas carac-
terísticas usuales en los uniformes militares -boinas negras y
borceguíes- penetraron en el domicilio de Roberto Amerisc y se
llevaron a ambos en sendos vehículos.

Por su parte, Roberto Luján Am~.risc corrobora estos dichos
a fs. 5 de ]a causa antes mencionada.
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Por otra parte, se encuentra' suficientemente acreditado que
a Ana María Caracoche de Gatica se la mantuvo en cautiverio en
forma clandestina en la planta transmisora de L.S. 11' Radio Pro-
vincia, "La Cacha" y en ]a Brigada ele Investigaciones de Banfield,
"Pozo de Banfield" que operaban bajo el comando del Primer Cuer-
po de Ejército.

Los dichos de la damnilicada en este sentido, hallan corrobo-
ración en los ya mencionados. de Roberto Luján Amerise, quien
afirma haberla visto en "La Cacha", y en los de Adriana Calvo de
Laborde, que deelaró que estuvo con ella en "Pozo de Banfield".

Duran te todo ese tiempo o parte de él se le if!1pusieron' condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Caracoche de Gatica relató los pormenores de su cautiverio. Es
así como declaró que (ue mantellida constantemente encapuchada,
que recibió una deficiente atención en el brazo que le fuera que~
brado en el operat'ivo de su detención y que fue somet,ida a inte-
. rrogatorios bajo amenazas de ser torturada.

Estas imputaciones' se compadecen con los dichos de Adriana
Calvo de Laborde, que sostiene hal?erla visto en "Pozo de Banfield"
con el brazo enyesado.

Ana María Caracoche de Gatica recuperó su libertad el día 19
de mayo de 1977. Sus dichos al respecto no se hallan controverti-
dos con, el cuadro probatorio en general.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
Ana María Caracoche de Gatica fue desarrollado de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 4: CATICA, FELIPE MARTIN

Está probado que Felipe Martín Gatica de cuatro meses de
edad fue privado de su libertad, junto con sh madre, el día 19 de
abril de J977, en el domicilio. de Roberto Amerise, sito en la calle
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Asunción 252 de Berjsso, Provinci"a de Buenos Aires, por un grupo
armado, que dependía operacionalm~nte del Ejército Argentino.

El mCDor fue sacado del domicilio en el que se en con traba con
su m.adre, Ana María Caracochc de Gatica, remitiéndose al respecto
el Tribunal a las consideraciones efectuadas en el caso N? 3.

A ello deben agregarse las declaraciones de Roberto Luján Ame-
r.ise, a fs. 5, del expediente 124.963,. del Juzgado en lo Penal N? 3
de La Plata, -caratulado "Portesi, Juan Antonio s/denuncia", donde
manifestó que el niño fue dejado en la casa de una vecina y según
testimonios recogidos posteriormente, fue retirado de allí por una
pareja que falsamente se presentó como sus abuelos.

Felipe Martín Gatica fue restituido a sus padres el día 20 de
septiembre de 1984.

EIJo resulta de .las constancias obrantcs en la causa N? 129.342
del Juzgado en lo Penal N? 1 de La Plata, caratulado "Mada Isabel
Chorobik de Mariani y otra s/denuncia en La Plata", instruida como
consecuencia de una presentación de ,la organización AbueJas de
Plaza de Mayo, en favor de var.ios niños privados de su libertad,
entre los que se encontraba Felipe" Martín Gatica.

A fs. 492 declaró Ana María Caraeoche de Gatica, manifestando
que luego de siete años de gestiones, el 20 de septiembre de 1984
le fue restituido su hijo Felipe. Ello es conteste con lo declarado
en la audiencia.

Por último, no surge de autos, que el hecho que damnificara a
Felipe Martín Gatica fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho NI? 146.

CASO N? 5: GATICA, MARIA EUGENIA

Está probado que María Eugenia Gatica, de trece meses de
edad, fue privada de su libertad el 16 de marzo de 1977, en el domi-
cilio de Susana Falabella de Abdala, sito en calle 67 y 167, barrio
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Los Hornos, en La Plata, Provincia de Buenos Aires, por un grupo
armado, que dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

Dicha circunstancia se acreditó con los dichos de su madre, ¡Ana
María Caracoche de Gatica, quien manifestó en la audiencia que el
día mencionado, en ocasión de haber dejado a la niña en casa de
su vecina Susana Falabella de Abdala, se presentó en el lugar un
grupo de hombres armados que procedió a llevarse a ambas.

Ello se encuentra corroborado por las constancias de la causa
N? 129.342, del Juzgado en 10 Penal N? 1 de La Plata, iniciada con
una presentación de la organización Abuelas 9-e Plaza de Mayo,
referida a la privación de la libertad de varios niños, entre los que
se encontraba María Eugenia Gatica.

En la causa mencionada, pudo determinarse que la menor fue
entregada al Oficial de Policía de la Provincia de Buenos Aires, ROM
daIfa Osear Silva, disponiéndose su restitución a su madre.

Con motivo de la privación de libertad se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y

de su libertad.

A María Eugenia Gatica se la mantuvo clandestinamente en cau-
tiverio en la Brigada de Investigaciones de Banfield ("Pozo de Ban-
field"), que operaba bajo el comando del Primer Cuerpo dc Ejército.

En este sentido, Adriana Calvo de Laborde declaró en: la audien-
cia que vió a Fallabela de Abdala y a Caracoche de Gatica en "Pozo
de Banfield". Ello coincide con sus anteriores declaraciones en la
causa mencionada, donde manifestó que vio en cautiverio a FallaM

beta de Abdala con su hijo y la niña de Caracoche de Gatica.

Se encuentra acreditado que María Eugenia Gatica fue restiM

tuida a sus padres en el curso del año 1985. Ello surge de las cons-
tancias de la causa de referencia, en la cual se dispuso la restitu-
ción de la niña a sus padres.
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Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a Ma-
ría Eugenia Gatica fue. desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N,: 146.

CASO N? 6: ISABELLA VALENZI, SILVIA MABEL

Está probado que Silvia Mabel Isabella Valenzi, fue' privada
de su libertad el 22 de diciembre de 1976, al salir del domicilio de
un familiar, sito en la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Ai~
res, por personal dependiente del Ejército Argentino.

Ello surge' de los dichos vertidos en la audiencia por su her-
mana Rosario Isabella Valenzi vda. de Sánchez, quien señala la cir-
cunstancia de la desaparición y las noticias posteriores que tuvo
referente a su presencia en diferentes lugares de detención.

También ha quedado demostrado que a Isabella Valenzi se la
mantuvo en cautiverio en forma clandestina en la Briga-da de Inves-
tigaciones de Banfield, en la Brigada de Quilmes y en el Hospital
Iriartc de dicha localidad, y que los dos lugares mencionados en
primer término estaban a cargo de la Policía de la Provincia de
Buenos Aires, que dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello se desprende de los testimonios aportados en la audiencia
por María Kubik Marcoff de Letteroff, Ana María Caraca che de Ca-
tica y Adriana Calvo de Laborde, quienes resultan coincidentes en
afirmar que vieron a la' víctima en los dos primeros lugares referi-
dos, y de los dichos de los doctores Justo Horacio Blanco y Adalberto.
Osear Pérez Casal. en cuanto a la presencia de Isabella Valenzi en el
Hospital Iriarte, adonde. fue conducida por miembros de la Policía
de la Provincia para que fuera atendida en su parto, el que se p~o-
dujo el 2 de abril de 1977.

Quedó acreditada la supresión de documento público, en cuanto,
en el Registro de Guardia del nombrado nosocomio, foja 156, se ta-
chó el nonlbre de Isabella Valenzi con el fin de ocultar .su paso por
allí. En tal sentido, resulta contundente el resultado que arrojó la
peritación scopométrica -N'? 8126-, de fecha 2 de mayo del corrien-
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te año, por el personal competente de la Policía Federal, donde se
concluye que lo testado en el renglón 15 de la foja 156, corresponde
al nombre de la víctima.

Cobran singular relevancia los, dichos de María Leonor González
y EUla Delina Salas de Ciavaglia, vertidos en la audiencia, en cuanto
relacionan Ja desaparición 'de la partera del Hospital Iriarte, María
Luisa MartÍnez de González; con el nacimiento ,de la criatura de Isa~
bella Valenzi, 'circunstancia ésta que fue puesta en conocim.iento de
su familia mediante un anónimo, por la nombrada MartÍnez de
González.

Luego de su privaclOn dé' libertad, se hicieron gestiones ante
autoridades, en procura de la averiguación de su paradero y libertad.
Ello surge de los dichos de su hermana Rosario, quien refiere haber
efectuado entrevistas con Monseñor Graselli e interpuesto dos recur~
sos de hábeas c'orpus ..

Está probado que con motivo de solicitudes judiciales, las auto~
ridades requeridas contestaron negativamente. Ello surge de los infor~
mes producidos por la Policía Federal, la Policia de la ProvinCia de
Buenos Aires, el Ministerio del Interior y el Comando en Jefe del
Ejército, en los recursos de hábeas corpus 28.729-Vy 29.ü18-V,ambos
del Juzgado Federal 2 de La Platá, agregados a autos. Hecha esta veri-
ficación, corresponde establecer la falta de veracidad de alguno de
esos informes.

Quedó acredi~ado que en la privación de l~bertad de IsabelIa Va-
lenzi intervino personal dependiente del Ejército. Si se tiene en cuen-
ta que dicha fuerza contestó ncgativam,ente en ambo's recursos refe~
ridos, cabe concluir que las respuestas fueron mendaces.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Briga-
dieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Lami Dozo, el
Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante Jorge
Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera vícti-
ma Silvia Mabel Isabella Valenzi y sobre cuya base debían haber for-
mulado la pertinente denuncia, no existe elemento aJguno que per-
mita acreditar tal extremo.
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No se ha probado que Silvia Mabel Isabella Valenzi haya recu-
perado su libertad. Al respecto, se carece de todo elemento de con-
vicción.

Por último, surge autos, que los hechos que damnificaron a Silvia
Mabel Isabella Valenzi fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

.En .cuanto al testado que se efectuó en el librú de partos ya
aludido, por las razones expuestas al considerar la cuestión de he-
cho 144 a 147, se entiende que esa acción no respondió a ninguna
de las conductas allí descriptas.

CASO N? 7: MARTINEZ DE GONZALEZ, MARIA LUISA

Está probado que María Luisa Martínez de González fue pri-
vada de su libertad el día 7 de abril de 1977, aproximadamente a las
23, en su domicilio de la calle Matienzo 816, de la localidad de Quil-
mes, Provincia de Buenos Aires, por un grupo de personas armadas
que se identificó como perteneciente a "fuerzas de seguridad".

Ello en "irtud del testimonio vertido en la audiencia por su
hija, la docente María Leonor González, quien si bien no presenció
el hecho se enteró por su padre, actualmente fallecido, que el gru-
po armado preguntó si su esposa trabajaba en el Hospital de Quil-
mes, ]0 que era cierto, ya que se desempeñaba en dicho nosocomio
como partera.

Corroboran lo expuesto, los testimonios de los doctores Justo
Horacio Blanco, Adalberto Osear Pérez Casal y Rodolfo Pablo Mary,
quienes hacen referencia a la desaparicjón ~e la víctima.

También la testigo Ema Delina Salas de Ciavaglia, consuegra
de la víctima, relata las circunstancias de la desaparición de las que
se enteró por intermedio de su consuegro, agregando que días antes
la seii.ora Martínez de González le habia comentado que en el Hos-
pital donde trabajaba habían llevado a una detenida que tuvo una
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criatura del sexo femenino, procediendo a info:pnar a la familia a
través de una carta anónüna que ella le ayudó a redactar y la escri-
bió. Tal circunstancia aparece avalada por los dichos de Rosario
Isabclla Valenzi, hermana de Silvia Mabel Isabella Valenzi, quien
sería la persona que dio a luz en el Hospital.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello se desprende de los dichos de su hija María Leonor Gon-
zález, quien refiere haber presentado dos hábeas corpus que arro-
jaron resultado' negativo.

También obra agregado el informe producido por la Policía de
la Provincia de Buenos Aires, de fecha 23 de mayo de 1985, del que
surge que existen constancias en el libro de entradas y salidas de
la Comisaría Primera de Quilmes, de haberse instruido con fecha
8-4.77, un sumario por violación de domicilio y privación ilegitima
de la libertad, por el hecho que resultó víctima María Luisa Mar-
tínez, sobre el que se dio intervención al Departamento Judicial de
La Plata.

También está probado que a María Luisa Martínez de 'González
se la mantuvo clandestinamente en cautiverio en el centro de de~
tención denominado el "Vesubio", que dependía operacionalmente
del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los dichos de la testigo Elena Alfara, que refiere
haber compartido su cautiverio en el citado lugar. Agrega, que tuvo
oportunidad de hablar con eIJa, y así es como le manifestó que tra-
bajaba en el Hospital de Quilmes, lo mismo que una enfermera de
nombre Generosa Frattasi -que aparentemente estaba allí-o

Hugo Pascual Luciani, al deponer en la audiencia, manifiesta
haber estado detenido en el "Vesubio" a parti~ del día 15 de junio
de 1977,y afirma haber visto a una mujer de apellido Martínez, que
era partera, de la que todos comentaban que estaba ahí por "rebote".
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Los nombrados hacen un relato pormenorizado del lugar donde
se encontraron sufriendo enc'ierro, el que una vez en libertad pudic.
ron reconocer.

No está probado que María Luisa Martínez de González hubiera
recuperado su libertad. Al respecto, se carece de todo elemento con-
victivo.

En cuanto al conOCimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Omar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Tte. Gral. Leopoldo Fortunato Galticri y el Almirante Jorge
Isaac Anaya, acerca de la privación de la libertad de que fuera vÍe.
tima María Luisa Martínez de Gonzálcz y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, no existe elemento alguno,
que no sea el dato puramente objetivo de su comandancia del arma
con posterioridad a la detención,_ que permitan acreditar con feha-
cencia 'tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnif-icara a Ma-
ría Luisa Martínez de González fue desarrollado de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho NI? 146.

CASO N? 8: FRATTASI, GENEROSA

Está probado que Generosa Frattasi fue privada de su libertad
en abril de 1977, .en ei interior del Hospital Iriarte, de Quilmes,
donde se desempeñaba como enfermera, por personas armadas, que
dependían operacional mente del Ejército Argentino.

ElIo surge de los dichos vertidos por su madre Michelina Cati-
llo de Frattasi, quien se enteró por terceros (le contarbn sus hijos),
que a su hija se la llevaron del Hospital. En igual sentido se pro-
duce .la testigo Rosar~oIsabella Valenzi vda. de .Sánchez, quien rela-
ciona tal desaparición con el hecho de que su hermana Silvia Mabel
Isabella Valenzi hab.ía sido conducida al Hospital a dar a luz, por
personal militar.
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También los doctores Justo Horacio Blanco y Rodolfo Pablo
Mary, así .como la parlera Nonna Leonor Brola, todos integrantes
del personal del nosocomio, afirman haber oído comentarios en el
Hospital acerca de la desaparición de la Frattasi.

Al declarar en la audiencia Luis Andrés, portero del" Hospital
Iriarte, afirma haber visto cuando en la fecha y lugar indicados, dos
personas jóvenes aferraron en forma violenta a la víctima y se la
llevaron del Hospital en una calnioneta.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Al declarar en la audiencia sus hermanos: Carmela Frattasi de
Calabró y Julio Frattasi, relatan que al enterarse de la desaparición
de Generosa concurrieron al Hospital Iriarte, donde se les informó
que :ya habían hecho la correspondiente denuncia.

Está probado que a Generosa Frattasi se la, mantuvo clandes~
tinamente en cautiverio en el centro de detención denominado el
"Vesubio", que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo de
Ejército.

Al declarar' en la audiencia la testigo- Elena Alfaro, refiere que
permaneció en cau.tiverio en el mencionado centro a partir del 19
de abril de 1977, y que en un lugar muy cercano a donde ella debía
permanecer se encontraban la' víctima, junto a María Luisa Martí-
nez de González -caso N? 7-, con las que tuvo oportunidad de
conversar, enterándose que ambas trabajaban en el Hospital de
Quilmes, y que aparentemente se hallaban privadas' de la libertad
debido a que habían avisado a la familia de una desaparecida, de
que ésta había sido conducida al citado nosocomio paFa dar a luz.

No está probado que Generosa Frattasi hubiera recuperado su
libertad.

Al respecto se carece de todo elemento de convicción.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri.
gadieres Generales OUlar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
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Daza, el Tte. Gral. Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almte. Jorge
Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad. de que fuera víc-
tima Generosa Frattasi y sobre euya base debían haber formulado
la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción .

. En cuanto a los Comandantes de la Armada y Fuerza Aérea, mal
puede adjudicárseles conocimiento de estos hech_os si se tiene pre.
sente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto del
Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe elemento
alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su comandan-
cia del arma con posterioridad a la detención, que permitan acre.
ditar con fehac.iencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que eJ hecho que damnificara a
Generosa Frattasi fue desarrollado de acuerdo al proeeder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 9: GARIN de DE ANGELIS, MARIA ADELIA

Está probado que la doctora Mada Adelia Garín de De Angel is
fue privada de su libertad, el 13 de enero de 1977, en la clínica San
Ramón, ubicada en la localidad de Quilmes, Pcia. de Buenos Aires,
por un grupo armado, que dependía operacional mente del Ejército
Argentino.

Ello surge del testimonio brindado. por su madre, Mada Teresa
Pene do de Garín, que se encuentra corroborado por los dichos de
las personas que más adelante se referirá, coincidentes en que com-
partieron su cautiverio con la víctima.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Ello se desprende de los dichos de su madre, María Teresa Pe.
nedo de Garín, que afirmó haber presentado dos recursos de há-
beas corpus en favor de su hija, ambos con resultado negativo
(obran en autos, el hábeas corpus N? 26.864-6, del Juzgado Federal



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 343

N? 2 de La Plata, iniciado el 9 de agosto de 1977, y el hábeas cor-
pus N? 3150-6, del Juzgado Penal N? 1, del Departamento Judicial
de La Plata, iniciado el 19 de enero de 1977).

Asimismo, afirma haberse entrevistado, junto con su marido,
con Monseñor Graselli en el Edificio. Libertad, donde éste les 'mani-
festó que su hija figuraba como detenida hasta el 25 de abril de
1977, ignorando posteriormente qué había ocurrido.

Está probado que con' motivo de una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

En el hábeas corpus N? 26.864-6, el Ministerio del Interior, la
Policia de la Provincia y Federal y el Comando en Jefe del Ejército,
informaron que la víctima no se encontraba privada de su libertad.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de alguno de esos infornles.

Como queda probado, en la detención y posterior cautiverio de
María Adelia GarÍn de De Angelis, intervino personal depen4iente
del Ejército Argentino. Si se tiene en cuenta que fue dicha fuerza
la que contestó los informes negativamente, cabe concluir que que.
dó acreditada la existencia de' una respuesta mendaz. No así res-
pecto de' la Armada y de la Fuerza Aérea.

A María Adelia. GarÍn de De Angelis se la mantuvo en cautive.
rio en forma clandestina en la Comisaría 5~ de La Plata, en el Dés-
tacamento Policial de Arana y en la Brigada de Investigaciones de
Banfield, todas pertenecientes a la Policía de la Provincia de Bue.
nos Aires que actuz.ba bajo el comando operacional del Primer Cuer-
po de Ejército.

Lo expuesto, se desprende de los testimonios de la Licenciada
Adriana Calvo de Laborde, que expone que cOlnpartió el cautiverio
con la víctima, que se encontraba embarazada, y de Ana María Ca-
racoche de Gatica.
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En igual sentido depone Gabriela Gooley el 13 de septiembre
.de 1984 ante el Juzgado Federal de Lomas de Zamora, señalando
haber visto a la víctima .en la Comisaría 5~ y cn el Destacamento
Policial de Arana.

En cambio no se halla acreditado que en ocasión de su cauti.
verio fuera sometida a algún mecanismo de tortura.

Lo expuesto por Adriana Calvo de Laborde que afirma que
Mada AdeIia Garín de. De Angelis fue reiteradamente torturada, no
aparece avalado por ningún otro elemento de prueba.

Durante todo ese tiempo o parte de él, se le impusieron condi.
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

En efecto, la víctima no sólo se encontraba embarazada, sino
que además, tiempo antes habría sufrido una delicada operación
cardiaca. Adriana Calvo de Laborde expresa haberla visto alojada
en una pequeña celda junto con otras detenidas, con un solo ca.
mastro de cemento y que la comida era esca.sa y de mala calidad
(ésto en Arana). Gabriela Gooley depone en similar sentido acerca
de las condiciones de vida imperantes en Arana y en la Comisa-
ría 5'.' donde compartió el. cautiverio con la víctima.

No está probado que María Ade1ia Garín de De Angelis haya
recuperado su libertad. Al respecto, se carece de todo elemento de
convicción.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Dozo, el Teniente General Lcopoldo Fortunato Galtieri y el AlIni.
rante Jorge Isaac Anaya acerca de .la privación de la libertad de
que fuera víctima Maria Adelia Garín de De Angclis y sobl'c cuya
base debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene ha.'
cer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Armada y de la Fuerza Aé.
rca, mal puede adjudicárscles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Res.
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pecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, COlno no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mita acreditar con fehaciencia tal extrenlO.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
María Adelia GarÍn de De .Angelis, fueron desarrollados de acuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

,
CASO N? 10:. GARIN, ARTURO MARTIN

Está probado que desde el día 9 de diciembre de 1976 hasta la
fecha, Arturo Martín Garín, luego de salir de su domicilio en el.
barrio ?e Belgrano, no volvió a ser visto, ignorándose su paradero.

Ello se demuestra con el testimonio de su madre, María Teresa
Penedo de Garín, quien se enteró de dicha circunstancia a través
de una comunicación telefónica efectuada a su cuñada, María GarÍn.

Se hicieron gestiones ante autoridades en procura de la averi~
guación de su paradero y de su libertad.

En tal sentido, su madre refiere haberse entrevistado junto a
su esposo con Monseñor Graselli en el Edificio Libertad, quien le.
dijo que su hijo no figuraba como detenido, y además haber pre-
sentado un hábeas corpus.

Obra agregádo el recurso de hábeas corpus N° 5667, interpuesto
ellO de enero de 1977 ante el Juzgado de Sentencia letra "F", en
el cual el Ministerio del Interior, la Policía Federal y el Comando
en Jefe del Ejército contestaron negativamente, por lo que con fecha
13 de enero de 1977 se 10 rechazó.

No -está probado que a Arturo Martín GarÍn se lo hubiera nlan-
tenido detenido clandestinamente en algún centro de detención, ni
que hubiera sido privado de su libertad por miembros de las fuerzas
armadas o de seguridad.
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En tal sentido no se ha aportado ningún elemento de prueba
que permita conocer la suerte corrida por el nombrado, atento a
que ninguno de los testigos que de~lararon en la audiencia afirma-
ron haberlo visto en cautiverio, ni se han colectado otros elementos
al respecto.

En consecuencia, no puede concluirse que se haya acred!tado
la existencia de una respuesta mendaz en los informes del recurso
de hábcas corpus mencionado anteriormente.

Por último, no surge de autos, que el hecho que damnificó a
Arturo Garín fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 11: MIRALLES. RAMON

Está probado que Ramón MiralIes fue detenido el 23 de junio
de 1977, y puesto a disposición del Jefe de Policía de la Provincia
de Buenos Aires, quien requirió su comparendo para continuar la
investigación llevada a cabo en el expediente "C.A.2448".

Así, se encuentra acreditado por las propias declaraciones apor-
t~das por la víctima en el sentido de que, como resultado de la
presentación de una acción de hábcas corpus preventiva ante el Juz-
gado en lo Criminal y Correccional Federal N? 2 de esta Capital,
verificó que la Jefatura de Pólicía de la Provincia de Buenos Aires
requería su comparendo para declarar en unas actuaciones desig-
nadas como "C.A. 2448" al que nos referiremos más adelante, razón
por la cual se presentó en ese Juzgado a disposición de la Justicia.
Agregó que ante tales circunstancias, su titular libró oficio ponién-
dolo detenido a disposición de dicha autoridad provincial, es decir,
el entonces Coronel Ramón Camps. En el mismo sentido se produjo
al declarar a fs. 469/99 de ]a causa que por ante el Consejo Supremo
<le las Fuerzas ~rmadas se iniciara con motivo del decreto N? 280/84.

Corrobora lo expuesto la declaración prestada por el General
de Brigada Ramón J'l3n Alberto Camps, quien a fs. '248 de eseexpe-
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diente expresa que tanto RaIuón Miralles, como otras personas que
integraban el gabinete de la Gobernación de la Provincia de 'Buenos
Aires cuyo titular era Victoria. Calabró, .fueron detenidos a dispo-
sición del Primer Cuerpo de EjérCito con motivo de la Operación
"Claridad" cuyo fin era desentrañar y dar a luz un pacto secreto
entre tales personas y la Organización "Montoneros".

Al respecto, obra además prueba instrumental a fs. 10, 11, 11
vta. y 12 del expediente N9 11.469 del Juzgado de Primera Instancia
en lo Criminal y Correccional Federal N'? 2, que corre por cuerda, y
el coincidente testimonio de Rómulo Jorge Ferranti, funcionario po-
licial que condujo detenido a Ramón Miralles.

Resta agregar que, según oficio librado el día 23 de marzo del
año en curso, la Jefatura de .Policía de la Provincia de Buenos Aires
informa que no se han podido ubicar antecedentes del expte. "C.A.
2448/77" el que tampoco registra entrada en la Mesa General de
dicha repartición.

Surge de la propia decláración de Miralles que tal detención
se extendió hasta el día 24 de agosto de 1978, la que se ve corrobo-
rada por los testimonios de Pedro Augusto, Goin, quien afirma ha-
ber sido liberado el día 25 del mismo mes y año, Alberto Salomón
Liberman y Juan Pedro Nazar, todos ellos contestes entre sí en
c~anto a .las circunstancias de tiempo, modo y lugar.

Durante esta detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.'

Ello es el ~esultado de la prueba testimonial de Oscar Pedro
y Héctor Osvaldo Miralles ante el Comando en Je~e de la Armada,
lugar donde radicaron una denuncia y la presentación de un recurso
de hábeas corpus al?-teel Juzgado en lo Penal N'? 4 de Morón, Pro.
vÍncia de Buenos Aires, donde ante la":"requisitoria judicial, la auto-
ridad policial informante contestó c9n mendacidad, lo que surge de
la constancia obrante a fs. 6 del expediente N'? 9301 caratulado "Ara-
na de Miralles, María Delia s/hábeas corpus en favor de Miralles,
Ramón y otros" donde, se inforIna que Ramón Miranes, entre otros,
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no se encontraba detenido en jurisdicción de ]a Provincia al día 29
dc junio de 1977.

Tal contestación rnen~az es atribuible exclusivamente al Ejér-
cito Argentino de quien dependía operacionalmimtc la Policía Pro-, ..

"incia1.

Luego del suceso narrado, se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el Comando de Operaciones Tácticas de Martínez, en
]a Comisaría de Don Basca, en el Destacamento de Arana y en la
Seccional N? 60 de Monte Grande, todas pertenecientes a la Policía
de ]a Provincia de Buenos Aires, que dependía operacionalmente del
Primer Cuerpo de Ejército.

ElJo se desprende de los dichos dc la víctima, que dice haber
sido conducida por un grupo de personas, una de las cuales identi-
fica como el Capitán "Trimarco", desde la ciudad de La Plata -De.
partamento de Policía- hasta la Capital Federal )' a la altura del
"Aeroparque" es encapuchado y atado de manos, luego de lo cual
continúa el viaje por diez minutos m~s.

Este relato ha de corroborarse con los dichos de sus hijos Julio
,César y Carlos Enrique Miralles y su nuera, Luisa ViIlar Riat de
Miralles, quienes, detenidos con anterioridad y dando razón de sus
afirmaciones sobre el sitio donde se los mantuvo, vieron a Ramón
Miralles. A ello debe sumarse lo expuesto por Alberto Salomón Li-
berman, que para la misma fecha dice haberlo visto en ese sitio
junto con sus hijos y nuera; dichos de Héctor Mariano Ballent,
Alberto Bujía y Jacobo Timmerman, todos Ollas contestes en las
circunstancias de tiempo en que lo vieron en el centro clandestino
de detención denominado "C.O.T. 1MartÍnez".

Respecto de su detención clandestina en la Comisaría de Don
Bosco, ha de señalarse que obran, además de sus propias afirma-
ciones, las vertidas por Camps no sólo en cuanto al lugar de deten-
ción sino también respecto del oficial a cargo (fs. 307 del expte.
originado por el decreto 280/84 cuyos. testimonios corren por cuer~
da) y los dichos de Pedro Goin, Juan Ramón Nazar, Juan A. Gra-
mano y de su hijo Julio César.
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Obra respecto de su permanencia en cautiverio en el Destaca-
mento Policial de Arana sus propios dichos, corroborados por los
testimonios de Alberto Salomón Liberman, que refiere que el 22
o 23 de agosto es trasladado junto a Miralles al Destacamento Poli.
cial de Arana, los de Pedro Goin, quien luego de relatar la forma
-en que tomó conocimiento del lugar donde era conducido en de~
tención el 5 de septiembre de 1977, afirma haberlo visto en cauti~
verio.

Finalmente, la conclusión de haber permanecido en la Comi-
saría de Monte Grande hasta su liberación, surge de sus manifes-
taciones y de Jos relatos coincidentes vertidos por Salomón Liber-
man, Juan Ramón Nazar y Pedro Güin.

Resta agregar que, además del vínculo familiar que une a la
víctima con alguno de los testigos, el conocimiento mutuo deviene
de la actuación conjunta en el Gabinete de la Gobernación de la
Provincia de Buenos Aires: Salomón Libern1an, arquitecto, Secre-
tario de Industria y Comercio, Miralles, abogado, Secretario de
Economía, Ballent, Director de Ceremonial, Pedro Augusto Goin,
Secretario de Asuntos Agrarios, y otras personas de relevancia pú-
blica por su actuación en diversas entidades representativas como
Juan Ramón Nazar, periodista .y Presidente de la Confederación
Económica Provincial.

Durante su cautiverio fue sometiqo a un mecanismo de tortura.

Así queda demostrado por los dichos de la propia víctima, los
que hallan corroboración con lo manifestado testimonialmente por
Villar Riat de Miralles, en cuanto pudo observar, a pesar de que
éste intentó disimularlo, que su suegro tenía marcas en la boca y un
aspecto físico malo; las de su hijo Julio .César quien observó mar-
cas en la cara y escoriaciones en las muñecas y tobillos, señalando
poco después que escuchó, pared de por medio, a su padre mientras
era torturado; por Alberto S. Liberman quien se entera en térmi-
nos similares; por los de Ballent quien en su ya citada testimonial
agrega respecto del terna, que todos los que allí se encontraban
detenidos habían sido. torturados, y finalmente, los de Goin, quien
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al compartir cautiverio con Miralles pudo constatar que éste pre-
sen taba signos de haber .sido. sometido a malos tratos.

Está probado además que durante todo aquél tiempo o parte
de él se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Ello se desprende de las propias declaraciones de ,la víctima en
lo referente a las condiciones de higiene, alimentación y alojamien-
to, coincidentes con las manifestaciones ya señaladas de Pedro
Goin, Juan Ramón Nazar y Alberto S. Liberman.

El 31 de mayo de 1977 un grupo perteneciente a la Policía Pro-
vincial compuesto por más de tres personas, exhibiendo credencia-
les y portando armas ingresan al domicilio de Ramón Mirálles en
su búsqueda, oportunidad en que proceden a deten~r a sus hijos.
Julio César y Carlos Enrique y a su nuera, sustrayendo diversas
armas deportivas.

Todo ello surge de los testimonios de los ya nombrados y de
Modesta Vázquez, todos ellos aportados a este Tribunal.

Además ha de corroborarse el cuadro probatorio respecto de
este hecho con las probanzas que serán mater.ia de análisis ep los
casos 12, 13 Y 13 bis.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Ramón Miralles, fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146 Y 147.

CASO N? 12: MIRALLES, JULIO CESAR

Está probado que en' horas de la noche de! día 31 de mayo
de 1977, Julio César MiralJes fue privado de su liberta'd en el domi-
cilio de su padre, sito en la ciudad de La Plata.

/

Tal es lo que surge del pormenorizado rela10 del damnificado,
coincidente con los brindados .por su hermano Carlo's Enrique y su
cuñada Luisa ViIlar Riat. de Miralles, a 'lo que debe sumarse el

I
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testimonio de Modesta' Vázquez
banza indiciaria.

. 'quien Incorpora al respecto pro-

Además ha de tenerse en cuenta la información producida a
fs. 39 del expte. caratulado "Miralles, Julio César s/situaCión adnil-
nistrativa", labrado ante la Dirección General Impositiva donde" la'
,víctima se desempeñaba como abogado, y del que surge' que había
sido detenido el día 2 de junio de 1977, en contradicción con otro
informe expedido por la Fuerza Ejército,' que niega la detención
(ver fs. 16/3). Ello permite afirmar que en el hecho no tuvieron
intervención las otras dos fuerzas.

Julio César Miralles fue liberado el día 30 de septiembre de 1977.

Así se desprende de sus propias manifestaciones, y de la infor-
mación incorporada a fs. 48 del expediente antes aludido.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la' averiguación de su paradero. y libertad.

Al ,respecto ha de remitirse a las gestiones que se refieren en
el caso anterior (N'? 11, correspondiente a Ramón Miralles).

Igual que en él,' la falsedad en la información requerida por la
autoridad judicial se constata con el mismo oficio obrante a fs. 6
del expediente N~ 9301 del Juzgado en 10 Penal N? 4 de Morón, Pro-
vincia de Buenos Aires, caratulado "Arana de. Miralles, María Delia
s/hábeas corpus", donde se informa que Julio César Miralles', entre
otros, no se encontraba detenido en jurisdicción de la Policía Pro-
vincial (ver fs. 6 el dia 29 de junio de 1977).

Luego de su detención se lo mantuvo ílegal¡nente en cautiverio
en el Comando de. Operaciones Tácticas N? "1", conocido como
"C.O.T.I MartÍnez" y en la Comisaría de Don Bosco, dependientes
de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que dependía del
P.rimer Cuerpo de Ejército. .

Así resulta de sus propias y pormenorizadas declaraciones corro-
boradas por las de su padre, su hennano Carlos, su cuñada, las de

)



352 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA.

Alberto Salomón Liberman, Héctor Mariano Ballent y la de Jacobo
Timmerman, corriente a fs. 986/1015 de la causa instruida por el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas ya citada en el caso
anterior.

Está probado que durante su cautiverio fue sometido a meca-
nismos de tortura.

Así se desprende de sus propios dichos, y los testimonios apor-
tados por Héctor Mariano Ballent, en el sentido de que en el
C.O.T.I todos, sin excepción fueron torturados, los de su hermano
Carlos Enrique y su cuñada Luisa Villar Riat de Miralles.

Está probado que durante todo ese tiempo o parte de él se le
impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Ello surge de las referencias de las condiciones en que perma-
necieron por dos días hasta el comienzo de los interrogatorios,
corroborado por los dichos de Carlos Enrique Miralles y de Luisa
Villar Ríat de Miralles acerca del trato "infrahuDlano".

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Julio César Miralles fueron' desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 13: MIRALLES, CARLOS ENRIQUE

Está probado que en horas de la noche del día 31 de mayo
de 1977, Carlos Enrique Miralles fue privado de su libertad en el
domicilio de su padre, sito en la ciudad de La Plata.

Al igual que en los dos casos anteriores, tales extremos se ha-
llan acreditados con los dichos del damnificado, con"los de su esposa
Luisa Yillar Riat y Julio César Miralles, a los que se han de sumar
los datos brindados por Modesta Vázquez y Oscar Pedro Mitalles.

Carlos Enrique Miralles fue liberado el día 1° de julio de 1977.
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En tal sentido, obran sus propios dichos corroborados por los
ya señalados de su esposa.

Además se ha acreditado que. durante su detención se hicieron
gestiones ante autoridades, en procura de su paradero y libertad.

En este sentido obran al respecto las gestiones aludidas en el
punto tercero del caso correspondiente a Ramón Miralles.

Como resultado de ellas y ante la solicitud judicial la autoridad
requerida contestó con mendacidad.

Ello se constata, al igual que los casos anteriores (N? 11 Y 12)
con la misma constancia obrante a fs. 6 del expediente N? 9301 del
Juzgado en lo Penal N'? 4 de Morón, Pcia. de Buenos Aires, caratu-
lado "Arana, María Delia slhábeas corpus en favor de Carlos Enri-
que Miralles y otros", donde se informa. que el día 29 de junio
de 1977 los beneficiarios no se encontraban detenidos en jurisdic-
ción provincial.

A Carlos Énrique Miralles se lo mantuvo clandestinamente en
detención en el Comando de Operaciones Tácticas I'?, conocido como
"C.O.T.I Martínez" perteneciente a la Policía de la Provincia de
Buenos Aires, dependiente del Primer Cuerpo de Ejército.

Así surge de la pormenorizada declaración del damnificado
coincidente con todas las prestadas en el conjunto de casos que
nos ocupa (11 a 16); corroborados por los dichos de su esposa y
hermano, los de Héctor Mariano Ballent y Alberto Salomón Li-
berman.

Además se ha prob~do que Carlos Enrique Miralles 'fue- some~
tido a algún mecanismo de tortura.

Así resulta de los propios dichos de la víctima, y los de los
testigos Luisa VilIar Riat de Miralles, quien observó las secuelas
propias de la tortura, y de su hermano Julio César, y finalmente
.los de Héctor Ballent en cuanto a que en C.O.T.1Martínez, todos
sin excepción sufrían torturas.
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Está probado asimismo que durante lodo el tiempo o parte de
él se le impusieron condiciones inhumanas de vida Y- alojamiento.

En cl sentido indicado, concurren los dichos del daminificado
calificando de "infrahumanas" las condiciones en que se encon-
traban, al menos durante. 105 primeros días, los de su esposa, en
cuanto a la imposibilidad de cumplir las necesidades básicas de
higiene y alimentación y las de Julio César Miralles, en cuanto se
'refiere a las condiciones de alojamiento.

Por último, surge de autos, que Jos hechos que damnificaron
a Carlos Enrique MiraIles fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 13 bis: VILLAR RIAT DE MIRALLES, LUISA

Está probado que en horas de la noche dcl día 31 de mayo
de 1977, Luisa Villar Riat de Miralles fue privada de su libertad
en cl domicilio de su suegro, sito en la ciudad de La PJata, por
personal subordinado al Ejército Argentino.

Ello surge de Jo declarado por la damnificada, corroborado por
Jo que a su vez brinda su esposo Carlos Enrique Miralles y su cu-
ñado Julio César Miralles. Obran además, los testimonios de Mo-
desta Vázquez y Osear Pedro Miranes. que concurren con los ante-
riores como prueba indiciaria.

Luisa Villar Ria! de Miralles fue liberada cl día I? de íulio
de 1977.

Tal es lo que resulta de sus propios dichos, los que hallan
corroboración en los de su esposo Carlos Enrique Miralles.

Surge de. aulos que durante su detención se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad.

En este sentido obran al respecto las gestiones que se refieren
en el caso correspondiente a Ramón MiralIes.
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Con motivo de la solicitud judicial cursada en dichas actuacio-
nes la autoridad requerida contestó con mendacidad.

Ello se constata al igual que los cas,Osanteriores (números 11,
12 Y 13) con la misma información obrante a fs. 6 del expediente
N? 9301 del Juzgado en lo Penal N? 4 de Morón, Provincia de Bue-
nos Aires, caratulado l/Arana, María Delia s/hábeas corpus en favor
de Luisa Villar Riat de Miralles y otros", donde se informa que el
día 29 de junio de 1977, los beneficiarios no se encontraban dete-
nidos en jurisdicción provincial.

Se ha probado además que a Luisa Villar Riat de Miralles se la
mantuvo clandestinamente en detención en el Comando de Opera~
ciones Tácticas N'? I, -conocido como /lC.O.T.I Martínez", pertene-
ciente a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, subordinado
operacionalmente al Primer Cuerpo de Ejére:ito.

Ello así, en virtud de sus propios y pormenorizados dichos,
corroborados y coincidentes con los que aportara su esposo y cu-
ñado, Carlos Enrique y Julio César, su suegro Ramón Miralles, y
por los testimonios de Alberto Salomón Liberman.y Héctor Ballent.

Durante todo el tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhuma~as de vida y alojamiento.

Ello se desprende de la declaración de la damnificada, quien
relata que debió estar quince días sin poder tener acceso a las
medidas básicas de higiene, y casi sin alimentación lo que causara
incluso la pérdida de sU' embarazo sin ningún tipo de atención mé-
dica, aún cuando puso en sobreaviso de tal situación a sus captores.

Estos aportes indiciarios son corroborados por su esposo y
cuñado, Carlos Enrique y Julio César Miralles.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Luisa
Villar Riat de Miralles fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N? 14: BALLENT, HECTOR ENRIQUE

Está probado que Héctor Enrique BalIent fue detenido a las
g del 17 de mayo de 1977 en su .propio domicilio por personal de
la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Al respecto obran los dichos del damnificado, que se encuen.
tran corroborados por el hecho de que se lo mantuvo clandestina-
mente en tautiverio en lugares dependientes operacionalmente del
Primer Cuerpo de Ejército.

Héctor Enrique BalIent fue liberado el día 30 de septiembre
de 1977.

Las afirmaciones de la víctima en este sentido han de ser teni-
das como verosímiles.

En efecto, a Héctor Enrique Ballent se lo mantuvo en cauti-
verio en el Comando de Operaciones Tácticas J, conocido como
"C.O.T. 1Martínez" y en la Comisaría de Don Bosco, conocida como
"Puesto Vasco", que aCÍl,laba bajo el comando operacional del Pri-
mer 'Cuerpo de Ejército.

Además de sus dichos, obran los testimonios de Ramón Mira-
l1es, Julio César y Carlos Enrique Miralles, Alberto Salomón Liber-
man y Alberto Bujía, respecto del primero de los sitios, y los de
Ramón Miralles y Juan Ramón Nazar en lo. que respecta al segundo.

También está probado que durante su cautiverio fue sometido
a un mecanismo de tortura.

Así surge de sus propias declaraciones, las que encuentran co-
rroboración con los dichos de Alberto S. Liberman, quien dice ha-'
ber escuchado los gritos de quienes sufrían tormentos y observado
luego las secuelas de ello; tales como marcas y heridas en las mu-
ñecas y tobillos, de varias personas, ~ntre las que cita a Héctor
. Bal1ent.
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Además durante todo ese tiempo se les impusieron condiciones
inhmnanas de vida y alojanliento.

A tal conclusión se arriba tras la evaluación de sus propios di.
chos, en cuanto se refiere al suministro de alimentos corroborados
por lo expresado por Ramón Mirallcs en cuanto al aspecto que pre.
sentaba cuando lo encontró cautivo y, en general, los de todos los
nombrados en el punto cuarto, compañeros de infortunio" en cuanto
a las características de las condiciones de detención impuestas.

f
Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron

a Héctor Enrique Ballent fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N9 15: GOIN, PEDRO AUGUSTO

Está probado que el día 5 de septiembre de 1977 a las 13, Pedro
Augusto Goin fue privado de su libertad en su domicilio sito en la
localidad de Pigüé, Provincia de Buenos Aires, por personas que
dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

A tal ~onclusión se arriba merced a lo declarado por Pedro Au-
gusto Goin, que encuentra corroboración con el testimonio de Su:'
sana Ferramola de Güin, coincidentes entre sí en cuanto a circuns"
tancias de tiempo, modo y lugar.

De ellos y de las características del suceso narrado, más la si.
militud de este caso ~on los Nros. 11, 12, 13, 13 bis y 14 persuaden
que ~l grupo actuante pertenecía a fuerzas policiales dependientes
del Ejército Argentino.

Pedro Augusto Goin fue liberado el día 24 de agosto de 1978.
Así surge de la propia declaració~ del damnificado, que concuerda
con los testimonios de sus tres compañeros de cautiverio liberados
el mismo día, Ramón Miralles, Juan Ramón Nazar y Alberto Salo.
món Liberman ..
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Durante su cautiverio se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de su paradero y libertad. Lo que se constata por la declara~
ción de Susana .Ferramola de Goin, quien narra las gestiones reali-
zadas inmediatamente ante la Policía local y las autoridades militares
del Arsenal "Angel Monasterio", más los recursos de hábeas corpus,
que dieron resultado negativo.

Está probado que a Pedro Augusto Goin se lo mantuvo. clandes-
tinamente en detención en el Destacamento Policial de Arana, en las
Comisarías de Don Basca y Monte Grande, pertenecientes a la Po-
licía de la Provincia de Buenos Aires, que dependía operacionalmente
del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello se constata con los propios dichos del damnificado, coin-
cidentes con los testimonios de Alberto Salomón Liberman, Juan
Ramón Nazar y Ramón Miralles.

Además se ha probado que durante todo ese tiempo, o parte de
él, se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Tal es lo que surge de su propia narración de lo acontecido,
acerca del trato infrahumano recibido, corroborados por los testi-
monios de Ramón Nazar, en cuanto al no suministro adecuado de
alimentos, ni abrigos, los de Liberman y Nazar ya señalados con
anterioridad, en cuanto a que, contestes entre sí, ponen de relieve
las deplorables condiciones de vida a que se vieron sometidos.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Pedro
Augusto Goin fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 16: NAZAR, JUAN RAMON

Está probado que Juan Ramón Nazar fue detenido en horas de
la madrugada del día 22 de julio de 1977 en la localidad de Trenque
Lauquen, Provincia de Buenos Aires, por personal subordinado ope~
racionalmente al Ejército Argentino.
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Ello surge de su propio relato, corroborado por el aportado por
su esposa Alicia Haydeé Iturrieta de Nazar y por Carlos María de
la Serna, a fs. l y 36 de la causa N? 5958 del Juzgado en lo Penal de
Trenque Lauquen, afirmando la primera, que el damnificado no re-
gresó a su hogar luego de la jornada de trabajo del día 21, advir-
tiendo luego que su automóvil se encontraba en el garage ubicado
a escasos metros de su domicilio (ver fs. 4 del expte. No;>3301 ini-
ciado por la nombrada, ante el tribunal ya citado). A su vez, el se-
gundo relató las circunstancias en que vio al damnificado todo el
día anterior hasta unos momentos antes de su desaparición.

Juan Ramón Nazar fue liberado el día 24 de agosto de 1977. En
tal sentido, obran los dichos de la propia víctima, y los de Alberto
S. Liberman, Pedro Augusto Goin y Ramón Miralles.

Durante su detención se realizaron gestiones ante autoridades
en procura de su paradero y libertad.

Ello se constata con las presentaciones ante la justicia señala-
das en el punto primero.

En especial la preocupación y protesta exteriorizada por la Aso-
ciación de Entidades Periodísticas Argentinas "A.D.E.B.A."Y la pren-
sa del interior del país A.D.I.R.A., medios masivos de comunicación,
por la "desaparición" de Nazar, con un marcado tono de denuncia
pública (ver fs. 1 y 2 del expediente N? 3301 que corre por cuerda).

También está probado que con motivo de una solicitud judicial
la autoridad requerida contestó negativamente.

Según las actuaciones obrantes a fs. 9, 15 Y 18 del expediente
No;>3301 que corre por cuerda, Juan Ramón Nazar no se encontraba
detenido al día 22 de agosto de 1977en jurisdicción de la Policia de
la Provincia de Buenos Aires.

Así las cosas, la imputación dirigida al Almirante Masscra y al
Brigadier Agosti de haberse producido cbn falsedad ha de ser recha-
zada al ser la Repartición informante extraña a la órbita de sus res-
pectivas Fuerzas.
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Está probado que a Juan Ramón Nazar se lo mantuvo ilegíti-.
mamente en detención en las Comisarías de Don Basca, conor:ida
como "Puesto Vasco" y de Monte Grande, pertenecientes a la Poli-
CÍa de la Provincia' de Buenos Aires, dependiente operacionalmente
del Ejército Argentino.

Ello asÍ, por ]0 testimoniado por Juan Ramón Miralles, Pedro
Augusto Goin, Alberto S. Liberman, Héctor Ballent, todos ellos dando
razón de sus dichos acerca de 'las circunstancias, el tiempo, n1odo
y lugar.

Acerca de la clandestinidad de la de tendón obra en las actuaM
dones oficio emanado de la Jefatura de la Policía de la Provincia
de Buenos Aires, en el que se informa que, en los respectivos libros
de esta última dependencia policial, no se. encuentra constancia
alguna -acerca de la presencia de la víctima.

Durante su cautiverio o parte de él se le impusieron condiciones
inhumanas de vida y alojamiento.

Tal es lo que se desprende de su declaración en el sentido de
haber sido golpeado, interrogado con amenazas, la faJta de atención
médica adecuada y alimentación, lo que dejó secuelas en su salud.

Corroboran lo dicho, los" testimonios de Ramón Miralles en (
cuanto a las condiciones delicadas de salud de Nazar, agravad~s
por la privación a que había sido sometido.

Concurren además, los testimonios de Pedro Augusto Goin y
de Alberto S. Liberman, en este último aspecto concordantes en-
tre sí.

Por último, surge de autos, que los hechos que danlnificaron
a Juan Ramón Nazar fueron desarrollados de acuerdo al proceqer
descripto en la cuestión de hecho N,;, 146.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

CASO N° 17: CARABALLO, GUSTAVO

361

Está probado que el d.Ía 19 de abril de 1977, aproximadamente
a las dos horas, Gustavo Caraballo fue privado de su libertad en, .

su domicilio de la calle Uruguay N9 634, de la Capital Federal, por
personas armadas, que dependían del Ejército Argentino. Lo ex~
puesto surge del propio testimonio vertido por el Doctor Gustavo
Caraballo, corroborado por el de su esposa, la asistente' social María
Angélica Frisione de CarabalIo, quienes concordantemente relatan
las circunstancias en que un grupo de seis personas armadas pro~
cedió en la fecha indicada a entrar en su domicilio para llevárselo

\
en un automóvil.

A ello se suma el hecho de haber sido visto en cautiverio por
diversos testigos, a los que más adelante se hará referencia.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades,
en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad. Su
esposa María Angélica Frisione de Caraballo manifiesta que, si bien
no. interpuso ningún recurso de hábeas corpus, mantuvo entrevis-
t.as con el General Corbetta y con el Almirante Massera en favor
de su esposo. Lo expuesto aparece corroborado por el testimonio
del Contralmirante (RE) Horado Zaratiegui, en el sentido que se
efectuaron num~rasas gestiones en favor de la víctima.

Está probado que a Gustavo Caraballo se lo mantuvo clandes-
tinamente en cautiverio en la Comisaría de Don Basca -Puesto
Vasca- y en la Brigada de Investigaciones de Banfield -Pozo de
Banfield-, pertenecientes a la Policía de la Provincia de Buenos
Aires que dependía operacianalmente del Ejército Argentino.

Ello surge del propio testimonio de Gustavo Caraballo, quien
manifiesta haber permanecido privado de su libertad en los refe~
ridos lugares a los que posteriormente reco~oció al visitarlos "in
situ" junto con autoridades de la CONADEP,

Por otra parte, sus dichos aparecen avalados por los testirno~
nios de Ernesto María de Estrada, Martín Alberto Aberg Coba y
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Adolfo Núñez, quienes refieren haber compartido su cautiverio con
Caraballo.

Está probado que Gustavo Caraballo recuperó su libertad el
25 de noviembre de 1977.

Ello surge de sus dichos y los de su esposa María Angélica
Frisione de Caraballo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Gus-
tavo Caraballo fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N9 18: GRAMANO, JUAN AMADEO

Está probado que el contador Juan Amadeo Gramana fue
privado de su libertad, e! 20 de abril de 1976, por personal que de-
pendía de! Ejército Argentino.

Ello sUFge de los testimonios brindados por los periodistas
Jacobo Tünermann y Juan Ramón Nazar, por los doctores Ramón
y Julio César Miralles, por el arquitecto Alberto Salomón Liber-
rnan y los señores Héctor Mariano BaIlent y Pedro Augusto Güin,
quienes afirman haber compartido sus cautiverios con Gramana
en distintos centros de detención, todos los cuales, CODI0 se verá
más adelante, dependían del comando operacional del Ejército Ar-
gentino.

Está probado que a Juan Amadeo Gramano se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en el Comando de Operaciones Tác-
ticas No;>1 -COTI Martínez-, en el Destacamento Policial de Arana,
y en la Comisaría de Don Basca -Puesio Vasco-, pertenecientes
a la Policía de la Provincia de Buenos Aires que dependían opera-
cionalmente del Ejército Argentino.

Ello se desprende de los testimonios de Jacabo Timermann,
Ramón y Julio César Miranes, Juan Ramón Nazar, Héctor Mariano
Ballent, Pedro Augusto Goin y Alberto Salomón Liberman, quienes
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coinciden en afirmar no sólo que vieron a Gramano en tales cen-
tros de detención sino además m,;mifiestan que llegaron a compar-
tir la celda con el nombrado.

A mayor abundamiento cabe remItIrse sobre este aspecto, a las
consideraciones vertidas en los casos N9 12, 13, 14, 15 Y 16.

Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido a
algún mecanismo de tortura.

Si bien al respecto nadie dice haber presenciado el nlomento
de la tortura, Ramón Miralles manifiesta que el propio Gramano
le había contado tal circunstancia, la que creyó atento el mal as~
pecto que tenía. Otro tanto ocurre respecto de Héctor Mariano
Ballent, quien afirma que lo vio en Coti MartÍnez torturado y Juan
Ralnón Nazar, que lo vio en igual situación en Puesto Vasco.

Está probado que Juan Amadeo Gramano recuperó su liber~
tad en el mes de diciembre de 1977. De ello da fe Alberto Salomón
Liberman, circunstancia que no se encuentra controvertida por
prueba alguna.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Juan Amadeo Gramano fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N9 19: ZIESCHANK, CLAUDIO MANFREDO

Está probado que Claudia Manfredo Zieschank fue privado de
su libertad el día 26 de marzo de 1976 al salir de su trabajo en la
fábrica "Buxton S.A.", sita en Ruta 8, N9 795 de San Martín, Pro-
vincia de Buenos Aires,. por un grupo armado que dependía ope-
racionalmente del Ejército Argentino.

Esta circunstancia se halla acreditada por las constancias de
la causa N9 42.414 del Juzgado en lo Penal N9 7 del Departamento
Judicial de La Plata, a cargo del Dr. Alfredo V. J. Sanucci, ca-
ratulada "Navarro, Héctor René; Zieschank, Claudia Manfredo,
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. víctimas de homicidio". ~n ella declaran Edgardo Antonio Basile
(fs. 290) -quien fuera privado de su libertad junto con Ziesehank-,
Pedro Angel Taja (fs. 360) y Etrique Pascual Espinosa (fs. 361),
testigos presenciales dcl desarrollo de los hechos, además de una
gran cantidad de operarios de la Empresa Buxton, quienes decla-
ran haberse enterado por comentarios. Por su parte, Basilc y Es~
pinosa ratificaron sus dichos en la Audiencia.

Todos ellos presentaron un relato coincidente respecto de las
circunstancias de lugar, tiempo y modo en que se produjo la de-
tención, manifestando que el día mencionado, aproximadamente a
las dos de la tarde, un grupo armado que descendió de tres aulo-
móviles Ford Fa1con, detuvo a Zieschank y a Basile, introduciéndo-
los en sendos vehículos.

A ello deben agregarse los testimonios de Facundo Rovira en
la Audiencia, quien fuera jefe de personal de Buxton y que rea-
lizó gestiones ese mismo día para localizar su paradero, así como
también los dichos de Ana María Gmoser de Zieschank, quien de-
claró que ese grupo armado se presentó junto con su hijo Claudia
en su domicilio y Juego de revisar sus pertenencias, se lo llevaron,
coincidiendo esto último con lo declarado por Edgardo Basile.

El convencimiento del Tribunal respecto de que el personal
que privó de su libertad a Ziesehank pertenecía al Ejército Argen-
tino se funda en las características de ]a detención, especialmente
la impunidad con que actuaron los captores y el despliegue de au-
tomóviles y armas desarrollado tanto en el lugar de ]a detención
como en la casa de Gmoser de Zieschank, propio de los operativos
efectuados por las fuerzas armadas en aquélla época. La convic-
ción al respecto se robustece teniendo en cuenta la fecha de la
detención -26 de marzo de J 976- época en que los hechos de
esta naturaleza se produjeron con mayor asiduidad.

Por otra parte, respecto de la individualización de la fuerza
que produjo la privación de ]a libertad, debe tenerse en cuenta el
contenido de ]a nota recibida por la señora de Zieschank en la que
el Oficial Miqucleiz le comunicaba que junto con el Secretario de
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la Embajada de Alemania debía concurrir a la Unidad Regional 3
de San Martín a entrevistarse con el Mayor Fleurquin con relación
a su hijo, reunión que en definitiva no se llevó a cabo. El Sub-comi-
sario Miqueleiz reconoció en la audiencia la autoría de dicha' nota.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades,
en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

En este sentido, la madre ~e la víctiDla relató que buscó a su
hijo en las Comisarías de Palomar, San Martín y en la Unidad N~ 3
de San Martín, donde se entrevistó con el Mayor Fleurquin, con
resultado negativo. También se conectó con la Embajada de Ale~
mania, cuyos funcionarios realizaron gestiones por su cuenta. El
2 de abril de 1976, Gmoser de Zieschank consultó en el Colegio
Militar, en Campo de Mayo y en la Policía Militar, con igual suerte.

Por su parte, el jefe de 'Personal de la empresa Buxton, Facun~
do Rovira, se presentó el mismo día 26 de marzo en la Comisaría
N'? 1 de San Martín, donde no pudo obtener ninguna información.

,A ello deben sumarse las presentaciones. judiciales instrumenta-
das inmediatamente después de ocurrido el hecho, esto es; los re-
cursos de hábeas corpus interpuestos el 27 de marzo de 1976 ante
el Juzgado en 10 Penal N~ 4 de San Martín; el 30 de marzo ante el
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Crhninai de Senten~
cia Letra "S", Y ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal de Instrucción N° 28, el 20 de abril de ese año, todos
ellos infructuosos.

También se inició una causa por privaclOn ilegítima de liber-
tad y robo en el Juzgado en lo Penal N~ 4 de San Martín, en la.
que se sobreseyó provisionalmente.

Deben computarse también las reclamaciones diplomáticas efec-
tuadas por los gobiernos de Alen1ania, Suiza y la Santa Sede, de los
que dan cuenta las constancias que obran a fs. 96 de la carpeta 24
reservada en poder del Tribunal.
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Se halla suficientemente acreditado además, que con motivo
de. una solicitud judicial, la autoridad requerida contestó con .1nen~
dacidad.

En efecto, en el recurso de hábeas corpus interpuesto ante el
Juzgado en lo Penal N? 4 de San Martín, la Policía de la Provincia
de Buenos Aires respondió que el beneficiario no se encontraba
detenido en ninguna" de sus dependencías (fs. 9, 10 de abril de 1976);
por su parte, en el recurso deducido ante el Juzgado de Instruc~
ción N<:28 obran respuestas en idéntico sentido de la Policía Fe-
deral (fs. 15, 26 de abril) y del Comando en Jefe del Ejército (fs.
25, 30 de abril).

Por su parte, en la causa N? 1496 del Juzgado de Sentencía Le-
tra "S" obra informe negativo de la Policía Federal (31 de mayo).

Ello se contradice con los indicios colectados en el sentido de
que fue una fuerza que actuaba bajo comando opera~iónal del Pri-
mer Cuerpo de Ejército quien procedió a la detención de Zieschank,
reafirmado por los dichos de Miqueleiz y por la ,zon1 en que tuvo
lugar la detención.

Claudio Manfredo Zieschank fue mantenido clandestinamente en
cautiverio.

En efecto, permaneció privado de su libertad en forma clan-
destina desde su detención, el día 26 de marzo de 1976, hasta prin-
cipios del mes de mayo de ese año, fecha aproximada de su muerte,
según el informe médico de fs. 18 de la causa N? 42.414.

Ello se desprende también de los términos de la nota enviada
a la madre de la víctima por el Oficial Miqueleiz y que fuera reco-
nocida por éste en la Audiencia.

Hállase igualmente acreditado que Claudio Manfredo Zieschank
fue hallado muerto el 27 de mayo de 1976 en la ribera del río de La
Plata en la localidad de Ezpeleta, Provincia de Buenos Aires, atado
con alambres.
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Ello resulta de las constancias de la causa N? 42.414 antes men-
cionada. A fs. 1 luce el acta policial labrada con motivo' del descu-
brimiento de dos cadáveres atados con alambre, a unos 1.000metros
de la toma de agua de la Fábrica Ducilo, por parte de Julio Argen-
tino Dobarro, encargado de dich~ to:r:nade agua, quien declaró en

tal sentido a fs. 24.

Una perit~ción necro-papiloscópica determinó que las impresio-
'nes digitales de uno de los cuerpos correspondían a las de Zieschank

(fs. 87).

Por el examen médico de policia de fs. 18, se dedujo que la
víctima murió como consecuencia de estrangulamiento, siéndo pos-
teriormente arrojado el cuerpo a las aguas. Su muerte dataría -se-
gún dicho informe- aproximadamente de 20 días antes de ser ha-
¡Jada el cadáver.

La peritación odontológica de fs. 41Óconcluye que los estudios
realizados coinciden con las observaciones del Dr. Hellmud, odontó-
logo de Zieschank, respecto de las características de las piezas den-

tarias.

Todo ello se complementa con el examen efectuado por el Dr.
Friedrich W. Rosing (fs. 447) quien concluyó que "no cabe duda
racional alguna de que Claudia Zieschank fue enterrado en la tum-
ba número 54 del cementerio de Ezpeleta".

Todo ello demuestra sin lugar a dudas que el personal que privó
de su libertad a la víctima, procedió a su hOlnicidio, valiéndose de
la total indefensión de la víctima y sin correr riesgo alguno.

No está probaq.o que en la producción de la muerte hayan Ín-
tervenido tres o más personas.

Por último, surge de autos, que los hechos' que damnificaron a
Claudia Manfredo Zieschank fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.



368 l~¡\LLOS DE lA CORTESUPRE:\lt\

CASO N~ 20: MALY, ALBERTO FELIPE

Está probado que Alberto Felipe Maly fue privado de su libertad
el 16 de septiembre de 1977, alrededor de las 6,30, en su domicilio
ubicado en la localidad de Plátanos, Provincia de Buenos Aires, por
personas armadas que dependían opcracionalmen.lc del Ejército Ar-
gentino.

Ello resulta de sus declaraciones en la Audiencia, unidas a las
de su esposa María Angélica Agüero de Maly y de su hermano Gas-
par ValentÍn Maly.

Todos ellos son" contestes en el sentido de que el día anterior
al hecho, en horas de la noche, un grupo armado se presentó en
el domicilio de la familia Mal y, reteniendo allí a su esposa y lJe-
vando hasta esa casa a Gaspar Valentín Maly, quien se hallaba en
su propio domicilio. Aproximadamente a las 6,30 del día 16, Alberto
Felipe Maly llegó al lugar, procedente de su trabajo en la fábrica
Peugeot, y en tales circunstancias fue capturado por el grupo ar-
mado que lo introdujo en el piso de un automóvil y se lo llevó.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la a\'criguación de su paradero y de su libertad.

Las gestiones que María Angélica Agüero de Maly afirma haber
realizado se compadecen con el certificado extendido por el Capitán
Alberto Juan del Ejército Argentino, que obra reservado en poder
del Tribunal quien, ante la insistencia de la nombrada, pudo loca-
liza,- a Maly en la Comisaría de Valentín Alsina y dio las órdenes
pertinentes para que mejoraran Jas condiciones de su cautiverio.

A ello deben agregarse las constancias de la causa N, 129.312,
tramitada por ante el Juzgado en lo Penal N? 2 de La Plata, iniciado
con la denuncia de María Angélica Agüero ?e Maly en la Sub Comisa-
ría de Ranelagh, Provincia de Buenos Aires, el 13 de octubre de 1977.

;
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Se encuentra suficientemente acreditado además que con nlotivo
de una solicitud judicial la autoridad requerida contestó con men~
dacidad.

En la causa 129.312 del Juzgado en lo Penal N? 2 de La Plata,
obra un informe de' la Policía d~ la. Provincia de Buenos Aires (fs.
32 vta.) donde se informa que no se puede identificar a Maly como
-detenido en aquella' repartición. En idéntico sentido se expide la
Policía Federal (fs. 34).

A Alberto Felipe Maly' se lo mantuvo clandestinamente en cau-
tiverio en la Brigada de Investigaciones de Quilmes ("Pozo de Quil-
.mes") y en la Comisaría N? 3 de Valentín Alsina, pertenecientes a
la Policí~ de la Provincia- ¡de Buenos Aires que dependían operado-
nalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

En efecto, los dichos de la víctima a este respecto se hallan
corroborados por los de Ruben Fernando Schell, Alcides Antonio
Chiesa, Alberto Cruz Lucero, Alberto Osvaldo Derman y Jorge Al-
berto Allega, quienes coinciden en haberlo visto en la Brigada de
Investjgaciones de Quilmes, dentro de la época en que Maly declara
haberse' encontrado detenido allí.

Por su parte, su posterior traslado a la Comisaría N'? 3 de Va-
lentín Alsina se corrobora con el relato de su esposa, quien a raíz
de las gestiones realizadas ante el Capitán Alberto Juan en el cuar-
tel de La Tablada, localizó el paradero de su esposo detenIdo en la
Comisaría mencionada. Reftl,erzan sus dichos las constancias del cer-
tificado ex-tendido por el nombrádo Capitán Juan, fechado -en La Ta~
blada el 11 de septiembre de 1978y que obra agregado a esta causa,
donde aquel oficial reconoce la 'ilegítima detención de Maly.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron copdi~
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Las condiciones de vida en la Brigada de Investigaciones de
Quilmes son narr~das en forma coincidente por los tes.tigos que
compartieron' su cautiverio allí y especialmente en lo que hace al
alojamiento, alimentación' e higiene.
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En este sentido, Rubén Fernando Schell declara haber ,';sto a
Maly en muy mal estado, "estaba muy delgado, muy deprimido, un
dia incluso le agarra como una especie de ataque al higado y nadie
lo atendió". Continúa relatando las condiciones del lugar, que les
hadan quitar las ropas para que las mujeres allí detenidas las lava-
ran, y ellos quedaban desnudos".

Por su parte, Alberto Osvaldo Derman declara que les daban un
trato absolutamente vejatorio, los maltrataban cuando salia o de la
celda para ir al baño, también cuando les daban la comida una vez
al día. Afirma que comían generalmente "guisos en mal estado", lo
que confirma Alcides Antonio Chiesa al declarar haber tenido pro-.
blemas intestinales como consecuencia de su estado.

Por otra parte no está probado que a raíz de la privación de li-
bertad de Alberto Felipe Maly, el personal interviniente procedió a
sustraer bienes de su propiedad. Tal extremo no se encuentra acre-
ditado en autos.

Alberto Felipe Maly recuperó su libertad el día 9 de septiembre
de 1978.

Los dichos de la víctima en este sentido se ven corrobor~dos por
los de su esposa, y por las constancias del certificado extendido por
el Capitán Juan antes mencionado.

Por último, surge de autos, que Jos hechos que damnificaron a
Alberto Felipe Maly fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 21: CHIESA, ALCIDES SANTIAGO.

Está probado que Alcides Santiago Chiesa fue privado de su
libertad el día 15 de octubre de 1977 en su domicilio, ubicado en
la calle República del Líbano 426 de Quilmes, Provincia de Buenos
Aires, por personas armadas que dependían operacional mente del
Ejército Argentino.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 371

El testimonio de la víctima resulta conteste con el de su nuera,
Norma Ester Leanza de Chiesa. Ambos relatan que ese día, tras la
detención de su hijo Alcides Antonio y al regresar de buscarlo en
las comisarías de la zona, encontraron en su domicilio un grupo
de personas armadas quienes, tras revisar la casa, se llevaron a
ambos en el auton1óvil Citroen de propiedad de su hijo, con los
ojos vendados.

Por otra parte, está probado que a Alcides Santiago Chicsa se
lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de In-
vestigaciones de Quilmes ("Pozo de Quilmes") y en la Comisaría
de Don Basca ("Puesto Vasco"), pertenecientes a la Policía de la
Provincia de Buenos Aires y que dependían operacionalmente ~el
Primer Cuerpo de Ejército.

Ello así por sus manifestaciones, contestes con las de Norma
Ester Leanza de Chiesa, en el sentido de que ambos fueron condu-
cidos a dichos lugares. Corrobora la convicción, del Tribunal al res-
pecto la circunstancia de que esta última fue vista en esos centros
de detención por Alberto Felipe Maly, Ruben Schell, Alberto Osvaldo
Derman y Jorge Alberto Allega.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Las declaraciones de la. víctima, que dice haber sido esposado
a la espalda y vendado, y especialmente lo referente a las condicio-
nes de ali~entación, alojamiento e higiene, son coincidentes con
las de Norma Leanza de Chiesa y de las demás personas que com.
partieron cautiverio en dichos lugares, según se da cuenta en el
caso anterior.

No obstante ello, no se ha probado que en ocasión de su cauti-
verio fuera sometido a algún mecanismo de tortura.

No se han recogido elementos de prueba que sean suficientes
para acreditar dicha circunstancia.
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Alcides Santiago Chiesa recuperó su libertad el día 15 de di-
ciembre de 1977.

Sus afirmaciones en tal sentido se compadecen con. el cuadro
probatorio en general.

Por último. surge de autos, que el hecho que damnificara a
Aleides Santiago Chiesa fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 22: CHIESA. ALClDES ANTONIO

Está probado que Alcides Antonio Chiesa fue privado de su
libertad el 15 de octubre de 1977. aproximadamente a las 19, en el
domicilio de sus padres, ubicado en la calle República del Líbano
426, de Quilmes, Provincia de Buenos Aires, por personas armadas
pertenecientes a la Policia de la Provincia de Buenos Aires.

Ello surge de los dichos de ]a víctima que se corroboran con
los de su padre y su mujer, en el sentido de que el día mencionado
se presentó en el domicilio de sus padres su amigo Manuel Olivera
y al saHr Chiesa a su encuentro fue interceptado por un grupo ar-
mado e introducido en un automóvil que se ]0 llevó.

Según se verá más adelante, la víctima fue conducida a distin-
tas dependencias de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Por otra parte, durante su detención se hicieron gestiones ante
autoridades, en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

De ellas da cuenta el abundante material aportado por su pa.
drc en la audiencia, relativo a las notas enviadas ante autoridades
y organismos nacionales y extranjeros; entre ellos, la Nunciatura
Apostólica, los Obispados de Comodoro Rivadavia, Quilmes y Cór-
doba; ]a Presidencia de la Nación; el Ministerio del Interior; la
Embajada de los Estados Unidos; la ComisiÓn Interamcricana de
Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos,
y la Cruz Roja Internacional. Todas ellas con resultado negativo.
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Está probado además que a Alcides Antonio Chiesa se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Investigacio~
nes de Quilmes ("Pozo de Quilmes"), en la Comisaría de Don Bos-
ca (<lPuesto Vasco") y en la Subcomisaría de Echenagucía, perte~
necientes a la Pólicía de la Provinda de Buenos Aires y que depen~
dían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Las declaraciones de Alcides Antonio Chiesa a este respecto se
ven corroboradas por las de Alberto Felipe Maly, Rubén Schell, Al-
berto Cruz Lucero, Alberto Osvaldo Derman y Jorge Alberto Alle-
ga, quienes. declaran haber estado en cautiverio junto con Chiesa
en la Brigada .de Investigaciones de Quilmes.

Por su parte, sus dichos se complementan perfectamente con
los de su esposa, Norma Esther Leanza de Chiesa, en lo relativo. a
las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que fueron coloca~
dos en la misma celda, durante dos o tres días, en la Comisaría de
Don Bosco ("Puesto Vasco"). También en dicho lugar declara ha-
berlo visto al ingeniero Jorge Alberto Allega.

A ello deben sumarse las declaraciones de su padre, quien lo
fue a ver en los primeros días de agosto de 1978 a la Subcomisaría
de Echenagucía, lugar en el que se hallaba detenido en el momento
en que fue puesto a disposición del Poder Ejecutivo Nacional.

Durante todo ese tiempo o parte 'de él se le impusieron con-
diciones inhumanas de vida y alojamiento.

Alcides Antonio Chiesa relató las circunstal).cias de ,su cautive~
rio. Manifestó que en "Puesto Vasco" lo encerraron en una celda
muy pequeña con una pérdida de agua que lo obligó a estar tirado
durante las veinticuatro horas sobre un charco, lo que le provocó
una. gripe, fiebre durante bastante tiempo y asma crónico.

Se refirió a la escasa cantidad y mala calidad de la comida, y a
que tuvo problemas intestinales como consecuencia de ello. Espe-
dalmente este extremo se halla corroQorado por idénticas aprecia-
ciones de su mujer y de Alberto Osvaldo Derman.
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No obstante ello, no se ha probado que en ocasión de sn cauti-
verio fuera sometido a algún mecanismo de tortura.

Los dichos de la víctima al respecto no se hallan corroborados
por prueba alguna.

A1cides Antonio Chiesa fue puesto a disposición del Poder Eje-
cutivo Nacional el 18 de julio de 1978 y recuperó definitivamente su
libertad el 29 de enero de 1982.

Los dichos de Chiesa al respecto se encuentran acredi tados por
la documentación aportada por su padre en la audiencia, entre la
cual obran certificados que dejan constancia de que Alcides Antonio
Chiesa fue puesto a disposición del Poder Ejecutivo Nacional por
decreto 1613/78, del 18 de julio de 1978, pasando al régimen de
detención bajo libertad vigilada por decreto 666/81, del 21 de julio
de 1981, y cesa su detención a disposición del Poder Ejecutivo Na-
cional, el 29 de enero de 1982, por decreto 225/82 (v. fs. 52/58, de
la documentación agregada).

Por últiJno, surge de autos, que el hecho que damnificara a AI-
cides Antonio Chicsa fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N9 23: LEANZA DE CHJESA, NORMA ESTHER,

Está prObado que Norma Esther Leanza de Chiesa fue privada
de su libertad el día J 5 de octubre de 1977 en el domicilio de sus
suegros, sito en República del Líbano 426, de Quilmes, por personas
armadas, pertenecientes a la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Los dichos de ,la víctima en este sentido se ven corroborados
por los de su suegro, Alcidcs Santiago Chiesa, quien fuera privado
de su libertad en ese mismo operativo.

Es así eomo ambos relatan que, luego de la detención del espo-
so, AJcides Antonio Chiesa (h), Y al regresar a dicho domicilio
luego de recorrer las comisarías de la zona en su búsqueda, se en-
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contratan en su interior con un grupo armado que los llevó a am~
bos en el 'automóvil Citroen, de propiedad de los Chiesa, con Jos
ojos vendados.

Según se analizará más adelante, la víctima fue conducida a dis-.
t.intas dependencias de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguacióp de su paradero y libertad.

De ello da cuenta el abundante material aportado por su sue-
gro, Alcides Santiago Chiesa en la audiencia, y que fuera reseñado
en el caso anterior.

Por otra parte, se encuentra acreditado que a Norma Esther
Leanza de Chiesa se,a mantuvo clandestinamente en cautiverio en
la Brigada de Investigaciones de Quilmes ("Pozo de Quilmes") y en
la Comisaría de Don Basca ("Puesto Vasco"), pertenecientes a la
Policía de la Provincia de Buenos Aires, que dependían ope~acional~
mente del Primer Cuerpo de Ejército.

Las afirmaciones de la .víctima al respecto encuentran sustento
en las de su suegro, junto con quien fuera conducida a la Brigada
de Investigaciones de Quilmes. En dicho lugar, compartió su cau-
tiverio con Alberto Felipe Maly,' Rubén Schell, Alberto Osvaldo Der-
roan y Jorge Alberto Allega, quienes depusieron en la audiencia en
tal sentido.

Por su parte, sus dichos se complementan con los de su esposo,
Alcides Alberto Chiesa, en lo relativo a las circunstancias de tiempo,
lugar y modo en que fueron colocados en la misina celda, durante
dos o tres días en la Comisaría de Don Basca ("Puesto Vasco"). Allí
fue vista también por Jorge Alberto Allega.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Norma Esther Leanza de Chiesa relata los pormenores de su
cautiverio. Declara que fue esposada a la espalda, vendada e intro~
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ducida en una celda, donde estuvo aproximadamente 20 días en esas
...condiciones. Recién, luego de transcurrir dicho lapso, le permitieron
higienizarse.

Es conteste con lo declarado por su esposo y por Alberto Os-
valdo Derman en ]0 relativo a las condiciones de alimentación, hi-
gicne l' alojamiento en la Brigada de Investigaciones de Quilmes,
especialmente en lo referente a que en ocasiones, ]a comida se en-
contraba en mal estado.

Todo ello. encuentra corroboración en 10 declarado por los res.
tantes testigos mantenidos en cautiverio en dicho lugar ..

No obstante ello, no se encuentra probado que durante su cau.
tiverio haya sido sometida a algún mecanismo de tortura. Ningún
elemento de prueba se ~la recogido al respecto.

Norma .Esther Leanza de Chiesa recuperó su libertad el día 18
de abril de 1978. Sus dichos son corroborados por Alcides Santiago
Chiesa.

Por último, surge de autos, que el hecho que damn.:.tkdra a Nor-
ma Esther Leanza de Chiesa fue desarrollado de acucrúo al, proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? J 46..

CASO N? 24: GALARZA, LILIANA AMALIA

Está probado que LiJiana Amalia Galarza fue privada de su
libertad en cI mes de noviembre de 1976 en la ciudad de La Plata.
Provincia de Buenos Aires, por personas que dependían operacio-
nalmenle del Ejército Argentino.

Dicha circunstancia se encuentra acreditada por los dichos de
su padre, Martín O~valdo GuJarza, quien refirió en la audiencia, que
en esa época residía en la ciudad de, Mendoza, y por los dichos de
un amigo de su hija, se enteró que ésta. había sido detenida en

. La Plata.
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COlllO consecuencia de ello viajó a dicha ciudad sin lograr loca.
lizarla.

A ello deben agregarse los elementos de juicio que demuestran
que a la víctima se la mantuvo ilegalmente privada de su libertad
en la Brigada de Investigaciones de La Plata.

Por otra parte, durante su detención se hiciero;n gestiones ante
autoridades en procura de la averiguación de su paradero y de su
libertad.

Su padre declaró que, al enterarse de la detención, hizo gestio.
nes ante el sacerdote Bertaigna, de la Curia de Mendoza, y también
en la Curia de La Plata.

En el año 1982 efectuó una presentación en el Ministerio del
Interior, donde obtuvo como respuesta que se había ton1ado nota -
de su reclamo y se iba a investigar (v. al respecto la copia reservada
en poder del Tribunal).

A Liliana Amalia Galarza se la mantuvo ilegalmente detenida
en la Brigada de Investigaciones de La Plata, que pertenecía a la
Policía de la Provincia de Bueno~ Aires, y que dependía operacional.
n1ente del Primer Cuerpo de Ejército. .,

En tal sentido, manifestó su padre que en abril de 1977 llamó
su hija por teléfono desde La Plata. En estas circunstancias su fa.
milía se trasladó hasta la Brigada de Investigaciones de dicha ciu-
dad, donde pudi~ron verla, así como también a la beba que había
tenido" en cautiverio.

Posteriormente, al cumplir la niña seis meses, la retiraron junto
con toda la documentación, partida de nacimiento, libreta de sani-
dad y ropa, y luego de ello le fue otorgada su tenencia a Martín Os-
valdo Galarza. Al respecto, se encuentran reservadas en el Tribunal
las constancias del acta de nacimiento y certificados aportados en
la audiencia, en donde consta el don1icilio de su lugar de cautiverio.

Manifestó también su padre que se habituó a llamarla a la Bri.
gada t09-0Slos domingos desde Mendoza, circunstancia que acreditó
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con la factura telefónica que obra agregada, donde figuran los lla-
mados realizados. desde Mendoza a La Plata en los meses de agosto
y septiembre de 1977.

Por otra parte, en el mismo lugar declararon haberla visto Ma-
rice! Marta Mainer, Maria de lo.s Milagros Mainer, Stella María Gó.
mez de Garda del Corro, Adelina Moncalvillo, María Inés Arbio,
Adelina González de Moncalvillo, María Grubert, Nicolasa Záráte
de Salomane y Antonia Lugarda Cifre de Idiart, familiares de las
demás personas privadas de su libertad allí. También el ex Capellán
de Policía, Christian Van Wernich, declaró que estaba en ese lugar.

Todos ellos son contestes en que vieron a la víctima en la Bri.
gada de Investigaciones de La Plata, junto con un grupo de siete
personas, y que en cautiverio había tenido un hijo, siendo asistida
en dicha oportunidad por la doctora María Magdalena Mainer.

Ello se corrobora con las constancias del certificado de naciR

miento de su hija, donde figura que fue atendida en el parto por la
doctora Mainer.

Deben computarse además, las cartas aportadas por Martín Os.
valdo Galarza en la audiencia, y que le fueran enviadas por su hija
desde La Plata.

Además, todos los testigos son contestes en lo que hace al per~
sonal militar o policial destinado en dicho lugar de detención, como
el Comisario Nogara, Federico Asis, apodado /lel francés" y el ex
Capellán de la Policía, Christian Von Wernich.

No está probado que Liliana Amalia G~larza recuperó su libertad.

En ~fecto, conforme con los dichos de los testigos que depu.
sieron en la audiencia, nunca fue vuelta a ver ni se tuvieron más
noticias de ella.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Laroi
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi.
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rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima Liliana Amalia Galarza y sobre cuya. base debían ha-
ber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

Respecto de los Comandantes de la Armada Argentina y Fuerza
Aérea Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos he-
chos, si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a
ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no
existe ,elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mita acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Li-
liana Amalia Galarza fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 25: MAINER, MARIA MAGDALENA

Está probado que la doctora María Magdalena Mainer fue pri-
vada de su libertad el día 15 de septiembre de 1976 en la Provincia
de San Juan, por personas que dependían operacionalmente del Ejér-
cito Argentino.

Ello se desprende de los testimonios de su hermana Maricel
Marta Mainer, corroborados por los de Stella María Gómez de Gar-
cía del Corro y Juan Cristóbal Mainer, quienes coinciden en las cir-
cunstancias de tiempo y lugar en que lá víctima fuera detenida.

A ello. hay que agregar los elementos de juicio que demuestran
que la víctima fue posteriormente mantenida en cautiverio en la
Brigada de Investigaciones de La Plata y en el centro clandestino
de detención conocido como "La Cacha" .

.Por otra parte, durante su cautiver~o se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de la averiguación de su paradero y de su
libertad.

Según los testimonios de Maricel Marta Mainer, María de los
Milagro~ Mainer y Stella María Gómez de GarCÍa del Corro, se hi-
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cieran gestiones ante el Ministerio del Interior, sin resultados po-
sitivos.

A la doctora María Magdalena Mainer se la mantuvo ilegalmente
en cautiverio en la planta transmisora de L.S.!! Radio Provincia
("La Cacha") y en la Brigada de Investigaciones de La Plata, perte-
necientes. a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Respecto de su detención en la planta transmisora de L.S.!l
Radio Provincia ("La Cacha"), resultan concluyentes los dichos de
Ana María Caracoche de Gatica, quien declaró haber visto a la doc-
tora Mainer en abril de 1977, en el mencionado lugar, y la describió
de manera coincidente al resto de los testigos que depusieron en la
audiencia, como una mujer joven, de tez blanca,. ojos grandes, ca-
bello largo oscuro, piernas gruesas y bastante gorda. También de-
claró que se encontraba en cautiverio en el mencionado lugar, Né-
lida Alicia Méndez de Falcone.

Ello se corrobora con lo manifestado por Maricel Marta Mai-
ner, quien dijo que su hermana le contó que antes de llevarla a la
Brigada de La Plata, la tuvieron en otro lugar, donde fue torturada ..

En cuanto a su cautiverio en la Brigada de Investigaciones de
La Plata, son contestes los testimonios de Maricel Marta Mainel',
Mada de los Milagros Mainer, Stella María Gómez de García dcl
Corro, Ramón Alcides Baravalle, Adelina Moncalvillo, María Inés
Arbio, María Gruberl, Martín Osvaldo Galar7.a, Nieolasa Zárate de
Salomone y Antonia Lugarda Cifre de ¡diar!. Todos ellos afirman
haber visto en dicho lugar a la doctora Mainel'.

Por otra parte, su hermano Juan Cristóbal Mainer, que se haM
lJaba detenido en la cárcel de Devoto, fue visitado por la víctima,
por intermedio de Francisco Asís, apodado "el francés", quien se
encontraba destinado en la 'Brigada de La Plata, como afirman cOM
incidentemente los familiares de las víctimas, que depusieron en ]a
audiencia.
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Además, en el mencionado lugar de detención, el ex Capellán
de la Policía, Christian Van Wernich, manifestó que se hallaba de-
teJ;1idala doctora Mainer.

A ello, debe agregarse l~ constancia del acta de nacimiento de la
hija de Liliana Amalia Galarza, donde figura que fue atendida por la
doctora Mainer, y que se halla reservada en poder del Tribunal.

Dur~nte su cautiverio se le impusieron condiciones inhumanas
de vida y alojamiento.

Respecto de las condiciones de vida en la Planta, Trans.misora
de L.S.U Radio Provincia ("La Caeha"), el Tribunal se remite a las
consideraciones vertidas al respecto en el caso N9 3.

No está probado que María Magdalena Mainer recuperó su
libertad.

En efecto, conforme con los dichos de los testigos que depu-
sieron en la audiencia, nunca fue vuelta a ver en libertad ni se tu-
vieron más noticias de ella.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima María Magdalena Mainer y sobre cuya base debían ha-
. ber, formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Cotnandantes de la Fuerza Aérea Argentina y de
la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos
hechos, si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a
ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no
existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mitan 'acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ma-
ría Magdalena Mainer fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

\
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CASO N~ 26: MAINER, PABLO JO¡\.QUIN

. 'o" I

Está probado que Pablo Joaquín Mainel' fue privado de su liber-
tad el 29 de septiembre de 1976, en circunstancias en que se hallaba
prestando su servicio militar en- el Ejército Argentino, en el Distrito
Militar de La Plata.

Ello surge de los dichos de su hermana Maricel Marta Mainel',
corroborados por los del Coronel Carlos Nicolás Romanella, quien
manifestó en la audiencia, que Mainer se hallaba a sus órdenes, y le
fue asignado como asistente cuando sc desempeñó como Jefe del
Departamento de Operaciones de hiteligencia del Comando de Arse-
nales, y como Ministro de Obras Públicas de la Provincia de Buenos
Aires, reintegrándose posteriormente a su destino en el Distrito Mi~
litar de La Plata.

A ello deben sumarse los elementos de prueba que acreditan que
la víctima fue mantenida en cautiverio en la Brigada de Investiga .
.ciones de La Plata.

Por otra parte, durante su cautiverio se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de ]a averiguación de su paradéro y de su
libertad.

De las gestiones realizadas en favor de los hermanos Mainer se
da cuenta en el caso anterior.

A Pablo Joaquín Mainer se lo mantuvo ilegalmente en ca.utiverio
en la Brigada de Investigaciones de La Plata, que pertenec.ía a la
Policia de ]a Provincia de Buenos Aires, y que dependía opcnicional-
mente del Primer Cuerpo de Ejército.

/' Ello se comprueba con los testimonios en la audiencia de Mari-
cel Marta Mainer, María de lps Milagros Mainer; Stella María Gómez
de Garda del Corro, Ramón Alcides Baravalle, Adelina Moncalvillo,
María Inés Arbio, María Grubert, Martín Osvaldo Galarza, Nicolasa
Zárate de SalomQne y Antonia Lugarda Cifre de Idiart, quicnes lo
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vieron en dicho lugar. A ello debe agregarse lo manifestado en igual
sentido por GabrieIa Gooley, quien declaró por exhorto diplomático.

Por otra parte, confirmó que se encontraba en dicho lugar, el-ex
Capellán de la Policía, Christian Van Wernich.

Juan Cristóbal Mainer declaró, que en junio de 1977, encontrán-.
dose detenido en la. cárcel de Devoto, fue visitado por sus hermanos
Pablo Joaquín y Maria Magdalena, quienes se encontraban en la Bri~
gada de La Plata, por intermedio de un señor Francisco Asís, quien
prestaba servicios en aquella unidad.

Cabe recordar que Francisco Asís, apodado fiel francés", es con-
signado por los fanliliares de las víctimas, como una de las personas
que se hallaba a cargo de los detenidos en la Brigada de Investiga-
ciones de La Plata.

No está probado que Pablo Joaquín Mainer recuperó su libertad.

En efecto, conforme con los dichos de los testigos que depusie-
ron en la audiencia, nunca más, fue visto en libertad, ni se tuvieron
noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el A;lmi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima Pablo Joaquín Mainer y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

Respecto de los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina, ~al puede adjudkárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimient~
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.
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Por último, surge de autos, que el heeho que damnificó a Pa-
blo Joaquín Mainer fue desarrollado de aeuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 27: MONCALV1LLO, DOM1NGO HECTOR

Está probado que Domingo Héctor MOllcalvillo fue privado de
su líbertad el día 18 de diciembre de 1976, en las inmediaciones del
ferrocarril General Roca, en La Plata, Provincia de Buenos Aires,
por personas que dependían operacionalmcnte del Ejército Argentino.

En este sentido deben computarse los dichos de Domingo Mon-
calvillo, AdcJina Moncalvillo, María .1nés Arbio, Adelina González de
Monealvillo y María Grubert.

Todos ellos son contestes en el sentido de que ese día, Domingo
Héctor MoncalviJIo fue detenido en horas de la mañana, en el lugar
indicado, en oca~ión en que había salido en su automóvil a comprar
un diario.

Ello se encuentra corroborado con los, elementos de juicio que
demuestran que la víctima fue posterior~ente mantenida en cauti-
verio en la Brigada de Investigaciones de La Plata, perteneciente a
la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Además, durante su cautiverio se hicieron gestiones ante auto-
ridades en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

En este sentido, declaró Domingo Moncalvillo, que junto cón su
nuera recorrieron distintas comisarías, y a los dos o tres días pre-
sentaron un recurso de hábeas corpus en el Juzgado N~ 5 de La Plata
(causa 82.530).

Por otra parte, con posterioridad a conocer el paradero de su
J1ijo, y ante la noticia de que habría partido hacia Uruguay, sus pa-
dres se trasladaron primero a la ciudad de Colonia, donde averigua.
ron en la oficina de Mjgraciones que alguien con el nombre de su
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hijo habia ingresado en la República del Uruguay, dirigiéndose pos-
teriormente a Montevideo, donde no pudieron localizarlo. Ello es
corroborado por Adelina Moncalvillo y Maria Grubert.

Por su parte, las gestiones ante autoridades militares se com-
prueban con la nota R. 76.6049/188 del Ejército Argentino, por la
que se informó a Domingo Moncalvillo que su hijo no se encontraba
detenido a disposición del Arca Operacional 113. Dicha nota obra
reservada en poder del Tribunal.

A Domingo Héctor Moncalvillo s,e lo mantuvo ilegalmente dete-
nido en la Brigada de Investigaciones de La Plata, que pertenecía a
la Policía de la Provincia de Buenos Aires, y que dependía opera.
ci~nalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

En este sentido, deben computarse lo.s dichos de Maricel Marta
Mainer, María de los Milagros Mainer, Domingo Moncalvillo, Adelina
Moncalvillo, María Inés Arbio, Adelina González de Moncalvillo, Ma-
ría Grubert, Martín Osvaldo Galarza, Nicolasa Zárate de Salomone
y Antonia Lugarda Cifre de ldiart.

Todos ellos son contestes en el sentido que vieron a Domingo
Héctor Moncalvillo en el mencionado lugar.

Su esposa, María Inés Arbio, .relató qúe ante la posibilidad de
que su marido pudiera viajar a Brasil, fue a la, Brigada de La Plata
para que firmara dos poderes, por los cuales la autorizó a salir del
país con su hijo, y a retirar el automóvil, los cuales se hallan agre-
gados a la causa.

Por su parté, el entonces Capellán de la Policía, Christian Von
Wernich, declaró que Moncalvillo estaba entre los detenidos en la
Brigada de La Plata. Ello se reafirma con la carta que aportó Ade.
lina Moncalvillo, al declarar en la audiencia, remitida por el men.
cionado.

Por últimb¡ no está probado que Domingo Héctor Moncalvillo
recuperó su libertad.
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En efecto, según declaran sus parientes, no obstante las averi-
guaciones realizadas en la Ciudad de Colonia, Uruguay, nunca más
volvió a ser visto, ni se tuvieron más noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber, tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Domingo Héctor Moncalvillo y sobre cuya base
debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe- elemento" alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten~
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Do-
mingo Héctor Moncalvillo fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 28: IDIART, CECILIA LUJAN

Está probado que Cecilia Luján Idiart fue privada de su liber-
tad el 16 de diciembre de 1976 en la ciudad de La Plata, Provincia
de Buenos Aires, por personas que dependían operacionalmente de!
Ejército Argentino.

En este sentido depuso su madre, Antonia Lugarda Cifre de
Idiart, quien fue avisada por vecinos de su hija que el día men~
,cionado allanaron su domicilio y se llevaron con los ojos vendados
"a la víctima, que era estudiante de Agrimensura en la Facultad de.
Ingeniería de La Plata, junto con otros compañeros que estaban
en el lug¡tr.
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Relató la testigo además que al día siguiente fue al domicilio
de su hija y lo encontró destrozado.

Ello se corrobora con los elementos de juicio colectados que
demuestran que la víctima fue posteriormente mantenida en cauti~
verio en la Brigada de Investigaciones de La Plata, perteneciente
a la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Además, durante su detención se hicieron gestiones ante auto~
ridades en procura de la averiguación de su paradero y de su
libertad.

Relató Cifre de Idiart que recorrió las comisarias de la zona,
Magdalena, habló con Monseñor Plaza y fue al Ministerio del Inte-
rior, todo lo cual arrojó un resultado negativo.

En estas condiciones interpuso un recurso de' hábeas corpus .

.A Cecilia Luján Idiart se la mantuvo ilegalmente en 'caut~verio
en la Brigada de Investigaciones de La Plata, perteneciente a la
Policía de la Provincia de Buenos Aires, que dependía op~racional.
mente del Primer Cuerpo pe Ejército.

Al respecto, deben computarse los dichos de Adelina Moncal.
villa, María Inés Arbio, Adelina González de Moncalvillo, María Gru-
bert, Martín Osvaldo Galarza, Nicolasa Zárate de Salomone y Anto-
nia Lugarda Cifre de Idiart, quienes declararon haberla visto en
dicho lugar.

A ello se agrega lo testimoniado por el entonces Capellán de la
Policía Christian van Wernich, quien declaró que Idiart se encon.
traba en la Brigada de La Plata.

No está probado que Cecilia Luján Idiart recuperó su libertad.

En efecto, conforme los dichos de los testigos que depusieron
en la audiencia desde fines de octubre de 1977, nunca más fue
vuelta a ver en libertad ni se tuvieron noticias de ella.
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En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunalo Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Cecilia Luján Idiart y sobre cuya base debían
haber formulado la per~inente denuncia, conviene hacer una dis.
tinción.

Respecto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y de
la Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de es-
tos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
olJjetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ceci-
lia Luján Idiart fue desarrol1ado de' acuerdo al proceder descripto
en la cues'tión de hecho N? 146.

CASO N? 29: MORETTINI, MARIA DEL CARMEN

Está probado que María del Carmen Morettini fue privada de
su libertad el día 30 de noviembre de 1976 en la ciudad de La Plata,
Provincia de Buenos Aires, por personas que. dependían opcracio-
nalmente del' Ejército Argentino.

Ello surge del indicio que se desprende de' los dichos de su
padre, Isidoro Nicolás Morettini, en su declaración prestada 'en el
Legajo N? 002822 de CONADEP -Denuncia "M" 979/84-.

En dicha denuncia manifestó que su hija, en la fecha mencio~
nada, fue detenida en la vía pública en la ciudad de La Plata y
conducida a la dependencia policial ubicada en la calle SS N? 930
de aquella ciudad (Brigada de Investigaciones de La Plata). Este
indicio se ve corroborado con el cuadro probatorio colectado, que
demuestra que la víctima fue alojada en dicha unidad policial.
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Además, durante su cautiverio se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

A fs. 3 y 10 del legajo mencionado, obran agregadas sendas notas
enviadas al señor Morettini por el Comisario General Etchecolatz
y por el ex Capellán de la Policía Christian von Wernich, en con-
testación de gestiones realizadas ante ellos por el padre de la vÍC-
tima.

Por su parte, declaró que interpuso en la Provincia de. La Pam-
pa un recurso de hábeas corpus.

A María del Carmen Morettini se la mantuvo ilegalmente en
cautiverio en la- Brigada de Investigaciones de La Plata, pertene-
ciente a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que dependía
operacional mente del Primer Cuerpo de Ejército.

En dicho 'lugar declararon haberla visto- familiares de otras per-
sonas allí detenidas: Maricel Marta Mainer, Adelina Moncalvillo, Ma-
ría Inés Arbio, Adelina González de Moncalvillo, Martín Osvaldo Ga-
larza y Nicolasa Zárate de Salomone.

En el mismo sentido declaró que se hallaba detenida- allí el. ex
Capellán de la Policía Christian van Wernich.

Por último, no está probado que María del Carmen Morettini
recuperó su libertad. En efecto, la víctima no ha vuelto a ser vista,
ni se tuvieron más noticias de ella.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens_ Graffigna y Basilio Arturo Lami
Doza, el Teniente General Leopoldo Fortunato GaItieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima María del Carmen Morettini y sobre cuya base
debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de
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estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que "damnificó a María
del Carmen Morettini fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
.cripta en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 30: SALOMONE DE GUEVARA, NILDA SUSANA
\

Está probado que Nilda Susana Salomone de Guev'fra fue pri-
vada de su libertad en el mes de noviembre de 1976 en la ciudad
de La Plata, Provincia de Buenos Aires, por un grupo que dependía
operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello así, de conformidad con los dichos de su madre, Nicolasa
Zárate de Salomone, quien en la audiencia declaró que a mediados
de noviembre de 1976, en ocasión de ir al domicilio de su hija a
llevar a su nena, se enteró por una vecina que había entrado un
grupo de militares y se la habían llevado.

Declaró asimismo que días después su marido recibió comu~
nicación de -su hija, quien se encontraba alojada en la Brigada de
Investigaciones dé La Plata, adonde fue a verla.

Ello se halla corroborado con los elementos de juicio que acre-
ditan que la víctima fue mantenida en cautiverio en la Brigada de
Investigaciones de La Plata, perteneciente a la Policía de la Provin.
da de Buenos Aires.

Además, durante su detención se hicieron gestiones ante auto~
ridades en procura de la averiguación de su paradero y de su
libertad.

En efecto, manifestó Zárate de Salomone que al enterarse de
la desaparición de ,su hija volvió a Córdoba, donde residía, y rea~
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}izóaveriguaciones en el Tercer C~erpo de Ejército donde no obtuvo
ninguna respuesta. Escribió además varias cartas al Ministerio del
Interior que no fueron contestadas.

A Nilda Susana Salomone de Guevara se la mantuvo ilegalmente
en cautiverio en la Brigada de Investigaciones de La Plata, pertene-
ciente a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, y que dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

En efecto, su madre declaró que, tras una comunicación tele-
fónica, concurrió a la Brigada de Investigaciones de La Plata, don-
de se encontró con su hija. A partir de allí tuvieron contacto con.
tínuo por carta y, en el mes de abril de 1977, la fue a visitar.

Además, fue vista en dicho lugar por familiares de los demás
detenidos, por Adelina Moncalvillo, María Inés Arbio, María Grubert
y Antonia Lugarda Cifre de Idiart.

Por su parte, el ex Capellán de la Policía Christian von Wer-
nich declaró que Nilda Susana Salomone de Guevara se hallaba de-
tenida en dicha unidad policiaL

No está probado que Nilda Susana Salomone de Guevara recu-
peró su libertad.

Según los dichos de' su madre, se le había concedido una 0pclOn
para salir del país. A partir de entonces no volvió a ser vista, ni se
tuvieron más noticias de ella.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Doza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Nilda\ Susana Salomonc de Guevara y sobre cuya
base debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer
una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de
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estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Tcniente General Leopoldo Fortunato
Galticri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten.
dón, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Nilda
Susana Salomone de Gucvara fue desarrollado de acuerdo al pro-
ceder deseripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 31: BRAVO, ALFREDO PEDRO

Está probado que el dia 8 de septiembre de 1977, aproximada-
mente a las 19,30, Alfredo Pedro Bravo fue privado de su libertad
mientras se encontraba dictando clases en la Escuela para Adultos
N? 6 del Distrito Escolar N? 7, ubieada en la ealle Rivadavia N? 5245,
de esta Capital Federal, por personas armadas, que dependían del
Ejército Argentino.

Ello surge del propio tcstirponio del' profesor Bravo, en el que
relata las circunstancias en que dos personas armadas, que se iden-
tificaron como pertenecientes a Coordinación Federal, procedieron
a llevárselo de la citada escuda.

Corrobora lo expuesto, los dichos del Director del estableci-
miento Santiago Rodolfo Menviell y de los docentes Santiago Giu-
dice, Héctor Jaime Bonclls y Rubén Salagua, bien que sólo el Direc~
tor y el primero de los docentes citados presenciaron el hecho, ya
que los dos úlHmos se anoticiaron después ~c lo ocurrido por el
personal de la eseuela.

Esta circunstancia es aceptada por el General "Ramón Camps y
por e! Comisario Migue! Osvaldo Etehecolatz al dee!arar ante el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas en el expte. Ni? 9295,
instruido a raíz del decreto NI? 280/84, quienes afirman que Bravo
fue detenido en la fecha indicada por orden del Primer Cuerpo de
Ejéreito (fs. 253 y 411).
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Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori~
dades, en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En estas actuaciones se encuentran agregados los recursos de
hábeas corpus interpuestos por Marta Becerini de' Bravo en favor
de su esposo por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
]0 Criminal de Sentencia letra "Q", Secretaría N? .19-N? 2486- Y
N? .1.1.975 de] Juzgado de Instrucción N? 28.

Está probado que con ~otivo de una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

En los citados recursos de hábeas corpus tanto el Ministerio
del Inte,rior como la Policía Federal y e.1Comando en Jefe del Ejér-
cito informaron que Alfredo Pedro Bravo no se encontraba dete-
nido, resultando que está comprobado que había sido privado de
su libertad el 8 de septiembre de 1977.y se ]0 puso a disposición
del Poder Ejecutivo Nacional e] 20 de septiembre de dicho año
-las contestaciones negativas fueron en ese Ínterin-.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible' n1en-
dacidad de alguno de estos informes.

Como quedó probado en la detención de Alfredo Pedro Bravo
intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene
en cuenta que fue dicha fuerza la que contestó negativamente tales
requerimientos, cabe concluir q~e quedó acreditada la existencia de
una respuesta mendaz, por parte de aquélla.

Está probado que a Alfredo Pedro Bravo se ]0

destinamente en cautiverio hasta la fecha en que se
posición del Poder Ejecutivo Nacional.

lnantuvo clan-
e

lo puso a dis.

Ello en virtud del testimonio de la propia víctima -en el sentido
.que desde la fecha de su detención hasta la fecha en que fue puesto
a disposición del Poder Ejecutivo Nacional permaneció en cautive-
rio en lugares que no puede precisar, lo que se compadece con el
hecho de que efectivamente se delllostró que fue detenido el 8 de
septiembre de 1977 y recién fue puesto a disposición del Poder Eje-
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cutivo Naciana"} trece días después. Ello se encuentra corroborado
por los dichos del General Ramón Camps vertidos ante el Consejo
Supremo de las Fuerzas Armadas (expte. N~ 9295).

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera some-
tido a algún mecanismo de tortura.

Ello así, ya que el solo testimonio de Bravo, quien refiere que
.fue sometido a reiteradas sesiones de interrogatorios en 'las que
se le aplicaba corriente eléctrica y otros tormentos, .no alcanza a
acreditar esta cuestión, huérfana corno se encuentra de otras pro-
banzas

Está probado que Alfredo Pedro Bravo fue puesto a disposición
del Poder Ejecutivo Nacional el 20 de septiembre de 1977 y liberado
el 21 de diciembre de 1978.

Ello surge, del correspondiente decreto N~ 2867 que obra foto.
copiado a fs. 25/26 del recurso de hábeas corpus antes citado y de
sus propios dichos, lo que se encuentra avalado por la correspon-
diente notificación que en fotocopia luce a fs. 353 del expte. N~ 9295
del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Alfredo Pedro Bravo fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 32': DE ACHA, CLAUDIa

Está probado que el día 15 de septiembre de 1976, entre las dos
y tres horas, Claudia De Aeha fue privado de su libertad en su.
domicilio ubicado en la calle D.iagonal 73, N~ 2539 de La Plata, Pro-
vincia de Buenos Aires, por un grupo armado que se identificó
como perteneciente al Ejército Argentino.

Ello surge del testimonio brindado por su madre, la señora'
alga Koifnlan de De Acha quien da un pormenorizado relato de
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las circunstancias en que seis u ocho person~s encapuchadas en.
traron p'or la fucrza a su casa y sin dar explicaciones procedieron
a llevarse a su hijo.

Lo expuesto se encuentra. corroborado con .el testimonio de la
tía de la víctima, seilora Nélida Koifman, quien si bien no pre-
senció el hecho,' tuvo conocimiento por su propia hermana que la,
anotició el mismo día del suceso.

Se suma tanlbién como indicio de innegable valor probatorio,
el hecho de haber sido visto De Acha, poco después de esa fecha,
en cautiverio.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

A tal efecto, el padre de la víctima, Ignacio Javier De Acha
presentó un recurso de hábeas corpus en favor de su hijo Claudio,
ante el Juzgado en 10 Penal N? 1 de Primera Instancia, de La Plala
que tramitó bajo el N? 121.531.

Está probado que a raíz de una solicitud judicial la autoridad
requerida contestó negativamente.

En efecto, en el citado expediente N? 121.531 obra agregado un
informe sunlinistrado por la policía provincial '-[s. 2- haciendo
saber que la vÍctinla no se hallaba detenida.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de dicho informe.

Como quedó probado Claudia De Acha fue privado de su liber-
tad por personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene
en cuenta que el informe emanó de la Policía de la Provincia de
Buenos Aires, subordinada a la referida fuerza. cabe concluir que
ha quedado acreditada la exi~tencia de una respuesta mendaz.

Con relación a la Fuerza Aérea y a la Armada no está acredi-
tago dicho extremo.
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También está demostrado que a Claudia Dc Aeha se ]0 man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Investigacio-
nes de Banfield, perteneciente a la Policía de la Provincia de Bue-
nos Aires que dependía operacionalrncnlc del Primer Cuerpo de
Ejército.

Ello cn virtud del testimonio brindado por Pablo Alejandro
Díaz quien manifiesta haber compartido su cautiverio con la víc-
tima y con otras personas que como ellos eran estudian tes secun-
darios en La Plata, quienes relacionaban sus detenciones con una
gestión que habían realizado, tendiente a conseguir el boleto escolar
secundario ante la correspondiente autoridad.

Díaz manifiesta saber que estuvieron en el referido lugar, no
sólo por los comentarios que escuchó .sino también por haber oído
en una oportunidad que contestaba el teléfono dando ese nombre
(Brigada de Banfield).

En igual sentido depone Víctor !,-Iberto Carminati, quien refiere
que una vcz liberado reconoció el lugar de detención.

Atilio Gustavo Calotti, al declarar mediante exhorto diplomá-
tico refiere haber visto a De Acha en cautiverio en Banfield.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido
a algún mecanismo de tortura.

Al respecto sólo se cuenta como elemento probatorio el testi-
monio de Pablo Alejandro Díaz, quien ha~e una afirmación ele tipo
general en el sentido dc que todos eran torturados, lo que resulta
insuficiente para tener por acreditado este aspecto.

Tampoco está probado que Claudia De Acha recuperara su liber-
tad. Al respecto se carece de todo elemento convictivo de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Olnar Rubens Grafi-igna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el T~niente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 397

que fuera víctima Claudia De Acha y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto .a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Anna-
da, ¡nal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno -a ellos. Res-
pecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posteriori<!ad a la detención, que per~
mitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Claudia De Acha fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N'?146.

CASO N° 33: FALCONE, MARIA CLAUDIA

Está probado que María Claudia Falcone fue privada de su lj~

bertad, el día 16 de septiembre de 1976, aproximadamente a las
0,30 horas, mientras se encontraba en el domicilio de una tía abue~
la, ubicado en la calle 56 N9 586 de La Plata, Provincia de Buenos
Aires, en compañía de una anlÍga de nonlbre María Clara Ciocchini.

Ello surge de los dichos de su madre Melba Alicia Méndez de
Falcone, vertidos en la audiencia, lo que encuentra corroboración
en el hecho de haber sido vista en cautiverip por diversos testigos,
a los que luego se hará referencia, en diversos lugares dependientes
de la fuerza Ejército.

Durante su detención se hicieron g~stiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En efecto, su madre nlanifiesta haber presentado seis recursos
dc hábeas corpus. Obran agregados los N?: 1364 interpuesto ante
el Juzgado Federal N? 3 de La Plata, iniciado con fecha 29/6/77;
N? 25820-F interpuesto ante el Juzgado Federal N? 2 de La Plata,
iniciado con fecha 17/9/76 y N? 19.346 Y N? 47.166 deducidos ante
el Juzgado Federal N? 3 de La Plata.
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Está probado que con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente ..

En efecto, en los citados recursos de hábeas corpus, tanto las
Policías de la Provincia de 'Buenos Aires, la Federal, el Ministerio
del Interior y el Comando en Jefe del Ejército informaron que
María Claudia Faleone no se encontraba detenida, 10 que motivó los
rechazos de los recursos.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de dichos informes.

Como ya se adelantó María Claudia Faleone fue privada de su
libertad por personal dependiente del Ejército Argentino. Si se
tiene en cuenta que fue dicha fuerza la que respondió los informes
negativos en los citados recursos, <;-abeconcluir que ha quedado
acreditado la existencia de respuestas mendaces. En cambio no
cabe efectuar la m"i5ma conclusión respecto de la Fuerza Aérea y
de la Armada.

A María Claudiá Fa1conc se la mantuvo clandestinamente en
cautiverio en la Brigada de Investigaciones de Banfield, Provincia
de Buenos Aires, que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo
de Ejército.

Ello surge del testimonio de Pablo Alejandro Díaz, quien mani-
fiesta haber compartido su cautiverio con ]a víctima y con un grupo
de estudiantes secundarios, quienes relacionaban sus detenciones
con ~na gestión que habían realizado ante las autoridades en pro-
cura de conseguir un boleto escolar. Díaz afirma conocer el lugar
no sólo por comentarios entre Jos detenidos sino también por un
llamado telefónico que escuchó mientras se encontraba en cautiverio.

En igual sentido depone Víctor Alberto Carminati, quien reco~
nace a María Claudia Falcone junto con otro grupo de estudiantes
secundarios a quienes vio en la Brigada de Banfiel~, lugar éste que,
una vez liberado, reconoció a raíz de un trabajo que realizó en las
inmediaciones.
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También el testigo Francisco Fanjul lnanifiesta que se enteró
por intermedio de una funcionaria de Institut.os Penales de nombre
Argentina Guzmán, que Claudia Falcone se hallaba detenida. Esta
persona la reconoció a través de una fotografía.

Nora Alicia Ungaro, manifiesta que mientras se encontraba de-
tenida, otras personas que se hallaban en su misma situación le
contaron que su hermano, junto con un grupo de estudiantes secun-I
darios entre los que se encontraba Claudia Fa1cone, estaban deteM

nidos en el lugar.

Atilio Gustavo Calotti al declarar mediante exhorto diplomático
refiere haber permanecido privad9 de su libertad para la misma
época que la víctima, enterándose por los dichos de otros cautivos
que ésta había sido llevada a la Brigada de Banfield.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometida.
a algún nlecanismo de tortura.

Obra el testimonio, en tal sentido, de Pablo Alejandro Díaz, no
suficientemente específico -tan sólo lo escuchó-, que no aparece
corroborado por ningún otro elemento de convicción.

No está probado que María Claudia Falcorie hubiera recupeM

rada su libertad.

Al respecto .se carece de todo elemento convictivo.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los BriM

gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galticri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima María. Claudia Falcone y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una disM

tinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si
se tiene presente que se trató de 'un procedimiento ajeno a ellos.
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Respecto del Teniente General Lcopoldo Fortunato Galtieri no exis-
te elemento, alguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arUla con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a María Claudia Falcone fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho 'n? 146.

CASO N? 34: DIAZ, PABLO ALEJANDRO

Está probado que Pablo Alejandro Díaz fue privado de su
libertad a las 21 horas del 21 de septiembre de 1976, en su domi-
cilio ubicado en ]a calle 10 n? 435 de La Plata, Provincia de Buenos
Aires, por un grupo de personas armadas, que dependían opera-
cionalmente del Ejército Argentino.

Ello sur~e del propio testimonio de la víctima, corroborado por
los dichos de sus hermanos Daniel Nemecio y Estela Hebe, q~ie~
nes se encontraban presentes al lllomento del hecho y proporcio~
nan una versión coincidente acerca de las características en que
se produjo.

Avala lo expuesto, el hecho de haber sido visto Díaz, con pos~
terioridad a su privación, en cautiverio por otras personas, en
diversos lugares dependientes del Ejército, como se verá más ade-
lante.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en .procura de la averiguación de' su paradero y libertad.

Su 1:ermana, la docente Estela Hebe Díaz expresa que se inter-
pusieron tres recursos de hábeas corpus.

Obra agregado el deducido por la nombrada en favor de la
.víctima por ante el Juzgado en lo Penal N? 7 de La Plata, S~cre-
taría N? 14, que registra el n? 42.437 de fecha 30 de septiembre
de 1976.
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Está probado que con motivo de una solicitud judiciat la au~
toridad requerida contestó negativamente.

En efecto, a fs. 5 del citado recurso la Dirección Judicial de
la Policía de la Provincia de Buenos Aires contestó con fecha 19
de octubre de 1976 que no se encontraba detenido en jurisdicción
de dicha repartición.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de dicho informe.

Como quedó probado, en la detención de Pablo Alejandro Díaz,
intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene
en cuenta que la Policía de la Provincia de Buenos Aires -que res~
pondió el informe- dependía operacionahllente a la Fuerza Ejér~
cito, cabe concluir que ha quedado acreditada la existencia de una
respuesta men~az. Por lo tanto no ca~e efectuar reproche alguno
-sobre este aspecto- a la Fuerza Aérea y a la Armada.

También está probado quc a Pablo Alejandro Díaz se lo mantu-
vo clandestinamente en cautiverio en el Destacamento Policial de
Arana, en la Brigada de Investigaciones de Bánfield y en la Brigada
de Investigaciones de Quilmes, pertenecientes a la Policía de la
Provincia de Buenos Aires, que dependían operacionalmente .del
Primer Cuerpo de Ejército.

La propia víctima refiere los lugares en que estuvo cautivo
y la forma en que conoció sus nombres, o sea por menciones de
otros compañeros y en el caso de la Brigada de Bánfield por una
conversación telefónica que escuchó. Posteriormente al dar las
descripciones de esos sitios comprobó que efectivamente se trataba
de los que él sabía.

Ello encuentra corroboración. con el testimonio de Walter Ro~
berta Docters, quien compartió su cautiverio con Díaz en los tres
centros de detención, y con el de Víctor Alber.to Carminati, quien
menciona a Pablo o.iaz como a una de las personas que vio alojado
en la Brigada de Banfield.



402 FALLOS DE LA CORTE SUPRE~{'\

José María Noviello, al deelarar mediante exhorto, manifiesta
haber compartido su cautiverio con Díaz en los ,tres centros en que
estuvo secuestrado, e incluso afirma haber sido trasladado con él
desde un eentro a otro. Agrega que en la Brigada de Banfield eom-
partían la misma celda, junto también c0!l el antes nombrado Wal.
ter Docters.

Atilio Gustavo Calotti al deelarar mediante exhorto diplomátieo
menciona a la víctima como uno 'de sus compañeros de cautiverio
con quien tuvo varias conversaciones.

Se encuentra probado que en ocasión de su cautiverio fue so-
metido a algún mecanismo de tortura.

Ello así por cuanto la versión proporcionada por la víctima en
el sentido de que fue sometido a reiteradas sesiones de interrogato-
rios en los que se les sumi.nistraba corriente eléctrica, aparece ava-
lada por otros elementos probatorios. En tal sentido deben eompu-
tarse los testimonios de Docters y Carrninati, quienes resultan con-
testes en mencionar las torturas a que eran some.tidas las personas
cautivas en el mencionado centro de detención.

También está probado que. Pablo Alejandro Díaz fue puesto a
disposieióh del Poder Ejeeutivo Naeional el 29 de dieiembre de 1976.

Sus dichos en tal 'sentido no aparecen controvertidos por prue-
ba alguna.

Por último, surge de autos,. que los hechos que damnificaron a
Pablo Alejandro Díaz fueron desarrollados de aeuerdo al proceder
deseripto, en la euestión de heeho N? 146.

\

CASO N? 35: UNGARO, HORACIO ANGEL

Está probado que Horaeio Angel Ungaro fue privado de su
libertad el día 16 de septiembre de 1976, en su domicilio ubieado
en La Plata, Provincia de Buenos Aires, junto con su amigo Daniel
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Alberto Racero, que se encontraba con él, por un, grupo de per-
sonas armadas, que dependíal~ del Ejército Argentino.

Ello en virtud del testimonio brindado por su hermana Nora
Alicia Ungaro, quien si bien no presenció el hecho, manifiesta ha-
berse enterado del mismo a través de su madre que vivía a corta
distancia.

Corrobora lo expuesto, lo manifestado por la madre de Daniel
Alberto Racero, señora Eisa Pereda de. Racero, quien afirma ha-
berse enterado del hecho por intermedio de la madre de Ungaro.

Ello se compadece con la circ:unstancia de haber sido vista la
víctima, luego de la fecha del hecho, detenida en diversos lugares
de detención, que como se verá más adelante,' dependían del .Ejér-
cito Argentino.

Con motivo de su detención se hicieron gestione? ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello surge de los dichos de su hermana Nora Alicia Ungaro,
en cuanto afirma que su n1adre hizo una serie de trámites, entre
ellos un recurso de hábeas corpus.

También está 'probado que a Horacio Angel Ungaro se lo man-
o tuvo clandestinamente en cautiverio en el Destacamento Policial
de Arana, en la Brigada de Investigaciones de Banfield y' en la Bri-
gada de Investigaciones de Quilmes, pertenecientes a la Policía de
la ,Provincia de Buenos Aires _que dependían operacionalmente del
Primer Cuerpo de Ejército.

Ello se desprende del testimonio de Pablo Alejandro Díaz, quien
'afirma haber compartido su cautiverio con la víctima y con otros
jóvenes en los referidos lugares de detención, relacionando dicha
circunstancia con una gestión que habrían realizado ante las auto-
ridades en procura de conseguir un boleto escolar secundario.

Dicha circunstancia aparece avalada por los dichos de Walter
Roberto Docters, quien manifiesta haber visto a Ungaro en Arana;
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el testimonio de su hermana Nora Alicia, quien expone que cuando
se encontraba privada de su libertad en la Brigada de Investigaciones
de Quilmes, otras personas en su misma situación le manifestaron
que habían visto a Horado Angel. Víctor Alberto Carminati al de~
clarar en la audiencia refiere haber compartido su c~utiverio en la
Brigada de Investigaciones de Banfield, a la que una vez en libertad
pudo reconocer, con un grupo de estudiantes, entre los que si bien
no menciona a la víctima, recuerda entre otros a Pablo Alejandro
Díaz.

Atilio Gustavo Calotti al declarar mediante exhorto diplomático,
menciona a Ungaro como uno de sus compañeros de cautiverio en
Arana con quien habló en varias oportunidades, agregando que
supo que luego fue trasladado a la Brigada de Banfield.

Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido a
algún mecanismo de tortura.

Al respecto, los testigos referidos anteriormente resultan con-
testes en mencionar las torturas a que eran sometidos, resultando
el testimonio de Calotti de singular relevancia en cuanto afirma
que le consta que Ungaro fue torturado, por haberle visto las "Se-
cuelas y escuchado sus gritos de dolor.

También coinciden en cuanto a las pésimas condiciones de vida
a que eran sometidos. Especialmente hacen hincapié en la escasa
alimentación, en la incomodidad de 'las celdas, agravadas por el
hecho de permanecer atado;s y con los ojos vendados y práctica~
mente desnudos, expuestos a las inclemencias climáticas.

No está probado que Horado Angel Ungaro hubiera recupe-
rado su libertad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento
de convicción.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens GraJfigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente Genéral Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera vÍCtima Horacio Angel Ungar,? y sobre cuya base debían
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haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis-
tinción.

~
En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-

mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos h~chos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato GaItieri no exis-
te elemento alguno, como no sea el dato puramento objetivo de su
comandancia del anna con posterioridad a la detención, que permi-
tan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Horacio Angel Ungaro fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 36: RACERO, DANIEL ALBERTO

Está probado que Daniel Alberto Racero fue' privado de su
libertad el día 16 de septiembre de 1976, junto con su amigo Ho-
r;acio Angel Ungaro, mientras se encontraban en el dO,rnicilio de
este último ubicado en La Plata, Provincia de Buenos Aires, por
un grupo de personas armadas, que dependían del Ejército Ar-
gentino.

Ello surge del testimonio de Nora Alicia Ungaro, hermana de
Horacio Angel (caso N? 35), que fue anoticiada del hecho a través
de su madre. En igual sentido depone la señora EIsa Pereda de
Racero, madre de la víctima.

Lo expuesto encuentra corroboración en el hecho de haber
sido visto en cautiverio en lugares que, como luego se referirá,
dependían de la Fuerza Ejército.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello surge de los dichos de su n1adre quien afirma haber in-
terpuesto un recurso de hábeas corpus en La Plata.
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En la carpeta suministrada al Tribunal por el Ministerio del
Interior, obran constancias de las gestiones efectuadas en su favor
ante la Justicia y diversos organismos internacionales.

También quedó demostrado que a Daniel Alberto Racero se lo
mantuvo clandestinamente en detención en la Brigada de Investiga-
ciones de Banfield, perteneciente a la Policía de la Provincia de
Buenos Aires que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo de
Ejército.

Ello se desprende del testimonio aportado por Pablo Alejandro
Díaz quien refiere haber compartido su cautiverio con la víctima y
con otros jóvenes en el citado centro de detención, relacionando
tal circunstancia con una gestión que había llevado a cabo ante
autoridades en procura de conseguir un boleto escolar secundario.

Víctor Alberto Carminati manifiesta haber compartido su cau-
tiverio en Banfjeld junto a un grupo de estudiantes secundarios,
entre los que si bien no menciona a la víctima, si io hace respecto
de Pablo Alejandro Díaz.

También Nora. Alicia Ungaro refiere que cuando .estuvo dete-
nida preguntó a otras personas en su misma situación sobre la suerte
de su hermano Horacio Angel y por Daniel Alberto Racero, enterán-
dose que ambos habían sido vistos en la Br.igada de Banfield.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera sorne.
tido a algún mecanismo de tor"tura.

Al respecto no se ha arrimado ningún elemento de convicción
que permita tener por acreditada esta cuestión de hecho.

Durante ese tiempo o parte de él se le impusieron condiciones
inhumanas de vida y alojamiento.

En tal sentido resultan coincidentes los testimonios brindados
por Pablo Alejandro Díaz 'y Víctor Alberto Carminati en cuanto a
las pésimas condiciones de vida a que eran sometidos. Especialmen-
te hacen hincapié en la escasa alimentación, en la incomodidad de
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las celdas, agravada por el hecho de permanecer atados y con los
ojos vendados y prácticamente desnudos, expuestos a las inclemen~
cias climáticas.

No está probado que Daniel Alberto Racero haya recuperado
su libertad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento con-
victivo.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Omar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leop6ld~ Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Daniel Alberto Racero y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis~
tinción. '

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hec~os si
se tiene pre~ente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no~exis~
te elemento alguno, como no sea el ~ato puramente objetivo de su
comandancia del árma con posterioridad a la' detención, que permi-
tan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Da-
niel Alberto Racero fue desarrollado de acuerdo al proceder. des~
cripta en la' cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 37: CIOCCHINI, MARIA CLARA

I
Está probado que María Clara Ciocchini. fue privada de su liber-

tad el 16 de septiembre de 1976, aproximadamente a las 0,30, mien-
tras se encontraba junto con su amiga María Claudia Falcone en el
domicilio de una tía abuela de esta última, ubicado en la calle 56
N? 586 de La Plata, Provincia de Buenos Aires, por personal depen-
diente del Ejército Argentino.
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Ello en virtud de los dichos de su padre, el profesor Héctor
Eduardo Ciocchini; de Melba Alicia Méndez de Falcone, madre de
María Claudia -caso N? 33-; y de los de las personas que com-
partieron su cautiverio en un lugar de detención, dependiente del
Ejército Argentino, a lo que luego se habrá de referir.

También está probado que a María Clara Ciocchini se la man~
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Investigacio-
nes de Banfield, perteneciente a la Policía de la Provincia de Bue-
nos Aires que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo de
Ejército.

Lo expuesto surge del testimonio brindado por Pablo Alejandro
Díaz; quien afirma haber compartido su cautiverio en el citado lu-
gar, junto con la víctima y un grupo de jóvenes estudiantes secun.
darios, los que relacionaban esta circunstancia con una gestión que
habían realizado tendiente a conseguir un boleto escolar. DÍaz maniw
fiesta haber cC?nocidoel nombre del lugar a raíz de una conversa~
ción telefónica que escuchó en una oportunidad en que se encon-
traba detenido. También Víctor Alberto Carminati al deponer en la
audiencia refiere haber compartido su cautiverio en el citado centro
de detención junto a un grupo de estudiantes secundarios entre los.. .
cuales si bien no 111encionaa la yÍctima, recuerda a De Acha (caso
32) y al referido Díaz (caso 34).

La testigo Nora Alicia Ungaro lnanifiesta que se enteró de esta
circunstancia cuando se encontraba privada de su libertad, por co-
mentarios de otras personas que se hallaban en su misma situación.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera sometida
a algún mecanismo de tortura .

. Al respecto, no se ha arrimado ningún elenlento de. convicción.

Tampoco está probado que María Clara Ciocchini recuperara su
libertad. Sobre este aspecto no se ha colectado ninguna probanza.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Brigaw
dieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami Daza,
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el Teniente General Leopoldo For(unato Ga!tieri y el Almirante Jorge
Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera víc-
tima María Clau~ia Ciocchini y sobre cuya base debían haber for-
mulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar~
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Respecto del. Teniente General Leopoldo ~ortunato Galtieri no exis-
te elemento alguno, como no sea el dato puramente obJetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que permitan
acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a María
Clara Ciocchini fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 38: FORMIGA, NORMA LIVIA

Está: probado que Norma Livia Formiga, profesora en la Es-
cuela de Enfermería de la Cruz Roja de La Plata, fue privada de
su libertad el 22 de noviembre de 1977, por la tarde, en su domi-
cilio sito en la calle 54 N? 1271 de la ciudad de La Plata, Provincia
de Buenos Aires, por efectivos del Ejército Argentif.lo.

Dicha circunstancia se encuentra acreditada por los testimonios
contestes de Ricardo Alfredo Castro y Nicolás Trivelli, testigos pre~
senciales del procedim"iento de la detención, quienes relatan las' -cir- .
cunstancias en que efectivos del Ejército, junto con otros vestidos
de civil, penetraron en el domicilio de Norma Livia Formiga y se
la llevaron, junto co~ Elena Arce Sahores y Teresa Calandrini, en
el baúl de un automóvil, así como también a una cuarta mujer que
no pudó ser identificada, que fue trasladada en una ambulancia.
En térn1inos coincidentes se produjo Zenaide Di Tornasso de Tri-
ve]]i, a fs. 41 de la causa N? 21.328 del Juzgado Federal N? 3 de
La Plata.
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\
A ello debe agregarse lo declarado por estos testigos y por Al-

fredo Félix Arce Garzón, en el sentido de que en ese domicilio fue
coloc~da una faja de clausura que decía "Ejército Argentino, Re~
gimiento 79 de Infantería, Grupo Operacional 113".

El testimonio del Snboficia1 Principal Juan Basilio Viscelli,
unido a las constancias del procedimiento en el cual se retiraron
del lugar varias pertenencias de la víctima -cuya certificación obra
en poder del Tribunal-, reafirman la convicción de que fueron
efectivos de dicha unidad militar, dependiente del Primer Cuerpo
de Ejército, quienes efectuaron la detención.

Deben ponderarse además las constancias del libro de entradas
de la Comisaria N9 8 de La Plata, donde figura que Formiga y Arce
Sabores fueron detenidas a la orden del Comando Operacional 113.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad ..

En este sentido hay que computar los dichos de sus hermanas
Nidia Ester y María Ruth Forrniga, quienes realizaron gestiones ante
la Embajada Argentina en Costa Rica, las Naciones Unidas, la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización
de Estados Americanos, el Consulado de Italia, autoridades mili-
tares y eclesiásticas, todas con resultado negativo.

En el plano judicial, se interpusieron recursos de hábeas cor-
pus ante el Juzgado Federal N? 1 (causa N9 86.782), Y ante el Juz-
gado Federal N9 3 (causa N9 21.328), ambos de la ciudad de La
Plata, que también resultaron infructuosos.

A Norma Livia Formiga se la mantuvo clandestinamente en
cautiverio.

De las constancias del libro de entradas de la Comisaría N? 8
de La Plata, surge que Formiga ingresó detenida a. dicha Comisa-
ría el día 11 de enero de 1978 a las 13 horas, y fue liberada el día
20 de dicho mes y año,
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Como consecuencia de ello, no existió sustento legal alguno que
justificara la privación de su libertad con anterioridad y posterio-
ridad a dicho lapso. Por otra parte, no fue sometida a ningún tipo
de proceso ante autoridades judiciales o militares, ni fue puesta a
disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Todo ello reafirma la ile-
galidad de su detención y la clandestinidad de su cautiverio.

\
Se encuentra suficientemente demostrado también que con pos-

terioridad a la detención de Norma Livia Formiga, el personal pro.
c~dió a retirar de su vivienda muebles y efectos personales.

En este sentido, son relevantes las declaraciones de Nicolás Tri-
velli, vecino de Norma Livia Formiga y propietario de la vivienda
en que ella habitaba, quien afirma que el día del procedimiento, en
horas de la noche, un grupo de personas se llevó gran cantidad de
bienes del departamento y procedió a la clausura del mismo, colo-
cando la faja a la que se ha hecho mención precedentemente.

Entre los objetos que se llevaron, el testigo Trivelli afirma que
había varios de su propiedad, que nunca le fueron restituídos; no
obstante las reclamaciones efectuadas ante el Regimiento' N? 7.

Refiere asimismo que unos dos meses después, luego de varias
gestiones en dicha unidad militar, le entregaron las llaves de la vi.
vienda a su esposa, y días más tarde una comisión encabezada por
el entonces Sarg~nto Prinle~o Juan Basilio Viscelli, procedió a con.
feccianar un -inventario de los bienes que quedaban y a su secuestro,
entregándole la correspondiente constancia, que obra reservada, en
poder del Tribunal, y que fuera reconocida por Viscell,i en la Au-
diencia.

No está probado que Norma Livia Fornliga recuperó su libertad.
En efecto, la nombrada. no fue vuelta a ver ni se tuvieron más noti-
cias de ella.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri. y el Alnli-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
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que fuera víctima Nora Livia Formiga y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis.
tindón.

En cuanto a los COlnandantes de la Fuerza Aérea Argentina y la
Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno
a eIJos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri
no existe elemento alguno, como no sea el dato pura~cnte objetivo
de su comandancia del anna con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Norma Livia Formiga fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N'? 147.

CASO N9 39: ARCE SABORES, ELENA

.Está probado que Elena Arce Sahores fue privada de su libertad
el 22 de noviembre de 1977, por la tarde, en el domicilio de Norma
Livia Formiga, sito en la calle 54 N~ 1271 de la ciudad de La Plata,
Provincia de 'Buenos Aires, por efectivos del Ejército Argentino.

La convicción del Tribunal en este sentido halla fundamento en
las misnlas consideraciones vertidas al respecto en el caso. anterior.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Deben computarse los dichos de Alfredo Félix Arce Garzón, pa-
dre de la víctima, quien el 24 de noviembre de 1977, tras ver clau.
surada la puerta de la casa con una faja que deCÍa:. "Ejército Argen~
tino Regimiento 7'?de Infantería Grupo Operacional 113", se dirigió a
dicha unidad militar, donde no le dieron información alguna. Simi-
lares gestiones y con el mismo resultado negativo, realizó ante el
Distrito Militar, el Ministerio del Interior, la Cruz Roja Argentina,
la Cruz Roja Internacional y autoridades militares y eclesiásticas.
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Por su parte, Eugenio Antonio Lanusse y Daniel Antonio Isola,
cuñados de Arce Sahores, efectuaron varias gestiones, especialmente
ante autoridades eclesiásticas, todas ellas infructuosas.

I

En el ámbito judicial, se interpusieron recursos de hábeas cor-
pus por ante los Juzgados Federales Nros. 2 y 3 de la ciudad de La
Plata (causas Nros. 27.526 y 1585, respectivamente), y se iniCiaron
procesos por privación ilegal de la libertad y "homicidio ante el Juz-
gado Federal N? 1 de La Plata (causas 84.189 y 3032) Y ante. el Juz-
gado Federal de Bahía Blanca (causa N? 138/84, caratulada "Arce
Garzón, Alfredo Félixs/denuncia de privación ilegal de la libertad
y/o homicidio de su hija Elena Arce Sahores").

Se encuentra suficientemente acreditado además, que con mo-
tivo de una solicitud judicial, la autoridad requerida contestó nega-
tivamente.

En efecto, a fs. 6 vta. de la causa N? 1585, del Juzgado Federal
N9 3, de La Plata, obra una certificación en el sentido de que el Co-
mando en Jefe del Ejército, con fecha 9 de enero de 1978, informó
que no poseía antecedentes de Elena Arce.

En la causa N? 27.526, del Juzgado Federal N? 2, de La Plata,
lucen informes negativos del Ministerio del Interior (fs. 12, 13 de
abril de 1978), de la Policía de la Provincia de Buenos Aires (fs. 13,
15 de abril de 1978) y una certificación en tal sentido respecto del
Comando en Jefe del Ejército (fs. 14, 17 de abril.de 1978).

Por su parte, a fs. 48, de la causa N? 84:189, tramitada por ante
el Juzgado Federal N? 1, de La Plata, se agrega un informe del Ge-
neral Juan Bautista Sasiaiñ, entonces Comandante de la Décima Bri-
gada de Infantería, que comunica que Norma Livia Formiga y Elena
Arce Sahores fueron detenidas el día 11 de enero de 1978 en la. Esta.
ción Terminal de Omnibus de La Plata por carecer de documento:)
.de identidad y poseer planfletos de origen marxista-leninista, siendo
alojadas preventivamente en la Comisaría 8~ de La-Plata, y recupe-
rando su libertad el 20 de enero de 1978, en virtud de que los orga-
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nismos de inteligencia y de seguridad infornlaron que no poseían
antecedentes.

Todo ello se contradice con lo dado por probado 'anteriormente.

Para las fechas de los informes, era Comandante en Jefe del Ejér-
cito el Teniente General Videla y no el General Viola, que aparece
acusado por este hecho.

A Elena Arce Sahores se la mantl;lvo clandestinamente en cauti-
verio en un lugar dependiente del Ejército.

La convicción del Tribunal al respecto se basa' en las pertinentes
consideraciones expuestas en el caso anterior y. precedentemente,
en éste.

No está probado que Elena Arce Sahores recuperara su libertad.
En efecto, la nombrada no fue vuelta a ver ni se tuvieron más noti-
cias de ella.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato GaItieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima Elena Arce Sahores y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Co~andantes de la Fuerza Aérea Argentina y de
la Armada Argentina, mal puede' adjudkárseles conocimiento de es-
tos hechos, si se 'tiene presente que se trató de un procedimiento aje-
no a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato' Gal.
tieri no existe elemento alguno. como no sea el dato puramente obje-
tivo de su comandancia del arma con posterioridad a la detención,
que permitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damn~ficaron a
Elena (Arce Sahores fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N9 146.
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CASO N? 40: SAJON, EDGARDO

415

Está probado que el día I? de abril de 1977 el ex Secretario de
Prensa de la Presidencia de la Nación, Edgardo Sajón, luego de salir
de su casa rumbo a su trabajo, no volvió a ser visto.

Ello se desprende de los dichos de su esposa, María Pía Lucchi
de Sajón, y del Teniente General (R.E.), Alejandro Agustín Lanusse.

La primera, relató que en la fecha indicada su esposo salió como
todos los días conduciendo su automóvil rumbo al centro. Desde e~e
momento no tuvo más noticias suyas.

Por otra parte, el general Lanusse declaró que tuvo conocimiento
de la desaparición de Sajón ese mismo día e inició inmediatamente
las averiguaciones tendientes a localizar su paradero.

Por su parte, se_ha acreditado que con motivo de su desapari.
ción se hicieron gestiones ante autoridades, en procura de la averi-
guación de su paradero y libertad.

En efecto, su esposa manifestó que el mismo día de la desapa-
rición concurrió a la Comisaría Primera de San Isidro a efectuar la
correspondiente denuncia. A su vez, se entrevistó con el Almirante
Massera, con el General Videla; escribió sendas cartas al General
Viola, a la Conferencia Episcopal y al Embajador de los Estados
Unidos, doctor Raúl Castro, todas ellas con resultado negativo.

Presentó un hábeas corpus ante el Juzgado en lo Criminal y Co-
rreccional Federal de esta Capital N'? 4, Secretaría N9 11 (Causa
N'? 3005), Y se inició, además, en el Juzgado en lo Criminal de Ins-
trucción N? 3, Secretaría 110, la causa N? 39.379/84, caratulada "Sa-
jón, Edgardo, víctima de privación ilegal de la libertad".

El General Lanusse, por su parte, hizo gestiones ante el General
Videla, el Almirante Massera, el Gobernador de la Provincia de Bue-
nos Aires, General Saint Jean y el General Viola, todas ellas infruc-
tuosas.
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Sin embargo, no puede tenerse por probado quc Edgardo Sajón
fue privado de su libertad por miembros de alguna de las fuerzas
armadas o de seguridad.

En efecto, ningún elemento de prueba se ha colectado en autos
que permita acreditar con fehacencia" dicha circunstancia.

Edgardo Sajón no ha si~o visto en centro alguno de detención
por ninguna de las personas, mantenidas en cautiverio en dichos
lugares que depusieran en la audiencia. Los dichos de Carlos Alberto
Hours carecen del grado de verosimilitud necesaria para demostrar
tal extremo.

Los indicios reseñados por el señor Fiscal de Cámara -por su
par'tc-, resultan por sí solos insuficientes para acreditarlo.

Como consecuencia de ello, pierden virtualidad" l~s imputaGiones
referidas a las supuestas falsedades instrumentales endilgadas al Te~
niente General Videla, al Almirante Massera y ~lBrigadier General
Agosti, así como también los encubrimientos que se atribuyeron a los
Brigadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, al Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y al Almi-
rante Jorge Isaac Anaya.

Por último, no surge de autos, que el hecho que damnificara a
Edgardo Sajón fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 41: aCAMPO, SELMA INES

Está probado que Selma Inés acampo, fue detenida en la ma-
drugada, del día 11 de agosto de 1976 en su domicilio, sito en la Avda.
del Libertador N? 3736, de la localidad de La Lucila, Provincia de
Buepos Aires.

Ello resulta de lo d~clarado por el Capitán de Navío en retiro
Eduardo Samuel Andrews, quien presenció las -tratativas previas que
realizó un grupo armado de personas para ingresar a la vivienda de
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su vecina de piso, Selma acampo; por el padre de la víctima, Adolfo
Teodosio Ocampo, domiciliado en el mismo edificio, quien refiere
que ese día y hora su hija le requirió ayuda telefónicamente, puesto
que intentaban ingresar a su vivienda por la fuerza, grupo éste que,
también por la fuerza, ingresó a la suya, requirÍf;mdo las llaves de la
puerta de acceso a aquélla; y por Luisa Giordano de Aranda, encar-
gada del edificio, quien narrando la forma en que estas personas in-
gresaron al interior de él, se expide en términos coincidentes.

Está probado que ese grupo .armado estaba integrado por per-
sonal de las fuerzas armadas o de seguridad, que dependían opera~
cionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Obra al respecto, lo declarado por SamueI Andrews quien, ade-
más, manifiesta que ante la insistencia de ese grupo de personas a
ingresar al interior de su propia vivienda, invocando su pertenencia
al "ejército", por temer un atentado terrorista contra su persona,
requirió telefónicamente el auxilio de la. policía, a raíz del cual, y
minutos después, se hizo presente en los jardines del edificio un
grupo de soldados uniformados, quien previo aviso e intimación diri-
gidos a los incursores, efectuó una descarga de fusilería, luego de la
cual las personas a que refiere egresaron con las manos en alto,
mantuvieron una conversación .con los uniformados, los que se reti-
raron, e ingresando aquéllos para continuar el "procedimiento" que
habían comenzado.

A ello han de sumarse los dichos de Horado Pantaleón Balles-
ter, militar en retiro y veci1;10de la misma casa de departamentos,
quien se refirió al suceso en términos coincidentes y agregó que el
grupo armado vestido de civil, ante la presencia de los soldados unÍ-
forma~os, daba a conocer a gritos su condición de integrantes del
Ejército, a la par que anunciaba que esa era "zona liberada".

A todo ello debe agregarse el aporte realizado por Luisa Gior-
dano de Aranda y Adolfo Teodosio Ocampo, quienes se expresan de
manera similar.

Con la prueba testimonial analizada, se hace evidente que el gru-
po de personas mencionado, contó con un poder de acción y nber~
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tad tal que le permitia desenvolverse con la seguridad de no ser
interferidos por el accionar de ninguna otra fuerza pública que ac-
tuara en defensa de las víctimas a quienes acechaba e, incluso, para
continuar el "procedimiento" interi'umpido. Resulta pues, que ade-
más de su invocada pertenencia a la Fuerza Ejército o de Seguridad
dependiente de ésta, indudablemente lo eran.

No obstante lo expuesto, no está probado que con posterioridad
a dicha aprehensión, Selma Inés Ocampo fuera conducida a depen-
dencias de la Dirección de Seguridad Federal de la Policía Federal.

Aún cuando Adolfo Teodosio Ocampo afirmó que Carlos Nicolás
Romanella -3 quien recurrió por su condición de militar en a,etivi-
dad para averiguar lo ocurrido con su hija-, le había referido que
ella se encontraba en ese lugar, no resulta suficiente para concluir
afirmativamente al respecto, aún cuando ciertos datos que dice que
el consultado aportara, candicen con las características del suceso,
tal como el no' hallazgo de armas en su poder y la falta de resisten-
cia por parte de ]a víctima, pese al tiempo que demandó el proce-
dimiento.

Se ha demostrado que desde esa fecha, se realizaron gestiones
ante autoridades en procura de su paradero y libertad.

Ello surge de los dichos del padre de la víctima, Adolfo T. Ocam-
po, quien refiere haber presentado cuatro recursos de hábeas cor-
pus, uno de los cuales obra agregado al proceso, y haber enviado
una carta certificada al entonces Presidente de la República, Tenien-
te General Jorge R. Videla, y las gestiones realizadas por intermedio
de Carlos Nicolás Romanella, a las que ya se hiciera referencia.

Se halla debidamente probado, que en ocasión de .er aprehen-
dida Selma Inés Ocampo, le fueron sustraidos diversos objetos de
valor.

Así se desprende de lo declarado por su padre, en el sentido de
que pudo comprobar que había sido sustraido "todo lo robable" y
"hasta las lamparitas de luz"; por Horado P. Ballester, quien se ex-
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pide en términos similares y agrega haber observado cómo el grupo
captor cargaba bultos en los automóviles en que se movilizaban, y
por los que a su vez brinda Eduardo Samuel Andrews en el sentido
de que la impresión que obtuvo al observar el departamento de la
víctima fue de que faltaban cosas. Obran, además, los dichos de
Marta Hilda Ocampo, quien refiere que entre lo sustraido se encon-
traba una chequera y, que a raíz de un libramiento posterior a la
fecha del secuestro, se presentaron diversas personas en el domicilio
de su padre reelamando el pago de varios eh~ques con los que se
habían efectu~do sendas compras.

No está probado que Selma Inés Ocampo haya recuperado su
libertad.

Puesto que los integrantes del grupo familiar son contestes en
señalar, que luego del suceso' analizado, Selma Inés Ocampo nunca
más fue vista ni por ellos ni por el núcleo de amistades que solía
frecuentar.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaran a
Selma Inés Ocampo fueron desarrollados de acuerdo al pro~eder des-
cripto en la cuestión de heeho Nros. 146 y 147.

CASO N? 42: NOCETTI, INES

Está proba¡lo que Inés Noeettl fue aprehendida en la madru-
gada.del día 11 de agosto de 1976, en el ínteríor de la vivienda de
Selma Inés Ocampo, sila en la avenida del Libertador N? 3736, de
La Lucila, provincia de Buenos Aires.
: 11 ' : \ : ', ' ,

Ello asÍ, en virtud de las consideraciones ya expuestas al tratar
el caso anterior, a lo que ha de agregarse el testimonio de Eduardo
Samuel Andrews, ya citado con anterioridad, a quien le consta, por
dichos de la madre de Selma Inés Ocampo, que ésta se encontraba
acompañada de otra persona que supo se llamaba Inés Nocetti (ver
además fs. 1180, de la causa 19.581, del Juzgado Federal de Mercedes
que corre por cuerda), y'los de Luisa Giordano de Aranda, que a su
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vez expresa, que en el momento <;Ielhecho, Selma Inés Ocampo se
hallaba acompañada por una amiga.

Ha de sumarse a lo expuesto, 10 afirmado por Marta Ocampo,
quien al referirse a las características del procedimiento. menciona
que el grupo aprehensor sabía que allí se encontraba Inés Nocetti.

Está probado que el grupo armado que la dctuvo dependía ope-
racionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

A lo expresado al tratar el caso anterior, han de agregarse los
dichos de Adolfo Teodosio Ocampo, en cuanto a las gestiones reali-
zadas para lograr el paradero y libertad de su hija detenida junta-
mente con Nocetti, poniendo en boca de Carlos Nicolás Romanella,
el hecho dc que Selma Inés Ocampo se encontraba detenida en la
Dirccción Seguridad Federal de la Policía Fedcral. Atcstigua además,
que por la misma fuente de información se le ratificó la circunstan-
cia de que ésta estaba acompañada al ser detenida.

El de Inés Nocetti es uno de los treinta cadáveres hallados en
la localidad de Fátima, los que poseen como rasgo común las cir-
cunstancias y el método utilizado para su ejecución (ver causa
N? 19.581 ya citada): todos ellos atados y vendados, con heridas de
bala en el cráneo efectuadas a más o menos un metro de distancia,
cadáveres éstos que fueron sometidos a una única explosión que los
dispersó en un radio de 30 metros.

Según la declaración testimonia!' de Diana Akselman Vda. dc
Comas, obrante a fs. 385 del expediente que corre por cucrda ya
citado, la muerte de su esposo (caso 45) habría ocurrido en un
paredón del partido de Pilar, lo que le consta por los dichos de
personas que escucharon los disparos, aunque sin especificar quie.
nes, que explica el no hallazgo en el lugar donde fueron encontrados
los cadáveres, de las vainas servidas correspondientes a las armas
utilizadas para el múltiple homicidio.

Resultaría un absurdo, pues, pensar que ]os captores de Inés
Nocetti, y quienes la mantuvieron en cautiverio hasta antes de su
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deceso, sean distintos de los que cumplieron igual cometido res-
pecto de las otras 29 vÍCtimas.

Es por tal razón, que este caso, como el de los restantes halla.
dos en "Fátima", poseen un cuadro probatorio en común respecto
de esta cuestión, el que se encuentra integrado por:

a) Los ya señalados en la ~undamentación del caso de Sehna
Inés Ocampo y los expuestos en el presente.

b) Los dichos testimoniales aportados por Armando V. Luchina,
a quien le consta que la noche anterior al suceso investigado, fueron
"trasladadas" 30 personas ilegalmente detenidas de la Dirección Se-
guridad Federal, que fueron introducidas en un camión, probable-
mente drogadas. Aunque. ignora su destino, escuchó comentarios de
que la ejecución posterior fue consecuencia de una venganza por el
atentado producido contra dicha dependencia.

c) Mercedes Eduardo Cordero, quien había sido operario en la
firma Bendix, a la que también pertenecían tres de las treinta vÍC-.
timas del hecho analizado -Angel Osvaldo Leiva, Camada Alzoga-
ray y Ramón Lorenzo Vélez-, declara que fue privado de su liber-
tad, y sometido a interrogatorios bajo tortura en la ciudad de Tucu~
mán, y luego trasladado a "Coordinación Federal".

d) A fs. 576, de la causa ya mencionada, obra el testimonio de
Apolinario del Rosario Garay de Alzogaray, quien luego de relatar
l.a forma en que fue secuestrado Conrado Alzogaray, manifiesta que
su yerno Enrique Manuel Suane, también detenido en la misma opor.
iunidad, fue liberado poco después, relatando haber estado detenido
en u~ lugar donde escuchaba en los pisos superiores voces de niños
y en los inferiores ruidos de máquinas de escribir; finalmente, agre.
ga, que aquél le había referido que sus captores le recomendaron
ir a buscar sus doculnentos a la sede del Primer Cuerpo de Ejército.

e) En idénticos términos se expide Enrique Manuel Suane, quien
agrega que sus captores lo liberaron veinticuatro horas después de
su aprehensión y a unas treinta cuadras de la Chacarita. Que en el
sitio en que lo mantuvieron en encierro pudo escuchar las voces de
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otras personas en la misma condición, calculando su número en
unos trece o catorce. Dicho edificio contaba con ascensor, a pesar
de lo cual él fue conducido a pisos superiores por la escalera.

f) Rafael F. Buisson, al prestar declaración testimonial, refiere
que fue empleado de la firma Bendix y que fue secuestrado cl día
16 de julio de 1976, y trasladado a la Comisaría de Gral. Pacheco. Allí
fue inten:ogado bajo amenazas acerca de sus ex compañeros de tra.
bajo, tales como Vélez, Cordero, Leiva y Guzmán. ,.

g) Héctor Alberto Guzmán dice a fs. 555 de la misma causa aco-
llarada, que el día 11 de diciembre de 1975 fue detenido con su cs-
posa en su domicilio, sito en Don Torcuato, Provincia de. Buenos
Aires, siendo trasladado a "Coordinación Federal", donde fue inte-
rrogado acerca de compañeros de trabajo de la firma Bendix.

h) A fs. 463 de esa misma causa, declara tcstimonialmentc. Va.
len tina Efigenia Gaetán de Carrizo, quien 'relata que el día 16 de
junio de 1976 fueron secuestrados de su viviénda, sita en la Ioeali.
dad ele "Los Polvorines", Provincia de Buenos Aires, su esposo,
Jorge Anselmo Carrizo, y sus hermanos Juan Nicolás Gaetán y Clau-
dia B. Gaetán, ambos trabajadores de la empresa Bendix. Agrega
que el primero de ellos apareció muerto, .junto con otros cinco o
seis cadáveres, en una playa de estacionamiento ubicada en pleno
centro de ]a Capital. Describe a uno de sus captores, como una per-
sona corpulenta, Hmelenuda", con uniforme .verde oliva, boina roja
y un cinturón lleno de granadas -recuérdese la descripción que a
su vez realiza Lucchina de los integrantes de la Brigad~ de Segu-
ridad Federal-.

i) Por fin} obra en la causa que corre por cuerda ya citada,
oficio suscripto por el General Edgardo Néstor Calvi, quien en con.
testación a una requisitoria judicial en ella ordenada, tácitamente
reconoce la intervención del arma que comandaba en ese entonces
en el gravc suceso quc ocupa al tri!?unal.

En efecto, en dicha oportunidad, se requiere del Juez intervi-
niente la aplicación de la llamada "Ley de Pacificación Nacional"
N? 22.924, puesto que en dichas -actuaciones aparecieron "supuesta-
mcnte involucrados personal militar ... ".
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El cadáver de Inés Nocetti fue hallado el día 20 de agosto de
1976, en un paraje denominado "Fálima", cercano a la localidad de
Pilar, Prov.incia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los
ojos y con una herida de bala causada por un arma de fuego cali-
bre 45, con orificio de entrada en el hueso temporal derecho y de
salida en su similar izquierdo, con un plano de incidencia recto,
perpendicular, horizontal, que produjo su deceso.

Ello surge de la información obrante a fs. 12, del acta inicial
de fs. 25/27, de la peritación de fs. 120 y partida de defunción de
fs. 124 del expediente N~ 19.581 del Juzgado Federal de Primera Ins-
tancia de Mercedes, caratulado "Múltiple homicidio de Fátima". Ade-
más en dicho informe pericial ~e concluye que el disparo se efectuó
a más de un metro de distancia, sin que existan signos de lucha o
defensa por parte de la víctima.

Las circunstancias descriptas persuaden razonada y acabada-
menté que los autores necesariamente han podido lograr un resul-
tado como el ya expuesto ante la total indefensión de la víctima,
sin correr riesgo alguno y participando más de tres persona~.

Además, los fundamentos ya expuestos respecto a la interven-
ción en la detención y homicidio de personal dependiente directa-
mente de la Fuerza Ejército,' dan por tierra el descargo defensista
en el escaso o nulo valor probatorio del testigo, Lucchina, a poco
que se repare en la diversidad y cantidad de probanzas que coinci.
den en sus afirmaciones. TaJnbién explican la posibilidad de que
su deceso haya ocurrido en otro sitio, que tampoco resultó rele-
vante para el caso.

Asimismo, la naturaleza de los medios y circunstancias en que
se produjeron las heridas que provocaron el deceso, permite ser
atribuido causalmente a dichas personas, Jo que no empecc la falta
de autopsia médico legal.

Está probado que luego de su detención' se hicieron gestiones.
ante autoridades en procura de su paradero y libertad.
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Ello surge de fs. 747; 813 Y 814 del testimonio de la causa
N? 19.581 que corre por cuerda.

De allí se desprende que ante una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente, ]0 que surge de fs. 819
donde la Policía Federal informa, el 20 de agosto de 1976, que Inés
.Nocetti, no se encontraba detenida en ninguna dependencia de esa
repartición. Además, señala que el prontuario correspondiente fal-
tó sin constancia de sus archivos. Por otra parte obran las contes-
taciones negativas' cuyas certificaciones corren a fs. 818 y 823 de
dicha causa.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Inés Nocetti fueron desarrollados de ,acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 43: VELEZ, RAMON LORENZO

Está probado que Ramón Lorenzo Vélez fue aprehendido en
horas de la noche del día 15 de julio de 1976 en su domicilio sito
en la calle Amenábar 6015 de la localidad de Villa de Mayo, Pro-
vincia de Buenos Aires, por un grupo armado.

Ello en virtud de la declaración de Helia Rosa Fuentes de Vé-
lez, quien expresa que en dicha fecha y hora, un grupo armado
compuesto por tres personas ingresaron en su vivienda rompiendo
la puerta y golpeando a su esposo, obrero de Bendix, lo interroga-
ron acerca del dinero y armas que decían que "éste poseía.

Agrega además, que Juego de recurrir al. auxilio de unos vecinos
y permanecer por .unas horas en ]a vivienda de éstos, su casa fue
nuevamente invadida y prácticamente destruida.

También está probado que ese grupo armado estaba integrado
por personal de las fuerzas armadas o de seguridad que dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.
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Lo fundamentado en el caso anterior resulta enteramente .apli-
cable tanto en lo que respecta a la prueba acerca de este hecho,
como la permanencia en cautiverio en algún centro de detención
dependiente del Primer Cuerpo de Ejército.

El cadáver de Ramón Lorenzo Vélez fue hallado el día 20 de
agosto de 1976, en un paraje denOluinado IlFátima" cercano a: la
localidad 'de Pilar, Provincia de Buenos Aires, atado de manos,
vendado y con una herida de bala causada por un arma de fuego
calibre 45 con orificio de entrada en el hueso temporal derecho y
salida en su similar izquierdo.

Ello surge del acta testimoniada 'a fs. 25/7 (cadáver N? 28),
constancia de identificación de fs. 19, acta de defunción de fs. 726
y presentación efectuada a fs. 222, todas de la causa 19.581 que corre
por cuerda, concluyendo esta última pieza procesal que: el disparo
que junto con la explosión habrían sido las causas de la muerte,
se produce a más de un metro de distancia sin que existan evi-
dencias de algún tipo de defensa o resistencia por parte de la víc-
tima.

Se desprende, pues, que esta muerte fue producida por nlás de
tres personas quienes sin correr riesgo alguno, obraron en total
estado de indefensión de la víctima.

~uego de su detención se realizaron gestiones en procura de la
averiguación de su paradero y libertad.

Ello surge de los dichos de Helia Rosa Fuentes en cuanto refiere
a. las realizadas ante las autoridades policiales y judiciales presen-
tando dos recursos de hábeas corpus (ver fs. 600/37 del testimoniO
de la causa 19.581 que corre por cuerda).

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó aRa.
món Lorenzo Vélez fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

/
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CASO N? 44: LEIVA, ANGEL OSVALDO

Está probado que Angel Osvaldo Leiva fue detenido cn la ma-
drugada del día 16 de julio de 1976 en su domicilio sito en la calle
San Carlos N? 379 de la localidad de Pablo Nogués, Provincia de
Buenos Aires, por un grupo armado.

Ello resulta de lo declarado testi1110nialmente por Yolanda
Rosa Contreras de Leiva tanto ante este Tribunal como ante el se-
ñor Juez Federal de Mercedes, en la causa N? 19.581 (ver fs. 388
y 479). Narra que en dicha fecha y hora un grupo armado qúe se
autotituló' perteneciente al Ejército, ametralló la casa de sus veci-
nos, y luego avanzó ante la vivienda que- ocupaba, golpeó la puerta
y luego detuvo a su marido que trabajaba en la firma Bendix.

Ese grupo armado estaba integrado por personal de las fuerzas
armadas o de seguridad que dependía operacionalmente del Primer
Cuerpo de Ejército.

Además de los dichos del testigo dc la detención, de los que
resulta que el grupo incursor contaba CDn gran libertad de acción,
lo que evidenCia que actuaba con la completa seguridad de que su
accionar no iba a ser interferido por ninguna autoridad 'pública,
han de reproducirse en este caso, los fundamentos vertidos por el
Tribunal en el caso de Inés Nocetti (N? 42).

Al respecto, especial mención merece la prueba informativa a
que se hiciera referencia en su apartado "J".

El cadáver de Angel Osvaldo Lciva fuc hallado el. 20 de agosto
de 1976 en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad
de Pilar, Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los
ojos y con una herida de bala con entrada en el hueso temporal
derecho, y salida por su silnilar izquierdo con una trayectoria recta,
horizontal perpendicular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27 (cadáver. N? 20).
fs. 394; 180; 834; 843; Y peritación de fs. 159 del expediente 19.581
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que corre por cuerda que concluye además, que el deceso se pro-
dujo como consecuencia de una herida de bala, efectuada por un
arma de fuego calibre 9mm. a más de un metro de distancia y
posterior explosión, sin que existan evidencias de lucha o resisten-
cia por parte de la víctima.

Todo ello pennite afirmar que el hecho en tratamiento fue lle~
vado a cabo por más de tres personas, con total indefensión por
parte de la víctima sin que aquéllos corriesen riesgo alguno.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Angel Osvaldo Leiva fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 45: COMAS, ALBERTO EVARISTO

El cadáver de Alberto EvariSto Comas fue hallado el día 20 de
agosto de ]976 en un paraje denominado "Fátima", cercano a la
localidad de Pilar, Provincia de Buenos Aires, atado de manos y
vendados los ojos, con una herida de bala producida por un arma
de fuego calibre 9 mm. con orificio de entrada en el parietal dere~
cho y de salida en el izquierdo, con un plano de incidencia recto,
horizontal y. perpendicular.

Ello resulta del acta testimoniada a fs. 25/7, constancia de
identificación de fs. 14 y peritación de fs. 140 que concluye además
en que, el disparo fue efectuado a ll1ás de un metro de distancia,
ocasionando el deceso junto con la posterior explosión y que no
se evidencian vestigios de defensa o resistencia por parte de la
víctima (ver expediente N? 19.581 que corre por cuerda).

Además, han de reproducirse los fundamentos vertidos en el
caso N'? 42 acerca del grupo captor.

Surge de autos que la privación de la libertad y muerte de Al-
berto E. Comas junto con las restantes 29 víctimas, fue el resultado
del accionar de un grupo que estaba integrado por personal de las
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fuerzas armadas o de seguridac que dependían opcracionalmente
del Primer Cuerpo de Ejército.

Para tal conclusión nos remitimos a los fundamentos ya ver.
tielos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti; que permiten aseverar
que la víctima fue muerta por más de tres personas que actuaron
sin correr riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Por último, surge de autos que los hechos que damnificaron a
Alberto Evaristo Comas fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 46: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 26)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo mascu-
lino, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976,
en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar,
Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
'una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio 9C entrada en zona frontal derecha y de salida en zona
occipital derecha, con plano de incidencia perpendicular, recto, ho-
rizontal, trayectoria recta, de adelante hacia atrás, horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función de fs. 2~7, en el cual consta que vestía camiseta de frisa,
camisa rosa, gabán oscuro, pantalón negro, calzoncillo blanco y bo-
tas de gamuza marrón; y de la peritación de fs. 199/203, que lo
describe como una persona de cabellos negros, oJ'os castaii.o oscuro,
nariz recta, talla 1,73m, entre 30 y 35 años de edad, y que concluye
además, en que el disparo fue efectuado a más de un metro de
distancia ocasionando el deceso, junto con la posterior explosión,
y que no se evidencian vestigios de defensa o resistencia por parte
de la víctima. (Ver causa N? 19.581 ya citada).

Está probado que la muerte de la víctima, fue el resultado -del
accionar de un grup.o de más de tres personas integrado por per-
sonal de las fuerzas ar:madas o de seguridad, dependiente del Primer
Cuerpo dc Ejército.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 429

"

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver~
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti, ql~e permiten aseverar
que la víctima' fue muerta por más de tres personas que actuaron
sin correr riesgo alguno frente a la total índefensión de aquélla.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
N.N. M;:tsculino fueron desarrollados de acuerdo al proceder des~
,,:ripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 47: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 19)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo inascu~
. lino, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976,
en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar,
Pr'ovincia de Buenos Aires, atado de manos; vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9mm,
con ori~icio de entrada en zona parietal izquierda, salida en tem-
poral derecho, con plano de incidencia recto" trayectoria de izqllier~
da a derecha, horizontal, oblicua. .

Ello surge del a'cta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de.
función obrante a fs. 163, en el cual consta que vestía camisa blan~
ca, pullover negro,' campera gris, pantalon vaquero azul y calzon-
cillo naranja, y de la peritación de fs. 155/158, que 10 describe como
una persona de cabello negro, ojos castaños, nariz r,ecta, talla 1,76 ll1,
entre 30 y 35 años de edad, y que concluye además en que el disparo
fue efectuado a más de un metro de distancia ocasionando el de-
ceso, junto con la posterior explosión, y que no se' evidencian ves-
tigios de defensa o resistencia por parte de la víctima. (Ver causa
19.581 ya citada).

La muerte de la víctima, fue el resultado del accionar de un
grupo que estaba integrado por personal de las fuerzas armadas o
de seguridad dependiente del Primer Cuerpo de Ejérci~o.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos en el caso N? 42 de Inés' Nocetti, que permiten aseverar que,
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la victima fue muerta por más de tres personas que actuaron sin
correr riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
masculino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 48: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 21)

El cadáver de una persona del sexo masculino, junto con otros
29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un paraje denomi-
nado '.'Fátima", cercano a .la localidad de Pilar, Provincia de Bue-
nos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con una herida de
bala producida por un arma de fuego de calibre 45, con orificio áe
entrada en la zona parietal derecha y salida en la zona occipital
derecha, con plano de incidencia oblicuo, trayectoria de derecha a
izquierda, de adelante hacia atrás, oblicuo, horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función de fs. 175, en el cual consta que vestía pullover gris, camisa
roja a cuadros, pullover rojo, calzoncillos blancos, pantalones ver-
des ,con dibujos dorados, medias rojas y mocasines marrones, y de
la peritación de fs. 167/170, que 10 describe como una persona de
cabellos negros escasos, ojos castaño oscuro, nariz recta, talla 1,78
m., entre 22 y 25 años de edad, y que concluye además en que el
disparo fue efectuado a menos de un metro de distancia ocasio..
nando el deceso, junto con la posterior explosión, y que no se evi.
dencian vestigios de defensa o resistencia por -parte de la víctima.
(Ver causa 19.581 ya citada).

Está probado que la muerte de la víctima fue el resultado del
accionar de un grupo de más de tres personas, integrado por per~
sonal de fuerzas armadas o de seguridad, dependientes del Primer
Cuerpo de Ejército, que actuó sin correr riesgo alguno frente a la
total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver~
tidas en el caso N? 42 de Inés Nocetti.
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Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
masculino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N9 146.

CASO N? 49: CADAVER N.N.MASCULINO (Fátima N9 22)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo mascu-
lino, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto. de 1976,
en un paraje deno111inado"Fátima", cercano a la localidad de Pi~
lar, Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos,
con una herida de. bala producida por un arma de fuego calibre
9 mm., con orificio de entrada en el temporal izquierdo y de salida
en el temporal derecho, con plano de incidencia recto, horizontal,
trayectoria recta, horizontal, perpendicular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
'función obrante a fs. 176, en el cual consta que vestía camiseta
blanca, chomba colorada, pullover azul, vaquero azul, calzoncillo
azul, medias coloradas, botas de gamuza, y de la .peritación de fs.
171/174, que lo describe como una persona de cabellos negros lar-
gos, ojos castaños, nariz recta, talla 1,76 m., entre 25 y 27 años
de edad, y que concluye además que el disparo fue efectuado a
menos de un metro de distancia, ocasionando el deceso junto con
la posterior explosión, y que no se evidencian vestigios de defensa
o resistencia por parte de la víctima.

También está probado que la muerte de la víctima fue el resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas integrado
por personal de las fuerzas armadas. o de seguridad, dependiente
del :primer Cuerpo de Ejército y que actuó sin cor~er riesgo alguno
frente a la total indefensión de. aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya verti-
dos en el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
masculino fue desarrollado de acuerdo -al proceder descripto en la
cuestión de hecho N' 146.
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CASO N~ 50: CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N~ 23)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad' de Pilar, Pro-
vincia de Buenos tjres, atado dc, manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en la zona frontal y de salida en la zona
occipital media, con plano de incidencIa recto perpendicular, tra-
yectoria recta, perpendicular, horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función obrante a fs. 187, en el cual consta que vestía chomba blan-
ca, pullover y pantalón verdes, medias rojas, y de la peritación de
fs. 179/182, que la describe como una persona de cabellos rubios,
ojos claros, nariz recta, talla 1,65m., entre 20 y 22 años de edad,
y que concluye además qu~ el disparo fue efectuado a más de un
metro de distancia, ocasionando el deceso junto con la po~terjor
explosión, y que no se evidencian vestigios de defensa o resistencia
por parte de la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la v.íctima fue resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que estaba
in tegrado por personal de Jas fuerzas armadas o de seguridad, de-
pendiente del Primer Cuerpo de Ejército y que actuó sin correr
riesgo alguno frente a la total ü;defensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar en el caso N? 42 de Inés Nocelti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder de~cripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 51: CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N~ 1)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, eñ un
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paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 45, con
orificio de entrada en zona frontal media y salida en zona occipital
n1edia, con plano de incidencia recto, de arriba hacia abajo.

EUo surge del aeta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función obrante a fs. 51, en el cual consta que vestía camisa blanca,
pullover gris, panta'lón a cuadros marrón" bombacha clara, corpiño
blanco, y de la peritación de fs. 43/46, que la describe como a una
persona de cabellos rubios, ojos claros, nariz recta, talla 1,60m.,
entre 28 y 30 años de edad, y que concluye además que cl disparo
fue efectuado a más de un metro de distancia, ocasionando el de-
ceso junto con la posterior explosión, y que no se evidencian ves-
tigios de defensa o resistencia por parte de la víctima. (Ver causa
19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue resul.
tado del accionar de un grupo de más de t.res personas que estaba
integrado por personal de las fuerzas armadas o de seguridad, que
dependían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que
actuó sin correr riesgo alguno fr~ntc a la total indefensión de
aquélla.

Para tal conclusión ha de remItIrse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

\

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 52: CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N? 2)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino1

junto con otros 29, fue hallad~ el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro.
vincia de Buenos Aires, atado de manos, \'endados los ojos, con
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una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en el parietal derecho y de salida en el iz-
,quierdo, con un plano de incidencia recto, horizontal perpendicular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de.
función obrante a fs. 54, en el cual consta que vestía campera azul
combinación negra, vestido de lana azul y corpiño y bombacha neo
gros, y de la peritación de fs. 47/49, que la describe como una
persona de' cabello entrecano, ojos pardos, nariz recta, talla 1,60111.,
entre 35 y 40 años de edad, y que concluye además que el disparo
fue efectuado a más de un metro de distancia, ocasionando el de-
ceso junto con la posterior explosión, y que no se evidencian ves-
tigios de defensa o resistencia por parte de la víctima. (Ver causa
19.581ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue resul.
tado del accionar de un grupo de más de tres personas integrado
por personal de las fuerzas armadas o de seguridad, 'que dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que actuó sin

- correr riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de 4echo N? 146.

CASO N? 53: CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N? 3)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con una
herida de bala producida por un arma de fuego calibre 45, con
orificio de entrada en el temporal derecho y salida en el izquierdo,
con un plano de incidencia recto perpendicular, de arriba hacia
abajo.
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Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función obrante a fs. 65, en el cual consta que vestía campera con
cierre. color negro y palera azul, campera de lana con botones, pan-
talón azul y bombacha marrón, y de la peritación de fs. 57/60, que
la describe como una persona de cabello castaño, ojos claros, nariz
recta, delgada, talla 1,55m., entre 25 y 30 años de edad y que con-
cluye además que el disparo fue efectuado a más de un luetro de
distancia, ocasionando el deceso junto con la posterior explosión, y
que no se evidencian vestigios de defensa o resistencia por parte de
la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

T~mbién está probado que la luuerte de la víctim.a fue resultado
del accionar de un grupo de más de tres personas integrado por
personal de las fuerzas armadas o de seguridad, que dependían
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que actuó sin
correr riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N'?42 de Inés Nocetti.

. Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

,
CASO N? 54: ALZOGARAY,CONRADO OSCAR

Está probado que Conrado Osear Alzogaray fue detenido en
horas de la madrugada del día 16 de julio de 1976 en su domicilio
sito en la calle Emilio Mitre 208 de la localidad de José León Stiá-
rez, Provincia de Buenos Aires, por un grupo armado.

Así resulta de lo declarado por Apolinaria del Rosario Garay de
Alzogaray, quien relató que un grupo de personas armadas irrum-
pieron en su morada, y luego de revisar la casa se llevaron detenido
a su hijo, a quien le faltaba una pierna, y a su yerno Enrique Ma-
nuel Suane el que poco tiempo después recuperó su libertad (ver.
además fs. 576 de la causa N? 19.58.1que corre por cuerda).
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En el mismo sentido se produce Inés Irene Alzogaray, quien
agrega que el grupo incursor se autotituló de la "policía",

En lo que hace a la adjudicación del hecho a personal subordi-'
nado al Primer Cuerpo de Ejército, ha de remitirse a las funda-
mentaciones expuestas en el caso N~ 42.

También está probado que el cadáver de Conrado Osear Alzo-
garay' fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un paraje deno-
minado "Fátima", situado en las cercanías de la localidad de PiJar,
Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos y
con una herida de bala causada por el disparo de un arma de fuego
calibre 45, con orificio de entrada en el hueso occipital y de' salida
en el pómulo derecho, con' un plano de incidencia recta, de atrás
hacia adelante, de arriba hacia abajo, y de izquierda a derecha.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/7 (cadáver N~ 4) del
acta de defunción a fs. 1036; y peritación de fs. 63 que además
concluye en que el disparo que junto con la explosión posterior
produjeron la muerte, fue efectuado a más de un metro de dis-
tancia y que no se observa evidencia alguna de defensa o resis-.
tencia 'por parte de la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

Surge además, que la muerte de Conrado Osear Alzogaray fue
producida por el ~ccionar de un grupo de más de tres personas
de las fuerzas armadas o de seguridad que dependían operacíonal-
mente del Primer Cuerpo de Ejército, que actuó sin correr riesgo
alguno frente a la total indefensión de aquél.

Para tal conclusión, nos remitimos a los fundamentos expues-
tos al resolver el caso N~ 42 de Inés Nocelti.

Al respecto, especial mención merece la prueba infonnativa a
que se hiciera referencia en su apartado "J".

No empece a lo expuesto la falta de re~onocimiento de la víc-
tima, puesto que el valor de lo testimoniado al .respecto no puede
contraponerse a la prueba instrumental ya citada.
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Luego de su detención se hicieron gestiones ante autoridades
a fin de lograr su paradero y libertad. Ello surge de las declara-
ciones de la madre de la víctima, Apolinaria del Rosario Garay
de Alzogaray, quien refiere haber iniciado una acción de hábeas
corpus y diversas gestiones ante el Ministerio del Interior, todas

con resultado negativo.,

Por su parte, Inés Irene Alzogaray depone aCerca de la denun.
cia efectuada ante las autoridades policiales y del Ministerio del

Interior.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Conrado Osear Alzogaray fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho n9 146.

CASO N9 55: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N9 24)

Está probado que el cadáver. de una persona del sexo mascu-
lino, junto con otros 29, fue hallado el dia 20 de agosto de
1976, en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de
Pilar, Provincia de Buenos Aires, atado de manos, \vendados los oros,
con, una, herida de bala producida por un arma de fuego' calibre
9mm., con orificio de entrada en el parietal derecho y salida en el
parietal izquierdo, con plano de incidencia recto, horizontal. tra-
yectoria de derecha a izquierda, recta, perpendicular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certicado de de-
función de fs. 188, en el que consta que vestía camisa, pantalón y
pullover gris, y de la peritación de fs. 183/186, que lo describe co-
mo una persona de cabellos rubios, ojos claros, nariz recta, talla
1,74 m., entre 30 y 35 años de edad, y que concluye además que
el disparo fue efectuado a más de un metro de distancia, ocasio.
Dando el deceso junto con la posterior explosión, y que no se evi.
dencian vestigios de defensa o resistencia por parte de la víctima.
(ver causa 19.581 ya citada).
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También está probado que la muerte de la víctima. fue resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas integrado
por personal de las fuerzas armadas o de seguridad, dependiente
operacionalrnente del Primer Cuerpo de Ejército, que actuó sin
correr riesgo alguno frente. a la total indefensión de aquella.

Para tal conclusión ha de rClnitirse a los fundamentos ya ver.
tidos en el caso N9 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino, fue desarrollado .de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 56: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N° 25)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculi-
no, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en
un paraje denominado "Fátima", cercano a la, localidad de Pilar,
Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9mm.,
con orificio de entrada en la zona occipital y de salida en la zona
frontal, con plano de incidencia recto, de abajo hacia arriba, de
atrás hacia adelante.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función obrante a fs. 206, en el que consta que vestía chomba azul,
pullover marrón, blazer azul, pantalón marrón claro, calzoncillos
blancos con vivos verdes, medias azules, y de la peritación de fs.
192/196, que lo describe como una persona de cabello y ojos casta-
ño oscuro, nariz recta, talla 1,74 m., entre 30 y 32 años de edad,
y que concluye además que el disparo fue efectuado a menos de
un metro de distancia, ocasionando el deceso, junto con la posterior
explosión, y que no se evidencian vestigios de defensa o resistencia
por parte de la víctima. (Ver CaHsa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue el resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas integrado
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por elementos de las fuerbas. armadas o de seguridad, dependientes
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que actuó sin co-
rrer riesgo frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya verti~
dos al tratar el caso N'! 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a N.N.
n1asculino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N9 57: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 5)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", ce:r:canoa la localidad de Pilar, Provin-
cia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los. ojos, con una
herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm., con
orificio de entrada en el temporal izquierdo y salida en el derecho,
con plano de incidencia recto, horizontal, perpendicular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de- '
función obrante a fs. 77, en el cual consta que vestía pantalón y
pullover marrón, camisa a cuadros celeste, camiseta blanca de fri-
sa, medias marrones, y de la peritación de fs. 69/72, que 10 des~
cribe como una persona de cabello negro, ojos castaño oscuro,
nariz recta, talla 1,70 m., entre 30 y35 años de edad, y que con-
cluye además que el disparo fue efectuado a más de un metro de
distancia, ocasionando el deceso, junto .con la posterior explosión,
y que no se evidencian vestigios de defensa 0 resistencia por parte'
de la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue el resul~
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que estaba, -
integrado por elen1cntbs de las fuerzas armadas o de seguridad que
dependía operacionalmente del Primer Cuerp~ de Ejército que ac-
tuó sin correr riesgos frente a la total indefensión de aquélla.
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Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso Ni? 42 de Inés Nocctti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino, fue desarrollado de acuerdo al proceder dcscripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 58: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N~ 6)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculi-
no, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en
un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar,
Provincia de Buenos Aires, alado de manos, vendados .los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en el parietal derecho y salida en el izquierdo,
con plano de incidencia recto, hori.zontal perpem.1;;,;ular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función obran te a fs. 78, en el cual consta que vestía traje azul,
camisa blanca, .medias rojas, calzoncillos a pintas celestes, y de
la peritación de fs. 73/76, que lo describe como una persona de
cabello negro, ojos castafio oscuro, nariz recta, talla 1,75 m., entre
30 y 35 años de edad, y que concluye además que el disparo fue
efectuado a más de un metro de distancia, ocasionando el deceso
junto con la posterior explosión, y que no se evidencian vestigios
de defensa o resistencia por parte de la víctima. '(Ver causa 19.581
ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue resul.
lado del accionar de t;ln grupo de más' de tres personas que c"staba
integrado por sujetos de .las fuerzas armadas o de seguridad que
dependía operacional mente del Primer Cuerpo de Ejército y que'
actuó sin correr riesgo alguno frente a la t.otal indefensión de
aquéU'\.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso Ni? 42 de Inés Nocetti.
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Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino, fue desarrollado de acuerdo al proceder descript~
en la cuestión de hccho N? 146.

CASO N? 59: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 7)

Está probado que el cadáver -de una persona del sexo mascu-
lino, juqto con otros 29, fue hallado el dia 20 de agosto de 1976,
en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar,
Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de baja producida por un arma de fuego calibre 9 mUl.,
con orificio de entrada en la zona occipital y salida en la zona
frontal media, con plano de incidencia recto, horizontal, perpen~
dicular.

Ello surge, del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
funCión obrante a fs. 89, en el cual consta que vestía pantalón
pijama descolorido y deteriorado, pullover bordeau, calzoncillos
blancos, camiseta dc frisa blanca, y de la peritación de fs. 81/84,
que lo describe como una persona de cabellos negros, ojos cas-
taño oscuro, nariz recta, talla 1,72 m., entre 40 y 45 años de edad,
y que concluye además que el disparo fue efectuado a menos de
un metro de distancia ocasionando el deceso, junto con la poste~
rior explosión, y que no se evidencian, vestigios de defensa o re~
sistencia por parte de la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue el re~
sultado del accionar de un grupo de más de tres person.as inte-
grado por efectivos de las fu~rzas armadas o de seguridad, que
dependía operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército y que
actuó sin correr riesgo alguno frente a la total indefensión de
aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya verti~
dos al tratar el caso. N'?42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
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N.N. masculino fue desarrollado dc acuerdo al proceder dcscripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N~ 60: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 8)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo mascu-
lino, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976,
en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pi-
lar, Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos,
con una herida de bala producida por un afma de fuego calibre'
9 mm., con orificio de entradél; en el parietal derecho y salida en
]a zona frontal izquierda, con plano de incidencia oblicuo, atrás-
adelante, derecha-izquierda.

Ello surge del acta testimoniada de fs. 25/27, certificado de
defundón obran te a fs. 89 vta., en el cual consta que vestía pan-
talón de corderoy, campera de lana con cierre, campera azul 'con
botones y camisa azul, y de la peritación de fs. 85/88, que lo des-
cribe corno una persona de cabellos negros, ojos castaño oscuro,
nariz recta, talla 1,72 m., de 30 años de edad, y que concluye ade-
más que el disparo fue efectuado a menos de un metro de distan-
cia, ocasionando el deceso junto con la posterior explosión, y que no
se evidencian vestigios de defensa o resistencia por parte de la víc-
tima. (Vcr causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muertc dc la víctima fue el resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas integrado
por efectivos de las fuerzas armadas o de seguridad, que dependía
operacionalrnente del Primer Cuerpo de EjércÚo y que actuó sin
correr r.iesgo alguno frente a la tot.al indefensión de aquélla.

Para lal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver~
tidos al tratar el caso N? 42 dc Inés Nocetti.

Por último, surge de aulas, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino fue desa'rrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hccho N? 146.
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Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junio eon otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en .un
paraje denominado "Fátima", eercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buen,?s Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala produeida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en el temporal derecho y salida en el ]z.
quierdo, con plano de incidencia recto horizontal, derecha a iz.
quierda.

Ello surge del acta testimoniada de fs. 25/27, .certificado de
defunción de fs. lOO, en el cual consta que vestía vaquero azul, rne.
di as rojas, saco con capucha azul marino, pullover blanco con
rayas rojas, bombacha de colores, y de la peritación de fs. 92/95,
que la describe como una persona de cabello rubio, ojos claros,
nariz recta, delgada, talla 1,62 m., entre 28 y 30 años de e'dad, y que
concluye además que el disparo fue efectuado a Inenos de un me.
tro de distancia ocasionando el deceso; j~nto con la posterior ex.
plosión, y que no se evidencian vestigios de defensa o resistencia
por parte de la víctima.

También está probado que la muerte de la víctima, fue el re.
sultado del accionar de un grupo de más de t~'espersonas integrado
por elementos de las l:uerzas armadas o de seguridad, que dependía
operacionalrnente del Primer Cuerpo de Ejército y que actuaron sin
correr riesgo alguno frente a la total jndefensión de aquélla.

Para tal conClusión ha de remitirse ,a Jos fundamentos ya ver.
tidos al contestar el caso N~ 42 de Inés Nocelti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N.- femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.
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CASO N? 62: CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N~ 10)

Esta probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de luanos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en el parietal derecho y salida en el occi-
pital izquierdo, con un plano de incidencia derecha izquierda, ho-
rizontal, adelante hacia atrás.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certifitado de de.
función obrante a fs. 101, en el cual consta que vestía pantalón
negro, medias verdes, palera' blanca, pullover marrón, sacón tres
cuartos verde, corpiño blanco, y de la peritación de fs. 96/99, que
la describe corno una persona de cabello entrecano, ojos castaños,
nariz recta, talla 1,65 111., entre 40 y 45 años de edad, y que con-
cluye además que el disparo fue efectuado a menos de un metro
de distancia ocasionando el deceso, junto con la posterior explo-
sión, y que no se evidencian vestigios de defensa o resistencia por
parte de ]a víctima.

También está probado que la muerte de la víctima, fue el re-
sultado del accionar de. un grupo de más de tres personas inte-
grado por elementos de las fuerzas armadas o de -seguridad, que
dependía operacional mente del Primer Cuerpo de Ejército y que
actuaron sin correr riesgo .alguno frente a la total indefensión
de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver~
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara ~
N.N. femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.
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Está probado' que el cadáver de una persona del sexo n1asculino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje de'nominado' "Fátima", cercano a, la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala penetrante en el temporal derecho.

Ello surge del acta testimoniada a fs, 25/27, certificado de
defunción de fs. 51 y de la peritación de fs. '104/107 que lo des.
cribe como una persona de cabello. negro, talla 1,70 m.) entre 28
y 30 años, y que concluye además que no se puede precisar el cali~
bre del arma que efectuó el disparo que ocasionó la mU,erte, como
así tampoco salida, trayectoria ni la distancia a que se hizo el mis~
mo, por haberse desprendido la mitad izquierda del cráneo por
la explosión y que no se evi~encian vestigios de defensa o resisten-
cia por parte de la víctima, (Ver causa 19,581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima, fue el. re-
sultado del accionar de un grupo' de más de tres personas inte-
grado por personal de las fuerzas armadas o de seguridad, que
dependía ope,racionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que
actuó sin correr- riesgo alguno frente a la total indefensión de
aquélla,

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya verti-
dos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, su;rge de autos, que el hecho que damnificara a N.N.
masculino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 64: CADAVER N.N, MASCULINO (Fátima N? 12)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
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paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Prcr
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 45,
con orificio de entrada en parietal derecho, y sal.ida en parietal
izquierdo, con plano de incidencia recto, derecha a izquierda, per-
pendicular, horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función de fs. 113, en el cual consta guc vestía camisa blanca.
pantalón y pullover azul, medias negras, camiseta de frisa, calzon-
cillos con dibujos, Y'de la peritaeión de fs. 108/111 que 10 deseribe
como una persona de cabello castaño, ojos castaño oscuro, nariz
recta, talla 1,75 m., entre 30 y 35 años de' edad, y que concluye
además que el disparo fue efectuado a más de un metro de dis-
tancia ocasionando el deceso, junto con la posterior explosión, y
que no se evidenciañ vestigios de defensa o. resistencia por parte
de la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la. víctima, fue resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que depen~
día operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, y actuó sÍn
correr\ riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N9 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. maseulino fue desarrollado de acuerdo al proceder deseripto
en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N9 65: .CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N9 13)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo feme-
nino, junto eon otros 29, fue hallado el día 20 de agosto dé 1976,
en un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar,
Provincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,

/
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con orificio de entrada en la zona occipital y salida en la zona fron-
tal, con plano de incidencia recto, horizontal, trayectoria recta per~
pendicular, de atrás hacia adelante.

Ello surge del acta testimoniada de fs. 25/27, certificado de de-
función de fs. 124, en el cual consta que vestía campera negra con.
cierre, pullover rojo, chomba blanca, pantalón vaquero azul y bom.
bacha azul y celeste, y de la peritación de fs. 116/119, que la des-
cribe como una persona de cabello negro, ojos castaño oscuro, nariz
recta, talla 1,60 m., entre 19 y 22 años de edad, y que concluye ade-
más que el disparo fue efectuado a menos de un metro de distan-
cia ocasionando' el deceso, junto con la posterior explosi?ll, y que
no se evidencian vestigios de defensa o resistencia por parte de la
víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima fue el resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que depen-
día operacional.mente del Primer Cuerpo de Ejército'y que actuaron
sin correr riesgos frente a la total indefensión de aquélla.

I

Para tal conclusión ha de remItIrse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a N.N.
femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión _dehecho N? 146.

CASO N? 66: CADAVER N.N. FEMENINO (Fátima N? 15)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro.
vinda de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con una
herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en el parietal derecho, salida en parietal
izquierdo, con ,pláno de incidencia recto, y trayectoria recta, dere-
cha, a izquierda, perpendicular.
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Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función obrante a fs. 136, en el cual consta q~e vestía pantalón
negro, medias rojas, zapatos marrones, medias bombacha marro.
nes, bombacha rosa, camisa blanca con dibujos, pullover marrón,
saco gris a cuadros, y de la peritaeión de fs. 128/131, que la des-
cribe como una persona" de cabello negro, ojos castaño oscuro,
nariz recta, talla 1,65 ID., entre 28 y 30 años de edad, y que concluye
además que el disparo fue efectuado a más de un metro de distan-
cia ocasionando el deceso, junto con la posterior explosión, y que no
se evidencian vestigios de defensa o resistencia por parte de la víc-
tima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima, fue el resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que dependía
operacional mente del Primer Cuerpo de Ejército y que ac~uaron sin
correr riesgo frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya verti-
dos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la euestión de hecho N? 146.

CASO N? 67: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 16)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con una.
herida de bala producida por" un arma de fuego calibre 45, con ori-
ficio de entrada en la zona frontal izquierda, y salida en la .zona
occipital media, con plano de incidencia oblicuo, trayectoria izquier-
da a derecha, oblicuo horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de
defunción obrante a fs. 137, en el cual consta que vestía una po-

I
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lera negra, y de la peritación de fs. 132/135, que 10 describe como
una persona" de cabellos negros, ojos castaño claro, nariz recta,
talla 1,78 m., entre 30 y 32 años de edad, y que concluye además
que el disparo fue efectuado a ,menos de un metro de distancia
ocasionando el deceso, junto con la posterior explosión, y que no
se evid~ncian vestigios de defensa o resistencia por parte de la
víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima, fue el re-
sultado del accionar de un grupo de más de tres personas que de-
pendían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que ac..
tuó sin correr ri.esgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundan1entos ya ver-
tidos al tratar el caso N? 42.

Por último, surge de autos, que el he~ho que damnificara a
N.N. masculino, fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N9 68: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N9 17)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculi-
no, junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en
un paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar,
Provincia "deBuenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de, fuego calibre 9,mm.,
con orificio de entrada en temporal izquierdo,"salida en temporal
derecho, con plano de incidencia recto, perpendicular, trayectoria
recta, perpendicular 1 horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, certificado de de-
función de fs. 138, en el cual consta que vestía pantalón a cuadros
marrón claro, camisa gris a rayas azules, mocasines marrones, y de
la peritación de fs. 143/146 vta., que lo describe como una persona
de cabellos negros, ojos castaño oscuro, nariz re~ta, talla 1,73 m.,
entre 28 y 30 años de edad, y que concluye además que el disparo
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fue efectuado a menos de un metro de distancia ocasionando el. de-
ceso, junto con la posterior explosióD, y que no se evidencian ves-
tigios de defensa o resistencia por parte de la víctima. (Ver causa
19.581 ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima, fue el resul-
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que depen-
dían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que actuó
sin correr riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino fue desarrollado de. acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 69: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N? 27)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con
una herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9 mm.,
con orificio de entrada en parietal derecho y de salida en occipi-
~al izquierdo, cOn plano de incidencia recto, trayectoria recta, ho~
rizontal, de adelante hacia atrás.

Ello surge del acta testimoniada a [s. 25/27, certificado de
defunción de fs. 226, en el cual consta que vestía pullover rojo,
campera negra Y.pantalón de corderoy azul, y de la peritación de
fs. 212/216, que lo describe como una persona de cabellos rubios,
ojos claros, nariz recta, talla 1,75 m., edad entre 42 y 45 años, y
que concluye además que el disparo fue efectuado a menos de un
metro de distancia ocasionando el deceso, junto con la posterior
explosión, y que no se evidencian vestigios de defensa o resisten-
cia por parte de la víctima. (Ver causa 19.581 ya citada).
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También está probado que la muerte de la víctima, fue como
resultado del accionar de un grupo de más de tres personas que
dependían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército, que
actuó sin correr riesgo alguno frente a la total indefensión de
aquélla.

Para tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver~
tidos al tratar el caso N~ 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 70: CADAVER N.N. FEMENINO (FátiIJla N~ 29)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo femenino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro~
vincia de Buenos Aires~ atado de manos, vendados los ojos, con una
herida de bala producida por un arma de fuego calibre 9mm, con
orificio de entrada en zona parietal derecha y salida en el parietal'
izquierdo, con plano de incidepcia recto, trayeCtoria recta, perpen~
dicular horizontal.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, acta de defunción
de fs. 243 y peritación de fs. 230/234, que la describe como una per-
sona de cabello claro, ojos claros y nariz recta, y que concluye ade.
más que el disparo fue efectuado a más de un metro de distancia
ocasionando el deceso, junto con la posterior explosión, no propor~
cionando más datos por haberse encontrado solamente la: cabeza
(ver causa 19.581, ya citada).

También está probado que la muerte de la víctima, fue resul~
tado del accionar de un grupo de más de tres personas que depen~
día operacionalmente del Primer cuerpo de Ejército y que actuó sin
correr riesgo alguno frente a la total indefensión de aquélla.
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Para lal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya verti-
dos al tratar el caso N9 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a N.N.
femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N~ 146.

CASO N? 71: CADAVER N.N. MASCULINO (Fátima N~ 30)

Está probado que el cadáver de una persona del sexo masculino,
junto con otros 29, fue hallado el día 20 de agosto de 1976, en un
paraje denominado "Fátima", cercano a la localidad de Pilar, Pro-
vincia de Buenos Aires, atado de manos, vendados los ojos, con upa
herida de bala producida por un arma <le fuego calibre 9mm, con
. -orificio de entrada en el temporal derecho y, de salida en el tem-
poral i~quierdo, con plano de incidencia recto, trayectoria recta, ho-
rizontal, perpendicular.

Ello surge del acta testimoniada a fs. 25/27, del acta de defun-
ción de fs. 244 y de la peri tación de fs. 237/241, que la <jcscribe
Como una persona de cabello negro, ojos castaño oscuro y nariz
recta, y que concluye además que el disparo fue efectuado a más
de un metro de distancia ocasionando el deceso, junto con la pos-
terior explosión, no proporcionando más datos por haberse encon-
trado solamente la cabeza (ver causa 19.581, ya citada).

También está probado que la muerte de lél; víctima, fue el re-
sultado del accionar de un grupo de más de tres personas que de-
pendían operacionalmente del Primer. Cuerpo de Ejército y que
actuaron sin correr riesgos frente a la total indefensión de aquélla.

Por tal conclusión ha de remitirse a los fundamentos ya ver-
tidos al tratar el caso N? 42 de Inés Nocetti.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
N.N. masculino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.'
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CASO N9 72: FORTI SOSA, GUILLERMO JOSE

453

Está probado que Guillermo José Forti Sosa, de ocho años
de edad,. fue privado de su libertad por personas armadas, el día
18 de febrero de 1977 a las 9, en circunstancias en que se encon-
traba embarcado en el vuelo 284 de Aerolíneas Argentinas con des-
tino a Caracas, Venezuela, en e~Aeropuerto Internacional de Ezeiza.

Ello surge del testimonio de la víctima, quien declaró por
exhorto diplomático en la ciudad dc Washington, unido a los de
sus hermanos, Alfredo Waldo, Néstor y Mario Manuel Forti Sosa;
del comandante del vuelo 284, Alvaro Oscar Gómez Villafañe, y
del entonces oficial de guardia del Aeropuerto Internacional de
Ezeiza, Ricardo Alberto Ambrossini.

Todos ellos son coincidentes en el sentido de que el día men-
cionado, y en las circunstancias descriptas, luego de comunicársele
al oficial de guardia Ambrossini que habría un operativo para efec-
tuar una detención, y al comandante de la aeronave Gómez Villa-
fañe que detuviera el aparato por el luismo motivo, se presentó
una persona con unifo~me de oficial 'de la Fuerza Aérea, seguida
de un grupo de hombres armados, vestidos de civil, quienes luego
de identificar aNélida. Azucena Sosa de Fortí.y a' sus cinco hijos,
se los llevaron detenidos.

Por o~ra parte, se encuentra suficientemente acreditado que
dichas personas armadas pertenecían a la Policía de la Provincia
de Buenos Aires, que dependía operacionalmente del Primer Cuer-
po de Ejército.

Tal circunstancia se desprende de los dichos del oficial de
guardia Ambrossini, quien manifestó en la' audiencia que por ra-
dio se comunicó que la Policía de la Provincia de Buenos Aires
efectuaría un procedimiento. A ,ello debe sumarse el indicio que
surge de los dichos d.e Alfredo Waldo Forti Sosa en su declaración
ante la Comisión Nacional de Desaparición de Personas, en el sen-
tido de que al ser conducido por las .personas que 10 privaron de
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su libertad, pudo ver el. Inomento en que fueron saludados por los
ocupantes de un patrullero de dicha fuerza de seguridad.

La convicción del Tribunal al respecto se robustece, si se tiene
en cuenta que con posterioridad a su detención, la familia Forti
Sosa fue conducida a una dependencia de la Policía de la Provin.
da de Buenos Aires.

En efecto, está probado que a Guillermo José' Forti Sosa se lo
lllantuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Inves~
tigaciones de Quilmes ("Pozo de Quílmes"),' perteneciente a la Po-
licía de la Provincia de Buenos Aires, y que dependía del Primer
Cuerpo d,e Ejército.

El Tribunal considera probada dicha circunstancia de acuerdo
con lo testimoniado por su hermano Alfredo Waldo, quien efectúa
una concluyente descripción del lugar, al cual reconociera poste-
riormente in situ el 17 de febrero de 1984, en una visita organizada
por la Comisión Nacional de Desaparición de Personas (v. acta de
fs. 42, de la causa N? 1962, del Juzgado Federal de Lomas de Za-
mora, caratulada "Forti, Alfredo Waldo por querella"). \

En el mismo sentido, Néstor Forti Sosa declaró que estuvieron
en una "Jefatura".

No empece a esta conclusión el hecho de que ninguna otra per-
sona haya declarado haberlo visto en ese lugar. Ello así dado el
breve lapso en que estuvo detenido y su corta edad, lo que pro~
dujo que se le tuviera una especial consideración.

Guillermo José Forti Sosa recuperó su libertad el día 22 de
febrero de 1977.

Los dichos de su hermano al respecto se hallan corroborados
por los del sacerdote Alfonso Naldi, quien tomó contacto con los
hermanos Forti Sosa a su llegada al país el día 24 del mismo mes
y año, tal como lo manifestó en la audiencia.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 455

En lo que respecta al conocimiento que pudieron haber tenido
los Brigadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo
Larni Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el
Almirante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de libertad
de que fuera VÍctima la familia Forti Sosa y sobre cuya base de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, es. necesario hacer
una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y la Armada,
mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se tiene
presente que se trata de un procedimiento ajeno a sus fuerzas. Res-
pecto del Teniente General Galtieri, no existe elemento alguno, fue-
ra del dato puramente objetivo de su comandancia del arma con
posterioridad a la detención, que permita acreditar con fehaciencia
tal extremo.

Por último, surge. de autos, que el hecho que damnificara a
Guillermo José Forti Sosa, fue desarrollado de acuerdo al proceder
.descripto en la cuestión de hecho N° 146.

CASO N? 73: FORTI SOSA, NESTOR

Está probado que Néstor Forti Sosa, de once años de edad,
fue privado de su libertad por personas armadas, el día 18 de fe-
brero de 1977 a las 9 horas, en circunstancias en que se encontraba
embarcado en el vuelo 284 de Aerolíneas Argentinas con destino a
Caracas, Venezuela, en el Aeropuerto Internacional de Ezeiza.

Dichas personas pertenecían a la Policía de la Provincia de
Buenos Aires, que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo
de Ejército.

Para fundar tales asertos cabe remitirse a los fundamentos da-
dos al tratar el caso anterior.

Por otra parte, se ha demostrado que ,a Néstor Forti Sosa se.
lo mantuvo c1andestinalTiente en cautiverio en la Brigada de Inves-
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tigaciones de Quilmc's ("Pozo de Quilmes"), perteneciente a la Po-
licía de la Provincia de Buenos Aires, y que dependía operacional-
mente del Primer Cuerpo de Ejército, recuperando. su libcrtad el
22 de febrero de 1977.

Todo ello se encuentra acreditado de conformidad con los ele.
mentos de prueba descriptos en el caso N? 72.

Respecto de los delitos de encubrimiento imputados a los Bri-
gadieres Generales Ornar Ruhens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Dozo, el Tcniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya, el Tribunal se remite a 10 manifestado en
el caso N? 72.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
Néstor Forti Sosa fue desarrollado de acuerdo al procedcr des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 74: I'ORTI SOSA, ALFREDO WALDO
\

Está probado que Alfredo Waldo Forti Sosa, de 16 años de
edad, fue privado de su libertad por personas armadas, el día 18
de febrero de. 1977 a las 9 horas, en circunstancias en que se "en.
contraba .embarcado en el vuelo 284 de Aerolíneas Argentinas con
destino a Caracas, Venezuela, en el Aeropuerto Internacional de
Ezeiza.

Dichas personas pertenecían a la Policía de la Provincia de
Buenos Aires, que dependía operacionalmcnte del Primer Cuerpo
dc Ejército.

Por otra parte, se. ha demostrado que a Alfredo Waldo Forti
Sosa se ]0 mantuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada
de Jnvestigaciones de Quilmes ("Pozo de Quilmes"), perteneciente a
]a Policía dc ]a Provincia de Buenos Aires, y que dependía opera-
cionalmc.Q.te del Primer Cuerpo de Ejército, recuperando Su libertad
el 22 de febrero de 1977.
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Todo ello se encuentr;t acreditado_de conformidad' con los ele-'
mentas de prueba ponderados en el caso N'? 72.

Respecto de los delitos de encubrimiento imputados a los Bri-.
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigná y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtíeri y el Almi.
rante Jorge Isaac Anaya, el Tribunal se remite a lo manifestado e~
el caso N9 72.

Por último, surge de autos que el hecho que damnificara a
Alfredo Waldo Fortí Sosa fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N? 75: FORTI SOSA, MARIO MANUEL

Está probado que Mario Manuel Forti Sosa, de trece años de
edad, fue privado de su libertad por personas armadas, el día 18
de febrero de 1977 a las 9 horas, en. circunstancias en que se en~
contraba embarcado en el vuelo 284 de ~erolíneas Argentinas con
destino a Caracas, Venezuela, en el Aeropuerto InternaCional de
Ezeiza.

Dichas personas pertenecían. a la Policía de la Provincia de
Buenos- Aires, que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo
de Ejército.

'Por otra parte se ha demostrado que a Mario Manuel Forti
Sosa se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada
de InvestigaCiones de Ouilmes ("Pozo de Quilmes"), perteneciente
a I~ Policía de la Provincia de Buenos Aires, y que dependía del
Primer Cuerpo de Ejército, recuperando su libertad el 22 de febrero
de 1977.

Todo ello se encuentra acreditado de confonnidad con los ele-
mentos de prueba ponderados en el caso N,:,72.

Respecto de los delitos de encubrimiento imputados a los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
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Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi.
rante Jorge Isaac Anaya, el Tribunal se relnite a lo manifestado en
el caso N? 72.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a
Mario Manuel Fort~ Sosa fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 76: FORTI SOSA, RENATO

Está probado que Renató Forti Sosa, de doce años de edad, fue
privado de su libertad por personas armadas, el día 18 de febrero
de 1977 a las 9 horas, en circunstancias en que se encontraba. em~
baTeado en el vuelo 284 de Aerolíneas Argentinas con destino a Cara-
cas, Venezuela, en el Aeropuerto Internacional de Ezeiza.

Dichas personas pertenecían a la Policía de la Provincia de
Buenos Aires, que dependía operacionalmente del Primer Cuerpo
de Ejército.

Por otra parte se ha demostrado que a Renato Forti Sosa se
lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Inves-
tigaciones de Quilmes ("Pozo de Quilmes"), perteneciente a la Poli.
cía de la Provincia de Buenos Aires, y que dependía operacional-
mente del Primer Cuerpo de Ejército, recuperando su libertad el
22 de febrero de 1977.

Todo ello se encuentra acreditado de conformidad con los ele-
mentos de prueba ponderados en el caso N? 72.

Respecto de los delito's de encubrimiento imputados a los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya, el Tribunal se remite a lo manifestado en
el caso N? 72:

Por último, surge de' autos, que el hecho que damnificara a
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Renato Forti Sosa fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 77: SOSA DE FORTI, NELIDA AZUCENA _

Está probado que Nélida Azucena Sosa de Forti fue privada de
su libertad por personas armadas, que dependían operacionalmente
del Ejército Argentino el día 18 de febrero de 1977 a las 9 horas,
en circunstancias en que se encontraba embarcada en el vuelo 284
de Aerolíneas Argentinas con destino a Caracas, Venezuela, en el
Aeropuerto Internacional de Ezeiza.

"Ello se encuentra acreditado según las consideraciones efectua-
das al tratar el- caso 72.

Durante su detención se hiCieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad."

Según los dichos de su hijo Alfredo Waldo Forti Sosa y del
sacerdote Alfonso Naldi, una vez llegados a Venezuela, el 22 de
marzo de 1977 hicieron gestiones ante el entonces Embajador ar-"
gentino Hidalgo Solá. También ante la Comisión Interamericana
de Derechos J:Iumanos de la Organización de Estados Americanos,
orga.:nismoque en noviembre de 1978"por resolución 23/78 respon-
sabilizó al gobierno argentino por la detención de Nélida Azucena
Sosa de Forti y sus hijos (v. fs. 43 de la causa N? 1962 del Juzgado
Federal de Lomas de Zamora, caratulada "Forti, Alfredo Waldo por
querella") .

Ello motivó la respuesta del gobierno por nota enriada a la
comisión de fecha 17 de octubre de 1979 que, tras recbnocer las
circunstancias de la detención negó toda responsabilidad del go~
bierno argentino, atribuyéndosela a una banda de delincuentes sub-
versivos (v. fs. 44/52 de la causa mencionada).

Se hicieron gestiones asimismo ante la Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones Unid"as,y ante las Asociaciones de Pro-
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fesionales de Bolivia y Estados Unidos. Por su parte, según los
dichos de Alfredo Waldo Forti Sosa, varios miembros del Congreso
norteamericano enviaron cartas a los entonces miembros de la Jun-

.ta Militar, Massera y Videla.

Tanto Forti Sosa como el padre Naldi dan cuenta que a través
del Jefe de Estado Mayor conjunto de las Fuerzas Armadas vene-
zolanas, General Juvenal Rojas Córdoba, pudieron hacer llegar sen-
das cartas enviadas al General Videla y al Almirante Massera, y el
nombrado militar. venezolano dialogó personalmente con el Briga-
dier Agosti sobre el particular.

En el plano júdicial, se inició la ya mencionada causa N9 1962
ante el Juzgado Federal de Lomas de Zamora, el 27 de abril de 1984.

En cuanto a la posible falsedad de los informes que se produ-
jeron a pedido de la Comisión de Derechos Humanos de la Orga-
nización de Estados Americanos, referente al caso de la familia
Forti, es de hacer notar que ellos no han sido incorporados al pro-
ceso, lo que impide -pese a la certeza que se tiene de su efectiva
cxistencia- que se abra juicio acerca de la mendacidad.

Está probado que a Nélida Azucena Sosa de Forti se la man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Brigada de Investigacio-
nes de Quilmes ("Pozo de Quilmes"), perteneciente a la Policía de
la Provincia de Buenos Aires y que dependía operacionalmclltc del
Primer Cuerpo de Ejército, así como también en el Departamento
Central de Policía de Tucumán.

Respecto de su detención en la Brigada de Quilmes, el Tribu-
nal se remi te a las consideraciones efectuadas en el caso N? 72.

Su detención en el Departamento Central de Pol.icía de Tucu.
mán se encuentra demostrado por los dic110s de Pedro Antonio
Cerviño, amigo de la familia Forti Sosa, quien dec1a¡-ó haber com-
partido su cautiverio con "Nélida Azucena Sosa de Forti en dicho
Jugar entre la última semana de febrero y la primera semana de
marzo de 1977, época en que él fue liberadó.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 461

;'oo¡'

Estas afirmaciones corroboran las de Alfredo Waldo Forli Sosa,
quien manifestó que en ocasión de su cautiverio en Banfield se le
dijo que su madre sería trasladada a Tucumán, coincidiendo ade-
más ambas declara~iones en lo que hac'e a las circunstancias .de
tiempo en que ]a víctima fue vista detenida en aquella provincia.

A ello debe sumarse el, indicio que se desprende del hecho de
que la familia Forti Sosa tenía su residencia en la ciudad de Tu.
cumán.

No está probado que en ocasión de, su cautiverio fue sometida
a algún mecanismo de tortura. Ningún. elemento de prueba ha sido
colectado al respecto.

Está probado que durante todo ese tiempo o part.e de él se le
impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

En este sentido, Pedro Antonio Cerviño relató las condiciones
de vida imperantes en el, lugar de detención.

Man,ifestó que no pudo hablar con Sosa de Forti porque el es-
tado físico en que se encontraba no se lo permitía. Que estaban
vendados, con las manos atadas y estaba prohibido hablar.

No está probado que Nélida Azucena Sosa de Fort.i recuperó
su l.ibertad.

,
SegúJ.1 el testimonio de Pedro Antonio' Cerviño, éste fue libe.

rado en la primera semana de marzo de 1977, permaneciendo dete~-
nida Sosa de Forti.

Desde. ese momento, no volvió a ser' vista ni se tuvieron más
noticias de ella.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Né-
lida Azucena Sosa de Forti fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuest.ión de hecho N? 146.

\
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CASO N? 78: CHAVANNE, MARCELO AUGUSTO

Está probado que Marcelo Augusto Chavanne fue privado de
su libertad por efectivos del Ejército Argentino, el 17 de octubre
de 1978, en su domicilio sito .en Olleros 2330 de esta Capital.

I

Al respecto, deben computarse los dichos de la víctima, en el
sentido de que el día mencionado, alrededor de las siete de la ma-
ñana, fue ~etenido en su domicilio por un grupo de militares al
mando de un Teniente Coronel, quien le dijo que se encontraba'
a disposición del COlnandante del Primer Cuerpo de Ejército.

Esta circunstancia se halla corroborada por el testimonio de
Jorge Tejerina, qui~n fuera detenido ese mislllo día, que se encon-
traba en un vehículo en la puerta del domicilio de Chavanne mien-
tras se procedía a su detención, siendo posteriormente conducidos
ambos al Primer Cuerpo de Ejército y de allí, luego, trasladados a
la Cárcel de Encausados de Campo de Mayo.

A ello deben agregarse los diehos del Comandante Principal
Víctor Enrique Reí, que. declaró haber participado en el procedi-
miento.

La detención de Marcelo Augusto Chavanne tuvo l1?-garsin suje-
ción a formalidad legal alguna.

La falta de orden escrita de autoridad competente para pro-
ceder a la detención, se comprueba no sólo por los dichos de la
víctima, sino también, por los testimonios de los oficiales que lle-
vaban a cabo la investigación, es decir, del entonces Teniente Co-
ronel Raúl Alberto Gatica, que declaró que los asesores les decían
a qué personas debían detener y 'ellos procedían de confonnidad,
sin órdenes de allanamiento ni de detención. A ello se agregan los
dichos del Comandante Principal Víctor Enrique Rei, quien igno-
raba la existencia de órdenes escritas, y del Coronel Roberto Roual-
des, que manifestó que actuaba en base a órdenes verbales del
Comandante del Primer Cuerpo de Ejército.
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Sé suma a estos testimonios la falta de constancias de tales
órdenes de detención en el sumario militar agregado a ]a causa
N? 40.528 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Crimi-
nal y Correccional Federal N? 3, caratulada "Grassi, Luis' Arnoldo
y otros s/infr. ley 20.840".

Asimismo, surge de la referida causa que la presunta investi-
gación llevada a cabo en la sede del Primer Cuerpo de Ejército se
comunicó al Juez Federal en turno el 14 de diciembre de 1978
-aunque las actuaciones son remitidas recién una semana des-
pués-, oportunidad en la que se hace saber que "son prisioneros
del comandante en cuerpo ... " Marcelo Chavanne junto con Sara
Duggan. René C. A. Grassi, Juan Claudia Chavanne, Raúl R. Aguirre
Saravia, Luis A. Grassi, Jorge Tejerina, Enrique L. García Mansilla,
Jaime F. Madero, Alejandro A. Pineda, Jorge J. S. Buleraich, Isidoro
Carabassa, Aurelio Cid, Jaime Benedit, Alberto Félix Cordeu, Luis
C. Pignataro, Eduardo H. Cardona y Raúl A. Alberici (ver fs. 10001

1003).

~Adviértase que entre la detención que nos ocupa y la comuni-
cación al Juez transcurrieron dos meses.

En oportunidad de prestar declaración ante el Tribunal, los
nombrados Roualdes y Gatica afirmaron que esta detención junto
con la de las demás personas relacionadas con el grupo económico
Chavanne -Banco de Hurlingham- Grassi, estaba dentro de lo
que se consideraba "lucha contra la subversión", aclarando el últi-
mo, que se trató de averiguar una transferencia de diez millones
de dólares por la compra del Banco de Hurlingham que habrían
sido entregados a los montoneros por el "grupo Graiver". También
aseveraron que la ley que regulaba es:i prevención sumarial era la
21.460, que en su artículo primero hace referencia á la investiga-
ción de delitos de carácter subversivo por parte del personal mili-
tar y que en sus artículos 4? y 6? hace remisión expresa al Código
de Procedimientos en Materia Penal en cuanto a la forma a aplicar
y la detención del presunto culpable.
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De la confrontación de datos expuestos párrafo arr.iba surge
con claridad meridiana que Marcelo Augusto Chavanne estuvo ile-
galmente privado de la libertad por haberse incumplido con la obli-
gación Ide comunicar de inmediato al Juez la detención del nom-
brado (art. 4~, 184, inc. 4~, y 188 del ya referido Código de rito).

Se encuentra suficientemente acreditado asimismo que a Mar-
celo Augusto Chavanne se lo mantuvo en eautiverio en la Cáreel
de Encausados de Campo de Mayo, que dependía del Ejéreito.

En la causa antes mencionada se encuentran agregadas actua-
ciones labradas en dicha Prisión Militar, que intentaron justificar la
privación de libertad mediante la ap~riencia de un proceso militar.

A partir de fs. 309 obra la prevención instruida por el Coronel
Roualdes en el Comando del Primer Cuerpo de Ejéreito, inieiada
el 13 de septiembre de 1978. En dichas actuaciones se agregan de-
claraciones por escrito, prestadas por Marcelo Chavannc en la Pri-
sión Militar de Campo de Mayo (fs. 557/71, l? de noviembre de 1978;
fs. 821/30, del 17 de noviembre del mismo año).

Resulta evidente, pues, que lo que el Primer Cuerpo de Ejér-
cito remitió al Juez Sarmiento fue un remedo de actuaciones ten-
dientes a ocultar la ilegalidad de Jos procederes señalados.

Además, deben agregarse los testimonios de Juan Carlos Cha-
vanne, Sara Duggan, Raúi lAguirre Saravia, Jorge Tejerina, Isidoro
de Carabasa, Enr.ique Gareía Mansil1a, Jorge David Salvador ~ule-
raieh, Jaime Benedit, Alberto Félix Cordeu y Luis Alberto Grassi,
quienes compartieron su detención con la víctima en el mencionado
lugar.

Por otra parte, el Coronel Roualdes declaró que Chavanne fue
alojado en Campo de Mayo, lo que se halla corroborado con los
dichos del Comandante Prineipal Rei.

Durante todo ese tiempo O parte de él se le impusieron condi- .
ciones inhumanas de vida y alojamiento.
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Marcelo Augusto Chavanne declaró que fue encerrado en un
calabozo a oscuras.

Por su parte, las condiciones de vida en dicho lugar de deten-
ción fueron relatadas por las personas que se mencionaron como
compartiendo cautiverio con él.

Es así como Isidoro de Carabassa relató que el calabozo se
encontraba a oscuras, que cada dos o tres horas golpeaban la puerta
con un palo para que. no pudiera dormir y no podía ver lo que. .
comía. Estq es corroborado por Aurelio Cid y Jorge Tejerina, quien
declaró que estuvo alrededor de cuarenta y cinco días en una celda
a oscuras.

Por su parte, declararon haber permanecido durante varios días
incomunicados sin poder hablar con nadie, Alberto Félix Cordeu,
Jaime Benedit, Luis Arnoldo Grassi, Aurelio Cid y Enrique GarCÍa
Mansilla.

Por último, cabe consignar que Marcelo Augusto Chavanne fue,
puesto a disposición del Poder Ejecutivo Nacional el 22 de diciem-
bre de 1978, y recuperó su libertad definitiva el 17 de enero de 1979.

Ello asi según los términos del decreto 3077/78, cuya copia obra
reservada e.n poder del Tribunal. por el que se puso a Marcelo
Augusto Chavanne a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, y del
decreto 127/79, haciéndose efectiva ese día su libertad, que había
sido dispuesta por el entonces Juez Marquardt, por falta de mérito,
a fs. 1685 de la causa N? 40.528 antes mencionada.

Por último, surge de estos autos, que el hecho que damnificara
a Marcelo Augusto Chavanne fue desarrollado de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 79: DE CARABASSA, ISIDORO

Está probado que el ganadero Isidoro de Carab~ssa fue pri-
vado de su libertad por efectivos del Ejército Argentino, el día 31
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de octubre de 1978, en la sede del Banco del Interior, ubicado en
la entonces calle Cangalla y San Martín de esta Capital, en horas
del mediodía.

En este sentido deben computarse los dichos de la víctima,
quien declaró en la Audiencia que luego de recibir un llamado tele-
fónico fue a" entrevistarse con su amigo Alberto Cordeu en su ofi.
cina en el Banco del Interior y al llegar a dicho lugar se encontró
con varios efectivos militares, cuyo jefe le dijo que debían llevarlo
al Primer Cuerpo de Ejército para realizar una i~vcstigación. En
esa oportunidad se le entregó a. su esposa el certificado que obra
en, poder del Tribunal en el cual figura como prisionero del Ejér.
cito. Corroboran estos dichos su esposa Liliana Laprida de Cara-
bassa y Alberto Cordeu.

También en similar sentido declaró Jaime Benedit, quien con.
firmó haber sido detenido junto con Cordeu y de Carabassa .

.Por su parte, todos ellos sindican como integrantes del grupo
que los detuvo a los Teniente Coroneles Gatica y D'Alessandri y al
Comandante Rej. Este último declaró haber participado en el pro-
cedimiento de la detención.

I '
Por otra parte, la detención de Isidoro

sin sujeción _a legalidad alguna, tal y como
en el caso NI? 78.

de Carabassa tuvo lugar
se ha dejado constancia

Como consecuencia de su detención se hicieron gestiones ante
autoridades en procura ele la averiguación de su .paradero y de su
libertad.

En este sentido su esposa, Liliana Laprida de Carabassa, de-
claró que con copia del recibo que le fue entregado tras la priva-
ción de libertad de su marido, se dirigió al Ministerio del Interior
y se entrevistó con el General Harguindeguy, quien le aseguró
conocer que su esposo se hallaba detenido y que no le. iba a .pasar
nada.
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Envió adelnás una carta al Comandante en Jefe del Ejército,
que fue respondida con fecha 12 de enero de 1979 por el General
Bignone, diciéndole que no se preocupara porque su marido había
dejado d~ estar bajo jurisdicción n1ilitar. Dich<!Lcarta fue aporta-
da por la testigo en la Audiencia.

Por su parte el General Laprida, suegro de la víctima, declaró
que tuvo una entrevista con el General Harguindeguy, quien le dijo
que no podía hacer nada en favor de .la liberación de su yerno,
como consecuencia de un enfrentamiento entre el General Suárez
Ma~on, Comandante del Primer Cuerpo de Ejército, y el General
Videla.

El General Laprida se entrevistó también con el General Suárez
Masan, quien le confirmó que su yerno estaba detenido a disposi-
ción de autoridades militares con motivo de una investigación por
un problema referido a la ley 20.840.

A Isidoro de Carabassa se lo mantuvo ilegalmente en cautiverio
en el Regimiento de Granaderos a Caballo y en la Cárcel de Encau-
sados de Campo de Mayo, dependientes del Primer Cuerpo de, .

Ejército.

En este sentido son coincidentes los dichos de la víctima con
los de Jaime Benedit, quien declara que junto con Carabassa y
Cordeu pasaron por una dependencia cercana al Hospital Militar,
y luego fueron trasladados a Campo de Mayo.

Por otra parté en la causa N? 40.528 del Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N? 3, cara-
tulada "GRASSI, Luis Amoldo y otros s(infr. ley 20.840", se en-
cuentran agregadas actuadones labradas en dicha prisión militar,
que intentaron justificar la privación de libertad mediante la apa-
riencia de un proceso militar.

A partir de fs. 309 obran las actuaciones irregulares instruidas
por el Coronel Roberto Roualdes en el Comando del Primer Cuerpo
de Ejército, iniciada el 13 de septiembre de 1978. En dichas actua-
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dones se agregan declaraciones _por escri to prestadas por Isidoro
de Carabassa en la Prisi6n Militar de Campo de Mayo (fs. 552, 1? de
noviembre de 1978; fs. 631, 6 de noviembre; fs. 663, 7 de noviembre;
fs. 711, 14 de noviembre; fs. 831,17 de noviembre). A fs. 1000 dichas
actuaciones irregulares formadas para remedar una pr~vención irre.
guiar y dar aparieneia de legalidad a la privaci6n de libertad, fueron
elevadas por el Coronel Roualdes al Juzgado en lo Criminal y Co-
rreccional Federal N? 2, a eargo del Dr. Rafael Sarmiento (14 de.
diciembre de 1978), encontrándose Isidoro de Carabassa entre los
detenidos en esa causa, en .la pr,isi6n mencionada.

A ello deben agregarse las declaraeiones de Juan Carlos y
Marcelo Chavannc, Sara Duggan, Raúl Aguirrc Saravia, Enrique
García Mansilla, Luis C. Pignataro, y los ya nombrados Benedit y
Alberto Félix Cordeu, quienes declararon haber compartido la de-
tención en dicho lugar con de Carabassa.

Por otra parte, el Coronel Roualdes y el Comandante Principal
Re; declararon que de Carabassa fue alojado en Campo de Mayo,
lo que debe sumarse a los dichos de su esposa, Liliana Laprida- de
Carapassa, quien le enviaba correspondencia y efectos personales a
dicha unidad militar, 'a través del Comando del Primer Cuerpo de
Ejéreito, y Jo manifestado por el General Laprida, quien por ges-
tiones realizadas ante los Generales Harguindeguy y Suárcz Masan
se enter6 de que había sido detenido su yerno por fuerzas del
Ejército y llevado a Campo de Mayo.

Debe pondcrarse, además, lo manifestado acerCa de .la ilegali-
dad de la detención y cautivedo en el caso 78.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron con-
. diciones inhumanas de vida y alojamiento.

En este sentido, la víctima relata que estuvo en un calabozo
durante ocho días a oscuras, que cada dos o tres horas ]e golpea-
ban la puerta con un palo para que no pudiera dormir, que no po-
día ver la comida y dehía permanecer acostado en el suelo.

Estos dichos son corroborados por Jos de algunas otras per-
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sanas que compartieron cautiverio con él,
ferido a que permanecían encerrados en
que es sostenido por Augusto C~avanne y

469

especialmente en lo re-
calabozos a oscuras, lo
Jorge Tejerina.

Por último, cabe consignar que Isidoro de Carabassa fue puesto
a disposición del Poder Ejecutivo Nacional el 22 de diciembre de
1978 y recuperó su libertad el día 26 de enero de 1979.

Ello así, según los términos del Decreto 3077/78 cuya copia
obra reservada en poder del Tribunal, por el cual se puso a Isidoro
de Carabassa a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, situación
que cesó el día 20 de enero de 1979.

Por su parte, el 26 de enero de ese año fue puesto en libertad
por falta de méritos en la causa N'? 40.528 antes mencionada, por
el Dr. Eduardo Marquart (£s. 1769).

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara a Isi.
doro de Carabassa fue desarrollado .de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N° 80: AGUlRRE SARAVIA, RAUL RAMON

Está probado que el Doctor Raul Ramón Aguirre Saravia fue
privado de su libertad por efectivos del Ejército Argentino, el día
. 14 de septiembre de 1978 en su estudio, sito en la calle Reconquis-
ta 513, 2? piso, de esta Capital.,

En este sentido deben ponderarse los dichos de la víctima, quien
declaró en la Audiencia que el día mencionado, en ocasión de encon.
trarse en su estudio con el Doctor Alfredo ,Iribarren, se presentaron
tres personas vestidas de civil que dijeron pertenecer al Primer
Cuerpo de Ejército y se lo llevaron en un automóvil.

A ello deben agregarse los dichos del Ingeniero Luis Arnoldo
Grassi, quien declaró que se encontraba en el e~tudio del Doctor
Aguirre Saravia en el momento en que, ante el requerimiento de un

\
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grupo de personas que se presentó allí, la víctima le l11anifestó q\le
debía ir al Primer Cuerpo de Ejército.

Ello se corrobora con las constancias de la causa N? 40.528 del
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional
Federal N? 3,. caratulada "GRASSI, Luis Amoldo y otros s(infr.
ley 20.840", donde se documenta su mantenimiento privado de su
libertad por autoridades militares.

Por otra parte, cabe consignar que la detención del Doctor Raúl
Ramón Aguirre Saravia tuvo lugar sin sujeción a formalidad legal
alguna.

La .falta de orden escrita de autoridad competente para proceder
a la detención, se comprueba no sólo por los dichos de la víctima,
sino también por los testimonios de los oficiales que llevaban a
cabo la inve~tigación, tal y como ,se ha dejado constancia en el
caso N? 78.

A Raúl Ramón Aguirre Saravia se lo mantuvo ilegalmente dete~
nido en la Cárcel de Encausados de Campo de Mayo, quc dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

En la causa antes mencionada se encuentran agregadas actua-
ciones labradas en dicha prisión militar, que intentaron justificar
la privación de libertad mediante la apariencia de un proce~o militar.

A partir de fs. 309 se encuentran agregadas las actuaciones irre-
gulares instruidas por el Coronel Roberto Roualdes en el Comando
del Primer Cuerpo de Ejército, iniciadas el 13 de septiembre de i979.
E.q. dichas actuaCiones se agregan declaraci~:mes por escrito presta-
das por el Doctor Raúl Aguirre Saravia en la. Prisión Militar de
Campo de Mayo (fs. 374, 7 de octubre de 1978; fs. 418, 14 de octu-
bre). A fs. 1000 las mencionadas actuaciones irregulares, formadas
para remedar una 'prevención irregular y dar apariencia de legáli-
dad a la privación de libertad, fueron elevadas por el Coronel Roual-
des al Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal N'? 2, enton-
ces a cargo del Dr. Rafael Sarmiento (17 de diciembre de 1978),
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encontrándose el Dr. Aguirre Saravia entre los detenidos en esa cau-
sa, en la prisión mencionada.

A ello deben agregarse los testimonios de Juan Carlos Chavanne,
Sara Duggan, Jorge Tejerina, Aurelio Cid, Jaime Benedit, Alberto
Félix Cordeu, Luis Constanzo Pignataro, Luis Arnoldo Grassi, quie~
nes declararo~ haber compartido la detención con el Dr. Aguirre
Saravia en el mencionado lugar.

Por otra parte, el Coronel Roualdes declaró que lá víctima se
encontraba alojada en Campo de Mayo, lo que fue corroborado
por el Coronel Raúl Alberto Gatica.

Está probado además que en ocasión de su cautiverio fue so-
metido a algún mecanismo de tortura.

La víctima relató que al ser interrogado, fue violentamente
golpeado y tras tirarle agua le pasaron corriente eléctrica por el
cuerpo.

Estos dichos se corroboran con los testimonios de Luis Cons-
tanzo Pignataro, quien dijo que a principios de diciembre fue
. puesto en la misma celda que el Dr. Aguirre Saravia, y éste se
hallaba rehabilitándose luego .de pasar un mal nl0mento, y los de
Luis Arnoldo Grassi, quien vio a la víctima en una celda corttig;ua
a la suya rengueando, sucio, barbudo,_ y que "era una pilfrafa
humana".

Durante su cautiverio se le impusieron condiciones inhumanas
de vida y alojamiento.

La víctima relata que luego de ser torturado, fue luantenido
dura'nte algún tiempo ,esposado de pies y manos y vendado. Agrega
que por espacio de unos meses orinó sangre como consecuencia
de los malos tratos.

Las. condiciolJ.es de vida en cautiverio, por otra parte, fueron
relatadas por las' otras personas que lo compartieron con él.



472 FALLOS DE 1.,\ CORTE SUPREMA

Raúl Ramón Aguirre Saravia fue puesto a disposición del Po-
der Ejeeutivo Naeional el día 22 de dieiembre de 1978, y reeuperó
su libertad el día 17 de enero de 1979_

Ello así, según los términos del Deereto 3077/78, euya eopia
obra en poder del Tribunal, por el eual se puso a Raúl Ramón
Aguirre Saravia a disposición del Poder Ejecutivo Nacional.

Dieha situación cesó el día 17 de enero de 1979 (Deereto 127/
79) haciéndose efeetiva su libertad, la que había sido dispuesta
por el Juez Marquart, por falta de méfitos, a fs. 1685 de la causa
N? 40.528 antes mencionada.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Raúl Ramón Aguirre Sara via fueron desarrollados de acuerdo
al proceder deseripto en la euestión de hecho N? 146.

CASO N? 81: D'AGOSTlNO, MIGUEL ANGEL

Está probado que Miguel Angel D'Agostino fue privado de su
libertad el día 2 de julio de 1977 de su domicilio ubicado en la
ealle Franeia N? 2996, de la localidad de Castelar, Provineia de Bue- .
nos Aires, por un grupo armado, perteneciente a la Policía Federal
que dependía operacional mente del Ejécito Argentino.

Ello surge del propio testimonio vertido por la víctima quien
relata la 'forma compulsiva en que fue conducido detenido, lo que
encuentra corroboración en los dichos de sus progenitores Angel
Vicente D'Agostino y Ana Coneepción Guastalalegname de D'Agos-
tino, quienes se hallaban presentes en el momento del hecho.

Avala lo expuesto, el. hecho de haber sido visto D'Agostino en
cautiverio luego de la detención, circunstancia a la que más ade.
lante se habrá de referir el Tribunal.

Durante su detenc.ión se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.
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Sus padres manifiestan haber realizado gestiones an te el Mi-
nisterio del Interior y ante Monseñor Graselli, Secretario de la Vi-
caría Castrense, quien al declarar afirma haber recibido a "gran
cantidad de familiares que procuraban interiorizarse acerca de la
suerte de sus seres queridos. También presentaron un recurso de
hábeas corpus ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal y Correccional Federal N? 6.

Obra agregado el recurso de hábeas corpus N~ 2268 interpues-
to por el padre de la víctima con fecha 6 de julio de 1977 ante
el Juzgado de Sentencia Letra "P", Secretaría N? 16.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial la au-
toridad requerida contestó negativamente.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de tales informes.

Como quedó probado, en la detención de Miguel Angel D'Agos-
tino, intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se
tiene en cuenta .que dicha fuerza .respondió a tales requerimientos
en el citado recurso de hábeas corpus, cabe concluir que ha que-
dado acreditada la existencia de la respuesta mendaz. Respecto de
la Fuerza Aérea y la Armada, no es posible afirmar tal circunstanCia.

Ello atento que en el citado recurso de hábeas corpus N? 2268
tanto la Policia Federal, como el Comando en Jefe del Ejército y el
Ministerio del Interior informaron que Miguel Angel D'Agostino no
se encontraba detenido, Jo.que motivó que con fecJ;la 13 de julio de
1977 se rechazara el recurso.

Está probado que a Miguel Angel D'Agostino se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en un ex depósito de Suministros
de la Policía Federal -Club Atlético-, que dependía operacional-
mente del Ejército Argentino.

La propia víctima refiere la forma en que se enteró del lugar
donde estaba, al escuchar que se hallaba ubicado cerca de la can-
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.eha/del club Boca Juniors, lo que una vez en libertad pudo constatar
ya que dicho sitio se encontraba en demolición, quedando a la vista
la parte de las celdas.

Tal circunstancia aparece corroborada con lo e:¥-puestopor Ana"
María Careaga, (caso N9 83) quien manifiesta haber compartido su
cautiverio con D'Agostino en el referido centro, el que estaba ubi-

.cado en Paseo Colón y Garay lo que le consta por los dichos de
otras personas que se hallaban en s:u misma situación.

I
Delia Barrera y Ferrando (caso N? 619) quien para la fecha del

hecho también estuvo detenida en el lugar, si bien manifiesta no
no haber visto a la víctima, afirma haber escuchado el nombre de
Ana M<:trÍaCareaga.

Está acreditado que en ocasión de su cautiverio fue sometido
.a algún mecanismo de tortura.

Al respecto D'Agostino manifiesta que al llegar al "Club Atlé-
tico" se' le propinó una brutal paliza medi~nte golpes de puño.
Posteriormente se lo condujo a una sala de interrogatorios donde
se lo sometió a pasajes de corriente eléctrica.

Sus dichos resultan verosímiles en cuanto coinciden con los
proporcionados por otros cautivos del referido centro de deten-
ción, respecto de las características de las torturas padecidas, del
lugar en" donde se le suministraba, y de sus ejecutores.

Además durante ese tiempo o parte de él se le impusieron
condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

En tal sentido D'Agostino refiere la forma en que :permaneció
casi permanentemente atado y con los ojos vendados, compartien-
do pequeñas celdas húmedas y con escasa ventilación lo que difi-
cultaba la respiráción.

También manifiesta la forma en que eran conducidos en g~upos
a los sanitarios. ADa María Careaga (caso N'? 83) brinda un relato
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concordante acerca de las condiciones infrahumanas de vida en el
referido centro, 10 mismo que Delia Barrera y Ferrando (caso
N? 619).

Miguel Angel D'Agostino recuperó su libertad el 30 de septiem-
bre de 1977.

Ello en virtud de los dichos dé la propia víctima y los de su
madre vertidos en tal sentido.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Miguel Angel D'Agostino fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 82: ISRAEL, TERESA ALICIA

Está probado que Teresa Alicia Israel fue privada de su liber~
tad el 8 de marzo de 1977 de su domicilio ubicado en la calle Campi-
chuelo 1172, de la Capital Federal, por un grupo armado, depen-
diente del Ejército Argentino.

Dicha circunstancia surge del testimonio brindado por su ma-
dre, la profesora Clara Berestezki de Israel, quien refiere que el
día señalado un llamado comando de fuerzas conjuntas irrumpió
en su domicilio y luego de efectuar una revisación de sus pertenen~
cias procedió a conducir detenida a su hija, quien era abogada
penalista. Lo expuesto encuentra corroboración en la presentación
efectuada por el padre de la víctima, Enrique Israel, ante el Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia
letra "A" ---causa N? 2497- hábeas corpus en favor de su hija,
quien se encontraba presente en el momento del hecho.

Obran también como elementos de prueba los testimonios de
las personas que afirman haber compartido su cautiverio con la
víctima en un centro clandestino de detención, de la Policía Federal.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.
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Ello en virtud de los dichos de su madre Clara Berestezki de
Israel quien además aportó al Tribunal las copias de las presenta-
ciones efectuadas ante autoridades civiles,. eclesiásticas y militares.
Obran además en autos los siguientes recursos de hábeas corpus:
N? 2497 Y 2544, ambos del Juzgado Nacional de Primera Instancia
en lo Criminal de Sentencia letra "A", Secretaría N'? 1, presentados
con fechas 17 de abril de 1977 y 3~ de agosto de 1979; N? 13.149 del
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instruc-
ción N'? 17, Secretaría N? 151, presentado con 'fecha 8 de mayo de
1977, y N? 1 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Cri-
nlinal y Correccional Federal N? 6, Secretaría N? 16, -de fecha 1'?
de diciembre de 1978.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

En los referidos recursos de hábeas corpus tanto el Ministerio
del Interior como el Comando en Jef~ del Ejército, la Policía Fe~
deral y el Estado Mayor de Ejército, Jefatura ], informaron que
Teresa Alicia Israel no se encontraba detenida.

Hecha esta, verificación, corresponde establecer la posible men~
dacidad de alguno de esos informes.

Como quedó probado, en la detención de Teresa Alicia Israel,
intervino personal dependiente del Ejército Argentino.

Si se tiene en cuenta que dicha fuerza respondió a tales reque~
rimientos, durante las Comandancias de los Tenierites Generales
Videla y Viola cabe concluir que ha quedado acreditada la existen~
da de una respuesta mendaz por parte de la misma.

También está probado que a Teresa Alicia Israel se la mantuvo
clandestinamente en ~autiverio en un ex depósito de Suministros
de la Policía Federal -Club Atlético~, que dependía operacional-
lnente del Ejército Argentino.

En tal sentido resultan concordantes los testimonios brindados
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por Miguel Angel D'Agostino, Ana María Careaga, el licenciado Mar-
celo Gustavo DaeIli, el periodista Fermín Gregario Alvez, Delia Ba-
rrera y Ferrando y el ingeniero Jorge Alberto Alleaga, personas éstas
que compartieron su c~utiverio con la víctima en el referido lugar
ubicado en las calles Paseo Colón y Garay, el cual una vez en' liber-
tad reconocieron ya que se encontraba en demolición y tenía las
celdas a la vista.

No está probado que Teresa Alicia Israel recuperó su libertad.
Al respecto no se ha arrinlado ningún elemento de convicción.

I

Está probado que en ocasión de su secuestro le fueron sustraí-
dos efectos personales de su I domicilio.

En tal sentido tanto su madre al declarar en la Audiencia y en
su presentación efectuada ante el .Juzgado de Instrucción N? 17
-Causa N? 13.149-, como su padre al interponer el recurso de há-
beas corpus N? 1 del Juzgado Federal N? 6, resultan contestes en
afirnlar que el grupo aprehensor procedió á revisar el dormitorio y
el estudio jurídico de su hija, llevándose libros y algunas perte~
llencias, entre ellas su carnet de abogada y su documento de iden.
tidad.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Pozo, el Teniente G.eneral Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
'que fuera víctima Teresa Alicia Israel y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, .conviene hacer una dis-
tinción,

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno
a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri
no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo
de su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con fehacencia tal extremo.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Teresa Alicia Israel fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N9 146 Y 147.

CASO N? 83: CAREAGA, ANA MARIA

!
Está probado que Ana María Careaga fue privada de su libertad

el día 13 de junio de 1977 en la intersección de la avenida Corrien-
tes y Juan B. Justo, por un grupo armado, que dependía del Ejér-
cito Argentino.

Ello en virtud del propio testimonio de la víctima) quien refiere
la forma en que dos personas vestidas de civil en la fecha y lugar
indicados procedieron a introducirla por la fuerza en un automóvil
y conducirla a un centro de detención.

Tal circunstancia encuentra corroboración en la presentación
efectuada por su. madre Esther Balestrino de eareaga en el recurso
de hábeas corpus interpuesto en favor de su hija ante el Juzgado.
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Fede-
ral N? 5, Secretaría N'? 15, Y en los dichos de las personas que com-
partieron su cautiverio con la víctima en un centro clandestino de-
detención, que como se verá más adelante pertenecía a la Policía
Federal.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades,
en procura de la averiguación de su paradero y libertad. Obra al
respecto el recurso de hábeas corpus NI? 11.458 interpuesto ante el.
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional
Federal N9 2, Y el N° 3570 del Juzgado de Instrucción N? 16.

Está probado que CC!ll motivo de una solicitud judicial la auto~
ridad requerida contestó negativamente.

En el referido recurso de hábeas corpus, a fs. 5 se certifica que
en el anterior -N'? 11.606- resultaron negativos los informes solici-
tados a la Policía Federal, Ministerio del Interior y Comando en Jefe
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del Ejército, lo que motivó su rechazo cOú' fecha 2 de septiembre
de 1977, siendo que está probado que Ana María Careaga se encon-
traba en ese momento en cautiverio en un centro de detención.

En los referidos recursos de hábeas corpus tanto la Policía
Federal como el Comando en Jefe del Ejército informaron que Ana
María Careaga no se hallaba detenida.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible nlen-
---dacidad de estos informes .

.Como quedó probado la detención de Ana María Careaga fue
llevada a cabo por personal dependiente del Ejército Argentino. Si
se tiene en cuenta que dicha 'fuerza respondió los requerimientos
en forma negativa, cabe concluir que ha quedado demostrado la
existencia de respuestas mendaces.

También quedó acreditado que a Ana María Careaga se la man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en un ex depósito de Suminis-
tros de la Policía Federal -Club Atlético-. que dependía operacio-
nalmente del Ejército Argentino.

La propia víctima refiere tal circunstancia, enterándose por otras
personas que se encontraban en su misma condición que tal centro
se hallaba ubicado en las calles Paseo Colón y Garay. Por otra parte
Miguel Angel D'Agostino corrobora lo expuesto, afirmando que una
vez en libertad reconoció el lugar de detención que se hallaba en
demolición. Otro tanto ocurre con Delia Barrera y Ferrando y con
el ingeniero Jorge Alberto Alleaga, quienes manifiestan haber visto
a la víctima en cautiverio en el denominado Club Atlético, indivi-
dualizándola el segundo de los nombrados por su seudónimo que
era "Piojo", circunstancia esta avalada por la propia víctima.

Además está probado que en ocaSlOn de su cautiverio fue so-
metida a algún mecanismo ,de tortura.

Al respecto Careaga manifiesta que en el "Club Atlético" fue
sometida a reiteradas palizas y a pasajes. de corriente. eléctrica, en
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una sala de interrogatorios, agregando que no les importó a sus
torturadores el hecho de encontrarse embarazada.

Sus dichos resultan verosimilcs en cuanto, como quedó acredi-
tado en el caso 81 -D'Agostino Miguel Angel-, coinciden con los
proporcionados por otros cautivos del referido centro de detención
respecto de .las características de las torturas, del lugar en donde
se les suministraba y de los nombres o apodos de sus ejecutores.

Finalmente, obra agregada una peritación realizada por el Cuer-
po Médico Forense del 21 de mayo del corriente año de la que surge
la existencia de cicatrices en distintas zonas del cuerpo de la víc-
tima, entre ellas algunas "semejantes a las provocadas por brasas
de cigarrillos", forma esta de tortura que también Ana María Ca-
reaga dice haber padecido.

Durante ese tiempo o parte de él se le impusieron condiciones
inhumanas de vida y alojamiento.

Tanto Ana María Careaga como sus compañeros de cautiverio
Miguel Angel D'Agostino, Delia Barrera y Ferrando y Jorge Alberto
Al1eaga son contestes al referir las infrahumanas condiciones de
vida a que eran sometidas en el centro de detención, consistentes
en permanecer casi siempre atados y con los ojos vendados en pe-
.queñas celdas, húmedas, sin camas y con escasa ventilación y defi-
ciente servicio sanitario.

Está probado que Ana María Careaga recuperó su libertad el
día 30 de septiembre de 1977.

Los dichos de la víctima en tal sentido no se encuentran des-
virtuados por prueba alguna.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Ana María Careaga fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 84: VILLANI. MARIO CESAR

Está probado que Mario César ViIlani fue privado de su libertad
.el día 18 de noviembre de 1977, en esta Capital Federal, por un gru-. I
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po armado de personas que dependían del Ejército Argentino, cir-
cunstancia ésta que se acredita por los centros. de detención a que
fue conducido en un primer momento, subordinados operacional-
mente al Ejército Argentino ("Atlético", ",Banco" y "Olimpo'~).

Las propias manifestaciones aportadas ante este Tribunal en
cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar. encuentran
suficiente corroboración en los testimonios que sobre su destino
posterior en los centros clandestinos de detención denominados "El
Atlético", ¡'El Banco" y "El Olimpo" se han recogido en autos.

En efecto, así se expresa Graciela Trotta, Enrique Ghezan, Isa-
bel Fernández Blanco de Ghezan, Nora Berna!, Inés Cerrutti y Juan
Carlos Guarino.

Todos ellos, coincidentes también en asignarle a Villani su per-
tenencia al denominado "Consejo", 'es decir, al grupo de detenidos
que realizában diversas tareas d.entro de tales sitios.

También han declarado respecto de él, Víctor Basterra, Osvaldo
Acosta, Norma Cozzi y otros, por haberlos visto en la Escuela de
Mecánica de la -Armada, indicando la realización de diversas tareas
en ese sitio.

Mario VilIani obtiene su libertad, según sus propios dichos, en
el mes de agosto de 1981.

De las constancias incorporadas surge que por el delito de pri-
vación ilegítima de la libertad que damnificara a Mario César VilIani
recayó auto de sobreseimiento definitivo.

En efecto, por resolución obrante a fs. 32 de la causa N9 15.548
del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correc-
cional N9 15, caratulado "VilIani, Mario César s/p~ivación ilegítima
de libertad", se sobreseyó definitivamente con relación al delito que
se investigaba en dichas actuaciones.

Obra agregado a este proceso, el expediente N9 119/78, caratu-
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lado "Villani, Mario César s/hábeas corpus". A fs. 8, la Policía Fe-
deral informa el dia 4 de julio de 1978, que el beneficiario de esa
acción no se hallaba detenido en ninguna dependencia de la repar-
tición policial; el mismo día, el Estado Mayor del Ejército, Jefatu-
ra J, Personal, informa carecer de antecedentes. al respecto.

Sentado ello, cabe tener por demostrado que la fuerza Ejército
contestó con mendacidad tal informe. En cambio, no está probado
que la Armada Argentina ni la, Fuerza Aérea hayan evacuado infor-
mación de ese carácter.

No está probado que Mario César Villani fuera sometido a algún
mecanisDlo de tortura.

Ello. así, puesto que sobre los padecimientos causados al nom-
brado desde la fecha en que manifiesta haber sido privado de su
libertad, solo se cuenta con sus dichos, huérfanos de toda apoyatura.

No está probado qu~ durante su detención, bajo coacción, se le
haya hecho suscribir una escritura traslativa de dominio, cediendo a
título de una compraventa un inmueble de su propiedad, puesto que
tampoco existen otros elementos de juicio que concurran en abono
de los dichos del damnificado.

Si bien es cierto que el propio Villani expresa haber sido dete-
nido 'cuando conducía su automóvil en la intersección de las calles
Jujuy y Garay, no se ha podido determinar lo ocurrido con el rodado
.c9Í1 posterioridad al suceso, por lo que tampoco a este respecto puede
tenerse por acreditado el despojo del bien.

Tampoco se ha podido probar que, luegcl,de obtenida su libertad,
Mario Villani haya sido compelido a c~ntinuar realizando tareas con
total sujeción a la voluntad de sus captores.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Mario
,César Villani fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N~ 146.
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CASO N? 85: WEISZ, MARCELO
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Está probado que Marcelo Weisz fue privado de su libertad el
día 10 de agosto de 1977.

Ello surge de la declaración de Clotilde Arnanda Folgan de Gon-
zález, quien no obstante no ser testigo directo del hecho, relata que
en esa fecha se presentó un grupo de personas' que le entregaron "el
hijo del matrimonio Weisz, que contaba con tres meses de edad, anun-
ciándole su detencion y regresando ese mismo día para hacerle ~n-
trega de la ropa y documentos del menor. Refiere haber concurrido
a la vivienda del matrimonio, la que encontró deshabitada y en des-
orden, y el modo como un mes después comenzó a tener contacto

,~con éstos, siempre bajo severas medidas de seguridad.

Por otra parte, debe tenerse presente la prueba obrante en autos
acerca de su permanen~ia en lugares de detención, como se verá
más adelante.

Como consecuencia de su cautiverio se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de su paradero y libertad.

Ello se comprueba teniendo a la vista la causa 523 del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional N? 3,
Y por los dichos de la ya citada Clotilde Arnanda Folgan de Gon-
zález.

A fs. 16 de esta causa, las autoridades requeridas contestan ne~
gando la detención.

También está probado que a Marcelo Weisz se lo mantuvo clan-
destinamente en detención en los denominados "Banco" y HOlim~
po", que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello surge de los dichos de Mario César Villani; Enrique Car-
los Ghezan, quien además lo señala como uno de los detenidos que
formaban parte del "Consejo" en el área "inteligencia"; Mabel Mer-
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cedes Fernández Blanco de Ghezan, quien se refiere a él en idén-
ticos términos, y los de Eisa Lombardo.

Respeeto de su detención en el "Olimpo", obran las declaraeio- ,
nes ya eitadas de Mario César Villani y Mabcl Cerrutti.

buego del día 16 .de enero de 1979, Mareelo Weisz dejó de ser
visto sin que se tenga ningún tipo, de noticias de él.

Así surge de los dichos ya citados de Clotilde Folgán de Con-
zález, quien refiere que luego de la última visita bajo medidas de
seguridad .de su yerno e hija, el 16 de enero de 1979, no volvió a
tener nlás noticias. de enOS, lo que de alguna manera se comple-
menta con los dichos de Villani, quien refiere que', en enero del
año 1979, Weísz fue "trasladado", Recordemos cl sentido exacto que
se le asignaba a ese ténnino en estos centros de detención.

En el presente caso, resulta imposible ~tribujr conocimiento de
este hecho al Almirante Jorge Isaac Anaya, y a los Brigadieres Ge.
nerales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Lami Dozo, puesto que es
ajeno a .las Fuerzas que comandaban.

Lo mismo ocurre con el Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri, puesto que fuera del dato' puramente objetivo de haber
comand~dola Fuerza Ejército con posterioridad a su acaecenc.ia, no
existe elemento de juicio alguno que permita concluir afirmativa-
mente al respecto.

Por último, surge. de autos, que el hecho que damnificó a Mar-
celo Weisz fue desarrollado de acuerdo al proeeder d~seriptci en
la. cuestión de hecho N~ 146.

CASO .N~ 86: GONZALEZ DE WEISZ, SUSANA MONICA

Está probado que Susana Mónica. González de Weisz fue pri-
vada de su libertad el día 10 de. agosto de 1977,.
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Al respecto, han. de reproducirse. las consideraciones vertidas
al resolver el caso anterior.

También han d~ reproducirse los mismos fundamentos, en lo
que hace a las gestiones realizadas y su resultado negativo en cuan~
to a que a fs. 7, del expediente N~ 523, del Juzgado Nacional en lo
Criminal y Correccional N9 3, la Jefatura del Estado Mayor de Ejér-
cito Uno, informa que hasta el 12 de septiembre de 1983 no existían
antecedentes de Susana Mónica González de Weisz.

Quedó probado que a Susana GOhzález de 'W.eiszse la mantuvo
clandestinamente en detención en los lugares denominados "El Ban-
co" y "El Olimpo", que dependían operacionalmente del Primer
Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los dichos vertidos por Mario César Villani, quien
refiere además que González de Weisz perteneció al denominado
"Consejo"; de los de Enrique Carlos Ghezan y su esposa Mabel
Mercedes Fernández Blanco de. Ghezan, quienes a~emás refieren
que ella perteneció al área "Int.eligencia".

Luego del día 16 de enero de 1979, Susana González de Weisz
dejó de ser vista, sin tenerse ningún tipo de noticias'. de ella.

I

También esta circunstancia halla suficiente fundamentación en
las valoraciones efectuadas en el caso anterior.

No está probado que en ocasión de su aprehensión le fueran
sustraidos diversos efecto de valor.

Sólo obran los dichos de Folgán de González, a los que han de
atribuírsele mero valor indiciario.
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de autos, que el hecho que damnificó a Su-
de Weisz fue desarrollado de acuerdo al pro-
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 87: PIFFARETTI, ANA MARIA

Está probado que Ana Maria Piffaretti fue privada de su liber-
tad el día 28 de junio de 1978 en las inmediaciones del Sanatorio
"Güemes", sito en esta Capital, por un grupo armado de personas.

Las probanzas incorporadas al proceso así lo indican. En efec-
to, ello surge de 10 declarado por los padres de Ana María Piffa-
retti a fs. 168, de la causa N? 4821, Y de la presentación efectuada
en los autos caratulados "Piffaretti, Ana María s/recurso de hábeas
corpus", que tramitaron ante el Juzgado Federal de San Martín,
ambas agregadas por cuerda. Allí se expone, que el hecho ocurrió
el día 29 de junio de 1978 al abandonar sus tareas profesionales en
el Sanatorio "Güemes". En las últiinas de las actuaciones citadas,
Elba Pinto de Bilbao da cuenta del procedimiento realizado en el
domicilio de Piffaretti, donde siete individuos se presentaron anna-
dos en horas de la madrugada de ese día, y luego de esposarla la
encerraron en una de las dependencias de la morada, a la par que
escuchó los gritos de Ana María Piffaretti, quien aparentemente ha-
bría sido allí conducida por el grupo militar. Concluido el opera-
tivo, este grupo se retiró llevándose las llaves de la vivienda y ad-
virtiéndole a la exponente que la casa sería "volada", por lo que
tuvo que abandonarla presurosamente.

Días después recibió un llamado telefónico de una vecina, co-
municándole que otro grupo de personas procedió a llevarse diver-
sos objetos de su domicilio.

Luego de eIIo se hicieron gestiones ante autoridades en pro-
cura de su paradero y libertad.

Ello queda debidamente comprobado con las actuaciones ya
citadas en el punto anterior.
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Además, existen constancias de que se realizaron gestiones ante
el Ministerio del Interior en procura de su paradero (ver carpeta
agregada como prueba instrumental), como asimismo~ de los diver-
sos reclamos presentados ante organismos internacionales.

Ante una solicitud judicial librada en las actuaciones ya referi-
das, la autoridad requerida contestó .negativamente.

En efecto, el Ministerio del Interior y la Policía Federal, infor-
mah no poseer antecedente ~lguno acerca de la situaciÓn de Piffa-
retti, o de su detención (ver fs. 8 y 9, del expte. 2210/78).

También quedó probado que a Ana María Piffaretti se la man-
tuvo en cautiverio en los centros 'clandestinos de detención denomi-
nados "El Banco" y "El Olimpo", qu,: dependían operacionalmente
del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello surge de lo declarado testimonialmente. por Mario Villani, En-
rique Ghezan e Isabel Fernández Blanco de Ghezan, a quien le asig-
nan el papel de enfermera dentro del ámbito del encierro y su per.
tenencia al "consejo", EIsa Lombardo e Isabel .Cerutti.

El esfuerzo .defensista basado en la descalificación de quienes
declararon como testigos en este caso, no ha de lograr _acogida favo-
rable por la endeblez de sus argumentaciones.

Hace hincapié la defensa, en el entrenamiento que ellos habrían
recibido como miembros de grupos subversivos, para frustrar las
indagaciones de los contrainsurgentes.

A estar a lo expuesto por la defensa, el matrimonio Ghezan efec-
tivamente habría permanecido en "El Banco" y en "El Olimpo", en
lo que lleva razón (véanse los casos 323 y 324). Siendo ello así cabe
analizar si, dada la calidad de "enemigos -de los procesados", que les
atribuye mintieron acerca de que Piffaretti haya estado realmente
detenida en tales sitio~.

El hecho de que Isabel Fernández Blanco de Ghezan no brin-
dara a sus captores el domicilio de su hogar conyugal para evitar la
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detención de su esposo, lo que reflejaría -según la defensa-, la
existencia de un entrenamiento previo, propio de alguna organiza-
ción subvf:rsiva como modo de "hacer tiempo" y alertar a aquél, no
se compadece con la libertad que obtuvíera tan sólo cuatro meses
después; esto sin dejar de seiialar que resulta extraño qu~quien
hubiera elegido tal alternativa de vida, no sólo hubiera brindado su
domicilio real para la confección de una receta médica sino que, ade- .
más, la IJevara consigo.

Pero en definitiva, no ha de extrañar la actitud de quien pro-
cura evitar que le ocurra algo grave a un ser querido.

Pero además, bueno es destacar que Ana María Piffaretti fue
apresada por varios individuos armados, y ello en base a testigos
no incluidos en "la esforzada crítica defcnsista, como que tampoco
lo está la insospechable Clotilde Folgán de González, quien puede
dar cuenta cabalmente que se ]a mantenía privada de su .libertad
(ver casos 85 y 86).

Ha de verse pues, que aun evaluando cautelosamente los dichos
de ambos testigos, en nada se modifica la conclusión a la que se
arribara.

Por el mérito de tales testimonios, debe tenerse por cierto que
Ana María piffaretti llevó a cabo labores de enfermera durante su
cautiverio, a lo que debe presumirse fundadamente fue obligada,
atento el régimen de máxima rigurosidad que imperaba en los cen-
tros clandestinos, lo que excluye toda posible remuneración.

No está probado que recuperara su libertad.

Ello así, teniendo en cuenta que hasta el presente no ha podido
recepcionarse prueba alguna que indique lo contrario, sin perjuicio
de poner de resalto lo narrado por Clotilde Folgán de González en.
cuanto expone acerca de la impresión que 1,: causó esta persona en.
circunstancias en que su hija y yerno, también detenidos ilegalmente
concurrían a su domicilio, y las propias manifestaciones de Mario
VilJani, quien refiere que ella fue "trasladada" en el mes de enero
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de 1979. Ha de recordarse el sentido de esta palabra otorgado por
quienes han debido soportar encierro en las condiciones aquí ex-
puestas.

La certidumbre acerca del' lapso prolongado de privación' de la
libertad, unido a la fecha en que la detención se produjo, permite
tener acreditadó que el Teniente General Viola se desempeñaba como
Comandante en Jefe del Ejército en el tiempo que duró aquélla.

El déficit probatorio del hecho ya descripto consistent.e en el
despojo de diversos objetos de valor pertenecientes a la víctima, no
permite .concluir afirmativamente las cuestiones de hecho corres-
pondientes.

En cuanto al conocimiento por parte del General Leopoldo For-
tunato Galtieri, al Almirante Jorge Isaac Anaya y a los Brigadieres
Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami Dozo, de
los hechos narrados se carece de elementos que permitan tener por
acreditado dicho extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ana
María Piffaretti fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N9 88: DERIA, HERNANDO

Está probado que Hernando Deria fue privado de su libertad en
horas de la madrugada del dia 28 de noviembre de 1978 en su domi-
cilio de la calle San Nicolás 1194 de esta Capital, por un grupo de
personas armadas.

Ello surge de los dichos pormenorizados de Jorge Alberto' Vac-
caro, quien relata cónlo ese grupo irrumpió en su vivienda .destro-
zando la puerta de entrada, penetrando en su interior y amenazando
con pistolas y metralletas a todos. sus moradores. Agrega que yeco.
rrieron tod~ la casa revisándola, en especial la biblioteca, que dado
el nivel universitario del dedarante era numerosa. En idénticos o
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similares términos se producen su esposa, Rosalía Luisa Martinoia
de Vaccaro y Elba Elena Vaccaro.

Apuntalan tales dichos, los testimonios de Julio César David AI-
varez Rodríguez y Roberto Enrique Mancini, vecinos de los prime~
ros, a quienes les consta la irrupción violenta de un grupo de per~
sonas en el domicilio de la pareja, compuesto por Hernando Deria y
Marta Vaccaro de Deria.

Obra además, testimonio de la causa N° 35.260 del Juzgado de
Instrucción N? 3 de esta Capital, ocasión en la que el ya citado Jorge
A. Vaccaro, se expide en términos similares a fs. 16, y en la que se
ilustra por medio de fotografías las huellas de la irrupción violenta
a su domicilio, previa a la detención practicada.

Si a las circunstancias relevantes de hecho y sus características,
le añadimos el sitio en que se los mantuvo en cautiverio, fácil resulta
concluir la pertenencia de ese grupo a una fuerza dependiente del
Ejército Argentino.

Luego de esta detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de su paradero y libertad.

Tal es lo que surge de los dichos del ya citado Jorge Alberto
Vaccaro, quien refiere acerca de la presentación de tres recursos de'
hábeas corpus, una denuncia por privación ilegítima de la libertad
y una presentación personal en el COlnando del Primer Cuerpo de
Ejército, ante el Ministerio del Interior.

Se encuentra agregado el recurso de hábeas corpus N~ 255/78
interpuesto en favor de la víctima y de su esposa Marta Inés Yac.
caro de Deria, del Juzgado Federal N? 2, Secretaría N~S.

A raíz de tales diligencias, quedó probado que con motivo de
una solicitud judicial, la autoridad requerida contestó negativamente.

En efecto, en el recurso de hábeas corpus citado, 0bran los in-
formes producid~s por las autoridades militares los días 8 y 14 de
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agosto de 1979 respecto del m,atrimonio Deria, lo que motivó su
rechazo con fecha 28 de diciembre de 1978 (ver fs. 12 y 13).

También está probado que a Hernando Deria se lo mantuvo en
cautiverio en el centro clandestino de detención .denominado "El
Olimpo", que dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello surge de los testimonios vertidos por Mabel Mercedes Fer-
nández Blanco de Ghezan, Jorge Alberto Braiza y Mercedes Fonta-
nelIa 'de Troncoso, a quienes les consta la presencia de Deria en tal
sitio, en razón de haber compartido el cautiverio. Cabe agregar al
respecto, que los dos testigos nombrados en último término" man-
tuvieron un vínculo de amistad con el matrimonio Deria.

No fue probado que Hernando Deria haya recuperado su libertaq.

Así se desprende de las declaraciones testimoniales de Jorge
Alberto Vaccaro, suegro de Deria, como de 10 declarado por Elba
Elena y Marta Inés Vaccaro, y Rosalía Luisa Mar~inoia.

También quedó demostrado, que el grupo compuesto por más
de tres' personas armad'as que detuvieron a los damnificados, ame-
nazando a los moradores de la vivienda, los desapoderaron de diver-
sos objetos de valor.

Concurren al respecto los dichos de Elba Elena Vaccaro, Rosalía
Luisa Martinoia de Vaccaro y Jorge Alberto Vaccaro, todos ellos con-
testes en cuanto a las circunstancias del hecho, a lo que ha de su-
marse lo expuesto al inicio del presente caso, quienes además dan
cuenta de la preexistencia de lo sustraido.

Ello no ocurre así con los delitos de encubrimiento 'atribuidos
al Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri, al Almirante Jorge
Isaac Anaya y los Brigadieres Generales. Ornar Rubens Graffigna y
Basilio Arturo Lami Daza.

En el primero de los casos, puesto que además del solo antece-
dente objetivo de haber comandado la Fuerza Ejército con posterio-
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ridad al hecho, resulta deficitario ~omo cuadro probatorio y en el
caso de los restantes, por haber acaecido éste en una órbita extraña
al dc las armas que comandaban.

Por último, surge de autos, quc los' hechos que damnificaron a
Hemandp Dcria fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en las cuestiones de hecho Nros. '146 y 147.

CASO N~ 89: VACCARO DE DERIA, MARTA INES

Está probado que Marta Inés Vaccaro de Deria fue detenida en
horas de la madrugada del día 28 de noviembre de 1978 en su domi-
cilio de la calle San Nicolás 1194 de esta Capital, por un grupo ar-
mado de personas.

'Al respecto, obra como prueba en común la enunciada en el caso.
anterior -NI? 88-, enteramente aplicables al presente.

Está probado que luego dc su detención se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de su paradero y ,libertad.

También a este respecto, ha de recurrirse a los fundamentos ex-
puestos al resolver el caso N? 88, por existir comunidad probatoria.

Ante una solicitud judicial la autoridad requerida contestó con
mendacidad. El Tribunal se remite a las consideraciones vertidas en
el caso anterior.

Quedó probado que a Marta Inés Vaccaro de Deria se la man-
tuvo en cautiverio en el centro clandestino de detención, denomi-
nado "El Olimpo", que dependía operacional mente del Primer Cuer.
po de Ejército.'

Así resulta de los aportes testimoniales volcados por\. Enrique
Carlos Ghezan, Isabel Mercedes .Fernández Blanco de Ghezan, Isabel,
Cerrutti y Porfirio Fernández; por los de Adriana C. Trillo de, Brai-
za, Jorge Alberto Braiza y Mercedes Troncoso de Fontanella, todos
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ellos co~pañeros de infortunio, Y.amigos personales de la víctima,
los tres últimos con anterioridad a su detención.

No está probado que Marta Inés Vaccaro de Deria haya sido
puesta en libertad.

Al respecto obran como elementos prob~torios en común los que
fueran materia de análisis en el caso anterior.

En cuanto al delito de robo ha de remitirse el Tribunal a las
consideraciones vertidas en el caso anterior.

En lo que respecta a los encubrimientos atribuidos al Almirante
Jorge Isaac Anaya, al Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri
y a los Brigadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Ar-
turo Lami Daza, ha de adoptarse idéntico temperamento.

Surge de autos, que los hechos que damnificaron a Marta Inés
Vaccaro de Deria fueron desarrollados 'de acuerdo al proceder' des-
cripto en las cuestiones de hecho Nros. 146 y 147.

CASO N? 90: ARMELIN, JUANA

Está probado que Juana Armelín. fue detenida en la madrugada
del día 23 de febrero de 1973 por un grupo de personas armadas
pertenecientes a la Policía Federal y al Ejército Argentino, en la
manzana delimitada por las calles Gutenberg, Navarro y Nazca de
esta Capital.

En efecto, ello surge de' los testimonios de los vecinos de la
víctima, Francisco Rafael Ugartemendía, quien refiere que -a las
3 de la mañaua- lo despertó el estampido de armas de fuego y
ruidos en los techos, comprobando que ello era producido por un

I
hombre, una mujer y dos niños. Explica el. testigo, que dichas per-
sonas vivían en la calle opuesta a la que corresponde a su domi-
cilio, es decir, la calle Navarro 2634. Continúa con su exposición
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dando cuenta que dichas personas ingresaron a su vivienda me-
diante la rotura de upa puerta; el hombre que ingresó le pidió a
su esposa que le indicara la salida, separándose del resto.

Finaliza narrando un gran despliegue de las fuerzas del orden
quienes habían montado un o'perativo en el que intervino un grupo
de hasta 100 personas, camiones militares y soldados uniformados.

En términos similares se expide Juana Barrero de Ugartemen.
día, quien agrega que el hombre que entró a su casa rompiendo el
vidrio de una puerta, estaba armado, que le requirió le franqueara
la entrada, mientras tanto la mujer y los niños se refugiaron en el
dormitorio de la testigo. Finaliza narrando la detención de Arn1elín.

También coincide con lo dicho, el testimonio de Mirta Ugarte-
mendía, quien -aclara que, luego de la huida del hombre, junto con
una mujer que vestía un camisón y dos criaturas, casi al amanecer,
escuchó nuevamente fuertes ruidos, observando que esa misma mu-
jer venía atada y conducida por dos personas vestidas de civil,
mientras que sobre la calle Gutenberg, es decir al frente de' su
morada, se llevaba adelante un operativo militar, en el que inter-
venían soldados uniformados, presun1iendo, igual que el prüner tes-
tigo, que pertenecían al Ejército Argentino.

En igual sentido ~e produjeron Salvador Anselmo Granogio y
Antonio Chaparro, vecinos de la víctima, quienes la reconocen por
fotografía, dando cuenta de las huellas provocadas por el intenso
tiroteo producido en inmediaciones de su vivienda. Agrega que en
ese operativo intervinieron soldados uniformados.

Además, consta el testimonio de Isabel Dolores Farías de Cha-
par~'o, quien aporta elementos de juicio coincidentes y agrega que
a las 7 de la mañana, luego del tiroteo, observó a los hijos de su
vecina que estaban al cuidado de un oficial de la Poli~ía y varios
soldados. Narra, por fin, la atención que ella le brindó a dichas
criaturas hasta que ese mismo personql se hizo cargo de ellos defi-
nitivamente. Le consta que fueron llevados a una dependencia miliM
tar por los dichos de un soldado.
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!

Cabe agregar, que de las manifestaciones de Carlos A. Armelín,
se desprende la intervención de fuerzas que dependían operacional-
mente del Primer Cuerpo de Ejército, al referirse a una autoriza-
ción que en sobre cerrado, le fuera entregada por un oficial para
poder retirar a su cargo, a los hijos de la víctima del Instituto en

que se hallaban.

Por último, merece especial menClOll, el destino otorgado al in~
mueble en que habitaba Juana Armelín luego de su detención, cir-
cunstancia a que se refiere Mario Mele, Suboficial del Ejército y
presidente del M<?vimiento Argentino de Protección Animal, atesti-
guando que dicha vivienda le fue cedida por las autoridades mili-
tares del Primer Cuerpo de Ejército e instrumentada mediante un
documento que aportó y que fue agregado a las actuaciones.

Está demostrado que a Juana Armelín .se la mantuvo en cauti-
verio en dos centros clandestinos de detención denominados "El
Banco" y "El Olimpo", "que dependian operacionalmente del Primer

Cuerpo de Ejército.
l

Tal es lo que surge de lo testimoniado por Mario Juan Villani
quien al referirse a Juana Armelín, la individualiza como la esposa
de "Rios". En términos similares lo hace a fs. 353 del expte. 36.329
del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Ins-
trucción N? 3, cuyos testimonios obran agregados a las actuaciones.

En un sentido corroborante se expide Ana María Arrostía de
Mendoza a fs. 231 del testimonio de la causa antes señalada.

Durante su detención se hicieron gestiones en procura de su

paradero y libertad.

Carlos Alberto Armelín, hermano de Juana Armelín, expone las
gestiones para localizar a su hermana y sus sobrinos. Da cuenta de
que ante sus gestiones, obtuvo una autorización escrita para retirar
a las criaturas del Instituto Pilar Borgez de Otamendi expedida por
la autoridad ante quien -recurrió, es decir, el Comando del Primer
Cuerpo de Ejército. Expone luego acerca de las gestiones realizadas
ante el Ministerio del Interior.
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Además, describe la conversación que mantuvo con Néstor Zu-
,rita, quien le confió que su 'hermana había sido detenida cuando él
pernoctaba con el matrimonio Ríos. Recuérdese que Zurita fue visto
en cautiverio por Mario Vil1ani, Ghezan y Fernández. de Ghezan,

No está probado que Juana ArmeJín haya sido vista luego en
libertad.

En tal sentido, se cuenta con los dichos del ya nombrado Carlos
Alb.crto Armelín, hermano de la victima, de los que se extrae, que
desde su detención, ninguno de los integrantes de su numerosa fa-
milia ha visto con vida ni supo absolutamente. nada de ella, per-
maneciendo los dos niños en poder de otra de sus hermanas.

Ha de puntualizarse que el testigo refiere a su vez que, por
dichos de Mario VilIani, su hermana fue "trasladada" entre los me-
ses de abril y mayo de 1978 no sabiendo más nada de ella. Téngase
en cuenta el sentido otorgado a la palabra "traslado" por los sobre-
vivientes de los centros de detención clandestina.

Está probado el desapoderamiento de distintos efectos de. la
víctima en ocasión de procederse a su privacióJ.1 de libertad o como
consecuencia de ello.

En efecto, al respecto están los dichos de los famHiares y la
circunstancia que si Ja propiedad fue entregada a terceros, alguien
debió disponer de los bienes que allí se encontraban, llegando a la
conclusión que fueron las personas que intervinieron en el pro-
cedimiento.

No se ha <lemostrado el conocimiento que pudieran haber tenido
de este hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami Daza, el
Teniente General Galtieri y el Almirante Anaya por las razones ya
expuestas en el caso 190, en sus partes pertinentes.

Surge de autos, que los hechos que damnificaron a Juana Ar-
melín fueron desarrollados de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N~ 146.
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La sustracción de efectos, respondió al proceder descripto en
la cuestión de hecho N9 147.

CASO N9 91: GUILLEN, JUAN AGUSTIN

Está probado 'que Juan Agustin Guillen fue detenido por un
grupo armado el día 7 de diciembre de 1978 en su domicilio sito
en la calle Adrogué 972, de Villa Domínico, Provincia de Buenos
Aires.

Tal es lo que surge de sus propi,?s dichos, los que encuentran
apoyatura en la declaración testimonial de Susana Brull, quien
narra que al momento de tomar conocimiento de la detención de
su hija, esposa de la víctima. del caso que nos ocupa, le fue entre~
gado su nieto de 8 meses de edad, criatura ésta que estaba al cui-
dado de Guillen ya que éste fue conducido al lugar de detención
con su hijo en brazos. Ha de sumarse a ello lo declarado por Mó-
nica Evelina Brull de Guillen, quien refiere haber proporcionado
bajo tormento a los interrogaqores el domicilio de su hogar, oyendo
luego el arribo de su esposo al lugar de cautiverio.

ObraD:además, los dichos de Gilberto Rengel Ponce, quien ates-
tiguó haber escuchado que los captores le anunciaban a Brull de
Guillen que irían en busca de su esposo.

Lo expuesto, complementado con los fundamentos que serán
vertidos más adelante y los que se expondrán en el caso siguiente,
llevan a la convicción que dichas personas dependían operacional~
mente del Ejército Argentino. ,

Quedó probado también, que a Juan Agustín Guillén se lo man-
tuvo clandestinament~ en detención en un inmueble denominado
"El Olimpo", que actuaba bajo el comando del Primer Cuerpo de
Ejército.

Sus propios dichos, se ven avalados Bar los testimonios de su
esposa, y los de Gilberto Rengel Ponce.
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Cabe destacar que no se han hallado referencias de ninguna
indole acerca de que la víctima haya sido puesta a disposición de
autoridad competente alguna durante todo el período que duró su
detención.

No está probado que en ocaSIOD de su cautiverio haya sido 50-

rnetido a algún mecanismo de tortura.

Aun cuando la propia víctima así lo afirma, de las actuaciones
no surge prueba alguna que apuntale sus dichos.

Tampoco está probado que
filanas de vida o alojamiento.

,'V l'! 11.1!!j
se le impusieran condiciones inhu-

Puesto que, como en el caso anterior y sin abrir JUIClO sobre
la calificación de lo narrado al respecto por Guillén, ellos no en-
cuentran aval alguno en otros elementos probatorios obran tes en
autos.

Por otra parte, la UOIcamenClOn acerca del despojo por el que
vienen acusados los procesados, está ,hecha por la víctima, razón
por la cual, resulta insuficiente para darlo por probado.

éste, de los quede los propios dichos aportados por
valedero de apartarse.

Juan Agustín Guillén fue puesto en libertad el día 2 de enero
de. 1979.

t~_\ I '

Ello surge
no hay motivo

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Juan
Agustín Guillén fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 92: BRULL DE GUILLEN, MONICA EVELINA

Está probado que Mónica Evelina Brull de Guillen fue detenida
por un grupo armado a las 18 y 30 horas del día 7 de diciembre
de 1978 en la intersección de las calles Cangalla y Uriburu .de esta
Capital.
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Tal es lo que surge de su propia declaración, la que encuentra
apoyo en los dichos de Gilberto Rengel Ponce, quien detcnido en
ocasión en que concurría a una cita con el esposo de la víctima,
narra que ese mismo día y luego de haber sido interrogado bajo
tormento, escuchó cuando ésta era introducida en ese sitio. Ade.
más, ha de sumarse el testimonio de Susana de Brull, quien mani-
fiesta que el día 9 de diciembre tomó conocimiento de la deten-
ción de su hija, en ocasión en que dos personas, una de ellas que
se identificó como el Capitán Echeverry. le entregó a su nieto de

8 meses de edad.

A Mónica Evelina Brull de Guillen se la mantuvo en cautiverio
en el centro clandestino de detención denominado "El Olimpo",
que dependía operacional mente del' Primer Cuerpo de Ejército.

Ello resulta de su propia declaración corroborada por los di.
chos de Mario Ornar Vil1ani, Gilberto Rengel Ponce y los de su
propio esposo, Juan Agustín Guillen.

Cabe destacar que la víctima, que adolece de ceguera total, su
esposo que es lisiado y Eduardo Poblete a quien le faltan las dos
piernas, mantenían, junto con Gertrudis Hlasik y Gilberto Rengel
Ponce -también lisiado-- un vínculo de amistad, perteneciendo
además a una asociación de disminuidos físicos, circunstancia ésta
.que echó por tierra la descalificación que la defensa intenta res-
pecto del último de los nombrados.

Cabe agregar que no existen referencias de ningún tipo que de-
muestren que la víctima haya sido puesta a disposición de auto-
ridad competente alguna durante todo el período de detención.

También está probado que en ocasión de su cautiverio fue so-
metida a algún mecanismo de tortura.

Lo expuesto por la víctima en tal sentido, encuentra corrobora .
.dón en el aporte testimonial de su esposo, quien refiere que luego
de un tiempo fue puesto en la misma celda que ésta, ocasión en
.que le refirió los tormentos que debió padecer, pese a la prevención
_que hizo a los torturadores de hallarse embarazada.
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Mónica Evelina Brull de Guillcn recupcró su libertad el día 21
de diciembre de 1978.

Tal cs lo que surge de su propia declaración, de la que no hay
nlOtivo valedero para apartarse.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Mónica E;'elina Brull de Guillen fueron desarrollados de acuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 93: HLACZICK DE POBLETE, GERTRUDIS

Está probado que Gertrudis Hlaczick de Poblete fue deteniaa
en su domicilio sito en la calle San Ignacio entrc 40 y 41 de Guer-
niea, Provincja de Buenos Aires, entre los días 27 y 28 de noviem-
bre de 1978,. junto con su hija de 8 mescs de edad, Claudia Victoria.

Así resulta de 10 testimoniado por Buscarita Roa, madre de
José Libaría Poblete, en cuanto narra la manera en que lomó cono-
cimiento de la detención de su nuera, al concurrir al domicilio de
ambos, y los de Gustavo Adolfo Hlaczick, su padre, quien a su vez
refiere que supo de la aprchensión de su. hija y su yerno dado que,
al no producirse la visita acostumbrada en esos días, concurrió al
domicilio de ambos hallando un gran desorden en él. Además, ex-
presa la manera en que se enteró de su detención. Ha de sumarse
la prucba citada en los fundamentos que serán volcados más ade-
lante, y los del caso N~ 94, que conforman un cuadro probatorio
que permitan atribuir el suceso a personal operacionalmepte subor-
dinado a la fuerza Ejército Argentino.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de su paradero y libertad.

Ello surge de los dichos del último de los testigos citados,
quien refiere el resultado infructuoso del recurso de hábeas corpus,
y de las gestiones realizadas ante el Ministerio del Interior, apor-
tando prueba de ello.
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Se halla comprobado que la autoridad requerida contestó nega-
tivamente. Gustavo Adolfo Hlaczick refiere que realizó gestiones
ante el Ministerio del Interior, a fin de recabar información acerca
del paradero de su hija y de su yerno José L. Poblete, lo que
prueba con la presentación de dos notas emanadas de dicha repar-
tición, donde los días 30 de octubre y 23 de diciembre de 1981 se
informa negativamente acerca de la existencia de antecedente alguno
sobre su detención.

También está probado que a Gertrudis Hlacziek de Poblete se
la mantuvo en cautiverio en los sitios destinados al funcionamiento
de los centros clandestinos de detención denominados "El Banco" y
"El Olimpo", pertenecientes a la Policía Federal, que dependía ope-
racionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Así se desprende de los dichos de Enrique Ghezan e Isabel
Mercedes Fernández Blanco de Ghezan, en cuanto prestan testimo-
mo sobre su permanencia en el primero de los sitios nombrados y
los de Isabel Teresa Cerruti y Juan Agustín Guillen, en cuanto lo
indican como una de aquellas personas con quien compartieran
cautiverio en el denominado fiEl Olimpo".

No está probado que Gertrudis Hlaczick de Poblete haya recu-
perado su libertad.

En ef~cto, testimonios escuchados por el Tribunal, aportados
por sus familiares más allegados dan cuenta que, salvo las comu-
nicaciones telefónicas esporádicas producidas luego de su deten-
ción, no han vuelto a ver a la víctima en ninguno de los sitios a
lqs que ésta solía concurrir.

El desapoderamiento de los bienes pertenecientes al matrimo~
nio, no obs~ante lo testimoniado por la nombrada Buscarita Roa, no
ha quedado probado, ni en su mate!'ialidad, ni en la autoría del
personal deten!or, toda vez que nos hallamos ante un testimonio
indirecto e incompleto.

No ocurre lo mismo con la sustracción de la pequeii.a hija de
Hlaczick de Poblete de ocho meses de edad.
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En efecto, ninguno de sus abuelos ha tenido noticias de ella
con posterioridad al hecho narrado, y ateniéndonos al testimonio
de la última de las nombradas, desde ese momento se perdió todo
contacto con la menor.

En cuanto al conocimiento que del hecho se atribuye al Te~
niente General Leopoldo Fortunato Galtieri, el Almirante Jorge Isaac
Anaya y a los Brigadieres Gen~rales Rubens Ornar Graffigna y Basi-
lio Lamí Daza, y en cuya base debían haber formulado denuncia,
por los mismos fundanlentos dados con relación a los casos que se
vienen tratando, en cuanto a esta circunstancia, se carece de toda
prueba al respecto.

Está en cambio acreditado que la privación de libertad que per-
judicaba a Gertrudis Hlaczick de Poblete respondió al proceder
descripto en la cuestión N'? 146.

Sin en1bargo, en cuanto a la sustracción de su hija menor, tal
hecho que se tuvo por efectivamente ocurrido, no respondió al pro-
ceder descripto en dicha cuestión, por las razones dadas al respon-
der la misma y a ]0 que cabe remitirse.

CASU N° 94: POBLETE, JOSE LIBORIO

Está probado que José Liborio Poblete fue detenido entre los
días 27 y 28 de noviembre del año 1978.

Al igual que en el caso anterior, con el que posee elementos
probatorios en común, ello resulta de los testimonios de Buscarita
Roa, madre de la víctin1a, en cuanto expone el haber tomado cono-
cimiento de la detención de su nuera Gertrudis Hlaczick de Poblete
y de la desaparición de su Dicta de 8 meses de edad, al concurrir
al domicilio de ellos, cercano al suyo, y los de Gustavo Adolfo Hlac-
zick, quien a su vez explica la manera en que tornó conocimiento
de la detención del matrimonio, al no recibir la visita acostumbrada
en esos días, ni noticia alguna de ellos, comprobando, al concurrir
al don1icilio, el gran desorden en que éste se encontraba.
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Ha de tenerse en cuenta para ambos casos por igual, que por
dichos de la ya citada Buscarita Roa al referirse, a su vez, a 10
que le fuera manifestado por una de sus hijas, la casa del matri-,

monio se hallaba esa mañana invadida por personal uniformado :del
Ejército, el que se movilizaba en un camión militar.

Finalmente, el tema que nos ocupa ha de componerse con la
prueba que será citada en los párrafos siguientes.

Está probado que durante su detención se hicieron gestiones en
procura de su paradero y li"!Jertad.

Para tal conclusión, ha de remitirse el Tribunal a la. funda~
mentación del caso anterior.

También está probado que a José Liborio Poblete se lo man-
tuvo en cautiverio en los sitios destinados al funcionamiento de
los centros clandestinos de detención denominados "El Banco" y
"El Olinlpo", pertenecientes a la Policía Federal Argentina, que' ac~
tuaba bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello se desprende de los dichos de Enrique Ghezan. Isabel Mer-
cedes Fernández Blanco de Ghezan, Susana Caride, Isabel Cerutti,
Juan Agustín Guillen y Gilberto Rengel Ponce, en cuanto lo citan en
sus respectivas declaraciones como una de aquellas personas con
quienes compartieron su cautiverio.

Si bien no fue probada la aplicación de tormentos durante todo
ese tiempo o parte de él se le impusieron condiciones inhumanas
de vida y alojamiento.

Susana Leonor Caride, ya citada con anterioridad, al referirse
a Poblete, quien era discapacitado por carecer de ambas piernas,
lo señala como una persona que fue sometida a un grave castigo
corporal. Si bien no brindó mayor explicación sobre el tema ni dio
razón de sus dichos, de los términos en que se produce al agregar.
que "se le había quitado la silla de ruedas, debiendo caminar con
los muñones", se infiere que, si bien no resulta admisible dar por
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probada la aplicación de tormento, es evidente la imposición de
las condiciones extremas a las que se viene refiriendo.

No está probado que José Liborio Poblete haya sido visto pos-
teriormente en libertad.

También en este caso, ha de r~mitirse el Tribunal a los funda-
mentos vertidos al contestar el caso anterior.

En lo concernicnte a los delitos de robo calificado y encubri.
miento ha de remitirse el tribunal a lo fundamentado en el caso
anterior.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a José
Liborio Poblete fue desarrollado de acuerdo al proceder descript~

. en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 95: CARIDE, SUSANA LEONOR

Está probado que Susana Leonor Caride fue detenida en la no-
che del día 26 de julio de 1978 en su domicilio de la calle Frágata
Sarmiento N~ 551 por un grupo armado de personas.

Ello surge de sus propios dichos, en cuanto refiere que a las
22 horas de ese día, unas personas luego de .patear la puerta, la
interrogaron acerca de la existencia de armas en el interior de su
vivienda, por 10 que optó por abrirles, acción en la que fue dete-
nida en presencia de su madre y de sus hijo~.

Todo ello se ve cOI:roborado por los dichos de Norma Teresa
Leto, detenida el 25/7/78 a quien le consta, por haber escuchado su
nombre y. sus gritos. que Susana Caride' había ingresado detenida
un día después que cUa, es decir el 26 de julio del mismo, año (ver
declaración efectuada ante este Tribunal complementada con la ver-
tida a fs. 81 de los testimonios agrégados por cuerda Y,correspon-
dientes a la causa N? 4821 que actualmente se instruye ante el Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional
Federal N~ 6 de esta Capital).
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No está probado que con motivo de una solicitud judicial la
autoridad requerida contestó negativamente, atento al resultado ob-
tenido en la solicitud efectuada al Tribunal que intervino en la
acción de hábeas corpus deducido en su favor.

Luego de ello. a Susana Leonor Caride se la mantuvo en cauti-
verio en los lugares denominados "El Banco" y "El Olimpo", in-
muebles éstos utilizados como centros clandestinos de detención
pertenecientes a la Policía Federal, que actuaba bajo el comando
operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que resulta de sus propios dichos corroborados por
los testimonios de Mario César Villani, Enrique Carlos Ghezan, Isa-
bel Mercedes Fernández Blanco de Ghezan, Gracicla Trolta, EIsa
Lombardo y Norma Teresa Leto, como asimismo de otros compa-
ñeros de cautiverio a quienes les consta su permanencia en "El
Olimpo", tales como los ya nombrados Villani y Lombardo; Isabel
Cerruti, Alberto Barriet Viedma; Juan Agustín y Mónica Evelina
Brull de Guillen y Gilberto Rengel Ponee.

También está probado que Susana Leonor Carlde fue sometida
a un mecanislno de tortura.

Ello surge de su propia declaración en cuanto refiere que al
principiar su detención, fue objeto en /lE1 Banco" de un interro-
gatorio que estaba dirigido a lograr antecedentes snbre el abogado
DÍaz Lestrem, mediante la aplicación de tormentos.

Ello se ve corroborado por los dichos de Eisa Lombardo quien
detenida en el mismo sitio desde el 28 de julio de.l 978, pudo obser-
var que luego de tres días de su ingreso, le pusieron de compañera
de "tubo" a Caride, la que casi. no se podía mover, y a quien ni
se le vcÍa el color de su piel a raíz de las marcas ocasionadas por
la tortura a que había sido sometida. Recuerda que Caride fue
apresada el día 26 de ese mismo mes y año.

Susana Leonor Caride recuperó su libértad el día 23 f1e diciem-
bre de 1978.
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Tal es lo que surge de sus propios dichqs.

En cuanto al robo imputado se carece de elementos de con~
vicción que conduzcan a su acreditación.

Por último,' surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Susana Leonor Caride fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 96: RATTO, HECTOR ANIBAL

Está probado que Héctor Aníbal Ratto fue privado de su liber-
tad el día 12 de agosto de 1977, mientras se encontraba trabajando
en la fábrica Mercedes Benz, ubicada en la ruta 3, kilómetro 431/2
de la localidad de González Catán, Provincia de Buenos Aires, por
un grupo armado perteneciente al Ejército Argentino.

Ello en virtud de los propios dichos de la víctima quien relata
tal circunstancia, corroborada por los testimonios de sus compa-
ñeros de trabajo Aldo René Scgáult y José Alberto Anta, quienes
se hallaban presentes en el ffiOlnento del heehq, y de la información
suministrada por la Dirección de Mercedes Benz Argentina S.A. de
fecha 12 de marzo de 1985 que obra agregada.

También está probado que a Héctor Aníbal Ratto se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en 'la Comisáría de Ramos Me-
J,a y en Campo de Mayo, que dependían operacionalmente del
Ejército. En tal sentido: los dichos de la víctima aparecen convin-
centes en cuanto, como quedó acreditado, fue la Fuerza Ejercito
quien lo privó de su libertad.

No está probado que en ocasión de su .cautiverio fue sometido
a algún mecanismo de tortura. Si bien Ratto refiere haber sido
reiteradamente sometido a pasajes de corriente eléctrica y otros
vejámenes, tal circunstancia no ha sido avalada por ningún 6tro
elemento de I;'.rueba.

,
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Está probado que Héctor Aníbal Ratto recuperó su libertad el
8 de marzo de 1979. Tal información surge del propio testimonio
de Ratto, no controvertido por prueba alguna.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Héc-
tor Aníbal Ratto fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 97: NUÑEZ, DIEGO EUSTAQUIO

Está probado que Diego Eustaquio Núñez fue privado de su
libertad el 13 de agosto de 1977, por personal dependiente del Ejér-
cito Argentino. Lo expuesto surge de la presentación- efectuada por
su cónyuge Josefina Beatriz Janklewicz de Núñez ante el Juzgado
Nacional de Primera Instancia en 10 Criminal de Sentencia Letra
"R" -autos N? 2870- que obra agregada a autos, y de los dichos
de Aldo René Segault y José Alberto Anta, ambos compañeros de
trabajo de la víctima en la firma Mercedes Benz, quienes refieren
que en la empresa se comentó la desaparición de un grupo de tra-
bajadores, entre los que el segundo de los nombrados individualiza
a Núñez.

Se suma a lo expuesto el testimonio de Héctor Aníbal -Ratto
quien afirma haber compartido su cautiverio junto a un grupo de
compañeros de Mercedes Benz, entre ellos la víctima.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Obra en tal sentido el recurso de hábeas corpus interpuestq
por su cónyuge ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal de Sentencia letra "R", Secretaría N° 21, de fecha 10
de marzo de 1978.

Está probado que a Diego Eustaquio Núñez se lo mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que dependía ope-
racionalmente del Primer Cuerpo de "Ejército.
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En efecto, Héctor Aru'bal Ratlo al declarar cn la audiencia afir-
ma haber compartido su cautiverio junto a ]a víctima y a otras per-
sonas compañeras de trabajo de la firma Mercedes ,Benz. Tal ex-
tremo aparece verosímil en tanto al analizarse esta cuestión en el
caso anterior, quedó acreditado que Ratto permaneció en cautiverio
en el referido lugar para la misma época .que la víctima del presente
caso.

No está probado que Diego Eustaquio Núñez recupcrara su
libertad.

Al respecto no se ha arrimado ningún elemento de convicción.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido Jos Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortun"ato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
quc fuera víctima Diego Eustaquio Núñez y sobre cuya basc dc-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Rcspecto dcl Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no exis-
te elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con fchacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que cl hecho que damnificó a Diego
Eustaquio Núñez fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 98: DEL CONTTE, FERNANDO OMAR

Está probado que Fernando Ornar Del Contte fue privado de
su libertad el 12 de agosto de 1977 en su domicilio ubicado en la



DE JUSTICLo!. DE LA NACIÓN 509

"alle Rivadavia 4635 de la localidad de San Miguel, Provincia. de Bue-
nos Aires por un grupo armado, que dependía del Ejército Argentino.

. I
Ello surge de los dichos vertidos por su cónyuge, Sixta Amelia

. Schiaffo de Del Contte, avalados por el testimonio del hermano de
la víctima Oscar Alberto Del Contte, quien si bien no presenció el
hecho se enteró del "luismo pocas horas después por interll,lédió de
su madre y de su cuñada.

En idéntico sentido obra la presentación efectuada por la nom~
brada el 16 de agosto de 1977 ante el Juzgado Federal N? 3 de San
Martín (expte. 16.404/77).

Se suma a lo expuesto el testimonio de Aldo René Segault y.José
Alberto Anta, compañeros de la víctima en la firma Mercedes Benz,
quienes relatan que en la fábrica se comentaba la desaparición de
un grupo de trabajadores de la empresa entre los que individuali-
za a Del Contte.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
"en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Obra en autos el recurso de hábeas corpus N? 16.404/77 pre-
sentado por la esposa de la víctima, señora Sixta Amelia Schiaffo
de Del Contte ante el Juzgado Feder:al de Primera Instancia N? 3
.del Departamento Judicial de San Martín, de fecha 16 de agosto de

1977.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial la. auto~
ridad requerida contestó negativa~ente.

En el antes referido recurso de hábeas corpus, tanto el Minis-
terio del Interior como la Policía Federal y la de la Provincia de
..Buenos Aires informaron que el beneficiario del recurso no se ha~
llaba detenido (conf. fs. 2, 3 Y 4).

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de alguno de dichos informes.
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Como quedó probado, en la detención de Fernando Ornar Del
Contte intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si
se tiene en cuenta que la PoliCÍa Federal y la de la Provincia, que
respondieron los informes, estaban subordinadas a la Fuerza Ejér-
cito, cabe concluir que ha qued;:t.do acreditada la existencia de una
respuesta mendaz.

Está probado que a Fernando Ornar Del Contte se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que dependía
opcracionalmente del Priuler Cuerpo de Ejército.

En efeCto, Héctor Aníbal Ratto al declarar en la audiencia aHr.
ma haber compartido su cautiverio junto con la víctima y otras
personas, todas compañeras de trabajo de la firma Mercedes Benz,
]0 que resulta verosímil en cuanto quedó demostrado al analizarse.
su caso -N9 96- que el nombrado permaneció cautivo en dicho
sitio, para la misma época que la víctima.

No está probado que- Fernando Ornar Del Contte recuperara su
libertad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento de con-
vicción.

Respecto del conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffiglia y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato GaItieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
víctima Fernando Ornar Del Contte y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene' hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Armada
mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se tiene
presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto
del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe ele-
nlento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su co-
nlandancia del arma con posterioridad a la detención, que permi-
tan acreditar fehacientemente tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
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a Fernando Ornar Del Contte fueron desarrollados de acuerdo al
proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 99: MaS QUERA, JUAN JaSE

Juan José Mosquera fue privado de su libertad el día 17 de
agosto de 1977 en su domieilio ubicado en la calle Buchardo N? 2386
de la localidad de San Justo, Província de Buenos Aires, por un
grupo armado, que dependía del Ejército Argentino.

Ello surge del testimonio de su madre, la señora María Sánchez
de Mosquera y del de su hermana María Isabel Mosquera, quienes
se encontraban presentes en el momento del hecho y br,indan un
reiato coincidente acerca de las cir:cunstancias de la aprehensión
de la víctima.

Se suma ~ lo expuesto el testimonio de Aldo René Segault y
José Alberto Anta, compañeros de la víctima en la fírma Mercedes
Benz, quienes relatan que escucharon comentarios en la fábrica
acerca de. ia desaparición de un grupo de compañeros de trabajo,
si bien ninguno individualiza a Mosquera.

Completa este cuadro la circunstancia de que .la víctima haya
sido mantenida en cautiverio en una dependencia del Ejército, como
se verá párrafos más abajo.

Durante su detención se hic}eron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Obra en autos el recurso de hábeas corpus N? 1537, presentado
por la madre de la víctima el 10 de octubre de 1978 ante el Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción
N? 1, Secretaría N? 102.

Está probado que con motivo de una .solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente.
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En el antes referido j"ccurso, tanto el Ministerio del Interior
como el Comando en Jefe del Ejército, la Policíá Federal y la Pre-
fectura Naval Argentina informan que el beneficiario no se encon-
traba detenido (conf. fs. 9, 11, 12, 16Y17), lo que motivó su rechazo.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible lnen-
.dacidad de alguno de estos informes.

Como quedó acreditado, en la detención de Juan José Mosquera,
intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene
en cuenta que dicha fuerza respondió al pedido de informes en for-
ma negativa, cabe concluir que ha quedado acreditada la existencia
de una respuesta mendaz.

También está probado que a Juan José Mosquera se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que dependía
operacionalmente del Ejército.

En efecto, Héctor Aníbal Ratio al declarar en la audiencia afir-
ma haber compartido su cautiverio junto a la víctima y a otras per-
sonas compañeras de trabajo de la firma Mercedes 'Benz, lo que re.
sulta verosímil si se tiene en cuenta que al 'analizarse su situación
--caso Nt?96- se demostró que el nombrado permaneció cautivo en
dicho lugar para la misma época que la víctima.

No cstá probado que Juan José Mosquera recuperara su liber-
tad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento de convicción.

En cuanto al conocimiento que pudieran haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y 'el Almirant~
Jorge Isaac Anaya accrca de la privación de la libertad de que fuera
víctima Juan José Mosquera y sobre cuya base debían haber for-
mulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a Jos Comandantes de la Fucrza Aérea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trat6 de un procedimiento ajeno a ellos.
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Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no exis-
te elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar fehacientemente tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Juan José Mosquera fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N? 100; ARENAS, ALBERTO FRANCISCO

Está probado que Alberto Francisco Arenas fue privado de su
libertad el 19 de agosto de 1977 en su domicilio ubicado en Sen-
guel 790 de la localidad de GonzáJez Catán, Provincia de Buenos Ai-
res, por un grupo armado, que dependía del Ejército Argentino.

Ello surge de los testimonios brindados por su madre, Carmen
RoselIo de Arenas, de su hermana Mirta Arenas y su cuñado Ernesto
Espiñeira, quienes se encontraban presentes en el mOlnento del he.
cho proporcionando un relato coincidente acerca de sus caracterís-
ticas.

Se suma a lo expuesto los testimonios de Aldo René Segault y
José Alberto Anta, compañeros de la víctima en la firma Mercedes
Benz, quienes cuentan que en la fábrica se comentaba la desapa-
rición de un grupo de compañeros entre los cuales el segundo de
los nombrados individualiza 'a Arenas.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de 'la averiguación de su paradero y libertad.

Obra en autos el recurso de hábeas corpus N9 17.267/78 pre-
sentado por la madre de la víctima, señora Carmen Rosello de Are-
nas, ante el Juzgado Federal de Primera Instancia N9 3 de San Mar-
tín, con fecha 26 de octubre de 1978.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente.
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En el antes citado recurso de hábeas corpus, tanto el Ministerio
del Interior como la Policía Federal, la de la Provincia de Buenos
Aires y el Comando en Jefe del Ejército, informaron que Alberto
Francisco Arenas no se encontraba detenido. lo .que motivó el re.
chazo del recurso (conf. fs. 10, 11, 13, 15 Y 18).

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible false-
dad de alguno de dichos informes.

Corno quedó probado, en la detención de Alberto Francisco Are-
nas, intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tie-
ne en cuenta que dicha fuerza respondió negativamente al requeri-
miento judicial en .el recurso de hábeas corpus antes citado, cabe
concluir que ha quedado acreditada la existencia de una respuesta
mendaz.

También está probado que a Alberto Francisco Arenas se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que depen-
día operacionalmente del Ejército Argentino.

En efe,cto, Héctor Aníbal Ratto al declarar en la audiencia afir-
ma haber compartido su cautiverio junto a la víctima y a otras per-
sonas compañeras de trabajo en la firma Mercedes Benz. Sus dichos
aparecen verosímiles, toda vez que al analizarse su caso -Ni! 96-
quedó demostrado que permaneció alojado en dicho sitio para la
misma época que la víctima.

No está pf<?bado que Alberto Francisco Arenas recuperara su
libertad. Al respecto no se ha aJ:'r~wado ningún elemento de con-
vicción. . .

Está probado que en ocasión de su secuestro le fueron sus-
traídos efectos personales de su domicilio.

En tal sentido resultan coincidentes los dichos de su madre,
hermana y cuñado, en cuanto ref.ieren que el grupo aprehensor se
llevó ropa y algunas frazadas que la víctima tenía en su dormi-
torio, debido a que las comercializaba.
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En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Gener¡;¡.lesOrnar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertaa de
que fuera víctima Alberto Francisco Arenas y sobre cuya base de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocilniento de estos hechos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no exis.
te elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que permi-
tan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Alberto Francisco Arenas fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.

En cuanto a la sustracción de efectos concurren las circuns-
tancias descriptas en la cuestión de .hecho N? 147.

CASO N? 101: GIGENA, ALBERTO

Alberto Gigena fue privado de su libertad el 13 de agosto de
1977 en su domicilio ubicado en Thames 2566 de San Justo, Pro-
vincia de Buenos Aires, por un grupo armado, que dependía del
Ejército Argentino.

Ello surge del testimonio brindado por su esposa Gradela Bea-
triz Velázquez de Gigena, quien se encontraba presente en el mo-
mento del hecho y da un proll1enorizado relato acerca de la aprehen-
sión de su esposo, y del de su hermana Graciela Gigena, que se
enteró del evento a través de su cuñada.

Se suman a lo expuesto los testimonios de Aldo René Segault
y José Alberto Anta, compañeros de la víctima en la empresa Mer-
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cedes Benz, quienes afirman que en la fábrica se comentaba la desa- ..
parición de un grupo dc trabajadores de la empresa, entre los que
figuraba Alberto Gigena.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Obran en autos los recursos de hábeas corpus interpuestos por
su cónyuge Gracicla Beatriz Vclázqucz de Gigena ante el Juzgado Na-
cional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia letra "EH,
Secretaría N~ 9 -N~ 5780- de fecha 18 de agosto de 1977, y ante el
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instruc-
ción N~ 18, Secretaría N~ 156 -N~ 15.115- de fecha 24 de febrero
de 1978.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial. la auto-
.ridad requerida contestó negativamente.

En el referido recurso de hábeas corpus N~ 15.115 del Juzgado
de Instrucción N~ 18, tanto la Policía Federal como el Ministerio del
Interior y el Comando en Jefe del Ejército, informaron que Alberto
Gigena no se encontraba detenido, 10 que motivó el rechazo del re-
curso (eonf. fs. 7, 8, 9, IQ Y 13).

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de alguno de dichos informes.

Como quedó probado, en la detención de Alberto Gigena, inter-
vino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene en
cuenta que esa fuerza fue la que respondió negativamente tales
requerimientos en el recurso de hábeas corpus citado, cabe concluir
que ha quedado acreditada la existencia de una respuesta falaz.

También está probado que a Alberto Gigena se 10 mantuvo
clandestinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que dependía
operacionalmente del Ejército Argentino.

En efecto, Héetor Aníbal Ratio al declarar en la Audiencia
afirma haber compartido su cautiverio junto a la víctima y a otras
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personas compañeras de trabajo en la firma Mercedes Benz. A ma-
yor abundamiento el Tribunal se remite a los casos 96 a 100.

Tampoco está probado que a Alberto Gigena se lo sometiera a
algún mecanismo de tortura.

Al respecto no se ha arrimado ningún elemento de convic-
ción.

No .está probado que Alberto Gigena recuperara su libertad.

Ello en virtud de que no existen pruebas al respecto.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y. Basilio Arturo Lami

. Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Alberto Gigená y. sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, convienc hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada mal p'uede adjudicárseles conocimiento. de estos hechos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno o ellos.
Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su.
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que permi-
tan acreditar con fehacencia tal extremo_

Por último, surge de autos, que los hechos que damnif-icaron a
Alberto Gigena fueron desarrollados de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 102: AVELLANEDA, FLOREAL EDGARDO

Está probado que Floreal Edgardo Avellaneda fue privado de
su libertad el día 15 de abril de 1976 de su domicilio ubicado en la
calle Sargento Cabral N? 2385, de la localidad de Vicente López,
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Provincia de Buenos Aires, por un grupo armado que dependía
operacionalmente del Ejército Argentino.

En\ tal sentido su madre Iris Etelvina Pereyra de Avellaneda
brinda un amplio relato de la forma en que un grupo de personas
disfrazadas y armadas penetró por la fuerza en la casa, luego de
balear la puerta, procediendo a llevar a ambos atados y encapu-
chados.

Tal circunstancia aparece corroborada por los testimonios de
las tías de la víctima, señoras Arsinoe Avellaneda y Azucena Ave~
llaneda de López, lo mismo que .su prima Alba Margarita López,
quienes habitaban el mismo domiciI,io y presenciaron el hecho.

Sus vecinos Francisco I1uzzo, Mario Vicente Niemal y Susana
Beatriz Aguirrc son coincidentes en a,firmar que si bien no presen-
ciaron el suceso, el día en que se produjo escucharon gran cantidad
de disparos y vieron a person~s ar~adas en las inmediaciones, lás
que incluso penetraron en sus hogares y los registraron. El señor
NiemaJ agrega que días después comprobó que en la puerta de
entrada de la familia Avellaneda había varias perforaciones, las que
asoció con los disp~ros que había oído.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autorid_ades en
. procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

En tal sentido, sus tías Arsinoe Avellaneda y Azucena Avella-
neda de López, manifiestan que luego. de ocurrido el hecho concu.
rrieron a ras Comisarías de Munro y Villa Martelli, donde les infor-
11JarOnque su sobrino y su cuñada no se encontraban detenidos.
Igual suerte corrieron en Campo de Mayo y en las entrevistas que
tuvieron con el Teniente Coronel González, Suárez Masan, Monse.
ñor Pío Laghi y el padre. Galán.

Obra además agregado el recurso de hábeas corpus N9 11.542,
interpuesto por Arsinoe Avellaneda el 8 de junio de 1976 ante el
Juzgado Nacional ge Prilnera Instancia en lo Criminal y Correccio-
nal Federal N9 2, Secretaría N9 8.
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"

Está probado que Floreal Edgardo Avellaneda fue secuestrado
por fuerzas que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello se desprende de los dichos de su madre, quien refiere ha-
ber sido conducida junto a la víctima a la comisaría de Villa Mar~
telli y del hecho de que la nombrada, pocos días después de su
secuestro, fue puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional.

\ .

Cobran singular relevancia lo~ .dichos de los testigos antes men-
cionados, de los que se desprende que por el tipo de características
del procedimiento que culminó con la privación de la libertad de
los Avellaneda, el grupo ejecutor pertenecía a las Fuerzas Armadas.

Está probado que en ocasión de su cautiverio, Floreal Edgardo
Avellaneda fue sometido a algún mecanismo de tortura, que le pro-
dujo la "muerte. ~

Su madre refiere que mientras permaneció en la Comisaria de
I

Villa Martelli escuchó gritos de su hijo mientras era torturado.

La tía de la víctima, lnanifiesta que aproximadamente un ll1es
después de la privación de la libertad de su sobrino apareció una
noticia en un diario uruguayo refiriendo la .aparición de un cadáver
en la costa de ese país, cuyas características coincidía~ con las de
Floreal Edgardo Avellaneda, esrecialmente. en cuanto a un tatuaje
en uno de los brazos con las iniciales "F. A.". En el expediente
N? 28.976, del Juzgado Federal Ne 1, de San Martín, se determinó a
través de la constatación de las impresiones digitales que, efectiva-
mente, el referido cadáver era el de la víctima.

Ello se cOlTlpadece con el informe acerca de las lesiones que
presentaba el cadáver, 'glosado en el cxpte. N? 28.976 del J.F. N? 1,
de San Martín: hematomas en la región sub-maxilar, signos de po-
sible desnucamiento, signos de violencia externa en las manos y
en la zona genital, alteración en la región periana] con manchas
de sangre.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Floreal Edgardo Avellaneda fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N? 103: PEREYRA DE AVELLANEDA, IRIS ETELVINA

Está probado que Iris Etelvina Pereyra de Avellaneda fue pri-
vada de su libertad el día 15 de abril de 1976, en su domicilio ubi-
cado en la calle Sargento Cabral. N? 2385, de la localidad de Vicente
López, Provincia de Buenos Aires, por un grupo armado que de-
pendía operacionalmente del Ejército Argentino.

En tal sentido, la propia víctima brinda un amplio relato de la
forma en que un grupo de personas disfrazadas y armadas penetró
por la fuerza en su casa, luego de balear la puerta procediendo a
llevarla encapuchada junto a su hijo Florea! Edgardo.

Sus dichos encuentran corroboración en los testimonios. brin-
dados por sus cuñadas Arsinoe Avellaneda y Azucena Avellaneda
de López, y por su sobrina Alba Margarita López, las que habitaban
en el mismo domicilio y presenciaron el hecho.

También sus vecinos ~rancisco Iluzzo, .Mario Vicente Niemal y
Susana Beatriz Aguirre son coincidentes en afirmar que, si bien no
presenciaron el suceso, el día en que se produjo escucharon gran
cantidad de disparos y vieron a personas armadas en las inmedia-
ciones, las que incluso penetraron en sus propios hogares y los
rcgistr~ron. El señor Niemal agrega que unos dias después compro-
bó que en la puerta de entrada de la casa de Avellaneda había varias
perforaciones, las que asoció a los disparos que había escuchado.

También está probado que con motivo de su prh~ación le fue-
ron sustraidos de su domicilio efectos personales.

La propia víctima refiere que el grupo que penetró en el filis-
mo le sustrajo gran cantidad de dinero, una cámara fotográfica, un
proyector y una escopeta calibre 16. En idéntico sentido depone
Azucena Avellaneda de López.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.
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Sus cuñadas Arsinoe Avellaneda y Azucena Avellaneda de Ló-
pez manifiestan que luego del hecho concurrieron a las Comisarías
de Munro y de Villa Martelli, donde les manifestaron que no se
encontraban detenidos sus familiares. También concurrieron a Cam-
po de Mayo y se entrevistaron con el Teniente Coronel González,
quien les expresó que nada sabía. Además, tuvieron entrevistas con
Suárez Mason, Monseñor Pío Laghi y el Padre Galán. Afirman ha-
ber interpuesto un recurso de hábeas corpus, con resultado nega-
tivo. Quince días después se enteran por un llamado, telefónico
que Iris Etelvina Pereyra de Avellaneda se encontraba detenida en
la cárcel de Olmos.

Está probado que Iris Etelvina Pereyra de Avellaneda fue se-
cuestrada y mantenida clandestinamente en cautiverio por fuerzas
que dependían opet.acionalmente del Ejército Argentino.

La propia víctima manifiesta haber permanecido en tal condi-
ción durante dos semanas, en que es puesta a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional y trasladada al Penal de Olmos.

Avala lo expuesto el hecho de haber quedado demostrado me-
diante los dichos de los testigos referidos anteriormente, que el
procedimiento ~e detención fue ejecutado por integrantes de las
Fuerzas Armadas.

Cobran también singular relevancia los testimonios de Cristina
Beatriz Arévalo y de Arsinoe Avellaneda, a los que más adelante se'
hará referencia'.

Está acreditado que en ocasión de su cautiverio fue sometida a
algún mecanismo de tortura.

Al declarar ante la audiencia, Iris Etelvina Pereyra de Avella.
neda refiere haber sido torturada terriblemente con picana eléc~
trica, además de" ser golpeada, estaqueada y sometida a un simu-
lacro de fusilamiento. Sus dichos aparecen\corroborados por los de
los testigos Cristina Beatriz Arévalo y Arsinoe Avellaneda, a los que
se habrá de referir más adelante.
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Durante ese tiempo o parte de él se le impusieron condiciones
inhumanas de vida y alojamiento.

La víctima refiere que fue mantenida permanentemente enca-
puchada y vendada lo que le produjo conjuntivitis. además se le
impusieron condiciones infrahumanas de vida- que \ determinaron
que al ser legalizada y conducida a la cárcel de Olmos, llegara en
un deplorable estado de nutrición, sucia y con un aspecto general
que la hacía aparentar una edad mucho más avanzada 9ue la que
en realidad tenía.

Ello encuentra corroboración en el testimonio de Cristina Bea-
triz Arévalo, quien estuvo detenida en Olmos cuando llevaron a ]a
señora de Avellaneda, y manifiesta que parecía una persona des-
truida siendo su aspecto externo deplorable: estaba sucia y con .los
ojos inyectados en sangre.

También Arsinoe Avellaneda afirma que cuando volvió a ver a
su cuilada c;:n Olmos se quedó impresionada por el estado en que
se encontraba, aparentando más edad de la real.

Está probado que Iris Etelviná Pereyra de Avellaneda fue pues-
ta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional el 23 de abril de '1976
y recuperó su libertad el 30 de junio de J 978.

Ello surge de la copia del decreto N~ 203, de fecha 23 de abril
de J 976, Y de los propios dichos de la víctima, avalados por los de
sus famiJjares.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron, a
Iris Etc,lvina Pereyra de Avellaneda fueron desarrollados de acuer-
do al proceder descripto en las cuestiones de hecho Nros. 146 y J47.

CASO N~ 104: AROZARENA, JON PIRMIN

Está probado que Jan Pirmin Arozarcna fue privado de su li-
bertad el 30 de abril de 1977, de su domicilio ubicado en la eane
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Arias N? 1640 de la Capital Federal, por un grupo armado que de-
pendía del Ejército Argentino.

Al respecto, resultan coincidentes los testimonios de sus pa-
dres Ramón .Ignacio Arozarena y María Angeles Larrequi de Aro-
zarena, y de su hermano el doctor Ramón Javier Arozarena, en el
sentido que el día 27 de abril de 1977, cuatro o cinco personas fuer-
temente armadas ocuparon el domicilio de la fau1ilia y permane-
cieroIl; hasta el día 30, aparentemente en procura de lograr la apre-
hensión de Carlos Valladares, apodado el "Oveja", conocido de la
víctima. Finalmente tras no conseguir tal objetivo, procedieron el
día indicado a privar de su libertad a Jon Pirmin y su novia
Adriana Zorrilla (caso N? 105), quien también se hallaba en el do-
micilio. En el expediente N? 38.301, en trámite ante el Juzgado Na-
cional de Primera Instancia en lo Criminal de I.nstrucción N? 3,
Secretaría N? 110, instruido con motivo de la privació~ ilegítima
de la libertad de Jan Pirmjn Arozarena, deponen los antes nom-
brados en iguales términos, lo mismo que María Victoria Colombo,
amiga de la familia, quien se encontraba presente en el momento
del hecho (conf. fs. 125/6).

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Sus padres manifiestan haber presentado una nota ante el Mi~
nisterio del Interior y ante la Embajada Norteamericana, además
de haber mantenido reuniones con el padre Iñaqui de Aspiazu y
Monseñor Graselli. Este último confirmó que atendió a gran can~
tidad de parientes de desaparecidos quienes concurrían a fin de
obtener noticias sobre sus allegados.

Obra agregado el recurso de hábeas corpus N? 224 del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Fede~
ral N? 1, Secretaría N? 4, interpuesto por Ramón Ignacio Arozarena
en favor de su hijo Jan Pirmin, con fecha 12 de mayo de 1977.

También el periodista Antonio Astigarraga Larrañaga" amigo de
la fan1ilia Arozarena, manifiesta haber realiz,ado gestiones en favor
de Jon Pirmin, entre otras personas, ante el Almirante Massera.
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Está probado que a Jón Pirmin Arozarcna se lo mantuvo c1an~
destinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que dependía ope.
racionalmente del Ejército Argentino.

Su hermano, el doctor Ramón Javier Arozarena manifiesta que
15 días después del secuestro, fue llevado de su hogar por dos indi-
viduos de civil junto con dos amigos, Carlos López Echagüe y Pe-
dro Luis Greaves, a un lugar desconocido, donde permaneció por
espacio de algunas horas, donde escuchó la voz de su hermano, al
que no pudo ver por haber permanecido encapuchado. Tal circuns-
tancia aparece corroborada por los dichos de los nombrados López
Echagüe y Greaves, si bien sólo el primero afirma haber oído la
voz de ]a víctima. Todos coinciden, en base a los interrogatorios a
que eran sometidos, que la intención de ~us captores era lograr la
detención de un amigo común, Carlos Valladares, a quien sindica-
ban como integrante del grupo "montoneros". Los testigos son acor-
des en señalar que permanecieron cautivos en Campo de Mayo.

No está probado que. Jon Pirmin Arozarena recuperó su liber-
tad. Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento de juicio.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaaé Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Jon Pirmin Arozarena y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis-
linción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de .1a Ar-
mada, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no exis-
te elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Jan
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Pirmin Arozarena fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 105: ZORRILLA, ADRIANA BEATRIZ

Está. probado que Adriana Beatriz Zorrilla fue privada de su
libertad el día 30 de abril de 1977, en el domicilio de su novio Jon
Pirmin Arozarena, ubicado en la calle Arias N? 1640 de la Capital
Federal, por un grupo armado, que dependía del Ejército Argentino.

Al respecto, resultan coincidentes los testimonios de Ramón
Ignacio Arozarcna, María Angeles Larrcqui de Arozarena y del doc-
tor Ramón Javier Arozarena, padres y hermano, respectivamente
del novio de la víctima, 10n Pirmin, en el sentido de que el día 27
de abril de, 1977 un grupo de cuatro o cinco personas fuertemente
armadas ocupó el domicilio indicado, con el aparente propósito de
lograr la apreh,ensión de Carlos Valladares, alias "el Oveja", una
vez que éste se pusiera e~ contacto con Jan Pirmin, que era su ami-
go. Finalmente, tras no conseguir su objetivo, se retirarop llevándose
con ellos a la víctima y a su novio. Este episodio obedeció a fuerzas
que dependían del Primer Cuerpo de Ejército, tal como quedó
acreditado en el caso anterior.

María Ni~ves Viqueira de Zorrilla y Susana Noemí ZorrilJa, al
deponer en la audiencia, refieren dichas circunstancias, de las cua-
les se enteraron el día del hecho por intermedio de la madre de
Jon Pirmin.

Los nombrados deponen en iguales términos en el expediente
N? 38.301, actualmente en trámite ante el Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Criminal de Instrucción Nl? 3, Secretaría Nl? 110,
donde se investigan las privaciones ilegítimas de la libertad, lo mis~
mo que María Victoria Colombo, amiga de la familia. Arozarena, que
se enconlrabá presente cuando ocurrió el hecho (conf. fs. 125/6 del
cit. expte.).

Durante su detención se realizaron' gestiones en procura de la
averiguación de su paradero y libertad.
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Su madre, María Nieves Viqueira de Zorrilla, afirma haber pre-
sentado un recurso de hábeas corpus, ante el Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N? 5, Sc-
cn~taría N? 13, el cual registra.el N,:,1703 y.obra en fotocopias cer~
tificadas en el expediente N? 38.301 antes citado (conL fs. 23 a 31).

Su hermana Susana Noemí Zorrilla refiere haber realizado ges~
tioues ante el Ministerio del Interior y haber tenido una entrevista
personal con el General Ramón Camps, con resultado negativo.

También está probado que el día 16 de junio de 1977, un grupo
armado penetró en el domiciliq de Adriana Beatriz Zorrilla, ubicado
en la calle Juncal N'? 2867, piso 3':'uD" y procedió a sustraer su do.
cumento de identidad y diversos efectos personales.

María Nieves Viqueira de ZorrilIa refiere que el día indicado,
siendo aproximadamente las 23, mientras se encontraba reunida en
el departamento de su hija mayor, ubicado en el mismo edificio,
piso quinto, escucharon un estruendo. Al tratar de averiguar lo acon-
tecido, les fue impedido el ingreso por un hombre armado. Luego
de dos horas, comprobaron que habían volado la puerta de su de-
. partamento, y le habían sustraido el documento de su hija Adriana
Beatriz, cartas, resmas de papel y la ropa de marinero perteneciente
a un sobrino que se hallaba provisoriamente viviendo con ella de-
bido a que estaba cumpliendo con el servicio militar en la Armada.

Deponen en igual sentido Susana Noemí ZorrilIa y Horacio Ro-
berto Mosca, primo hermano de la víctima, a quien le sustrajeron
la ropa militar.

Los nombrados sé producen en similares términos al declarar
testimonialmente en el expediente N? 38.301 del Juzgado de Instru-
ción N? 3, Secretaría N? 110.

No está probado que a Adriana Beatriz Zorrilla se la. mantuvo
clandestinamente en algún centro de detención. Ningún elemento
de prueba se ha aportado acerca de lo ocurrido con la víctin1a luego
de que fuera¡privada de su libertad el 30 de abril de 1977.
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No obstante, como ya se dijo más arriba, no caben dudas de
que en el hecho intervino personal del Ejército. Destácase la cit-
cunstancia de que la desaparición de la víctima está íntimamente
relacionada con la de otros que sí estuvieron en una dependencia
de Campo de Mayo (ver caso 104).

No está probado que Adriana Beatriz Zorrilla recuperara su
libertad. Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento de juicio.

En cuanto al conocim'iento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Forlunato Galtieri y el Almi.
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad. de
que fuera víctima Adriana Beatriz Zorrilla y sobre cuya base de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una

distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar~
mada, lual puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Res~
pecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, COlll0 no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Adriana Beatriz Zorrilla fueron desarrollados de acuerdo al pro~
ceder descripto en las cuestiones de hecho Nros. 146 y 147.

CASO N? 106: LOPEZ ECHAGüE, CARLOS RAFAEL

Está probado que Carlos Rafael López Echagüe fue privado de
su libertad' el día 17 de mayo de 1977, aproxirnadamente a las 2,
de su domicilio ubicado en la calle Paraguay 1840, segundo piso,
depto. "A" de la Capital Federal, por un grupo armado que 'depen,
'díá del Ejército Argentino.
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Ello surge del propio testimonio de ]a víctima que refiere que
en la fecha y lugar indicados, un grupo de por lo menos tres per-
sonas vestidas de civil y armadas penetró en su casa y luego de
amenazarlo, golpearlo e interrogarlo acerca de sus actividades y
sobre las de un amigo de nombre Carlos Valladares, proeedió a
vendarle Jos ojos y llevárselo en un automóvil.

En idéntieo sentido deelara en la eausa N? 38.301, en trámite
ante el Juzgado Naeional de Primera Instaneia en lo Criminal de Ins-
trucción No:> 3, Secretaría N? 110, caratulada IIArozarena, Jan Pirmin,
víetima de privaeión ilegítima de la libertad" (eonf. fs. 91(93).

Por otra parte, su relato se eompadeee. eon el heeho de haber
sido visto en cautiverio por otras personas a quienes más adelante
se habrá de referir, en un lugar dependiente de la fuerza Ejéreito.

De acuerdo a las características del secuestro, y del interroga-
torio que giraba sobre el nombrado Valladares, resulta indudable
que el grupo aprehensor era el mismo que pdv6 de su libertad a
los hermanos Arozarena y a Beatriz Zorrilla, que Como quedó acre-
ditado perteneeían al Ejército Argentino.

También está probado que a Carlos Rafael López Eehagüe se
]0 mantuvo clandestinamente en cautiverio en Campo de Mayo, que
dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

En efecto, tanto al declarar en la audienci~ como en el referido
expediente N? 38.301, la víctima manifiesta que una vez que fue
sacado por la fuerza de su domicilio, Jo introdujeron en un auto-
móvil; realizó un trayecto que duró aproximadamente media hora,
luego del cual lo hacen descender, atado y con los ojos vendados,
en un lugar donde por las voces dedujo que había más personas
en su misma situación, entre las que individualizó -siempre por
medio de las voces- a sus amigos Jan Pirmin y.Ramón. Javier Aro-
zarena (easos 104 y lOS bis, respeetivamente) y Pedro Luis Euge-
nio Greaves (easo N? 107). I

Lo expuesto encuentra corroboración en los testimonios de los
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dos últimos mencionados, brindados en la audiencia y en el citado
expediente N~ 38.301 (conL fs. 79 y 87).

Carlos Rafael Echagüe recuperó su libertad el mismo día de
su privación, pocas horas después.

La víctima refiere que luego de la tortura ]0 obligaron a ves.
tirse, le quitaron las ligaduras conduciéndolo a su domicilio donde
le expresaron que debía seguir haciendo su vida normal, y cuando
tuviera noticias de Carlos Valladares, tenía que comunicárselas al
domicilio de Pedro Greaves .

.En c,uanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri.
gadieres Generales amar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Dozo, el Teniente General Lcopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima. Carlos Rafael López Echagüe y sobre cuya base
debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una

distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada Argentina, mal puede adjudicársclcs conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trat6 de un procedimiento ajeno
a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri
no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo
de su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por último, surge"de autos, que el hecho que damnificó a Car-
los Rafael López Echagüe fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 107: GREAVES, PEDRO LUIS EUGENIO

Está probado que el día 7 de mayo de 1977, un grupo armado
que dependía del Ejército, ingresó en el domicilio de Pedro Luis
Eugenio Grem'es, ubicado en Entre Ríos 461, 4? piso de la Capital
Federal, y permaneció en el mismo durante once días.
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Ello se desprende del tes"timonio brindado por ]a víctima en la
audiencia y al declarar ante el Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Criminal de Insttucción NI;' 3, Secretaría N? 110, en los
autos N? 38.301, caratulados "Arozarena, Jon Pirmin, víctima de pri-
vación ilegítima de la libertad", donde refiere que el propósit9 del
grupo era conseguir la detención de Carlos Valladares, persona de
su conocimiento, quien suponían se pondría en contacto con él.
Carlos Rafael López Echagüe confirma lo expuesto al referir que
en una oportunidad debió concurrir al domicilio de Greaves a co~
municar una novedad acerca de Valladares, lal como se Jo habían
dicho sus aprehensores (caso N? 106).

El citado grupo pertenecía al Ejército Argentino, por los mismos
fundamentos vertidos en el caso anterior, al que cabe remitirse.

Durante dicho lapso Pedro Luis Eugenio Greaves fue sacado
de su domicilio en tres oportunidades y conducido a un centro de
detención que dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello surge de los dichos de la víctima prestados en la audiencia
y en el antes referido expediente N? 38.301 (conf. fs. 87) donde ma-
nifiesta que, escuchó las voces de sus amigos Ramón Javier Aro-
zarena (caso N? 105 bis) y Carlos Rafael López Echagüe (caso
NC? 106), circunstancia ésta corroborada por los recién nombrados.
Al analizarse este aspecto en los citados casos, se acreditó que los
nombrados permanecieron en cautiverio en Campo de Mayo.

El referido grupo armado abandonó el domicilio de Pedro
Luis Eugenio Greaves el 17 de mayo de 1977, dejándolo en libertad.

\
Ello en virtud de lo expuesto por ]a propia víctima, quien re-

fiere que no habiéndose conseguido detener a Carlos Valladares,
pese a haberlo intentado en la estación de Retiro, abandonaron su
casa y Jo dejaron libre. Este procedimiento se compadece con 10
ocurrido respecto de Carlos Rafael López Echagüe (caso N? 106) a
quien también se deja en libertad con el objetivo de lograr la cap-
tura de Valladares, lo que no se produjo.
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En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Artu~o Lami
Daza, el Teni~nte General Leopoldo Forlunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera vÍctin1a Pedro Luis Eugenio Greaves y sobre cuya base
debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una

distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar.
mada, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Res-
pecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, co_mo no sea el dato 'puramente- objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per.
mitan acreditar con fehacencia tal extremo.

Por últÍlno, surge de autos, que el hecho que damnificó a Pedro
Luis Eugenio Greaves fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 108: BARREIRA, SERAFIN

Está probado. que Serafín Barreira fue detenido en la madru-
gada del día 7 de abril de 1977 en su domicilio sito en la calle Mo-
reno 530 de Villa Ballester, Provincia de Buenos Aires, por un gru-
po de cinco hombres armados.

Ello es lo que resulta de/ sus propios dichos, lo que encuentra
corroboración en los testimonios de Nélida Ojeda de Cassani, ve.
cina de la víctima y testigo ocular del hecho, y los de su esposa,
Mercedes Barreira, quien también fue aprehendida en dicha opor~

tunidad.

De tales testimonios, surge que ese grupo de personas ingresó
al domicilio del matrimonio Barreira, registrándolo y amenazando
a sus moradores, y que quienes así operaron contaban con cierta
.seguridad y libertad de acción que permite deducir su pertenencia
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a alguna fuerza armada o de seguridad, y a estar al sitio donde
luego fueron mantenidos en cautiverio, es posible precisar que de-
pendían operacionalmente del Ejército Argentino.

Luego de su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de su paradero y de su libertad.

Ello surge de los propios dichos de la víctima, en cuantó re.
fiere la presentación de un recurso de hábeas corpus en su favor,
lo que se ve corroborado por la prueba documental que aporta,
las gestiones que sus familiares realizaron epistolarmente ante las
Naciones Unidas, el Santo Padre, al procesado Jorge Rafael Videla,
la Embajada de España y el Ministerio del Interior, el que' se ex-
pide desconociendo todo antecedente a su respecto y cuyos origi-
nales son agregados a estas actuaciones.

Además, está probado que a Serafín Barreira se lo mantuvo
clandest.inamente én cautiverio en la Guarnición Militar de Campo
de Mayo.

Ello en virtud de los hechos pormenorizados del propio Sera-
fín Barreira el que explica que tal percepción la obtuvo por ser
ése un sitio de tránsito habitual y por haberlo reconocido con pos-
terioridad.

Estas afirmaciones se ven corroboradas por los dichos de Eduar-
do Osear Covarrubias, quien al testimoniar refiere. que vio en Campo
de Mayo a Serafín Barreira a quien conoció como "Serafín" o "el
Gallego", En idénticos términos se expide la esposa de este último.

Por fin ha de sumarse el aporte de Mercedes Barreira quien
fue detenida junto con su esposo.

Está probado que Serafín Barreira ha sido sometido a algún
mecanismo de tortura, Sus declaraciones en tal sentido encuentran
apoyatura en el testimonio de Edual:do Osear Covarrubias quien
refiere haber sido también objeto de tormentos en el citado lugar
de detención (ver caso 109).
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También está prob~do que durante todo ese tiempo o parte de
él, se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Serafín Barreira relató haber permanecido con los ojos venda-
dos y eneapuchado durante 'gran parte del lapso e,n que permaneció
en detención.

Tal afirmación, encuentra apoyatura en las similares referen-
cias aportadas por Eduardo. Oscar Covarrubias, y Beatriz Susana
C~stiglione de Covarrubias, los que si bien atestiguaron por su pro-
pia situación en términos similares, especialmente el primero, éstas
son válidamente extensibles a la totalidad de los detenidos en esos
pabellones,

Serafín Barreira recuperó su libertad el día 2 de mayo de 1977.

Ello surge de sus propios dichos y de los de su esposa Mercedes
Barreira.

Está probado ;>demás que en el procedimiento de detención le
fueron sustraídos diversos efectos de -valor.

Tal es lo que rcsulta Qe sus propios dichos, en cuanto refiere a
que en esa ocasión le consta le fue sustraído un grabador, y otros
objetos cuya falta pudo constatar al regresar a su domicilio, los que
encuentran corroboración en el aporte testimonial de Ojeda de Ca-
sani, quien al prcsenciar la detención observó que los captores car-
gaban bultos en los vehículos que utilizaban.

Por fin ha de sumarse el testimonio de Mercedes de Barreira,
quien también 'pone de resalto la sustracciÓn de diversos efectos
que detalla a título ejemplificativo.

, Por último, surge de autos que los hechos que damnificaron a
Serafín Barreira fueron desarrollados de acuerdo al proceder des.
cripto en las cuestiones de hech,o N? 146 Y 147.

\



534 FALLOS DE LA CORTE SUJ'REl\lA

CASO N? 109: COVARR0B1AS, EDUARDO OSCAR

Está probado que Eduardo Osear Covarrubias. fue detenido en
la madrugada del día 17 de abril de 1977 por un grupo de personas
armadas, en su domicilio de la calle Pucyrredón 951, piso 8':' "C;", de
esta CapüaJ.

ElJo así en virtud de lo declarado por la propia víctima quien
narra que el día 17 de abril de 1977, alrededor de las 3 de .Ia mañana,
irrulllpieron violentamente en su domicilio 5 o 6 personas fuerte-
lllcnle anuaclas, quienes luego de atarlo de manos lo encapucha-
ron en medio de fuertes gritos.

En idénticos términos se expide su esposa Beatriz Castiglione
de Covarrubias, todo lo cual encuentra apoyatura en los testimo-
nios de Alejandro Colombo y Elena Karamanos, vecinos de la víc~
tima, quienes en dicha oportunidad oyeron fuertes gritos y un
gran alboroto en la vivienda del matrimonio Covarrubias. Agrega
el primero que observó, tiempo Clespués, que en la puerta de en-
trada de la vivienda se encontraban huellas que demostraban una
irrupción violenta hacia su interior.

Está probado que a Eduardo Osear Covarrubias se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Guarnición Militar de
"Campo de Mayo", que dependía operaeionalmente del Ejército 'Ar-
gentino.

Ello surge de Jos dichos de la propia víctiI11a~ quien reconoció
ese sitio por haber realizado en él parte de la instrucción militar du-
rante su conscripción, Jos que encuentran apoyatura en el testimo-
nio de Serafín Barreü'a, al que se hiciera referencia en el caso ante-
1.'ior y Jos de Mercedes Barreira y Beatriz Susana Castiglionc de Co-
varrubias.

Está probado que Eduardo Osear Covarrubias ha sido sometido
a algllll mecanismo de tortura.
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Lo declarado por él en tal sentido, encuentra corroboración en
el testimonio de Serafín Barreira, quien afirma haber sufrido idén~
!ico padecimiento (ver caso 108). A ello cabe agregar los dichos de
Alejandro Eugenio Colombo, en cuanto describe la impresión que
le causó el estado de ~ovarrubias al verlo luego de su liberación.

También está probado que durante todo ese tiempo o parte de
él se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

En términos similares al caso anterior Eduardo O. Covarrubias
. narra haber permanecido durante su detención con los ojos ven~
dados, encadenado a un poste de pies y manos, dichos estos que
encuentran corroboración en la declaración de Serafín Barreira ya
que, al referirse a la manera en que se lo mantuvo encadenado y
vendado, generaliza esos proeedimentos en todos los alli detenidos.
Obran. además los testimonios de Mercedes Barreira y Beatriz Su~
sana Castiglione de Covarrubias.

Eduardo Osear Covarrubias fue liberado
Así lo refieren tanto él como su esposa.

el 3 de mayo de 1977.

/

Está probado que en el procedimiento de detención le fueron
sustraídos diversos objetos de valor.

Ello así, de acuerdo a lo referido por Covarrubias y su esposa.
En tal sentido, las referencias que brindan gozan de plena credibi~
lidad a poco que se advierte que en considerable número de proce~
dimientos de tales características, los sujetos que los practicaban
despojaban a las víctimas de pertenencias que ni siquiera guarda-
ban la menor relación lógica con la averiguación de actividades
terroristas.

Por último, surge de. autos, que el hecho que da.mnificó a
Eduardo Osear Covarrubias fue desarrollado de acuerdo al proce~
der descripto, en las cuestiones de hecho N? 146 Y 147.
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CASO N? 110: CASTIGLIONE DE COVARRUBIAS, BEATRIZ

Está probado que Beatriz' Castiglione de Covarrubias fue dete-
nida en la madrugada del día 17 de abril de 1977 por un grupo de
personas armadas que dependían del Ejército, en su domicilio de
la calle Pueyrredón 951, piso 8? "C", de esta Capital.

Tal es lo que resulta de la evaluación de la prueba testimonial
-que aporta la víctima, su esposo y los testigos a que se hiciera
referencia en la fundamentación del caso anterior.

También está probado que a Beatriz Castiglione de Covarru-
bias se la mantuvo clandestinamente en cautiverio en la Guarni-
ción Militar de Campo dc Mayo que dependía operacionalmcnte
del Ejército Argcntino.

En tal sentido obran los dichos dc la nombrada, los que en-
cuentran corroboración en los testimonios de Eduardo Osear Ca-
varrubias y Serafín Barreira, ya analizados en Jos casos J08 y J09,t
a Jos que han de sumarse Jos dichos aportados por Mercedes Ba- ¡.
rreira.

Beatriz Castiglione. de CO\'arrubias recuperó su libertad el 3
de mayo de 1977.

En tal sentido concurren los dichos de la nombrada y de su
esposo,.

En cuanto al desapo.deramiento del que fuera víctima en oca-,
sión de ser aprehendida, ha de estarse a los correspondientes fun-
damentos del caso anterior.

Por último, surge de autos, que los hechos' que damnificaron
a Beatriz Castiglione de Covarrubias fueron desarrollados de acuer-
do al procede¡: descripto en las cuestiones dc hecho N? J46 Y 147.
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Está probado que Pablo Enrique Fernández Meijide fue privado
. de su libertad éIl la madrugada del día 23 de octubre de 1976, en
su domicilio de calle Virrey del Pino. 2632, piso 21 "A", Capital
Federal, por personas armadas que dependían del Ejército Ar-
gentino.

Ello surge de las declaraciones testimoniales vertidas' ante el
Tribunal por sus padres Enrique Salvador y Rosa Graciela Castag-.
nola de Fernández Meijide, así como por el sereno del edificio,
Antonio Ciccone, en el sentido que un grupo de cinco personas
aproximadamente, con armas de diversos calibres y vestimenta
civil, se anun~iaron como mie~bros de la Policía Federal y, sin
exhibir documentación, entraron en su domicilio, preguntaron por
él y lo llevaron detenido. Agrega el último de los nombrados, que
los mismos llegaron y .se alejaron del lugar en tres automóviles
blancos con techo negro. Presenciaron asimismo la detención, dos
amigos que pernoctaban en la misma habitación, Claudia Daniel
Waintruv y Eduardo Aníbal Piñeiro quienes en la Audiencia testi~
moniaron 'que previa identificación de Pablo, les ordenaron no
salir del lugar. Los. dichos del primero de los nombrados se man~
tienen Invariables en los tres hábeas corpus y en el expediente
15.317, por privación ilegítima de libertad, que obran agregados a
la causa.

Lúego de su detención, se hicieron gestiones ante autoridades,
en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad. Su
padre, facilitado por una presentación epistolar de Monseñor Adolfo
Arana,' se entrevistó con el General Suarez Masan; con el Rector de
la Catedral Metropolitana Mo~señor Keegan; por indicación de éste,
con Monseñor Eugenio Graselli en la "Capilla Stella Maris", en tres
oportunidades, la última, juntamente con su esposa; remitieron
carta, por intermedio de una sobrina, al Teniente General Videla y,
directament~, al MÍnisterio dei Interior, reiterándolas periódicamen-
te, a más de formular denuncia ante la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos de la Organización de ~stados Americanos, con
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invariable resultado negativo, todo lo que se acredita con sus dichos
concordantes, las copias de las cartas remitidas, los originales 'de las
recibidas y I<la tarjeta de trámite" que aportaron en la oportunidad
señalada y fueron agregados a la caqsa. Todo ello, luego de la bús-
queda infructuosa ante la Comisaría N'? 19 donde, según los dichos
de los autores de la detención, lo encontrarían ese mismo día, a laS
8.30 y ante la Comisaría N'? 33, correspondiente a su domicilio. En el
ámbito judicial interpusieron los tres hábeas corpus que también
obran agregados y que se individualizan seguidamente.

Si bien no se ha probado en la causa el lugar de cautiverio en
el que posiblemente haya estado alojado Pablo Fernández Meijide,
las características d.el secuestro y el lugar en que ocurrió permiten
afirmar que actuó personal bajo el comando operacional del I euer.
po de Ejército.

Está probado que con motivo de solicitudes judiciales la auto.
ridad requerida contestó negativamente.

Ello emana de las tres acciones de hábeas corpus interpue~tas
en su favor por sus padres. En el expediente N,:,39, del Juzgado Fe.
deral N? 3, el Mnisterio del Interior respondió, a fs. 6, "el Poder Eje.
cutivo Nacional no ha dictado medidas restrictivas de la libertad.
en la persona del causante" y "el Estado Mayor del Ejército, Jefa.
~ura 1, a fs. 8, que no existen antecedentes relacionados con Pablo
Enrique Fernández Meijide ... ", en el expediente N'? 40.215 del n1is-
mo juzgado, las citadas autoridades adoptan igual temperamento a
fs. 8 y 12, respectivamente; y en el Expediente N? 11.484, mantienen
su postura, a fs. 7 y 9, lo que motivó la desestimación de los recursos.

De acuerdo a lo expuesto anteriormente, el informe del Ejército
resultó mendaz.

No está probado que Pablo Enrique Fernández Meijide haya
recuperado su libertad. Los testigos nombrados en el punto pri.
mero, Y- sus hermanos Alejandra y Martín, al declarar ante el Tri.
bunal, co~cuerdan en que no fue vuelto a ver en libertad, corro.
borándolo con la copia de la carta presentada al Jefe del Distrito
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Militar Buenos Aires, con el fin de justificar su falta de presenta-
dón al Servicio Militar obligatorio al que fuera convocado el 11
de octubre de 1977, también agregada a autos.

Con relación al posible conocimiento que de los hechos. po~
drÍan haber tenido los Brigadieres Generales Graffigna y Lami
Daza, el Almirante Anaya y el Teniente General Galtieri, corres-
p~mde efectuar una distinción.

Los tres primeros nada tienen que ver con este suceso que,
-como se viera, fue realizado por el Ejército. Con respecto al Te~
niente General Galtieri ninguna prueba obra en la causa, en el sen-
tido de que haya conocido en concreto este hecho al asumir su
Comandancia y que no lo haya denunciado a las autoridades.

Por últin1o, surge de autos, que el hecho que damnificó a Pablo
Enrique Fernández Meijide fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 112: SCARPATTI, JUAN CARLOS

No está probado que Juan Carlos Scarpatti haya sido privado
de su libertad por un grupo armado.

Las manifestaciones de su madre, vertidas a fs. 1 del l.1ábeas
-corpus que interpusiera en su favor ante el Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo CriIninal y Correccional Federal N? 2 de
esta Capital, Expte. N? 11.483, agregado a la causa, sólo dan cuenta
de que su hijo residía desde un _año atrás en un domicilio desco-
nocido, siendo irrelevantes a los efectos probatorios las referen~
cias dadas por la señora de Fernández Meijide, al declarar en la
Audiencia.

CASO N? 113: FORTUNATO, HUGO DANIEL'

Está probado que Hugo Daniel Fortun"ato fue privado de su
libertad el 21 de abril de 1976 por un grupo armado de personas,
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en su domicilio sito en la calle Muñoz 1144 de la localidad bonae-
rense de San Miguel.

Tal es lo que surge de lo declarado testimonial mente por Juan
Agustín Motto, Tte. Coronel del Ejército Argentino en retiro, veci~
no de la víclima, que observó a las 15 hs. de ese día -luego de haber
escuchado disparos de arma de fuego-, cómo un grupo armado .com-
puesto por unas 20 o 25 personas, a quienes describe, conducía es-
posado a Hugo Daniel Forlunalo a quien conoCÍa desde que éste
era una "criatura", y a una mujer joven, rubia, de quien supo era
su esposa.

Concurren además los aportes testimoniales de Beatdz Fer-
nándcz Real1i, vecina y conocida de la vÍCtima a quien pudo reco-
nocer por su vestimenta cuando éste era conducido detenido.

Por último, obran Jos testimonios de Marta María Madariaga
de Díaz, Edgai Horacio Peña, Elcodoro Alberto Miguel, Carlos Ro-
lando Simsic, testigos éstos que aportan detalles del procedimiento
llevado a cabo, concorctantes todos ellos' entre sí acerca de las cir.
cunstancias de tiempo. lugar y modo.

Ese grupo armado de personas estaba integrado por personal
de las fuerzas armadas o de seguridad que dependía operacional-
mente del Comando de Institutos Militares. '

Resulta categórico el testimonio de Carlos Rolando Simsic, quien
al realizar las primeras gestiones en procura del paradero de la vÍC-
tima, horas después de su detención, identificó a los mismos vehículos
intervinientes en el procedimiento, cuando esos se encontraban con
personal de civil en el interior de la dependencia militar señalada.
Además señala la presencia de I?crsonal policial a poco de termi~
nada la escaramuza producida en el momento de detención.

Concurren también, lo~ dichos de Elena Nélida Simsic de For-
tunato, quien documenta el diálogo que mantuvo con personal
uniformado del comando antes mencionado acerca dc las acti"i.
dacles de su hijo.
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Por otra parte, los testimonios de Juan Agustín MoHO; Beatriz
Fernández de RealIi; Marta María Madariaga de Díaz; Edgar Ho-
rado Gómez y Eleodoro A. Mignel, hablan ~ las claras de qne ese
grupo arm'ado actuó no sólo sin que haya encontrado algún tipo de
resistencia sino que por su desenvolvimiento y por la modalidad en
que operaban, evidenciaban que no suponían o no esperaban ningu-
na otra intenrención de la fuerza pública, que impidiera o rechazare
su accionar.

Está probado que luego de su detención se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de su paradero y libertad.

Adelnás de las gestiones realizadas inmediatamente después del
procedimiento de detención ya citadas, merecen mencionarse las rea-
lizadas ante la seccional policial de la zona, donde se les comunicó
qne la detención de Hngo Daniel Fortunato fue llevada a cabo por
fuerzas conjuntas; las efectuadas ante el Ministerio del Interior,
ante quien se formó el expte. N? ]84.586, con resultado negativo;
las misivas dirigidas a los entonces Comandantes en Jefe de las
Fuerzas Armadas y sobre las que obran constancias fotocopiadas
y relatadas por el testigo; las que son agregadas a las actuaciones
y la presentación de un recurso de hábeas corpus con resultado
negativo.

No está probado que Hugo Daniel Fortunato haya recuperado
su libertad.

Ello así, en virtud de los dichos -de sus familiares más cerca-
nos quienes son contestes en negar tal hecho. Recuérdese que los
testimonios de los vecinos de la víctima, a quien conoCÍan desde su
infancia, coinciden en señalar que ésta, luego de haber contraído
matrimonio, seguía trabajando en el estudio contable de su padre,
y había fijado su residencia muy cerca de allí (ver declaraciones
de Elena G. Simslc de Fortunato y de Hugo A. Fortunato) lo que
.evidencia un gran apego y una comunicación contínua con su gru-
po familiar.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Rugo
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Daniel Fortunato fue dcsarroIládo de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N9 114: VACA DE FORTUNATO, HELENA GRACIELA

Está probado que Elena Graciela Vaca de Fortunato fue privada
de su libertad el dia 21 de abril de 1976 por un grupo armado de
personas que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.
en su domicilio sito en la calle Muüoz 1144, de la localidad bonae-
rense de. San Miguel.

Asi resulta de lo testimoniado por Juan Agustín Malta, ya ci-
tado, quien refiere haber visto a la víctima cuando era conducida
a una camioneta cubierta con una lona, a las 15 horas de ese día;
por Marta Mada Madariaga de Díaz, quien narra haber escuchado
los gritos de la víctima clamando por su abuela, y habeda visto
cuando era llevada con la boca atada con una gruesa cinta y atados
sus cabellos y mallOS y por Beatriz Fernándcz de Realli, vecina de
la víctima como los testigos anteriores, quien escuchó que una per-
sona a quien lIev~ban detenida profirió gritos clamando por su
abuela.

Ese grupo de personas estaba, integrado por personal de las
fuerzas armadas o de seguridad que actuaba bajo el comando ope-
racional del Comando de Institutos Militares.

Al. respecto, han de reiterarse las razones expuestas en el caso.
anterior.

Luego de su detención se hidcron gestiones en .procura de su
paradero y libertad.

Cabe remitirse, también en este caso, a las consideraciones ver-
tidas en el caso anterior.

Por otra parte no está probado que Elena Graciela Vaca de For-
tunato haya recuperado su libertad.
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En efecto, remitiéndonos a los testimonios brindados por los
testigos del hecho, vecinos de la víctima, de ninguno de ellos surge
que haya ocurrido tal circunstancia. Por otra parte, de los testimo-
nios de los familiares de su esposo, también desaparecido, surge tal
negativa.

En cuanto al conocimiento qu~ pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almiran-
te Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima Helena Graciela Vaca de Fortunato y sobre cuya base
debían. haber fonnulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
la Armada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos
si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno al arma
que comandaban. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, corno no sea el dato puramente
objetivo de su con1andancia del arma con posterioridad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Helena
Graciela Vaca de Fortunato fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 115: BONA, EDITH AIXA

No está probado que Edith Aixa Bona fue privada ilegítimamen-
te de la libertad, el día 27 de agosto de 1980.

En efecto, la nombrada al declarar an1:e la Comisión Nacional
sobre la Desaparición de Personas, refiere dicha circunstancia, agre-
gando que el.hecho se produjo aproximadamente a las 7,30 en la vía
pública por un grupo armado vestido de civil, el cual la condujo
secuestrada en un a~tomóvil, obligándola a dejar a su criatura de
dieciocho meses de edad, que en ese momento llevaba consigo, a~
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.cuidado de una vecina. Agrega que fue conducida a Campo de Mayo.
donde fue reiteradamente golpeada durante dos días, fecha en que
es trasladada al Penal de Villa Devoto, quedando a disposición del
Juzgado Federal N~ 1.

.No obstante, lo expuesto no alcanza para acreditar esta cuestión
de hecho, en atención a la carencia de otros elementos de corrobo~
ración. Obra además agregado el expediente N~ 41.370, del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N? ID,
Secretaría Ni 130, caratulado: "Recurso de hábeas corpus inter-
puesto en favor de Edith Aixa María Bona Esteves", iniciado con
fecha 1~de septiembre de 1980 por el padre de la víctima, en el. cual
consta que a fs. lO el Comando en Jefe del Ejército informó que
la beneficiaria del recurso se encontraba detenida desde el 28 de
agosto, a disposición del Juzgado Federal en turno. Tal circunstan-
cia es también informada por la Policía Federal a fs. 13 del citado
recurso, y certificada por el Actuario a fs. 14 y 16, surgiendo que la
nombrada se hallaba detenida a disposición del Juzgado Federal
N~2, Secretaría N? 4 en causa N? 14.124, inslruída por infracción
.a la ley 20.840, lo que motivó que a fs. 17, con fecha 9 de septiembre
de 1980 se rechazase el recurso. De la certificación del referido expe-
diente N~ 14.124, surge que Edith Aixa Bona Estevez fue condenada
con fecha 12 de agosto de 1983 a la pena de catorce años de reelu-
sión por. infracción a la ley 20.840, tenencia de armas, tenencia
ilegítima de "documentos y asociación ilícita; posteriormente con
fecha I~ de diciembre de 1983 se deelaró la amnistía y se sobreseyó
definitivamente en la causa y respecto de la procesada. Con fecha
20 de octubre de 1984 se deelara la nulidad de tal resolución y con
fecha 25 de mayo de 1985 se resuelve suspender la tramitación de
.dicha causa hasta que se dicte pronunciamiento en los presentes
actuados.

Tampoco se encuentra acreditado que Edilh Aixa Bona Este.
vez fuera sometida a algún mecanismo de tortura.

Ello en virtud de que sus dichos vertidos en tal sentido, no
:son corroborados por ningún olro elemento de juicio.,
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CASO N~ 116: GUADIX, GERVASlO MARTIN

'545

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el scñor Fiscal
en cuanto solicita la absolución dc los proccsados rcspecto de este
caso, lo que así se resolv:erá.

CASO N~ 117: BRID, JUAN CARLOS

Está probado que el 7, de noviembre de 1977, en horas de la
madrugada, Juan Carlos Brid fue privado de su libertad en su do-
micilio sito en Besares 1079 -entre Madcro y 9 dc Julio- de la
localidad de San Fernando, Provincia dc Buenos Aires, por un grupo
de personas armadas.

Ello en virtud de los testimonios vertidos ante el Tribunal por
EIsa Marina Gianetti de Brid, Eva Eisa Brid de Peralta y Roberto
Carlos Peralta, esposa, hija y yerno, respectivamente, quienes habi-
taban con él y declararon en forma concordante en la Audiencia
oral. En el mismo sentido lo,hizo la primera a Es. 1 de autos N? 25.979
del Juzgado en Jo Penal N~ 1 del Departamento Judicial de San Isi-
dro, caratulados "BRID, Juan Carlos y Brid, Jorge David, víctimas
de privación ilegal de libertad", agregados a la causa.

Todos coinciden, aL relatar las circunstancias de tiempo, modo
y lugar en que cuatro o cinco personas armadas, con vestimenta
civil y anunciándose como Policía Federal, -pero sin acreditarlo, ingre-
saron a su domicilio, al tiempo que un grupo más numeroso perma~
necía en la calle, en ]a que habían estacionado cinco automóviles;
revisaron la casa durante aproximadamente dos horas, sin encon-
trar las armas que pretextaban buscar y lo llevaron esposado, intro-
duciéndolo en uno de los vehículos, Ello Juego de un tiroteo de pro-
porciones, 9ue los testigos explican se prod~jo porque los vecinos
intentaron defenderlos, confundiendo a los captores con ladrones.

Está probado que a Juan Carlos Brid se )0 mantuvo cIandesti-
tinamente en cautiverio en Mansión Seré donde operaban personal
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dependiente de la Fuerza Aérea. (eonfr. dichos en la Audiencia de
Alejandra Tadei).

Tal lo que emana de la declaración prestada por su hijo en Jos
autos mencionados quien asevera que los aprehensores lo interro-
garon sobre su domicilio y él de su padre, se ausentaron por un
tiempo y regresaron con él al lugar de cautiverio que identificó ca.
mo "Quinta Seré", haciéndosclo reconocer y escuchando, luego, los
interrogatorios que le formulaban (ver fs. 45). Estos dichos con.
cuerdan con los de Daniel Romano al dec.larar ante el Tribunal, ma-
nifestando que fue secuestrado el 5 de octubre de 1977, que estuvo
junto a él en una casa con escaleras, ventanas grandes con vidrios
pintados, por un lapso de ocho a diez días, dando datos precisos ~e
su identidad, cntre otros, alrededor de sesenta años de edad, cal-
vicie pronunciada, estatura normal, delgado, vivía en San Fernando
y le manifestó su nombre completo y que era socialmente impor-
tante; también parece aludir a él, Calveiro de Campiglia al respon-
der, por exhorto diplomático, a la pregunta N? 10, refiriendo a un
hombre de apellido Brito, funcionario de la Municipalidad de' Mo.
rón, que permaneció en ese sitio hasta que fue desactivado. Corro-,
boran lo expuesto las manifestaciones de las testigos individualiza-
das con anterioridad, quienes recuerdan que supieron de su estadía
en el lugar referido, por Jos dichos de Jorge David Brid.

Integra el plexo probatorio lo que surge de la causa N~ 25.979, del
Juzgado en lo Penal N~ 1, del Departamento Judicial de San Isidro,
d~ndese investiga la privación de la libertad del causante y de su hijo
Jorge David, ya que éste refirió detalles de su cautiverio, junto con
su progenitor Juan Carlos Brid, individualizó a otra persona compa-
ñera de cautiverio como a Oscar Federico Winkclman, reconoció el
lugar, labrándose el acta respectiva (eonfr. fs. 59/88, 85 Y 93/95, res.
pectivamente del citado procesaL siendo fotografiado el inmucble
donde estuvieron cautivos (fs. 140/160) y valorándose los dichos de
los testigos Juan Car!os Mandan, Cristina Noemí Elizal'de dc Tuc.
glos, Simón Petccci, lrma Dora Caproli de Petecc,i, Julio Fermín
Lara y Osear Luis Lara (confr. 188/190, 195/196, 198/199, 200/201,
210/211 Y 212/213) los que, en términos generales se refirieron a las
actividades de los ocupantes de ese inmueble conocido como "Man.
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slOn Seré':, donde en ocasión se oían gritos o tiros, o se vio correr
a personas desnudas, perseguidas por otras personas. El Instituto
Municipal de Previsión Social informó en esos autos sobre los pa-
sos dados desde ese ámbito para efectivizar la entrega del inmue-
ble a la Fuerza Aérea, obedeciendo a un pedido de cesión del "bien
firmado por el Brigadier General Graffigna, por lo que le es cedida
en comodato (confr. fs. 325/327).

Está probado que durante 'el tiempo de detención se le impu-
sieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Los testigos que pasaron por el lugar coinciden en cuanto a las
condiciones de vida, en que permanecieron esposados, vendados sus
ojos, privados de movilidad, sin posibilidad de contacto con el ex-
terior, con escasa y poco nutritiva alimentación, compartiendo la
misma bandeja de comida tres personas y, en ocasiones, los mis-
mos cubiertos, sin poder satisfacer elementales necesidades de hi-
giene personal y menos aún habitacional; no podían cambiar su
ropa, no contaban con peines, cepillos de dientes, ni toallas. Nada
pennite suponer qúe quien nos ocupa, haya sido exceptuado de este
tratamiento.

No está probado que Juan Carlos Brid haya recuperado su li-
bertad. Tanto su hija, yerno y esposa, en las declaraciones testimo-
niales prestadas ante el Tribunal, como su hijo, Jorge David Brid,
en causa 25.979, manifiestan que no volvieron a verlo, haciendo du-
dar de su supervive~cia el deficiente estado de salud en que se
hallaba al ser detenido.

Corroborante de lo dicho es su dec.Iaración "de fallecimiento pre-
sunto, por el señor juez Federal, Carlos Enrique Lupi, inscripta en
el Registro del Estado Civil y la Capacidad de las Personas de la
Provincia de Buenos Aires en acta N? 195, folios 149/50, según tes-
timonio exhibido por su esposa en la audiencia y cuya fotocopia,
certificada por el actuario, se agregó a la caúsa.

De los elementos probatorios adquiridos en el curso de dicha
causa, no emerge que se haya materializado sustracción alguna en
perjuicio de Brid.
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Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido a
mecanismos de tortura.

Su hijo, en los autos referidos, y en el curso de su declaración,
según consta a fs. 51, relata haber oído los lamentos de su padre
en dos oportunidades, cuando era sometido al denominado "subma-
rino", consistente en colocarle una bolsa de polietilcno en la cabeza,
cerrarla herméticamente y dejársela hasta que ya no pudiese respi-
rar. Integran la prueba las manifestaciones de Daniel Romano en la
audiencia, en el sentido que Juan Carlos Brid. llegó muy agitado a la
habitación, refiriendo "haber sufTido dicho tormento.

Está probado que luego de su detención, se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
de su libertad.

Su esposa relata haber efectuado la búsqueda inhuctuosa en
]a Comisaría de San Fernando y en Jos hospitales de la zona, lo que
corroboran los demás testigos citados en el punto que antecede.

En el ámbito judicial, promovió la acción "GIANOTTI, EIsa
Margarita, interpone recurso de hábea~ corpus en favor de Juan
Carlos Brid y otros", expediente N~ 20.561, del Juzgado Penal N~ 1
de San Isidro, fotocopiado a fs. 1/8, del expediente individualizado
en el punto anterior, luego remitido, por incompetencia, al Juzgado
de Instrucción Militar N~ 1, que lleva el N~ 5.124.245 Y se reitera, se
encuentra agregado a estas actuaciones como prueba instrumental.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

A fs. 8 del expediente individualizado en el punto primero, obra
el informe del Comisario Inspector Jefe de la Comisaría de San Isi-
dro, haciendo saber que cn el Comando en Jefe del Ejército no cxis~
tcn antecedentes a su respecto.

En cuanto a la mendacidad de los informes requeridos oportu-
namente con motivo de la acción de hábeas corpus antes citada,
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debe expresarse al respecto que quien firma la respuesta al reque-
rimiento judicial lo hace en nombre del Ejército, por lo que encon-
trándose la llamada "Mansión Seré" en el ámbito de la Fuerza Aérea
Argentina, se concluye que no se encuentra acreditada la posible
mendacidad del mismo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Juan Carlos Brid fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 118: BRID, JORGE DAVID

Está probado que cl 6 de octubre de 1977 siendo aproximada-
mente las 20,. Jorge David Brid fue privado de su libertad en las
inmediaciones de las calles Uruguay y Corrientes, Capital Federal,
por un grupo de personas armadas.

Ello surge de sus declaraciones en los autos individualizados cn
_el caso que antecede (fs. 17 y 41/46), corroborados en cuanto a las
circunstancias ~e tiempo por los testimonios que ante el Tribunal
vertieran su madre, hermana y cuñado, quienes relatan. que el mis-
mo salió de su casa el día 6 a tratar condiciones de un trabajo que
le fuera ofrecido, sin regresar.

Está probado que a Jorge David Brid se lo mantuvo clandes-
tinamente en cautiverio en "Quinta Seré", donde operaban fuer-
zas pertenecientes a la Fuerza Aérea.' Prueba de tal operar es, en
su parte pertinente la reseñada en el caso anterior, complementada
con lo que surge de sus declaraciones obrantes a fs. 41/52, 54/55 Y
77 vta./78 del expediente N? 25.797, donde-describe el lugar y cl mo-
v{miento de las guardias en forma concordante con numerosos tes-
tigos que sufrieron allí su privación de libertad. Entre otro~, Ro-
mano, Ramella, Cardozo, Fernández y Tamburrini. Respecto del lu-
gar de cautiverio, refiere que se trataba de una casa a~tigua, de
dos plantas, con escalera de madera, en forma de "L", con seis de-
pendencias de diversos tamaños; saliendo de la que él ocupaba, don-
de se aplicaba picana, se encontraban hacia la derecha la cocina y
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hacia la izquierda el baño, los vidrios de las ventanas estaban pin-
tados, de modo tal que obstruían la visión al exterior. En una opor-
tunidad en que se encontraba en el recinto que oficiaba de archivo,
por un postigo roto; pudo divisar, hacia afuera, un descampado, ár-
boles cerca de la casa, grandes eucaliptos, un paredón pintado de
blanco y a la distancia de entre 400 y 500 metros, una ruta de doble
circulación, de tránsito fluido. En ocasiones se divisaban haces de
luz emanados de lo que supuso reflectores, que partían de las pare-
des y oyó ruidos propios de un ferrocarril. En cuanto al personal,
distinguió guardias integradas por tres y dos personas, que respon-
d.ían a los nombres de "Lucas" y "Tino", y periódicamente recibían
la' visita de un grupo mayor, que llevaba a cabo los interrogatorjos,
al que todos. temían y denominaban "la pesada". Recordó que el día
en que fue aprehendido, desde el vehículo se anunciaban por radio
al referido lugar de destino llamándole "Atila". Se han acumulado
a los autos suficientes elementos de juicio como para tener por
cierto que en el predio ubicado en Bias Parera N? SO, de la Jocali.
dad de Castelar, Partido de Morón, Prov.incia de Buenos Aires, exis~
tió la denominada "Mansión Seré" o "Quinta Seré" o centro de de-
tención "At.i1a", donde actuaban fuerzas abocadas a la lucha con-
tra la subversión, pertenecientes a la Fuerza Aérea Argentina. A
fs. 242/5 de los autos mencionados en el caso anterior, obra "oficio
del Presidente del Instituto Municipal de Previsión Social dando
cuenta que dicho ente es propietario del inmueble referido, desde
el año 1949, cuya adquisición se efectuó para la construcción de
viviendas, destino que en diciembre de 1976 no se había concretado.
El 22 de noviembre de 1976, el entonces Intendente Municipal de
,la Ciudad de Buenos Aires, Brigadier Osvaldo Cacciatore, autorizó a
cederlo en comodato a su requerimiento, al Comando en Jefe de la
Fuerza Aérea, con destino al alojamiento del personal de la men~
cionada Brigada, contrato que se firmó el 17 de diciembre del mis~
mo año, sin plazo y con obligación de restituirlo dentro de los 90
días de serIe requerido. Agrega que en mayo de 1978 el Instituto
tomó conocimiento de su abandono por la Fuerza Aérea, sin comu-
nicación alguna, encontrándolo desocupado y totalnlcnte desmante.
lado, con deterioro del 80 por ciento de la construcción e instala-
ciones. EllO de agosto de 1979 se llevó a cabo la restitución Il)ate-
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rial del inmueble y la indemnización pertinente. Se encuentra agre-
gado al legajo el expediente N~ 189.255/76 de la Municipalidad de
la Ciudad de Buenos Aires con la documentación respectiva. Los
testigos Noemi Elizalde de Tueglo, Simón Petecci, Julio Fermin
Lara y Osear Luis Lara, vecinos de la finca, relatan tanto ante el
Tribunal como en los autos mencionados al declarar a fs. 195/196,
198/199, 200/201, 210/211 Y 212/213, respectivamente, que entre los
años 1977 y 1978 era común escuchar disparos de armas de fuego
en el interior del predio y que a mediados de 1978 se produjeron
dos incendios que destruyeron la mayor parte de I la vivienda. El
último de los nombrados relata haber visto en el lugar soldados
con vestimenta de la Fuerza Aérea.

Retomando el tema relativo al paso de Jorge David Brid por el
're,ferido lugar, cabe destacar la coincidencia significativa del -episo-
dio que, relata, lo tuvo por protagonista, de haber bebido su orina
del zapato, luego de una sesión de tortura, por temor a recibir nue-
vos golpes~-en caso de solicitar agua a la guardia y que fuera obser-
vado por un compañero de pieza apodado "el Gallego", con el refe-
rido ante el Tribunal por Guillermo Marcelo Fernández, quien ase-
vera que en la Casa era conocido por tal apelativo, y, sin saber dar
.,.su nombre, dijo que pertenecía a un compañero de cautiverio que
vivía en la zona y cuyo padre también estaba detenido. Avalan sus
dichos, las declaraciones que ante el Tribunal, vertiera Alejandra
Tadei, otra de las personas que fuera alojada en el lugar en la mis.
ma época, en quien puede identificarse la joven rubia, de ojos cla-
ros, ajedrecista, detenida por error y liberada al poco tiempo, una
de las dos mujeres integrantes del grupo y que el "Gallego" afir-
mara conocer (ver fs. 49/50). Cabe computar corno prueba, el reco-
nocimiento que, de "Mansión Seré" efectuara in situ, de todo lo
que quedó constancia en el expediente antedicho, a fs. 93/95.

.Finalmente, adquieren el valor de serio indicio los dichos ver-
tidos en la audiencia oral por el Brigadier (R) César Miguel GÓluez,
Jefe de la VII Brigada Aérea con asiento en Morón, en el sentido
que "Mansión Seré" estaba en la zona de seguriaad de aquélla y,
por ende, estaba a su cargo el patrullaje periódico del área.
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Está probado que durante todo ese tiempo, estuvo sometido a
condiciones inhumanas de vida y alojamiento .

. Se dan aquí por reproducidas las consideraciones efectuadas en
.el caso quc antecedc.

Está probado que Jorge David Brid fuc libcrado el día 3 dc.
nOviembre dc 1977.

Ello por las constancias de ]a causa de menClOD y por los di-
chos de su madre, de su hermana y de. su cuñado, al testimoniar
en audiencia.

Está probado que en ocasión
algún mecanismo de tortura.

de su cautiverio fue sometido a
I

Siempre en los mismos autos, refiere haber recibido, ya en el
trayecto hacia él lugar donde .permanecería en cautiverio, golpes
con armas, y llcgado a aquél, golpes cn todas partes del cuerpo
con las manos y los pies, especialmente en la cintura, cabeza y el
estómago, haber soportado aplicaciones de picana. mientras se in-
tent,!,ba ahogar sus gritos con una almohada, en las zonas genitales,
boca y encías, en una oportunidad hasta desvanecerse, lo que mo-
tivó ]a presencia de un médico. Los testimonios de sus parientes que
declararon en la audiencia pública, lo describen, a su regreso, como
una persona física y psíquicamente anulada, "un muñeco", "un ro-
bot", que aún en la fecha de sus testimonios no había logrado la
recuperació[l' Tales expresiones merecen credibilidad por su coinci-
dencia con el resto de las víctimas que estuvieron cautivas en di-
cho lugar.

Está probado que durante su detención se hicieron gestiones
ante autoridades en procura ;de la averiguación de su paradero y
de su libertad.

Ello por los fundamentos vertidos al tratar el punto homónimo
del caso que antecede.
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Está probado que con motivo de una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

Tal lo que surge del hábeas corpus interpuesto en su favor indi-
vidualizado en el caso que antecede, y en el que, a fs. 8, obra una
~espucsta común tanto para el requerimiento formulado respecto
de su padre, como al suyo en el sentido que, en el Comando en Jefe
del Ejército, no existen antecedentes.

,De las constancias adquiridas en la causa no se encuentra acre-
ditada ]a sustracción denunciada, sin que elemento alguno de con-
vicción permita afirmar lo contrario.

En cuanto a la posible mendacidad en la respuesta a un reque-
rimiento judicial es del caso remitirse a lo expuesto, en el caso
anterior, para concluir que ella no existió.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Jorge David Brid fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 119: GARRITANO, ALBERTO CARMELO

Está probado que Alberto Carmelo Garritano fue privailo de su
libertad el 17 de enero de 1978, en horas de la noche, en su domi-
cilio de Boedo 669, 8? piso, Depto. A, de esta Capilal, por un grupo
de personas fuertemente armadas.

Ello surge de manera incontestable del "informe secreto" obran-
te a fs. 1/3 y del "confidencial" de fs. 72, ambos del expediente 57/
351 del Consejo de Guerra Especial Estable N? 1/1, earatulado "Al-
berto Carme]o Garritano, acusado de asociación ilícita calificada",
agregado a ]a causa, donde consta, en el primero, que "con motivo
del operativo antisubversivo cumplido el 17 de enero de ]978 se
detuvo ... " a la persona que nos ocupa; y en el segundo, que" va~
rías personas armadas ... procedieron al secuestro del nombrado",
consignando como origen de la información el Batallón de Tnteli-
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gencia 601, a ello se suma la respuesta que,' con carácter "RESER-
VADO", da el entonces Comandante del Primer Cuerpo de Ejército
al pedido del Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Ins-
trucción N? 3, Secretaría 110, en expte. 34.694/78, caratulado "Tróp-
poli de Garritano, Marta Lidia s/denuncia por privación ilegítima
de libertad en perjuicio de Garritano, Alberto Carmelo", también
agregado a la causa, donde reitera, a fs. 37, que el nombrado fue
detenido el 17 de enero de 1978 en averiguación de la posible comi-
sión de ilícitos, agregando que "finalizada la investigación _prelimi-
nar", fue puesto a disposición del Consejo de Guerra Especial Esta-
ble, el 20 de julio de ese año". El hecho fue explicitado por la vÍC-
tima en la audiencia.

Está probado que parte de su cautiverio, transcurrió en "Man-
sión Seré", donde actuaba personal de la Fuerza Aérea y en la que
fue sometido a ll1ccanismos de tortura. Ha de tenerse por cierto
que durante el período comprendido entre el 17 de enero de 1978
y el 2 de junio del mismo año, fecha en que fue puesto a disposi-
ción del Poder Ejecutivo Nacional, permaneció privado de su liber-
,tad en condiciones que distan de ser las previstas por la ley. La
fecha de dicha privación, surge de los infonncs referidos en el pun-
to anterior y de sus declaraciones. ante el Tribunal, así como de las
de su esposa y las del portero del edificlo en que vivía (a fs. 1 y 3,
respectivamente, del expte. mencionado en segundo término). En los
mismos autos, a fs. 15, refiere haber sido conducido y encapuchado
a una casa antigua, explicitando. en la audiencia, que constaba de
dos plantas, que en ella subió escaleras de madera, que la rodeaba
un parque, que creyó identificarla al ver una fotografía publicada
en el diario "La Voz" y que, en el reconocimiento efectuado por el
juez Federal de Morón, pudo cerciorarse que en ese lugar, denomi-
nado "Mansión Seré", ubicado en la calle Bias Parera en el límite
entre Ituzaingó y Castelar había sufrido -sus primeros días de cau-
tiverio, hasta el 31 de marzo de 1978, donde los prisioneros se cu-
brían con mantas de la Fuerza Aérea," había personal armado y en
la que era frecuente oír disparos, gritos y lamentos.

Está probado que" en ocasión de su cautiverio fue objeto de
algún mecanismo de tortura.
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En dicho lugar, según su propio relato, fue atormentado me-
diante una serie de golpes de puño, arrinconado contra una pared
puesto en posición de cuclillas sufriendo un 'simulacro de fusila-
miento y, finalmente, sujeto a un elástico y humedecido, soportó
descargas eléctricas Dlediante aplicación de picana. Quienes fueron
recluidos en el Jugar, en la misma época, corroboran s'!Js dichos.
Entre ellos, Daniel Enrique Rosomano, quien sostiene que nadie
fue exceptuado de tortura, constándole directamente en el caso de
Garritano, por haber o.ído sus gritos; Guillermo Marcelo Fernández
lo sabe por habcr estado en la pieza destinada a interrogar con ese
método, y similar es el conoc'imiento que de ello posee Tamburrini.
De ello manifestó poseer secuelas.

No obstante, oportunamente ha de tratarse la excepción de cosa
juzgada iMerpuesta por la defensa del Brigadier Mayor Orlando
Ramón Agosti, en la audiencia oral del día 6 de junio pasado.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Alberto. Carmelo Garritano fucron desarrollados de acuerda al pro-
ccdcr descripto en la cuestión de hccho N~ 146.

CASO N~ 120: ClNQUEMANI, CONONSAVERIO

Está probada que el 23 de octubre de 1977, a las 2 de la ma-
ñana, aproximadamente, Conon Saverio Cinquemani fue privado de
su libertad en su domicilia de Humaitá N~ 7163, de Capital Feder.al,
por un grupo de personas armadas.

Ello, surge de sus propias declaraciones, concordantes con las
de su vecina Herminia González de Gallarga, vertidas en la audien-
cia. Relata Cinquemani que el día 22 ó 23 de octubre concurrie-
ron a su domicilio entre 10 y 15 personas armadas, vestidas de civil,
que se .identificaron como policías, a las 2 de la mañana aproxima-
damente, y luego de fuertes golpes a la puerta y permitido que
les fue el acceso, se lo llevaron detenido en una camioneta, espo-
sado y vendado.
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Por su parte, ]a testigo Herminia González de Gallarga, expresa
domiciliarse frente a la casa de Cinquemani y que a fines de octu-
bre de 1977, siendo la 1 de la mañana aproximadamente, un grupo
indeterminado de personas, que no pudo distinguir correctamente
por la existencia de un árbol que le cubría parcialmenté la visual,
golpearon fuertemente a la puerta de la morada del damnificado
y se lo llevaron en una camioneta ubicada just~mente debajo de
su ventana, por la que estaba mirando.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y de su liberla\!.

Ello en virtud del hábeas corpus 10.748, del Juzgado de Pri-
mera lnstancia en lo Criminal de Sentencia Letra uD" agregado a
autos -y al que refiere al deponer- agregando que otro fue inter-
puesto por la Asociación Argentina de Actores y un tercero por la
Embajada de Italia.

A Conon Savcrio .Cinqucmani se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en "Mansión Seré" donde actuaba personal depen-
diente de la Fuerza Aérea.

Relata al respecto, en la audiencia oral, que estuvo en un
lugar que no parecía una dependencia policial, que por los ruidos
que escuchó había pájaros y árboles, los vidrios de las ventanas
estaban pintados, por un orificio donde ]a pintura se había sal.
tado, veía una esquina y un pino y en ese lugar estuvo con Taro.
burrini, Femández, Astiz, y un imprentero de la época de 'Calabró,
cuyo nombre no recordó, pero en él puepe identificarse a Ramella.
Por su parle Tamburrini y Fernández .declaran en la audiencia oral
haberlo visto en dicho lugar. El primero asegura haber compartido
los. últimos quince días de privación de libertad del sujeto pasivo
de este caso.

En ocasión de su cautiverio fue sometido a mecanismos de
tortura.

En sus declaraciones relata haber soportado descargas eléclri.
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cas de picana en tres oportunidades con pies y manos atado,s y ,con
el cuerpo previamente humedecido, aumentando paulatinamente el
voltaje: golpes en todas partes; en una oportunidad una golpiza en
la que participaron 10 p~rsonas, y en otras el procepimiento que
dieron en llamar "submarino".

Dice haber compartido momentos de tortura con Tamburrini y
éste relat~ haberlo ,Jisto regresar a la pieza que compartía, en muy
mal estado, con marcas, nerviosismo y ansiedad, y haber oído su
relato de los tormentos. recibidos, todo ello, luego de escuchar sus
gritos durante la sesión. Fernández manifiesta que, en el periodo
que compartieron su situación de prisioneros, las torturas eran prác-
ticamente diarias, se oían gritos y el ruido característico del filncio-
namiento de la picana.

Durante todo ese tiempo se le impusieron condiciones inhuma-
nas de vida y de alojamiento.

Tal el consenso de las personas que pasaron por. el lugar, y que
fueran detalladas al tratar el punto en el caso 117.

Señala, al respecto, que era habitual que le colocaran un revól-
ver en' la sien y gatillaran sin que saliera el d~sparo, con el fin de
infundirle temor.

Canon Saverio Cinquemani fue liberado el día 22 ó 23 de diciem-
bre de 1977.

Ello por sus declaráciones en la audiencia, concordantes con los
dichos de Tamburrini, quien sitúa temporalmente el hecho entre el
20 y el 23 de diciembre.

Por otra parte, no se encuentra acreditado que en el momento
de su aprehensión le fueron sustraídos de su domicilio diversos obje-
tos de valor.

En efecto, si bien relata que de su casa, en esa oportunidad, se
llevaron numerosos libros, grabadores, algunos cassettes y el dinero
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de Ja recaudación del reparto de ese día de la Empresa Sapcor, don-
de trabajaba como supernumerario, no se allegó a la causa elemento
corroborante que permita tener por probado tal extremo.

>
Por úTtimo, surge dc autos, que los hechos que damnificaron a

Canon Savcrio Cinquemani fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en Ja cuestión de hecho N~ J46.

CASO N~ 121: FERNANDEZ, GU1LLERMO MARCELO

Está probado que el día 21 de octubre de J977, aproximadamente
a las 3, Guillermo Marcelo Fernández fue privado de su libertad en
su domicilio sito en Humberto Primero 329 de Morón, Provincia de
Bu~nos Aires, por personas armadas.

Los dichos de sus padres, Rafael Sabino y Ofelia Aidee Datis de
Fernández, y de su hermano Gustavo Sergio Fernándcz; así como
los suyos, concuerdan en que ese día y hora, un grupo de alrededor
de 10 personas, se presentó en su domicilio, por la fuerza se fran-
queó la entrada y, luego de identificarlo, se alejaron llevándolo con-
sigo en una camioneta, tipo pick up, integrando el operativo 3 Ó 4
automóviles más. La versión de su padre es similar a la que brin-
dara eJi los autos N? 25.979 (fs. 137/38 ratificada a fs. 330/335), agre-
gados a la causa.

Durante su detención s~ hicieron gestiones ante ~utoridadcs en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Sus padres declaran haber mantenido entrevistas con autoridades
de la Base "El Palomar", a la vez que formularon reclamos al Minis-
terio del Interior a través de las "Madres de Plaza de Mayo".

En el ámbito judicial, Rafael Sabino Fernández Canteli presentó
],ábeas corpus ante el Juzgado Penal de Morón a cargo del Dr. March,
Secretaría N'? 3, tramitándose el expediente N'? 10.819, rechazado el
día 2S de octubre. De inmediato formuló denuncia ante la Comisa-
ría H de Morón, donde se instruyó sumario por privación ilegal de
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libertad elevándose al Juzgado antedicho, que sobreseyó provisional-
mente, en autos 10.973, agregados a la causa.

A Guillermo Marcelo Fernández se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en "Mansión Seré" donde actuaba personal de la Fuerza

Aérea Argentina.

Ello por la descripción del lugar que efectúa, concordante con
las características de la casa: una escalera ancha, de madera, que
conducía al primer piso, que varias veces limpió, con aproximada-
mente diez escalones luego de un descanso (oyó el bullicio de una
calle con tránsito fluido, parque, árboles grandes, un camino de tie~
Tra hacia la izquierda de la casa). Escuchó claramente "Atila" en las
cO:£!1unicacionesradiofónicas, oyó el ruido de ocho vagones de un
tren cruzando periódicamente el paso a nivel, que identificó como
el Ferrocarril Sarmiento. Avalan sus manifestaciones, las vertidas
ante el Tribunal por las personas que nombra como compañeros de
cautiverio, todos coincidentes, en especial al relatar su huida de la
casa, Rossomano, Tamburrini y García. Da mayoi crédito a su depo-
sición el hecho de que haya declarado que en ningún momento supo
que torturaran a Ramella. Recuerda que hubo dos chicas detenidas,
al igual que Jorge David Brid, del que relata, en forma concordante,
el episodio de la orina y el zapato referido al analizar el caso 118.
Añade que había en ella un reflector que, en ocasiones, utilizó para
satisfacer los deseos de la guardia de jugar al "combate", que vio en
la cocina platos con la insignia de la Fuerza Aérea, que dos de los
integrantes de las guardias eran "Lucas" y "Tino", que designaban
al grupo interrogador "la patota", a la que pertenecía "Raviol" y

cuyo jefe era "Huguito".

En ocasión de su cautiverio fue sometido a mecanismos de tor-

tura.

Ante la audiencia relata haber sufrido diversas sesiones de tor-
mentos, una de ellas, que recuerda como la más terrible, consistió
en aplicaciones de picana eléctrica mientras otras personas le salta-
ban encima, que a raíz de ello se le fueron cayendo las uñas y que
conserva marcas aún hoy. En otra oportunidad, se refiere a golpes
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con gomas en la espalda hasta adquirir el aspecto "de un tablero de
ajedrez"; asimismo relata que una guardia, bastante adicta 'a las cos-
turnbres de lila patota" se entretenía quemando a los prisioneros con
cigarrillos y se molestaban al ver que no lloraban. Lo corroboran sus
compañeros de cautiverio al testimoniar ante el Tribunal, Abrigo
relata que oyó cuando lo torturaban; Tamburrini que lo hicieron
salvajemente, que fue el más torturado de la casa en la época en
que él estuvo; Ramella señala que lo reintegraban a la pieza con el
cuerpo lleno de moretones, y que, en ocasion~s, irrumpió en el lugar
la guardia y lo patearon estando en el suelo. Su padre habla de las
secuelas que tenía 'en su cuerpo cuando lo entrevistó en el exterior
a poco de su huida.

Durante todo ese tiempo fue sometido a condiciones inhúma-
nas de vida y alojamiento.

Todos los que pasaron por el lugar las sufrieron en circuns~
tancias similares, en lo que concuerdan: imposibilidad de movi~
miento, despojo de vestimenta, indisponibilidad de un lugar privado
y demás circunstancias puestas de manifiesto al tratar el caso 117.

Guillermo Marcelo Fernández fugó de su encierro el día 24 de
marzo de 1978.

Sus compañ~ros de evaSlOn, su padre y hermano y él mismo,
las. personas a quienes intentaron robar el auto, la señora que le.
facilitó el dinero para irse, coinciden en las circunstancias de modo,
tiempo y ,lugar de la fuga.

Irma Dora Caporali de Petecci, relata que en la madrugada del
24 de marzo oyó ruidos, y con su esposo e hijos se asomaron y
vieron en .la calle que su automó,vil había sido empujado. Su cón~
yuge, Simón Petecci, refiere el hecho en términos similares y ase~
gura haber visto cuatro cabezas detrás del mencionado vehículo.
Corroborante de lo antedicho es la declaración de Noemí Elizálde
.de Tueglo en el sentido que en la madrugada del Viernes Santo de
1978 hubo en la zona un despliegue muy grande de soldados y co-
menzó a circular una patrulla de la Policía de la Provincia de Bue.
nos Aires.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Guillermo Marcelo Fernández fueron desarrollados de acuerdo al
proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

.- ::g¡
CASO N? 122: GARCIA PAGLIARO, ADRIAN HORACro -. -~

i
Está probado que Adrián Horacio Garela Pagliaro, empleado de

la División Seguros de Vida de la Caja Nacional de Ahorro y Segu-
ros! fue privado de su libertad el 28 de marzo de 1977, a las 17,30
horas, aproximadamente, en las inmediaciones de esa institución,
sita -en calle Hipólito Yrigoyen 1750, Capital Federal, por un grupo
de person~s armadas, con vestimenta civil.

Dicha circunstancia se encuentra acreditada por los testimonios
contestes de Osvaldo Rugo De Negri, Angel Carmelo Ramundo y
Juan de Dios Quesada, concordantcs con lo manifestado por su
madre, como recogidos entre sus compañeros de trabajo, todos ver~
tidos ante el Tribunal, en el sentido que fue aprehendido en mo-
mentos en que se disponía a reingresar a su lugar de trabajo. Com-
pleta el cuadro probatorio el telegrama colacionado donde se le
comunica su suspensión provisional en el empleo a partir del 29 de
marzo de 1977, que sucedió a tres intimaciones, incumplidas, a pre-.
sentarse al mismo; y copia del acta de exposición formulada por su
madre ante las autoridades de' la Caja de Ahorro, agregados en
autos.

Por otra parte, ias circunstancias de tiempo, lugar y modo en
que el secuestro se produjo -relatada por los testigos- son inex-
plicables sin mediar la certeza de impunidad que se resume en la
existencia de "área libre". .

Está probado que Adrián Garela Pagliaro fue privado de su
libertad por personal que dependía operacionalmente de la Fuer:t¡:a
Aérea Argentina.

Ello merced a los dichos vertidos ante el Tribunal por su com-
pañera de trabajo Carmen Graciela Floriani en el sentido que, du~
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rante la privación de libertad, los captores la interrogaron sobre su
conocimiento de la víctima, manifestándole que también estaba allí
detenida. Si bien no se ha podido acreditar esta circunstancia, tal
aseveración adquiere relevancia probatoria a los fines de determi-
nar el origen de las fuerzas, se advierte que "Mansión Seré" .~e
el destino común de la mayoría de los empleados de Caja de Aho-
rro secuestrados en esos años, entre ellos, a más de la nombrada,
Daniel Enrique Rosomano, Conon Saverio Cinquemani (caso 120) y
Alejandro Marcos Astíz (caso 283).

No está probado que Adrián Horado GarCÍa Pagliaro haya recu-
perado su libertad.

\.
No existe constancia alguna, ni testimonial ni de ninguna otra

naturaleza, que permita siquiera presumirlo.

No se encuentra acreditada ]a sustracción que se denuncia, ya
'que los elementos de convicción adquiridos no permiten arribar a
distinta conclusión.

Está probado que luego de su detención, se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad.

Su madre declara haberse entrevistado con el presidente de la
Institución, Coronel (R) Enrique Walter, con el Sr. Cuencia, Jefe
de Seguridad de la Caja, en el ámbito eclesiástico con Monseñor Pío
Laghi, con Monseñor Graselli y con el Cardenal Primatesta, acudió
al Ministerio del Interior y en el Comando en Jefe del Ejército con
el Sr. Villareal. Asimismo, se encuentra agregada a la causa la do-
cumentación por ella aportada, a saber: tarjeta de trámite otorgada
por la Secretaría de Estado de Gobierno, con fecha 16,de junio de
1977, donde constan las fechas de las entrevistas realizadas a tal'
fin; carta del jefe del Departamento Seguridad del Ministerio del
Interior, de fecha S de marzo de 1982, comunicándole que Jos trá~
mites relacionados con el paradero de la víctima arrojaron resultado
negativo; carta del mismo organismo, de fecha 16 de marzo de 1981,
con similar texto; otra el 30 de noviembre de 1979 y otra del 8 de

•
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julio de 1977, siempre en sentido negativo; nota del Presidente de
la Conferencia Episcopal Argentina, Cardenal Francisco Primatesta,
comprometiéndose a interponer sus gestiones en procura: de una
respuesta; nota del nuncio 'Apostólico Monseñor Pío Laghi, en la
que consigna que señalará su problema a las autoridades pertinentes.

En el plano judicial interpuso el recurso. de hábeas corpus
N9 14.525 ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Cri-
minal de Instrucción N? 21, Y el N? 44.252 ante el Juzgádo de Pri-
mera. Instancia en lo Criminal de Instrucción N!?4, ambos agrega-
dos en autos, así COlllO la causa por privación ilegal de su libertad
que lleva el N? 13.339, al que se acumuló el 13.058, éste último del
Juzgado de Instrucción 14, Secretaría N9 143 Y el primero de la
Secretaría N!? 165.

Está probado que con n10tivo.lde una solicitud judicial la auto~
ridad requerida contestó negativamente.

El Comando del Estado Mayor Conjunto, a fs. 10 vta. del há-
beas corpus n? 14.525, informa que en ese Comando no existen an-
tecedentes de su persona, y a fs. 11 del mismo, el Ministerio del
Interior que, consultadas todas las dependencias subordinadas de
esa cartera, las mismas inforrparon que por esos nombres y apelli-
dos no se encuentra detenida persona alguna. En el n? 4.252, a fs. 4
del Ministerio del Interior informa que no ha dictado medidas res-
trictivas de la libertad en la persona del causante, y a fs. 6 el Co-
mando en Jefe del Ejército, que en él no existen antecedentes con

relación al mismo.

Correspond~ aclarar a este Tribunal que la mendacidad impu-
tada al Brigadier General Graffigna, al Teniente General Viola y
al Almirante Lambruschini corresponde a un error de hecho, lo que
así se deja establecido, a sus efectos.

Por último surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Adrián Horacio García Pagliaro fueron desarrollados de acuer-
.do al proceder descripto en la cuestión de hecho n!? 146.
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CASO N~ 123: FRIGERIO, ROSA ANA

Está probado que Rosa Ana Frigerio fue privada de su liber-
tad el día 25 de agosto de 1976, de su domicilio ubicado en la calle
OJm'arría 4521 de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires, por un

lo • grupo armado, perteneciente a la Armada Argentina.

En tal sentido al declarar en la audiencia y en el expediente
N~ 930 del Juzgado Federal N~ 1 de Mar del Plata, sus padres Ro-
berto Frigerio y Antonieta Contessi de Frigerio, refieren que su hija
se encontraba recuperándose de una intervención quirúrgica, pos-
trada y enyesada, cuando fue sacada de su domicilio .en una am-
bulancia, por un grupo que se identificó como perteneciente a la
Marina, 10 que se corrobora por elementos que más adelante ,se
habr'án de reseñar .

. Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante auto~
ridades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

,
Al respecto, sus progenitores manifiestan que luego de ser pri~

vada de su libertad su hija, concurrieron al Episcopado, a la Iglc.
sia de Mar del Plata y a_la Base Naval de 'dicho lugar, donde luego
de varias negativas se les informó que se encontraba detenida en
tal unidad militar.

Obra agregado ef recurso de hábeas corpus N~ 767, interpuesto
por la madre de la víctima ante el Juzgado Federal de Mar del
Plata con fecha 2 de febrero de 1976, en el que a fs. 13 luce el in-
forme producido por el Jefe de la Base Naval Mar del Plata, Capitán
Juan José Lombardo, quien afirma que Rosa- Ana Frigerio se en.
con traba detenida a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, por
encontrarse incursa en actividades subversivas.

También está probado que a Rosa Ana Frigerio se la roan tuvo.
ilegítimamente privada de su libertad en la Base Naval de Mar del
Plata, que dependía operacional mente de la Armada Argentina.
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Ello surge de los dichos de sus padres, quienes afirman haber
concurrido a dicho sitio en varias oportunidades en las que si bien
tuvieron contestaciones contradictorias, un teniente auditor de ape-
llido Gullo y el Capitán Pertusio le informaron que su hija se en-
contraba detenida en la citada unidad.

El Comandante de la Base, en ese entonces Capitán Juan José
Lombardo informó que la nombrada se hallaba detenida a disposi-
ción del Poder Ejecutivo Nacional, al Juzgado Federal N? I de Mar
del Plata, y posteriormente el nombrado citó a sus padres a la 'Base
el día 31 de marzo de 1977 (conf. copia de citación obrante a fs. 18
del recurso de hábeas corpus N? 767) donde junto con el Capitán
Pertusio les informó que su hija había estado detenida' en esa Uni-
dad y había muerto en un enfrentamiento cuando fue conducida
junto con otro detenido a identificar una casa en la que se presumía
había subversivos, hecho acontecido el 8 de marzo de 1977.

Está probado que Rosa Ana Frigerio fue muerta el 8 de marzo
de 1977 mientras ,se encontraba en cautiverio, conforme se ha ex.
presado más arriba.

Obra a fs. 287/288 copia de su partida de defunción (expte.
N? 930).

Al declarar en la audiencia José Ebrain (ex miembro de la Po-
licía) y Miguel Celedonio Presa, empleado del Ministerio de Gobier-
no, manifiestan que el día 8 de marzo de 1977 fueron anoticiados
de un enfrentamiento de fuerzas. militares y subversivos ocurrido
en la estancia Villa CeJina, adonde concurrieron, pudiendo comprobar
la, existencia, fuera de la casa, de dos cadáveres, uno masculino y
otro femenino.

Las circunstancias del enfrentamiento en la versión que a los
padres de la víctima dieron los ,miembros de la Base, lo que emerge
del dicho de los testigos recién citados, la situación de detención
en que se hallaba la víctima en el momento del hecho y su estado
de salud que obliga a tenerla enyesada en buena parte de su cuerpo,
el horario en que ocurrió el episodio, la falta de constancias docu-

{
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lllentales de éste, el incumplimiento por parte del personal de la
Marina de las disposiciones contenidas en el Placiútaraj75 relativas
a la muerte de personal detenido, la ausencia de heridos entre los
mielnbros de la Armada, hacen que no pueda tenerse por cierto el
presunto enfrentamiento o que, en el mejor de los casos, se haya
usado a la sujeto pasivo como escudo o enviado directamente a la
muerte ante una agresión armada. En todo caso, todos los elemen.
tos de convicción que se han citado hacen que se deba reputar
que su muerte fue buscada de propósit9 y a ella fue llevada abso.
lutamente indefensa.

En este hecho no se ha probado el número de personas que
intervino.

Por último, surge de autos, que los hechos que danlnificaron
a Rosa Ana Frigerio fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N? 124: YUDY, FERNANDO FRANCISCO

Está probado que Fernando Francisco Yudy fue privado de su
libertad el dJa 15 de septiembre de 1976, de su domicilio ubicado
en la calle Rivadavia 3139 de la ciudad de Mar del Plata, Provin-
cia de Buenos Aires, por un grupa armado, perteneciente a la Ar-
mada Argentina.

Ello resulta de los dichos de su madre Ilda Ana Daseville de
Larrain vertidos en la audiencia y ante el Juzgado Federal N9 1 de
Mar del Plata, en los autos N? 930, caratulados: "FRIGERIO, Ro-
berto y otros s/denuncia" (conf. fs. 138)" donde refiere que el gru-
po estaba integrado por aproximadamente ocho personas con uni-
forme de fajina, salvo uQ_aque vestía de civil, quienes manifestaron
que era una patrulla militar. Dicho grupo pertenecía a la Armada, de
acuerdo a los elenlentos que más adelante se analizarán.

Lo expuesto encuentra corroboración en el testimonio de la
hernlana de la víctima, Victoria Paulina Yudy, quien además agre-
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ga que cuando el grupo se retiraba llevándose consigo a Fernando
Francisco, se asomó por una de las ventanas de la casa y observó
que afuera había otras personas tan1bién uniformadas y una ca.
mioneta de color verde.

Luego de su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura dé ]a averiguación de su paradero y de su libertad.

Su madre, la señora Daseville de Larrain manifiesta que con.
currió a la Agrupación de Artillería 601 (GADA601) donde tuvo dos
entrevistas con .el Comandante de la unidad Coronel Barda quien
le confirmó que su hijo se encontraba detenido. Lo expuesto encuen-
tra corroboración en lo~ dichos del hermano de la nombrada Nino
Jorge Daseville quien se encontraba presente en la primera entre-
vista, y por el escribano Julio Roberto Grébol, an1igo de la familia
y en cuyo estudio trabajaba la víctima, quien acompañó a la señora
Daseville de Larrain en la segunda de las entrevistas.

La nombrada también refiere haber hecho gestiones ante el Jefe
de la Base Naval de Mar del Plata, recibiendo como contestación
una carta de fecha 26 de noviembre de 1976 firmada por el Co-
mandante Juan Carlos Malugani en la que expresa que su hijo se
encontraba detenido a disposició.n del Poder Ejecutivo Nacional
por' encontrarse incurso en actividades subversivas. Posteriormente
recibió otra carta del siguiente Comandante de la Base, Capitán de
Navío Juan José Lombardo, de fecha 25 de febrero de 1977 quien
le expresaba lo mismo que en la anterior. La señora de Larrain
aportó dichas cartas al Tribunal. obrando además copias de ellas
a fs. 143 y 145 del expediente N9 930 del Juzgado Federal N? 1 de
Mar del Plata. En dicho expediente también obra a fs. 146 una co-
pia de una carta enviada a la nombrada por el Ministerio del Inte-
rior de fecha 15 de marzo de 1977, donde se informa que Fernando
Francisco Yudy no se encontraba detenido a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional.

También está probado que. a Fernando Francisco Yudy se lo
mantuvo ilegalmente privado de su libertad en la Base Naval de
Mar del Plata, que dependía operacionalmente de la Armada Ar-
gentina.
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Su madre afirma haber concurrido a dicha unidad donde' cl
segundo jefe de apellido Ortiz le manifestó que su hijo. se encon-
traba detenido.

Ello encuentra córroboración en las cartas remitidas por los
Comandantes Malugani y Lombardo, antes mentadas.

Está probado que Fernando Francisco Yudy fue muerto mientras
se encontraba privado ilegítimamente de su libertad .

..
Ello surge de los dichos de su madre quien afirma que con-

currió el día 31 de marzo de 1977 a la Base Naval Mar del Plata,
citada por su Jefe el Capitán Juan José Lombardo, el que junto
con el Comandante de la Base de Submarinos de apellido Pertucio
le comuní'có que a su hijo lo habían matado sus propios compañe.
ros cuando éste condujo a personal militar a una casa que había
sindicado como guarida de subversivos el día 8 de marzo de 1977.
Que idéntica suerte corrió Ana Rosa Frigerio (caso ]23) quien
iba con Yudy. Posteriormente concurrió a la Comisar.ía de Peralta
Ramos donde le fue exhibida una fotografía de su hijo. A tal lugar
fue acompañada por su hermano Nino Jorge Daseville, quien avala
dicha circunstancia. A fs. 144 del expediente N? 930 del Juzgado
Federal N? 1 de Mar del Plata obra glosada la copia de la partida
de defunción de la víctima.

Al declarar en la audiencia José Ebrain (ex miembro de la Po-
licía) y Miguel CeJedonio Presa, empleado dcl Ministerio de Go-
bierno, manifiestan que el día 8 de marzo de .1977fueron anoticiados
de un enfrentamiento de fuerzas militares y subversivos ocurrido en
]a estancia Villa Celina, adonde concurrieron, pudiendo comprobar
]a existencia fuera de la casa que se encontraba totalmente destruida,
de dos cadáveres, uno masculino y otro femenino.

Caben aquí, con relación a ]a muerte de Yudy y sus circuns-
tancias calificantes, las TIlismas reflexiones que se hicieron -salvo
las relativas a su estado físico- respecto de Ana Rosa Frigerio,
tanto en cuanto a la forma del hecho cuanto a la falta de constancia
del número de intervinientcs.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Fernando Frartcisco Yudy fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N~ 146.,

CASO N~ 125: ARESTIN CASAIS, SALVADOR

Está probado que el doctor Salvador Arestin Casais fue privado
de su libertad el día 6 de julio de 1977, siendo aproximadamente
las 20, de su estudio jurídico ubicado en la calle 9 de julio N~ 3908
de la ciudad de Mar del Plata, por un grupo armado que dependía
de la Fuerza Aérea Argentina.

Ello surge de los dichos vertidos por su"hermana María Pilar
Arestin la que si bien no presenció el hecho, refiere que se enteró
de éste a, través de los doctores Pablo Osvaldo CopoJa y Roberto
Cangaro quienes fueron testigos oculares, junto con la secretaria
Cristina Calvo y su novio. Manifiesta que .en la fecha y lugar indica~
dos ingresaron 'al estudio de su hermano dos personas jóvenes,
que se encontraban armadas y luego de amenaza~ a los presentes,
golperon a su hermano en el cuero cabelludo con la culata de un
arma y se lo llevaron en un automóvil blanco.

Lo expuesto encuentra corroboración en los dichos de Marta
Haydee García Candelqro, quien afirma haber compartido su cauti~,
verio con la víctima para la fecha del episodio, en una pase de la
Fuerza Aérea.

Durante su detención se hiCieron gestiones ante autoridades en'
procura de la averiguación _de su paradero y libertad.

Su hermana asevera que como la víctima era española, recurrie-
ron al Consulado de su país de origen. También hicieron gestiones
ante el Colegio de Abogados de Mar del Plata y presentaron tres re-
cursos de hábeas corpus, todo con resultado negativo.

Obra agregado el informe suministrado por el Juez Federal de
Mar del Plata, Doctor Eduardo Julio Pettigiani de 'fecha 17 de
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mayo del corriente, del que surge que. ante ese Tribunal tramitó
el recurso de hábeas corpus N9 3696 interpuesto en favor de Sal-
vador Arestin, en el cual con fecha 17 de octubre de 1984 se resol-
vió declarar la incompetencia y se remitió al Consejo Supremo de
las Fuerzas Armadas. La hermana del Dr. Arestin también refiere
haberse entrevistado con el padre Gregario Feliciano Espeche de
la orden de los Padres Capuchinos de Mar del Plata, luego de lo
cual recibió una nota del nombrado informando que su hermano
se encontraba en Sierra Chica como preso político. f!i- posteriori se
entrevistaron con el padre Enrique Pablo Vialino, capellán de la
penitenciaría quien al ver una fotografía de la víctima creyó re-
conocerla.

Al declarar en la .audiencia los dos clérigos referidos aceptan
haber tenido entrevistas con la familia de Arestin y haberse ocupado
de averiguar la suerte que éste había corrido, sin. éxito. El padre
Espeche agrega que quizás se apresuró a mandar la nota mentada
a la familia Arestín, con el ánimo de fundar una esperanza, per.o
con una información que sólo le constaba por los dichos de un co-
nocido de la par::oquia que frecuentemente viajaba a Sierra Chica.

También está probado que a Salvador Arestín Casais se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Base Aérea de Mar del
Plata, que dependía, operacionalnlente de la Fuerza Aérea.

La hermana de la víctima manifiesta que en el año 1983 se
comunicó telefónicamente con ella la señora Marta Haydeé GarCÍa
de Candeloro quien le comunicó que estando detenida en dicho
lugar, al que denominaba "la cueva", vio que en la noche del 6
de julio de 1977 trajeron detenido a un grupo de abogados de Mar
del Plata, entre los que se encontraba el Dr. Salvador Arestín Casais.

Al de.clarar en la audiencia, la psicóloga GarCÍa de Candeloro
confirma dicha circunstancia, agregando que la víctima tenía una
herida en la cabeza, lo cual se compadece con. el relato que acerca
de la detención prestara María Pilar Arestín. Agrega además que
tuvo oportunidad de hablar con el Dr. Arestín, y afirma estar segura
que se trataba de la Base Aérea Mar del Plata por conocer perfecta-
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mente la dudad y por una serie de detalles, entre ellos el continuo
desplazamiento de aviones y por el emblema de la Fuerza Aérea gra-
bado en una toalla con la cual se limpió la cabeza ensangrentada a
Areslín y que ella fue obligada a lavar.

No obstante lo expuesto, dicho lugar había sido cedido al Grupo
de Artillería de Defensa 601, del Ejército Argentino. Sobre el par-
ticular esta Cámara hace expresa remisión a las consideraciones
efectuadas al tratar el caso 126.

No está probado que durante su cautiverio fuera sometido a
algún mecanismo de tortura.

Marta Haydeé Garda de Candeloro afirma que en el lugar
todos los detenidos eran sometidos a torturas consistentes en pa-
saje de corriente eléctrica mientras eran interrogados y que el pro-
pio Arestín, a quien vio en condiciones lamentables, le había dicho
que había sido torturado.

No obstante, lo expuesto, se encuentra huérfano de otros elem~n-
de corroboración, por lo que no alcanza por sí sólo a acreditar este
aspecto.

Tampoco está probado que Salvador Arestín Casais recuperara
su libertad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento con-
victivo.

Con relación al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General LeopoJdo Fortunato GáItieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
víctima Salvador Arestín Casais y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción .

.. ',-H~
••.~.I~j

En cuanto a los Comandantes de la Armada y del Ejército mal
puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se tiene pre-
sente que se tratQ de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto de
los Comandantes de la Fuerza Aérea no existe elemento alguno,
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como no sea el dato puramente objetivo' de su comandancia del
.arma con posterioridad a la detención, que permita acreditar con
fehaciencia tal extremo.

Por último,' surge de autos, que el hecho que damnificó a Sal-
vador Arestín Casais fue desarrollado de acuerdo al proceder des-

I
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 126: GARCIA DE'CANDELORO, MARTA HAYDEE

Marta Haydée de Candeloro fue privada de su libertad el 13 de'
junio de 1977, de su domicilio particular, sito en la Provincia del Neu-
quén, por un grupo armado perteneciente a la Policía Federal.

Ello surge de los dichos de la propia v.Íctima, quien refiere"
que poco antes presenció cómo se llevaban a su esposo, el doctor
Jorge Candcloro, de su estudio juridico. Luego, al regresar a su
casa, notó que estaba ocupada por cinco o seis personas ar¡;nadas,
vestidas de civil, quienes la amenazaron, a ella y a sus hijos, y
luego ]a llevaron en una camioneta con las inscripciones de' la
Policía Federal.

Tal circunstancia aparece corroborada con el testimonio de la
psicóloga Maria Angélica Gariboldi de Obranich, colega y amiga
de la víctima, quien presenció el hecho.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y de. su libertad.

Al declarar en la audiencia el hermano de la víctima, Raúl Al-
berto García, y los suegros Nicolás Candeloro y Amclia Troiano
de Candeloro, manifiestan que al enterarse del hecho concurrieron
a ,la Delegación de la Policía Federal en la Provincia del Neuquén,
donde se les informó que la seiiora de Candeloro y su esposo se
encontraban detenidos en dicha dependencia. Agregan que también
realizaron gestiones ante las tres armas en Mar del Plata y en Bue-
nos Aires, ante la Cruz Roja y la Comisión de Derechos Humanos.
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Obra agregada la reeonstrucción del recurso de hábeas corpus
N? 17.079 del Juzgado en lo Penal N? 3 del Departamento Judicial
-de Mar del Plata interpuesto en' favor de ]a víctima y su esposo,
en julio de 1977.

También está probado que a Marta Haydée García de Candeloro
se la mantuvo clandestinamente en cautiverio en la Delegación de
la Policía Federal de la Provincia del Neuquén y en la Comisaría
Cuarta de la ciudad de Mar del Plata, que dependían operacional-
mente del Ejército l' en una dependencia de la Base Aérea de la
citada ciudad cedida por la Fuerza Aérea al Ejército Argentino. Más
abajo se hará referencia a esta última cuestión.

Ello se desprende del testimonio brindado por la víctima que
rclata los períodos en que permaneció en tales centros y .1a forma
.cn que conoció sus nombres.

Su hermano, Raúl Alberto García, y los suegros Nicolás Can-
deloro y Amelia Troiano de Candeloro, relatan que en la Delegación
,de la Policía Federal de la Provincia del Neuquén se les informó que
.efectivamente ella sc encontraba detenida junto con su marido, y
en varias oportunidades les llevaron ropa y alimentos.

Al declarar en la audiencia Oscar Bernardino Granieri, relata
. .baber permanecido privado de su libertad desde febrero hasta no-
viembre de 1977 en la Comisaría cuarta de Mar del Plata, donde
conoció a la señora GarCÍa de Candeloro, quien se encontraba en
su lnisma situación. Tal circunstancia ap.arecc avalada por los di-
chos de su cónyuge, la señora Lidia Mabel Wilson de Granerí, que
.afirma que al concurrir a 1a citada dependencia a visitar a su ma-
rido vio a la señora de Candeloro en dos oportunidades, a quien
proporcionó alimentos, y comunicó tal circunstancia a los suegros
-quienes deponen en igual sentido.

También al deelarar el doctor José Pedro Méndez Huergo, ma-
nifiesta haber sido vecino del matrimonio Candeloro en Neuquér¡ y
haberse enterado de sus privaciones de la libertad por medio de un
.comerciante vinculado con la Policía Federal, persona que le afirmó
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que estuvieron detenidos en la Delegaeión de la Policía Federal de
Neuquén y luego trasladados a Mar del Plata.

Está probado que Marta Baydée Garda de Candeloro reeuperó
su libertad el 8 de diciembre de 1977.

Ello surge de los dichos de la víetima y de los de su hermano,
Raúl Alberto, y su padre, Benjamín Raúl, quienes relatan que para
esa fecha concurrieron a la Comisar.ía Cuarta de Mar del Plata, ci~
tados por el Comisario Cerreti, y se llevaron a la nombrada, luego
de firmar una constancia de libertad.

No está probado que durante sus detenciones fuera sometida a
algún mecanismo de tortura.

En efecto, si bien la víctima afirma que mientras permaneció
en .Ia Base Aérea de Mar del Plata fue sometida reíteradamente a
pasajes de corriente eléctrica en diversas partes del cuerpo. tal cir-
cunstancia no aparece corroborada por ningún otro elemento de
juicio, atento la falta de testigos presenciales o de otras personas
que afirmen haber sido sometidas. a similares vejaciones en dichos
centros de detención.

En ocasión de su cautiverio se le impusieron condiciones in-
humanas de vida y alojamiento.

La v.íctima manifiesta que durante el tiempo en que permaneció
detenida en distintos centros, las condiciones de vida resultaban
infrahumanas, permaneciendo por largos períodos sin ingerir ali~
mentas, atada y eneapuehada, y durmiendo en pequeñas celdas o
incómodos lugares. Además las condiciones sanitarias eran defi-
cientes.

Su relato aparece verosímil en la medida que sus familiares
afirman que debieron llevarle a la Delegación de la Policía Federal
de Neuquén, primer lugar de detención, ropa y alimentos.

Lo mismo ocurre con 10 manifestado por c.1 testigo Osear Ber-
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nardino Granieri, quien como se dijo compartió su cautiverio con
1':1 víctima en la Comisaría Cuarta de Mar del Plata, en el sentido
que cuando la conoció ésta se encontraba en muy mal estado, y
que haCÍa tres días que no comía por lo que le suministró alimen-
tos que le mandaba su esposa Lidia Mabel Wilson de Graneri, quien
al declarar confirma tal circunstancia.

Está probado que fue objeto de algún delito en su propiedad.

La víctima refiere que una vez que fue aprehendida, un grupo
se quedó en su domicilio de Neuquén. Al salir en libertad y concurrir
a dicho sitio notó que estaba ocupado por personas armadas, desa-
poderado de distintos efectos y cometido destrozos en la biblioteca
y mobiliario.

El testigo doctor José Pedro Méndez Huergo avala dicha circuns~
tancia, agregando que escuchó disparos dentro del domicilio de la
señora de Candeloro, como si estuvieran tirando al blanco e incluso,
más adelante constató personalmente los daños que habían producido
en la casa y el robo de muebles.

La asistencia técnica del procesado Orlando Ramón Agosti, en
oportunidad de tratar en su alocución los casos 125, 126, 127 Y 128,
relacionados todos ellos con el centro de detención que funcionó
en la Base Aérea de Mar del Plata, ("La Cueva" o ¡'Viejo radar") ~
hizo especial hincapié en la circunstancia de que en dicha unidad
se había cedido una instalación en desuso a la Fuerza Ejército,
más precisamente un viejo radar, para descanso de las patrullas
que realizaban el itinerario existente entre la ciudad y el asiento
natural de aquéllas, o sea el Grupo de Defensa Aérea 601 del Ejér-
cito distante a varios kilómetros.

Tales aseveraciones se ven corroboradas en autos por los testi~
monios del Brigadier Mayor Miguel Angel Oses y del Comodoro
(R.E.) Ernesto Agustoni, vertidos en la audiencia.

El primero de los nombrados señaló que el Jefe de la Base Aé-
rea Militar de Mar del Plata, Ernesto Agustoni, había proporcionado
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un local al. Jefe de la Guarnición de Ejhcito de esa ciudad. Tal
manifestación se apuntala con lo declarado por .el Comodoro (R.E.)
Ernesto Agustoni, quien indicó que efectivamente cl Jefe dcl Regi-
miento de Artillería Antiaérea, Coronel Alberto Pedro Barda, había
solicitado una dependencia para descanso y escala de las patrullas
del Ejército.

Ahora bien, llamado a prestar declaración en estas actuacio-
nes, Barda se negó' a deponer amparándose en la garantía contem-
plada en el art. lB de la Constitución Nacional.

Ante esta circunstancia, el Tribunal, por pedido de la defensa
de Agosti, solicitó como medida para mejor proveer la remisión
del expediente del Juzgado de Instrucción Militar -Fuerza Aérea-
en el cual había prestado declaración el mencionado Barda.

Es asi como se recibe el sumario N? 5.157.412 (FAA), del Juz-
gado de Instrucción Militar N? 12 -Fuerza Aérea-, instruido por
"BATTAGLIA, Alfredo Nicolás y otros s/denuncia", que fuera ini-
ciado cl 19 de agosto dcl año en curso, en el cual prestó declaración
Alberto Pedro Barda -fs. 101- y reconoció expresamente que en su
carácter de Jefe de la Agrupación de Artillería de Defensa Aérea 601,
con asiento en la localidad de Mar del Plata (Camet), y de común
acuerdo con el Jefe de la Base Aérea de ese momento, Comodoro
Agustoni, le fue cedida la instalación de un radar de vigilancia. a
fin de facilitar a la agrupación el cumplimiento de la misión im-
puesta por la superioridad en la lucha contra la subversión, en el
período 1976 y 1977.

Fácil resulta colegir que no cabe atribuirle a la Fue.rza Aérea
ninguna ingerencia en dicho lugar, pues ha quedado demostrado
que el mismo era utilizado por el Ejército.

Finalmente cabe poner de manifiesto que si bien Marta Haydée
Garda de Candeloro dice haber visto en dicho lugar utensilios con
la inscripción Fuerza Aérea Argentina, en modo algum;> modifica
lo precedentemente expuesto ya que es dable suponer que tales
efectos fueron facilitados a los ocupantes de las instalaciones.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 577

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Marta Haydée GarCÍa de C\mdeloro fueron desarrollados de acuer-
do al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N~ 127: CANDELORO, JORGE

Está probado que el doctor Jorge Candela ro fue privado de su
liber~ad el día 13 de junio de 1977, mientras se encontraba en su
estudio jurídico ubicado en la calle Buenos Aires N'? 275 de la ciu-
dad de Neuquén, provincia del mismo nombre, por un grupo ar- "-
mado perteneciente a la Policía Fedenil.~

Su esposa, la psicóloga Marta Haydée García de Candeloro ma~
nifiesta que en la fecha y lugar indicados, siendo aproximadmnente
las 17, al retirarse del estudio de su marido, escuchó gritar que 10
secuestraban, viendo que era ~onducido esposado por un grupo ves~
tid,o de civil que se identificó como perteneciente a la Policía Fe-
deral. Agrega que el grupo estaba integrado por aproximadam~nte
cinco individuos, los que se marcharon en una camioneta con ins~
cripciones de la Policía Federal.

Lo expuesto aparece corroborado con el testimonio de la psico~
pedagoga María Cristina Biecker, quien compartía el mismo espacio
laboral con la víctima y presenció el hecho, refiriendo que ,escuchó
a Candeloro cuando era conducido, que manifestaba "son de la Poli-
da Federal, me están llevando".

También la psicóloga Graciela Silvia Coerelli compartía el estu-
dio con la víctima y con María Cristina Biec~er, y refiere que si
bien no se hallaba presente en el momento del" hecho, se enteró
de éste al día siguiente por intermedio. de la secretaria.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Al declarar en la audiencia, sus padres Nicolás Cand~loro y Ame~
Ha Troiano de Candeloro, manifiestan que al enterarse del hecho
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VIajarOn desde Mar del P~ata, donde residían, hasta Neuquén, acom-
pañados por Raúl AIQ~rto García, hermano de su nuera Marta Hay-
. dée García de Candeloro (caso 126), concurriendo a la Delegación
dt~la Policía Federal de dicha provincia, donde se les informó, luego
de algunas negativas, que Jorge Candeloro y su esposa se encontra-
ban detenidos en dicha. dependencia. De vuelta en la ciudad de Mar
del Plata, afirma haber realizado gestiones ante las tres armas y
ante la Comisión de Derechos Humanos y la Cruz Roja.

Obra además agregada la reconstrucción del recurso de hábeas
corpus N? J7.079 interpuesto en favor de la víctima ante el Juzgado
en lo Penal N° 3 del Departamento Judicial de Mar del Plata, de
fecha julio de 1977.

También está probado que a Jorge Candeloro se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en la Delegación de la Policía Fede-
ral de la ciudad de Neuquén, que pertenecía operacionalmente al
Ejército, y en una dependencia de la Base Aérea de Mar del Plata
que había sido cedida al Grupo de Artillería de Defensa Aérea 601,
del Ejército Argentino. Sobre este último particular, el tribunal re-
mite a las consideraciones efectuadas en el, caso 126.

Lo demás se desprende de los dichos de su mujer, Marta Hay-
dée García de Candeloro, que relata los períodos en que compartió
su cautiverio con su esposo en los citados lugares y la forma en
que "logró conocer sus nombres.

Además, sus padres Nicolás Candeloro y Amelia Troiano de
Candeloro, y su cuñado Raúl Alberto García, refieren que al con-
currir a la Delegación de la Policía Federal en la ciudad de Neu~
quén, "se les informó qu~ la _víctima, junto con su esposa, se encon-
traba detenida en dicha d~pendencia.

También el doctor José Pedro Méndez Huergo, vecino del ma~
trimonio Candeloro, manifiesta haberse enterado por intermedio
de un comerciante conocido que estaba vinculado con mierribros
de la Policía Federal, que éstos habían sido detenidos y l~ego de
haber permanecido en la Delegación de la Policía Federal en la
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ciudad de Ncuquén, fueron trasladados a la ciudad de Mar del
Plata.

Está probado que Jorge Candeloro murió el 28 de junio de 1977,
mientras se encontraba en cautiverio.

En tal sentido luce a fs. 3 del expediente reconstruido N~ 17.079
el informe del Ejército Argentino al Juzgado Penal 3, del Departa-
mento Judicial de Mar del Plata, la muertc de Jorge Candcloro en
la fecha indicada, ocurrida cuando era trasladado en un vehículo
afectado a las Fuerzas Armadas y a raíz dc un íntento de éste de
fugarse, aprovechando un desperfecto sufrido en el móvil.

La esposa de Candelol~otambién da cuenta de su muerte, aun-
que afirma que ella se produjo como consecuencia de una larga
sesión de tortura a que fue s<;>metido,de la cual ella escuchó sus
gritos 'de dolor.

Frente a tan escaso cuadro probatorio,' resulta forzoso con-
cluir en que no se encuentra acreditado que esta muerte haya sido
la consecuencia del accionar violento de sus captores.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Jorge
Candeloro fue desarrollado de acuerdo al proccder descripto en la
cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 128: CENTENO, NORBERTO 'OSCAR

Está probado que el doctor Norberto Osear Centeno fue pri-
vado dc su libertad el día 7 de julio de 1977, en las proximidades
de su estudio jurídico, sito en la ciudad de Mar del Plata.

Ello surge del tcstimonio brindadó por su hija, la doctora Ma-
ría Eva Centeno, quien si bien manifiesta no haber presenciado el
hccho reficre haberse enterado de él a través de un empleado del
estudio dc su padre de apellido TomageJli.
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Lo expuesto, encuentra corroboración en el testimonio de la
psicóloga Marta Haydée García de Candeloro (caso 126), cn cuanto
afirma haber visto a la víctima ingresar detenida en esa fecha, junto
con un grupo de abogados en la Base Aérea de Mar del Plata.

Durante su detención se hicieron gestiones .ante autoridades en
procura de la averiguac.ión de su paradero y de su libertad.

Su hija manifiesta que las gestiones fueron realizadas directa-
mente por el Colegio de Abogados, a través de Su presidente el doc-
tor Bernal, que se contactó cQn autoridades, recibiendo respuestas
. negativas.

También refiere que se interpuso un recurso de hábeas corpus
. el que obra agregado, llevando el N? 16.582 del Juzgado en lo Penal
N? 3, del Departamento Judicial de Mar del Plata, deducido con
fecha 8 de julio de 1977, pOf su madre Josefa Hebe Broudiscou de
Centeno, el que fuera rechazado con fecha 14 de julio del mismo año.

También está probado que a Norberto Osear Centeno se {o man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en una dependencia de la Base
Aérea de Mar del Plata ("Viejo radar" o "La cueva"), que había
sido cedida al Grupo de Artillería de Defensa Aérea 601, del Ejér-

/ cito Argentino. Sobre el particular, el Tribunal rcm'ite a las consi-
deraciones efectuadas al tralar el caso 126.

Lo expuesto surge del testimonio de Marta Haydée García de. ,
Candeloro que refiere que, encontrándose detenida en dicho centro,
vio una noche como traían cautivos a varios abogados de Mar del
Plata, entre los que se encontraba la víctima. No puede dudarse de
sus dichos, ya que como quedó demostrado en el caso N? 126, ella
reconoció el lugar por ser oriunda de Mar del Plata y, además, por
varios indicios como sel' un emblema de la Fuerza Aérea que vio
estampado en una toalla. Por otra parte, agrega, que no sólo escu-
chó el nombre de Centeno sino además lo vio y habló con él.

Está probado que Norberto Osear Centeno fue muerto el día
11 de julio de 1977, mientras se encontraba privado de su libertad.
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Al respecto, en el antes referido recurso de hábeas corpus
N? 16.582, el señor juez, doclor Pedro C. Federico Hooft, resolvió
con fecha 14 de julio de 1977 su rechazo, dehido a un parte policial
recibido -que no obra agregado-, mediante el cual se le comu-
nicaba haber encontrado el cadáver del amparado.

La hija de la víctima relata que la Policía le informó acerca del
hallazgo del cuerpo de su padre, ante lo cual concurrió junto con
otros familiares para su reconocimiento, que resultó positivo.

La señora García de Candeloro, por su parte, afirma que' la
"-víctima murió en la Base Aérea de Mar del Plata como consecuen-

cia de las torturas recibidas.

Frente a tan escaso cuadro probatorio, resulta forzoso concluir
en que no se encuentra' acreditado que esta muerte haya sido la
consecuencia del accionar violento de sus captores.

Por último, surge de aut?s, que el hecho que damnificó a Nor-
berto Osear Centeno fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N': 129: RAVELO DE VEGA, MARIA ESTHER

No está probado que María Ésther Ravelo de Vega, haya sido
privada de su lihertad el día 17 de septiembre de 1977, aproxima-
damente, en su domicilio de la calle Santiago N? 2815, de la ciudad
de Rosario, Provincia de Santa Fe.

En efecto, aunque los diversos elementos de juicio reunidos en
las presentes actuaciones indiquen la existencia de un suceso que
bien puede encajar en la modalidad adoptada en algunas interven~
dones ilegales de las fuerzas afectadas al accionar que se denominó
"antisubversivo", en este caso los antecedentes reunidos consisten
en indicios equívocos, contradictorios o deficitarios.

a) El inmueble de referencia había sido transferido por José
Di Benedetto y EIsa Natividad López de Di Benedetto, el 27 de
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octubre de 1976 a la firma "Lodí S.R.L.", represcntados por María
Esther Ravclo, a rilérito del poder especial irrevocable otorgado
por aquéllos, figurando como adquirente Luis Fcrnando Muiloz,
quien lo hace para dicha sociedad a título de gerente de la misma.

Por Jos dichos de Alejandra Fcrnández de Ravclo, madre de la
desaparccida, prestados ante la CONADEP, ésta pudo cnterarsc por
uno de los habitantes del inmueble en la actualidad, que había per-
ten.ecida a unos "subversivos" y que para la fecha aproximada de
la desaparición, se había realizado un procedimiento donde fue 11~-
mado el anterior propietario a reconocer un cadáver que se hallaba
en su interior, con resultado negativo, y que permaneció tres días
más allí dentro.

b) La citada depone en estas actuaciones y refiere que en la
fecha indicada, recibió una llamada telefónica en su domicilio, sito
en la ciudad de Santa Fe, donde su hija le comunicó que su esposo
(ver caso 130) se .encontraba enfermo, razón por la cual le requirió
ayuda para cuidar a su hijo de 2 ailos de edad, el que fue llevado,
seg6n le consta por' dichos de Simón Siri, pariente de ellos, a la
casa de. éste por dos personas jóvenes quienes le comunicaron que
le dejaban a la criatura por encargo de sus padres.

Agrega que concurrió al domicilio de ambos~ pudiendo obser~
val' que .con un camión militar se estaban cargando todos los obje.
tos que se hallaban en su interior.

Finaliza reseñando las diversas gestiones que hizo en procura
del paradero de su hija y yerno, recalcando que éstos eran ciegos,
y que el inmueble aún permanece en poder de Gendarmería Na-
cional.

e) Eisa María Sponsaro de Frati, vecina de los desaparecidos,
presta declaración testimonial refiriendo que sabe por dichos de su
esposo fallecido, que en el mes de septiembre de 1977, hubo un
allanamiento en dicho inmueble, y que actualmente está ocupado
por Gendarmería Nadana).
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d) Isabel Gianfeliee de Vega, madre de Emilio Etelvino Vega,
relata que tuvo conocimiento de la desaparición de su hijo, por
cuanto Fernández de Ravelo concurrió a su casa, con el nieto de
ambos, requiriéndole que lo cuidara, pues aquélla iniciaría la bús-
queda de la pareja. Agrega que luego de ésto recibió dos llamados
telefónicos; en uno de ellos, proveniente del Hospital Gutiérrez,
escuchó su voz, mas la conversación quedó frustrada por la tor-
menta que se abatía sobre la ciudad de Santa Fe donde residía.

El restante llamado lo recibiría días después, donde una voz
le anunció que la pareja se encontraba detenida en el "Tiro Federal
de Rosario", lugar al que. concurrió con resultado negat.ivo. Dice
que era numerosa la concurrencia de público para visitar a los
detenidos políticos allí alojados.

Así las cosas, se observan aquellas características enunciadas
acerca de las pruebas aquí reunidas.

Obsérvese que Sponsaro de Frati dice que ninguno de los veci-
nos a quienes les consta el operativo, o el conocimiento de los he-
chos posteriores, han afirmado que la pareja había sido detenida
en dicho sitio.

Si bien se alude a un "centro de reunión de detenidos" en el
Tiro Federal de Rosario, ningún otro elemento probatorio concu-
rre a demostrar su existencia, como que tampoco de que hayan
sido mantenidos en cautiver,io en ese supuesto sitio como en cual-
quier otro destinado al efecto.

Las restantes probanzas, además de aparecer como comenta-
rios, deducciones o interpretaciones de testigos, adolecen de equi-
voeidad. Esa ca.racterística posee el antecedente de que el matri-
monio con su hijo abandonó su v.ivienda en compañía de dos per-
sonas nlás, O que se halló en el inmueble un cadáver que los uni-
formados hicieron reconocer por el anterior propietario. La pri-
mera, nada indica; la segunda, demuestra fehacientemente que se
trata de individualizar un cadáver con rcsü1tado negativo.
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Por último, no' se ha logrado 'constatar en autos el título por
el que una repartición estatal detenta el inmueble, los motivos de
su ocupación y, consecuentemente, el retiro de los objetos que se
encontraban en su interior.

En definitiva, dichos ¡odie,ios no poseen sufi,dente valor coo-
victivo como para fundar una conclusión afirmativa.

CASO N? 130: VEGA, EMILIO ETELVINO

No está probado que Emilio Etelvino Vega haya sido detenido
el día 17 de septiembre de 1977, aproximadamente, en su domicilio,
sito en la calle Santiago N? 28.15, de la ciudad de Rosario, Provincia
de Santa Fe.

Para tal conclusión. el Tribunal ha de remitirse a ,los funda-
mentos volcados en el caso anterior.

CASO N? 131: GALDAME, CONRADO MARIO

Está probado que Camada Mario Galdame, fue privado de su
libertad entre los días 15 y 16 de' diciembre de 1978, en la, ciudad
de Rosario, Provincia de Santa Fe.

Así surge de lo testimoniado por Lidia Susana Curieses, quien
narró que en ese entonces mantenía' una 'relación sentimental con
Con rada Mario Galdame, y que el día viernes 15 de diciembre de
1978, a ]a medianoche, convino con éste en que concurriría a su
casa al mediodía siguiente -para almorzar juntos. Agrega la nom-
brada que ello no sucedió, y que un amigo de ambos, ¡'Rori" Cés-
pedes, fallecido luego en un enfrentamiento, se hizo presente en
su casa, preocupado. porque Galdarile no había. llegado esa noche
al domicilio que, compartían .

. Prosjgue su exposición manifestando que, ante la falta de no-
ticias se dirigió a la cas"ade su novio comprobando por dichos de
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terceros que allí se había producido un tiroteo a resultas de lo cual
fallecieron dos personas de contextura física pequeña. Esa versión,
dice, la tranquilizó, puesto que Conrado GaIdame era de contex-
tura robusta.

Señala que al regresar a su domicilio fue detenida y condu-
cida a un sitio, que describe, donde le informaron que Galdame se
hallaba.

Conrado Dalmaso Galdmne Pinasco, padre de la víctima, tes-
tificó que el día 17 de diciembre recibió una citación policial y
concurrió al día siguiente a la División Judicial de la Jefatura de
Policía de Rosario, donde se le informó de la muerte de su hijo.

En el mismo sentido se expresan, Roberto Felipe Galdame Pinas-
ca y Jorge Guillermo Marcone. El primero reconoció el cadáver de
su sobrino, la víctima, encontrando que presentaba un orificio de
bala a la altura de la sien, otro en la zona hepática y trazos de pro-
yectiles en la cabeza y en el" brazo derecho.

A fs. .216 del cuerpo primero de los testimonios de los autos
caratulados "Feced, Carlos Agustín y otros/homicidio, etc,", que se
encuentran agregados a esta causa, obra una constancia del Presi-
dénte del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas de la 'que sur-
ge que, de la compulsa de la documentación del proceso de refe-
rencia, Conrado Galdame ingresó detenido el día 18 'de diciembre
de 1978.

Obran agregadas a estas actuaciones como prueba instrumental
la licenda de inhumación de Conrada Mario Galdame, en la que
consta que su deceso se produjo el d~a 16 de diciembre de 1979
a las 16.

DecIa\ran testimonialmente, además, Jorge Alberto Flores y An~
gel Ruori, quienes son contestes entre' sí en que Con:r:adoGaldame
se encontraba privado de ,su libertad el día 16 de diciembre de 1978.

Existen en autos suficientes ~lementos de 'juido como para con-
siderar que Conrado Galdame fue privado de su libertad probable-
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mente en las primeras horas del 16 de diciembre de 1978, siendo
alojado en dependencias del Servicio de Informaciones Policiales de
la ciudad de Rosario.

No obstante algunas contradicciones que surgen de las pro-
banzas reunidas y que computan algunos argumentos defensistas,
lo cierto es que la valoración de las restantes piezas obrantes en
autos, tampoco permite dar por probado que se le dio muerte en
el sitio donde permanecía cautivo aprovechando la situación de
indefensión en que, por ese motivo, se encontraba.

Jorge Alberto Flores, detenido en la dependencia arriba citada,
.relata que en la madrugada del 16 de diciembre de 1978, por indio
cación del personal de custodia, suministró a Galdame agua caliente
para tomar mate, llevándole al día siguiente el desayuno y al meqio.
día el almuerzo.

Añade que por la tarde de ese día oyeron arriba del recinto
en el que se hallaba los golpes y ruidos propios de las sesiones de
tortura, luego un disparo e innlediatamente después, otra serie de
disparos, viendo ulteriormente cuando uno de los que formaba par-
te del personal policial bajó con la camisa manchada con sangre a
lavarse.

Aclara luego, que primero escuchó un disparo dentro de la pro-
pia dependencia, y después otros que daban la sensaci6n que pro-
venían de afuera, presumiendo el testigo que la guardia externa
pudo haber efectuado algunos de ellos. Concluye afirmando que se
enteró de la muerte de Galdame por las noticias periodísticas.

Angel Florindo Ruori, expresa que en horas de la tarde del día
16 de diciembre oyó un disparo de arma de fuego proveniente del
piso superior a aquél en el que se encontraba, corridas, y posterior~
mente otros disparos. Este testigo señala que le constaba la pre~
sencia de Galdame en el piso superior por los dichos de Flores.

El cuadro probatorio descripto, si bien no lleva a excluir como
verosímil que el deceso se haya producido en las circunstancias que
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relatan los testigos Flores y Ruori, no alcanza para tener por acre-
ditado que los disparos por ellos oídos fueron la causa de la muerte
de Galdame, y aun en ese hipotético caso, que ella haya ,tenido
lugar en una situación de indefensión para la víctima. Ello es así,
porque dos testigos que deponen incurren en algunas contradiccio-
nes que restan verosimilitud a sus dichos y además, porque aun
partiendo de sus versiones en, los aspectos que coinciden, ellas no
resultan suficientes como para tener por probado que se le dio
muerte en las dependencias donde estaba cautivo y mucho menos
la form~ en que ésta ocurrió. En efecto: se menciona un disparo
en el piso superior y el cadáver presenta tres. Se alude a un em-
pleado policial que tenía la camisa manchada con sangre. Esa prue~
ba es equívoca, y no adquiere siquiera el carácter de indicio, pues
no se compadece con una muerte provocada por un. disparo de arma
de fuego prevaliéndose del estado de total indefensión del occiso.
Asimismo, se oyeron disparos en el exterior, cuyo origen y destino
no se puede precisar. Por fin, si bien sobre la veracidad de Galdame
existen serias dudas, tampoco se lo puede descartar de plano, desde
que no depusieron testigos directos sobre él.

En definitiva, no se ha probado que el óbito responda a una
actividad llevada a cabo de propósito por el personal que lo tenía
cautivo ni tampoco alguna otra circunstancia que estuviera ampa-
rada por una causa de impunidad. En virtud de lo expuesto, no
puede tenerse por acreditado que la muerte de Conrado Galdame
haya respondido a alguna de las modalidades descriptas en las ~ues-
tiones. de hecho números 144 a 147. Sí responde a ellas la priva-
ción de libertad.

CASO N? 132: CONSTANZO, CRISTINA NOEMI

Está probado que Cristina Constanzo fue detenida al lnediodía
del 13 de octubre de 1976, en la intersección de las calles Matienzo
y Ocampo, de la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe.

Ello, en virtud de lo declarado testimonialmente por Carlos
Enrique Pérez Rizzo, conocido de la víctima, por haber cursado
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estudios secundarios juntos, quien relata que, en esa fecha, y por
un encuentro casual con' ella, fueron detenidos por varias perso-
na's armadas.

Corroboran tales afirmaciones, el aporte testimonial de Osear
Mario Constanzo, a quien le consta la detención de su hija Cristina
Noemí, por las referencias del padre de Pércz Rizzo, alto funcio-
nario en retiro de la policía provincial.

También está probado que a Cristina Noemí Constanzo se la
mantuvo clandestinamente en cautiverio en dependencias del Senti-.
cío de Informaciones Policiales de fa Policía de la Provincia de
Santa Fe que actuaba bajo el comando operacional del Segundo
Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que surge' de los dichos del ya citado Carlos Enrique
Pérez Rizzo, quien oyó la voz de su amiga Cristina Constanzo, cono-
ciéndola en ese entonces como "La Gorda Cristina" a quien describe
físicamente.

Lueg~ de su detención
paradero y libertad.

se hicieron gestiones en procura de su,

Ello en virtud de los dichos testimoniales de Osear Mario Cons-
tanzo, quien da cuenta de las gestiones realizadas, recreando aun un'
diálogo con un oficial del Ejército Argentino donde toma conoci-
miento que su hija e-staba catalogada en dicha arma como "una chi-
ca rebelde" y aún aportando datos sobre Jos antecedentes suyos y
de la familia que integraba. Relata además su conocimiento de la
existencia de UD? causa' penal promovida por la Embajada de Italia
en nuestro país. Avala .lo expuesto, ]a declaración de su esposa,
madre de la víctima, Angela. Morales de Constanzo, quien da cuenta
además de las gestiones que llevó a cabo ante el Ministerio del
Interior con resultado negativo.

Cristina Noemí Constanzo fue sometida a mecanismos de tor-
tura.
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Así resulta del aporte testimonial de Ana María Ferrari de Fer~
nández, expuso que al ver por' primera vez en dicho sitio a quien
supo luego se llamaba Cristina Noemí Constanzo, su cuerpo estaba
t<muy golpeado", 10 que condice con el trato generalizado que allí
se dispensaba, sobre -10,que da cuenta la prueba testimonial reunida.

El cadáver de Cristina Noemí Constanzo fue hallado en la loca-
lidad de "Los Surgentes", Provincia de Córdoba, el 17 de octnbre
de 1976 e inhumado clandestinamente como N.N.., en el cementerio
de la localidad de San Vicente d~ la misma provincia. Así surge del
resultado' de la peritación efectuada a fs. 907 de la causa N? ll-A-82
del Juzgado Federal de Córdoba, que se encuentra agregada a este
proceso.

La muerte se produjo por múltiples heridas de ,bala, mientras
la víctima se hallaba atada de pies y manos y con los ojos venda-
dos, tal como surge' de la prueba informativa agregada a fs; 152
de la causa mencionada.

De lo expuesto, se induce que la muerte de Cristina Noemí
Consta~zo fue producida por el accionar de persOI~al integrante de
las fuerzas armadas o de seguridad que actuaban subordinadas bpe-
racionalmente al IÍl' Cuerpo de Ejército y que sus autores obraron
hallándose la víctima en total estado de indefensión.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Cristina Noemí Constanzo fueron desarrollados de acuerdo al pro~
ceder descripto en la cuestión de hecho N'?,146.

CASON? 133: JALIL DRAKE, SERGIO ALDO

Está probado que Sergio Aldo Jalil Drakefue detenido el día
15 de octubre de 1976 en la intersección de la Avenida Juan José
Paso y Provincias Unidas de la ciudad de Rosario, Provincia de San~
ta Fe, por un grupo armado de personas.

Ello así, en virtud de la declaración de Osear Rubén" Rivera
Zárate, obrante en la causa 769/83 que tramita ante el Juzgado de
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Instlucción de la Octava Nominación de la ciudad de Rosario, pres-
tada por via de exhorto diligenciado en España cuyo testimonio
obra agregado a las actuaciones en las que se da cuenta del lugar
y la fecha en que se produjo la detención de lalil Drake a quien el
testigo conocía por razones de vecindad, agregando que ese grupo
estab~ integrado por tres personas armadas, que se movilizaban en
W1 automóvil blanco, agrega que JaliI vestía ropas claras.

Además, el testigo da cuenta de que otro grupo, puesto que ha-
bía varios, dio muerte a una persona del sexo femenino, a quien
"remataron" de cerca y con un arma de gran tamai'io. Finaliza
diciendo que esas personas impidieron al público que presenció el
hecho concurrir en auxilio de dicha joven.

Lo expuesto encuentra corroboración en los antecedentes reco.
gidos por Aisa Nelma Drake de 1alil, madre de la víctima, quien
describe el procedimiento de la detención de su hijo en términos
concordantes en las circunstancias de tiempo, modo y lugar a los
ya expuestos, brindando al Tribunal el noníbre de los testigos a
través de los cuales tomó conocimiento del hecho.

Por otra parte, cabe destacar que tanto Angel Roberto Piccolo,
como Carlos Enrique Pérez Rizzo, atestiguan el haber visto a JaHl
el día 16 del mismo mes y año, en dependencias del Servicio de
Informaciones Policiales de la Unidad Regional lJ de la ciudad de
Rosario.

Luego de su detención se hicieron gestiones en procura de su
paradero y de su libertad.

Al respecto, obran los dichos de la madre de la víctima quien
refiere que su hijo se había graduado de agrónomo, y que el día
anterior a su detención, en horas de la madrugada irrumpe un gru-
po armado de personas en su casa, quienes violentamente y sin
orden escrita, revisan la vivienda e inquieren sobre él.

Da cuenta también de los recursos de hábeas corpus presenta-
dos ante Juzgados Provinciales y Federales con asiento en dicha
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ciudad, y la formú]ación de varias denuncias sobre el caso, de las
misivas dirigidas al entonces Presidente de la República y a los Co-
mandantes en Jefe de las _tres armas, al Comandante del Segundo
Cuerpo de Ejército -todos ellos ahora procesados en estas actua-
ciones-, con resultado negativo.

Por último, pone de resalto las conversaciones llevadas a cabo
con autorid,ades policiales, de Santa Fe y Córdoba, donde hallaran
el cadáve~'de su hijo.

Las constancias relacionadas con las diligencias narradas en el
párrafo que precede,. se agregaron a las act uaciones.

Se ha comprobado que con motivo de una solicitud judicial ]a
autoridad requerida contestó negativamente.

A fs. 10 del expediente 32.078 caratulado "Jalil, Sergio A. s/há-
beas corpus" que tramitó ante el Juzgado Federal Ni? 2 con asiento
en Rosario se informa que Sergio Aldo 1alil no se encuentra dete-
nido en esa repartición.

Está probado que a Sergio Aldo Jalil Drake se lo mantuvo
clandestinamente en detención en dependencias del Servicio de In-
formaciones Policiales de la Unidad Regional JI de la Policía de la
Provincia de Santa Fe.

Asi surge del aporte de Angel Roberto Piccolo quien cono-
ciendo a la víctima desde su infancia, atesti~ua haberlo visto en
ese sitio. ~'

A ello se suman los dichos de Carlos Enrique Pérez Rizzo, quien
había conocido a ]a víctima y se expresa en términos similares.

No obstante hallarse acumulada a estas actuaciones la causa
N~ II-A-82 caratulada "Abad, Angel y otros", proveniente del Juz-
gado Federal de Córdoba, no ha sido posible. constatar que el pre-
sente caso sea alguna de las siete víctimas cuyos cadáveres fueron
hallados el día 17 de octubre de 1976 en la localidad de "Los Sur-
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gentes", pro\~neia de Córdoba, razón por la cual. y aun cuando los
tres restantes sí fueron individualizados (ver casos 132; 134 Y 135),
ha de recaer un proI?unciamiento absolutorio respecto de este hecho.

Por último. surge de autos, que el hecho que damnificó a Ser-
gio Aldo Jalil Drake fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 134: MARQUEZ, MARIA CRISTINA

Está probado que a Maria Cristina Márquez se 11amantuvo clan-
destinamente en cautiverio en dependencias del Servicio de Infor-
maciones Policiales de la Unidad Regional II de la Policía de la
Provincia de Santa Fe, que actuaba bajo el comando operaciomil
del Segundo Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que se concluye de los testimonios aportados por An-
gel Roberto PiccoJo, quien individualiza a Márquez como una" de
las tantas personas allí cautivas, y por .los de Carlos Enrique Pérez
Rizzo, quien se expresa en términos similares.

Ante una solicitud judicial, ]a autoridad requerida contestó ne-
gativamente.

A .fs. 10 del expediente N? 196/82 del Juzgado Federal N? 3 con
asiento en .Rosario, el oficial a cargo de la División I~formacioncs
de la Unidad Regional II pone de manifiesto que María Cristina.
Márqucz nunca estuvo detenida en dicha dependencia.

A fs. 20, se produce la información eman';da del Comando en
Jefe del Ejército en la que se da cuenta que no existe antecedente
alguno de la' causante.

A más de las múltiples diligencias llevadas a cabo por la madre
y hermanos de la víctima, la primera de ellas narra la presentación
de dos recursos de hábeas corpus, cuyas constancias se han agre-
gado a las actuaciQnes. A su vez, el deducido ante la Justicia Fede-
ral de Rosario, ha sido acolIarado por cuerda.
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El cadáver de Mar.Ía Cristina Márquez fue hallado el día 17 de
octubre de 1976, en la localidad de "Los Surgentes", Provincia de
Córdob~, e inhumado clandestinamente en el cernenterio de San
Vicente de la misma Provincia. Así surge de fs. 153, y del certi.fi-
cado de defunción de fs. 140 de la causa N? ll-A-82 ya citada.

A estar a 10 allí informado. su cadáver fue hallado atado de
manos, vendados sus ojos y con múltiples heridas de bala.

De todo 10 expuesto, se induce que ello se produjo merced al
accionar de personal de las Fuerzas Armadas o de Seguridad subor-
dinadas operacionalmeníe al Tercer Cuerpo de Ejército, prevalién-
dose sus autores del total estado de indefensión de ]a víctima,. .
. que previamente se hallaba detenida, sin que elemento alguno de
juicio ponga en duda que esto haya sido así, lo que sumado a. la
circunsta:r:tcia de que otras personas corrieran similar suerte sin
motivo alguno que ]0 justifique. conforman un cuadro proqatorio
que no deja dudas sobre este hecho.

El evento se consumó sin que su autor ó autyres, por lo"smoti-
vos antedichos, corrieran riesgo alguno.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificáron
a María Cristina Márquez fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 135: BARJACOBA, DANlEL OSCAR

Está probado que a Daniel Osear Barjacoba se 10 mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en dependencias del Servicio de Infor-
maciones Policiales de la .Unidad Regional II de la Policía de la
Provincia de Santa Fe, que actuaba bajo el comando operacional
del Segundo Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que surge .de lo declarado testimonial mente por Angel
Robert.o Piccolo quien refiere haber visto a Barjacoba en dicho lu-
gar. herido de bala con una pierna enyesada hasta su mitad.
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A su vez, Pérez Rizzo identifica a Barjacoba como una de las
tantas personas con quien compartía su cautiverio, poniendo de
resalto que le llamó la atención el hecho de que. insultaba a sus
aprehensores, e.nterándose al disll1inuir el control por la madrugada,
no sólo de sus datos, sino que la razón de su actitud se debía a
que estimaba que iba a ser "boleta". Detalla además, las heridas
de bala que había sufrido.

De manera indiciaria corroboran lo expuesto las constancias
del expediente N? 32.147 del Juzgado Federal N? 2 de Rosario, del
que se desprende la existencia de una explosión en la finca sita en
Sargento Cabral 72 de aquella ciudad, vinculada a actividades sub-
versivas. La pesquisa determinó la presunta intervención en el he-
cho por parte de Daniel Osear Barjacoba y María C. -Márquez, cuya
captura quedó pendiente, siendo encontrados y aprehendidos ambos
.en el Barrio Somisa de San Nicolás, Provincia de Buenos Aires, el
2 de octubre de 1976. El primero de los nombrados resultó herido
según las ve~siones transmitidas por terceros a su tía y por ésta
a su madre.

Los testigos Piccolo y Pérez Rizzo, antes mencionados, ponen
de resalto que vieron como entre el 16 y el 17 de octubre Barja-
coba y otros cautivos fueron llevados desde el Servicio de Infor-
nlaciones con rumbo desconocido, enterándose luego que habían
Dluerto a raíz de expresiones oídas en tal sentido, las que aludían
al Jugar del operativo letal como 'ILos Surgentes".

En el mentado expediente Federal de Rosario luce a fs. 67 un
informe en el que la policía indica que Barjacoba. fue encontrado
muerto en Marcos Juárez, Córdoba, el 18 de octubre de 1976. La
Comisaría de esa localidad niega esa versión pero informa a fs. 72
elel mIsmo legajo que en fecha cercana fueron hallados siete cadá-
veres N.N. en "Los Surgen~es". La División C0l1:venioPolicial de la
policía provincial señala que se obtuvieron fichas dactiloscópicas de
los cadáveres (£s. 96) y que al ser enviados a distintos organisnlos
de seguridad, la División Interpol de la Policía Federal identificó a
uno de ellos como Daniel Osear Barjacoba.
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A su vez, un informe de la Jefatura de la Policía de la Pro-
vincia de Córdoba que luce a fs. 152 del expediente N? ll-A-82 éara-
tulado "Abad, Angel y otros s(denuncia", del Juzgado Federal N? l
de ]a capital de la provincia citada, hace constar que los cadáveres
mentados presentaban los ojos vendados, las manos atadas a sus
espaldas e impaCtos -de bala en sus cuerpos y que fueron trasla-
dados a la margue del Hospital San Roque, donde se obtuvieron
las huellas dactilares a las que se hace mención más arriba. Se
concluye que los cuerpos fueron remitidos al celnenterio San Vi-
cente, e inhumados en el pilote 5.

En el mismo sUlnario :federal de Córdoba declaró el Dr. Héctor
Alfredo Cámara (fs. 52), quien explicó que en el libro correspon-
diente a la Margue Judicial, al folio 262, número de orden 1040,
figura asentado un "N.N. (adulto masculino) "i al que se agregó lue-
go el nombre "Daniel Barjacoba" (sic) -tal. como ocurre con los
cadáveres ulteriormente identificados-; que su deceso se produjo
por herida de bala; que fue remitido a la necrópolis 'el 11 de no-
viembre de 1976 y que intervino el Juez Militar en turno. La vera-
cidad de esta última afirmación se comprueba en dicho proceso
(fs. 296).

En la misma causa obran las partidas de defunción de siete
personas, suscriptas por el Dr. Minella. La causa del deceso son
lTIúltiples' heridas de bala.

A las pruebas antes relatadas súmanse los dichos vertidos en
la audiencia por Elena Raquel Corbin de Capisano y Eugenio Capi-
sano, la primera de ellas madre de la víctima. De .ellos se despren-
de que realizaron gestiones en el lugar de los hechos y que Barja-
coba fue identificada por vía fotográfica 'por el Comisario y por la
señora Trinidad González de Malina, Jefa del Registro Civil y por
vía descriptiva por el Sr. Caro, de la margue del Hospital San Roque.

El último de los nombrados en el parágrafo precedente dice,
también, de su entrevista en Rosario con el Comisario Feced, quien
.le manifestó, de manera directa, que Barjacoba estaba condenado
.a muerte por su actividad terrorista.
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LOS hechos precedentemente reseñados ponen de manifiesto que
el suceso que tiene por sujeto pasivo a Barjacoba se llevó a cabo
en una situación de total indefensión para el nombrado, que se
hallaba detenido y maniatado y sin riesgo alguno para su autor o
autores.

Por lo demás, lo expuesto revela que se obró según el pro-
ceder que se ha descripto en las cuestiones de hecho número 144
a 147.

CASO N? 136: RODRIGUEZ LARRETA MARTINEZ, ENRIQUE

Está probado que el periodista uruguayo Enrique Rodríguez
Larreta Martinez fue privado de su libertad el 30 de junio de 1976,
apro~imadamente a las 20, en la vía pública, por un grupo armado
que dependía del Ejército Argentino.

Ello surge del testimonio b:rindado por la. víctima, quien refiere
que el grupo captor estaba integrado por aproximadamente ocho.
personas vestidas de civil que se movilizaban en dos rodados, en
uno de los cuales fue trasladado con los ojos tapados y tirado en
el piso. Agrega que sus aprehensores se identificaron como inte~
grantes de una brigada antisubversiva de la Policía Federal.

Lo expuesto encuentra corroboración en el hecho de haber sido
visto, Juego de la fecha referida, en\ cautiverio en un centro de
detención por diversas personas, como más adelante se verá.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Al declarar en la audiencia su padre, el p'criodista' Enrique 'Ro-
dríguez Larreta Piera, afirma que al enterarse de la' desaparición
de su hijo viajó a Buenos Aires desde la República Oriental del
Uruguay y realizó los trámites pertinentes. Aprovechando su con-
dición de periodista hizo publicar la noticia en los' diarios La Opi-
nión y Crónica.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 597

Asimismo refiere haber interpuesto un recurso de hábeas cor-
pus, no pudiendo precisar ante qué Tribunal, y haberse entrevis-
tado con el Dr. Abelardo Rossi, en ese mol11ento integrante de la
Corte Suprema de Justicia de la Nación, quien le informó que su
hijo era una de las 6000 personas por las que se habían interpuesto
hábeas corpus.

También está probado que a Enrique Rodríguez Larreta Mar-
tínez se lo mantuvo clandestin~mente en cautiverio en el lugar de
detención denominado "Automotores Orleui", que dependía opera-
cionalmente del Ejército Argentino.

La víctima n1anifiesta que luego de su detención fue condu-
cido a un lugar desconocido por un lapso de cinco días, tras lo
cual fue trasladado al referido centro de detención ubicado en las.
calles Emilio Lamarca y Venando Flores del barrio de Floresta, en
el cual reconoció a personal uruguayo que actuaba juntamente con
argentinos. Además, agrega haber compartido su cautiverio con su
padre y con un grupo de compatJ;iotas, circunstancia ésta corrobo-
rada por su progenitor y por la maestra Sara Rita Méndez Lom.
podio, la profesora Ana Inés Quadros Herrera, la enfermera Asilú
Sonia Manceiro Pérez, Washington Francisco Pérez Rossini, María
Elba Rama Molla, Jorge Raúl González Cardozo, Margarita Ma:ía
Michelini de Lepia1].y Gastón Zina Figueredo. Todos los nombrados
son contestes en. afirmar que vivían en la Argentina por ser opo-
sitores al régilnen dictatorial de su país, como asimismo coinciden
acerca de las características del lugar en que se encontraron dete-
nidos y los 'nombres de las personas que actuaban en dicho centro.

Está lJrobado que en ocasión de su cautiverio se le impuso
algún lnecanismo de tortura.

De los testimonios de la vícti~a y del antes referido grupo de
uruguayos que compartió su cautiverio en "Automotores Orletti",
surge que en dicho centro todos fueron sOlnetidos a similares tor-
ID.entos, consistentes en ser colgados desnudos y con un cable ro-
deándolos que era conectado a un transformador. Sus cuerpos eran
subidos y bajados, y al tomar contacto con tierra se producía una
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descarga de electricidad. Además el piso se encontraba. mojado a
efectos de hacer más conductiva la electricidad y ponían sal que
provocaba quemaduras en los pies.

Se encuentra agregado el informe suministrado por el Cuerpo
Médico Forense, de fecha 25 de julio de 1985, del que surge que
las cicatrices que ]a víctima presenta en el antebrazo izquierdo pu-
dieron ser provocadas por compresión por objeto duro o roce con-
tra objeto semejante, y l;¡ts que presentan en ambos muslos resul-
tan compatibles con quemaduras o paso de corriente.

Además, durante ese tiempo o parte de él se le impusieron
condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Al respecto tanto la víctima como las personas que compartie-
ron su cautiverio en el denominado centro "Automotores Orletti"
coinciden en aEirmar que las condiciones de vida resultaban infra-
humanas. Permanecían tirados en el piso, sobre colchones o sus
propias ropas, comiendo las sobras de los alimentos de los guar.
elias; había un solo baño al que concurrían en grupos y con escasa
frecuencia. Tampoco tenían ningún tipo de atención médica.

Está probado que el día 25 ó 26 de julio de 1976 se lo condujo
clandestinamente junto a un grupo de personas. en su misma con-
dición a la República 'Orienta! del Uruguay, de la que eran oriundos.

En tal sC!Itido depone tanto la \;íctima, como las personas rcfe~
'ridaS en la cuestión de hecho N? 3, manifestando que en la fecha
indicada fueron conducidos en un camión hacia el Aeroparque y
desde allí en un avión de la empresa Pluna a su pais. donde que-
daron detenidos ~landeslinamcnte, y luego de ]1n tiempo legalizados.
No existen contradicciones acerca de la. forma en que se efectuó
el traslado, coincidiendo el grupo en cuanto a los detalles del pro.
cedimiento y de los lugares en que permanecieron.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Enrique Rodríguez Larrcta Martíncz fueron desarrollados de acuer-
do al proceder descripto en la cuestión de pecho N~ 146.
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Está probado que el periodista uruguayo Enrique Rodríguez
Larreta Piera fue privado de su libertad el 13 o 14 de julio de 1976,
aproximadamente a las 23, en el domicilio de su hijo ubicado en
Víctor MartÍnez 1480, por un grupo armado que dependía del Ejér-
cito Argentino.

Ello surge del propio testimonio de la víctima quien refiere qye
en la fecha y lugar indicados fue sacado del domicilio junto con su
nuera Raquel Nogueira Paullier, luego de ser golpeados e insulta-
dos, y conducidos en un furgón negro.

Su relato encuentra corroboración en el hecho de haber sido
visto, con posterioridad a la fecha de su detención, en cautiverio
por otras personas a las que más adelante se habrá de referir, en
un lugar dependiente de la fuerza Ejército.

Está probado que a Enrique Rodríguez Larreta Piera se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en el lugar dé detención den<r
minado "Automotores Odetti", que dependía operacionalmente del
Ejército Argentino.

En tal sentido la víctima expresa que una vez liberado recono-
ció el lugar en causa judicial, ubicado en las calles Emilio Lamarca
y Venancio Flores del Barrio de Floresta, a través de una serie de
características del mismo y de sus inmediaciones. Agrega que en
el citado' centro operaba conjuntamente personal rnHitar .uruguayo
y argentino y,' además, reconoce haber compartido su cautiverio con
su hijo y con las siguientes personas de su misma nacionalidad: la
maestra Sara Rita Méndez Lompodio, la profesora' Ana Inés Qua-
dros Herrera, la enfermera Asilú Sonia Manceiro Pérez, Washing-
ton Pérez Rossini, María Elba Rama Molla, Jorge Raúl González
Cardozo, Margarita María Michelini de Lepian y Gastón Zina Figue-
redo. Todos los nombrados resultan contestes en afirmar que resi-
dían en la Argentina por ser opositores del réginlen dictatorial de
su país y haber permanecido cautivos en "Autonlotores Orletti"
junto a la víctima. No existe duda de tal afinllación atento la coin-
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cidencia en sus relatos acerca de las características del lugar, las
personas que vieron y episodios en común que presenciaron o les
tocó vivir.

f También está probado que en ocasión de su cautiverio fue so-
metido a algún mecanismo de tortura.

En efecto, la víctima refiere que en dos oportunidades fue col-
gado desnudo con los brazos .hacia atrás y rodeado su cuerpo con
un cable, el cual se hallaba conectado a un transformador. Así de-
bía mantenerse suspendido puesto que de tomar contacto con ]a
tierra recibía descargas eléctricas, las que se agravaban debido a
que el piso estaba mojado y además Heno de sal gruesa, lo que le
producía quemaduras.

Tanto su hijo (caso 136) como el grupo de personas antes indi-
vidualizadas, refieren haber padecido similar forma de tortura en
el mismo centro de detenci6IJ y en igual, época, lo que hace vero-
símil el relato de la víctima.

Además durante ese tiempo o parte de él se le impusieron con-
diciones inhumanas de vj~a y alojamiento.

Del relato de la víctima como del de su hijo y demás personas
que compartieron su cautiverio, surgen que las condiciones de vida
imperantes en "Automotores Orletti" eran infrahumanas. Los testi-
gos resultan contestes en afirmar que debían permanecer tirados
en el piso sobre colchones o sobre sus propias vestimentas, comien-
do espac!adamente y generalmente los restos de los alimentos de
los guardias. Había un solo baño al que eran conducidos con poca
frecuencia y en grupos. También se encontraban privados de todo
tipo de atenció,:, médica.

Está probado que el día 26 de julio de 1976 se lo condujo clan-
destinamente junto a un grupo de personas en su ~isma condición
a la República Oriental del Uruguay, de la que eran oriundos:

A tal cfe~to cabe remitirse a las consideraciones vertidas al tra-
tar el caso N? 136, correspondiente a Rodríguez Larreta" Martínez,
Enrique.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Enrique Rodríguez Larreta Piera fueron desarrollados de acuerdo al
proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 138: RIQUELO, SIMON ANTONIO

Está probado que el menor Sjmón Antonio Riquelo fue sus-
traído de la guarda de su madre el 13 de julio de 1976, mientras se
hallaba en el domicilio de ésta, ubicado en la calle Juana Azur-
duy 3163, del barrio' de Belgrano, Capital Federal, por un grupo
perteneciente a las Fuerzas Armad.as Uruguayas.

Ello surge de los dichos de su progenitora, la maestra uruguaya
Sara Rita Méndez Lompodio, quien manifiesta que en la fecha y
lugar indicados un grupo 'de unas quince personas armadas penetra.
ron a su casa y luego de golpearla la condujeron detenida. Agrega
que en ese momento acababa de amamantar a su hijo, quien con-
taba con veintiún días, del que fue separada. Una de las personas
que comandaba el grupo se identificó con el grado de Mayor del
Ejército del Uruguay. También refiere que intentó 'lIevar a su hijo
consigo, cosa que no le fue permi tida.

Lo expuesto encuentra corroboración en -los dichos de la enfer-
mera Asilú Sonia Manceiro Pérez, amiga de la señora Méndez Lom.
podio, junto a quien vivía, quien presenció el hecho y también fue
conducida detenida. EJI,aexpone que ante su preocupación por la
criatura se le negó todo intento de ayuda manifestando que ésta
estaría bien cuidada.

,
La señora Méndez de Lompodio estuvo clandestinamente en

cautiverio junto a un grupo de compatriotas en el centro de deten-
ción denominado "Automotores Orletti", que dependía operacional-
mente del Ejército y luego conducidos a su país de origen, como
quedó acreditado en los casos 136 y 13.7 (Rodriguez Larreta Martí-
nez y Rodríguez Larreta Piera), manifestando sus compañeros de
cautiverio que conocieron la circunstanCia de la desaparición de su
pequeño hijo a través de la madre y de la señora Mancciro Perez.
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Se hicieron gestiones ante autoridades en procura de la averi-
guación de su paradero y recuperación.

Su madre afirma que luego del hecho que sufriera junto a su
hijo, su familia se trasladó a la República Argentina y realizó los
trámites ante organismos internacionales por ambos, sin ningún
resultado.

También refiere que se interpuso un recurso de hábeas corpus.

Obra agregado el expediente N? 48.520, del Juzgado Nacional
de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N? 4, Secre-
taría N? 113, caratuJado: "Piotti, Alberto Daniel den. privaci.ón ile-
gítima de la libertad", iniciado con fecha 7 de diciembre de 1983
por el señor Fiscal denunciante, en el cual figura el menO!" Simón
Antonio Riquclo como una de las personas a cuyo favor se inició
el sumario. Se encuentra en una lisla individualizado con el nú-
mero 90.

No está probado que el menor Simón Antonio Riquelo fuera
recuperado por sus familiares.

Tal lo que surge del testimonio de su madre quien manifiesta
que no volvió a tener noticias de su hijo desde el momento en que
le fuera sacado de su guarda.

Por últimu, surge de autos, que el hecho que damnificó a Simón
Antonio Riquelo fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 139: VIOTTI, SILVIO OCTAVIO

Está probado que Silvia Octavio Viotti fue detenido aproxima-
damente a las 21 del martes 6 de diciembre de 1977, en su quinta
sita en la localidad de Villa Gran Parque, Guiñazú, Provincia de
Córdoba, por un grupo armado de personas, que dependía opera-
cionalrnente del Ejército Argentino.
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Ello surge de sus declaraCiones ante el Tribunal, oportunidad
en que relata que en esas circunstancias de tiempo y lugar, llegó
a su finca de regreso de Oncativo, donde tiene asiento su grupo
familiar> encontrándose con que ella estaba rodeada por un piquete
de soldados al mandó de un superior. y que había sido registrada.
El dicente fue recluido' en un galpón y, dos días después, con los
ojO$ vendados, conducido en un camión de Ejército a un centro de
detención. Su esposa manifiesta en la audiencia que lo supo el
miércoles 7 cuando su hijo menor, que en la mañana viájara a la
quinta a trabajar con el padre, regresó lUUY atemorizado refiriendo
que se' había llevado a cabo un allanamien'to y que militares uni-
formados habían conducido a aquél hasta la ciudad de Córdoba.
Es un serio indicio el hecho que la quinta haya sido ocupada por
personal militar, según dichos concordantcs de la propia víctima,
su espos"a y su hijo.

Luego de su detención se hicieron ge~tiones en procura de la
averiguación de su paradero y libertad.

En tal sentido ~on computables .los dichos de su esposa OIga
Argentina Delgado de Viotti, que ~anifestó ante el Tribunal haber
acudido a procurar noticias a la 4,:,Brigada de Informaciones y al
Comando del III Cuerpo de Ejército, en el que tras varias visitas,
reconocieron que su esposo y su hijo estaban allí detenidos.

A Silvia Octavio Viotti (h) se lo mantuvo ilegalmente en cautiM
verio en la prisión Militar de Encausados "Campo de la Rivera"
donde actuaban fuerzas de Ejército y Gendarn1erÍa bajo el Coman-
do Operacional del III Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los dichos del propio Viotti, c.on los que concuerda
su hijo, ante el TribunaL Manifiesta haber permanecido en un cala-
bozo hasta el 31 de diciembre, aislado, fecha en que fue trasladado
a "]a cuadra" hasta el 25 de febrero, donde se encontraba su hijo,
Juan Astelarra, Pedro Lencina, Arias, Rodríguez Anido, Boba, Fe-
rreyra, Porta y Gastaldi, hasta el 25 de febrero.

Supo el non1bre del lugar por conversaciones con los campa.
ñeros de cautiverio y luego, estando en libertad, lo reconoció.
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Corroboran sus manifestaciones las del testigo Eduardo Juan
Manuel Porta, en la audiencia, quien refiere que lo vio en febrero
del año 1978 que era un hombre mayor, de entre 40 y 50 años,
"muy colorado", que le haCÍan cortar el pasto en "La Rivera", ello
en los primeros días de febrero de dicho año. Entre el 20 y 28 de
agosto de 1978 pcr~aneció en el sitio designado "Malagueño", don-
de fue visto también por Porta. Entre los días 23 y 25 de febrero
de 1978 fue trasladado a U.P.I. hasta el 27 de diciembre de 1978,
exceptuando la breve permanencia en Malagueño. Allí fue visto
por Guillermo Rolando Puerta, quien. lo describe como una per-
sona de tez sonrosada "con el aspecto de campesino más grande
que haya visto en su vida".

Por su parte, no se encuentra suficientemente acrcditádo que
Silvia Octavio Viotti haya sido sometido a torturas, pues sus dicho;;
al respecto no encuentran corroboración con elemento de prueba
alguno.

Durante el tiempo de detención se le impusieron condiciqnes
inhumanas de vida y alojamiento.

Son coincidentes las declaraciones de -quienes pasaron por
estos lugares, sin que nada permita ,presumir que haya ,sido excep-
tuado de ellas, a saber: imposibi)idad de comunicarse con los de-
más por la palabra, privación de higiene adecuada, deficiente ali-
mentación, imposición de permanecer acostados sobre colchonetas
dispuestas sobre el piso y hacinamiento. Es ilustrativo. al respecto
el relato que, siempre en audiencia, efectuara el. doctor Raúl Acos-
ta, Manifestó que en una oportunidad, encontrándose todos los alo-
jados en "la cuadra" afectados de conjuntivitis debido a las ven-
das ,que soportaban pern1anent,emente, le retiraron la suya y le en-
tregaron una unidad de colirio para todos los enfermos; añade que,'
no obstante habérsele asignado la misión de prestar atención mé-
dica a sus compañeros, poco' podía hacer por elIo:s toda vez que
no contaba con elemento alguno.,

El día 4 de mayo de 1978 fue puesto a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional.
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Ello surge de la copia auténtica del decreto 975/78, .agregado
a la causa y de sus dichos ante el Tribunal, añadiendo que luego
de permanecer en U. 1, fue trasladado por una semana, "a Mala-
gueño"., luego a la Unidad Penitenciaria N? 1 de Córdoba y finalmente,
el 26 de septiembre i;' la Unidad Penitenciaria N? 9 de La Plata,
desde donde el 6 de noviembre de 1981 fue puesto bajo el régimen
de libertad vigilada, cesando su arresto a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional por decreto n? 1064/82 del 31 de mayo, también
agregado a la causa.

Se ha demostrado, por su parte, que luego de su cautiverio
su propiedad fue ocupada por efectivos militares y le fueron sus-
traídos diversos objetos de valor.

Ello emana de sus propios dichos y los de su hijo, en oportw
nidad de declarar en la audiencia, quienes coinciden en señalar,
que rec,uperada su libertad, encontraron su quinta saqueada, faltán-
-dale, entre otras cosas, una Pick Up, modelo 1968, un tractor Deutz
35, un arado de rejas, un arado de discos, 400 cajones fruter~s, una
mesa para seleccionar frutas, herramientas varias, puertas, venta~
nas, sanitarios, azulejos arrancados y destruída la plantación de
1:800 frutales. Intentó formular denuncia en las comisarías de On-
cativo y de Guiñazú, pero no le fueron Tecibidas. Su esposa, asi-
mismo, relata que en las oportunidades en que visitó la finca vio
solamente camiones de ejército y ninguna de las maquinarias que,
,antes del secuestro estaban a la vista. Por su parte, el testigo Hor-
tensia Miguel Tuminetti, vecino desde 1980, manifiesta ante el Tri~
'bunal que tiempo antes visitó la finca lindera notando que la de la
'familia Viotti se encontraba abandonada, con malezas crecidas, pu-
diendo observar' en ella, la presencia de personal militar.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Silvia Octavio Viotti fueron desarrollados de acuerdo al proce-
.der descripto en las cuestiones de hecho n? 146 y 147.
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CASO N? 140: VlOTTI, SILVIO OCTAVIO (h)

Está probado que Silvia Oetavio Viotti (hijo), estudiante seeun-
dario, fue privado ilegalmente de su libertad entre las 22 y 23 horas
del día 5 de d1eiembre de 1977 en la loealidad de ViJJa Gran Parque
Guiñazú, Provincia de Córdoba, por un grupo armado compuesto
por personal uniformado de Gendarmería Nacional, Policía Provin-
cial y personas de civil.

Ello surge de sus propios diehos, ante el Tribunal, relatando
que ese día y hora, al llegar a la finca de su padre con Francisco
Vijandc, un grupo de entre 15 y 20 personas tomaron por asalto
a este último. diciendo a gritos que lo. estaban esperando y, tras
una fuerte gol piza, hicieron lo propio con él, los ataron de pies y
manos y les cubrieron los ojos con vendas, luego los condujeron
acostados en los asientos traseros de sendos automóviles, arribando,
al cabo de una hora de viaje, a un campo de detención.

Su madrc, en la audiencia oral, refiere habcr conocido el hecho
cuando rcgresó su hijo menor, conforme queda dicho en el caso
que antecede y haber tomado conciencia real de su significación el
día sábado cuando ni su hijo, ni su esposo regresaron, conforme lo
habia anunciado el primero.

Luego de su detención se hicieron gestiones en procura dc la
avcdguaci6n de su paradero y de su libertad.

Se dan aquí, por reproducidas, las consideraciones efectuadas
en el easo 139.

A Silvia Octavio Viotti (h), se lo mantuvo en cautiverio en el
centro clandestino de detención l/La Perla", donde actuaban fuerzas
bajo el eomando operaeional del III? Cuerpo de Ejéreito.

Ello surge de sus propias declaraciones en el sentido que por
las características del lugar, que hizo conocer a sus posteriores COffi-

palieros de detención, supo que ese era el 'de su primer secuestro.
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Lo describe con aderto refiriendo a la existencia de un bailo gran-
de con instalaciones para varias personas, que contaba con cala-
bozos externos, uno de los cuales habitó, desde el que en horas
del Dlediodía oía ruido de cubiertos, paso de mucha gente y con-
l.rersaciones, por lo que deduce que se trataba de un comedor. En
oportunidades en que era conducido al baño, pudo divisar, por la
venda de sus ojos algo corrida, un recinto grande con una reja
característica, donde permanecían numerosas personas acostadas
sobre colchonetas. La mayoría tenía los ojos vendados, .las manos
atadas, con prohibición de pararse o sentarse y de comunicarse
con los demás; les quitaban la venda únicamente para bañarse y
les desataban las manos sólo para comer. Notó que la custodia se
.::fectuaba por efectivos de Gendarmería Nacional y que un grupo
especial, con facultades de mando, efectuaba los interrogatorios.
Había, por las noches, gran movimiento de personas, así como gri.
tos y lamentos de quienes eran interrogados. Se confeccionaban car-
petas con listado de detenidos a los que se identificaba por números
y en las que se consignaban sus datos pers(~males. Tal relato coincide
con el de otros cautivos en el mismo campo clandestino, entre ellos
Piero Di Monte, Puerta, Porta y Contemponi. Constituye un serio
indicjo de su permanencia en él la referencia que hace a Perla
Scheneider, cuya voz escuchó en ocasión en que fue interrogado.
quien es nombrada como detenida allí en la misma época por el
testigo dtado en último término.

Silvio Octavio Viotli fue liberado el día 15 de diciembre de
1977 en horas de la madmgada.

Ello surge de sus propias manifestaciones en el sentido que
fue conducido en un camión de Ejército y dejado frente a la Es-
tación Terminal de Omnibus de Córdoba.

Fue nuevan:tente privado en forma ilegal de su libertad, el día
16 de diciembre de 1977 en su domicilio de Oncativo, Provincia
de Córdoba, por efectivos de Gendarmería Nacional.

Tal su propio relato y el de su madre, ambos contestes en que
hicieron firmar a ésta y a dos testigos un acta dejando constancia
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que la operación se llevó a cabo sin violencia y transportándolo
,en una camioneta, sentado y a cara descubierta hasta salir del
pueblo, oportunidad en que fue vendado, esposado y acostado en
el piso del vehículo.

En esta oportunidad, a Silvia Oetavio Viotti (h) se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio, esta vez, en la Cárcel Militar de En.
eausados "Campo de La Ribera", donde operaban fuerzas bajo el
eomando operaeional del Tereer Cu~rpo de Ejéreito.

Ello por sus propios diehos, por los de su padre y por los del
testigo Porta. En tal sentido, relata que al llegar al lugar estuvo
tres días en un calabozo externo y .Juego fue Jlevado a "la cuadra"
junto a otras quinee personas, a la que el 31 de diciembre, por la
noche, JIegó su padre. de cuya presencia en el lugar tenía referen.
cías por otros detenidos.

Allí estaban, entre otros Móniea Leunda, Aldo Gastaldi; Eduar-
do Porta, tres mujeres a las que apodaban "Coneja", "Turea" y
"Húngan(' en lá que identifi~ó a Liliana Inés Deutseh, quien perma-
neció en el ,lugar, en esa época, conforme se concluye en el caso
pertinente.

El Y su padre eoinciden en el nombre de los eaptores: Mareos,
HD, Coeo, Jo que es eorroborado por Piero Di Monti en su deelara-
ción por vía de exhorto.

Fue sometido a condiciones inhumanas d~ vida y alojamiento.

Deben tenerse aquí, por reproducidas las consideraciones efec-
tuadas anteriormente en lo que respecta a su permanencia en "La
Perla" y en el caso que antecede en lo atinente a su estadía en
"La Ribera", a lo que se suma su declaración siempre ante el Tri.
buna], en el sentido que durante los tres primeros días de privación
de libertad en el lugar permaneció privado de alimentación, bebida
y posibilidad de atender a sus necesidades fisiológicas.
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El resto del tiempo, permaneció en "la cuadra" que compar-
tía con quince personas, siempre vendado y ll1aniatado, con prohipi~
ción de todo tipo de comunicación.

El 24 de febrero de 1978 recuperó su libertad.

Ello surge de sus propios dichos corroborados por los de su
madre, en audiencia, oportunidad en ,que r,efiere ql.le fue llevado
por un camión del Ejército y dejado frente al Comando del 3er.
Cuerpo de dicha arma.

Por su parte, no está .probado que en ocaSlOn de su cautiverio
le hayan sido sustraídos objetos de su propiedad.

Resultan insuficientes sus. dichos en este sentido.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Silvio
Octavio Viotti (h) fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecbo N? 146.

CASO N? 141: VIJANDE, RAUL FRANCISCO

Está probado que Raúl. Francisco Vijande fue privado de su
libertad el 5 de diciembre de 1977, a las 22 horas aproximadamente,
en la finca de la familia Viotti sita en Villa Gran Parque Guiñazú,
provincia de Córdoba, por un grupo de personas armadas que de.
:pendían operacionalmente del Ejército Argenti-iJo.

Ello surge de los dichos de Silvia Octavio, Viotti (hijo) quien
llegó cop él a la finca de su padre, conforme lo relató ante el Tri-
bunal; de 'los dichos de Silvia Octavio Viotti (padre) en igual opor-
tunida~, que concuerdan con los de su madre y los de la Sra. de
Viotti, estas últimas manifiestan conocer la versión por lo referido
por los dos primeros.

Su madre en forma concordante relata que su hermana que
se comunicaba con él en forma telefónica al lugar de trabajo, supo
a fin d<=:: esa semana que desde el lunes no concurría al mismo.
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Luego de su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Su madre, en ]a oportunidad referida, relata haber acudido a
la Policía de la Provineia y al Comando del Tercer Cuerpo de Ejér-
cito. Aportó carta que le remitió el Vicario Castrense Monseñor
Grasselli haciéndole saber que, efeetuadas todas las diligeneias
posl~les, no pudo ubicar a :S~ hijo. El Ministerio del Interior, en
respuesta a la suya del 2 de febrero de 1978, le hizo saber que las
autoridades jurisdiccionales competentes no registraban constan-
cias sobre su paradero y que no estaban detenidos y otra de fecha
9 de mayo de 1979, eon similar respuesta.

En el ámbito judieial presentó tres hábeas eorpus en Córdbba
y uno en Río Cuarto. Aportó documentación.

A Raúl Francisco Vijande se 10 mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el campo de detención "La Perla" donde actuaban
fuerzas que respondian al Comando del In Cuerpo de Ejéreito.

Ello por los diehos de Viotti (hijo) que relató, ante el Tribunal
que fue conducido con la víctima a dicho lugar; escuchó sus gritos
durante el interrogatorio y 10 vio en dos oportunidades durante
los nueve días que duró su primer secuestro. Ello se ve corroborado
por las circunstancias de tiempo, lugar y modo que rodearon la de-
tención, coherentes con el accionar que metódicamente se reitera,
en esa época, en dicha provincia.

Sc encuentra acreditado además que Raúl Francisco Vijandc
fue sometido a mecanismos de tortura.

Ello por los dichos del testigo mencionado en el párrafo que
antecede, quien refiere haber presenciado los fuertes golpes' que
recibió en el momento de su detención y, en la segunda oportuni.
dad que lo vio en el lugar c;lecautiver.io, lo encontró muy golpeado,
con dificultade~ para caminar y orinar, según le manifestó la propia
vídima.
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Durante todo ese tiempo fue sometido a condiciones inhuma-
nas de vida y alojamiento.

Se dan aquí por reproducidas las consideraciones efectuadas
en el caso que antecede, sin que nada permita inferir que haya
sido exceptuado de ellos.

La víctima no volvió a ser vista en libertad.

Ello es aseverado por los testigos Viotli, padre e ,hijo, al declarar
ante el Tribunal.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales amar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almiran-
te Jorge Isaac Anaya acerca de .la privación de la libertad de que
fuera víctima Raúl Francisco Vijande y sobre cuya base debian ha-
ber fomulado ]a pertincnte denuncia, conviene hacer una distinción ..

En relación a los Comandantes de la Fucrza Aérea Argentina y
la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tjene presente que: se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente Genera.l Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemcnto alguno, corno no sea el dato puramente
objetivo dc' su comandanc;;ia del arma con posterioridad a ]a deten-
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que Jos hechos que damnificaron a
Raúl Francisco Vijande fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 146. "'

CASO N~ 142: GAVALDA,MARIA IRENE

Está probado que María Irene Gavalda fue privada de su liber-
tad el día S de dieembre de 197.7,aproximadamente a las 19,30 ho-
ras en su domicilio sito en Villa Gran Parque Guiñazú, Provincia
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de Córdoba, por un grupo de personas armadas que, como se verá
más adelante, dependían operaeionalmente del In Cuerpo de Ejér-
cito .

. Ello por los dichos de Olga Noemí Gordo de Gavalda, ante el
Tribunal, y de José Manuel Gavalda a fs. 1 del expediente "Galvalda,
María Irene y otro s/h.e. a su favor" del Juzgado Federal de 1, Ins-
tancia N? 1 de Córdoba, agregado a autos (causa 5078). Su hija María
Verónica Lara que en esa fecha tenía 9 años relata que llegaron a
su casa su madre y Juan Mogilner, que volvían de efectuar com-
pras, seguidos por una camioneta azul y un señor de botas negras,
pantalón azul y camisa celeste, con arma larga, que los hizo des.
cender del vehículo, indicó a ella y a sus tres hermanos que entra-
ran al domicilio; desde una ventana divisó a. Mogilner con los ojos
vendados y no volvió a verlo. Completa el cuadro probatorio la
carta remitida por el vecino de Gavalda, comunicándole el hecho,
cuyo sobre ostenta sello postal del 14 de diciembre de 1977.

Luego de su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero 'y de su libertad.

Su padre José Manuel Gavalda declaró haber presentado tres
hábeas corpus y efectuado gestiones ante la ONU, OEA, embajada
de Estados Unidos, Madres de Plaza de Mayo, denuncia ante CONA-
DEP, que motivó causa en el Juzgado N? 3. El nombrado y cI Te-
.niente Urien aseveran que también concurrieron al Liceo Militar
Gral. Paz en busca de sus nietos y de noticias.

Se ha acreditado además que con motivo de una solicitud judi-
cial la autoridad requerida contestó negativamente.

Ello surge del hábeas corpus antes individualizado, donde a
fs. 10 se informa por disposición del Ministerio del Interior, que el
P.E.N. "no ha dictado medidas restrictivas de la libertad en la per-
sona del causante" y a fs. 16, el Comandante de la Brigada de Infan-
tería Aerotransportada No:' IV, que no' se encontraba. detenida ni
alojada en ninguna Unidad Carcelaria dependiente de esa Jefatura.
Este informe es mendaz, porque María Irene Gavalda estaba dete-
nida en una unidad militar.
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A María Irene Gavalda se la mantuvo clandestinamente en cau-
tiverio en el campo de detención liLa Perla", donde actuaban fucl:zas
bajo el Comando del nI Cuerpo de Ejército.
I

Viotti (hijo) declaró haberla visto en el lugar en oportunidad
en que lo trasladaron a una habitación donde estaba ella y otra
joven, quienes le insistieron en que se quitara ]a vcnda aprovechan-
do la lejanía de los guardias. Viotti (padre) afirmó que lo interro-
gaban por ella.

Según versiones de la madre, un hermano de Juan Mogilner.
Guillermo Mogi1ner, los vio en "La Perla". Es serio indicio el hechó de
que fuerzas del Ejército ocuparan la quinta y que tres de sus hijos
hayan sido derivados a un vecino por ellos, quedando una hija,
enferma, bajo la guarda de Ernesto Facundo Vrien, oficial de ser-
vicio destinado, "entonces, en el Liceo Militar General Paz, a lo que
debe sumarse la declaraeión del Teniente Coronel González Nava-
rro, ante el Tribunal, en la que asevera que las fuerzas que ocu-
paban la quinta pertenecían a dieho "Liceo Militar".

Durante su detención se le impusieron condiciones inhumanas
de vida Y. alojamiento.

Ello por los diehos concordantes de los testigos que sufrieron
allí su cautiverio. entre los que se destacan los de Silvia Octavio
Viotti (hijo) I quien relata que pennanecían esposados, con los ojos
vendados, tirados en el sucIo y con orden de permanecer en esa
posición sin pararse ni sentarse, y con prohibición de conversar.

También se ha demostrado que durante su cautivel;o fue some-
tida a algún mecanismo de tortura.

Silvia Octavío Viotti (h) manifestó que durante el periodo en que
compartiera ]a celda, la sacaron varias veces para someterla a "inte-
rrogatorios" y la vio regresar muy golpeada. Extremo que ha de
tenerse por probado, atento a la cantidad de testigos que, ante el,
Tribunal, afirmaron que en "La Perla" los tormentos eran genera-
lizados.

No está probado que haya recuperado su libertad.
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Ello por los dichos contestes' de su hija, sus padres, y los miem-
bros de la familia Viotti, .quienes manifiestan no haberla vuelto a
ver desde que tuvieron noticias, por uno u otro medio de su de-
tención.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Gallieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
víctima Maria Irene Gavalda y' sobre cuya base debían haber for-
mulado la pertinente denunc.ia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Arérea Argentina y
la Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Tenienle Gcneral Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a ]a deten-
ción, que per,mitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Mal'Ía Irene Gavalda fueron desarrollados de acuerdo al proce-
dcr descripto en la cueslión de hecho N? 146.

CASO N? 143: MOGILNER, JUAN

Está probado que el día 5 de diciembre dc 1977 Juan Mogilner
fue privado de su libertad en su domicilio sito en Villa Parque
Guiñazú, Provincia de Córdoba, por un grupo de personas armadas
que dependían del In Cuerpo de Ejército. Ello surge de los ele-
mentos probatorios analizados en el caso anterior.

Se inició la acción de hábeas corpus 5G78 ante el Juzgado Fe~
deral N? 1 de la cil:ldad de Córdoba, provincia de igual nombre, en
ese entonces a cargo del Dr. Zamboni Ledesma, (con fr. expediente
CONADEP) donde cn el mes de mayo de 1978 el Ejército ínformó
que' el causante no estaba detenido. Habida cuenta que esta Fuerza
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intervino en la aprehensión de Juan MogUner, cabe concluir que se
encuentra probada la mendacidad en la contestación a los requeri-
mientos judiciales.

Está probado que a Juan MogUner se lo mantuvo clandestina-
D1ente en cautiverio en el campo de detención "La Perla" donde
operaban fuerzas bajo el comando operacional del III Cuerpo de
Ejército ..

Ello resulta de los dichos de Silvio Octavio Viotti (hijo) ante
el Tribunal quien asevera que estaba en el lugar en que lo llevaron
a interrogar, que reconoció su forma física y su ropa porque la ven~
da se le había corrido, que luego lo vio lavando platos en oportuni-"
dad en que lo llevaban al baño. que lo tranquilizó diciendo que su
caso no era serio y que saldría pronto. Teniendo presente que la
víctima era el compañero de María Irene Gavalda, adquieren aquí
particular relevancia los indicios reseñados en el caso que antecede.

Está probado que durante su detención se le impusieron condi.
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Se dan aquí por reproducidas las consideraciones efectuadas en
el caso anterior.

No está probado que Juan Mogilner haya recuperado su libertad
en momento alguno.

Ello por los elementos reseñados 'al tratar el caso precedente.

No se encuentra acreditado que el causante haya sido some-
tido durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura, ya que
de los elementos de juicio adquiridos en la causa no es posible
arribar a tal conclusión.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido de tal
hecho los"Brigadieres Generales Graffigna y Lami Daza, el Teniente
General Galtieri y el A.lmirante Anaya, no existe probanza alguna al
respecto, tal como se "viene sosteniendo en casos anteriores.
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Por último, surge d~ autos, que los hechos que damnificaron a
Juan Mogilner fueron desarrollados de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 144: FERREYRA, RAUL ANGEL

No está probado que el día 22 de abril de 1976 Raúl Angel Fe.
rreyra fuera privado de su libertad en el local sindical sito en calle
Corro 269 de la ciudad de Córdoba.

No existe en autos elemento alguno que permita tener por pro.
bado tal extremo.

En cambio, sí se ha acreditado suficientemente que"el día 8 de
agosto de 1976, siendo las 4,30 Ferreyra fue privado de su libertad
en su domicilio de la calle Kelvin 5465 del Barrio Ituzaingó de la
Ciudad de Córdoba, por un grupo de personas armadas, que depen.
día opcracionalmente del Ejército Argentino .

. Ello surge del aeta de allanamiento (cuya copia está agregada a
autos), donde consta que fue detenido en esa fecha y 'que actuó en
todo momento con pasividad, suscripta por los testigos Inés Sueldo,
Jorge Brizuela y Lueiano 1. Domingo, y de los dichos de Miguel Bal.
tazar Narváez quien relata que su detención sucedió cronológicamen-
te a la de la víctima y fue consumada por personal que se anunció
como perteneciente al Ejército Argentino, dos de 'los c:ualcs vestían
uniformes de oficiales sin graduación visible y cuatro de soldado.

Se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en la prisión mili-
tar de "Campo 'de la Ribera" donde actuaban fuerzas de ejército bajo
el Comando Operacional del Tercer Cuerpo de Ejército.

Ello por los dichos testimoniales vertidos en la audiencia, de
sus compañeros de infortunio, Ricardo Luis Bustos, Miguel Baltazar
Narvácz -quien fuera detenido en igual fecha y conducido en el
mismo camión a idéntico lugar-; Mario Francisco Marchcsc¡ quien
refiere que al llegar a "la cuadra" lo oyó cuando le deCÍa "quedate
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tranquilo, aquí estoy yo"; Juan Carlos Luis Provotel, quien tam-
bién manifiesta haber reconocido su voz y que alguien le dijo al llegar
al lugar de cautiverio, que allí estaba el compañero Ferreyra.

Raúl Angel Ferreyra recuperó su libertad aproximadamente el
día 23 de agosto de 1976.

Ello surge de los testimoniales de las personas citadas ante el
TríbunaI.

Por último, surge de .autos, que el hecho que damnificó a Raúl
Angel Ferreyra fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 145: LOPEZ AYLLDN, ALFREDO HORACIO

Está probado que e! día 12 de noviembre de 1977, a las veintidós
horas, aproximadamente, Alfredo Horado López Ayllón fue privado
de su libertad en la quinta de su padre sita en Solares de la Ense.
-nada de Villa Carlos Paz, Provincia de Córdoba, por un grupo de I
personas armadas que dependían operacionalmente del Ejército Ar-
gentino.

En tal sentido, los testigos que depusieron ante el Tribunal, cpn.
cuerdan en cuanto al lugar, día y hora, relatando que un grupo ar-
mado que se identificó como fuerzas militares, ingresó por la fuerza
al lugar, y se retiró en un automóvil P~ugeot, llevándolo consigo,
juntamente con una serie de bultos que no pudieron identificar. El
testigo Héctor Ant<.:mioDomínguez relata .haber recurrido al auxilio
de la policía del lugar, la que interceptó a los captores, pero desis~
tió de su actitud al identificarse éstos como militares. Tal relato
concuerda con el brindado en idéntica oportunidad por Miguel Angel
Gattoni y por el Capitán de Corbeta en retiro efectivo Ricardo Abe!
Roca, ~ con los de su padre, al relatar su entrevista con el Comisario
Navarro Oro. Fortalece también sus dichos el informe allegado a la
causa, emitido por el Comisario Inspector a cargo del Departamento
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Administración de Personal de la Policía de la Provincia de Córdoba,
dando cuenta que desde enero de 1976hasta abril de 1978, prestó ser-
vicios en Ja Policía de Carlos Paz el Comisario Principal Benjamín
Navarro Oro.

Luego de ello se hicieron gestiones ante autoridades en procura
de la averiguación de su paradero.

Su yadre relata haber concurrido a la Comisaría de Villa Carlos
Paz a entrevistarse con el Comisario Navarro Oro, al Tercer Cuerpo
de Ejército a requerir noticias, remitió correspondencia al Ministe.
rio del Interior e interpuso recursos de hábeas corpus. Existe abun.
dantc documentación agregada a la causa por los declarantes, tales
como copia auténtica de ]a presentación por la que se interpone há.
beas corpus en favor de la víctima ante el Juzgado Federal N~ 1, de
Córdoba, el 27 de septiembre de 1978, y copia auténtica de similar
presentación ante el Juzgado Federal N~ 2, efectuada el 19 de marzo
del mismo año.

No está probado por su parte, que Alfredo Horacio López Ayllón
recuperara su libertad. Ello por los dichos testimoniales concordan-
tes de su padre y de su tía ante el Tribunal aseverando que no vol-
vieron a verlo con posterioridad a la fecha de su detención.

Durante su cautiverio fueron sustraídos del domicilio de sus
familiares diversos objetos de valor.

Concuerdan los dichos de su paqre, su tía y del testigo Héctor
Antonio Domínguez. El primero, relata que su casa fue revisada to-
talmente y le sustrajeron un reloj de oro con brillantes y rubíes, un
pendiente de cinco brillantes, cheques, dinero y diversos objetos, a
más de prendas de vestir, y una radio que recuperó en la sede de la
policía de investigaciones de calle Mariano Moreno. Su tía, relat~ un
procedimiento similar, el retiro de su casa de todo el sueldo de maes-
tra que acababa de cobrar, libros de diversas materias, especialmente
psicología y cuanto objeto encontraron, especialmente cuchillería.
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La privación ilegal de libertad respondió al proceder detallado en
l~ cuestión de hecho N'? 146. La sustracción de .efectos, en cambio, al
descripto en la cuestión de hecho N'? 147.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Br:iga-
dieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami Daza,
el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Aln1irante Jorge
Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera víc-
tima Alfredo Horacio López Ayllón y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y la
Armada Argentina, .mal puede adjudicárseles conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a
ellos. Respecto del Teniente General Lopoldo Fortunato Galtieri no
existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar con febaciencia tal extremo.

CASO N? 146: KONKURAT, ALFREDO FRANCISCO

Está probado que el día 22 de septiembre de 1976, el menor Al-
fredo Francisco Konkurat, de 1 año y 7 meses de edad, fue retirado
de su domicilio de la calle Ayacucho 318, de la ciudad de Córdoba,
por un grupo de personas armadas.

Ello surge del testimonio brindado ante el Tribunal por sus abue-
las Nélida Torres de Viola y Estozia Zulovich de Konkurat, quienes
relatan su secuestro, luego de un operativo llevado a cabo en casa
de su madre.

Sus dichos concuerdan con la nota N'? 5894, Letra "C", Expedien-
te I, remitida en dicha oportunidad por el Jefe de la Seccional 1~ de
Policía de la Provincia de Córdoba al Director del Hogar Infantil 24
de Febrero, enviándole al menor por orden de la Jefatura de Policía
de Córdoba, y dejando constancia que el mismo fue entregado por
personal militar que llevara a cabo un operativo en ese radio juris-
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diccional (La Cañada y Ayacucho) a un agente de su dependencia;
con el acta que el mismo día y con motivo de la recepción del me.
nor labrada en la meneionada institución dependiente del Minis-
terio de Bienestar Social. la encargada de la Casa Cuna y los agen-
tes de Policía y eon el oficio firmado por el direetor de la Casa
Cuna, comunicando el hecho al señor juez de Menores de la 1~ No.
minación. Todos esos documcnto~ están agregados.

Está probado que luego de ello se hicieron gestiones ante auto-
ridades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello por las manifestaeiones contestes de las testigos Gitadas
anteriormente, que relatan haber recorrido las Comisarías, los Hos.
pitales, el Hospital, Militar, la Casa Cuna, el Juzgado Militar y, fine.J-
mente, el Juzgado de Menores, del que obtuvieron autorización para
retirar al niño.

Está probado que a Alfredo Francisco Konkurat se lo retuvo
indebidamente desde el 28 de septiembre de 1976 hasta el 19 de
octubre de 1976, en la meneionada Casa Cuna. En la primer fecha,
el Magistrado a cargo del Juzgado de Menores de la Primera Nomi-
nación, autorizó a su abucla materna a retirarlo; en la segunda, se
produjo su entrega según consta en el acta labrada en la oportu-
nidad y fichas de estadía y ele alta elaboradas por la misma insti-
tución, todas agregadas a autos. Está asimismo probado, que la
reteneión obedeció a órdenes emanadas de la IV Brigada de Ejér-
cito, como consta en la comunicación que el mismo 28 de noviem-
bre remitiera el contador José Lozada y como surge de la <::autori.
zación que el quince del mes de ~ctubre de ese año fuera otorgada
por el entonces General de Brigada Juan Bautista Sasiaiñ.

No está probado que el hecho que nos ocupa haya obedecido
al proceder descripto en alguna de las cuestiones de heeho 144 a 147,

CASO N? 147: INZAURRALDE, AMELIA NELIDA

Está probado que en la madrugada del día 8 de abril de 1976,
Amelia Nélida Inzaurralde, fue privada de su libertad en su domi.
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cilio, silo en San Martín 1021, Depto. A, de la localidad de
Provincia de Córdoba, por un grupo de personas armadas,
pen'dían operacionalmente del JII Cuerpo de Ejército.

621

Cosquín,
que de-

Ld expuesto surge de las deelaraciones contestes de Julio Hugo
García, quien fue detenido el mismo día y relata, al llegar a la Co-
misaría de Cosquín reconoció su voz áspera, característica de una
fumadora, y de Roberto Cirilo Moyana, quien también fue detenii10
aire_dedal' de la 1.30 hs., y refiere que el camión que lo dctuvo junto
con su hijo fue recorriendo diversos domicilios y escuchó que en
uno de ellos subía Inzaurralde cuya voz reconoció, y volvió a escu-
char a su vez luego de pasar por la Comisaría de Cosquín, en la
cárcel "Campo de la Ribera". Ello corroborado por la comunicación
remitida por el entoJ)ces Comandante Interino de la Brigada de
Infantería Aerotransportada IV, al señor juez Federal de la ciudad
de Córdoba, dando cuenta que se encontraba detenida por la Jefa-
tura del Arca 311, bajo acusación de asociación ilícita e incitación
a la violencia, que obra a fs. 1, del expediente 13-C-6, del Juzgado
Fede'ral de, Pdmera Instancia NI?2, de Córdoba, que corre por cuer-
da y por']a ficha de registro de detenidos que en fotocopias obra a
fs. 134 de las actuaciones labradas con motivo de la denuncia de
CONADEP, por privación ilegal de libertad y homicidio, contra el
General Sasiaiñ, qu~en copia legalizada se agregó a la causa.

Está probado que a AmeBa Nélida Inzaurralde se la mantuvo
en cautiverio desde la fecha de detención hasta la de su deceso.

Ello por los dichos de los testigos individualizados en el punto
anterior, quienes relatan haber sido trasladados luego de su secues-
tro, a la Comisaría de Cosquín, posteriormente a la prisión militar
de encausados "Campo de la Ribera", y a los tres días a la Peniten-
ciaría del Barrio San Martín. Que a ella la bajaron en un lugar del
trayecto, 10 recuerda García, porque oyó que tosía al bajar.

A fs. 7 bis obra una ficha labrada en la Cárcel del Buen Pastor,
donde consta como fecha de ingreso el 9-4-76,Y como fecha de egreso
el 14-4-76, enviada a la prisión militar de "Campo de la Ribera"; a
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fs. 14 obra constancia de la orden de traslado de la detenida, de la
Cárcel del Buen Pastor, a la Prisión Militar "Campo de la Ribera".

Está probado que murió en prisión el día 12. de abril de 1976.

Julio César Pedro, sargento de Gendarmería Nacional, celador
de la prisión, de servicio en esa mañana, ante el Tribunal declara
que como no respondía a s~ llamado pensó que seguía durmiendo,
pero al acer:.carse la encontró tendida en la cama, boca abajo, COn

la dentadura postiza atravesada, con gno salivación en la almohada
y estando el cuerpo tibio; a su llamado, acudieron el Sargento l?
More, jefe de guardia y el Cabo 1? Aguirre. El Sargento Juan Car-
]05 Escudero relata que ese día y hora se encontraba descansando
y acudió un gendarme a comunicarle que había problemas en el
penal, al Jlegar a la pieza 20 minutos después la encontró boca
arriba, con dos pañuelos' fuertement.e anudado entre sí, húmedos,
atados al cuello. En similar posición la vio el Sargento Primero
Aguirre. El Sargento Primero More declara en similares térrninos,
agregando que tenía en la piel un color morado. Todos concordaron
en que se encontraba agonizando, Pedro le quitó los pañuelos del
cuello y la dentadura postiza con intención de revivirla, resultando
infructuoso el intento, llevándose el cuerpo fuera de .la habitación.
Los dichos reseI1ados corroboran los prestados.a [-s. 18, 26, 27, res.
peetivamente, del Expediente N? ]3-C.76, del Juzgado Federal N? 2,
de Córdoba. Todos dicen que sólo tenía el paI1uelo anudado al cuello.

A fs. 5 de los autos mencionados, corre el informe de la autop-
sia realizada por el médico forense sobre su cadáver, ratificado en
declaración prestada en la audiencia, agregando que el cadáver tenía
una lira de gasa de tres metros anudada alrededor del cuello, deter-
minando que la causa probable del deceso es la luxación de las vér-
tebras cervicales. A fs. 229/238 de Jos autos 277/84 del Juzgado Fe.
deral de 11} Instancia N? 2, de Córdoba, Secretaría Criminal, obra la
pericia médica que determina se trata de "asfixia por estrangula-
miento", demostrando con sólidos fundamentos que la hipótesis más
aceptable de su etiología es .c] suicidio.
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U:na cantidad de in.dicios convergentes dan por probada esa hipó-
tesis. Así las referencias del testigo Pedro, quien relata que la habi-
tación se hallaba en orden, sin señalar rastros de violencia en la mis-
.ma, ni en la persona de la occisa; las explicaciones de quienes acu-
dieron en su auxilio señalando que no había signos de que se la
hubiere ahorcado, contabilizándose precisamente que se encontrara
en la cama, cubierta por una manta, que no pendieran del techo o
de algún otro lugar de altura suficiente, lazos, correas ni sogas; que
su rostro, en especial orejas, labios y lengua, se encontraran cianó-
ticos; que no señale el forense la existencia de surco marcado en el
cuello; y la presencia, señalada por este último, de vénda en forma'
de collar, cuyas dimensiones le impedían pasar por la cabeza.

Por lo demás, cabe computar otra serie de circunstancias que
favorecen dicha hipótesis. El hecho no guarda relación con ninguno
de los procederes que a lo largo de las actuaciones quedó en descu-
bierto se utilizaban para la supresión de personas: no se trató de un
"traslado"; su cadáver no sólo apareció, sino que también fue ha~.
Hado en la celda; y además la circunstancia de la detención se halla~
ba registrada, al igual que la orden de traslado del "Buen Pastor" a
"La Ribera", habiéndose dado incluso intervención a la autoridad

judicial.

Frente a tales antecedentes, no puede menos que valorarse la
duda con sentido beneficiante.

Por últüno, surge de autos, que el hecho que damnificó. a Ame-
Ha Nélida Inzaurralde fue desarrollado de acuerdo al proceder des~
cripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 148: COLDMAN, DAVID

Está probado que el día 21 de septiembre de 1976, en horas de
la madrugada, David Coldman fue privado de su libertad en su do-
micilio de calle Suipacha 768, del Barrio Pueyrredón, de la ciudad
de Córdoba, capital de la provincia homónima, por un grupo de per-
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son as armadas que dependían opcracionalmente del Ejército Ar-
gentino.

Ello surge de las declaraciones de su cuñada, Perla Wainstein de
Feldman, quien relata el hecho en reiteradas oportunidades, y en
forma concordante, tanto .al interponer las acciones de hábeas cor-
pus, como al formular reclamos ante las autoridades y finalmente,
al testimoniar ante el Tribunal, manifestando que en ese día y lugar,
desaparecieron de la casa que habitaban, su cuñado David, su her-
mana Eva y su sobrina Marina. Que encontró la casa en completo
desorden, las pertenencias del matrimonio en el suelo, la cerradura
de la puerta de e~trada vencida y. como un signó más de violencia,
en la habitación de la joven, que contaba con dieciocho años, su
camisón roto sobre una silla. En idéntico sentido se pronuncia en la
audiencia oral Rubén Coldman, el hijo menor de la referida familia,
quien "Contaba con once años al producirse los hechos, relatando que
ese día, al despertar por la mañana, se e:neontr~ sólo frente al cua-
dro descripto. La testigo antedicha manifestó que, por versiones con.
testes de los vecinos del lugar, supo que durante esa noche un grupo
numeroso de personas armadas, algunas con indumentaria civil y
otras con uniformes de fajina, penetraron en la casa y al salir He.
varan a sus tres familiares, con los ojos vendados y en varios auto-
móviles.

Además, la víctima fue luego vista en cautiverio en el centro de
detención "La Perla", como se \7erá más adelante.

Luego de su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Los declarantes individualizados anteriormente, manifiestan' ha.
ber efectuado reclamos ante el Ministerio del Interior, ante el Pre-
sident.e de la Asamblea Permanente por los Derechos HtJmanos, ante
el Gobernador de Córdoba, ante el Comando de la Cuarta Brigada
de Infantería A~rotransportada y ante el Cardenal Pdmatesta, cuyas
respuestas epistolares aportó en oportunidad de declarar y que se
agregaron a autos.
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Asimismo, en el ámbito judicial, Perla Wainstein interpuso di-
versos hábeas corpus, de uno dc Jos cuales, eXl'cdiente N~ 43-C-77,
del Juzgado Federal de Primera Instancia N~ 2, de Córdoba, cara-
tul ado "Coldman, David; Eva Wainstein dc Coldman y Marina Cold-
man, hábeas corpus en su favor", se agregaron fotocopias debida.
mente autenticadas y otro expediente 'N~ 8-C-78, del Juzgado Federal
de Primera Instancia N~ 1, de Córdoba, "Coldman, David y otros,
hábeas corpus en su favor", corre por cuerda.

Se encuentra suficientemente acreditado además, que con motivo
de una solicitud judicial, la autoridad requerida contestó con men-
dacidad.

Ello surge de fs. 9 del'hábcas corpus antes individualizado (8-C
78), en el que el Comandante de la Cuarta Brigada de 1nfantería
Aerotransportada, informa que David Coldman no se encuentra dete-
nido ni alojado en ninguna unidad carc~laria, dependiente de esa

Jefatura de Arca.

A David Coldman se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio
en el centro de detención denominado "La Perla", actual asiento del
Batallón de Exploración IV, que operaba en dependencias y con
personal del JI1 Cuerpo de Ejército.

Ello por los dichos contestes de Cecilia Suzzara, quien relata
anle el Tribunal haberlo visto junto con su esposa e hija y que fue-
ron trasladados al poco tiempo, desconociendo su destino; ~e Susana
Sastre, quien lo describe físicamente, recuerda que era óptico. que
le secuestraron en el domicilio anteojos que repartieron entre los
detenidos. que comentaban haber dejado en su domicilio a su hijo
menor de 11 años, que en el pantalón encontró dinero y lo entregó a
la guardia para que comprara cigarrillos para todos los allí cautivos;
y de Gustavo Adolfo Contempomi, quien también describe la inte-
gración de su familia. manifestando ignorar a qué lugar fueron tras-
ladados. Todas las declaraciones enunciadas, fueron prestadas ante
el Tribunal.
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No existe ningún elemento de prueba, no obstante, que permita
acreditar que ]a víctima haya sido sometida a algún mecani"smo de
tortura.

Se ha podido demostrar, no obstante, que durante su cautiverio
se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Ello en virtud de las manifestaciones de los testigos que pasa-
ron por el lugar, quienes relataron haber sido privados de la visión
mediante vendas que cubrían sus ojos, esposados, privados de libre
movilidad, de facilidades para proveer a su higiene personal, con ali.
mentación racionada, sin que ninguna señale que respecto de Dav,id
Coldman se hubiere hecho excepción alguna.

No está probado que David Coldman haya recuperado su libertad.

Ello por Jos dichos contestes de su cuñada e hijo, quienes mani.
festaron que desde el día de su secuestro no tuvieron noticias de él
a pesar de las intensas gestiones realizadas para dar con su paradero.

Por otra parte, durante su cautiverio le fueron sustraídos de su
domicilio diversos efectos de valor.

Ello por las declaraciones de su cuñada e hijo, quienes manifies-
tan que notaron la falta de un proyector, una máquina de escribir.
y un muestrario de anteojos, lo que concuerda con las' manifestacio-
nes de Susana Sastre, referidas anteriormente.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri.
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
víctima David Coldman y sobre cuya base debían haber formulado
la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los C0t?andantes de la Fuerza Aérea Argentina y la
Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a
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ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no
existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arma con posteri0Fidad a la detención, que per~
mitan acreditar con fehaciencia tal extren10.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
David Coldman fueron desarrollados de acuerdo al proceder des.

cripta en la cuestión de hecho N~ 146.

Respect~ de la sustracción de efectos, respondió al proceder d;es-

cripta en la cuestión .de hecho N'? 147.

CASO N? 149: WAINSTEIN DE COLDMAN, EVA

Está probado que el día 21 de septiembre de 1976, en horas de
la madrugada, Eva Wainstein de Coldman fue privada de su libertad
en su domicilio, sito en calle Suipacha N? 786¡ de la ciudad de Cór-
doba,' capital de la provincia homónima, por un grupo de personas
.armadas que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello en virtud de las consideraciones vertidas al tratar el caso

,que antecede.

Luego de su detención, se hiciéro,n gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Ello, por las consideraciones efectuadas en el caso anterior, a
lo que cabe agregar las realizadas por su hermana Perla, exclusiva~
mente en su favor, ante el Comando del Tercer Cuerpo de Ejército
y ante la Nunciatura Apostólica, cuyas resp~estas epistolares, apor-
tara en oportunidad de declarar ante el Tribunal y fueran agrega~

das a autos.

A Eva Wainstein de Coldman se la mantuvo clandestinamente
.en cautiverio en el centro de detención denominado "La Perla", ac-

!
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twil asiento del Batallón de Exploración IV, que operaba en depen-
dencias y con perso~al del III Cuerpo de Ejército.

Ello surge de las manifestaciones vertidas al tratar el caso an-
ter.ior.

Durante el tiempo de detención fue' sometida a condiciones in-
humanas de vida y alojamiento.

Ello, por los indicios recogidos y puntualizados al tratar el caso
anterior.

No está probado que Eva Wainstein de Coldman haya recupe-
rado su li'Qcrtad en momento alguno.

Ello, por las manjfestacioncs vertidas al tratar el caso que an-
tecede.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privadón de la libertad de que fuera
víctima Eva Wainstein de Coldman y sobre cuya base debían. haber
formulado .la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y la
Armada Argentina, mal puede adjudicárscles conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a.
ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no
existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arma con posterioridad a .la detención, que per.
mitan acreditar' con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Eva
Wainstein de Coldman fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.



DE JUSTICIA DE 1.,\ NACIÓN

CASO N~ 150: COLDMAN, MARINA
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Está probado que el día 21 de septiembre de 1976, en horas de
la madrugada, Marina Coldman fue privada de su libertad en su
domicilio, silO en calle .suipacha N~ 786, de la ciudad de Córdoba,
capital de la provincia homónima, por un grupo de personas armadas.

Ello en virtud de las consideraciones vertidas al tratar el caso
N~ 148.

Está probado que luego de su detención se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad, y que ante una solicitud judicial, la autoridad requerida
respondió negativamente.

Ello por las consideraciones vertidas y por la documentación
evaluada al analizar la parte pertinente del caso N~ 148, debiendo
de~tacarse que el requerimiento fue contestado por el Comandante
de la Cuarta. Br.igada de Infantería Aerotransportada, del III Cuer-

. '
po de Ejército.

Como quedó probado, en la detención de Marina CoIdman, inter-
vino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene en
cuenta que esa fuerza respondió a tales requerimientos judiciales,
cabe concluir que queda acreditada la existencia de una respuesta
mendaz.

Debe el Tribunal 'aclarar, que el procesado Videla, había dejado
de ser Comandante en Jefe del Ejército Argentino, al día 8 de agosto
de 1978, -en que se produce una de las contestaciones mendaces. El
Comandante en Jefe en esa época era el Teniente General Viola.

Está probado que a Marina Coldman se Ía .mantuvo clandestína-
mente en cautiverio en el centro de detención denOlninado "La Per-
la", actual asiento del Batallón de Exploración IV, que opéraba en
dependencias y con personal del'UI Cuerpo de Ejército.
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Ello surge de las manifestaciones vertidas al tratar la. parte per-
tinente del caso N~ 148.

Está probado que durante el tiempo de detención fue sometida
a condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Ello, por los indicios recogidos y puntualizados' al referirse el
Tribunal a dicho campo de cautiverio.

Está probado que Marina Coldmal) no volvió a ser vista en
libertad.

Ello, por las consideraciones efectuadas al tratar la parle per-
tinente del caso N~ 148.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Graffigna y Lamí Daza, el Teniente General Leopoldo For-
tu nato Galtieri y el Almirante Anaya, accrc;a de la privación de la
libertad de que fuera victima Marina Coldman, el Tribunal se re~
mite, en su parte pertinente, a lo que se viene decidiendo en casos
análogos.

En lo que respecta a la sustracci.ón de diversos. efectos del intc.
riar del domicilio de los Colc1man, también el Tribunal se remite a
lo ya expresado en el caso Ni? 148, "in fine", y responde al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 147.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Marina Coldman fueron desarrollados de acuerdo al proceder des.
cripta en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N~ 151: CONTEMPOMI, GUSTAVO ADOLFO

Está probado que Gustavo Adolfo Contempomi fue detenido en
su vivienda en horas de la madrugada del día 1'? de julio de 1976,
por un grupo armado que- dependía del III Cuerpo de Ejército.
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Contempomi declara ante el Tribunal las circunstancias en que
fue detenido, narra cómo en esa fecha y hora aproximada, diez o
quince individuos, vestidos de civil y "disfrazados", irrumpen en la
vivienda que compartía con su esposa, embarazada con cinco meses
de gestación, luego de lo cual y tras ser castigados fueron aprehen-
didos y conducidos en sendos vehículos.

Lo afirmado por la víctima encuentra corroboración en las
probanzas que serán citadas seguidamente.

Está probado que a Gustavo Adolfo Contempomi se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en el denominado l/centro de reunión
dc detenidos La Perla", actual asentamiento del Batallón de Explo-
ración IV, que operaba en dependencias y con personal del Tercer
Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que surge de las propias declaraciones de la víctima,
corroboradas por los dichos vertidos en la audiencia por Susana
Sastre, Ana María Mohamed, Cecilia Beatriz Suzzara, Eduardo Juan
Daniel Porta y aún por los dichos de Roberto Fermín de los San-
tos en su declaración francamente rcctificatoria prestada ante el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a fs. 263 de la causa 327/
84 del Juzgado Federal de Primera Instancia N? 2 de la ciudad de
Córdoba.

Resulta de gran importancia el informe evacuado el 26 de di.
ciembre de 1984 por el Comando del IJI Cuerpo de Ejército, que
se encuentra a fs. 22/23 del expediente N? 485/84 del Juzgado Fede-
ral N? 2 de Córdoba, y cuya copia obra a fs. 6489/6490 del cuaderno
de prueba fiscal, en el que se admite la detención de Contempomi
por parte del Ejército y su alojamiento en "La Perla".

Está probado que Gustavo Adolfo Contempomi fue sometido a
algún mecanismo de tortura.

En efecto, ello surge de los propios dichos del encartado, su-
mados al testimonio de Ana Maria Mohamed en cuanto refiere que
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Contempomi le había manifestado haber sido torturado, Jos que
poseen suficiente entidad probatoria como para, arribar a una con-
clusión a.firmativa, más aún si a ello le agregamos el testimonio de
María Patricia Astelarra por vía de exhorto consuJar, en el que fi13-

nifiesta que le hicieron escuchar Jos gritos de Contempomi cuando
éste era apaleado, lo que pudo corroborar cuando le mostraron la
pared ensangrentada y a él en estado de semi-inconsciencia.

Está probado que durante todo ese tiempo, o parle de él se Je
impusieron a la víctima condiciones inhumanas de vida y aloja-
miento.

Contempomi narra las condiciones que debió soportar durante
parte de su cautiverio. De su testimonio surgen las condiciones ri-
gurosas a que se vio sometido, tales como permanecer vendado,
acostado, en una colchoneta durante toda la noche, y sentados du-
rante el día con prohibición de caminar, a la par de la gravedad
de la tensión psíquica producida por la incertidumbre sobre su des-
tino, es decir, sobre su vida o su muerte.

Tales dichos. encuentran corroboración en los testimonios coin-
cidentes prestados por Ana María Mohamed, Cecilia Be~triz Suz-
zara, Susana Sastre y Eduardo Juan Daniel Porta, de los cuales
surge claramente, además, las condiciones generales a que se vie-
ron sometidos durante su permanencia en tal sitio.

Está probado que Gustavo Adolfo Contempomi recuperó su li_
bertad a mediados del mes de diciembre de 1977.

Tal es lo que surge de su declaración corroborada por el in-
forme del nI Cuerpo de Ejército a que se ha hecho mención ante-
riormente. No está probado que con posterioridad a esa fecha haya
permanecido sujeto a la voluntad de sus aprehensores.

Según los propios dichos de Contempomi durante su cautiverio
fue obligado a realizar diversas tareas, sin percibir ninguna remu-
neración por ello. Estas tareas eran administrativas, o bien las de- \
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nominadas "lanchco", que consistían en salir a recorrer la ciudad
para señalar algún activista políti~o.

Las manifestaciones de Contempomi en este sentido, encuen-
tran corroboración sustancial en los dichos de otros testigos que
han ,estado también cautivos en "La Perla", y en el mismo informe
del III Cuerpo de Ejército al que se ha hecho referencia anterior-
mente.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Gustavo Adolfo Contempomi. fueron desárrollados de acuerdo al
proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 152: SORIA, CESAR ROBERTO

Está probado que César Roberto Soria fue privado de su liber-
tad. en horas de la noche del 11 de noviembre de 1976. en la vía
pública de la ciudad capital de la Provincia de Córdoba por un
grupo armado de personas vestidas de civil.

Tal es 10 que surge de lo declarado testimonial mente por Eisa
Margarita Elgoyhen, esposa de la víctima, quien expone que ese día,
tras salir de_un cinc sito en dicha ciudad, ingresaron a un~ coofi.
tería. Allí fueron detenidos por el mencionado grupo, al. que des-
cribe en sus rasgos más característicos, que, al par que los interro-
gaban sobre "dónde está la plata", los hacían acostar en el suelo:
Luego son llevados detenidos.

César Roberto Soria fue conducido a la Prisión Militar de En-
causados "Campo de La Perla", pcrten"ecientc al Tercer Cuerpo de
Ejército.

Así' resulta de los pormenorizados relatos testimoniales brinda-
dos por las ya citadas EIsa Margarita Elgoyhen y Ana. María Moha- .
roed -esta última refiere que Soría fue detenido el mismo día que
ella y que en el campo fue puesto a su lado-, a los que han de
sumarse los vertidos por Eduardo Juan Daniel Porta.
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También fue sometido a un mecanismo de tortura.

Ello queda debidamente comprobado con el testimonio de EIsa
Margarita Elgoyhen, quien refiere el haber escuchado los gritos de
su marido que debían responder a los golpes o torturas a las que
se lo estaba sometiendo. Agrega, además, que luego pudo escuchar
sus lamentos, a la par que solicitaba se le suministrara agua .

Además, obran los dichos de Ana María Mohamed, quien des-
cribe al detalle las gravísimas lesiones y signos de la tortura a que
fue sometido Soria, cuyo cuerpo comenzó a hincharse, a vomitar
todos los alimentos que se le suministraban y a presentar síntomas
de delirio.

Más ilustrativos aún son los dichos de Eduardo Juan Daniel
Porta, quien además de observar en él idénticas secuelas, explicó
el procedimiento u~iJizado para atormentarlo; dice que le aplicaron
picana eléctrica combinada con fuertes golpes aplicados con palos
o gomas, efectuado por personal militar.

Finalmente, constan los dichos de Raúl Rolando Acosta, recluido
en la Prisión Militar de "Campo de La Ribera", lugar donde Soria
fue trasla.dado el 22 de noviembre de 1976, los que revistan singu-
lar importancia dado su calidad de médico, y que detaUa las lesio.
nes que padecía la víctima, tales como escoriaciones, hematomas
múltiples y edema de ambos miembros inferiores muy marcados;
que le fue requerido su auxiI,io. Explica luego que ante la grave-
dad de su estado solicitó que se lo traslade a un centro asistencial
con urgencia, lo que así sucedió.

Habiéndose probado que César Roberto Soria f\Ie sometido a
un mecanismo de tortura resta resolver si su muerte ocurrió con
motivo u ocasión de los tormentos sufridos.

La versión testimonial de los hechos permite arribar a una con-
clúsión afirmativa ya que puede sostenerse sin hesitación alguna
que esos dichos guardan concordancia con los medios de pILleba ins-
trumentales que se citarán a continuación.
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Expresó Ana María Mohamed que Soria con el correr de los
días comenzó a hincharse, le aparecen manchas violáceas en todo
el cuerpo, delira, vomita todo lo que come, "estaba como si fuera
todo agua y pieL .. ", añadiendo: "antes de entrar 'incluso escuchó
un aullido desgarrador, que era de Soria, que se había caído, ya
110 se podía sostener en pie ... ". Finalmente dijo que lo sacaron
del campo el 23 de noviembre y Jo Jlevaron al Hospital Militar. Esta
testigo narró que otro cautivo, Acosta, que era médico ]0 atendía y
le cuidaba .las heridas que se iban infectando.

Al prestar declaración en la audiencia oral, Eduardo Juan Da-
niel Porta sostuvo que en el caso de Soria la tortura consistió en ]a
combinación de aplicaciones de picana eléctrica con golpes dados
con gomas y palos. Como estuvo 'con el causante en la cuadra de
hombres, observó en éste, las consecuencias de 'la tortura que le
aplicaran. Se produce en forma similar a la anterior testigo, aña-
diendo que al consultar con Acosta, éste le expresó que padcda de
una edema renal y que iba a intentar interceder ante las autori-
dades a fin de medicarlo y trasladarlo a un centro asistencial, ya
que su est~do era grave.

Raúl Rolando Acosta, médico de profesión, al prestar declara-
ción en la audiencia sostuvo que efectivamente atendió al causante;
se encontraba en muy grave estado, "tenía múltiples hematomas, es-
coriaciones, y edema de ambos miembros inferiores muy marca-
dos ... ". Dijo que se lo llevaron, fin!llmentc, ante el reclamo de
que fuera atendido en forma urgente.

Del análisis de tales elementos de convicción se desprende que
los dos primeros testigos relatan lo presenciado en forma directa
por elIos. Sus manifestaciones son .altamente convincentes. En
cuanto a Acosta, por su condición de médico, se trata de un testigo
calificado para apreciar con objetividad la gravedad de Soria, por
lo que sus dichos cobran inusitada relevancia.

Conjugando esta prueba testimonial con lo que surge de los
informes adquiridos cn la cau~a c'n relación al fallecimiento del cau-
sante, se puede afirmar, sin lugar a dudas, que César Roberto Soria
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,

Dluna a consecuencia de .las graves lesiones sufridas en ocaSlOll de
ser sometido a un mecanismo de tortura o con motivo de ella. En
efecto, se llega racionalmente a tal conclusión destacando que el,
13 de diciembre de 1976, el inspector mayor Aldo Félix Olmedo
comunicó al Jefe de Policía de la Provincia de lujuy, cuando se hace
saber que fue "~batido por fuerza del Ejército" (sic).

Probado como está que Soria estuvo en cautiverio hasta la fecha
de su fallecimiento surge con toda evidencia que el supuesto en~
frentamiento no existió, tal como sucedió en otros casos analizados
en este proceso.

Tal conclusión se encuentra apoyada por otros elementos. que,
en el caso, contribuyen a ratificar tal aserto. Ante el Juzgado de
Instrucción Militar 71, dependiente del IJI Cuerpo de Ejército,
tramitó la causa 1.Q-84 glosándosc allí la nómina de enfrentamien-
tos habidos en el lapso que media enlre 1976 y 1980, con presuntos
subversivos. Soria no se encuentra incluido allí (con fr. fs. 861/870).

Por otra parte, el certificado primigenio del médico Santiago
Alvaro Seery destaca como origen de la muerte el homicidio, deter-
minan~o lesiones que detalla. Este elemento de prueba sirve para
señalar que .la víctima .del supuesto enfrentamiento no regist.ra ba-
lazo alguno y sí distintas escoriaciones que se refieren. destacán-
dose especialmente la placa electrizada en la cara dorsal del pene
cuya etiología se remonta a la aplicación de la picana eléctrica.

El posterior informe médico firmado por el D~. Juan )3uschiazzo
también presenta circunstancias harto sospechosas que no hacen
sino confirmar la realización de maniobras tendientes a ocultar los
reales motivos del fallecimiento. Este informe no especifica las
causas del deceso '¡en razón de que las heridas que presenta el
cuerpo no son de magn'it.ud como para eIJo... recomendando una
autopsia" que nunca se realizó. Y, una vez más, no se compadece
el informe con el supuesto enfrentamiento ya que nada se dice so-
bre lesiones causadas por balazos, de rigor en episodios de esta
naturaleza. Inch~so en el casillero a llenar para caso de muerte
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violenta ItAccidentcl Suicidio u Homicidio" ninguno de ellos aparece
]lenado.

Todo lo expuesto permite afirmar que la muerte de Soria fue
la consecuencia de los tonnentos sufr~dos cn cautiverio. Adviér-
tase que de los dichos de Ana María Moh~med se desprende que el
23 de noviembre, a la noche, lo ]levan al Hospital Militar en estado
comatoso, lo que ,es corroborado por Eduardo Juan Daniel Porta;
si la muerte ocurrió entre las últimas horas del 24, mal puede pen-
sarse que en un día se haya recuperado tal manera como para en-
frentarse a las Fuerzas Armadas.

Por último, surge de aulas; que los hechos que damnificaron a
César Roberto Soria fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 153: CARDOZO, H1LDA YOLANDA

Está probado que Hilda Yolanda Cardozo fue privada de su
libertad el 13 de mayo de 1978 en su domicilio sito. en cl Barrio
Saladillo de. la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, por un
grupo armado de personas que dependía operacionalmente del Se-

/
gundo Cuerpo de Ejército.

Elio por los dichos vertidos por Ramón Aquiles Verón, quien
manifiesta que en oportunidad de encontrarse descansando con su
-compañera Cardozo en el interior de su vivienda, fueron detenidos
por un grupo de personas, armadas, las que procedieron a atarlos
.y golpearlos. .

Lo expuesto encuentra también corroboración en aquellos ele-
mentos probatorios que serán materia de análisis al fundamentar
lo relacionado con el lugar. de cautiverio de la causante.

A Hilda Yolanda Cardozo se la mantuvo clandestinamente en
.cautiverio en la "Fábriea de Armas Portátiles Domingo Matheu",
'perteneciente a la Dirección Nacional de Fabricaciones Militares,
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por parte de personal de las Fuerzas Armadas o de seguridad,' que
dependía operacionalmente del Segundo Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que se desprende de los dichos del ya nombrado Ra-
món Aquiles Verón, detenido conjuntamente con la víctima, y de
los testimonios de OIga Moyana y Juan Antonio Rivero. La primera
afirma haber visto a Cardozo en este sitio, al menos durante un
día, creyendo que luego de ello fue trasladada. El segundo. tam-
bién afirma haber compartido su cautiverio durante una semana,
ignorando luego su destino.

Con posterioridad, Hilda Yolanda Cardozo fue trasladada al
centro de detención denominado "La Perla" que operaba con per-
sonal perteneciente al Tercer Cuerpo de Ejército.

11'01a Angélica Casas narra las conversaciones mantenidas con
la Cardozo en "La Perla". A ello deben sumarse los aportes reali-
zados por María del Carmen Pérez de Sosa quien, de igual manera,
relata las malas condiciones en que ]a vio, los de Juan José López
y por último, los que a su vez brindara Ricardo Antonio del Valle
Mora.

No está probado que Hilda Yolanda Cardozo haya recuperado
la libertad. En efecto, tanto el padre de la víctima, como su ex
compañero Ramón AquiJes Verón. coinciden en que no tuvieron
ninguna noticia de ella tras su detención.

Quienes compartieron su cautiverio en uLa Perla" coinciden en
que en el mes de junio fue trasladada a un lugar desconocido, en
un medio que -según López- era 'el aéreo, puesto que su partida
se demoró por tres días consecutivos por las condiciones climáti-
cas. En términos coincidentes con éste se produce María del Car-
men Pérez de Sosa.

Está probado que durante su cautiverio en la "Fábrica de Ar-
mas Portátiles Domingo Matheu" fue sometida a algún mecanismo-
de tortura.
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Así se desprende de los ya señalados dichos de Verón, los que
encuentran corrobora~ión con los de Moyana, a los que deben agre-
garse las manifestaciones de María del Carmen Pérez de Sosa, que
compartió cautiverio con Cardozo en "La Perla", y que constató las
gravisimas secuelas de las torturas que según la víctima se le ha-
brían infligido en Rosario. En igual sentido, deponen Irma Angé-
lica Casas, López y del Valle Mora.

No se encuentra acreditado que la causante haya estado cau-
tiva en la Escuela de Mecánica de la Armada, ya que si bien Ramón
Verón dejó entrever tal posibilidad, los dichos de la testigo Lila
Pastoriza, quien prestó declaración en audiencia oral. no permiten
considerar seriamente tal circunstancia, por cuanto hace referencia
a una persona que ha1?ría sido detenida en Rosario y que fue tor-

I turada atrozmente, mas sin individualizarla debidamente, salvo con
descripciones genéricas que pudieran caber a otra persona, lo que
crea una situación de duda de muy difícil solución.

Está probado que luego de su detención se hicieron gestiones
ante. autoridades en procura de su paradero y libertad.

Francisco Cardozo Cataldi, padre de la víctima, expresa que
interpuso dos recursos ~e hábeas corpus, los que se encuentran
agregados a estas actuaciones. Efectuó asimismo denuncia ante el
Ministerio del Interior, cuyas copias aporta, como a todos los Pre-
sidentes sucedidos desde Vide]a hasta Bignone, amén de diversos
organismos internacionales.

Como quedó probado, en la detención de la Cardozo intervino
personal dependiente del Ejército Argentino. Si se -tiene en cuenta
que esa fuerza respondió a los requerimientos producidos con fecha
27-7-78 y 12-8-81,cabe concluir que ha quedado acreditada la men-
dacidad de la respuesta. Así surge de fs. 5 del expediente N9 176
del Juzgado Federal N9 I de esta Capital y fs. 13 del C-97 del mismo
Tribunal. En cambio, no está. probado tal e.xtremo respecto de la
Fuerza Aérea y de la Armada Argentina.
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En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la priváeión dé la libertad de que
fuera víctima Hilda Yolanda Cardozo, y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene, hacer una dis~
tinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y la Armada
Argentina, mal Ruede adjudicárseles conocimiento de estos hechos
si se tie.pe presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos,
Respecto del Teniente General Lcopoldo Fortunato Galtieri no exis-
te elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
miten acreditar con fehaciencia tal extremo.

De los. medios de prueba adquiridos en el curso de la presente
..causa no se desprende que s~ encuentre acreditada la sustracción
de una heladera, puertas y ventanas del inmueble donde vivía la
causante.

Por último, surge .de autos. que los hechos que damnificaron a
Hilda Yolanda Cardozo fueron desarrollados de acuerdo al proceder
.descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 154: VALVERDE, JORGE EDUARDO

Eduardo Jorge Valverde fue detenido en horas de la tarde del
roa 24 de marzo de 1976, en ocasión de concurrir voluntariamente
a un puesto de la Aeron'áutica Argentina instalado en las inmedia-
ciones del. Hospital Aeronáutico de la Ciudad de Córdoba.

María Elena Mercado, esposa de la víctima, expresa que, ese
día, 24 de marzo de 1976, a las 16 horas. aproximadamente, se pre-
.sentó en el domicilio conyugal sito en la calle 27 de Abril N? 1002
.de la ciudad de Córdoba, personal uniformado y armado que dijo
pertenecer. a la Aeronáutica, ,el que previa revisación de la vívien.
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.da, citó a su esposo, ausente en ese momento, para que se presen.
tara en el puesto de guardia ubicado en las inmediaciones del Hos-
pital Aeronáutico de esa ciudad.

Una vez arribado a su domicilio, Valverde decidió concurrir
sin más a ese lugar, acompañado de dos colegas, los abogados Jorge
Alberto Furque y Lisandro González Cevallos.

El primero de ellos, luego de iniciar su relato en términos
coincidentes, narró que concurrieron a dicho emplazamiento mili~
tar estacionando el automóvil en las cercanías, luego de lo cual,
Valverde se presentó al soldado que se hallaba de guardia. Finalizó
su testimonio expresando que después de 45 minutos, más o me~.
nos, ese soldado les indicó que se podían retirar, puesto que Val-
verde quedaría detenido.

El segundo Lisandro González Cevallos, actual Fiscal de Pri.
mer Turno de la ciudad de Villa María de la Provincia de Córdoba,
se expresó en términos similares.

También han de computarse los dichos de Erio Alfredo Bonetto,
también abogado, quien horas más tarde y a instancia de Jos tres
testigos, concurrió a dicha Unidad Militar siendo atendido por un
joven oficial que le dijo que efectivamente Valverde había concu~
rrido a dicho asentamiento y, que instantes antes, había sido
.enviqdo en cumplimiento de órdenes superiores, a la prisión mi-
litar "La Ribera".

Ante ello, la ya citada María Elena Mercado según expresó al
deponer testimonialmente se dirigió al campo "La Ribera", donde
le fue informado que "todavía no había llegado", regresando al pun~
to de partida y allí un joven oficial le aseguró que él había llevado
a su esposo a ese lugar, tranquilizándola.

Depuso testimonialmente además, el Comodoro de la Fuerza
Aérea Anselmo Ramón Aguilera, quien refiere que luego del 24 de
marzo de 1976, estuvo a cargo de una unidad del Arma subordinada
.operacionalmente al Ten;er Cuerpo de Ejército, durante cuatro o
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cinco días aproximadamente. No recuerda específicamente a un de-
tenido d<;;apellido Valverde, pero explica, coincidentemcnte con los
restantes testigos, que la misión encomendada consistía en la de-
tención de personas buscadas por el Comando ,del Area y su pos-
terior remisión, previo a la confección de un acta, al "Campo de la
Ribera", concluyendo allí su cometido. Aclaró finalmente que el
sitio desde el que actuaba era una plaza de estacionamiento, lugar
éste donde no existían posibilidades de mantener personas en de.
tendón.

Está probado que luego Valverde fue trasladado al centro de
detención denominado "La Perla" que operaba en dependencias y
con personal subordin,ado al Terc~r Cuerpo de Ejército.

Elner Pascual Guillermo Fessia, al prestar testimonio dice que
fue privado de su libertad el día 25 de marzo de 1976 y conducido
a "La Perla", Jugar que luego reconoció. Asegura en su deposición
que escuchó cuando una persona interrogaba insistentemente a otra
por su "nombre de guerra", logrando de la interrogada una respues.
ta constante e invariable "Valverde Eduardo", "Eduardo Valverde".

Debe destacarse, que de los dichos ya señalados de Mercado
y Bonetto¡ se extraen dos importantes conclusiones, en primer lu.
gar que los oficiales de Aeronáutica a cargo de la unidad en que
quedó detenido Valverde, no sólo recordaron los rasgos más carac.
terístico de él, sino que aseguraron que el traslado al "Campo de.
La Ribera", se efectuó a solicitud del Tercer Cuerpo de ,Ejército, lo
que encaja a la perfección con las referencias que aporta Bonetto
acerca de la gestión ya señalada.

Durante la detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de su paradero y libertad.

María. Elena Mercado esposa de la víctima y abogada al igual
que él, expone acerca de un sinnúmero de diligencias tendientes a
ello. Desde la presentación de tres recursos de hábeas corpus, dos
de los cuales corren por cuerda, una causa por privación ilegítima
de libertad tambü~n acollarada, entrevjst~s con el <?eneral Vaquero,
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con el entonces Presidente de la Corte Provincial, misivas a los Co~
mandantes en Jefe y prominentes militares, trámites ante el Minis.
terio del Interior, a más de los que hizo el Colegio de Abogados de
los que da cuenta Osvaldo Amadeo Bearzoti, en ese entonces Presi.
dente de dicho Colegio de Abogados al reseñar las gestiones lleva-
das a cabo ante el comando del Tercer Cuerpo de Ejército en favor
de varios letrados detenidos, que son reflejadas en las actas de esa
entidad cuyas copi~s son agregadas en la causa.

Todas ellas con resultados negativos.

Está probado que ante una solicitud judicial la autorida~ re-
querida contestó negativamente.

Ello surge de la información proporcionada a fs. 7 del expediente
N~2-V-77,caratulado "Valverde, Eduardo Jorge s/hábeas corpus" que
corre por cuerda, donde se informa" que Eduardo Jorge Valverde
no se encuentra detenido ni alojado en ninguna unidad carcelaria
dependiente de la Jefatura del Comando de la Brigada Aerotrans-
portada IV.

También está "probado que durante su cautiverio, Eduardo Jor-
ge Valverde fue sometido a algún"mecanismo de tortura.

Elner Pascual Guillermo Fessia, al deponer testimonialmente
expresa además de lo ya señalado con anterioridad, que el interroga-
torio posterior practicado a Valverde era acompañado por fuertes
gritos, que se intentó tapar con música reproducida en un muy alto
volumen, notando que al día siguiente en que continuó el monótono
interrogatorio, la voz del interrogado era muy débil. Agrega el tes-
tigo, que todos los interrogados en esa ocasión volvían acusando
fuertes dolores.

No está probado que Eduardo Jorge Valverde haya muerto
como consecuencia de los tormentos sufridos.

La esposa de la víctima, María Elena Mercado, como las perso-
nas de su amistad citadas a declarar son contestes entre sí en cuanto
a que Valverde no fue visto más, luego de su detención.
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Pero más importante aún' para el telna que nos ocupa es el
último tramo del relato de Fessia. En él narra que Valverde repetía
haberse presentado voluntariamente en detención, ,lo que no era
creído por su interrogador y que uno de los cautivos fue inducido
a' declarar que éste era "teniente tupamaro", ]0 que así hizo, y lo
que produjo la furia del interrogador, luego de ello no supo nada
más de él. Finaliza, agregando que en esos días, se estaba trasla.
dando gran cantidad de personas allí detenidas.

Sin embargo, este único indicio es insuficiente para acreditar
que Valverde haya muerto a raíz del trato sufrido.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Jorge
Eduardo Valverde fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N9 155: KRISCAUTZKY, RUBEN BERNARDO

Está probado que el odontólogo Ruben Bernardo Kriscautzky fue
privado de su libertad en la madrugada del día 15 de agosto de
1978 de ~u domicilio ubicado en la calle Darwin 348 de la Capital
Federal por un. grupo armado que dependía del Ejército.

Ello surge de l.os testimonios brindados por su esposa Susana
María Laxague y por su hija Marina Kriscautzky, quienes coinci-
dentemente relatan' la forma que en la fecha y lugar señalados, un
grupo de. aproximadamente diez persona~ procedió a llevárselas
junto a la: víctima en varios automóviles. Pocas horas despu_és,las
declarantes recuperaron su libertad, no ocurriendo 10 mismo con
Rubén Bernardo Kriscautzky.

Lo expuesto encuentra corroboración en el hecho de haber sido
visto el nombrado luego de la fecha de su detención, en un centro
clandestino que dependía del Ejército, por diversas personas a las
que más adela11te se hará referencia.
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Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori~
dades en procura de la averiguación, 4e su paradero y de su libertad.

Su esposa, Susana María Laxague, manifestó haberse entrevistado
con diversas autoridades eclesiásticas y haber hecho una presenta-
ción ~nte el Ministerio del Interior, aportando al Tribunal dos con-
testaciones de dicho organisnlo.

Obra agregado el expediente N? 2i7, caratulado: "KRISCAUTZ-
KY, Rubén Bernardo s/rccurso de hábeas corpus", del Juzgado Na-
cional de Primera Instancia en lo. Criminal y Correccional Federal
N? 3 de la Capital Federal, iniciado con fecha 1,:,de septienlbre de
1978 por Sara Smirnoff de Kriscautzky, madre de la víctima.

Está probado que con nlotivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

En efecto, en el recurso de hábeas corpus referido, tanto la Po-
licía Federal, como el Ministerio del Inter.ior, y los Comandos de
Ejército, Fuerza Aérea y Armada informaron que Rubén Bernardo
Kriscautzky no se hallaba detenido, lo que motivó el rechazo del
recurso con fecha 22 de septiembre de 1978 -ver fs. 1l-.

Hecha esta verificación, corresponde' establecer la posible men-
dacidad de alguno de estos informes.

Como quedó probado, en la detención de Rubén Bernardo Kris-
cautzky, intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si
se tiene en cuenta que dicha fuerza respondió a tales requerimientos,
cabe concluir que ha quedado acreditada la existencia de una res~
puesta mendaz. En tal sentido no corresponde efectuar reproche
alguno a las dos fuerzas restantes.

También está probado que a Ruben Bernardo Kriscautzky se
lo mantuvo clandestinamente en. cautiverio en el centro de deten-
ción denominado "El Vesubio", que dependía operacionalmente del
Primer Cuerpo de Ejército.



646 F,\1.LOS DE LA CORTE SUPREMA

Obra agregada la causa N? 1800 del Juzgado Penal N? 7 del De..
parlamento Judicial de Morón, caratulada: "BENET, Armando,
Fiscal si denuncia" en la que diversas personas denuncian haber
permanecido alojadas en el citado centro, figurando a fs. 190, puno
to 7C?, -el secuestro de la víctima.

Por otra parte, gran cantidad de personas al testimoniar en la
audiencia afirmaron' haber permanecido detenidos en "El Vesubio"
para la fecha de detención de la. victima ':"'agosto de 1978- y ha.
ber compartido su cautiverio con ella.

Depcmen en tal sentido Jorge Federico Watts -caso 159-,
Juan Antonio Frega, Ricardo Daniel Wejchcmberg -caso 385-, el
contador público Horacio Hugo Russo -caso 366-, el periodista
Dado Emilio Machado -caso 369-, Dora Beatriz. Garín, la psicó.
loga Cecilia Vázquez de Lutzki -caso 361-, Estrella Iglesias Es.
pasan di -caso 158-, Rubén Dado Martínez, María Angélica Pérez
de Micflik -caso 157-, Faustino José Carlos Fernández -caso 405-,
Raúl Eduardo Contreras -caso 373-.

Todos los nombrados afirman haber permanecido alojados con
la vÍCtima o haber escuchado su nombre, resultando coincidentes sus
dichos en cuantO.3 la certeza de haber permanecido en "El Vesubio", \
ubicado en la intersección de Camino de Cintura y Autopista Richieri,
dando un similar relato en cuanto a las características físicas del
lugar, el que --en algunos casos- reconocieron una vez en libertad.
También son contestes en cuanto a los nombres o apodos de las
personas que dirigían el lugar.

De igual modo, ]a esposa de la víctima que afirma haber sido
detenida con ella, refiere que tiempo después se le exhibió en la
CONADEP un plano del lugar, reconociéndolo como perteneciente
al sitio en el que permaneció por espacio de pocas horas junto a
su marido.

No está probado que en ocasión de su cautiverio Kriscautzky fue-
ra sometido a algún .mecanismo de tortura.
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En tal sentido, si bien los testigos referidos afirman que en "El
Vesubio" todos eran torturados, no dan precisiones respecto de la
víctima, lo que impide tener por acreditado este hecho.

Está probado que en ocasión de su detención el grupo aprehen-
~or' sustrajo efectos personales de su domicilio. R~sultan contestes
los dichos. de la esposa e hija de Kriscautzky, respecto de que los
captores se llevaron del domicilio gran cantidad de efectos, como
un televisor, secador de cabello, cassettes, máquina de. coser, máqui~
na de tejer, plancha, libros, ropa, cubier~os. Algunos de estos efec-
tos, corno el televisor, fueron vistos por Marina Kriscautzky en' el
lugar en que estuvo detenida.

No está /probado que Rubén Bernardo Kriscautzky recuperara
su libertad. Así lo afirman sus familiares, de quienes no hay nlotivo
plausible para restarles crédito.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato, Galtieri y el Almi~
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Rubén Bernardo Kriscautzky y sobre cuy.a base
debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer
una distinción.

En cuanto a los -Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si
se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos.
Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no exis-
te elemento alguno, corno no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que permi-
tan acreditar con" fehaciencia tal extremo.

Por último, .surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Rubén Bernardo Kriscautzky fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N'? 146. .
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En 10 que toca a la sustracción de efectos, respondió al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? 147.

CASO N? 156: CRISTINA, ROBERTO

Está probado que Roberto Cristina fue privado de su libertad
el día 15 de agosto de 1978, mientras se encontraba en una confi.
tería ubicada en las proximidades de la avenida Corrientes y Fcde.
r.ico Lacroze, por un grupo armado que dependía del Ejército.

En tal sentido depone su madre Antonia Alvarcz de Cristina y
quien entopces era su compañera, la asistente social Ana María Mo-
linao Si bien ambas refieren no haber presenciado el hecho, la se-
gunda de las nombradas manifiesta que ese mismo día se hizo pre-
senle en su domicilio sito en Julián Alvarez 2465, piso 2?, departa-
mento 8, Capital, un grupo armado que dijo pertenecer a las fuerzas
conjuntas quienes le ,manifestaron que tenían a su compañero abajo
en el auto, luego de 10 cual procedieron a revisar su vivienda llcván~
dose a un amigo de Crist.ina, Jorge Montero -caso 371- que en ese
momenlo se enconlraba de visita en el dcparlanlento.

Lo expuesto se encuentra avalado por los dichos de las personas,
a quienes más adelante se hará referencia, que afirman haber viSlo
o compartido su cautiverio con la víctima en un centro de deten-
ción que dependía del Ejército Argentino.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y de su li-
bertad.

Al respecto su madre manifiesta haber presentado recursos de
hábcas corpus y haberse entrevistado con el Secretario de la Vica~
ría Castrense, Monseñor Graselli, quien le manifestó luego de ve-
rificar en un archivo, que su hijo no figuraba como detenido.

Obran agregados los siguientes expedientes: N? 20/79, caratulado
"Cristina, Roberto Luis s/há1?eas corpus" del Juzgado Federal N? 1
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.de la Seco N? 2 de la Capital Federal; N? 269/79 caratulado: "Cris-
tina, Roberto Luis. s/hábeas corpus" del Juzgado Federal N? 2 de
la Capital Federal; N? 232/68, caratulado: "Cristina, Roberto Luis
s/hábeas corpus" del Juzgado Federal N? 3, Secretaría N? 7 de la
Capital Federal.

También se encuentra agregada la causa N? 15.041 del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N? 28,
Secretaría N? 142 caratulada: HCassani, Héctor Edgar s/privación
ilegítima de la libertad" en la que figuran como damnificados un
grupo de integrantes del Partido COlnunista Marxista Leninista, .entre
los que se halla Roberto Cristina, los cuajes fueron privados d~ su
libertad entre los meses de julio y agosto de 1978.

Al declarar en la audiencia el ex Ministro de Justicia de la Na-
.ción, doctor José Alberto Deheza, manifestó que en su carácter- de
tío de Ana María "Molina, compañera de la víctima, mantuvo entre-
vistas con amigos militares, sin obtener re-sultado positivo. También
relata que su primo Edmundo Malina -padre de Ana María- man-
tuvo una entrevista con el General Albano Harguindeguy, en ese mo-
mento Ministro del Interior, quien le comunicó que no podía hacer
nada en favor de Roberto Cristina, porque nadie podía inmiscuirse
en el accionar de las Fuerzas Armadas contra la subversión, y que
si la víctima no reaparecía en un tiempo prudencial, debían darlo
por muerto.

También está probado que con motivo de una solicitud judicial
la autoridad requerida contestó negativamente.

EI~o surge de los recursos de hábeas corpus antes mencionados
en donde la Policía Federal. el Comando en Jefe del Ejército y el
Ministerio del Interior informaron que Roberto Cristina no se encon-
traba detenido, lo que motivó sus rechazos.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible filen-
,daddad de alguno de estos informes.



650 FALLOS DE L\ CORTE SUPREl\I,\

Como quedó probado, en la detención de Roberto Cristina inter-
vino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene en
cuenta que dicha fuerza respondió alguno de tales requerimientos
cabe concluir que ha quedado acreditada la existencia de una res-
puesta mendaz. En tal sentido no corresponde efectuar reproche
alguno a las dos fuerzas restantes.

Está probado que a Roberto Cristina se lo mantuvo clandes-
tinamente en cautiverio en el centro de dctenc,i6n denominado "El
Vesubio", que dependía operacionalmente dcl Primer Cuerpo de
Ejército.

Obra agregada la eausa N~ 1800 del Juzgado Penal N~ 7 del De-
partamento Judicial dc Morón, caratulada: "BENET,-Armando, Fis-
cal s/denuncia" en la que diversas personas denuncian haber perma-
necido alojadas en el citado centro, figurando entre cHas el secuestro
de la víctima.

Por otra parte gran cantidad de personas al testimoniar en la
audiencia afirman haber permanecido detenidos en "El Vesubio"
para la fecha de detención de Cristina -agosto de 1978- y habcr
compartido su cautiverio con ella.

En tal sentido declara Jorge Federico Watts -caso 159- quien
manifiesta que conocía a Cristina, quien era Secretario General del
Partido Comunista Marxista Leninista, y que lo trajeron al lugar
donde él se encontraba privado de su libertad. El señor Watts brin-
da un pormenorizado relato de la forma en que se enteró que dicho
lugar era "El Vesubio" ubicado en la avenida Richieri y camino de
Cintura, a través de conversaciones con otros detenidos o con guar-
dias y de una serie de características que .le quedaro~ grabadas y
que pudo constatar una vez en libertad al concurrir al reconocimien-
to con el Juez Dr. 01ivieri en la causa N? 35.040.

En simBares términos deponen Juan Antonio Frega, Ricardo Da-
niel Wejchcmberg -caso 385-, el contador público Horacio Rugo
Russo, el periodista Daría Emilio Machado, Dora Beatriz Garin, ]a
psicóloga Cecilía Vázquez de Lutsky -{'aso 361-, Estrella Iglcsias



DE JUSTICIA DE ti NACIÓN 651

Espasandin, Rubén Daría Martínez, María Angélica Pérez de Micflik
-caso 157-, Faustino José Carlos Fernández -caso 405-, Roberto
Osear Arrigo -caso 367- y el contador público Guillermo Alberto
Lorusso -caso 372-. Todos los nombrados manifiestan haber com~
partido su cautiverio con la víctima a la que vieron o escucharon su
nombre, resultando concidentes acerca de la certeza del lugar en que
se hallaban, a través de las caracterís.ticas físicas del mismo y de los
nombres o apodos de las personas que lo dirigían. Algunos una vez
en libertad reconocieron el lugar en causa judicial.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera sometido
a algún mecanismo de t"ortura. Los elementos de juicio coiectados al
respecto no alcanzan para tener por acreditada esta cuestión de
hecho.

Tampoco está probado que Roberto Cristina recuperara su liber~
tad. Al respecto no hay motivo para apartarse de lo n1anifestfl.do
por sus familiares que no han vuelto a tener noticas de él.

No está probado que en ocasión de s~ secüesiro le fueran sus-
traídos efectos personales de su domicilio.

Los dichos de su compañera, Ana María Malina, quien afirma
que el grupo que secuestró a la víctima se llevó del departamento un
televisor, un lavarropas y otros muebles, no han podido ser corrobo~
radas por ningún otro elemento de juicio que permita tener por
acreditada esta cuestión.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Briga~
c;1ieresGenerales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Roberto Cristina y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Arma~
da mal puede adjudicárseles conocimiento de estos. hechos si se tiene
presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto
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del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe elemento
alguno, como no sea el dato puramente objetivo' de su comandancia
del arma con posterioridad a la detención, que permitan acreditar
con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Roberto Cristina fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASQ N~ 157: PEREZ DE MICFLIK, MARIA ANGELlCA

Está probado que María Angélica Pérez de Micflik fue privada
de su libertad el día 10 de agosto de 1978, aproximadamente a las
17,30, cuando se retiraba de su trabajo en el Banco Provincia de
Buenos Aires, sucursal 3 de Febrero, por un grupo armado que de-
pendía del Ejército Argentino.

La propia víctima refiere que en ]a fecha indicada al retirarse
del Banco, junto a un grupo de compañeros, fue interceptada e ¡otro.
ducida por la fuerza en un automóvil y conducida a su domicilio.
Agrega que minutos después se hizo presente en su casa, ubicada en
la calle Weneeslao del Tala 496 de Caseros, algunos compañeros de
labor, los que fueron obligados por tres personas que ocupaban su
hogar a permanecer contra la pared, mientras ellos revisaron sus
pertenencias. Al rato llegó su esposo Saúl Micflik, y ambos fueron
conducidos detenidos, quedando sus compañeros de trabajo en su
domicilio.

~o expuesto se encuentra corroborado por los dichos de Víctor
Roberlo Pontino y David Serra, quienes eran las personas que al
concurrir al hogar de la víctima fueron obligados a pen;naneccr
contra la pared, y que afirman que ulla vez que el grupo aprehen.
sor se retiró, llevándose consigo al matrimonio Micflik, procedie-
ron a cerrar el departamento y avisar a los familiares de las víc-
timas.
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Obra además como elemento avalante el hecho de haber sido
vista, para esa fecha, cautiva en un centro de detención, por di-
versas personas a las que más adelante se habrá de referir.

~
Obra tan1bién el sumarla administrativo' incoado a María An-

gélica Pérez de Micflik por el Banco de la Provincia de Buenos
Aires, cn el mes de agostó de 1978por abandono de tareas, el cual
se encuentra agregado a la causa N? 1800, caratulada: "Armando
Benet titular de la Fiscalía N9 2 su denuncia", del Juzgado N? 7
'del Departamento Judicial de Morón.

También está probado que a María Angélica Pérez de Micflik
se la mantuvo clandestinamente en cautiverio en el centro de deten-
ción denominado "El Vesubio", que dependía operacionalmente de~
Primer Cuerpo de Ejército.

Obra en primer' término agregada la referida causa N? 1800 del
Departamento Judicial de Morón, en la que un grupo 'de personas
denuncian haber permanecido alojadas .en el citado centro, depo~
niendo la víctima a fs. 426, donde refiere las características del ~ugar.
En igual sentido declara en la audiencia.

Por otra parte lucen gran cantidad de testimonios de perso-
nas que afirman haber estado privados de su libertad para la fecha
en que ello le ocurrió a la señora Pérez de Micflik -agosto de 1978-,
manifestando haberla visto o escuchado su nombre, lo mismo que
a su esposo Saúl Micflik.

En tal sentido deponcn el Contador Público Guillermo Alberto
Lorusso -caso 372-, Raúl Eduardo Contreras -caso 373- quien
relata que vio cuando la víctima, dentro del centro, se despedía de
su esposo en. forma muy dramática, Estrella Iglesias Espasandín
-caso 158-, la psicóloga Cecilia Vázquez de Lutsky -caso 361-,
Dora Beatriz Garin, quien relata que vio a la víctima junto a su
esposo y' escuchó cuando era 'interrogada acerca qe circunstancias
de su matrimonio, el Contador Público Roracio Rugo Russo -ca~o
366-- quien afirma haber visto al matrimonio Micflik, Jorge Federico
Watts -caso 159-, Ricardo Daniel Wejchemberg -caso 385- y Juan
Antonio Frega.
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Las declaraciones de los nombrados resultaü coincidentes en
cuanto a la cefÍeza del lugar en que se hallaban alojados, el que
estaba ubicado en la autopista Richieri y Camino dc Cintura, lo que
averiguaron entre otras cosas por conversaciones escuchadas a los
guardias y por una serie de caracteristicas del lugar, el cual una
vez en libertad algunos, como Jorge Federico Watts, pudieron reco~
nacer judicialmente en la causa N'? 25.040 en trámite ante el Juz-
gado de Instrucción a qlrgo del Dr. Olivieri. También son contestes
en cuanto a los nombres y apodos de las personas que se encontraban
a cargo del centro.

Está probado que en ocaSlOll de su cautiverio fue sometida a
algún mecanismo de tortura.

Ello surge -del testimonio de la víctima, quien refiere que al.lle~
gar al centro de detención fue separada de su marido, desvesti~a,
atada y torturada con pasajes de corriente eléctrica en todo el cuer-
po, fundamentalmente en los órganos genitales. Agrega que el cen-
tro estaba compuesto por tres casas, señalando que fue objeto de
torturas en la N'? 2.

Su relato encuentra amplia corroboración en los dichos de las
personas que compartieron su cautiverio con la víctima, ya indivi-
dualizadas, las que afirman haber sido sometidas a similares tortu-"
ras en el mismo lugar y época y por las mismas personas. Por otra
parte, agregan que en "El Vesubio" todos eran torturados.

Durante ese tiempo o parte de él se le impusieron condiciones
inhumanas' "de vida y alojamiento.

La damnificada refiere que Juego de la tortura en la casa 2 se
la mantuvo tirada en lo que se denominaba "cucha" que era un lugar
muy pequeño, esposada y con Jos ojos vendados. En similares con-
diciones se encontraban todos' los alojados en dicha casa. A veces era
obligada junto a Estrella Iglesias Espasandín, que era la persona que
estaba junto a ella en las "cuchas', a lavar platos y ropas. La recién
nombrada avala Jo expuesto por la víctima, agregando que en una
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oportunidad se bañaron porque se habían llenado de piojos y luego
fueron llevadas a tomar sol.

Además, todas la~ personas alojadas en el "Vesubio" junto a la
señora Pérez de Micflik, resultan coincidentes en afirmar que las
condiciones de vida imperantes en dicho centro resultaban infra-
humanas.

Está probado que el día 11 de septiembre de 1978 fue trasla-
dada al Regimiento Siete de Infantería de La Plata, quedando a dis-
posición de la Justicia Militar hasta su liberación.

Tal circunstancia es relatada por la damnificada, manifestando
que el traslado fue efectuado en un vehículo cerrado y junto a otras
seis personas, todas atadas y encapuchadas, entre las que recuerda
a Cecilia Vázquez -caso 361-, la que al declarar corrobora lo eXR
puesto por la víctima.

Obra agregado el expediente N? 40.741, del Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N?" 3, se-
guido contra la señora Pérez de Micflik y otras personas por infrac-
ción a las leyes 20.840 y 21.325, en el que a fs. 1, en la diligencia de
iniciación, el firmante Capitán Osear Eduardo Díaz -Oficial Preven~
tor- da cuenta que en la fecha indicada a través de una denuncia
anónima se constató el hallazgo de siete personas atadas y encapu-
chadas en el interior de un vehículo, por lo que ante la presunción
de .una vinculación con la subversión se inició dicho sumario, en el
que posteriormente el Consejo de Guerra Especial Estable N'? 1/1 se
declara incompetente, interviniendo el Juzgado Federal N'? 3, el que
con fecha 8 de octubre de 1979 sobreseyó provisionalmente en la cau-
sa y "respecto de los siete acusados. Posteriormente con fecha 21 de
diciembre de 1984 se sobreseyó definitivamente respecto de la señora
Pérez de Micklik, y las restantes personas por haberse derogado las
disposiciones legales que se les imputaran.

Por último, surge de au~os, que los hechos que damnificaron a
María Angélica Pérez de Micflik fueron desarrollados de acuerdo al
proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO W 158: IGLESIAS ESPASANDIN, ESTRELLA

Está probado que Estrella Iglesias Espasandín, fue privada de
su libertad el día II de agosto de 1978, aproximadamente a las 2, en
su domicilio ubicado en la avenida Maipú 311, piso 10 "C", de Vi-
cente López, Provincia de Buenos Aires, por un grupo armado que
dependía del Ejército Argentino.

Tal circunstancia es referida' por la propia víctima; dice que
dicho grupo, que se identificó como perteneciente a la Policía Fede.
ral, estaba integrado por aproximadamente doce personas y un pe-
rro, y que luego de revisar sus pertenencias la condujo detenida jun-
to a una amiga que vivía con ella. El traslado se efectuó en un aulo-
móvil marca Peugcot.

Lo expuesto, encuentra corroboración en el hecho de haber ~ido.
vista la damnificada en un centro de detención dependiente del Ejér.
cito por diversas personas, a las que más adelante se hará referencia.

Con motivo de. su cautiverio se hicieron gestiones ante autori.
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Obran agregados dos recursos de hábeas corpus interpuestos
por la madre de la víctima, señora Dominga Espasandín: el N? 3354,
del Juzgado Nacional de Primcra Instancia en lo Criminal y Correc~
cional Federal N~ 4, Secretaría N~ 11, iniciado con fecha 9 de octu-
bre de 1978, y el N~ 217, del Juzgado Nacional de Primera Instancia
en lo Criminal y Correccional Federal N~ 3, Secretaría N~ 7, de fecha
I~ de septiembre-de 1978.

También está probado que con motivo de una solicitud judicial
la autoridad requerida contestó negativamente.

En cfecto, en los antes aludidos recursos de hábeas corpus, tanto
la Policía Federal como el Ministerio del Interior y los Comandos de
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, informaron que Estrella Iglesias
Espasandín no se hallaba detenida para esa fecha. Teniendo en cu~n-
ta que la víctima permaneció detenida por orden del Ejército y que
~sa fuerza produjo información, su mendacidad aparece evidente:
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Está probado que a Estrella Iglesias Espasandín se la mantuvo,
clandestinamente en cautiverio en el centro de detención denominado
"El Vesubio", qu~ dependía operacionalmente del Primer Cuerpo de.
Ejército.

La nombrada manifiesta que conoció el nombre del lugar por-
intermedio de los guardias_ que haCÍan el parte diario. Agrega qUE?
igual que otras personas descubrió que estaba ubicado' en la auto-
pista Ricchieri y Camino de Cintura, por haber visto circular al co-
lectivo de la línea 186 por las adyacencias. Por último, una vez en
libertad regresó al lugar y reconoció los edificios. En la causa N~1800,.
del 'Ju~.gado Penal N'? 7, del Departamento Judicial de Morón, que.
obra agregada, a fs. 407, luce el reconocimiento de la nombrada.

Por otra parte, gran cantidad de personas han testimoniado en la
audiencia, afirmando haber compartido su cautiveAo con la víctima
en el citado centro de detención, entre ellás la señora María Angé-
lica Pérez Micflik -caso 157-, quien estaba al lado de la damnifi-
cada y refiere que ambas fueron obligadas en. varias oportunidades a
lavar ropa y platos; la psicóloga Cecilia Vázquez de Lutzky, Dora
Beatriz Garín, el periodista Daría Emilio Machado.

Los testimonios de los nombrados resultan coincidentes en cuan-
to a la certeza del lugar en que se hallaban alojados, como asimismo
de los nombres y apodos del personal que dirigía el centro y que
dependía de la fuerza Ejército.

Está probado que en ocasión de su 'cautiverio fue sometida a algún
mecanismo de tortura.

La señora Iglesias Espasandín afirma haber sido torturada en
tres oportunidades: la primera, con picana eléctrica; la segunda vez
fue atada y estirada, y la tercera, le colocaron una rata entre las
piernas y en la cara.,

Lo expuesto, encuentra corroboración en los dichos de las 'per-
sonas que compartieron su cautiverio con la víctima, antes individua-
lizadas, los que afirman que en IIEI Vesubio" todos eran torturados,.
coincidiendo además en cuanto a los métodos y lqgar de tortura.
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Además, durante todo ese tiempo o parle de él, se le impusieron
condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

La víctiI!la refiere que durante el tiempo que duró su cautiverio
debió permanecer tirada en lo que se denominaba "cuchas", espo-
sada y con los ojos vendados. Agrega que era obligada a lavar ropa
y platos, y que en una oportunidad fueron bañados debido a la pro-
liferación de piojos.

Tales circunstancias aparecen corroboradas por los dichos de las
demás personas cautivas en "El Vesubió", fundamentalmente por
María Angélica Pérez de Micflik, quien permaneció al lado de la
damnificada. Todos ellos hacen referencia a las infrahumanas con.
diciones de vida imperantes dentro del centro.

Está probado que en septiembre de 1978 fue trasladada y puesta
a disposición de un Consejo de Guerra hasta que recuperó su libertad.

Ello surge de los dichos de la victima, quien refiere que para
esa fecha fue introducida, junto a otras siete personas en su misma
situación, en una camioneta cerrada, atados y encapuchados, y luego
de una recorrida conducidos a Palermo.

Obra agregado el expediente N? 40.739, del Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal Nl? 3, ini-
ciado el dia 15 de septiembre de 1978, a raíz de la aparición de las
siete personas en una camioneta, a las cuales se les imputó infrac-
ción a las leyes 20.840 y 21.325, en el que originariamente previno el
Consejo de Guerra Especial Estable N? 1/1, el que, con fecha 27
de marzo de 1979 se declaró incompetente y remitió las actuaciones
al Juzgado antes mencionado, el que con fecha 12 de octubre del
mismo año sobreseyó provisionalmente en la causa y respecto de
Estrella Iglesias Espasandín y de los restantes procesados.

Además obra agregado un informe suministrado por la Comisa.
ría 3~ de Lanús - Valentín Alsina-, del que surge que en los libros
de guardia consta el íngreso de Estrella Iglesias Espasandín, quien
ingresó con fecha 14 de septiembre de 1978 a disposición del Area
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Militar 112 de La Tablada, y que el día 22 del mismo mes y año es
retirada por personal del Servicio Penitencüirio Federal.

En cambio no está probado que en ocasión de su detención', le
fueran sustraidos efectos personales de su domicilio.

Los dichos de la víctima, al narrar que cuando fuera retirada
de su departamento se llevaron un lavarropas y vajilla, no son corro-
borados por ningún elemento de prueba.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron, a
Estrella Iglesias Espasandín fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho No:' 146.

CASO N~ 159: WATTS, JORGE FEDERICO

Está probado que Jorge Federico Watts, fue privado de su liber-
tad el día 22 de julio de 1978, aproximadamente a las 13, al salir de
la fábrica "Bagley", ubicada en la calle Hornos, del barrio de Cons-
titución, Capital Fedcral, por un grupo armado que dependía del
Ejército Argentino.

Tal circunstancia es relatada en la audiencia por la víctima, quien
refiere que en la fecha y lugar indicados al trasponer el portón de
entrada del citado establecimiento fue interceptado por varias per-
sonas armadas, vestidas de civil, quienes luego de golpearlo lo intro-
dujeron en un automóvil probablemente un Renault 12 y lo llevaron
detenido. Agrega que en el operativo intervinieron gran cantidad de
personas con armas largas, que amenazaron a algunos compañeros
.de trabajo que intentaron socorrerlo, y varios vehículos, habiendo
.además, previamente, cortado el tráfico de la calle Hornos.

El señor Benjamín Pergament, suegro de Watts, manifiesta que
se enteró de la desaparición ~e su yerno, y que el día 22 de julio de
1978, horas antes del hecho, se presentó cn su domicilio un grupo
de personas preguntando por él, luego de lo cual no volvió a verlo
.por muc?o tiempo.
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Se suma a ]0 expuesto, el hecho de haber sido vista la víctima
en cautiverio en un ¡uga'r dependiente del Ejército por diversas per-
sonas, a las que más a~e]ante se hará referencia.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Watts manifiesta que su familia interpuso tres recursos de há.
beas corpus en su favor, todos con resultado negativo, presentando al
Tribunal certificados de los mismos.

Obra agregado el expediente N? 116/78, caratulado "Walts, Jorge
Federico s/hábeas corpus", del Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Criminal y Correccional Federal NC? 1, Secretaría N? 3 J

interpuesto por la señora María del Carmen Vidal de Watts, con
fecha 26 de julio de 1978.

Está probado quc con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

En efecto, en el citado rccurso de hábeas corpus N? 116/78, tan-
to la Policía Federal y de la Provincia de Buenos Aires como el Mi-
nisterio del Interior y el Comando en Jefe del Ejército informaron
que no se encontraba privado de su libertad Jorge Federico Watts,
lo quc motivó el rechazo del recurso -conf. fs. 3, 4, 4 vta. y 9-.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de algunq de estos informes.

Como quedó probado, en la detención de Jorge Federico Watts,
inten'ino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene
en cuenta que dicha fuerza respondió a tales requerimientos en for.
roa negativa, cabe concluir que ha quedado acreditada la existencia
de una respuesta falsa.

También está probado que a Jorge Federico Watts se 10 man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en el centro. de detención deno--
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minado "El Vesubio", que dependía ope~acionalmente del Primer
. Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los dichos de la víctima vertidos en la audiencia,
como también en la causa N? 1800, del Juzgado Penal N? 7, del De-
partamento Judicial de Morón, caratulada "Benet, Armando s/de-
nuncia". En. tal sentido, Watts brinda un pormenorizado relato acer-
ca de la forma en, que conoció el lugar de su detención, el que estaba
ubicado en la avenida Riccheri y el Camino de Cintura, inmediata-
mente contiguo al Batallón de Caballería de La Matanza, a través de
co:nversaciones que escuchó durante los cincuenta días en que per-
maneció alojado allí y de una serie de características físicas del
lugar, que una vez en libertad pudo corroborar en los reconocimien-
tos efectuados en la causa antes mencionada y en la N9 35.040, en
trámite, ante el Juzgado de Instrucción N9 3, que estuvo a cargo
del doctor Oliveri.

A lo largo de la audiencia han testimoniado gran cantidad de
personas que afirman haber compartido su cautiverio con la vícti-
ma \en "El Vesubio", resultando contestes en cuanto a las caracterís-
ticas del centro, como asimismo en cuanto a los nombres o apodos
de las personas que lo dirigían.

Declaran en tal sentido Ricardo Daniel Wejcheluberg -caso
385-, Raúl Eduardo Contreras -caso 373-, Dora Beatriz Garín,
el periodista Daría Emilio Machado, el Contador Público Horado
Rugo Russo -caso 366-, Rubén Daría Martínez, quien afirma ha.
ber estado en la "cucha" de al lado de Watts, Faustino José Carlos
Fernández -caso 405- y Roberto Oscar Arrigo -caso 367-.

Está probado que durante su cautiverio fue s0111etidoa algún
mecanismo de tortura.

Al respecto, la víctima afirma que al llegar al "Vesubio" fue
introducido en una habitación reducida que tenía en el medio una
camilla de pafas metálicas y listones de madera en la parte plana,
las paredes de la habitación se encontraban forradas de télgopor, en
donde reiteradamente fue sometido a pasajes de corriente eléctrica.



662 FAlLOS DE LA CORTE SUPRE~L\

Los testigos ya aludidos, que afirman haber compartido su cau-
tiverio con Watts, brindan una similar descripción del lugar de tor-
tura y afirman que todos eran sometidos a iguales mecanismos. Es-
pecíficamente el testigo Roberto Osear Arrigo manifiesta haber visto
cuando la víctima era torturada.

Además, durante todo ese tiempo o parte de él, se le impusieron
condiciones inhpmanas de .vida y alojamiento.

La víctima relata que los alimentos dentro' del "Vesubio" eran
escasos, ya que eran transportados desde una unidad. militar, calcu-
ladas para vcinte personas y en el centro eran sesenta. Agrega que
debió permanecer tirado en lo que se denominaba "cuchas", que eran
pequeños lugares donde estaoan atados y encapuchados. con hambre
y sucios. Tampoco existía ninguna clase de control médico.

Lo expuesto, encuentra amplia corroborac"ión en los testimonios
de los demás cautivos ya referidos en las dos cuestiones de hecho
anteriores.

Existe coincidencia ,en cuanto a las condiciones infrahumanas de
vida a la que eran sometidos en el centro de detención.

Está probado que el día 12 de septiembre de 1978 es trasladado,
permaneciendo a disposición de la Justicia Militar hasta su libe-
ración.

\Vatts refiere la forma en que se produjo el traslado en una ca-
mioneta cerrada junto a un grupo de personas en su misma situa-
ción hasta la Unidad 9 del Servicio Penitenciario Federal donde final-
mente recuperó su libertad el 22 de mayo de 1979. Dicho procedi-
miento era el que comúnmente se empleaba pru'a lo que se denomi-
naba el "blanqueo" de detenidos, y a él hacen referencia María An-
gélica ~érez de Micflik -caso 157- y Estrella Iglesias Espasandín
----<:aso158-.

En cambio no está probado, que con posterioridad a su delen-
ción le fueran sustraídos de su domicilio diversos objetos personales.
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Ello asÍ, ya que los solos dichos de la víctima vertidos en tal
sentido, no son avalados. por ningún otro elelnento de prueba.

Por último, surge de autos" que los hechos que damnificaron a
Jorge Federico Watts fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N9 160: NAFTAL, ALEJANDRA

Está probado que Alejandra Náftal, de diecisiete años de edad,
fue privada de su libertad el día 9 de mayo de 1978, en su domicilio,
sito en Espinosa 2040 de esta Capital, por un grupo armado, que
dependía operacionalmente del Ejército Argentino,

En este sentido depuso la víctima en la audiencia, que el día
menciona.do -en horas de la madrugada, se presentó en su domicilio
un grupo de hombres arn1ados, quienes luego de revisar su casa,
se la llevaron detenidq.

Sus dichos se ven corroborados por el indicio que se desprende
del hecho de que la víctima fue mantenida en cautiverio en centros
de detención que actuaban bajo el comando operacional del Primer
Cuerpo de Ejército.

A Alejandra Naftal se la mantuvo clandestinamente en cautive.
rio en el centro de detención conocido como "El- Vesubio" y en el
Batallón de Villa Martelli, que actuaban bajo el comando operacio-
nal del Primer Cuerpo de Ejército.

Declaró la vÍctin1a, que luego de ser detenida, fue conducida a
un lugar de detención que identificó posteriormente como "El Vesu-
bio", de acuerdo con los detalles dados por publicaCiones perio-
dísticas.

Manifestó además, que al ser conducida a dicho lugar, pasó por
un depósito de colectivos de la línea N? 86, que se encuentra cerca
del mencionado centro de detención.
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Declararon haberla visto .en dicho lugar Alfredo Luis Chavez y
Claudio Niro. Por su parte, Samuel Leonardo Zaidman manifestó, ,
que escuchó su voz en "El Vesubio" y que más tarde, fueron tras.
ladados juntos a Villa Martelli.

A ello debe sumarse que la víctima,' coincidentemente con el
resto de los detenidos en "El Vesubio", describió a algunas de las
personas que se encargaban de su custodia, especialmente a quien
conoCÍa como "el francés".

Por otra parte declararon haberla visto en el Batallón de Villa
Martelli, Samuel Leonardo Zaidman y Claudio Niro.

Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometida a
algún mecanismo de tortura.

La vÍCtima- maniJest6 que al llegar a IIE1 Vesubio". fue sometida
a sesiones de tortura 'y a pasajes de corriente eléctrica en brazos,
pezones, ombligo y piernas.

Estos dichos se corroboran con los de Claudio Niro,. quien de-
claró que escuchó cuando la torturaban, y Samuel Leonardo Zaid-
mao, quien manifestó que las torturas eran sistemáticas, que escu-
chaba torturar todo el 'tiempo.

Durante todo ese tiempo o parte de
dones inhumanas de vida y alojamiento.

él se le impusieron con di-,'

La víctima declaró que mientras estuvo en /lEI.Vesubio" se la
mantuvo encapuchada, y durante los primeros tiempos estuvo espo-
sada a una. camilla.

Por su parte, Claudia Niro dijo que se los mantenía en habitácu-
los de un metro por dos, donde estaban cuatro o cinco personas, en-
-capuchadas, engrilladas a la pared.

Ello se corrobora con lo declarado por Leonardo Dimas Núñez,
quien también manifestó que se lo mantuvo encapuchado durante
d tiempo que estuvo en "El Vesubio".
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El Tribunal advierte que respecto de este caso se han 'incluido
por error cuestiones de hecho referentes a las supuestas falsedades
instrumentales cometidas en el expediente N? 554/78, del Juzgado
en lo Criminal y Correccional Federal N? 5, que no se relacionan con
Alejandra Naftal, sino que fuera interpuesto en favor de Samuel
Leonardo Zaidman.

Alejandra Naftal recuperó su libertad el día 10 de noviembre
de 1978.

Los dichos de la víctinla a este respecto se compadecen con el
cuadro probatorio en general.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Alejandro Naftal fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 161: WEINSTEIN, MAURICIO FABIAN

Está. probado que Mauricio fabián Wejnstein, de dieciocho años
de edad, fue privado de su libertad el día 18 de abril de 1978 en
el consultorio de su padre, sito en la calle Viamonte 2565 de esta
Capital, por un grupo armado que dependía del Ejército Argentino.

En este sentido declaró el doctor Marcos Weinstein, padre de
la víctima, que el día mencionado en horas de la noche se presentó
en su domicilio un grupo ~rmado que se autoidentificó' como per.
teneciente a la policía, requiriendo la. presencia de su hijo.

Encontrándose éste en su consultorio, se trasladaron al mencio-
nado lugar de donde se lo llevaron. Esto fue corroborado por Raúl
Lingua, encargado del edificio; a fs. 43 de la causa N? 6015 del Juz-
gado en ]0 Criminal de Sentencia Letra OS".

Estos dichos son 'coincidentes además con los vertidos por
Hilda Clara Weinstein y León Gorzalczny en ]a audiencia.
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A ello deben sumarse los elementos de convicción colectados,
que demuestran que Mauricio Fabián Weinstcin fue mantenido en
cautiverio en centros de detención que actuaban bajo el. comando,
operacional del Ejército Argentino.

Durante su cautiverio se hicieron ges.tiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de .su libertad.

Sus padres rnanifesta~on en ]a audiencia que hicieron gestio-
nes en el Ministerio del Interior,. en la oficina de personas buscadas
de la Policía Federal, que interpusieron recursos de hábeas corpus,
y envi~ron notas a autoridades eclesiásticas y a la delegación de
. Asociaciones Israelitas Argentinas, sin que sus gestiones tuvieran un
resultado positivo.

A ello deben sumarse las constancias de las causas agregadas,
el hábeas corpus presentado por ante el Juzgado en lo Criminal.de
Sentencia Letra "E" (causa 6015), y la causa seguid~ por la priva-
. ción ilegítima de la libertad en el Juzgado en lo Criminal de Ins-
trucción N° 30 (causa 13.867).

A Mauricio Fabián Weinstein se 10 mantuvo clandestinamente
en cautiverio en el centro de detención conocido como "El Vesu-
bio" y en el Batallón de Villa Martelli, que actuaban bajo el co-
mando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

En "El Vesubio" declararon haberlo visto Alejandra Naftal, Sa-
muel Leonardo Zaidman, Leonardo Núñez y Claudia Niro.

Por su parte, sus padres declararon en la audiencia que el 25
de mayo de 1978 se presentó en su casa una persona que dijo ser
encargado de la custodia de su hijo en la zona de La Tablada y le .
entregó una .nota escrita en u:n pedazo de papel, y le pidió que le,
entregara algún medicamento para la piel y ropa interior, para lle.
vársela a la víctima. .

Esto se ve corroborado por \los dichos de Samuel Leonardo
Zaidman y Claudia Niro, quienes declararon que en Villa Martelli
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pudieron comunicarse con sus familiares, enviándole notas a través
de un soldado. Niro aportó una de esa~ notas en la audiencia.

Se halla acreditado también que en ocasión de su cautiverio
fue sometido a algún mecanismo de tortura.

En este sentido, Leonardo Dimas Núñez declaró que ~einstein
fue torturado junto con él. Ello es corroborado por Claudia Niro,
quien manifestó que lo vio muy t.orturado.

Durante todo ese tiempo o parte- de él se le impusieron con-
diciones inhumanas de vida y alojamiento._

Respecto de las condiciones de vida en "El' Vesubio", el Tribu.
nal se remite a las consideraciones efectuadas en el caso N? 160.

Respecto del caso específico de Weinstein, Alejandra Naftal
declaró que pudo verlo en el momento en que procedían a vendarlo
y atarle las manos.

No está probado que Mauricio FabiálJ. Weins~ein recuperó su
libertad.

En efecto, nunca más volvió a ser visto ni se tuvieron noticias
de él.

Por otra parte está probado que con motivo de una presenta-
ción jupicial la autoridad. requerida contestó negativamente.

En efecto, en el recurso de hábeas corpus interpuesto ante el
Juzgado en lo Criminal de Sentencia Letra "E" (causa 6015), infor-
maron no tener conocimiento acerca de la detención de Mauricio
Fabián. W~instein, la Policía Federal Argentina (30 de marzo de
1979) y el Comando en Jefe del Ejército (fs. 52, lO de abril de 1979).

Estas falsedades son imputables al Teniente General Roberto
Eduardo Viola.
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En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Mauricio Fabián ''''einstein y sobre cuya base
debían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina, mal puede adjudicársclcs conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trat6 de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno. como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Mauricio Fabián Weinstein fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descr.ipto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N° 162: NIRO, CLAUDIO

Está probado que Claudia Niro, de diecisiete afias de edad, fue
privado de su libertad el 9 de mayo de 1978 en su domicilio, sito
en Espinosa 2187 de esta Capital, por un grul?o armado que depen-
día operacionalmente del Ejército Argentino.

En este sentido, depuso la vÍCtima en la audiencia que el día
mencionado, aproximadamente a la una de la mañana, se presentó
en su d?micilio un grupo armado, llevándoselo junto con su padre.

Estos dichos son .corroborados por los de Yolanda Navarro de
Niro y Orlando Diógenes Niro.

A. eHo debe agregarse el cuadro probatorio que demuest~a que
Claudia Niro fue mantenido en cautiverio en el centro de deten.
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ción conocido como "El Vesubio" y. en el Batallón de Villa Martelli,
,que actuaban bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de
Ejército.

Durante su cautiverio se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Al respecto declararon sus padres que fueron a la Liga de los
Derechos Humanos, escribieron cartas a los Comandantes en Jefe
y a sus esposas, y realizaron gestiones en el Ministerio del Interior,
todo e~lo con resultado negativo.

Por su parte, la víctima aportó en la audiencia una nota en-
viada al General Harguindeguy por la Asamblea Permanente de los
Derechos Humanos, en favor de varias personas desaparecidas en-
tre las que se encontraba Claudia Niro.

A Claudia Niro se lo mantuvo clandestinam,ente en' cautiverio
en el centro de detención conocido como "El Vesubio" y en el Ba-
tallón de Villa Martelli, que actuaban bajo el comando operacional
del Primer Cuerpo de Ejército.

En ,este sentido la víctima relató que al ser detenido fue con-
.ducido a un centro de detención que luego pudo reconocer como
"El Vesubio". Declaró que la capucha que le fue colocada tenía
un agujero, por el cual pudo ver la autopista Ricchieri y un colec-
tivo de la línea 86.

En dicho lugar fue visto por Alejandra Naftal, Alfredo Luis
.Chávez, Samuel Leonardo Zaidman, Leonardo Dimas Núúez y. Jorge
Federico Watts.

Por otra parte, relató la victima que desde Villa Martelli pudo
.enviar una carta a sus padres por intermedio de un soldado, la que
.aportó en la audiencia y se encuentra reservada en poder del Tri-
.buna!. Sus padres ratificaron estos extremos.
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En ocasión de su cautiverio fue sometido a algún mecanismo
de tortula.

Los dichos de Claudia Niro al respecto, se encuentran corrobo-
rados por los de las demás víctimas, que también fueron torturadas
y especialmente por lo declarado por Samuel Leonardo Zaidman,
en el sentido de que en "El Vesubio" las torturas eran sistemáticas
y que él escuchaba torturar todo el tiempo. Ello se reafirma ade-
más con el testimonjo. del padre de la víctima, Orlando Diógenes
Niro, quien fuera llevado también a "El Vesubio", y que manifestó
que en ese lugar de detención sentía quejidos de gente que era
torturada.

El Tribunal advierte que respecto de este caso se h~Ul incluido
por error cuestiones de hecho referidas a las supuestas falsedades
instrumentales cometidas en el expediente N~ 554/78 del Juzgado
en ]0 Criminal y Correccional Federal N? 5, que no se relaciona con
Claudia Njro, sino que fue interpuesta en favor de Samuel Leonardo
Zaidman.

Claudia Niro recuperó su libertad el día 23 de marzo de 1979.

En este sentido, las declaraciones de la víctima y de su padre
se encuentran corroboradas por las constancias de la causa NI;" 12.021
caratulada "DIMAS NUÑ"EZ, Leonardo y otros s/den. jnf. leyes 21.322
y 20.840" del J,uzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal
y Correccional Federal N~ 2, de donde se desprende, a fs. 32 vta.,
que con fecha 21 de marzo de 1979 se dispuso la inmediata libertad
de Claudia Niro, remitiéndose cl correspondiente ofjcioel día 23 de
marzo (fs. 64).

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Claudio Niro fuero,n desarrollados de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N~ 163: HOURQUEBlE DE FRANCESE, MARIA MERCEDES

No está probado que María Mercedes Hourquebie de Francese
haya sido privada de su libertad el 3 de noviembre de 1977 por un
grupo de personas armadas.

Sí lo está que a partir de esa fecha no volvió a ser vista.!

Las aseveraciones de su hija ante el Tribunal, quien lnanifiesta
haber tomado conocimien~o de ese hecho ~esde Europa, a través
de una comunicación telefónica, y que a su hijo le manifestó un
señor de apellido Grosso, en Brasil, que había pedido que no le
quitaran la vida, no obstante lo cual ello suc~dió, resultan huér~
fanas de apoyatura probatoria. Es desincriminante la declaración
de María Cristina Temperoni, quien relata 'haberla visto salir de su
casa, vestida normalmente, con su cartera, acompañada por dos per~
sanas, sin recordar si vestían uniforme o portaban armas, y sin sig-
nos de violencia o temor.

Armando Ferdinando Antonucci refiere haber tonlado conoci-
miento del hecho por versiones de la nlucanla, pero que toda gestión
resultó infructuosa.

Al no tenerse por acreditada la privaclOn de libertad de Hour-
quebie de Francese, pierden virtualidad las imputaciones referidas
a.los delitos de robo y encubrimiento, que fueran objeto de acu-
sación por ~l señor Fiscal de Cámara.

CASO N~ 164: BETTINl, ANTONIO BAUTISTA

Está probado que el 18 de marzo de 1977, a las 21.30 aproxima-
damente, Antonio Bautista Bettini fue privado de su libertad en la
vía pública, en la intersección de las calles 12 y 60 de la Ciudad
de La Plata,. Provincia de Buenos Aires, por un grupo de personas
armadas que dependían operacionalmente del Cuerpo 1 de Ejército.

Ellq surge de las declaraciones de Marta del Carmen Francese
de Bettini y Marta Bettini de Devoto, esposa e hija respectivamente,
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ante el Tribunal, quienes manifestaron que a raíz de la detención
de dos empleados, Temperoni y Rubén Osear Contardi, Antonio Bet-
tini y su yerno, el Teniente Devoto, se dirigieron a la Delegación
de la Policía Federal de La Plata y de allí a la Comisaría Primera
de la Policía Provincial en procura de noticias, siendo intercepta-
dos en el trayecto por un vehículo del que descendieron individuos
armados-que les ordenaron dirigirse al bosque, lugar en que enca-
pucharon a Bettini y lo llevaron con destino desconocido.

Con tal motivo se hicieron gestiones en procura de la "averigua-
ción de su paradero y libertad.

Su esposa refiere haber efectuado denuncias en la OEA, en la
Comisión de Derechos Humanos, en la Comisión Internacional de
Juristas de Ginebra, en el Vaticano y ante los gobiernos Francés,
Italiano, Español; ante el Presidente Suárez, los Reyes de España y
el Departamento de Estado de EE.UU., a través del entonces em.
bajador en España, Therens Thomas.

En el ámbito judicial, se interpusieron hábeas corpus en el
Juzgado Federal N° 6 del Dr. Zavalía, Seco 18, del Dr. González del
Solar, causa N~ 18.222 Y una querella en el Juzgado de Instrucción
N~ 18, seco 154, iniciada el 5.3.84, N~ 18.102, "Francese de Bettini,
Martha del Carmen, Bettini de Devoto, MarIa María s/quereHa por
privación ilegal de libertad calificada reiterada, robo calificado y
violación de domicilio". Y. la causa del Juzgado de Instrucción 23,
Seco 158, "Devoto, Jorge Alberto Daniel, su privación ilegal de libero
tad" N~ 17.556, remitida por incompetencia al Juzgado Penal en
turno de La Plata (fs. 34 del expte. antedicho).

Antonio Bautista Bettini estuvo detenido clandestinamente en
el centro de detención denominado "La Cacha", donde actuaban
fuerzas que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello se acredita con los dichos de Méndez de Fa1cone, quien 10
describe como un doctor muy conocido de La Plata, "que fue Juez";
de Maria Cristina Temperoni, también alojada en dicho centro, hija
de un chofer, que manifestó haber compartido su cautiverio con el
causante hasta marzo de 1977, aunque sin precisar el lugar donde
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ambos estaban; de Patricia Pérez Catán, quien al declarar mediante
rogatoria diplomática, expresó haber visto a Antonio Bautista "Bat.
tini", un. abogado de lunas 60 años, en el interior de ese centro;
finalmente los de Ana María Caracoche de Gatica, que relata que
fue compañera de cautiverio de Bettini en ese centro de deten-
ción, quien se alojaba en la parte superior, oyendo' que le decían
"Don Bettini", describiéndolo físicamente y relatando que era abo.
gado de profesión. La precisión y concordancia de tales manifes-
taciones constituyen suficiente prueba de la estadía del causante
en el mencionado lugar de cautiverio.

No está probado que Antonio Bautista Bettini haya recuperado
su libertad en momento alguno. Al respecto no se ha arrimado nin~
gún elemento de' juicio.

También los hay respecto del delito de robo por el cual tam.
bién acusara el señor Fiscal.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens' Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi.
rante Jorge Isaac Anaya ,acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Antonio Bautista Bettini y sobre cuya base de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aér;ea y de la Ar-
mada mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Res.
pecto del Teniente General Leopoldo, Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arma con posterioridad a la detención, que permi-
tan' acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Anto-
nio Bautista Bettini fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
.cripto en la cuestión de hecho N'? 146.
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CASO N9 165: DEVOTO, ALBERTO DANIEL

Está probado que el Teniente de Fragata (R.) Jorge Alberto Da-
niel Devoto desapareció el 21 de marzo de 1977, en oportunidad en
que habría acudido a la sede del Comando en Jefe de la Armada,
sita en el Edificio Libertad.

Ello por las declaraciones que, en carácter de testigos, presta-
ron ante el Tribunal, su esposa Marta Bettini de Devoto, su suegra
Marta del Carmen Francese de Bettini y su primo hermano, Oficial
retirado de la Armada, Marcos Sebastián' Lobatto, todos contestes
en que ese día, y con el propósito de averiguar. el paradero de su
suegro Antonio Bautista Bettini, se dirigió al Edificio Libertad. La
primera de las nombradas relata que partió rumbo a ese lugar y no
regresó; la segunda, que lo acompañó en coche hasta la calle Mon-
tevideo, donde ]0 dejaron estacionado y continuó en taxi, pero no
regresó ni retiró el rodado del estacionamiento. Por su parte Lo-
batta manifiesta que el día anterior al hecho recibió un llamado
telefónico de Devoto pidiéndole entrevistarse, lo que hicieron en
un bar. En este lugar le indicó el damnificado todo el problema
que había con la familia Bettini, mostrándose nervioso como si te-
miera algo, situación que llevó al declarante a indicarle que iba a
comentar el caso a un oficial de la Armada, amigo suyo en acti-
vidad, el Capitán Alberto Varela, para que le aconsejara el camino
a seguir. Ante la aceptación de Devoto, ese mismo día Lobatto fue
a ver a Varela diciéndole éste que si su familiar tenía inconvenien-
tes, como el '}.ue le narrara, lo .mejor sería que se presentara en el
Comando en Jefe del arma, quedando en que el encuentro entre Va-
rela y Devoto se efectuaría el día siguiente. Que en este día, por
razones de trabajo, Lobatto -no pudo acompañar a la víctima a la
entrevista, enterándose posteriormente por sus familiares que De-
voto había concurrido al Edificio Libertad y no había regresado a
su casa. Ante esta situación el deponente fue al Comando de la
Armada para ver a Varela y preguntarle lo que pudo haber suce~.
dido. No hallando a su conocido, se entrevistó con el Jefe del Ser-
vicio de Información Naval, Capitán de Navío Invierno, el que le
indicó que nada sabía al respecto. También indica Lobatto que an-
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tes de ir al Comando de la Armada había llamadp telefónicamente
y hablado con la guardia, la que respondió que nada se sabía.

Así la prueba, existen dudas de. que Devoto haya ingresado al
Edificio Libertad; nadie afirma haberlo visto allí.

Tampoco se ha demostrado su presencia en algún centro de
detención clandestina -a diferencia de su suegro, el Dr. Bettini-.

Por ello, no obstante la sospecha seria qüe este suceso conlleva,
en el sentido de que Devoto haya sido una víctima más de la repre-
sión de esa época, cabe sostener que su privación de libertad por
parte de personal dependiente de alguna de las tres Fuerzas Arma-
das, no está probada.

CASO N? 166: BUSTELO, ANGEL BARTOLO

Está probado que el Doctor Angel Bartolo Bustelo fue privado
de su libertad el 3 de septiembre de 1976 en su domicilio, sito en
la caHe Tiburcio Benegas 1273 de la ciudad de Mendoza, por un
grupo armado que dependía operacionalmente del Ejército Argen-
tino.

En este sentido, declaró la víctima en la Audiencia que el día
mencionado, aproximadamente a las once de la noche, se presentó
en su domicilio un grupo de hombres que se identificó como per-
teneciente al Ejército Argentino, portando armas largas, y se lo
llevaron detenido.

Estos dichos fueron corroborados por los de su esposa, Petrona
Adan de Bustelo y su hijo, Angel Bartolo Bustelo, testigos presen-
ciales de la privación de libertad.

A ello debe sumarse el indicio que se desprende de la circuns-
tancia de que el Doctor Bustclo fue mantenido en cautiverio en
distintos centros de detención que operaban bajo el comando del
Ejército Argentino.
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Durante su cautiverio se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Al respecto deben ponderarse los dichos de Jesús Mira y Car-
. los Israelson, apoderados del Par~ido Comunista, quienes realizaron
gestiones ante el Ministerio del Interior y entregaron document.a.
dón que corrobora sus afirmaciones en la Audiencia.

Por su parte, la esposa de la víctima declaró que hizo gestio-
nes en Mendoza, que infructuosamente intentó entrevistarse con el
General Maradona, y que los partidos políticos también trataron de
interceder para lograr la liberación de su marido.

En el ámbito judicial, se interpuso un recurso de hábeas cor-
pus en el Juzgado Federal N? 3 de La Plata (causa N? 18.174).

Está probado asimismo que con motivo de una presentación
judicial la autoridad requerida contestó con mendacidad.

En el recurso de hábeas corpus iniciado ante el Juzgado Fede-
ral N? 3 de La Plata (causa N? 18.\74). obran oficios del Jefe de la
Unidad Penitenciaria N~ 9 de La Plata, en el sentido de que la v.íc-
tima se encontraba detenidá allí por hallarse a disposición del Po-
der Ejecutivo Nacional, de fechas 2 de octubre de 1976 (fs. 6). 28 de
octubre (fs. 12), 24 de noviembre (fs. 26) y 25 de noviembre (fs.
30). Todo ello es falso, pues, como ya se ha hecho constar, recién
el 7 de diciembre fue puesto Bustelo a disposición del Poder Eje-
cutivo Nacional.

Al Doctor Angel Bartola Bustelo se lo mantuvo clandestina-
mente ~n cautiverio en la Compañía de Comunicaciones de Montaña 8,
dependiente del Comando de la VIII Brigada de Infantería de Mon-
taña y en la Penitenciaría de Mendoza, que actuaban bajo el coman-
do operacional del Tercer Cuerpo de Ejército, y en la Unidad Peni-
tenciaria N~ 9 de La Plata, que actuaba bajo el comando operacional
del Primer Cuerpo de Ejército.

En este sentido, la víctima declaró que" luego de su privación
de libertad fue llevado al Comando de la Brigada de Infantería de
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Montaña, de donde fue trasladado a la Penitenciaría de Mendoza,
siendo posteriormente llevado a la 'Unidad Penitenciaria N!? 9 de
La Plata, el 27 de septiembre de 1976.

Estos dichos son confirmados por Pedro Aconto, quien mani-
festó haber visto a Bustelo cuando llegó al Regimiento Octavo de
Montaña. Por su parte, su hijo Fidel Fabián Bustclo declaró que
al día siguiente &, la delención de su padre, Juego ,de un llamado
tclefónico a su casa, le llevó ropa de abrigo a la 8, Brigada de In-
fantería de Montaña.

I
En la Penitenciaría de Mendoza declaró haberlo visto Raúl

Eduardo Acquaviva.

Por su parte, Pedro Acanto manifestó que viajaron juntos en
el avión hacia La Plata.

El Doctor Alfrcdo. Bataglia declaró que estuvo detcnido en La
Plata y vio a Bustelo desde octubre de 1976 hasta que la víctima
fue trasladada a Mendoza.

Por último, su esposa Petrona Adan de Bustclo, dijo que pudo
verlo en la Unidad 9 de La Plata.

A ello deben agregarse las constancias de las causas antes men-
cionadas.

En la seguida por el Juzgado Federal de Mendoza, se dejó cons-
tancia de su cautiverio en la Compañía de Comunicaciones de Mon-
taña 8 (fs. 6).

A fs. 32 (24 de septiembrc de 1976), el Juez le concedió la ex-
carcelación, la que no se efectivizó como consecuencia d,el informe
del Segundo Comandante y Jefe del Estado Mayor del Comando de
la VIII Brigada de. Infantería, en el sentido de que cI ciudadano 1,-
Angel Bartola Bustel" se encontraba detenido a disposición del Po-
der Ejecutivo Nacional (fs. 59, 30 de septiembre de 1976), lo que
según se consignó anteriormente, es falso.
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A fs. 60 de la misma causa obra otro informe que comunica que
la víctima había sido trasladada, con fccha 27 de septiembrc, a la
Unidad Penitenciaria N? 9 dc La Plata. Este informe es confirmado
por el General Maradona a .fs. 65 (6 de octubre).

Por otra parte, en la mencionada Unidad se constituyó el Juez
para recibirle deelaración indagatoria (fs. 94, 29 de noviembre de
1976).

De todo lo hasta aquí relatado se deduce que la víctima fue
mantenida ilegítimamente en cautiverio desde el día de su excar-
celación por el Juez Federal de Mendoza, el 24 de septiembre de
1976, hasta la fecha en que fuc puesto a disposición del Poder Eje-
cutivó Nacional, el 7 de diciembre de 1976, como una manera de
intentar dar visos de legalidad a su privación de libertad.

Se halla acreditado también que en ocasión de su cautiverio
fue sometido a algún ~ecanismo de tortura.

En tal sentido, ]a vÍCtima manifestó que en ocasión de su vIaje
desde Mendoza a La Plata, el dia 27 de septiembre de 1976, le pega-
ron con palos en la Penitenciaría de Mendoza y lo mismo sucedió
durante todo el viaje en avión.

Estos dichos encuentran corroboración con los de Pedro Acan-
to, quien dijo que en ocasión del viaje a La Plata, vio cuando le
pegaban con un palo al Doctor Bustelo. El Doctor Bataglia mani-
festó que Bustelo le contó que había sido maltratado en Mendoza
y en cl avión; y su esposa, Petrona Adan de Bustelo declaró que
cuando pudo verlo en la Unidad N? 9 de La Plata, estaba muy mal,
la espalda negra de tantos palos que le habían dado, las manos
lastimadas, por haber sido atado con alambre y le manifestó que
le habían pegado en el avión.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi.
ciones inhUlnanas de vida y alojamiento.
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Al respecto la víctima relató que al llevarlo al Regimiento 8
.de Comunicaciones lo pusieron en una celda solo, donde hada
mucho frío, sin alimentos, tirado en el suelo, y allí lo tuvieron du-
rante dos días. Ello es confirmado por Pedro Aconto, quien dijo
que a Bustelo lo trataban bien cuando llegó, pero un dia' lo pasa-
ron a confinamiento a una celda solo y lo tuvieron dos días allí.

Por otra parte, la víctima declaró que al llegar a La Plata,
luego de ser golpeado durante todo el viaje, lo pusieron en una
celda; estaba transpirado, sucio, convertido en una piltrafa. Relató
que estuvo durante diez días en una celda de las que llamaban
"de castigo", donde no pudo ver a nadie y estaba a pan yagua.
Como conse'cuencia de ello perdió veinte kilogramos de peso.

El Dr. Alfredo Bataglia declaró por su parte que la Cárcel de
La Plata era un modelo de torturas y malos tratos.

El Doctor Bustelo fue puesto a disposición del Poder Ejecuti-
vo Nacional en virtud del Decreto 3196, de fecha 7 de diciembre
de 1976, cesando dicha situación por Decreto 2230 dcl 29 de julio
de 1977, recuperando su libertad. Copias de ambos decretos obran
reservadas en poder del Tribunal.

Ello se compadece además con lo declarado por la víctima y
por Jesús Mira.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Angel Bartolo Bustelo fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho n? 146.

CASO N? 167: ACQUAVIVA, RAUL EDUARDO

Está probado que Raúl Eduardo Acquaviva fue privado de su
libertad el dia 14 de mayo de 1976 en su domicilio, sito en Suria-
ga 426 dc la Ciudad de Mendoza, por un grupo armado.
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En este sentido la víctima manifestó que el día mencionado se
presentó un grupo de )"Jambres vestidos de civil, portando armas lar-
gas, que lo detuvieron llevándolo al Palacio Policial de Mendoza.

EstoS dichos encuentran corroboración en lo testimoniado por
su madre, María Estela Giordano de Acquaviva, y su hermana, Vi-
vian Gladys Acquaviva, testigos presenciales de la privación de
libertad.

Al declarar en ]a audiencia Acquaviva manifestó que encon-
trándose detenido se le notificó una sentencia condenatoria dictada
en' su contra por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. No
obstante no hallarse agregada a estas actuaciones ]a causa de refe-
rencia, el Tribunal considera que existe una duda razonable en el
sentido de que la detención de Acquaviva pudo haberse producido
en forma legítima y. como consecuencia de un proceso que culminó
con una condena.

A Raúl Eduardo Acquaviva se lo mantu'vo detenido en el Palacio
Policial de Mend07.a y en la Unidad Penitenciaria de esa Provincia,
que dependía del Tercer Cuerpo de Ejércitó.

A los dichos de la víctima en este sen tido, deben unirse los de
su hermana Vivian Gladys Acquaviva y de su madre, María Estela
Giordano de Acquaviva, quien, como se consignó anteriormente, le
llevó ropa y comida a dicha unidad de la Policía.

No está probado que en ocasión de su cautivcrio fuera sometido
a algún mecanismo de tortura .. En efec~o, ni de los dichos de la víc-
tima, ni de ningún otro elemcnto de convicción se desprende tal
circunstancia.

Tampoco existen constancias al respecto en la causa.

Sí se encuentra acreditado en cambio que Raúl Eduardo Ac-
qua viva recuperó su libertad el día 2 de diciembre de 1983.

En este sentido, ]a víctima declaró que estando en el PaJacio
Policial de Mendoza se le notificó una condena del Consejo de Gue-

,
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rra~ a catorce años de reclusión por tenencia de explosivos. .Luego
de ello fue trasladado a la Unidad Penitenciaria de Mendoza, poste-
riormente a la Unidad N? 9 de La Plata hasta el 2 de diciembre de
1978, en que fue trasladado a la Penitenciaria de Sierra Chica hasta
.el 3 de abril de 1979, siendo conducido a la Unidad Penitenciaria de
Rawson de donde' fue liberado en la fecha indicada como conse-
cuencia de un decreto de la Junta ~Militar.

Por ú1timo~ surge de autos, que el hecho que damnificó a Raúl
Eduardo Acquaviva fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
'cripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 168: GOMEZ, CONRADO HIGINIO

Está probado que Conrado Higinio Gómez fue privado de su
libertad el día 10 de enero de 1977en su estudio, sito en la calle San-
ta Fe 1713, I? piso de esta Capital, por personas armadas.

Ello se desprende de los testimonios de su esposa, Gloria Jose-
fina Miranda de Gómez, y 'su hermana, María Victoria Gómez de
Erice, quienes rela~aÍ'on en la audiencia que el día mencionado~
aproximadamente a las 7 de la mañana, se e~ectuó un operativo
en el edificio donde funcionaba el estudio de la víctima, donde se
procedió a la detención' de Gómez y de dos p~rsonas más.

Con motivo de su privación de libertad se hicieron gestiones
ante autoridades en procura :de la averiguación de su paradero y
libertad.

En tal sentido, su esposa manifestó que presentó varios recur-
sos de hábeas corpus; que hicieron gestiones ante Monseñor Gra-
selli; que intentaron localizarlo a través de \ un familiar que era'
teniente primero en la 8~Brigada de Mendoza, recibiendo una not'a
del General Juan Pablo Saa, Comandante de dicha unidad militar~
fechada el 5 de mayo de 1978, diciéndole que su esposo no se ha-
llaba detenido en ningún organismo de las Fuerzas Armadas. Ma-.
nifestó además que en la Brigada mencionada,' un Coronel Menéndez

. ~
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le sugirió a los familiares de personas desaparecidas que no hicieran
gestiones, pues sería peligroso para su seguridad. Copia de la nota
que le enviara el General Saa fue aportada en la audiencia. Tam-
bién declaró que envió una nota a la Armada, recibiendo la con-
testación de que no estaba detenido y que no había personas pri-
vadas de su libertad en forma clandestina. Estos dichos fueron
ratificados por ]a hermana de ,la víctima, María Victoria Gómcz de
Erice.

En el plano judicial se interpusieron recursos de hábeas cor~
pus en el Juzgado Naeional de I~ Instancia en lo Criminal y Correc-
cional Federal N° 5 de la Capital Federal (eausa 215/77), en cl Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia
Letra "M" {causa 2669), Y en el Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Criminal de Instrucción Ne 16 (eausa 5379). Por otra
parte, se inició una causa por privación ilegítima de la libertad en
el Juzgado en lo Criminal de Instrueeión N? 4 (causa 46.967).

Se halla acreditado además, que con motivo de una presentación
judicial la autoridad requerida contestó negativamente.

En efecto, en el expediente 46.967 antes mencionado o~ra un
informe del Comando en Jefe del Ejéreito, de fecha 23 de enero
de 1979, en el sentido de que nC?existen antecedentes respecto de
la víetima. En igual forma se expidió la Policía Federal el 14 de
octubre de 1981 al informar en la causa 5379.

Sin embargo, la privaeión de libertad se sueedió en el ámbito de
la Armada Argentina.

A Con rada Higinio Gómez se lo mantuvo cJandestinamen te en
cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada, perteneciente a
la Armada Argentina.

Según .los dichos de su esposa y de su hermana, a la semana
siguiente de ser privado de la libertad Gómez se comunicó telefó-
nicamente a la escribanía \de un pariente suyo, y el 25 de marzo de
1977 lo hizo con su esposa.
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Esta última aportó en la audiencia la fotocopia de una carta
manuscrita de la víctima, de fecha 14 de febrero de 1977.

Deben sumarse a ello los dichos de Lisandro Raúl Cubas, quien
declaró por exhorto diplomático en Caracas, Venezuela, que dijo
haber visto y hablado con Gómez en la Escuela de Mecánica de la
Armada.

Téngase presente, por otra parte, que la privación de libertad
de la víctima formó parte de una maniobra tendiente a apoderarse
de un grupo económico al que se h~llaba vinculado, y al que se
encontraban relacionados también Horado Mario Palma, Ornar Raúl
Massera Pincolini y Victoria Cerutti, respecto de quienes se ha demos-
trado que fueron mantenidos e.n cautiverio en el sitio mencionado.

También se ha probado que Conrado Higinio Gómez fue despo-
jado de bienes de su propiedad.

En efecto, de los dichos de los testigos que depusieron en la
audiencia, surge que al ser privado de su libertad, se lo llevaron en
un automóvil Ford Fairlane de su propiedad, el que nunca más
apareció.

Por otro lado, la esposa de la victima relató que por las mani~
festaciones de un pintor que había contratado su marido en Men-
daza para que cuidara su departamento, de apellido Ríos, se enteró
de que dos semanas después de la detención se hizo un procedi~
miento en el mismo edificio, en horas de la madrugada, en el que
sustrajeron todos los muebles que había en el lugar. Su esposa per-
sonalmente fue a la Seccional N? 17 Y acompañada por la policía
pudo constatar que se habían llevado los bienes. Declaró ]a señora
de Gómez que, según el nombrado Ríos, aproximadamente a las
dos de la mañana se procedió a cerrar el tránsito de la Avenida
Santa Fe y personal militar, con camiones del Ejército" realizaron
el operativo.

Por otra parte, se ha demostrado que durante su cautiverio
fue compelido a entregar diversos efectos de 'su propiedad.
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Su esposa y Ramón Alberto Abrales, cuidador de caballos de
carrera de propiedad de la víctima, afirmaron que un Coronel Me-
drano procedió a llevarse quince caballos_ de propiedad del señor
Górncz, exhibiendo para ello una carta manuscrita firmada por él.
Manifestaron que dicho Coronel Medrano iba en un Ford Falcon
con un soldado que manejaba y varios soldados más en un camión
de transportes de caballos.

Todo ello se eorróbora con los dichos de Lisandro Raúl Cubas,
quien refirió que la vÍCtima le contó haber sido despojado de sus
caballos de carrera y otros bienes, siendo obligado a firmar las es-
crituras de transferencia de propiedad.

No obstante, no se ha demostrado que dichas exigencias respon-
dieran al proceder descripto en las éuestiones de hecho 144 a 147.

No está probado que Conrado Higinio Gómez recuperara su
libertad. En efecto, según los dichos de los familiares, nunca más
fue vuelto a ver ni se tuvi.cron noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri.
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
víctima Conrado Higinio Gómez y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes del Ejército Argentino y Fuerza
Aérea Argentina mal puede adjudicárselcs conocimiento d~ estos
he,chos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno
a ellos. Respecto del Almirante Jorge Isaac Anaya no existe elemento
alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su comandancia
del arma con postelioridad a la detención, que permitan acreditar
con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que da:mnificaron
a Conrado Higinio Gómez fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.
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Respe,cto de la sustracción de efectos responde al proceder des.
cripta en la cuestión de hecho N? 147.

CASO N? 169: PALMA,HORACIO MARIO

Está probado que el contador Horacio Mario Palma fue privado
de su libertad el día 11 de enero de 1977 en su domicilio; sito \'n la
calle O'Higgins 1686 de la localídad de Hurlingham, Província de
Buenos Aires, por personas armadas.

Ello se desprende de los testimoniós contestes de su esposa, HelJe
Amanda Serna y de sus hijas Teresita Lina y Gloria María Palma,
quienes declararon que el día mencionado, aproximadamente a la una
de ~a madrugada, se presentó en su casa un grupo de hombres ves.
tidos de civil, armados, que dijeron pertenecer a la 'Policía, y se
llevaron a la víctima.

A ello deben sumarse los dichos deJa religiosa Miriam Marx,
vecina de la familia Palma, quien se e'nleró de la detención del' con-
tapar Palma esa misma madrugada.

Debe teners~ presente, además, el cuadro probatorio que de-
.muestra que la víctima -fúe mantenida clandestin~ente en caut~ve-
rio en la Escuela de Mecánica de .la Armada.

I

Como consecuencia de ello se hicieron gestiones ante autori~
dades en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

En este sentido la señora Hebe Amanda Serna declaró que al día
siguiente de la privación de libertad de su marido fue a la Policía,
iniciando entonces un. recurso de hábeas corpus en el Juzgado Fe-
deral N? 8 de la ciudad de Morón.

Se ha demostrado iguqlmente que el ¿ontador Palma fue man-
tenido clandestinamente en la Escuela de Mecánica de la Armada,
perteneciente a la Armada ArgentiIia.
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En este sentido deben ponderarse los dichos de Lisandro Raúl
Cubas y Graciela Dalea, quienes declararon que Horado Palma se
hallaba detenido en el mencionado lugar, junto con el resto de per.
sanas que habían sido privadas de su libertad en Mendoza, y que se
vinculaban con Victorio Cerutti.

Debe tenerse presente que la privaclOll de libertad de Palma
for~a parte de una maniobra tendiente a apoderarse de un grupo
económico al que se hallaba relacionado también Ornar Raúl Masera
Picolini, Conrado Higinio Gómez y Victorio Cerutti, respecto de
quienes se ha demostrado que fueron mantenidos en cautiverio en
el sitio mencionado.

Además, declararon su esposa y sus dos hijas que una semana
de~pués del secues~roJ la víctima llamó por teléfono a su casa, y
dos meses después envió algunas cartas, por intermedio de un
hombre vestido de civil que se las entregaba a su mujer en el
estudio.

Dos de esas cartas se encuentran reservadas en poder del Tri-
bunal.

De la existencia del mencionado llamado telefónico y de las
cartas dio referencia también la religios"a Miriam Marx.

No está probado que el contador Palma haya recuperado su
libertad. En efecto, según los testimonios de su parientes, nunca
más fue vuelto a ver ni se tuvieron noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima Horado Mario Palma y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes del Ejército Argentino y de ]a
Fuerza Aérea Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento
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de ,estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedi-
miento ajeno a ellos. Respecto del Almirante Jorge Isaac Anaya no
existe e1em,ento alguno, corno no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arn1a con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar fehacientemente tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ha.
racio Mario Palma fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

.CASO N~ 170: CERUTTI, VICTORIO

Está probado que Victoria Cerutti. fue privado de su libertad
el día 11 de enero de 1977 en su domicilio, en la localidad de Cha-
cras de Caria, Departamento de Luján de Cuyo, Provincia de Mendo-
za, por un grupo armado que pertenecía a las Fu~rzas Armadas.

Dicha circunstancia quedó acreditada por los testimonios con-
testes de su esposa Josefina Modesta Giachino de Cerutti y su hijo"
Juan Carlos Cerutti, quienes declararon en la audiencia que el día
mencionado, por la noche, se presentó en el domicilio un grupo de
personas, con uniforme militar, armados, quienes se llevaron a la
vÍCtima, al mismo tiempo que procedían a la detención de su yerno,
Ornar Raúl Masera Pincolini en la casa vecina.

A ello deben agregarse las constancias de la causa N'? 41.423 del
Juzgado Federal de Mendoza, instruida con motivo de la denuncia
presentada 'por el Procurador Fiscal, por los hechos que surgen de
una nota girada por la Embajada de Italia en la República, referida
a privaciones de libertad de personas de origen italiano, entre los
cuales figura el señor Victoria Cerutti.

Por otra parte, en el Anexo 2 de la causa N? 9600 del Juzgado
en lo Criminal y Correccional Federal N'? 3 de esta Capital, se 'agre.
garon actuaciones de la Comisión Nacional de Desaparición de Per-
sonas, obrando a fs. 623 presentación de la señora María Beatriz
Modesta Cerutti Giacchino, denunciando la des~.parición de su es-



688 F,\Ll.OS DE LA CORTE SUPRF..l.1.A

poso Omar Raúl Masera PincoJini y de su padre Yictorio Cerutti, y
acompañando constancias de distintas gestiones realizadas y recor-
tes periodísticos de diarios de Mendoza, dando cuenta del suceso.

Como consecuencia de su cautiverio se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de la a\'criguación de su paradero y libertad.

En este sentido, su hijo, Juan Carlos Cerutti, declaró que en
México, donde se hallaba viviendo en esa época, se entrevistó con
el Coronel Insúa, quien admitió estar al tanto del problema de su
padre. Además, manifestó que el Presidente del Colegio de Ciencias
Políticas y la Presidenta del Colegio de Ciencias Económicas de Mé-
xico presentaron notas en la Embajada, dirigidas al General Videla,
pidiendo la libertad de su padre. Copias de dichas notas fueron apor-
tadas en la Audiencia.

Por su parte, su madre efectuó una denuncia en la Comisaría de
la zona al día siguiente del hecho, escribió una carta al General Vi-
dela y se entrevistó con el General Maradona, Comandante de la
8~Brigada de Infantería de Montaña, quien admitió que su lnarido
había sido privado de su libertad.

Además, en el Juzgado Federal de Mendoza, se inició la causa
NI? 41.423 instruida con motivo de la denuncia presentada por el señor
Procurador Fiscal por los hechos que surgen de una nota girada por
la Embajada de la República Italiana, referida a distintos secuestros
de personas de origen italiano, entre los cuales figuraba la víctima.

A Victoria Cerutti se lo mantuvo clandestinamente en éautiverio
en la Escuela de Mecánica de la Armada, que actuaba bajo comando
operacional de la Armada Nacional.

En este sen~ido son concluyentes .los dichos de Lisandro Raúl
Cubas, quien declaró por exhorto diplomático en Caracas, Venezuela.
describiendo a la víctima y haciendo. referencia a ]a forma en que
fuera despojado de sus propiedades en Mendoza.

Ello se corrobora con los dichos de sus familiares en la audiencia,
en el sentido de que el grupo que se hizo presente en la finca de
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Cerutti, y los desalojó de allí, era eomandado por una persona de
uniforme blanco, similar al de la Marina.

Debe tenerse presente además, que la privación de libertad de la
víctima formó parte de una maniobra tendiente a apoderarse de
un grupo económico del que formaba parte, al que se hallaban rela-
cionados también Ornar Raúl Massera Pincolini, Conrado Higinio
Gómez y Horacio Mario Palma, respecto de quienes se ha demostrado
que fueron mantenidos en cautiverio en el sitio mencionado.

Por otra parte, se halla suficientemente acreditado que en oca.
sión de su cautiverio fue despojado de bienes de su propiedad.

Al respecto el Tribunal tiene en cuenta los dichos contestes de
Josefina Modesta Giachino de Cerutti y Juan Carlos Cerutti, quie-
nes manifestaron que en el operativo en que fue secuestrada la víc-
tima, el personal interviniente procedió a apoderarse de diversos
objetos, dinero, joyas, automóviles ~' otros valores.

Por otra parte, de acuerdo con Jos dichos de los testigos y la
documentación aportada en la audiencia, luego de la pl"ivación de
. libertad apareció una serie de documentos firmados, por Cerutti, ce.
diendo sus propiedades a una sociedad inexistente.

" Se fraguó un acta de la asamblea de Cerro Largo S.A., y me-
diante .dos documentos firmados por la víctima, se tra~sfirió el pa-
quete accionario de dicha sociedad a WILRRI S.A., entidad inexis-
tente a través de la cual se produjo el desapoderamiento de todos
sus bienes.

Resulta fundamental en este sentido, lo declarado por Lisandro
Raúl Cubas, quien manifestó que vio a Cerutti en una de las oficinas
que funcionaban en el subsuelo de la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada, donde lo habían llevado para hacerle firmar -según le dijo-
escrituras de transferencias de propiedades suyas en la Provincia de
Mendoza.
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Refirió además que conoció al ofieial de la Armada, a quien le
decian "el alemán", que con doeumentos falsos a nombre de Con-
rada Gómez participó en dicha maniobra.

No' está probado que Victoria Cerutti recuperó su libertad. En
efecto, según Jos testimonios de sus familiares en la audiencia, no
volvió a ser visto ni se tuvieron más noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Briga-
dieres Generales amar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí Daza,
el Teniente General Leopoldo Fortunato GaItieri y el Almirante Jorge
Isaac Anaya acerca de la privación de ,la libertad de que fuera víc-
tima Victorio Ceruui y sobre cuya base debían haber fornlulado
la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y del Ejér-
cito mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que sé trat6 de un procedimiento ajeno a ellos. Res-
pecto del Almirante Jorge Isaac Anaya no existe elemento alguno,
.como no sea el dato puramente objetivo de su comandancia del arma
con posterioridad a la detención, que permitan acreditar con feha.
ciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Victoria Cerutti fueron desarrollados de acuerdo al proceder descrip-
to en la cuestión de hecho N? 146.

En cuanto a la sustracción de efectos' concurren las circunstan-
cias descriptas en la cuestión de hecho N? 147.

CASO N? 171: MASERA PJNCOLINI, aMAR RAUL

Está probado que amar Raúl Masera Pincolini fue privado de
su libertad el día 11 de enero de 1977 en su domicilio, sito en la
calle CJark 263 de la Ciudad de Mendoza, por un grupo armado que
dependía opcracionalment.e de la Armada Argentina.
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Al respecto, el Tribunal se remite a las consideraciones efec-
tuadas en el caso N'? 170.

Como consecuencia de la priva~ión de su libertad se hicieron
gestiones ante autoridades en procura de la averiguación de su para-
dero y liber1ad.

En este sentido, a las gestiones reseñadas en el caso anterior,
deben agregarse las constancias de la causa N? 119.850 del Juzgado
de Instrucción N9 5 de la ciudad de Mcndoza, caratulado "Fiscal
c/N.N. s/privación ilegítima de la libertad", inici~do _por el herniano
de la vÍCtima, José Alberto Masera Pincolini, el 9 de agosto de 1979.

A Ornar Raúl Masera Pincolini se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada, perteneciente
a la Armada Argentina.

Al respecto, Graciela Daleo manifestó ante el Tribunal que por
los dichos de Raul Cubas se enteró que Masera Pincolini se hallaba
.dete,nido en ese lugar.

Debe tenerse en cuenta además que la privaclOn de la libertad
de la víctima formó parte de una maniobra tendiente a apoderarse
de un grupo económico al que se hallaban relacionados también
Victoria Ceruti, Conrado Higinio Gómez y Horado Mario Palma,
respecto de quienes se ha demostrado que fueron mantenidos en
cautiverio en el sitio menciondo.

No está probado que Ornar Raúl Masera Pincolini recuperara su
libertad.

En efecto, según los testimonios de sus familiares, luego de su
,detención no volvió a ser visto ni se tuvieron más noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Briga-
.dieres Generales Ornar Rubens Graffigna y B8:silio Arturo Lami
Doza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
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fuera víctima Ornar Raúl Masera PincoIini y sobre cuya base debían
haber formulado ]a pertinente. denuncia, conviene hacer una dis-
tinci6I1.

En cuanto a Jos CO,mandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
del Ejército ArgeJilino, mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajcno a ellos. Respecto del Almirante Jorge Isaac Anaya no existe.
elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su
comandancia del arnla con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar\ con fehaciencia tal extremo.

Por ultimo, surge de autos, que el ~echo que damnificó a Omar
Raúl Masera Pincolini fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 172:CANALE, LUIS

Está probado que Luis Canale fue privado de su libertad el día
29 de marzo de 1977, en las oricinas del Banco de la Nación Argen-
tina -Casa Central-, por efectivos del Ejército Argentino.

Al respecto el Tribunal se remite a las consideraciones vertidas
en el caso siguiente relativo a Juan Carlos Malagarriga.

El lugar donde ocurrió la detcnción, Zona de Defensa 1, permite
suponer que fue llcvado a cabo por personal dependientc del Primer
Cuerpo de Ejército ..

Por otro lado, resulta acreditado que a Luis Canale se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio.

Relató .1a víctima que luego de ser privado de su libertad, se le
vendaron los ojos y fue conducido a un lugar que.no pudo identificar,
donde lo tuvieron esposado y con los ojos ~endados durante siete
días, junto con su cuñado Malagarriga. Este último corroboró Sil.S

dichos en la audiencia.
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Por su parte, a fs. 3 del sumario administrativo antes mencionado,
se dispuso la suspensión preventiva del doctor Malagarriga, como
consecuencia de su detención, el día 31 de marzo de 1977. A fs. 7, el
doctor Malagarriga' solicitó que cesara dicha suspensión, al haber
recuperado su libertad el día 5 de abril de 1977.

Durante todo ese tien1po o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de, vida y alojamiento.

Los dichos de la víctima al respecto se ven corroborados por los
del doctor Malagarriga, relatando ambos que al llégar al lugar de
cautiverio se los puso en el suelo. y los esposaron, pasando la noche
en esas condiciones,

'El doctor Malagarriga manifestó que, como consecuencia del
cáutiverio, le tuvieron que hacer una pequeña intervención en la
muñeca, porque tenía una infección considerable, y 40 grados de
fiebre.

Manifestaron, además, que mientras duró su cautiverio no se
los llevó al baño, y sus necesidades debían hacerlas en un tacho que
pasaban por los boxes donde estaban encerrados.

Por último, Luis Canale recuperó su libertad el día 5 de abril
de .1977. Sus dichos en tal sentido se compadecen con .los de Juan
Carlos Malagarriga.

Por último, surge de autos, que los h~chos que damnificaron a
Luis Canale fueron desarrollados de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecbo N? 146.

CASO N? 173: MALAGARR1GA,JUAN CARLOS

Está probado que el doctor Juan Carlos Malagarriga fue privado
de su libertad el día 29 de marzo de 1977, en las oficinas del Banco
de la Nación Argentina -Casa Central-, por efectivos del -Ejército
Argentino.
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En este sentido el Tribunal tiene en cuenta las declaraciones de
la víctiula -corroboradas por su cuñado Luis Canale-, en el sentido
de que el día mencionado., en circunstancias en que se encontraba
en las oficinas del Banco Nación Argentina realizando una transac~
ción comercial en su carácter de depositario de las acciones de la
Bodega Calise, se hizo pr:esenie en el lugar un grupo de hombres
vestidos de civil, uno de los cuales exhibió una .cédula militar. Lue~.
go de labrar un acta donde se consignó que retenían el dinero de
la transacción y elementos personales, se llevaron detenidos a Ca-
nale y al doctor Malagarriga.

Ello se corrobora con las declaraciones de los doctores Pedro
Orduna y Esteban GarCÍa Blanco, quienes se desempeñaban en el
Departamento de Asuntos Legales del Banco de la Nación y fueron
testigos de la confección del acta lnencionada.

Por su parte, Patricio Carlos Etcheverry, comprador de las ac-
~dones de la Bodega Calise, y su. esposa Irma NoemÍ Etcheverry de
Etcheverry, manifestaron que el día mencionado concurrieron a las
oficinas del doctor Malagarriga y concretaron la transacción, entre-
gando el dinero y retirándose posteriormente con las acciones. Agre-
gó el licenciado Etchevcrry, que tiempo después se enteró de la pri-
vación de la libertad de arobas víctimas.

La señora de Etcheverry manifestó también que al saUr del
Banco le llamó la atención ver coches en la vereda, sobre la entrada
de la calle 25 de mayo.

Estas declaraciones se complementan con las constancias del
expediente No; 6233/77, labrado como consecuencia del hecho en el
Banco de la Nación ArgeI?-tina, donde el doctor Esteban GarCÍa
Blanco, Gerente Departamental de Asuntos Legales, deja constancia
a fs. 1, de que en ese día (29 de marzo de 1977) a las 13 horas, auto-
ridades militares que se identificaron como el Capitán Carlos Alber-
to Villanueva (Cédula Militar N9 7.873.098) Y 29 Comandante de Gen-
darmería César H'Utt (Cédula de Gendarmería Nacional N9 430.240),
se constituyeron en el despacho del doctor Malagarriga y procedie-
ron a su detención, junto con el señor Luis Canale, secuestrándose
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en el mismo acto dinero y efectos personales, y labrándose la co-
rrespondiente acta. Dicha acta es agregada a fs. 2 del mencionado
sumario.

Por su parte, si bien ante una requisitoria del Tribunal, Gendar.
merÍa Nacional informó que no se registran antecedentes respecto del
supuesto Comandante César H'Utt, resultan atendibles a juicio del
Tribunal las manifestaci?nes del doctor Malagarriga a fs. 7 de dicho
. sumario, en el sentido de que, al ser liberado, el presunto Capitán
Villanueva le manifestó que actuaba con un nombre simulado.

El lugar donde ocurrió la detención, Zona de Defensa 1, permite
inferir que ella se debió a la acción de fuerzas dependientes del Pri.
roer Cuerpo de Ejército.

Está probado además que en ocaSlOn de la privación de la liber.
tad fueron sustraidos $ 67.646.502,00 (ley 18.188).

Dicha circunstancia se acredita con las manifestaciones de la
víctima en la audiencia, ratificadas por su cuñado Luis Canale.

Ambos son contestes en el sentido de que luego de la transac.
ci6n comercial efectuada con el señor Etcheverry, recibió el equi.
valente a 200.000 dólares americanos, que debía consignar a la orden
de los vendedores. Luego de retirarse Etcheverry, se presentó el
grupo armado que lo privó de su libertad, llevándose el dinero.

Ello se ratifica con los dichos de los doctores García Blanco y
Orduna, testigos de la detención y del acta labrada, en la cual consta
el secuestro del dinero. El acta mencionada se encuentra agregada
a fs. 2 del sumario administrativo antes mencionado.

A ello deben sumarse las constancias del expediente N'? 3551,
del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Conlercial N'? 21,
de la Capital Federal, caratulado "Malagarriga, Juan Carlos c/Ma-
gario, Raúl José Melchor y otros s/consignación", donde se dejó
constancia que la consignación no pudo hacerse efectiva por ha.
ber sido sustraído el dinero.
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Por último, la víctima manifestó que 'en ocasión de recuperar
su libertad, reclamó de sus captores la devolueión del dinero que
le fuera secuestrado, ya que con posterioridad le sería exigido por
sus dueños, a lo que se negaron. El dinero, por otra parte, según
manifestó Malagarriga, nunea le fue reclamado.

Al doclor Juan Carlos Malagarriga. se lo mantuvo clandestina.
mente en cautiverio, sin haberse podido determinar en qué lugar.

Al respecto, el Tribunal se remite a las consideraciones vertidas
,en el caso anterior.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi.
dones inhumanas de vida y alojamiento.

Respecto de la~~condi~iones de vida en cautiverio, el Tribunal
se remite a los fundamentos del caso anterior.

Está probado que 'el doetor Juan Carlos Malagarriga recuperó
su libertad el día 5 de abril dJ 1977. Sus dichos en tal sentido se
compadecen con los de Luis Canale, y constancias del sumario antes
mencionado.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Juan Carlos Malagarriga fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der deseripto en la cuestÍón de heeho N~ 146.

CASO N~ 174: GODOY, ENRIQUE

Está probado que Enrique Godoy fue privado de su libertad el
día 15 de agosto de 1976, aproximadamente. a las 4, de su domicilio
ubicado en Santa Lucía, Provincia de Tucumán, por un grupo arma-
do que dependía del Ejército Argentino.

Dicha circunstancia es referida por la propia víctima; quien
agrega que fue sacado viol~ntamente de su casa, atado, encapuchaqo
y conducido en una camioneta.

\
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Avala lo expuesto. tanto lo manifestado por su hijo Osear Or-
lando Godoy, quien si bien no presenció el hecho, se enteró de lo
ocurrido por intermedio de un telegrama que le envió un hermano,
como la circunstancia de haber sido vista la víctima en cautiverio,
luego de su detención, por otras personas a las que más adelante
se habrá de referir, en Wl lugar dependiente del Ejército.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Su hijo, cl referido Osear Orlando Godoy, al deponer en la
audiencia, manifiesta que una vez enterado de la desaparición de
su padre concurrió junto a su madre a la Base Militar de Santa
~ucía, donde se entrevistó con el ,encargado, quien luego de algu-
nas negativas le manifestó qu'c su progenitor se hallaba detenido
y que en poco tiempo recuperaría su libertad.

También está probado que a Enrique Godoy se Jo mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en una Unidad Militar en. la Provincia
de Tucumán, que dependía operacional mente del Tercer Cuerpo de
Ejército. .

Ello surge de los dichos de la víctima que relata que el lugar
se encontraba a trescientos o cuatrocientos metros de la ciudad de
Tucumán.

Lo expuesto se encuentra corroborado por el testimonio de Juan
Orozco, quien reJata que también fue privado de su libertad y que
en el lugar donde permaneció cautivo escuchó la voz de Godoy, a
quien conocía por ser vecino suyo.

Ambos coinciden en cuanto a que allí actuaban integrantes del
Ejército.

Está probado que Enrique Godoy recuperó su libertad el 3 de
noviembre de 1976.

Ello surge del propio testimonio del nombrado y se encuentra
avalado por los dichos de su hijo, antes nombrado.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Enrique Godoy fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

'CASO N? 175: DIAZ, SANTIAGO AUGUSTO

Está probado que Santiago Augusto Díaz fue privado de su li-
bertad el día 15 de septiembre de 1976, aproximadamente a las 22,
al salir de su domicilio ubicado en la calle Diego de Rojas N? 104,
de la Provincia de Santiago del Estero, por un grupo armado que
dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello. surge del testimonio brindado por su padre, el doctor Ma-
nuel Alberto Díaz, quien refiere que en la fecha y lugar señalados
varias personas armadas, que se desplazaban en dos automóviles,
secuestraron a su hijo en la vía pública, en presencia de numerosos
testigos, no obstante la resistencia que la víctima ofreció.

Con motivo de su privación de la libertad se; hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
de su libertad.

En tal sentido su madre manifiesta que al enterarse del secues-
11'0 de su hijo formalizó la denuncia ante la Seccional Primera de
]a Policía de ]a Provinc,ia. y mantuvo entrevistas con el Jefe de dicha
reparUción y con el Presidente de .la Cámara del Crimen, doctor
Carlos Zurita.

Obra además agregado el expediente N? 395, caratulado "Doctor
Manuel A. Díaz, interpone recurso de hábeas corpus a favor de San-
tiago Augusto Díaz", iniciado el 16 de s~ptiembre de 1976, ante el
Juzgado Federal de Primera Instancia de Santiago del Estero.

No está probado que Santiago Augusto Díaz recuperara su liber-
tad. Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento de prueba.

\.
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Si bien no se ha arrimado prueba fehaciente acerca del lugar
en que pudo haber estado cautivo Santiago Augusto DÍaz, las n10da-
lidades con que se produjo su secuestro permiten inferir que lo
fue por personal de las fuerzas armadas.

Debe sumarse a ello el indicio concluyente de la declaración de
Matilde Palmieri Juárez de Cerviño, quien manifestó haber escuchado
que la víctima había permanecido cautivo en una unidad del Ejér- -
./cito -Arsenal-, ubicada en la Provincia de Tucumán.

Por el lugar en que se produjo el hecho, es dable concluir que
los aprehensores actuaban bajo conlando operacional del III Cuer-
po. de Ejército.

Tampoco está demostrado que los Brigadieres' Generales Graf-
figna y Lami Daza, el Teniente General Galtieri y el Alrilirante ,Ana-
ya, hayan tomado conocimiento del hecJlO que damnificara a San-
tiago Augusto DÍaz.

Por último, surge de autos, que el hecho que danmificó a San-
tiago Augusto Diaz fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N? 176: DIAZ, FRANCISCO RAFAEL

Está probado que Francisco Rafael Díaz fue privado de su liber-
tad el dia 25 de mayo de 1978, aproximadamente a las 24, en las in-
mediaciones de su domicilio ubicado en la calle San Martín N? 2364,
de la ciu'dad de San Miguel de Tucumán, provincia~ del mismo nom-
bre, por un grupo armado.

Lo expuesto, surge del testimonio brindado por su hermano,
Juan Carlos Díaz, quien refiere que en la fecha indicada se encon-
traba en la puerta de su casa y vio. que a corta distancia unos doce
individuos agredían a otro, luego de lo cual lo introdujeron en un
automóvil y se lo llevaron. Posteriormente pudo comprobar que se
trataba de su hermano a través de un zapato y un cable de grabador
de propiedad de éste, que quedaron en el lugar del hecho,
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Luis Roque Palomino, vecino y amigo de la víctima, afirma ha.
ber presenciado el hecho y depone en' iguales términos que Juan
Carlos Díaz.

También la señora Ana María Medina de Díaz, madre del dam-
nificado, relata que fue anoticiada del episodio y que al concurrir
al lugar vio el zapato .y el cable del grabador de su hijo, y también
un eargador de una pistola calibre 45, de lo que también da cuenta
su esposo y padre de la víctima Francisco Rafael Díaz.

Con motivo de su privación de la libertad se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de ]a averiguación de su paradero y
de su libertad.

La señora Medina de Díaz refiere que una vez enterada del he~
eho,. realizó ]a correspondien~e denuncia ante la Comisaría de Villa
Luján, y haber mantenido una entrevista con el Obispo de Tucumán,
Monseñor Vasco Herrero.

Obran agregados los siguientes recursos de hábeas corpus inter-
puestos en favor de la víctima: N? 592, del Juzgado Federal de Pri-
mera Instancia de Tucumán, iniciado con fecha 26 de mayo de 1978,
y N? 1457, del mismo Tribunal, iniciado con fecha 20 de octubre
de 1978.

Se encuentra además agregado el expediente N? 401, del Juz-
gado Federal de Primera Instancia N? JI, de Sección de Tucumán,
del 18 de abril de 1984, por denuncia de privación ilegítima de la
libertad de la víctima, en el cu'al a fs. labra la denuncia efectuada
ante la Policía de la Provincia de Tueumán, a la que antes se hiciera
referencia.

No está probado que Francisco D.íaz recuperara su libertad. Al
respecto, no se ha arrimado ningün elemento de convicción.

No obstante haber quedado acreditado que Díaz fue privado de
su libertad, no se ha arrimado ningún elemento de juicio que per-
mita demostrar que dicho ilícito fue llevado a cabo por miembros
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de las fuerzas armadas o de seguridad, atento la falta de precÍsÍones
de los testigos y sobre todo por el hecho de no haber sido vista la
víctima en cautiverio en ningún lugar de detención dependiente de
las Fuerzas ArnIadas.

CASO Nó 177: VIDAL LAZARTE, PATRICIO

No está probado que Patricio Vidal Lazarte fue privado ilegíti-
mamente de su libertad el día 3 de enero de 1977, en su domicilio
ubicado en ia calle Florida 16, de la localidad de Esperanza, Pro-
vincia de Jujuy, por un grupo armado perteneciente a la Policía de
dicha provincia.

En efecto, si bien el nombrado, al declarar ante la Comisión
Nacional sobre la Desaparición de Personas, relata tal circunstan-
cia agregando que el grupo aprehensor, luego de atarlo y vendarlo,
lo condujo a la Comisaría de La Esperanza, donde permaneció en.
detención durante dieciocho meses, aunque a los noventa días fue
puesto a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Obra agregada
la copia de una constancia expedida por la Brigada de Infantería
del Ejército Argentino, según la cual Vidal Lazarte permaneció arres~
tado a disposición de dicha autoridad desde el 3 de enero de 1977,
o sea desde la fecha en que fuera privado de su libertad, hasta el
18 de julio 'de 1978, en que la recuperó. Tal constancia permite afir-
mar que no resulta descartable que la privación hubiese sido llevada
a cabo en cumplimiento de orden de algún Consejo.

Por lo expuesto su detencióIi no aparece como ilegítima, no
obrando ningún otro elemento que desvirtúe lo expuesto.

CASO N? 178: ALVAREZ DE SCURTA, DOMINGA

Está probado que la maestra Dominga Alvarez de Scurta fue
privada de su libertad el día 26 de mayo de 1976, de su domicilió_
ubicado en la Avenida Fazio de la ciudad de San Salvador de Jujuy,
provincia del mismo nombre, .por personal que dependía del Ejér.
,cito Argentino.
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Lo expuesto surge del testimonio brindado por su padre, el se-
ñor Secundino Alvarez, an te la Comisión Extraordinaria de la Ho-
norable Legislatura de la Provincia de Jujuy, y se encuentra corro-
borado pOI' los dichos del bioquímico Eduardo Sweibe Rahe, quien
refiere que en la fecha y lugar indicados, nlientras se hallaba pa~
seando por el lugar, fue interceptado por miembros de la Policía
de la Provincia quienes le dijeron que iban a realizar un procedi-
miento y que debía salir de testigo. Es aSl que penetraron en el
domicilio de la víctima, que en ese momento no se encontraba, pro~
cediendo a revisar sus efectos personales, entre Jos cuales hallaron
elementos de propaganda de la órganización "ERP". Poco después
al arribar la señora Alvarez de Scurta, fue interrogada acerca de
dichos elementos. En un momento dctenninado ésta se empezó a
sentir mal y se desmayó, comprobando el testigo que había inge-
rido el contenido de un frasco de scdantes. A posteriorí el grupo
policial se llevó a la víctima, de quien no volvió a tener más noticias.

Por su' parte el testigo doctor Alfredo Calbó relata que en la
fecha indicada, mientras se encontraba de guardia en el Hospital
Pablo Soria de la ciudad de San Salvador de Jujuy, debió atender
a la víctima la cual fue conducida por personal policial al citado
nosocomio por presentar un c.uadro de intoxicación. Luego del per-
tinente tratamiento la nombrada se recuperó, no volviendo a tener
noticias de ella.

9bra agregado un informe de la Dirección General del Servicio-
Penitenciario de la Provincia de Jujuy que da cuenta del detalle de
detenidos entre los cuales figura la víctima desde el día 10 de junio
hasta el 28 de junio de 1976.

.A todo ello se suma el indicio de haber sido vista en cautiverio,
con posterioridad a su secuestro, por p~rsonas a las que más ade-
lante se hará referencia.

Con motivo de su privación de la libertad se hicieron gestiones
an te autoridades en procura de la averiguación de su para~ero y
de su libertad.
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Obra agregado la denuncia efectuada por el padre de la víctima
Secundino Alvarez, ante la Honorable Legislatura de la Provincia
de Jujuy, en el que se encuentran agregadas fotocopias de informes
del Ministerio del Interior -fs. 13 y 11- Y de la Policia de la Pro-
vincia de Jujuy -fs. 10- el cual informa que la nombrada fue de-
tenida el l? de junio de 1976 quedando a disposición del P.E.N. por
.mfracción a la ley 20.840 y recuperando su libertad por falta de
mérito el 10 de junio de 1976.

Su progenitor además afirma haber interpuesto dos recursos de
há~eas corpus en favor de su hija.

Resulta evidente la detención ilegal entre el 26 de mayo y el
l? de junio.

Está probado que a D0111ingaAlvarez de Seurta se la mantuvo
privada de su libertad en el Penal de Viila Gorriti ubicado en la
provincia de Jujuy, que dependía operacionalmente del Tercer Cuer-
po de Ejército.

Ello se encuentra acreditado con los testimonios de los docentes
Gladys Ramona Artunduaga, Sara Cristina Murad, de la señora Mer-
cedes Susana Zalazar, y del doctor Ricardo Obando quienes para
esa fecha se encontraban detenidos en dicho Penal y afirman ha~
berla visto e incluso conversado con ella que se hallaba en :una
celda cercana.

A fs. 24 del expediente antes citado la Dirección General del
Servicio Penitenciario de Jujuy informa que Dominga Alvarez de
Scurta permaneció alojada en la Unidad 1 de Villa Gorriti. desde
el l? hasta ellO de junio de 1976.

Durante ese tiempo o parte de él se le impusieron condiciones
de vida y alojamiento inhumanas.

En tal sentido las personas que compartieron su cautiverio con
la víctima, antes referidas, manifiestan la situación de aislamiento
en que se encontraban en el Penal, y específicamente en el caso de
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Alvarez de Scurta señalan que se encontraba muy enferma aquejada
de un cáncer vaginal y estaba privada de adecuada atención médica.

Está probado que Dominga Alvarez de Scurta murió mientras
se encontraba privada de su libertad.

Las antes mencionadas personas que permanecieron 'en cauti-
verio junto a la víctima son contestes en afirmar que ésta les había
manifestado que su vida corría 'peligro y que estaba amenazada de
muerte. Una noche es sacada de su celda junto con dos compañe-
ras, no volviendo a verlas, enterándose luego por comentarios de ,las
celadoras del Penal que las habían asesinado. Más adelante. una
vez en libertad, leyeron una noticia periodística según la cual ha-
bían exhumado un cadáver del cementerio de Yale el cual pertene-
cía a Dorninga Alvarez de Scurta.

Tal circunstancia aparece corroborada con los recortes perio-
dísticos que obran a fs. 7 y 8 del expediente de la Honorable Legis.
latura de la Provincia de Jujuy, ya referido, perteneciente al diario
"Pregón" que dan cuenta del reconocimiento del cadáver de la vÍc-
tima por parte de sus familiares.

Obra también a fs. 44 del citado expediente un informe del Ser.
vicio de Anatomía y Patología del Hospital Pablo S9ria. dando cuenta
del retiro del cadáver de Dominga Alvarez de Scurta por su padre
Secundino Alvarez, con la correspondiente autorización del Juez

Federal.

No obstante, al no haber constancia~ en cuanto a la causa del
deceso no resulta posible aseverar que éste hubiera sido violento.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubcns Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera víctima Dominga Alvarez de Scurta y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis-

tinción.
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En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Armada
mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se tiene
presente que se 1rató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto
del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe elemento
alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su comandan-
cia del arma con posterioridad a la detención, que pernlitan acre-
ditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Dominga Alvarez de Scurta fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 179: CORDERO DE GARNICA, EULOGIA

Está probado que Eulogia Cordero de Garnica fue pr.ivada de
su libertad el día 20 de julio de 1976 de su domicilio ubicado en
Calilegua, Departamento de Ledesma, ProvinCia de Jujuy, por un
grupo armado que dependía del Ejército.

Dicha circunstancia es relatada por la propia víctima, quien
agrega que el grupo estaba integrado por tres personas vestidas de
civil, los que luego de irrumpir en su casa, procedieron a registrar
sus pertenencias y llevarla atada y vendada junto con 'su hijo Do-
mingo Horacio en un celular de la Policía de la Provincia de Jujuy,
el cual estaba Heno de personas.

Lo expuesto se encuentra corroborado por los dichos de los
testigos a los que más adelante se hará referencia en el sentido de
haber sido detenidos el mismo día que la. víctima o haber compar-
tido con ella su cautiverio en la fecha posterior a su secuestro, en
un Jugar dependiente del Ejército Argentino.

También está probado que a Eulogia Cordero de Garnica se la
mantuvo clandestinamente en cautiverio en un centro de ...-detención
denominado "Guerrero" que dependía operacional mente del Tercer
Cuerpo de Ejército.
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En tal sentido la damnificada manifiesta que una vez que fue
sacada de su domicilio fue conducida a las Comisarías de Calilegua
y Ledesma, donde pcrmaneció poco tiempo, y luego junto con otras
personas en su misma situación al lugar llamado l/Guerrero" que
era una villa de veraneo ubicada fuera de la ciudad de San Sal-
vador de Jujuy~ lugar cuyas características pudo apreciar y retener
en su memoria, lo que le:; sirvió para reconocerlo, una vez en liberM

tad, cuando concurrió junto a una comisión de derechos humanos.

La víctima afirma haber compartido su cauti,:crio con una gran
cantidad de personas, entre ellos sus hijos Miguel Angel y Domingo
Horado -caso N? 180-, lo que está avalado con los testimonios de
Eduardo César Maldonado -<:aso N~ 610--,Humberto Filemón Cam-
pos -caso N~ 611- Y Héctor Narváez -caso N~ 608-.

Está probado que 'en ocasión de su cautiverio fue sometida a
algún mecanismo de tortura.

La señora Cordero de Garnica manifiesta haber sido in tensa-
mente golpeada y quemada, Jo que provocó que aún tenga cicatrices.

Lo expuesto coincide con lo testimoniado por sus compañeros
de cautiverio, antes citados en el sentido que en "GuerreI'o" todos
eran sometidos a similares formas de tormentos consistentes en
golpes y quemaduras con agua hirviendo.

Está probado que Eulogia Cordero de Garnica fue puesta a dis-
posición del Poder Ejecutivo Nacional el 30 de julio de 1976 y recu-
peró su libertad el 5 de marzo de 1977.

En tal sentido la víctima relata que luego de diez días de alo-
jamiento en "Guerrero" fue conducida a la Jefatura de Policía de
Jujuy enterándose que estaba a disposición del P.E.N. y luego (ras-
ladada a la Unidad de Villa Devoto, donde recuperó su libertad.

Corroboran lo expuesto los inFormes de la Policía de la Provin-
cia de Jujuy y del Servicio Penitenciario Federal, agregados a estas
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actuaciones, los que dan cuenta' de la situación de la víctima, siendo
el decreto de arresto N? 2559/76, Y el de su cese, el N? 538/77.

En cambio no' está probado que con motivo de su detención le
fueran sustraídos efectos de su propiedad.

Lo expuesto por la víctima en el sentido de que el grupo que'
la secuestró rompió el mobiliario y _sustrajo ropas, cadenas de oro,
medallas y anillos de- sus hijos, no se encuentra corroborado por
ningún otro elemento de convicción. I

Por úItimp, surge de autos, que los hecpos que damnificaron a
Eulogia Cordero de Garnica fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 180: GARNICA, DOMINGO HORACIO

Está probado que Domingo Horado Garnica fue privado de su
libertad el día 20 de julio de 1976 de su domicilio ubicado en Cali-
legua, Departamento de Ledesma, Provincia de Jujuy, por personal
armado dependiente del Ejército ,Argentino.

La víctima fue secuestrada junto con su, madre Eulogia .Cordero
de Garnica, por lo. que se remite a las consideraciones vertidas en
el caso 179, mediante las que se acreditó el secuestro de los nom-
brados.

Con motivo de su cautiverio se hkieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

La madre de la víctima Eulogia Cordero de Garnica refiere en
la audiencia las gestiones que realizó en favor de su hijo, presen~
tanda fotocopias de dos notas del Ministerio del Interior del 1'2 de
junio y del 1? de mayo de 1980,y una constancia de un recurso' .de
hábeas corpus del 27 de diciembre de 1979, expediente' N? 1197/79,
en el que no consta el Juzgado interviniente pero. sí la resolución
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final, por la que no se hace lugar al recurso, sin costas, y ordena
se forme expediente por separado para la investigación del delito
de privación ilegítima de la libertad.

Se encuentra agregado el expediente N? 90(80 del Juzgado Fe.
deral de Jujuy, caratulado "Investigación sobre desaparición de
Domingo Horacio Garnica", iniciado el 25 de febrero de 1980, al
cual se haya agregado el recurso de hábeas corpus citado en el pá-
rrafo anterior, que diera origen a tal expediente.

También está probado que a Domingo Horado Garnica se lo
mantuvo clandestinamente en cautiverio en un centro de detención
denominado "Guerrero" que dependía operacionalmente del Tercer
Cuerpo de Ejército.

En tal sentido se remite a las consideraciones vertidas en el
caso 179, mediante -las cuales se acredita tanto la permanencia de
Eulogia Cordero de Garnica, como la de la víctima, en el citado
centro de detención.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera some~
tido a algún mecanismo de tortura.

En efecto, en tal sentido ni la madre de la víctima ni las de-
más personas que compartieron con ésta su cautiverio, han dado
precisiones que permitan acreditar este aspecto'.

Tampoco está probado que Domingo Horacio Garnica hubiera
~ecuperado su libertad. Al respecto no se ha arrimado ningún ele-
mento de convicción que así lo indique.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya a<;.!:rcade la privación de la libertad de
que fuera víctima Domingo Horado Garnica y sobre cuya base de-
bían haber forI?ulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.
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En cuanto a ]05 Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Arma~
da Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de estos he-
chos si se tiene presente que se trató de un' procedimiento ajeno
.a ellos. Respecto del Teniente General Lcopoldo Fortunato Gaitieri
no existe elemento .alguno, como no sea el dato puramente objetivo
de su cómandancia del arma con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con .fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que.el hecho que damnificó a Do-
mingo Horacio Garnica fue desarrollado de acuerdo al' proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 181: LERNER, MARIO

El día 17 de marzo de 1977, en horas de la noche Mario Lerner
recibió tres heridas de bala producidas por el accionar de Fuerzas
subordinadas operacionalmente al Primer Cuerpo de Ejército o per-
tenecientes a éste.

Así resulta de los diversos testimonios recepcionados en autos,
tales COlTIO los aportados por Pedro Luis Carrena; Zu1cma de la
Vega Castellanos; Bernardo Florio Schiffrin; Salvador Iudica; Saúl
Tovorovski; Enrique Onofrio y Gregorio Lerner, quienes atestiguan
sobre el despliegue de un numeroso grupo de hombres armados y
vehículos civiles, los estampidos de armas de fuego, la permanen-
cia de estas personas luego de ello y la intervención de personal
uniformado y armado perteneciente a las Fuerzas Armadas.

~l testimonio del ya nombrado Pedro Lúis Carrena, da cuenta
del sitio en que vio un cuerpo humano abatido, de la mancha de
sangre que desde el jardín hasta la puerta .de entrada al edificio
-que según plano obrante a fs. 71 del testimonio de la causa 39.566
agregada por cuerda, 'se prolonga por espacio de 20mts.-; y se
continuaba con las mismas caracterÍcticas 25mts. más por la vere-
da; esto último fue corroborado por Salvador Iudica, encargado del
inmueble quien debió ocuparse de _su limpieza. De los dichos de
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Zulema Rita Vega de Castellanos y Saúl Tovorovski se desprende
que esa persona era trasladada todavía con vida hasta un vehículo.

Por último, ha de tenerse en cuenta la péritaci6n efectuada y
que corre por cuerda con las actuaciones labradu"s en sede militar.

Tales heridas de bala fueron las causantes de una hemorragia
interna que a su vez, ocasionaron el. deceso de Mario Lerner tiempo
después.

Para ello, se recurre a la' prueba pericial ya anotada, reaIi1.ada
al día siguiente del hecho.

En ella se consigna que -según versión policial- el falleci.
miento se produjo a las 23,30 hs. del día 17.

En cuanto a la hora en que las. heridas fueron causadas, ha de
recurrirse nuevanlcnte a la prueba testimonial, y así tenemos que:
Carrera indica a las 21 y 15 el momento de los primeros disparos.
Zulema de la Vega Castellanos sitúa ese inicio entre las 21 y 21,30.
A las 21 hs. la ubiea Tovorovski, y unos pocos minutos después el
momento en que int:r:oducían el cuerpo aún con .vida en el baúl del
vehículo. A la hora de .Ia cena Indica D'Onofrio y por último, Sal-
vador Iudica, señala que el episodio duró entre 1.5 a 20 minutos.
De todo ello resulta pues, que como máximo, los disparos COlnen-
zaron a las 21,30 hs. y se prolongaron hasta las 21,50, momento éste
en que ncccsariar:nente hubieron de producirse las heridas de bala
que causaron su muerte a .las 23,30 según el certifi~ado de defunción
de fs. 12 del agregado aludido, y el ingreso a la Morgue Judieial a
las 2,J 5 del día 18 proveniente de la Seccional 10~ de la Policía
Federal.

Todos los testig~s presenciales del hecho -vecinos de la misma
casa de departamentos, de la casa de enfrente, y el comerciante de
la esquina- coinciden en el gran despliegue de vehículos y hom-
bres, en el ametrallamiento de la ventana que da a la calle dci
.departamento de la víctima, en que ésta fue herida por proyectiles
de armas de fuego en el jardín interior del edificio, y en que luego
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fue arrastrada y ubicada en e! baúl de uno de los automóviles que
traían los aprehensores, en el que se la llevaron, aún con vida.

Ninguno de ellos apreció que haya habido resistencia armada
y, fundamentalmente, que los hechos hayan. ocurrido en la hora, en
el lugar y 'de la forma que se describe en las actuaciones militares
que corren por cuerda.

En consecuencia, se encuentra probada la muerte. de Mario Ler-
ner producida por e! grupo aprehensor, mientras que la posible
justificación resultante de una resistencia armada -que se preten-
dió demostrar en el expediente aludido- no resulta creíble.

Muy ilustrativo resulta lo. testimoniado por Tovorovsky cuyas
palabras bien valen la pena ser textualmente reproducidas: ••... el
muchacho" a quien conocía como cliente de su comercio, es llevado
desde 1'1puerta del edificio, y "lo ponen en el .baúl de! coche, del
Falcon, escuchó quejidos de lamentos y quejas de dolor". Ante
otra pregunta del Tribunal expresa: " ... 10 traían arrastrando, y
entre dos o tres lo tiraron adentro del baúl y como era un poco
gordito evidentemente empujaban y ahí escu:ché que h~bía quejas
de dolor". Y más adelante: "lo empujaban adentro como una bolsa
de papas, lo tiraron ahí, y cerraron el baúl". Esto último es corro-
borado por De la Vega de Castellanos en cuanto manifiesta que.
esta persona, aún con vida fue "metida dentro .del baúl';. Agrega
que, "al rato sacaron una chica, a los empujones y se fueron".

Tampoco queda duda alguna de que dicho personal dependía
operacionalmente de la Fuerza Ejército, lo. que se comprueba no
sólo con lo ya n.arrado sino también teniendo a la vista el expe-
diente 0057/89 proveniente del Consejo de Guerra Especial Esta-
bie 1/1, earatulado "Lerner, Mario por infr. a la ley 20.840"..

La intervención de una Seccional Policial subordinada, en la
entrega del cadáver, la concurrencia al lugar del hecho por parte
,de tropas uniforJl?adas y lo que será expuesto en el caso siguiente
acerca del personal que privó de su libertad a María del Carmen
Reyes, corroboran lo expuesto.
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/

Por último surge de autos, que el hecho que dmnnificó a Mario
Lerner fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la cues-
tión de hecho N? 146.

CASO N? 182: REYES, MARIA DEL CARMEN

Está probado que Maria del Carmen Reyes fue detenida en
horas de la tarde del día 17 de marzo de 1977 en esta Capital.

Carlos Noe Reyes, padre de la damnificada, presta declaración
testimonial y expone que su hija, se hallaba de novia con Mario
Lerner, y que, 'por 'la proximidad de la fecha en que iban a contraer
enlace, el día 17 de marzo a las 19,30 se produjo el encuentro de
los padres de ambos a los efectos de su presentación.. Según el
declarante, a las 17 Ó 18 horas, su hija se encontraba en la casa de
sus futuros suegros según le comentara la madre de Mariq Lerner,
quien a las 20 se retiró (ver caso N? 181).

Zulema de la Vega Castellanos, declaró que durante el suceso
narrado en el caso anterior, sacaron una chica <la los empujones".
Por su parte, con mucha más precisión, Pedro Luis Carrena narra
que tras los primeros disparos, ocasión en que se asomó por la
ventana la primera vez, vio que. había dos automóviles en la esqui-
na, uno en cada vereda, y que de uno de ellos bajaban a una "chica"
y la introducían en otro, versión ésta que encaja a la perfección
con las referencias aportadas por Marcelo Gustavo Daelli, quien lue~
go del hecho supo por los propios dichos de Reyes, que había sido
obligada a dar la dirección de su novio luego de aprehendida, y
que corrobora lo manifestado por el portero del edificio, Salvador
Iudica, quien, esta vez ante la CONADEP, relata que María del Car-
men Reyes había sido traída por la gente que hizo el procedimiento,
y que la conduCÍan "agarrada de los pelos".

Además de estos elementos de juicio, ha de evaluarse la prueba
testimonial aportada por el ya citado Daelli, y que será materia de
análisis en el punto cuarto del presente caso.

\



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 713

Se ha probado que luego se ello se hicieron gestiones ante
.autoridades en procura de su paradero y libertad.

Obra agregada por cuerda la causa N9 8911 caratulada "Reyes,
Ma!"ía del Carmen s/rec. de hábeas corpus" que tramita ante el
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccio-
nal Federal N9 3, donde se impetra la averiguación del paradero de
su hija y los motivos de su detención si ello así se comprobare.

Está probado que ante 'una solicitud judicial cursada en dichas
actuaciones la autoridad requerida contestó negativamente.

Ello surge de fs. 7 y 8 donde la Policía Federal informa que Ma-
ría del Carmen Reyes no se encuentra detenida en ninguna depen-
dencia de dicha repartición. A fs. 10, lo hace la cartera del interior,
dando cuenta que el Poder Ejecutivo Nacional hasta esa fecha, 23 de
marzo de 1981, no ha dictado medida restrictiva de la libertad
alguna.

Se ha probado que a María del Carmen Reyes se la mantuvo
en cautiverio en un depósito de suministros utilizado como centro
clandestino de detención denominado "Club Atlético", perteneciente.
a la Policía Federal Argentina subordinada operacionalmente al
Primer Cuerpo de Ejército.

Ello así se comprueba con lo declarado testimonialmente por
Marcelo Gustavo Daelli, quien detenido el día 27 de marzo de 1977,
es conducido posteriormente a un sitio que luego pudo identificar
como el ya demolido depósito de suministros, llamado "Club Atlé-
tico". Allí retenida pudo observar la presencia de varios ex com-
pañeros suyos de la Facultad de Filosofía y Letras, entre quienes
pudo reconocer a María del Carmen Reyes.

Es en esta oportunidad, precisamente, cuando ella le había
contado que fue obligada a dar la dirección de su novio, a quien
luego ultimaron, y que para sus mismos y comunes captores sig-
nificaba un motivo de orgullo. Agrega ]a muy marcada depresión
.que tal acontecimiento le produjo a Reyes.
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Durante todo ese tiempo o parte de él. se le impusieron con-
diciones inhumanas de v.ida y alojamiento.

El ya citado Daelli, continúa su narración y expresa que todas
esas personas, entre .las que se encontraba Reyes, eran mantenidas
"engrilladas", es decir, encadenadas, con dos candados cuya nume-
ración debían recordar para posibilitar la apertura que les penni-
tiera movilizarse, 10 que así ocurría en ocasiones en que eran Jle-
vados al ámbito donde se los torturaba, o para ir a efectuar sus
necesidades fisiológicas básicas. Eventualmente, los allí recluidos
podían dormir sobre colchonetas, pero la generalización de los casos
era ]a de "estar desparramados por el suelo". A pesar de que no
]0 mcnéiona respecto de Reyes, también generaliza el hecho de
eS,tar "tabicado'" és decir vendados sus ojos permanentemente.

No está probado que luego de ello, María del Carmen Reyes
haya sido vista en libertad.

En efecto, de todas las probanzas incorporadas a la causa, espe-
cialn1ente la testimonial brindada por su padre, no surge referencia
alguna al respecto,

Pero, ha de tenerse muy especialmente en cuenta lo relatado
por DaeIli sobre un acontecimiento que ocurrió en "Club Atlético",

Expresa que en un momento determinado, advierte una gran
conmoción que sobrecogió a quienes se encontraban sometidos a
condiciones infrahumanas de trato, puesto que se había informado
a alguno de los cautivos, que serían trasladados a una "granja de
recuperación" en la Provincia del Chaco, que serían nevados en
avión, y que se les iba a suministrar una "inyección" para evitar
el marco. Una de estas personas era María del Carmen Reyes.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
María del Carmen Reyes fueron desarrollados de acuerdq al proce~
der descripto en ]a cuestión de hecho Ni? 146,
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CASO N? 183: GOMEZ,NORBERTO
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Está probado que Norberto Gómez fue privado de su libertad
entre los días 13 y 14 de noviembre de 1976.

Ello surge de los dichos de su padre, Salvador María E. Gómez,
a quien le consta que su hijo, en compañía de su madre, se había
trasladado a la localidad de Pacheco, careciéndose de noticias des-
de el momento en que éste emprendió su regreso.

Agrega adem;is que el día 14 de novielnbre recibió una llamada
anónima en la que se le anunciaba la detención de Norberto Gó~
mezo El 25 de noviembre recibe una carta, impuesta en el Correo
Central, en la que su propio hijo le comenta las condiciones en
que se hallaba, anunciándole su pronta liberación." El 23 de diciem-
bre recibe una tarjeta navideña en la que ,"procuraba inspirarle fe.
A partir de allí, se ifiterrumpe todo contacto con la víctima.

Además, han de tenerse en cuenta los testimonios de quienes
"compartieron el cautiverio con Gómez, que le otorgan a estos dichos
suficiente apoyo y relieve probatorio.

Luego de ello se hicieron gestiones ante autoridades en procura
de su paradero y libertad.

El mismo Salvador María E. Gónlez expone las gestiones em~
prendidas para lograr el paraderp de su hijo. Narra haber recu-
rrido a autoridades eclesiásticas con resultado negativo y la inicia~
ción de una acción de hábeas corpus recién en el año 1979, tardanza
ésta debida a los temores de empeorar la sit:uación de su hijo, y
cuyo resultado, al igual que los primeros fue negativo.

El día 29 de octubre de 1982recibe una citación de la Seccional
Policial correspondiente a su domicilio, cuya finalidad era la de re-
cabar el certificado "de defunción de Norberto Gómez, tonl.ando
conocimiento por este medio de la muerte de su hijo.

Está probado que a Norberto Gómez se lo mantuvo en cauti~
verio en un centro clandestino de detención ubicado en esta Ca-
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pital, por parte de Personal de la Policía Federal que actuaba bajo
el comando operacíonal del Primer Cuerpo de Ejército.

Félix Granovsky, declara testimonialmente. ante este Tribunal y
expresa que fue detenido el día 20 de noviembre de 1976, por un
grupo de personas encapuchadas y armadas que deCÍan pertenecer a
las Fuerzas Conjuntas. siendo posteriormente conducido a un sitio
donde se encontraba una persona también privada de su libertad
que dada su ..condición de profesional en medicina se ocupaba de
aliviar los dolores que ac.usaban todos los cautivos. Además expresa
que en oportunidad en que sus captores deciden su liberación esta
persona le reveló que era Norberto Gómez con el fin de que comu-
nicara la suerte por él corrida a sus padres.

Elba Martens, esposa del anterior testigo, también expone en
términos similares acerca de la manera en que fueron detenidos,
coincidiendo con lo esencial el;: su declaración seíi.alando a Górncz,
como la persona que también en condición de detenido le prestara
atención médica.

Además ha de sumarse el testimonio de Celina Zavala de Colauti
en términos coincidentes, refiriendo ]a declarante haber recuperado
su libertad el día 27 de enero de 1977.

Cabe poner de resalto, que por los datos aportados por los tes-
tigos acerca de las características del sitio, la declaración de los cap-
tores y su modo de actuar tanto en el inicio de su cautiverio, como
durante él, no cabe duda de que se trataba de personal policial
y de fuerzas armadas del 1 Cuerpo de Ejército que operaban en el
área y tal sitio debió ser "El Atlético", ello ante las referencias de
propios testigos del hecho.

Finalmente, ha de agregarse que al momento de la liberación
de la última de las testigos, es decir el día 27 de enero del mismo
año, Górncz aún permanecía allí alojado.

Está probado que las heridas de bala que ocasionaron la muer-
le de Norberto Gómez' en la noche del 17 al 18 de mayo de 1977
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en la calle Labarden al 300 de esta Capital. fueron producidas por
el accionar de personal de esas mismas fuerzas.

Así surge de las .actuaciones caratuladas °Gómez Norberto
s/hurto de automotor, atentado a la autoridad y homicidio", que
~orren por cucrda en las prescntes actuaciones y que provienen
del Consejo eje Guerra Especial Estable 1/1.

En ella consta que a raíz de un enh'cntamiento armado el
día 18 de mayo de 1977 a las 3,25 .horas en la calle Labarden al
300 de esta Capital, resultaron abatidos Norberto Gómez, Elena
Kaladjian y dos perSonas mas, una del sexo masculino y otra del
femenino aún no identificadas.

Según dichas actuaciones el enfrentamiento se había entabla.
do entre elementos de la banda subversiva denominada "Monto.
neros" y el Oficial Inspector Vaca Castex, el Oficial Principal Juan
Smith, ambos de la Policía Federal y los auxiliares de inteligencia
Esteban Cruces y Rogelio Guastavino, todos ellos integrantes del
grupo de tareas citado.

Se dice además, que se secuestraron armas y explosivos en po~
der de los insurgentes.

Además se ha probado que la agresión que provocó la muerte
de la víctima fue llevada a cabo mientras ésta se encontraba en
estado de total indefensión.

En efecto las .diversas probanzas colectadas en autos conCOf-
dantes entre sí resultan suficientes pa¡'a concluir de tal manera ante
la magnitud de su valor convictivo.

a) La prueba testimonial rese.ñada más arriba es concluyente en
el sentido de que Gómez se encontraba aprehendido por parte de
personal de la Policía Federal y Fuerzas Armadas hasta el día 27
de enero de 1977.

b) En ningún momento, desde esta última fecha hasta su fa-
llecimiento, fue visto en libertad por sus parientes más cercanos.
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tal es el caso de su padre quien, no volvió a ver a su hijo ni ha
tenido noticias de él, según se ha dicho.

c) Por los testimonios de Isabel Ahkanian de Kaladjian, su
hija Elena Kaladjian desapareció el día 21 de enero de 1977 en
oportunidad en que se encontraría con una compañera para estu.
dial' griego, una de las materias que debía rendir en la Facultad de
Filosofía y Letras de esta ciudad.

Señala que a la noche, concurriría a la casa de otra compa-
ñera, Irene Torres, a fin de retirar "unos papeles".

A fs. 322 de los testimonios de la eausa N? 35.769 originada en.
el Juzgado dc Instrucción N? 3 de esta Capital, caratulados "Gómez,
Salvador s/denuncia privación ilegal de la libertad" que se encuen-
tra agregada a este proceso, presta declaración testimonial Irene
Alicia Alonso de Torres. Refiere en dicha oportunidad que cn la ma-
drugada del día 22 de enero de 1977, un grupo numeroso de personas
armadas irrumpen en su domicilio, viendo solamente que una per-
sona vestida con unifo.rme celeste grisáceo, botas y un arma en la
mano la obligó a acostarse en la cama, ocasión en que se le puso
una manta encima. Luego de ello. se llevaron a su esposo, ente-
rándose la testificante por dichos de sus vecinos, que estas personas
se movilizaban en vehículos similares a los utilizados por las Fuerzas
de Seguridad .

. Aclara que conoCÍa a Kaladjian por ser compaí'íeras de estu-
dio y que esa noche ésta tenía programado concurrir a su domicilio.

Recuérdese que Isabel Kaladjian, refirió que en la agenda de
su hija, estaba la dirección del actualmente desaparecido Carlos
Ricardo Torres.

Además ha de tenerse en cuenta el testimonio de Elena Celina
Zavala de Colautti ante el Consulado de la República Argentina en
la Ciudad de Venecia.

En esta oportunidad, la declarante afirma haber sido detenida
el día 21 dé enero de 1977 por un grupo de personas que se autoti-
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tulaban pertenecientes a Fuerzas Conjuntas, quienes se desenvolvían
con suma violencia. Prosigue n~rrando que por un lapso de cinco
días permaneció en un sitio que describe en términos similares a
los de los testigos Martens y Granovsky, y aHí fue interrogada bajo
tormentos, de los que le quedan hueHas, acerca- de su militancia
política y por su conocimiento de Elena Kaladjian_

En lo esencial de su relato afirma que tuvo oportunidad de
ver a Kaladjian allí recluída, quien le refirió que en ese sitio tamw

bién se. encontraba en idéntica circunstancia Carlos, "el marido de
Irenes Torres".

Resulta evidente que por las características de los sucesos narra~
dos en cuanto a la detención de Carlos Ricardo Torres, y de la deten-
ción de Celina Zavala de Colauti, coincidentes entre' sí Dlagüer ]a
distancia, se induce la actuación de un grupo que sólo con la segu-
ridad de considerarse poseedores de la' fuerza pública pudieran
haber actuado de esa manera.

d) Desde la fecha en que Zavala recuperara su libertad es dcw

eir el 27 de enero de 1977 hasta el deceso de Kaladjian, el día 17
de mayo de 1978, nadie la vio en libertad.

e) "Las armas utiliz.adas por el supuesto grupo subversivo, cran
cuatro revólveres. dos calibre 38 corto y dos 32 largo. tres de los
cuales fueron considerados de "funcionamiento anormal pero aptos
para" el disparo",

f) Los dermotests practicados en las manos de Jos fallecidos
dieron resultado n~gativo (ver fs. 44 de la Causa militar que corre
agregada al proceso).

Todo lo expuesto permite descartar fehacientemente la hipótew

sis de que realmente haya existido un enfrentamiento armado cntr~
dos bandos.
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Por ello cabe agregar lo siguiente:

a) La fotografía obrante a fs. 34 muestra a una persona sin
vida del sexo femenino que a estar a alguna de las dos autopsias
correspondientes a ambas mujeres abatidas, presenta entre 11 y
10 impactos de bala de calibre 9 mm. u 11,25 mm. la mayoría en
zonas vitales y aún en la cabeza.

b) Los cuatro cadáveres presentan las siguientes heridas de
bala que son más elocuentes y demostrativas de que se está en
presencia de un fusilamiento, y no de un enfrentamiento real:

Uno de los cadáveres de m'ujer, con tres disparos en el tronco,
todos con una trayectoria de abajo hacia arriba y delante atrás,
de derecha a izquierda o sensiblemente paralelo al plano sagital;
dos en la región craneana de abajo hacia arriba de dclante atrás y
de izquierda a derecha. Uno en la mano izquierda más propio de
quien realiza un acto reflejo para protegerse, cinco en los muslos
y zona glútea, uno de derecha a izquierda, otro de atrás hacia acle.
lante y los restantes de adelante hacia atrás, tres de ellos de arriba
hacia abajo.

El segundo correspondiente al sexo masculino presenta tres en
la zona craneana todos de adelante a atrás, de arriba hacia abajo,
dos en el tronco de adelante a atrás, y uno de arriba hacia abajo
uno en el antebrazo y el último en el muslo derecho con dirección
de derecha a izquierda.

El tercero del sexo femenino, presenta tres en la zona craneana,
uno de adelante hacia atrás y de abajo hacia arriba, uno en plano
horizontal y el restante de trayectoria indeterminada. Uno en el cue-
llo, de arriba hacia abajo de adelante hacia atrás y de derecha a iz-
quierda. Tres en el tronco uno de arriba hacia abajo y dos de abajo
hacia arriba, dos desde atrás y uno de adelante, tres en muslos y
glúteos, todos de arriba hacia abajo uno ligeramente de adelante
atrás, otro paralelo a la Hnea sagital y el restante de adelante atrás.

El restante del sexo masculino presenta: tres en zona craneana,
todas de arriba abajo; en las tres direcciones posibles, tres en el
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tronco dos de arriba abajo y uno a la inversa y dos de delante atrás,
dos en los n1iembros inferiores y uno en el antebrazo izquierdo.

Además ha de tenerse en cuenta que no se produjeron otras víc-
timas ni heridos de alguna consideración en tal espectacular enfrenw

tamiento.

La circup.stancia de que todos los cadáveres presentan unifor-
memente impactos en la zona craneana, de arriba hacia abajo,
alejan toda posibilidad de que se trate de un enfrentamiento entre
delincuentes armados y fuerzas regulares.

En definitiva, todos los elementos de juicio aquÍ reunidos de~
muestran la indefensión en que se encontraban las víctimas al mow

mento de ser ultimadas, y que en la ejecución del hecho intervino
un grupo de tres o más personas.

En cuanto a la pertenencia de los efectivos que intervinieron
en. el hecho, habida cuenta del lugar del suceso y del más que pro-
bable lugar de cautiverio, resulta probado que pertenecían al Ejér-
cito Argentino.

Por lo demás se acreditó que la il:1vocaciónde ser miembros de
la Policía Federal por parte de dos de ellos, fue falsa y asimismo
resultó probado que dos de las víctimas fueron mantenidas en cau-
tiverio por personal dependiente operacionalmente del Ejército.

Por último, surge de autos, que 16s hechos que damnificaron a
Norberto Gómez fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 184: N.N. FEMENINO (cadáver)

Está probado que las heridas de bala que ocasionaron la muerte
de una persona del sexo femenino no identificado, en la noche del
día 17 al 18 de marzo de 1977 en la calle Labarden al 300, de esta
Capital, fueron produc;idas por el accionar de personal que depen-
día del, Ejército Argentino.
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Para esta conclusión han de reiterarse los. fundamentos ver-
tidos en el caso 183.

Está probado también que la agreslOn que provocó la muerte
de esa persona fue llevada a cabo mientras ésta se encontraba en
total indefensión y por un grupo de tres o más pers'onas.

También en este caso, la respuesta afirmativa. encuentra sufi-
ciente fundamentación en la ya expuesta en el caso correspondiente
a Norberto Gómez.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
Femenino fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en .la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 185: N.N. MASCULINO (cadáver)

Está probado que las heridas de bala que ocasionaron la muerte
de una persona del sexo masculino no identificado, en la noche del
día 17 al 18 de marzo de 1977 en la calle Labarden al 300 de esta
<;apital, fue producida por el accionar de (personal que dependía del
Ejército Argentino. .

Para esta conclusión cabe remitirse a los fundamentos vertidos
en el caso 183.

También está probado que la agresión que provocó la muerte
de esa persona fue ,llevada a cabo mientras ésta se encontraba en
total estado de indefensión y que el glUpO agresor estaba integrado.
por tres o más personas.

En este ca.so, la respuesta afirmativa encuentra suficiente fun-
damentación en la ya expI;lcsta en el caso cor!"espondi<:.ntea Nor-
berto Gómez.

P"r último, surge de autos, que el hecho que damnificó a N.N.
Masculinq fue desarrollado de acuerdo al prpceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.
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Está probado que Elena Kaladjian fue prjvada de su libertad
.el día 21 de enero de 1977, en esta Capital.

Esta respuesta afirmativa encuentra fundamentación suficiente
en los desarrollos del caso 183.

Se ha comprobado también que Juego de cIJo se hicieron gestio-
nes en procura de su paradero y libertad.

Ello teniendo a la vista el expte. N~ 57 del Juzgado Federal N~ 1
de esta Ciudad caratulado "Kaladjian, Elena s/hábeas corpus"'y con
Ja información suministrada por el Ministerio del Interior acerca
de los pedidos de paradero recepc.ionados en esa Cartera, en este
caso, con resultado positivo, pero significativamente no comunica-
do al solicitante, según surge de allí.

En las actuaciones ya citadas la Poli~íaFederal informa a fs. 4
que la beneficiaria no se encuentra detenida en ninguna dependen.
cia de esa Repartición. El Ministerio del Interior lo hace a fs. S en el
sentido que contra la causante, el Poder Ej.ecutivo Nacional no ha
dictado medida restrictiva de ]jbertad alguna, 111ientras que a fs. 7
vta. el Estado Maxor de Ejército, Jefatura 1 hace saber que carece
de todo tipo de antecedentes a su respecto.

También está acreditado que a Elena Kaladjian se la mantuvo
en cautiverio en un centro clandestino de detención ubicado en esta
Capital, por parte de personal de las Fuerzas Armadas o de seguri-
dad subordinadas al Comando Operacional del Primer Cuerpo de
Ejército. Tal afirmación encuentra suficientes fundamentos al tra-
tar el Tribunal el caso correspondiente a Norberto Gómez.

Está probado que las heridas de bala que ocasionaron la muerte
.de Elena Kaladjian en la noche del día 17 al 18 de marzo de 1977
lucran producidas por el accionar de personal de fuerzas dependien .
.tes del Ejército Argentino.
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Talnbién esta cuestión encuentra .fundamentación bastante en
los vertidos en el caso 183.

Está probado adcmás que la agreslOn que pro\'ocó la muerte
de Elena Kaladjian fue lIcvada a cabo mientras ésta se encontraba
cn total indcfensión y por un grupo de trcs o más personas.

Para esta conclusión también el Tribunal se remite a los fun-
damentos vertidos en el caso 183.

'Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Elena Kaladjian fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto cn la cuestión de hccho N~ 146.

CASO 'N~ 187: VOlTZUK, SERGIO ANDRES

Está probado que entre los días 17 y 20 de diciembre dc 1976,
Sergio Andrés Voitzuk fue privado de su libertad en su domicilio
de callc Santiago del Estero N~ 561 dc Bahía Blanca, .Provincia de
Buenos Aires, por personas armadas, que dependían operacional.
mente del Ejército Argentino.

Ello por las declaracioncs que produjcra ante el Tribunal y por
las constancias de fs. 1 del expediente 908, L~ 12, F? 438, del Juzgado
Federal de Primera Instancia de Bahía Blanca, que en fotocopia au-
téntica integra el Expediente 106, L~ 13, F~ 288 (ver fs. 35), agregado
a autos, donde consta la manifestación de su madre, Susana Feldman
de Voitzuk, ambas concordantcs en que ese día, en horas de la noche,
se hizo presente en su casa un grupo de aproximadamente 4 o S
individuos vestidos de civil y portando armas largas, quienes proce.
dieron a llevar a la víctima.

Ello surge de las manifestaciones contestes de los demás dete.
nidos en la fecha y egresados del ENET N~ 1 "Ingeniero Julio Cé-
sar Cipolletti" de Bahía Blanca, entre ellos, López, Mengatto y
Roth.
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Luego de su detención se hicieron gestiones en procura de la
averiguación de su paradero y libertad.

En el ámbito judicial interpuso su madre, el hábeas corpus in-
dividualizado anteriormente.

Por otra parte, se halla suficientemente demostrado que con
motivo de una solicitud judicial la autoridad requerida respondió
negati;vamente.

Ello con las constancias obrantes a fs. 47 del referido expe-
diente (106) donde cl Asesor Jurídico del Comando del V~ Cuerpo
de Ejército informa que la víctima no registra antecedentes de de-
tención en ese Comando de Cuerpo.

A Sergio Andrés Voitzuk se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el campo de detención denominado l/La Escuelita"
sito en Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires, donde actuaban
fuerzas dependientes del comando operacional del V~ Cuerpo de
Ejército.

Ello por los dichos de Mengatto, Bambosi y López, quienes su-
frieron allí su cautiverio en similar período, y declaran ante el Tri-
bunal haber tomado conocimiento directo de su presencia; por su
parte Roth y Petersen manifiestan haberse enterado de ello a poco
de recuperar su libertad.

En forma más o menos concordante, los nombrados y la víctima
describen el lugar como una casa situada a una distancia de entre
500 y 800 mts. del lugar de asiento del V~ Cuerpo de Ejército, muy
próximo a un paso a nivel, por el que regularmente pasaba un
tren, aledaño al camino de la Carrindanga, con tres habitaciones
contiguas, con puertas que las comunicaban, una de ellas con piso
de madera, donde los prisioneros. permanecían tirados sobre col-
chonetas otros lo haCÍan en camas metálicas y algunos en cuche.
taso Todas las mañanas se aseaba el lugar, les proveían almuerzo
y cena que traían de un lugar cercano, porque demoraban en bus-
carla 15 o 20 minutos.
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En ese sitio, durante la .tarde, se efectuaban interrogatorios y
oían Jamentos y golpes.

No está probado sin embargo, que Voitzuk fuera sometido a
algún mecanismo de tortura.

Sus dichos al respecto y -los de López quien relata que no lo
escuchó 01 vio torturar, sino que lo supo por referencias posterio~
res a su. liberación, resultan insuficientes en el caso para propar
tal extremo.

Durante todo ese tiempo se le impusieron condiciones inhu-
manas de vida y alojamiento".

Tal lo que emana de los dichos contestes ante el Tribunal del
propio Voitzuk y de sus compañeros de cautiverio, en el sentido que
permanecieron permanentemente privados de visión y movilidad,
esposados, con prohibición de tener contacto por la palabra con los
demás.

Recuperó su, libertad el día 2J de enero de J977.

Ello por sus propias manifestaciones, corroboradas por las de
Bambosi, refiriendo que los liberaron a ambos y a Villalba en la
misma oportunidad, conduciéndolos en el mismo vehículo, pero deján-
dolos en lugares diversos.

P.or último, surge de autos, que Jos hechos que damnificaron a
Sergio Andrés Voitzuk fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ J46.

CASO N~ 188: SOLARI YRIGOYEN, HIPOLITO EDUARDO

Está probado que el ex Senador Nacional Hipólito Eduardo So-
lari Yrigoyen fue privado de su libertad por un grupo armado que
dependía operacionalmente del "Ejército Argentino el J7 de agosto
de .1976, en su domicHio, sito en la calle Aaron Jcnkins sin número
de Puerto Madryn, Provincia del Chubut.
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En este sentido, los dichos de la víctima en la Audiencia se en-
cuentran corroborados con las constancias de la causa NlJ 622-206-
1976 del Juzgado Federal de Rawson caralulada "SOLARI YRIGO-
YEN, Hipólilo Eduardo s/denuncia presunto secuestro, severidades,
vejaciones o apremios ilegales que resultó víctima", iniciado con la
denuncia de su esposa en la Comisaría de Puerto Madryn, el mismo
día ~e su privación de libertad.

En el mencionado expediente obran varios elementos de prueba
que corroboran el relato de la víctima, como la inspección ocular
efectuada por la policía el propio día (fs. 4 vla.), donde .se descubre
en una de las paredes el impacto de bala a que hiciera referencia el
Dr. Solari Yrigoyen en su declaración .. La peritació"n scopométrica
de fs. 58 determinó que se trataba de un proyectil 9 mm. destinádo
a armas automáticas o semiautomáticas.

Por otra parte, a fs. 36 se labra un acta con motivo del hallazgo
de su automóvil, en un camino lateral en el Distrito de Gaiman.
La peritación técnica realizada sobre el vehículo demostró. que tras
un intento fallido de provocar su explosión con trotyJ, se provocó
el incendio haciendo un orificio en el tanque de nafta y rociando
con combustible el interior. Junto al automóvil se encontraron res-
tos de t1'otyl y una mecha tipo Bickford de fabricación comercial,
combustionada y provista. de un detonador (cooL peritaciones de
fs. 72, 73 Y 97).

Por su parte, a fs. 261 de la causa mencionada obra ]a declaración
de lIdemarco Angel Costa, quien manifestó que en la madrugada del
día 17 de agosto de 1976, en oportunidad en que regresaba de pes-
car, pudo observar desde una distancia de apr()ximadamente 50 me-
tros que un grupo de personas rodeaban el domicilio del Doctor
Solari Yrigoyen ..En ese momento se encend.ró la luz de la c.asa y vio
qllc esas pcrsonas vestían uniformes militares y estaban armados.
Una vcz que se abrió la puerta. entraron varios uniformados y escu~
chó un disparo, saliendo posteriormente los hombres cargando el
cuerpo de una persona.
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A todo ello deben sumarse los elementos de prueba que se ana-
lizarán más abajo que demuestran que la víctima fue mantenida
clandestinamente en cautiverio en centros de detención que actua-
ban bajo el comando operacional del Ejército Argentino.

Como consecuencia de su privación de libertad se hicieron ges~
tioues ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero
y libertad.

En tal sentido, el Doctor Solari Yrigoyen declaró que el Senado
de Venezuela, inmediatamente después de su cautiverio, reclmnó su
libertad por vía diplomática. Manifestó que a instancias del Senado,
el entonces presidente Carlos Andrés Pérez habló personalmente' con
el General Videla por teléfono recibiendo como respuesta que se
iba a estudiar el caso.

Declaró también que el entonces Presidente de los E'stados Uni-
dos, .James Carter, por presión de algunos miembros del Congreso,.
especialmente el senador Kennedy, ordenó a la Subsecretaria de De-
rechos Humanos, Patricia Derian, que se interesase por varios ciuda-
danos argentinos, entre los que se contaba.

También la Unión Interparlamentaria Mundial aprobó una reso-
lución por. la' cual reclamó la libertad de la víctima y condenó al
gobierno argentino por su prisión y por la muerte del ex diputado
Amaya.

El Senado Francés, por unanimidad, dictó una resolución conde-
nando estos hechos y el embajador de Francia en la República le
.ofreció asilo a su esposa una vez que recuperara su libertad.

Por su parte, el Comité Nacional de la Unión Cívica Radical
repudió su detención y la del doctor Amaya mediante dos COlTIU-

nicados, uno producido inmediatamente del hecho y otro el 9 de
marzo de 1977.

También reclamaron por su libertad, Amnesty International y
la Internacional Socialista.
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Entre la documentación aportada a la audiencia figura una car~
ta que le facilitara el senador venezolno Apolinar Díaz Callesca,
donde obra la respuesta del Gobierno Argentino ante una presen~
tación de dicho cuerpo, informando que la víctima se encontraba
detenida por vinculación con actividades subversivas.

Aportó también varios oficios con membrete de la Organiza-
ción de los Estados Americanos donde se hace saber la respuesta
del gobierno argentino en los términos antes señalados.

En el plano judicial, se inició una causa a raíz de su privaclOD
de libertad en el Juzgado Federal de la ciudad de Rawson (causa
622-206-1976),y se dedujo un recurso de hábeas corpus ante el Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional
Federal N? 6 de esta Capital (causa 154).

Al doctor Hipólito Eduardo Solari Yrigoyen se Jo mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en lugares de detención que operaban
bajo el Comando del Quinto Cuerpo de Ejército.

En este sentido deben com.putarse los dichos de la víctima, que
manifestó que una vez detenido fue trasladado a lo que él presume
que era la Base Aeronaval Almirante Zar, desde donde fue condu-
cido -junto con el ex diputado Anlaya- a Bahía Blanca.

En ese lugar declaró haber estado en el centro de detención
conocido conlO l/La Escuelita", próxinlo al Comando del Quinto
Cuerpo de Ejército, donde anlbos fueron sometidos a torturas.

Llevados en automóvil a Río Negro, fueron retenidos -según
sus dichos- en la Comisaría de Viednla, y más tarde enviados, nue-
vamente a Bahía Blanca, y alojados en el Comando del Quinto Cuer-
po de Ejército.

En este sentido, la descripción hecha por el doctor Solad Yri-
goyen del lugar de detención conocido como liLa Escuelita", espe.
cialmente en lo relativo a la ubicación de las celdas, el hecho de
permanecer atados de pies y manos a las camas y el sonido' del
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Ferrocarril, coinciden con la descripción de otros detenidos allí,.
como Horacio Alberto López y Estela Clara Di Toto, en sus decla-
. raciones en el legajo 7739, dc la Comisión Nacional de Desapari-
ción de Personas.

Ello se corrobora con las constancias de las causas 622-206-1976
y 648-210.1976,del Juzgado Fedcral de Rawson,' donde obran' infor.
lncs acerca de ]a detención de Solari y rigoyen y Amaya el 30 de
agosto de 1976, en el presunto procedimiento efcctuado por la Po-
licía Federal en las cercanías de Viedma (fs. 170).

No está probado que en ocasión de su cautiverio en esos luga.
res fue sometido a algún mecanismo de tortura.

Los dichos del doctor Solari Yrigoyen, en el scntido de que fue
golpeado, sometido a torturas, asfixia y electricidad en todos los
Jugares de detención en que fue retenido, no se hallan c,orroborados.

Sí se ha acreditado que ,durante todo ese tiempo o parte de
él se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

El doctor Solad Yrigoyen manifestó que en el centro conocido
como "La Escuelita" permaneció, junto con el doctor Amaya, con
los ojos vendados y encapuchado, las manos y pies atados con
cadenas a los caños de la cama, que ~omÍan con las manos y eran

, muy mal tratados, perdiendo como consecuencia de ello 14 kilogra ..
mas de peso.

Esta descripción se compadece con las que hi~icran Horacio
Alberto López y Estela Carla Di Toto, en sus declaraciones antes
J11,enciqnadas.

Ello se corrobora, adcmás, con los dichos dc Alberto Cons-
tante Barbeito, que refirió en la audiencia haber visto é;l ambas vÍc-
timas con signos de fatiga y cansancio, muy pálidos.

El doctor Hipólito Eduardo Solari Yrigoycn fue puesto a dis-
posición del Poder Ejecutivo Nacional el día 1? de septiembre de
1976, por decreto 1878/76, y a partir de cse momento sc lo mano
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tuvo detenido en la Cárcel de Bahía Blanca (Villa Floresta) y en
la Cárcel de Rawson (U-6), pertenecientes al Servicio Penitenciario
Nacional.

El doctor Solari Yrigoyen manifestó en la audiencia, que aproxi-
madamente el día 2 ó 3 de septiembre fue conducido junto con el
doctor Amaya a la Cárcel de Villa Floresta, hasta el 11 de septiem-
bre, en que ambos fueron trasladados a la Cárcel de Rawson.

Estas afirmaciones fueron .eonfirmadas por Alberto Constante
Barbeito, quien también estuvo detenido en la Cárcel de Villa Flo- .
resta, donde vio a ambos ex. legisladores, declarando que fueron
trasladados a Rawson en la fecha_mencionada.

Por su parte, en las causas antes referidas obran múltiples de~
elaraeiones de personas detenidas en la Cárcel .de Rawson que dan
cuenta acerca de Jos castigos a que fueron sometidos ambos ex
legisladores en dicha unidad penitenciaria (Ramón Horacio Torres
Malina, fs. 205/300; Rubén Raúl Becerra, fs. 305, causa 622-206-1976;
así como también las declaraciones prestadas en distintas causas
por Néstor Horado Correa, Rubén Aníbal Bustos, Mario Daniel
SouWle, Domingo Segundo Vargas Sosa, Santiago Juan Carrara,
Juan Fernando Verges, Juan Rodolfo Acuña, Rodolfo Amado Sobko,
cuyos testimonios se agregaron a la causa N~ 648-210-1976).

Cabe destacar que, desde que fue puesto a disposición del Po-
der Ejecutivo Nacional, hasta que el respectivo decreto fue declaw

rado inválido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el 11
de marzo de 1983 (fs. 135 del hábeas corpus antes meIleionado),
nunca fue iniciado proceso judicial o militar alguno en su contra.

En las unidades carcclarias antes mencionadas fue sometido a
algún mecanismo de tortura.

En efecto, los dichos del doctor Solari Yrigoyen en este sen-
tido se ven corroborados, respecto de su detencióp en la Cárcel de
Rawson, por todos los testigos referidos más arriba que comparw

tieran allí su cautiverio con las víctimas, quienes declararon que,
tanto el doctor Solari Yrigoyen cuanto el doctor Amaya, eran muy
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torturados. sometidos a pasaje de corriente c1éctrica y golpeados
con particular ensañamiento por los carceleros de dicha unidad
peni tenciaria.

Por su parte, está probado que el doctor Hipólito Solari Yri-
goyen, recuperó su libertad el día 17 de mayo de .1977.

El ex legislador hizo uso de la opción para abandonar el país
en esa fecha, partiendo rumbo a Venezuela desde el Aeropuerto In-
ternacional de Ezciza, embarcado en una aero~ave de la empresa
venezolana VIASA.

Todo ello surge de la copia del decreto respectivo, que obra en
poder del Tribunal, de las constancias del recurso de hábcas cor-
pus interpuesto ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal y Correccional Federal N~ 6 (causa 154), Y de los pro-
pios dichos dcl doctor Solari Yrigoyen.

Por otra parte, cabe destacar que según el informe elevado por
el entonces Ministro del Interior, General Llamil Restan, con fecha
4 de enero de 1983, hizo saber quc el Poder Ejecutivo Nacional re-
solvió no autorizar el regreso al país del nombrado, situación que
perduró hasta que el decreto 1878/76 fue declarado inválido por la
Corte Suprema de Justicia, el día 1.1 de marzo de .1983, según se
dejó constancia precedentemente.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Hipólito Eduardo Solari Yrigoyen fueron desarrollados de acuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ .189: AMAYA, MARIO ABEL

Está probado que el ex diputado nacional Mario Abel Amaya
fue privado de su libertad por un grupo armado que dependía ope.
racíonalmente del Ejército Argentino el 17 de agosto de 1976, en su
domicilio, sito en la calle Pecorado 120, de la ciudad de Trelew,
Provincia de Chubut.
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En este sentido deben computarse las constancias de la causa
N? 648-210-1976, del Juzgado Federal de Primera Instancia de Raw-
son, caratulada "AMAYA, Mario Abel s/presunto secuestro, apre-
mios ilegales, malos tratos, vejaciones, tormentos seguidos de muer-
te", iniciadas con la denuncia efectuada por la cuñada de la vícti-
ma, Blanca Yunes viuda de Amaya, el día 19 de agosto de 1976
(fs. 1), ratificadas a fs. 6, por Ana Rosa Gatica viuda de Amaya.

A ello deben agregarse los elementos de prueba colectados, que
'Se analizarán más adelante, que demuestran que la víctima fue man-
tenida clandestinamente en cautiverio en centros de detención que
actuaban bajo el comando operacional del Ejército Argentino.

Como consecuencia de su privación' de libertad, se hicieron ges .
. tiones ante autoridades en procura de la averiguación de su para-.
dero y libertad.

En este sentido el Tribunal se remite, en lo pertinente, a las
consideraciones vertidas en el casO NI;" 188.

A ellas deben sumarse, en el ámbito judicial. la causa antes
mencionada, instruida en el Juzgado Federal de Rawsoll.

Al doctor Mario Abe'! Amaya se lo mantuvo ilegalmente en cauti-
verio en lugares de detención que dependían del Ejército Argentino.

Al respecto) el Tribunal se remite a lo expuesto en el caso 188.

No se ha acreditado que en ocasión de su cautiverio allí fue
sometido a algún mecanismo de tortura.

Los dichos del doctor Solari Yrigoyen, en el sentido de que
fueron golpeados, sometidos a torturas, asfixias y electricidad en
los lugares de detención en que fueron retenidos, no se encuentran
corroborados, por ningún otro elemento de prueba.

Duran te todo ese tiempo o parte de él se le itnpusi,eron con di-
.ciones inhumanas de vida y alojamiento, tal como se ha hecho cons-
tar en el caso 188.
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El doctor Mario Abel Amaya fue puesto a disposición del Podcr
Ejecutivo Nacional el H de septiembre de 1976, y a partir de ese
momento se lo mantuvo detenido en la Cárcel de Bahía Blanca (Vi-
lla Floresta) y en l~ Cárcel de Rawson (U.6). pertenecientes al Ser-
vicio Pení tenciario Nacional.

Estos extremos han sido suficientemente comprobados. de
acuerdo con ]0 expuesto en el caso N? 188.

En las unidades carcelarias antes mencionadas fue sometido a
algún mecanismo de tortura.

En lo que hace a las torturas de que fuera víctima el doctor
Amaya, se da cuenta detalladamente en el caso Nc;> 188.

El doctor Amaya falleció en el Hospital Penitenciario Central,
el 19 de octubre de 1976.

En la causa N? 648-210-1976obran constancias en lo relativo a
su traslado al Hospital Penitenciarlo Central, donde se produjo el
deceso.

A fs. 64, el Jefe de Seguridad Interior del Servicio Penitenciario-
Nacional, con fecha 2 de diciembre de 1976, informó que Amaya
ingresó en la Unidad 6 de Rawson el 11 de septiembre, procedente
del Servicio Correccional (U-4) de Bahía Blanca, y fue evacuado.
con destino al Hospital Penitenciario Central el 28 de septiembre.

Este informe c.::scorroborado por las constancias de su legajo:
formado por autoridades. penitenciarias, donde consta su ingreso.
en la Unidad N? 2 (Villa Devoto), el día.' 28 de septiembre, para su
traslado al Hospital Penitenciario Central, para' ser tratado de una
afección- pulmonar crónica.

A fs. S4 obra copia de la partida de defunción de la víctima,
quien falleció el 19 de octubre, como cons~cuencia de una insufi-
ciencia cardíaca aguda no traumática, producida en el mencionado--
Hospital.
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No obstante, lo que surge del informe médico y partida de de-
función como causa de la muerte de Amaya, el Tribunal entiende
que el relato que efectúan los testigos que depusieron en la audien~
cia, tanto en lo relacionado a las torturas padecidas como al estado
en que se encontraba el doctor Álnaya como consecue~cia de ellas,
unido a las dem~s probanzas valoradas en el caso 188, son elemen-
tos más que suficientes para demostrar que su muerte fue conse-
cuencia del trato feroz de que se lo hizo víctima.

POyo último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Mario Abel Amaya fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 190: MIGNONE, MONICA MARIA CANDELARIA

Está probado que el día 14 de mayo de 1976, siendo aproxima-
damente la hora 5, Mónica María Candelaria Mignone, fue privada
de su libertad en su domicilio de Santa Fe 2949, piso 3?, departa-
mento "A", Capital Federal, por varios hombres armados, de uni-
forme, los que indicaron pertenecer al Ejército Argentino, amena-
zando a sus moradores.

En efecto, ello surge de los dichos vertidos. ante este Tribunal,
ante el Juzgado de Instrucción N'? 33, en un recurso de hábeas
corpus; en el sumario del Juzgado Federal N'?4 de esta Capital Fe~
deral, N? 4333 sobre privación il~gal de la libertad; en el recurso
de hábeas corpus colectivo, que bajo el N'? 12.703, tramita ante el
Juzgado Federal N? 2,de esta Capital Federal; en los recursos de
hábeas corpus, que bajo los números 11.555, 104, 12.502, tramita-
ran ante el Juzgado Federal N° 2, de esta Capital Federal; en el
recurso de hábeas corpus N'? 195, que tramitara ante el Juzgado
Federal N'? L de esta Capital Federal; en los recursos de hábeas
corpus, números 124 y 380, que tramitaran ante el Juzgado Federal
N? 5, también de Capital Federal, y por último, el hábeas corpus,
que bajo el N? 332, tramitara ante el Juzgado Federal N? 6, por
los padres de la damnificada, Emilio FermÍn Mignone y Angélica
Paula Sosa de Mignone. Dichas personas manifiestan que a su casa
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llegó un grupo de hombres armados, con revólveres, ametrallado-
ras, granadas, de uniforme, indicando pertenecer al Ejército Argen-
tino, amenazando a los moradores, procediendo a detener y llevar
de la casa en varios rodados a su hija.

Esto es corrobora~o en todos sus extremos por la encargada
del edificio, Elida Ruiz de Parrilli, quien depone ante este Tribunal.

También corrobora lo narrado, el esposo de la encargada, Os-
car;Parrilli, al declarar ante este Tribunal y en !a causa N? 4333, dcl
Juzgado Federal N? 4, a fs. 729.

Esta probado que en ese operativo intervino personal militar
que pertenecía a la Armada Argentina.

Acerca de tales circunstancias obra el testimonio prestado por
el padre de la víctima, Emilio Fermín Mignone, en tanto explicó
que en el operativo tomaron parte varios hombres armados lucien-
do uniforme, que ingresaron violentamente a la casa los que aclua.
ron con total impunidad dado que en las proximidades se domicilian
el Almirante Rojas y el Gral. Díaz Bessone, quienes cuentan con su
correspondiente custodia, que no tomó intervención alguna, al igual
que la Comisaría 19~al ser requerida. Ello permite sostener que la
zona había sido declarada "área libre".

La certeza que se adquiere acerca de la pertenencia de ese
grupo militar proviene de la íntima conexión que guarda este caso
con los analizados en los números 191 a. 196, dado que en todos
ellos hubo una idéntica modalidad en el actuar y un denominador
común: ]a relación existente entre Mónica Mignone, Horado Pérez
Weiss, Beatriz Carbonell de Pérez Weiss, Marta Mónica Quinteiro,
César Amado Lugones, Maria Ocampo de Lugones y María Esther
Lorusso, entre sÍ, y con los sacerdotes Orlando' Virgilio Yorio y
Francisco Jhlics, ya que colaboraron con éstos qn tareas religiosas
desarrolladas en el barrio de emergencia del Bajo Flores.

Es de hacer notar que producidas las dete"nciones de Yorio y
Jalics (ver sus declaraciones en la audiencia y por vía diplomática,
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respectivamente), ambos fueron insistentemente preguntados por
las actividades de Marta Mónica Quinteiro y los demás integrantes
del grupo. Además, media la sugerente circunstancia de la deten-
ción simultánea de todos esos colaboradores en la madrugada del
14 de mayo de 1976, esto es pocos dias antes de que se llevara a
cabo el procedimiento en la villa del Bajo Flores y como antece-
dente visible del mismo.

Debe repararse igualmente que' los dos sacerdotes (ver casos
197 y 198) coincidieron en que se los n1antuvo clandestinamente
detenidos en la Escuela de Mecánica de la Armada, lo que despeja
toda posible duda acerca de la procedencia de esas fuerzas, a poco
que se repare que la investigación emprendida sobre ambos reli-
giosos tenía como ú?ico fundamento la relación con la joven Quin-
teiro y sus compañeros.

No debe perderse de vista, para confirmar el aserto precedente,
lo expuesto por _Jalícs en el sentido de que pudo ver que uno de
sus captores, al tiempo de verificarse el procedimiento de deten-
ción, llevaba un cinturón en cuya hebilla luCÍa un ancla, símbolo
inequívoco de la Armada. No debe pasarse por alto las referencias
brindadas por Yorio respecto de la permanencia en el lugar en
que se lo mantuvo cautivo, de Mónica, sin poder precisar si" era
Mignone o Quinteiro.

Por lo demás, obra una circunstancia indiciaria que fortalece
el grado de c~eencia sobre el origen de las fuerzas intervinientes:
en la misma ocasión en que son detenidos Yorio y Jalics, lo son
también un grupo de ocho catequistas que se encontraban en el
mismo lugar, que fue liberado "48horas después, contándose con los
testimonios de María Elena Funes de Permiola y OIga Villar, cuyas
referencias permiten connotar el lugar de alojamiento con la Escue-
la de Mecánica de la Armada. Así, la existencia de un ascensor, un
sótano y un lugar donde se escuchaba una caída de agua, lo que
"concuerda con la descripción" dada por otros damnificados que
.estuvieron en ESMA.
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Por todo Jo expuesto, el Tribunal encuentra bien probado que
la privación de la libertad padecida por Mónica María Candelaria
Mignone fue producida por personal de la Armada Argentina.

No está probado en cambio, pese a la existencia de indicios
en contrario, el lugar donde fuera condu~ida y mantenida en de-
tención ya que no s~ cuenta con ningún elemento de convicción
que permita afirmarlo; la refe~encia del padre Vario a quien le
pareció escuchar la voz ,de Mópica Quinteiro resulta equívoca.

No está probado que Mónica María Candelaria haya recuperado
su libertad. Al respecto se carece de todo elemento convictivo.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad, tal como
surge de todos los expedientes judiciales que fueran mencionados
anteriormente.

Está probado que con motivo de las solicitudes judiciales, las
autoridades requeridas contestaron negativamente.

Esto surge de los informes obran tes a fs. 8, 9, lO, remitidos por
la Direcdón General de Asuntos Policiales e Informaciones del Mi:-
nisterio del Interior, Policía Federal y Estado Mayor del Ejército.
Jefatura J, Personal, 'del expediente N? 11.555 del Juzgado Federal
N? 2 de Capital Federal; de los informes de fs. 7, Policía Federal,
fs. 8, Ministerio del Interior y 9 Estado Mayor del Ejército, de
los autos N? 355 del mismo Juzgado Federal; de los informes obran-
tes a fs. 6, Policía Federal, 8, Ministerio del Interior y J3 Y 14 del
Ministerio de Defensa, del' sumario N? 12.502' del Juzgado Federal.
N? 2 de Capital Federal. Asimismo de los informes de fs. '7, Poli-
cía Federal, 9 vta" Ministerio del Intcr¡ior, 10 y 12 del Estado Ma-
yor del Ejército, Jefatura J, Personal, deJ sumario N? 195 del Juz-
gado Federal N? 1; de los informes negativos que obran a fs. 4, Mi.
nisterio del Interior, [s. S, Policía Federal, fs. 9, Estado Mayor de!
Ejército, Jefatura J, Personal, del expediente N? 380 del Juzgado
Federal N? S de Capital Federal y por último, informes negativos
que corren a fs. J3 y 14, Policía Federal, 15, Ministerio del Inte-
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rior y 16, del mencionado Estado Mayor del expediente N~ 332 del
Juzgado Federal N9 6.

Recl}a. esta verificación, corresponde establecer la posible men-
daciq.ad de alguno de estos informes.

Como quedó probado, en la. detención de Mónica María Cande-
laria Mignone, intervino person~l dependiente de la Armada Argen~
tina. Si se tiene 'en cuenta que la fuerza que respondió a tales re~
querimientos fue el Ejército -cuya participación en el hecho quedó
descartada-, y no la Armada, cabe concluir que no ha quedado acre~
ditada la existencia de una respuesta' mendaz.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri.
gadieres Generales Omar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Tte. Gral. Leopoldo Fortunato Galtieri y el Alte. Jorge Isaac
Anaya: acerca de la privación de la libertad de que fuera víctima
Mónica María Candelaria Mignone y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de Ejército y Fuerza Aérea mal
puede adjudicárseles conocinliento de .estos hechos, si se tiene pre-
sente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto del
Alte. Anaya, no existe elemento alguno, como nó sea el dato pura-
mente objetivo de su comandancia del arma con posterioridad' a la
detención, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damni.ficó a Mó-
nica María Candelaria Mignone fue desarrollado de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho Ni? 146-.

CASO N? 191: MARIA ESTHER LORUSSO O LORUSSO LAMLE

Está probado que el día 14 de mayo de 1976 aproximadamente
a las 0,30, María Esther Lorusso fue privada de' su libertad, en su
domicilio sito en la calle Bulnes 469, piso 99, letra "C" de la Capi-



740 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

-tal Federal, por personas que portaban armas largas, uniformadas
y que dijeron pertenecer a las Fuerzas Armadas.

En efecto, ello surge de los testimonios de Arturo Andrés Lo-
russo, hermano de la causante, el que se constituyó en ese dami.
cilio acompañado de otro hermano, el Capitán Médico Carlos Al-
berto Lorusso; ambos golpearon allí sin resultado positivo y dicen
que un vecino les informó que habían oído ruidos en el citado
departamento, derivándolos al portero, el que efectivamente con-
firmó que en la fecha y hora indicadas varias personas uniformadas
ingresaron en el departamento y se llevaron detenida a la nombrada.

Encuentran apoyatura tales dichos en el testimonio de Carlos
Alberto Lorusso y en el del propio portero, Ernesto Duarte, quien
dice que el día citado tuvo conocimiento por un tercero que per-
sonas con uniforme militar habían subido a ese departamento; cómo
una persona que dijo ser policía le manifestó que allí estaban efec-
tuando un allanamiento, subió y vio a quien llamaban "Capitán"
que lo interrogó, recomendándole no avisara a la policía (confr.
sumario criminal 4333 del Juzgado Federal N9 4 de la Capital Fede-
ral --casos 6240/47--).

Robustece el aserto lo declarado por el testigo mencionado en
primer término, en las mismas actuaciones, cuando en ocasión de
ampliar su testimonial dijo que ese mismo día y con diferencia de
horas habían sido privadas de su libertad condiscípulas de la cau-
sante y los sacerdotes Jalics y Yorio, los que manifestaron haber.
estado detenidos en la Escuela de Mecánica de la Armada.

Está probado que en ese operativo intervino personal de la
Armada Nacional.

Cabe remitirse en este punto a lo indicado en el caso 190, por
ser similar la situación de los damnificados, al igual que los casos
192, 193, 194, 195 Y 196.

Durante su detención se hicieron gestiones en procura de su
paradero y libertad.
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Arturo Andrés Lorusso, su hennano, expuso las gestiones reali-
zadas para lograr localizar a la causante.

Su denuncia judicial originó el sumario criminal N? 4333 -que
se iniciara ante el Juzgado de Instrucción N? 30- Y el que conti-
nuara tramitando ante el Juzgado Criminal y Correccional Federal
N? 4, donde se encuentran glosados sendos informes de las autorida-
:des adn1inistrativas nacionales pertinentes y de fuerzas de seguridad,
todos negativos en cuanto a la localización de la causante y donde,
debe señalarse, se presentó como particular damni#cado el citado
anteriormente (confr. fs. 24, 25, 26 Y 28 de eSa. causa).

Con fecha 31 de enero de 1977 fue rechazada una de las tantas
acciones de hábeas corpus interpuesta a favor de la causante (confr.
fs. 77 del citado sumario criminal).

Pese a que está probado que intervino personal de la Armada,
no lo está el lugar en que a María Esther Lorusso se la mantuvo
clandestinamente en c-autiverio.

No está probado que tras l~ detención de María Esther Lorussú
se procedió por parte de estas fuerzas al ingreso en el domicilio
de la víctima y al apodermniento de ropas y libros.

En efecto, .no median ni siquiera pruebas indirectas en cuanto
a este desapoderamiento que habrían llevado a cabo tales elemen-
tos por cuanto de la causa judicial surge que el lugar estaba con
signos evidentes de una prolija revisación y los muebles tirados
pero no se prueba el momento del acceso, es decir si fue simultáneo
o posterior a la detención y si existió ese apodera1?-iento (confr.
fs. 13 vta. y 14/17).

No está probado que María Esther Lorusso haya recuperado
su libertad.

En tal sentido, se cuenta con los dichos de los familiares de
la misn1a, y lo actuado en el sumario criminal.
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Sí, en cambio, ha quedado demostrado que al momento en que
se llevó a cabo la detención ejercían la comantlancia en jefe de
sus respectivas fuerzas el 'Tle. Gral. Jorge Rafael Videla, el Alte.
Emilio Eduardo Massera y el Brigadier Gral. Orlando Ramón Agosti.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber tenido
de este hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami Daza, el
Tle. Gral. Gallieri y el AlIe. Anaya, por las razones ya expuestas
(caso 190).

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a
María Esther Lorusso respondió al proceder descripto en la cues-
tión de hecho N? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N? 192: LUGONES,' CESAR AMADO

Está probado que el día 14 de mayo de 1976, en horas de la
madrugada, César Amado Lugones fue privado de su libertad en su
domicilio sito en la calle Emilio Mitre 1258, piso 11?, letra "B", por
personas armadas que dijeron pertenecer al Ejército Argentino.

En efecto, ello surge del testimonio del encargado del inmueble
en cuestión Miguel Alfredo Hunt quien en el sumario criminal Ni?

12.274 tramitado ante el Juzgado de Instrucción N? 30, expresó que
el día en que ocurrieron estos sucesos llamaron por el portero eléc-
trico personas que se identificaron como pertenecientes al Ejército
Argentino. También se valorizan los dichos testimoniales del h~r.
mano de la .víctima Eugenio Ambrosio Lugones, en tanto narró las
gestiones relacionadas con el hecho en examen y las conclusion.es
a que se llegó (confr. fs. 414/418, 454/459, 493/495, 555/558, 496/498
Y 652 del sumario criminal 4333 del Juzgado en lo Criminal y Co-
rreccional N? 4 de ]a -Capital Federal).

Estos dichos guardan congruencia con Jos de Carlos Alberto
Vázquez acampo (confr. fs. 10/11 del sumario criminal citado en' pri-
mer término) y adquieren carácter convictivo necesario ConlQ para
dar por probado el citado evento.
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En cuanto a las fuerzas que hicieron tal operativo Vale lo indi-
cado en el caso 190, por ser similar la situación de los damnifica~
dos, al igual que los casos 191, 193, 194, 195 Y 196.

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales, las auto-_
ridades requeridas conte;staron en forma negativa.

Se interpusieron sendas acciones de hábeas corpus ante el JuzM

gado Nacional de 1~ Instancia en lo Criminal y Correccional Fede-
ral N'? 1 Y ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Cri-
minal de Instrucción N'? 27, contestando en todas. estas acciones
las Fuerzas Armadas y de Seguridad y el P.E.N. en forma negativa
desconociendo cualquier dato relacionado con- la privación de la
libertad del causante (confr. fs. 10, 11, 12 Y 16 de la primera; fs. 6,
7, 11 Y 19 de la segunda y fs. 11, 12 Y 16 de la tercera respectiva-
. mente) rechazándose consecuentemente las citadas acciones con fe~
chas 21 de marzo de 1977, 8 de julio de 1976 y 21 de marzo de 1977,
también respectivamente.

En cuanto a la posible mendacidad de alguno de estos informes
el Tribunal no encuentra mérito para dar por acreditado tal extremo
por las razones dadas en el caso 190.

No está probado el lugar en que a César Amado Lugones se lo
mantuvo clandestinamente en cautiverio.

Esto es así ya que si bien César Anlado Lugones formaba parte
junto con Beatriz Carbonell de Pérez Weiss, Horacio Pérez Weiss,'
María Esther Lorusso, Mónica Quinteiro y su cónyuge, María Marta
Vázquez Ocampo de Lugones, del grupo de catt?quistas que traba-
jaban con los sacerdotes Orlando Virgilio Yorio y Jalics en el inte-
rior del barrio sito en Curapaligüe y Coba, todos ellos también
p'rivados de su libertad para esa misma época, según surge de los
casos tanlbién presentados al Tribunal y qtie irán siendo analizados
en su oportunidad en forma individual, no ha quedado constatado
el cautiverio en alguna repartición Naval.
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Está probado que tras la detención de César Amado Lugoncs
se procedió por parte dc fuerzas de la Armada Nacional al ingreso
en el domicilio de la víctim.a y al apoderamiento de tres nl0nedas
de oro, artefactos electrodomésticos y otros muebles de su propiedad.

Los elementos de juicio adquiridos en el curso de esta ¡nvesti.
gacion así lo señalan (confr: fs. 3/6, 9/11 Y 16/18 de las fotocopias
autenticadas del sumario 12.274 originario del Juzgado de Instruc-
ción 30) constituyendo tales piezas suficientes elementos convicti-
vos en atención a la modalidad del medio empleado para pdvar de
su libcrtad al causante.

No cstá probado quc César Amado Lugones haya recuperado
Ja libertad.

En tal scntido se cucnta con los dichos dc los familiares de la
víctima en cuanto afirmaron ante los estrados judiciales, en dls-'
tinto momento, que nada sabían de la víctima y que no supieron
nada de eHa.

Se encuentra acredit~ao que al tiempo en que se produjeron
estos hechos Videla, Massera y Agosti se desempeñaban como Co-
mandantes en Jefe de sus respectivas fuerzas.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieron haber te-
nido dc cstc hccho Jos Brigadieres Generales Graffigna y Lami Dozo,
el Tte. Gral. Galticri y cl Almirante Anaya, por las razones ya cx-
puestas (caso 190).

Por último, cabe tener. por cierto que los hechos que damni-
ficaron a César Amado Lugones respondieron al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146, a cuya consideración se relnitc.

CASO N' 193: VAZQUEZ aCAMPO DE LUGONES, MARIA MARTA

Está probado quc el día 14 de mayo de 1976, cn horas de la ma-
drugada, María Marta Vázquez acampo de Lugones fue privada de
su libertad en su domicilio sito en la calle Emilio Mitre 1258, piso
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1I?, letra /lB", por personas armadas que dijeron pertenecer al
Ejército Argentino.

Para tal conclusión ha de remitirse el Tribunal a la fundamen~
tación del caso anterior.

También por las consideraciones vertidas en el caso anterior,
ha quedado demostrado que en ese operativo intervip.o personal de
la' Armada 'Argentina, aún cuando no se haya podido acreditar si
fue conducida a algún lugar de detención de esa fuerza.

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales, las auto~
ridades .requeridas contestaron eJi forma negativa.

Cabe señalar que los informes producidos son los mismos que
los que fueran reseñados en el caso de s~ marido (el anterior),
motivo por el cual remitimos con igual aclaración acerca de que
.el Tribunal no encuentra mérito para dar por acreditada su men-
dacidad, en razón de lo expuesto en el caso 190'

No está probado que María Marta Vázquez Ocampo de Lug~.
nes haya recuperado su libertad. Al respecto se carece de todo' ele-
mento de convicción.

Si bien es cierto que a fs. 4097 el Ministerio de Relaciones
Exteriores informa que .una señora Marta Vázquez se reportó como
ilesa, ante la EmbaJada de la República Argentina en Méjico, en
modo alguno ello permite concluir que se trate de la misma per-
sona, máxime cuando la coincidencia en el nombre es sólo parcial.

Sí se encuentra demostrado que al tiempo de producirse la pri-
vación de libertad de la damnificada, Videla, Massera y Agosti se.
desempeñaban como Comandantes en Jéfe de sus respectivas fuerzas.,

En cambio no se ha probado el conocimiento que pudieron ha-
ber tenido de este hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami
Daza, el Teniente General Galtieri y el Almirante Anaya, por las
razones ya expuestas (caso 190).
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Por último, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó
a María Marta Vázquez Ocampo de Lugones respondió al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146, a cuya consideraeión se
remite.

CASO N? 194: CARBONELL DE PEREZ WEISS, BEATRIZ

Está probado que el día 14 de mayo de 1976, en horas de .la
madrugada, Beatriz CarboneJl de Pérez Weiss fue privada de su
libertad en su domicilio de Camacuá 208, piso ID?, dto. 22, Capital
Federal, por personas armadas.

En efecto, ello es así por los dichos de la Sra. Aída Weiss de
Pérez Madrid, suegra de la damnificada, quien ante este Tribunal,
en los autos N? 4333 del Juzgado Federal N? 4 Y en el reeurso de
hábeas corpus que bajo el N? 354 tramitara ante el Juzgado Fede-
ral N? 2, ambos de Capital Federal, manifiesta que a su domicilio
llegaron varios hombres, que luego de identificarse de palabra como
pertenecientes al Ejército Argentino. portando armas' de fuego, ame-
nazando a los moradores, preguntaron por su hijo Horado, cón-
yuge de la Carbonen, solicitando el domicilio partieular del mismo,
siéndole suministrado, pero para asegurarse de la exactitud del dato
procedieron a llevar al otro hijo de la declarante, Héctor Pérez
Weiss, escondido en el baúl de un automóvil. hasta el edificib de
la ealle Camaeuá.

Que todo esto es ratificado y corroborado ante este Tribunal
por Héctor Pérez Weiss, quien agrega que estando estacionado fren-
te al inmueble de la calle Camacuá escuchó cómo se detenía junto
al vehículo cn el cual se hallaba alojado un patrullero de la Poli.
CÍa Federal, conversando sus ocupantes con sus captores. También
oyó la voz de su cuñada. Beatriz Carbonell al ser interrogada por
los hombres.

A ello se debe agregar las manifestaciones de Hernán Fuentes
vertidas ante este Tribunal, indicando ser familiar de las víctimas
y que el día del heeho fue llamado por teléfono por la Sra. Weiss
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de Pérez Madrid, en cuanto los autores dejaron la casa para ir a
la de su hijo. Este llamado le fue efectuado para que fuera al in-
mueble de la calle Camacuá, cosa que hizo de inmediato; vcrificó
el desplicgue de fuerzas armadas y vio Un patrullero de la Policía
Fedcral cuyos tripulantcs sólo obscrvaban cl proccdimiento. Tam-
bié vio sacar a dos personas del edificio, pcro no pudo individua-
lizar si eran sus familiares.

Por último sc debe tencr en cuenta quc Beatriz Carbonell de
Pércz Weiss y Horado Pérez \Veiss, integraban con Mónica María
Mignone, Marta Mónica Quinteiro, María Esther Lorusso, César
Amado Lugones y María Marta Vázquez acampo de Lugon.cs, el
grupo de catequistas que colaboraban con los saccrdotes Orlando
Virgilio Yorio y Francisco Jalics en una villa del Bajo Flores, ha-
biendo sido privados aquéllos de su libertad para la misma época
y cuyos casos también son tratados por este Tribunal en forma
individual. \

A mérito de la prueba reseñada en el caso 190, se dcmuestra
que en la detención intervino personal de la Armada.

Está, asinlismo, probado que con nlotivo de las solicitudes judi-
ciales las autoridades requeridas contestaron negativamente.

Esto es así de acuerdo a lo que surge del recurso de hábeas
corpus que bajo el N~ 354 tramitara ante el Juzgado Federal N~ 2
de Capital Federal, interpuesto a favor dc Carbonell de Weiss y su
esposo. donde a fs. 7/9, el Ministerio del Interior, Policia Fcderal
y Estado Mayor del Ejército contestan negativamente sobre alguna
medida precautoria en perjuicio de los beneficiarios.

En cuanto a la posible mendacidad de algunos dc cstos infor-
mes, el Tribunal no encuentra mérito para darla por acreditada,
por las razones vertidas en el caso 190.

No está probado que Beatriz Carbonell de Pérez Weiss fue man-
tenida clandestinamente en cautiverio en alguna dependencia militar.
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No hay otros datos al respecto, pese a que como se indicó el
personal que intervino era de la Armada Argentina.

No está probado que '.Beatriz Carbonell de Pérez Weiss haya
sido vista en libertad.

Ello es así ya que hasta la fecha nó hay elementos que acre.
I

diten tal extremo.
,

De la prueba arrimada se desprende que al momento del hecho
eran Comandantes en Jefe de sus respectivas fuerzas, Videla, Mas-
sera y Agosti.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido de tal
hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami Dozo, el Tle. Gral.
Galtieri y el Alte. Anaya, no existe probanza alguna, tal como se
lo' expusiera (caso 190).

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a Ja
nombrada, respondió al proceder descripto en la cuestión de hecho
146, a cuya consideración se remite.

CASO N~ 195: P-EREZ WEISS, HORACIO

Ante la identidad que guarda este caso con el tratado en último
término, y la comunidad de prueba, corresponde remitir a las con-
sideraciones efectuadas al respecto.

CASO 'N~. 196: QUINTEIRO, MARTA MONICA

Está probado que el 14 de mayo de 1976, Marta Mónica Quin.
teiro. fuc privada de su libertad.

En efecto, el padre de la nombrada Osear Quinteiro, Capitán
de Navío, ante este Tribunal y en el sumario N? 4333, que por pri-
vación ilegítima .de la libertad tramitara ante el Juzgado Federal
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NI? 4, indica que su hija concurrió normalmente a su trabajo en la
Sociedad Militar de Seguro de Vida el 14 de mayo de 1976 pero
desde la hora 14 de ese día se carece, de noÚcias sobre su paradero.

En el expediente mencionado, deponen a fs. 182 y 189, Alicia
Carmen Prince y Luis Manuel Pereira, también empleados de ese
organismo, quienes reconocen que la Quinteiro dejó de concurrir a
sus tareas desde ese día, corroborando con ello los términos del
progenitor de la damnificada.

A estas medidas probatorias hay que agregar las manifestacio~
nes de América Tallarico, fs. 130, 292 Y 605 de los autos del Juzgado
Federal N? 4 señalado, quien explica que ese día se presentaron
a la Sociedad Militar tres personas que se identificaron, uno como
Mayor del Ejército Argentino y dos como integrantes de la Policía
Federal. los que preguntaron por la Quinteiro y solicitaron cono-
c~rla, cosa que efectivamente se hizo sin que la perjudicada se per-
catara de ello, no tomándose otra medida al respecto.

Que como un elemento más que permite corroborar el extremo
en estudio, se debe tener en cuenta que la Quinteiro integraba,
jrmto con Mónica María Mignone, Beatriz Carbonell de Pérez Weiss,
Horacio Pérez Weiss,' María Esther Lorusso, César Amadeo Lugones .
y María Marta Vázquez Ocampo de Lugones, el grupo de catequis-
tas que colaboraban con los sacerd?tes Orlando Virgilio Yorio y
Jalics en una villa del Bajo Flores, todos los cuales fueron privados
de su libertad para la misma fecha, según surge de los casos tam-
bién a estudio del Tribrmal y ql.le fueran analizados en su oportu~
nidad en forma individual.

Por último se debe agregar lo rnimifcstado por el sacerdote Or~
lando Virgilio Yorio ante este Tribunal y a fs. 351, 664 y 673 del
expediente N9 4333 del Juzgado Federal N9 4, que cuando fue se-
cuestrado por personal militar fue interrogado reiteradamente sobre
la Quinteiro.

A mérito de la prueba reseñada en el caso 190 se demuestra
que en la detención intervino personal de la Armada.
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No está probado que a Marta Mónica Quinteiro se la mantuvo
clandestinamente en cautiverio en alguna dependencia militar.

En efecto, hasta la f~cha el único elemento ~on que se cuenta
para presumir tal extremo, son los dichos del sacerdote Orlando
Virgilio Yorio, en cuanto afirma que estando detenido en la Escuela
de Mecánica de la, Armada oyó una voz que le pareció era de la
Quinteiro, careciéndose de otra probanza corroborante, pese a que
Como se indicó precedentemente, intervino personal de ]a Armada
Argentina.

No está probado que Marta Mónica Quinteiro. re~uperó su li-
bertad.

Al respecto no se han acompañado elementos que permitan
presumir tal cosa.

De la prueba arrimada se desprende que al momento del hecho
eran Comandantes en Jefe de sus respectivas fuerzas, Videla, Mas~
sera y Aggosti.

En lo concerniente al conocimiento que pudieran haber tenido
de tal hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami Daza,
el Teniente General Galtieri y el Almirante Anaya, no existe pro~
banza alguna, tal como se lo expusiera (Caso 190).

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho respondió al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho 146, a cuya consideración
se remite.

CASO N, 197: YORIO, ORLANDO VIRGILIO

Está probado que el día 23 de mayo de 1976, en horas de la
mañana, Orlando Yirgilio Yorio fue privado de su libertad cuando
se encontraba cumpliendo su misión sacerdotal en una villa del
Bajo Flores, en compañía de otr0 sacerdote, Francisco Jalics.
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Ello es así a estar a los dichos del propio Yacio, corroborados
por las manifestaciS'nes de los damnificados Jalics y María Funes
de Permiola, que deponen en autos, concordando todos en que en-
contrándose en el lugar y día indicados, en compañía de otras
personas, llegaron numerosos hombres uniformados con ropa de
fajina, al parecer del Ejército, y de civil, armados, en varios trans-
portes, apoyados por patrulleros de la Policía Federal, que proce-
dieron a detener a varios de los que allí estaban, esposándolos o
atándoles las manos y colocándoles en las cabezas capuchas, para
luego ubicarlos en los rodados y sacarlos del' lugar. Esas perso-
nas, que no exhibieron orden alguna de detención ni se identifi-
caron, procedieron a revisar las dependencias donde vivían los sa-
cerdotes.

Yorio indica lo mismo en la causa No:' 4333 que tramitara ante
el Juzgado Federal N? 4 de Capital Federal.

Está probado, por las razones dadas al tratar el caso 190, que
en la detención intervino personal de la Armada y que el sacerdote
Orlando Virgi~io Yorio fue mantenido clandestinamente en cautiverio
en ESMA.

En efecto, si bien Yorio en las declaraciones que prestara en
esta causa y en el sumario que tramitó ante el Juzgado Federal No:' 4,
bajo el No:' 4333, no indica exacta.mente el lugar donde estuvo alojado,
los datos que da sobre las diversas dependencias y cómo se 10 trató,
da por sentado que fue en las instalaciones de ESMA, a 10 que debe
agregarse también la indicación que hace la víctima de haber sido
trasladado posteriormente y durante unos días a una casa ubicada
en Gral. Pachcco, la que habría sido utilizada por la Armada para los
fines que son investigados en autos.

A ello hay que agregar los terminantes dichos, vía exhorto diplo:
mático, del sacerdote Francisco Jalics, al afirmar que estuvo alojado
en ESMA, dando los datos respectivos y que con él estuvo, también
el padre Yorio, así como que ambos fueron trasladados luego a la
casa de Gral. Pacheco.
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Por último se deben tener en cuenta las manifestaciones verti.
das en la causa del Juzgado Federal ya mencionado por los sacer-
dotes Jorge Vernazza y Rodolfo AlfredO RicciardeJli indicando que
por dichos de otro colega, el padre Bossini, quien se encontraba
en la villa al momento de ser secuestrados Yorio y Jalics, se ente-
raron de que Bossini llevó la comunión a los cautivos a ESMA.
También indica RicciardelIi que cuando sucedió el hecho concurrió
a la Comisaría 38~y en elIa se reconoció que ~e había prestado apoyo
logístico a las fuerzas armadas en el momento de la detención de
las personas en la vilIa, actuando bajo directivas del comando del
Primer Cuerpo de Ejército.

Durante su cautiverio se lo sometiÓ" a malos tratos.

Ello es así por los dichos de Yorio en cuanto afirnla que para
ser interrogado se le inyectaron. drogas que le hicieron sentir ma-
reos y náuseas. Corroborado por el padre Jalics en iguales términos.

Está probado que Orlando Virgilio Yorio recuperó su libertad
el 22 de octubre de 1976.

Ello es así por sus dichos y los del padre JaJics: coinciden en
que ambos en esa fecha fueron drogados, obligados a ascender a un
helicóptero y cuando despertaron aparecieron abandonados en el me-
dio del campo por la zona de Cañuelas. Pcia. de Buenos Aires.

También está probado que por entonces eran Comandantes en
Jefe Videla, Massera y Agosti.

Por último, ha quedado demostrado que el hecho' que damnificó
a Orlando Virgilio Yorio obedeció al proceder descripto en la cues-
tión de hecho 146. a cuya consideración se remite.

CASO N? 198: JALICS, FRANCISCO

Está probado. que el día 23 de mayo de 1976, en horas de la
mañana. F:rancisco Jalics fue privado de su libertad cuando se en-
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contraba cumpliendo su misión sacerdotal
Flores, en compañía de otro sacerdote~ el
Yorio.
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en una villa del Bajo
padre Orlando Virgilio

Ello es así si se tiene en cuenta lo manifestado por exhorto
diplomático en autos por el propio Jalics, indicando que fue dete~
nido junto con el padre Yorio y otro grupo de gente, en el lugar,
y época indicados, por personal uniformado y civil armado, notan-
do que alguno de los Cinturones de los uniformes tenían un ancla
de la Marina, así como que dichas personas, eran apoyadas por
patrulleros de la PoliCÍa Federal y que también había vehículos
de las Fuerzas Armadas. No se exhibió orden de detención alguna,
fueron esposados o atados, encapuchados y obligados a ascender
a los rodados que allí había para luego ser trasladados.

Todo esto es corroborado por Orlando Virgilio Yorio y la tes.
tigo daminificada María Funes de Permiola.

Está probado, por las razones dadas al tratar el. caso 190 que
en la detención intervino personal de la Armada y que el sacerdote
Francisco Jalics fue mantenido clandestinamente en cautiverio en
ESMA.

En efecto, los dichos de Jalics son más que suficientes para dar
por probados tales extremos, ya "que indica haber oído, mientras
estuvo alojado en ese lugar, el ruido característicos de aviones que
ascendían o de'scendían, 'que el personal del' lugar hablaba con un
lenguaje matizado de expresiones marinas, como la palabra "popa";
que para el día 25 de mayo escuchó parte del discurso que se pro-
nunciaba en otra dependencia y en el cual, entre otras palabras, se
deCÍa '''aquí en la Escuela de Mecánica de la Armada ... ", a lo
que debe agregarse el ciIl.turón con ancla que vio al momento de ser
detenido. También indica su traslado a una casa de Don Torcuato,
donde permaneció unos días en compañía de Yorio, lugar en el
cual. fue interrogado. A esto debe agregarse lo narrado por los sacer-
dotes Vernazza, y Ricciardelli. en el sumario Nt;> 4333 del. Juzgado
Federal N? 4 de Capital Federal en cuanto al comentario que les
hiciera el sacerdote Bossini de haber llevado la comunión a Jalics.
y yorio a ESMA.
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Está probado que dui'ante su cautiverio se, 10 sometió a malos
tratos. Así surge de sus dichos en el sentido de que se le inyeetó
una droga para ser interrogado, experimentando marcos y .samno.
liencía. Esto es corroborado por el padre Yorio.

Además, conviene poner de resalto las condiciones en que desa-
rrolló s~ cautiverio, coincidente en todo con las referencias de otras
personas también alojadas allí.

En efeeto, Jalics' dice haber estado encapuchado, atado de pies
y manos, y directamente en el suelo, ello durante cinco días. Por
otra parte, sólo se le daba pan yagua, con mala higiene y.oía" gritos
de las personas que eran torturadas.

Este aspecto hace a la metodología que se seguía en ESMA res-
pecto de l~s cautivos, corroborado por todos los testigos damnifica-
dos que depusieran en autos .•

Está probado que Francisco Jalics recuperó su libertad el 22
de oetubre de 1976.

Ello es así por sus dichos y' los del padre Yorio, al indicar
que los dos ese día fueron drogados, colocados en un !,elicóptero
y llevados a una zona donde fueron abandonados, estableciéndose
que era por Cañuelas, Provincia de Buenos Aires.

Para esa época, Videla, Massera y Agosti eran Comandantes
en Jefe de sus respectivas fuerzas.

Por último, ha quedado demostrado que el hecho que damni-
ficó a Francisco Jalies obedeció al proceder deseripto en la eues-
tión de hecho ]46, a cuya consideraci6n se remite.

CASO N? 199: LOPEZ, ALEJANDRO HUGO

No está probado que Alejandro Hugo López, el 13 de junio de
1976, fuera privado de' su libertad cuando se encontraba bajo ban-
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dera en la Escuela de Mecánica de la Armada y dentro del edificio
de dicha institución.

Ello es así en virtud de gue solamente se cuenta con los dichos
del denunciante vertidos en C.O.N.A.D.E.P., en el Anexo VI, fs. 1223/28
del sumario ESMA y en forma oral ante ..este Tribunal, no corro-
.borado por otros elementos probatorios.

CASO N? 200: TARNOPOLSKY, BETTINA

Está probado que Bellina Tarnopo1sky fue privada de su liber-
tad el día 16 de julio de 1976, en horas de la madrugada, cuando se
encontraba en la casa de su abuela, establecida en la calle Sarmien-
to 3475, piso 5?, dto. "J", Capital Federal.

Ello es así por los dichos de la Sra. Rosa Daneman de Edelberg,
abuela de la daminificada, quien en los diversos recursos de hábeas
corpus interpuestos ante los Juzgados Federales de la Capital Fede-
ral N? 1, 2 Y S, así como en las investigaciones por privación ilegal
de la libertad que tramitaran ante los Juzgados de Instrucción N? 16,
al que se acumuló otro del Juzgado de Instrucción N? 6; Juzgado
N? 33 de Instrucción y 11, así como en su declaración ante este Tri-
bunal y la CONADEP, indica que encontrándose acostada en su
habitación y su nieta en otra, oyó golpes en la puerta de entrada
al departamento y la voz de su yerno, Rugo Tarnopolsky quien
pedía que abriera, que era la policía. Que al abrir la puerta vio a
su yerno, vestido al parecer con un pijama y' un sobretodo encima.
Penetraron al departamento tres hombres de civil los que proce-
dieron a revisar las instalaciones para luego obligar a la declarante
a encerrarse en un patio y permanecer allí hasta que se fueran, cum-
pliendo con ello. Posteriormente notó que su nieta faltaba de la habi-
tación, evidenciando que había sido llevada por esas personas.

Que a este elemento probatorio hay que agregar la declaración
prestada ante este Tribunal por Liliana Elvira Pontoriero, la que in-
dica que estuvo detenida en ESMA desde el 4 de julio de 1976 al 28
,del mismo mes y año, oportunidad en que vio a una persona llamada
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Bettina, que también se encontraba alojada en dicha institución.
Luego se enteró que el apellido era Tarnopolsky. También por dichos
de otros cautivos supo que el resto de la familia Tarnopolsky estaba
allí detenida.

Por último importa destacar que todo este grupo familiar desa-
pareció para la misma época y es' motivo de estudio en casos sepa-
rados. Se debe agregar lo expresado ante este Tribunal por el tes-
tigo Juan Guelar indicando que vio llevar detenida a la damnificada.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó en forma negativa.

Esto surge de los informes remitidos por el Ministerio del In.
terior, Policía Fcderal y 'Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1,
Personal, que van a fs. 7, 8, 9/11 Y 14 del rccurso de hábeas corpus
N? 59 que ti'amitara ante el Juzgado Federal N? 1; fs. 8, 9 Y 12 del
habeas corpus del Juzgado Federal N? 1, bajo el N? 58; fs. 9, 10
Y 11 del hábeas corpus del Juzgado Federal N? 2 y. fs. 8 del hábeas
corpus del Juzgado Federal N? 5, todos de Capital Federal; fs. 8,
9, 9 vta., 12 vta. y 15 vta., del recurso de hábeas corpus del Juzgado
Feedral N? 3 Ypor último fs. 5 vta., 6 y 6 vta. del hábcas corpus que
tramitara ante este mismo Juzgado y Secretaría. A todo ello hay que
agregar los oficios librados a la Policía Federal solicitando el para.
dero de la familia Tarnopolsky en los sumarios que tramitan ante
los Juzgados de Instrucción ya mencionados.

Empero, por las razones expuestas al tratar el caso 190 el Tri.
bunal considera que no se ha acreditado una falsedad en los informes.

Está probado que Bettina Tarnopolsky fue privada de su libertad
por personal de la Armada y que se la mantuvo clandestinamente
en cautiverio en la Escuela de Mecánica.

Ello -es así por los dichos de Liliana Elvira Pontoriero, Lila
Pastoriza, ya mencionados y por las consideraciones que se 'formu-
larán al tratar el caso 203.

Tampoco quedó demostrado que Bettina Tarnopolsky haya sido
sometida a tormentos.
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No está probado que la Tarnopolsky haya recuperado su libertad.

En efecto, hasta la fccha no se ha arrimado probanza alguna que
pruebc tal extremo.

No se ha podido acreditar el desapoderamiento de efectos que
damnificase a la víctima.

En cuanto al conocimiento quc pudieron haber tcnido los Bri-
gadieres Generalcs Graffigna y Lami Dozo y el Teniente Gencral
Galtieri en los hechos que se tienen por acreditados, el Tribunal
se remite a lo expuesto en "el mismo sentido en el caso 190.

Sí quedó acreditado que los hechos de quc fuera víctima Bellina
Tarnopolsky obedecieron al proceder descripto en la cuestión de
hecho N~ 146.

CASO N~ 201: TARNOPOLSKY, RUGO DANIEL

Está probado que Rugo Daniel Tarnopolsky fue privado de su
libertad. el"día 16 de julio de 1976, en horas de la madrugada, de su
domicilio de la callc Peña 2600, planta baja, dto. "A", Capital Fe-
deral, por hombres armados que dijeron ser policías, los que para
"penetrar en el departamento volaron la puerta de entrada ~on un
explosivo, sustrayendo efectos y, un rodado.

Ello es así por las manifestaciones vertidas ante este Tribunal,
en Jos diversos recursos de hábcas corpus interpuestos ante 10$ Juz-
gados Federales de la Capital Federal N~ 1, 2, 5 Y 3, así corno 'cn los
sumarios iniciados por privac~6n ilegítima de ]a libertad que trami.
taron ante los Juzgados de -Instrucción N~ 16, al que se acumufó
uno del Juzgado de Instrucción N~ 6 Y los que tramitan por sepa-
rado ante los Juzgados 33 y 11, por Rosa Daneman de Edeiberg,
suegra de Rugo Tarnopolsky. Esta persona indica que el día men:
donado se presentaron en su domicilio. de la calle Sarmiento tres
hombres en compañ'ía de su yerno el que estaba vestido con un
pijama y cubierto por un sobretodo, diciendo ser, policías, penetran-
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do al inmueble y secuestrando a su nieta Bettina, hija de Hugo. Que
cuando todas las personas se fueron de la casa, en compañía de un
hijo suyo, Héctor Manuel Edelberg, fueron al departamento de la
calle Peña 2600, constatando que la puerta había sido sacada medjan~
te una explosión, que su hija Blanca Ediht y su yerno no estaban
allí, así como que habían sido sustraídos diversos efectos de valor
de la pareja y un .automóvil.

Los dailos quedan acreditados por las penCl3S y fotografías que
van a fs. 28/32 del expediente N~ 4901 del Juzgado de Instrucción
N~ 16. A fs. 55 vta. del mismo sumario Héctor Manuel Edelberg
ratifica los dichos de su madre y a fs. 37 acompaña los datos del
rodado, cuyo secuestro es pedido a fs. 37 vta. a la Policía Federal
con resultado negativo, tal como surge a fs. 39/40.

Los dichos de la Sra. de Edelberg son corroborados por el por-
tero del edificio de la calle Peña 2600, José Daniel Pugliese, en la
audiencia ante este Triqunal y a fs. 26 del sumario del Juzgado de
Instrucción N'! 16, indicando que COmo no hay portero eléctrico
en él edificio, fue llamado con el timbre. a su departamento y al
abrir la puerta, var.ios hombres armados penetraroQ diciendo que
eran policías pero sin c..xhibir documentación alguna, haciendo que el
deponente regresara al interior de su vivienda; pasado un rato
escuchó una explosión en el lugar y ruido de vidrios l~otoS. Que
luego de unos minutos salió del interior de su departamcnto, olien-
do pólvora, para constatar quc había ido volada la puerta del depar-
tamento de los Tarnopolsky, que Jos mismos no se encontraban en
su interior y que allí había un gran dcsQI"den.

: A estos elementos probatorios se debe agregar lo expresado por
el Sr. Luis MOI:gan en la audiencia antc. este Tribunal donde dice
ser vecino de la casa de la calle Pella 2600, haber oído la explo-.
sión y visto hombres armados en el lugar.

Por último se debe tener en cuenta la desaparición, para esa
misma fecha, de otros integrantes de la familia cuyos casos son tra-
tados por separado.
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Con respecto a esta situación, si bien no ha sido un caso tratado
en las diversas audiencias de acuerdo a las ~pres~ntaciones de la
Fisalía, se debe 'tener en cuenta la desaparición de Laura Inés Del
Duca I de Tarnopolsky, esposa de Sergio Tarnopolsky, el día 16 de
julio de 1976, en horas de la madrugada, de su domicilio de la calle
Pasaje Uruuday 1336 de Capital Federal. Respecto' a este hecho, su
madre, Raquel Angela Meuéndez de Del Duca, a fs. 57 de la causa
N~ 4901 del Juzgado de Instrucción N° 16, manifiesta que a su domi-
cilio ingresaron, previo volar la puerta de entrada con un explosivo,
diez hombres' de civil, fuertemente armados, quienes Juego de revisar
la casa, sustraer efectos, se llevaron a su hija de 21 años Laura I;nés,
esposa de Sergio Tarnopolsky.

Este nuevo elemento sirvé para demostrar la intención que hubo
de ,detener a todo un grupo familiar, tal como resulta de los casos
fiscales N? 200, 207, 202 Y 203 eu estudio ante este Tribunal.

,Está probado que durante s,u detenci6n se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad.

Ello' es así, por los recursos de hábeas corpus y causas por
privación ilegítima de la libertad ya mencionados, así como las
presentaciones ante organismos internacionales y ~clesiásticos.

Está probado que con motivo de solicitudes judiciales la auto-
ridad requerida se expresó en forma negativa.

Ello surge de los informes remitidos por el Ministerio del Inte~
rior, Policía Federal y Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, que
van a fs. 7, S, 9(11 y 14 del recurso de hábeas corpus N? 59 Y fs. S,
9 Y 12 del recurso de hábeas corpus N? SS, ambos del Juzgado Fe-
deral N~ 1 de Capital Federal; fs. 9, la y 11 del hábeas corpus del
Juzgado Federal N? 2; fs. S del hábeas corpus del Juzgado Federal
N~ 5; fs. S,9, 9 vta., 12 vta. y 15 vta., así como fs. 5 vta., 6 y 6 vta.
de los hábeas corpus N? 34 y.7421 del Juzgado Federal N~ 3. A todo
ello hay que agregar los oficios librados a la Policía Federal, nega-
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tivos, en los sumarios que tramitan ante los Juzgados de Instrucdón
16, 33, JI y. 6, ya mencianados.

No obstante, por las consideraciones ya dadas a este respecto
(caso 190) no es posible afirmar la mendacidad de tales informes.

, .
Está probado. que a Hugo Daniel Tarnopolsky se lo mantuvo

clandestinamente secuestrado en la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada.

En efecto, en este punto se deben tener en cuenta las manifes-
taciones en. la audiencia ante este Tribunal vertidas por LiJa Pas-
toriza y LHiana Elvira Pontoriero, acerca de que se enteraron que
la familia Tarnopolsky estuvo detenida en ESMA, lugar donde tam-
bién lo estuvieron las declarantes. A ello debe agregarse la situación
ya analizada en los diversos casos de .la familia sobre su desapa-
ri.ción en la misma época y con similares modalidades.

Está probado que fueron sustraídos efectos de propiedad de
Hugo Tarnopolsky.

Ello es así por las terminant~s manifestaciones de la suegra y
cuñado del mismo al respecto, las pericias efectuadas en el lugar
y los datos acompañados sobre el rodado, no hallado hasta la fecha.

No está probado que Hugo Tarnopolsky haya recuperado la li.
bertad.

Hasta la fecha no hay probanza alguna al respecto.

En cuanto al conocimiento que de ,los hechos descr,iptos pudic.
ran haber tenido ]os Brigadieres Generales Ornar Rubens Gr~ffigna
y Basilio Arturo Lami Dozo y el Teniente General Leopoldo Fortu-
nato Galtieri, eí Tribunal se remite a las consideraciones vertidas al
analizar similar situación en' el caso .190.
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Sí quedó acreditado que los hechos de que fue víctima Hugo
Daniel Tarnopolsky obedecieron al proceder descripto en la cues-
tión de hecho 146.

CASO N~ 202: TARNOPOLSKY, SERGIO

Está probado que Sergio Tarnopolsky fue privado de su liber-
tad mientras se encontraba en la Escuela de Mecánica de la Armada,
cumpliendo el servicio militar obligatorio, el 14 de julio de "1976,
en donde se lo mantuvo detenido.

En efecto, ello es así en virtud de lo manifestado por la abuela
del damnificado, señora Rosa Daneman de Edelberg, en el expe-
diente N~ 2489 del Juzgado de Instrucción N? 33, instruido por pri-
vación ilegal de la libertad; expediente N? 4901 que tramitara ante
el Juzgado de Instrucción N? 16, por el mismo delito; recursos de
hábeas corpus interpuestos ante los Juzgados Federales número 1,
causa 59; N? 2, causa 11.542; N? 1, causa 58 y N? 5, causa 772, indi-
cando que el día 14 de julio de 1976 Sergio se comunicó telefónica-
mente con ]a familia expresando que se encontraba "acuartelado"
y desde ese instante no se tuvo más noticias' suyas, por lo que el
día 17 del mismo mes y año la deponente se apersonó en la Escuela
de Mecánica siéndole informado que nada se sabía del damnificado.
Esta desaparición dura hasta la fecha.

Tal situación se encuentra corroborada por ]05 dichos de Ale-
jandro Hugo López, quíen tambíén se encontraba cumpliendo el ser-
vicio militar obligatorio en ]a misma dependencia naval y que por
otra parte fuera motivo de investigación en otro caso, el N? 199,
al expresar ante este Tribunal que conocía a Tarnopolsky y por
dichos de terceros se enteró que el mismo era utilizado para que se
probara los chalecos anti-balas, y que se ]0 conocía como "judío y
paralítico".

También se puede tomar como referencia sobre ]a situacióri de
Sergio Tarnopolsky, lo expresado ante este Tribunal por Lila Pasto-
riza, al indicar, que si bien ella estuvo alojada en la Escuela de Me-
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cánica con posterioridad a la fecha en que lo estuvo el damnificado,
se enleró por dichos de gente allí detenida que en ese lugar también
habían permanecido alojados los Tarnopolsky y que Sergio había sido
ayudante del Capitán Acosta.

Con esto quedaría probado, si bien no la fecha exacta de la
desaparición, sí la misma y el lugar en la cual se produjo.

Por último hay que ten"el' en cuenta la situación de desapare-
cidos del resto. del grupo familiar y que es motivo de análisis en
otros casos.

Está probado que duran te su detención se hicieron gestiones
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello es así, por los recursos de hábeas corpus y causas por pri-
vaciones de libertad ya mencionados, a los que deben agregarse las
denuncias ante organismos internacionales, y eclesiásticos.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó en forma negativa.

Esto surge de los informes' remitidos por el Ministerio del Inte-
rior, Policía Federal y Eslado Mayor del Ejército, Jefatura 1, que
obran a [s. 7, 8, 9/11 Y 14 del hábeas corpus N? 59 del Juzgado Fede-
ral I de Capital Federal; fs. 8, 9 Y 12 del hábeas corpus N? 58 del
mismo Juzgado Federal; fs. 9, ID, II del hábeas corpus ele! Juzgado
Federal N? 2 de Capital Federal y a fs. 8 del hábeas corpus e1elJuz-
.gado Federal N? 5 de Capital Federal. A ello debe agregarse los ofi-
cios librados a la Policía Federal solicitando el paradero de Tarno-
polsky, negativo hasta la fecha en los sumarios que tramitaran ante
los Juzgados de Instrucción ya mencionados.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido
a algún mecanismo de tortura.

Efectivamente, sobre este P1:Into sólo se tienen las manifesta-
ciones de Alejandro Hugo López, de que Tarnopolsky era utilizado
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para probar chalecos anti-balas, pero de ello se enteró por dichos
de terceros.

No está probado quc Scrgio Tarnopolsky haya recuperado la
libertad.

Hasta la fecha no hay- probanza alguna a ese respecto.

De los elementos que se vienen de reseñar surge la evidencia
de que Sergio Tarnopolsky fue objeto -f...uanto menos- de una
privación ilegal de la libertad cuando cumplía con su servicio militar
en la Escuela de Mecánica de la Armada. De los dichos del testigo
López se desprende que Sergio Tarnopolsky estaba imputado de la
colocación de un artefacto explosivo -presumiblemente armado por
él ..-' en el quincho de oficiales de diCho establecimiento, el que no
explotó merced al hallazgo casual por parte de un jardinero.

Por otra parte, las expresiones del testigo López lllerecen plena
credibilidad. El relato que efectúa acerca del interrogatorio a que se
lo sOlnetiera en ocasión de su propio secuestro, vinculado con los
clavos que él había facilitado a Tarnopolsky, resulta coherente con
la oficiosa imputación que se le formulaba a este último. y al mismo
tiempo han sido las propias defensas las que exploraron, a través de
distintas preguntas, tal aspecto.

Dicha certidumbre, la abundante prueba lograda en los respec-
tivos procesos incoados por los hechos que perjudicaron a toda la
familia, sustanciados inmediatamente de producidos, la simultaneidad
habida entre la desaparición del soldado Tarnopolsky y el resto de
sus allegados y la versión aportada por la testigo Liliana Elvira Pon-
tóriero, permiten adjudicar a fuerzas lllilitares pertenecientes a la
Armada Nacional una directa intervención en los sucesos.

Sorprendentemente, y en forma que viene a coad:yuvar en la for-
mación del plexo probatorio que se viene analizando, la Armada
Argentina informa no poseer antecedentes sobre un atentado d~
las características descriptas (ls. 476, del Cuaderno de Prueba del
Alrnte. Lambruschini). En el mismo sentido, una sugestiva contra~

•
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dicción se pJante~ en el expediente que iniciara dicJ?a fuerza por
la supuesta deserción del causante quien, recordemos, se encon-
traba bajo bandera al momento de su privación. Así en el parte de
deserción que encabeza el expte. N? 130/76 "R", se afirma que Tar-
nopolsky "se retiró en uso de licencia local el día 13 de julio de
1976 ... al salir, Jo hizo vistiendo uniforme de paseo de invierno ... ".

Tal -al parecer- intrascendente punto adquiere significación,
si se tiene en"cuenta que a fs. 13 del mismo expediente, se consigna
textualmente: "Relación de prendas, armas y objetos del Estado lIe-
vados por el desertor, sin novedad".,

En cuanto al conocimiento que pudieran haber tenido los Bri-
gadieres Generales Omar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza y el Teniente General Galtieri sobre el hecho descripto, el Tri-
bunal se remite al tratamiento efectuado ante similar cuestión en
el caso 190.

Ha quedado acreditado que tal hecho obedeció al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 203: EDELBERG DE TARNOPOLSKY, BLANCA EDlTH

Está proba~o que Blanca Edith Edelberg de Tarnopolsky, fue
privada de su libertad el día 16 de julio de 1976, en horas de la
madrugada, de su domicilio de la calle Peña 2600, planta baja,
dpto. "A", Capital Federal, por hombres armados que dijeron ser
policías, los que para penetrar al departamento volaron la puerta
de entrada con explosivos, sustrayendo efectos y un rodado.

Eri tal sentido, el Tribunal se remite a lo expresado al tratar
el caso 201.

Está probado que COn motivo de una solicitud judicial la auto.
ridad requerida contestó negativamente.

E'IIo surge de los infornlcs dctallados en el caso anterior.
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Está probado que Blanca Edith Edelberg de 'Tarnopolsky fue
privada de su libertad por personal de la Armada y que fue man-
tenida en cautiverio ~landestinamente en la Escuelá de Mecánica.

Al respecto, cabe efectuar la misma remisión.

No está probado que Blanca Edith Edelberg de Tarnopolsky
haya recuperado su libertad.

Hasta la fecha no hay probanza alguna al respecto.

Está probado que el hecho de que fue víctima la nombrada,
respondió al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 204: HAGELIN, DAGMAR INGRID

. Está probado que el día 27 de enero de 1977, en horas de la
mañana, Dagmar Ingrid Hagc,lin fue privada de su libertad, en la
calle Sargento Cabral, de la localidad bonaerense de El Palomar,
por personas armadas las que luego de darle la voz de alto dispa~
raron contra ella causándole heridas, siendo luego intro~ucida en
el baúl de un rodado que se encontraba en las inmediaciones y par-
t.iendo con rumbo desconocido.

En efecto, ello surge de los testimonios de los vecinos de la víc-
tima Jorge Osear Elos, propietario del automóvil donde fue intro-
ducida la Hagelin, afirmó ser testigo presencial de los sucesos los
que narra con detalles (confT. fs. 23, de la C. 17.281, del Juzgado
en Jo Penal Ni 4, de Morón, fs. 29, del hábeas corp,:,s 3723, tI'ami-
tado ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal
y Correccional Federal Ni? 4, Seco 14, y en el presente juicio) vio
cuando caía herida. le exigieron el rodado, la introdujeron en el
baúl, y la joven intentaba resistirse a que 10 cerraran. Al él le pi-
dieron las llaves del rodado y del baúl, el que vio con sangre, tras
ser cocan trado abandonado.

Josefa Cetrángolo de Bonina (fs. 56, de la causa del Juzgado
-en lo Penal N? 4, Y fs. 5661 del juicio), dijo que presenció cuando

f
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dos personas armadas corrían a una joven; oyó los disparos y vio
partir raudamente el vehículo donde ]a habían introducido. A Al-
fredo Rugo Zahalo se le apersonaron ese día dos individuos que 'le
exhibieron credenciales de oficial de la Marina de Guerra y de ,Poli-
cía. Ingresaron a su domicilio donde tomaron posiciones. Oyó un ~jro-
teo y tiene conocinliento que había desaparecido una joven (confr.
fs. 81, de la c'aus'\ penal de Morón y ante este Tribunal). Otro tes- .
.tigo de los hechos es Juan Carlos López (confr. fs. 85, de la caúsa
penal de Morón y fs. 5674 del juicio), quien señaló que uno de los
que perseguían a la joven, rodilla en tierra apuntó y disparo hacien-
do blanco. Dice que la levantaron del piso donde había quedado y
la llevaron en vilo hasta el baúl del rodado donde la introdujeron.
Juana Lauryncwicz de Elos tuvo ocasión de ser testigo presencial de
parte de los episodios y es así que narra que la Hagelin caminaba de
prisa, sin correr, le tiraron y ya herida la introdujeron en el baúl del
automóvil (confr. fs. 25 y 135, .de la causa tramitada ante el Juzgado
en lo Penal de Morón y fs. 5657 del juicio oral). .

Juan Cabrera Méndez y su cónyuge, Angela Ayala de Cabrera Mén-
dez (ver además fs. 111 Y 109, respectivamente, del sumario en trá-
n:ite ante el Juzgado en lo Penal de Morón). reconocieron la fotogra-
fía de la Hagclin al serie exhibidas, como la joven que asiduamente
concurría a ver a la inquilina de ellos conocida como Calabares o
Calavari, conociendo a la causante como "Gladys".

Todos estos elementos de convicción permiten tener por acrcdi.
tada la circunstancia del secuestro de la causante. Añádese a los mis-
mos, lo que resulta de fs. 80 y ss. del "Anexo II Autos Principales
Investigación en la Escuela de Mecánica de la Armada" reservados
en secretaría, ya que se encuentran allí fotocop~~sdel sumario cri.
'minal instruido a raíz de la denuncia del testigo Elos de la sustrae.
ción de su rodado, pudiendo determinarse de dichas actuaciones que
sugestivamente al praeticarse la inspección ocular del lugar del he.
eho nada se dice respecto de las huellas de los balazos, las que según
lo consignado tenían entidad suficiente como para no pasar desaper-
cibidas (confr. sumario 847, Juzgado en lo Penal N~ 5, de Morón,
fs. 2), 10 que completa un cuadro que sin hesitación puede' ser cali-
ficado como aeabadamente probado.

/
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Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Raguar ErnaldHagelin, progenitor de la causan té, expone las
gestiones para localizar a su hija. Da cuenta de sus entrevistas con
el Embajador de Suecia en la Argentina, con Ministros del PEN, Mi-
nistro de Relaciones Exteriores sueco y ..gestiones de otra naturaleza,
tanto en orden administra~ivo como judicial, verbales y escritas.

Prueba de ello son las acciones de hábeas corpus que se pre-
sentaron ante el Juzgado Nácional de Primera Instancia 'en lo Cri-
minal y Correccional Federal N? 4, Secretaría 14 y N~ 5, Y la instruc-
ción del sUlnario criminal correspondiente a su oportuna denuncia
ante el Juzgado en lo Penal N? 4 de Morón, ante la privación ilegal
de la libertad, en la que resultaba damnificada la HagcJin, su hija.

Está probado que con motivo de las solicitt;ldes judiciales, la
autoridad requerida contestó negativamente.

Así se concluye teniendo en cuenta que ante el Juzgado Federal
N~ 4, tramitó el hábeas corpus N~ 3723, presentado el 13 de abril de
1977, donde se contestó a fs. 9, 10, 11, 12, 15 Y 16 en forma negativa
por parte de las Fuerzas Armadas y de Seguridad y del PEN, infor-
mando incluso el 2 de mayo de 1977 la Unidad Regional de Morón,
de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que no existen cons-
tancias de operativos de la Escuela de Mecánica de la Armada. Ante
el Juzgado Federal N? S, tramitó la acción de hábeas corpus N~ 694,
también a favor de la Hagclin, presentado con fecha 23 de noviem-
bre de 1978, con el mismo resultado negativo al expedirse los orga-
nismos respectivos (confr. fs. lO, 11, 12 Y 15), siendo rechazada esta
acci6n el 16 de ma)'o de 1979 y la: anterior el 15 de julio de 1977.

Sin embargo, por las razones expuestas en el caso 190, no se
puede concluir que alguno de esos informes fuera mendaz.

Está probado que Dagmar Ingrid Hagelin fue privada de su li-
bertad por personal de la Armada y que se la mantuvo clandestina-
mente en cautiverio en la Escuela de Mecánica.
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Así lo afirma el testigo Lisandro Cubas, el que al deponer testi-
monialmente en autos, mediante exhorto diplomático, dijo que él
estuvo cautivo en la Escuela de Mecánica de ]a Armada y tuvo oca-
sión- de poder ver a ]a causante en la enfermería y en la llamada
Sala de Embarazos.

Norma Susana Burgos (confr. fs. 83 del Anexo In Autos Prin-
cipales de ESMA), declaró ante el Subsecretario de Asuntos Legales
del Ministerio de Relaciones Exteriores de Suecia (confr. también
fs. 145, de la causa 17.281, que tramitó ante el Juzgado en lo Penal
N~ 4 de Morón), siendo autenticada su declaración por cI Embajador
de Suecia en la Argentina. Esta ex cautiva de la Escuela de Mecánica
de la Armada afiImó haberla visto allí, en dos ocasiones en que fue
enfrentada a la causante, la que estaba en la enfermería lesionada y
con impedimentos físicos que describe. En una oportunidad v.io que
otra cautiva lucía una camisa de la causante, ya que era norma en
ese lugar intercambiar sus ropas y usar ]a "confiscada", se la pidió
para eventualm~nte entregárscla al progenitor de la Hagelin. Y es
esta persona la que precisamente exhibió a la testigo Juana Laurync.
wicz de Elos ]a camisa en cuestión que ella reconoció como la que
usaba ]a HageJin, reconocimiento que confiere certidumbre a los di.
chos de la Burgos.

Finalmente, debe hacerse mérito de los dichos de la testigo Mi-
'-yam Lewin de García, quien expresó que no vio en la ESMA a la
Hagelin, pero allí se comentaba que la habían herido de un tiro en
la cabeza, y del testigo Oscai" Juan Amerio, el que acompañó a Rag-
nar Ernald Hagelin en sus averiguaciones sobre el paradero de su
hija. Expresó éste que ambos concurrieron a ]a Unidad Regiona] de
Morón de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, donde tuvo oca-
sión de observar un libro foliado en el que constaba que la Escuela
de Mecánica de ]a Armada había pedido área libre, informando ese
organismo al serIe requerido por el señor juez inten'iniente que este
libro y otros de la época habían sido incinerados por orden superior.

Tales elementos de juicio permiten corroborar el aserto inicial.
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J

No está probado que Dagmar Ingrid Hagelin. fuera vista luego
en libertad. En tal sentido, están los elementos anteriormente meri-
tados, las circunstancias que rodearon al hecho en cuestión,. el lugar
de permanencia de la causante "y lo que surge de los dichos del pro-
genitor de la misma de los que se extrae que desde su detención no
se ha vi~to con vida a ella, salvo. en las oportunidades antes citadas,
ni supo absolutamente nada de su hija Dagmar Ingrid Hagelin.

Sí quedó acreditado que el hecho en cuestión obedeció al pro~
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

Por el contrario, no se ha podido demostrar el conocimiento que
pudieron haber tenido los Brigadieres Generales Graffigna} Lami
Dozo, el General Galtieri y el Almirante Anaya, al momento de asu~
mir sus cargos, del hecho que damnificara a Dagmar Ingrid Hagelin.

CASO N? 205: LEWIN DE GARCIA, MIRYAM

Está probado que el día 17 de mayo de 1977,en horas de la tarde,
Miryanl Lewin de GarcÍa fue secuestrada en ocasión en q'ue se en~
contraba en la intersección de las avenidas General Paz y del Tra-
bajo, por, un grupo armado de personas de civil.

Para ello se tienen en cuenta sus circunstanciadas manifestacio-
nes, las que encuentran apoyo en los elementos de prueba que se
mencionarán más adelante.

Si bien es cierto que ella explica que se la mantuvo clandestina~
mente en cautiverio en un centro de detención perteneciente a la Fuer-
za Aérea, sito en el barrio de San Telmo, de la ciudad de Buenos
Aires, ello no encuentra sustento probatorio, puesto que solamente
obran sus dichos, los que no resultan suficientemente convictivos,
ya que no aportan elementos que permitan aseverar terminantemente
tal circunstancia.

Sí, en cambio, está probado que a la causante se la mantuvo
c1andes,tinamente en cautiverio en la ESMA.



770 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Ello -surge de su declaración, donde suministra todos los datos
ya conocidos por boca de otros damnificados, acerca de las instala~
dones de la institución, de las personas que estaban allí alojadas,
sus nombres y apodos, los trabajos que eran oblig':ldos a efectuar,
personal de la Armada que se encargaba de los detenidos, etc.

Avalan sus afirmaciones las ll1anifestaciones vertidas en este jui-
cio por Graciela Beatriz DaIeo, Andrés Castillo, Lila Victoria Pasto-
riza y Yozami, Pilar Calveiro de Campliglia, Lisandro Cubas, Jaime
Feliciano Dri y Carlos García, quienes expresaron que fueron todos
compañeros, por haberla visto en la ESMA.

/'

Otra de las situaciones que queda acreditada y hace conocer la
Lewin de Garda, es que fue obligada a realizar diversas tareas du-
rante su cautiverio. Primero, en la dependencia. conocida cÓmo "hue-
vera" que estaba en los sótanos del edificio, allí efectuaba traduc-
ciones de diversos periódicos extranjeros, cosa que también hacían
otros detenidos. Posteriormente, en el mes de enero de 1979, se le
concedió la libertad vigilada, ocasión en que se la obligó a a!quilar
un departamento y a cumplir un trabajo de resumir publicaciones
periodísticas en una casa establecida en la calle Zapiola y Jaramillo,
de la Capital Federal. De este lugar, fue llevada a realizar tareas en
una oficina de la calle Cerrito para el Almirante Massera, ya reti-
rado como Comandante en Jefe de la Armada y para su proyección
política. Por último, hasta su libertad definitiva, pasó a desempe~
ñarse en el Ministerio de Bienestar SociaL Indica que durante ese
tiempo de trabajos fuera de la ESMA recibió sumas de dinero para
sus gastos generales.

Su libertad definitiva le fue otorgada en el mes de abril de 1981,
en que se le suministraron documentos falsos para que saliera del
país, cosa que hizo hacia Nueva York.

No obstante lo expuesto acerca de las tareas que desarrolló la
Lewin en el período de libertad vigilada, no se ha acreditado que.
actuara con total sujeción a la voluntad de sus captores.
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A los detalles minuciosos que da la Lewin de GarcÍa, sobre su
actividad en cautiverio, se debe agregar como corróborantes los di-
chos de los otros testigos de detención ya mencionados, que indican
que vieron a la damnificada desarrollar diversas actividades en la
ESMA.

_ No se encuentra probado que Myriam Lewin de GarcÍa haya sido
sometida a tormentos durante su cautiverio.

En efecto, ella misma dice en su declaración que no se la some-
tió a ningún tipo 4e tortura física.

Por último, s~rge de autos, que los hechos que damnificaron a
Myriam Lewin de GarcÍa fueron desarrollados de asuerdo al proce~
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 206: HIDALGO SOLA, HECTOR MANUEL

Los elementos de juicio reunidos en el proceso sólo permiten
tener por cierto, que el 18 de julio de 1977, Héctor Manuel Hidalgo
Solá, desapareció.

Su cónyuge e hijo, tanto en la audiencia oral con;lOen e~ expe.
diente 7844, del Juzgado Federal 5, Secretaría 15, coincidieron en que
ese fue el último día que vieron al nombrado; ninguna otra prueba
se ha logrado que sea conducente al esclarecimiento de las circuns-
tancias en que fuera privado de su libertad, origen de las fuerzas
presuntamente actuantes y probable lugar de cautiverio.

Hasta la fecha nada se supo de él.

.Por último, no está probado que el hecho de que fuera víctima,
respondiera a alguno de los procederes descriptos en las cuestiones
de hecho 144 a 147.
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CASO N? 207: GRAS, MARTIN TOMAS

Está probado que el 14 de enero de 1977, en horas de la tarde,
Martín Tomá~ Gras fue privado de su libertad, mientras transitaba
por la zona de Colegiales, Capital Federal, en eompañía de Fernando
Perera, por personal de la Armada Nacional.

Ello así, por los propios dichos del damnificado, el que mani-
fiesta por exhorto diplomático que fue detenido por varios hombres
de civil, armados, los que se movilizaban en varios rodados, los que
luego de golpearlo, vendarle los ojos y esposarlo, lo introdujeron
dentro del baúl de uno de los vehíeulos. Que observó en uno de los
hombres, el que parecía ser el jefe, un cinturón con ]a hebilla distin-
tiva de la Marina de Guerra, y también que cuando se pusieron en
marcha escuchó una voz que decía: "a proa la columna, zarpar".

Todo ello se encuentra corroborado. por la metodología que en
general siguió esta fuerza armada en su accionar y que Martín To-
más Gras fue mantenido clandestinamente en cautiverio en la Es-
cuela de Mecánica de la Armada.

Esto surge de sus dichos, haciendo un pormenorizado relato de
su estadía en. dicha institución y de todos los sectores que compo-
nían el centro de detención: "capuchaH, habitación de tortura N'? 13,
"Avenida de la Felicidad", "sala de máquinas", "sala de' trabajo", etc.
Aspectos que también fueron reconocidos por otras víctimas, concor-
da~do en todas sus partes corroborados por los terminantes testimo-
nios de Graciela DaIeo, Andrés Castillo, Lila Pastoriza, Pilar Calveiro
, de Campiglia, Lisandro Cubas, Carlos García y Miryam Liliana Lewin
de Garda, ya sea en audiencia ante este Tribunal o por exhorto diplo-
mático, indicando haber visto a Gras en la Escuela de Mecánica, de
la Armada compartiendo la detención y en trabajos que efectuaban
por indicación del personal que prestaba funciones allí.

Está demostrado que en ocasión, de su cautiverio fue sometido a
algún mecanismo de tortura. .
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En efecto, Gras hace un detallado relato sobre cómo fue' some-
tido a aplicaciones de la "picana eléctrica", el lugar donde ello suce-
dió dentro de la Escuela de Mecánica, la habitaCión N? 13 Y los inte-
rrogatorios.

Si bien no hay testigos presenciales de este extremo, lo que re-
sulta lógico si tenemos en cuenta la naturaleza de tal particular situa-
ción, no es menos cierto que no fue el ~nico cautivo que hace refe-
rencia al sistema de torturas. Tanto los damnificados mencionados,
como otras víctimas que deponen en otros casos, relatan los mismos
procedimientos, lo que demuestra una metodología, un mismo pa~
trón, y lugares comunes de aplicación de los tormentos, t\?do lo cual
'resulta suficiente como para tener por probado este punto.

Se puede tener por cierto que la privación de libertad que se
ha venido nar~ando se prolongó hasta mediados del año 1978. Con-
forme se desprende de los dichos de Gras, en tal fecha fue llevado a
la ciudad de La Paz (Bolivia) donde permaneció bajo control del
agregado naval argentino hasta el mes de agosto de 1979, cuando
se le permitió viajar con rumbo a España. La falta de testimonios
corrohorantes, así como la atipicidad de 1ft situación, no permiten
tener por acreditado que Martín T. Gras estuviera privado de su
libertad durante su estadía en la República de Bolivia.

Está demostrado que Martín Tomás Gras fue obligado mientras
estuvo alojado' en el interior de las dependencias de la ESMA, a efec-
tuar diversas tareas que le indicaban sus aprehensores, sin recibir
remuneraCión alguna.

Esto surge ae sus' propios dichos indicando que, junto con otros
cautivos, efectuó diversos trabajos. Su princip<3:1tarea fue recopilar
datos periodísticos, fichándolos. También dice que para mediados del
año 1977 fue llevado por sus captores a la República Oriental del
Uruguay, en un intercambio de prisioneros, permaneciendo alojado
allí en una dependencia de la Armada de esa Nación.

Lo expuesto sobre el trabajo es confirmado por los otros festi-
gas de detención que depusieran .en autos al respecto y ya fueran
mencionados anteriormente.
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Por último, se puede tener por acredi tado que los hechos que
damnificaron a Martín T. Gras respondieron al proceder descripto
en la cuestión de hecho 146, a cuya consideración el Tribunal se
remite.

CASO N~ 208: OLLEROS, INES

Está probado que el día 19 de julio de 1977, en horas de la no-
che, fue interceptado el colectivo de la línea 187, interno 13, donde
viajaba Inés Ollero, por fuerzas de la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada, las que luego de privar de su libertad a todos los pasajeros
los condujeron a la seecional 49~ de la Policía Federal donde fueron
identificados y liberados paulatinamente, salvo la causante, a la que
se le imputó. la tenencia o distribución de panfletos de índole sub-
versiva. I

Ello surge de los distintos testimonios colectados tanto ante este
Tribunal como ante el Juzga40 Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal de Sentencia letra "V", acción de hábeas corpus que lleva
el registro 346, de la Secretaría N? 30, presentado a favor 'de la cau-
sante por César Ollero.

El chofer del colectivo en cuestión, José Luis Giorno (fs. 14/15
de la citada acción y ante este Tribunal), expresó con lujo de deta-
lles lo sucedido, que se ajusta a la acción referida en el primer pá-
rrafo del presente. Los otros testimonios que se detallarán a conti-
nuación permiten reconstruir históricamente el episodio que tuvo a
la causante como protagonista. En efecto, se encuentra acreditado en
autos, que ese día el colectivo de la línea 187, interno 13, fue llevado
por fuerzas de la Escuela de Mecánica de la Armada con todos los
pasajeros hasta el interior de la seccional 49~ de la Polícía Federal;
entre .los pasajeros se encontraba la causante Inés Ollero (canfr. li-
bro Memorándum secuestrado por el Juzgado de Sentencia, pertene-
ciente a la citada seccional policial). ya que está instrumentado el
procedimiento (fs. 5 del hábea.s corpus citado), surgiendo de ese
libro, que lleva el N~ 40, dicha circunstancia.
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José Leiría y Luis Feijóo, quienes también depusieron ante este
Tribunal y en la acción judicial de hábeas corpus citada (confr.
fs. 123 y 129), detallaron lo sucedido, corroborando en lo pertinente
las manifestaciones del conductor del rodado.

Cobra singular relevancia, a los efectos de dar por tierra con la
versión oficial de los hechos, 10 expresado por Carlos Domingo Mas..
5a (fs. 99 del citado expediente de Sentencia), chofer del colectivo
de la línea 111, interno 13, quien expresó que contrariamente a lo
sostenido en todo momento por la autoridad policial su colectivo
no fue objeto de procedimiento similar al investigado, sieddo iocier.
to que el 19 de agosto de 1977 (como habría sucedido, según versión
oficial de las fuerzas de seguridad) fuera interceptado en la vía pú-
blica, ya que para esa hora y ese día estaba en el garaje; ni tampoco
el día 19 de julio de 1977 en horas de la noche, exhibiendo para acre-
ditar tales afirmaciones, las planillas correspondien~es.

En tales condiciones, en atención a que los restantes pasajeros
oídos ante el Juzgado de Sentencia relatan el hecho en forma con.
cardan te, se concluye que Ollero' ingreso a la seccional policial y no
salió de allí con el resto de los demorados. Tal es lo que se desprende
de los dicho~ de Delinda Elena Fortunata Sabi de Carrasco (fs. 120),
quien destaca que una vez que la' joven ingresó con ellos, no volvió
a salir y no la volvió a ver debiendo añadirse que esta testigo expresó
que cuando era llevada a su domicilio en un vehículo militar, un
soldado le comentó que viajaban en, el colectivo con una terrorista.
También deben dE;stacarsea tales efectos los dichos de los pasaj~-
ros Humberto Mangiarano (fs. 124), Simón Cura (Es. 125), Esteban
Ernesto Merlo (fs. 126), Luis Alberto Fornos (fs. 127), Rafael Núñez
Haedo (fs. 128), Catalina Ana Marsoni (fs. 134), José Medina (fs. 135)
y José de Oliveira (fs. 136), los que se producen en forma harto con-
victiva relatando lo sucedido en el lapso que medió entre la inter-
vención militar por parte de integrantes de la Escuela de Mecánica
de la Armada y la liberació.n de ellos.

Durante su detención se hicieron múltiples gestiones -oficiales
y oficiosas- ante autoridades en procura de la averiguación de su
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paradero y libertad, tal como lo relatara al Tribunal César Ollero,
padre de la causante.

Entre las oficiales, cabe citar la acción de hábeas corpus pre.
sentada ante el Juzgado de Sentencia letra "V", y .Ia instrucción del
sumario criminal ante el Juzgado de Instrucción N? 25.

A ello se suma 10 que resulta de la documentación adjuntada al
juicio, entre la que merece señalarse la comunicación del Ministerio
del Interior al prog~"itor de la causante, de fecha H de abril de 1982,
en la que se le informa acerca del resultado negativo de las diligen-
cias practicadas en pos de la averiguación de su paradero. La comu-
nicación del entonces Comando en Jefe de la Armada, de fecha 9 de
agosto de 1977, por la que se le hace saber al señor Ollero que "la-
mentablemente la Armada no tiene antecedentes ni conocimiento del
. hecho relacionado con la señorita Inés Ollero". También merece una
valoración especial, puesto que a pocos días del hecho en el que
intervi,Do personal.de la Escuela de Mecánica de la Armada (confr.
citado libro Memorándun N? 40 de la seec. 49, de la Policía Fede-
ral). la propia i~stitución dijo carecer de toda información sobre el
citado procedimiento.

Con fecha 16 de agosto de 1977 esa institue.ión ratifica la infor-
mación precedente, en carta misiva dirigida a la progenitora de la
víctima.

Está probado que con fecha 2 de agosto y 1" de septiembre de
1977 se efectuaron' presentaciones ante ,la entonces Junta Militar,
sin resultado positivo.

Con fecha 25 de julio de 1978, el Ministerio del Interior comu-
nicó que no existían constancias de procedimiento en relación a
la aprehensión de ]a causante, ratificando una comunicación ante-
rior d~l 13 de octubre de 1977, en igual senlido.

Se han adjuntado datos, por otra parte, sobre las presentacio-
nes ante autoridades eclesiásticas e internacionales en materia de
derechos humanos y sus resultados negativos hasta la fecha.
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Está probado que con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

En efecto, no bien se presentó el hábeas corpus se informó al
Juez de la causa que no se había llevado a cabo procedimiento
alguno que involucrara a la causante Inés Ollero. Ello evidente-
mente no contemplaba la realidad de lo sucedido habiéndose fal-
seado los hechos, al punto que insistiendo paulatinamente el Juz-
gado interventor se llega a decir que si bien no' existió el proce-.
dimiento con el colectivo 187, interno Ni? 13, sí existió el relacionado
con el colectivo 111, interno Ni? 13, en el mismo lugar y con la mis-
ma modalidad que el aquí juzgado. Posteriores diligencias del Juz-
gado de Sentcnci.a permitieron establecer que ese colectivo ni el
día 19 dc agosto de 1977 ni el 19 de julio de 1977, fecha real deL
hecho, estuvo en la vía pública a la hora de acaecimiento de los
sucesos. En efecto, como ya se señalara se cuenta con los dichos
del chofer que relata tal circunstancia y los del policía Osvaldo Ce-
lestino Vicente Giarletta (fs. 41), quien expresó que la fecha real
del hecho fue la consignada y no la que errónea o falsamente de-
clara la autoridad de intervención (con fr. fs. 12, 22, 38 Y 40 de la
citada acción judicial); ratificando las citadas ci.rcunstanci~s los di-
chos del subcomisarío Dante Manuel Cardozo (fs. 48) que a esa
hora se encontraba prestando servicios en la seccional 49~ de la
Policía Federal,. siendo testigo presencial del ingreso de los pasaje-
ros custodiados por un contingente de la Escuela de Mecánica de
la Armada. Ello a su vez aparece corroborado por las afirmaciones
de los policías Juan Carlos Pérez (fs. 50) quien registró el operativo
en el Libro de Memorándun, interno de la seccional Ni? 40, donde
habitualmente se registran los operativos de las fuerzas conjuntas,
recordando que entre los pasajeros estaba la Ollero, Alberto Gui-
Hermo Celery (fs. 54), José Eduardo Corzo (fs. 62), Ricardo Luis
Cappe.lletti (fs. 64), Ramón Antonio SOI'aire (fs. 64 vta.), Carlos
Francisco Tedesco (fs. 67), José Héctor López (fs. 69 vta.), León
Carlos Ventura (fs. 73), Jorge Ernesto Sehuller (fs. 74), Juan Luis
Díaz (fs. 75 vta.), Aníbal Alejandro Baudano (fs. 76), Jorge Enrique
Pérez (fs. 78), Virgilio Medina (fs. 80), Antonio Moreyra (fs. 79),
Juan Domingo Santos (fs. 86), Roberto Aurelio Rodríguez (fs. 87) y
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Guillermo Jorge Ar¡ona (fs. 89 vta.), los que demuestran la realidad
de lo sucedido, revelando a su vez la inexistencia del mentado pro,-
cedimiento relacionado con el colectivo de la línea JI J. interno
N~ 13, Y la realidad del hecho materia de juzgamiento, surgiendo
de tales elementos de juicio una evidente falsedad en la contesta-
ción al Magistrado que requería los infornlcs, lo que demuestra la
falta de interés en esclarecer el evento y su autoría y la ligereza
con que fue tomado el pedido judicial. Ello surge del informe de
fs. 61 del citado hábeas corpus, donde el entonces Comando en Jefe
del Ejército pone en conocimiento del Juzgado, que le es imposible
proporcionar la nómina del personal actuante en el procedimiento
"por razones operacionales", eufemismo con el que se' pretende en-
cubrir el accionar de las fuerzas intendnientes llegándose incluso a
destruir la documentación que instrumenta el mismo,' a fin de pre-
venir casos 'como el presente.

A pesar de ello, del aludido Libro Memorándum interno N~ 40
de la seccional policial citada, en su folio N~ 4, se desprende que
ese día, a ¡as 23, la Escuela de Mecánica de la Armada remitió a
los pasajeros del colectivo, registrándose entre ellos la causante,
cuya filiación se transcribe.

Es evidente que este accionar pretendía ocultar a las investiga-
.cione~ de la justicia el destino final de la causante, ya que si bien
el entonces Director de la Escuela de Mecánica de la Armada, el
Contralmirante Chamorro (con fr. fs. 100 de la citada acción judi-
eial), dice que el 19 de julio de 1977 no existieron novedades en
cuanto a la operación de marras, tal informe es mendaz ya que se
ha demostrado que el personal actuante alegó que se encontraron
panfletos subversivos e incluso se habla de un arma hallada en este
procedimiento, por 10 que, no siendo liberada la Ollero, es evidente
que quedó en el interior de la seccional policial, donde en ese mo-
mento intervenía personal de la Marina, por tratarse aparentemente
de un procedimiento antisubversivo, sin que se haya dado in ter.
vcnción, al parecer; a la autoridad correspondiente a cuya orden
aebieron anotar él ]a detenida.
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De todo esto se desprende que la Armada Nacional, bajo la
comandancia del Almirante Massera, respondió el requerimiento de
informes que se le efectuara, en forma falsa.

También resultan falsos los informes evacuados por dicha fuer~
za al juez del hábeas corpus de fechas 8 de noviembre de. 1979 Y
24 de junio de 1980 (fs. 482 y 606) en los que se insiste en que en
la fecha en cuestión hubo procedin1entos pero "sin novedades".

A Inés Ollero se la mantuvo clandestinamente en cautiverio en
la Escuela de Mecánica de la Armada que actuaba bajo el comando
operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Para ello el Tribunal se remite, en la parte pertinente a los
elementos de convicción mencionados en anterior oportunidad.

También se valoran los dichos de Andrés Castillo quien al de-
clarar ante el Tribunal dijo que durante su cautiverio e~ esa Es-
cuela de Mecánica de la Armada oyó referencias acerca del proce-
dimiento que se examina, y que existía un problema puesto que los
funcionarios policiales, que no tenían que decir nada sobre el pro~
cedimiento, contravinieron esta orden existiendo desinteligencias en~
tre lo actuado por personal policial y personal de aquel instituto.

Todo este cúmulo probatorio que arroja certidumbre acerca de
que fueran efectivos de la ESMA, que privaron de la libertad a
Inés Ollero fortalecen los dichos de Lila Victoria Pastoriza de Ho-
sami, que asevera haber visto a la causante en el interior de la
Escuela de Mecánica de la Armada, en el sector denominado "capu-
chita", narrándole la misma que fue detenida en oportunidad de
realizarse un operativo de control en el colectivo donde viajaba,
reconociendo ella ante la testigo que eta afiliada comunista (confr.
declaraciones ante este Tribt;Lnal). Es de hacer notar que en opor-
tunidad de ~erle exhibida a la Pastoriza la fotografía de la causante,
la reconoció.

Párrafo aparte merecen las consideraciones efectuadas por la
defensa del Almirante Massera -respecto de este caso. Es cierto.
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como allí se dice, que existe UDa divergencia que no debe dejar de
tenerse en cuenta, en el sentido de que la persona reconocida por
Pastoriza dentro de la Escuela de Mecánica de la Armada respon-
día allí al nombre de "Cecilia". Sin embargo, el cúmulo de pro-
banzas que se han venido sopesando torna irrelevante tal divergen-
cia, solitaria ante las múltiples coincidencias. Las dificultades que
habría evidenciado la precitada testigo para reconocer a "Cecilia"
en las fotografías que se le exhibieron no sólo son comprensibles
--dado el tiempo transcurrido entre el nlomento en que había de~
jado de ver a la nombrada y su deposición, máxime teniendo en
cuenta que sólo podía haberla visto en"condiciones poco favorables
para la retención y durante muy corto lapso- sino que sería mu~
cho más sospechoso un reconocimiento inmediato. Por último, no
es extraño que Pastoriza sea la única persona que mencione a la
causante si recordamos que aquélla misma expuso durante su tes-
timonio que en tal ocasión se encontraba en el sector allí denomi-
nado "Capuchita" en el cual no se haÜaban muchas personas. men-
cionando que la mayoría de quienes contemporáneamente con Ollero
se encontraban en dicho sitio, se encuentran a la fecha desaparecidos.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera some-
tida a algún mecanismo de tortura.

En efecto, las afirmaciones del Señor Fiscal de Cámara en este
sentido, no se hallan probadas en autos por ningún elemC:nto de
convicción.

No está probado que Inés Ollero haya sido puesta en libertad,
lo que se desprende de las constancias adquiridas en la investiga-
ción pertinente y .los dichos de sus familiares (confr. acción de
hábeas corpus y sumario criminal citados).

Tampoco ha quedado demostrado que los Brigadieres Genera-
les Graffigna y Lami Daza, General GaItieri y Almirante Anaya, hu-
biesen tomado conocimiento al hacerse cargo de sus comandancias
del hecho que damnificó a la víctima.
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Pese a los informes negativos producidos por el Ejército, ha-
biendo quedado descartada la participación de esa fuerza, no es
posible atribuir carácter mendaz a aquélla.

Sí se puede afirmar, en cambio, que el hecho de que fue vÍC-

tima Inés Ollero respondió al proceder descripto en la cuestión de
hecho 146.

CASO N? 209: RAPELA DE MANGONE, MARIA JaSE

Está probado que el día 30 de julio de 1977, en horas de la tar-
de, María José Rapela de Mangone, fue privada de su libertad, junto
con su esposo, en su domicilio de la calle Atacama 973, Ituzaingó,
Provincia de Buenos Aires, por civiles armados.

Ello es asÍ, por los dichos de los padres de la víctima, vertidos
en los diversos recursos de hábeas corpus interpuestos y, .la madre,
ante el Juzgado Federal de Morón, en la causa N? 805/83, donde a
fs. 13 y 16 indica que por versiones de vecinos se enteraron que
los autores del hecho fueron personas no unifonnadas que se iden-
tificaron como pertenecientes a la VII Brigada de Morón y Policía
Federal. Agrega que su hija se encontraba embarazada. Ellos no
presenciaron el hecho.

ES10 es corroborado por el testigo Alfonso Fernández al depo-
ner en la audiencia oral ante este Tribunal. Manifestó haber' visto
a civiles armados llevar al matrimonio Mangone en un automóvil,
a ,lo que debe agregarse como un elemento determinante el hecho
de que se encuqntra acreditado que Maria José Rapela de Mangone
fue mantenida en cautiverio en forma clandestina en ESMA.

Esto surge de lo manifestado en la audiencia oral por Lila Vic-
toria. Pastoriza cuando indica que vio a María José Rapela de Man-
gane con su marido en ESMA y oyó comentarios de que estaban allí
por un problema que había sucedído en el Hospital Italiano. Tam-
bíén manifiesta que Rapela de Mangone había perdido un emba-
razo, cosa que también indica Graciela Daleo ante el Tribunal.
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Como prueba indiciaria que sirve para reforzar las manifesta-
ciones de la Pastoriza, tenemos los dichos de Ana. Mar.ía Martí, Sara
Solarz de Osatinsky y Andrés Castillo, prestados en CONADEP,obran-
tes en el anexo lII, de los autos 9600 del Juzgado Federal N~ 3,
Secretaría 8; fs. 2106, Anexo IX de la misma causa y fs. 324 del
Anexo II de la causa N~6511del Juzgado'Federal N~S, Secretaría 15.

No está probado. que en ocasión de la privación de su libertad
fuera sometida a algún mecanismo de tortura. Ningún elemento de
prueba ha sido recogido en este sentido.

No está probado que María José Rapela de Mangone haya recu-
perado su libertad.

Está demostrado que durante su cautiverio le sustrajeron de
su domicilio diversos efectos de valor.

En efecto, son concluyentes Jos dichos de los padres de la
damnificada sobre el estado de desorden en que cncontr~ron ]a casa
luego del secuestro del matrimonio Mangone, notando la falta de
diversos elementos, cosa narrada en el sumario que tramita ante eL
Juzgado Federal de Morón, y que se mencionara anteriormente.

Esto es avalado por el testigo Alfonso Fcrnández, cuando dice
que vio a civiles armados sacar todos los muebles de la casa de los
Mangone dos días después del secuestro.

Si bien los autores no fueron vistos, estando a lo narrado ante.
riormente se llega a la conclusión de que los mismos pertenecHm al
Arma responsable del secuestro y cautiverio.

No se encuentra acreditado que María José Rapcla de Mangone
dio a 'luz una criatura durante su cautiverio.

Sobre este punto se tienen los dichos de los padres de ,la víc.
tima, indicando que la misma se encontraba cncinta, cosa que es
corroborada por Lila Pastoriza y Graciela Daleo notando ello cua'n.
do la vieron cautiva en ESMA, pero agregan que perdió el en1ba-
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raza, con 10 cual no se puede dar por cierto el alumbramiento y
posterior sustracción del menor.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran ha'Qer teni-
do de este hecho los Brigadieres Generales Graffig)1a y Lami Dozo,
el Teniente General Galtieri y el Almirante Anaya, por las razones
expuestas en casos anteriores.

Por último cabe tener por cierto que el hecho que damnifica
a María José Rapela de Mangone respondió al proceder descripto
en,la cuestión de hecho N? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N~ 210: ELBERT, HORACIO ANIBAL

No se ~encuentra acreditado que entre el 8 y 9 de diciembre de
1977 Horado Anibal Elbert haya sido privado de su libertad. Sólo
cuenta el Tribunal con los dichos del progenitor del causante quien
habría sido visitado el 9 de diciembre de 1977, a las 2.15, en su do-
micilio, por personas de civil y uniformadas, armadas, invocando
pertenecer a la Policía Federal, que le preguntaron por el Gausante,
ignorando que éste se había casado y no vivía más' con sus padres.
Si bien existe cierta _,similitud con los otros casos referidos a los
familiares de desaparecidos que solían reunirse en la iglesia de la
Santa Cruz, y el causante es familiar del desaparecido e integró este
grupo, no es menos cierto que tales dichos no conforman un cuadro
probatorio con suficienté convicción como para fundamentar un
veredicto asertivo.

La duda que existe con relación al evento de marras no se en-
cuentra despejada con los elementos convictivos que surgen de la
acción de hábeas corpus 12.703, que tramitara por ante el Juzgado
Federal N? 2, Secretaría N? 4, interpuesto oportunamente por su
progenitor. Por otra parte, no existen en autos otros elementos que
permitan determinar si estuvo cautivo; n~die lo vio en tal situación.

Por lo expuesto se descarta que el citado hubiera sido objeto
de torturas y, de igual modo, no proc::ede analizar lo referente a la,



784 FALLOS DE l.t\ CORTE SUPRE1lA

supuesta falsedad instrumental. Tampoeo se prueba que los Briga-
dieres Generales Graffigna y Lami Doza, y el Teniente General Gal-
tieri y el Almirante Anaya hayan tenido conocimiento del evento
que se imputa.

CASO N? 211: DOMaN, ALICIA ANA MARIA JUANA

Está prob~do que el 8 de dieiembre de 1977, en las úllimas ho-
ras de la tarde, Alicia Ana María Juana Domon fue privada de su
libertad por personas de civil que se identificaron como policías,
mientras se encontraba reunida en el atrio de la Iglesia de la Santa
Cruz con otros familiares de desaparecidos.

En efecto, encuentra sustento tal afirmación en el minucioso
relato que efectúa la presentante del hábeas corpus que en su
oportunidad se interpuso en favor de aquélla, con los diehos de la
testigo del heeho María del Rosario Amériea Carballeda de Cerrutti
y Oronzo Vinehi Mastrogiácomo (fs. 287 y 328 del sumario 8653 del
Juzgado Federal Nt? S), afirmando este último que la causante era
la encargada de recaudar los fondos que ese día estaban reuniendo
para publiear una solicitada y que fue aprehendida y esposada
con- los brazos a su espalda.

La nombrada Carballeda de Cerrutti, al igual que la tes ligo pre-
sencial Beatriz Aicardi de Neushaus, también así lo afirman anté
este Tribunal.

También se acreditó que se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad, que cons-
tituyen un elemento corroborante de la denuncia, por los resultados
que más adelante se expondrán, coadyuvando a la ponderación lógica
del evento en examen.

Se presentó en una acción de hábeas corpus ante el Juzgado
Federal N? 5 informando la Policía Federal, el Ministerio del Inte~
rior y el Comando del Primer Cuerpo de Ejército en forma negativa
•(eonfr. fs. 6, 7 Y 11 de la citada acción).
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Con motivo de la denuncia que surgía de la lnisma se instruyó
el sumario N? 40.249,al que el Tribunal hará referencia más adelan-

, /

te,' y el sumario 8653/84, tramitados ante los Juzgados Federales
N? 3 YN'?5 respectivamente, que se valoraran en igual oportunidad,
ambos con el mislno objeto procesal, es decir tendiente' a determi-_
nar si existió o no privación ilegítima de la libertad de la causante.

A raíz de las referidas solicitudes judiciales, las autqridades re-
queridas contestaron negativamente. I

Se prueba ello con las constancias obrantes en el hábeas corpus
referido anteriornlente dmide se glosan recortes periodísticos de los
diarios "Clarín" y "La Nación" ambos de fecha 18 de diciembre de
1977 (confr. fS.,8 y 8 vta. del mismo) dando cuenta de un comuni-
cado emitido por el Ejército -Comando Militar de Zona Uno y di-
vulgado por la Dirección de Prensa de la Presidencia de la Nación
~omo originario de esa fuerza con fecha 17 de diciembre de 1977
y mediante el que se pone en conocimiento de la población que la
organización subversiva "Montoneros" procedió a secuestrar a las
monjas Alicia Ana María Juana Doman y Leonie Duquet.

A pesar de la divulgación oficial de esta noticia, lo que obligó
al Juzgado que intervenía en el hábeas corpus a requerir copia del
comunicado de esa organización, contesta la requisitoria el Coman-
do de la Zona Militar Uno a fs. 11 el 26 de diciembre de 1977mani-
festando que "en este Comando no existen antecedentes de la reli-
giosa Alicia Ana María Juana Doman".

Las fotocopias obrantes a fs. 25/32 del citado hábeas corpus,
el supuesto mensaje de la organización subversiva y las notas atri-
buidas a la causante cuya fotografía aparece también allí como
tomada por sus captores no encuentran en autos el menor sustento
ya que una evaluación de los antecedentes mencionados permite
llegar a la conclusión de que este mensaje pretendería encubrir lo
realmente sucedido a la Doman.

Se hace necesario al Tribunal reseñar sintéticamente que este
supuesto comunicado es una prueba del deliberado propósito de
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sustraer a las investigaciones de la Justicia el secuestro de la nom.
brada Doman.

El supuesto mensaje fue receptado por el Comisario General
de la Policía Federal, D. Antonio Mingorance, a la sazón Subjefe, a
quien le fuera entregado el 17 de diciembre de 1977 por parte del
vicedirector de la agencia francesa de noticias France. Presse, D. Jean
Pierre Bousquet, quien a su vez 10 recibió vía postal ese mismo día.
Esta entrega a aquél obedeció a su expreso pedido, ante un comen-
tario que le hiciera acerca de este hecho argumentando el policía
que iba a peritarse el material recibido.

Prueba de la poca seriedad que oficialmente se le ha dado al
supuesto comunicado, es la omisión de la pertinente denuncia por
parte de este funcionario, a pesar del conocimiento que la institu-
ción policial tenía de la supuesta privación .de la libertad de la
Doman, ya que el Juzgado que intervenía en la acción de hábeas
corpus solicitó los pertinentes informes. El sumario destinado a
practicar las averiguaciones y medidas del caso para esclarecer el
hecho en cuestión fue iniciado recién a los tres meses y diez días
de ocurrido el hecho y por denuncia de ese Juzgado.

Resulta altamente sugestivo el normal cumplimiento por parte
de ese funcionario de las normas relacionadas con la dependencia
operativa de la Policía Federal hacia las Fuerzas Armadas, ya que
extrajo fotocopias con destino al Ministerio del Interior y al Ejér-
cito (conf. fs. 35 del sumario 8653 del Juzgado Federal N? 5), pero
no siguió un igual celo para aplicar normas procesales de insosla-
yable acatamiento (confr. arts. 183, 184 Y c.c. del Código de Pro-
cedimientos en Materia Penal).

Por último, y con respecto a esta cuestión estima el Tribunal
probado el propósito de hacer aparecer el secuestro como cometido
por un grupo subversivo, con el fin de tender una suerte de "cortina
de humo" tanto ante propios como ajenos ya que en el hecho. se
encontraban involucradas dos personas ciudadanas francesas. Se
tienen en cuenta para ello que está probado que las fotografías de
]a causante y de la re1igi~sa Duquet fueron tomadas en el interior
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de la Escuela de Mecánica de la Armada, lo que convictivamente
surge de lo anteriormente reseñado y de los precisos dichos del
testigo Girando quien relata en forma pormenorizada, en sede judi~
cial, lo que tuvo ocasión de ver en el interior de ese instituto desde
que ingresó prisionero el grupo llamado comúnmente allí de la Igle-
sia de la Santa Cruz. El testigo también dijo que por referencias
tiene conocimiento que las dos monjas cautivas habían sido "tras-
ladadas" (fso 270 sumario 8653 Juzgado Federal N~ 5) o

Dichos que son confirmados por la testigo Graciela Beatriz Da-
leo (confr. fso 298 de dicho sumario del Juzgado Federal N~ 5), en
ocasión de declarar judicialmente y luego ante el Tribunal, relatan-
do que su compañera de cautiverio Ana María Martín le comentó
respecto a las fotografías. Dice también haber oído de uno de los
oficiales de hacer aparecer a una organización -de esta naturaleza
como autora del secuestro a las monjas francesas, expresándose en
forma similar su ex compañero de cautiverio Andrés Ramón Cas.
tillo (confr. fso 319 del citado sumario), quien tuvo oportunidad
de ver al grupo dé la Iglesia Santa Cruz en la Escuela de Mecánica
de la Armada como 10 ratificó ante este Tribunal.

Tales elementos de convicción permiten tener por acreditado
que -a Alicia Ana María Juana Doman se la mantuvo clandestina-
mente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada.

Para corroborar lo afirmado se tienen en cuenta la modalidad
de los hechos y las denuncias que dieran origen a los casos 212,
2q, 214, 215, 216,217, 218, 219 Y 220 que corresponden a otros dam.
nificados .-junto con la causante- del operativo llevado a cabo
ese día, obrando como prueba en común la enunciada', en su parte
pertinente, al pronunciarse el Tribunal en el caso 216, enteramente
aplicable al presente.

Además de lo reseñado, como elemento fundamental de con-
vicción, debe destacarse nuevamente lo que surge. de la información
-contradictoria ofrecida oficialmente, cuando ya había llegado a co-
nocimiento de los poderes públicos el pedido de un Juez de la Na.
.ción efectuado ante una presentación de hábeas corpus a 'favor de
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la causante, dado que la divulgación profusa ha sido coetánea con
tal pedido, siendo por demás sospechosa tal contradicción la que
evidentemente no respondió a un acto fortuito o a una mala intcr~
pretación de un funcionario poco avisado.

Cobra también fundamental relevancia lo que surge del suma-
rio N? 8653 del Juzgado Federal N? 5, del que se desprende que
Alberto Eduardo Girando en ocasión de estar cautivo en la Escuela
de Mecánica de la Armada vio a la causante y a su compañera Lean-
nie Renée Duquet, compartiendo su cautiverio con ellás (canfr. tes-
timonio del mismo a fs. 230/274 del sumario 8653 del Juzgado Fede-
ral NI? 5). Graciela Beatriz Dalca declara tcstimonialmentc expre.
sando que cuando fue secuestrada y conducida a ese instituto, por
medio de otra secuestrada, Ana. María Martí, se enteró que a las
monjas les iban a sacar fotografías y que darían a conocer que un
grupo armado las había secuestrado. Este comentario llegó a ella

I
como referido a las monjas francesas de la Iglesia de la Santa Cruz
(confr. fs. 298/300 del eilado sumario crIminal). Ante el Tribunal
manifestó haberla visto a la causante.

La testigo Cal"baBida de Cerrutti declaró ante este Tribunal que
observó cuando la Doman era secuestrada el día del hecho, mien-
tras que Carlos García declaró en el juicio haber sido compañero
de ella en el sector conocido como "Capucha".

Andrés Ramón Castillo, al declarar ante el Tribunal revela lo
que se comentaba en la' ESMA respecto de las actividades de los
familiares de los desaparecidos destacando que el oficial naval As-
tiz se había infiltrado en el mismo y que se iba a realizar un ope.
rativo contra este grupo.

Los elementos de juicio citados permiten al Tribunal llegar a
la certeza con grado de convicción de que la causante estuvo cautiva
clandestinamente en el instituto naval referido.

No ha quedado demostrado que la Doman haya sido sometida
durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura. En autos no.
existen elementos de juicio que permitan afirmar lo contrario.
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Como ha quedado probado en la detención de Alicia Ana María
Juana Doman, intervino personal dependiente de la Armada NacioM
nal. Si se tiene en cuenta que la fuerza que respondió a los requeM
rimientos judiciales fue el Ejército -cuya participación en el heM
cho quedó descartada- y no la Armada, cabe concluir que no ha
quedado acreditada la existencia de una respuesta falsa .

.En cuanto al conocimiento que pudieron tener los Brigadieres
Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami Dozo, el
Teniente. General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante Jorge
Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de la causante y
sobre cuya base debían haber formulado la pertinente denuncia,
conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de Ejército y Fuerza Aérea mal
puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se tiene preM
sente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto del
Almirante Anaya, no existe elemento alguno, como no sea el dato
puramente objetivo de su comandancia del arma, con posterioridad
a la detención, que pern1itan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Para ello se tienen en cuenta los elementos de juicio referidos
en ocasión de resolver el Tribunal en el caso 216 por ser prueba
común.

No está probado que Alice Doman haya recuperado la libertad.

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a la
nombrada, respondió al proceder descripto en la cuestión de hecho
N9 146, a cuyas constancias el Tribunal se relnite.

CASO N° 212: AGUAD, ANGELA

Está probado que el 8 de diciembre de 1977, en horas de la tar-
de, Angela Aguad fue privada de su libertad por personas de civil
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que se identif-icaron como policías, lnientras se encontraba reunida
en e! atrio de la Iglesia de la Santa Cruz con otros familiares de
"desaparecidos" .

En efecto, tal afirmación encuentra sustento en la denuncia
efectuada en e! hábeas corpus colectivo N? 12.703 caratulado "Ant\)-
kolctz, Daniel y otros s/hábeas corpus", que tramitara ante el Juz-
gadogado Federal NI? 2, Secretaría N'? 4, dondE;- se relata que la
causante solía reunirse allí con otros familiares de personas desa-
parecidas. Otro elemento indudablemente convictivo son los dichos
de Lisandro Raúl Cubas, que expresó que la causante fue vista en
la Escuela de Mecánica de la Armada y provenía del secuestro
múltiple en e! operativo de mención (confr. dec. consular, de! cita-
do prestada ante la CONADEP anexo 4? causa 9600 del Juzgado Fe-
d,eral N? 3).

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y libertad. Se presentó
la acción de hábeas corpus referida en el anterior punto y. se ins-
tntyó e! sumario N? 40.249 que tramitó ante e! Juzgado Federal
N? 3, Secretaría N? 9.

Está probado .que a raíz de las solicitudes judiciales, las au-
toridades requeridas contestaron negativamente (confr. hábeas cor~
pus 12.703 del Juzgado Federal N? 2, Secretaría N? 4).

Está probado que a Angela Aguad se la mantuvo clandestina-
mente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de .la Armada, la
que actuaba bajo e! comando operacional del Primer Cuerpo de
Ejército.

Para tener por cierto lo afirmado se tienen en cuenta la mo-
dalidad de los l1cchos y las denuncias quc dieran origen a los casos
2II, 214, 215, 216, 217, 218, 219 Y 220 que corresponden a otros
damnificados compañcros de la causante en el operativo llevado
a cabo ese día y continuado dos días después, obrando como prueba
en común la enunciada al contestar el caso 216, enteramente apli-
cable el presente, debiendo resaltarse que Girondo, al deponer ante
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este Tribnnal por exhorto diplomático, dijo que lllientras estuvo
en la ESMA vio a la llamada Azucena Villaflor "junto con un grupo
de alrededor de unas diez personas que habían sido. de,tenidas en
la Iglesia de la Santa Cruz".

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

También para ello se tienen en cuenta los elementos convic-
tivos que se' mencionan al pronunciarse el Tribunal sobre el caso
216, por ser prueba en común.

No se encuentra probado que. la causante haya sido sometida
a algún mecanismo de tortura durante su cautiverio ya que no se
ha adquirido ningún elemento de prueba que autorice a afirmarlo.
También aquí s~m aplicables las consideraciones expuestas al tra-
tar la parte pertinente del caso 216.

No está probado que luego de ello Angela Aguad haya sido
vista en libertad.

Ello así puesto que ninguna probanza incorporada a esta causa
indica que dicha circunstancia haya ocurrido.

Está probado que los hechos de que fue víctima Angela Aguad
respondieron al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146
a cuya consideración se remite el Tribunal.

CASO N? 213: PONCE DE BlANCO, MARIA EUGENIA

Está probado que el día 8 de diciembre de 1977, en horas de la
tarde, María Eugenia Ponce de Bianco fue privada de su libertad
por personas de civil que se identificaron como policías, lnientras
se encontraba reunida en el atrio de la Iglesia de la Santa Cruz con
otros familiares de desaparecidos.
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En efecto, tal afirmación encuentra sustento en la denuncia efec-
tuada al presentarse una acción de hábeas corpus ante el Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N? 2,
Secretaría N? 107, oportunidad en que se relata el hecho. Otro ele-
mento convictivo resulta de los dichos de Lisandro Raúl Cubas,
vertidos ante el Consulado Argentino en Venezuela (fs. 1253 del ane-
xo 4? de la causa 9600 del Juzgado Federal N? 3), que son valorados
positivamente por la singularidad de este hecho, ya puesto de re-
salto al resolver en casos sünilares al presente; afirma sin hesitación
que vio a la causante cautiva en la Escuela de Mecánica de la Armada,
coincidiendo con María del Rosario América Carballeda de Cerrutti
y Beatriz Aicardi de Neuhaus (fs. 287 del sumario 8653 del Juzgado
Federal N? 5).

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero ~ libertad. Se presentó la
acción de hábeas corpus NI! 44.499, referida precedentemente y se
instruyó el sumario N? 48.520 del Juzgado de Instrucción N° 4, Se-
cretaria 113, relacionado, entre otros casos, con la Ponce de Bianco.

Debe añadirse que figura en una lista remitida por la Elubajada
de Italia a nuestro Ministerio de Relaciones Exteriores bajo el nú-
mero de orden 213.

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales las autori-
dades requeridas contestaron negativamente.

En la acción de hábeas corpus referida al contestarse la primera
cuestión de hecho, presentada el 13 de diciembre de 1977, obran los
informes negativos de fs. 18 en cuanto a la detención de la causante.

Está probado que a María Eugenia Ponce de Bianco se la man-
tuvo clandestinanlente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de
,la Armada.

Para tener por cierto lo afinnado se tienen en cuenta la moda-
lidad de los hechos y las denuncias que dicran origen a los casos 211,
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212, 214, 215, 216, 219 Y 220 quc corresponden a otros damnificados
compañeros de la causante en el operativo llevado a cabo ese día¡
obrando como prueba en común la enunciada en el caso 216, enter~.
mente aplicable al presente.

Durante todo este tiempo o parte de él se le impusieron condicio-
nes inhumanas de vida y alojamiento.

Para ,ello se tienen en cuenta los elementos de convicclODrefe.
ridos en el caso N? 216, evidenciándose a través de la misma que el
testigo Giro~do, quien depusiera ante este Tribunal D1ediante ex-
horto diplOlnático, ha descripto con detalles y conocimiento de
10 sucedido con los aprehendidos en la Iglhia de la Santa Cruz.

Como quedó probado, en la detención de María Eugenia Ponce
de Bianco, ~nterviDo personal dependiente de la Armada Nacional.
Si se tiene en cuenta que la fuerza que respondió a tales requeri-
mientos fue el Ejército -cuya participación en el hecho quedó des-
cartada- y no la Armada, cabe concluir que no ha quedado acre-
ditada la existencia de una respuesta mendaz.

No se encuentra probado que se haya sometido a Maria Eugenia
Ponce de Bianco durante su cautiverio a algún mecanismo de tor-
tura. También aquí son pertinentes las consideraciones vertidas ante
similar cuestión en el caso 216.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido sobre
este hecho los Brigadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Ba.
silio Arturo Lami Daza, 'el Almirante Jorge Isaac Anaya y el Te.
niente General Leopoldo .Fortunato Galtieri, no existe 'probanza al-
guna, tal como se lo expusiera anteriormente ..

Cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a la nom..
brada, respondió al proceder descripto en la cuestión de hecho
N? 146, a cuya consideración se remite el Tribunal.
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CASO N? 214: FONDEVILLA, JOSE JULIO

Está probado que el 8 de diciembre de 1977, en horas de la
tarde, Julio José FondevilIa fue privado de su libertad por personas
de civil que se identificaron como policías, mientras se encontraba
reunido en el atrio de la Iglesia de la Santa Cruz, con otros fal11ilia~
res de "desaparecidos",

En efecto, ello surge de la denuncia efectuada en la acción de
hábeas corpus colectiva presentada ante el Juzgado Federal N? 2,
Secretaría N? 4, N? 12.703 donde en el ítem "f" se hace una circuns-
tanciada relación de los sucesos, destacándose que el causante se en-
contraba vinculado con reuniones que allí efectuaban familJarcs de
personas desaparecidas semanalmente. Se valoran también los dichos
vertidos ante la representación consular argentina, por el ex-cautivo
Lisandro Raúl Cubas, quién hace una referencia a l,a detención, entre
el grupo de familiares secuestrados en la iglesia citada, del causante
Fondcvilla.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la averiguación de su paradero y de su libertad. Se pre-
sentó el hábeas corpus referido en el PWHOanterior.

Está probado que a raíz de las solicitudes judicialmente, las au-
toridades requeridas contestaron negativamente (confr. hábeas cor-
pus cilado).

Está probado que a José Julio Fondevilla se lo mantuvo clandes-
tinamente en cautivcrio en la Escuela de Mecánica de la Armada, la
que actuab'l bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de
Ejército.

Para ello sc tienen en cuenta la modalidad' de Jos hechos y las
. denuncias quc dieron origcn a los casos 211, 212,213, 215, 216, 217,
218, 219 Y 220 que corresponden a otros damnificados compañeros
de la causante en el operativo llevado a cabo ese día, obrando como
prueba cn común la enunciada al resolver el Tribunal en el caso 216,
enteramente aplicable al presente.
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Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condicio-
nes inhumanas de vida y alojamiento.

Para- ello se tienen en cuenta los elementos de convicclOn refe-
ridos en el caso N? 216,.por ser prueba en común, ya que se eviden-
cia ,a través de ella que el testigo Girando, entre otros, declarando
a través de rogatoria diplomática, ha descripto con conocimiento
de causa lo sucedido con los aprehendidos en el operativo de la Igle-
sia de la Santa' Cruz,

No está probado que José Julio Fondevilla fuera visto en liber-
tad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento probatorio.

No está probado' que se haya sometido a Julio José Fondevilla
durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura. También aquí
son de aplicación las consideraciones que se efectuaron en la parte. ,
pertinente del caso 216.

No se ha demostrado .el conocimiento que pudieron haber te-
nido de este hecho los 'Brigadieres Generales Ornar Rubens Graf-
figna y Basilio Arturo Lami Daza, el Teniente General Leopoldo
Fortunato Galtieri y el Almirante Anaya, por las razones ya expues-
tas (confr. caso 190).

Por último, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a
Julio José Fondevilla respondió al proceder descripto en la cuestión
de hecho N? 146, a cuya consideración se remite el Tribunal.

CASO N? 215: RORANE, EDUARDO GABRIEL

Está probado que el 8 de diciembre de 1977, en horas de la
tarde, Eduardo Gabriel Rorane fue privado de su libertad por per-
sonas de civil que se identificaron COlno policías, mientras se en-
contraban reunidos en el atrio de la Iglesia de la Santa Cruz con
otros familiares de desapar.ecidos.

En efecto, tal afirmación encuentra sustento en las denuncias
efectuadas en las distintas acciones de hábeas corpus que se pre-
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sentaron, ocasión en que se relata el hecho. A ello se unen Jos di-
chos de Lisandro Raúl Cubas que se valoraron al resolver el Tri-
bunal en el caso 213 al que se remite y da por reproducido por ser
enteramente aplicable al presente.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en .
.procura de ,la averiguación de su paradero y libertad. Se han pre-
sentado las acciones de hábeas corpus a favor del citado ante el
Juzgado Federal N~ 5, Sentencia letra "U", Sentencia letra "X" y
Fed.cral NI? 3 que dieron origen, en su contestación negativa, a los
sumarios criminales 43.199 del Juzgado de Instrucción N~ 2, Secre-
taría N~ 105, al que se le acumuló el sumario 34.180 del Juzgado de
Instrucción N~ 30, Secretaría N~ 109; sumario N? 15.959 ante. el Juz-
gado de Instrucción N? 19, Secretaría 134 donde se sobreseyó provi-
sionalmente en lps mismos (confr'. fs. 10, 44 Y 25 vta. respectiva-
mente).

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales, las autori-
dades requeridas contestaron negativamente. Así resulta del hábeas
corpus 423, interpuesto el 12 de diciembre de 1977 por la progeni-
tora del causante. Amaveca Angela Prieto de Horanc ante el Juzgado
Federal N? S, donde a fs. 7, 9, 11 Y 14 contestaron negativamente la
Policía Federal, el Ministerio del Interior y el Estado Mayor del
Ejército, por 10 que con fecha l~ de enero de 1978 fue rechazada
dicha acción judicial.

El progenitor del causante presentó con fecha 24 de agosto de
1978 el hábeas corpus 1751 ante el Juzgado de SenteI]cia letra "U"
donde a fs. 7, 12 Y 15 se contesta en forma negativa en cuanto a la
detención por parte de la Policía Federal, Ministerio del Interior
y Comando en Jefe del Ejército, siendo de destacar que el Juzgado
en ]0 Penal de JunÍn informó que, tal como refirió ]a Policía Federal,
el causante registraba captura de fecha 6 de marzo de 1974 en causa
penal 8812, pero que hasta el 28 de agosto de 1978 no había recibido
ese .juzgado comunicación alguna sobre su detención.

Con fecha 28 de agosto de 1979 se presentó el hábeas corpus
560 ante el Juzgado de Sentencia letra "X" donde a fs. 9, 10 Y 11
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contestaron en forma negativa el Ministerio del Interior,
cía Federal y el Comando en Jefe del Ejército, por lo que
el 19 de septiembre de 1979 se rechazó esta acción.

797

la Pali-
a fs. 17

Con fecha 25 de marzo de 1981 -comandancia de Lambrus-
cbini- se presentó el hábeas corpus N? 41.098 ante el Juzgado Fe-
deral N? 3, donde a fs. 11, 19, 20, 29 Y 33 informó la Fuerza Aérea,
el Comando en Jefe del Ejército, el Ministerio del Interior y el Co-
mando en Jefe de la Armada, que respondió en el mismo día en
forma, negativa en cuanto a la detención del causante, por lo que
a fs. 38 es rechazada la acción con fecha 5 de junio de 1981.

Está probado que a Eduardó Gabriel Rorane se lo mantuvo
clandestinamente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la
Armada.

Para tener por cierto lo afirmado se tiene en cuenta la moda-
lidad de los hechos y las denuncias que dieran origen a los casos
211, 212, 213, 214, 216, 217,218, 219 Y 220 que corresponden a otros
damnificados compañeros del causante en el operativo llevado a cabo
ese día y continuado 405 días después, obrando como prueba en
común la enunciada en la parte pertinente al resolver en el caso 216.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condicio-
nes inhumanas de vida y alojamiento.

Para ello. se tienen en cuenta los elementos de convicción referi-
dos al resolver el Tribunal, en la parte pertinente,- del caso 216, por
ser prueba en común.

No se encuentra acreditado que se haya sometido a Eduardo
Gabriel Horane durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura.
También aquí son aplicables las consideraciones efectuadas al resol-
ver la pertinente cuestión en el ,caso 1'16.

No se encuentra probado que el causante haya recuperado su
libertad, no existiendo en autos elementos que permitan afirmar lo
.contrario.
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Ha quedado demostrado que en la detención de Eduardo Ga-
briel Horane intervino personal de la Armada Nacional, por lo que
cabe la misma conclusión .. en su parte pertinente, aplicada en ocasión
de resolverse el caso 190 la que en esta ocasión se da por reprodu-
cida, en cuanto no se acredita mendacidad en las respuestas de la
fuerza Ejército. El Dlismo fundamento actúa en forma opuesta
respecto de la contestación de la misma fuerza que interviniera en
el operativo en el hábeas corpus N? 41.098, ya citado. Respecto de
la misma se ha acreditado que la autoridad requerida respondió
con mendacidad.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los. Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Doza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el. Almi-
rante Jorge lsaae Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Horane cabe remitirse a los conceptos vertidos
al tratar el caso 190.

Está probado que el hecho de que fue victima Eduardo Gabriel
Horane respondió al proceder descripto en la cuestión de hecho
N? 146. Al respecto, se dan por reproducidas a las consideraciones
vertidas por el Tribunal, al fundar ]0 votado respecto de dicha
cuestión.

CASO N? 216: BALLESTRINO DE CAREAGA, MARIA ESTHER

El día 8 de diciembre de 1977, en horas de la tarde, María Esther
Baliestrino de Cm'eaga fue pIivada de su libertad por personas de
civil que se identificaron como. policías, mientras se encontraba
reunida en el atrio de la iglesia de la Santa Cruz con otros parien-
tes de "desaparecidos".

En efeeto, elio surge de la denuncia efectuada a fs. 1 de la ac-
ción de hábeas corpus presentada por el cónyuge de la causante,
Raimundo de Jesús Carea fa, ante el Juzgado Federal N? 5 donde
detalla lo relacionado con el secuestro de ella, que se avala por los.
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dichos testimoniales de Beatriz Aicardi de Neuhaus y Maria del
Rosario Carballida de Cerruti quienes .declararon ante este Tribu.
nal como testigos del secuestro de ]a causante.

Está probado que a la causante se la mantuvo clandestinanlente
en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada. En efecto,
para ello se tienen en consideración la modalidad del hecho y las.
denuncias que dieron origen a los casos 210, 211, 212, 213, 214, 215,
217,218,219 Y220 que corresponden a otros damnificados junto con
la causante en el operativo llevado a cabo por fuerzas que evidente~
mente respondían a un patrón previsto para amedrentar al grupo
de las denominadas "Madres de Plaza de Mayo" mediante la exhibi-
ción del poder propio de quien sabe que sus actos quedarán impunes.
Se perseguía, aparentemente, una suerte de escarmiento ejenlplifica.
dar tendiente a impedir la rennión futura de allegados a las víctimas
de secuestros.

La intervendon de efectivos del grupo de tareas de la Armada
que operaba desde la Escuela de Mecánica de la Armada, resulta de:

a) Está suficientemente acreditado con los testimoniqs brinda-
dos ante el Tribunal por María del Rosario Carballeda de Ccrrutti y
Beatriz Aicardi de Neuhaus, así como por las constancias obran tes
en los autos, N9 40.249 del Juzgado Nacional de Primera Instan.cía
en 10 Criminal y Correccional Federal N? 3, que a mediados del
año 1977 empezó a frecuentar las r.euniones organizadas por la inci.
piente asociación de familiares de desaparecidos un joven que dijo
llamarse "Gustavo Niño". Sin embargo, y en forma aparentemente
contradictoria, también se ha demostrado con los dichos de Gustavo
Niño, ante el Tribunal y en esa causa, que el mismo se encontraba
fuera del país, en los Estados Unidos de América, desde febrero
de ese mismo año, estadía que se prolongaría hasta diciembre de
1978.

La imposibilidad de una mera sinonimia resulta de que los
núme.l"'lSde documento de este último y de quien aparece firman.
do una sulicitada que la precitada organización comenzó a hacer
firmar en los últÍlnos meses del año 1977 son idénticos.
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Por otro lado, el Tribunal tiene en cuenta los dichos vertidos
por exhorto por Silvia Labayrú, a la sazón clandestinamente re-
cluída en la Escuela de Mecánica de .la Armada, en cl sentido de
que a partir de mediados de 1977 comenzó a ser obligada a con-
currir a las mismas reuniones en compailia del Teniente Alfredo
,Astiz, quien se hada pasar por quien había sufrido el secuestro
de un familiar directo, bajo el nombre de Gustavo Niño. Lo dicho
condiec con lo consignado por la nombrada Carballcda de' Cerrutti
en el sentido de que "Gustavo Niño", en algunas oportunidades,
era acompañado por una joven rubia que se presentaba como su
hermana.

Complementando lo expuesto, deben tenerse en cuenta los di-
chos testimoniales de Cecilia Vázquez de, Lutzky al deponer ante
el Tribunal. La nombrada formaba parte del grupo que se reunía
en tal Iglesia Santa Cruz y en tal carácter compartió diversas tareas
con "Gustavo N.iño". Luego de los sucesos del 8 de diciembre, volvió
a saber de él, por dichos de terceros, cuando bajo el seudónimo de
"Alberto Escudero" intentó acercarse a un grupo de similares. ca-
racterísticas en París. Finalmente, lo reconoció en el oficial de la
Armada Argentina que capitulara en las Islas Gcorgias del Sur en"
oportunidad del conflicto con el Reino Unido. La propagación de la
fotografia que documentó tal hecho, permitió que otros integrantes
del grupo de la Iglesia Santa Cruz arribaran a idéntica conclusión
(eL testimonios de Carballed,a de Cerruti y Aicardi de Ncuhaus).

b) Que Astiz cumplía servicio en la Escuela de Mecánica de la
Armada, para esa época, se encuentra probado en la causa instruida
por la Marina de Guerra para averiguar la intervención de personal
de la Armada en los delitos que perjudicaron a Dagmar Ingrid
Hagelin.

e) A tales probanzas se unen los dichos de Lisandro Raúl Cubas,
quien. al declarar consularrncnte ante la CONADEP dice que vio a la
causante en la Escuela de Mecánica de la Armada, en ]0 que coincide
Silvia LabayI"Ú (fs. 1287 del anexo VII de la causa 9600 del Juzgado
Federal N? 3).
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d) Por otro lado, todos quienes contemporáneame1!te "se encon-
traban privados de su libertad en tal lugar nonlbran a los integran-
tes del allí denominado "grupo de la Santa Cruz", ya quc si bien no
habrán permanecido mucho tiempo en la Escuela; la magnitud y
trascendencia del operativo conmocionaron a todos los que se halla-
ban en ese lugar de detención. En tal sentido, son tenidos en cuenta
los testimonios de Lila V. Pastoriza, Carlos García, Andrés R. Cas-
tillo y Graciela B. Daleo -ante el Tribunal- así como los prestados
mediante exhorto diplomático por Lisandro R. Cubas, Alberto E.
Girondo, Ana M. Marti, Sara .Solarz y Martín T. Gros, entre otros.

Está probado que durante todo ese tiempo o parte de él se le
impusieron condiciones inhunlanas de vida y alojamiento.

Tal es lo que surge de Jos dichos de Silvia Labayrú de Lennie
anteriormente mentados, quien dijo que la causante y sus compa-
ñeras de cautiverio en el operativo de mención fueron alojados
allí en el sector denominado "capucha" el que es descripto, entre
otros, por la totalidad de los testigos antes citados.

No está probado que María Esther Ballestrino de Careaga fue-
ra vista en libertad, lo que surge de los dichos de su cónyuge, ello
y las' manifestaciones de la Labayrú de Lennie, permiten suponer
que habría sido "trasladada", sinónimo de muerte en la jerga de los
cautivos en la Escuela de Mecánica de la Armada.

No se encuentra acreditado que María Esther Ballestrino de Ca-
reaga haya sido sometida durante su cautiverio a algún mecanismo
de tortura, no existiendo en autos elenlentos que permitan sostener
lo contrario. Es cierto que quienes son citados como testigos del cau-
tiverio en la ESMA son contestes en afirmar que los miembros del
"grupo de la Santa Cruz" fueron uniformemente atormentados; pero
eso no es suficiente para tener por cierto tal extremo lo que inclina
al Tribunal a resolver negativamente la cuestión, criterio que se
mantendrá en el resto de los casos conexos con éste, excepción
hecha de aquéllos en que se cuenta con testigo que asertiva, uní-
voca y definidamente individualizan al sujeto pasivo.
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Durante su detención se hicieron. gestiones ante autoridades,
en procura 'de la averiguación de su paradero y libertad.

Da cuenta de ello la acción de hábeas corpus antes citada, pre-
sentada al día siguiente de ocurridos los hechos, donde a fs. 5 la
Policía Federal informó negativamente, al igual que el Ministerio del
Interior (fs. 6) y el Estado Mayor del Ejército, Jefatura J, (confr.
fs. J6), lo que motivó que e! J9 de enero de 1978 se rechazara la
acción referida. \

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales, las autori-
dades requeridas contestaron negativamente.

Ante el Juzgado Nacional de" Primera Instancia en lo Criminal
y Correccional N? 5 se presentó una acción de hábeas corpus a favor
de la causante interpuesta por su cónyuge Raimundo de Jesús Ca-
reaga, el 9 de diciembre de J977, donde la Policía Federal, e! Minis-
terio del Interior y e! Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, Personal
(confr. fs. 5, 6 Y 15) informaron que la causante no se encontraba
detenida o que no existían antecedentes de ella, lo que motivó el
rechazo de! hábeas corpus el J9 de enero de 1978.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
María Esther Balestrino de Careaga fueron desarrollados de acuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 217: OVIEDO, PATRICIA CRISTINA

Está probado que.el día 8 de diciembre de 1977, en horas de
la tarde, Patricia Cristina Oviedo fue privada de su libertad por
personas de civil que se identificaron como policías, mientras se
encontraba reunida en el atrio de la Iglesia de la Santa Cruz.

En efecto, enct,lentra sustento tal afirmación en la denuncia
efectuada en la acción de hábeas I;OJ"PUS interpuesta por su proge-
nitor Jacinto Carlos Oviedo y los distintos sumarios criminales
donde se investigó. la comisión de tal hecho.
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También brinda sustento a esta afiqnación, la prueba de que
haya sido vista en la ESMA.

Está probado que durante su detención se hicieron gestiones
ante autoridades, en procura de la averiguación de su' paradero y
libertad. Se presentó por parte del progenitor de la causante el
hábeas corpus N? 195 ante el Juzgado Federal N?12, Secretaría N? 5,
tramitándose los sumarios números 44.569 mite el Juzgado de Ins-
trucción Ne 4, Secretaría N? 113; 23.522 ante el Juzgado de Instruc-
ción N? 27, Secretaría 124; sumario 21.240 ante el Jpzgado de Ins-
trucción Ne 11, Secretaría 132 y sumario Ne 15.231, ánte el Juzgado
de Instrucción N? 26, Secretaría 155, todos con igual objeto procesal,
es decir la privación ilegítima que se deja ,narrada, sobreseyéndose
provisionalmente en cada uno de ellos ante la falta de elementos para
seguir adelante con la investigación.

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales, las auto-
ridades requeridas contestaron negativamente.

Así resulta del hábeas corpus referido anteriormente del que
surge que el 12 de diciembre de 1977 se presentó igual acción a
favor de la Oviedo ante el Juzgado Federal N'? S, Secretaría N'? 14,
rechazada el 1" de enero de 1978 y que a fs. 10, 11 Y 12 de aquél
contestaron negativamente el Ministerio del Interior, la Policía Fe-
deral y el Comando en Jefe del Ejército.

En cua.nto a la posible mendacidad de alguno de estos informes,
el Tribunal no encuentra mérito para darla por acreditada, por las
razones vertidas en el caso N'? 190.

Está probado que a Patricia Cristina Oviedo se la mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada,
que actuaba bajo el comando operacional' del Primer Cuerpo de
Ejército.

Para tener por cierto lo afirmado, se tienen en cuenta la moda-
lidad de los hechos y las denuncias que dieran origen a los casos 211,
212, 213, 214, 215, 216, 218, 219 Y220 que corresponden a otros dam-
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nificados compañeros de la causante en el operativo llevado a cabo
ese día, obrando como prueba en común la enunciada en su parte
pertinente, al resolver el Tribunal en el caso 216, enteramente apli~
cable al presente.

'Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Para ello se tiene en cuenta la parte pertinente de la resolución
del caso 216, por ser prueba en común.

No se encuentra probado que se haya sometido a Patricia Cris-
tina Oviedo durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura,
ya que no existen colectados en autos elementos de convicción que
permitan efectuar tan afirmación. También aquí son aplicables las
consideraciones vertidas al tratar la cues49n pertineo.te en el caso 216.

No se encuentra acreditado que la causante haya recuperado su
libertad, ya que no existen en autos elementos que permitan ase~
verarlo.

Tampoco se ha demostrado en autos el conocimiento que pudie~
ron haber tenido de este hecho los Brigadieres Generales Ornar Ru-
bens Graffigna y Basilio Arturo Lami Daza, el Teniente General Leo-
poI do Fortunato Galtieri y el Almirante Anaya, por las razones ex-
puestas (caso N? 190).

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a Pa-
tricia Oviedo respondió al proceder descripto en la cuestión de he-
cho N? 146, a cuya consideración se remite el Tribunal.

CASO N? 218: BERARDO, REMO CARLOS

Está probado que el día 8 de diciembre de 1977, en las últimas
horas de la tarde, Remo Carlos Berardo fue privado de su libertad
por siete personas armadas, vestidas de civil, )nientras se encon~
traba en el interior de su atclier, sito en la calle Magallanes 889.
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Así resulta de lo testimoniado por su hermana LuCÍa Berardo, al
relatar cómo tomó conocimiento de la detención de su hermano al
ir al citado domicilio. Al día siguiente del hecho al faltar el causante
a su trabajo y no dejar aviso al respecto, concurrió allí comprobando
el gran desorden en que se encontraba. El tema que nos oc~pa ha
de componerse con la prueba que se citará más adelante, común a
los secuestrados para esa fecha que integraban el grupo de familia~
res de detenidos que se reunían en la Iglesia de la Santa Cruz.

Está probado que durante su detención se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de, su paradero y
libertad.

Ello surge de los dichos del testigo citado anteriormente, quien
presentó dos acciones de hábeas corpus ante el Juzgado Federal N? 5
Y ante el Juzgado Federal N'i' 2, refiriendo el resultado infructu,oso
de los mismos.

El hecho también motivó el sumario 23.326/78 por privaclOn ile-
gítima de la libertad del causante y hurto en su perjuicio, el que
tramitó ante el Juzgado de Instrucción N? 8, Secretaría N? 123, por
denuncia de LuCÍa Berardo (fs. 1) iniciado el 11 de octubre de 1978,
recayendo sobreseimiento provisional en la causa (fs. 12).

Ante el Juzgado de Instrucción N? 19, Secretaría N? 159, tramitó
el sumario 15.123/78, caratulado "Berardo, Remo Carlos s/privación
ilegal de la liberta'dl>,originado en un hábeas corpus del 19 de junio
de 1979, rechazado el 13 de julio de 1979, en el que se ordenó la
investigación de la privación ilegal de la libertad de Berardo; hubo
sobreseimiento provisional. En el sumario N? 15.231que tramitó ante
el Juzgado de Instrucción N? 26, Secretaría N? 155, iniciado el 28 de
diciembre de 1979, aparece en una lista como presumiblemente desa~
,parecido el causante; a fs. 101, se sobreseyó provisionalmente en la
causa sin procesar a ninguna persona.

1
Finalmente, el sumario N? 48.520 tramitó ante el Juzgado de

Instrucción N? 4, Secretaría N? 113, por denuncia del señor Procu~
rador Fiscal, doctor Alberto Daniel Piotti, desprendiéndose de él que
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la Embajada de la República de Italia remitió notas a nuestm go-
bierno procurando información acerca de diversas personas que apa-
reCÍan como desapareddas y reclamando por la averiguación de su
destino, lo que motivó la citada denuncia donde el causante figuraba
como una de las víctimas.

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales, las auto-
ridades requeridas contestaron negativamente.

En efecto, en el hábeas corpus 425/77 que tramitara ante el Juz-
gado Federal N~ 5, la Policía Federal, el Ministerio del Interior y el
Estado Mayor del Ejército -Jefatura 1- Personal, contestaron nega-
tivamente (con fr. fs. 8, 9 Y 11). Y en el hábeas corpus 1I0/78 que
tramitó ante el Juzgado Federal N? 2, las mismas autoridades infor-
maron también en la misma forma (confr. 7, 8 Y 9) .

. Como ha quedado probado, en la détención de Remo Carlos Be-
rardo intervino personal dependiente de la Armada Nacional. Si se
tiene en cuenta que la fuerza que respondió a tales requerimientos
en ambas acciones judicial.es fue el Ejército, se desvanece la posible
J)1cndacidad en tales informes, ya que la participación de la misma
en este hecho quedó descartada, no quedando acreditada tal cir-
cunstancia. I

Está probado que a Rcmo Carlos Berardo se lo mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada,
que dependía operacionalmcnte del Primer Cuerpo de Ejército.

Para tener por cierto lo afirmado, se tienen en cuenta la moda-
lidad de los hechos y las denuncias que dieron origen a los casos 210,
211, 212, 213, 214, 215, 216, 217,219 Y 220, que corresponden;' otros
damnificados compañeros del causante que fueron secuestrados unos
en la Iglesia de la Santa Cruz y Jos otros en distintos lugares, pero
por las mismas razones, obrando como prueba en común la cnull-.
ciad~ al rcsCJjVer,elTribunal"cl caso 216, aplicable a éste en su parte
pertlllcnte. '

También se tienen en cuenta los dichos de Beatriz Haydée Aicardi
de Neuhaus (confr. fs. 293, del sumario 8653, del Juzgado Federal
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I

"

N9 5 Yante este Tribunal), quien relata la composición de este grupo
de familiares, entre los ql;le estaba el causante.

No está probado que a Remo Carlos Berardo se lo haya visto
en libertad. Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento prOM
batorio.

No se encuentra probado que Remo Carlos Berardo haya sido
sometido durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura. Los
elementos de 'convicción adquiridos en la causa no permiten afirmar
.10 contrario. También aquí son de aplicación las consideraciones efec-
tuadas al resolver el caso 216.

En cuanto al conocimiento que pudi~ron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya, el Tribunal se remite a lo expresado en
casos similares al presente, en especial el caso N9 190.

Está probado que el hecho de' que fue víctima Remo Carlos Be-
rardo respondió al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

Al respecto, cabe remitirse a las consideraciones vertidas por
este Tribunal sobre esta cuestión.

CASO N? 219: DUQUET, RENEE LEONIE

Está probado que el día 10 de diciembre de 1977, en horas del
mediodía, Renée Leonie Duquet fue privada de su libertad por' per-
sonas de civil que ocupaban un automóvil, en ocasión de encontrarse _
en el interior de su domicilio, sito en la calle Espora 1247, de la loca-
lidad de Ramos Mejía, Provincia de Buenos Aires ..

Para ello, se tienen en cuenta los elementos' dé prueba que sur-
gen del relato contenido en la acción de hábeas corpus que tramitara
por ante el Juzgado Federal N9 6, Y las probanzas a que se hará meno
ción más abajo.
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Está a~reditado que a Renée Leonie Duquet,. se la mantuvo clan-
destinamente en cautivedo en la Escuela de Mecánica de la Armada.

Para sustentar ello, se tienen en cuenta la modalidad de los
hechos 211, 212,213, 214, 215, 216, 217, 218 Y 220, que corresponden a
otros damnificados en esta modalidad operativa que registra un co-
mún denominador, obrando como prueba en común, en su parte
pertinente la enunciada al contestar los casos Nros. 211 y 216.

Se añaden a estos elementos de juicio Jos dichos de Carlos Gar~
cía, quien refirió haberla visto en la Escuela de Mecánica de la Ar-
mada en el sector denominado "capucha"; Andrés Ramón Castillo,
quien relató que tenía el aspecto de una persona que había sido
torturada, )/a que no caminaba bien sino que lo haCÍa en forma de-
fectuosa con la "clásica dificultad de la persona que le aplicaron co-
rriente eléctrica en los órganos genitales"; Graciela Beatriz Daleo y
Lila Victoria Pastoriza, quien sostiene que la vio en el sector deno-
minado "capucha" de dicho instituto, habiendo declarado todos estos
testigos ante el Tribunal. Los testigos Pilar Calveiro de Campiglia y
Eduardo A. G.irondo, mediante exhorto diplomático, expresaron tam-
bién que habían visto a la causante en el interior de ese instituto en
cautiverio clandestino.

Finalmente, debe destacar el Tribunal que los testigos quc decla-
ran a fs. 100, 101, 106, 108 Y 110 de la causa N? ]0.199, del Juzgado
en Jo Penal N? 4, de Morón, todos familiares dc desaparecidos y las
que ,frecuen taban la Iglesia de la Santa Cruz, manifestaron no cono-
cer a la causante, lo que resulta lógico si se piensa que, al parecer, el
único lazo que unía a la víctíma con la religiosa Doman, en Jo que
se refiere al hecho investigado, era que ambas convivian en el mis-
mo domicilio. Amén de los testimonios citados, el hecho de que am-
bas religiosas padecieran juntas su cautiverio, se encuentra abundan-
temente probado con la .fotografía que durante el mismo le sacaran a
ambas, la que aquí será s610 mencionada, ya que fue objeto de ex-
tenso tratamiento al considerar el Tribunal el caso 211.

Los elementos de convicción precedentemente evaluados provo-
caron sospecha de que Sor Renée Leonie Duquet haya sido somc-
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t.ida durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura, la natu-
.raleza mediata del indicio que aporta Castillo no permite afirmar
convicción sobre el punto.

,
No está probado que Renée Leonie Duquet haya sido vista en

libertad.

Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento probatorio.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le, impusieron condi-
.ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Para ello se tienen en cuenta, en su parte pertinente, los ele-
mentos de ¿uicio mencionados al resolver el Tribunal el caso 216,
por, ser pn1eba común.

Está probado que durante su detención se hicieron gestiones
.ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad.

Se presentó el citado hábeas corpus ante el Juzgado Federal N? 6,
.donde a fs. 7, 8 Y 9 contestó en forma negativa el Ministerio del In-
terior, la Policía Federal y el Estado Mayor del Ejército -Jefa-
tura 1- Personal, siendo rechazado a fs. 14,con fecha 8 dé febrero
.de 1978.

Se instruyó la causa 10.976 y 10.199,ambas ante el Juzgado en
10 Penal N? 4 de Morón, donde con fecha 22 de mayo y 25 de abril
,de 1978, se sobreseyó provisionalmente en la causa sin procesar.

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales las auto-
ridades requeridas contestaron negativamente.

No sólo con los elementos de prueba referidos en el punto ante-
rior sino con la prueba en común, parte pertinente, enunciada al
resolver el Tribunal en el caso N? 211.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
-dacidad de alguno de estos informes.
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Como quedó probado, en la deleneión de Renée Leonie Duquel,
intervino personal dependiente de la Armada Nacional. Es de apli-
cación en este punto .lo resuelto en casos similares, precedentemen-
te, en cuanto a que no ha quedado acreditada la existencia de una
respuesta falsa, por los fundamentos expuestos, entre otros. en el
caso N? 190.

En cuanto al conoCUUlcnto que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Daza, el Teniente General LcopoJdo Fortunato Galticri y el Almirante
Jorge ]saac Anaya, acerca de los hechos que se han tenido como acre-
ditados, cabe remitirse a 10 señalado en la parte pertinente del caso
190, a lo que el Tribunal se remite.

Por fin, cabe lener por cierto que el hecho que damnificó a la
nombrada Duquet, respondió al proceder descripto en la cuestión
de hecho Nt? 146, a cuya .consideración se remite el Tribunal.

CASO N? 220: VILLAFLOR DE DE VICENTI, AZUCENA

Está probado que el día 10 de diciembre de 1977, en horas de
la mañana, Azucena Villaflor de De Viccnti, fue privada de su liber-
tad por personas de civil armadas, que se identificaron .como poli-
cías, mientras se encontraba frente al 117, de la calle Crámcr, de
la localidad de Sarandí, Pcia. de Buenos Aires.

En efecto, encuentra sustento esta afirmación en lo que surge
de la denuncia que. tramitara ante el Juzgado Federal N? 6, Secí"eta-
ria N? ]6, dc la Capital Federal, actuaciones que fueran remitidas a
conocirniento del Juzgado en lo Penal N? 4, del Departamento Judi.
cial de La Plata, Peia. de Buenos Aires, donde se investigó el prc-
sente hecho.

También brinda suficiente apoyo a 10 dicho, lo que surge de la
prueba que se enumerará y valorará postcri(frmentc.
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Está probado que a Azucena Villaflor de De Vieenti se la m~n-
tuvo clandestinamente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de
la Armada.

\

Aunque no se han presentado testigos presenciales del sécues~
tro de la causante, no es.menos cierto qué en autos existe abundante
prueba que pernlite establecer la permanencia de ella como cautiva
clandestina en el citado instituto. Para ello se tienen en cuenta los
diehos de Andrés Castillo, Alberto Girondo, Pilar Calveiro de Cam-
piglia, Graciela Beatriz Daleo y Lila V. Pastoriza. Todos declararon
testimonialmente en este juicio, excepto los testigos señalados en el
segundo y tercer lugar, los que fueron oídos en sendas rogatorias
vía diplomática, coincidiendo los mismos en haber visto a' la cau~
sante en ese lugar.

En cuanto a la motivación del secuestro, de los dichos testimo-
niales vertidos en la eausa 128.479 (eonfr. fs. 7, 14, 16, 84 Y e.e. de la
misma), se desprende que la víct~ma era fundadora de la Asociación
de Madres de Plaza de Mayo, es decir, que existían motivos suficien-
tes como para sospechar que fuera víctima de un procedimiento de
tal naturaleza; corroborando lo afirmado, obran ]05 dichos de la de-
nunciante Silvia Labayrú de Lennie en oportunidad de prestar decla-
rac;ión ante la CONADEP, los que se valoran al solo efecto presun-
cional, pero que permiten tener por acreditado que, efectivamente,
en la privación de la libertad de la causante intervino personal de
la Escuela de Mecánica de la Armada, destino final de ella, tal como
la denunciante lo narra en dicha declaración consular.

También se tienen en cuenta la modalidad de los hechos y las
denuneias que dieran origen a los easos 211, 212, 213, 214, 215, 216,
217, 218 Y219, todos en su parte pertinente, y los que corresponden a
otros damnificados compañeros de la. causante en el amplio opera-
tivo llevado a cabo entre los días 8 y 10 de diciembre de 1977, obran-
do como prueba en común la enunciada ,en ocasión de examinar este
Tribunal el caso 216, aplicable en su parte pertinente al presente caso.

Está probado que durante todo ese tiempo o parte de él, se le
impusieron tcondici,ones inhumanas de vida y alojamiento.
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Ello surge de los elementos convictivos mencionados al resolver
el Tribunal el caso 216, por ser prueba en común. A ello debe aña-
dirse que, en este caso especial, el testigo Girando conversó con ella
mientras ambos estaban cautivos en la ESMA, describiéndola y des-
cribiendo el lugar donde ambos estaban alojados, lugar q¡¡e por su
naturaleza y condiciones de trato cumplen aeabadamente con 10
enunciado precedentemente.

No se encuentra probado que se haya sometido a Azucena Villa-
flor de De Vicenti, durante su cautiverio, a algún mecanismo 'de tor-
tura, ya que los elementos de conviccióri adqpiridos en la causa no
permiten afirmar ]0 contrario. También aquí resulta aplicable lo se-
ñalado en la parte correspondiente del caso 216.

No está probado que Azucena Villanor de De Vicenti fue vista
en libertad. Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento pro-
batorio.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades, en
procura de la avc;-iguación de su paradero y libertad.

Tal es lo que surge de la causa 128.479, del Juzgado en lo Penal
N? 4, de La Plata, Provincia de Buenos Aires, donde recayera sobre-
seimiento provisional (con fr. fs. 103, de la citada causa).

Está probado que a raíz de las solicitudes judiciales las autori-
dades requeridas contestaron negativamente. Para ello, se valoran las
probanzas que surgen de lo actuado en la causa anterior.

No se ha demostrado el conocimiento qu~pudierpn haber tenido
de este hecho los Brigadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y
Basilio Arturo Lamí Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunata
Galtieri y el Almirante Jorge Isaac Anaya por las razones ya expues-
tas en el caso 190.

Por último, cabe tener por cierto que los hechos que damnifi-
caron a ]a causante, respondieron al proceder descripto en la cues~
tión de hecho N<?146, a cuya consideración se remite el Tribunal.
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CASO N? 221: ORLANDO, IRENE

813

Está probado que en el mes de diciembre de 1977, en horas de
la tarde, Irene Orlando, fue privada de su libertad en una calle de
la localidad de San Martín, Provincia de Buenos Aires, por hombres
de civil que iban en un automóvil.

Esto es así por lo manifestado en la audiencia oral por Esperia
Berenger, amiga de la damnificada y a quien, para la fecha de su
desaparición, le pidió la acompañara hasta San Martín, Provincia de
Buenos Aires, a entrevistar a una persona a la que le tenía que en~
tregar una suma de dinero por la libertad de su hijo, Mario Tem-
pone, que había sido secuestrado con anterioridad. Al llegar a ese
lugar se presentaron dos hombres en un rodado que se apoderaron
de la Orlando y la introdujeron en el vehículo alejándose de allí.

Esta declaración prestada por la Berenger ratifica lo que expre~
sara ante CONADEP y que surge de fs. 1027/30 del Anexo III, de la
causa N? 9600, del Juzgado Federal N? 3, de Capital Federal.

Como elemento corroborante se tiene en cuenta el que a Irene
Orlando se la mantuVGclandestinamente detenida en ESMA.

Ello es así, atento lo manifestado por Víctor Basterra ante este
Tribunal sobre que vio a la Orlando en ESMA alojada al mismo tiem-
po que él. Dicha persona, por otra parte, acompaña a la audiencia,
entre otras fotografías; la de la damnificada a la que individualiza
bajo el nombre de Tía Irene; era así como se la conocía en el cau~
tiverio, donde trabajaba en el pañol de ropa.

Estas fotografías fueron exhibidas en la audiencia a las testigos
Esperia Berenger, María Elena Ocampo y Ethel Schwartzapez, quie-
nes reconocier:on a la damnificada, pero indicando que notaban un
desmejoramiento en su aspecto físico.

Por último se tienen los dichos de Hernán Piccini y Carlos
Muñoz ante este Tribunal, reconociendo en las fotos a la Orlando,
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COD10 ]a "Tía Irene", una persona que estuvo jOUlitocon ellos alo-
jada en ESMA.

Debe tenerse en cuenta que Basten-a estuvo cautivo desde 10 de
agosto de 1979 hasta 1981 lo que da una pauta para eslimar la fecha
en que vio a la víctima, de quien no se tuvieron más noticias.

Está probado que .Irene Orlando fue obligada, exclusivamente
mientras estuvo alojada en el interior de ESMA, a efectuar diversas
tareas que le indicaban sus aprehensores.

Si bien no pudo ser oída la damnificada sobre esta cuestión, se
tienen los dichos de Víctor Basten"a que dice haber visto a la Or-
lando trabajar en el pafio], arreglando ropa de los cautivos. Esto
está corroborado por los demás testigos que, sobre el mismo tema,
deponen en autos acerca de la metodología empleada en ese centro
de cautiverio.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber teni-
do de este hecho el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri,
el Brigadier General Basilio i\rturo Lami Dozo y el Almirante Jorge
Isaac Anaya, por las razones expuestas en el caso 1900

Por fin cabe tencr por cierto que el hecho que damnifica a
Ircne Orlando rcspon~ió al procedcr descripto en la cuestión de
hecho,N? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N~ 222: DONADlO, ALBERTO ELIS'EO

Está probado que Alberto Eliseo Donadío, encontrándose alo-'
jado en la casa de la calle Pasaje La Gar¿a 1233 de Capital Fede-
ral, fue privado de su libertad el 2 de septiembre de 1978, por civi-
les armados, que no se identificaron ni exhibieron orden de deten-
ción alguna, pertenecientes a Fucrzas. Armadas.

Esto se encuentra PC?rfectamente acreditado por las declaracio-
nes vcrtidas en el sumario Nl? 44.049 del Juzgado de Instrucción
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N'? 27, Secretaría 106, donde deponen el mismo damnificado, su her~
n1ana Amalia y su tía Ana Catalina Dulon de Monti, presentes en
el momen.to del hecho, dando todos los detalles referentes al mismo,
cosa que es ratificada por Amalia Donadío en la audiencia oral ante
este Tribunal.

No se encuentra acreditado en autos que durante esta deten-
ción, Alberto Eliseo Donadío haya sido sometido durante su cauti~
vería a algún mecanismo de tortura. Ello es así, ya que si bien
cuando llegó a la casa parecía presentar signos de lesiones -según
sus familiares- ello no pudo ser confirmado en autos.

Se encuentra probado que cuando se privó de la libertad a
Donadío, las personas que penetraron en la casa se apoderaron de
efectos propiedad del damnificado, según dijeron sus familiares, se
le sustrajo una billetera y una frazada.

Está probado que Alberto Eliseo Donadío recuperó su libertad
el 2 de noviembre de 1978.

Esto de acuerdo a sus propios dichos y probanzas del sU1l1ario
del Juzgado de Instrucción N? 27.

También puede tenerse por cierto que para más de un mes
después de que el nombrado recuperara su libertad, el 6 de diciem-
bre de 1978, Donadío fue nuevamente privado de su libertad por
un grupo de personas armadas vestidas de civil que, sin identifi-
carse ni exhibir orden de ninguna especie, se introdujeron en el
mismo domicilio de Pasaje La Garza 1233.

Después que parte del grupo procedió a llevarse a Donadío, los
restantes integrantes permanecieron en la casa durante aproxima-
dan1ente seis horas; retirándose luego de un curioso altercado con
los ocupantes de un camión del Ejército Argentino que se hizo pre-
sente en el lugar. Al encontrarse, ambos grupos adoptaron una
actitud belicosa, que se superó cuando las personas de civil se co-
municaron telefónicamente con quien p'arecía ejercer control sobre
ellos y les ordenó retirarse. Tal lo que surge de los dichos de Ama-
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Ha Donadío, hermana del damnificado, tanto en el expediente que
tramitaran ante el Consejo de Gnerra Especial Estable JI I refe-
rido a la muerte de su tía, Ana C. Dulon de Monti (ver caso 224)
cuanto ante este Tribunal.

Actúa también como ele~ento corroborante la metodología apli-
cada referida a la detención ilegal de las víctimas, su procedimiento
y el hecho de que a Donadío se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en ESMA, cosa que queda apoyada por los dichos de su
hermana ante este Tribunal, cuando reconoce en la fotografía acom-
pañada por Víctor Basterra, una de las' tantas que el mismo acer-
cara a la causa y pertenecientes a personas que estuvieron alojadas
en esa Institución de la Armada, a Alberto Eliseo Donadio.

Tanto esa circunstancia, como el hecho de que el grupo que lo
secuestrara en la segunda oportunidad aparece vinculado a las ta-
reas que se habían asignado a la víctima entre ambas privaciones
de libertad, impide asignar- a personal de, otra fuerza la primera.

No está probado que Alberto Eliseo Donadío haya sido visto
nuevamente en libertad.

Nd hay elemento alguno que permita modificar este criterio.

No se ha demostrado el conocmiento que pudieran haber te-
nido de este segundo hecho los Brigadieres Generales Ornar Rubens
Graffigna y Basilio Arturo Lami Dozo, el Teniente General Leopoldo
Fortunato Galtieri y el Almirante Jorge Isaac Anaya por las razones
ya expuestas en el caso 190.

Por fin cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a
Alberto Eliseo Donadío respondió al proceder descripto en la cues-
tión de hecho N'! 146, a cuya consideración se remite.
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CASO N? 223: FUKMAN, ENRIQUE MARIO
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Está probado que el día 18 de noviembre de 1978, Enrique Ma-
rio Fukm'an, fue privado de su libertad en la vía pública, por per-
sonas armadas, de civil, que lo introdujeron en un automóvil.

Como elemento probatorio de este extremo se encuentran los
terminantes y detallados relatos que de la situación hace el propio
damnificado al prestar declaración ante este Tribunal y en la causa
N? 18.206 que tramita ante el Juzgado de Instrucción N? 30, "Bas-
terra, Víctor s/querella". Esto se encuentra apuntalado por haber
demostrado que Enrique Mario Fuknlan fue mantenido clandes-
tinamente en cautiverio en la Escuela de Mecánica de la Armada.

En efecto, a sus terminantes dichos, en los cuales da un amplio
y detallado informe sobre el lugar en que estuvo alojado, sus diver-
sas dependencias, manejos, personas alojadas, tratos, etc., se deben
agregar las manifestaciones de otras personas que estuvieron pri-
vadas de su libertad en el mismo lugar y que vieron a Fukman,
tales como Víctor Basterra, Osvaldo Acosta, Héctor Piccini, Arturo
Barros, Susana Leiracha de Barros, Norma Cozzi, Thelma Jara de
Cabezas, Lázaro Gladstein y Carlos Muñoz los que, también, con
amplios detalles, explican las funciones que cumplía el damnificado
en diversas dependencias de la Escuela de Mecánica de la Arma-
da. Estos testigos depusieron ante este Tribunal.

Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido a
algún mecanismo de tortura.

Ello es así ya que Fukman resulta por demás elocuente en las
explicaciones dadas en los juicios mencionados, al indicar que en
el momento del secuestro fue esposado, quemado en diversas par-
tes del cuerpo con cigarrillos, colocada una capucha en la cabeza,
para luego, ya estando en ESMA, ser atado a una cama en' un
lugar llamado "huevera" y sometido a la aplicación de la "picana
eléctrica", procediéndose a interrogarlo sobre política.
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Que si bien no hay testigos que indiquen haber observado todo
este mecanismo de tortura a que fue sometido Fikman, se deben
tener en cuenta todas las referencias que sobre esta metodología
hacen las personas que estuvieran alojadas en ESMA y que decla-
raron en sede judicial, ya sea ante este Tribunal u otras depen-
dencias, concord~ndo todos ellos en un mismo patrón, con amplios
detalles de sistemas, lugares. dentro del instituto y personas que
aplicaban tormentos.

Asimismo se encuentra probado que durante todo ese tiempo
o parte de él se le impusieron condiciones inhumanas de vida y
alojamiento.

También son concluyentes Jos dichos de Fukmao, al indicar
q\le sc lo mantenía alojado en un pequeño espacio, bajo, delimi-
tado por divisiones al parecer de cartón prensado, en la que sólo
cabía un colchón, tapados los ojos, engrillado en un lugar llamado
. "capucha", con escasa comida y luz, así como con total falta de
higiene, a lo que debe agregarse el lugar donde luego se Jos obli-
gaba a trabajar, llamada "pecera", por estar cerrado con vidrios ..
y asf poder ser vigi1~dos. Sobre esta situación son contestes los di~
chos de otras víctimas que pasaron por ESMA.

Durante su detención 57 hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Tal Jo que surge del recurso de hábeas corpus N~ 23.441, inter-
puesto a favor de la víctima por su padre y que tramitara ante el
Juzgado de Instrucción N~ 8.

Está probado que con motivo de una solicitud judicial, la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

Esta situación se encuentra debidamente acreditada en el expe.
diente mencionado en el punto anterior con los informes de Poli-
cía' Federal y Estado Mayor del Ejército, Jefatura I, Personal.

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible men-
dacidad de alguno de estos informes.
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COIQOquedó probado en la detención y cautiverio de Enrique
Fukman i.htervino personal dependiente de la" Armada Argentina. Si
se tiene en cuenta que.la fuerza que respondió a. tales requerimien-
tos fue al Ejército -cuya participación en el hecho qued"ó descar-
tada- y la Policía Federal, que se encontraba subordinada a aque-
lla fuerza, y no la Armada, cabe' concluir que no ha quedado
acreditada la existencia de una respuesta mendaz.'

Se encuentra demostrado que Enrique Fukman fue obligado,
exclusivamente mientras estuvo alojado en el interior de las de-
pendencias de ESMA a efectuar diversas tareas que le indicaban
sus custodio,s, sin recibjr remuneración alguna.

Ello surge de sus propios dichos, corroborado por ~os demás
,testigos que sobre el rosmo tema depusieran en la causa, lo que
deja al descubierto una metodología empleada en esa institución
de la Armada, sin que se presuma una espontaneidad o colaboración
voluntaria de los damnificados.

En referencia a las objeciones formuladas oportunamente por
las defensas de los Aln1irantes Massera y L~mbruschini, el Tribunal
se remite a las consideraciones efectuadas al tratar la parte perti-
nente del caso 207 y al' apartado "H" de las consideraciones pre-
vias, en un todo aplicables al presente.

Está probado que Enrique Mario Fukman recuperó su libertad
el 18 de febrero de 1980.

Ello es así por los propios dichos del damnificado en las decla-
raciones que prestara. A esto debe agr.egarse las manifestaciones de
los testigos ya mencionados.

Por último cabe tener por cierto que el hecho que dan1nificó a
Enrique Mario Fukman respondió al proceder descripto en la cues~
,tión de hecho 146, a cuya consideración se remite.
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CASO N? 224: DULON DE MONTI, ANA CATALINA

Está probado que Ana Catalina Dulón de Monti fue privada de
su libertad el 7 de diciembre de 1978 en su. domicilio, sito en Pa-
saje La Garza 1233 de esta Capital, por efectivos del Ejército Ar-
gentino.

Dicha circunstancia se encuentra acreditada por los dichos de
su sobrina, Amalia Donadío, quien en la Audiencia declaró que el
día anterior al señalado se presentó un grupo de hombres armados,
vestidos de civil, los que luego de revisar su casa se llevaron dete-
nido a su hermano Alberto Eliseo Donadío, perma!1cciendo una
parte de ellos en su domicilio.

Pocas horas después se hicieron pr~sentes en el lugar varias
personas con uniformes militares, quienes habían llegado en una
camioneta color verde oscuro del tipo de las que usa .el Ejército Ar-
gentino, con números en las puertas. El que comandaba el grupo se
ídentificó como Tenicntc Primero Gastón López, y lo acompañaban
un suboficial, un dragoneante y tres soldados. Luego de sostener
un incidente con los miembros de la parte del grupo que el día
anterior había privado dc su libertad a Donadío, superado luego
de una llamada telefónica que provocó el retiro de éstos, dicho ofi-
cial le pidió a Dulon de Monti que los acompañara, diciéndole que
debían ír al Comando del Primer Cuerpo.

A estos dichos deben agregarse los de Carlos Martín Monti,
Rafael Alberto Donadío y Noemí Zulema Soriano de Monti, en la
prevención policial iniciada como consecuencia de la muerte du-
dosa en la Comisaría 10~ de esta Capital, posteriormente instruida
por el Consejo de Guerra Especial Estable 1/1. (Expediente I-J 9-
0094/8) .

Lo dicho, y el lugar donde ocurrió el procedimiento -pertene-
ciente a la Zona de Defensa 1- permiten afirmar que en ese ope-
rativo actuó personal que dependía operacional mente del Primer
Cuerpo de Ejército.
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Con motivo de su privación de libertad se
ante autoridades en procura de la averiguación
libertad.
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hicieron gestiones
de su paradero y

En tal sentido, su sobrina Amalia Donadío manifestó que al día
siguiente de la privación. de libertad de su tía, y ante los dichos del
presunto Teniente Primero Gastón Lópcz, se dirigieron al Regi-
miento N? 1 Patricios, donde le dijeron que dejara pasar 48 horas
y se presentara en el Ministerio del Interior, ya que allí era des-
conocido un oficial con tales datos.

Antes de transcurrido ese lapso fue hallado el cadáver de la
señora de Monti.

Se encuentra acreditado también que a Ana Catalina Dulón de
Monti se la mantuvo clandestinamente en cautiverio.

En efecto, según lo expuesto fue mantenida en cautiverio desde
el día 7 de diciembre de 1978 en que fuera secuestrada, hasta el
día 9 de diciembre en que fue hallado su cadáver en la calle Es-
trada, frente al N? 316, de esta Capital.

Ello se desprende de los dichos de su sobrina en la Audiencia,
y de las constancias del expediente labrado con motivo de su muer.
te en el Consejo de Guerra Especial Estable 1/1.

A fs. 34 del mencionado expediente obra copia del certificado de
defunción de la víctima, donde consta como causa de la muerte un
infarto agudo de miocardio y edema agudo de pulmón.

Ello se corrobora con las conclusiones de la peritación efectuada
por el Cuerpo Médico Forense, obrantc a fs. 48.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ana
Catalina DuJon de Monti fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N? 225: MARTI, ANA MARIA

Está probado que el día 18 de marzo de 1977, en horas de la
maiiana, Ana María Martí fue privada de su libertad en la estación
"El Tropezón", en la provincia de Buenos Aires, por un grupo de
civiles que no exhibieron orden de detención ni se identificaron.

En efecto, como elemento probatorio de este extremo se encuen-
tran los terminantes y detallados relatos que de la situación hace la
propia damnificada, al prestar declaración por vía de exhorto di.
plomático en .la presente causa, 10 que se ve reforzado por la cir-
cunstancia probada de que a Ana María Martí se la mantuvo clan-
destinamente en cautive.tio en la Escuela de Mecánica de 'la Armada.

En efecto, sus dichos, dando un amplio informe sobre el lugar
donde estuvo alojada, dependencias, manejos, personas que allí ha-
bía en su misJ'na situación, se encuentran avalados por las manifes-
tacioncs -ante c,ste Tribunal de Andrés Ramón Castillo, Gra~icla Da- .

) leo, Lila Pastoriza, Jaime Dri, Lisandro Cubas, Rosario Quiroga, Mi-
rian Lewin de Garda y Calveiro de Campiglia, también víctimas,
alojados. en el mismo es~ablecimiento que la Martí.

Se encucntra acreditado que durante su cautiverio fue sometida
a algún mecanismo de tortura.

Ello es así ya que, la Martí rcsulta por demás elocuente en sus
explicaciones al deponer vía exhorto diplomático, al indicar que en
el momento del secuestro fue esposada y se le colocó una capucha;
al llegar. a la Escuela de Mecánica se la introdujo en la pieza que
tenía el Nc;' 13, Y que era ]a de torturas. Esto último es indicado tam-
bién por otros damnificados, posteriormente es atada en una cama
)' sometida a la aplicación de la "picana" procediéndose a intc-
rrog.arla.

Que si bien no hay testigos sobre lo. que padeció la Martí, ello
guarda cohercncia con la naturaleza singular de la circunst..1.ncia re-
señada. Se deben tencr muy en cuenta todas las rcfcr~ncias que
sobre esta metodología hacen ,las personas quc estuvieron alojadas
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en la misma dependencia y que declararon en sede judicial, ya sea
ante este Tribunal o en otras dependencias, concordando todos ellos
en un ~llismo patrón, ,con amplios detalles de sistemas, lugares den-
tro del instituto y personas que aplicaban los tormentos.

A esto se 'debe sumar que durante todo ese tiempo o parte de
él se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

También en este caso son concluyentes los dichos de la dam.
nificada, al manifestar que se la mantenía alojada en un pequeño'
espacio, bajo, delimitado por "divisione,s,al parecer de cartón pren-
sado, en el que sólo había un colchón, engrillada, con escasa comida
y luz, así como faIta de higiene, a lo que debe agregarse que se la
obligó a trabajar en un lugar llanlado "pecera", por estar cerrado
por vidrios y permitir una mejor vigilancia.

Cabe en este punto decir lo nlismo que en el anterior: son sufi.
cientes los dichos, no sólo de las personas que vieron a la Martí en
ESMA, ya individualizadas, sino de todas las personas que pasaron
por la Audiencia ante este Tribunal declarando sobre las c~~mdiciones
de vida en aquel lugar, donde también estuvieron alojadas, para tener
por corroboradas las expresiones de la Martí.

Está probado que Ana María MartÍ fue obligada, exclusivamente
mientras estuvo alojada en el interior de las dependencias de ESMA,
a efectuar diversas tareas que le indicaban sus custodios, sin recibir
remuneración alguna.

Ello surge de sus propios dichos, los que son corroborados por
los demás testigos que sobre el mismo tema deponen en autos, lo
que demuestra una metodología empleada por los hombres de esa
institución de la Armada, sin que pueda pensarse en una esponta-
neidad o colaboración de los damnific~dos.

En referencia a las objeciones formuladas oportunamente por
las defensas de los Almirantes Massera y Lambruschini, el Tribunal
se remite a las consideraciones efectuadas al tratar la parte perti-
nente del caso 207 y al apartado OH" de las consideraciones pre-
vias, en un todo aplicables al presente.
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Está probado que Ana Maria MartÍ recuperó su libertad el 19
de diciembre de 1978.

Ello es así por los dichos de la propia interesada y por el
hecho de haber sido enviada al extranjero por la misma institu-
ción que la mantuvo detenida, con pasajes aéreos provistos por ella.

En punto a esta última circunstancia, cabe destacar que se han
incorporado al proceso los pasajes que según las expresiones coin-
cidentes de Andrés Castillo, Graciela Beatriz Daleo, Pilar Calvéiro
de Campiglia y Susana Burgos les .fueron suministrando por la ESMA
para viajar al exterior, los que se hallan incorporados al cuaderno
de prueba del Fiscal.

Ello concede plena verosimilitud a lo referido por Ana María
Martí acerca de idéntica circunstancia.

Por último cabe tener por cierto que el hecho que perjudicó a
Ana María Marti respondió al proceder descripto en la cuestión
de hecho N~ 146 a cuya consideración se remite.

CASO N~ 226: SOLARZ DE OSATlNSKY, SARA

Está probado que el día 18 de mayo de 1977, en horas de la
mañana, Sara Salan de Osatinsky fue privada de su libertad mien-
tras esperaba un colectivo en la esquina de Bruix y Directorio, Ca-
pital Federal, por varios hombres de civil armados los. que la gol-
pearon, lesionándola, para luego introducirla en un automóvil. espo-
sada y encapuchada.

En efecto, esto es así por los propios dichos de la damnificada
al deponer mediante exhorto diplomático. \' por una .carta que
obra a fs. 8iu del anexo' 1 de la causa N~ 9600 del Juzgado Fede-
ral N~ 3, Secretaría 8, misiva fechada en Ginebra en 1984y dirigida
a Ja Cpmisión Nacional sobre la Desaparición de Personas, donde
relata también la desaparición en -la Provincia de Córdoba de su
esposo y dos hijos.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 825

La persuaclOn acerca de dicha circunstancia proviene, además
de la prueba logi'ada sobre su cautiverio en la Escuela de Mecá-
nica de la Armada. La víctima da indicaciones sobre los edificios,
dependencias internas, distribución de las mismas, lugares donde
eran llevados o se alojaban a los detenidos, lugares de trabajo.
personal del ESMA, y demás detalles. Estos elementos resultan
concordantes con las expresiones de otras personas que también
estuvieron alojadas en esa institución, con lo que se corrobora lo
dicho por la damnificada.

Por último' hay que tener en cuenta 10 expresado, ya sea por
el exhorto diplomático o en la causa N? 9600 del Juzgado Federal
N? 3, Secretaría N? 8, por Graciela Beatriz Dalea, And~és Castillo,
Lila Pastoriza, Rosario Quiroga, Lisandro Cubas, Alberto E. Giran-
do, Pilar Calveiro de Cmnpiglia, Carlos García y Miriam Lewin de
García, sobre que vieron a la Osatinsky en la Escuela de Mecánica
de la Armada, en cautiverio y efectuando diversos trabajos.

Esto prueba también que las personas intervinientes en la
aprehensión pertenecieron a la Armada Argentina.

Durante su cautiverio fue sQl.11etidaa algún mecanismo de
tortura.

En efecto, la Osatinsky relata con detalle como fue sometida a
torturas, con la aplicación de la picana eléctrica, en la habitación
N? 13, para ser interrogada.

Si bien no hay testigos presenciales de esta situación, lo cual
es lógico si tenemos en cuenta las características de tan particular
circunstancia, no es menos cierto que no fue la única persona
cautiva en ESMA que hace referencia a este tipo de tormentos.
Tanto los testigos lnencionados anteriormente, como otras víctimas
cuyos casos son lllotivo de estudio, relatan los mismos procedimien-
tos, lo que demuestra una metodología, un mismo patrón, lugares co-
munes de aplicación, todo lo cual resulta más que suficiente como
para tener por probado este punto.

Está probado que Sara Solarz de Osatinsky fue obligada, exclu-
sivamente mientras estuvo alojada en el interior de las dependencias
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de ESMA, a efectuar diversas tareas que le indicaban sus aprehen-
sores, como la de trabajar en la sala donde se hallaban las embara-
zadas, sin recibir ningún tipo de renluneraci6n.

Esto surge de sus dichos, corroborados por los demás testigos,
que sobre el mismo tcma depusieran en autos, lo que deja al descu-
bierto una metodología empleada por los hombres de esta institu-
ción de la Armada, sin que se pueda pensar en una espontaneidad
o colaboración voluntaria de los damnificados.

En referencia a las objeciones formuladas oportunamente por
las defensas de -los Almirantes Massera y Lambruschini, el Tribunal
se remite a las consideraciones efectuadas al tratar la parte pert.inente
del caso 207 y al apartado "H" de las consideraciones previas, en un
todo aplicables al presente.

Solarz de Osatinsky recuperó su libertad el 19 de dicicmbre
de 1979.

Esto resulta de sus dichos en el sentido de que en csa fecha
fue embarcada en avión para España por personal de la Armada
Argentina con pasajes suministrados por la .institución.

La explicaCión brindada por Solarz de Osatinsky acerca de su
viaje guarda plena congruencia con lo referido por Ana María Martí
y particularmente con los aportes de Andrés Castillo, Graciela B.
Daleo, Pilar Calveiro de Campiglia y Susana Burgos, rcspecto de
quienes se incorporaron los pasajes aéreos, prueba palpable de di-
cha circunstancia.

Por fin cabe_tener por cierto que el hecho que damnificó a Sara
Solarz de Osatinsky respondió al proceder descripto cn la cuestión
de hecho N? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N? 227: MILlA DE PIRLES, MARIA ALICIA

Está probado que el 28 de mayo de 1977, en horas de la tarde,
María Alicia Milia de Pirles, fue privada de su libertad mientras
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transitaba por la calle Roca, en las proximidades de las vías del
Ferrocarril Mitre, en Florida, provincia de Buenos Aires, por varios
hombres de civil armados, que la golpearon y ]a introdujeron en el
interior de un rodado.

En efecto, ello es así por los propios dichos de Milia de Pirles
al deponer mediante exhorto diplomático, así como en su declaración
a fs. 1054del Anexo VI de la causa N? 9600 del Juzgado Federal N? 3.
A ello hay que agregar la metodología que en general se siguió al pri-
var de su libertad a las personas, tal como surge de los casos tra-
tados y al estar denl0strado que María Alicia IvÍilia de Pirles fue
. mantenida clandestinamente en cautiverio en ESMA.

Ello surge del amplio y detallado relato que hace de sll deten-
cióri en el lugar nlencionado, dando indicaciones sobre edificios,
dependencias internas, lugares donde eran llevados los detenidos
ya sea para dormir, como para ser torturados e interrogados o traM
bajar (capucha, capuchita, pecera, etc.); nombre de los. principa-
les responsables por los hechos denunciados e indicación que los
cautivos llevahan un número para ser individualizados. Todos estos
elementos resultan concordantes con los suministrados por otros tes-
tigos damnificados aloj?-dos en el mismo lugar, con lo que el hecho
queda amplianlente comprobado. Sumándose a la situación los dichos
vertidos., ante este Tribu,nal en forma personal o por exhorto diplo-
mático, por Andrés Castillo, Lila Pastoriza, Jaime Dri, Pilar Cal-
veiro de Camp~glia, Rosario Quiroga, Alberto E. ,Girondo, Lisandro
Cubas, Carlos GarCÍa y Mirian Lewin de GarCÍa, todos compañeros
de detención de la causante y que se vieron en el lugar cumpliendo
distintas funciones.

,
Está acreditado que en ocasión de su cautiverio ,fue sOlnetida

a algún mecanismo de tortura.

En efecto la Pirles indica con todo detalle cómo fue torturada:
se la colocó en una cama y se la ató para luego aplicársele la picana
eléctrica en diversas partes del cuerp'o, estando éste seco o mojado
para un nlejor accionar del instrumento. También con simulacros
de fusilamientos, golpes y el uso del tormento llamado "sublnarino",
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que consistía en la introducción de ]a cabeza en un recipiente lleno
de agua. Mientras eso ocurría se la interrogaba sobre su condición
de pcdodista montonera.

Si bien no hay testigos presenciales de esta situación no es mc~
nos cierto que no fue ]a única persona cautiva en ]a Escuela de Me-
cánica de la Armada que hace referencia a ese tipo de tormentos.
tanto los testigos damnificados ya mencionados como otras vícti-
mas que también relatan los mismos procedimientos que demuestra
una metodología, un mismo patrón, lugar común de aplicación, en
general la habitación N? 13, todo lo cual resulta más que suficiente
como para tener por probado este punto.

A esto se puede agregar que durante todo ese tiempo o parte
de él, se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Esto también está debidamente demostrado por los dichos de
la Pirles sobre que dormían en espacios muy reducidos, atada a la
cama con esposas y grilletes, los que también les eran dejados
para caminar; los ojos permanentemente tapados con poca visión
mediante lentes o aparatos especiales que se les colocaba; muy
mala o escasa comida y deficientes condiciones de higiene.

Como corroborante de lo narrado se tienen en cuenta la con~
cordancia de otros alojados, en sus dichos referentes a este aspecto.

Está probado que María Alicia Milia de Pirles fue obligada,
exclusivamente mientras estuvo en el interior de las dependencias
de ESMA, a efectuar diversas tareas que le indicaban sus aprehen-
sores, sin recibir remuneración algu~a.

Esto surge de sus manifestaciones corroboradas por los demás
testigos, que sobre el mismo tema depusieran en autos, 10 que de.
muestra una metodología elnpleada por los hombres de esa repar-
tición de la Armada sin que se pueda pensar en una espontaneidad
o colaboración voluntaria de los damnificados.

Está probado que María Alicia Milia de Pirles recuperó su
libertad el 19 de enero de 1979.
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En efecto, están los propios dichos de ella, sobre que fue en-
viada al extranjero por la Armada con documentación y pasaje~
facilitados por la misma, tal como lo acredita con la fotocopia del
pasaje de Aerolíneas Argentinas que fue remitida con el exhorto di~
plomático donde prestara declaración, cargado a la cuenta N? 0990033,
que corresponde a la Dirección General de Personal Naval (cL infor-
me de fs. 4785 del cuaderno de prueba Fiscal).

ER referencia a las objeciones formuladas oportunamente por la
defensa de los Almirantes Massera y Lambruschini, el tribunal se
remite a las consideraciones efectuadas al tratar la parte pertinente
del caso 207 y al apartado "H" de las consideraciones previas, en
ll1? todo aplicables al presente.

Por fin cabe tener por cierto que el hecho que damnifica a María
Alicia Milia de Pirles respondió al proceder descripto en la cuestión
de hecho N9 146, a cuya consideración se remite.

CASO N? 228: MU&OZ, CARLOS

No está probado que el 3 de junio de 1976,en boras de la noche,
Carlos Muñoz fuera privado de su libertad en la calle Loria entre
Pavón y Garay, Capital Federal, cuando se encontraba aco111pañado
por un amigo suyo, llamado Carlos Fidale, para ser llevado a la Co-
misaría 20::y luego a Seguridad Federal, recuperando posteriormente
la libertad el 15 de junio de 1976.

Ello es así, debido a que solamente se tienen en autos las de-
claraciones del denunciante, caredéndose de .todo otro elemento
corroborante.

En cambio, está probado que el 21 de noviembre de 1978, en
horas de la madrugada, Carlos Muñoz fue privado de su libertad
en su domicilio de la calle 24 de noviembre 214, de Capital Federal,
por cuatro hombres armados, quienes ,lo golpearon y lo introduje.
ron en un rodado. '
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En cfecto,' este extremo se encuentra acreditado. por las expli-
caciones claras que sobre esto da el damnificado, agregando que
antes de ello, vio a uno de los autores del hecho, el que posterior-
mente, al observarlo nuevamente en el lugar de cautiverio -Escuela
de Mecánica de la Armada-, supo era el Teniente Alfredo Astiz:
Estas manifestaciones las vierte en la audiencia ante este Tribunal,
así como en el anexo III, de la causa N? 9600, del Juzgado Fede-
ral N? 3.

Como corroborante de estos dichos se debe agregar la meto-
dología que en general seguían los hombres de la Armada Nacional
cuando privaban de la libertad a alguna persona,. tal como surge
de lps casos investigados en autos.

También como una probanza más y concluyente se encuentran
las declaraciones ante este Tribunal de José Andrés Pérez y Juan
Jorge Avellaneda, vecino de Muñoz, el segundo, y encargado de la
casa el primero, indicando que el día del hecho sel presentaron en
el inmueble personas que dijeron ser policías preguntando por Mu-
ñoz y al no estar éste en la casa lo esperaron en dos rodados, para
luego enterarse, los testigos, que Muñoz y su esposa habían sido
detenidos. Esto surge también de la causa que tramitara ante el
Juzgado de ]nstrucción Ni? 25, Secretaría 145, sumario en el cual
presta declaración Manuel Smirnoff, otro ocupante del edificio, ex~
presando que fue interrogado por unos hombres sobre la familia
Muñoz, indicándole que iban a efectuar un procedimiento en su
departamento. Que pasado un tiempo, esas personas se prescnta~
ron en la vivienda del declarante y le entregaron al hijo de los
Muñoz, 'diciéndole que se JIevaban detenidos a los padres y que
entregaran a éste a sus abuelos.

Está probado que Carlos Mmioz fue mantenido clandestina.
mentc. en cautiverio en la Escuela dc Mecánica de la Armada.

En efecto, es así ante cl amplio y detallado relato que hace
de su cautiverio al declarar ante ,este Tribunal, dando datos sobre
todas las instalaciones edilicias y en forma particular de depen-
dencias conocidas como "capucha", "pecera", "capuchita", "pieza de
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tortura", non1bre del personal de la institución que estaba en .el
lugar, nombre de otras víctimas, que las mismas llevaban un nú-
meto identificatorio, en el caso de Muñ<?z,el No:>261, etc. Todo ello
resulta concordante con los suminis trados por otros testigos dam.
nificados alojados allí, así como por las manifestaciones en este
Tribunal de: Nonna Cozzi, Héctor Piccini, Lázaro Gladstein, Artu-
ro Barros, Telma Jara de Cabezas, Osvaldo. Acosta, Enrique M. Fuk-
man, Susana B. Leiracha y Víctor Basterra, quienes dicen haber
visto en. ESMA a Muñoz, cuando. estaban todos cautivos y des~m.
peñando diversos trabajos como fotografía y documentación.

Esto hace que se considere que en la aprehensión de .Muñoz
intervino personal de la Armada Argentina.

Está probado que durante su cautiverio fue sometido a algún
mecanismo de tortura.

En efecto, Muñoz dice que fue torturado mediante golpes en
diversas partes del cuerpo, y la aplicación de picana eléctrica mien-
tras estaba atado a una cama, a la vez que se lo interrogaba sobre
diversos temas.

Si bien no hay testigos directos sobre este punto, ello condice
con la singular naturaleza de la situación descripta. Se debe tener.
en cuenta que no fue la única persona sometida a este tratamiento
en -ESMA durante el cautiverio, tanto los testigos damnificados ya
mencionadós, como otros cuyos casos fueran examinados por el
Tribunal son concordantes al respecto, lo que demuestra una me-
todología en el accionar", un mismo patrón, un lugar común de
aplicación, el buscar los mismos fines y sacar datos mediante este
sistema, con lo que queda probado el presente extremo.

A esta situación se deben agregar las condiciones inhumanas de
vida y alojamiento imperantes en ~a Institución Naval, tal como
surge de los dichos de Muñoz corroborado también por las mani-
festaciones de otros testigos víctimas que depusieran ante el Tri-
bunal, como los mencionados en este caso, todos los cuales están
de acuerdo sobre las precarias condiciones de vida y alojamiento a
las que estaban sometidos, pequeños lugares para descansar, en los
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cuales estaban con grillos en las piernas, tanto en la cama como
para caminar, poca alimentación y falla de higiene, permanecían
en general con los ojos tapados o con poca visual y eran obligados
a efectuar trabajos diversos, etc. Sobre este punto también se ob-
serva un patrón general.

En referencia a las. objeciones formuladas oportunamente por
la defensa del Almirante Lambruschini, el tribunal se remite a las
consideraciones efectuadas al tratar la parte pertinente. del caso
207 y al apartado "H" de las consideraciones previas, en un todo
aplicables al presente.

Está probado que Carlos Muñoz recuperó su libertad el 11 de
febrero de 1980. Ello es así, por sus propios dichos y demás consi-
deraciones de puntos anteriores.

En su declaración Muñoz manifiesta que fue obligado. exclu-
sivamente durante su cautiverio, a efectuar trabajos fotográficos y
en documentación, ello siempre dentro de ESMA, no recibiendo nin-
gún tipo de retribución. Esto es corroborante de lo dicho en autos
por otros testigos gamnificados, estableciéndose por lo tanto una
modalidad empleada por los captores, con lo que queda probado
que mientras duró la detención debió realizar tareas.

En cambio, nada hay que permita afirmar que finalizado el ca~-
tiverio fuera obligado a continuar desempeñando tareas en favor
de sus captores.

Por último, cabe tener por cierto que los hechos que damnifi-
caron a Carlos Muñoz respondieron al proceder descripto en la cues-
tión de hecho Nt? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N~ 229: GLADSTEIN, LAZARa JAIME

Está probado que el día 6 de diciembre de 1978, Lázaro Jaime
Gladstein, fue privado de su libertad cuando se encontraba en com-
pañía de otras personas en un bar de avenida del Trabajo y Va~

I
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rela, por civiles armados- e introducido eh uno de los cuatro vehícu-
.los en los cuales se movilizaban.

Ello es así, por las claras explicaciones que da el damnificado
al respecto, agregando que fue esposado y le colocaron una capu~
cha, así como las vertidas en su declaración ante la CONADEP, por
su cónyuge Andrea M. Bello (caso 685)..

Actúa como corroborante de la situación, la metodología que
en general seguían los hombres de la Armada cuando privaban de
su libertad a alguna persona, tal como surge de los casos que van
siendo vistos en el transcurso de toda la investigación en esta cau-
sa N9 13, a lo que debe agregarse que se encuentra demostrado que
Lázaro Jaime Gladstein fue mantenido en cautiverio clandestina~
mente en la Escuela de Mecánica de la Armada.

En efecto, el amplio y detallado relato que en la audiencia oral
hace el damnificado, dando datos sobre las instalaciones edilicias
y en forma particular de las dependencias, donde estaban los dete~
nidos,- conocidas como "capucha"', "capuchita", "pecera", "hueve~
ra", "pieza de torturas"; suministrando también los nombres del
personal de Marina que tenía más contacto con los cautivos, coin~
cide con las informaciones dadas por otras víctimas que han sido
oídas por el Tribunal, por lo que resulta plenamente acreditado el
"extremo en estudio, máxime si se agrega a ello, los dichos -de Mi-
rian Lewin de García, Víctor ~asterra, Carlos Muñoz, Thelma Jara
de Cabezas, Héctor E. Piccini, - Norma C. Cozzi, Susana Leiracha,
Arturo Barros y Enrique F,ukman, de hflber. visto .en el luga~ a
Gladstein.

Con esto también queda acreditada la intervención de personal
de la Armada en la aprehensión de Gladstein.

está probado que Lázaro Jaime Gladste.in recuperó su libertad
en el mes de enero de 1980 en forma definitiva ..

Sobre este aspecto se tienen los dichos del damnificado, don~
de, por otra parte, aclaró que desde el mes de agosto de 1979 se
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le permitieron salldas periódicas para ver a su familia y hasta per-
noctar en su casa, pero en este caso debía comunicarse con un
número telefónico. Posteriormente fue dejado en libertad.

Está probado que Lázaro Jaime Gladstein fue obligado, exclu-
sivamente mientras estuvo alojado en el interior de las dependen-
cias de ESMA, a efectuar diversas tareas, como las de imprimir
documentos falsos o salir a la calle con sus guardias para indivi-
dualizar y capturar a 'elementos supuestamente subversivos, sin .re-
cibir remuneración alguna.

Ello surge de sus propios dichos, corroborados por los demás
testigOs. que sobre el mismo tema depusieran e~ autos, lo que deja
al descubierto una metodología empleada por los hombres de esa
institución de la Armada, sin que pueda presumirse una esponta~
neidad o colaboración voluntaria por parte de los damnificados,
habida cuenta del clima de coacción física y moral a que-eran
sometidos.

En referencia a las objeciones formuladas oportunamente por
la defensa del Almirante Lambruschini, el Tribunal se remite a las
consideraciones efectuadas al tratar la parte pertinente del caso
207 y al apartado IIHu de las consideraciones previas, en un todo
aplicables al presente.

Por fin, cabe tener .por cierto que el hecho que damnificó a
Lázaro Jaime Gladstein, respondió al proceder descripto en la cues-
tión de hecho N? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N? 230: JARA DE CABEZAS, THELMA DOROTHY

Está probado que. el 30 de abril de 1979, en horas de la noche,
Thelma Dorothy Jara dc Cabezas fue privada de su libertad en mo-
mentos que salía del Hospital Español, en la Capital Federal, por
hombres vestidos de civil, los que la introdujeron en el interior de
un rodado, esposada y encapuchada.
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Ello es asÍ, en virtud de lo manifestado por la damnificada en
audiencia oral ante este Tribunal, así como la declaración testimo~
nial que prestara en el sumario N? 39.426, del Juzgado de Instruc-
ción N? 3, caratulado "Varel¡l, Cid Eduardo s/denuncia". En ambos
casos la dicente hace un amplio relato del hecho, imputando tal
situación a que actuó como secretaria de .organización en la crea-
ción de la Comisión de Familiares de Detenidos y Desaparecidos
por razones políticas y gremiales., cosa que hizo por la desapar~-
ción de uno de sus hijos, Gustavo Alejandro Cabezas, el 10 de
mayo de 1976, aclarando que no sólo intervino en esa organización
sino que efectuó numerosos trámites ante organismos internaciona~
les, locales y eclesiásticos, para tratar de ubicar a su descendiente.

A ello debe sumarse que se encuentra demostrado que Thelma
Dorothy Jara de Cabezas fue mantenida clandestinamente en cauti-
verio en la Escuela de Mecánica de la Armada.

Ello es aSÍ, por los dichos de la damnificada vertidos ante este
Tribunal en la audiencia oral, y en la causa N? 39.426, que tramita
ante el Juzgado de Instrucción N? 3, "Varela, Cid Eduardo s/denun-
cia", oportunidades en las que hizo un amplio relato de su deten-
ción y cautiverio, describiendo detalladamente la edificación de la
ESMA, sus dependencias, personal que prestaba allí servicios, per-
sonas que se encontraban detenidas, interrogatorios, torturas, que
fue obligada a efectuar declaraciones en reportajes, ya sea en el
país ':-revista Para Tí-, y en el extranjero, en contra de movi-
mientos políticos y sobre supuestos desaparecidos.

A esto hay que agregar las manifestaciones de Carlos Muñoz,
Norma Cristina Cozzi, Héctor Piccini, Osvaldo Acosta, Lázaro Glads~
tein, Víctor M. Basterra, Arturo Barros, Susana Leiracha y Enrique
Fuknlan, quienes dicen haber visto a la Jara de Cabezas en cauti-
verio en ESMA, junto con ellos. Por último, está el testimonio pres~
tado ante el Tribunal por Mirian Lewin de García, donde se indica
que Jara de Cabezas fue detenida y alojada en la Escuela de Mecá-
nica de la Armada, de lo cual, aun sin haberla visto, aquélla se
enteró por dichos de oficiales de tal situación.
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Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello surge del recurso de hábeas corpus N~ 746, interpuesto
-ante el Juzgado Federal N~ 5, Y que fuera rechazado, por las con-
testaciones negativas de los organismos de seguridad. También se
encuentra la causa N~ 39.566, del registro del Juzgado de Instruc-
ción N~ 24, Secretaría 131, donde se investiga la privación de la
libertad de la Jara- de Cabezas.

Está probado que con motivo ?e una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó nega.tivamente.

Esto surge de los informes remitidos por la Policia Federal,
Estado Mayor del Ejército -Jefatura 1- Personal, y Ministerio del
Interior, que obran a fs. 8, 9 Y 12, de la causa del Juzgado -Federal
'ya mencionado.

En la detención y cautiverio de Thelma Jara de Cabezas inter-
vino personal de la Armada Argentina. Si se tiene en cuenta que la
fuerza que respondió a ~ales requerimientos fue el Ejército :-cuya
participación en el hecho queda descartada- y la Policía Federal
-que actuaba subordinada a aquelJa institución, y no la Armada, cabe
.concluir que no ha quedado acreditada la existencia de una res-
puesta mendaz.

Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometida a
mecanismos de tortura.

Esto es así, por los dichos de la propia Jara de Cabezas; al
indicar que fue golpeada, atada a una cama y surTió la aplicación
de la picana: eléctrica en dos oportunidades.

Si bien no hay testigos presenciales, ello es comprensible si se
tienen en cuenta las características de una circunstancia como la
referida. No .obstante, no fue el único cautivo que hace referencia
al sistema de torturas con interrogatorios. Tanto los testigos .dam-
nificados nlcncionados más arriba, como otros que han dcclarado,

,
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.ya sea en la audiencia oral o por exhorto, con contestes en ello, lo
que demuestra una metodología, un mismo patrón, lugares comu-
nes de aplicación de los tormentos, todo lo cual resulta más que
suficiente como para tener por probado este extremo.

Está probado que Thelma Doroty Jara de Cabezas fue obligada
exclusivamente mientras estuvo alojada en el interior de las depen.
dencias de la ESMA, a efectuar diversas tareas que le indicaban sus
aprehensores, sin recibir remuneración aJguna.

Ello surge de sus propios dichos, así como de las manifestá-
ciones de las demás víctimas que declararon en autos y estuvieron
alojados en la misma dependencia de Marina, lo que demostró una
metodología de los hombres de esta arma para con su~ prisio'neros
respecto a llevar a cabo tareas no espontáneas, sin que se pueda
presumir una co1aboración voluntaria. ~n igual sentido, deben mé-
rituarse l~s probanzas colectadas en la citada'.causa del Juzgado de.
Instrucción, N? 3, referidas a las entrevistas periodísticas que la cau-
sante fuera constreñida a conceder por sus captores.

En referencia a las objeciones formuladas oportunamente por
la defensa del Almirante Lambruschini, el Tribunal se remite a las
consideraciones efectuadas al tratar la parte pertinente del caso
207 y. al apartado OH" de las ~onsideraciones previas, en un todo
aplicables al presente.

Se encuentra probado que Thelma Jara. de Cabezas recuperó
su libertad ambulatoria el 7 de diciembre de 1979, estando a sus
propios dichos.

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a,
Thelma Jara de Cabezas respondió al proceder descripto en la cues-
tión de hecho N? 146, a cuya consideración se remite.,

CASO N? 231: LEPISCOPO, PABLO ARMANDO

Está probado que el día 5 de agosto de 1979, en horas dé la
tarde, Pablo Armando Lepiscopo fue privado de su libertad mien-
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tras circulab~ por una calle de la CapitaL Federal en compama de
su novia Bettina Ruth Ehrenhaus, por hombres vestidos de civil,
que luego de golpearlos, los introdujeron en un rodado y les ven-
daron los ojos,

En efecto, tal cosa surge de los dichos de su novia Bettina
Ehrenhaus (caso 232), cuando explica detalladamente el secuestro
de que fueron víctimas.

A esto se debe agregar lo dicho en otros casos sobre el sistema
seguido por las fuerZas de seguridad o armadas cuando detenían a
las víctimas, reconocido siempre .por los damnificados.

Se puede tener por cierto que en la detención de Pablo Arman-
do Lepíscopo intervino personal de la Armada Argentina al' haber
quedado probado que el nombrado fue mantenido en cautiverio
en ESMA,

Ello es así, por los dichos de Bettina Ehrenhaus (caso 232), a
lo que debe agregarse las manifestaciones de Víctor Dasterra en la
causa N~ 18.206, 'del Juzgado de Instruccíón N~ 30, Secretaría 164,
"Basten'a, Víctor s/querella", indicando haber visto en ESMA a
Lepíscopo, cosa que también dice en. el mismo sumario Enrique
Fukman, otro de los damnificados. Por otra parte, Basterra ratifica
tales dichos en la audiencia oral ant'e este Tribunal y acompaña una
fotografía de Lepíscopo obtenida en dicha repartición de Marina.

A las manifestaciones de estos dos testigos se deben agregar,
sobre el mismo tema, las de Norma Cozzi, Enrique Fukman, Car-
los Muñoz, Thelma Jara de Cabezas, Héctor Piccini, Lázaro Glads-
tein, Arturo Barros y Susana Barros, también cautivos en ESMA,
que lo vieron allí.

Está probado que durante su cautiverio fue sometido a algún
mecanismo de torturas.

Esto surge de los dichos de Bettina Ehl~enhaus, quien indica
que vio cuando Lepíscopo era torturado, ya que fue obligada a
presenciarlo.
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Por otra parte, se debe estar a lo ya expuesto en otros casos,
el sistema metodológico seguido por el personal de la ESMA al inte-
rrogar a los cautivos, concordando todos en el modo, tiempo y
lugar de las torturas.

No está probado que Pablo Armando Lepíscopo haya recupe-
rado la libertad. Sobre este aspecto no hay probanza alguna.

Esta probado que Pablo Armando Lepíscopo fue obligado, ex-
clusivamente mientras estuvo alojado en el interior de las depen~
dencias de la ESMA, a efectuar diversas tareas que le indicaban
sus aprehensores, sin recibir remuneración alguna.

Ello es así, ya que si bien no ha podido ser oída la víctima,
la mayoría. de los testigos que sobre el particular depusieron en
autos, fueron contestes al indicar que Lepíscopo, al igual que ellos,
sin que hiciera presumir una colaboración espontánea, efectuó tra-
bajos, lo que demuestra una metodolqgía empleada por los hom-
bres de la Armada para con sus prisioneros.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber teni~
do en este hecho el Teniente General Galtieri, los Brigadieres Ge-
nerales Graffigna y Lami Daza, y el Almirante Anaya, por las razo-
nes ya expuestas en otros casos análogos.

Por fin, cabe tener por cierto que el hecho que damnificó a
Pablo Armando Lepíscopo, .respondió al proceder descripto en la
cuestión de hecho N: 146, a cüya consideración se remite.

CASO N° 232: EHRENHAUS, BETTINA RUTH

Está probado que el día 5 de agosto de 1979, en horas de la
tard~ Bettina Ruth Ehrenhaus, fue privada de su libertad cuando
se encontraba circulando por la calle en Capital Federal, en compa-
ñía de su novio Pablo Armando Lepíscopo, por civiles armados, quie-
nes luego de golpearlos los introdujeron en el interior de un rodado
y les vendaron los ojos.
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Ello es así, de acuerdo a sus propios díehos. Si bien la dam-
nificada no ha declarado en sede judicial sino ante autoridad~s.
españolas, tal como surge del informe de Comisión Nacional sobre
Desaparición de. Personas, las explicaciones que da son Jo suficien-
temente claras y explícitas: Tales manifestaciones se refuer.lan con
el hecho probado de que Bettina Ruth Ehrenhaus fue mantenida
clandestinamente en cautiverio en la Escuela de .Mecánica de la
Armada.

En efecto, ]a denunciante suministra una cantidad de datos que
permiten dar por acreditado tal extremo, da nombres de lugares
donde estuvo alojada, describe el pequeño espacio cnti'c divisiones
precarias, la habitación donde fue' sometida a torturas, habla de
números de identificación que se suministraban a los detenidos,
ctc., todo lo cual concuerda con lo expresado por otros cautivos y
:l ello se debe agregar lo manifestado por Jos testigos damnifica-
dos, Víctor Basterra, Norma Cozzi, Arturo y Susana Barros, Em-i.
que Fukman, quienes dicen haber visto junto a Pablo Armando.
Lepíseopo a una mujer, en ESMA, agregando Norma Cozzi que pa-
reda existir entre ellos una rentción sentimental.

Está probado que Beltina Rulh Ehrenhaus recuperó la libertad
el 5 de agosto de 1979.

Ello es así por sus dichos de que solamente estuvo alojada en
ESMA durante unas horas para luego ser liberada dejándosela aban-
donada en la calle ... ;-

Por fin cabe tencr por cicrto que el hecho que damnificara a
Betlina Ruth Ehrenhaus respondió al proceder descripto en la cues-
tión de hecho Nl? 146, a cuya consideración se remite.

CASO N~ 233: HAZAN, JOSE LUIS

El día 3 de agosto de J979, en horas de la noche, el matrimonio.
formado por. José Luis Hazan y Josefina Villaflor fue privado de
su libertad en su domicilio de la calle Dante Alighieri 528 de la
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localidad de Villa Domínico (Provincia de Buenos Aires) por un
grupo de personas armadas y de civil que dijeron pertenecer a las
fuerzas de seguridad. Tal la versión que se proporciona en: el re-
curso de hábeas corpus (N? 45.394 del Juzgado de .Instrucción N? 4
de esta Capital) interpuesto en favor de los "nombrados por sus
padres, quienes llegaron a t~l información por dichos de terceros.
Idéntica fue, en lo sustancial, la aportada a la CONADEP por el
padre de Josefina Villaflor y la madre de José Luis Hazan. Final-
mente, Aníbal Clemente Villaflor y Ráquel Hazan la ratificaron
ante el Tribunal.

Los elementos colectados permiten afirmar que el mencionado
grupo aprehensor formaba parte de un grupo de tareas de la Escuela
de Mecánica de la Armada. Por un lado, junto con el matrimonio
fue llevada su hija, María Celeste, quien al día siguiente fue entre-
gada 'en la casa de sus abuelos maternos por una persona que fue
expresamente reconocida por el tío de la menor, RolaQdo Eliseo
Villaflor ante el Tribunal al exhibírsele una de las fotografías saca-
das por Víctor Melchor Basterra (v. caso 237) de la Escuela de
Mecánica de la Armada y que corr.espond£a a uno de los oficiales
que en tal instituto actuaban (el Capitán Yon) "

Si .unimos a ello que el matrimonio fue visto por numerosas
personas que se encontraban a la sazón detenidas en tal lugar y
que depusieran <:Lnteel Tribunal (Thelma Jara de Cabezas, Carlos
Muñoz, Lázaro Gladstein, Enrique Fukman, "el nombrado Basterra,
Osvaldo Acosta, Arturo Barros, Susana Leiracha, Norma Cozzi y
Héctor Piccini), la afirmación que se hiciera queda absolutamente
corroborada.

Pero a mayor abundamiento se cuenta con las fotografías .;;.~
ya del causante sino de su cónyuge, ton1adas en la Escuela de Me-
cánica de la Armada por Víctor Melchor Basterra, hecho éste acre~
ditado con suficiencia 1al tratar el caso respectivo, que fueran reco-
nocidas como pertenecientes a Josefina Villaflor por su padre, her-
mano, ~uegra y cuñado al declarar ante el Tribunal.
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Volviendo al filomento de la aprehensión, no ha sido suficiente-
mente corr~borado que del domicilio en' que el matrimonio habi.
taba las fuerzás captoras hayan sustraído elementos de valor, ya
que a los fines de tener acreditado tal extremo sólo se cuco ta con
los dichos de Rolando Eliseo Villaflor.

Tampoco está probado que c.oo motivo del requerimiento judi-
cial correspondiente en el precitado recurso, la autoridad militar
haya contestado con mendacidad, pues del análisis de dicha causa
surge que a fs. 12, 13, 15 Y 18 el Estado Mayor General dcl Ejér-
cito, Jefatura I (Personal), la Policía Federal y el Ministerio del
Interior contestaron negativamente sobre ]a existencia de alguna
medida que restringicra la libertad de Bazan o dc su esposa. Al
quedar probado que el cautiverio d~ ambos es consecuencia del
accionar de personal perteneciente a la Armada Nacional y teniendo
en cuenta que esta fuerza no fue requerida, cabe concluir que no
ha quedado acreditada la existencia de una respuesta falsa.

Sí debe tenerse por cierto que durante su cautiverio, tanto Ha-
zan como su cónyuge, fueron sometidos a algún mecanismo de tor-
tura. En el caso de aquél deben sopesarse los dichos de Mabel Fer-
nández ante el Tribunal, ya que la nombrada tuvo ocasión de de-
partir con Hazan durante una visita que sus captores le permitieron
hacer a su casa materna ante un descuido de éstos, oportunidad en
que le dijo que Jo hablan maltratado. Respecto de su mujer, en
similar visita a la casa paterna, mostró a su progenitor las marcas
que la tortura había dejado en su espalda. El circulo. probatorio
se cierra al recordar la expresa mención que hicieran todos sus
compañeros de cautiverio en el sentido de que el así llamado "grupo
Villaflor" (que formaban, aparte de los dos nombrados, Raimundo
Villaflor y MarIa EIsa Martínez) fue duramente castigado durante los
primeros días de estancia en la Escuela de Mecánica de la Armada.

También ha sido acreditado el extremo referido a la obligación
que debieron soportar Hazan, su mujer, y María EIsa Martínez a
desenlpcñar distintas tareas que le indicaron sus captores. Todos
los nombrados como detenidos contemporáneamente con los tres
antes' mencionados, son contestes en afirmar lo expuesto. Especial
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importancia guardan los dichos de Arturo Barros, Susana Leiracha,
Norma Co??i y Héetor PicCini ya que durante algo más de dos me-

I
ses todos ellos trabajaron juntos en el subsuelo de la Casa de Ofi-
ciales del mentado instituto naval, sector allí denominado "Cuatro".
Para terminar e] punto, puede destacarse ]a coherencia que guarda
]a existencia de tal obligación con las visitas a sus familiares que
ya se relataran sucintamente, toda vez que los te'timonios de todos
quienes en esa época se encontraban privados de libertad en ]a
Escuela de Mecánica de la Armada, refieren la concomitancia que
ambas cosas tenían.

No está probado que José Luis Ha?an O Josefina ViJ1aflOl-hayan
recuperado su libertad.

En cuanto al conocimiento que pudieran haber tenido el Te-
niente General Galtieri, el Almirante Anaya y el Brigadier General
Larnf Daza acerca de los hechos que se han tenido por probados, y
sobre cuya base debían haber formulado la pertinente denunCia,
debe el Tribunal remitirse a la parte correspondiente tratada en
oportunidad de resolver s~ilares casos.

Finalmente, cabe tener por cierto que el hecho que damnifica
a José Luis Hazan respondió. al proceder descripto en la cuestión
de hecho NI? 146 a cuya consideración de igual forma se remite el,
Tribunal, a excepCión del desempeño obligado de tareas por el que
también remitimos a los fundamentos dados eIt esa misma cuestión
de hecho.

CASO N~ 234: VILLAFLOR DE HAZAN, JOSEFINA

En atención a la comunidad probatoria existente entre el pre-
sente caso y el registrado bajo el número 233, el Tribunal hace
remisión en un todo respecto de ]0 allí tratado.

I
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CASO N? 235: VILLAFLOR, RAIMUNDO ANIBAL

Debe tenerse por acreditado que el 4 de agosto de 1979, en horas
de la mañana, Ralmundo Aníbal Villaflor y ,su compañera, María
Eisa Martíncz, fueron privados de su libertad por un glUpO de pcr~
sonas armadas y vestidas de' civil; cuando transitaba en un rodadp
de su propiedad por la localidad de Avellaneda, Provincia de Bue-
nos Aires.

Tal la versión suministrada por el padre del nombrado al prc.
sentar recurso de hábeas corpus (registrado bajo el N? 45.394 del
Juzgado de Instrucción N? 4 de esta Capital) en favor de ambos,
así como de su otra hija y yerno (v. casos 233 y 234); versión ésta

. que fue enriquecida al presentarse ante la CONADEP, cuando re-
fiere .los dichos de su nieta, que iba en el automóvil al momento
de la aprehensión y fue abandonada en ,la vía pública. Finalmente,
la 'corroboran los dichos de Aníbal-Clcmente y Rolando Eliseo Villa-
flor ante el Tribunal. La pertenencia del comando aprehensor así
como el lugar al cual Raimundo Villa flor y María EIsa Martinez
fueron conducidos, tienen una única respuesta, la Escuela de Me-
cánica de 'la Armada. En efecto, aparle de la prueba referida al
tratar el caso 233, que por ser común se repite en el presente, tam~
bién aquí contamos con una fotografía de María Eisa Martínez
tomada en ~l interior del mencionado instituto de educación naval,
]a que fuera aportada por Víctor M. Basterra en la causa NI? 18.206
del Juzgado de Instrucción N? 30. Dicha fotografía fue oportuna.
mente reconocida por su suegro y cuñado, amén de por todos quie-
nes compartieron su cautiverio en dicho lugar.

También debe tenerse por cie'rto que durante su secuestro tan~
to Vil,laflor como su compañera fueron sometidos a algún tipo de
tormento. En el caso del nombrado, así ,lo corroboran los dichos
de Enrique Mario Fukman y Lázaro Gladstein, quienes accedieron
directamente a tal información, ya porque lo viet:an salir de la sala
de torturas, ya porque supieran que él se encontraba dentro de ella
y escucharon sus quejas. Recordemos que la así llamada "sala 13"
se encontraba en el sótano próxima a los lugares donde los cautivos
que eran obligados a colaborar desarrollaban sus tarcas. Otras per-
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sonas que se encontraban en tal época o posteriormente en la
ESMA también se enteraron, por dichos de otros detenidos ante-
riores, d~ ese suceso, ya que fue -el de Raimundo Villaflor- muy
comentadq toda vez que permaneció en tal sala por un espacio de
más de dos días. En lo que se refiere a su compañera, vale aquí
lo dicho en el caso 233 respecto del tratamiento propinado a los
integrantes del denominado "grupo Villaflor", durante los primeros
días de cautiverio.

Al mismo caso debe renlitirse el Tribunal, por tratarse de' la
misma causa e idénticos fundamentos, para desechar la cuestión
'referida a las respuestas supuestamente luendaces .que proporcio-
nara I~ autoridad militar ante requerimiento judicial.

No está probado que Villanor o Martínez haya recuperado la

libertad.

En cuanto al conocimiento que pudieran haber tenido los pro~
cesados Teniente General Galtieri, Almirante Anaya y Brigadier Ge-
neral Lanli Daza acerca de los hechos que se tuvieran por proba-
dos, el Tribunal vuelve a hacer suyas, "brevitatis causa" a lo rese-
ñado en ocasión de tratar casos anteriores.

Está probado que el hecho del cual fueron víctimas Raiinundo
Villaflor y María EIsa .l\lartínez respondió al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146 por lo que el Tribunal hace remisión
a lo allí referido.

CASO N? 236: MARTINEZ, MARIA ELSA

Con fundamento en la identidad probatoria existente entre el
presente caso y el registrado bajo el N? 235, el Tribunal debe remi-
tirse al tratamiento que de ella se hiciera, con el agregado que a
continuación se efectúa.,

Las actividades que suS' captores obligaron a realizar a María
EIsa Martínez en el interior de la Escuela de Mecánica d'e la Arma-
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da se encuentran acreditadas con la prueba citada al tratar similar
cuestión en el caso 233, hadendo entonces el Tribunal remisión a
ella en honor a la brevedad.

CASO N? 237: BASTERRA, VICTOR MELCHOR

Está suficientemente probado que el dia 10 de agosto de 1979,
en horas del mediodía, VíCtor Melchor Basterra, fue privado de su
libertad en ,su domicilio de Tuyú 1244 de Valentín Alsina, Provincia
de Buenos Aires, por cuatro personas de civil pertenecientes a la
Armada Argentina.

Así se acredita con la declaración tes~imonial prestada por el
nombrado ante este Tribunal, en el acto de la audiencia de prueba,
y en la causa N? 18.206 del Juzgado de Instrucción N? 30, Secreta-
ría Ni? 164, en las que señala COli10 autores del hecho a los Tenientes
Dunda y Peyón, ambos oíiciales de la Armada, a los que pudo iden-
tificar durante su permanencia en la Escuela de Mecánica de esa
fuerza, lugar donde se lo mantuvo cautivo.

La veracidad que es dable conceder a ambos aspectos de su
declaración, proviene de la coincidencia sustancial que guarda con
los relatos de otras víctimas también cautivas en dicha institución
militar y del abundante aporte documental que efectuó en los autos
en trámite ante el Juzgado de Instrúcción N? 30.

En su extensa exposición, Basterra da referencias acerca del
personal militar que pudo identificar durante el largo tiempo de
su encierro; de personas que compartieron c~n él su cautiverio; de
las distintas dependencias que estaban afectadas al alojamiento, tra-
bajo y tortura de las víctimas: ]a "huevera", "capucha", "capuchita",
"el sótano"; de la denominación 9ue recibían en la jerga interna
los guardias y sus superiores ("los Pablos", "los verdes")} de la
existencia de tres brigadas ("Alfa", "Bravo" y "Charlie"); de las
condiciones de vida y alojamiento; de las torturas a que eran some-
tidos; y en .particular, los trabajos que a él se le encomendaron
referentes a fotografías y creación de documentos falsos.
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A este respecto, "conviene destacar que la documentación apor-
tada en el expediente aludido, de dicha procedencia y que lograra
retirar a partir de que se autorizaran sus salidas, fue reconocido
en la audiencia, dando Basterra abundantes explicaciones sobre cada
uno de esos elementos. Es de hacer notar que entre ellos se en~
cuentran diversas fotografías pertenecientes a oficiales y subofi-
ciales de la ESMA, personas detenidas allí e instalaciones. También
cédulas de automotor adulteradas, pasaportes falsos, autorización
de exportación de armas del RENAR y de tenencia de igual carácter.

Copia de toda esa documentacióri correspondiente a la causa
N? 18.206, del Juzgado de Instrucción N° 30 de esta Capital, obra
reservada en la Secretaría del Tribunal -y cuyos originales fueran
exhibidos durante la audiencia-; y de su simple consulta surge la
total certidumbre de la veracidad de Basterra acerca del origen
de la misma, dado que no se explica cómo él habría llegado a la
posesión de tales elementos si no fuera por la forma en que él
mismo lo explica. Adviértese que entre las numerosas fotografías,
obran las correspondientes a personal militar y policial -la" mayo-
ría uniformado--: lo que resulta totalmente compatible con su relato.

A ello deben añadirse los croquis que efectúa, ilustrativos del
lugar, lo que guarda una estrecha correspondencia con la verifica-
ción llevada a cabo por una comisión de la CONADEP, el día 9 de
mayo de 1984, en la Escuela de Mecánica de la Armada (ver anexo
111), sobre la base de los testimonios de Sergio Bejeru1an, Osvaldo
Rubén Chenla, Laura Alicia Reboretti, Silvia Mabel Gallegos, Ale-
jandro Rugo López y Garlas Muñoz, totalmente corroborante de lo
expuesto por Basterra.

Además, cuéntase con el aporte 'efectuado por los testigos y a
la vez víctimas: Norma Cozzi, Héctor Piccini, Arturo y Susana Ba-
rros; Enrique Fukman, Lázaro Gladstein, Thelma Jara de Cabeza,
Osvaldo Acosta ;y Mario Villani, quienes coinciden en un todo con
aquél, al que dicen haber visto en la ESMA.

De las constancias del proceso también surge que el nombrado
concurrió con personal de ESMA a una cita que posibilitó la de~



848. FALLOS DE LA CORTE SUPRE •.'\IA

tendón de compañeros suyos (Juan Carlos Arozarena, la Nena,
Bordolino y Negrito), eomo él mismo lo admite, explicando que fue
obligado a ello por las torturas recibidas.

También debe aceplarse que fue obligado a realizar las tareas
descriptas, durante su permanencia en la ,ESMA, lo que se acredita
con los testimonios convergentes de las demás personas que atra-
vesaron por la misma situación.

Debe, asimismo, tenerse por cierto que Basterra fue sometido
a algún mecanismo de tortura. A tal conyicci6n se arriba por el
nlérit,o de su testimonio, abonado por las referencias coincidentes
del resto de las víctimas, en cuanto están contestes en haberla
padecido y por la circunstancia -que se ha tenido por cicrta- de
que la tortura formaba parte de un sistema consistente en obtener
información.

Asimismo, se cuenta con la referencia específica del testigo
Carlos Muñoz, en el sentido de que se encontraba en el comedor
anexo a la sala de tormentos cuando Basterra era sometido al pa-
saje de corriente eléctrica.

Según Basterra, obtt;Ivo su libertad definitiva en el mes de di-
ciembre de J 983. Sin embargo también afirma que a partir de
mediados de 1981 comenzó a gozar de permisos de salidas, al punto
de llegar a contar con un pase de entrada y salida que posibilitaba
su libertad de movimientos.

Sobre la base de esta admisión y por los .indicios que pueden
extraerse. de ]a posesión por parte suya. de tan abundante matc"rial
documental que -como él mismo lo dice- fue ret.irando de a poc.o,
debe darse por probado que la fecha en que se .pl'Odujo su libe-
ración fue julio de 1981 y no diciembre de 1983.

En respaldo de esta afirmación conviene señalar que admite, a
partir de esas salidas que menciona, el haber percibido ciertas su~
mas dinerarias menores, para sus gastos de traslado y cigarrillos,
lo que sumado a la circunstancia de los trabajos que realizaba, al
egreso para la misma época de varios de los alojados en ESMA,
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permite establecer con un grado de creencia compatible con la cer-
teza, no sólo que su libertad se produjo en la fecha indicada, sino
también que su desempeño ulterior en dicho instituto tuvo un
carácter voluntario.

Ello descarta toda posible sujeción, a este respecto, al designio
de sus captores, al punto de que la defensa del Almirante Anaya
admite sin ~mbages que Basterra trabajaba para el Servicio de
Inteligencia.

Lo. expuesto encuentra corroboración parcial en las declaracio-
nes de numerosos oficiales de la' Marina, bien que prestadas a tenor
del artículo 235, segunda parte, del Código de Justicia Militar, que
obran agregadas al expediente 05/85 "S, DGNP, Jl4" del Juzgado de
Instrucción a cargo del Capitán de Navío Roque P. Funes, pedido
por el Tribunal 'como medida para mejor proveer.

De -estas declaraciones (Ricardo CavaBa ~fs. 212-, Miguel Be-
nazzi -fs. 221-, Fernando Peyón -fs. 226-, Raúl Scheler -fs.
228-, Enrique Yon -fs. 232-, José A. Suppicich -fs. 256-, Edgar-
do Otero -£s. 269-, Oscar Lanzón -fs. 279-, Miguel A. Rodríguez
-fs. 286-, Héctor González -fs. 304-, Carlos Bengoecheá -fs.
310-, Eduardo Morris Girling -fs. 322-, Juan Iglesias --:fs. 327-,
José M. Arrio1a -fs. 332- y Argimiro Fernández -fs. 349-) se
desprende que en .el 1980 la unidad de tareas que funcionaba en
la Escuela de Mecánica de la Armada se transformó en el deno-
minado G.O.E.A. (Grupo Observación y Enlace de la Armada), .don-
de Basterra habría cumplido tareas en el área fotográfica, volun-
tariamente, y cobrando un sueldo equivalente al de un Suboficial
Principal. no habiendo precisiones acerca de hasta ..cuándo subsistió
esa situación.

La solitaria afirmación de Horacio P. Estra'da (fs. 216 de ¡'as
actuaciones que se vienen citando), en el sentido de que Bas{erra
nunca fue detenido, sino que se prestó voluntariamente a colaborar,
desertando de la organización terrorista a la que pertenecía, apa-
rece huérfana de todo apoyo y controvertida por la abundante prue-
ba de cargo que se ha citado en el desarrollo de este caso.
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Por fin, cabe tener por cierto que los hechos. de que fue víctima
Víctor Melchor Basrerra respondieron al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 238: BRODSKY, FERNANDO RUBEN

Está probado que el 14 de agosto de 1979, Fernando Rubén
Brodsky, en horas de la noche, fue privado de su libertad en su
domicilio de Líbano 320, Villa Martel1i, Pcia. de Buenos Aires, por
fuerzas 'armadas.

Ello es así en virtud de los dichos de la madre de la víctima
en sus. declaraciones ante este Tribunal, así como las que surgen
del Anexo II correspondiente a la causa N? 9600 del Juzgado Fede-
ral N? 3, Secretaría 7, de Capital Federal. Esta señora suministra
los datos de acuerdo a referencias que obtuvo de vecinos al domi-
cilio de Brodsky.

Esto es corroborado por el testigd Néstor Gutiérrez Cadena,
en esta causa y en la del Juzgado Federal N'? 3, al manifestar que
era vecino del damnificado y que vio cuando hombres armados,
que se identificaron como de la Policía Federal, d~ civil, golpeaban
y detenían a Brodsky (fs. 421 en fotocopia).

También están los dichos de la Sra. Ida María Drei, en ese
sumario del Juzgado Federal N? 3, fs. 400 de las fotocopias, la que
dice ser vecina del' damnificado y que si bien no vio cuando éste
era llevado, al oír ruido salió fuera de su don1icilio, observando a
hombres armado~ los que le manifestaron que era un procedimiento
y que regresara a sus aposentos.

Este aserto se encuentra robustecido por los recursos de hábeas
corpus interpuestos a su favor, como el que tramitara ante el Juz-
gado Federal N? 3 de Capital Federal y la averiguación por su pri-
vación de libertad que se instruyera ante el Juzgado Penal N'? 6 de
San Isidro, Pcia. de Buenos Aires, y que van fotocopiados en el
Anexo II del sumario N? 9600 del Juzgado Federal N? 3, a la que
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debe agregarse la declaración del Dr. Angel F. Robledo a fs. 428 del
anexo indicado, man,ifestando que efectuó gestiones, negativas, por
Brodsky ante el Almirante Massera y el Gral. Albano Harguindeguy.

Está probado que Fernando Rubén Brodsky fue mantenido clan-
destinamente en cautiverio en la ESMA.

Ello es así por' los terminantes dichos de otras personas que,
como víctimas, declaran en autos, indicando haber estado alojadas
en esa institución y visto a Brodsky, ellos son: Norma Cozzi, Víctor
Basterra, Enrique Fukman, Carlos Muñoz, Thelma Jara de Cabezas,
Héctor Piccini, Lázaro Gladstein, Arturo y Susana Barros. Basterra
.acompañó en el sumario N9 18.206, que tramita ante el Juzgado de
Instrucción N? 30, Secretaría 164, una fotografía de Brodsky que
habría sido obtenida durante su cautiverio en ESMA, foto en la
cual Fukman, en el mismo expediente, reconoce a la víctima. Los
testigos mencionados señalan en 'qué '~ctividad o lugares de ESMA
vieron al damnificado, como ser en el lavadero, en la dependencia
donde se efectuaban trabajos de inteligencia, en una isla del Tigre,
.donde varios detenidos fueron llevados cuando llegó al país. una
delegación de la Comisión Interanlericana de Derechos Humanos
de la O.E.A.

No está acreditado que Fernando Rubén Brodsky haya recu-
perado su libertad.

Ello es así en virtud de que solamente se tienen los dichos de
la madre del perjudicado, cuando manifiesta que éste hablaba por
teléfono a la casa; la última vez que lo hizo fue para enero o fe-
brero de 1980.

No está probado que Fernando Rubén Brodsky haya sido some-
tido durante su cautiverio a algún mecanismo de tortura.

Sobre esto no se han arrimado elementos acreditantes, ya que
.Jos testigos de cautiverio sólo dicen haberlo visto alojado en ESMA.

Por último cabe tener por cierto que los hechos que damnifi-
caron a Fernando Rubén Brodsky respondieron al proceder des-
.cripto en la cuestión de hecho N9 146, a cuya consideración se remite.
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CASO N? 239: COZZI, NORMA CRISTINA

J

Está probado que el día 24 de agosto de 1979, en horas de la
noche, Norma Cristina Cozzi y su cónyuge Héctor Eduardo Piccini,
fueron secuestrados de su domicilio sito en la calle Charcas 2786
del Barrio San José, de Morón, Provincia de Buenos Aires, por varios
hombres de. civíl, armados, los que los íntrodujeron en un rodado
vendándole los ojos.

Ello es así por los propios dichos de la denuncian te y de su
esposo obran les en este sumario.

Esta circunstancia se encuentra avalada por los dichos de otros
~testigos damnificados, quienes al deponer ante el Tribunal señalan
el mismo tipo ~e accionar para privarlos de su libertad, lo que de-
muestra una metodología seguida por las fuerzas de seguridad o
armadas, y además sus características y la modalidad impuesta,
más los fundamentos que sobre el sitio en que se la mantuvo en
cautiverio, que a continuación será analizado, permite atribuir con-
victiva y racionalmente que en él intervino personal de la Armada
Argentina.

Está probado que a Norma Cristina Cozzi se la mantuvo clan~
destihamcnte en cautiverio en ESMA,

En efecto, ello está plenamente establecido por los dichos en
este sumario de la Cozzi, sus manifestaciones ante la CONADEP,
lugares en los cuales da un amplio detalle de todo lo que era ESMA,
en edificación, diversas dependencias, con .los nombres que allí se
le colocaban y ya señalados en otros ea sos; los nombres y apellidos
de alguna parte del personal del instituto que tenía contacto con
los detenidos; nombre y apellido de varios de estos últimos, con
las diversas funciones que cumplían los cautivos, ella fue obligada.
a efectuar seguimientos de diversas personas y "chequeos", Su
traslado, junto con otros perjudicados a una isla del Tigre, en oca.
sión en que se produjo la visita de la Comisión de los Derechos
Humanos de ]a Organización de los Estados Americanos, los inte~
rrogatorios a que son sometidos, etc.
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Que este extremo y manifestaciones de la Cozzi, se encuentran
avalados por las coincidencias de sus dichos con otras vÍCtimas y
el hecho de haber sido vista en ESMA por otros declarante damni-
ficados, Osvaldo Acosta, Héctor E.o Piccini, Thclma Jara de Cabe-
zas, Arturo Barros y Susana Leiracha. Completa el plexo pi'oba-
torio la fotografía que le fuera sacada a "la causante en el interior
de dicha escuela naval, aportada por Víctor M. Bastcrra en aulos
N~ 18.206 del Juzgado de Instrucción N~ 30 de esta Capital.

También se encuentra probado que durante su cautiverio o
parte de él fue sometida a condiciones inhumanas de vida.

Ello lo es por los dichos de la Cozzi acerca de q.ue estuvo algu-
nos días con los ojos vendados, atada a una cama, con grilletes,
lTIal alimentada, y en pésimas condiciones de higiene, lo que con-
cuerda con dichos de otros damnificados sobre este mismo \ tema.

Se puede tener por cierto que Norma Cristina Cozzi fue obli-
gada, durante el lapso en que se ~a mantuvo privada de libertad, a
realizar tareas indicadas P?r sus captores, sin recibir remuneración
de ningún tipo. En tal sentido,. y atento la identidad probatoria
que este extremo guarda con el oportunamente analizado en los
casOs 686 y 687 J el Tribunal se remite a ellos brevitatis causa.

Está probado que Norma Cristina Cozzi fue liberada el 22 de
febrero de 1980. Tal surge de sus dichos y de los nombrados Pic-
cini, Barros y Leiracha, ya que todos ellos fueron dejados en liber-
tad simultáneamente.

En referencia a las objeciones 'formuladas oportunamente por
la defensa del Almirante Lambruschini, el Tribunal se remite a las
consideraciones efectuada? al tratar la parte pertinente del casO
207 y al apartado "H" de las consideraciones previas, en un todo
aplicables al presente.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Norma Cristina Cozzi fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto oen la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N? 240: CARBALLO, HUGO NESTOR

Está probado que Hugo Néstor Carbal10 fue privado de su liber-
tad en el Colegio Mili tar de la Nación, donde prestaba su servicio
militar, el día 12 de agosto de 1976, por efectivos del Ejército Ar-
gentino.

En este sentido deben ponde.rarsc los dichos de la víctima en
la Audiencia, al declarar que el día mencionado, al presentarse al
Colegio Militar luego de una licencia, fue detenido y trasladado a
la Guardia y pos'tcriormentc a la enfermería, donde fue atado de
pies y mallOS y vendado.

Estos dichos encuentran corroboración en las. constancias de
la causa N? 34.577 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal de Instrucción NI? 3 caralulado "García, Luis Daniel, SteiIn-
berg, Luis Pablo s/privación ilegal de la libertad".

En el mencionado expediente depusieron varios ciudadanos que
prestaron su servicio 1l1iIitar en dicho instituto, y corroboraron su
conocimiento acerca de la existencia de un "grupo de tarcas" que.
realizaba operativos en la zona, y también sobre la desa~arición
de soldados en el Colegio Militar (v. especialmente declaraciones
de Juan Carlos Araya, fs. 512; Héetor Suárez, fs. 559; Claudia. Os-
ear Navarro, fs. 633; Jorge Luis HilJel, fs. 750; Walter Aníbal Ca-
pelli, fs. 755; Jorge Osear Barros, fs. 870; Gustavo Eduardo Paro-
di, fs. 873 y Maximiliano Domingo Paredes, fs. 1068).
A ello deben sumarse las declaraciones de los padres de ]a víc-

tima, en el sentido de que en la madrugada del 12 de agosto de
1976, se presentó en su domicilio un grupo de soldados en busca
de su hijo, retirándose al comprobar que no estaba allí.

Como consecuencia de su cautiverio 'Se hicieron gestiones ante
autor,idades en procura de la averiguación de su paradero y de su
libertad.

En tal sentido José María Cm'ballo declaró a fs. 748 de la causa
mencionada que al día siguiente de la desaparición de su hijo con~
currió al Colegio Militar de la Nación, donde le informaron que
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estaba bien y que ya iba a recibir noticias de él, reapareciendo éste
tres días después.

A Hugd Néstor Carballo se lo mantuvo clandestinamente en cau-
tiverio en el polígono de tiro de Campo de Mayo, perteneciente al
Ejército Argentino.

Al respecto, los dichos de la víctima se encuentran respaldados,
especialmente, por los de sus padres, quienes declararon que reapa~
reció tres días ,después, comentando lo que le había sucedido, y que
le habían dado una baja especíal concedida por el General Bignone.

Además, sus afirmaciones se complementan con las de Roberto
Néstor Britos y Sergio Ornar García" quienes fueran mantenidos en
cautiverio en el mismo lugar, y liberados junto con la víctima.

Todos ellos dan detalles coincidentes respecto del lugar en que
se encontraron detenidos, su cercanía al Colegio Militar de la Nación
y las características generales de éste, así como también su posterior
traslado ante el General Bignone.

Por su parte, Réctor Suárez confirmó la existencia de dos auto~
móviles Peugeot en el Colegio Militar, coincidiendo con las manifes-
taciones de la víctima, quien dijo haber sido trasladado en un' auto-
móvil de esa marca (£s. 526).

Durante todo ese tiempo o' parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

En efecto, tanto Carballo en la Audiencia, como Britos y Gar-
CÍa en la causa antes mencionada, son contestes en referir las con-
diciones de vida en cautiverio.

Relataron que permanecieron vendados y atados, que estaban
tirados en el piso y les daban de comer fideos semicrudos con
agua.

Se encuentra acreditado además que Rugo Néstor CarbalIo
recuperó su libertad el día 15 de agosto de 1976.
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En tal sentido, los dichos de la víctima y de su padres, deben
ser tenidos como verosímiles.

Por último, surge de autos, que el hecho que danlnificó a Rugo
Néstor Carballo fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 241: WHITELAW, WILLI¡\.M

Está probado que William Whitelaw fue privado de su libertad
el día 13 de mayo de 1976, en su domicilio ubicado en la calle Ma.
torras 310, de la Capital Federal, por un grupo de personas arma.
das que dependían del Ejército Argentino.

La prueba al respecto se halla colectada en el expediente N'? 293
del Juzgado Nacional de Primera Instancia ~n lo Criminal y Correc-
cional Federal N9 1, Secretaría -No;> 2, caratulado "Gutiérrez Ruiz,
Héctor; Michelini, Zelmar; Barredo de Schroeder, Rosario del
Cármen; White1aw: William s/homicidio", instruida con motivo del
hallazgo en la intersección de las avenidas Dellepiane y Perito Mo-
reno, de un automóvil robado, en cuyo interior se encontraban los
cadáveres de las cuatro personas' antes mencionadas. Posteriormente
se pudo comprobar que los decesos se habían producido por heridas
de bala en la cabeza.

A fs. 220 depone testificalmente el doctor Ju~n Pablo Maria
Schroeder. Otero, quien refiere que en la fecha y lugar indicados
en el primer párrafo, un grupo armado secuestró a su hija política
Rosario del" Carmen Barredo de Schroeder -caso 242- junto a su
compañero William Whitelaw y sus .tres pequeños hijos, enterándose
luego que la pareja había aparecido muerta, junto a otras dos per-
.sonas, en el interior de un automóvil.

A fs. 75 declara Ricardo Zanetti, vecino de la referida pareja,
que presenció el hecho. Afirma que el grupo fuertemente armado
se identificó como perteneciente a la Policía Federal, mediante la
exhibición de una credencial de color azul de dicha repartición.,
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En ~imi1ares términos declaran Delia Nilia Guaita de Rodrí-
guez y Eduardo Domingo Rodríguez -fs. 81 y 82 res~ectivamente-.
también vecinos de las víctimas, quienes refieren que el grupo
agresor les manifestó pertenecer a la policía y que se llevaban a la
pareja por ser extremistas.

En sus declaraciones testimoniales Norberto José Damelio -fs.
202- y Beatriz Magdalena Colombo --,[s. 202 vta.- resultan contes.
tes en afirmar que el día del hecho notaron la presencia ~n las
inmediaciones de ese domicilo, de varias personas armadas.

Lo expuesto, unido al resto de la prueba colectada en los re..
feridos autos, permite asegurar, atento las características con que
se desarrollaron los hechos investigados, que ellos fueron ejecuta~
dos por personal dependiente dcl Ejército Argentino.

Así surge de la prueba acumulada en el expediente ya citado
del Juzgado Federal N? 1 Y de los dichos en la audiencia de Mar.
garita Michelini, hija de una de .las cuatro víctimas del hecho, de
los que se desprende su cautiverio en el centro denominado "Au-
tomotores OrJetti", en donde se encontraban en igual situación otros
ciudadanos uruguayos. y la íntima conexión entre las actividades qüe
allí existían, con el hecho' en tratamiento.

Probado como quedó que William Whitelaw fue privado de
su libertad por integrantes de la fuerza mencionada, cabe concluir
que su muerte fue producida por personal de dicha arma, hecho que
aconteció el 21 de mayo de 1976.

En .el expediente ya citado, obran a fs. 3/6 informes periciales
y a fs. 120/151 las correspondientes autopsias, de las que surge que
todos los decesos se produjeron por heridas en cráneo y cerebro,
habiéndose producido los disparos de atrás hacia adelante y a coro
ta distancia. Además todos los cadáveres presentaban otras lesiones
reveladoras de castigos corporales anteriores a los decesos, de lo
que debe concluirse que los autores del hecho se prevalecieron del
estado de total indefensión de .las víctimas y sin correr riesgo alguno.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
WilIiam Whi telaw fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 242:
BARREDa DE SCHROEDER, ROSARIO DEL CARMEN

Está probado que Rosario del Carmen Barredo de Schroeder
fue privada de su libertad el día 13 de mayo de 1976, de su domicilio
ubicado en la calle Matórras 310, de la Capital Federal, por personal
armado que dependía del Ejército Argentino.

Al respecto cabe remitirse a las consideraciones vertidas en
el caso anterior.

Quedó acreditado que Rosario del Carmen Barredo de Schroe-
del' fue muerta por miembros de las fuerzas armadas o de seguri-
dad el 21 de mayo de 1976.

En tal sentido el Tribunal se remite también a las considera.
ciones vertidas en el caso anterior.

También quedó probado que el personal aprehensor sustrajo
efectos personales de su domicilio.

Los testigos Rodríguez y Guaita de Rodríguez manifiestan que
escucharon cuando el grupo que intervino en el secuestro dañaba
el mobiliario de la casa de la víctima. constando luego los destrozos
causados y la .falta de objetos.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Rosario del Carmen Barredo de Schroeder fueron desarrollados
de acuerdo al proceder descripto en la cuestión de hecho' NO? 146.

Respecto de la sustracción de efectos, responde al proceder"
descripto en la cuestión de hecho N? 147.
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CASO N? 243: MICHELINI, ZELMAR

859

Está probado que el ex Senador uruguayo Zelmar Michelini
fue privado de su libertad el día 18 de mayo de 1976, mientras se
encontraba en el Hotel "Liberty" situ en la. avenida Cprrientes 626,
de la Capital Federal, por personal dependiente del Ejército Ar-
gentino.

En tal sentido su hijo Zelmar Eduardo Michelini Dellepiane al
declarar en el expediente N? 293 del Juzgado Federal N? 1, Secreta-
ría No:> 2, referido en los dos casos anteriores, -fs. 61- manifiesta
que en la fecha y lugar indicados, se hizo presente un grupo armado,
aproximadamente a las 5 horas, y mediante amenazas se llevó a su
padre. En similares términos deponen Daniel Guillermo Giracca
-fs. 57-, Nelson Ivan Labarthe -fs. 63- Mario Orlando Procacci
-fs. 65- y Amadeo Segovia -fs. 77-, todos empleados del hotel,
quienes presenciaron el hecho.

Al declarar en la audiencia César Marcelo .Rafman y Angélica
Beatriz Labolita de ChoTen, refieren haber trabajado en la época en
que se produjo el secuestro de la víctima, en el hotel "Liberty",
enterándose del hecho a través de compañeros de tareas.

También está probado que Zelmar Michelini fue muerto por
miembros del Ejército el 21 de mayo de 1976.

En tal sentido cabe remitirse a las consideraciones vertidas en
el caso 241.

Está probado que en ocasión de su secuestro le fueron sustraí-
dos efectos personales.

Al respecto su hijo manifiesta que se apoderaron de la docu-
mentación de su padre, como asimismo .una máquina de escribir,
un grabador, un proyector, una máquina de afeitar, libros y anteo~
jos. Tal circunstancia aparece corroborada por los dichos de los
testigos antes referidos, en cuanto afirman que el grupo secuestra-
dor se retiró llevándose bultos fabritados con sábanas, cargados con
elementos de la víctima.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Zelmar Michelini fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 140.

En cuanto a la sustracción de c.Pectos responde al procedc.f
descripto en la euestióri de hecho N? 147.

CASO N? 244: GUTlERREZ RUIZ, HECTOR JOSE

Está probado que el ex Diputado Héctor José Gutiérrez Ruiz
fue privado de su libertad el día 18 de mayo de 1976 de sú domicilio
ubicado en la calle Posadas ]On, Capital Federal, por personal
armado que dependía del Ejército Argentino.

Ello resulta del testimonio brindado en la audiencia por su
.esposa, la señora. Matilde Rodríguez de Gutiérrez Ruiz, quien refiere
que en la fecha indicada irrumpió en su domicilio un grupo armado,
que se identificó como perteneciente a la Policía' Federal y luego
de revisar sus efectos personales se llevaron a su esposo, atado
y encapuchado.

Miguel Angel Ferreyra al deponer tanto en la audiencia como
a fs. 55 del expediente N? 293 citado en los tres casos anteriores,
refiere que para esa época se desempeñaba como encargado del
edificio donde habitaba la víctima, corroborando los dichos de la'
señora de -Gutiérrcz. Ruiz.

También está probado que Héetor José Gutiérrez Ruiz fue
muerto por personal dependiedte del Ejército el 21 de mayo de
1976.

Al respecto cabe remitirse a las constancias del expediente
N? 293, Y a los fundamentos vertidos en el caso 24l.,

En cambio no está probado que t?n ocasión de su secuestro le
fueran sustraídos efectos personales de su domicilio.

En tal sentido los dichos de su esposa no son avalados por nin~
gún ot.ro elemento de juicio.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Héctor José Gutiérrez fueron desarrollados de acuerdo al proceder
.descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N? 245: TAUB, GUILLERMO LUIS

Está probado que Guillermo Luis Taubfue privado de su liber-
tad el día 7 de septiembre de 1977 en su domicilio, sito en Lapri-
da 2044 de esta Capital, por personas armadas, que dependian ope-
racionalmente del Ejército Argentino.

En este sentido deben tenerse en cuenta los dichos de la víctima,
-quien' declaró por exhorto diplomático, manifestando que el dÍ<l se-
ñalado, en horas de la madrugada, se presentó un grupo de' personas
que se identificaron como pertenecientes a la policía de la Pro~
vincia de Buenos Aires, quienes se lo llevaron detenido.

Estas afirmaciones fueron avaladas en la audiencia por su
hermana, Beatriz Taub, por César Marcelo Hoffman y Angela Bea-
triz Labollita Vda. de Choren, quienes se produjeron en términos
similares a la víctima.

En idéntico sentido declaró Flora Gurevich de Taub a fs. 90
.de la causa 7778 del Juzgado en lo Penal Económico N? 6 caratu-
lado "Taub, Benjamín' F. y otros s/contrabando", y su padre Ben-
jamín From Taub ,a fs. 23 del recurso de hábeas corpus interpues-
to ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en la Criminal
y Correccional Federal N? 5 (causa 1931).

A ello 'deben agregarse los elementos de prueba colectados que
demuestran que Taub fue mantenido ilegítimamente en cautiverio
en lugares dependientes del Ejército Argentino.

Con nlotivo de su cautiverio se hicieron gestiones ante autori-
dades en ptocura de la averiguación de su paradero y de su libertad.

Al respecto manifestó Taubque la Liga Judia de los Estados
Unidos se dirigió al Presidente Videla solicitando el paradero del
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testigo y su libertad. También algunos ciudadanos americanos,
amigos de la familia Taub, le escribieron al General Videl"..

Fueron presentadas reclamaciones de Amnesty International y
de la Embajada de Israel en la República.

A Luis Guillermo Taub se lo mantuvo clandestinamente en' cau.
tiverio en la Brigada de Investigaciones de Quilmes ("Pozo de Quil.
mes"), la Brigada de Investigaciones de Banfield ("Pozo de Ban.
field") y el Comando de Operaciones Tácticas 1 (COT I.Martínez).
pertenecientes a la Policía de la \ Prov.incia de Buenos Aires, que
operaban bajo el comando del Primer Cuerpo de Ejército ..

La convicción del Tribunal al respecto se forma sobre la base
de los dichos de Taub, en el sentido de que luego de su detención
fue conducido a .los mencionados Jugares. Por su parte, A1cidcs
Chicsa manifestó haber compartido su cautiverio con la familia
Taub en el Comando de Operaciones Tácticas 1 ("COT 1.Martínez") .

Luis Alberto Colombi, al declarar en la audiencia manifestó que
Taub le dijo que estuvo en COT I.Martínez y en Quilmes.

Debe sumarse a ello el indicio consistente en que el personal
que detuvo a Taub se' identificó como perteneciente a la Policía
de ]a Provincia de Buenos. Aires, y que posteriormente fue some-
tido a proceso por el Consejo de Guen-a Especial Estable 1/1 (su.
maria JJ8.0047/4).

No está probado que en ocasión de su privación de libertad
fuera sometido a algún mecanismo de tortura.

En efecto, los
cien tes, a criterio

dichos de la
del Tribunal,

víctima al respecto no son sufi.
•para acred'itar tal circunstancia.

A Luis GuilIermo Taub se lo mantuvo ilegalmente detenido en
la Cárce.1 de Villa Devoto (V.2) , perteneciente al Sen~cio Peniten.
ciario Federal, desde el 14 de febrero de 1978.
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Los dichos de la víctima al respecto, son corroborados por los
de Flora Gurevich de Taub, y por las constancias del expediente
labrado por el Consejo de -Guerra Especial Estable N? ljl antes
mencionado.

A partir de esa fecha se los juzgó por el presunto delito de
encubrimiento de asociación ilícita, siendo condenado el 27 de di-
ciembre de 1979 a ocho años de prisión con más la accesoria de
inhabilitación absoluta y perpetua (fs. 2182).

Cabe destacar que en el recurso de hábeas corpus interpuesto
en favor de su padre, Benjamín From Taub -quien en el mismo
expediente fuera condeando a doce años de prisión- se dejó sin
.efecto la sentencia del tribunal militar, haciéndose lugar al recurso
(causa 1931)_

El tribunal interviniente en esa causa resolvió que "de la lectura
de las actuaciones instruídas por el Consejo de Guerra ya mencio-
nado, no cuesta nlucho inferir que el nombrado Taub ha sido pri-
vado de su libertad y de sus derechos sin la garantía que supone
la tramitación' de un proceso desarrollado con. las formalidades
establecidas por la ley y derivadas del ordenamiento constitucio-
nal, con la posibilidad de ser asistido por una adecuada defensa
táctica sin prueba y sentencia debidamente valorada y fundada ... "
(cont fs. 42)_

El análisis de las actuacion~s en cuestión hace que el Tribunal
-coincidiendo con lo resuelto entonces- llegue a la convicción de
que el supuest~ proceso seguido a la familia Taub constituyó un
intento de dar visos de legalidad a la privación de libertad que, has-
ta ese mome~to, se habia llevado a cabo en forma clandesti.na y a
partir de allí lo fue de manera ostensible.

Por otra parte no está probado que en ocaSlOn de la privaclOn
de libertad de Guillermo Luis Taub, el personal interviniente sus-
trajo bienes de propiedad de la familia Taub en el Hotel Liberty y
la casa de cambios Brasilia.

Los indicios colectados en autos no son suficientes para acre-
ditar la .pre-existencia de dichos bienes y de su posterior sustrac~
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ción. Máxime teniendo en cuenta que no se ha' tratado en est.a causa
la presunta privación de libertad' de que hubiese sido objeto Benja-
mín From TaubJ quien se encontraba a cargo de los bienes supucs.
tamente sustraídos.

Luis Guillermo Taub recuperó su libertad el día 14 de no-
viembre de 1983.

Los dichos de la víctima en este sentido se encuentran corro.
borados por la prueba instrumental aeumul,ada.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnifiCó a Luis
Guillermo Taub fue desarrollado de acuerdo al proceder. descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.

/

CASO N? 246: GUREVICH DE TAUB, FLORA

Está probado, que Flora Gurevich de Taub fue privada de su
libertad el día 16 de septiembre de 1.977 en su domicilio, sito en
Avenida Alvear 1918, pisol?, Depto. A, de esta Capital, por un grupo
que dependía 'operacionalmente del Ejército Argentino.

En este sentido, los dichos de la víctima ante la, Comisión Na-
cional sobre Desaparición de Personas se encuentran corroborados
por los de Beatriz Taub e Imelda' Garay en la audiencia.

Todas ellas son contestes en afirmar que el día mencionado se
. ,

hicieron presentes en su domicilio dos personas vestidas de Civil,
que luego de identificarla, se la llevaron detenida.

Debe agregarse el cúmulo de elementos colectados que demues-
tran que la señora de Taub fue mantenida clandestinamcn te en cau~
tiverio en lugares pertenecientes al Ejército Argentino, como más
abajo se verá.

Con motivo de su cautiverio se hicieron gestiones ante autori.
dad es en procura de la averiguación de su paradero y de su libertad,

\ '
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tal como se ha hecho referencia en el caso 245, relativo a Guillermo
Luis Taub.

A Flora Gurevich de Taub se la mantuvo clandestinamente en
cautiverio en la Brigada de Investigaciones de Banfield ("Pozo de
Banfield"), perteneciente a la Policía de la Provincia de Buenos
~ires, que dependía del Primer Cuerpo de Ejército.

En ese sentido, manifestó la víctima que fue trasladada a ese
lugar, donde el 13 de febrero de 1978 se encontró con su hijo.

Ello resulta acreditado por las consideraciones efectuadas en
el caso 245, en el sentido que Luis Guillermo Taub fue Dlantenido
en cautiverio en ese lugar junto a. sus padres hasta el 14 de fe-
brero de 1978 que fueron trasladados a la Unidad Penitenciaria
N? 2 (Villa Devoto).

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron con-
diciones inhumanas de vida y alojamiento.

Declaró la señora de Taub Slue durante su cautiverio en la Bri-
gada de Banfield estuvo encerrada en una celda, le abrían la puerta
una vez por día y le pasaban la comida en un jarro. Manifestó ade-
más que por las noches la sacaban para interrogarla.

Esta descripción resulta coincidente con la de otras person.as
que fueron .privadas de su libertad e~ dicho lugar, según se hizo
referencia en el caso N? 3.

Por otra parte se halla suficientenlente delTIo"stradoque a Flora
Gurevich de Taub se la mantuvo detenida en .la Cárcel de Villa De-
voto (U.2), perteneciente al Servicio Penitenciario Nacional, desde
el 14 de febrero de 1978.

Al respecto el Tribunal se remite a 'las consideraciones efectua- ~
das en el caso 245.

I

En lo que hace al desapoderamient~ de bi~nes de su propiedad,
debe estarse a lo considerado en el caso anterior.
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'b /Está probado que Flora Gurevich de Taub recupcró su J¡ crtad.

Al respecto el Tribunal se remitc a las constancias de la prueba
documental acompañada.

Por último, surge de aulos, que el hecho que damnificó a Flora
Gurevich de Taub fue desarrollado de acuerdo al proccdcr des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N? 247: CECI DE RAINERO, SUSANA MABEL

Está probado que Susana Mabel Ceci de Rainero fue privada
de su libertad cn la madrugada del 30 dc septiembre de 1976 en el
domicilio de María Susana Lebed, sito en la calle N? 180 entre .17
y 19 de la localidad de City Bell, Provincia de Buenos Aires, por
un grupo que dependía operacionalrncnte del Ejército Argentino.

A tal conclusión se arriba ponderando los testimonios de Neri
Aníbal Lebed y Nélida Jáuregui, padres de María Susana Lebed.

Explica el primero, que esa noche, dos amigos de su hija, Liliana
Polcnta y Mabel Ccci, la primera de ellas psicóloga y la scgunda
estudiante, conocidas del grupo familiar y con quienes las unía
una gran arnistad, habían convenido pasar la noche en su casa.
A las 5 o 5,30 de la madrugada, un grupo de personas comcnzó a
golpear violentamente la puerta de ingreso a su vivienda al punto
de romperla en la parte inferior. Ante tal circunstancia, decidió
permitir el ingreso de esas personas tal como le era requerido. Es,
así que penetraron 5 o 6 hombres armados y vestidos de civil, quie-
nes luego de amenazar con armas a todos los presen tes procedie-
ron a llevarse detenidas, encapuchadas y vendadas a su hija, a Ceci
de Rainero y a Polenta.

Agrega, que por dichos de sus vecinos supo que ese grupo se
movilizaba en tres vehículos estacionados en las cercanías de su
vivienda y que al ser increpados por unos trabajadores que a esa
hora se dirigían a sus tareas, por el accionar violento que el grupo
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desarrollaba, recibieron como respuesta una seria advertencia que
los hizo desistir de todo intento en favor de las víctimas.

,-,-,".

En idénticos términos
ría Susana Lebed.

se expide Nélida Jáuregui, madre de Ma-
I

Han de ser tenidos ,en cuenta, además, el testimonio de América
Edgardo' Salvarezo, padre de Mónica Salvarezo a quien lo unía idén-
tico lazo de amistad con las ya citadas, quien narra que su hija fue
aprehendida horas antes en la ciudad de La Plata, siendo obligada
por sus captores a individualizar el domicili<;,de Lebed.

Como consecuencia de su cautiverio se hicieron gestiones en
procura de su paradero y libertad.

Corre agregado a estas aCtuaciones el expediente N? 18.173 ca-
ratulado "Lebed, Neri Aníbal s/recurso de hábeas corpus en favor
de Lebed, María Susana; Ceci, Susana Mabel y otros" proveniente
del Juzgado Federal N~ 3 de la Ciudad de La Plata.

En él, el presentan te relata el suceso en que se detiene a Ceci
de Rainero, en términos concordantes a 10 declarado ante este
Tribunal.

Del mismo nlodo, se encuentra suficientemente acreditado que
ante una solicitud judicial la autoridad requerida contestó con men-
dacidad.

A fs. 6 de las actuadones citadas, la Policía Provincial informa
que María Mabel Ced, como los demás beneficiarios de la acción no
están, ni estuvieron detenidos en dependencias de la Repartición.
Por su parte, el Comandante de la 10~Brigada de Infantería lo hace
desconociendo todo tipo .de antecedente sobre la causante, mientras
que el Ministerio del Interior, informa que el Poder Ejecutivo Na-
cional no ha dictado medidas restrictivas de libertad contra ellas.

A Susana Mabel Ceci de Rainero se la mantuvo clandestinamente
en detención en la Comisaría de la localidad de Arana, perteneciente
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a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que actuaba bajo el co-
mando operacional. del Primer Cuerpo de Ejército.

Las circunstancias, características y modalidad de la incursión
en que fueron aprehendidas Ccci de Rainera y sus dos restantes ami-
gas, demostrativas de un accionar homogéneo~ y generalizado en ese
tipo de intervenciones, la ausencia de todo tipo de formalidad, la
violencia desmesurada y carente de sentido que rodeaba el procedi-
miento, las amenazas indiscrimin3;das, y la total certeza por parte
de ese grupo de no ver impedido su accionar por ]a intervención de
al~.maotra autoridad pública, se erigen en un antecedente que otor-
ga a los dichos prestados por Ceci de Rainero ante la CONADEP
singular relieve y valor indiciario. En ellos, "la damnificada expresa
que luego de su detención fueron conducidas al sitio que luego supo
se llamaba "Arana", lo que se conjuga 'con la reconstrucción del ca-
mino tomado por los secuestradores que efectuara Neri A. Lebed
por indicaciones de ésta y de Polenta luego de ser liberadas.

Susana Mabel Ceci de Rainero recuperó su libertad el día 10 de
octubre de 1976.

Tal es lo que surge de los dichos del precitado Neri A. Lebed,
concordante con la manifestación efectuada a fs. 9 del expediente ya

citado.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Susana Mabel Ceei de Rainero fueron desarrollados de acuerdo al
proceder deseripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 248: SILVA, NESTOR EDUARDO (h)

El señor Néstor Eduardo Silva (padre), deelaró el 14 de mayo
de 1984, en el caso N? 9743 de la CONADEP -Tucumán-, que su
hijo Néstor Eduardo había sido seeuestrado el 22 de septiembre de
1976, por un grupo de diez personas armadas que se encontraban
parte de civil y otras con uniformes.

I
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Que el hecho en cuestión se p:r:odujoen la chacra de su propie.
dad, ubicada en la localidad de Gorina, partido de La Plata, más
precisamente en las calles 159 entre 510 y 511, Y que junto con él
fue llevada la amiga de su hijo, Norma Del Missier, siendo testigo
de los acontecimie~tos la señora Angelina Agripina Landaida, que no
prestó declaración en ningún lado.'

Señaló que "'loacontecido le fue comunicado a San Luis, lugar
en el que se desempeñaba como Ministro de Economía de la Pro~
viucia.

Que el juez en 10 Penal de La Plata, doctor Rómulo Galmaroni,
efectuó diligencias tendientes a ubicar a su hijo'; fue así como le
confirmó que éste se encontraba en la dependencia policial de Arana.
Indicó que ante ello se entrevisto con el Subjefe de la Policía de la
Provincia de Buenos Aires, Teniente Coronel Trotz, negándole el nom.
brado conocer el paradero de Néstor Eduardo. Tal aseveración le
. fue ratificada por el General Ramón Camps.

Que mucho tiempo después se encontró con Pablo Alejandro
Díaz, quien le refirió que estuvo detenido en Arana y que allí estaba
su hijo y Norma Del Missier.

Lo expuesto -dichos vertidos en CONADEP- no encuentra en
autos sustento alguno, a no ser la declaración del referÍdo Díaz, que
ni siquiera dice haberlo visto en cautiverio, sino sólo haber escu~
chado su :nombre.

Por ello, es que no se da por acreditado que el causante hubiese
sido privado de su libertad.

CASO N? 249: .DEL MISSIER, NORMA BEATRIZ

De la presentación efectuada por la madre de Norma Beatriz' Del
Missier, a fs. 1, del"expediente N? 2122 -recurso de hábeas corpus-,
del Juzgado Federal de Primera Instancia N? 3, de La Plata, surge
que la nombrada salió de ,su domicilio, el 22 de septiembre de 1976,
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para la Facultad de Medicina donde cursaba sus estudios, siendo
aprehendida por un grupo de personas. Ratifica lo dicho en la de-
nuncia efectuada a fs. 1, del expediente N? 12.026, del Juzgado Na.
cional de Primera Instancia en 10 Criminal y Correccional Ni? 12, de
la Capi tal Federal.

A fs. 4 de este expediente, ]a denunciante aclara que en realidad
ignora si su hija fue secuestrada, acotando que averiguaciones efec-
tuadas en la Policía de La Plata, ante un recurso de hábaes corpus,
nada se había podido saber sobre la suerte de su hija.

Asimismo, Azucena Zambrana de Del Missier, al formular denun-
cia ante la CONADEP (Legajo 4015), señaló que el hecho se había
producido el día 11 de septiembre de 1976. a las J7, ignorando Otros
detalles del suceso. Al ampliar sus manifestaciones, indicó que su hija
había sido secuestrada en la localidad de Gorina, partido de La Plata,
según se enteró por comentarios del señor Silva, padre de un cono-
cido de Norma, en cuyo domicilio se llevó a cabo el operativo. Deja
constancia, finalmente, que su hija era apodada "negrita" y estaba
de novia con Néstor Silva.

En oportunidad de prestar declaración en estas actuaciones, Pa.
blo Alejandro DÍaz refirió que estuvo detenido en el centro c1andes.
tino de detención "Arana"; que allí tuvo contacto con otros deteni-
dos y que pudo escuchar los nombres de Néstor Eduardo Silva y
que a la novia de éste le decían "la negrita".

Si bien tales extremos son coincidentes con lo declarado por la
señora de Del Missier, no tienen la contundencia suficiente para dar
por acreditada la detención de la causante.

Por otra parte, no deja de llamar la atención el. total descono.
cimiento que tenía la madre de la presunta víctima sobre el lugar en
que aparentemente había sido detenida, como así también, el hecho
de que no obstante que vio a su hija por última vez el 9 de septiem.
bre de 1976, recién interpone un recurso de hábeas corpus el 11 de
abril de 1979.
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Sin lugar -a dudas no' existen en autos' elementos de prueba con
una entidad tal de convicción que permitan arribar a un pronuncia-
miento condenatorio.

CASO N? 250: FANJUL MARIA, JOSE FERNANDO

Está probado que José Fernando Fanjul Mahia fue privado de
su libertad el día 3 de octubre de 1977, lnientras se encontraba en
un bar ubicado en la calle 2 y 49, de la ciudad de La Plata, Provin-
,cia de Buenos Aires, por personal armado que dependía del Ejército
Argentino.

Dicha circunstancia es expuesta por su padre, el señor Francisco
Fanjul, en la audiencia y al declarar ante la Comisión Nacional sobre
la Desaparición de Personas, refiriendo haber tenido contactos con
su hijo mientras se hallaba privado de su libertad en distintos cen-
tros de detención en la Provincia de Buenos Aires. En tal sentido,
obran agregadas dos cartas remitidas por la víctima, donde informa
sobre su situación pidiendo absoluta reserva.

A.José Fernando Fanjul Mahia se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en la Comisaría 5'!- de La Plata y en la Brigada de In~
vestigaciones denominada "Arana", que dependían operacionalmente
del Ejército Argentino.

En tal sentido, además del testimonio de su padre, obra agre-
.gada la causa N? 132.737, del ~uzgado en lo Penal N' 1, de La Plata,
en donde lucen las declaraciones testimoniales de Cristina Busta-
mante -fs. 23-, Alberto Canciani -fs. 24 vta.-, Rugo Alberto Fer-
nández -fs. 25 vta.- y Osvaldo Lovenzano -fs. 25-, quienes resul-
tan contestes en afirmar que permanecieron cautivos en la Comisa-
ría 5,:-de La Plata, reconociendo todos ellos a la víctima como una
de las personas en su misma situación.

Cristina Gioglio dep.one a fs. 25 vta. de las referidas actuaciones,
manifestando haber visto a Fanjul ~1ahia cautivo e~l el Destacmnento
de "Arana".
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No está probado que José Fernando Fanjul recuperara su liber-
tad. Al respecto, no se ha arrimado ningún elemento convictivo.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
DOlO, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
víctima José Fernando Fanjul Mahia y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Arma~
da, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Res-
pecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo de su co-
mandancia del anna con posterioridad a la detención, que permitan
acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnjficó a José
.Fernando Fanjul Mahia, fue desarrollado de acuerdo al procede¡: des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 251: TlMMERMAN, JACOBO

Se encuentra fehacientemente probado que Jacobo Timmerman
fue detenido el 15 de abril de 1977, en su domicilio, por personal ele
la Policía de 1a Provincia de Buenos Aires, subordinado operacional-
mente al Ejército Argentino.

Ello surge no sólo de los propios dichos de Jacobo Tirnmerman,
sino también de lo declarado por el General Ramón Camps ante el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas a fs. 251, de la causa
NI? 9245, que corre por ~u~rdacon ]a presente.

Lo acreditan también las constancias del recurso de hábeas cor-
pus N? 3738, que tramitara por él ante el Juzgado en lo Criminal y
Correccional NI? 4.
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~esulta de esas actuaciones, que inicialmente fue detenido por
la exclusiva orden del entonces General Suárez Masan, invocando
facultades inexistentes en la ley 21.460. Así lo hizo notar la peticio-
naria del amparo y; sólo cOn fecha 21 de abril fue "legalizada" me-
diante su arresto a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, me-
diante decreto 1093/77 (v. fs. 20 de dicho expediente).

Luego de ser detenido,' Jacobo Timmerman. fue sornetido a un
mecanismo de tortura, por parte del personal de la Policia de la
Provincia de Buenos Aires, que dependía operacioD.almente, del Pri.
mer Cuerpo de Ejército.

El nombrado, en su amplia exposición, relata haber sido alojado
en dependencias del Departamento ,Central de Policía de la Provin-
cia de Buenos Aires; en la Guarnición Militar de Campo de. Mayo,
en la Seccional 8~ de Don Basca, conocida como "Puesto Vasco",
lugar desde donde 10 trasladaron varias veces al Departamento Cen-
tral de Policía lo que se encuentra corroborado por la: certificación
obrante a fs. 138 de los testimonios de la causa N? 6046, radicada
ante el Juzgado de Instrucción N? 33, Secretaría N? 170; en el Co-
mando de Operaciones Tácticas N? 1 o COTo1 Martínez; nuevamente
en "Puesto Vasco"; en la Cárcel Militar de Magdalena y, por último,
en el Departamento Central de Policía de esta Capital, para comen-
zar su arresto domiciliario hasta su expulsión del país.

Señala dos de esos lugares, donde fue sometido a reiteradas se-
siones de tortura mediante aplicación de picana eléctrica, Puesto
Vasco y COTo1 Martínez, donde era interrogado acerca de sus acti-
vidades. Relata con minuciosidad todas las características sobresa.
lientes de dicho interrogatorio y las personas que intervinieron.

Tales dichps encuentran corroboración en los testimonios brin-
dados por Héctor Mariano Ballent en cuanto categóricamente refie-
re, luego de señalar a Tirnmerman COTIlauna de las personas a quien
vio en cautiverio en COTo 1 Martínez, que todos sin excepción ha.
bían sido torturados; por los de Ramón Miralles, detenido. también
en di.cho sitio, quien reconoció a Timmerman por su act.uación pú-
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blica, _narrando las secuelas de los graves padecimientos físicos que
sufriera.

A su vez, a fs. 629, de la eausa N? 9245, instruida ante el 'Consejo
Supremo de las Fuerzas Armadas al General de Brigada Ramón J.
Camps, Gustavo Caraballo, presta testimonio donde refiere que supo
que Tirnmerman, con quien compartió cautiverio, fue sometido a
tormentos, que si bien no presenció, pudo inferir por el aspecto
físico del nombrado y por otros eomentarios.

Además, obra el testimonio vertido a fs. 38, de la ya citada causa
N? 6046, por Osva1do J. Papaleo, quien expresa que en "Puesto Vas-
co", Tirnmerman fue torturado en reiteradas oportunidades, lo que le
consta por haber visto cuando éste era sacado de su celda, y por
haber eseuehado luego sus gritos de dolor y quejidos. Los de Luis
Enrique Jara (fs. 44). quien sin encontrarse seguro afirma que cuan~

do se hallaba detenido y eneapuehado mien tras prestaba declaraeión,
pudo escuchar los quejidos de una persona que seguramente había
sido sometida a padecimientos físicos. Esto debe unirse al hecho
de que el mismo Tirnrnerrnan declara que se le hizo escuchar un
interrogatorio sobre su persona dirigido a Jara. Los de Ornar Amil~
ear Esp6sito, quien detenido en la Seeeional de Don Boseo y ubi-
cado en una celda cerca de la cocina, donde se llevaban a cabo las
sesiones de tortura, escuchó en una oportunidad, y en V07. alta, que
alguien expresó "máquina para Tjmmerman" y posteriormente, un
grito ahogado de alguien al que le ponían algo en la boea.

Merecen ser puestos de resalto, los testimonios de Enrique Schol~
niek, a fs. 60 y de Marta Hilda acampo de Gringot, a fs. 17, de los
testimonios de la causa ci tada, quienes hacen referencia a ciertas y
muy sugestivas anomalías en el puesto caminero sito en la Avda. del
Libertador N? 14.327 (COT. 1), de Martínez, en los años 1976 hasta
los años 1978 y 1979, époea en que la dependeneia fue convertida en
un "bunker", entrada y salida de aut0!TIóviles particulares sin chapa
identificatoria, entrada de lujosos vehículos en horas nocturnas, des-
cargas de armas de fuego, egreso de gente herida, ruidos de gran
intensidad y continuidad producido por motores de automóviles, cte.
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Durante todo ese tiempo o parte de él, se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

También Jacobo Timmerman relata el tra~o al que fue some~
tido. Golpes aplicados en las más diyersas circunstancias; falta de
las más elementales condiciones de higiene; escasa alimentación o
falta de ella por prolongados lapsos; se lo mantenía encapuchado y
atado. Todo ello, encuentra corroboración en los testimonios de sus
compañeros de cautiverio, quienes debieron soportar idénticos sufri-
mientos. Tales los relatos por Ramón Miralles, Julio César y Enrique
Miralles, Alberto Bujía, Héctor Ballent y Alberto J. Liberman.

En tales testimonios, se particulariza, además, las condiciones en
que fue vista la víctima. Así, Rosa Miralles expresa que lo notó tre-
~endamente agobiado, como si hubiera padecido mucho, telnblo-
roso y balbuceante, repetía constantemente "me quieren matar".
Carlos Enrique MiralIes comentó a su respecto, que ]0 vio en un
estado deplorable, narrando las condicio~es en que se lo sometió a
cautiverio.

Además, ha de tenerse en cuenta lo declarado a fs. 195, de la cau-
sa N'? 6046, por Araceli Noemí Russornano, quien detenida en "Pues-
to Vasco" describe la situación en que se encontraba Tirnmerman,
el que ¡'presentaba sus ojos vendados, y sus prendas que eran cla-
ras estaban bastante sucias", y los de Juan Amadeo Gramano, a
quien le constan los signos de maltrato que presentaba en "COT. 1".'

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Jacobo Timmerman, fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N'? 146.

CASO N? 252: MARTINEZ, PABLO LEONARDO

Está probado que Pablo Leonardo Martínez fue privado de su
libertad el día 4 de mayo de 1977, aproximadamente a las 18 y 30
horas, en ]a ciudad de San Nicolás, Provincia de Buenos Buenos,
por un grupo armado que dependía del Ejército Argentino.
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Ello surge de sus propios dichos vertidos ante la Comisión Na-
cional sobre la Desaparición de Personas y ante el Juzgado en lo
Penal N? 2, del Departamento Judicial de San Nicolás, en los autos
N? 40.864 ---<:onf. fs. 57-, donde refiere que el hécho sS produjo
aproximadamente a las 19 y fue llevado a cabo por varias personas
armadas, quienes luego de amenazarlo ]0 llevaron en la parte tra~
sera de un automóvil.

Dicha circunstancia es expuesta por su padre, el ingeniero Víc-
tor Angel Martínez, en el expediente N? 17.117, del Juzgado Federal
de San Nicolás, earatulado "Martínez, Pablo Leonardo, hábeas cor-
pus en su favor" I iniciado el 12 de mayo de 1977.

Con IDotivo de su privación de la libertad se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad. Entre ellas, la presentación del mentado hábeas corpus que
se halla agregado por cuerda.

También está probado que a Pablo Leonardo Martínez se lo
mantuvo clandestinamente en cautiverio en un inmueble ubicado cer-
ca de la fábrica Plastiversal, en la cárcel de San Nicolás y en la Co-
misaría de Junín, Provincia de Buenos Aires, que dependían opera-
cionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello surge de sus propios dichos, los cuales resultan verosímiles
en tanto menciona haber visto a varias personas en su lnisma situa-
ción, entre ellas a José María Budassi, quien al deponer testifical-
mente en la causa N~ 40.864, ya citada, corrobora dicha circunstan-
cia ---<:onf. fs. 152-.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera sometido
a algún mecanismo de tortura.

Los dichos de la víctima, que dan cuenta de ello, no son ava-
lados por ningún elemento de convicción.

Está probado que Pablo Leonarao Martínez recuperó su liber-
tad el 23 de diciembre de'1982.
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Ello ~urge de sus propios dichos,. en cuanto afirma que previa-"
mente fue ".legalizado", siendo juzgado y condenado por un con-
sejo de guerra.

Lo expuesto, encuentra corroboración en los informes suminis-
trados por la Jefatura de la Policía de la Provincia de Buenos Aires
y por el Servicio Penitenciario de dicha repartición, de los que se
desprende que Martínez ingresó detenido en virtud de la ley 21.461
a disposición del Jefe del Area Operacional 132, acusado de asocia~
ción ilicita, el 25 de mayo de 1977.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Pablo
Leonardo Martínez fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 253:PERROTA, RAFAEL ANDRES

Está probado que Rafael Andrés Perrata fue privado de su liber-
tad el día 13 de junio de 1977, en la via pública, en la ciudad de
Buenos Aires, por un grupo de personas que dependía operacional-
mente del Ejército Argentino.

Dicha "circunstancia se encuentra acreditada por los dichos en
la audiencia de su hijo, Rafael María Perrota Bengolea, quien mani-
festó que el día mencionado, alrededor de las 15, su padre salió a
caminar, como lo haCÍa diariamente por prescripción mé~ica, y a
partir de ese momento no volvió a ser visto en libertad. Dos horas
más tarde recibió un llamado telefónico donde se le informó que su '
padre había sido secuestrado pidiéndose por él un rescate de.250.000
dólares.

Estas manifestaciones se encuentran" avaladas por los elemen-
tos de prueba acumulados -que más abajo se reseñarán-, que de~J

muestran que la víctima fue man~enida clandestinamente en cauti-
verio en un centro de detención que operaba bajo el comando del
Ejérci to Argentino.
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A ello de~e:n agregarse las declaraciones y demás documentación
en tal sentido incorporadas en el legajo formado respecto de Rafael
Perrota por la Comisión Nacional de Desaparición de Personas.

Como consecuencia de su cautiverio se hicieron gestiones ante
.autoridades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En este sentido, el hijo de la víctima relató que hizo contacto,
por intermedio del General Olivera Rovere, con autoridades de la
Policía Federal, quienes comenzaron una investigación e intercepta~
ron su teléfono.

Manifestó que se hizo cargo del operativo el Coronel Morelli,
con quien se comunicaba llanlándolo a un teléfono perteneciente a
la Secretaría de Informaciones del Estado.

Declaró además, que una vez que resultaron infructuosas las ne-
gociaciones con los captores de su padre, inició una causa en el Juz-
gado del dqctor Cisneros y también hizo su familia una presentación
ante la Comisión Nacional de Desaparición de Personas, cuyo legajo
obra agregado a esta causa.

A Rafael Andrés Perrota se lo mantuvo clandestinamente en cau-
tiverio en el Comando de Operaciones Tácticas 1 (COTI-MartÍnez),
perteneciente a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, y que
actuaba bajo el c<;>mandooperacional del Primer Cuerpo de Ejército.

En tal sentido, coincidieron haberlo visto en el mencionado cen-
tro de detención, en la época en que se produjo su secuestro, Ramón_
MiralIes, Julio César MiraIles, Héctor BaIlent, Alberto Salomón Li-
berman y Jacobo Timmerman.

Está probado, además, que con motivo de la privaclOn de la
libertad, se exigió al hijo de la víctima, Rafael Perrota. Bengolea,
una suma de dinero para obtener la liberación de su padre, dos
horas después de haberse verificado su secuestro.

En este sentido son concluyentes los dichos de Rafael María
Perrata Bengalea, unidos a las constancias y documentación agre-
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gada al legajo de la Comisión NaciOl,lal de Desaparición de Perso-
nas, en el sentido de que luego del secuestro de su padre, sus cap~
tares se pusieron en contacto con su fan1ilia reclamando un rescate
de 250.000 dólares por su libertad.

Manifestó que a raíz de dicha circunstancia, se comunicó con
autoridades de la Policía Federal; el Coronel Morelli, como ya se
dijo, se hizo cargo del operativo tendiente a lograr la libertad de

la víctima.

Agregó que las personas que se encargaron de la investigación
se identificaron como el Teniente Arrán, el Subcomisario Iglesias y
otro q~e se llamaba Durán, de quienes, a raíz de un oficio librado
por el doctor Cisneros en la causa antes referida, se informó que
no revistaban en la Policía Federal.

Declaró que, siguiendo instrucciones de los captores, el día 16
de julio arrojó el dinero por la ventanilla de un tren. En el legajo
mencionado obran copias de los mensajes enviados por los secues-
tradores, entre los cuales figuran las instrucciones en tal sentido.
El dinero nunca fue recuperado.

No está probado que Rafael Andrés Perrota recuperó su libertad.

En efecto, según los testimonios de su hijo, nunca más volvió a
ser visto ni se tuvieron noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Ariaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Rafael Andrés Perrota y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer. una dis-

tinci.ón.

Con relación a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina
y de la Armada .Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento
de estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedi-
miento ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo For-
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tunato GaIticri no existe elemento alguno, como no sea el dato
puramente objetivo de su comandancia del arma con posterioridad
a la detención, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por Último, resulta necesario destacar que, si bien se entiende
qu.e la exigencia de rescate a los familiares de las víctimas no inte-
gró las órdenes de los Comandantes ni fue asentida por éstos (ver
cuestiones de hecho 146 y 147), por otro lado en la emergencia no
se. pudo descartar la posi,bilidad de que su autor o autores sean
personas dis,tintas de la de los captores. Por 10 demás la privación
de libertad subsiste como hecho independiente,

CASO N~ 254: DELGADO, MARGÁRITA

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este
caso, lo que así se resolverá.

CASO N~ 255: VAU, HORACIO

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita ]a absolución de .los procesados respecto de este
caso, lo que así se resolverá.

CASO N~ 256: FALCONE, JORGE ADEMAR

Está probado que Jorge Ademar Faleone fue privado de su
libertad el 14 de enero de 1978, en horas del mediodía, mientras
transitaba por la eaHe Belgrano al 800 de la ciudad de San Martín,
partido de igual nombre, Provincia de Buenos Aires, por personal
de ]a Policía Federal que circulaba c-';1 un patrullero de dicha re~
partición.

Tal circunstancia es expuesta en la audiencia por su esposa, la
seJiora Ne,lva Alicia Méndez de Falcone -caso siguiente- quien
fue privada de su libertad junto con el nombrado, lo que encuentra
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, ;"

c~rroboración en los dichos de los testigos a los que más adelante
se hará referencia, en el sentido que vieron al matrimonio en cau~
tiverio, para la época de su secuestro, en un centro clandestino
de detención.

A Jorge Ademar Falcone se .10 mantuvo en 'cautiverio en el lugar
conocido como "El "Banco" donde actuaban n1iembros de la Poli~
cía, que dependían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que resulta del testimonio de su cónyuge, corroborado
por las manifestaciones de Nora Beatriz Bernal -caso 304 bis- ver-
tidas en la audiencia, quien afirma haber compartido su prisión con
el matrimonio Falcone en el antes referido lugar de. encierro.

Lo expuesto se complementa con los dichos de Osear Alfredo
González y Horacio Guillermo Cid de la Paz, brindados ante la Co-
misión Nacional sobre ¡a Desaparición de Personas.

En cambio no está acreditado que en ocasión de su cautiverio
fuera sometido a algún mecanismo de tortura.

Ello así, ya que los dichos de su esposa no se hallan avalados
por clngún element~ de convicción.

Igual fundamento sirve para descartar el delito de robo del
automóvil de la víctima, por el cual el señor Fiscal también for-
mulara acusación.

Jorge Ademar Falcone recuperó su libertad el 27 de febrero
de 1978.

El testimonio de Nelva Alicia Méndez de Falcone en el sentido
de que fue liberada junto a la víctima de~ presente caso en la fecha
señalada, en el. barrio de. Floresta, no se halla controvertido por
prueba alguna.

Por último, surge" de autos, que el hecho que damnificara a
Jorge Ademar Falcone fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N9 146.
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CASO N~ 257: MENDEZ DE FALCONE, NELVA ALICIA

Está probado que en horas del mediodía del 14 de enero de 1978,
NeIva Alicia Méndez de Falcone fue detenida en la calle Belgrano
al 800 de la ciudad. de San Martin, partido de igual nombre, Pro-
vincia de Buenos Aires, por personal de la Policía Federal, como
puesto por cuatro uniformados y tres civiles, los que circulaban
en un patrullero de esa repartición.

Tal es lo que surg~ de sus propios dichos los que encuentran
apoyatura en las declaraciones testimoniales de Norma Beatriz Ber-
nal (ver dcelaración efectuada ante este Tribunal) complementada
con los dichos de Osear Alfredo González y Horacio Guillermo Cid
de la Paz, los que deponen ante la Comisión Nacional de Desapari-
ción de Personas (y son luego oídos testimoniahnente mediante
rogatOl-ia), siendo los tres compañeros de cautiverio de la causante.

Nc]va Alicia Méndcz de Falcone cumplió su cautiverio en el in-
mueble denominado "El Banco", utilizado como centro clandestino
de detención y perteneciente a la Policía Federal que a la sazón de-
pendía operacional mente del Primer Cuerpo del Ejército Argentino.

Tal es lo que resulta de sus propios dichos corroborados con
los testimonios de sus compañeros de cautivcrio Bernal, González
y Cid de la Paz, quienes se producen en forma coherente y concor-
dante en cuanto a que les consta la permancncia de la causante eh
ese lugar, dando motivos de tales afirmaciones.

No está probado que en ocasión de su cautiverio haya sido
sometida a algím mecanismo de tortura.

Aún cuando la propia víctima así ]0 afirma, de las actuaciones
no surge prueba alguna que apuntale sus dichos.

Idéntico fundamento sirve para descartar el delito de robo de
su automóvil, por el cual el señor Fiscal también acusa.

,
Nelva Alicia Méndez de Falcone recuperó su libertad el 27 de

febrero de 1978.
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Los dichos de la nombrada vertidos en tal sentido, no son con-
trovertidos por prueba alguna.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Nelva
Alicia Méndez de Falcone. fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 258: GUTIERREZ, RODOLFO

Está probado que Rodolfo Gutiérrez fue privado de su libertad
el 6 de febrero de 1978 por personal de la Policía de la Provincia
de Buenos Aires.

Ello así, en virtud de' la prueba testimonial e instrumental reco-
pilada en las actuaciones que corren por cuerda, "Gutiérrez, Rodolfo
s/privación ilegítima de la libertad", que bajo el número 6992 tra-
mita ante el Juzgado en lo Penal N'? 6 de San Isidro, Provincia de
Buenos Aires, y causa N° 24.411, earatulada "Fiorillo, Juan s/fal-
sedad ideológica de instrumento público" que tramita ante el Juz-
gado en lo Penal N'? 1 de la misn1a circunsc.ripci6n judicial.

La primera de dichas causas tiene inicio el 15 de marzo de 1978,
luego de haberse visto frustradas las acciones de hábeas <;:orpus ini-
.ciadas ante la Justicia Penal de esta Capital -expte. Nr: 17.890- que
tramitó ante el Juzgado de Sentencia Letra "T", donde se ordena
la remisión de los testimonios a la Justicia Penal de San Isidro.

En ella se colectan los testimonios de Rubén MoHeni, abogado
integrante del Estudio Jurídico propiedad de la víctima; Ricardo
BereQger; Nora Mabel Silva, quien logró anotar el' número de. chapa
identificatoria de uno de los vehículos en que se movilizaron los
captores, y Juan Carlos Carponi Flores, Capitán de la Fuerza Aérea
-en retiro, quienes se producen en términos coincidentes acerca del
hecho y sus características, propias del accionar de un grupo que
.actuaba con total libertad y seguridad en sus movimientos.

Pero lo importante del caso es que a fs. 22 del expte. N? 628,
.-caratulado "Gutiérrez, Rodolfo s/hábeas corpus", que tramita ante
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el Juzgado Naelonal de Primera Instancia en lo Criminal y Correc-
cional Federal N~ 5 ~e esta Capital, el entonces Gra1. de Divisi<\l1
Carlos Guillermo Suárez Masón, a eargo de! Comando del Primer
Cuerpo de Ejército, libra ofielo ante la requisitoria judieial alli
formulada, informando e! día 27 de noviembre de 1978, que el 6 de
febrero de 1978 personal polielal detiene a Rodolfo Gutiérrez en
cumplirnie~to de órdenes expresas emanadas de autoridad nlilitar,
con motivo de la investigación de presuntos delitos con finalidad,
motivación y connotación subversivas; se labrarían actuaciones de
conformidad con las leyes 21.460 y 21.267, que en ese entonces se
desarrollaban -según así lo diee- ante el Comando de Institutos
Militares en razón del lugar de los presuntos sucesos.

Rodolfo Gutiérrez logró fugar e! 4 de noviembre de 1978.

Ello quedó demostrado con la prueba instrumental obrante en
las actuaciones labradas en el sumario administrativo, caratuladas
"Actuaciones prevencionales -«imputado»: Rodolfo Gutiérrcz, por
evasión, lesiones, etc.".

De ellas surge que en la fecha indicada Rodolfo Gutiérrez logra
evadir el encierro a que fuera .sometido, lo que sucede en la Clínica
Brandscn, sita en la localidad homónima, y en la fecha indicada.

Es así que se sabe qu"ca raíz dc una afccción urinaria, la víc~
tima fuc tra,sladada con fuerte custodia policia~ a la ciudad de
Brandsen, por su cercanía con el lugar de' su encierro, ante la gra~
vedad que presentaba. Luego de su curación y tras golpear fuerte-
mente a su custodio en ocasión en que éste 10 trasladaba a su pe-
dido a un baI10 contiguo, logra ponerse fuera del alcance del grupo
policial; y horas después, mediante amenazas al conductor de una
camioneta de reparto de periódicos, se aleja aún más del, radio 'de
acción de éstos.

Al respecto, obran no sólo 'los dichos de los funcionarios poli~
ciales encargados de su custodia sino, además, los de las enferme-
ras y médicos del nosocomio, y del conductor del rodado que ]a
.vÍctim.a abordó para alejarse de sus perseguidores.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 885

A Gutiérrez se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en
dependencias de la Unidad Regional de La Plata, en la Seccional
.de Punta Lara y en la Subcomisaría de Brandsen, dependientes de
la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que dependían opera-
cionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Resulta de significativa importancia. para la fundamentación
del hecho que nos ocupa, p~ofuhdizar el análisis de las constancias
producidas por el Comando del Primer Cuerpo de Ejército, del tes-
timonio del expediente 6992 y 22 del expediente N? 628 el oficio
glosado a fojas 134 del testimonio de la causa 10.791 del Juzgado
Penal N'? 6 de San Isidro, en flagrante contradicción con la que a
su vez expidiera el Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, personal.

En los primeros, tras ocho meses de detención, todavía se habla
de actuaciones prevencionales por sus presuntas "actividades sub.
versivas".

Producida esta novedad en el Tribunal que venía investigando
la privación ilegítima de la libertad, se da por finalizada la trami.
tación de la causa y se la remite al "prCVCl)tor",esto es el Comando
de Institutos Militares, el día 24 de octubre de 1978, junto con la
docull1entación agregada y las .cartas que desde su encierro Gutié-
rrez le hiciera llegar a. su esposa, ante la posible comisión de un
delito cuya investigación es de competencia militar.

El 28 de octubre de 1981, son devueltas las actuaciones al Juz-
gado originario, dando cuenta de que en esa jurisdicción militar "se
han dispuesto en su momento las medidas concernientes a la inves-
tigación de los hechos".

Reiniciado el trámite de la causa por decisión del Tribunal de
Alzada y ante un requerimiento de la Corte Suprema de Justicia de
la Na~ión -le cupo intervenir por la queja deducida por el Fiscal
de Cámara contra dicha resolución de segunda instancia que decla-
raba además, la competencia d"e la Justicia castrense para seguir
conociendo en la causa-, que dicta una medida para .mejor prove~r
solicitando al entonces Comandante en Jefe del Ejército la reu1isión
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de las actuaciones que con intervención del Comando de Institutos
Militares tramitaba contra Rodolfo Gutiérrez. Ella se instrumenta
mediante oficio labrado el 16 de noviembre de 1982, recibiéndose el
30 de marzo de 1983 solamente las actuaciones relativas a la fuga
de Gutiérrez y a los delitos de que fuera víctima durante su de-
tención (ver fs. 287/88).

Por su parte, el Tribunal ongmario también recabó similar in-
formación, obteniendo como contestación, que las actuaciones que
se encuentran agregadas no se refieren a las labradas por la pre-
sunta "vinculación de Gutiérrez al accionar subversivo".

Lo expuesto hasta aquí es, de por sí, demostrativo que Gutié~
rrcz fue privado de su libertad sin sujeción a formalidad legal
alguna. El sumario militar en el que se habría investigado su pre-
sunta actividad subversiva nunca fue entregado a la justicia, lo que
permite presumir que no existió. Empero h~y más.

A fs. 370 depone testimonial mente Ovidio Pablo Riceheri, Oficial
en retiro efectivo que al momento del hecho desempeñaba el cargo
de Jefe de la PoIicia de la Provincia de Buenos Aires, quien expresa
que ordenó la instrucción de dos sumarios respecto de RodoIfo
Gutiérrez, uno referido a los malos tratos y el restante por su fuga.
Agrega que, pese al secreto con que se revestía todo el accionar
antisubversivo, nunca dio orden alguna de contestar negativamente
las requisitorias judiciales sobre los detenidos por tal causa.

Más allá de las serias dudas acerca de la real existencia de las
formalidades requeridas para la detención de un civil a (~isposición
de autoridades militares que regían entonces, ha de verse que las
características de la detención a que fue sometido Gutiérrez la cali-
fican como ilegal.

Tal lo que se infiere de los padecimientos físicos que se le im-
pusieron -que más adelante serán tratados-; de la tardía infor-
mación acerca de una presunta prevención por las actividades sub-
versivas de la víctima, cuando desde casi ocho meses antes era
negado por los organismos oficiales; de los dichos de los mismos
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testigos de la fuga que protagonizara desde. la localidad de Brand-
sen, de los que se extrae que quienes lo trasladaban trataron de
ocultar las características físicas del "detenido", de la circunstanCia
de que a pesar de su grave estado físico, no se lo recluyó en un esta-
blecimiento carcelario con instalaciones adecuadas para tal fin (Ver
al respecto oficios de fs. 167 del testimonio del anexo "C" de la
causa agregada).

Por último, a fojas 328 consta un oficio emanado de la Unidad
Carcelaria N'? 1 de la Provincia de Buenos Aires, en el que se in-
forma que Rodolfo Gutiérrez fue conducido a esa Unidad prove-
niente de la Subcomisaría de Brandsen sin haberse podido estable-
cer sus causas, lo que hace presuponer que ello se debió a un
pedido de colaboración por el, estado de salud que presentaba.

En cuanto a los sitios en que se mantuvo en cautiverio a la
víctima, cabe consignar al respecto los dichos de Julio César López
Del Pino González, quien mientras se ,desempeñaba como ordenanza
en la Unidad Regional de La Plata, vio allí detenido a Rodolfo Gu-
tiérrez aproximadamente en abril de 1978, agregando que le consta
que "estaba en el aire, es decir, no pesaba sobre él ningún cargo,
ni por delitos comunds ni por extremismo". Finaliza diciendo que
fue interrogado por un oficial de inteligencia de la Fuerza Aérea
(fs. 208 de la causa 6992).

Osvaldo E. Fernández declara a fs. 215 afirmando que fue dete-
nido en la Subcomisaría de Punta Lara desde el día 14 de junio
de 1978 hasta el 30 de julio de 1978~ocasión en la que estuvo en
esa condición con Gutiérrez.

Está probado que durante todo ese tiempo o parte de él, se le
impusieron condiciones inhumanas de vida o alojamiento.

El ya nombrado Julio César López del Pino, al deponer testi-
monialmente, hace algunas referencias respecto de las condiciones
de la víctima; de ellas se extrae que las condiciones de higiene y
alimentación al momento en que lo vio, eran deplorables, mejo-
rando con posterioridad.' Le consta por' los dicho~ de Gutiérrez,
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que había adelgazado 20 kilos encontrándolo en estado de desnu-
trición.

Por su parte, Fernández dice que conoció a una persona en la
subedmisaría de Punta Lara a quien' se le llamaba "el gallito ciego"
en razón de que no se le permitía sacársele la venda de sus ojos.
Calificó de penoso su estado de salud y señaló que no tenía ali-
mentación e higiene. Luego supo que él era Gutiérrcz.

Culmina su exposición poniendo de relieve las amenazas que
sufrió para el caso de hacer algÚn tipo de denuncia acerca de lo
que vio .

.Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de su paradero y libertad.

Además de la presentación de los recurso,s de hábcas corpus
ya séñalados anteriormente, a fs. 180 del testimonio de la causa
N? 6992 deelara la esposa de la víctima Ester Nelly Dedeo de Gu-
tiérrez; refiere las distintas diligencias llevadas a cabo para esos
fines, tales como la presentación efectuada ante la Presidencia de .
]a Nación. Servicio de Inteligencia de la Fuerza Aérea, recibiendo
como contestación el 10 de octubre de 1978 que su marido estarJa
con vida, sin que se informen los motivos ni lugar de su detención.

También se tiene la causa N? 6673 del Juzgado Perral N~ 6 de
San lsidro.

Está probado que ante una solicitud' judicial la ~uloridad reque- ,
. rida contestó negativamente.

Ello se verifica con la información producida por la, Policía de
la Provincia de Buenos Aires, agregada a fs. 14 de la causa 6673,
donde se informa el JO de febrero de 1978 gu" Rodolfo Gutiérrez
no se encuentra detenido en ninguna dependencia de esa repartició.n.

Por otra parte, a fs, 12 del expte, N? 628, se certifica que el
Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, Personal, informa que hasta
esa fecha, no existen antecedentes en ese Comando respecto de Ro-
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dolfo Gutiérrez. A fs. 22_de ese misn10 exp1e. cons1a la información
sunlinistrada por el Primer Cuerpo de Ejército a la que nos refe-
rimos más arriba.

Hecha esta verificación corresponde -establecer la posible men-
dacidad de estos informes.

Como quedó probado en la detención de Rodollo Gutiérrez,
intervino personal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires
que se enco.ntraba actuando subordinada al comando operacional
del Ejército, en el caso presente, Primer Cuerpo de Ejército. El
Sr. Fiscal acusa por la falsedad documental qu~ surge de la res.
puesta negativa dada por la policía provincial ellO de febrero de
1978 en la causa N? 6673 del Juzgado Penal N? 6 de San Isidro.
Con estos elementos queda den10strada plenamente la mendacidad
en el informe mencionado.

No está probado que luego de su fuga, Rodolfo Gutiérrez haya
sido visto en libertad.

En tal sentido de las actuaciones agregadas a la causa, no surge
ninguna ref~rencia al respecto.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber te-
nido de e$te hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami Daza,
el Teniente General Galtieri y el Almirante Anaya, esto por las razo-
nes ya expuestas en el caso 190.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Rodolfo Gutiérrez fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descdpto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 259: SAPOSNIK, RUBEN VICTOR

Está probado ql;le. Rubén Víctor Saposnik fue ilegítimalnente
privado de su libertad desde el día 27 de agosto de 1976 hasta el
día 30 de octubre del mismo año en la Comisaría 3<;t de Lanús, per.
teneciente a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, que s.e en-
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con traba subordinada al comando opéracional del Primer Cuerpo
de Ejército.

Así resulta del infonne remitido por la Jefatura de la Policía
provincial, en el cual se dice que, según constancias del libro de
guardia de la Comisaría ya mencionada, al folio 142, Saposnik in-
gresó a ella el 27 de agosto de 1976, a las 11 a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional y que para el 21 de enero de 1977 es remitido
a la Unidad Nueve del Servicio Penitenciario Provincial.

Del informe acompañado al Tribunal por el Ministerio del Inte.
rior surge que Saposnik fue anotado a disposición del Poder Eje-
cutivo Nacional, por. el Decreto 2705 el 30 de octubre de 1976 y a
solicitud del Ejército, cesando esa situación el 14 de julio de 1980.

Por su parte el damnificado manifiesta en una declaración en
la CONADEp que fue detenido el 14 de julio de 1976 por personal
del Regimíento 7 de Infantería de La Plata, circunstancia que no
ha quedado acredi tada.

De la contradicción de esos dos informes queda establecida la
existencia del extremo analizado.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ru.
bén Víctor Saposnik fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N9' 146.

CASO N? 260: SCARFIA, OSVALDO ALBERTO

Está probado que Osvaldo Alberto Scarfia fue privado de su
libertad el 9 de mayo de 1978 en su don;icilio, sito en la calle Para-
guay 2449, piso 2? "H", de esla Capital, por un grupo armado que
dependía operacional mente del Ejército Argentino.

Dicha circunstancia se acredita con los indicios que surgen de
lo deelarado por la víctima, por su padre Osva1do Arturo Scarfia
y por el encargado del edificio donde se produjo la privación de
libertad, Carlos Font, en la causa N? 12.463 del Juzgado Nacional
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de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción N'? 14, caratu~
lada "Scarfia, Osvaldo Alberto s/privación ilegal de la libertad" ..
Los deponentes en dicho expediente están contestes en que el día
mencionado, en horas de la noche, se. hicieron presentes en aquel
lugar varias personas vestidas de civil, armadas, quienes luego de
revisar la casa, se llevaron a la víctima.

En el mismo sentido se lnanifestó Scarfia a fs. 33 de la causa
Ni?12.022 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal
y Correccional Federal N? 2, caratulada "Olalla dc Labra, Marcelo
Adrián y otros s/den. inf. leyes 21.322 y 21.325".

A ello deben .sumarse las constancias que demuestran que la
víctima fue mantenida en cautiverio en el centro de detención
conocido como el "El Vesubio"; que dependía operacionalmente del
Primer Cuerpo de Ejército, a las que más abajo se aludirá.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ello se comprueba con las constancins del recurso de hábeas
. corpus interpuesto en su favor ante el Juzgado en lo Criminal de
Sentencia Letra "M", Secretaria N? 13 (causa 2902).

A Osvaldo Alberto Scarfia se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el centro de detención conocido como "El Vesubio",
y en el Instituto de Detención de La Plata (U9), que actuaban bajo
el comando operacional del Primer. Cuerpo de Ejército.

En efecto, el indicio que se desprende de lo afirmado por la víc-
tima en tal sentido, recogido en las causas antes mencionadas, se
encuentra corroborado por Luis Alfredo Chávez en la audiencia,
quien¡ dijo haber compartido su cautiverio con la víctima.

A ello deben agregarse las constancias de la ca1.J.saN'? 12.022
del Juzgado Nacional de Prin1era Instancia en lo Criminal y Correc-
cional Federal Ni? 2, antes mencionada, que tuvo inicio con actua-
ciones irregulares del Consejo de Guerra Especial Estable Ni? 1/1,
que intentaron justificar la privación de libertad, mediante la apa-
riencia de un proceso militar que le diera visos de legalidad.
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A fs. 4 de dicha causa se dejó constancia de que la víctima se
hallaba alojada en el Instituto de Detención de La Plata. (U9).

No está probado sin embargo que en ocasión de su cautiverio
fuera sometido a algún mecanismo de tortura.

En efecto, no existen agregados en la causa elementos ele jui-
cio que acrediten tal extremo.

Osvaldo Alberto Scarfia recuperó su libertad el 24 de marzo
de 1979.

Los dichos de la víctima y su padre en tal sentido, vertidos en
la causa N? 12.463 a la que ya se hizo referencia, concuerdan ~on las
constancias de la causa 12.022 del Juzgado en lo Criminal y .Correc-
cional Federal N~ 2, donde a fs. 35 vta. fue ordenada su libertad por
el Juez An7;0átegui con feeha 21 de marzo de 1979.

Por último, surge de autos, que el heeho que damn'¡ficó a Os-
valdo Alberto Scarfia fue desarrollado de acuerdo al proceder des.
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 261: ERaLES TURUCZ, RITA VERONICA

Solamente se cuenta en autos con la acción de h~beas COI"PUS

presentada por Catalina Turucz ante el Juzgado Nacional de Primera
Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N~ 4, (expte. N~ 3863),
quien relata que el día 21 de mayo de 1978 sus hijos Rita Verónica
y Teodoro Ronaldo, fueron privados de su libertad por un con-
tingente armado. en la finca de su propiedad sita en la localidad
de Hornos, Provincia de Buenos Aires, y que hasta la fecha de pre-
sentación del recurso, no había tenido noticias de estos.

Librados los pedidos de informes por el Juez intcrvinicnte,
tanto el Ministerio del Interior, la Policía Federal, como el Coman-
do en Jefe del Ejército comunicaron .que no existía orden restric-
tiva de la libertad respecto de los nombrados, motivo por el cual
fue rechazada la acción deducida.
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No surgen de autos otros elementos que los citados, y en tal
carácter no es posible dar acogida favorable a la pretensión con~
denatoria impulsada por la acusación fiscal, toda vez que la pieza
probatoria aludida no se encuentra corroborada por otras que per~
mitan tener por demostrada la perpetración del delito de privación
ilegal de la libertad que se imputa y de. otros que lo tienen COlno
necesario presupuesto fáctico.

CASO N° 262: MOLLER, GUILLERMO MARCELO

Está probado que Guillermo Marcelo Moller fue privadá de su
libertad en el mes de junio de 1978 en la ciudad de Buenos Aires,
por un grupo armado, que dependía operacionalmente del Ejército
Argentino.

Dicha circunstancia se encuentra acreditada por las constancias
de la causa N? 13.279del Juzgado Nacional de Primera Instancia en
.10 Criminal de Instrucción N? 13, caratulada "Moller, Guillernlo Mar-
celo s/privación de la libertad".

A fs. 1 de dicho expediente declaró la madre de la víctima, María
Angélica Olcese de Moller, quien en esa época residía en la ciudad
de Córdoba. Cuando llegó a Buenos Aires, aproximadam~nte en el
mes de agosto de 1978, se enteró que su hijo había sido detenido
-en su domicilio por efectivos de las fuerzas armadas.

A fs. 52 declaró Jorge Roberto Gaidano, quien vivía en la mis~
ma casa con la víctima, manifestando que ,el día anterior a su se-
_cuestro, se presentó un grupo de personas de civil, que dijeron
pertenecer a la policía, que revisaron la casa y preguntaron por
Moller. Agregó ~l testigo que dos días después volvió a su domi.
cilio y se enteró por los dichos de la encargada Adelina GÓluez,
.que el mencionado grupo "regresó. y se llevó a Moller..

A fs. 58 estos dichos se c;:orroboran con los de Adelina María
Presello Vda. de Gómez, quien' declaró que el 24 de junio se pre-
.sentaron tres personas de civil, exhibiéndole credenciales de la Po~
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lida Federal, que le manifestaron pertenecer a Coordinación Fe-
deral, dirigiéndose a la habitación de Moller. Dice que a ese grupo
se agregaron otros hombres; permanecieron en el lugar hasta el día
siguiente, en que detuvieron a .la v.Íctima cuando ésta se hizo presente.

A ello deben sumarse los elementos de prueba colectados que
demuestran que Moller fue mantenido ilegalmente en cautiverio
en un lugar de detención que operaba bajo el comando del Ejército
Argentino.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante autodda-
des en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En efecto, a raíz de su captura sc inició la causa a la que an-
tes se ha hecho referencia. En dicho expediente obran constancias
de gestiones realizadas por su familia.

A fs. 127/31 se agregaron notas del Cardenal Raúl Francisco
Primatesta, Presidente de la Conferencia Episcopal Argentina, de
fechas 23 de mayo de 1979, 5 de octubre de 1979 y 10 de enero de
1980, en que manifiesta su interés por el caso de la víctima.

A fs. 133. obra una nota de Lord Avebury, enviada desde la
Cámara de los Lores de Londres, el 4 de febrero de 1980, comuni-
cándole a la madre de la víctima que según informes sabía que
Moller había estado en los campos "Banco" y "Olimpo", entre ju.
nio y diciembre de 1978, y que estaba. reportado con una letra que
significa transferido, 10 cual, según esos testigos, importaba que
podría estar muerto.

A fs. 134, 136 y 137 obran cartas enviadas por Edmundo Vargas
Carreño, Secretario Ejecutivo de la Comisión de Derechos Humanos
de la Organización de Estados Americanos, de fechas 5 de mayo de
1980,11 de junio de 1980 y 24 de noviembre de 1981, donde manifies-
ta haber tomado nota de la información suministrada por María
Angélica Oleese de Moller respecto de su hijo.

En similares términos lucen notas remitidas desde la Comisión
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, de fechas 12 de junio
de 1981 y 5 de abril de 1982 (fs. 137 y 139).
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A fs. 140 se agrcgó una nota del Pro-Cónsul Británico, por la
cual se informó a la madre de la víctima, .que se había recibido
autorización para otorgar entrada a Gran Bretaña a Guillermo Mar-
celo Moller, enviando una notificación a tal efecto a las autoridades
argentinas correspondientes (6 de diciembre de 1979).

A fs. 141 luce copia de una nota dirigida a Lord Avebury, en la
Cámara de los Lores, por el Capitán de Fragata Raúl José Cao, desde
el Comando en Jefe de la Armada, en el sentido de que se investigaría
el caso de Guillermo Marcelo Moller.

Está probado asimismo que a raíz de una solicitud judicial la
autoridad requerida contestó con mendacidad.

Ello así porque 'a fs. 232 de la causa antes mencionada, el Co-
mando en Jefe del Ejército comunicó que no existían antecedentes
sobre Guillermo Moller ni sobre el procedimiento de la finca ubi~
cada en Chacabuco 1181.

Ello se contradice con las constancias que existen en el sentido
de que la víctima fue mantenida en cautiverio en dependencias del
Ejército Argentino.

En efecto, a Guillermo Marcelo Moller se lo mantuvo clandes-
tinamente privado de su libertad en el centro de detención conocido
como "El Banco", que operaba bajo el comando del Primer Cuerpo
de Ejército.

En este sentido se manifestó Julio Lareu, al declarar en la
audiencia.

A ello debe sumarse el testimonio de Jorge Roberto Gaidano
a fs. 206 de la causa referida, quien declaró que, confundiéndolo
con Moller lo llevaron a dicho centro clandestino, y allí pudo verlo
más tarde.

Guillermo Marcelo Moller .no recuperó su libertad. Según su
madre, nunca más fue visto ni se tuvieron noticias de él.
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En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fuera
vÍCtima Guillermo Mm'celo Moller y sobre cuya base debían haber
formulado ]a pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En relación a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina
y la Arnlada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente' que se trat6 de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten.
ci6n, que permitan acreditar cQn fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de' autos, que los hechos que damnificaron a
Guillermo Marcelo Moller fueron desarrollados de acuerdo al pro.
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 263: POCE, RICARDO CESAR

Está probado que Ricardo César Pace fue privado de su libero
tad el día 9 de diciembre de 1978, en la localidad de Ezpcleta, Par.
tido de Berazategui, Provincia de Buenos Aires, por efectivos del
Ejército Argentino.

En este sentido deben tenerse presente los dichos de su padre,
Julio César Pace, a fs. 1 del reeurso de hábeas corpus ínterpuesto
ante el Juzgado Federal de Primera Instancia N? .1 de L~ Plata (cau.
sa 84.782), donde manifestó que el día mcncionádo su hijo fue dete.
nido por fuerzas conjuntas en la vía pública, en la localidad de Ez.
peleta, llevándoselo en un automóvil, a la vista de muchas personas.

Ello se corrobora con las constancias incorporadas al legajo
formado respecto de ]a víctima por la Comisión Nacional sobre De-
saparición de Personas,' especialmente las notas suseriptas por Ho-
racio Cid de la Paz, quien confirmó la fecha de la detención, como
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así también por la circunstancia probada de que fue visto en un
centro de detención dependiente de esa fuerza.

Con motivo de su cautiverio se hicieron gestiones ante autori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y de su liber~ad.

Al respecto, obran agregadas en poder del Tribunal las notas
enviadas por la Embajada de Italia, intercediendo por S\1 libertad y
las contestaciones por _parte del Gobierno Argentino.

Por otra parte, en el legajo formado por la 'Comisión Nacional
sobre Desaparición de Personas, se agregaron copias de notas remi-
tidas por Patricia Derian, Secretaria Adjunta para Derechos Huma~
nos y Asuntos HUlnanitarios de los Estad<;,sUnidos; del Presidente
de la Conferencia Episcopal Argentina, Monseñor Raúl F. Primatesta;
de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos de la Organi-
zación de Estados Americanos; del Congreso de los Estados Unidos
y de la Secretaría de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. To~
dos ellos solicitando la libertad de Pace.

En el ámbito judicial se interpuso un recurso de hábeas corpus
en el Juzgado Federal de Primera Instancia N? 1 de La Plata, causa
84.782,el día 1~de febrero de 1979,el cual tuvo un resultado negativo.

Está probado también que a raíz de una solicitud judicial la
autoridad requerida contestó negativamente.

En efecto, a fs. 9 del recurso menci9nado luce un informe del
Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, de fecha 9 de febrero de
19,79, en el sentido de que no existen antecedentes respecto de Ri~
cardo César Pace.

Ello se contradice con las constancias existentes en autos que
demuestran que la víctima fue mantenida clandestinamente en
cautiverio en un lugar de detención dependiente del Ejército Ar-
gentino.

En efecto, Ricardo César Póce fue mantenido clandestinamente
en cautiverio en el lugar conocido como "El Olimpo", dependiente
. del Primer Cuerpo de Ejército.
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A la abundante prueba reunida respecto de su privación de libero
tad por miembros. de fuerzas conjuntas, que se ha detallado al co.
mienzo de este caso, debe agregarSe, con relación a su permanencia
en "El Olimpo", la prueba documental acompañada por Horacio Cid
de la Paz y Alfredo González, 'en sus declaraciones por exhorto, que
se corroboran con las anteriormente vertidas ante la Comisión Na-
cional sobre Desaparición de: Personas.

Manifestaron allí que Ricardo César Poce estuvo en "El Olim-
po" desde el 9 de .diciembre de 1978, fecha en la cual, según se ha
comprobado, fue privado de su libertad.

No está probado quc Ricardo César Pocc falleció como conse- .
. cuencias de heridas causadas al ser privado de su libertad.

Dicha circunstancia no ha podido ser acreditada no obstante'
las consideraciones 'del Fiscal de Cámara ya quc ello no surge del
documento, que presentara Horado. Cid de la Paz, y ningún otro
elemento' de prueba ha sido obtenido en tal sentido.

Tampoco se ha acreditado que Ricardo César' Poce recuperara
su libertad.

En efecto, según los dichos de sus familiares. no vólvió a ser
vi~to ni se tuvieron más noticias de él.

,
Por último surge de autos que. los hechos que damnificaron a

Ricardo Poce fueron desarrollados de acuerdo al proceder descripto
en Ja cuestión de hecho N? 146:

CASO N? 264: RODRIGUEZ, WASHINGTON

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este
caso, Jo que así se resolverá.
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El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal en
cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este caso,
lo que así se resolverá.

CASO N? 266: MANFIL, ANGELICA

Respecto de este caso, ha de remitirse el Tribunal, a la funda-
mentación vertida en ei N? 267 correspondiente a Carlos Laudelino
Manfil.

CASO N? 267: MANFIL, CARLOS LAUDELINO

Se cuenta en autos con el expediente N? 669 del Consejo de Gue-
rra Especial Estable N? 1, perteneciente al Comando dei Primer Cuer-
po de Ejército caratulado "Rosario Victoria Ramírez y otros" del que
surge que el día 27 de octubre de 1976, siendo la 1.40, personal poli-
cial de la sección cuarta de Avellaneda mantuvo un enfrentamiento
armado con los ocupantes de la finca sita en el Edificio N? 6, piso 3?,
depto. "A" del complejo habítacional ubicado en Vílla Corína, en la,. .
calle Lafuente entre Oyuela y Posadas de la localidad de Sarandí,
Provihcia de Buenos Aires, del que resultaron muertos por heridas
de bala Rosario Victoria Ramírez, Angélica Senobia Zárate, Carlos
Laudelino Manfil y el menor de nueve años Carlos Albertó Manfil.

Surge de éste t,,:mbién que, los ocupantes al intentar fugarse,
ya heridos, se arrojaron por una ventana interior donde. resultan
abatidos, procediéndose luego al secuestro de distintos objetos
como bibliografía y armas. Asimismo, durante el enfrentamiento,
fueron heridos de bala los menores María Marcela Vega y Rosario
Adolfo Vega.

DiCho proceso, culminó en sobreseimiento provisional y extin-
ción de la accióp. penal respecto de los abatidos, por disposición
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ler. Cuerpo de Ejército, General de Div.isión
Galtieri.

Pese al irregular procedimiento citado, en el que no obran tes-
timonios, ni autopsias, ni peritaciones, no se cuenta en estas actua-
ciones con otros elementos de prueba que permitan fundar, sobre
bases ciertas, la existencia .de un hecho delictivo, desde que el accio-
nar que es objeto de estudio podría haber estado justificado en los
términps del art. 34 incisos 4? o 6? del Código Penal. En esas condi-
ciones cabe desoir la acusación fiscal.

CASO N? 268: PEREZ, LUCIO RAMON

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita ]a absolución de los procesados respecto de este
caso, lo que así se resolverá.

CASO N? 269: FAVERO, LUIS EUGENIO

Está probado que Luis Eugenio Favcro fue privado de su liber-
tad el día 12 de febrero de 1977, aproximadamente a las 17, de su
domicilio ubicado en la calle 58 N? 1283 de La Plata, Provincia de
Buenos Aires, por personal armado dependiente del Ejército Ar-
gentino.

Ello surge de sus propios dichos y de los de su hermana Claudia
Inés Favero -caso 270- vertidos ante .la Comisión Nacional sobre
la Desaparición de Personas, cuyas copias obran agregadas en los
correspondientes legajos.

Ambos refieren haber sido secuestrados en .la fecha y .lugar indi-
cados, en presencia de su padre Ornar Favero, por un grupo armado
de personas vestidas de civ.il, que se identificó como perteneciente
a la Policía, siendo conducidos atados en dos automóviles.

También está probado que a Luis Eugenio Favero se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en un lugar de detención eono-
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cido corno "La Casita" y en el Destacamento Policial de Arana, que
dependían operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

En tal sentido tanto la víctima del presente caso, como su her~
mana, coinciden en sus declaraciones sobre esta circunstancia, y
también respecto de las fechas de sus traslados, nombres o apodos
de las personas que vieron en dichos sitios y características. de ellos.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido
a algún mecanismo de tortura.

Al respecto si bien Favero manifiesta haber sido golpeado, so-
metido a pasajes de corriente eléctrica y a otros apremios, sus di-
chos no encuentran corroboración en ningún otro elemento de juicio.

En cambio quedó acreditado que durante ese tiempo o parte de
él se le impusieron condiciones inhumanas de vida y alojamiento.

Al tratarse dicho aspecto en casos anteriores, quedó fehaciente-
mente demostrado las condiciones infrahumanas a que eran someti-
das las personas allí alojadas.

En tal sentido tanto Luis Eugenio Favero COfil0 su hermana
refieren que debían permanecer en pequeños calabozos junto con
numerosas personas en su misma situación, debiendo turnarse para
dormir, debido a que el lugar se hallaba parcialmente inundado.

Está probado que Luis Eugenio Favero recuperó su libertad el
día 20 de febrero de 1977.

En tal sentido los hermanos Favero relatan que en la fecha se~
ñalada, aproximadamente a las 19 horas, fueron dejados en libertad
en el Parque San Martín.

Por último, surge de autos que el hecho que damnificó a Luis
Eugenio Favero fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N~ 146.
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CASO N? 270: FAVERO, CLAUDIA INES

Está probado que Claudia Inés Favero fue privada de su libertad
el día 12 de febrero de 1977, aproximadanlente a las 17, de su domi-
.cilio. ubicado en la calle 58 N? 1283 de La Plata, Provincia de Bue-
nos Aires, por personas armadas que dependían del Ejército Ar-
gentino.

Al respecto cabe remitirse a lo expuesto en el caso anterior,
correspondiente al hermano de la vÍcti'ma.

Está acreditado que a Claudia Inés Favero se la mantuvo clan-
destinamente en cautiverio en un lugar de detención conocido como
"La Casita" y .en el Destacamento Policial de Arana, que dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército:

Al respecto también se hace expresa remisión al caso anterior.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometida a
algún mecanismo de tortura ..

Ello en virtud de que los dichos de la víctima vertidos en tal sen.
tido no encuentran corroboración en ningún elemento de juicio.

En cambio quedó demostrado que durahte ese tiempo o parte
de él se .le impusieron condiciones inhumanas de vida. y alojamien-
to. Véase sobre este tópico lo expuesto en el caso -269.

Está probado que Claudia Inés Favero recuperó su libertad el
día 20 de febrero dk.1977.

Tal circunstancia quedó demostrada en el caso anterior.

Por último surge de autos que el hec~o que damnificara a Clau.
dia Inés Favcro fue desartollado de acuerdo a la cuestión de hecho
N? 146.
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Está probado que Carlos María Casabona fue privado de su liber-
tad el día 7 de marzo de 1977, de su domicilio ubicado en la calle
Humberto l? N? 417, de la localidad de Quilmes, Provincia de Bue-
nos Aires, por un grupo armado perteneciente al Ejército Argentino.

Lo expuesto es referido tanto por el nombrado como por su pa~
dre, el Ingeniero Juan Carlos Casabona ante la Comisión Nacional
sobre la Desaparición de Personas, afirmando coincidentemente que
el grupo estaba integrado por unas cinco personas, las que luego
de revisar algunos efectos p~rsonales, se llevaron a la víctima.

De; sus relatos surge con claridad que sus ejecutores pertene-
cían a la fuerza citada ya que si bien vestían ropas de civil, calzaban
borceguíes, portaban armas largas y se desplazaban en dos vehículos,
uno de ellos úna ~amioneta carrozada. Dichas características resul-
tan similares a las que. presentan otros grupos aprehensores que
actuaron en casos anteriores ya analizados, en la misma época y zona.

Está probado que a Carlos María Casabona se lo mantuvo clan~
destinamente en cautiverio en algún centro de detención, depen-
-diente del Ejército Argentino.

El nombrado - expone que fue. trasladado desde su domicilio
hasta un lugar de cautiverio que no pudo determinar en donde per-
maneció atado y encapuchado, notando -la presencia de otras perso~
nas en su misma situación. Allí fue interrogado mientras era golpeado.

Sus dichos aparecen verosímiles en tanto ha quedado acreditado
que fue privado de su libertad y que fue liberado a los cuatro diás,
por lo que en dicho lapso debió haber permanecido prisionero.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido
a algún mecanismo de tortura.

Ello en virtud de que su~ expresiones vertidas en tal sentido no
son corroborados por ningún otro elemento de juicio.
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Está probado que Carlos María Casabona recuperó su libertad
cuatro días después de ser secuestrado.

Ello surge de sus propios dichos, corroborados por los de su
padre.

Por último, surge de autos que el hecho que damnificara a Car-
Jos María Casabona fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 272: SCH1EL, EDUARDO

Según surge de la acusación fiscal, el nombrado en el epígrafe
fue privado de su libertad el día 17 de agosto de 1976 en la vía públi-
ca, en la localidad de San Pedro, juntamente con Graciela Corazón de
Jesús Cclayeta, y conducido a la Prefectura e inmediatamente de~
jado en libertad. Al salir, a las dos cuadras, fue nuevamente dete-
nido, siendo alojado en la Prefectura, en la Comisaría de San Pe-
dro, en la Brigada de Investigaciones de San Nicolás y en la Cárcel
del mismo lugar. Asimismo fue sometido a tormentos, salió en liber-
tad vigilada a los cuatro años y siete meses, habiendo estado a dis.
posición del Poder Ejecutivo Nacional desde ellO de septiembre
de 1976.

Se cuenta solamente en autos con el expediente N? 3602 cara-
tulado "Sehiel, Eduardo Julio s/reeurso de hábeas corpus" del re-
gistro del Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal y Correc-
cional Federal N? 4, del cual surge que el beneficiario una vez de.
tenido fue procesado judicialmente por presunta infracción a ]a
ley 20.840 ante el Juzgado Federal de San Nicolás y condenado a
tres años de prisión, medida que fue revocada el 23 de noviembre
de 1977 por la Exma. Cámara Federal de Apelaciones de Rosario,
resultando absuelto.

Sin embargo, y según surge de los dichos del presentan te y de
Jos i!lformes producidos por el Poder Ejecutivo Nacional, Schiel no
recuperó su libertad en virtud de haber quedado a disposición de
este último poder, por decreto N~ 1986 del 10 de septiembre de 1976;



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 905

así como tampoco se le concedió la opción para salir del país por
decreto N? 624 del 16 de marzo de 1979.

Cabe acotar finalmente; que el hábeas corpus mencionado, fue
rechazado en ambas instanCias.

De lo expuesto, puede deducirse que si ~xistió privaclqn ilegal
de la libertad en perjuicio de Eduardo Schiel, ella debió 'produ-
cirse desde la fecha de su detención hasta que se lo puso a dispow
sición de la justicia, situación ésta que no se ve corroborada en
autos por probanza alguna.

En efectp, la versión del Señor Fiscal en cuanto a la fecha de
detención del nombrado no se encuentra avalada por otros elemen-
tos. Tampoco hallaron corroboración en l~ especie los tormentos
que habría sufrido Schiel durante su prisión.

Por tal razón, no. está acreditada la materialidad del hecho en
que se funda la pretensión punitiva.

CASO N? 273: ALVAREZ DE REPETO, MARTHA ANGELICA

Está probado que Martha Angélica Alvarez de Repeto fue privada
de su libertad el día 14 de septiembre de 1976 por efectivos del
Ejército Argentino.

_Dicha circunstancia se encuentra acreditada por las constancias
que obran en poder del Tribunal, remitidas por el Ministerio 'del
Interior, según las cuales la víctima fue detenida en esa fecha, y
alojada en el Regimiento de Infantería 9 de Corrientes.

Ello se corrobora con los elementos obrantes en el legajo for-
mado a su respecto por la Comisión Nacional sobre Desaparición de
Personas.

Por otra parte Martha Angélica Alvarez de Repeto fue puesta a
disposición del ~oder Ejecutivo Nacional el día 11 de octubre de
1976 (Decreto 2438).
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A la nombrada, como se dijo, se la mantuvo ilegalmente en cau-
tiverio en el Regimiento de Infantería .9, con asiento en la ciudad de
Corrientes, dependiente del Tereer Cuerpo de Ejéreito.

En efeeto, desde su deteneión, el 14 de septiembre de 1976, hasta
]a fecha en que se dispuso su arresto a disposición del Poder Ejecu-
tivo Na7ional, el 11 de octubre de ese año, no .hubo causa alguna
que justificara su privación de libertad, pues no se inició proceso
jl:ldicial o militar en su contra.

Su cautiverio en el Regimiento de Infantería 9 se acredita
con las constancias del legajo formado a su respecto por ]a Comi-
sión Nacional sobre Desapar.ición de Personas, y con el. certificado
que aeompaña el deereto de su arresto a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional, que fuera remitido por el Ministerio del Interior.

No se halla acreditado que con motivo de su privación de libertad
fuera sometida a algún mecanismo de tortura.

En efecto, las constancias obran tes en el legajo de la Comisión
Nacional sobre Desapar.ición de Personas al respecto, no se encuen-
tran. avaladas por ningún otro elemento de prueba.

Martha Angélica Alvarez de Repeto cesó de estar arrestada a
disposieión del Poder Ejeeutivo Naeional el día 9 de enero de 1978.

Ello se eomprueba eon las constaneias del decreto N~ 17/78
de esa fecha, por el cual se dispuso dejar sin efecto dicho arresto.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Mar-
tha Angélica Alvarcz de Repeto fue desarrollado de acuerdo al pro.
eeder deseripto en la euestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 273 bis: LOPEZ MUNTANER, FRANCISCO
BARTOLOME

Se desprende ?el expediente N~ 1362, earatulado "López Mun-
taner, Francisco Bartolomé s/recurso de hábeas corpus", del re-
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gistro del Juzgado Federal de Primera Instancia N'? 3, Secretaría
N? 9, de La Plata, iniciado por Irma Irene Muntaner de López, el
nombrado en el epígrafe habría sido privado de su libertad el día
16 de septiembre de 1976, en su domicilio, sito en,calle 17 N? 2123,
La Plata, por personas que dijeron ser del Ejército Argentino.

En dichos autos, el juez interviniente ordenó se libraran pe-
didos de informes a las fuerzas de seguridad, a fin de determinar
el paradero del beneficiario y dichos requerimientos fueron con-
testados en el sentido de que López Muntaner no se encontraba
detenido a disposición de pingún organismo oficial.

No se cuenta en autos con más pruebas que la verSlOil de la
presentante del recurso, cuyos dichos no se ven corroborados por
otros elementos, y es por ello, que no corresponde dar acogida
favorable a la pretensión punitiva.

CASO N? 274: COLLADO, JORGE DANIEL

No está. probado que Jorge Daniel Collado haya sido detenido
por personal Militar o Policial que actuaba bajo el comando ope-
racional del Primer Cuerpo de Ejército, el día 22 de septiembre'
de 1976 en su lugar de trabajo, San Martín 473, de esta Capital.

Ello así, puesto que de las causas judiciales recibidas y acumu-
ladas a estas actuaciones, sólo ~e pueden extraer tres declaraciones
testimoniales. Las brindadas por Amneris Dolly Alterio de Collado,
madre de Jorge Daniel Collado (fs. 3, del expediente 42.615, del
Juzgado de Instrucción N'? 13, Y fs. 2, de la causa N? 396, en trámite
ante la justicia en lo Criminal y Correccional Federal de esta Capi-
tal), y la de María Roberta Muller ,<fs. 3, sumario del N? 4751, del
Juzgado de Instrucción N? 16 de esta Capital), los que proporcio-
nan datos sobre quienes podrían aportar una prueba directa sobre la
detención que denuncian, pero por sí solos no alcanzan para fundar
una conclusión afirmativa sobre la realidad del hecho averiguado.

Al no tener acreditada la privación de libertad de Collado, pier-
den virtualidad las imputaciones referidas a las falsedades ideoló-
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gicas y encubrimien.to que el. Fiscal atribuyó a los procesados en su
acusación que requieren aquel delito como necesário presupuesto
fáctico.

CASO N? 275: REIMER, ESTEBAN ALFREDO

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesado~ respecto de este
caso, lo que así se resolverá.

CASO N? 276: LEICHNER, JUAN

Está probado que Juan Leiehner fue privado de su libertad a .
mediados del año 1977, por personal dependiente del Ejército Ar.

gentino.

Ello surge de los testimonios vertidos en la audiencia por Aldo
René Segault y José Alberto Anta, quienes refieren que para la ei..
tada época habían desaparecido gran cantidad de compañeros de
. trabajo de la empresa Mercedes Benz Argentina, que desempeñaban
sus labores en la fábrica ubicada en la localidad de González Catán,
Provincia de Buenos Aires, entre ellos la víctima.

En similares términos depone Héetor Aníbal Ratio -caso 96-,
tanto en la audiencia como en la causa N? 462, del Juzgado Penal
N? 6, de Morón, Secretaría N? 11 -conf. fs. 23-, agregan~o que no
sólo se enteró del secuestro de varios compañeros que trabajaban
en la mencionada empresa, sino que además, como quedó acredi-
tado al analizarse su situación, él también fue' privado de su liber-
tad por miembros del Ejército y conducido a un lugar de detención
~ondeoyó la voz de Leichner' junto a las de otros compañeros indi-
vidualizados en los casos 97 a 101.

También está probado que a Juan Leichner se lo mantuvo clan-
destinamente en cautiverio ~n Campo de Mayo, lugar que pertenecía
al Ejército Argentno.
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Al respecto, probado como 'se encuentra que la víctima fue pri~
vada de su libertad, resulta verosímil el testimonio de Héctor Aní-
bal Ratto en cuanto afirma que escuchó su voz en el referido lugar
mientras se encontraba allí cautivo.

No se acreditó que Juan Leichner recuperara su libertad. A ese
efecto no .se ha arrimado ningún element9 de juicio.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri.
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Doza, el Teniente- General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Juan Leichner y sobre cuya base debían haber
formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

Con relación a los Comandantes de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada, mal puede adjudicárseles conocimiento de estos hechos si se
tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos: Res~
pecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no existe
~lemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo. de su
comandancia del arma con. posterioridad a la detención, que per~
mitan acreditar con 'fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho ,que damnificó a Juan
Leichner fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cues tión de hecho N? 146.

CASO N? 277: KREPLAK, JOSE ARIEL

El Tribunal tiene presente lo dictaminaqo por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este
caso, lo que así se resolverá.

CASO N? 278: LESCANO, JORGE LIVIO

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesado,? respecto de este
caso, lo que así se resolverá.
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CASO N~ 279: DEAN BERMUDEZ, NELSON EDUARDO

Está probado quc Nelson Eduardo Dean Bermúdcz fuc privado
de su libertad el día 13 dc julio dc 1976, en ocasión en que se encon-
traba en el interior de un bar, sito en Bocelo y Carlos Calvo, de la
Capital Federal, por un grupo a.rmado quc dependía del Ejército
Argentino.

En tal sentido, el nombrado al declarar ante el Secretariado In-
ternacional de Juristas por ]a Amnistía en el Uruguay, cuya copia
obra agregada en el correspondiente legajo de la CONADEP, reficre
haber sido secuestrado en el lugar y fecha indicados junto con Ana
Inés Quadros por efectivos de la Policía Federal. Esta, al declarar
en la audiencia corrobora dkha circunstancia.

Se suma a 10 expuesto, el hecho de haber sido visto tanto Déan
Berrnúdez como su compañera en cautiverio por diversos testigos.

También está probado que a Nelson Eduardo Dean Bermúdez
se lo mantuvo clandestinamente privado de su libertad en el lugal'
de detención conocido como "Automotores Orletti", que operaba
bajo el comando del Primer Cuerpo de Ejército.

El nombrado expone que luego de su secuestro es conducido a
un Jugar en el cual actuaban conjuntamente personal de' las fuerzas
armadas argentinas y uruguayas, reconociendo a gran cantidad de
uruguayos opositores al régimen dictatorial de su país. Dicha cir-
cunstancia ha quedado acreditada en los casos 136 y 137.

Por otra parle, al declarar en la audiencia Enrique Rodríguez
Larreta Piera, Ana Inés Quadros, Gastón Zina Figucredo y María
Elba Rama Molla, afirman haber permanecido en cautiverio junto a
la víctima en el citado lugar de det.ención, el cual fue identificado
por el primero de los nombrados al rccuperar su libertad.

Además quedó prObado que en ocasión de su cautiverio fue
sometido a algún mecanismo de tortura.

Dean Bermúdez relata que fue colgado con los brazos hacia
atrás y rodeado su cuerpo con un cablc, el cual se hallaba conec~
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tado a un transfornlador. Así era subido y bajado, y al tomar con-
tacto con el piso recibía descargas eléctricas, las que se agravaban
debido a que previamente su cuerpo había sido mojado.

Sus dichos se tornan verosímiles, en tanto coinciden con los
brindados por el grupo de personas antes individualizados. Estas
refieren haber, padecido similares formas de torturas en el mismo
lugar de detención y en la misma época.

Se añade a lo expuesto, los dichos de los referidos Figueredo
y Rama Molla ,en cuanto afirman que todos los allí cautivos eran tor-
turados, incluido la víctima.

Durante todo ese tienlpo o parte de él se le impusieron condi.
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

En tal sentido, Dean B~rmúdez hace referencia a la escasez de
alimentación, consistente en sobras de las que comían los guardias,
como asinlismo a las incomodidades y frío que 'debió padecer.

A mayor abundamiento, el Tribunal se remite a las argumen-
taciones vertidas sobre este aspecto en los casos 136 y 137.

Está probado que en los últimos días del mes de julio de 1976
se lo condujo clandestinamente junto a un grupo de personas en
su misma condición a la República Oriental det Uruguay, de la que
eran oriundos,"

Tanto la víctima como las personas aludidas precedentemente
se refieren a ello, lo que, por lo demás, quedó acreditado al tratar
el caso 136, al que cabe remitirse.

Por último, surge 9-e autos, que los hechos que damnificaron a
Nelson Eduardo Dean Bermúdez fueron desarrollados de acuerdo al'
proceder descripto en la cuestión de hecho N'? 146.



í' '

912 FALLOS DE lA CORTE: SUPREMA

CASO N? 280: DYOUKOFF, SILVIA ELENA

El Tribunal tiene presente lo dietaminado por el señor Fiseal
en cuanto soJjcHa la absolución de los procesados respecto de este
caso, lo que así se resolverá.

CASO N? 282: FLORIANI, CARMEN GRACIELA

. Está probado que el día 2 de junio de 1977, Carmen Graciela
Floriani de Roldán fue privada de su libertad en las inmediaciones
de la Caja Nacional de Ahorro y Seguros, sita en calle HipóJjto Yri.
goyen N? 1750, de esta Capital Federal, por personas armadas.

Ello surge de sus dichos .ante el Tribunal, en los que refiere
que ese día, al salir de su trabajo, fue interceptada por dos perso-
nas armadas que la tomaron fuertemente del brazo y la obligaron
a introducirse en un automóvil, pretextando procurar el esclareci-
miento de un robo de joyas. Corroboran su testimonio las manifes-
taciones de su suegro, José Roldán, ante el Juzgado Federal N? 2,
Secretaría N? S, en oportunidad de promover hábeas corpus en su
favor, expediente N? 11.391, que reitera a fs. 2, del expediente cara-
tulado "FLORIANI DE ROLDAN, Carmen Graciela, víctima de pri-
vación ilegal de libertad", N? 13.497, ambo~ agregados a la causa,
donde aporta seri~s' indicios al respecto, dejando constancia que
ese día, en horas de la noche, se presentaron en su domicilio nueve
individuos armados, requisaron su casa y llevando como rehén a
su hija, hicieron lo propio en el domicilio de su nuera. Asimismo,
CODlplcta la prueba, el telegrama colaciopado que aportara la vÍC-
tima en la audiencia, donde se le comunica su suspensión provisio-
nal en el empleo a partir del día 3 de junio de 1977.

Está probado que a Carmen Graciela Floriani se la mantuvo
clandestinamente en cautiverio en "Mansión Seré", donde qperaban
fuerzas de la Séptima Brigada Aérea bajo el comando operacional
del Primer Cuerpd de Ejército.

Ello surge de su declaración ante la audiencia oral, en la que
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mánifiesta haber estado recluida en una casa antigua con arboleda
compuesta por eucaliptos, con habitaciones de diversos tamaños,
con vidrios pintados que impedían la visión exterior, en la que se
oía muy cerca el paso del ferrocarril, donde se efectuaban comuni-
caciones por radio, en cuyas proximidades pudo ver, en el trayecto
hacia su liberación, un cartel del tipo de Jos de estaciones ferro-
viarias con la leyenda "Ituzaingó". Todos detalles que concuerdan
perfectamente con los brindados en igual oportunidad por las nu-
merosas personas que testimoniaron respecto de ese lugar de alo-
jamiento clandestino. Cabe destacar la coinCidencia con lo decla-
rado por Calveiro de Campiglia en lo relativo a sus compañeros de
cautiverio, en tal sentido, refiere a una joven maestra liberada al
poco tiemp.o, a una mujer en avanzado estado de embarazo, al pa-
dre de trillizos llamado Luis, cuya esposa tambi~n sufrió detención
pero salió antes que él, y especialmente, aunque sin recordar su
nombre, a la muchacha de cabellos cortos, tez blanca, con un corsé
de yeso en su tórax, que le relatara haber intentado huir por una
ventana del primer piso, fracturándose varias costillas, en quien
reconoce a la propia Calveiro de Campiglia.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridad~':s en'
procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Ellas tuvieron lugar en el ámbito judicial como quedó eviden.
ciado en el punto que antecede.

Está probado que' con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida respondió negativamente.

Ello surge del expediente del Juzgado Federal N? 2, ya mencio-
nado, en el cual el Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, Personal,
el 9-9-77informó que no existía medida restrictiva alguna respecto
de la víctima. Hecha esta verificación, corresponde establecer si
hubo mendacidad en el informe.

La conclusión debe ser negativa, ya que la Fuerza que respon-
dió al requerimiento judidal fue el Ejército, y ha quedado demos-
trada la responsabilidad, en la privación de la libertad de Carmen
Graciela Floriani, de la Fuerza Aérea.
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No está demostrado que en ocasión de su cautiverio haya sido
sometida a algún mecanismo de tor~ura.

Sus manifestaciones al respecto se encuentran huérfanas de
toda corroboración.

Está probado que Carmen Graciela Floriani de Roldán recu-
peró su libertad el día 14 de junio de 1977.

Ello surge de su propia' versión, corroborada por su suegro, se-
gún constancias de fs. 11 vta. del hábeas corpus interpuesto en su
favor.

Se encuentra acreditado que, luego de su secuestro, los apre.
hensores acudieron a su domicilio y al de sus padres políticos sus-
trayendo diversos objetos de valor.

En su testimonio, deja constancia al respecto, describiendo e~
saqueo de su casa de la que llevaron entre otras cosas la vajilla que
reconoció en la cocina de "Mansión Seré" el señor José Roldán en
los lnencionados autos sobre privación ilegal de libertad, a fs. 3
denuncia la sustracción de su propia -casa de una fuerte suma de
dinero, una linterna reflectora, varios cassettes de música, tres rni-
.crófonos de grabador, un bolso tipo valija de cuero, dos libros y
.objetos de adorno, añadiendo que de la casa de su hija política
llevar.on varias prendas de vestir, radios y bolsos.

Por último, surge de autos, que Jos I~echosque damnificaron a
Carmen Graciela Floriani fueron desarrollados de acuerdo al pro-'
.ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 283: ASTIZ, ALEJANDRO MARCOS

Está probado que el 12 de octubre de 1977, aproximadamenté a
las 4, Alejandro Marcos Astiz' fue privado de su libertad en 'su do-
micilio, sito en Dorrego 777, planta baja "B", Capital Federal. por
un grupo de personas armadas.
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Surge de las declaraciones de su madre, Sara Aidée Ruiz de
Astíz, en autos N9 23.879, "ASTIZ, Alejandro Marcos s/privación ile-
gal de la libertad", que tramitó ante el Juzgado de Primera Instan-
cia en lo Criminal de Instrucción N? 27, Secretaría N'? 106, fojas 14,
y de su hermana ante el Tribunal. en el sentido que ese día y hora,
se presentaron en su domicilio personas armadas, vestidas de civil,
que por la fuerza lo llevaron en el baúl de un automóvil. Agrega
que a la semana volvieron a buscar ropa alegando que le dejarían
en libertad y que no volvió a verlos.

Cabe agregar a estas consideraciones, que a Alejandro Marcos
Astiz se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en "Mansión
Seré", donde actuaba personal de la Fuerza Aérea.

En tal sentido, son indicios serios y concordantes, las declara-
ciones de Cinquemani; de Rosomano, quien relata haber oído su
voz; de Garritano, que manifiesta que lo reconoció el 17 de enero
de 1978 en oportunidad en que lo trajeron a la sala de torturas; de
Tamburrini y Fernández, quienes fueron conlpañeros de habitación
en el cautiverio y relatan que salió de ella, según la guardia, para
ser trasladado a un penal a fin de ser anotado a disposición del
PEN. Señalan los dos últimos que cuando pidieron el diario para
confirmar.lo se lo negaron y que, luego, "Lucas", uno de los inte-
grantes de una guardia, les manifestó que lo habían matado, sin
aclarar quién ni en qué circunstancias. Fcrnández añade que Astiz
fue úno de los integrantes de la partida de naipes que jugaran con
Ramella y GarCÍa.

Durante su detención se hicieron gestiones en procura de la
,averiguación de su paradero y libertad.

En el ámbito judicial se interpuso un hábeas corpus que origi-
nó la causa por privación ilegal de la libertad, ya individualizada .
.Sobre ello declaran también su madre y su hermana (vid. autos cit.).

Está probado. que con motivo de una solicitud judicial la auto-
ridad requerida contestó negativamente.

A fs. 6 del expediente referido, obra un informe del Comando
.en Jefe del Ejérci~o, Jefatura 1, Personal, poniendo en conocimiento
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del-Juzgado, el 22-5-78, la inexistencia de antecedentes de Alejandr?
Marcos Astiz.

Hecha esta .verificación, corrcsp0Il;de establecer la posible men-
dacidad de ese informe_

Como quedó probado, en la detención de Alejandro Marcos Astiz,
intervino personal dependie~te de la Fuerza Aérea. Si se tiene en
cuenta que fue el Ejército y no la Fuerza Aérea el que respondió al
requerimiento, cabe concluir que no ha quedado acreditada la exis.
tencia de lila respuesta mendaz.

No está probado que Alejandro Marcos Astiz haya recuperado su
libertad_

Concuerdan en ello los testigos que lo conocieron y su hermana
Juana Eloisa Astiz_

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubcns Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almiran-
te Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libe~tad de Ale-
jandro Marcos Astiz y sobre cuya base debían haber formulado la
pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de Ejército y de la Armada, mal
púcde adjudicárscles conocimientos de estos hechos si se tiene pre-
sente que se trató de un procedimiento ajeno a ellos. Respecto de
los Brigadieres Generales Ornar Rubcns Graffigna -y Basilio Arturo
La'mi Dozo, no existe elemerito de convicción alguno como no 'sea
el dato puramente objetivo de su comand"ancia del arma con poste-
rioridad a la detención, que permita acreditar con fehaciencia tal
extremo. Descartado el conocimiento, no cabe formular denuncia
alguna.

Por último, surge de autos, -que él hecho que damnificó a Ale-
. jandro Marcos Astiz fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146_
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CASO N? 284: CARbOZO, JORGE OSCAR
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Está probado que Jorge Osear Cardozo fue privado de su liber-
tad el 14 de noviembre de 1977, en horas de la noche, en su domi-
cilio de 25 de Mayo 378, de Morón, Provincia de Buenos Aires, por.
un ,grupo de personas armadas.

Tal lo que relata en esa ocasión al declarar ante la audiencia,
manifestando que varias personas provistas de armas que se identi-
ficaron como pertenecientes a la Policía de la Provincia de Buenos
Aires, con vestimenta civil y sin orden de detención, procedieron a
aprehenderlo. Este episodio se sucedió a la inspección ocular que
se llevó a cabo en su domicilio y en su oficina, por varias personas
con uniformes de Fuerza Aérea, secundadas por camionetas tripula-
das' por soldado~. En cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y
lugar, sus manifestaciones concuerdan con las de su esposa, Graciela
Mabel Souto, al deponer ante el Tribunal.

A lo narrado, se debe agregar, que a Jorge Oscar Cardozo se lo
mantuvo clandestinamente en cautiverio en "Mansión Seré", donde
actuaban efectivos de la Fuerza Aérea.

f
Ello surge de sus propias declaraciones, concordantes con las de

Ramella. Esa coincidencia se refiere a las características de la casa,
,antigua, con ventanas pintadas; a la existen.cia de dos plantas; a la
presenCia del integrante de la "patota", apodado "Raviol"; a la vi-
sión, por un orificio de la ventana, del centro de la "Liga de Lucha
contra el <;áncer", .donde 20 años atrás había hecho un festival 'a
beneficio del diario donde trabajaba (reconociéndolo en las fotogra-
fías de fs. 97, 98 Y 99). En ese lugar le hicieron ver a Ramel1a, quien
asevera haber estado allí en la misma fecha.

Diez días antes de s,u liberación fue llevado, siempre en cauti-
verio, a la Conlisaría de Haedo.

Ello surge de su propio testimonio y del de Ramella, que con-
cuerda perfectamente con él, en que fueron trasladados en el mis-
mo auto, aquél en el baúl, éste en el piso. Describe un calabozo
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chico, uno grande, un patio en el centro y en la parte posterior
del calabozo, un cartel que deCÍa "zona 'restringida" o "área res-
tringida ... ", " ... grupo de tareas 100". Graeiela Mabcl Souto re-
fiere que por el hermano de la victima tuvo noticias de que estaba
en la Comisaría 'de Haedo.

Está demostrado que en ocasión de su cautiverio en "Mansión
Seré", fue sometido a algún mecanismo de tortura.

Siempre ante el Tribunal, Cardozo manifestó h'abcr sufrido va-
rios interrogatorios, con golpes de todo tipo y en una oportunidad
aplicación de picana eléctrica durante mucho tiempo, porque sus
respuestas no satisfacían a "la patota" anunciando que volverían
en la tarde a continuar, lo que lo movió a diagramar e intenta~' su
fuga, que no pudo concretar porque fue sorprendido en el mo-
mento en que estaba por saltar de la ventana. Entonces volv,ieron
a torturarlo brutalmente con golpes de todo tipo. Atribuye ,la rna-
yoría de sus tormentos al llamado "Raviol", al que califica como el
lnás sádico, malvado y cruel del grupo. Guillermo Marcelo Fcrnán-
dez 10 corrobora, manifestando que se encontraba en la pieza de
"la pequeña Lulú" cuando lo interrogaban, oyó el ruido que ella
hada al funcionar y recordó haber escuchado la voz de la víctima
diciendo a "Raviol" "no me pegues, soy un empleado igual que
vos", a lo que éste respondía riendo.

Como un elemento más dcbe computarse que durante todo el
tiempo que permaneció en "Mansión Seré" se le impusieron con~
diciones inhumanas de vida y alojamiento.

Ante el Tribunal relata haber soportado las mismas condiciones
que se analizaran en los casos 117 a 122, 282 Y 283, sin que nada
permita suponer que haya sido exceptuado de ellas.

Está probado que Jorge Osear Cardozo recuperó su libertad el
día 22 de diciembre de 1977.

ElIo surge de sus dichos y de los de Graeicla Mabel Soulo,
ambos en audiencia.
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Está acreditado que en ocasión de su detención, le fueron sus-
traídos de su domicilio diversos objetos de valor que colocaron
den Ira de una valija y llevaron, además, libros, folletos y fotogra-
fías de su trayectoria política.

Ello por su~ propios dichos y los de su compañera Graciela
Mabel Souto, presente en el lugar, en el monlento' de su detención.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Jorge Osear Cardozo fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 285: RAMELLA, MIGUEL

Está probado que Miguel Ramella fue privado de su libertad
en su domicilio de Coronel Arenas N? 735, de la localidad de Mo-
rón, Provincia de Buenos Aires, aproximadamente a las 18 del día
10 de noviembre de 1977.

Concuerdan en ello sus declaraciones prestadas ante el Tribunal
y las de su esposa María Elena Giunta, en que se presentó en su
casa un operativo de tipo comando, derribó la puerta de entrada,
personas armadas "saltaron por los tapiales, irrumpieron en su ta-
ller de imprenta y comenzaron a revisarlo, alegando buscar armas
que no poseían, en tanto en la calle, gente vestida de civil ocupaba
tres vehículos, -en los que, al partir, llevaron al sujeto pasivo de
este caso y a su hijo mayor Luis Ramella. En los mismos términos
y oportunidad refiere los hechos Mario Serrizuela, Sargento de Po-
licía, vecino suyo, quien acudió en su auxilio en la creencia de que
se trataba de un asálto, siendo sometido por los captores.

Conlo una circunstancia acreditante del hecho debe agregarse
que a Miguel Ramella se"lo mantuvo clandestinamente en cautiverio
en "Mansión Seré", donde operaban efectivos de la Fuerza Aérea.

Ello por sus propios dichos describiendo correctamente la casa,
en cuyo primer piso estuvo recluido. Allí le hicieron reconocer a
Cardozo, quien llegó ~p:roxinladamente cinco días después; tuvo COll-
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tacto con Fernández, a cuyo padre, un escribano de Morón, entre.
vistó para darle noticias cuando fuc liberado; vio al "Gallcgo" Gar-
da y al "Vasco" (supuestamente Asliz), describiendo los rasgos fiso-
nómicos del primero. Recuerda una palmera en el patio, el paso
de un ferrocarril muy cercano, con máquinas a vapor, confin:nán.
dolo luego al cntcr¡arse que por el Ferrocarril Sarmiento circulaban
máquinas de ese tipo. Cardozo, coincidenten.lcntc, refiere haberlo
visto; Jorge David Brid lo menciona como un "jmprcntcro" y Cin-
'quemani a la persona de ese oficio que fue concejal en la época 'de
Calabró, al que vio 'avejcntado y supo dc sus problemas ca~díacos.
Fernández, siempre en la Audiencia oral, refiere el episodio de la
partida de cartas entre cuyos compañeros se encontraba la .víctima,
a la que describe haciendo alusión a su gordura, simpatía y faci-
lidad de palabra.

I

Luego de su permanen~ia en ese lugar fue trasladado a la Co-
misaria de Haedo.

Concuerdan Sus dichos con los de Ca,rdozo, referidos en el caso
284. Allí, recuerda haber tenido compaücros dc celda a Gómez, a
Romano y a un abogado de Aerolíneas, llamado lvo, vistos por
varios testigos.

No está acreditado que en ocasión de su cautiverio haya sido
sometido a algún mecanismo de tortura.

Por el contrario, ante el Tribunal, ,él mismo asevera que no
sufrió tormento alguno y Guillermo Marcelo Fernández puntualiza
que no le. consta que haya sido torturado.

r

Está probado quc Miguel Ramella fue libcrado el 22 de dicicm-
bre de 1977.

Ello por 'las manifestaciones en ía audiencia oral de la víctima,
de su esposa y de su yerno.

Por último, surge de aulos, que el hecho que damnificó a Mi-
guel Ramella fue desarrollado dc acuerdo al proceder descripto cn
la cucstión dc hecho N? 146.
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CASO N° 286: ABRIGO, AMERICO OSCAR
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Está probado que el día 24 de enero de 1978, aproximadamente
a las 23,30 horas, América Osear Abrigo fue privado de su libertad
en su domicilio, sito en calle Pedro Chutro 600 de Haedo, Provincia
de Buenos Aires, por un grupo de personas armadas.

Ello por su testimonio vertido ante el Tribunal refiriendo. que
en ese día y lugar, un grupo de entre diez y quince personas con
uniformes verdes y armas largas, diciendo ser miembros de la Poli-
cía, lo esposaron en la espalda, le cubrieron los ojos con una goma,
lo tiraron al suelo, revisaron. toda la casa, lo introdujeron en el
baúl de un automóvil Ford Falcón sin chapa patente visible en el
que lo condujeron, tras un viaje de aproximadamente treinta minu-
tos, al lugar de cautiverio. Dichos concordantes con los de su her-
mana Elba Beatriz Abrigo en igual ocasión, y que se corroboran
a fs. l del expedienle 2016 del Juzgado de Primera Instancia en lo
Criminal de Instrucción N? 33, Seco 169, "Abrigo, América Osear,
hábeas corpus en su favor", promovido .por María del Rosario Abri~
go, su hermana menor.

A estas circunstancias se agrega que está probado que a Amé-
rica Osear Abrigo se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en
"Mansión Seré", donde actuaba personal dependiente .de la Fuerza
Aérea.

Ello surge de la descripción que efectúo del lugar, de las per-
sonas que relata haber visto, entre ellas, Garritano, Rosomano, un
portero del Barrio Carlos Gardel; Fernández, quien le llevaba la
comida en ocasiones; Tamburrino y Posiello. Los que declararon
ante el Tribunal corroboraron esas manifestaciones.

El día 31 de marzo fue trasladado a la CómisarÍa de Haedo
donde continuó su cautiverio.

Son prueba suficiente sus manifestaciones en la audiencia refi.
riendo que ese día los hicieron vestir a todos, ponerse las capu.
chas, los esposaron con las' manos atrás y condujeron en un ve-
hículo a seis o siete personas, según supone, a un lugar que por
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I

las comunicaciones radiofónicas y por las voces que se oían aten-
diendo el teléfono, tuvo la convicción que se trataba de Haedo.
Coincidentes son las expresiones de Garritano.

Está demostrado que luego de su detención se hicieron gestio-
nes ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero
y libertad. .

Ello en el ámbito judicial, encontrándose acreditado por el Ex-
pediente N~ 2016/78, individualizado en el punto que antecede.

Está acreditado que con motivo de una solicitud judicial la ..
autoridad requerida respondió negativamente.

Tal lo que surge de fs. 5 del antedicho hábeas corpus dpnde obra'
informe del Señor Ministro del Interior dando cuenta que el Poder
Ejecutivo Nacional no ha dictado medidas restrictivas de la Jibert-
tad a la persona del causante, y a fs. 8 otro del Comando en Jefe
-del Ejército poniendo en conocimiento del magistrado actuante que
en ese Comando Superior no existen antecedentes del mismo. Hecha
esta verificación, corresponde establecer ]a posible mendacidad de
.alguno de estos informes.

Como quedó probado en la detención de América Osear Abrigo,
intervino personal dependiente de la Fuerza Aérea. Si se tiene en
cuenta que la fuerza que respondió a tales requerimientos fue el
Ejército, cuya participación en el hecho quedó descartada, cabe
concluir que no ha quedado acreditada la" existencia de una res-
puesta mendaz.

Está probado que durante su cautiverio .fue sometido a torturas.

Al respecto relata haber recibido, en "Mansión Seré", una gól-
piza en la que. sufrió fracturas de dos costillas un día en que la
casa cstab~ sin electricidad; en otras ocasiones, aplicaciones de pi-
cana. Recuerda especialmente la sesión del día 17 de marzo de 1978,
que por lo terrible le hizo suplicar que 10 mataran, ello ocurría en
]a sala contigua al baño que destinaban a esta clase de tormentos
previo esposarlo de p:ies y manos a una cama, cuando volvió a la
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habitación lo hizo ayudado por dos de los verdugos; Garritano
manifiesta que le constan las torturas directamente porque él estaba
allí cuando aquél regresó, con la cara inflamada por los golpes y
marcas en el cuerpo y Fernández asevera que fue torturado con
picana. eléctrica.

Como un elemento cargoso más se computa que durante todo
ese tiempo fue sometido a condiciones inhumanas de vida y aloja-
miento, que quedaran ampliamente especificadas al tratar el mismo
punto en los casos anteriores al que todos manifiestan haber sido
sometidos. Agregando, en forma conco:rdante con Garritano, que
permanecieron atados de pies y manos, a raíz de la huida del grupo
de los cuatro, desde el 24 al 31 de marzo, sin alimentación, bebida
ni posibilidades de movilizarse, ello en lo relativo a su paso por
"Mansión Seré". Similar situación vivió en la Comisaría de Haedo,
siendo computables las versiones concordantes de quien nos ocupa,
con las de Garritabo, refiriendo ambos que permanecieron una se.
mana encerrados en calabozos separados sin ninguna clase de ali-
mentación.

Está probado que fuc liberado el día 12 de abril de 1978.

Ello por sus propios' dichos y por los de su esposa, concordan-
tes en que fue dejado detrás del Hospital Posadas, en' Haed.o, a
dos cuadras de su casa, vendado y con la recomendación de que
comenzara a caminar y a los cinco minutos se quitara la venda.

Está probado que durante su cautiverio, le fueron sustraídos
de su domicilio diversos efectos.

Al respecto su hermana relata que el domicilio fue saqueado y
desprovisto de ropas y alimentos y otros objetos de valor, forta~e-
ciendo sus propios dicho en el mismo sentido.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
América Osear Abrigo fueron desarrollados de acuerdo al proce.der
descripto en la cuestión de hecho N9 146.
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CASO N~ 287: CONTE MAC DONELL, AUGUSTO MARIA

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este
caso, ]0 que así se resolverá.

CASO N~ 288: PAILLALEF, OSCAR ALBERTO

No está probado que Osear Alberto PailJalef fuera privado de
su libertad.

En efecto, sus dichos extrajudiciales ante la CONADEP no se
corroboran con ningún elemento de convicción agregado a esta cau-
sa, ni ha sido visto por ninguno de los testigos que depusieron en
la Audiencia, en algún lugar de detención.

Talnpoco se han colectado pruebas respecto de eventuales ges-
tiones ante autoridades que se hubieran hecho en su favor. como
consecuencia de una supuesta privación de la libertad.

CASO N~ 289: ABEL, JORGE ANTONIO

Está probado que Jorge Antonio Abel fue privado de su libertad
el 15 de diciembre de 1976, aproximadamente a las 6.30, en la vía
pública, en la .ciudad de Viedma, Provincia de Río Negro, por miem-
bros del Ejército Argentino.

Este hecho se encuentra suficientemente acrcditaeo, a criterio
del Tribunal, por las constancias obran tes en el legajo formado res-
pecto de la víctima por la Comisión Nacional sobre Desaparición de
Personas, en el cual Abel relató las circunstancias en que fuera. pri-
vado de su libertad el día nlencionado y por la documentación remi-
tida por el Ministerio del Interior, que corrobora la fecha de su
detención (15 de diciembre de 1976), por parle del Ejército Ar-.
gcntino.

A ello se agregan los elementos de prueba que demuestran que
la víctima fue lnantenida clandestinamente en cautiverio en un
lugar que dependía del Ejército Argentino.
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Por su parte, fue pu~sto a disposición: del Poder Ejecutivo Na-
cional el día 31 de enero de 1977, tal como surge de las constancias
del decreto N? 1/77 cuya copia obra reservada en el Tribunal.

A Jorge Antonio Abel se lo mantuvo ilegalmente en cautiverio
en el lugar de detención conocido como "La Escuelita", situado en
las inmediaciones de la ciudad de Bahía Blanca, Provincia de Bue-
nos Aires, que dependía del comando del Quinto Cuerpo de Ejército.

De acuerdo con lo que se dio por probado anteriormente, Abel
fue privado de su libertad sin justificación legal alguna desde el
15 de diciembre de 1976 hasta el día en que se dispuso su arresto
a disposición del Poder Ej~cutivo, el 3 de enero de 1977.

En cuanto a su cautiverio en "La Escuelita", los dichos. de l~
víctinla se encuentran corroborados suficientemente con los de Héc.
torOJuan Ayala, quien declaró en la Audiencia que compartió su
prisión con Abel en el mencionado lugar, entre ~l 20 Y el 24 de di-
ciembre de 1976.

Durante todo ese tiempo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

Respecto de las condiciones' de vida en "La Escuelita", el Tri-
bunal se relnite a las consideraciones efectuadas en el caso N'? 188.;

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera some-
tido a algún mecanismo de tortura. Sus dichos en la Comisión Na-
.c~onal sobre Desaparición de Personas no son suficientes, a juicio
del Tribunal, para acreditar las torturas de que dijo haber sido
-objeto.

Jorge Antonio Abel dejó de estar arrestado a disposición del
Poder Ejecutivo Nacional el día 21 de diciembre de 1978. Ello se
desprende de los términos del decreto 3055 de esa fecha.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Jorge
Antonio Abel fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
-en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N~ 290: PARTNOY, ALICIA MABEL

Se cuenta en autos con ]a declaración testimonial prestada por
Alicia Mabel Partnoy ante el Juzgado Federal de Bahía Blanca,
causa N~ 166/84, en el que en su caácter de damnificada, expresó
haber sido detenida el 12 de enero. de 1977.

Manifestó en esa ocasión que fue trasladada el 25 de abril de
1977 a la Unidad Penal N~ 4 de Villa Floresta, donde permaneció
alojada hasta el 17 de junio del mismo año en que cesó su con-
dición de "desaparecida" pasando a cumplir arresto en ese lugar,
para recién ser anotada a disposición del P.E.N. el 8 de octubre
de 1977. En esa fecha fue trasladada a la U-2 de Villa Devoto, hasta
el 22 de diciembre de 1979 en que se fe acuerda el derecho de op-
ción para salir del país y se radica en E.E.U.U.

De lo descripto, no puede resultar la acogida favorable de la
acusación fiscal, toda vez que los dichos de la damnificada, en
cuanto al período que ha sido privada de su libertad c1andestina~
mente, no se ven corroborados con otros elementos probatorios,
como podrían haber sido los informes relativos a su posible deten-
ción y las fechas respectivas.

CASO N~ 291: RADONICH, RAUL ESTEBAN

No está probado que Raúl Esteban Radonich fuera privado de
su libertad.

En efecto, sus dichos extrajudiciales agregados al legajo de la
Comisión Nacional de Desaparición de Personas se hallan huérfa-
nos de todo elemento corroborante.

Ninguno de los testigos que depuso en la audiencia declaró
. haber visto al nombrado en alguno de los lugares de detención. Tam-
poco existen constancias respecto de. eventuales gestiones efectua-
das ante autoridades, que se hubiesen hecho en su favor, como
consecuenCia de una supuesta privación de libertad.
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•

CASO N? 292: MONTE SANTO DE OGANDO, STELLA MARIS

I
No se encuentran probados los' extremos que han sido materia

de cuestiones de hecho por los mismos motivos indic~dos en el
caso "N?293, relacionado con el cónyuge de \ la damnifica,da, Jorge
Ornar Ogando, ya que habrían sido víctimas del hecho al mismo
tiempo.

Para evitar repeticiones el tribunal remite a lo que allí se expresa.

CASO N? 293: OGANDO, JORGE OMAR

No está probado que Jorge Ornar Ogando haya sido privado de
su libertad el 16 de octubre de 1976 en su domicilio de lá calle 12,
N? 1782 de la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires.

Ello es así en virtud de que solamente se cuenta con sus dichos
vertidos en la CONADEP,así como los de su esposa, también supues~
tamente secuestrada (caso 292), quien también declarara ante dicho
organismo. Estas manifestaciones no se encuentran corroboradas
por otras personas que pudieron haber visto la detención del matri-
monio Ogando .0 su estadía en el lugar de cautiverio.

El recurso de hábeas corpus presentado a favor de los Ogando
no resulta probatorio del 4elito investigado. Ello es así teniendo
en cuenta que la presentante, madre de Ogando, no vio el hecho
y sólo in.ciica como testigo de la detención a una vecina, la que
nunca fue individualizada.

CASO N? 294: MOSCHINI, ENRIQUE ANTONIO

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de 'los procesados respecto de este
caso, lo 'que así se resolverá .
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CASO N? 295: CHAVARINO CORTES, GUSTAVO ADOLFO

Se cuenta en autos con el expediente N? 33.969 del registro del
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instruc-
ción N~6, Secretaría N? 118, caratulado "Chavarino, Antonio inter-
pone recurso de hábeas corpus en favor de Chavarino, Gustavo Adol-
fo", donde el presentante expone que su hijo fue privado de su
libertad el día 18 de noviembre de 1977 por fuerzas policiales de
la Comisaría 40~ de Capital Federal en las inmediaciones de Lacarra
y Avda. Directorio a las 19. Solicitados los informes pertinentes
sobre el paradero del causante a la Policía Federal, Ministerio del
Interior y Comando en Jefe del Ejército, éstos fueron. producidos
con resultado negativo, por lo que el Juez intenliniente rechazó el
recurso, mandando extraer testimonios para investigar la posible
privación ilegal de la libertad.

Dichas actuaciones resultaron radicadas ante el Juzgado de Ins-
truccíón N? 13, Secretaría N? 140, bajo el N? 13.658, pero de ellas
no surgen elementos que permitan avanzar sobre la investigación
del hecho en cuestión.

Asimismo, no se ha aportado en autos otro elemento que posi-
bilite dar crédito a la versión del padre del supuesto damnificado,
por lo que el escaso cuadro probatorio reunido no alc;anza para tener
por probado los hechos que se imputan.

CASO N? 296: VEGA DE BALASINI, MIRTA ALICIA

La privación ilegal de la libertad de que habría sido objeto
Mirta Alicia Vega de Balasini en los lugares denominados "El Atlé-
tico" y "El Banco", no han encontrado sustento probatorio alguno,
toda vez que las declaraciones producidas por vía de exhorto de
Horacio Cid de la Paz y Oscar Alfredo González no se han referido
al hecho investigado. mientra~ que los otros dos testimonios ofreci-
dos fueron desistidos por el señor Fiscal.
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Por ello, no habiéndose corroborado el secuestro y alojamiento
de la causante en los citados lugares, la pretensión. punitiva no.
hallará eco.

CASO N? 297: PAGES LARRAYA, GUILLERMO

Está probado que Guillermo Pagés Larraya fue detenido a las
12 horas del 21 de' diciembre de 1977, en la intersección dc la Avda.
Las Heras y Laprida de esta Capital.

Tal es lo que se desprende de la denuncia formulada por Osear
Argentino Guagnini padre de Luis Rodolfo Guagnini, persona esta
última aprehendida junto con la víctima del caso que nos ocupa
(ver fs. 181 de los testimonios de la causa N? 4821 caratulada
CONADEP s/denuncia que corre por cuerda en estas actuaciones) ..

Además a estos antecedentes ha de agregarse que a Guillermo
Pagés Larraya se lo mantuvo en cautiverio en los centros clandes-
tinos de detención denominados "Club Atlético", "El Banco" y ¡'El
Olimpo", todos pertenecientes a la PoldCÍaFederal Argentina que de-
pendía operacionalmente del Primer .Cuerpo de Ejército.

Así se desprende de los dichos de Mario Vil1ani, quien conoCÍa
a Pagés Larraya por haber compartido con anterioridad su misma
vivienda y a quien le consta su prisión en tales sitios.

Además ha de computarse lo expresado por Mabel Fernández
B!anco de Ghezan, Susana <;aride y EIsa Lomba~do, que lo señalan
como uno de los que estaban en "El Banco", con;oborando 10 ex-
puesto Julio ,Lareu y Nelva Méndez de Falcone. Asimismo, el nom~
brado Lareu, declara haberlo visto en "El Olimpo".

Han de sumarse, por otra parte, los dichos de Julio César Ca-
salli Urrutia vertidos a fs. 96 de la causa N'? 4821 ya citada.

Luego de su detención se hicieron gestione~ en procura de su
_paradero y libertad.
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Tal es lo que se extrae de los antecedentes obran tes en el expte.
5407 del Juzgado de Instrucción N? 16 Secretaría 49 caratulado "Re.
curso de hábcas corpus promovido por Celia B. Picrini de Pagés
Larraya". Además, constan aquellas diligencias que la nombrada
realizara, tales como las entrevistas personales con funcionarios del
Ministerio del Interior.

Está probado que ante una solicitud judicial, la autoridad com~
petente contestó negativamente.

Ello surge de los informes suministrados en el expediente 5407
ya citado) donde a Is. 8 el Ministerio del Interior comunica el 22 de
febrero de 1978, que 'el Poder Ejecutivo Nacional no había dictado
medida restrictiva de libertad contra el beneficiario de la acción.
La Policía Federal a fs. 9, que no se encuentra detenido en ninguna
dependencia Policial y el Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, Pero
sonal el 23 de febrero de 1979, que no se haya registrado.

Hecha esta verificación, queda establecida la mendacidad en
el informe remitido por el Ejército, ya que como se dijo, ha que-
dado demostrado que en la detención de Guillermo Pagés Larraya
intervino personal dependiente de aquella Fuerza Armada.

Si bien ello es así, a la fecha en que se remitió el informe, 23
de febrero de 1979, era Comandante en Jefe del Ejército el Teniente
General Viola, pero a su respecto no fue introducida la cuestión
de hecho respectiva.

Está acreditado que a Guillermo Pagés Larraya ]0 sometieron
a un mecanismo de tortura.

Al respecto, obran el aporte testimonial de Julio Lareu a quien
le consta que la víctima fue sometida a tormentos en "El Banco"
por haber oído sus gritos, o por haber" visto cuando era introducido
en el recinto destinado a tal fin.

No está probado que Guillermo Pagés Larraya haya sido visto
en libertad.
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Al respecto no se ha col~ctado ningún indicio que pennita afir-
mar que luego de este suceso fuera visto en libertad. Mas ha de
dejarse en claro que Mario Villani, al deponer a fs. 24 del segundo
cuerpo de los testimonios de la causa 4821 ya citada, supone la
muerte de Pagés Larraya puesto que le consta su "traslado".

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadiere$ Generales Omar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Alroi.
.rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Guiller.rp.o Pagés Larraya y sobre cuya ba:se de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En relación a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
la Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de es- ~
tos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
GaItieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten~
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Cabe afirn1ar, también, que no obran constancias en autos que
permitan asegurar que a la época en que asumieron sus cargos el
General Viola y el Almirante Lambruschini, la víctima continuaba
privada de su libertad.

Por último, surge de autos, que Jos hechos que damnificaron a
Guillermo Pagés Larraya fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 298: GUAGNINI, LUIS RODOLFO

Está probado que Luis Rodolfo Guagnini fue privado de su liber-
tad a las 12 hs. del día 21 de diciembre de 1977 en la intersección
de la Avda. Las Heras y Laprida de esta Capital.



932 FAl.LOS IlE LA CORTE SUPREMA

Para la fundamentación de esta cuestión de" hecho, se hace remi-
sión a las consideraciones vertidas en el caso anterior, dado que por
ser ~etenido Guagnini juntamente con Guillermo Pagés Larraya, po.
seen ambos casos elementos probatorios en común.

Está probado que, luego de ello, se hicieron gestiones ante auto-
ridades en procura de su paradero y libertad.

Obran agregados a las actuaciones, cuatro cxped~cntes (Nras.
12.377 del Juzgado Federal N? 2; 1381 del Juzgado Federal N? 5, am-
bos de esta Capital; 5194 del Juzgado de Instrucción N? 16 Y 417 del
de Sentencia letra "N") donde se interpuso recurso de hábeas corpus
en favor de Guagnini.

Está probado que a Luis Rodolfo Guagnini se lo mantuvo en
cautiverio en los centros clandestinos de detención denominados
"Club Atlético" y "El Banco:', pertenecientes a la Policía Federal que
actuaba bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello SUI'ge del testimonio aportado por Nora Beatriz Bernal y
Nelva A, Méndez de Falconc en cuanto compartieron cautiverio con
Guagnini en "El Banco". Además han de evaluarse los dichos verti~
dos por Mario Villani, al prestar testimonio en la causa N? 4821 ya
especificada en el caso anterior, del que se desprende que a Guagnini,
quien era esp¿-so de una 'amiga del nombrado, lo encontró detenido
en el "Club Atlético". (ver [s. 23 del 2? cuerpo de dicho testimonio).

Está probado que Luis Rodolfo Guagnini fue sometido a un me.
canismo de tortura.

Mario Villani, ya citado, a fs. 270 del testimonio de la causa 4821
es inú:rrogado específicamente por esta circunstancia, y declara que,
como en el común de ]os casos, Guagnini en un principio fue tortura~
do, para luego ir obteniendo un trato más benévolo. Ha de tenerse en
cuenta para evaluar este t.estimonio que estos términos se ,adecuan a
]a modalidad operativa que impel:aba en estos "centros de detención".

No está probado ql:le Luis Rodolfo Guagnini haya sido visto
luego de ello en libertad.
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En efecto, de los antecedentes ya citados y de la denuncia del
padre de la víctima ante la Comisión Nacional de Personas Desa~
pa~ecidas que se tiene a la vista, prestada el día 11 de junio de
1984, no es dable concluir afirmativamente -al respecto.

Por otra parte, ha de tenerse en cuenta que el ya citado Villani,
al 'referirse a Guagnini, supone su muerte pues le constá que fue
"trasladado" .

Está probado que ante una solicitud judicial la autoridad reque-
rida contestó negativamente.

De los informes colectados en las actuaciones agregadas, surge
que, a fs. 12, 13 Y 15 del exple. 1381; a fs. 17, 13, 18 Y 25 del 5194;
a fs. 9, 8 Y 10 del !'¡lo 417 y a fs. 12, 13 Y 16 del N? 12.377, la Policía
Federal informa que no se encuentra detenido en dependencias de
la repartición el beneficiario del recurso, que no se han dictado en
su contra medidas restrictivas de libertad por parte del Ministerio
del Interior, o que no existen antecedentes a su respecto por parte
del Estado Mayor Conjunto.

Como quedó probado, en la detención de Luis Roberto Guagnini,
intervino personal dependiente del Ejército Argentino. Si se tiene
en cuenta que ella fue la Fuerza que respondió a los requerimien-
tos citados anteriormente, cabe concluir que de esta forma se acre-
dita la existencia de una respuesta mendaz. Las contestaciones del
Ejército se encuentran glosadas en el expediente 5194 del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instruc~ión NO? 16
y lleva fecha 26 de diciembre de 1977; en el 417 del Juzgado Nacio.
nal de Primera Instancia en lo Cri:n;lÍnalde Sentencia letra "W" de
fecha 13 de junio de 1978; en el expediente 12.377 del Juzgado Na-
cional de. Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Federal
N? 2 de igual fecha; y, en el expediente 1381 del Juzgado Federal
N? 5 de fecha 12 de noviembre de 1981.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami Daza, el Te-
niente General Leopoldo Fartunato Galtieri y el Almirante Jorge
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Isaac Anaya, acerca de la privación de ]a libertad del causante y
sobre cuya base debían haber formulado la correspondiente denun-
cia, es del caso remitirse a los fundamentos de ]a parle pertinente
del caso anterior, que el Tribunal hace suyos para el presente.

Cabe agregar, que no existen constancias en autos que a las
épocas de que asumieron sus comandancias los acusados Viola y
Lambruschini, la víctima continuase privada de su libertad.

"-Por un error material el Tribunal ha incorporado la cuestión
de hecho del delito de robo y de privación ilegal de la libertad
imputada a los procesados Videla; Massera y Agosti para el primer
hecho y Lambruschini y Viola. para el segundo,' lo que se tendrá
en cuenta a sus efectos.

Por último, sur~c de autos, que los hechos que damnificaron
a Luis Rodolfo Guagnini fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 299: SALAS ROMERO, DORA DEL CARMEN

Sólo se cuenta con las afirmaci.ones de la familia de su compa.
ñero Luis Guagnini en la Comisión Nacional de Desaparición de
Personas y en presentaciones efectuadas en un recurso de hábeas
corpus en favor del nombrado.

Ella, no obstante surgir de ese expediente que recuperó su
libertad, no fue oída ni administrativa ni judicialmente.

Por otro lado taIl?poco existen constancias de que haya sido
vista en algún lugar de detención.

Tampoco quedó acreditado de modo alguno el desapodera-
miento de bienes de su propiedad.
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CASO N? 300: PRIGIONE, JUAN RECTOR
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Está probado que Juan Héctor Prigione fue detenido en la me-
dianoche del 24 al 25 de enero de 1978, en esta Capital, por personas
que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello es así, como resultado del análisis de las probanzas indi-
o _ ciarias y testimoniales obrantes en autos, sin que adolezca" el con-
junto, de déficit probatorio alguno.

En efecto, según lo expuesto por los progenitores del ,damni-
ficado, ese día, a las 21 horas, se retiró de su domicilio sito en la
calle Salís 1519 de esta Ciudad, con el fin de dirigirse a la casa de
Ana María Arrostia Mendoza, detenida dos días más tarde en su
domicilio de la calle Trelles. Al respecto obran en la causa N? 36.329,
caratulada "Privación ilegal de-la libertad en perjuicio de Prigione,
Juan Héctor", suficiente prueba para dar por probado este último
hecho.

Luego de ello se hicieron gestiones ante autoridades en procura
de su' paradero y libertad.

Ello queda así comprob~do con las actuaciones que conforman
el encabezamiento de la causa referida en el punto primero y con
,el expte. N? 2719 caratulado "Recurso de hábeas corpus en favor de
Juan Héctor Prigione".

Surge también de las gestiones realizadas por su padre ante el
Ministerio del Interior de las que da cuenta la información sumi-
nistrada al Tribunal por dicha repartición, donde también hay diver-
sas solicitudes, entre ellas la cursada por la República de Italia
por intermdio de nuestra Cancillería.

A Juan Héctor Prigione se 10 mantuvo en cautiverio en los cen-'
tras clandestinos de "detención denominados "El Banco" y "El Club
Atlético".

Ello queda as"í comprobado con el testimonio aportado por Ma-
rio Villani, quien se refiere a él como una de las personas a quien
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vio privada de .su libertad en tales sitios tanto ante estos Estrados,
como a fs. 353 del Expte. citado preccdentemcnte donqe lo rcconoce
por fotografías.

Por otra parte no cstá' probado que luego dc cllo Juan Héctor
Prigione fue visto en libertad, puesto que ninguna. probanza permite
afirmar Jo contrario.

En cuanto al conocimiento que pud:icron haber tenido los Brj~
gadiercs Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Doza, el Tenientc General Leopoldo Fortunato Galtieri y e! A'lmi,
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que
fuera ~íctima Juan Héctor Prigione y sobre cuya base debían haber
rOl'mulada la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a Jo~ Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tien~. presente que se trató de un procedimiento
ajeno a cilos. Respecto de! Tenienlc General Lcopoldo Fortunalo
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objelivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten.
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Juan
Héctor Prigione fue desarrollado dc acuérdo al proceder descripto
en la cuestión dc hccho N~ 146.

CASO N~ 301: MUCClOLO, IRENE NELIDA

No está probado que Irene Nélida Mucciolo haya sido privada
de su libertad por personal subordinado ope~acionalmente a las Fuer-
zas Armadas.

Al iniciar el expediente NC? 505 caratulado "MuccJolo, Irene Né-
licia s/recurso de hábeas corpus", el presentante Jorg~ Horado
Mucciolo expresó que su hija comenzó su carrera universitaria
en la Ciudad de La Plata en el año 1977, y a partir del 2 de enero
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de 1978 ingresó corno empleada en la MunicipalidaCl de la Ciudad
de Buenos Aires, cumpliendo regularmente sus tareas hasta el día
26 del mismo mes y año, fecha a partir de la cual dejó de tener
todo tipo de noticias y comunicación con ella.

Al iniciar el expediente N? 45.411 caratulado "Hábeas Corpus
interpuesto a favor de Mucciolo, Irene Nélida" proveniente del Juz~
gado de Instrucción N? 4, también a la vista del Tribunal, Jorge
Horacio Mucciolo, además de lo aquí expuesto en su presentación
anterior agregó que la detención de su hija se produjo en las oficinas
de la Inspección General de la Municipalidad de esta Capital, por un
grupo de personas que aparentemente actuaba en ejercicio de alguna
autoridad pública.

A fs. 110 de la causa 4.821 dcl Juzgado Federal N? 6, declaró Né.
lida S. de Mucciolo y expresando que su hija fue detenida el 26 de
enero de 1978 en horas de la noche o de la madrugada del siguiente
por Fuerzas de Seguridad.

A fs. 1 de la causa N? 39.823que tramitó ante el Juzgado de Ins.
trucción N? 10, Josefina' del Carmen Alvarez de Monte presta testi~
monio afirmando que en horas de la noche del 27 de enero de 1978
un grupo armado de personas que se autotitulaban pertenecer .a
~'fuerzas diferenciadas", aprehendieron a Irene Mucciolo a quien
le alquilaba una de las habitaciones de su vivienda.

Si bien es cierto que este últin10 elemento de juicio da cuenta
de un procedimiento llevado a cabo por quienes evidentemente ac~
tuaron con cierta seguridad en su accionar, propio de los integrantes
de la Fuerza Pública, resulta contradictorio con lo expuesto por el
padre de la víctima al iniciar el expediente N'? 45.411, lo que ante
la ausencia de alguna otra probanza que permita conocer lo suce~
dido con ello, de allí en más, impide arribar a la decisión propuesta
por la acusación.

Lo expuesto releva de considerar lo atinente a las ilnputaciones
de falsedad y encubrimiento que efectuó el Señor Fiscal de Cámara.

\
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CASO N~ 302: BOFFI, MARJA JSABEL

Federico Luis Boffi, expresó ante la Comisión Nacional de Desa.
parición de Personas, que el día 16 de diciembre de 1976, en horas
de la tarde, un grupo de personas armadas compuesto por doce
o catorce hombres, uno de los cuales vestía uniforme, penetraron
en el domicilio de su esposa de la cual se encuentra separado, en
busca de su hija María Jsabel Boffi, sin encontrarla. Agrega que
su descendiente a partir de ese momento co~icnza a vivir en "clan.
destinidad", comunicándose con él telefónicamente hasta el 28 de
. enero de 1978 en que pierde todo contacto con ella.

El escaso valor convictivo de la prueba reseñada y de la aportada
por Horacio Cid de la Paz impide dar por acreditado este caso.

CASO 303: TOSCANO, JORGE DANJEL

Está probado que Jorge Danie! Toscano fue privado de su libertad
en horas de la tarde del día 30 de enero de 1978 en la intersección
de las calles Niceto Vega y Bompland, de esta Capital, por un grupo
armado que dependía operacionalmente del J Cuerpo de Ejército.

Así se desprende de lo declarado por Nora Berna!, esposa de la
víctima, quien refiere las circunstancias relativas a la detención de
ambos, narrando que un grupo i1umerOSQ de hombres armados, in-
terceptaron el paso del esposo, de la dee!arante con su hijo de un
mes de edad y de su suegra, introduciéndolas a ellas dos en vehículos
distinlos.

Ello encuentra apoyatura en ]0 expresado por Emma Ferrario de
Toscano, en el escrito inicial del recurso de hábeas corpus que bajo
el número 284 tramitó anle el Juzgado Nacional de Primera lns.
tanc.ia en lo Criminal y Correcc.ional NC?3 de esta Capital. ratificado
bajo juramento, los que son ampliados a fs. 68 de la causa N? 4821
precitada en casos anteriores.

Está acreditado que a Jorge Daniel Toscano se lo mantuvo en
cautiverio en los centros clandestinos de detención denominados.
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"El Banco" y "El Olimpo" pertenecientes a la Policia Federal que
actuaba bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que surge de los dichos vertidos por la ya citada Nora
Bernal, esposa de la victima, Mabel Fernández Blanco de Ghezán.y
Enrique Ghezán, quienes dicen que era uno de los integrantes del
llamado "Consejo" y Mario Villani. Todos afirman haber compar-
tido cautiverio con la víctima.

Por último, Nora Bernal, narra las circunstancias _en las que
vio por segunda vez a su esposo en /fEl Olimpo".

Está demostrado que se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de su paradero y libertad.

Así se desprende de las actuaciones jl;ldiciales ya señaladas, y
las realizadas al iniciarse los expedientes N? 40.655 del Juzgado
Federal N9 3 Y 3710 del N9 4.

Asimismo, 10 expuesto se desprende de las éontestaciones a
las gestiones que realizara su madre ante el Ministerio del Interior
fechadas los dias 9 de abril y 21 de junio de 1979; 15 de febrero y
18'de septiembre de 1980; 20 de abril de 1981y 12 de marzo de 1982.
En todas ellas se informa que han dado resultado negativQ las dili-
gencias para lograr su -paradero.

Está probado que ante una solicitud judicial la autoridad re-
querida contestó negativamente.

En efecto, la Policia Federal informa a fs. 15 del expediente 274,
fs. 6 del N9 40.615Y 10 del 3710, que el beneficiario de tales recursos
no se encuentra detenido en ninguna dependencia de la repartición,
lo mismo ocurre con el Estado Mayor del Ejército, Jefatura J, Per-
sonal en fecha 6.9-79; 10-4-79y 5-5-80a fs. 6 vta.; fs. 8 y fs. 12 res-
_pectivamente, haciendo saber ~ue no ,existen antecedentes sobre él.

Si se tiene en cuenta que en la detenCión y cautiverio de Tos-
cano intervino-personal del Ejército, cabe concluir que las contesta~
dones mencionadas resultan mendaces.
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En cambio no está probado tal extremo respecto de la Fuerza
Aérea y de la Armada.

Está probado que Jorge Daniel Toscano fue sometido a un me-
canismo de. tortura.

Nora Beatriz Bernal, narra las circunstancias y características
del interrogatorio a que fue sometida donde además de aplicarle
golpes a la declarante se torturó a su esposo, frente a ella. Mas
luego, expresa que en ocasión de ser detenida por segunda vez tuvo
. oportunidad de verlo en malas condiciones.

No está probado que Jorge Daniel Toscano haya recuperado su
libertad. A fs. 68 del testimonio de la causa 4821, presta declaración
Emma Fcrrario de Toscano, exponiendo: que pocos días después de
su detención su hijo le hizo varios llamados telefónicos y luego fue
a visitarla dos veces, custodia mediante. Posteriormente, recibió dos
o tres llamados telefónicos hasta que una persona conocida como
"Julián" se presentó en el negocio de la familia Bernal informán-
doles que Jorge Toscano había sido trasladado y que con un margen
de error del cuarenta por ciento, había sido fusilado. Luego de ello,
fue obteniendo varios informes sobre diversos lugares en que ha-
bría estado su hijo, pero nunca más volvió a verlo ni a tener noti-
cia fehaciente de su paradero.

No está acreditado el desapoderamiento de distintos efectos
de la víctima en ocasión de procederse a su privación de libertad.

En efecto solamente se tienen al respecto, los dichos de la
esposa del damnificado, no corroborados por otros elementos de
judo.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber te-
nido de este hecho los Brigadieres Generales Graffigna y Lami
Daza, el Almirante Anaya y el Teniente General Galticri, por las ra-
zones que se vienen exponiendo en los casos anteriores.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Jorge Daniel Toscano fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 146.
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CASO N? 304: BERNAL, PATRICIA

941

Está probado que Patricia Bernal fue detenida "en los primeros
días del mes de febrero de 1978 en su domicilio sito en la calle Ame-
gruno 517 de Avellaneda, Provincia de Buenos Aires, por personas
que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Ello resulta así, tras merituar sus propios dichos prestados a
fs. 91 de los testimonios de la causa N? 4821 que se encuentran
agregados, en los que <:leclarahaber sido aprehendida por un grupo
de personas que se identificaron como pertenecientes a "fuerzas
conjuntas" a principios de febrero .de 1978 y llevada en una camio-
neta donde vio al compañero de su hermana Jorge Toscano, que ha-
bía sido privado de su libertad días antes. En ese entonces, Patricia
Bernal contaba con lS años de edad.

Ello encuentra corroboración el] el testimonio brindado por su
hermana, Nora Beatriz Bernal, quien da cuenta de haberla visto en
cautiverio en "El Banco': (ver caso 304 bis).

Además, han de tenerse en cuenta los dichos de Emma Ferra-
rio de Toscano, obrantes a fs. 68 de los testimonios citados, que
dice que por manifestaciones de los padres de Patricia y Nora Ber-
nal, se enteró que unos hombres armados, acompañados de su hijo
Jorge Daniel Toscano, habrían ido hasta la vivienda de las nombra~
das llevándose a Patricia, que a este entonces contaba con lS años
de edad, hecho éste ocurrido cuatro días después de la detención
de su hijo.

A PatriCia Bernal se la mantuvo clandestinamente en cautiverio
en el centro de detención denominado "El Banco" que actuaba bajo
el comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello es lo que surge de sus propias manifestaciones en cuanto
a que fue conducida a un sitio donde pudo ver a su hermana.

Esta última, afirma que en las dos oportunidades en que per-
maneció en "El Banco" (ver caso 304 bis) Patricia fue llevada allí
por unas horas.
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La víctima fue liberada horas después de su detención.

Por todo lo expuesto y por sus propias declaraciones así debe
concluirse. ~.

Por otra parte, se encuentran suficientemente acreditado que
fue nuevamente detenida a fines del mes de abril de 1978 en el
d~micilio anteriormente consignado.

Así surge de lo declarado en las actuaciones ya citadas, en las
que expresa que ello ocurrió a raíz de que sus captores. habían to-
mado conocimiento de que con su hermana se habían cncan trado
con una amiga de ésta, María 'cristina Jurkievich.

Tales dichos se ven corroborados también por los de su hermana
y por los de Emma Ferrario de Toseano ya eitados.

A Patricia Berna] se la mantuvo en cautiverio en el lllismo
sitio consignado con anterioridad.

Ello también se desprende de las mismas probanzas ya citadas.

Patricia Berna] recuperó su libertad 24 hora,s después de haber
sido aprehendida, según surge d~ sus propios dichos y de los de su
hermana.

Por último, sur~e de autos, que el hecho que damnificó a Patri-
eia Bernal fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 304 bis: BERNAL, NORA BEATRIZ

Está probado que Nora Beatriz fue privada de su libertad en
horas de la tar"de del día 30 de enero de 1978 en la intersección de
las calles Nieeto Vega y Bompland de esta Capital.,

Para tal conclusión, se remite el Tribunal a las consideraciones
expuestas en la fundamentación del caso anterior, a las que se debe
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agregar que a Nora Beatriz Bernal se la mantuvo en cautiverio en el
centro clandestino de detención denominado "El Banco", que ope-
raba bajo el .comando operacional del P.rimer Cuerpo de Ejército.

Ello surge de sus propios dichos, los que se ven corroborados
con los vertidos por su hermana m,enor, Patricia Bernal detepida
días después (ver fs. 91 del .ler. cuerpo de los testimonios de la
causa 4821 ya citada) y los de Mario Villani, con quien compartiera
su cautiverio.

No está probado que luego de su detención, el' grupo militar
ingresó a su domicilio sustrayendo diversos 'efectos ..

Si bien la víctima detalla todos los pormenores del hecho, nin-
gún otro elemento de juicio ha sido colectado como para concluir
afirmativamente.

Está acreditado que Nora Beatriz Bernal recuperó su libertad
en los últimos días del mes de febrero de 1978.

Ello se comprueba con sus propios dichos y los vertidos por
Emma Ferreiro de Toscano a fs. 68 de los testimonios de la cau-
sa 4821.

Está probado que Nora Beatriz Bernal- volvió a ser: detenida
en los primeros días de abril de 1978 en el domicilio de sus padres,
sito en la calle Ameghino 517 de Avellaneda, Pcia. de Buenos Aires.

Así se concluye en virtud de sus propios dich?s, en cuanto re-
fiere que ti. raíz de haber llegado a oídos de sus secuestradores que
había teni'do un encuentro casual con María del Carmen Jurkievich,
intensámente buscada por ellos, fue nuevamente aprehendida con-_
juntamente con' su hermana Patricia que ,contaba .en e~os momentos
con 15 años de edad, siendo ambas conducidas a "El Banco".

Precisamente esta -última co~robora sus dichos en la ya señalada
declaración testimonial prestada a fs. 91_y del testimonio de la causa
N? 4821, ya analizada.
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Está demostrado que Nora Beatriz Berna! fue sometida a un
mecanismo de tortura.

También en este caso, ello se ve comprobado por los dichos
de la damnificada en cuanto refiere que mientras era interrogada
sobre el paradero de Jurkievich fue torturada mediante el paso
de corriente eléctrica por su cuerpo. Coincidcnterncnte con lo ex-
puesto, Patricia BernaI, manifiesta haber escuchado sus gritos mien-
tras la torturaban.

Según afirma, recuperó su libertad a mediados del mes de mayo
de 1978.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Nora Beatriz Bernal fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 305: PRIGIONE, ARMANDO ANGEL

Está probado que Armando Angel Prigione fue- privado de su
libertad en el mes de febrero del año 1978, en la via pública de
esta Capital, por personas que dependían operacionalmentc del Ejér-
cito Argentino. .

Ello se desprende de.lo manifestado por su hermana Susana del
Carmen Prigione., tanto ante la Comisión NaciaD.al de Personas De-
saparecidas como a fs. 81 de los testimonios de la causa N~ 4821 del
Juzgado Federal N? 6, de los que se extrae que _en los primeros días
del mes de febrero de 1978 perdió todo contacto con su hermano,
desapareciendo éste de todos los sitios que solia frecuentar.

Si a ello le unimos los testimonios rendidos en autos acerca
del caut.iverio del damnificado, logramos reunir un cuadro probato-
rio suficientemente convictivo como para concluir afirmativamente
lo expuesto.

Luego de ello se hicieron gestiones en procura de su paradero
y libertad.
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Ello asÍ, merced a la prueba informativa incorporada al pro~
ceso, producida por el Ministerio del Interior, quien remite un
resumen de todas las gestiones realizadas ante esa cartera en pro-
cura del paradero de las personas desaparecidas en el período in-
vestigado.

De ello se desprende que el 3 de julio de 1977, la ya citada
Laura Prigione inicia la presentación respectiva.

A Armando Angel Prigione se .10mantuvo en cautiverio en los
centros clandestinos de detención denominados /lEl Atlético" y /lEl
Banco" pertenecientes a la Policía Federal que actuaba bajo el co-
mando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello así se desprende de lo declarado por Mario .Villani al depo-
ner testimonialmente, ante estos estrados como en la causa a que
se hiciera referencia en el caso N'?300, especificando en éste último
la condición de médico de la víctima y -el papel que hubo de desem-
peñar para aliviar el sufrimiento de los torturados.

No está probado. que Armando Angel Prigione recuperó su liber~
tad puesto que ninguna otra probanza permite afirmar lo contrario.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lamí
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de ]a privación de la libertad de
que fuera vícdma Armando Angel Prigione y sobre cuya base de.
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina
y la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajenos a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten~
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.
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~
Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Ar-

mando Angel Prigionc fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 306: SENRA, MARCELO GUAq'ERIO

Está probado que Marcelo Gualterio Senra fue privado de su
libertad cl día 26 de abril de 1978 en el domicilio de su madre,
sito en Darragueira 2126, 1? "C" de esa Capital, por un grupo
armado.

Dicha circunstancia se encuentra suficientemente comprobada,
a criterio del Tribunal, con las declaraciones de Teresa Alicia Gam-
bini en sus distintas presentaciones judiciales, tanto en el expe-
diente iniciado en el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo
Criminal de Instrucción N? 14, caratulado "Senra, Marcelo Gualterio
s/privación ilegal de la libertad" cuanto en los' tres recursos de há-
beas corpus que se interpusieron en su favor, y que se encuentran
agregados en la causa.

Manifestó Gambini que por los dichos de los vecinos pudo ente-
rarse que el día 26 de abril de 1978 se presentó en su domicilio un
grupo de hombres ar~ados, vestidos de civil, quienes detuvieron a
su hijo, llevándoselo con destino desconocido.

A fs. 8 del expediente antes mencionado declaró cl entonces Co-
misario Benito De Vincerizi, quien residía en el mismo edificio que
Senra. Manifestó que el día del hecho en horas de la noche, varias
pers.onas vestidas de civil penetraron en el edificio y se dirigieron al
departamento "C". En su condición de policía, les pidió que se iden-
tificaran y así lo hizo quien comandaba el grupo, con una cédula que
lo acreditaba como Primer Teniente de la Fuerza Aérea Argentina,
donde constaba que su nombre era Jorge Moyana. Dicho oficial le
manifestó que se trataba de un operativo de fuerzas conjuntas y
debían reali7.ar una inspección domiciliaria.

Estas afirmaciones fueron ratificadas por su. esposa, Marta.
Aurelia Ofelia Artuso de De Vincenzi, a fs. 10.
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Por su parte, en el legajo formado respecto de la vÍCtima por
la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas, declaró su
madre, Carolina Sabelli de Senra, quien el día del hecho se encon-
traba en la ciudad de Trelew, Provincia de Chubut, y se enteró de lo
sucedido a su\regreso.

A ello debe agregarse que se ha demostrado que la víctima fue
mantenida clandestinamente en cautiverio en un lugar de detención
que operaba 'bajo el comando del Ejército Argentino.

Como consecuencia de su cautiverio se hicieron, gestiones ante
autoridades en procura de .la averiguación de su paradero y de su
libertad.

En tal sentido, en el legajo formado por la Comisió.J;lNacional
.sobre Desaparición de Personas se agregaron constancias de gestio-
nes realizadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Huma~
nos de la Organización de los E~tados Americanos, y una carta en-
viada por el Nuncio Apostólico monseñor Pío Laghi, al hijo de la
víctima, Marcelo Damián Senra, el día 22 de noviembre de 1978,
lamentándose por lo sucedido.

En el plano judicial, se inició la causa por privaclOn ilegal de
la libertad antes señalada, ellO de mayo de 1976.

Se interpusieron también recursos de hábeas corpus ante el Juz-
gado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Fe-
,deral N? 6 (causas 65/78 y 225/78), y ante el Juzgado del mismo
Fuero N? 5 (causa 497/78). todos ellos con resultado negativo.

A raíz de una solicitud judicial la autoridad requerida contestó
negativamen~e.

A fs. 13 del expediente N? 6S J el actuario certificó que con fecha
6 de julio de 1978 el Comando en Jefe del Ejército informó que no
existían antecedentes de Marcelo Gualterio Se'llra. Similar certifi:..
cación luce a fs. 9 del expediente N? 225 (8 de enero de 1979).
A fs. 6 de la causa N? 497 contesta en forma negativa el Estado
Mayor del Ejército (18 de mayo de 1978).
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Todo ello resulta mendaz, de acuerdo con lo dado por cierto
más arriba.

A Marcelo Gualterio Senra se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el lugar de detención conocido como "El Banco", que
operaba bajo el comando del Prjmer Cuerpo de Ejército.

Al respecto, los elementos de convicción colectados por la Co-
misión Nacional sobre Desaparición de Personas se hallan correr.
borados por las constancias de la documentación acompañada por
Jos testigos Horacio Cid de la Paz y Osear Alfredo González,
donde se sindica a la víctima como una de las personas que fuera
mantenida en cautiverio allí.

Estas probanzas adquieren entidad, si se tiene en cuenta que
se ha demostrado fehacientemente su detención por miembros de.
fuerzas conjuntas.

No está probado por su parte, que Marcelo Guallerio Senra
recuperó su libertad.

Según las manifestaciones de sus familiares, no ha vuelto a
ser visto ni se tuvieron más noticias de él.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi.
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Marcelo Gualterio Senra y sobre cuya base de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de ]a Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la de-
tención, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Marcelo Gualterio Senra fueron desarrollados de acuerdo al pro~
ceder descripto en la cuestión de hecho Nt;>146.

CASO N9 307: BUGNONE DE BONAFINI, MARIA ELENA

No está probado que María Elena Bugnone de Bonafini haya
sido privada de su libertad el día. 15 de mayo de 1978.

Enrique Adolfo Bugnone, padre de la nombrada, manifestó
ante la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas, que
su hija fue privada de su libertad en una pensión familiar ubicada
en la calle Horacio Julián 520, de Morón, provincia de Buenos' Ai~
res, circunstancia que no presenció, siéndol~ comunicada la mis-
ma por la dueña de dicho establecimiento.

El indicio descripto,' ante el escaso valor de convicción del
testimonio de Horacio Cid de la Paz, no permite tener por acre~
ditado el hecho.

CASO N? 308: REZZANO DE TELLO, MARIA DEL CARMEN

No está probado que María del Carmen Rez?-ano de Tello haya
sido privada de su libertad el 31 de mayo de 1978, en su domicilio
de la calle Carlos Gardel 2760, Olivos, Provincia de Buenos Aires,
en horas de la noche por civiles armados.

Ello así, ya que solamente se tienen los dichos de la damni-
ficada vertidos en la CONADEP, agregando a lo narrado que"tam-
bién fueron secuestrados su esposo y su cuñado, éstos de su lugar
de trabajo. Da un detalle del lugar de cautiverio, enterándose lue-
go de su libertad, ocurrida el 16 de junio de 1978, que había per-
manecido alojada en el centro de detención conocido como "El
Banco". Con miembros de la CONADEP inspecciona este sitio, re-
conociéndolo. Por último, indica que le fue sustraído un rodado
de su propiedad.. \
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Todas estas manifestaciones no se encuentran corroboradas-
por otros elementos probatorios, .como pucdc.o ser testigos de cau-
tiverio, ni la denunciante ratificó sus dichos ante autoridades ju.
diciales. Tampoco se pudo lograr establecer el paradero del ro-
dado, tal como surge del informe remitido por el Registro Nacional
de la Propiedad del Automotor. Por último, no logra. modificar
este' cuadro probatorio la declaración aportada por Horacio Cid
de la Paz y Osear Alfredo González.

CASO N~ 309: CABASSI, MARIO GUILLERMO

Está probado que Mario Guillermo Cabassi no fue vuelto a
ver desde el día 26 de mayo de 1978.

\
ElJo se encuentra acreditado, según entiende el Tribunal, con

los términos de la presentación efectuada por su hermana, ~aría
Florencia Cabassí, a fs. 1 del recurso de hábeas corpus interpues-
to ante el Juzgado en lo Penal N~ 6 de La Plata (causa 44.782), el
14 de junio de 1979. En esa ocasión, manifestó que el día 26 de
mayo de 1978 su hermano salió de su hogar, desconociéndose su
posterior paradero.

No está probado, sin e~bargo que ]0 hubiesen priva90 de li-
bertad miembros de las fuerzas arm~das o de seguridad.

En efecto, los elementos de prueba que han podido recogerse
en autos resultan insuficientes para acredita," tal circunstancia.

La documentación aportada por Cid. de la Paz como comple-
mento de su decla~aci6n por exhorto, 110 posee la fuerza legal
de una declaración testimonial y sólo ha de ser tenida como in.
dicio.

Por otra parte, en su declaración obrante en el legajo for-
mado por la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas,
Mario César Villani no menciona a Cabassi entre las personas
con las cuales compartió su cautiverio en "El Banco" y "El OIim-
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po", como man!festara el señor Fiscal de Cámara en su requisi-
toria.

Descartado aquél indicio como insuficiente, nadie declaró ha~
ber visto a la víctima en cautiverio en alguno de los lugares de
detención, ni se tuvieron más noticias de él.

CASO N? 310: SAAVEDRA, JOSE ALBERTO

Está probado que José Alberto Saavedra fue privado de su
libertad el día lO de junio de 1978 en su domicilio, sito en la ca-
lle María Reyria 162, de la ciudad de Morón, Provincia de Buenos
Aires, por un grupo annado, que depéndÍIl operacionalmente del
Ejército Argentino.

En este sentido sus dichos ante la Comisión Nacional sobre
Desaparición de Personas, se encuentran coir~borados por los
de Jorge César Casalli Urrutia en la causa N? 4281 del Juzgado
Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional' Fe-
deral N? 6, instruido a raíz de la denuncia efectuada por aquel or-
ganismo (fs. 95).

Ambos son contestes ep declarar que. el día mencionado, se
presentó un grupo de hombres armados, en el domicilio de Casa-
lli Urrutia, llevándoselo detenido. para posteriormente dirigirse
Junto con él, a la casa de Saavedra, siendo ambos llevados a un
lugar de detención.

A ello deben sumarse los' elementos de prueba que acreditan
que se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en un lugar que
dependía del Ejército Argentino.

A José Alberto Saavedra se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio' en el lugar conocido como "El Banco", que operaba
bajo el comando del Primer Cuerpo de Ejército.

Al respecto, los dichos de la víctima se refuerzan con los' de
Casalli Urrutia, respecto de quien se ha probado que también fue
mantenido en cautiverio allí (ver caso NI? 311).
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Por su parte, en el legaJo formado por la Comisión Nacional
sobre Desaparición de Personas, Saavedra reconoció /lio situ" el
Jugar conocido como "El Banco", cl día 2 de junio de 1984, recor-
dando los pisos de baldosa blanca y negra, la claraboya por la
cual veía los eucaliptus del jardín y el baño.

Reconoció además el ruido de los automóviles por la auto-
pista, diciendo que sabía adonde lo llevaban, pues en aquélla
época vivía en esa zona.

No está' probado que en ocaSlOn de su cautiverio fuera some-
tido a algún mecanismo de tortura.

Los elementos de prueba colectados, obran tes en el legajo for-
mado por Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas, re.
sultan insuficientes, a criterio del Tribunal, para acreditar la apli-
cación de torturas a la víctima.

José Alberto Saavedra recuperó su libertad el día 22 de junio
de 1978.

Los dichos de la víctima en tal sentido deben tenerse por ve.
rosínli1cs a juicio del Tribunal.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a José
Alberto Saavedra fue desarrollado de acuerdo al proceder descrip-
to en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 311: CASALLI URRUTlA, JORGE CESAR

Está probado que Jorge César Casalli Urrutia fue privado de
su libertad el día 10 de junio de 1978 en su domicilio sito en la
calle San Guillermo 2325 de Martín Coronado, Provincia de Bue-
nos Aires, por un grupo armado que dependía operacionalmente
del Ejército Argentino_

En tal sentido declaró la víctima en la Audiencia, lo que en.
.cue'ntra corroboración con lo expresado por su madre, Raquel
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Elvira Urrutia de Rossi, en su presentación de fs. 1 de la causa
N? 4206 del. Juzgado Nacional de Primera Instancia cn lo Cri-
minal de Instrucción N? 31.

A ello deben sumarse los elementos de prueba colectados,
que demuestran que la víctima fue mantenida clandestinamente
en cautiverio en un centro de detención que operaba bajo el
comando del Ejército Argentino.

Con motivo de su detención se hicieron gestiones ante auto~'
ridades en procura de la averiguac~ón de sU: paradero y libertad.

Se encuentran agregados en Ül1 sentido los recurs'os de há-
beas corpus interpuestos en su favor en el Juzgado Federal N? 2
de San Martin (causa 29.901) y ante el Juzgado en 10 Criminal de
Instrucción N? 31 de esta' Capital (causa N? 4206).

Está probado que ,a raíz de una solicitud judicial el Ejército
contestó con mendacidad. Ello surge de la circunstancia de que la
víctima, como se verá, estuvo detenida en un lugar dependiente
de esa fuerza, lo cual debe ser confrontado con lo que surge de fs.
8 del expediente 29.901, en que obra un inforn1e del Estad"o Mayor
del Primer Cuerpo de Ejército, en el sentido de que no existen
antecedentes acerca de Jorge Casalli Urrutia (29 de junio de 1978).
En igual tenor se cxpi9ió dicho Comando a fs.'11 de la causa N?-
4206 (3 de julio de 1978).

A Jorge César Casalli Urrutia se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en el centro de detención conocido como "El Banco",
que actuaba bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de
Ejército.

La víctima man.ifestó que fue conducida al mencionado cen-
tro de detención, al que pudo reconocer después. Describió co-
rrectamente el lugar, y q las personas con las cuales compartió
su cautiverio.

Por su parte, manifestó que Julio Eduardo Lareu lo vio en
"El Banco".
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No está probado que en ocas Ion de su cautiverio fuera some-
tido a algún mecanismo de tortura.

Tal circunstancia. no fue aducida por la víctima ni se han reco-
gido elementos de prueba al respecto.

Jorge César CasaHi Urrulia recuperó su libertad el 25 de julio
de 1978.

Los dichos de la víctima en este sentido encuentran corrobo-
ración con los de Julio Eduardo Lareu.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron'
a Jorge César Urrutia fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 312: NIESICH, IRMA

Está probado que Irma Niesich fue detenida en horas de la
noche del día 15 de junio de í978 en su domicilio sito en la caHe
Ibarrola 5471 de Isidro Casanova, provincia de Buenos Aires, por
personas que dependían operacional mente del Ejército Argentino.

EHo se desprende de fs. 119 Y 120 de los testimonios de la causa
482.1 ya citada, y que corre por cuerda en estas actuaciones, y de
la circunstancia de que a Irma Niesich se la haya mantenido -en
cautiverio en Jos centros clandestinos de detención dcnominaaos
"El Banco" y "El Olimpo", pertenecientes a la Policía Federal que
actuaba bajo el comando operacional del -Primer Cuerpo de Ejército.

Ello rcsulta de los testimonios de Carlos Enriquc Ghezán, de-
tenido el día 28 de julio de 1978; Susana Caride, detenida el 26 de
julio de 1978; Eisa Lombardo, también detenida el. 28 de julio;
Norma T. Leto, detenida el día 25 de julio de 1978; Isabel Femán-
dez Blanco de Ghezán quien refiere de ella como una de las per-
sonas pertenecientes al llamado "consejo"; Isabel Ccrruti, detenida
el 22 de julio de 1978 y Julio Lareu a quienes les consta la perma-
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nencia de, Niesich en "El Banco" y su traslado a "El Olimpo" en el
caso de este último.

Además,. han de evaluarse los dichos de Oiga Gasparini, en cuan-
to relata la circunstancia en que ésta, acompañada de su hijo tam-
bién detenido, eran llevados a su domicilio a efectuar visitas custo-
diados por personas vestidas de civil y armadas.

Por su parte, no está probado que Irma Niesich haya sido
vista luego de ello en libertad.

Ello resulta así, puesto que ninguna probanza se ha incorporado
a la causa que permita afirmar lo contrario.

Por último, surge de autos,. que el hecho que damnificó a Irma
Niesich fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en la
cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 313: ZALDARRIAGA, ROBERTO ALEJANDRO

Está probado que Roberto' Alejandro Zaldarriaga fue detenido
en horas de la madrugada del files de junio de 1978 en el domicilio
de su madre sito en la calle Monte Egmont 277 de la localidad de
Isidro Casanova, Provincia de Buenos Aires, por un grupo armado
dependiente operacionalmente del Prinler Cuerpo de Ejército.

Obran agregados por cueFda a estas actuaciones, los testimonios
de la causa 9127 caratulada "Privación ilegal de la libertad califi.
cada" en los que resultan víctimas "Zaldarriaga, Roberto A. y Nie-
sich, Irroa", que tramitan ante el Juzgado en lo Penal N? 6 de Mo-
rón. Esta causa tuvo su inicio a raíz del resultado negativo de la
acción de hábeas corpus promovida por OIga Gasparini de Zalda-
rr~aga, madre del beneficiario.

A fs.. 30 de la causa indicada, prestó declaración testimonial la
madre de la víctima. En ella expresó que el día 20 de junio de
1978, en horas de la noche, se hicieron presentes en su donlicilio
un grupo armado cuyos componentes dijeron pertenecer a las fuer-
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zas de seguridad. Ratificó seguidamente lo ya narrado. ante la
CONADEP en el sentido de que su hijo fue llevado encapuchado
por dichos indivjduos.

Corrobora lo expuesto Osvaldo Eleodoro Glielmi (fs. 17), quien
expresó que entre el 15 y 20 de junio de 1978, a las tres de la ma-
drugada, personas armadas de civil y en número de diez, movili-
zados en tres automóviles, golpearon la puerta de su casa con el
para,golpes de uno de ellos e ingresaron a la morada, inmovilizaron
y amenazaron a los que estaban presentes y rc\~jsaron la casa, pre-
guntándole "si era zurdo",.y recomendándole que no hiciera de-
nuncias.

Ha de verse pues, que las personas que proced,ieron a la apre-
Ihensión de Zaldarriaga, obraron de tal manera que evidenciaban su
seguridad de que no iban a ser int.erferidos por otras fuerzas del
orden.

Además, han de tenerse en cuenta los' dichos de quienes con1-
partieron el encierro a que fuera sometido Zaldarriaga.

A Roberto Alejandro Zaldarriaga se Jo mantuvo en cautive,rio'
.en los centros clandestinos de detención denominados "El Banco"
y "El Olimpo" que estaban bajo el comando operacional del Prilver
Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los diehos de Carlos Enrique Ghezán, Susana Ca-
ride e Isabel Teresa Cerruti,' quienes compartieran cautiverio con
Zaldarriaga.

Han de tenerse en cuenta, asimismo, las referencias que la pro-
pia víctima le hiciera a su madre en ocasión de las visitas que bajo
custodia le permitieron hacer a su familia.

Está demostrado que se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de su paradero y libertad.

Obran los expedientes N~ 79(80 Y 844 cuyo objeto procesal está
-constituido por la acción de hábeas corpus en favor de Roberto
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Alejandro Zaldarriaga y que tramitara ante los Juzgados Federales
N? 6 Y 5 de esta Capital.

Está probado que ante una solicitud judicial la autoridad reque~
rida contestó negativamente.

En efecto, a fs. 12, de los expedientes citados, la Policía Fede-
ral informa que no se hallaba detenido en ninguna de las depen-
dencias de esa Repartic'i.ón el beneficiario Roberto Alejandro Zal-
darriaga ..

A fs. 5, 13 Y 10 dc tales expedientes -en el orden en que fue-
ron citados---'-, el Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, Personal,
lo hacen en el sentido de que no existen antecedentes respecto de
la detención producida.

Como quedó probado, en la detención y cautiverio de Roberto
Alejandro Zaldarriaga intervino personal del Ejército, fuerza que
re~pondió al requerimiento judicial, no así la Armada y la Fuerza
Aérea, con lo que ha de concluir que ha quedado acreditada la
existencia de una respuesta mendaz.

Está acreditado que Zaldarriaga no fue visto más en libertad.

Los ya citados testigos, OIga Esther Gasparini de Zaldarriaga,
Osvaldo E. Glielmi y María de Magliolino, más Horado Julio Di
Mateo, Silvia Mirta y Ana María Zaldarriaga, dan cuenta que luego
.de su aprehensión, Zaldarriaga fue conducido a -entrevislar a sus
familiares en ocho oportunidades aproximadamente, bajo custodia
de unos individuos armados que luego reconocieron por noticias
periodísticas como las mismas peJ;'sonas que secuestran a Guillermo
Patricio Kelly e integrantes de la denominada "triple AH. De fs. 31
surge que la última de dichas visitas se produjo el 25 de octubre
de 1978, no viendo nunca más a Zaldarriaga ninguno de ellos.

En cuanto a la falta de conocimiento de este hecho por parte
de los Brigadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Ar-
turo Lami Dozo" el Teniente General Leopoldo Fortunato GaItieri
y el Almirante Jorge Isaac Anaya, cabe remitirse a las razones que
.se vienen dando en casos ~nteriores.
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Por último, surge. de autos, que Jos hechos que damnificaron
a Roberto Alejandro Zaldarriaga fueron desarrollados de aeuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N? 314: PE&A, JESUS PEDRO

Está probado que Jesús Pedro Peña fue privado de su libertad
el día 27 de junio de 1978, en la ciudad de La Plata, Provincia de
Buenos Aires, por efectivos del Ejército Argentino.

Tal circunstancia se desprende de los dichos de su. padre, Isi~
doro Jesús Peña, a fs. 1 del hábeas corpus interpuesto ante el Juz-
gado Federal de Primera 1nstaneia N? 2 de la eiudad de La Plata
(causa 27.800), deducido el ,13 de julio de 1978.

A ello deben sumarse los elementos de prueba que demuestran
que la víctima fue mantenida clandestinamente en cautiverio en cen.
tros de deteneión que operaban bajo el comando del Ejército Ar-
gentino.

Está probado aS'lilllsmo que a raíz de una solicitud judicial la
autoridad requerida contestó con mendacidad.

En efecto, a fs. 10 del citado recurso, obra una certificación en
el sentido de que el Comando en Jefe del Ejército informó el día
19 de julio de 1978, que no existían anteeedentes acerca de Jesús
Pedro Pe,íi.a.

No obstante ello, de acuerdo con la feeha en que se produjo el
informe cuestionado, el Teniente General Roberto Eduardo Viola
no revistaba aún como Comandante en Jefe del Ejército, por lo cual
la mentada falsedad no le puede ser imputada.

A Jesús Pedro Peña se lo mantuvo clandestinamente en cauti.
verio en los centros de detención que operaban bajo el comando
del Primer Cuerpo de Ejército.

Dec1arar~n haber compartido su cautiverio con la víctima en un
lugar de detención conocido como "El Banco", Enrique Carlos Ghe-
zán, Susana Caride y EIsa Ramona Lombardo.
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Por su parte, Julio Lareu declaró que fue trasladado junto con
Peña de "El Banco" a otro lugar de cautiverio conocido como "El
Olimpo", siendo visto en este último lugar, además, por Susana
Caride.

No está probado que Jesús Pedro Peña recuperara su libertad.

Al respecto, las constancias obrantes en el legajo de la Comi-
sión Nacional de Desaparición de Personas, se compadecen con el
cuadro probatorio en general.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri~
gadieres Generales- DUlar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopaldo Fortunato Galtieri y el Almi~
rante Jorge Isaac Anaya, acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Jesús Pedro Peña y sobre cuya base debían haber
formulado ]a pertinente denuncia, conviene' hacer una distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se ,tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato pu;ramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Jesús
Pedro Peña fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto en
la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 315: RAMIREZ, ROBERTO OMAR

Está probado que Roberto Ornar RamÍrez fue privado de su li~
bertad el 27 de junio de 1978, en la vía pública, en la intersección
de las calles Santa Fe y Callao, de esta Capital; por un grupo que
dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

Al respecto deben tenerse en cuenta las manifestaciones de
Lydia Rosa Giménez, a fs. 1 del recurso 'de hábeas corpus intér-

!
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puesto ante el Juzgado Naeional de Primera Instancia en lo Crimi-
nal y Correccional Federal N? 6 (eausa N? 114/78), tres días des-
pués .de ocurrida la privación de libertad, donde expuso que me-
diante una llamada telefónica anónima se le dijo que Ramírez habla
sido "llevado" de Santa Fe y Callao, y su domicilio. había sido
allanado.

Esto es conteste con lo declarado .por la'.vÍctima en el relato
.que se halla agregado en el legajo de la Comisión Nacional de Desa-
parición de Personas.

A ello deben sumarse los clementos de prueba colectados, que
demuestran que RamÍrez fue mantenido clandestinamente en cau-
tiverio en lugares de detención que operaban bajo. comando del
Ejército Argentino y la Armada Nacional.

Con motivo de su privación de libertad se hicieron gestiones
ante autoridades, en procura de la averiguación de su paradero y
. de su libertad.

Al respecto, y como ya se ha hecho referencia, Lydia Rosa Gi-
ménez interpuso un h,ábcas corpus en su favor, ante el Juzgado en
lo' Criminal y Correccíonal N? 6 de esta Capital (causa N? 114/78),
el cual resultó infructuoso.

A Roberto Ornar RamÍrez se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en .lugares' de detención conocidos corno "El Banco" y
. "El Olimpo", que operaban bajo cl comando del Primer Cuerpo de
Ejército .

. En :tal 'sentido, los dichos de la víctima en su declaración extra.
judicial antes referida, se hallan corroboradas por los testimonios
de sus compai'i.eros de cautiverIo en los mencionados lugares, los
que se pronunc.ian en' igual sentido.

Así, Susana Caride declaró que lo vio en "El Banco" y que
fueron' trasladados jun!os a "El Olimpo", donde también fue reco-
nocido por Mario César Villani y Julio Lareu.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 961
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En ocasión de su cautiverio allí fue sometido a algún mecanis-
mo de tortura.

Los dichos. extrajudiciales de RamÍrez en este sentido, fueron
corroborados en la audiencia por Susana Caride, quien declaró que
vio cuando lo golpeaban con una cadena en "El Banco", y con los
elementos de prueba ya reseñados en el sentido de que las torturas
eran sistemáticas en ese lugar de detención.

También se ha acreditado suficientemente que a Roberto Ornar
RamÍrez se lo mantuvo clandestinamel).te en cautiverio en la Escuela
de Mecánica de la Armada, perteneciente a la Armada Argentina
desde el mes de marzo de 1979.

En el mencionado lugar declararon haberlo visto Víctor Bas-
terra, Thelma Jara de Cabeza, Norma Cozzi, Héctor Piccini, Lázaro
Gladstein y Arturo Barros, quienes depusieron en este sentido en
la audiencia, corroborando los dichos extrajudiciales de la víctima.

No está probado que en este lugar de cautiverio haya sido some-
tido a algún mecanismo de tortura, pues no hay prueba que así lo
indique.

Está probado que Roberto Ornar Ramírez recuperó su libertad.
a fines del año 1979.

Sus manifestaciones en tal sentido deben tenerse por verosí-
miles.

Se encuentra acreditado en autos que Roberto ~mar RamÍrez
fue obligado durante su cautiverio en la ESMA a realizar tareas, por
parte de sus aprehensores.

Surge tal conclusión de los dichos de los diversos testigos que
han desfilado ante este Tribunal, pudiendo rescatarse de sus mani~
festaciones las 'siguientes: Lázaro Jaime Gladstein dijo que el cau-
sante era conocido en la ESMA como "el viejo Guillermo", com-
ponente de un grupo de unas ocho personas que anteriormente es-
t~ban en .cautiverio en el centro clandestino conocido como "El
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Olimpo". Añadió que sabían los cautivos que allí trabajaban, que.
si intentaban cualquier tipo de rebeldía, incumplimiento de las ór-
denes, destrucción de informaciones o si' simplemente no colabora~
ban, sus allegados o sus familiares que eran mantenidos rehenes
en esa institución -,lo que no les constaba- iban a sufrir las con-
secuencias. Señala Norma Cristina Cozzi que. el causante trabajó
en la "Pecera", donde había pequeñas oficinas para efectuar tareas
de archivo, prensa, ctc. Carlos Muños lo sindica como integrante
de un grupo que provenía de un centro de detención subordinado
al Ejército Argentino y señala al causante como "arquitecto Ramí-
fez". Reveló que éste era un prisionero de esa fuerza la que lo
"prestó" a la Armada Argentina, luego regresó y fue trasladado.

La testigo Jara ,de Cabezas lo vio en la '-'Pecera" desempeñando
tareas detrás de un escritorio. Castillo también ]0 afirma, añadiendo
que era componente dcl llamado "staff". El testigo Arturo Osvaldo
Barros y su cónyuge Susana Beatriz Leiracha de Barros dicen que
se ocupaba de efectuar, con otros cautivos, la síntesis de las noticias
.de los diarios, las que' foto~opiadas eran remitidas a diversos medios
de difusión oficial. Recuerda ella que Ramírez le comentó que ha-
bía sido objeto de torturas y que cuando fúe liberada pudo acce-
der nuevamente a la "Pecera" pudiendo verlo al causante que seguía
trabajando allí. Finalmente, acota que R~mírez y otros cautivos sa-
lían cada 15 días "con permiso". Lo que es ratificado por cI testigo
VilIani el que aclara que Ramírez estaba en el llamado "proceso de
recuperación" .

Tales elementos de convicción permiten, sin lugar a dudas,
afirmar que Roberto Ornar Ramírez fue obligado a trabajar en-
contrándose en cautiverio, sin percibir remuneración alguna. Las
presuntds amenazas contra" los familiares o allegados son ratificadas
por la testigo DaIeo quien" al prestar declaración testimonial en el
juicio afirmó que efectivamente los que trabajaban en "Pecera",
eran todos obligados a colaborar por la fuerza de la coacción que
existía en cuanto amenazaban a los cautivos clandestinos en ]a forma
que deja narrada señalando la testigo que se trataba de "mano de
obra esclava, , , ".
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Por último) surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Roberto Ornar RamÍrez fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 316; SERRA SILVEIRA, HELIOS

Está probado que Helios Hermógenes Serra Silveira fue privado
de su libertad el 27 de junio de 1978, después de las 19 horas, cuan-
do salió de su domicilio de la caHe Colambres 486 de la Capital Fe-
deral para dirigirse a la Alianza Francesa)" situada en el barrio de
Almagro.

Esto es narrado por el padre de la v~ctima en el r,ecurso de há-
beas corpus N? 20, interpuesto en favor de Serra Silveira y que tra-
mitara ante el Juzgado Federal N? 6, Secretaría 16, así como en las
causas números 14.933 y 35.003 que por la privación ilegal de la
libertad del damnificado estuvieran radicadas ante los Juzgados de"
Instrucción N? 19 Y 3) respectivamente. Los denunciantes sólo agre-
gan en las dos últimas causas citadas, que luego de la contestación
negativa de las autoridades en el hábeas corpus, se presentáron en la
casa de ellos dos' personas de civil diciendo que eran integrantes
de las Fuerzas Armadas y que Serra Silveira estaba detenido en de-
. pendencias policiales junto con otros elementos subversivos.

Si bien los familiares de Serra Silveira no presenciaron la deten-
ción, la circunstancia de que sus dichos fueran vertidos en' expe-
dientes judiciales en fecha, cercana a la del suceso, hace que pue~
dan ser tenidos por ciertos, a lo que debe agregarse el hecho de
que EIsa Lombardo, al declarar ante el Tribunal, manifestó que
compartió con el damnificado e'r pabellón de cautiverio en /fEl
Olimpo".

Por último y como un elemento más para que quede acredi-
tado tal extremo) se pueden mencionar los dichos de Roberto
Ramírez ante la CONADEP y una carta que enviara al padre de
Serra Silvera, indicando que también vio a éste en el citado centro
clandestino de cautiverio.
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Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y su libertad, tal como
surge de los expedientes anteriormente mencionados.

Está probado que con motivo de las solicitudes judiciales, las
autoridades requeridas contestaron negativamente.

Esto surge de fs. 7, 8 Y 9 del hábeas corpus del Juzgado Fede-
ral N~ 6, en los cuales la Policía Federal, Ministerio del Interior y
Estado Mayor del Ejército, Jefatura I, Personal, en fechas 11 de
diciembre de 1978, 12 de diciembre de 1978 y 14 de diciembre de
1978, informan que no .se ha tomado medida alguna que restrinja
la libertad de Serra Silvcira.

Con lo narrado en la primera parte, y de acuerdo al centro de
detención donde fue mantenido en cautiverio el damnificado, ha
quedado probado que en la detención de Serra 5.ilveira intc'rvino
personal dependiente del Ejército, con lo que cabe coneluir que ha
quedado acreditada la existencia de una respuesta mendaz.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber te-
nido de este hecho los Brigadieres Generales. Graffigna y Lami
Dozo, el Almirante Anaya y el Teniente General Galtieri por las
razones que se vienen dando en casos análogos.

No se encuentra probado que Helios Hermógenes Serra Silveira
haya recuperado su libertad.

En efecto. ello surge de los dichos. de los famil ¡ares vertidos en
los expedientes judiciales mencionados anteriormente.

Por último, surge de autos. ~quelos hechos que damnificaron
a Helios Hermógenes Serra Silveira fueron desarrollados de acuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 317: MAERO, MABEL

Está probado que Mabel Maero fue aprehendida en el mes de
Julio de 1977 en esta Capital, por personal que dependia operacio-
nalmcnte del Primer Cuerpo de Ejército.
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Así se desprende de lo declarado testimonialmente por Andrés
Ramón Maero, padre de la damnificada en el sentido de que el día
17 de julio de 1977, recibe un anónimo dando cuenta de la deten-
ción de" su hija. Tal antecedente se complementa y se corrobora
con los testimonios de personas que la vieron en lugares de deten-
ción y que pertenecía al "concejo" (declaración de Ghezán y Fer.
nández Blanco de Ghezán) o que, trasladada al "Olimpo" en el mes
de agosto, Maero ya se encontraba alli (declaración de VilIani).

Mabel Maero estuvo en cautiverio en los centros clandestinos
de detención denominados "El Banco" y "El Olimpo" que actuaban
bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los dichos de Enrique Carlos Ghezán y de los de
Isabel Mercedes Blanco de Ghezán, en cuanto manifiestan haber
compartido su cautiverio con la damnificada en l/-El Bancó

tl
apor-

tando corno dato ampliatorio que ésta perten~cía al "concejo" y
efectuaba labores de lavandería. Obran además los dichos de Mario"
Villani, ya citados con anterioridad, que refiere haberla visto en "El
Olimpo".

Está probado que se hicieron gestiones ante autoridades en pro-
cura de su paradero y libertad; Obran agregadas a las actuaciones,
los expedientes N? 339 provenientes del Juzgado Nacional de Primera
Instancia en lo Criminal Y'Correccional N,:,2 y 82 del N? 6, siendo
el objeto de ambos el "hábeas corpus" de Mabel Maero.

Está demostrado que con motivo de las solicitudes judiciales,
las autoridades requeridas contestaron negativamente.

En el primero de dichos expedientes, el 3 de septiembre de
1977 la Policía Federal informó que la beneficiaria no se encontraba
detenida en ninguna dependencia de esa repartición; el 6 del mismo
mes y año, el Ministerio del Interior informa que el Poder Ejecu.
tivo Nacional no había dictado medida restrictiva de libertad al-
guna, mientras que el Estado Mayor del Ejército, Jefatura 1, Per-
sonal, se expide en igual forma. En el mismo sentido, se expiden
en el expediente N? 82 a fs. 14, 16 Y 17.
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Hecha esta verificación corresponde establecer la. posible men-
dacidad de alguno de estos informes.

Como quedó probado. que en la detención y cautiverio de Ma-
bel Verónica Macro intervino personal del Ejército, cabe concluir

.que ha quedado acreditad~ la existencia "de una respuesta mendaz
por parte de dicha Fuerza, no así coq relación a las otras dos que
nada tieo,en que ver con este hecho.

No está probado que MabeJ Maero haya recuperado la libertad,
dado que no hay ninguna constancia que' indique lo contrario.

Tampoco se ha demostrado el conocimiento que pudieran 'ha-
ber tenido de este hecho los Brigadieres Generales Graffigna y
Lami Daza, el Teniente General Galtieri y el Almirante Anaya, por
las razones expuestas en los casos anteriores.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Mabel Maero fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 318: PEÑ"A, ISIDORO OSCAR

Está. probado que Isidoro. Osear Peña fue privado de su. liber-
tad a mediados del mes de julio de 1978, por un grupo que depen-
día operacional mente del Ejército Argentino.

Así resulta de lo declarado por Isidoro Jesús Peña, padre del
damnificado, ante la Comisión Nacional sobre Desaparición de Per-
sonas, en cuanto refiere que su hijo había tenido un encuentro con
su nuera el día 8 de julio de ese afio, tras ]0 cual perdió todo con~
tacto con él, pese a que lo considera una .persona ordenada y metó-
dica en sus costumbres.

Este indicio. encuentra corroboración con los testimonios pres~
.lados por quienes fueron compañeros de infortunio de Peña, que
serán materia de análisis más adelante ..,
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Se hicieron gestiones ante autoridades en procura de su paradero
.Ylibertad. Obra agregado a estas actuaciones el expediente N? 84.491
caratulado t<peña, Isidoro Osear sjhábeas corpus" donde se intenta
la averiguación del paradero y situación jurídica del beneficiario.

Se ha acreditado suficientemente además, que ante una solici-
tud judicial la autoridad requerida contestó negativamente.

De las actuaciones reseñadas surge que el día 26 de septiembre
.de 1978, la Policía Federal informó que el beneficiario no se encon-
traba detenido en ninguna dependencia de esa Repartición; el 24 de
ese mes el Estado Mayor del Cuerpo Primero informó que no existen

antecedentes.

Habida cuenta de que se ha probado que Isidoro Peña fue se-
.cuestrado y mantenido cautivo por personal del Ejército, esta última
respuesta ..resulta mendaz.

A Isidoro Osear Peña se lo mantuvo en cautiverio en los cen-
tros clandestinos de detención denominados "El Banco" y "El Olim-
po", que dependían operacional mente del Primer Cuerpo de Ejército.

Así se concluye del análisis de lo testimoniado por Enrique Carlos
Ghezán y Eisa Lombardo, detenidos el 28 de julio de 1978, en cuanto
afirman haberlo visto en "El Banco", Susana Cáride, detenida el día
26 de julio de ese año y Julio Lareu detenido el 29 de mayo de 1978
en cuanto atestiguan su cautiverio, tanto en uno y otro centro clan-
destino de detención.

No está probado que Isidoro Osear Peña haya recuperado su
libertad.

En efecto, de ningún elemento probatorio incorporado a ]a cau-
sa puede extraerse tal conclusión.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales On1ar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo; el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya, acerca de la privación de la libertad de
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que fuera -víctima Isidoro Osear Peiia y sobre cuya base debían
haber formulado ]a pertinente denuncia, conviene hacer una dis-
tinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y ]a
Armada Argentina, mal puede adjudicársclcs conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno
a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri
no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo
de su comandancia del arma con po~tcrioridad a la detención, que
permitan acreditar con fehacicncia tal extremo.

Por último, surge de autos que los hechos que damnificaron a
Isidoro Osear Peña fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 319: CERRUTI, ISABEL TERESA

Está probado que Isabel Teresa Cerruti fue detenida el día 22
de julio de 1978, en la intersección de las calles Jean Jaures y Co-
rrientes de esta Capital, por personas que dependían ópcracional-
mente del Ejército Argentino.

Lo expuesto surge de su propia declaración, la que aún sin ser
corroborada por otra probanza directa, encuentra amplia apoyatura
en Jos testimonios de quienes fueron compañeros de cautiverio, que

I serán materia de análisis seguidamente, y que le otorgan un com-
pleto valor convictivo.

A Isabel Ccrruti se la mantuvo en cautiverio en los centros
clandestinos de detención denominados "EI Banco" y "El Olimpo",
pertenecientes a la Policía Federal que dependía operacionalmente
del Primer Cuerpo de Ejército.

Así surge de Jos aportes testimoniales de Susana Caride, dete-
nida en el mes de julio de 1978; Juan Carlos Guarino, detenido en
el mes de agosto del mismo año, en cuanto dicen haberla visto en
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.l/El Banco" y "El Olimpo" respectivamente, y de Mario Villani, en

.cuanto le consta su cautiverio en ambos sitios.

No se encuentra probado, sin embargo, que .Isabel Cerruti haya
sido sometida a un mecanismo de tortura.

En efecto, no obstante sus propios dichos y las características
generales del trato dispensado por los represores dentro de ese ám-
bito, -no hay elementos de prueba que confirmen esa versión.

Isabel Cerruti recuperó su libertad el día 26 de enero de 1979.

Ello así, en virtud de sus propias n1anifestaciones, que han de
ser tenidas .por vero:iímiles, a criterio del Tribunal.

Por último, surge de autos que el hecho que damnificó a Isabel
Cerruti fue desarrollado de acuerdo al pr<.?cederdesc.ripto en la cues-
tión de hecho N? 146.

CASO N? 320: VILLANUEVA, SANTIAGO

Está probado que Santiago Villanueva fue privado de su liber-
tad en horas de la nqche del día 25 de julio de 1978 en su domicilio,
sito en ésta Capital, por un grupo armado de personas, que depen-
dían operacional mente del Ejército Argentino.

Ello queda comprobad.o, con lo declarado testimonialmente por
Norma Teresa Leta, quien expresa ante el Tribunal, que en, esa fecha,
un grupo de unas ocho personas armadas irrumpió en la vivienda
que compartía con VilIanueva, y tras esperar el regreso de éste,
aprehendieron a ambos, atándoles las manos y vendándoles los
ojos. Dice también que suis captores se apoderaron de diversos ob-
jetos, que cargaron en los vehículos en- que se movilizaban.

Esto encuentra corroboración en que a Santiago VilIanueva
.se lo mantuvo en cautiverio en los centros clandestinos -de deten-
ción denominados /lEl 'Banco" -y "El Olimpo", que dependían ope-
racionalmente del Prifuer Cuerpo de Ejército.
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Ello se desprende de lo declarado testimonialmente ante este
Tribunal por Enrique Ghezán, Isabel M. Fernández Blanco de Ghe.
zán, Susana Caridc, EIsa Lombardo, Isabel Cerruti y la ya citada
de Norma Teresa Leto.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades en
procura de su paradero y libertad.

Ello se ve probado con el expediente N~ 3336 del Juzgado 'Fede.
ral N~ 6 de esta Capital, caratulado "Villanueva, Santiago s/hábeas
corpus", que corre agregado por cuerda en este proces?, además de
las que Carmen Versari de Leto promoviera ante el Ministerio del
!nterior, el 28 de julio de 1978, de lo que se da cuenta en la prueba
informativa remitida por esa Repartición y en los autos N~ 164/78
del Juzgado Federal N~ J.

Está probado que ante óna solicitud judicial la autoridad re.
querida contestó ~egativamente.

Esto se constata con las actuaciones premencionadas. Allí, la
Policía Federal, y el Estado Mayor del Ejército, Jefatura I, Personal
el 10-8.78y cl 5.10.78 informan que carecen de antecedentes del b.e-
neficiario.

Como quedó probado que en la detención y cautiverio de San.
tiago Villanueva intervino personal dependiente del Ejército, cabe
concluir que la respuesta expuesta en el párrafo anterior resulta
mendaz.

Está demostrado que Santiago Villanueva fue sometido a un
mecanismo de tortura. Ello en virtud de ]0 declarado testimonial-
mente por Norma Teresa Leto. Además, obran los dichos de Susana
Caridc a quien también le consta que en una oportunidad, uno de
los represores, "El turco Julián" reaccionó violentamente ante una
contestación de uno de los cautivos, castigando violentamente a un
grupo de ellos con una cadena, mientras se encontraban atados de
manos y con los ojos vendados, suceso que describe en términos.
estremecedores.
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No está probado que Santiago VilIanueva haya recuperado su
.libertad. En efecto, ello surge de los propios dichos de Norma Teresa
Leto, a lo que cabe agregar que a fS.81 de la ya citada causa N? 4'821,
manifiesta que por constancias del matrimonio Ghezán y de Susana
Caride, VilIanueva habría sido "trasladado".

No se ha demostrado el cqnocimiento que pudieran haber tenido
de este hecho los Brigadieres Generales Lami Daza, Graffigna, el
Almirante Anaya y el Teniente General Ga1tieri, por las razones ya
expuestas en casos anteriores.

Por último, surge de autos, que los hechos que daminificaron
a Santiago VilIanueva fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 321: LETO, NORMA TERESA

Está probado que Norma Teresa Leto fue privada de su libertad
el día 25 de julio de 1978 en horas de la noche, en su domicilio sito
en esta Capital por un grupo armado de personas que dependía
operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Los fundamentos ya vertidos por el Tribunal en el caso de
Santiago Villanueva son enteramente aplicables al presente, por
lo que el Tribunal ha de remitirse a ellos.

A Norma Te-resaLeto se la mantuvo en cautiverio en el centro
clandestino de detención denominado "El Banco" perteneciente
a la Policía Federal que actuaba bajo el comando operacional del
Primer Cuerpo de Ejército.

Ello también surge de los propios dichos de la damnificada,
quien además reconoció el sitio de encierro ante las autoridades
de la CONADEP y que encuentran corroboración en el testimonio
de EIsa Lombardo.

Está demostrado que Norma Teresa Leto fue sometida a un
mecanismo de tortura.
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Ello surge de sus propios dichos, en los que manifiesta haber
recibido golpes de diversa naturaleza cuando era interrogada acerca
de sus antecedentes políticos. .

Si bien su declaración es el. único aporle probatorio que obra
al respecto, debe tenerse en cuenta que la aplicación de tormentos
era generalizada en estos lugares.

Está probado que Norma Teresa Leto recuperó su libertad
el día 14 de agosto de 1978. Los dichos de Leto en tal sentido han
de ser tenido~ por verosímiles. No está probado el desapodera-
miento de distintos efectos de la víctima, en ocasión de procederse
a su privación de libertad. En efecto, sus. manifestaciones al respecto
no se han corroborado por otros elementos probatorios.

No se ha demostrado tampoco el conocimiento que pudieran
haber tenido de este hecho los Brigadieres Generales Basil~o Arturo
Lami ozo y Ornar Rubens Graffigna, el Teniente General Leopoldo
Fortunato Galticri y el Almirante Jorge Isaac Anaya~ por las razones
que se vienen exponiendo en casos análogos.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Norma Teresa Leto fueron. desarrollados de acuerdo al proceder
deseripto en la euestión de heeho N? 146.

CASO N? 322: CARREJ\rO ARAYA, CRISTINA MAGDALENA

Est~probado que Cristina Magdalena Carreña Araya -eh~lcna-
fue privada de su Ubertad en el mes de juUo de 1978 en. esta Capital
Federal.

Si bien sobre el momento de detención de la anteriormente
nombrada, no obran en autos declaraciones de testigos que pudie-
ran haber presenciado el acto, el extremo se tiene por acreditado
en virtud de que a Cristina Magdalena Carreña Aray~ se la mantuvo
en cautiverio en el centro clandestino de detención denominado
"El OUmpo", perteneciente a la Policía Federal, que dependía ope-



I
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 973

racionalmente del Primer Cuerpo de Ejército desde mediados hasta
fines del año 1978.

Para ello, debemos recurrir a la prueba testimonial que da cuen-
ta del cautiverio y de la gravedad de los tormentos a que fue so~
metida.

Norma Teresa Leto, detenida el día, 25 de julio de 1978 y libe-
rada el 14 de agosto de ese año (ver caso N? 321) comprobó la per-
manencia en' "El Banco", de una persona a .la que llamaban "la
Chilena".

Susana Caride, detenida el 26 de julio de 1978 (ver caso 95) pudo
también comprobar la condición en que se encontraba Huna joven
chilena" de apellido Carreña, .dentro de "El Olimpo".

Por último, Graciela Irroa Trotta, dice que conoció a una jo-
ven mujer a quien la llamaban "chilena" dentro de HEl Banco".

Norma Teres~ Leto, al referir a ella, señala que "estaba muy
mal, no controlaba esfínteres". Susana Caride lo hace afirmando
que la habían torturado desde la fecha en que supuestamente co-
menzó su encierro, que supone fue en el mes de julio de ese año
(1978) hasta el mes de diciembre en que se produce su traslado.
Que durante todo ese tiempo el suplicio a que fue sometida fue
constante, de una "forma brutal"; dice haberla visto y define su
estado físico como "una masa de carne machacada" y con su es-
tado psíquico "casi al borde de la locura".

Fuera del antecedente meramente objetivo del haber coman.
dado el anna Ejército con posterioridad al suceso, no es posible
imputar al Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri omisión
de denuncia ante la falta de prueba sobre el conocimiento que de
ello pudo haber tenido.

Con 'más razón cabe el rechazo de la pretensión pwritiva res-
pecto del Almirante Jorge Isaac Anaya y los Brigadieres Generales
Ornar Rubens Graffigna y Basilio Lami Daza, puesto que el hecho
sucedió en una esfera distinta al arma que comandaban.
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Por último, surge de aulos que Jos hechos que damnificaron a
Cristina Magdalena Carreña Araya fueron desarrollados de acuerdo
al proceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 323:
FERNANDEZ BLANCO DE GHEZAN, ISABEL MERCEDES

Está probado que Isabel Mercedes Fernández Blanco de Ghezán
fue detenida en horas de la noche del 28 de julio de 1978, en la inter-
sección de las calles Pueyrredón y Freneh de esta Capital.

La nombrada relata en ocasión de ser oída tcstimoníalmentc,
que el 28 de julio de 1978 concurrió al Hospital Nacional de Odon-
tología, sito en las calles Pueyrredón y Freneh de esta Capital, a
efectos de realizar un tratamiento, llevando consigo a su pequeño
hijo.

Al salir de allí, a las 20 aproximadamente, una mujer le arrancó
el be\>é de sus brazos y dos hombres la sujetan y la introducen en
un vehículo en el que es vendada y conducida a un sitio que luego
reconoció como "El Banco".

Allí es interrogada bajo tormento sobre el paradero de su es.
poso. Luego de lograr tal información mediante los datos recogidos
de una receta médica con su dhección, es conducida a las inmedia-
ciones de su hogar conyugal y obligada a comunicarse telefónica-
mente con su marido que se encontraba allí, requiriéndole ayuda
para poder bajar sin dificultades del transporte colectivo como nor-
malmente haCÍa cuando c.lla se movilizaba con la cr,iatura.

Así ocurren las cosas, produciéndose ]a detenCión de Enrique
Carlos Ghezán.

Luego de eJlo, el grupo captor, conduciéndolos detenidos a los
tres, ingresan a su morada deteniendo a Eisa Lombardo que también
se encontraba viviendo allí.

Se hicieron gestiones en busca de su paradero y libertad.
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Según las actuaciones agregadas, caratuladas "Enrique C. Ghezán
e Isabel Mercedes Fernández Blanco de Ghezáns/hábeas corpus"
que tramitaron bajo el número 4391 ante el Juzgado Nacional de
Primera Instancia en 10 Criminal de Instrucción N? 1, Juan Carlos
Ghezán, padre de una de las víctimas, al iniciar la acción, expresa
además haber agotado todas las posibilidades de obtener informa-
ción sobre el paradero de la pareja y obtener respuesta negativa
ante las autoridades policiales de .la zona.

También se ha probado que ante una
toridad requerida contestó negativamente.

solicitud judicial,la au-

"
En efecto, de las actuaciones referidas surge que él fs. 9 la Po-

licía Federal informa el 8 de agosto de 1978 que Isabel Fernández
Blanco de Ghezán y Enrique Carlos Ghezán no se encuentran dete-
nidos en ninguna dependencia de esa repartición. En ese mismo
día contesta el Ministerio del Interior comunicando que hasta la fe-
cha el Poder Ejecutivo Nacional no había dictado medida restrictiva
de la libertad contra ellos, mientras que el Estado Mayor del Cuerpo
dé Ejército Uno informa que no existen antecedentes sobre los be-
neficiarios.

Al respecto, la mendacidad se ha materializado, el 8 de agosto
de 1978, cuando el Teniente General Videla ya no era Comandante
en Jefe del Ejército, mientras que resultó extraño al ámbito de res-
ponsabilidad de las otras dos fuerzas.

A Isabel Fernández Blanco de Ghezán se la mantuvo en cauti-..
veria en los centros clandestinos de detención. denominados "El
Banco" y "El Olimpo", pertenecientes a la Policía Federal que de-
pendía operacionalmente del Primer Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que surge de sus propios dichos, que se fortalecen con
los testimonios de quienes compartieron su cautiverio, a quienes
les consta su presencia en tales sitios. Así su propio esposo; Susana
Caride, Graciela Irroa Trotta, Isabel Teresa Cerruti y EIsa Lombardo,
en cuanto a "El Banco", y Mario Villani, Juan Carlos Guagnini, la
ya citada Cerruti, y EIsa Lombardo y su propio esposo, en "El
Olimpo".
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Se ha probado que Isabel M. Fernandez Blanco de Ghezán fue
sometida a un mecanismo de tortura .

.Tal es lo que surge de su propia declaración. en la que da
f

cuenta del interrogatorio a que fue sometida para ubicar a su es-
poso, como hiciera referencia anteriormente, durante el cual se le
aplicó corriente eléctrica. Manifestó también haber sido golpeada
por uno de los represores, tiempo después, lo que se ve corroborado
por su esposo quien escuchó sus grifos en esta oportunidad.

Isabel Merccd~s Fernández Blanco de Ghczán recuperó su liber-
tad el 28 de enero de 1979.

Tal es lo que surge de sus propios dichos y los de su esposo, .
liberado ese mismo día.

Por últi.mo, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Isabel Mercedes Fernández Blanco de Ghezán fueron desarrolla-
dos de acuerdo al proceder descripto en ]a cuestión de hecho
N? 146.

CASO N? 324: GHEZAN, ENRIQUE CARLOS

Esfá probado que Enrique Carlos Ghczán fue detenido en horas
de la noche del dia 28 de julio de 1978, en la intersección de las
calles Ader y Zapiola dé la localidad de Munro, Provincia de Buenos
Aires, por un grupo armado de personas.

Ello en virtud de los fundamentos vertidos al contestar el caso
anterior.

De la misma manera quedó probado que luego de ello se hicieron
gestiones en procura de su paradero y libertad.

También en este caso ha de remitirse el Tribunal.
\

Está probado que a Enrique Carlos Ghezán se lo mantuvo en
catithrerio en los centros clandestinos de detención denominados
"El Banco" y "El Atlético" pertenecientes a la Policía Federal que
actuaba bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.
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Asi resulta de sus propios dichos, los de su esposa y los de
EIsa Lombardo, Susana Caride, Graciela Irma Trotta, en cuanto
a su cautiverio' en el primero de los sitios nombrados, y los de
Mario Villani, Isabel Cerruti y Juan Carlos Guarino en el segundo.

Quedó también probado que Enrique Carlos Ghezán fue so-
metido a .un mecanismo de tortura.

El mismo damnificado relata haber sido sometido a un interro-
gatorio en el que se le aplicaron golpes con cadenas y otros objetos
por parte de varias personas que no pudo identificar-, puesto que
había sido vendado, por un lapso de varias horas, hasta que perdió
el conocimiento.

Ello encuentra corroboración en el -testimonio-aportado por su
esposa quien refiere haber escuchado sus gritos en oportunidad
en que ingresaron a "El Banco".

Está probado que Enrique Carlos Ghezán recuperó su liber-
tad el dia 28 de enero de 1979.

Así se desprende de sus propios dichos y de los de su esposa,
ya merituados en el. del caso anterior.

Se ha pJ;obado también que en ocasión de ser detenido el ma-
trimonio Ghezán le fueron sustraídos diversos efectos.

Tanto Isabel M. Fernández Blanco de Ghezán, su esposo y Elsa
Lombardo, son contestes en afirmar que en el' momento ,en que
se los reúne en su morada, los captores procedieron a "saquear"
la casa, tal como define la primera de ellas su accionar, lleván-
dose todos los objetos de valor que existieran en ella, eligiendo o
interesándose solo por la existencia de dinero que fue tema exclu-
sivo del interrogatorio de EIsa Lombardo en ese momento.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Enrique Carlos Ghezán fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N? 146.
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En cuanto a la sustracción de efectos concurren las circuns-
tancias descriptas en la cuestión de hecho N? 147.

CASO N? 325: TROTTA, GRACIELA IRMA

Está probado que Graciela Irma Trolla fue detenida el día 28
de julio de 1978 en la intersección de las Avdas. Santa Fe y Can-
ning de esta Capital por personas que dependían operacional mente
del Ejército Argentino.

Ello queda así comprobado al merituar sus propios dichos que
adquieren valor convictivo merced a la circunstancia de que fuera
vista en cautiverio en los centros clandestinos de detención deno-
minados "El BancO" y "El Olimpo", pertenecientes a la Policía Fe-
deral, que actuaban bajo el comando operacional del Primer Cuerpo
de Ejército. Esto es así de acuerdo a los testimonios aportados por
Isabel M. Fernández Blanco de Ghezán, Enrique Carlos Ghezán y
Eisa Lombardo aprehendidos el mismo día que Tralla, el 28 de ju-
Jio de 1978. Por su parte a Mario Villani le consta su traslado a
"El Olimpo" en el mes de agosto de ese año, a los que han de su-
marse los vertidos por Juan Carlos Guarina.

Luego de ello se hicieron gestiones ante autoridade~ en pro-
cura de su paradero y libertad.

Obra agregado a la causa, el expediente N? 162 que tramitó ante
el Juzgado Nacional de Primera Instancia en Jo Criminal y Correc-
cional Federal NI? 6 earatulfldo "Trotta, GracieJa lnna y otros s/há-
beas corpus".

Se encuentra acreditado además, que ante una solicitud judi-
cial la autoridad requerida contestó con mendacidad.

A fs. 7 del mismo, surge que la Policía Federal informó el día
18 de diciembre de 1978, que GracieJa Irma Trotta y Jorge Augusto
Tagliosi no se encontraban detenidos en ninguna dependencia de
dicha repartición. Por su parte, la cartera del Interior informa el
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día 19 de diciembre que el Poder Ejecutivo Nacional no ha dictado
medida restrictiva de libertad alguna contra los beneficiarios de la
acción mientras que el Estado Mayor del Cuerpo de Ejército Pri-
mero contestó no poseer antecedente alguno a su respecto (fs. 9
y 10),

En el mencionado lugar fue sometida a. un mecanismo de
tortura.

Al prestar declaración ante este tribunal Irma Trotta relata
pormenorizadan1ente los sufrimientos físicos de los que fue víctima
por el pasaje de corriente eléctrica a través de su cuerpo, con el
objeto de que les suministre el sitio donde poder hallar a su esposo.

Estas imputaciones adquieren un singular relieve probatorio al
hallarse corroborados con otros puntos de carácter indiciario. En
efecto ha de recordarse la generalizada aplicación de tortura en
este sitio, a la que se' refieren los testimonios acogidos en la audien-
cia, en lo atinente a dicho centro de detención.

No está probado por el contrario, que luego de su detención
le hayan sido sustraídos de su vivienda diversos efectos.

Ningún elemento de prueba ha sido colectado en autos que per~
mita acreditar con fehaciencia tal extremo.

Graciela Irma Trolta fue liberada el día 26 de enero de 1979.

Tal es lo que surge de sus propios dichos en el sentido de que
al ser detenida se hallaba embarazada con un período de gestación
de tres meses, siendo liberada en el Hospital Materno Infantil
'''Ramón Sardá", momentos antes del parto circunstancia ésta que
se ve corroborada por el informe de dicho nosocomio agregado
a las actuaciones.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Graciela Irma Trotta fueron desarrollados de acuerdo al proce.
der descripto en la cuestión de hecho N? 146.'
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CASO N~ 326: TAGUOSI, JORGE AUGUSTO

Está probado que Jorge Augusto Tagliosi fue detenido el día:
25 de julio de 1978, en su domicilio de la calle Villegas N~ 788 de la
localidad de Lomas del Mirador, Provincia de Buenos Aires, por
personas que dependían operacionalmente del Ejército Argentino.

Tal es lo que surge del testimonio aportado por Graciela Trotta a
la que hemos referido en el caso anterior. En su oportunidad,
refiere que luego de haber sido detenida es interrogada acerca del
domicilio donde se encontraba su espo~o.Luego de ello. es con-
ducida por el grupo aprehensor hasta él, ocasión en que se produce
el suceso que nos ocupa.

Además, como en el caso anterior, han de evaluarse los testi-
nlonios de quienes compartieron cautiverio con el damnificado que
concurren y se complementan para arribar a una conclusión afir-
mativa.

A Jorge Augusto Tagliosi se lo mantuvo en cautiverio en los
centros clandestinos de detención denominados "El Banco" y "El
Olimpo" pertenecientes a la Policia Federal que actuaba bajo el co-
mando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Tal es lo que surge de los dichos de Graciela lrma TI'otta
cuyo testimonio ya ha sido materia de consideración, los de Isabel
M. Fernández Blanco de Ghezán en cuanto a su permanencia en "El
Banco" y por los de la hermana de los nombrados; los de Isabel
Cerroti y los de Julio Lareu en centro "El Olimpo".

En el mencionado lugar fue sometido a un mecanismo de tortura.

Obran al respecto, Jos dichos incriminantes de Graciela Irma
Trotta, con apoyatura suficiente, extremos a que hacen referencia
los demás testigos acerca del tratamiento impuesto en los interro-
gatorios a que eran sometidos los cautivos, sin que el caso de Ta-
gliosi deba ser excluido de tal generalidad.
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Jorge Augusto Tagliosi recuperó su libertad el día 26 de enero

de 1979.

Al respecto, obran los dichos de su esposa, avalados por los
clem.entos de ju~cio señalados en el caso anterior, y los dichos de
Julio Lareu quien afirma que Tagliosi obtuvo su liberación aproxi.

madamente en esa. fecha.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Jorge Augusto Tagliosi fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N~ 327: LOMBARDO, ELSA

Está probado que Eisa Lombardo fue privada de su libertad el
28 de julio de 1978 en la vivienda del matrimonio Ghezán sita en
)a calle Zapiola N~ 6321 de la localidad de Munro, Provincia de Bue-
nos Aires, por personas que dependían operacional mente del Ejér-
cito Argentino ..

Así se concluye tras mcrituar las constancias ya reseñadas al
fundamentar el caso 323 ,de Isabel M. Femández Blanco de Ghezán.

A EIsa Lombardo se la mantuvo en cautiverio en los centros
clandestinos de detención denominados "El Banco" y "El .olimpo",
que actuabaI?-bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de
Ejército .

.Ello así resulta de sus propios dichos, en los que además expli-
ca que reconoció el lugar por publicaciones periodísticas, lo que
se halla corroborado por los testimonios de Isabel M. Femándcz
Blanco de Ghezán y Enrique Carlos Ghezán.

En dicho lugar fue sometida a un mecanismo de 10rtura.

Tal es lo que surge de su propio relato, en el que da cuenta
del castigo a que fue sometida durante su interrogatorio lo que
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encuentra debida corroboración en los testimonios de la ya citada
Fernández Blanco de Ghezán testigo presencial del hecho, y de
su esposo quien escuchó sus gritos de dolor.

EIsa Lombardo recuperó su libertad el día 22 de agosto de 1978.

Ello resulta de sus propios testimonios que han de ser tenidos
por verosímiles.

Por último, surge de autos, que Jos hechos que damnificaron
a EIsa Lombardo fueron desarrollados de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N9 328: LERCHUNDI, MARIO EDUARDO

El Tribunal tiene presente 10 dictaminado por el sej'jor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este
caso, ]0 que así se resolverá.

CASO N~ 329: BENlTEZ, MIGUEL ANGEL

Está probado que Miguel Angel Benítez fue privado de su .Iiber-
tad el 2 de agosto de 1978 en la calle Irala 1153 de la Capital Federal,
por personal dependiente del Ejército Argentino.

En tal sentido, el nombrado al declarar ante la Comisión Na-
cional sobre la Desaparición de Personas y en 'el Juzgado 'Federal
N~ 6, Secretaría N9 16, en Jos autos N9 4821, caratulados: "CONADEP
s/denuncia" -conf. fs. 102-, manifestó haber sido secuestrado en
horas de la nlañana por un grupo armado vestido de civil, que dijo
pertenecer a la División Robos y Hurtos de la Policía Federal.

Su testimonio encuentra corroboración en el hecho de haber
sido visto en cautiverio para la época de su privación de la liber~
tad, por diversos testigos.
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Con motivo de su privación se hicieron gestiones ante aulori-
dades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

Al respecto, la víctima manifiesta que el lnismo día de su se-
cuestro su esposa efectuó la pertinente denuncia en la Comisaría 29~
de la \olicía Federal, pasando .las actuaciones a un Juzgado de esta
Capital que no puede precisar, aunque afirma que una vez libe.
rada concurrió a ese Tribunal a declarar.

A Miguel Angcl Benítez se lo mantuvo clandestinamente en
c~utiverio en los lugares de detención conocidos como "El Banco"
y "El Olimpo", que dependían del comando operaeional del Primer
Cuerpo de Ejército.

Dicha circunstancia es relatada por la propia víctima, quien una
vez en libertad reconoció ambos sitios al concurrir junto a autori.
dad es de CONADEP. Agrega haber visto a numerosas personas en
su nlisma situación 10 cual encuentra corroboración en el testimo-
nio vertido en la audiencia por la docente EIsa" Ramona Lom-
bardo, quien menciona a BenÍtez como uno de sus compañeros de
cautiverio en "El Banco" y "El Olimpo" haciendo referencia que
éste trabajaba en colectivos, circunstancia ésta avalada no sólo por
el nombrado sino también por el informe suministrado por la Em-
presa de Miera ómníbus "Ciudad de Buenos Aires" de fecha 30 de
mayo del corriente. Esta testigo una vez liberada reconoció tam-
bién ambos lugares de cautiverio.

Además, la testigo Susana Caride afirma haber eompartido su
cautiverio con la víctima en los ya citados sitios, (conf. Audiencia
y fs. 118 eausa 4821, ya citada). que como quedó acreditado en ea-
sos anteriores, dependían del Ejército Argentino.

Está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido a
algún mecanismo de tortura. Sus dichos, en cuanto afirma haber
sido torturado alcanzan a probar esta cuestión, toda vez que apa-
recen corroborados por los demás testigos que hicieron referencia
acerca de las torturas a que eran sometidos los cautivos en dicho
centro de detención.
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Está probado q,;,e Miguel Angel Benítez recuperó su libertad
el 4 de septiembre de 1978.

Por último surge de autos, que el hecho que damnificó a Miguel
Angel Benítez fue desarrollado de acuerdo al proceder descripto
en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 330: ROMERO, MARIO OSVALDO

Está probado que Mario Osvaldo Romero fue privado de su
libertad el día 10 de agosto de 1978 en el Barrio "Once", de esta
Capital.

Ello se ve así comprobado con los dichos aportados por Fran.
cisco Manuel Romero, quien relata a fs. 1/2 del expte. 8426 del Juz-
gado Federal N? 3 de esta Capital que corre agregado por cuerda,
que le consta por dichos de testigos presenciales que en la fecha
señalada, concurrió su hijo a un bar situado en las inmediaciones
de su domicilio, donde fue detenido y golpeado' fuertemente por un
grupo de personas que alegaron pertenecer a "fuerzas conjuntas". En
horas de ]a tarde, también con gran despliegue de efectivos, este
grupo se hace presente en el domicilio del damnificado. alegando
esta vez pertenecer a la "Marina de Guerra" quienes habían irrumpido
en el inmueble efectuando gran cantidad de disparos de arma de
fuego, retirando luego de ello a una persona del sexo femenino y al
estar a tales dichos, un cadáver (ver además causa N? 12.937 del
Juzgado de Instrucción N? 29 que corre agregado).

Ha de tenerse en cuenta que sobre Romero existía orden de
captura publicada el. día 29 de agosto de 1978 a requerimiento del
Batallón dé Inteligencia 601 (ver fs. 12 de la causa 3137).

A todo ello debe agregarse que está probado que a Mario Os-
valdo Romero se lo mantuvo en cautiverio en el centro clandestino
de detención denominado "El Banco" perteneciente a la Policía
Federal que actuaba bajo el Comando Operacional del Primer Cuerpo
de Ejército.
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Asi se desprende .de los testimonios brindados por Enrique Car-
los Ghezán e Isabel M. Fernández Blanco de Ghezán ante la CONADEP,
en los que dan cuenta que compartieron cautiverio con Mario Os-
valdo Romero, _a quien conocieron como O/El Gordo" y que a
raíz de las lesiones sufri9as debió ser conducido para su curación
al "Hospital Militar".

Está demostrado que luego de ello se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de su paradero y libertad.

Ello se desprende de las actuaciones ya citadas y de la prueba
informativa aportada por el Ministerio del Interior, donde consta
la solicitud de paradero presentada por su padre el 9 de mayo
de 1983.

An'te una solicitud judicial la autoddad requerida contestó nega-
tivamente.

Ellb así se desprende de los informes colectados en las actua-
ciones antes citadas tanto el emitido por ]a Policía Federal como
el efectuado por Estado Mayor del Ejército, Jefatura I, Personal
el 24-3-79, donde se afirma desconocer toda forma de privación de
la libertad respecto del allí beneficiario, mientras que la cartera
del Interior da cuenta de que el Poder Eje~utivo Nacional no ha
dictado hasta entonces medida restrictiva de su libertad.

Hecha esta verificación corresponde establecer la posible men-
dacidad de alguno de esos informes.

Como quedó probado en la detención de Mario Osvaldo Ro-
nlcro, intervino personal del Ejército, siendo esta fuerza la que
respondió al requerimiento judicial, no la Armada o la Fuerza
Aérea, por lo que cabe concluir que ha quedado acreditada la exis-
tencia de una respuesta mendaz.

No está probado que luego de ello Mario Osvaldo Romero re-
cuperó su libertad ..
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En efecto, ninguna probanza ,arrimada al JUJCIO así lo indica.
Por otra parte, del informe elaborado por la CONADEP figura como
persona desaparecida.

Se encuentra acreditado que Mario Osvaldo Romero fue sorne.
tido. a"mecanismos de torturas durante su cautiverio.

Ello surge de los dichos de los testigos de alojamiento de la
vÍclima y' que ya fueron mencionados anteriormente, sobre las,
lesiones que el mismo presentaba.

No se ha demostrado el conocimiento que pudieran haber te-
nido de este hecho los Brigadieres Generales Ornar Rubens Graf-
figna y Basilio Arturo Lami Daza, el Teniente General Leopoldo
. Fortunato Gallieri y el Almirante Jorge Isaac Anaya, por las razones
que se han dado, respecto del mi~mo tema, en casos anteriores.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Mario Osvaldo Romero fueron desarrollados de acuerdo al proce-
der descripto en la cuestión de hecho n~ .146.

CASO N~ 331: TORNAY NIGRO, JORGE ALBERTO

Está probado que Jorge Alberto Tornay Nigro fue privado de
su libertad el H de septiembre de 1978, de su domicilio, sito en
Guayaquil 746 de esta Capital, por un grupo armado perteneciente
al Ejército. !

Lo expuesto surge de los dichos de su madre, ]a señora Hurí
Antonia Nigro de Tornay y de su esposa María Rosa Mignone de
Tornay ante la Comisión Nacional sobre Desaparición de Perso-
nas, donde relatan que ante una citación concurrieron al departa-
mento de su hijo donde notaron un gran desorden en el mis,roo y'
el faltante de varios objetos de valor. El encargado del edificio
les manifestó que la víctima había sido secuestrada por gente del
Ejército, quienes circulaban en camjonctas dq dicha fuerza.
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Ello se encuentra corroborado con las presentaciones de dos
recursos de hábeas corpus, uno ante el Juzgado Federal N? 4, Se-
cretaría N? 11 (N? 3355) Y otro ante el Juzgado Federal N? 6, Secre-
taría 18 (N? 86/79), Ambos fueron interpuestos por su cónyuge en
favor de la víctima.

Corroboran también esta conclusión los indicios que se des.
prenden de la documentación aportada por Horado Cid de la paz
y Alfredo González al declarar por exhorto, quienes manifestaron
haber compartido su cautiverio con la víctiJl1a en el centro de de-
tención "Olimpo", que dependía del Ejército Argentino y el hecho
de haberse producido el"!-una zona que esta arma tenía a su cargo
directo.

Se halla acreditado además, que con motivo de una"presenta-
-ción judicial, la autoridad requerida contestó con mendacidad.

En efecto, en los dos antes citados recursos de hábeas corpus,
tanto la Policía Federal como el Ministerio del Interior y el Es-
tado Mayor del Primer Cuerpo de Ejército, informaron que Tornay
Nigro no había sido detenido, Ver fs, 8 (11 de octubre de 1978);
fs, 9 (12 de octubre de 1978); fs. 11 (20 de octubre de 1978); todos
del expediente 3355 y, en la causa 86/79, Policía Federal a fs. 8 (2
de julio de 1979); Ministerio del Interior a fs. 9 (4 de julio de 1979)
y Estado Mayor del Primer Cuerpo de Ejército a fs. 13 (16 de ju-
lio de 1979).

Hecha esta verificación, corresponde establecer la posible me.n-
dacidad de alguno de estos informes.

Probado, como se encuentra que, tanto en la detención de Tor-
nay Nigro, como en su cautiverio, intervino personal dependiente
del Ejército Argentino, y que las autoridades que informaron de-
pendían de dicha fuerza, ha quedado acreditada la existencia de
una respuesta mendaz. En cambio, no corresponde efectuar repro-
che alguno a los comandantes de las dos fuerzas restantes, que
no aparecen siquiera vinculados con el secuestro ni con los informes.
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A Jorge Alberto Tornay Nigro se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en el lugar de detención conocido como. el "Olimpo",
que dependía operacional mente del Ejército Argentino.

No está probado que. Tornay Nigro recuperó su libertad, ya
que la vÍCtima no volvió a ser vista ni se tuvieron más noticias de
ella.

Respecto del robo, en razón de los fundamentos dados más
arriba, no cabe tener por acreditada la comisión de} delito por las
solas declaraciones de su madrc y esposa antc la CONADEP.

I

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadicrcn Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almirante
Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de que fue-
ra víctima Jorge Alberto Tornay Nigro y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una distinción.

En cuanto a Jos Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y la
Armada Argentina mal puede adjudicárscles conocimiento de estos he.
chos si se tiene prcsente que se trató dc un procedimiento ajeno a
ellos. Rcspecto dcl Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri no
existe elemento ?-lguno, como no sea el dato puramente objetivo de
su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que per-
mitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Jorge Alberto Tornay Nigro fueron desarrollados de acuerdo al pro-o
ceder descripto en la cucstión de hecho n? 146.

CASO N? 332: ROSETTI, BENJAMIN

El escaso valor probatorio de la prueba instrumental traída al
proceso, y los defectos de la testimonial a través de exhorto brin-
dada por Osear Alfredo GOllzález, indican que la dccisión a recaer
respecto del caso no sea otra que la absolutoria.
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CASO N? 333: FERNANDEZ, PORFIRIO
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Está probado que Porfirio Fernández fue privado de su liber-
tad, el día 9 de septiembre de 1978; mientras se encontraba en un
bar ubicado en la avenida Corrientes y Montevideo de la Capital
Federal, por personal de la Comisaría 5~ de la Policía Federal.

Lo expuesto es relatado por la propia víctima, tanto en la audien.
da como ante la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Per.
sanas, donde' refiere que en el momento de su privación se hallaba
jun to con dos amigos siendo todos conducidos a la Comisaría 5~.
Según sus dichos dos días después sus amigos fueron iiberados y
él fue conducido al centro clandestino de detención conocido como
"El Olimpo", que dependía operaeionalmente del Ejército Argentino.

,
Teresa Vázquez de Fernández, madre de la víctima expuso las

circunstancias del secuestro de su hijo en su presentación efec-
tuada en el recurso de hábeas corpus N? 8209, iniciado el 14 de sep-
tiembre de 1978, ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal)' Correccional Federal N9' 3, Secretaría N9 8, obrando
además a fs. 4 y 8 del citado expediente, sendos informes suminis-
trados por el Comisario de la Seccional 5~ de la Policía Federal,
haciendo saber que Fernández había .ingresado el 9 de septiembre
para su identificación, y puesto en libertad al día siguiente.

También en el Cuaderno de Prueba del Fiscal luce un infornle
de la Policía Federal de fecha 13 de marzo de 1985, que corrobora
lo expuesto anteriormente.

La cuestión radica, pues, en saber si puede estimarse acreditado
que, posteriormente permaneció en cautiverio clandestino en el antes
referido centro de detención, del cual habría recuperado su libertad
el 21 de septiembre de 1978, según lo manifestado por su progeni-
tora al deponer testificalmente a fs. lO del expediente antes men-
cionado, en la primera semana de octubre, como él afirmó en
la audiencia o alrededor del 11 de ese mes, según denunció en
CONADEP.
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La carencia de todo elemento que corrobore sus dichos -aún
cu,mdo ciertos detalles los tornen verosímiles- y la alúdida i~pre-
cisión respecto de la fecha de su supuesta liberación impiden tener
por acreditadas las circunstancias de hecho en que se funda la
acusación.

CASO N9 334: BARRET VIEDMA, ALBERTO PROSPERO

No se encuentra. probado que Alberto Próspero Barret Viedma
haya sido privado de su libertad el 19 de septiembre de 1978 en su
estudio de dibujante establecido en la calle Bartolomé Mitre 3450
de Capital Federal por dos personas armadas, de civil, los que le
sustrajeron diversos efectos de su propiedad.

Estc? es manifestado por el damnificado ante el Tribunal; ,agre-
gando que fue trasladado en un rodado, atado y con los ojos ven-
dados siendo alojado en un lugar que no pudo establecer en un prin-
cipio dónde se hallaba ubica~o ni que nombre tenía. Posteriormen-
te, varios años después, por comentarios periodísticos y descrip-
ciones que se hicieron, supuso que el centro de cautiverio fue el
conocido como "Olimpo".

De este centro hace una descripción y da el nombre de algunas
de las personas que estuvieran alojadas allí en cautiverio.

Empero, con esos elementos no se puede dar por acreditado
el extremo, ya que sus dichos no aparecen corroborados por otros
elementos probatorios.

CASO N9 335: REVORA DE DE PEDRO, LUCIA ADELA

Los hechos de los que habrían sido víctimas Carlos Guillermo
Fassano' >: Lucía {\dela Révora de De..Pedro .presentan gran confusión
probatoria.

En efecto, según los dichos de Ornar Eduardo Torres y Susana
Leonor Caride, ambos llegaron ya muertos al centro de detención,
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de'spués de un enfrentamiento respecto de cuya existencia no existe
controversia.

El secuestro de,la cantidad de moneda extranjera .que ellos te-
nían consigo -en tales condiciones- no aparece antijurídico y su
posterior apoderamiento por integrantes del grupo que actuó en el
enfrentamiento, no puede imputarse a -los procesados, pues en este \
caso existe un indicio -brindado por los dichos de Acosta- de que
la superioridap trató de investigarlo.

Respecto de la acusación por 'la falsedad ideológica cometida en
el sumario militar instruido por el enfrentamiento, .la propia con-
fusión probatoria aludida en el primer párrafo, impide c.onsiderarla
probada.

CASO N? 336: FASSANO, CARLOS GUILLERMO

Resultan aplicables a este "caso las consideraciones. vertidas -al
fundar los aspectos fácticos del caso 335, Révora de De Pedro, LuCÍa
Adela, que, en consecuencia, se dan por "Íntegramente'reproducidas.

CASO N? 337: CUARTAS, HORACIO MARTIN

No está probado que el licenciado en psicología Horacio .Mar-
tÍn Cuartas fue privado de su libertad el 27 de octubre de 1978,
al retirarse del Centro de Rehabilitación Quilmes sito en Avella-
neda 536 de la localidad de Bernal, Provincia de Buenos Aires,
por un grupo armqdo, que dependía operaci,onalmente del Ejército
Argentino.

Sólo obran los dichos de la víctima en el legajo formado a su
respecto por la Comisión Nacional sobre Desaparición de Persom~.s
y una presentación efectuada por su her~ana, Alicia Teresa Cuartas
de Verni, a fs. 1 y 3 de la causa N? 13.973 del Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal de Sentencia Letra "A".
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CONADEP haber permanecido cautivo en el
constancias en. autos que otros detenidos allí

Coincidente con .10 expuesto, fracasa cualquier intento de dar
por acreditado que las autoridades militares hayan dado alguna falsa
infonnación o que Se sometiese a la víctima a alguna clase de torturas.

, CASO N? 338: TORRES, LUIS GERARDO

No obstante las manifestaciones de la víctima prestadas a fs.
112 de la causa 4821 del Juzgado Federal N? 6 de esta Capital, este
único elemento de juicio no resulta suficiente para emitir la deci-
sión condenatoria impetrada por los acusadores.

CASO N? 339: MARTINEZ, EDUARDO ALBERTO

Está probado que Eduardo Alberto Martínez fue privado de su
libertad el 31 de octubre de 1978, en el comercio ubicado en la calle
Alvarez Thomas 2420 de esta Capital, por efectivos del Ejército
Argentino.

Ello se encuentra acreditado con los dichos de su esposa, Né.
lida Sara López Elasel, a fs. 2 del recurso de hábeas corpus inter-
puesto en su favor en el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal de Instrucción N? 24 (causa 40.071). Manifestó en esa
oportunidad que el día mencionado se presentaron en el comercio
del cual Martínez era encargado, varias personas que afirmaron per-
tenecer al Ejército y luego de identificarlo le pusieron esposas y se
lo llevaron detenido.

Esto se corrobora con lo expresado por su madre, Elba Beatriz
Simonini de Martínez, en el legajo formado respecto de la víctima
por la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas.

Deben agregarse los elementos de prueba colectados que acre-



DE JUSTICIA DE LA N,\CI6N 993

ditan que Martínez fuC:mantenido c1andesti,namente en cautiverio
en un lugar de detención que dependía del Ejército Argentino.

Como consecuencia de su cautiverio se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En tal sentido, debe tenerse en cuenta el recurso de hábeas cor-
pus interpuesto por su esposa, antes mencionado (causa 40.071), ini-
ciado el 28 de marzo de 1980, que diera resultado negativo.

Se encuentra asimismo acreditado que a raíz de una presenta-
ción judicial la autoridad requerida. contestó con mendacidad.

En efecto, a fs. 12 del recurso de hábeas corpus referido, obra
un informe del Estado Mayor del Primer Cuerpo de Ejército en el
sentido de que no existen antecedentes respecto de Martínez (22 de
mayo de 1980).

Ello resulta mendaz, de acuerdo con lo dado por .probado ante-
riormente.

A Eduardo Alberto Martínez se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el lugar de detención conocido como "EI Olimpo", que
dependía del Primer Cuerpo de Ejército.

En tal sentido deben tenerse en cuenta las declaraciones de
Héctor Daniel Retamar en el expediente iniciado respecto de dicho
lugar de detención en el Juzgado Nacional de Primera Instancia en
lo Criminal y Correccional Federal N? 6 (causa N? 4821). A ello
debe sumarse el indicio consistente en que fue mencionado por
Horado Cid de la Paz en el documento agregado a su declaración
por exhorto.

Por otra parte, no está probado que Eduardo Alberto Martínez
recuperara su libertad.

En efecto, según los testimonios de sus familiares no volvió a
ser visto, ni se tuvieron más noticias de él.
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Corresponde aelarar que a la fecha de la privaclOn de libertad
eran Comandantes en Jefe los procesados Viola, Massera y Agosti.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rubens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la 'libertad de
que fuera víctima Eduardo Alberto Martinez y sobre cuya base de-
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conocimiento de
estos hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento
ajeno a ellos.' Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a ]a deten-
ción, que permita acreditar con fchaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificó a Eduar-
do Alberto Martinez fue desarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146,

CASO N? 340: LARRUBJA, SUSANA ALICIA

No está probado que Susana Alicia Larrubia haya sido privada
de su libertad en el mes de noviembre de 1978.

Mónica Susana Fernández al declarar ante la Comisión Nacio-
nal de Desaparición de Personas expresa que Larrubia, aparente-
mente junto con su compañero desaparece, ocho días después es
llevada a entrevistarse con su 'padre, ocasión en que le habría entre-
gado dos cartas: una para su hermana y otra con indicaciones de
cómo deseaba que se cuide su hija la que quedó a cuidados de su
abuelo desde el suceso narrado.

Lo expuesto, sumado al escaso valor convic~ivo de la prueba
testimonial vertida por Horacio Cid de la Paz por vía de exhorto
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DO posee suficiente relicve probatorio. como para fundar una deci-
sión condenatoria.

CASO N? 341: MARQUAT DE BASILE, ADA CRISTINA

De autos surge que Ada Cristina Marquat de Basile fue privada
de su libertad el día 10 de novíembre de 1978, en su domicilio, sito
en Asunción 3500, piso 1?, departamento 5, de esta Capital, por un
grupo armado, que dependía operacional mente del Ejército Argen-
tino.

En efecto, Emilia Smoli, a fs. 1 del recurso de hábeas cor-
pus interpuesto en su favor y el de su esposo Enrique Luis Basilc1
ante el 1uzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y
Correccional Federal N? 6 (causa N? 17). Allí se rclató la forma en
que un grupo de hombres que se identificaron como pertenecientes
al SIDE, detuvieron a la señora Smoli de Basile a la salida del Ban-
co del Neuquén, y luego de interrogarla en un lugar de detención
que posteriormente reconoció como "EI Olimpo", fu~ llevada a la
casa de su hijo. Allí se encontraba la víctima, quien fue privada
de su libertad.

Corroboran cstos asertos las constancias del legajo formado al
respecto por la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas,
y por Jos elementos de prueba colectados que acreditan que la vÍC-
tima fue mantenida clandestinamente en cautiverio en un lugar que
dependía del Ejército Argentino.

Con motivo de la privación de libertad se hicieron gestiones ante
autoridades en procura de la aveliguación de su paradero y de su
libertad .

.En tal sen tido debe tenerse en cuenta el recurso de hábeas
corpus interpuesto en su favor por Smoli de Basile, el 6 de diciem-
bre de 1978, que arrojara un resultado negativo.

A Ada Cristina Marquat de Basile se la mantuvo clandestina-
mente en cautiverio en el lugar de detención conocido como "EI
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Olimpo", que dependia del Primer Cuerpo de Ejército. Al respecto
obran las manifestaciones de Smoli de Basile, quien expresó que
la víctima estuvo en "El Olimpo" junto con su esposo, siendo libe.
rada cuarenta días después, a lo que deben agregarse las conside.
raciones hechas respecto de Enrique Luis Basile en el caso N? 342.

Ada Cristina Marquat de Basile recuperó su libertad el día 20
de diciembre de 1978.

No obstante las consideraciones efectuadas pr~cedentemente,
el Tribunal advierte que a la fecha en que se produjo la privación
de libertad de la víctima, el Teniente General Jorge R.afael Videla
no se desempeñaba ya como Comandante en Jefe del Ejército, por
lo que este hecho no le puede ser imputado.

CASO N? 342: BASILE, ENRIQUE LUIS

De autos surge qu~ Enrique Luis Basile fue privado de su liber-
tad el día lO de noviembre de 1978 en las inmediaciones de la Esta-
.ción Devoto del Ferrocarril General San Martín, por un grupo ar-
mado que dependía operacionalmente del Ejército Argentino.

En efecto, su madre, Emilia Smoli, a fs. 1 del recurso de hábe~s
corpus interpuesto en favor de Basile y Ada Cristina Marquat ante
el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correc-
cional Federal N? 6 (causa N? 17). Relata la forma en que un grupo
de personas que se identificó como perteneciente al SIDE, detuvo
a la señora Smoli de Basile a la salida del Banco del Neuquén, sito
en Cangalla y Maipú, y luego de interrogarla y presionarla para que
les dijera er paradero de su hijo, la condujeron hasta la Estación
Devoto, donde fue obligada a identificarlo. Como consecuencia de
ello Basile fue privado de su libertad.

Además, obran las constancias del legajo formado respecto de
la víctima por la Comisión Nacional sobre Desaparición de Perso-
nas,. y por los elementos de prueba que acreditan que" Basile fue
mantenido" clandestinamente en cautiverio en un lugar que dependía
del Ejército Argentino.
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Asimismo, a raíz de una solicitud judicial la autorida~ requerida
contestó negativamente.

A fs. 9 obra una certificación en el sentido de que con fecha
12 de diciembre de 1978, el Comando en Jefe del Ejército informó
que no existían antecedentes respecto de Enrique Luis Basile y
Ada Cristina Marquat, sin que obren informes de ese carácter por
parte de la Armada ni de la Fuerza Aérea,.

A Enrique Luis Basile se lo mantuvo clandestinamente en cau-
tiverio en los fugares de detención, conocidos como "El Banc,o" y
"El Olimpo", que dependían del Primer Cuerpo de Ejército.

Tales circunstancias se sustentan en las constancias de la causa
N'? 4821 del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal
y Correccional Federal N'? 6, iniciada ~omo consecuencia de una de~
nuncia de la Comisión Nacional sobre ]a Desaparición de Personas.
A fs. 7 vta. y 13 se menciona a la víctima corrio una de las que fue-
ron mantenidas en cautiverio en los lugares mencionados.

Por otra parte, Susana Caride declaró en ]a audiencia haber
compartido su cautiverio con Basile en "El" Banco" y "El Olimpo".

A ello debe agregarse el indicio que surge de los dichos de su
madre en el recurso de hábeas corpus antes mencionado y ante la
CONADEP, en el sentido de que ella también fue conducida a "El
Olimpo" (v. al respecto caso 343).

Según las declaraciones de su madre, luego de ser detenido no
volvió a ser visto en libertad ni se tuvieron más noticias de él.
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No obstante las consideraciones efectuadas más arriba, el Tri-
bunal advierte que en la fecha en que se produjo la privación de
libertad de la víctima, el Teniente General Jorge Rafael Videla a
quien el Fiscal acusa por este hecho, ya no revistaba como Coman-
dante en Jefe del Ejército Argentino.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Brí-
gadieres Generales Ornar Rubens' Graffigna y Basilio Arturo Lami
Dozo, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge ~saac Anaya acerca de la privaci~n de la libertad de
que fuera víctima Enrique Luis Basile y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis-
tinción.

En cuanto a los Comandantes de la F~erza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina mal puede adjudicárseles conócimiento de
estos hecho~ si se tiene presente que se trató de un procediuliento
ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea' el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioriqad a la deten-
ción, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.,

CASO N? 343: SMOLI DE BASILE, EMILIA

Talnbién surge de autos que Emilia Smoli de Basile fue privada
de su libertad el día 10 de noviembre de 1978 a la salida del Banco
de la Provincia del Neuquén, sito en Cangalla y Maipú de esta Capi-
tal, por un grupo armado.

A fs. 1 del recurso de hábeas corpus que interpuso en favor de
su hijo y su nuera (causa N? 17/78 del Juzgado Nacional de Primer~
Instancia en 10 Criminal y Correccional Federal N? 6 citado en el
caso anterior), como ante la Comisión Nacional sobre Desaparición
de Personas, concurren en el sentido indicado.

Relató que el día mencionado fue interceptada a la salida del
Banco de la Provincia del Neuquén por cuatro hombres vestidos de
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civil que se identificaron como pertenecientes al SIDE, y se la
llevaron detenida, a los erectos de interrogarla acerca del paradero
de su hijo Enrique Luis Basilc.

Sus dichos se encuentran corroborados por la circunstancia de
que ha podido comprobarse q~e tanto su hijo, cuanto su nuera Ada
Cristina Maniuat de Basile fueron privados de su libertad ese mis-
mo dia, en las circunstancias relatadas por la víctima.

A Emilia Smoli de Basile se la mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el lugar de detención conocido como "El Olimpo",
durante algunas horas del día 10 de noviembre de 1978.

Sus dichos al respecto adquieren credibilidad especialmente por
su posterior. reconocimiento del lugar, cuyas constancias obran en
el legajo de la CONADEP.

Es así como la señora Smoli de Basile pudo reconocer el ruido
de los portones al abrirse, las duchas y los lavaderos. Por otra
parte, el lugar le resultó familiar pues vivía a dos cuadras de allí.

Además, pudo reconoc.er como una de las personas que la inda-
garon acerca del paradero de su hijo, a un hombre al que apoda-
ban "El Turco Julián", coincidiendo así 'con el relato de otras per-
sonas que fueron mantenidas en cautiverio en "El Olimpo".

A ello debe agregarse la circun'stancia de que se ha demostrado
que su hijo y su nuera también estuvieron en el mencionado lugar
de detención.

No está probado en cambio, que en ocasión de su cautiverio
fuera sometida a algún mecanismo de tortura.

Sus dichos al respecto, se encuentran
ración por elemento de prueba alguno.

/ ,
desprOVIstos de corraba- .

Emilia Smoli de Basile recuperó su libertad' cl día 10 de no-
viembre dé 1978.
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Sus dichos en tal sentido deben considerarse verosímiles.

No obstante las consideraciones vertidas anteriormente, el Tri-
bunal advierte que en la fecha en que S~ produjo la privación de
libertad de la víctima, el Teniente General Jorge Rafael Videla ya
no revistaba como Comandante en Jefe del Ejército y que el Te.
niente general Roberto Eduardo Viola, que a tenor de las cuestio-
nes de hecho votadas aparecería COU10 responsable, .no ha sido
acusado por el hecho.

CASO N9 344: SCUTARI, FRANCISCO

No se encuentran probados los hechos punibles por los que el
Sr. Fiscal, formuló acusación mediante prueba alguna que resulte
significativa, sin que ello se supere por la testimonial de Osear Al-
fredo González merced a los defectos mencionados ya en el caso 332.

Consécuentemente, la pretensión punitiva no ha de tener aco-
gida en .¡este caso.

CASO N9 345: BELLIZI DE SCUTARI, DOMINGA

No se encuentran probados los hechos punibles por los que el
Sr. Fiscal formuló acusación mediante prueba alguna que resulte
significativa, sin que ello pueda sortearse con los dichos de Osear
Alfredo González merced a los defectos señalados ya en el caso 332,
él cuyos fundamentos ha de remitirse.

Consecuentemente, la pretensión punitiva no ha de tener aco-.
gida en este caso.

CASO N? 346: SCUTARI, HORACIO

Al igual que en los casos N?"344Y 345, correspondientes' a Fran-
cisco Scutari y Dominga BeIlizi de Scutari, entre ,quienes exist?"
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.comunidad de elementos probatorios, no resulta posible dar aco-
gida favorable a la pretensión de los acusadores, razón por la cual
así se resuelve.

CASO N? 347: FONTANELLA, ADOLFO NELSON

Está probado que Adolfo Nelson Fontanel1a fue privado de su
libertad el día 23 de noviembre de 1978 en la localidad de Moreno,
Provincia de Buenos Aires, por un grupo armado.

En este sentido deben ponderarse los dichos de su esposa, María
de las Mercedes Troncoso de Fonta!lella, quien en la ~udiencia ma-
nifestó que el día mencionado, un grupo de personas armadas ves-
tidas de civil, irr~mpió en una quinta de la localidad de Moreno,
donde se hallaba junto con su marido, -Y se los llevó.

Estos dichos encuentran corroboración con Jos de Santa Ger-
trudis Velázquez de Vi;nesia, a fs. 1 del recurso de hábeas corpus
interpuesto ante el Juzgado Nacional" de Primera Instancia en lo
Criminal y Correccional F~deral N" 6' (causa 179/78) y a fs, 1/3 del
recurso deducido ante el Juzgado NacionaL de Primera Instancia en
lo Criminal de Instrucción N? 30 (causa 34.415),

A ello debe sun;¡arse el indicio que se despre,nde del hecho de
.que la víctima fue mantenida clandestinamente en cautiverio en. un
.centro de detención que operaba bajo el comando del Ejército' Ar-
gentino.

En efecto, se estima probado que a Adolfo Nelson Fontanella
se lo mantuvo clandestinamente en cautiverio en el lugar de deten-
ción conocido como "El Olimpo", que operaba bajo el comando del
Primer Cuerpo de Ejército.

Manifestaron en la audiencia haber compartido allí su cauti-
verio con la víctima María de las Mercedes Troncoso de Fontanella,
Jorge Alberto Braija y Adriana Claudia Trillo de Braija, En idén-
tico sentido se pronunció Horado Cid de la Paz, quien declaró 'me~

. ,diante exhorto diplomático.
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.Como consecuenci~ de su privación de la libertad se hicieron
_gestiones ante autoridades en procura de la averiguación de su pa-
radero y de su Íibertad.

En tal sentido obran agregados a la causa los recursos de há-
beas corpus antes mencionados, interpuestos por la madre de la
víctima.

Se h~ aCf.editado suficientemente por otra parte., que a raíz de
una solicitud judicial, la autoridad requerida contestó negativamente.

En efecto, a fs. 16 de la causá N? 34.415 obra uu informe del
Comando eu Jefe del Ejército, de fecha 10 de abril de 1979, en el
cual se dejó constancia de que no existían antecedentes acerca de
la víctima.

En idéntico sentido se expidió dicho Comando en la causa
N? 179/78, segúu luce a fs. 9 vta.

No está probado que Adolfo Nelson Fontanellil recuperó su
libertad.

Los dichos de su esposa en la audiencia se compadecen con
el cuadr"o probatorio en general, en el sentido de que la víctima
no volvió a ser vista en libertad, ni se tuvieron más noticias de ella.

Por otra parte, no existen elementos de convicción en autos
que permitan acreditar que en ocasión de la privación de libertad
de la víctinla, el personal interviniente haya procedido al. desapo-
deramiento de bienes. de su propiedad.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rtibens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi~
rante Jorge Isaac Anaya .acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Adolfo Nels0n Fontanella y sobre cuya base de~
bían haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una
distinción. r
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En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
Armada Argentina mal puede adjudicárseles conocimiento de estos
hechos si se tiene presente que se trató de un procedimiento ajeno
a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri
no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente objetivo
de su comandancia del arma con posterioridad a la detención, que
permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

Por último, surge de autos) que los hechos que da~nificaron a
Adolfo Nelson Fontanella fueron desarrollados de acuerdo al pro-
ceder descripto en la cuestión de hecho N~ 146.

CASO N? 348: GIORGI, ALFREDO ANTONIO

Si bien con los elementos colectados en autos se ha podido dar
por acreditado que Alfredo Antonio Giorgi fue privado de su liber-
tad el 27 de noviembre de 1978, en, el establecimiento perteneciente
al Instituto Nacional de Tecnología Industrial, sito en Migueletes,
Provincia de Buenos Aires, por personal que dependía operacional-
mente del Ejército (especialmente por testimonios de actuáciones
judiciales) 'la circunstancia de que la Fiscalía haya acusado por
este hecho al Teniente General Videla, quien para esa fecha ya
había dejado de ser Comandante en Jefe, implica la absolución- de
los requeridos por privación. de libertad y, por ende, la innecesa-
riedad de desarrollar las consideraciones del caso.

En cuanto al conocimiento que pudieron haber tenido los Bri-
gadieres Generales Ornar Rúbens Graffigna y Basilio Arturo Lami
Daza, el Teniente General Leopoldo Fortunato Galtieri y el Almi-
rante Jorge Isaac Anaya acerca de la privación de la libertad de
que fuera víctima Alfredo Antonio Giorgi y sobre cuya base debían
haber formulado la pertinente denuncia, conviene hacer una dis-
tinción.

En cuanto a los Comandantes de la Fuerza Aérea Argentina y
de la Armada Argentina, mal puede adjudicárseles conoCimiento de
estos hechos si se tiene presente qúe se trató de un procedimiento
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ajeno a ellos. Respecto del Teniente General Leopoldo Fortunato
Galtieri no existe elemento alguno, como no sea el dato puramente
objetivo de su comandancia del arma con posterioridad a la de-
tención, que permitan acreditar con fehaciencia tal extremo.

CASO N? 349: RETAMAR, HECTOR DANIEL

Está probado que el día 5 de diciembre de 1978, en horas de
la noche, Héctor Daniel Retamar fue privado de su libertad en su
dOIl\icilio de Villa Fiorito, Pcia. de Buenos Aires, por hombres de
civil armados, que dependían operacionalmente de.l Ejército Ar-
gentino.

Ello es así por las propias manifestaciones de Retamar verti-
das en CONADEP, donde indica que se encontraba en su casa en
compañía de Graciela Boniface y un menor, Matías de Dios Deón,
cuando en forma imprevista escuchó gritos de órdenes que prove-
nían de la calle y comenzaron a caer dentro de la ca~a, a través
de las ventanas granadas de gases lacrimógenos, ante lo cual salie-
ron al exterior, notando en ese momento que estaban rodeados por
civiles armados. Que ante esta situación la mujer se introdujo de
inmediato en la finca, cosa que también hicieron los autores de la
maniobra, oyendo el declara:nte disparos de armas de fuego y al
penetrar él también en la casa notó que la Boniface se encontraba
herida. Posterionnente el declarante fue llevado a un automóvil y
cuando salía escuchó disparos de armas de fuego y que los hombres
daban a entender que habían matado ,a su compañera. Desde la
casa fue llevado al lugar de cautiverio.

Si bien los dichos de Retamar son solamente los que obran en
CONADEP, teniendo en cuenta el detallado relato que hace de su
detención, cautiverio y libertad, así como 10 que se indicará, hace
que se tenga por probado el extremo.

A Héctor Daniel Retamar se lo mantuvo clandestinamente en
cautiverio en el lugar conocido bajo el nombre de "El Olimpo", de-
pendiente de la Policía Federal Argentina.
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Ello es así de acuerdo a los dichos del propio damnificado, a
lo que se debe agregar las manifestaciones de Susana Caride en su
declaración testimonial de fs. 17 en el expediente N? 4821 "CONA-
DEP s/denuncia" del Juzgado Federal N? 6 de Capital Federal y lo
expresado en la audiencia por Juan Agustín Guillen, acerca de que
vieron alojado en "El Olimpo" a Retamar.

Respecto a los testigos damnificados Mónica Evelina Brull de
Guillen e Isabel Teresa Cerruti, quienes depusieran en autos, ofre-
cidos por la Fiscalía, nada dicen en punto a haber visto en cauti-

verio a Retamar.

En cuanto a los dichos de los testigos damnificados Osear Al-
fredo González y Horacio Cid de La Paz, los que declaran por exhor-
to, no han de computarse con valor probatorio, ya que se remiten
a listas de detenidos que acompañan en sus declaraciones sin dar
razón de sus dichos, a lo que debe agregarse que admiten haberlas
confeccionado de acuerdo a los qu~ ellos vieron o bien por haberse
enterad9 por organizaciones internacionales.

Por otra parte, existen suficientes elementos de prueba que
demuestran que en ocasión de su cautiverio fue sometido a algún
n1ecanismo de tortura.

En efecto, a la denuncia que hace Retamar de haber recibido
golpes, aplicaciones de picana eléctrica, se debe agregar lo dicho,
por los testigos damnificados mencionados en el punto anterior en,
cuanto a que en "El Olimpo" se torturaba a los detenidos en los.
,interrogatorios, cosa que por otra parte h~ expresado también.
diversas personas que depusieran en autos y que estuvieran alojadas:
en ese centro de detención.

Héctor Daniel Retan1ar recuperó su libertad el 12 de enero

de 1979.

Sus dichos al respecto resultan verosímiles a criterio del Tri-.

bunal.
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Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Héctor Daniel Retamar fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 350: PONCE, GILBERTO RENGEL

Está probado que Gilberto Rengel Ponce fue privado de su li-
bertad el 7 de diciembre de 1978, en la Estación Ciudadela del
Ferrocarril' General Sarmiento, Provincia de, Buenos Aires, por un
grupo armado que dependía operacionahnente del Ejército Argentino.

Al respecto, debe considerarse el indicio que se desprende de
las declaraciones de la víctima ante la Comisión Nacional de Desa-
parición de Personas, donde relató que el día' mencionado, en cir-
cunstancias en que se hallaba parado en la estación' Ciudadela, fue
atacado por dos sujetos a los cuales luego conoció como el "Turco
Julián" y "Paco", acompañados por. un grupo de alrededor dé diez
hombres que lo introdujeron en un automóvil.

Estas declaracione"s se hallan corroboradas por los elementos
de prueba colectados que demuestran que a la víctima se la man~
tuvo clandestinamente en cautiverio en un centro de detención co-
nocido como "El Olimpo", que operaba bajo el comando del Ejér-
cito Argentino.

En este sentido, a los dichos extrajudiciales de la víctima deben
agregarse los de Juan Guillén, quien manifestó en la audiencia ,que
compartió su cautiverio con Ponce en el mencionado centro de
detención, por la misma época en que aquél fuera privado de su
iibertad.

La detallada descripción del lugar de cautiverio, así como tam-
bién la de los captores y demás detenidos de "El Olimpo", que coin.,
cide c.on la de 'otros testigos que depusieron en la audiencia, refuer-
zan la credibilidad de tales manifestaciones extrajudiciales.

No está probado sin embargo, que en ocasión de su cautiverio
fuera sometido a algún mecanismo de, tortura.
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En efecto, los dichos de la víctima en este sentido ante la Comi.
sión Nacional de Desaparición de Personas, no se encuentran corro-
borados por elemento de prueba alguno.

Gilberto Rengel Ponce recuperó su libertad el día 21 de diciem-

bre de 1978.

Los dichos de la víctima al respecto se compadecen con el cua-
dro. probatorio en general.

Por último, surge de autos, que el hecho que da:mnificó a Gil.
berta Rengel Ponce fue d,sarrollado de acuerdo al proceder des-
cripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 351: BOSS1, ANA LUCIA

El Tribunal tiene presente lo dictaminado por el señor Fiscal
en cuanto solicita la absolución de los procesados respecto de este
caso, lo que' así se resolverá.

CASO N? 352: RICE, PATRICK

No está probado que Patrick Rice haya sido privado de su liber-
tad en horas de la tarde del 11 de octubre de 1976, en esta Capital.

Ello así, puesto que 10 expresado en tal sentfdo por Patrick Rice
en su testimonio consular no encuentrá corroboración alguna en
los elementos de juicio incorporados a las actuaciones.

Ninguna de las personas que dep~sieron en la audiencia u otro
expediente judicial, lo han visto en algún lugar de aetención, ni exis-
ten constancias de gestiones realizadas en su favor, como consecuen-
cia de su eventual .detención.

Por esta razón pierde virtualidad la imputación referida al
delito de torturas, contenido en la: requisitoria fiscal.
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CASO N? 353: VELAQUEZ ROSANO, JUAN ENRIQUE

Está probado que Juan Enrique Velázquez Rosano fue privado
de su libertad el dia 18 de febrero de 1977, de su domicilio ubicado
en la calle Hilario Lagos 466, de Florencia Varela, Provincia de Bue-
nos Aires, por personal dependiente del Ejército Argentino.,-

El nombrado al .declarar mediante exhorto diplomático y ante
la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas, relata que
en la fecha y lugar indicados se hizo presente un grupo fuertemente
armado que se identificó verbalmente como perteneciente a la pali-
cia, y luego de golpearlo se 10 llevaron encapuchado y atado junto a
su compañera EIba LuCÍa Gándara Castromán -caso 353 bis-o

La hija de la pareja, Celia LuCÍa Velázquez Gándara al deponer
mediante exhorto diplomático, manifiesta haber presenciado el he-
cho, corroborando lo expuesto por su _padre.

Con motivo de su privación de la libertad se hicieron gestiones
ante autoridades en procura de la averiguación de su paradero y
libertad.

En tal sentido la víctima afirma que su hern1ano, Héctor Veláz-
quez presentó un recurso de hábeas corpus, obrando agregada la
copia de la presentación en la que se narran los hechos en forma
similar a lo expuesto anteriormente.

Está probado que a Juan Enrique Vélázquez Rosan~ se lo man-
tuvo clandestinamente en cautiverio en el Regimiento Séptimo de
Caballería, que dependía del comando operacional del Primer Cuer-
po de Ejército.

Ello surge de sus propios dichos, donde refiere que tal lugar
se encontraba ubicado en el Camino de Cintura y la Autopista Ri-
chieri, y que una vez en libertad pudo reconocer. Agrega que allí
había numerosas personas en su misma situación.

Si bien a este respecto sólo se cuenta con el testimonio de la
víctiIna, sus dichos aparecen verosímjles en cuanto coinciden con
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los brindados por numerosos testigos que declararon en la audien~
cia, acerca de las características de lugares de encierro similares
'como también de las condiciones de vida que imperaban en ellos.

Finalmente, probado como se encuentra que Velázquez Rosano
fue privado ilegítimamente de su libertad por personal dependiente
del Ejército y que posterionnente fue liberado, cabe concluir que
en dicho lapso permaneció clandestinamente en cautiverio.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fue sometido
a algún mecanismo de tortura.

En tal sentido sus dichos no alcanzan para acreditar esta. cues~
tión toda vez que aparecen huérfanos de otros elementos de corro~

boración.

Juan Enrique Velázquez Rosano recuperó su libertad a fines de

abril de 1977.

Ello surge de sus propios dichos y de los brindados por su
hija Celia LuCÍa Velázquez Gándara.

No e~tá probado que durante .su secuestro le fueron sustraídos
efectos personales de su domicilio.

La afirmación de la víctima prestada en este sentido no resulta
avalada por su hija, que presenció su secuestro, ni por ningún otro
elemento de juicio.

No obstante lo expuesto hasta ahora, el Tribunal advierte que el
señor Fiscal al formular la acusación, si bien relató los hechos, omitió
acusar a los Comandantes por los delitos de privación de libertad,
tormentos y robo, haciéndolo exclusivamente por el delito de encu~
brimiento de la privación, a los Brigadieres Generales Graffigna y
Lami Daza, al Teniente General Galtieri y al Almirante Anaya, por
lo cual el Tribunal se encuentra formalmente impedido de atribuir
los ilícitos probados a ningún Comandante.
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CASO N9 353 bis: GANDARA CASTROMAN, ELBA LUCIA

Está probado que Elba Lucía Gándara Castromán fue privada
de su libertad el día 18 de febrero de 1977, .de su domicilio ubicado
cn la calle Hilario Lagos 466, de Florencio Varela, Provincia de Bue-
nos Aires, por personal dependiente del Ejército Argentino.

Se remite al caso anterior por existir comunidad probatoria.

A EIba Lucía Gándara Castromán se la mantuvo clandestina-
DIente en cautiverio en el Regimiento Séptimo de Caballería, que
dependía del comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

Ello surge de los dichos de Juan Enrique Velázquez Rosano,
quien afirma haber permanecido alojado en el citado lugar, ubi~
cado en Camino de Cintura y Autopista .Richieri, junto a la víctima
y un grupo de personas en su luisma situación. Su testimonio re-
sulta valedero por las razones que se expusieron en el caso ante-
rior, a las que cabe remitirse.

No está probado que en ocasión de su cautiverio fuera some-
tida a algún mecanismo de tortura.

Los dichos de su compañero, en cuanto' afirma que la víctima
fue reite.radamente golpeada, sometida a pasajes de corriente eléc-
trica y a otros tormentos, no alcanzan a acreditar esta cuestión aten-
to a la ausencia de otros elementos de corroboración.

Tampoco' está probado que Elba Lucía .Gándara Castromán recu-
perara su libertad. Al respecto no se ha arrimado ningún elemento
de juicio.

Por las mismas razones esgrimidas en el último párrafo del
caso anterior, no corresponde atribuir ilícito alguno a ninguno de
los Comandantes.
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CASO N? 353 ter: LIWSKI, NORBERTO

1011

Está probado que Norberto Liwski fue privado de su libertad
'el 5 de abril de 1978 en su domicilio silO en la calle Viel N? 251,
Piso l? "D", de esta CapitaL

Lo expuesto halla debida comprobación con sus dichos vertidos
ante este Tribunal. En dicha ocasión relata Liwski que el día 5 de
abril de 1978 al ingresar a su casa, fue abierta la puerta desde su
interior a la par que fue" blanco de dos disparos que 10 hirieron
en ambas piernas. Así reducido, pudo comprobar que su vivienda
estaba- completaInente destrozada. En esa oportunidad, sus capto-
res le comunicaron, a su requerimiento, que sus' pequeñas hijas
"ya habían sido chupadas". Este acontecimiento provocÓ una reac~
ción en el aprehendido que, aún con las recientes heridas recibidas,
-obligó a que su traslado fuera efectuado por cuatro hombres que lo
sujetaban por sus miembros.

A raíz de ello, y a la reacción de los vecinos del edificio, arribó
una comisión Policial que llegó a intimar a los captores, situación

\ .que culminó muy poco tiempo después, con la partida del patru-
nero y .el.'consiguiente reinicio de su traslado.

En términos semejantes, aún cuando mucho D1enos particulari-
zados, se produce Liwski ante los interrogatorios producidos en el
Consejo de Guerra Especial Estable N? 1/1,

Estos elementos de juicio encuentran corroboración en los tes.
timonios de quienes fueron procesados junto con él, en las actuacio-
nes, incoadas ante 'jurisdicción castrense, incorporados luego a la
causa N? 12,040 del Juzgado .Pederal N? 2 de esta Capital contra
Norberto Liwski y otros por infracción a la ya derogada ley N? 21.325
y que se encuentra agregada a estas actuaciones, quienes compartíe.
ron cautiverio con Liwski.

A Norberto Liwski se' le recibió declaración por infracción a la
ley 20,840, con arreglo a las disposiciones contenidas en la ley 21,460
el dfa 20 de julio de 1978, en la Seccional Policial de Gregorio de
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Laférrere, pertenecien~e a la Policía de la Provin,?ia de Buenos 'Aires,
que actuaba bajo el comando operacional del Primer Cuerpo de
Ejército.

Tal es lo que surge de fs. 46 de las actuaciones ya citadas. En
ella responde a un interrogatorio acerca de sus ideas Y,111ilitancia
política a lo largo de su vida.

De acuerdo a todo ello queda demostrado que en el término
comprendido entre esas dos fechas, se lo mantuvo ilegítimamente
privado de su libertad en las Seccionales de San Justo y Gregario
de Laférrere pertenecientes a la Policía de la Provincia de Buenos
Aires.

La ilegalidad de la detención resulta incontrastable a la luz de
las disposiciones de la ley 21.460 lo que encuentra corroboración
en los dichos de María Amalía Marran, detenida el 26 de marzo de
1976, y por los dichos de Rodolfo Atilio Bandera, que lo fue el día
27 de marzo de ese año, ambos por idénticos motivos que Liwski,
a esto debe agregarse, como un elemento más para acreditar la
privación, que luego de su aprehensión se hicieron gestiones en
procura de su paradero y libertad.

Entre la documentación incorporada a las actuaciones, se en-
cuentra la carpeta correspondiente a las gestiones de los familiares
de las personas forzosamente desaparecidas y que oportunamente
fueran remitidas a solicitud del Tribunal por el Ministerio del In-
terior.

En ella obra una constancia que da cuenta que María Luisa B.
de Liwsld se presentó ante esa Repartición requiriendo la averigua-
ción del paradero de su hijo Norberto, ausente desde. el 5 de abril
de 1978. De ella se constata que el día 27 de junio de 1978 la Policía
Provincial informa que el causante se encuentra detenido en la Co-
misaría de Laférrere, lo que no fue comunicado a la ~enunciante,
tal como surge de sus constancias, y que Liwski fue puesto a dispo-
sición del Poder Ejecutivo Nacional por Decreto N? 1613 del 18 de
julio de 1978.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1013

Está acreditado que Norberto Liwski fue sometido a un me-

.canismo de tortura.

Ello surge de sus propios dichos, en los que además de rela~
tar los padecimientos que debió soportar por las heridas sufridas,
dice que recibió corriente eléctrica a través de su cuerpo.

Ello se ve corroborado por declaración de la ya citada María
Amalia Marran, a quien le consta que no sólo todo el grupo que
integraba la Junta Vecinal del Núcleo Habitacional N~ 17, some-
tidos a proceso por sus actividades políticas prohibidas, habían
sido torturados, sino que particulariza sus dichos respecto de Liws~
ki asegurando tal extremo dado el aspecto físico que éste presentaba.

Un elemento más sobre este punto es que durante todo ese
tiempo y parte de él se le impusieron condiciones inhumanas de

vida y alojamiento.

También de sus propias afirmaciones, se extrae que la omlSlOn
.al suministro de la medicación adecuada a la gravedad de sus heri-
das y especialmente al rebrote de la fiebre tifoidea que había adqui-
rido tiempo antes dado su condición de médico, todo ello acom-
pañado de serias amenazas sobre la vida e integridad física de su

familia.

También estos extremos encuentran corroboración en el testimo.
nio brindado por María Amalia Marran, quien además de relatar
la condición física en que lo vio expone sobre lo padecido por ella

misma.

No está probado el desapoderamiento de distintos efectos de
la víctima, en ocasión de ptocederse a su privación de libertad o
como consecuencia de ella.

En efecto, solamente, sobre este punto, están los dichos del
damnificado, careciéndose de otros elementos probatorios y corro-
borantes del extremo analizado.
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Por último, surge de autos, que los hechos que daminificaron
a Norberto Liwski fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hech~ N? 146.

CASO N9 354: DASCAL, GUILLERMO HORACIO

Eslá probado que Guillermo Horacio Dascal fue privado de su
libertad el día 11 de mayo de 1978, en su domicilio, sito en
Beruti 3753, 4? piso, de esta Capital, por un grupo armado, que de-
pendía operacionalmente del Ejército Argentino.

En este sentido, la víctima depuso por exhorto diplomático
en la ciudad de París, Francia, que el día D1encionado, en horas de
lá madrugada, se presentó en su domicilio un grupo de hOll1bres
con armas largas, que tras identificarlo s,e lo llevaron detenido. Estos
dichos encuentran corroboración con los de su padre, Israel DascaI,
a fs. 1 del expediente 573 del Juzgado en lo Criminal y Correccio-
nal Federal N? 5.

A ello debe agregarse el cuadro probatorio colectado que de-
muestra que la víctima fue mantenida clandestinamente en cauti-
verio en lugares de detención que actuaban bajo el cOlnando ope-
racional del Ejército Argentino.

Durante su cautiverio se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En tal sentido, se halla agregado en autos el recurso de hábeas
corpus interpuesto en su f~vor por su padre, Israel -Dascal, ante el
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional
Federal N? 5, al día siguiente de la privación de libertad (causa 573).

A Guillermo Horacio Dascal se lo lllantuvo clandestinamente en
cautiverio en el lugar de detención conocido como "El Vesubio"
y en el Cuartel de Villa MarteIli, que operaban bajo el comando
del Primer Cuerpo de Ejército.
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En este sentido la víctima relató que al ser detenido fue con-
ducido encapuchado a un lugar que luego identificó como"H Ve-
subio" según detalles periodísticos aparecidos posteriormente y el
reconocimiento que hiciera en la -Comisión Nacional de Desapari-
ción de Personas.

Declaró además que juntp con algunos de sus compañeros de
cautiverio fue trasladado en un taxímetro, del cual se había apro-
piado previamente, y dejados' en las proximidaades del Batallón
de Villa Martel1i, donde fueron conducidos con posterioridad.

Estos dichos encuentran corroboración con los de Alejandra
Nafta!, Alfredo Luis Chávez, Samuel Leonardo Zaidman y Claudia
Niro, quienes declararon haber visto a la víctima en "El Vesubio".

Por ~u parte, tanto Zaidman como Niro corroboraron los dichos
de la víctima, en el sentido de que fueron trasladados en un taxí~
metro hasta el Batallón de Villa Martelli, donde fueron colocados
en una misma celda.

No está probado, en cambio, que en ocaSlOn de su cautiverio
fuera sometido a algún mecanismo de tortura.

Ni de los dichos de la víctima ni de ningún" otro elemento de
prueba colectado surge tal circunst~lpcia.

Guillermo Horacio Dascal recuperó su libertad el día 5 de oc-
tubre de 1978.

Los dichos de la víctima, en el sentido de que fue liberado en
dicha fecha, se corroboran con los de Samuel Leonardo Zaidman.

Por último, surge de autos, que el hecho que damnificara\ a
Guillermo Horacio Dascal fue desarrollado de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.
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CASO N~ 355: ZAIDMAN, SAMUEL LEONARDO

Está probado que Samuel Leonardo Zaidman, de diecisiete años
de edad, fue privado de su libertad el día 9 de mayo de 1978 en su
domicilio, sito en Estado de Israel 4632, 4~ piso, dIo. "A" de esta
Capital, por un grupo armado que dependía operadonalmente del
Ejército Argentino.

En este sentido, la víctima relató en la Audiencia que el. día
mencionado, alrededor "de las once de la noche, un grupo de. per~
sonas armadas vestidas de civil se presentaron en su domicilio y se
lo llevaron detenido.

Ello es corroborado con todos los elementos de prueba, que
demuestran que la víctima fue mantenida en cautiverio en el cen-
tro de detención conocido como "El Vesubio" y en el Batallón de
Villa Martel1i, que actuaban bajo el comando operacional del Pri-
mer Cuerpo de Ejército, como más abajo se verá.

Durante su detención se hicieron gestiones ante autoridades
en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En tal sentido la víctima relató en la audiencia que su familia
interpuso un recurso de hábeas corpus, e hicieron una presenta-
ción al Ministerio del Interio,r. Ello se comprueba con las constan-
cias de la causa N'? 554 del Juzgado Nacional de Primera Instancia
en lo Criminal y Correccional Federal N'? 5.

Se encuentra suficientemente acredit~o además, que con mo-
tivo de una presentación judicial la autoridad requerida contestó
con nlendaddad.

En efecto, a fs. 6 de la causa antes mencionada obran constan-
cias de que el Estado Mayor del Ejército, Jefatura Uno, Personal,
informó que no existían antecedentes respecto de Samuel Leonardo
Zaidman (18 de mayo de 1978).

A SamueI Leonardo Zaidman se lo mantuvo clandestinamente
en cautiverio en el centro de detención conocido como "El Vesubio"
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y en el Batallón de Villa Marlelli, que actuaban bajo el comando
operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

En este sentido la víctima manifestó que luego de su deten-
ción fue trasladada a un lugar que reconoció como "El Vesubio"
en los planos que posteriormente le exhibieron en la Comisión Na.
cional de Desaparición de Personas.

En dicho lugar fue visto por Alfredo Luis Chávez y Claudia
Niro.

Por su parte, el testigo declaró que el día 19 de junio de 1978
fue trasladado junto con Alejandra Naftal, Guillermo Dascal y Clau-
dia Niro al Batallón de Villa Martelli, lo que fue confirmado por
Niro y Nafta!'

Está suficientemente probado que en ocaSlOn de su cautiverio
fue sometido a algún mecanismo de tortura.

Los dichos de la víctima a este respecto se complementan con
el indicio que se desprende de que las torturas en dicho lugar de
detención eran sistemáticas, y los elementos de prueba que de.
muestran que el resto del grupo también fue torturado.

Samuel Leonardo Zaidman recuperó su libertad el día 5 de oc-
tubre de 1978.

Los dichos de la víctima a este respecto se. corroboran con el
cuadro probatorio en general.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron
a Samuel Leonardo Zaidman fueron desarrollados de acuerdo al
proceder descripto en la cuestión de hecho N9 146.

CASO N? 356: CHAVEZ, LUIS ALFREDO

Está probado que Luis Alfredo Chávez, de diecinueve años de
edad, fue privado de su libertad el 9 de mayo de 1978 en su domi-

,
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cilio, sitó en Boulevard Ballester 288 de Villa Ballester, Provincia de
Buenos Aires, por personas armadas que dependía operacionalmente
del Ejército Argentino.

En este sentido la víctima relató que el día mencionado, en horas
de la noche, se presentó en su domicilio un grupo de personas arma-
das y se lo llevaron detenido.

Esta circunstancia se halla corroborada por los elementos de
prueba que demuestran que la víctima fue mantenida en el centro
de detención conocido como "El Vesubio", que actuaba bajo el
comando operacional del Primer Cuerpo de Ejército.

En tal. sentido, a los. dichos de la víctima hay que agregar los
testimonios de Samuel Leonardo Zaidman y Leonardo Dimas Nú-
ñez, quienes aseguraron haber compartido su cautiverio allí con
Luis Chávez.

Se; encuentra suficientemente acreditado también que en oca-
sión de su cautiverio fue sometido a algún mecanisn10 de tortura.

En este sentido, a los dichos de la víctima debe unirse el indi-
cio que se desprende del hecho de que las torturas en el mencio-
nado lugar eran sistemáticas, y los elementos de prueba que acre-
ditan que el resto del grupo al que pertenecía Chávez también fue
torturado.

Luis Alfredo Chávez dice que recuperó su libertad el 19 de di.
eiembre de 1978.

Por último, surge de autos, q1,le los hechos que damnificaron
a Luis Alfredo Chávez fueron desarrollados de acuerdo al proceder
descripto en la cuestión de hecho N? 146.

CASO N? 357: VARRIN, ENRIQUE JORGE

Está probado que Enrique Jorge VarrÍn fue privado de su liber-
tad el 2 de agosto de 1978 en su domicilio ubicado en la calle Italia
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N9 2464 de Martínez, Provincia de Buenos Aires, por un grupo ar~
mado que dependía del Ejército Argentino.

Ello surge de los propios dichos de la víctima vertidos vía di-
plomática desde Dinamarca y en la causa N~ 1800 del Juzgado Pe-
nal N~ 7 de Morón, caratulada: "Fiscal Armando Benet s/denuncia",
a fs. 910, donde refiere que el grupo que se autotituló perteneciente
a las fuerzas de seguridad le tapó la cabeza con un pulóver y se lo
llevaron en un vehículo.

Al declarar el nombrado a fs. 1/4 de la causa N? 3123 del Juz-
gado Nacional de Prime~a Instancia en lo Criminal N9 3,3,Secretaría
N? 170 de 'esta Capital, ratifica sus dichos vertidos en la causa men-
cionada en el párrafo anterior.

Tal circunstancia es de~unciada por su lnadre, Elvira Pasce de
.Varrin, ante la Comisaría de Martínez, la que diera origen al expe-
diente N? 13.073/7 del Juzgado en lo Penal N? 4 del Departamento
Judicial de San Isidro, quien agrega que el grupo aprehensor es-
taba. integrado por unas diez personas, entre hombres y mujeres,
que se desplazaban en dos o tres automóviles.

Los citados, expedientes se encuentran agregados, a autos.

Se suma a todo lo expuesto el hecho de haber sido vista la vÍC-
tima en cautiverio por otras personas -a las que más adelante se
hará referencia-, en un lugar dependiente del Ejército.

Con motivo de su cautiverio se hicieron gestiones ante autorida-
des en procura de la averiguación de su paradero y libertad.

En efecto, obra agregl,do el ya ref~rido expediente N~ 13.073-7,
del Juzgado en lo Penal N~ 4, del Departamento Judicial de San Isi-
dro, iniciado. por denuncia de la madre de la víctima, señora Elvira
Fasce de Varrín, con fecha 2 de agosto de 1978, en el cual, con fecha
18 del mismo mes y año, se sobreseyó provisionalmente en la causa.

A Enrique Jorge Varrín se lo mantuvo clandestinamente en cau~
tiverio en el centro de detención denominado "El Vesubio", que de-
pendía operacionalmente del Ejército Argentino.
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En sus referidas declaraciones, la víctima manifiesta tal circuns-
tancia, expresando' que el lugar se hallaba cerca del Camino de Cin-
tura y Autopista Richieri, la que pudo comprobar visualmente, ya
que la trama del pulóver que le cubría la c8"beza era gruesa. Agrega
que durante el tienlpO que estuvo alojado en el mencionado centro
vio a gran cantidad de personas en su misma condición.

Ello aparece corroborado por los dichos de"Roberto Osear Arri-
go -caso 367-, Ricardo Daniel Wejchemberg -caso 385-, el con-
tador público Guillermo Alberto Lorusso -caso 372-, quienes afir"
man haber compartido su cautiverio junto a la víctima en "El Vesu-
bio", lugar que, una vez en libertad, pudieron reconocer.

Se suma a lo expuesto el indicio de que para la fecha en que la
víctima permaneció secuestrada en el referido centro, también lo
estuvieron otras personas -confrontar casos 155 a 159- los que des4

criben' las características físicas del lugar, como así también men~
cionan nombres y apodos de los guardias, coincidiendo con las des-
cripciones dadas por el damnificado y las demás personas nombra~
das anteriormente.

También está probado que en ocasión de su cautiverio fue some-
tido a algún mecanismo de tortura.

Al declarar, VarrÍn manifiesta la forma en que fue torturado
mientras se lo interrogaba sobre sus actividades políticas, en el mo-
mento .en que arribó a "Vesubio".

Sus dichos al respecto coinciden con los de sus compañeros de
cautiverio antes mencionados y con las personas referidas en los
casos 155 a 159, ocasión en que se dieron por acreditadas 'las tortu-
ras denunciadas; por ello, a mayor abundamiento, cabe remitirse a
las consideraciones vertidas en los respectivos casos.

Durante todo ese tielllpo o parte de él se le impusieron condi-
ciones inhumanas de vida y alojamiento.

También al respecto, para evitar inútiles repetlcIOnes se remite
a los casos 155 y 159, por existir cOlllunidad probatoria en cuanto a
las infrahumanas condiciones de vida a que eran sometidos los cau~
tivos en "El Vesubio".
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Enrique Jorge Varrín recuperó su libertad en el mes de mayo

de 1979.

En tal sentido, el nombrado refiere que luego de permanecer un
tiempo en "El Vesubio" fue trasladado a un Regimiento donde se
le formó Consejo de Guerra, y posteriormente al Penal de Villa De-
voto, donde recuperó su libertad en la fecha indicada.

En la citada causa N° 13.073-7, luce a fs. 25 un informe de la
Comisaría de Villa Insuperable, según el cual VarTÍn se hallaba de~
tenido a disposición del Area Militar 114, de Ciudadela. A fs. 30,
informa el Grupo de Artillería N'?1, que la víctima fue detenida por
personal de esa Jefatura el 13 de septiembre de 1978.

Obra también agregada la causa N'? 8536, del Juzgado Federal
N0 3, caratulada "Waen, Laura y otros s(inf., ley 20.840 Y 21.325", de
la que surge a fs. 12 que VarrÍn fue puesto a disposición del Poder
Ejecutivo Nacional en septiembre de 1978, y que con fecha 17 de
mayo de 1979 recuperó S!l libertad, habiendo recaído el 28 de febrero
de 1985 sobreseilniento definitivo en la causa y respecto de la víctima.

Está también probado que en ocasión de. su secuestro le fue
sustraido dinero de su propiedad que se hallaba en su dOll1icilio.

La víctima manifiesta que cuando fuy detenido, el grupo apre-
hensor le sustrajo una cantidad de dinero que tenía. Tal circunstan~
cia aparece corroborada por la declaración de su madre Elvira Fasce
de Varrín, vertida a fs. 1, del expediente N'? 13.073-7, agregando que
se ,trataba de 240.000 pesos ley 18.188. A fs. 7 del citado expediente
declara Aurora Schafer de De Rosa, vecina de Jos nombra.dos, afir-
mando que sabía que VarTÍn tenía el dinero que se menciona en su
domicilio.

Resulta necesario aclarar que al mon1ento de producirse la pri-
vación de libertad eran Comandantes en Jefe los acusados Viola,.
Massera y Agosti.

Por último, surge de autos, que los hechos que damnificaron a
Enrique Jorge Varrín fueron desarrollados de acuerdo al proceder
.descripto en la cuestÍón de hecho N'?146.
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